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SECCIÓN  ADMINISTRATIVA. 


TRIBUNAL  SUPREMO. 

En  Ia  villa  y  corte  de  Madrid,  á  48  de  Abril  de  4899,  en  los  áotos 
contencieso-iadmioistrativos  seguidos  por  la  Sociedad  carbonífera  La 
Iberia,  representada  por  el  Licenciado  D.  Antonio  Ramos  Calderón,  y 
después  por  el  Licenciado  D.  Nicolás  María  Rirero,  y  de  líltimo  estado 
por  D.  Vicente.  Ñoñez  de  Velasco,  contra  la  Administración  general  del 
Estado,  que  lo  es  por  el  Ministerio  fiscal,  coadyuvada  por  el  Licencia- 
do D.  Emilio  Cánovas  del  Castillo,  á  nombre  de  la  Sociedad  minera  La 
Manchegay  Rética  y  Vhoaina,  sobre  roTocacion  de  la  Real  orden  de  29 
de  Mayo  de  1867,  que  declaró  nulo  y  sin  curso  el  expediente  de  la  in- 
veaiigacian  Uebú: 

Resultando  que  en  26  de  Mayo  de  4845  pidió  D.  Francisco  Giles  al 
Inspector  de  m.ioas  de  la  provincia  de  Córdoba  el  registro  de  la  mina 
de  carbón  y  hierro  nombrada  Puerto,  y  la  ampliación  de  otras  tres 
pertenencias,  que  forioarian  cuatro,  titulándose  Puerío  Segundo,  Ter* 
cero  y  Cuarto,  haciendo  la  designación  del  terreno:  que  reconocido 
éste,  se  encontró  criadero  y  suficiente  extensión,  por  lo  qne  solicitó  su 
posesión  eñ  Agosto  de  4846  D.  Joaquín  de  Rúrgos,  á  nombre  de  la  So- 
ciedad Angla-Eñpañola: 

Resultando  que  en  24  de  Junio  de  4852  D.  Aniceto  Gómez  denunció 
dicha  mina  con  el  mismo  nombre  de  Eí  Puerto,  por  estar  abandona- 
da, pidiendo  se  declarase  la  caducidad  de  los  derechos  que  pudieran 
tener  los  anteriores,  y  se  le  reservase  la  prioridad  del  terreno  ftor  no 
estar  aun  hecha  la  concesión  por  el  Gobierno;  y  declarada  la  caducidad 
en  30  de  Julio,  pidió  el  registro  en  forma  de  cuatro  pertenencias: 

Resultando  que  admitido  este  registro  á  nombre  del  interesado, 
formó  éste  la  Soiciedad  titulada  La  Mancheta;  y  becho  el  recoooci* 
mieolo  oportuno,  se  descubrió  por  simples  catas  el  criadero  ó  mineral 
de  1a  misma  clase  de  las  muestras  presentadas,  resultando  que  habia 
terreno  frasfco,  y  que  en  I09  registros  vecinos  no  había  nadie  á  quien 
citar,  haciendo  aquel  la  designación  oportuna,  que  dijo  el  logeniero 
era  arreglada  á  las  prescripciones  legales: 

Resultando  q^e*  mandado  reconocer  la  labor  legal  para  hacer  la 
demarcación,  se  suspendió  ésta  por  asegurar  el  Ingejiiero  que  faltaba 
dicha  labor  legal  y  había  muQha  vaguedad  é  inexactitud  en  sus  linde* 
ros,  protestando  losi  dueños  de  minas  colindaates  eontra  su  validen 
pof que  peigudieAlHi  li  las  wyas:  >: 

Resultando  que  declarado  sin  efecto  este  expediente  poi  el  Gob<^' 


—  4- 

nador  de  la  provincia  de  Córdoba  én  28  de  Mayo  de  {Mi  por  las  mis- 
mas causas  aotes  indicadas  de  no  eslar  habilitada  la  labor  legal  y  ha- 
ber mucha  vaguedad  é  inexactitud  en  los  linderos,  como  apelase  el  re- 
presentante de  la-Socied^d  Manchega  presentando  un  escrito  firmado 
por  varios  testigos  para  justificar  los  estremos  que  se  propuso,  se  re- 
mitió el  expediente  á  la  Superioridad,  y  se  dictó  Real  orden  en  4  de  No- 
viembre de  1863  confirmando  el  decreto  del  Gobernador  y  reservando 
k  la  parte  el  derecho  de  continuar  las  labores  como  de  i&vestigacion 
conforme  al  reglamento  vigente:  ^ 

Resultando  por  aseveraciones  del  Ministerio- fiscal  y  de  la  parte 
coadyuvante  de  la  Administración*  sin  haberse  negado  por  el  dethan- 
dante  que  contra  la  ex|)rosada  Real  orden  de  4  de  Noviembre  de  i863 
que  reservó  al  registrador  de  la  mina  Puerto  el  derecho  de  continuar 
las  labores  como  de  investigación,  reclamó  la  Sociedad  Iberia  en  el 
concepto  de  estar  perjudicada  en  su  registro  Hebe,  y  por  otra  Real  óri 
den  de  22  de  Diciembre  siguiente  se  desestimó  su  indicada  reclama'* 
don,  sin  haber  contra  esta  negativa  entablado  recurso  alguno: 

Resultando  que  en  20  de  Setiembre  de  1846  solicitó  D.  Juan  Merino 
se  le  admitiese  el  registro  de  una  mina  de  carbón  denominada  La 
Quinfa,  situada  en  Juana  la  Mala,  dél  término  de  lüspiel,  bajo  los  lin- 
deros que  señaló,  de  cuya  solicitud  desistió  después: 

Resultando  que  en  24  de  Agosto  de  4852  denunció  esta  mina  Don 
.  Manuel  Llórente  con  el  nombre  de  Hehe,  y  admitido  el  denuncio,  de- 
clarados caducados  los  derechos  del  anterior,  insistió  en  adquirir  la 
propiedad  de  cuatro  pertenencias,  cediéndolas  posterioriüenteá  la  So- 
ciedad Fusión  Carhonifern^y  Metalífera  deBéimet  y  Bspiel;  y  recono- 
cida por  el  Ingeniero  se  descubrió  por  simples  catas  el  erkiliero  ó  mi- 
neral déla  misma  clase  de  las  muestras  presentadas,  y  qde  había  ter- 
reno franco: 

Resultando  que  admitida  la  solicitud  de  registro  y  hecho»  los 
anuncios  correspondientes,  designaron  las  cuatro  pertcfnencias  que 
pretendían  obtener;  y  practicado  el  segundo  reconocimiento  por  el  In- 
geniero suspendió  la  demarcación  por  falta  de  mineral  descubierto,  de 
cuyo  acto  protestó  el  representante  de  la  Sociedad  por  haber  bumo$ 
indicios  de  carbón;  y  á  su  virtud  el  Gobernador  de  Córdoba,  en  ^8 
de  Novietnbre  de  1861  dejó  sin  efecto  dicho  expediente  reservando  al 
interesado  el  derecho  de  continuar  los  trabajos  como  de  investigación 
siempre  que  en  el  término  de  SO  dias  llenasen  los  feqnisitos  establecí- 
dos  en' la  nueva  ley;  y  habiendo  apelado  del  anterior  decreto,  cedien- 
do después  la  propiedad  de  la  mina  á  D.  Francisco  Rovisora  y  otros 
que  formaron  Sociedad  colectiva  bajo  la  denomiha^lon  de  La  Fterkt; 
T)or  Real  orden  de  17  de  Octubre  de  1893  se  cbnOimó  el-  decreto:  dé) 
-fberbador:  _:..(/ 
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Resultando  que  en  23  del  mismo  mes  y  ano  acompañando  e  plano 
del  terreno  y  la  licencia  concedida  por  el  Alcalde  de  Espial,  la  Socie-' 
dad  La  Manchega,  con  arreglo  al  art.  M  de  la  ley  ée  6  de  Jalio  de 
1859,  solicitó  investigar  dos  perteoencias  mineras  con  el  nombre  de 
Puerto  Segundo^  bajo  la  designación  que  hizo  y  el  depósito  prevenida; 
y  admitida  dicha  solicitud  y  hechos  lo»  respectivos  anuncios,  ae  opU'* 
80  á  ello  D.  Manuel  Gil ,  y  después  de  oirse  al  interesado  que  adujo  en 
su  favor  las  razones  que  creyó  oportunas,  y  al  Consejo  provincial,  se 
ordenó  que  el  Ingeniero  Jefe  examinase  y  comprobase  la  deaignacion 
hecha  teniendo  presente  el  expediente  del  primitivo  registro,  como  lo 
efectuó  manifestando  los  defectos  que  tenia  el  de  investigación  corre- 
gidos de  tal  oQOdo  que  era  más  bien  un  expediente  nuevo:  que  el  de  re- 
gistro fué  cancelado  sin  reserva  de  investigación  por  no  hallarse  la  la- 
bor habilitada  en  debida  forma ;  y  que  la  designación  no  podia  trazar- 
se  del  modo  pedido  por  impedirlo  la  investigación  Herradura  Segmuia; 
pero  que  habiendo  al  Nord-Este  terreno  franco,  podia  variarse  toman» 
do  desde  el  punto  departida  al  N.  O.  el  terreno  que  expresa: 

Resultando  que  el  Gobernador,  teniendo  presente  que  por  la  Real 
orden  de  24  d^Ñoviembrede  4863  se  concedió  el  derecho  de  invelstí- 
gar  á  esta  Sociedad,  mandó  qne  el  Ingeniero  amojonase  el  terreno  asig- 
nado y  levantase  dos  planos  de^I;  y  á  su  virtud  expresó  que  el  terreno 
que  se  mareaba  para  esta  mina  no  era  aquel  á  que  se  referia  su  expe-^ 
diente;  más  como  se  ordenase  por  la  Dirección  general  que  el  Gobetúa*: 
dor  resolviese  encada  caso  particular  lo  que  correspondiera,  por  no 
ser  posible  atenerse  á  los  planos  generales  levantados  por  dicho  inge- 
niero, sé' ordenó  que  éste  verificase  la  designación  y  amojonamiento 
de  la  investigación  El  Puerto:  en  cuyo  estado  la  Sociedad  Iberia  hiz6 
presente  habia  acudido  con  demanda  contenciosa  contraía  Reai orden 
que  declaró  cancelada  la  mina  Hebe: 

Resultando  que  en  16  de  Diciembre  dicha  Sociedad,*  acompañando 
un  plano  del  terreno,  pidió  en  investigación  las  dos  pertenencias 
que  concede  la  ley  de  6  de  lulio  de  (859  y  el  reglamento  vigente,  con 
el  nombre  de  Hebe  Segunda,  haciende^  la  designación  prevenida  y  el 
depósito  de  300  rs.,  presentando  la  licencia  concedida  por  el  Alcaide 
de  Espiel  en  8  y  49  de  Enero  de  4864: 

Resultando  que  admitida  dicha  solicitud  y  desestimada  la  oposi- 
ción de  uno  de  los  interesados  limítrofes,  se  declaró  no  haber  lugar  á 
proveer  ^obre  ella,  y  se  mandó  hacer  la  publicación  oportuna  que  tuvo 
efecto;  y  reconocido  el  terreno  por  el  Ingeniero  informó  en  49  de  Ju* 
nio  de  4866  que  la  situación,  linderos  y  visuales  que  se  expresaban 
venianá  determinar  con  exactitud  el  que  se  solicitaba,  pero  el  punto 
de  partida  quedaba  dentro  de  la  investijgacion  El  Puerto  Segundo^  y 
que  si  se  concedía  á  este  ultime  expediente  la  anggüedad  del  do  re» 


^stró  de  que  procedía,  no  le  quedaba  terreno  franco  á  la  investigación 
ffébeSegundaí 

Resaltando  que  con  yista  de  todo,  y  eo  ^  de  Setiembre  de  4866,  el 
Gobernador  de  la  provincia  de  Córdoba  declaró  nulo  por  falta  de  ter- 
reno franco  el  expediente  de  investigación  Hebe  Segvnda.  mandando 
poner  de  maniñesto  por  30  días  todos  los  expresados  expedientes  para 
que  esta  Sociedad  pudiese  alegar  lo  qtie  creyera  eoBvenir  á  sa  derecho; 

Resultando  que  habiendo  apelado  del  anteriar  decreto,  fundac^  el 
recurso  en  que  al  antiguo  expediente  El  Puerto  no  debió  concedérsele 
la  reserva  de  investigar,  pues  tenia  graves  defectos  de  localizacion  y 
designación  que  producían  nulidad,  y  porque  dicha  reserva  habia  sido 
mal  entendida  y  aplicada,  pues  la  designación  de  investigación  no  se 
ajustaba  á  la  del  antiguo  expediente,  informó  el  Ingeniero  que  la  eX" 
presada  nulidad  era  improcedente,  é  infundadas  dichas  razones;  y  re- 
mitido el  expediente  á  la  Superioridad,  se  dictó  Real  orden  en  29  á^ 
Mayo  de  4867  confirmando  el  expresado  decreto  del  Gobernador: 

Resultando  que  contra  la  anterior  Real  orden  recurrió  la  Sociedad 
Iberia  con  demanda  contencioso-^ dministrativa  que  fué  sustanciada 
primero  ante  el  Consejo  de  fistado  en  la  Sala  correspondiente,  y  des- 
pués en  este  Tribunal  Supremo  con  audiencia  del  Ministerio  fiscal  y  de 
su  coadyúventela  Sociedad  titulada  La Manchega^  dictándose  senten- 
cia por  esta  Sala  de  lo  contencioso-administrativo  en  %1  de  Marzo  de 
!871,  declarando  firme  y  subsistente  dicha  Real  orden  absolviendo  de 
la  demanda  ala  Administración  general  del  Estado: 

Resultando  que  contra  la  misma  beal  orden  de  29  de  Mayo  de  1867 
presentó  otra  demanda  que  es  la  que  motiva  este  pleito^  la  Sociedad 
Iberia  pidiendo  su  revocación  y  que  en  definitiva  se  declare  en  su  lu- 
gar preferente  ei  derecho  de  la  investigación  Hebe,  ordenaudo  la  pro- 
secución de  su  ex[^diente.  y  que  la  investigación  Puerto  Segundo  se 
limite  al  terreno  que  (Hieda  resultar  franco  después  de  emplazada  la 
primera,  con  arreglo  á  las  pertenencias  solicitadas,  fundado  en  que  el 
art.  56  del  reglameuto  para  la  ejecución  de  la  ley  de  Minas  de  1849 
solo  concedía  la  reserva  del  derecho  de  investigar  al  registrador  que« 
llenando  todos  los  requisitos  legales,  no  tuviese  la  suerte  de  descubrir 
mineral;  pero  no  á  los  que  no  han  practicado  la  labor  legal:  que  eii 
este  último  caso  se  hallaba  la  investigación  El  Puerto^  cuyo  expedien- 
te adolecía  además  de  graves  defectos  de  localizacion  y  designación 
que  ni  la  antigua  ni  la  nueva  ley  de  Minas  en  los  artículos  que  cita,  ai 
la  jurisprudencia  del  Consejo  de  fistado  permiten  subsanar  después 
cuando  el  cambio  infiere  perjuicio  á  tercero:  que  el  derecho  do  inves- 
tigar debia  sujetarse  á  la  ley  de  1849  en  cuanto  á  su  uatura.leza  y  e]^- 
tensión,  por  más  que  hayan  do  ajustarse  á  los  trámites  y  formalidades 
d«l  r  eglameuto  vigente,  por  lo  que  nai^fi  podía  dar  (}o^6P(M>  w^s  ^u^ 


á  ttlM  perieiienfift  á  candicion  de  haber  terreúo  franco,  debiendo 
scrjetaree  en  cttanto  al  exceso  de  terreno  á  las  dispo&ieiooes  de  la 
ley  actual,  consideréndose'  como  un  eztraSo  que  viene  á  usar  del  de- 
recho qtie  á  todos  concede  para  eolicitar  oualqoiera  terreno  franco: 
qu<9  aun  cnando  se  supusieran  en  lae  mismas  condicionea  á  los  do»  an- 
tiguos registros  Fuerio  y  He^e,  como  al  solicitarlas  pertenencias  para 
el  Fuerto  Segundó  estaba  ya  ocupado* el  terreno  por  las  pedidas  para 
la  iovestigacion  H«6e,  debió  respetar  el  terreno  que  ya  no  estaba  ¿ran- 
eo» pu«8  la  nulidad  de  su  primer  expedieirte  le  bizo  perder  todos  sus 
derechos  asi  efeétivos  como  erentuales,  y  no  podiainirocar  paira  oin*- 
gen  efecto  el  expediente  anulado,  pues  en  otro  caso  debería  sujetarse 
i  las  {prescripciones  de  la  ley  de  1849  y  sufrir  las  consecuencias  de  los 
defectos  que  aquellos  expedientes  pudieran  encerrar;  expresando  últi- 
mamente con  nuevas  instrucciones  que  al  presentarse  la  solicitud  para 
la  investigación  Puerto  Segundo  no  estaba  ocupado  el  terreno  por  la 
iovestigacion  Eebe,  sino  por  el  antiguo  legistro  úe  este  nombre  que 
aun  no  habia  sido  anulado: 

Resultando  que  por  haber  sustituido  el  Licenciado  Ramos  Calde- 
rón en  el  Licenciado  D.  Nicolás  María  Rivero  sus  poderes^  se  \t  hubo 
por  pai^v  y  reclamados  y;  recibidos 'los  expedientiesgpbeniativos,  am- 
plió la  deaHinda,  reproduciendo  su  petición  y  argumentos,  pidiendo 
por  un  otros!  que  se  pusiese  testimonio  literal  de  la  Rleai  orden  de  32 
de  Diciembre  de  4863,  presentada  copia  de  ella  en  otro  asunto,. y  pro- 
poniendo prueba  para  en  el  caso  de  que  el  Fiscal  negase  loe  hecbps 
alegados: 

Resultando  que  deferídose  al  particular  de  poner  testimonio  de  la 
Real  érdén  citada  no  aparece  se  ejecutase  ñique  se  insistiera  por  la 
parte  demandante  en  que  se  llev^ara  á  afecto  lo  m&ndado^  si  .bien  se  ha 
tenido  á  la  vista  al  tiempo  del  fallo,  por  obrar  en.  el  rollo.del  pleito 
antes  citado,  relativo  á  la  investigación  Eebe  Segunda;  y  ^mpiailado.el 
Ministerio  fiscal  en  i  de  Octubre  dd  1868  y  después. en  i7de  Abril  de 
1868^  en  32  de  Setiembre  de  1870  pidió  se  reriamaaen  los  expedientes 
ñebe  y  %\  Puerto: 

Resultando  que  «cordado  asi  por. la  Sal^,  á  quien  «e  babiaú.  remi- 
tido los  autos  para  su  prosecución,  contestó  el  Ministerio  que  los  te- 
nia rofflitidos  al  Conseifo  de  Estado ;  resultaudo,  en  efecto,  unidos  á 
dicho  pleito  sobre  -Hebie  Segunda;  follado  anteriormente  estire  las  .mis- 
mas partes  y  devueltos  al  M ioisüerio,  los  remitió  éste  de  nuevo: 

Resultando  que  se  mostró  y  fué  tenido  por  parte  D.  Vicente  Nuñez 
de  VelasGo,  á  nombre  de  la  Sociedad  Iberia,  en  virtud  de  la  corros- 
pondiente  sustitución  del  poder  hecho  en.su  f«.vor^.y  se  pasa/'oq  de 
Bttévo  los  aolbs  al  Ministerio  fiscal  en  34  de  Juau»  dei87i,paca  ooo^ 
testar  á  la  demanda,  lo  que  verificó  en  10  de  julio  siguiente,  pidiendo 


• 

se  absolviese  dd  elia  á  'la  A<)nQÍDistraciQP;  general  del  Eatadp  ^eA^C* 
maodo  la.resolucian  reclamada,  fundado  en  que  siendo  el  primer  k^- 
gistro.el  del  Puerto  oq  pudo  el  de  Eebe  invocar  derecho  prefereote 
mientras  aquel  no  fue^e. anulado:  que  la  Beal  orden  de  4  de  Noviembre 
de>i863^  que  reservó  al  regiairador  del  Puerto  el  derecbo.de  continuar 
las  labores  como  doiinvestígaoion,  y  la  de  22  de  Diciembre  siguiente 
desestimando  la  reclamación  de  la  Sociedad  Iberia  sobre  lo  resaelto 
en  la  primera  producen  el  mismo  efecto  que  una  ejecutoria,  aun  cuao^ 
do  la  enunciada  reserva  se  suponga  coutraria  al  arit,  58  del, reglamen- 
to de  Mioas  de  1849:  que  según  la  jurisprudencia  del  Consejo  de  Esta- 
do y  de  este  Tribunal  Supremo,  balUndose  en  curso  un  expediente, 
.  sean  sus  defectos  los  que  fueren,  no  se  puede  conceder  á  otro  interesa- 
do el  terreno  que  por  aquel  resulte  ocupado  íuterin  no  se  termiae  y 
anule  dicho  expediente;  de  modo  que  siendo  la  investigación  Bebe  pos- 
terior al  Puerto  Segundo,  derivado  del  registro  de  aquel  nombre,  ha 
tenido  que  esperar  i  que  dejara  ó  nó  terreno  franco,  resuelto  que  fuera 
dicho  expediente;  debiendo,  caso  negativo,  ser. anulado  el  suyo,  como 
en  efecto  lo  fué;  y  que  la  cuestión  estaba  prejuzgada  por  la  sentencia 
de  este  Tribunal  de  27  de  Marzo  de  d87i: 

Resultando  que  hecha  saber  la  existencia  del  presente  pleito  al.re- 
]presentante  de  la  Sociedad  Manchegat  se  presentó  en  él  á  su  nombre  el 
Licenciado  D.  ümilio  Cánovas  del  Caistillo,  á  quien  se  tuvo  por  parte, 
y  contestó  la  deihanda  con  la  misma  pretensión,  que  el  Fiscal,  repro- 
duciendo sus  argumentos: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Herreros  de 
Tejada: 

Considerando  que  según  declaración  textual  da  la  ley  de  Minas  de  6 
de  Julio  de  1869,  en  su  art.  20  lo  mismo  en  la  investigación  que  en  el 
registro  de  pertenencias  mineras,  la. prioridad  de  la  solicitud  confiere 
derecho  preferente  á  la  concesión  y  propiedad;  y  que  esta  misma  dis- 
posición sé  reitera  en  el  articulo  27  del  reglamento  publicado  en  5  de 
Octubre  del  mismo  año  para  la  ejecución  y  cumplimiento  de  dicha  ley, 
expresando  que  aquel  derecho  de  preferencia  por  razón  de. la  prioridad 
de  solicitudes  se  regulará  por  la  fecha  de  la  presentación  de  eUasi 

Considerando  que  la  Sociedad  denominada  La  Manchega  presentó 
en  23  de  Noviembre  de  1863  su  solicitud  para  que  se  le  concediese  au- 
torización ó  facultad  de  investigar  en  el  terreno.de  su  mina  Puerto, 
cuyo  expediente  de  registro  se  había  dejado  sin  efecto  con  esa  reserva; 
y  qué  la  Sociedad  /tartaño  presentó  igual  solicitud,  dando  á  áu  mina 
el  titulo  de  Ha6e  para  investigar  también  en  el  mismo  terreno, hasta 
él  17  de  Diciembre  siíguiente;  siendo,  por  lo  tanto,  incontrovertiblj9  la 
preferencia  que  según  la  citada  ley  de  minería  y  su  regUmento  cor- 
responde á  la  primera  de  dichas  Sociedades: 
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Considerando  que  por  la  R^^^érd^n  de  4  de  Noyiembre  de  1865  m 
c(]ffi^m<^,^ldec;re^p  del  (Gobernador  de  Córdoba  dejanjlo  sin  efecto, el 

.  expediente  d^  reg^trode  K  oaina  Puerco  con  la  limilacion  que  expre- 
sa la  reserva  que  consigna  la  misma  Real  orden  del  derecho  de  1á  Sd- 
ciedád  J^iinph¡^($PQra.cof^tinuar  ^Sciabores  en  aquel  terreno- como  ¿6 
investigación  en  conformidad  al  reglamento  vigente;  y  habiendo  que- 

.dado  firme  esto  Beál  orden  por  na  haber  ^ido  en  su  debido  tiemp^o  re* 
clamada,  produce  idénticos  efeclos  que  una  ejecutoria,'  y  és'iE¿p'roce- 
dente  cuanto  la  parte  demandante  alega  pretendiendo  ahora  invali- 
darb:  ■  .  v.-  - .  j    ••  . 

Considerando  que  por  igual  fundamento  y  haber  ambas  Sociedades 
investigadoras  invocado  en  su  pe^ticio^  la  legislación  de  Minas  de  1859, 
vigente  en  la  época  en  que  l^s  interpusieron  aspirando  á  dicha  investi- 
gación, así  como  en  la  que  fué  expedida  la  precitada  Real  .orden,  co- 
mo en  .ellanúsma  se  indica,  no,  puede  tenec  aplicacioqla  de  1849  al 
presente  caso,  como  pretende.  la'  demandante,  y  es  también  bajo  és'te 
concepta  desatendible  $u  solicitud^  dirigida  á  que  se  tenga  por  ine^- 
caz  la  mencionada  reserva  del  derecho  de  investigar  concedido  &  ta 
Ifemc/^e^jra  en  el  térn^iuo  de  su  primitivo  registro  Ptf^Wo: 

Y  considerando,  por  último,  que  se  ha  seguido 'otro  pleitó'entre 
las  mismas  partes  qu,f  litigan  estos  autos  con  idénticas  pretensiones  y 
fundamentos,  relativamente  á  la  mitad  del  propio  terreno  en  que  se 
triktaba  de  iafl  investiga,ciones  Heíe  Segunda  por  la  Iberia  j  ¿[Puerto 
por  La  Manchegai  y  de  si  procedía  ó  nó  dejar  subsistente  la  Real  dr- 
den  respecto  de  la  cual  ha  de  recaer  también  él  actual  fallo,  en  cuyo 
pleito  se  absolvió  de  la  demanda  á  la  Administración  general  del  Esta- 
da por  sentencia  dictada  por  esta  Sala  en  2t^  de  Marzo  de  1871,  {publi- 
cada en  Ja  (irace/a  oficial  de  15  de  Junio  siguiente; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  ala  Administración 
general  del  Estado  de  la  demanda  en  estos  autos  deducida  por  la  So- 
ciedad carbonífera  la  Iberia  con  fecha  13  de  Julio  de  1867,  si  bien  su 
presentación  tuvo  efecto  en  16  del  mismo;  quedando  en  sii  virtud  ir- 
me y  subsistente  la  Real  orden  reclamada  de  29  (le  Alayó  del  mismo 
•B0deí867. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  sé  publicará  en  la  Gaceta  ofi- 
cial ^  ;Be  ins^rt^rá  en  la  Qolecciot^  íegis!aíiva,  sacándose  al  efectóías 
copias  necesarias,  y  devolviéndose  los  expedientes  gubernatii^os  al  Mi- 
nisterio de  Fomento  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =:Já^n 
GoQ^lez  Acevedo.:=:GregQrjio  Juez  Sarmiento.=José  María  Herreros  de 
Tejaba, =Juan  Jiménez  Cuenca.=Ignácio  yieites.=Juan  Caüo  BÍ'anuel. 
^Trinidad  Sicilia , 

Publipacion.=^Leida  y  publicada  fué  la  ant^ior  seútenciá' por  el 
£xcmo.  Sr.D.  José  Maria  Herreros  de  Tejada,  Magistrado  del  Tribunal 
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Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  cuarta,  de  que  certifico 

como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  i8  de  Abril  de  i87^.=:ETirique 

Medina . 

(Gaceta  débde  Julio  de  1872). 


En  la  yilla  y  corte  de  Madrid,  á  24  de  Mayo  de  1872,  en  los  autos 
contencioso-administrativos  que  ante  Nos  penden,  seguidos  por  d,  Cle- 
mente Igartúa  y  Urcelay,  representado  por  el  Licenciado  D.  Vicente 
Morales  Diaz,  con  la  Administración  general  del  Estado,  que  lo  es  por 
el  Ministerio  fiscal,  coadyuvada  por  el  licenciado  D.  Mariano  Ayuso 
en  nombre  de  D.  José  García  Pérez;  sobre  rescisión  de  las  sentencias 
pronunciadas  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Granada  en  4  de 
Julio  de  1871,  que  declaró  la  caducidad  de  la  mina  titula  Niño  Perdido, 
y  la  de  este  Tribunad  Supremo  de  12  de  Diciembre  del  mismo  año,  en 
que  se  declaró  desierto  el  recurso  de  apelación  interpuesto  de  aquella 
por  no  haberse  presentado  el  Igartúa  en  el  tiempo  marcado  por  la  ley 
para  sostenerlo: 

Resultando  que  ante  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Granada 
se  siguieron  autos  contencioso-administrativos  entre  D.  Clemente 
Igartúa  y  Urcelay,  el  Ministerio  fiscal  y  D.  José  García  Pérez,  como 
coadyuvante  de  la  Administración,  sobre  caducidad  de  la  mina  titula- 
da Niño  Perdido^  en  los  cuales  y  después  de  los  trámites  de  derecho 
dictó  sentencia  la  referida  Sala  en  4  de  Julio  de  1871  declarando  firme 
el  decreto  del  Gobernador  que  ordenó  la  caducidad  de  dicha  mina. 

Resultando  que  notificada  la  anterior  sentencia  en  el  dia  6,  en  el  7 
apeló  D.  Clemente  Igartúa  y  Urcelay,  cuyo  recurso  le  fué  admitido  en 
el  dia  11;  y  que  eñ  el  26  se  citaron  y  emplazaron  las  partes  para  ante 
este  Tribunal  Supremo,  á  donde  se  remitieron  los  autos  originales: 

Resultando  qiie  á  su  virtud  acordó  la  Sala  que  se  instruyese  al 
Ministerio  fiscaU  y  luego  que  compareciese  la  parte  apelante  ó  espira- 
do el  término  del  emplazamiento  se  diese  cuenta: 

Resultando  que  en  el  dia  24  de  Octubre  del  referido  año  acusó 
el  Fiscal  la  rebeldia  al  apelante,  y  se  presentó  el  Licenciado  D.  Mariano 
Ayuso,  á  nombre  de  D.  José  María  García  Pérez,  haciéndolo  igual- 
mente en  el  dia  27  el  apelante  D.  Clemente  Igartúa  y  Urcelay,  repre- 
sentado por  el  Licenciado  D.  Vicente  Morales  Diaz,  mejorando  el 
recurso  interpuesto: 

Resultando  que  dada  cuenta  á  la  Sala  de  los  anteriores  escritos,  en 
el  dia  27  de  Octubre  acordó  pasar  los  autos  al  Magistrado  Ponente 
sobre  la  rebeldía;  y  en  7  de  Noviembre  determinó  asimismo  se  pusie* 
sen  los  autos  de  manifiesto  por  tres  dias  á  las  partes,  y  después  que 
^e  pasasen  con  apuntamiento  al  Sr.  Magistrado  Ponente  para  resolver 
irca  del  incidente  de  rebeldía: 
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Resultando  que  en  este  estado  presentó  escrito  D.  José  García 
Pérez  solicitando  que  sin  más  trámites  se  declarase  desierta  la 
apelación,  á  que  se  acordó  por  la  Sala  estar  á  lo  proveído  en  el  día  7  de 
NoYiembre: 

Resultando  que  celebrada  la  vista  del  incidente  en  el  día  señalado 
para  ella,  se  dictó  sentencia  por  esta  Sala  en  12  de  Diciembre,  tenien- 
do por  acusada  la  rebeldía  formulada  por  el  Ministerio  fiscal  á  nombre 
de  la  Administración  general  del  Estado,  y  por  desierto  el  recurso  de 
apelaciop  interpuesto  por  D.  Clemente  de  Igartúa  y  Urcelay,  se  decla- 
ró consentida  y  firme  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  primera 
de  la  Audiencia  de  Granada  en  4  de  Julio  anterior: 

Resultando  que  contra  ambas  sentencias  ba  interpuesto  recurso 
de  rescisión  en  3  de  Enero  de  4872  el  Licenciado  D.  Vicente  Morales 
Diaz  solicitando  que  en  su  dia,  declarándolas  rescindidas,  se  acce- 
da á  lo  pretendido  en  su  escrito  de  mejora  de  apelación^  fundándo- 
se en  queD.  Clemente  de  Igartúa  no  ha  podido  comparecer  en  tiempo 
para  mejorar  la  apelación,  como  se  proponía  justificar  si  el  Tribunal 
le  daba  medios  para  ello: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal  y  el  Licenciado  Don 
Mariano  Ayuso,  solicitan  se  desestime  el  recurso  de  rescisión,  funda- 
dos en  que  no  se  han  presentado  los  documentos  justificativos  de  la 
causa  que  indica,  ni  ella*  es  de  las  que  señala  el  reglamento: 

VÍ8tD«  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joan  Jiménez  Cuenca; 
.  Considerando  que  atendido  el  conjunto  de  las  disposiciones  del 
cap.  7/  del  reglamento  del  Consejo  de  Estado  para  lo  contencioso,  y 
coD  especialidad  los  artículos  iOd  y  i06,  la  rescisión  de  las  sentencias 
dictadas  en  rebeldía  solo  procede  en  el  caso  de  ser  nula  la. cédula  de 
emplazamiento,  ó  en  el  de  fuerza  mayor  y  notoria  que  impida  compa^ 
recer  á  la  parte  acusada  de  rebelde  en  el  término  legal. 

CoDsideraodo  que  D.  Clemente  Igartúa  no  ha  alegado  ninguna 
de  esas  dos  cansas  en  el  recurso  de  rescisión  que  ha  formulado  contra 
la  sentencia  de  esta  Sala,  que  le  declaró  rebelde  á  instancia  de  la  Ad- 
ministraision  por  no  haberse  presentado  en  tiempo  hábil  á  mejorar  la 
apelacíoa  que  interpuso  y  le  fué  admitida  en  la  Audiencia  de  Granada; 
absteniéndose  además  de  acompañar  á  su  solicitud  documento  alguno 
justificativo  de  su  imposibilidad  para  haberlo  hecho  como  era  necesa- 
rio si  habia  de  prosperar  atendida  la  índole  del  recurso  y  la  jurisprUi 
dencia  establecida  por  el  Consajo  de  Estado: 

FaUames  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  el  re- 
curso de  resoisioD  interpuesto  por  D.  Clemente  Igartúa  y  que  no  há 
lagar  á  su  admisión,  quedando  en  su  consecuencia  firme  y  subsisteur 
te  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  en  estos,  «tutos  el  i8  de  Di< 
ciembre  ültimow 


,tA«(ppf  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  eh'la  Gaceta  ofi- 
eial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa^  tacándose  al  efbcto  fas 
cc^pias  necesarias*  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. r=:Jaan 
González  Ácevedo. ^Gregorio  Ju«z  Sarmiento. =José  Serreros  de  Te- 
jada.=?:Juan  Jiménez  Guenpa.=Ignacio  Vieites.=Juan  Gano  Manuel.  = 
Tjrinidad  Sicilia.  '  '   • 

jPublicacion.=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  ^or  el 
E^c^mo.  Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  del  Tribunal' Supre- 
mo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  cuartal  de  que  certifico 
como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  21  de  Hayo  de  1872.=:Enrique 
Medina, 

(Gacfita  de  22  de  Julio  4e  1872;. 


"W 


[  En  la  villa  y  corte  de  Madrid,'á  '51  de  Mayo  dé  1872,  en  la  deman- 
da presentada  por  él  Ayuntamiento  y  comuú  d^  vecinos  de  Somontio', 
representados  por  el  licenciado  D.  Juan  de  Dios  Iturriaga,  contt*a  la* 
Admint^lraciorí  geiieral  del  Estado,  que  lo  es  por  el  Ministerio  fiscal* 
coadyuvada  por  el  Licenciado  D.  Tomás  Pérez  Anguita  en  nombre  áé 
D.  Alejo  Saavedra,  pidiendo  se  revoqué  la  Real  orden  de  29  de  Marzo 
de  1871, hoy  sobre  procedencia  déla via  conténeiosa:  • 

,  Recitando  que  poi' Real  órtlen  de  12  de  Abril  dé  1867  se  declaró 
ala  sieatita  (jaboncillo  ídé  Sastre)  comprendida  en  el  articulo 4.* 
de  la  ley  dé  minas,  y  por  otra  de  2  de  Abril  de  1868  se  previno*  al 
Ayuntamiento  de  Sbmontin  que  determinase  y  deslindase  la  eztensiotí 
y  perímetro  del  terreno  que  áe  prot)onia  explotar,  limitándolo  á  aqiiBf 
lia  parte  (j[ue  hubiese  tenido  en  explotación  y  cuyo  derecho  le  estu^víe^ 
sé  reconocido. 

Resultando  que  solicitados  tres  registros  de  dicha  sustancia  con  los 
nombres  de  Leopoldo,  Dolores  y  San  José  á  nombre  de  D.  Alejo  Saa^ 
vedrá  en  18  de  Agosto  dé  1869,  y  habiéndose  opuesto  á  la  conoestoii 
eí  Alcalde  de  Somodtin,  á  nombre  del  coinun  de  vecinos, 'el  G«berna» 
dor  de  Almería,  sustanciada  la  oposición,  la  desestimó,  acordando ^ae 
los  expedientes  continuasen  la  tramitación  con  arreglo  á  la  ley: 
Resultando  qué  dichb  Ayuntamiento  recurrió  al  Ministerio  de 
fomento  pidiendo  la  nulidad  de  los  citados  registros;  y  oid<fe  la  Sección 
de  Gobernación  y  Fomento  del  Consejo^  de'  Sstado',  por  Real  órdefa 
dé^é  dé  Marzo  dé  1871  se  dispuso  <}ue  se  devolviesen  al  Gobernador 
lóh  eípédlentes  dé  concesión  ie  las  minas  dfi>  sMatita  L^opoida,  ^lui 
JóééYpoloré^»  cbn'  las  recia matíbtiés  qiie'  afelio»  se  refieren,! p^rá 
qué  c'ódttndb  sustanciándolos '  hástá  su  termi>úacío«i(  f  denlos  dcfmás 
que  se  hallen  en  su  caso  con  arreglo  á  lo  prevenid<9i  ediel  iie6reGtc»- 
iey  de  29  de  Diciembre  de  1868;  y  que  observándose  lo  prevenido  en 


;  • 
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lOrA^l  órdea  de  i2  d^A^bril  dei867,  se  continde  también  la  tramitación 
d^  otircis  registros  incoados  por  d,  José  Riancho,  y  de  todos  I09  demás 
que  se  bailen  09.  su  caso  oon  arreglo  i  la  ley  de  minas  de  6  de  Julio 
de  1859,  reformada  por  l«i  de, 4  de  Marzo  de  i868: 

Besuitando  que  ^asladada  la  anterior  Real  orden  al  Alcalde  de 
Spmoniin  con  fecba  30  de  Mayo  para  su  notificación^  con  la  de  ^4  de 
Noviembre,  á  nombre  del  Ayuntamiento  y  común  de  vecinos  de  dicha 
?iUa»  representados  por  el  Licenciado  D.,  Juan  de  Dios  Iturriaga,  se 
presentó  demanda,  conteni^ioso-administrativa  ante  este  Tribunal 
S0|]\renciQ,  fundando  la  prqpedencja  de  su  admisión  en  que  el  presente 
caso  se  encuentra  comprendido  en  el  art.  56  de  la  ley  de  i?  de  Agosto 
de  1860,  pues^góe  <en  la  fesoloeioQ  reclamada,  que  causó. estado,  se 
agp:a?i|apy  vulneran  los  derecl^os  defropiedad,  posesión  y  disfrute 
que  cQri;e^pon4en  al  común  de  vecifíos  en  los  terrenos  de  su  única  per- 
tenencia, y  en  que  el  término  establecido .  para  entablar  el  recurso 
eoniencipso  es  el  de  seis  meses  según  el  art.  3.°  del  Real  decreto  de^l 
de  Mayo  de  1853: 

Aesultaodo  que  reclamado  y  recibido  el  expedienté  gubernativo, 
p^aóconlos^utpsal  Ministerio  fiscal,  que  en  6  de  Marzo  de  1872  soli- 
ci\fi  se,  declare  .improcedente  la  vía  contenciosa  é  inadmisible  la  de- 
manda, fundado. en  que  siendo  la  cuestión  esencialmente  minera  no  es 
posil4e4^fl^?:<}e,apycar  los  artjcujios  91  de  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868 
y  86  del  fe¿a)iieptQ.pAra  su,ej.ecuQÍon,  qu^  fijan  el  t)érmino  de  30  dias 
par¡a  toda  i«clamacion  jcontencioso-admipistratíva,  y  ño  el  de  seis 
meses;  que  la  resolución,  reclamada  no  está  comprendida  en  ninguno 
de  los  casps  taxativamente  e;3tablecidos  por  la  ley  4e  minería,  únicos 
eo  que  la.via  contenciosa  procede  según  los  mismos  artículos  citados, 
y  lo.tiene  4eclar4,(|ü  en  repetidas  sentencias  el  Consejo  de  Estado  y 
este  Tribunal  Supremo;  que  la  resolución  reclamada  no  confirma  ni 
desestima  el  permiso  de  investigar*  no  concede  ni  niega  propiedad 
mineca,  ni,  declara  caducada  ninguna  concesión,  y  sí  solo  que  conti- 
núe la  tramitación  de  unos  expedientes,  por  lo  que  falta  la  resolución 
definitiva  que  cause  estado;  y  que  tampoco  (iene  aplicación  el  art.  56 
de  la.Jey  d^  17  de  Agosto  de  1860,  porque  lo  establecido  en  él  es  la  re- 
gla gei^eral^y  e\  caso  de  autos  es  especial  y  se  rige  por  las  leyes  del 
ramo.de.mineria;  con  lo  qu^y  habiéndose  acordado  tener  presente  á 
su  tiempo  un  escritp  del  Licenciado  D.  Tomás  Pérez  y  Anguita  mos- 
trando^ parte  comQ  coadyuvante  en.i^ombre  de  D.  Alejo  ^aavedra,  se 
pusierpp  Ips  jautos  de  paoip^esto  al  deofandante  y  coadyuvante  para 
inftBftocion  del  escyito  fiscal:'  ^       , 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez  Cuenca: 
? ..  ;C{»W<IW*|ídc|,í«€(4n  c,^^PP  Pgscitada  en  ^^tas,  actuaeipnes  es  de 
carácter  minero,  ora  se  estime  que  la  steátita  corresponde  al  árt.  !•* 
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de  la  ley  de  i859,  cpmo  declaró  la  Real  orden  de  h%  de  Abril  de  4867, 
ora  se  entienda  comprendido  en  el  art.  3."  de  la  misma  ley,  según  lo 
ha  resuelto  el  .reglamento  dado  para  su  ejecución  en  U  de  Junio 
de  1868  y  declaran  las  bases  del  ^8  de  Diciembre  del  mismo  aflo: 

Considerando  que  la  adopción  de  uno  de  esos  dos  criterios,  asf 
como  la  aplicación  de  las  bases  enunciadas  según  los  casos,  podrá  in- 
fluir en  el  procedimiento  administratiyo  que  haya  de  adoptarse:  pero 
no  por  eso  las  cuestiones  que  surjan  sobre  el  mejor  derecho  á  obtener 
la  concesión  de  explotar  dicha  sustancia  en  un  punto  dado,  ó  de  reco- 
nocerlo así,  dejarian  de  ser  mineras,  porque  están  previstas  en  las  le- 
yes delramQ«y  á  ellas  hay  que  sujetarse  para  resolverlas  en  tu  caso 
y  lugar; 

Considerando  que,  según  el  art.  89  de  la  ley  de  1859;  solo  se  da 
recurso  contencioso  contra  las  Reales  órdenes  sobre  minerfa  cuando 
confirman  ó  desestiman  el  permiso  ó  negativa  para  la  investigación,  ó 
cuando  conceden  ó  niegan  la  autorización  para  abrir  socavones 
ó  galerías  generales,  ó  contra  las  resoluciones  finales  concediendo  ó 
negando  la  propiedad  de  las  minas: 

Considerando  que  la  orden  reclamada  no  está  comprendida  en 
ninguno  de  los  casos  ya  mencionados,  ni  hace  otra  cosa  que  disponer 
la  tramitación  de  los  expedientes  incoados,  reservando  por  ello  para 
su  definitiva  l,a  declaración  de  los  derechos  qué  procedaa  y  puedan 
alegar  ó  reproducir  las  partes  interesadas  ante  el  Gobernador  de  la- 
provincia  de  Almería,  y  contra  cuyas  resoluciones  el  Ayuntamiento 
de  Somontin,  como  los  particulares,  pueden  intentar  los  recur- 
sos administrativos  y  contenciosos  que  la  ley  reconoce: 

Y  considerando  que  además  de  que  falta  en  este  negocio  una  reso- 
lución final  que  sirva  de  base  á  la  demanda  contenciosa,  ésta 
no  se  ha  interpuesto  en  el  tiempo  señalado  por  la  ley  en  su  artí- 
culo  91; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  lá 
via  contenciosa,  y  que  no  há  lugar  á  la  admisión  de  la  demanda 
interpuesta  por  el  Ayuntamiento  de  Somontin  contra  la  Real  orden 
de  29  de  Mayo  de  1871,  que  ha  sido  reclamada. 

Asi  por  .esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gace* 
ta  oficial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa^  sacándose  al 
efecto  las  copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gu- 
bernativo al  Ministerio  de  Fomento  con  la  oportuna  certificación, 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.=Juan  González  Acevedo.=: 
Gregorio  Juez  Sarmiento.  =  José  Herreros  de  Tejada.=Juan  Jiménez 
Cuenca.=Juan  Cano  Manuel.=José  Jiménez  MascarÓ8.=Tr!nidad  Si- 
cilia. 
.  FubUcacion.=Leída  y  publicada  fué  lo  anterior  seatencÍA  por 
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el  Eczino.  Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenc^,  Magistrado  del  Tribótial  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  cuarta,  de  que  certifi- 
co  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  31  de  Mayó  de  i872.=Enri- 
qué  Medina* 

(Gaceta  de  24  de  Julio  de  1872j. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Ilm.  Sr.:  En  vista  de  la  consulta  elevada  á  este  Ministerio  por  la 
Junta  superior  facultativa  de  Minería  acerca  de  la  inteligencia  é  in- 
terpretación que  debe  darse  al  articulo  3."^  de  las  bases  generales  para 
ía  nueva  legislación  <h  minas  de  39  de  Diciembre  de  4868  eñ  lo  relati- 
To  á.  los  minerales  de  hierro: 

Considerando  que  los  minerales  de  hierro,  cualquiera  que  sea 
so  yacimiento,  eugen  en  su  disfrute  un  ordenado  laboreo,  bien  sea 
superficial  ó  sulj^terráneo: 

'  Considerando  que  de  no  perfc^pecer  á  la  tercera  seeciou  resultarían 
gravísimos  inconvenientes  para  la  minei ia  en  general,  pues  es  notorio 
qae  la  mayor,  par  te  de  los  criaderos  metalíferos  presentan  en  su 
parte  superior  crestones  de  minerales  de  hierro,  con  lo  cual  los  due- 
ños de  los  terrenos  podrían  reclamar  en  gran  número  de  casos  el  dere- 
cho preferente  que  la  (ey  les  conpede  p^ra  explotar  los  minerales  de  la 
aegunda  sección,  anulando  de  este  modo  la  libre  facultad  de  hacer 
registros,  que  han  sido  la  base  del  desarroyo  de  la  industria  minera: 

Considerando  que  en  la  legislación  vigente,  eñ  el  párrafo  segundo 
del  art.  49  de  las  bases  generales  se  dice  de  una  manera  clara  y  ter- 
minante q^e  el  hierro  pertenece  á  la  sección  3/  y  solo  ha  podido  dar 
lugar  á  interpretaciones  equivocadas  la  coma  puesta  des^fues  de  la 
palabra  hierro  en  el  ,art.  3.*  de  las  referidas  bases,  cuando  solo  corres- 
ponde á  la  segunda  sección  la  especie  mineralógica  llamada  hier^ 
ro  de  pantanos; 

S.  M.  el  Rey  (Q.  D.  G.)  se  ha  servido  disponer  se  haga  la  aclaración 
de  que  los  minerales  de  hierro  en  general  pertenecen  á  la  tercera  sec- 
ción, correspondiendo  á  la  segunda  la  especie  ^particular  llamada 
hierro  de  pantanos. 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  I.  para  su  conocimiento  y  demás  efec* 
tos.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  29  de  Julio  de  4872. ' 

ECHEGARAY. 

limo.  Sr.  Director  general  de  Agricultura,  lodustria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  50  de  Julio  de  iWV- 


M- 
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de  la  Itij  de  185S,  como  declaró  la  Real  órdeo  de  11  de  Abril  de  1867, 
ora  se  entienda  compreiidído  en  el  art.  3.°  de  la  miima  ley,  aegao  lo 
ha  resuelto  el  reglameoto  dado  para  so  ejecución  en  U  de  Jtidío 
de  1868  7  declarao  las  bases  del  28  de  Diciembre  del  mismo  aflo: 

Considerando  qae  la  adopción  de  uno  de  esos  dos  criterios,  asf 
como  la  aplicación  de  las  basps  enanciadas  segnn  los  casos,  podrá  in> 
flnii  en  el  procedimiento  administrativo  que  baya  de  adoptarse:  pero 
no  por  eso  las  cuestiones  que  surjan  sobre  el  mejor  derecho  á  obtener 
la  concesión  de  explotar  dicba  sustancia  en  un  punto  dado.  6  de  reco- 
nocerlo así,  dejarian  de  ser  mineras,  porque  estín  previstas  en  las  la- 
yes del  raitiQ.7  á  ellas  hay  que  sujetarse  parR  resolverlas  en  fo  oso 
y  logar: 

Considerando  que,  según  el  art.  S9  de  la  ley  de  1859;  solo  se  da 
recurso  contencioso  contra  las  Beales  órdenes  sobre  minerfa  cnonda 
confirman  ó  desestimao  el  permiso  6  negativa  para  la  i nres ligación,  ó 
cuando  coaceden  ó  niegan  la  automación  para  abrir  socavones 
ó  galerías  generales,  ó  contra  las  resoluciones  finales  concediendo  6 
itegando  la  propiedad  de  las  minas: 

Considerando  que  la  orden  reclamada  Qo  estS  comprendida  en 
ninguno  de  los  casos  ya  mencionados,  ni  hace  otra  cosa  que  disponer 
la  tramitación  délos  expedientes  ÍDCOsdos,  reservando  por  ello  para 
su  definitiva  U  declaración  de  los  derechas  que  procedan  y  puedan 
alegar  ó  reproducir  las  partes  interesadas  ante  el  Gobernador  de  la' 
provincia  de  Almería,  y  contra  cuyas  resol  aciones  el  Ayuntamiento 
de  Somontin.  como  los  particulares,  pueden  intentar  los  reetilr- 
sos  administrativos  y  contenciosos  qae  ta  ley  reconoce: 

¥  considerando  que  además  de  que  falla  e 
lucioo  fina!    que  sirva    de   base    i    In    domandsi   contenciosa,    Atit 
no  se  ha  interpuesto   en   el  tiempo   señalado   por  la  ley  < 
culo    9J; 

Fallamos  qae  debemos  declarar   y  declaramos  improceti 
vía  contenciosa,  y  que  no   bi  lugar  ¡\   U  admisión  de  la  d 
inlerpuesta  por  el  Ayuntamiento  de  Somontiii  contra   la   ! 
de  39  de  Mayo  de  1871,  que  ha  sidorecl.imada. 

Así  por  .esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  eiL 
ta  oficial   y    se  insertará  en  la  Coleccínn  legislativa, 
efecto  las   copias  necesarias,  y  deroli'iér 
beroativo  al   Ministerio  de  Fomento  con  I 
lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =, 
.  Gregorio  Juez  Sarmiento. =José  Herreros  d 
Cuenca.=JDan  Cano  Manuel. =Íosé  limcr. 
cilia. 

Pul>UcaciOD,=Leida  y  publicada  fué  J 
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enei  Cueocf,  Magistrado  ié\  Tribánil  Su- 
ta  pública  la  Sala  cuarta,  de  que  certifl* 
tü  Madrid  á  34  de  Hayo  de  4B7S.=Enti- 

",atieta  de  Ü  de  Julio  de  Üli). 
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,Uj(Q>o..  Jk.:  VisUs  v{¡ri^  CQmunicacionefl  de  Ingenieros  lefQS  de 
proYiocias  en  que  consultan  la  coñyenieñcia  áe  etuar'lds  pérjuicibs 
fue  se  originan  á  los  Ingenieros  al  practicar  las  operaciones  péticiáfes 
en  la  tramitación  de  los  expedientes  por  la  devolución  de  los  depósi- 
tos, á  consecueqcia  de  las. renuncias  que  hacen  algunos  intéresadds^  en 
las  concesiones  mineras  después  de  anunciadas  en  el  Boletín  oficial  la 
expedición  para  el  reconocimiento  y  demarcación  de  las  minas: 

Considerando  4^6 'Ift  tnayór parte  de  ló^  distritos  mineros  com- 
prenden Tarias  provincias,  y  que  en  muchos  casos  las  expediciones, 
de  los  Ing^lerps  se  extienden  i  dos  6  tres  de  aquellas,  obligándolos  á 
$alir  en  el  mismo  dia  en  que  se  anuncia  en  el  Boletin  oficial  alguna- de 
ellas  ó  con  mayor  anticipación: 

CoQsideíraB'delas  dificuhades que  existen  pora  la  devotucioa^olos 
expedientes  en  las  expediciones  por  la  escasee  de  cocreo  en  alguiios 
puntos: 

Considerando  que  publicado  el  itinerario  de  una  expedición  eo  el 
Boletín  oficial,  hechas  las  notificaciones  para  plazos  fijos,  que  no.  pue- 
de adelantar  el  Ingeniero,  si  se  admite  alguna  renuncia,  á  bo  sei»  en  el 
sitio  de  la  operación,  habrían  de  pagar  los  interesados  que  quedaaen 
los  gastos  que  correspondían  á  aquellos  cuya  renuncia  se  faa  admi* 
tido: 

Considerando  que  de  verificarse  la  devolución  de  los  depósitos  que 
se  consignan  por  los  interesados  en  las  concesiones  mineras  después  de 
anunciadas  en  el  Boletin  oficial  las  referidas  expediciones,  se  destrfiye 
por  completo  el  objeto  de  la  tercera  de  las  disposiciones  de  la  Real^r- 
den  de  i8  de  Diciembre  último,  en  la  que  se  autoriza  á-  los  Ingenieros 
á  presentar  un  presupuesto  razonado  cuanda  los^  gastos  ocasionados 
en  las  operaciones  facultativas  fueran  mayores  que  las  cantidades 
consignadas  en  depósito: 

Considerando  que  desde  que  se  presenta  la  solicitud  de  registro 
hasta  que  se  verifica  la  demarcación  trascurre  bastante  tiempo  para 
que  el  interesado  pueda  renunciar  y  solicitar  la  devolución  del  depó- 
sito antes  de  anunciarse  en  el  Boletin  oficiaL 

Considerando  que  algunos  mineros,  con  objeto  de  eximirse  del  pago 
delcinon  respectivo,  defraudando  en  ello  á  la  Hacienda  pública,  esta- 
blecen la  costumbre  de  hacer  registros  cuya  caducidad  y  devolución 
de  los  depósitos  piden  al  anunciarse  la  demarcación,  repitiendo  ésto 
el  número  de  veces  que  creen  conveniente;    ' 

S.  M.  el  Rey  (Q;  D.  G.),  se  ha  servido  mandar  que  se  adopten  las 
disposiciones  siguientes: 

I.*  Anunciadas  en  el  Mol^Üñ  oficM  de  las  provincias  las  operacio- 
nes periciales  que  deban  practicar  los  Ingenieros,  solo  serán  admití- 


kiigaflílc^  itítereíátd99;'-i'  =*  -•  '^i '•".«•.<. '•«•.•-..:  .i  '  .  ~-- 
i/  Lo^fletiásitOs  Oofl^f^a^(^$  para  t«eS(>6Ddér  á'los  gastos  ^oe  bH-' 
giitael.dM^mfíBiño  de  las^peraclon^^S  fbcultatíyaá  na  póétiñ  de^dlreV-' 
sedesdeel  moffiéntb  do^be  séátí  atiühdiadá^  a'qii^Dla^^oi'  lód  Fhgisihe- 
ros  JefesálosGober&adoreB,  y^olo  rehará  délos  eóBvanCéá;  sf'lo^ 
htibielev  después  de  presentadas  Us  cueúlás  f>or  los  Ittgt^nierós. 

fte' Real  lórdem  lo  ^igo  á  V.  1.   para  su  conótiimíetitd  y  demás 
efectos.  Dios  gtfanle  á  V;  1.  muohés  ¿rños;  Madrid  ?0  ide  lulio  dé  10)%. 

'  EÍÍHEGARAY.  '' 

Fimo.  Sl'/Diréctók'j^itefafrfé  Agricultura,  Indiistri^a  y  Comercio. 

'         '  (ÚacetadéZídeJuliodeÚn).  '     ' 
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Kü  la  Tilia  y  eorte'de  Atadrié,  á  ^túié  Junio  de  4673,  ¿n  el  pleito' 
ooi»teiicioird-BdffiifDísty«!fi>ro  (lue'ante  Nd^' pébdé  en' pyitueffá  y  lühfca: 
instancia  entre  el  Licenciado  D.  Vicente  Nuñez  de  Velasco,  en  ^¿pt^>*' 
seotacioQ  lleltf  Sociedad  ^j^rbYyn^íbra  Da  idériá,  y  el  MiniñeHo  fiscal, 
eD  nombrede  la  A-dmiini^trelcion  gén^i'airel  E^ado/^obte  reVóéátlob*' 
de la  fteaHrdéD  <de  99  de  Mayo  dé  1867;  que  declufó  tívdt)  el  éipétiién'-' 
ie  éé  iúve%.%íl¿eítAoú  JúvB  Seguíldé.  .  .       ..    * 

Resultando  que  por  Real  orden  de  17  de  Octubre  de' 166^  áe'delilá'ró' 
siQ'^fectó'eleit^dietited^'p&g'i'stro  lUmñád  Jóvb,  óob  düatro^éñén'én- 
cia0  mifiek-aá  dó  carbón  de  piedra  por  falta  de'crl'adero,  resért^ndó  á' 
las  partes  el  derecho  de  continuar  las-  fáborés  6okno'  de  inVestlgatíioüí ' 

Resultando»  que  á  virtad  defesta  reserva*  D.- Diego' Raya,  én  repre- 
sentBOKHi  de- la' Só<$iedad' /6en'á^  eh  !GÍ  dé  Bicieítibre  del  mistnó'áfid' 
acoxftóal  Qi^erñad'oí  dé  Górdobáf  preiáentandd  dóé  solicitudes  dé'in^é^- ' 
tigaciott,  pidifenfdo  páifa  cada  utírf  dbfepertencia^ttiíner^s,  bajti'la  diéni^-' 
mhiadoti  dé  ^(rí^.  y  ^&vis  Súgundá'i  tiUe  eYisriail  dentro  del  Ménción^d'o^' 
regisbtí  y  en-  le^reno.'comun,  dedicado  'á  fabor  f  paétos,  én  e-l  térrtilnb ' 
de  Ddpiel,  paraje  <{iie'ilaii&atí  Juánala  Matú-, '  el  cual-  desliodb'cótí'^é'-' 
niéhtemente  éhizoladesignacion^  señalando  cotuoi^unto  dc'|)ání£Íá  él' 
ceniFO  del  ladoi  Oekte  delpozo  <iué  fu-é  labor  legal  pai-a  él  registro  JHe^ 
y  e\  segundo  en  la  iimbrí.1  del  ^í'ajAdúl  -d^  Jo^é'  Lorko: '  lindatíté  á\ 
Norte-cerros  dé  Don  'Biierto;  al  Este  canlinó  viejo  dé  "Bápiel  á"  Cdrdbtta, ' 
y  al'O^^te  Bou  BuenoV^erifican do  también  sú 'designación  é  indidindó' 
SO'  punto  -dé^  partida  en  "uiía  calicata  abierta  d'entrd  del  terrehb  áómprén'^ 
dido>0ii  lií.disígnaéioñ  del  repetido  registro  Uove,  seguri^  él  plano  q'ué 
acomf«ñaba,  y  fundado  i  etílo^ari¥¿úlbs  il'f^i  áé  láléy  d^  e  dé  Julio' 
de  4859;  y  párrafo  cuarto  defB7dét  reglamenta  Tigén té:  > 
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I^esultando.  que  preseotadM  laftlicenciii/i  del  dupño  deltesreoofin 
27  de  Enero  del  mismo  año,  se  admitieron  las  anterijorf^  «olicitudes  eo 
14  de  )MayQ;  7  hechas  las  publicacione»  oportunas  y  cubiertoa  todos 
los  transites  legales,  se  mandaron  pasar  al  Ingeniero  para  que  praetir 
cara  el  recpnocimiento;.y  verificado  en  ii  y  12  de  Junio,  informó  res» 
pepto  á  Jove  que  podían  señalárseles  dos  pertenencias  en  la  formalque 
se  representaba  ^n  el  plano  general  de  los  expedientes  despachados  en 
los  tén;ninos  de  Yillahacta  y  Espiel,  por  conveair  con  el  terreno  que  se 
pedia  el  sitio,  linderos^y  visuales  de  referencia  que  se  expresaban  en  la 
solicitud  de  investigación  de  que  se  trata;  mandándose,  después  de 
otras  diligencias,  que  se  procediese  á  su  designación  y  amoji)a9i;Qi;i]en- 
to;  y  respecto  á  Jove  Segundc^^qne  aunque  las  circunstancias  referidas 
también  convenían  con  el  terreno  pedicio,  los  linderos  no  correspon- 
dían con  los  expresados  en  él  expediente  antiguo,  pues  que  el  del  Oeste 
se  hallaba  al  Norte;  el  que  se  expresa  coáiQ  del  Sur  al  Oeste;  el  del 
Norte  al  Este,  y  no  podian  señalarse  dichas  pertenencias  porque  ha- 
biendo quQdadp  su  punto  de  partida  dentro  de  la  investigaciojí  Jove^ 
que  te;nia  spbre  ella  derecho  de  prioridad,  no  habia  terreno  franco  para 
aqui^Ua: 

¡  Resaltando  qj^e  el  Gobernador  en  su  vista,  de  conformidad  con  el 
precede^n te.  informe,  en  5  de  Setiembre  de  1866  declaró  nulo  por  falta < 
desterrono  el  expediente  de  investigación  Jove  ¿fe^und^;  y  ¡que.  apelada 
esta  resolución  por  el  interesado,  por  Real  orden  de  29  de  Mayo  de  1867 
el  pi inistro  de  Fomeuto  confirmó  dicho  decreto: 

Resultando  que  notificada  esta  resolución  al  representante  de  kt  So- 
ciedad Iperia  en  17  de  Junio  siguiente,  el  Licenciado  D.  Antonioi  Ra- 
mos Calderón,  á  nombre  de  la  misma,  entabló  demanda  ante  el  Conse- 
jo de  Estado  en  15  de  Julio  del  mismo  año  solicitando  que  se  consul- 
tase la  revocación  de  dich^.  Real  orden,  y  en  su  lugar  se  ordenase  que 
el  Ingeniero  rectificase  la  operación  practicada  respecto  á  Jove  SBguft-. 
da, ajustándose  á  los  planos  presentados  pa^a  esta  investígacioo  y  la: 
á^Jove,  informando  según  el  resulttido  si  el  punto  de  partida  de  aquor. 
lia  quedaba  dentro  del  terreno  solicitado  para  la  segunda  cop  arreglo  á 
dichos  planas;  fundándose  en  que  la  situación,  designaciones  y  linde- 
ros de  cada  uno  eran  exactísimas,  según  lo  tenían  reconocido  los  In- 
genieros del  Gobierno  en  sus  informes,  y  que  no  cabla  prioridad  algu* 
na  entre  Jove  y  Jove  Segunda^  porque  ambas  solicitudes  se  presentaron 
en  un  mismo  dia,  se  admitieron  y  se  dio  conQcimiento.de  la  concesión, 
de  la  licencia  del  dueño  del  terreno,  ano  ser  que  por  prioridad  se  atendie-  • 
ra  á  la  circunstancia  de  haberse  principiado  el  reconocimiento  por.  la- 
investigación  Jove  antes  que  Jove  Segunda  cuando  fué  el  Ingenieroiá* 
practicar  el  deslinde  general  de  la  cuenca;  ep  que  ambas  investigacio* . 
nes  procedían  del  antiguo  registro  Jove^  que  tenia,  cuatro  pertenencias* 


de  las  q«ii,l(99«  aL  hteejr  uso  de  la  reeévfa,  eeinolajtroiiilos  en  cadia  ezJ 
pedieatapor  ao  permitir  máselregUmeDioreformadoqaeafctttalmente 
r(>gia;y  4U0  no  hubiera  9Ído  racional  hacer  que  el  punto  de  partida  áñ 
una  investigación  cayera  dentro  de  U\otra,  con  coyo  proceder  estaba 
segura  U  Compañía  de  perder  una  de  eliaa,  regalando  el  terreno  á  un 
tercero:  en  que  habia  presentado  dos  planos^  en  cada  uno  de  los  cuales 
se  camprendi^n  dos  pefítenemcias  de  las  cuatro  del  antiguo  registn^o 
perfecta,  y  cie^tiflcamepte  sítondas,  dividiendo  con  geométrica  exac- 
titud el  primitivo  terreno  en  dos  partes:  en  que  el  que  habla  procedi- 
do con  ilegalidad  habia  sido  el  Ingeniero,  no  solo  respecto  á  estos  ex- 
pedientes, sino  á  la  gran  mayoría  de  los  de  la  cuenca;  y  en  que  el  pla- 
no practicado  por  el  Ingeniero  no  estaba  ni  cabia  dentro  de  las  leyes 
de  minas,  ^tjsha.  hecho  al  capricho^  y  su  arbitrariedad  habia  motiva- 
do q\xe  Joue  Segunda  fvitT^  copado  par  Jove;  no  debieod»  prevalecer 
su  voluntad  por  partir  de  un  hecho  inexacto: 

Resultando  qqe  decaído  del  derecho  de  ampliar  la  deinanda,  contes^ 
tó  el  Ministerio  fiscal  pidiendo  la  absolución  de  la  misma,  exponiendo 
que  la  parte  actora,  tanto  en  la  via  gubernativa  como  6o,ia  demanda, 
reconpcia  el  hecho  de  que  la  investigactor  Jatfe^  según  la  demarcación 
qu^  el  Ipgenierp  U  ;habia  asignado,  ocupaba  el  sitio  de  la  llamada  vfotie 
Segunda f,áeiivL(fiéaáos^  de  aquí  la  bita  del  terreno  franco  que  la  lejí 
exigía  para  esta,  clase  de  concesiones  mineras;  y  que  aun  siendo  cier- 
to que  la  causa  de  aquella  falta  de  terreno  fuese  la  variación  de  las  de- 
signaciones, y  demarcaciíones  .mÁs  antiguas  ó  antes  reconocidas  antre 
las  limítrofes,  era  indudable  que  con  arreglo  á  los  artículos  52  de  la 
lfi(y«  48  7.40  del  reglamento,  ó  habia  indo  coasentida  por  la  Sociedad 
demandante  aquella  alteración,  en  cuyo  caso  no  podía  ahova  impug* 
narla^.d  up  la  Jhabia.  consentido,  yaatonces  debió  dedtioir  sus  reclama- 
ciones en  los  mismos  expedientes  cuya  tramiAacioB  ie  perjudicaba;  d 
en  et  fermado  parala  apirohacion  ix(l  1^00  general  de  la  «uenca  car- 
bonífera; no  puidíQodo  diqtarse  abbra  r|0A>któion  que  afectase  á  estos 
expedientes,,  ni*  apcecM^se  si  las  variaciones  introdueidas  porel  inge*» 
oieco  fueron  ó, qo  aceradas;  ^        : 

ResultjiOido  que  hecha  saber  al  Licenciado  llamos  Galdleron  la  incom- 
patibilidad que.re^ultaha  al  Letrado lUL quien. primitivamente saslitnyó. 
su  poder,  lo  hizo  de  nu^vo  en  el  Licenciado  H.  Vicente  Nusjex  de-Ve^^' 
lasqo,  qucí, aceptándolo  se  mostró  parte  y  se  tuvoportal.eiAelefitadtien 
que  se  enconlirabaa  los  auto;i:  ./.,  0.:: 

Vistp/i,,8Í^i\4o  .Ponente  el  Magistrado  D.  Gregorio  Juez  Sarmiento: 

Gonsidai[aqdo.que  la  proyidencia  del  Gobernador  d^  Córdoba  de  5 
de  Setiembre  de  1860,  por  U  que  se  deotaró  nulo  pioJ^lta  de  lerreno 
franco  el  e:(p^i90te  á^  investigacioa  denominado  Jove  Segunda^  asi 
como  la  Real  orden  de  ^9  de  Mayo  de- 1867,  que  la  confirmó,  se  funda« 


— «o- 

ron  iWoatteiifte  .en  «Idiota  meo  del  Ingeniero  pritt^Ó  del  éMñto,  em 
el.cii*l'8e  eiprefa  to  iaicioeia'la>Dece6«rm  detei'ttiítíaci^,'Y)or  'tío  ise- 
illaivé  la  diteecioo  y  pertenencias  porqué  está  limitada' lá  detoatea- 
o»M4^lieltada  por  ka  Sociedad /^^tá: 

'  Gooaidecanído  ({ueJas  de^igtiacionesde  perieaeneiadakiAerádiiade- 
befii  bocetiBecon'ac^eglo' i. atiplan  preconeebide,  aaa  ¿dBttd6  estéios* 
pkad^por.^QBedéquitaiiiirafty  de  gel^fa^corlY^oieficfá^mfedtt*á8  M 
eaté/iegalioeDt6"apDobadd,  sido  doD  ^ttfiéta  sojedon  á  Ids  dlM^hos 
prBexÍAteDtei8,fuft(j[ado9ei|  la  ley  y  reglametito:  teoieodo' táltíbiéfi  pfé'« 
soDteea'  Usicasos  en  qae  esto  sea  neoesaTio  la  priotHdad  de  ia^  teeltt^ 
mdqi^ea:;  ',•••'. 

> /Yicoasiderai))do!qiie 'DO  ápardoiendo  debidamente  deméftiráde  poi* 
elfOOnoiso  iaídrine  dellúgéniero  primero  del  diátvito  qae  con  'arreglo  á 
H»  Cdmdaioeffllos  aoteriormenie  enunoiados  faltara-  iénrttnb  f^iiiico  para 
la  investigación  pretendida,  no  ha  podido  aceptarse  eorho  linictt  razdn 
jusdifieada  la  aflotnabioa  del  Imgeniero;  qoé  sirvi6  de  funüatttetYto  á  las 
pderidasreBoiQciones;       '       ••  ■>  ■' 

Frailamos  qae  debemos  dejar  y  dejafmos  sinéfbcto  laReal  <9rdéii  fe^- 
olanadaide  fid  deiMayo  devi887,  ^y.mandaitíós  quése'devaeFtan  al  Go- 
bernador de  Cójfdoba  los  res^peetivoseiepedientes'  aditoiñist^átivo?  para 
que ellngpniero practique  el  rec^ocimieitto  y  demarcad^ff  dé  la  in- 
vesügaoioa  /oueSa^imiía,  «jtistándoseá  lo^planoá  presentados  para  ía 
naiftma;  yipara  la  de  Jok)&,  á  flade  qufe  en  el  caso  de  haber  terreno  ítkw-^ 
00  CioaiMio  se!  frreteadiepoD,  «e  eonoedan,  demat^qdeft  y  acoten  cfooao 
piieví)eQélalBy;iyi cuando  do;  te  deniegue  la  solicitud,  determitiando 
em  este  oaso  los  m«ítivosde  la  resoluciótí;  con  señalamlcfoto  dé  ^Os- lí- 
mites preefldatentds  de  las  otraspeirtencias  legítimas  que<'pü^dáá  redo^ 
cirel  perímetvo  del  espacio  designado  y  demáé  datos  cfae  puedkiD  ser 
opQBtUioos.par^i  sníi  resolución.       •  '  ^" 

<  Asi  por  esta  ouestra^eeateiioia,  que  se  publioará  en  la  Okdiftá  oficial 
y  se  insertará  en  la  Coiecciófi^kjfisluthkb,  sacándose  al  éfóctbla»  copian' 
nee^liiáas;  y  darxilriéndose^el  espediente  gobei'n^tiVo  ai  Ministerio  de 
Fomento  con  la  certificación  prevenida,  lo-^ronandiacbdá,  mai^damos 
y  Armamos.  =3: Juan  GonsMea  Aoevedk).t=¿G'regorio  luéi  S'armiento.= 
José  María  Herreros  dé  Tejada. rísJqan  Jimence  Cuenca. :=¿Jóan  Gano 
MaaueL:^>osé  Jibaene^  Mascaros. ¿¿afrinidad  Sicilia.  ' 

Pübhcacieo.títLeida  y  publicada  fué  la  precedenfté  sent«ln^fii  por*  tá^ 
Excmo.  Sr.  D.  Gregorio  Juez  Sarmiento,  Magistrado  de  la  <SAla'CTiartá 
del  Tribunal  Supremo,   ccHebrandcyaadlencia  pública  la  misma  eñ  el 

dia  de.ttoy ,  de  que  ceptiiflco  como  S^i^éAarío Helator  en  Mafdfid  á  2Ít  de 

Junio  #e  4672,st:Ueenciado  Manuel  Ai^agonies^d  !Gll .  *  ' 


Eb  Ift  vina  f  corte  de:  MMrié,  á'  if  áé  Julio  de  if^^i-eú^  lo»  adlo$ 
contencioso- ad mió istraüTos  que  ante  Nos  penden  en  primcfra  y  únien 
instancia,  négiiidospoY  D.'Hit)ó>llio  Goeurtiy,  iiobio  eondocío  ée  D.  Juan 
Tertaei  y  Gfódóy^  ^representado  i^or  el  Licenciildo  D.  Ricardo  Alziigaray, 
«onira  la  Adin<i|iistviiciW)o  general  deiCetádo,  que  lo  ea  por  el  Minióte* 
rioi  tecéU  coad^títaída  por  et  Liceneiadó  D.  José  María  Patino,  en 
n^ttiedieD.  Manuel €otiíez  Sancho,  8o4>re  revocación  de  la  orden 
dtrRegemer dérieino  de  !l  de  Agosto  de  iB70  que  declaró  lá  caduci- 
dad de  los  expedieaie»  de  abrinas  titülaídas  Dévla  FaiHdio  y  kfrimim' 

IVesvItaiido  que  D.  Sauliago  de  Gidvez  Padilla  registró  en  el  año 
de  iB53  cinco  niinaé  deih'aaganedói  c^n  tárntino  de  Ctivlllen,  provitícia 
áe  Teruel,  «oonlos*  tieiiibres  de  La  A^friemá,  ¡MiaFcüélidíú,  ham^or, 
Zrtt  lUtWeUanay  LaPerh,  y  seguidos!  lod*  espedientes  con  arreglo  á  la 
tey^de*  iniiías  de  4849  entonces  irlgente,  se  hizo  la  demarcación  en  el 
ilié»delfayodefl'í84r 

'  Resultanao  que  los  referidos  registros  se  trasñrieron  con  posterio* 
ridad  á'D.  Juan  Teruel  y  Godoy,'  y  en  16  de  Ábrfl  de  1B68  se  oranda-' 
féntútimai*  sub  ei^pedleiHes  para  subsanar  ciertos  defectos  notados 
por  la Superiotidadi  ordeolmd^ que  por  lo  que  hadará  la  parte  facul- 
tátivapodrtá'el  loígenierO' practicad  oneTa  demarcación'  y  formar  el 
correapoiidíeaie  plano!    '  '  • :  '.  >      - 

ResuttaA^o  que  á'9a  virlud  se  practlcárocf  nuevas  demarcaciones, 
y  en  7  de* Mayo  de  1^9/  por  deoreto  del  tirobernador  de  Teruel,  sede- 
clararon  sin  curSo-y  fenecidios  dichos  espedientes  por  haberse  faltado 
á  tina  de  las  prescripciones  del  articulo  64  de- la  ley  de  miiias  de  4859 
Tígeáte  á  lasaeon^  y  no  haberse  cumplido  con  lo  que  determinaba  ei 
56  y- el  75 'en  su  párrafo  cuarto  del  reglamento  parh  su  ejecución,  re- 
ferente al  pago  de  pertenencias -y  reintegro  en  papel  para  h  extensión' 
del  título:      ^  ' 

Resultando  qUe  contra  la  disposición  anterior  reclamó^  D*.  Hipólito 
Cuenrtiy  y  eb  nombre  y  como  apoderado  del  D.  Juan  Teruel  y  Oodoy , 
por  lo  ^ue'despiíés  de  e^r  al  Ingeniero  del  distrito,  dictó  nuevas  reso* 
ludiones'^l  Qdbernaddr.en  16  de  Jnnio  siguiente,  por  las  que  vista  1^ 
ley  d#'minasde  1849  y  la  pestéfiorde  1659  en  los  artículos  concer- 
nientes al  caso  y  los  del  reglamento  que  citó,  y  las  disposiciones  de  la 
Real  órdeUrde  12  de  Agéstd  dé  18&1,  dejó  sin  éfócto  los  precitados  de- 
cre^  d<e  7  de  Mayo,  determinando  que  quedasen  los  espedientes  en^ 
toda  la  fuerza  y  vígot  que  teñían  Wntés  de  l'as  resoluciones  arriba 
meniikHiatfais,  dedarando  proi^ediá  la'  éoncíésion  de  las  mibas  en  favor 
d#B.  Iban -Teruel  y  (SodoyVá  quien  se  harían  saber  las  condiciones 
geueMes  de^la  leyyreiglamento  dél  ramo,  para  que  aceptadas  quefué^ 
sen;  réiHffease  el  reintegro  en  el  papel  eorrespondiente  para  la  expe^ 
dU^ioá^dM  ^ttÜóJ  pagof  dd  pertendhcias,  lo  <iae  se  llevó  étt^ho  Iibrá^- 
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oMao  sé«itteii6  por*  RéAílefí  Óttiéd6s<béii^68íj'^ití'iili:té''éli4gi8tvítdé^ 

eabl«  ki  regla  8/  dfe  lá'R^al  érdetii'dé  l^áélUitíetíihréáeí^^,  <(üé^ 
esudode  ios-ex^ediieiilesüdesi^U'es  de  lo'  matídadd  ](><yr  la  1>ire<:felotí  ^ 
1854  y  de  la$  Reales- órdéfíés  de  Abtílde  1868,  era  de  puta  tratídtaci<m 
pen^íetite  no  de  una  merarectifiícSadon  de  démateacion,'  sinú^eana' 
nueva;  y"»i  aiites  4e  ejecatarse  é^tá  áe  hubiera  pi'eáentadO'Uii  nüencri^- 
gistrador,  lüi  Teruel  tniíbiera  pe>d$dü  oponerse  legalmentef  por  nob&ber 
designado  el  iei'renío  ^ue  deseaba'con  arreglo  á  la  ley,  ni  lá  AdminiáM 
tratsion  negar  á  ^aqiiel  ¡su  solicitud,  respetando  solo  al  primitivo  regis-^ 
trador  el  dereebo  dfe  prioridad:  que  auú  suponiendo  q\ie  se  tuviese  p6r' 
buena  «pava  los  e€éicto^  legales  la  demarcación  hecha  en  i684,  y  qué  la 
de  i869  fuéutía  fiítnplé  rectfficadon,  no  se  eicusabá  al  registtador  del 
cumplinyiénto  ^e  U  Real  drden  de  1^  de  Diciembre  de '1857,  «egüiD  adf ' 
queda  estableicido  por  ^l  Real  deerete^^eútencia  dell8<fé  Mayó  de  l60S' 
en  los  autos  de  la  mima  Putafrin;  y  pidió  por  un  otrosi  qUéseMéiede 
saber  ía  existencia  del  presente  pleito  á  D.  Manuel  Gómez  SaúcHOdob'd 
directamente  interesaidyj'en  el  miám<»:  .     .      .  . .  i  .  i : 

Iteisultando  que  acordada  asi  por-la^la  y  librada 'carta^órd^n^doni 
tal  objeto,  ^  persona  Tepresemado  púv  el  Liéeneiadü  D.  Jbfré  Matfa  'Pa^ 
tino,  á  quién  se  tuvo  pomparte,  y  eoiítestó  á  ¿a-veíf  la^  ietaiaildá  cfon  la 
miema  prelettsioñ^  y  argumentos 'iq[üé  el  MMsierio'fiseah  >     •     ' 

Vistos,  siendo  Ponente  el  .Magistrado  D.  lo^é  Marfa  Herreros 
de  Tejada: 

Considerando  que  IdS' expedienten  de  registro  de  laa  minas  á  qué  se 
refiere  la  demanda  fcieroo  incoados  en  el  año  de  1455,^  y  siguieron  sus 
trámites  cimi  sujeción  á  la  ley  entlouces  vigente  de  íi  deAbHide  4849 
y  su  reglament0  de  51  (le  Julio  del>  mismo  año;  y  aunque  cataba  pen- 
diente didha  tramitaciófi  al  publicat^é'la  nueva  ley  de  6  de  luiio.de 
1859  no  pudo  ser  aplicable  á  ditfhos  espedientes,  porque  los  interesa^  • 
dos  prefirieron  la  legislación  anterior' en  el  hecho  de  deducir  con  arre- 
glo á  la  misma  sus  oUepiores  pretensiones: 

•  Considerando  que^lós  ingenieros  do  la  provii^eia  piracticaron  en  el 
año  de  1854  las  demarcaciones  según  disponía  la  expresada  legislación' 
de  1849,  y  aunque  eü  Marvo  de  1069,  según  con&igna  én'sus  fnibrmes . 
de  15  dé  Junio  del  mismo  año  el  Ingenie^ro'  del  distrito,  sé  rectificaron 
dichas demarcacíiones  en  cumplimientdide  lo  mandado  por  la  Superior' 
ridad  del  ramo  para  subsanar  loVdéfectés  de  aqaell<a^,>iío  sé 'alteraron 
esencialmente  ni  estlmaron>'p<Mt  demarcaciones  nuev«is  independientes' 
de  las  pri-mitlvas:  ^'         ;     ;  :    . 

Considerando  vpa&  si  bien  en  la  Real  orden  de  16  de  Abril' de  1868 
so  mandé>  se  aUifii«raa  los  respectivos  expedientes  de  ^ué  queda' bech'o 
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Qaf»P9,:Qq^^  ^^clp^tfi  )^^w^9AM]a^  pperaf^iopds  aoter^^,  pprl^ 
o^fl^.3a,ba;bec)la mérito .dBspueft líelas  primeras  00090  pauto  4e  parti- 
da délas  segaodás,  y  en  la  lamoia  ft^aljórdea  se  encarga  ,1a  svU^s^ana^ 
cion  ea  debida  forma  de  loa  defectos  potadioys,  quis  en  lo  .poiísible  liabia 
de Tejjpc^rs^:, •  ,,....    -  .,    ,     ..,¡       ,  ■ 

C;oDSÍdei:apd<^.,que  á  los  referidos  expedientes  qo  bao  podido  por 
taQtp  ser  apjiipables  otrasf  disposiciones  legales  que  las  qi^  han  servido 
de  base  á  su  io^traecion  y  tramitación  como  úuicas  FÍgeotes  cuando  se 
pf^mo.Tieropy,$ÍQ  hab.er  mediado  las  circunstandas  que  para  lo  Qoo.tra* 
riodesignó la  legislacioQ.postísrior: 

Considerando  que  al  determinarla  orden  del  Poder  Eye€^tiyq:r$cla:- 
madaia  re?ocaoion.del  djeqretod^  Goberoador.,.de  la  profiooia  que 
ra^pc|9f  ajIftTOTaUe  al  Tecurrente,  se  funda  en  un  siupuesto  eqviy^ado 
pajfa'ftribuir  á  dicbp  funciopario  la  infracción  .de.  la  Real  :drdea  de  49 
de  .I)|i9iiemln!^  de  iSSj?,  de  que  s§  dípe  babia  pr^^iDdidio,  siendo  asi 
que  fué  muy  anterior  á  su  fecba  la  primitiva  demarcación  de  cada:  (una 
de  las  minas  do  <iue  se  traj^^a^  ^?,^,^  Ter|iicada  en  el  año  de  4854  y  no 
con  posterioridad  al  precitado  de  I ¿57^  como  en  dicba  orden  se 
asegura: 

Considerando  que)|á|tW0t)»4sa  b|isé>es^i]cíálld4%  mencionada  or- 
den, contra  la  cual  se  deduce  lailemanda,  recobran  toda  su  fuerza  y 
eficacia  legal  los  fundamentos  de  hecbo  y^  de  derecbo  en  que  se  apoya 
la  precitada  resolución  del  Gobertiadiji^  de  la  provincia  de  Teruel,  con- 
larpneioeaiaippiiildn  del  li>geDiev6v 'consignada  en'  sUs  inforákesr  d^  45 
deiuoio<.ae!áafl8:'i'"i>i   ..  -^  ,"Ít.-j     •.  i  .."..  ■-.•(  .¡  -r"."  ;<,.•     •    •-.. 

i^nsideíandoque  en^igaal  ieiitidó  opinóla  Junita  superior ficiiHK* 
tiva^Jfiíimíviy  qneibo.existé^raioD'que  pueda  «ucorisar  la  eaOü&idad' 
d^Josiexpedieoleside-las  pertenieooias  referidas  i  babiende  su  tegistfra- 
áOT*8atisíéefta'áu»  ttibaias  y  i obtenido  los-  (^rresjpondientes^  títiñ^s  *d>é 
propiedad,  y  tomado  en  su  virtud  posesión  de  ellas:         ' 

^Y  'eoqsideMndó,  por  ütiimo^,  qué'  las  eoa^esiones  de  lais  miüas  La 
MorelUina',  Luí  PtHii  y  La  ñi^or,  otorgadas  poret  Gobe>nafdop  de'Te- 
rael  están  abobadas  en  la  orden  contra  lacuatsé-deduce.la'demándaf;' 
y  per  lo  latato  no  procede,  respecto  dé  este  extrem^^  la  pretebsiob  del' 
demaodanuei;'  '    '  •      ,  ^      .. 

RalÍ8mos''qQ0  Sebemosdeolarar  y  declaramos  sin  efecto  lá  orden 
reclasiada  petrD.fHipáUto  Cücurny;  como  apoderado  de  D.Juan  Teruel- 
y  6ddoy,  ifttO'fué dictada  póvlaQegenciadelReinoyexpedidapdr  leMlli*^ 
nisteriode  Fomento  con  fecha  41  de  Agosto  de  4870,  en  cuanto  por  ella 
se  revooaiY  los  deehetos  d^lGóbernador  déla  provincia  de  Téroel  dé  46 
deimio  dO'l^M,  oomsignados  en  los  espedientes  relativos  álos  regis- 
tros délas  minas  tituladas  ta:Afrie.anay  Daña  Fa«¿Ml«Oi  declaratorias 
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*  En  'áténcibn  á  lo'étptí^tó  adteriortnenie,  y  de  atíuetdb  con  el  ÜÓ6-" 
sejó  deHinistrb^;  tiene  la  honra  dé  presentar  á  VÍÍM!'  el  a'djúnWptb-^ 

yecto  dé-decreto.  ■'''■:       '/•>'■- 

Madrid  3  de  Agostó  de  1872.         '       >  p  i  -      •     . 

El  Miúiiíro  de  Fmentó, 
«Ios¿  lileliegériiy.  ' 

"DECRETO; 

Conformándome  con  lo  propuesto  jpx)r  el  Ministro  de  Fomento,  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros, 
He  tenido  á  Dien  decretac lo  siguiente: 

J^rticulp  i°    Se  crea  una  Coipi^ion  compuesta  de  tres  Juriscoii^ul- 
tos,  tres  ingenieros  del  cuerpo  i¡e  Minas,  y  tres  industriales  mineros 
par^  que  redacte  uu  proyecto  de  ley  de  minas,  partiendo  de  las  bases  ' 
del  decreto-ley  de  29  4®  P.iciembfe.de  l8,68  y  del  ptoy^cto  presentado  * 
á  Us  Cortes  CSQpstit|iyentes  en  7  de  Octubre  de  1869,  é  int^^roduciendo, 
en  este  último  las  modificaciones  qué  la  experiencia  de  estos  últimos 

años  aconseje. .  -.:-..•  ''.,.  ..   ;.      •  ,,  '."""  ;'";.  .''••" 

Avt,  2.°  (iOs  individuos, de  esta  ComisÍQu  seráp  nombrados  por  e] 
Mini^trp  de  jE'Qnsento,  lel  cuá)^j)^signará  tambiep  los  que  ^^ban  .^jeri^^r 
los  cargos  de  Presidente  y.  S,§cretarÍQ  de  la  rqisma..     ...     ,  ,| 

AW.  3Í^ ,  kl  cargp  de  individuo  de  e^ta  Cqmisipp  §er.á.'gratuíto.y  "h'o- 
npriOco,;  pero  por  el  Ministerio  de  Eprnento  3,e  facilitará  el  material 
que  los.trabajos  de  aquella  exijan  y  el  local  nece^yiQ  ^para^  Ja  ejecución' 
de,  és.Íos.  /     .  ...",".,■..,., 

]Art.  4."  La  referida  Comisión,,  reclamará  de  los  céntimos  oÓpialies  y; 
funcionarios  públicos  á  (quienes  corresponda  todos  los  antecedentes, 
datos,  noticias  é  informes  que  considere  pertinentes  á  su  objetp.   , 

Art,  5.°  La  misma  jComision  deberá  (Jar  por  terpinados  su^  traba- 
jos dentro  de  los  tres  mese^siguienteis  ala  fecha  de  s^  no^ibra^iento. 

Arí.  6-?  Sin  perjuicio  de  lo  que  esta  Comisión  propopga  con  res- 
pecto á  policía  minera,  el  Ministro  de  Fomento  presan  tarja  á  las  próxi- 
mas Cortes,  en  cuanto  éstas  se  constituyan,  un  proyecto  de  ley.  parA 
regular  y  organizar  esta  parte  del  ramo  de  painas. ,      ,,      . .  ,,  ^ 

Dado  en  San  Sebastian  á  cinco  de  Agostp  de  mil  ochocientos  seten.-. 
ta  y  dos. 

AMADEO.    

.     El  Ministra  de  Fomenta,    .. 

'  '  '    (Gaceta  dendé  Áfústó  dé  i^m.    '  '    "^ 


>    < 


fio  tista  de  }(r  dispuesto  en  decreto  dé  5  ddl  actual,* 
tengo  en  tfeei^etár  lo  siguiente: 

kriknlo  i,^  Sé  nombra  una  Comisión  para  la  formación  de  un  pro- 
yecto de  ley  de  minali. - 

krt  8.*  Se  nombran  inditídnos  de  la  expresada  Comisión  como 
jurisconsultos  á  D.  Nicolás  María  Rivero,  D.  Manuel  Alonso' Martínez  y 
B.  Esteinislao'Pigueras  y  Moragas:  como  Ingeniero  de  taiinas  al  Inspec- 
tor general  de  segunda  clase  D.  Manuel  Fernandez  de  Castro  y  á  los 
Jeffes'  de  primera  D.  Antonio  Herñaníiez  y  D.  Anselmo  Tifadot  y  6omo 
industriales  tiaineros  á  Di  Antóúio  Abellan  Peñuela,  Marqués  de  Al- 
mánzora,  Dl  Francisco  Pérez  Crespo  y  D.  Joaquín  Hysern;  debiendo 
ejercer  las  fcmcíoñes  de  Presidente  D.  Ricolás'Maria  RlVero  y  las  de 
Secretario  0.  'Antonio  Hernández: 

Dado  en  Ferrol  á  veinte  de  Agosto  de  mil'  ochocientos  setenta 
ydo's.         ■    ^'^ 

'    AMAÓEp.        ; 
JEl  Ministro  de  Fomento ,  • 

jEohegaray. 

(Gacela  de  ^A  de  Agosto.de  W%), 

.1"    '. 
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TRffiUNAL  SUPREMO. , 

En  ta=  villa  y  corté  de  Madrid,  á  fi  ée  Julio  de  1872,  en  los  autos 
coñteDciolsO-adminilslratiTos  pendientes  en  este  TriBufial  Supremo,  se-<'' 
guldos  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada;  entre  Don= 
Santiago  f  errérM^arcía,  á  quien  representa  el  Licenciado  D.  Fidel  Gar- 
cía Lomas;  y  la  Administración  general  del  Estado,  que  lo  está  por  el 
Ministerio  fiscal,  coadyuvada  por  el  Licenciado  D.  Vicente  Nuñez  de' 
Vélasco,  en  nombre  de  laCoo^pañfa  general  de  Crédito  en' España,  so- 
bre caducidad  de  ^as  miñas  nombradas  San  Diego  Priiü&oy  Segando 
y  San  Canuto  Primero  y  Secundo,  que  han  venido  en  virtud  de  Taápe- 
^atfón  interpuesta  por  el  primero  de  la  sentencia  que  dictó  aquélla 
Sala'  éoit?  áe  Febrero  de  187!,  revocando  los  decretos  del  Goberna- 
dor de  la  provincia'áé  Jaeh  y  dejando  subsistente  la  concesión  de  las 
miñas  á  favor  del  cóádyuvarité:  ,  '    . 

Resultando  qu6;en  él  mes  dé  Abril  de  Í868  D.  Santiago  Ferrer  Gar- 
cía, vecino  de  linares,  solicitó  del  Gobernador  de  la  provincia  de' 
Jaén  h  ádquisieion  de  dos  pertenencias  ibineras  en  lin  pozo  tiémbtádo 
San  Diegos  4úe  jpoi^eia  la  Compañía  general  de  taiinas  dé  España  y  se< 
hallaba  éóí'tír(hinstancias  ieívideñtes  de  abandoné  pof  rioh^ber  cum-^ 
piído  cóblaá  cbndiciónei^  de  lacóncésíon,  /  en  espedat'la  9!^'de1<i 


del  Real  titulo  dep^opiqdftd:  y  diMta  TÍ8t»  poE  iS  dipsrá  0.  imt^  Gflo- 
mer,  la  evacuó  en  4  de  Mayo  manifestando  ^ae  la  isii^k^aii  Diéijfo^^rt- 
mr,o  |f,%tf9fffp,^é,co^ce^da  á  dicha  $oci9da<^,  y  eiatoBC|B9.iea^Q^e- 
cia  á  la  general  de  Crédito  que  representaba,  la  q^e  9e  encontraba  eo/ 
pQ9jesion.de  ^W^p  Q.^mpUepdo  con  lo  que  preverá  la  ley  del  ramo^oo- 
mojuflti^q^ria  j^q/^.dia^> 

.  Reswltagdo  qu^  cpncedido  por  eí  Gobernador  el  técqüluo  délos  don 
na^ses  gue  s^pala,f9l  i^eglamopto  para  lai>presen|tacloa  de.las  prueba» 
c.onducente3«  y  OQtií^do  alas  partes  en,.li  d^  Mayq,  4I  4iguiepte.4i|i 
pr;Q8entó  e$|(;ril,o,,el  D«  Smitiago  Ferrec,  exponioodoque,  por  jbIj  antiguo 
dueño  de  la  referida  mioa'se  habian  establecido  trab^g^p  que  po4iAn 
imposibilita^i:  I4  ju^sti^gagipA  de  sq:  abandono,  pidieoido.(^  manda^üaii. 
suspender,  como  así  lo  acordó  el  Gobernador  ep  el  i3i  hastf  que  i\ifi^ 
reponpcida  por.  íil,  ÍUgewero: 

Resultando  que  la  parte  de  la  Compañía  general  presentó  uni^in-. 
formación  pr,af^cada^  ante  el  Juez  de  primera  instancia  de  Baeza,  en 
la  que  tres  testigos  de  ejercicio  minefps  a^Qgurar<^i^,^f,9Q6t^les,  por 
hacer  mucho  tiempo  trabajaban  en  las  minas  inmecjiabs^  !<][u®  ^^  •ilu- 
tada San  Diego  Primero  y  Segundo  venia  recibiendo  trabajos  y  opera- 
ciones deetplófa'cioo*'  y  explotación  de^de  hacia  más  de  un  año,  sin 
que  hasta  entonces  hubiese  dejado  de  trabajarse  en  ella:  exponiendo 
por  el  contrario  cuatro  testigos,  á  instancia  de  D.  Santiago  Ferrer«  que 
dicha  mina  hacia  más  de  tres  añod  se  encoofá^M  en  completo  aban- 
dono sin  haberse  trabajado  en  ella  en  todo  ese  tiempo,  lo  cual  les  cons- 
taba, al  prifi^eiQ  ppr  aejcigaarda  municipal  de.caiqpo;  al  ^eguqdo  por- 
que cu^pdp  QiesAron  los .  trabajos  estaba  él  eooargado  ,  dq  .ellos,  y.lps 
resallantes  por  haber  pasadQ  por  alH  con  frecuencia;  añadiepdq  ^1  ^^a^- 
to  qpe  eu  tos  deipás  pozos  de*  las  pertenencias  mineras  de  los  mismos 
cp/idueños  si  se  habia  cumplido  con  la  ley  trabajando  varias  teoipq- 
radas: 

Resultando  que  remitido  el  expedienta  al  Ingeniero  Jefe  para  qu^ 
practicase. el  roCrQUOcimiento  prevenido  á  informara,  lo  aerificó  en.S^S 
de  5e/t'0m^re  exponiendo,  que  en  el  diaii  fué  á  reconocer  la  ipina  San 
Eiiego  Primero  y  Segundo  y. no. pudo  hacerh  de  las,  labores  interiores 
por  no  ei)poatrarme()ÍQ;s,b,abiUtados  debajcfda,  consiistienda  aqueUajs, 
segable  dijo  el  encargado,  en  uq  pozo  maestrot  apFtiguo  en  tpocj^s.  inun- 
dado; el  pozo  punto  de  partida  que  se  había  Up^pi^dp  y  (/^lofundv^d^, 
y  ,eq.cjuoro,íopdp;  sehaJjif^i.pbieítodejBpues.íe  la  épopa  <}el  dpRv^cio 
upa  .^stpra  de,^cbo  ^etros^  y:  dq;^  pocilios  que  s^  b£|¿l,an  limpii^dqy 
empeiir^^/ío.en  j^i^jboca:  q^e.e(  aspepip  de  laj^  .tiaras,  y,  b.o^iis  ^^\^9^ 
pp2os.a<;^  4efnft?tjraba,qu.e  ^  huliie9eq.pu,fl).ftÍi^o,pj^c^fl?pn1i^.l<|f^ ^9^7 
dipippeg  q^f)  pTewpe.la,^ya.y  p(or..^}.  wi^rH^..iííW.?»W  *- W 
f^(|l^,.ba|^.D^.^Hl*^io^    l98.WÁdM,^;qup  fff^^ftSij^  *V»?WM^Wi»Jft 


i 


dé  l(i«ítilltii^»'mftta/<yi^(^'débfft¿f  teb^  ódtfit^Wr 

9tp«0blér<tiítf-tió  t^tídiá' ^itir^id  étt  áia'ú'érá  kl^úiía  lo  inftxriíiadó'pbr 
lo9  testigos  drk  GdfiVpáMa,  fyues  cíl  úiSitó  trabajo  <)üé  ri^úhabá  ha- 
berse h6cha  mfft  )á  testera  de  dcho  metrok  antes  refóHda,  reducilÍDdose 
la»  demés  labores  á  la  lÍ)Di)ía  dé'  S2  metros  en  tré^  pozos  contiguo^, 
puesto  que  el  de  j^rtidá  tenia  ii  metros  en  la  ¿poca  de  la  demarca- 
don  de  la  mina:  ^ne  ifoie  era  pfoísible  fijar  con  exactitnd  la  ex^tensitíti 
de  las  labores  que  hubieran  debido  practicarse  en  tíquel  año  por  no 
haber  podido  reconocer  la'úaluraleía  de  la  foca  ni  las  dificultades  que 
pudieran  presentffT&e  interior niet) te;  pero  del  examen  de  los  escombros 
extraidos  últimamente  dé  la  mencionada  testera  podia  deducirse  que 
éstos  debian  haberse  adelantado  16  menos  {5  metros  cada  mes,  resul- 
tando un  avance  total  de  90  metros  al  fin  de  los  183  días;  ^  de  haber 
seguido  la  limpieza  de  las  excavaciones  antiguas  era  poco  menos  que 
imposible  precisar  lo  qtíe  &e  ^hubiera  podido  adelantar  en  un  año  por 
lagran  rariédad  que  se  presentaba  en  esios' trabajos,  pudiendo  ase^ 
gürar  que  setiía  diferente  para  cada  ca^o*  pa'Hicular,  péro  siempre  su- 
perior ccln  mucho  i  los  32  metros  que  solo  resultaban  eú  étsta  mina, 
deduciendo  de  todo  qüe^  nty  habiendo  tfumiilido  en  «uanto  S  sü  ptíeblé 
la  repetida  mina  con  la  (j^evenido  en  el  art.  5.<^  d&  la  ley  Vigente,  ha- 
biaincurri4o>e[i«BU6ad¿t^aducidád^'  '*  '    - 

Resaltando^  que  el  Gobernaidon^iti  dat  conocimiento  de  edte  iWfoW 
me  ni  cioBéesionario  para  que  se  cdbfói^mara  con  él  6  lo  impugnase, 
por  dedreto  de  ^  de  Noviembi^e  siguíenié  'declaró*  la  cadiiéfd^d  déla 
mina  SanDiégo^  al  tenor  de  lo  dispuesto  envíos  casos  1.'*  f'k^  á^Tyit^ 
ticnlo  6&  de  la  ley  de  Minas,  lo  que  se  hiciese  saber  á  loa  interesados, 
y^  luego  >que> quedare  -ejeeutoriado,  s^le'pariiéipara  á  1á  Adminiáriá''^ 
ciondeHaciéddá  párá  que  dejase  de  exíjitel  derecho  de  supferfidé;  ''^ 

Besultando'que.hecha  la  notifi<;acion  en  él  dia  23,  én  e^l^áigüiéb'' 
teD.  Jufein  Colomer,  como  apoderado  de  la  iSomisfón  liquidadora  deT^ 
Compañía  general  de  Crédito,  acudió  éú  viá  contenéiosaí  á  la  Sala  'de 
lo  civil. díala  Audiencia  de  Grabada  (ioníra  el  expresado  d'eieretodei 
Gobernador:  -  '    '  ^  *' 

Resultando  que  en  el  mismo  mes  de  Abril  de  1868  D.  Sddtiasfo  Fer-i 
rer  y  García  solicitó  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Jaén  doá  per-' 
tenencias  mineras  tituladas  iSan  Cantito  Segundó]  de  mineral  plomazo, 
en  un  pozo  de  la  mina  que  con  el  ndnibré  de  Swi  Gamitó  poseía  láf 
Gompañia.general  de  Minas  por  estar  en  circunstancias  de  abandono  á 
causa  de  no  haber  cumplido  las  condiciones  de  la  concesión,  en  espe- 
cial coa  la  6.*  del  Real  titulo  de  propiedad;  y  dado  ?ista  á  D.  Juan 
GolooMr»  etpüso  que  dicha  mina  fué  concedida  á  la  Sociedad  general 
deMioas^  y  hoy  pievtenecia  á  la  de  Crédito,  que  estaba  en  pósesloti  dé 
ella,  canf^endo  4»  prevenido  en  ta  ley  del  ramo:  '  '^ 


.  }J^íi^pUaa.do.ji|JLf^,íJ9aceiíi4oi  el.  tél;Inip<)4%^cte^íP^p^8^(PM»ííq^lelkí« 
p.^tes,jji¡i;a^acafi,eQ,  su,  d|sr^ch.9« . i  iii8taDoi4.4%  Pí  San^íigaj F^rjicnr. se  1*- 
b^ó  ó^jf^eOjAl^AU^f^l^^  deXi^^re»  para  que  loa^Qd^set  si^speoder tos* Uaf- 
báj9^  que>j9, esúbaxi, yprJiQLc¿\ndo  ep  la,^mi0a;  «S^n  Gfi(nt/i(<vW^a qu^  la  ret- 
coopcieraeljogeai^ro.  Y  jiasajdo^  éste  cpn, f) os, informaciones:  jgttales 
á  las  aat^rJLormente  referidas,  ídíoxq^ó  eo  24  4e  SeiUeiqbr^  que  oo  ha* 
bia  podido  reppnocer  su?. labores  i):^terÍQres  por  no  Jiiaber  medios,  ha* 
balitados  para  bajar,  ÍDdicaodo  lo  mismo  queien  elfinforoae  de  la  miaa 
^an  Die^d,  añadiendo  qae  el  representante  d^  la  ^Cojopa^ía  general  de 
Crédjito  indicaba,  que;  desde  lSi66  se  limitaron  los  tre^bajos  de  esta  mi- 
na á  la  explotación,  de  los  minei^ales,  luchapd/^,  siempretcon  Usiaguas.i 
y  sin.po4er  qfírmar  ni  negar  ésto,  creia  no.  se  eompr4^baba  dicha  exf 
plqljacion  ^n  continuada,  cuando  el  campo  dejaborea  que  entonces 
existia  era  tan  reducido  y  no  se  encontraban  en.  la  superficie  los  ter- 
reros y  residuos  de  la  cavs^  que  debi«i:a  haber  existido,  y  cuando  por 
los  datos  estadísticos  que  habia  ensu  dependencia  resultaba  que'enjtre 
las  míi)as  San  Canuto,  S^nta  Catalina^  San  Diego ^  La^Graci^  y  JLa 
0(^r^cella,qw  pertenecieron  todas  á  la  i^isixia  Sociedádi,  bo\  habiendo, 
le^idq  m.á^  prp¿ucto^.qu0  4i4  quintales  mé;tnoos  durante. '^  añcfdb 
i8$7,ocupa;i4o  entre  las  cinco  minas  solo  10  aperacioa:  que  reapBctó 
al  desagüe,  que  según  el  mismo  D.  Jufin  Golomeit-debia  hahér  ocupado 
el  mayor  púmero  de,  operarios  de  estameña,  no  habia^  a[tti:atós  ni  in- 
dicios lalgunps  .^uperificial^sque  lo  acreditasen;'  deduPÍénd<»«de.iodQ 
que  e^Mi  mina  np  habia  ci|im.pU(|o  pon  las  4^ondicioDeá  psevjenidaÉ  por 
la.ley.y  jhabia  por  t^nto  iotcurfido  en  causa  de  jeadUcidad:*>^    > '.  n,    ^ 

J^esu^aodo  qu.e  á  su  virtudrjBl  Gobernador,  sin  oir'aliQOfncÁsionatio^í 
en,^  ide.Ilifpyiemlire  de  id68  deckrója  caducidad  de^  lft>npna f an^Gaiiut 
to  á.tenojr  de  lo  dispuesto  etilos  cftsps  i,"*  yA'  del.antk.65;dela.ley  de 
Ninas^  mandando  sie  hiciera  saber  á  los  in.teresádos,y)ue^  cpiecaüsa- 
^p  ejecutoriase  diera  cpapci.mientp  4  la^dmioistra«¿en  >de  Habieida 
l^jra;que, dejara  deexigir  ^ps  dpreQhPSide  !$QperG.cteí.y^Qo^(kado.Etoú 
J\](an  Gplpmer  Qomo  apQderadp  de  ia  fioQipañla  general,  iiltelitóiel  re^' 
curso  contencioso  ante  la  Sala  de  lo  civil  déla  Audiencia  delGranaQ»,- 
proponiendo  en  ambas  depi^ndas,  por  las  razooes  quefldifJQi  sedecla- 
ri|se  que  las  Ji^inas  5an  Qanuto  y  San  Diego  jio  habian  aido  abandona*; 
das  por  la  Co^mpañia,  la\q\ie  las.cpnservaba  eD.su. i^ei»)  dominio  y  de* 
le^cb^p  exclusivo  de  e^loltacipn  y:propiedad:  ,  . 

Resultando  que  confprido  trasladp  al  Minisjtetio;fisc3l,  pidió  enam- 
baf  dopaandas  que,  s» absolviese  de  ellas  á  la  ^dministcacion  general 
del  (!stado,  conQr mando,  las  deciaiones  del  Gobeíro£íd()f ;  y  condenando 
en  la^  cpstas  al^demandante,..lo  que  también  pretendió  D.  Saiiliago 
Ferrerr,  que  se  pre^entó.en  los  autoi  como  coadyuvante  de:  la  adminis- 
tración, fundados  amboa  en  el  resultado  del  expediente  gubernativo. 
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Y  «oriferidolmiliulo'á  B.  loaa  CeloDi8r«  .eomo  réprese&taBte'de^teCo- 
misiOD  JiqiildflldDni:de  U  Compañía^  general  «ée  Minas,  presedtóiin  tes- 
timoDio  de  ftae^oensta'  que  en  S8  de  Febrero  de  4806  otorgó  dícba  Go- 
misioDjeseiritttra  «n  esta  corte,  vendiendo  varias  ^rtenencias  de  mi- 
nas, escóiiales  7  terreros  á  la  Compañía  general  de- Crédito  en  Espa- 
ña; siendo  una'  de  las  comprendidas  ladenominada*  'San  Canuto  Pri'^ 
mero  y  Seffundo  que  eonstiiuia  dos  pertenenciasv  y  cuya  demarcación 
se  hixo  en  Ü  de* Setiembre  de  1858  bajo  los  linderos  que  se  refieren  j 
fainada  en  740.080  rs.,  expresándose  que  el  reglsitro  de  esta  mina  se 
scdioító  en  43  áe  Junio  de  4858.  Y  la  otra  con  dos  perieneDcias  y  en  el 
mismo  sitio  que  la  anterior,  conteniendo  dos  malacates,  el  uno  cu-> 
bierto  de  maderas  y  cañas  y  el  otro  descubierto,  habiendo  sido  valúa* 
da  en  igual  cantidad  de  4-74.000  rs.,  el  primer  malacate  en  6.000  y  el 
segundo  én  SiDOO,  expresándose  que  ambas  minas  en  unión  con  la 
nombrada  érraato  las  adquirid  la  Compañía  general  de  Crédito  por 
otra escrítura  de  4.'' de  Marzo  de  4857:  '-' 

Resultando  que  presentados  ios  escritos  de  réplica  y. duplica  alega- 
ron las  partes  de  su  derecho  reproduciendo  sus  peticiones  y  argumen- 
tos, expresando  el  Ministerio  fiscal  qae  por  lo'  que  aparecia  del  ante* 
ríor  testimonio  no  podía  acogerse  el  actor  al  reglamento  de  24  de  Ju* 
nio  de  4868  que  era  posterior  á  la  incoación  del*e|9piQdiente  adminis-^ 
tratifo,  hab'fendo  qte  atenerse  á  la  ley  de  Mioas(^de'4859  y  al  regla- 
mento para  su  ejecución  segun  cuyo  articulo  70,.  para  concentrar  las  • 
labores  de  diferentes  pertenencias  era  preciso  el  permiso  del  Ministro 
dé  Fomento  que  no  habia  solicitado,  por  lo  que  era  improcedente  la 
prueba  que  se  pretendía  para  demostrar  la  acumtklacíon  de  trabajosv 
cuyas  razones  adnjo  i^^lmente  la  parte  coadyuvante  por  no  tener  la 
ey  ^eútido  retroactivo: 

Resultando  que  recibidos  los  autos  á  prueba,  conlo:en  parte  de  ella 
se  pidió  se  reconocieran  las  espreshdas  minas  y  todas  las  demás  que 
pertenecen  á  la  misma  Compañía  por  el  Ingeniero  de  dicho  ramo  que 
designó  el  actor,  pues  el  nombrado  por  el  Gobernador  de  la  provincia 
á  petición  fiscal  no  aparece  se  le  notificara  dicho  nombramiento:  ni 
que  fuese  á  reconocer  las  minas;  y  manifestó  .que  no  entonces  sino  en 
el  mes  de  Marzo  giró  una  visita  á^  las  repetidas  minas  San /)i6^o  y  5an 
Canuto,  y  que  el  sistema  de  labor  seguido  en  ellas  eo^basUDie  irregu- 
lar; dependiendo  es  ciertos  limites  del  capricho  de  los.,  contratistas, 
empleándose  tornos  de  quita  y  pon  armados  sobre  dos  tijeras,  amarr 
rados  al  suel^  con  cuerdas  al  estilo  de  los  palos  de  un  buque:  que  el  dia 
24  de  Marzo  se  presentó  sobre  el  terreno  de  las  minas  San  Diego,  San 
Canuto,  y  denlas  pertenecientes  á  la  Compañía  geñeraL  que  todas  co* 
lindaban  entre  si,  acompañado  del  encargado  de  las  mismas  y  de  al- 
gunos, operarios,  no  habiendo  encontrado  bajadas  permanentes,  que 
'     Sbgcioh  Aduihisteativa.  S 


se  Hémplattréft  eeír  ItraMM  qQeM'tiotoouoA  cciifpirftBiílBi  etoloffpoQf 
U» donde  hkieronlBdtÉf,  m  btbieodo  podido. recoiiocerttodft9  ]ag.Ubo-k 
res  por  estar  agnadasó  hundidas  medianleá  .haber  UnsciirFido  oercft 
dé  doa  años  entre  la  época  «leí  denuncio  y  sa.y4s¿(a:  iqufi U^labereft 
que  pudo  reeouúeer.  cóócreiéndóae  á  la  mina  Son  Biego  eraHilos  pQi09 
y  gálerias  que-  naarod  asignánddes  su  valor  por  <c«U  loelixH  dedocieo** 
do  de  todo  ello  que  exisiiendo  entonces  ea*  la  meqcianada  mina  43S 
metros  de  pozo«  de  los  que  deducidos  i  i  en.que.coosistia'  lailabaTile" 
gal,  se  habian  hecho  1^1  del  pozo  que  representaban  un  fkuE&trfe  de. seis 
años:  que  délos  133  metros  de  pozohabia  unos  114  mafPpestteades. de- 
caí y  piedra  labrada  y  1(K  metros  de  piedra  seca,  xepreseo^odoloSiptir 
meros  un  pueble  de  un  afio  y  cuatro  meses:  que  habiendo  habido  9ft 
metros  de  galería  vrepresentalian  un  pueble  de  dos  afioe  y  seas  meses:, 
que  si  se  apreciaban  las  labores  del  disfrute  en  di  periodo  de  11 
años  que  mediaba  entre  la  toma  de  posesión  i  la  époOA  del  deauoclQ! 
en  150  metros  cúbicos  al  año,  término  medio,  k)  que creit? inferior  á 
lo  realizado,  representando  un  pueble  de  siiete  años  y  ^eis.qieses;  jí  en 
totalidad  un  pueble  de  17  años  y  cuatro  meses  cuando  solo^habiao  me- 
diado'11  años  entre  la  toma  de  posesión  y  el  de^Dcio,  por  Ic^  cual, 
creía  que  no  había  prueba  de  que  la  Compañía  hubiese.  faU%(}0:al  ar-, 
tíeulo  50  de  la  ley  de  Minas  reformada  en  4  de  Marzo  de  lQ68;;oi  á  Ia 
condición  5.'  dis'lae  generales  del  título  de  propi0iad;y£^i.al  coptra**, 
rio  que  había  datos  que  parecían  justificar  elGumplin)¡ei^to.de:|diQhos 
artículos;  Deduciendo  asimismo  por  lo  relativo  á  la  mina  SanCatmf^» 
que  no  habia  prueba  de  que  la  Compañía  hubiere  faltodo  alqiUji/jQ  ar^. 
tíeulo  de  la  ley  de  Minas  y  á  las  condiciones^  dei  t¡tuk>¡  de  propiedad; 
y  sí  al  contrario  hahia. datos  qpe  parecían  justificar  <^  cufppUmiento . 
de  dichos  artículos:  que  de  las  demás  minas  dé  la  CompaÁÍ9<»ia  úniQa 
que  pedia  tener  relacion^eon  las  anteriores  era  la  nombrada  Gxahia^ 
en  la  cual  se  habia  cumplido  el  pueble  con  exceso,  en  términos  q,ue  si 
hulúera  hecho  falta  podía  aplicarse  á  Las  minas  San  ])iegay  Sath  Ca- 
nuto ^  más  no  era  necesacúo: 

I  Resultando  que  á  |^eti<cion  de  lajnisma  parte  el  Jpgeniíero  Jefe  de 
la  prdTíncia  certificó  lo. que  resultaba  en  el  libro  de  visitas  resp^ct^, 
á  las  dos  minas  antes  citadas,  en  el  año  de.  1868,  al  13  de  Abril  en  qu^, 
se  denunció  lá*  caducidad;  informando;  que  ya  por  sus.atenciones,  i^r- . 
gentes  y  ya  por  ¿o  haber  contestado  la  dirección,  general  de  Ág#u)«¡ 
tura  y  Comercio  á  las  consultas  que  tenia  hechas  sobr^  las  vísitE^s  prg7 , 
venidas  en  el  art.  68  del  reglamento,  y  por  el  abandono  ,ep  que  ^aen- 
contraba  la  mina  San  Diego  Primero  y  Segundo,  por  lomenesidesde 
fines  de  1864  no  había  podido  tener  efecto  la  de  la  citada  mina,   .  , 

Resultando  que  con  igual  intento  de  prueba  exhibió  y  se  testimonie^-  ^ 
ron  los  títulos  de  propieéaé  de  las  minas  que  posee  Ia  Comp¡aqÍA.  fm  el . 
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lénninode  Lítaares;  de  los  que  resulta  que  en  20  de  Mayo  do  1855  s^ 
eipidiótíMo  de  propiedad  de  la  mina  titalada  BomeeliHt  dándosela 
posesión  ai  conoesioDaño  «d  i5  de  Noviembre?  que  en  b\  22  de  Abril 
de  (880  se  expidió  el  de*  la  Sania  Catalina  Primera  y  Segunda^  átináo 
la  posesión  en  i7  de  Junio  de  1657;  que  eo  2S  de  Diciembre  del  mismo 
aáo  óe  (i86f8  se  espidió  ol  de  la  mina  San  Diego  Primero  y  Segundó,  de 
la  que  so  tomó  posesión  en  1 .''  de  Mano  sigaiente:  que  en  12  de  Nof> 
víeméf  e  de  este  últi^mo  año  sfe  eipidio  Beal  titulo  de  la  mina  Gracia, 
dándose  la  posesión  en  8  de  Enero  de  1858:  qoe  eo  20  de  Febrero  de 
1860  se  expüM  eldei  la  £í«»  Canuto  Primero  y  Segundo ,  dando  la  po* 
setíon  en  5  de  Abril  del  mismo  año;  j  que- en  el  mlaitio  día  20  óa  Fe? 
brer&  se  expidió  BeaMitulo  de  propiedad  de  la  mina.  Sonto  Catalina^ 
dándosela  poseisioñ  e»  5  de  Abril  siguiente: 

Resultando  de  «na  certiflcaeion  unida  á  los  autos  con  el  propio  fin 
de  prueba,  que  en  7  de  Setiembre  de  1868  fué  denuuciada  de  caduci- 
dad la  fásBft'  6f acta  p^r  I>.  Ángel  de  la  Aceña;  y.for.n(iado  expediente 
con  id  saiotéto,\  informó  el  Ingeniero  refiriendonbs  labores  que  babia 
encoalrado  enella,  deduciendo  que  bo  existia  el  abandono  ó  cuspen** 
sian.  de  labores  ¿  que  se  refiBcia  el  denunciador^  y  con  mérito  á  todo 
dedretó  el  «Gobernador  »no  baber  lugar  á  la  caducidad  de  dicha  mina 
perteneciente^  la  €emtpaüi» general  de  Misas  de  España: 

AesnUando  ique  á  instancia  del  mismo  actor  declararon  seis  iesti'* 
goSibábilesy  mayores  de  25  años,  yec^nos  de  distintos  pueblos,  pero 
residentes  en  Linares,,  como  trabajadores  en  las  minas  de  que  se  trata 
y  otras  cqlindantes,  asegurando  ser  cierto  que  las.  San  Diego  y  San 
Canuto  habian  sostenido  en  el  año  anterior  al  13  de  Ibrii  de  1868 
cuatro  tiabajadores  por  calda  uba  de  las  dos  pwieneocias  que  consti- 
tuyen oádamáttay  por  espacio  de  185  dias: 

Resulítando  que  con  mérito  á  todo  y  en  25  de  Febrero  de  1871  dic* 
tó  soateocia  la-Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada  dejando  sin 
efecto,  los  deoreies  dtí  Gobernador-  de  la  prOTÍocia  ide  Jaén  de  3  de 
NoTÍBfnbre  de  >1868v.  declartindo  n^  haber  lugaf  ák  caducidad  de  la¿ 
faina»lSéni  Diego  Primero  y  Segundo  y  San  Canudo  Primero  y  Segundo^ 
y  que  quedaba  subsistente  la  concesión  de. las  mismas  hecha  aoierior- 
meofe  «gr  que  hoy  pertemeoe  álá  Compañía  general  de  Crédito  en  Es- 
paña, sin  hacer  (iondeneoion  de  costas:  . 

:Aesolta:ndo  que  ootiñcada  qoe  ñié  e^ta  sentencia,  apeló  D.  Santia* 
ge  i<!<frrer  Garciai  y  admitido  el  recurso,  se  han  remitido  los  autos  é 
este  Ttiboaal  Su|^remo  con  citación  y  emplazamiento,  doade  mejeián- 
dolo,.TepijeBe»iado  por  el  Liceirciado  D.  Fidel  García  Lomas,,  á  quien 
se  tu?o por  pflf tupidlo  se  revoqqe  aquella  por  ser  altamente  ilegal  é 
injusta».  yseiSODfirmen  los  decretos  delQob^oadfr  de:  la  provincia 
d€rilaap«de^3)f)0  SUm^mbre  4e  1868  A^claraodo  la  cadiici^d  de  las 
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expresadas  concesiones  por  el  notorio  abandono  de ^süs- labores,  con- 
forme á  la  ley,  fondado  en  qne  del  reconocimiento  oficial  practica-' 
do  por  el  Ingenierp  de  la  provincia  resoltaba  la  procedebcia  do  la 
caducidad  de  las  concesiones,  y  no  podía  prevalecer  en  .oo0lra  el 
dictamen  de  un  perito  que  tenia  el  carácter  privado  y  fué  noaibrado 
por  la  misdia  parte,  la  cual  tampoco  teóia  los  liliros  de  visita  «cómo 
medio  de  comprobación  más  eficaz  qne  el  reglamento  exigia  llevaaen: 

Resaltandoque  conferido  traslado  al  Ministerio  fiscal  lo  evacué  con 
igual  pretensión  que  el  anterior,  reprodaciendo  sus  argumentos,  y 
añadiendo  qne  el. Gobernador  iúe  la  provincia  de  Jaén,  antes  de  resol- 
ver los  expedientes  de  denuncio,  debió  comunicar  los  informes  del 
Ingeniero  ala  Compañía  concesionaria,  según  disponen  los  artículos 
68  y  70  del  reglamento  reformado,  y  que  por  no  haberlo  hecho  cor* 
responde  reponer  los  expedientes  á  este  trámite  en  justa  observancia 
á  la  ley: 

Resultando  qne  habiéndose  presentado  la  Compañía  general  de  Cré- 
dito, representada  per  el  Licenciado  D.  Vicente  Ñiiñez  de  Velasco,  á 
quien  se  tuvo  por  pahe,  contestó  al  escrito  de  mejora  con  la  solicitud 
de  que  se  confirme  en  todas  sus  partes  la  sentencia  apelada,  exponien- 
do con. tal  motivo  que  la  ley  vigente  ha  abolido  el  denuncio  por  odio- 
so, y  que  por  lo  decidido  en  las  sentencias  del  Consejo  de :  Estado  que 
cita  deben  interpretarse  restrictivamente  todos  los  denuncios  que  estén 
en  debate;  haciéndose  cargo  del  resultado  de  las  pruebas  practicadas, 
y  rebatiendo  los  argumentos  expuestos  de  contrario: 

Resultando  que  terminada  la  discusión  escrita  se  mandó  proceder  á 
la  formación  del  apuntamtento: 

Vistos,  siendo  Ponente  él  Magistrado  D.  Juan  Jiménez  Cuenca: 

Considerando  que  si  bien  es  cierto  que  la  ley  de  Minas  de  4859, 
aun  después  de  las  reformas  que  tuvo  en  i868,  dispone  en  si»  artícu- 
los 50  y  65  que  se  pueden  perder  por  abandono,  y  declararse  en  su 
virtud  la  caducidad  de  las  que  en  esa  situación  se  encuentren;  para 
llegar  á  ese  extremo  es  preciso  que  aquella  circunstancia  se  pruebe 
plenamente  por  los  medios  legales  conocidos,  y  sobre  todo  por  los  que 
establece  la  misma  ley  y  su  reglamento: 

Considerando  que  aunque  los  denuncios  de  las  miñas  San  IHego 
Primero  y  Segundo  y  San  Canuto  Primero  y  Segundo^  en  el  término 
de  Linares,  á  qne  se  contrae  este  pleito,  se  hicieron  en  Abril  de  1868, 
cuando  el  Ingeniero  de  la  provincia  de  Jaén  di6  el  dictamen  sobre  su 
estado  después  de  reconocerlas  fué  en  Setiembre  del  mismo  año,  es- 
tando ya  vigente  el  reglamento  de  1868  qne  se  publicó  etf  U  de  Junioi 
y  por  consecuencia  había  que  sujetarse  á  él  para  el' procedimiento, 
ora  porque  el  de  1868  quedé  derogado  por  su  disposición  final,  y  ya 
también  porque  por  la  trAnsitoria  se  ordena  expre^mente  qne  los'Go- 
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beroaAores  8U8(aadien^y  temunen  los  expedientes  con  arreglo  á  la  ley 
reformadla: 

GQn3i(lerando,  que  el  imsI*  53  de  dicha  lef  establece  que  para. fijar  el 
pueble  anual  que  ha  de  resultar  en  (^da*  pertenencia,  ó  en.  el  punto 
correspondiente  ai  hubiese  existido  acumulación  de  trabajos,  lo  bagan 
los  lageuieros  teniendo  presente  la  naturaleza  del  terreito  y  todos  los 
demás  a^identes;. estableciendo  además  que  si  el  minero  no  se  confor- 
ma con  la  declaración  de  los  Ingenieros,  podrá  nombrar  por  su  par^e; 
atr» perito  que  haga  el  reconocimiento  y  apreciación  de  las  labores,  y 
el  CWhernadoc  un  tercero  en  caso  de  discordia  para  la  decisión  defí- 
Bítiva: 

Considerando  que  el  art.  70  del  reglamento  establece  que  para  ave- 
riguar,ya,de  oficio,  ya  á  instancia  de  parte,  si  una  mina  ha  estado  ó 
nó  en  abandono,  deben  seguirse  los  mismos  procedimientos  estableci- 
dos en  el  art.  53  de  la  ley,  disponiendo  que  en  los  expedientas  de  esta. 
clasC;,  después  que  el  Ingeniero  h^;^a  dadp  su  dictamen»  el  Gobernador, 
antes  de  dictar  providencia,  los  ponga  de '  manifiesto  al  concesionario 
de  la  mina  para  que  exprese  si  se  conforma  ó  nó  con  él  y.^ue/)a  usar 
en  su  caso  del  derecho  ya  mencionado: 

Considerando  que  en  los  expedientes  que  han  dado  ocasión  á  este 
pleito  no  se  han  cumplido  esas  prescripciones,  pues  el  Gobernador  de 
¡a  provincia  de  Jaén  no  las  puso  de  manifiesto  á  la  Compañía  concesio- 
naria, ni  ésta  se  conformó  con  los  informes  del  Ingeniero ,,  ni  estuvo 
en  condiciones  de  nombrar  otro,  como  tenia  derecho,  para  qu,e  se  cótn- 
pletase  la  prueba  pericial  por  medio  de  un  tercero,  casd  de  discordia, 
y  pudiese  recaer  la  providencia  que  anticipadamente  dio  aquella  Au- 
toridad: 

Considerando  que  dicha  providencia,  como  dada  sin  las  pruebas  le- 
gales que  eran  necesarias  para  declarar  la  caducidad,  no  puede  soste- 
nerse, mucho  más  cuando  la  Administración  no  ha  tratado  de  llenar 
bajo  ningún  concepto  en  el  expediente  contencioso  el  vacio  que  resul- 
ta en  los  adminiatratiyos,  puesto  que  no  ha  hecho  prueba  de  ninguna 
clase;  ni  sobre  los  defectos  ya  referidos  se  ha  reclamado  de  nulidad  en 
primera  instancia  para  poder  resolver  en  el  sentido  que  propone  el 
Ministerio  público: 

Considerando  que  la  prueba'^admitida  á  la  Compañía  general  de 
Crédito  en  él  expediente  contencioso  es  procedente,  porque  la  autori** 
zaelart.  38 del  reglamente  de  4845  para  ios  Consejos  provinciales,  y 
porq\ie  además  él  de  minas  de  1868,  en  la  primera  de  las  disposicio* 
nes ^generales  acepta  como  facultativos  á  los  Ingenieros  extranjeros, 
siempre  que  estén  autorizados  por  el  Minií^teriode  Foméntpi  como  re- 
sulta fespecló  al  presentado  por  la  Compañía  general  de  Crédito: 

Goii8t4erando  que  aoiique  el  iaforipedado  por  este,  tüjtimo  Ingepiej 
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■•  -íT-  usñm  «w  **í-t»^.  pjifue  M  consta  tñ  «t  eipedifmle  qae 
ii-— ■  I-  _:a^-  ;  u>tiiiBra3e  pw  ti  GobCTudor,  eo  uDÍoñ  det  fo»l 
t: :"  ■■(  .*i-^  ÍBBÍ-H3- .  xiiMiflBf  vo  se  hi  cbda  tampoco  después 
B  í'T  *  ■*-— tis^mr  a  a  lerrtM,  ano  reflriéndose  áHicimen- 

•  a;-»  TT"»-"-  '  xr.ttrfr^  ■'  TxvbrtBínrto  fadicial,  y  bíd  ajas- 
iT"  í  -;  i-™  i  ■'-s-x  r-ri-_i  típT'O-el  reglaraeBto  del  Con- 
— -  í  iíiflo  -  I  •*  e  :.-T;rr:acf^-.- 3»3.  do  por  esm  defectos  de 
ser»  ■  "-8  'B  •-".(!  — ^  »  í!--Tí^rw  s  «1  üferme  ka  quedado 
im:-^a  i  timbb   «    -"=r:j4iir  -«i'-m  w*a  ñ  ae  otaerva  qne  en 

.»  irwLg»   íf  isTRitf^  .e-  mwnT»  urUfctaabniaeioD  rotonda 

*  :^-.:r'U  -Hcecv:  i    i   il;&  £■  ur.;-^  a.  «  úo  aotetior  al  de- 

r^aíijerar'io  "?  is  irrttat  "esníí.'^iis  nif  se  baa  practicado 
s*  amtrapoae;:  '  i::*;ir.^  r".í  k- ■Si:s?- cnt  «íPlin  sóbrelos  libros 
de  Tis;ta  no  '-ie-.eo  'ac:  :■:■;  -i't-~-'T'a¡v-.it  feÉsíTi,  parque  son  co- 
Bones  a>i  al  col!C^^íiODaí■■.o  Tsniíi  t  'J^  "hicttt^itsv!.  y  de  ellas  pueden 
Mi-»rM  deducciones  tooirañas  ;  tid»  jwfzrtí  por  su  caráctet  ne- 
gatÍToy  porel  a»anceá  que  «e  preteníí-Ki  Strar: 

Y  coMidertodo  que  por  lo  eipuesio  no  qaeda  mis  base  para  deci- 
dir este  pleito  que  los  informes  de  los  Ingenieros,  de  los  cuates  nno  es 
tpcumrio  al  apelante,  y  el  otro eTideDlemente iocomplelo  é  insuficien- 
te pira  Dinleoer  U  caducidad  decretada  por  el  Gobernador  de  la  pro- 
VHizit  de  laeo; 

raUaau  «»  debcro»  confirmar  j  confirmamos  la  seoteDcia  pro- 
nun^iaiU  «o  li  SJ»  wi««"  del»  Audiencia  de  Granada  en  25  de  Fe- 
i.™r,  i  11-1  apdada  por  D.  Saoliago  Ferrar  García;  y  eo  su  conse- 
r^ru^  íe-i¿«  =»  tí««>  1«  proTideacias  del  Gobernador  de  la  pro- 
.  .  i.  *  J-Tdf  S  ót  Soviembre  de  1868.  por  las  ciaks  declaró  la 

''■"■Ztl  -ví«u»  qw  a.  d  término  de  Linares  c«t«pocden  a  U 
.  .^    j       tfi-T*.  ot  Crédito  ea  EspaBa. 

^  TJl^.  «  -  0.'«m»  i«MWÍ«^  s«:.«fc«  «J  efeoo  las 

■~^^^«^*  fc».>lriépdose  los  autos  onp«al»«ia«^'«i. 

N.         '  /uÍ«c-MCÍadeGraBadaporcoBdKt»í.«P««len- 

■     ■i.r-c«tíícac¡oojü  pronuiH^.  -«U^osT 

■  ^  .    .    a^«k.  Acevedo.=JosélI.rUB«m,«i«Tv*.= 

i;;  '  - .     ,  .  ..oc..=lgn«cio  Vi«t.s.=Jüaü  C«m  ■««•L=J«e  *- 

"¡."   *'*-'^r>".==TnDÍd«dSicHi«. 
""  C*""'*'''""  ■='-»'*'   y  publicada  ító  U  i 
^  •*»-  «'    O.  Juan  *(MMI  Cae»**  P-^ 
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MINISTERIO  DE  FOMENtO.  ,   , ,    ,  . ' 

Itmo.  3f  ■:  Visl»  lacqagalt&éiiSTada  j  este  MÍDÚteri»  ^r.la  taiit». 
snperiof  teviuUv^.de  mipería  acerca  <je  la:  cQnveBieDCÍa  de modífi-. 
caí  la  Real  iVtdeii  Ae  48.  de.DicíemJxede  1831.  a^re  depósltog  para  re- 
gistros dsmmas: 

Vístala  primera  délas  disposiciones  de  la  Real  orden  ciladA  en 
qaeM.impooe  al  qiiDAtQ  la  obligaciop  iaeladifale  d¿  preaenlar  a'  mia- 
■no  tieppo  qive  la  stdicilud  da  registro,  la  caria  de  pago  qve  acredite' 
biber  sonaJgqado  en  la  T.esorepla  la  oaoli^ad  que  »&,  deteriaM|a  w  eV 
ui.  75  del  cegla^eato:  .  '  ,  .      ,. 

Considerando  que  desde  la.,ley  da  18S5  h^sta.Us  bases  que  hof,^i-. 
§eD,  el  pqntod^  partida  deldere^i^  i  la  propiedad, de  una  coDcesion 
Tüioera  eseimomeota  de. Ir  preaentapoud^la  »)licitud<  de  registro; 
puesto  qne  la  prioridad  en  la  presentafüon  da  la  solicitud  dá  derecho 
prefereoU: 

CoBsiderando  que  desde  el  momento-  eo  que  se  esUblecja  una  dili- 
gencia, ó  trámite  aqierior  ¿  la  4^  la  jiTesentaeion  de  la  solicitad,  hay 
la  posibilidad  de  que  esta  preseiitaaiotii^.iifra  un  retraso  i  o  dependiente 
déla  voluntad  iü  minero  que  ie  ocREigpa'la  pérdida  de  su  derecho:  ,, 

Considerando  que  ¡a  cantidad  que  se  manda,  consiguar  en  la.Te^o-; 
teris  y  cuya  carta  de  pago  se  ha  da  presentar  al  mismo  tiempo  qup  la 
solicitud  de  icgistro,  qo  tiene  11169  objeto  que  cubrir  los  gastas  oficia- 
les que  ocBsiíiDa  el  reconocimiento  del  terreno  y  demarcación  de  la 
concesión  por  el  logeaiaro;  operaciones  que  rara  vez  se  verifican  4n- 
les  de  que  trascurran  los  dos  meses  que  se  cooceden  para  oposicio- 
oes,  siendo  por  tanto  indífereate  qué  dicha  consignacioa  se  haga  con 
posterioridad  al  registro,  siempre  que  sea  dotes  del  trámite  del  reco" 
nocimieato  y  demarcación;  mientas  qife  pof.elt  contrario  es  de  suma 
importancia  que  nada  embarace  la  inscripción  en  el  libro  de  registro, - 
delanaif.BD  que  se. expresa  el  día  y  la  hora  de  la  preseptacioii  da.  la 
lalieitnd,  b»^  del  derecho  de  las  coacesioues  mineras: 

Coasideraudo  que  de  conservar  los  raineros  en  s,^  poder  las  cartas 
deiMgo  qoe  aicrediteu  haber  fonsigoado  laj  cantidades  dispu^tas  en 
licitada  Real  orden  de  18 de  Biciembre  últinoo  pueda  dar  liígiyj  á  re-, 
Uisoa  involuptarips  por  parte  d^  Los.  interesa  dos  en  la  presentación 
del  referido  4f(caiaiei|t«i  en.  las  Tesorerías  quando  liguen  á  estas  de- 
MeDci«»il^.fji^nta»  ya,  opr*6aj}as'por  los  Gobemadores,  d?  las  die- 


U»  y  gastos  éeirafl^rteé  ocaslonádo^''eii  tos  f éeiModisifénlos  y  deniar- 
caciones  de  las  minas,  dando  lagar  ala  dilación  en  sa  abono,'  con  loi 
perjuicios  ¿onsIgQientes'á  los  Ii^eniefos,  lo  que  la  Ádminis^c^cion  á 
todo  trancé  debe  OTítar;  S.  M.  el  Itey  (Q»  D.  G.),  se  ha  ser¥Ído  disponer 
se  adopten  las  dispo^icipoes  siguientes: 

1/  Al  presentar  en  los  Gobiernos  de  provincias  las  solicitudes  para 
concesiones  mineras  serán  anotadas  en  el  libro  de  Registros  á  presen- 
cia de  los -interesados,  dándoles  el  correspondiente  resguardo  con  ar- 
reglo alo  prevenido  en  elart.  32  déla  ley  reformada  de  1868,  aunque 
los  interesados  no  acompañen  la  carta  de  pago  que  acredite  haber  con- 
signado las  cantidades  señaladas  en  la  Real  orden  de  48  de  Diciembre 
ultimo.  * 

%*  La  admision'de  estos  registros  será  condicional  hasta  la  pre8ett4 
tácion  de  la  carta  de  pago,  qne  deberá  entregarse  dentro  de  los  10  diae 
hábiles  que  siguen  al  ato  la  presentación  de  la  solicitud,  con  cuyo  ve- 
quisito  la  admisión  será  definitiva,  haciéndose  coíislar  así  enebref^ 
guardo  de  que  se  había^en  la  disposicidn  anterior. 

3.*  Si  trascurridos  Ibs  10  días  hábiles  después  de  admitida  cdudi- 
Gionalmente  la  solicitud  de  registro  no  se  hubiera  presentado  la  carta 
de  pago,  quedará  anulado  el  registro. 

4.*  Las  cartas  de  pago  una  vez  presentadas  se  unirin  á  los  expe- 
dientes correspondientes,  dándose  á  los  interesados  el  resguardo  sufi- 
ciente, y  desglosándolas  de  aquellos  eI^$a  tiempo  oportuno  para  acom- 
pañarlas con  las  cuentas  que  presenten  los  Ingenieros  con  el  objeto  de 
qué  éstas  no  sufran  retraso  bajb  ia  más  estrecha  responsabilidad  del 
Jefe  del  Negociado  de  Minas.      ^    ' 

.    De  Real  orden  lo  digo  á  V.  I.  para  los  efectos  correspondientes.  Dios 
guarde  á  V.  I.  machos  años.  Madrid  18  de  Setiembre  de  1873. 

ECHEGARAY 

« 

limó.  Sr.  Director  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  25  de  Setiembre  de  4872;. 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


En  la  villa  y  corte  de  Mddrid,  á  28  de  Setiembre  de  187^,  en  el 
pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  seguido  en 
el  Juzgado  de  prinlfera  instancia  deHistrito  de  la  Catedral  de  Murcia 
y  en  la  Shla  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  por  B.  Sebastian 
Ayuso,  V.  Vandalio  Roiz^  D.  José  Perea,  D.  Jesús  García  y  D.  José  Ma- 
rio Montesinos  con  la  Sociedad  minera  titulada  La  Patria  sobre  que 
se  les  reconozca  con  derecho  á  ciertas  acciones  de  la  misma: 

Resultando  que  en  6  de  Julio  de  488)^  entablaron  demanda  D.  Se- 
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bftStiaD  AyuBO  y. consortes,  exponiendo  que  eran  dueños  y  poseedores 
de  varias  acciones  de. la  mina  Fuensanía.tiiA  enMazarron,  con  el  ca- 
rácter de  socios  de  la  empresa  especial  minera  denominada  La  Patria 
y  que  á  consecuencia  de  haberse  negado  á  satisfacer  varios  dividendos 
pasivos  por  no  haber  sido  votados  por  la  junta  general  de  accionistas» 
según  determinaba  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859  y  los  artículos  12  y  13 
del  reglamento  de  la  Sociedad,  habian  sido  lanzados  de  ella  por  la 
Junta  directiva  de  la  misma;  y  que  el  Presidenta  D.  Ramón  Sanz  habia 
faltado  á  lo  convenido  en  un  juicio  en  que  con  aquel  carácter  se  habia 
obligado  á  que  no  se  verificaría  otro  reparto  sin  qu^e  antes  le  hubiera 
autorizado  la  junta  general;  y  en  atención  á  que  no  habian  podido  ser 
caducadas  dichas  acciones  por  no  ser  caso  establecido  por  la  ley  del 
ramo ,  suplicando  se  declarase  asi  por  ser  nulos  y  de  ningún  valor 
ni  efecto  los  acuerdos  de  la  Junta  como  contrarios  á  las  disposiciones 
y  juicio  referidos,  condenándose  á  la  empresa  á  que  reconociera  la 
participación  correspondiente ácada  tmo  con  arreglo  á  los  asientos  y 
antecedentes  de  la  misma,  y  al  abono  de  los  repartos  y  dividendos  ac* 
tivois  que  hubieran  tenido  lugar,  con  resarcimiento  de  daños  y  per- 
juicios y  las  costas: 

Resultando  que  el  Presidente  de  la  Sociedad  impugnó  la  demanda 
eicepcionando  que  D.  Jesiis  Garcia  nunca  habia  figurado  como  socio, 
D.  José  Marin  Montesinos  lo  habia  sido  por  dos  atciones,  D.  Sebastian 
Ayuso  jamás  habia  presentado  los  títulos  de  la  acción  y  media  cuyo 
derecho  alegaba:  que  la  empresa  nunca  había  aprobado  el  reglamento 
acompañado  por  los  demandantes,  el  cual  habia  sido  declarado  ifulo 
en  junta  general  de  51  de  Julio  de  1866:  que  la  directiva,  en  uso  de  las 
facultades  que  le .  conceuia  la  escritura  de  constitución,  solo  habia 
acordado  en  el  año  de  1865  un  reparto  de  60  rs.  por  acción  que  se 
habian  negado  á  pagar  los  que  de  los  demandantes  eran  socios:  que 
D.  Ramón  Sanz  no  pudo  obligar  á  la  Sociedad  ni  á  la  Junta  directiva 
en  el  juicio  convenido:  que  en  26  de  Mayo  de  1866  se  habia  acordado 
un  reparto  de  80  rs.,  y  no  habiéndolo  pagado  varios  socios,  entre 
ellos  los  demandantes  que  tenían  este  carácter,  la  Junta  directiva  ca- 
ducó sus  acciones  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  21  de  la  ley  de  So- 
ciedades: que  también  caducó  á  D.  Sebastian  Ayuso  acción  y  media 
que  reclamaba  por  haberse  negado  á  presentar  los  títulos  que  acredi- 
taban su  dominio;  y  que  en  la  junta  general  de  51  de  J«lio  de  1866, 
además  de  declararse  la  nulidad  del  documento  presentado  por  los  de- 
mandantes, se  habia  declarado  que  estaban  bien  caducadas  las  acciones, 
acompañando,  para  probar  que  no  regia  aquel  reglamento ,  un  ejem- 
plar del  aprobado  en  23  de  Agosto  de  1868: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  senten- 
cia el  Juez  de  primera  instancia  declarando  nulos  y  de  ningún  vaflor  y 


efecto  los  acnerdos  de  la  Jnnta  direcüTa  de  la  Sbdedad  minera  Lá  Pa^ 
tria  de  26  de  Mayo,  24  de  Jooio  7  f  4  de  Jolio  de  1866  en  la  parte  re- 
latiya  A  la  caducidad  de  las  accioDes,  y  condoDándoIa  á  restituir  á 
D.  José  Mario  Montesinos  y  consortes  las  que  expresaban  dichos 
acuerdos  coo  los  productos  que  hubieran  tenido  dentro  del  término 
de  nueve  dias,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  apelada  esta  sentencia,  fué  confirmada  por  la  que 
en  5  de  Octubre  de  4871  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de 
Albacete,  entendiéndose  que  el  abono  de  los  productos  de  la  mina  á 
los  demandantes  llevaba  aneja  la  obligación  de  pagar  estos  proporcio- 
nalmente  los  gastos  ocasionados,  practicándose  ai  efecto  la  oportuna 
liquidación: 

Resultando  que  la  referida  Sociedad  interpuso  recurso  de  casación, 
citando  como  infringidas: 

I."*  La  escritura  social  que  era  ley  para  los  socios,  según  la  cual 
todos  estaban  obligados  á  satisfacer  los  dividendos  pasivos  que  acor- 
dase la  Junta  directiva,  y  la  jurisprudencia  establecida  por  este  Supre- 
mo Tribunal  en  14  de  Octubre  de  1864  y  otras,  toda  vez  que  se  decla- 
raba implícitamente  que  los  demandantes  no  tenian  aquella  obligación 
que  los  demás  socios  hablan  cumplido: 

S."*  £1  art.  7."  de  la  ley  de  Sociedades  mineras  de  6  de  Julio  de 
1859,  á  la  cual  se  atribula  en  el  tercer  considerando  de  la  sentencia 
disposiciones  contrarias  al  valor  y  eficacia  de  lo  pactado  en  la  escri> 
tura  social,  puesto  que  en  aquel  se  dispone  que  la  constitución  de  So- 
ciedades mineras  se  verificará  siempre  por  medio  de  escritura  pública, 
y  entre  ks  circunstancias  que  debían  contener  figuraban  los  derechos 
y  obligaciones  de  los  socios;  y  por  consiguiente,  coando  en  la  escri- 
tura se  había  pactado  que  estos  estaban  obligados  á  satisfacer  los  di- 
videndos que  acordase  la  Junta  directiva,  y  lejos  de  ser  ésto  contra- 
rio á  la  ley,  era  muy  conforme  con  ella,  y  la  sentencia  al  determinar 
otra  cosa,  infringía  el  contrato  y  la  misma  ley  que  en  su  apoyo  invo- 
caba: 

3.°  £1  art.  61  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  la  12,  título  22 
de  la  Partida  5.*,  porque  la  sentencia  no  solo  nq  era  clara  y  conforme 
con  lo  pedido  en  la  demanda,  sino  que  era  contraria  en  si  misma  has- 
ta el  punto  de  destruir  en  su  parte  dispositiva  el  fundamento  de  su 
resolución;  pues  declarándose  obligados  á  los  demandantes  al  pago 
proporcional  de  los  gastos  ocasionados,  se  reconocían  que  eran  váli- 
dos y  exigibles  los  dividendos  pasivos  que  aquellos  se  habían  negado 
á  satisfacer,  y  que  por  lo  tanto  habla  estado  bien  declarada  la  caduci- 
dad por  falta  de  pago: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de  Muro: 

Considerando  que,  aunque  en  la  escritura  social  de  la  Sociedad 
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miaera  iitalada  La  Patria  »t  expresase  que  todos  los  socios  quedaban 
obligados  á  satisfacer  loa  dividendos  pasivos  que  acordase  la  Junta 
directiya,  este  particular  se  reformó  por  el  reglamento  posterior  po- 
niéndolo en  consonancia  con  el  art.  21  de  la  ley  de  Sociedades  mine- 
ras de  6  de  Julio  de  1859,  en  el  que  se  dispone  que  todo  tañedor  de 
acciones  está  obligado  á  satisfacer  lo  que  le  corresponda  en  los  repar- 
tos pasivos  según  lo  hubiese  autorizaáo  la  junta  general,  siendo  por  lo 
tanto  el  expresado  reglamento  la  ley  á  que  debió  arreglarse  la  Junta 
directiva: 

Considerando  que,  seguu  aürma  la  Sala  sentenciadora,  no  se  ha 
probado  que  la  junta  general  autorizase  ala  directiva  para  repartirlos 
dividendos  pasivos  á  que  se  refiere  la  demanda;  y  que  en  este  sapues* 
to  los  acuerdos  de  esta  última  junta,  previniendo  á  los  demandantes  el 
pago  de  dividendos  no  autorizados  por  le  general  son  nulos,  sin  que 
al  declararlo  asi  la  sentencia  de  la  Audiencia  de  Albacete  se  haya  in- 
fringido la  escritura  social  ni  la  doctrina  establecida  en  la  sentencia 
de  este  Tribunal  ^npremo  de  13  de  Octubre  de  1864,  siendo  por  lo  tan- 
to inaceptable  el  primer  fundamento  del  recurso: 

Considerando  que  tampoco  se  ha  infringido  el  art.  7.**  de  la  expre- 
sada ley  de  6  de  Julio  de  1859,  porque  disponiéndose  en  él  que  las  So- 
ciedades sobre  minas  se  establezcan  con  escritura  pública,  y  que  ésta 
ha  de  contener  las  obligaciones  y  derechos  de  los  socios,  nada  manda 
la  sentencia  contra  lo  prevenido  en  el  expresado  articulo: 

Y  considerando,  por  último,  que  no  se  ha  quebrantado  el  artículo 
61  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  la  12,  que  sin  duda  debe  enten- 
derse la  16  del  tít.  22,  Partida  5/  sobre  la  congrueocia  entre  lo  pedida 
y  sentenciado,  porque  la  senten^cia  es  clara  y  resuelve  todos  los  parti- 
culares controvertidos,  sin  que  al  prevenir  que  el  abono  de  los  pro- 
ductos de  las  minas  á  los  demandantes  lleve  unida  la  obligación  de 
pagar  proporcionajmei^te  lo?  gastos  baya  hecho  la  Sala  más  que  esta- 
blecer un  principio  ju^tp  invocado  pop  la  Sociedad  recurrente; 

Fallamos  ^ue  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  á  nombre  de  la  Sociedad  minera  titu- 
lada La  Patria,  á  la  que  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Au- 
diencia de  Albacete  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacela 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesiarias,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos.=Maa- 
ricio  Garcia.=José  M.  Caceras.  =Laureano  de  Arrieta.==:  José  Fermín 
de  Muro.=Benito  de  PosaUa  Herrera.==Benito  de  UUoa  y  Rey.^Victo- 
riaooCareaga. 

Publicacion,=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por 
el  Ecxmo.  Sr.  D.  jQsé  Fermín  de  Muro,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
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premo,  celebrando  audiencia  pública  la  Ssda  primera,  en  el  dia  de  hoy 
de  que  cerüfíco  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  38  de  Setiembre  de  1872.==:Licenciado  Desiderio  Martinez. 

(Gaceta  de  3  de  Octubre  de  1872;. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


limo.  Sr.  Vista  la  solicitud  elevada  á  este  Ministerio  por  D.  Euge- 
nio Bañon,  en  representación  de  D.  Joaquin  Moreno  Marin,  dueño  de 
la  mina  Segunda  Primavera^  alzándose  del  decreto  del  Gobernador 
denegando  una  protesta  que  presentó  en  la  demarcación  del  terrero 
San  Jerónimo^  sito  en  término  de  Cartagena,  provincia  de  Murcia: 

Resultando  que  la  mina  Segunda  Primavera  fué  registrada  en  41 
de  líoviembre  de  1864,  y  el  terrero  San  Jerónimo  en  30  de  Setiembre 
de  4867,  siendo  por  tanto  éste  más  moderno  que  aquella: 

Resultando  que  cuando  se  hizo  el  registro  de  la  mina  Segunda  Pri' 
mavera  existia  ya  el  terrero  El  Sol^  situado  dentro  de  los  limites  de 
aquella: 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  en  el  art.  59  de  la  ley  refor- 
mada de  24  de  Junio  de  1868,  los  escoriales  y  terreros  contenidos  en 
pertenencias  de  minas  son  propiedad  de  los  dueños  de  éstas,  si  antes 
de  su  registro  no  hubieren  sido  concedidos  ó  registrados  por  otros: 

Considerando  que  en  el  momento  en  que  el  Gobernador  declaró  ca- 
ducados los  derechos  del  terrero  El  Sol^  renacieron  con  toda  su  fuer  - 
za  los  que  la  ley  concede  al  dueño  de  la  mina  Segunda  Primavera  sin 
necesidad  de  reclamación  por  parte  de  éste,  puesto  que  el  articulo  de 
la  ley  antes  citado  concede  un  derecho  sin  limitación  ni  imposición  de 
condición  de  ninguna  especie: 

Considerando  que  el  terrero  San  Jerónimo  no  puede  aspirar  á  la  to- 
talidad de  los  terrenos  que  antes  disfrutó  el  terrero  El  So/,  por  cuanto 
entre  los  derechos  de  aquel  y  los  suyos  existían  otros  que  eran  los  que 
creaba  el  art.  59  de  la  ley  á  favor  del  dueDo  de  la  mina: 

Considerando  que  el  fundamento  del  informe  del  Ingeniero  de  que 
el  terrero  San  Jerónimo  procede  de  denuncio  no  debe  oponerse  á  que. 
á  la  Segunda  Primavera^  como  más  antigua  que  aquella,  se  le  conce- 
da la  parte  del  terrero  contenido  dentro  de  las  lineas  de  la  demarca- 
ción, puesto  que  los  escoriales  y  terreros  solo  pueden  adquirirse  en 
virtud  de  denuncio,  porque  son  pretensiones  que  han  de  dirigirse  pre- 
cisamente á  obtener,  en  lodo  caso,  una  riqueza  que  conocida  y  apro- 
vechada por  otro  ha  sido  abandonada  después,  y  nada  significa  para 
el  objeto  que  el  que  abandona  sea  el  concesionario  déla  mina  que  pro- 
dujo las  escorias,  ó  el  dueño  de  éstas  con  exclusión  de  la  mina: 


Goosideraado,  por  último,  que  el  espirita  éela  ley  bo  es  otro  que 
el  de  evitar  colisiones  y  lachas  entre  derechos  opuestos  al  ejercitarse 
solo  an  mismo  terreno,  pues  no  es  posible  desconocer  que  el  dueño 
del  sabsuelo  impedirá  á  veces  al  concesionario  del  escorial  ó  terrero 
la  eipedita  explotación  del  mismo,  pudiéndose  de  aqui  origiuar  cues- 
tiones y  litigios  que  la  Administración  debe  evitar  en  beneficio  de  la 
riqueza  pública; 

S,  M.  el  Rey  se  ha  servido  anular  el  decreto  del  Gobernador  de  la 
provincia  de  Murcia,  que  concede  la  totalidad  del  terrero  El  Sol  al  que 
lo  há  solicitado  con  el  nombre  de  San  Jerónimo^  adjudicándose  á  la 
Segunda  Primavera  la  parte  que  se  halla  dentro  de  sus  lineas,  y  lo 
restante  al  denunciador  del  terrero. 

Asimismo  ha  dispuesto  S.  M.  se  publique  en  la  Gaceta  la  resolu- 
ción que  se  tome  para  que  tenga  carácter  general,  debieudo  quedar 
sentado  el  principio  de  que  caducada  una  concesión  de  escorial  6  ter* 
rero  pasa  en  el  acto  á  poder  del  concesionario  del  subsuelo  la  parte 
contenida  dentro  de  las  líneas  de  las  pertenencias  mineras.  - 

De  Real  orden  lo  digo  á  V.  1.  para  su  conocimiento  y  demás  efectos. 
Dios  guarde á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  17  de  Octubre  de  iBTS. 

ECHEGARAY. 

Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  25  de  Octubre  de  1872J. 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


En  la  villa  y  corte  de  Madrid ,  á  9  de  Octubre  de  1872,  en  el  pleito 
contencio8o-a4ministrativo  que  ante  Nos  pende  en  virtud  de  apelación 
interpuesta  por  los  liquidadores  de  la  quiebra  de  D.  Autopio  José  Ro- 
mero, en  el  cual  han  sido  parte  D.  Jacinto  Martínez  Martí  y  la  Admi* 
nistracion  del  Estadoii  OQiiUa  el  auto  que  dictó,  la  Sala  de  lo  dvil  de 
la  Audiencia  de  Albacete  ei^  ?7  de  Febrero  de  1871  declarando  haber 
lugar  á  la  intervención  de  los  productos  déla  mina  Suerte: 

Resultando  que  los  liquidadores  de  la  quiebra  de  D.  Antonio  José 
Romero  iaterpusieron  demanda  contenciosa  ante  la  Audiencia  de  Al- 
bacete pidiendo  que  se  dejase  9in  efecto  la  providencia  administrativa 
por  la  que  se  declaró  la  caducidad  de  la  mina  Suerte:  que  durante  su 
sustanciacion  D.  Jacinto  Martia^  Marti  presentó  escrito  en  7  de  Enerq 
de  1871  manilestando  que  á  pesar  de  la  expresada  providencia  los  de^ 
mandantes  estaban  laboreando  la  mina  expresada,  extrayendo  mine* 
rales  y  disponiendo  de  ellod  á  su  antojo,  y  concluyó  pidiendo  que  se 
interviniese  su  extracción,  depositándose  aquellos  en  persona  abonada. 
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y  que  ifigresase  su  importe  en  caso  de  venta enla  sucursal. de  la  Gbja 
de  :Dépósitos  de  Cartagena  con  la  misma  intei'veiicúni:  . 

Résiiltaodo  que  seguido  él  incidente  por  todos  sus  trámites  y  oon 
audiencia  de  las  partes,  la  Sala  de  lo  civil  de  dicha  Audiencia  eu  &7 
de  Febrero  del  mismo  año  dictó  auto  por  el  cual,  fijando  los  hechas  y 
fundamentos  de  derecho  que  juzgó  convenientes,  declaró  haber  lugar 
á  la  intervención  de  los  productos  de  la  mina  Suerte ^  y  caso  de  Sjer 
vendidos  que  se  depositase  su  imparte  en  la  Caja  sucursal  de  Depósi- 
tos de  la  provincia  de  Murcia,  con  deducción  de  los  gastos  de  expío*; 
tacion  en  uno  y  otro  caso,  á  no  ser  que  por  parte  de  los  liquidadores 
de  la  quiebra  del  finado  D.  Antonio  José  Romero  se  prestase  la  corres- 
pendiente  fianza  á  responder  de  los  mismos: 

Resultando  que  contradicho  auto  interpusieron  apelacioo  lea  refe- 
ridos liquidadores,  que  la  Sala  admitió  en  4  de  Marzo  en  elefeeto  de- 
volutivo, ordenando  que  se  librase  certificación  coa  los  insertos  nece- 
sarios, y  se  remitiese  á  este  Tribunal  Supremo  con  citación  y  empla- 
zamiento  délas  partes: 

Resultando  que  citadas  y  emplazadas  en  li  del  mismo  mes,  se  rekni- 
tió  la  certificación  expresada:  que  elevados  también  los  autos  oxigina- 
les  por  haberjo  acordado  así  esta  Sala  en  providencia  de  22  de  dicho 
mes,  no  habieiido  comparecido  los  apelantes  á  mejorar  el  recurso.,  el 
Sr.  Fiscal  en  escrito  de  29  de  Mayo  ultimó ,  fundado  en  el  art.  254  del 
reglamento,  les  acusó  la  rebeldía,  pidiendo  que  se  tuviese  por  acusada 
y  se  declarase  desierta  la  apelación  y  consentido  el  auto  apelado,  y 
que  las  actuaciones  sucesivas  se  entendiesen  con  los  estrados  del  Tri- 
bunal: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ignacio  Vieites  Tapia: 

Considerando  que  con  arreglo  á  lo  que  prescriben  los  artículos  252 
y  254  del  reglamento  de  lo  Contencioso  de  30  de  Diciembre  de  1846, 
si  dentro  del  término  de  dos  meses  cuando  la  alzada  se  interpone  en 
la  Península,  contados  desde  el  trascurso  de  los  iO  días  concedidos  para 
interponerla,  el  apelante  no  mejora  el  recurso  deduciendo  la  deman- 
da de  agravios  ante  el  GoTisejo  Real,  en  la  actualidad  ante  esta  Sala, 
procede  qué  se  declare  desierta  la  apelación  y  ia  sentencia  consentida 
a  la  primera  rebeldía  que  le  acuse  el  apelado: 

Considetando  que,  admitida  la  presente  apelación  del  auto  dictado 
por  la  Sala  délo  civil  en  27  de  Febrero  de  1871,  habiendo  sido  citado 
y  emplazado  el  apelante  en  H  de  Marzo  siguiente  para  ante  esta  Sala, 
dejó  trascurrir  con  gran  exceso  el  predicho  término  sin  mejorarla  ni 
hacer  gestión  alguna,  por  lo  que  en  29  de  Mayo  último  el  Ministerio 
fiscal  le  acusó  la  rebeldía,  y  la  Sala  la  hubo  por  acusada  en  provideu* 
cia  de  4  de  Junio  siguiente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  desierta  la  apehtcioa 
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interpuesta  por  los^i^nítltfdóres  de  \á  quiebra  deD.  Antonio  íosé  Ro- 
mero, y  en  su  consecuencia  declaramos  firme  y  subsistente  el  acto  dic- 
tado por  la  áala  de  lo  ciril  de  la  Audiencia  de  Albacete  en  97  de  Fe- 
brero de  4874; y  lo  acordado. 

Asi  por  estaí  nuestra  sentencia  que  se  notificará  por  cédula,  se  fijará 
en  Ift  tabla  de  anuncios  del  Tribunal,  se  insertará  en  la  Gaceta  oficial, 
uniéndose  un  ejemplar  de  ésta  al  expediente,  con  igual  inserción  en  la 
Colección  legislativa^  sacándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  y  de- 
volviéndose los  autos  á  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete 
por  conducto  del  Presidente  de  la  misma  con  la  certificación  preveni- 
da, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =^Jttan  Gonzale2  Acevedo. 
=Gregorio  Juez  Sarmiento. =¿Jósé  María  Herreros  de  Tejada. =:^nan 
Jimcnez  Guenca.==rIgtíacio  Vieites.=luan  Gano  Manuel.=Trinidad  Si- 
cilia. ' 

Publica cion.=leída  y  publicada  fué  la  precedifote  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Ignacio  Vieites  Tapia,  Magistrado  de  la  Sala  cuaírta  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  publica  la  misma  en  él  dia 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  9  de  Oc- 
tubre de  4872.=:Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

{Gaceta  de  7  de  Noviembre  déi^n). 


En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  41  de  Octubre  de  48721,  en  el  plei- 
to contencioso-administralivo  que  ante  Nos  pende  en  primera  y  única 
instancia  entre  el  Licenciado  D;  Gristlno  Martos,  sustituido  por  el' 
de  igual  clase  D.  Pedro  Pastor  y  lluerta,  en  nombre  del  administra- 
dor-director de  la  Gorapañíá  de  minas  y  fundiciones  de  Santander  y 
Quirós  y  la  Administración  general  deV  Estado,  representada  por  eí 
Ministerio  fiscal  y  coadyuvada  por  el  Licenciado  D.  Fidel  García  de 
Lomas,  en  nombre  de  la  Real  Compañía  de  Asturias^  sobre  revoca- 
cacion  de  la  orden  de  S.  A.  el  Regeute  del  Reino  de  46  de  Julio  dé 
4870,  que  concedió  á  la  última  un  espacio  de  terreno  cotno  demasía 
á  la  mina  Vaciadero, 

Resultando  qiie  en  9  de  Octubre  de  4068  D.  Julio  Oppe,  como  apo- 
derado de  la  ñcal  Compañía  Asturiana,  solicitó  del  Gobernador  de  la 
provincia  de  Santander  que  se  concediese  como  demasía  á  la  mina  Va- 
ciadnro  el  espacio  que  media  entre  la  misma  y  las  tituladas  Dolores  y 
Ángel,  fundado  eu  que  aun  cuando  éstas  eran  de  fecha  más  antigua 
no  podían  pretender  ya  la  misma  adjudicación  con  arreglo  al  art.  45 
de  la  ley  de  minería,  por  haber  solicitado  antes  otra  demasía  dife- 
rente: que  con  fecha  21  de  Diciembre  del  mismo  año  la  Gompañíd  de 
minas  y  fundiciones  de  la  provincia  de  Santander,  dueña  de  la  llama- 
da Dolores,  pidió  la  misma  demasía  para  ésta,  porque  correspondíén- 
dole  al  Ángel,  como  más  antigua,  sus  dueños  habian  explotado  ya  otro 
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teríeno  franco  qpe  mediaba  entre  la  Z)olorM  y  el  Ángel  j\9i  Inocente^ 
Morena  que  intestaba  también  con  la  Castora,  todas  tres  del  mi^mo 
dueño;  y  que  como  la  explotación  no  la  habla  podido  haciet  sino  en 
concepto  de  demasia  del  Ángel,  porque  en  otro  caso  correspondia 
su  adjudicapion  á  la  Dolores,  como  más  antigua  que  la  Inocente^Mo- 
rena  y  la  Castora,  debía  hacerse  la  adjudicación  por  orden  de  priori« 
dad,  teniendo  preferencia  la  Dalores,  poique  ni  se  le  habla  adjudicado 
ni  explotado  ninguna  otra  demasía:     . 

.Resultando  que  hechos  los  correspondientes  anuncios,  se  mandó 
quedar  en  suspenso  este  exp.ediente  y  unirlo  al  de  la  mina  Vaciadero: 
que  informando  el  Ingeniero  después  de  levantar  el  plano  del  terrena, 
con  presencia  de  las  partes,  manifestó  que  aegua  los  antecedentes  ^e 
obraban  en ,  aquella  Jefatura  en  ^9  de  Noviembre  de  1867  se  demarcó 
sin  oposición  una  demasia  comprendida  entre  las  minas  Dolores  y 
Dolorcitas  á  favor  de  aquella:  que  en  7  de  Octubre  de  4868  ha,bia  soli- 
citado el  concesionario  de  la  mina  An^e¿,  que  era  la  m&$  antigua  del 
grupo,  otra  demasia  distinta  de  la  que  se  discute:  que  esta  última  ha- 
bía sido  :P^dida,e9  9  del,  mismo  Octubre  parala  mina  Vaciadero,  y  en 
21  de  Diciembre  para  la  Dolores,  por  lo  que  el  fundamento  de  ambas 
constituía  una  cuestión  de  derecho:  que  la  superflcie  de  la  referida 
demasía  era  de  4.293  metros  cuadrados;  y  que  en  su  consecuencia  el 
Gobernador  con  fecha  24  de  Mayo  de  1869,  resultando  que  la  mina  Ait- 
gelíné  solicitada  en  22  de  Setiembre  de  1853;  que  la  Dolores  no  apa- 
recía la  fecha  de  su  solicitud,  y  si  que  se  dio  posesión  de  ella  en 
i.°  de  Setiembre  de  1856,  y  que  la  Vaciadero  fué  solicitada  en  1."  de 
Setiembre  de  1860,  ordenó  se  hiciesen  las  oportunas  notificaciones, 
publicándose  además  en  el  Boletín  oficial  á  los  efectos  prescritos  ea 
el  art.  20  del  reglamento  vigente  de  minería. 

Resultando  que  verificado  así,  el  dueño  de  la  mina  Dolores  insis^ 
tió  en  que  se  le  adjudicase  la  demasia  y  se  le  expidiese  el  título  de 
propiedad:  que  á  esto  se  opuso  el  apoderado  de  la  Real  Compañía  As- 
turiana, dueña  de  la  Vaciadero,  por  haber  pedido  aquella  antes  otra 
demasia  diferente:  que  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Santander 
con  fecha  29  de  Setiembre  de  1869  adjudicó  á  la  mina  Dolores  la  de- 
masia en  cuestión,  y  mandó  pasar  despediente  al  Ingeniero  para  su 
demarcación:  que  habiéndose  alzado  de  esta  resolución  el  apoderado 
déla  Asturiana  para  ante  el  Ministro  de  Fomento,  opinóla  Seccipn 
del  ramo  que  se  confirmase  aquella,  siendo  de  dictamen  contrario  á)a 
Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  que  pifiifi 
se  adjudicase  la  demasía  á  la  mina  Vaciadero;  y  que  en  su  vistii  ^r^ 
el  Regente  del  Reino  por  orden  de  16  de  Julio  de  1870  se  conforiía^^^iip 
este  dictamen,  et  cual  se  trasladó  al  Gobernador,  que  ordenó.siqj{||p|i, 
diese  á  su  demarcación:  *  .. .  k  J^ 
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Résñitáftda'  qtré  ét'Lieeimiado  D.  Cristino  ttf artos,  en  representa- 
ron diel  ádtúfiíislrador-difector  de  la  Compañía  de  tiíinas  y  fundicio- 
ttés  de  Santander  y  Qairós^  en  iñ  de  Setiembre  de  1870  entabló  deman- 
da, (itte  d^'sptled  amplió  én  este  tribunal  Supremo,  pidiendo  que  en  su 
dik  se  réTOCase  la  orden  de  la  Regencia  de  19  de  Agosto,  y  se  adjudi- 
case lá  démasfa  á  lá  mina  Dolores  como  más  antigua,  fuiídándose  en 
el  art.  15  de  la  ley  rigente,  y  en  que  aun  cuando  habla  pedido  la  de^ 
masía  existente  entre  la  Dolores  y  Dolorcitas,  renunció  á  ella  antes 
que  se  le  adjudicase,  y  por  lo  tantt)  conservó  el  derecho  de  prioridad 
á  la  que  áe  ventila: 

Resultando  que  enrpla^ado  el  Mitiisterió  ^scal,  contestó  pidiendo 
qae  se  absolviese  á  la  administración  de  la  anterior  demanda  y  se 
confirmase  lá  orden  reclamada,  exponiendo  que  el  art.  15  de  Id  ley  de 
minas  de  6  de  Julio  de  1859  determina  en  su  párrafo  segundo  que  á 
ninguna  mina  podrá  adjudicarse  más  que  una  demasía:  que  el  párrafo 
cuarto  del  art.  26  y  21  del  reglamento  para  su  ejecución,  en  rel£(cion 
con  el  árt.  15  expresado,  establece  que,  pasados  los  '60  días  en  que 
pueden  presentarse  las  reclamaciones  y  denuncias  á  la  adjudicación 
de 'demasfiÉs,  se  decretará  ésta;  y  habiendo  trascurrido  en  efecto  ese 
plazo  después  de  añunóiarse  en  eX  Boletín  oficialh  solicitud  de  la  de- 
masía ptimeramente  pedida  para  la  mina  Dolores^  de  derecho  quedó 
adjudicada;  y  qü«  no  acreditando  el  demandante  su  personalidad, 
debiaser  ah^uelto  el  demandado,  según  el  art.  60  del  reglamento  sobre 
el  modo  de  proceder  el  Consejo  de  Estado  en  los  negocios  contencio- 
sos ve  la  Administración: 

Resultando  qne  emplazado  también  el  Licenciado  D.  Fidel  Gatcia 
de  Lomas  en  eonceptor  de  coadyuvante  de  la  Administración,  repre- 
sentando al  Di  rectoc  general  de  la  Real  Compañía  A^líkiana,  contestó 
también  la  demanda  reproduciendo  la  pretensión  del  Fiscal  y  argu- 
meatos  que  expuso: 

Vislos.  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Trinidad  Sicilia: 
•  Oonsiderándo  que  es  disposición  terminante,  así  de  la  ley  de  minas 
de  ^de'  Julio  de  1859  come  de  la  de  4*de  Marzo  de  1868  en  su  art.  15, 
qtie  ^Uanfdo  despacio  que  media  entre  do^  ó  mas  pertenencias  no 
pudiese  dar  lugar  á  la  colocación  de  una  incompleta  se  considere  como 
•demtosia.adfuáicándoia'aV'daeño  de  la  mina  más  antigua  de  las  colin- 
dantes, y  p<ívmYenumia expresa  á  los  que  sigan  en  el  orden  de  prio- 
ridadi  concediendo  las  demás  que  hubiese  á  las  otras  minas  para  que 
-en  ningún  cttso  obtengan  éstas  más  de  uda  demasía: ' 

Cofisidefandé  qué  soU<effadá  en  10  de  Abril  de  18^5  por  la  Gompa- 
ñffr defina» y fafcidiciOQ  de  Satotkndev  y  Quifós*,  con'arregio  ai  títado 
art.  15,  la  concesión  en  concepto  de  demasía  para  la  imfna  Dolores,  co- 
tíio  fUá^Adli^iiift,  del  te»(9no  eiistoote  entre  laf  ttiisttia  y  la  Dólaréitas, 

'  Sbgcion  Admihistiatita.  4 
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j^inq  de  GobyÓD  ii^>  l}dÍ4^,<I^oyÍQcia  de  SajatAQder.ci^tQiteiriieDo.le 
fpé  adjudi.efido,9Ín>9pesiciÓD  en  49  de  Setiembre  dei867.  j  ^fio^^rcado 
fíix  %d  der>(Qiyiembre  iomediato  en  la  forma  establecida  por  el  art.  20 
delreglápaentode  25  dQ  Febrero  de  i863,  entonces  yigeat^,,  x^nstitu- 
yen  tales  actos  practicados  á  su  ÍDstaDpia;  coa  su  ipteryeDcio^  la  re- 
nuncia e^pre^a.  á  que  se  refiere  la  ley,  de  cualquiera  otra  de;Q[|asia  de 
las  colindantes : 

Cousidjeraado  que.esjla  renuncia  de  un  ^rrenp  ya  adjudicado  y  de- 
marcado al  que  en  uso  de  su  derecho  de  propiedad  lo.  solicitó  y^obt^vo 
.CiOnforme  sA  citado  art.  i5  uo  pue<|e  en  manera  alguna  perjudicar , el  de 
loscQuce^sionarios  de  ^s.demás. minas  á  cualquiera  otra  diQmasí a. colin- 
dante por  el  ófdqa  de  su  respectiva  antigüedad»  puesto  que^  dejd  de 
tener  efecto  la  concesión  definitiva,  entrega  del  título  de  propiedad  y 
consiguiente  posesión  del  terreno  con  arreglo  é  los  artículos  S^»  36, 37 
y  58  de  la  ley,  fué  por.  un  acto  puraipente  voluntario,  queiui  desvir- 
tuar podía  los. anteriores  que  surtieron  todos  sus  efectos,  i^i  menos  las- 
timar el  derecho  de.  un  tercero: 

Considerando  que  al  solicitar  la  Real  Comp<!küia  Asturiai^  en  9  de 
Octubre  de  1868  para  sn  mina  Vaciadero  el  misino  terjeoo  q)ia  hoy 
pretendo  la  Sociedad  Santander  y  Quirós  se  conceda  é^ldk  fiq^e^^íjiíi' 
dándose  en  la  renuncia  que  dos  meses  antes  de.aqiiMdUafecba.  bi^o  de 
^  demasía  que  en  concepto  de  más  autigua  le  fué  adjudi^^da^y.  )ioy 
pertenece  á  la  Dolorcitas,  usó  la  expresada  Socie«fa^  Real  As^turi^na^ 
según  el  art.  i5  déla  ley,  de  un  derecho  i ncuj9s,tionaf>le; al  terreno 
,que.  se  la  disputa^  por  cuanto  desde  .el  apto  de.  la  adjudicación  á  la 
mina  Dolores,  del  primero  que  pretendió  quedó  excluida  áp  poder  con- 
querir con  las  d^tm^ás  al  goce  y  disfrute  de  cualquiers^  ptra.  deoisisía 
colindantjQ:  ,      . 

Y  considerando,  por  último,  que  cuando  la  Cornpfiñfa  R^l  Aslu- 
riana  solicitó  para  ^ia  mina.  Vatiiadero  ]»  demasía  ep.Questioa  jso  esta- 
ba aun.  admitida  á  la  Do/ore«  la  reauncia»  cuyo  ^e^chp  n<)^€i  yeiífícó 
hasta  27  de  I^oviemt^re  de  48^;  y  que  por  lo  taqt^.se  hallak&  Mtiella 
en  posesión  de  un  derecho  perfecto  á  que  le  fuese  concedida  \^  citada 
denaasia;  :     . 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admjlnistracioi] 
general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  ^ot  Idi^-QonmHl^ia  jie  mi- 
miisy  fundición  de  Santander  y  Quirós  contara  la  órdepdel  Regente  de 
Reino  de  16  de  Juljo  de  1870.  que  concedió  á  la  pnioa  \afii(^dtero  de  h 
Real  Sociedad  AjStftriana  en  concepto  de  demasía,,  el  ierr/enajeiisi^nti 
.^ntre le^  misaba  ,y  las  Uamadas  Ángel  y. Dolores,  d^'ando,  eoiP>u  Fir tu^ 
t^^e  y  subsistente  la  expresad^  orden.  .  ,.!  ,, ; 

,.v*M'POT  ftlta  nuettra,pem«i»cift,  qjyie.se.p«bUGará,e9:la;í(¿b^A<i  ««^ 

'.  •  •  :i ...»   'j'  tij  u/. 
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ciil  7  te  UUTtiirá  «ri  U  Cvtéccion  legitlaíivá,  sacíildDse  al  efecto  la^' 
Mpias necesarias;  y  deVolviéínlose  el  espediente  gubernativo  si' Hi'  i*     '  ..- 

niilflríode  Fomento  con  le  certiQcacioQ  preveoida,  lo  pronunciamos,  H'    '* 

nundsmos  y  firmamos. =JuanGonzatei'Acevedo.=tíregorioItiez  'Sar-  [  ^4'  *■ 

mié  a  lo. =]  osé  Haría  Herreros  de  Tejada. ^uan  Jimeoez  Cuenca.=If;-  '  ' 

DicJo  Vieites.=JOBn  Caco'  Manuel. ^Trinidad  Sicilia.  \  '^  '  '  ■ 

PQblieacion.=Lefda  y  pnblicada  filé  la  precedente  sentéDcia  por  el  i         '', 

Eicmo.  Sr.  ']>.  Trinidad  Sicilia,  Magistrado   de  la  Sala   cuarta  del  (      '-  , 

Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  piSbllca  la  misma  en  er  dia 
de  hoy,  de  que  certificú  como  Secretario  Relatbreti  Madrid  &  9dé'0c-  r, 

labre  da  18n.=='Licenciado  Hannel  Aragoneses  Qih  i  ' 

(Gaceta  ie  il  de  NovismiredeiSli). 

■    ■     " ..  ,  ,     ■      I     . 

(1)  Kola  villa  y  corte  de  Madrid,  á  8  de  Abril  de  1B7Í,  en  el  pleito 
eoDlenciosoadmínistra tiro- que  ante  ITos pandeen  primera  yúaicaiosT 
laaciaoDtreel  LíceDoittdo  D.  Manuel  Alonso  Hartínei,  en  representa- 
dea  de  la  Sociedad  francesa  de  cobres  de  HveUa  Víctor  Hereier  y 
Compañis,  deiúandante,  el  Hioisterioflscal,  en  nombra d«laAdminis- 
InicioD  del  Hitado,  demandada,  y  el  Licenciado  D.  1^ris4ino  Hartos,  en 
repmontBCioQ  de  D.  Jaié  León  Hora  y  Pascual,  oomo  coadyuvante  de 
li  dicha' AdtninistraeioD;  sobre  revocación  do  la  Real  orden  de  8  de 
Hiyo  de  iSBfli  que  declaró  la  caducidad  de  SO  minas  de  tas  24  que 
posee  la -citada  Sociedad  gob  el  nombre  general  de  Tharsis,  en  lapro- 
tiocia  de  BnélvB,  y  término  del  Alosno:  ' 

Resultando  que  B.  Enrique  Oiez,  en  representación  de  D.  Cépesto 
Delignt,  D.  finrique  Haselden,  D.  Lois  Decases,  Duque  de  Clukbier^  y 
S.  Enrique  Bonnaire,  Barón  de  Bonnaire,  acndió  al  Gobamador  de 
Soelra  eaS?  de  AbrlldeifiSS  manifestando  que  las  mines  qued^ig-  , 

Diba  por  BUS  respeetivoB  nombres,  sitas  en  el  lértoino  de  Atosno,  ad> 
fairidaa  onas  deius  poseedores,  y  solicitadas  otras  por  sus  represen- 
tados, ae  encontraban  dettareadas  á  pendientes  del  récOnociraiealD  de 
JB  labor  legal,  y  que  se  bailaba  imposibilitado  de  contitiaar  sos  labo- 
Kspor  loa 'grandes  depósitos -de  agua  qiie  se  hablan  formado  en  los 
irabajos  lufeterráneos:  que  solo  se  remediarían  abriendo  un  socavan 
gtoeral  para  desaguarí&s de 456  metros  en  una  extensión,  y  iit.OOO  eo 
Btn:  qoepftra  elio  habia  acopiado  todo  el  material  necesario  parKpro* 
cnter  con  «cliTidad;  y  que  por  lo  tanto  pedia,  que  .páia  la  continua- 
áut  de  -dicho  locavon  general  de  desagfie  se  considerasen  pobladas 
Mu  ks  miBM  para  que  no  fneran  denunciaUea,  auaqne  careeáeseit 

{I)  BibMudOM  olTlibaa  ióasnar  cst«  asnitiula  aa  su  iDgtír,  que  era  sn  el  Hoal  áél  U- 
■Diattvorde  ddmiaiitrailT»,  aaanbi«Di.li«iiiDMiaadlodbl<<i«Udiaii«l  tona  v.'  ' 


de  la  p^ob^acioQ  prdl^ada  por  la  Jeyci  y  qw  ioffwr w4íl  fa^ow^bl^nvei^te 
diQba  solicitud  por  el  jDgefliero  y  por  el  Inspector  á$  nsipa^  deliíísjtrito 
de  ftiotinto  yapoyadqi  por  el  Gobernador,  eljfioistro  de  FtjoípolsQ,  de 
acuflirdo  con  lo  informado  por  la  Junta  superior  íácuUal^va  dje  BUneria 
por  Real  ór.den  de  22  de  A-gosto  de.  4855  /acqedi4  á  lo,  wlicítado  .  y  re^ 
solvió  que  se  consideraran  pobladas  las  pertenencias  <le  la^  Ü4  «pinas 
designadas  en  la  misma  jieal  árdeq  por  el  sojcavon;gen^ral  ,q(t^>fbia 
de  desaguarlfifs,  «iempre  que  se  trabajase  en  dícba  obra,  con,  «o«^iao- 
cia  y  asiduidad,  así  de  dia  como  de  nocbe. 

Resultando  qué  D-  José  María  Ibar^a  denunció  ia min^  ti^ulpda 
Primer á del  Alosno,  una.de  las  que. formiiban  parte  del  d«(|fg4e  por 
falta  de  pueble:  que  formado  expedienta  .y  se^iuido  por  sus  trámites, 
fué  denegado  por  el  Gobernador  en  .8  de  Mayo  de  1858,  y  confirmada 
esta  resolución  por  Beal  orden  de  20  de  Julio  del  mismo  año:  que  Don 
Cipriano  Ua&res  repitióel denvneio  en  4  de  Octn^re^y  al  misino  tiem- 
po, en  unión  de  D.  Julián  liOreozo  Serraqo.,.  se  bicieroo  larteiisivoa  á 
las  minas  5e^un^,  Tercera  y  cuarta  del  dicho  Atosno^  &Pomenir4  El 
Madrmiály  La  Prevenida.,  Lancito,  Calderas,  Monacüh ,  Lagunas,  La 
Compañia^  La  Esperanza  y  Las  Cañas,  todas  delgrupo  de  Ibar^fia^  per-< 
teneeientes  á  la  Sociedad  Duder  y  Con^pañía.  fundáodasfl  <ea  ki  falta 
de  pueble:  que  seguidos  por  sqs  ir^aiitea  dichos  dequnciips,  fueron  de« 
negado&porel  Gobernador;  y  que  alzéndoae  contra,  su  proviidesoia  los 
denunciadores,  el  Ministro  de  Fomento,  por  Real  órd^n  delí  deJktr* 
zo  de  f 859  ordeñó  al  Tngeni$|ro-Jefe  del  diHrito  informase,  aobjelos 
hechos  que  giraban  aquellos,  y  prineiparlmeate: sí  £e.hAbiei;dadft.ó  ná 
cutBplhnientio  á  la  de  22  de.  Agosto  djB  1Q55;  si  se  bailaban: .{lobüidas 
legalfDohte  aquellas  tnioas,  ó  ai  por  el  contrario  no  conceptuaba  jos- 
tos  y  legales  los  denuncios  indicados:  ^ ,  ,    :    .- 
^  Resull^ando  que  informando  éste  en  i9  de  AgosK)del^  mismo  iaiio; 
pfrévio  reconocimiento  de  las  minas  y  de. haber  ^ecbo/su  deaoripoioo 
y  fijado  9us  condiciones,  trabajoís  y  desagüe,  no  estlnni  admsihhía  h>6 
dénuneios  de.D.  Cipriano  Liaare&i  y  D,  Juliaa  {«oreiizo  Serrano  uMuni- 
festando  que  habiénéose  efectuado  en  Z^a^<ir^o^ií¿¿ayq<^oibtQ conque 
se'desigrifi  el  socavón  general  por  el  N0rte«  trabajos.  leiL.exteosioi)  áe 
440  metros  seüanta  centímetros  que  daban  \kx\  adelantoifa^nsuslan  la 
galevfa^dé  nueve  metros  cincuenta  [y  doís  cmiSmeUm  yr.dos  'metros 
▼elote  y.  tres,  oentinaetros  en  los  pozos  de^la  miisma:,  qiie;en'^Q  qwte 
efi  g^eral:  adelantaba  una  gal¡eri4  ien.pi«iia.ó  isea  eq  miiierai/.en 
}dí  nldyor.iparte  de  las  fninaadeldistrito  ^era  de-eioco  á  selis  meteos 
porñies:  que  iem  alepeíoa  al  terr0nok>quepresen(a  engeaeiriiililft:firoviii  • 
cia  de Uueha,  una  excayacion mensual  denueve  metros  52 ceatime- 
tw*»i#í«ká(XJonoAer.if^,feaJbift  tjTí^tNAí^  QPn  fpAst^ftcv^yy  asííJ,uí4^í:.que 
!•  Sitótói4B9i:íte.iP4W0.h4bÁA.P;9^^  en 
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Ikeil  &táea  de  22  de  Agosto  de  IQ55:  que  en  el  socavón  de  La  Sabina, 
mu  en  la  parte  Sur,  se  habiao  efectuado  trabajos  en  exteosioa  de  356 
MroB  13  centímetros  ea  los  47  meses  á  que  se  coQtraian  laa  labores: 
■rdicbo  socavoo  debía  estimarse  como  contra  ataque  del  de  la  Har- 
^lla;  que  do  este  sentido  los  trabajos  de  los  dos  socavones  eran  des- 
ie&de  Judío  do  1855  haala  la  fecba  de  su  reconociiuíeulo  de  ilayode 
taU,  901  metros  68  centímetros  que  ofrecían  por  termino  medio  lU 
Dtatros  y  18  centímetros  por  mes,  todo  lo  cual  demostraba  que  se  ha- 
lda trabajado  con  constancia  y  asiduidad,  taaio  de  dis  comodeoocheiy 
ei  Bn,  que  de  las  S4  minas  dos  de  ellas  Luisa  y  Adala,  no  eslabati  cOri- 
ndidas  en  aquella  fecha,  hallándose  pobladas  Ei  CaslUlilo,  La  Ottarla 
i^  Alomo,  Bl  Porvenir  y  La  Laguna  gou  mucho  eiceso,  y  las  lüres- 
UbIbs  Btn  trabajos:  que  la  empresa  ocupaba  de  SUO  á  6Ü(I  operarioE  ut 
al  laboreo  de  las  mioes  y  hasta  l.OOO  y  pico  en  el  conjunto  de  su  io- 
dailria  con  auiilío  de  ferro-carriles  ínleriores  en  el  establecimiento. 
ID  Jefes,  4  Ingenieros  y  varios  empleados:  que  en  su  tísIb  el  Gobet 
nadar  desestimó  dichos  denuncios,  y  que  elevados  al  Ministro  del  ra- 
no, por  Real  úrdsn  de  31  de  Dicienjbre  de  1859  confirmú  el  decreto 
de  dkha  Auluridad,  y  ordend  i  la  veü  al  logen  i  oro-Jefe  del  distrito  so- 
metiera á  la  aprobación  dd  tiobierno  un  proyecto  general  de  desagüe 
tttablecieDdo  base  al  efeclu  y  consaltaudo  sobre  el  inleoia  á  la  So- 
ciedad: 

Resultando  que  en  este  estado  las  cosas,  U.  Jo-é  León  de  Mora  en 

II  de  Julio  de  11)62  produjo  denuncios  oontra  20  de  las  Citadas  minas 

tituladas  La  Mazmorra,  Las  Cañas,  La  Compañía,  La  Precavida,  iaii- 

níA,  Atarosa,Pobreeila,  Primera  del  Alesju,  Adela,  Esperiataa,  Pre- 

nniáa.  Can  lar  eras  de  la  lleina.Pf acidia.  Segunda  del  Alosna,  Madrü- 

ia¡.  El  Duque,  Las  Calderas,  Monacillo,  Luisa  y  Tercera  del  Alosno, 

fundándose  en  que  la  Real  orden  de  22  de  Agosto  estaba  derogada  por 

la  ley  de  Minas  de  5  de  Julio  de  1859,  no  pudicndo  considerar  subáis  > 

tute  el  beoellcio  otorgadode  poblarías  minas  con  los  trabajos  de  so- 

MToo  general  de  desagüe,  por  ser  obligalono  el  laboreo  de  cada  una 

«o  loí  operarios  eligidos  ¡lor  la  eipresada  ley;  y  en  que,  aun  supo. 

■iéndose  subsistente  la  Sociedad  no  había  cumplida  con  la  condición 

toe  Ifimi'Uío  de  trabajar  con  constancia  y  asiduidad  asi  de  día  corno 

pues  aunque  hubiera  empleado  muchos  operarios,  era  íon- 

.:  lio  la  eiptoiBCíon  de  las  cuatro  minas  que  benefician:  que 

!'.i3  denuncios  en  iia  expediente,  se  presenlai'oa  por  el  dcnuu- 

I  ¡as  informaciones  de  testigos  dirigidas  i  demostrar  que  no 

ibajado  en  ia  galería  general  oe  desagua  con  constancia  y 

informes  de  los  Ingenieros  D,  Ramón  Rúa  Figueroa  y  Don 

Usen:  que  por  la  Sociedad  se  prosentaron  otras  poca  pcobar 

trabajado  .constan  temecte  en  la  galoria  g^netal  de  d»- 


agñe)un  testimonia  cod  referida  á  los  libros  de  cootaMlidad  para' 
patentizac  <[ue  los  gastos  realizados  en  el  eMablecimíeDtOi  ^e  éle?abaii 
áSO  millones  ÍDTertidos  desde  la  época'  del.  anterior  denunció  hasta  h. 
fecha  del  actual;  .varias  certificaciones  de  la  Administración  paira  acre* 
ditar  los  pagos  de  derechos  á  la  Hacienda  por  importación  y  pzpotta-. 
cibn,  asi  cómo  los>  satisfechos  por  el  S  por  100  8obi<e  los  mideraies  y 
por  los  derechos  de  superficie  de  l^s  minas  y  varios  planos  díel  íeitoi 
carril  para  acreditar  que  la  nueua  galena  Est^  IMonadih  no  podia  ser 
Minel  del  mismo;  y  que  unidos  á  dicho  expediente  vaiios  informes  dct 
la  Inspección  oficial  del  dislrito  minefo  para  hacer  constar  lof  tcabt'^ 
jos  existentes  en  las  galerías  én  Mayo  de  1859;  un  plano  -  hecho  en  el 
mismo  mes  del  siguiente  año  que  marcaba  la  longitud  que  tenia  en 
dicha  época  el  socavón  Margo^iUa;un  informe  de  aquella  inspeociea 
de  no  hallarse  en  ejecución  todavía  el  proyecto  general  de  desagüe 
prevenido  en  la  Real  orden  ¡de  51  de  Diciembre  4e  1859,  y  varios  in-^ 
formes  del  Ingeniero  del  fiobieraoD.  Amalie  Gil  y  Mae&tré  en  qu«  ex^ 
puso  como  dictamen  definitivo  que  la  Sociedad  no  bábia  cumplido  lo 
prevenido  por  la  Real  orden  de  23  do  Agosto  de  185&,  atetdidpa  los 
escasos  trabajos  de  la  galería  generar  ilfargo^t'/Za.  computad  os!  desdte 
Mayo  de  1860  hasta  la  fecha  de  los  actuales  denuncios,  por  no  estir* 
mar  contra  ataque  de  esta  galería  general  la  titulada  Sur  SábiM^  y 
por  considerar  la  galería  Este  Monacillo  como  un  túnel  del  ferro-ca^riU 
fueron  ultimados  los  denuncios  por  resolución  del  Gobernador  de  15 
de  Mayo  de  4863,  el  cual  desestimó  las  pretensiones  dé  D.  Jteé  León 
Mora*:  "     .'    -  -  'i- 

Resultando  que  éste  se  alzó  de  la  anterior  providencia  ante  el  Mu 
nisterio  de  Fomenio  pidiendo  su  revocación:  que  remitidos  los  expe-* 
dientes  al  mismo,  propuso  el  Negociado  la  confirmación  del  debréto 
apelado,  declarándose  en  su  virtud  subsistentes  las  concesiones  dé  laá 
minas  de  Tharsis:  que  informando  la  Sección  de  Gobernación  y  Fo- 
mento del  Consejo  de  fistado,  opinó  la  mayoría  que  procedía  declarat 
la  caducidad  de  las  minas  denunciadas  por  Mora,  fundándose  en  que 
habían  estado  sin  labor  el  tiempo  á  ^ue  los  denuncios  se  referían ,  y 
la  minoría  que  consideraba  neéesario  para  decidid  con  complete-aciern' 
toun  nuevo  examen  facultativo  y  el  dictamen  de  la  Junta-  superiop 
de  Minería,  reconiendando  en  caso  de  duda  á  la  cpnsíderacioD  del  Go<« 
bierno  á  la  Sociedad  explotadora  por  el  respeto  que  mleréciáá:  causa 
de  haber  contribuido  eficazmente  con  sus  capitales  al  aruméntd  'do  la 
riqueza  del  país. '  tt    .  v 

Resultando  que  insistiendo  el  Negociado  ^n  suanleridr  opüiion,  á 
la  cual  se  adbiríó  la  Dirección,  per  R^évden  de. 6  dsFebrerdisd  re^ 
solvió  que  informara  di  Consejo  de  Estado  «npte^o:  ^e  :verifidáñdiDÍó 
este  Cuerpo,  propuso  la  •máyorla-.que  8a){ormase<HiiaiOoaiÍ8¿6aflaett|¿* 


tativa/compliifiatftdQ 'lQ».Iii0e&ierQaKhUt  Gil  y  .]li^stra7,€l.qu4.á  la 
sazoQ  fuera  Jefe  del  distrito,  p  ara  que  con  citación  de  los  iptereaados 
practicasses' UQ  i9k99?9,  recoopcimieato  ,,y  maniüsatasen  qu^  trabajos 
eran  1q&  praetícados  en  eLsocayon;  q^é  número  de  metros  pesian  ha- 
berse ahi^rto^teaiendo  en  coQside^aeioQ  la  calidad  .del  terreno  y.tra» 
bajaodoieqn  aisidoidad  y  constancia  de  dia  y  de  noche;  y  si  cuando ^^1 
y  Maestre  se  presentó  á  recongocer  9I  teri^eno  podía  eonsiderarse  el  so- 
oayon,Xa!iSa¿tna.  como  contra  :ataque  M  generaLque  se  estableció 
para  el  pueble  de  las  minas;  j.  la  minoría,  que  con  airreglo  á  la  ley  en- 
totncefs  yigente  de:  {Ui9r  ladctclaracion;  del  Gobernador,  caai^4o  era 
ünvorabVeal  pTopietjaiio,  terminaba  e)  espediente  de  Gaduci<lad,  y  no 
estaba  auti^rizado  el  Gobierno  para,  poder  revoeaila,  como  lo  hacia  con 
la' de  184$üj  y  que  por*  la  comisión  de  la  mayoría  se  refutó  esta  doctrina 
afirmando,queJas  providencias  délos  Gobernadores  declarando  en  ex- 
pedÁentea  de  caducidad  la  subsistencia  de  las  concesiones  de  minas, 
eran  reforimables  en  la  yía  gubernativa;  ya  á  instancia  de  parte  ó.  de 
oficlp  por  el  Gobierno  Supremo,  :fundá,nídpse  eael  principio  general  de 
que  lia  Admlnistracton  atribay^  aquella  calidad  i  todo?  Los  actos  de  sus 
ageiotes  que  oaufietf  perjuicio'  al  Estado  y  cuyA  revocación  np  pueda 
obtiener^  por  estos  ímedips  legales: 

Resultando  qiíe  la  Soóiedad  Mercier,  en  éscHtos  de  15  de  Diciembre 
de  Í864,4i  de  Febrero  de  1865  y  5  de  Julio  de  1865.  aóudió  al  Minis- 
tro de  Fotíiento  protestando  contra  la  copia  del  plano  fechado  en  MKyo 
ce  1860,  formado  para  exclarecer  el  prayecto  generalde  desagüe  que 
se  discutía  entonces,  pt^esentando  adeniás  hechos  por  el  Ingeniero 
Jefe  de  diinas  D.  Lino  Peñuélas  revelando  los  trabajos  practicados  en 
las  galerías  de  desagüe,  y  oponiéndose  á  que  se  hiciese  el  reconocí- 
inietita  propuesto  por  la  m&yoría  del  Consejo,  ó  que  si  llegase  á  prac- 
ticarse se  exclareciese'la  cuestión  en  toda  su  idtergridad  y  extensivia 
á  varios  particulares  que  detallaba:  que  oido  el  Negociado,  opinó  que 
se  confirmara  la  providencia  del  Gobernador  ó  que  se  reéinplazáse  el 
reconocimiento  con  la  consulta  á  la  Junta  superior  faeullativa  de  Mi- 
nería; y  que  en  el  caso  de  optarse  por  aquél,  se  hiciese  extensivo 'á 
los  particulares  solicitados  por  la  Sociedad  sin  iñtervenóión  de  losin- 
teresa(!fÓ9  y  nombrándose  los  Ingenieros  Khit,  Gil  yMaestrey  el  Ins- 
pector D.  Casiano  de  I^raido:  qup  cotí  este  parecer  estuVo  conforme  la 
Dirección,  expresando  el  Ministro  en  decreto  marginal  con  la  nota  y 
mayoría  del  Consejo,  que  por,  no  haíberse  llevado  á  efecto  este  extre- 
mo por  equivocación  del  Oficial  encargado  durante  la  ausencia  del 
propietario,  reclamó  el  denunciador  en  ^5  de  Agosto  siguiente  y  se  re- 
formó en  su  virtud  por  Heal  orden  de  SO  del  mismo,  adicionándose  va- 
rios extremos  solicitados  por  aquel  pa^a  que  fueáeh  objetó  del  infor- 


ihé  d^'fóáirígteliieroé,  y  que  se  oompreiidieéon  éa  htfe^ailMl  orden  de 
'i* de  StíÜembrer  :     ■     '  =  .     -"     • 

Sepultando  <tue  praiitiéedb  «I  recoÉocitíaientov  el  Iitepector  i.  Casia* 
tto  de  Prado  y  los  Ingenieros  Khlt  y  Git  j  Maestre  presentaron  'en  27 
dé  Dlci'émbre  el  informe  y  planos  de  las  mi^as  de  Tharsis,  contesta- 
ron á  los  panfcttlares  de  la  Rea)  orden  de  27  de  Jólio  de  1865  que  el 
adelanto  heeho  por  la  Sociedad  en  las  tres  galerias  desde  el  reconoci- 
miento practicado  en  los  anteriores  denuncios  do  1859  hasta  la  fecha 
de  Itís  actuales  era  el  siguiente:  389  metros  30  Centímetrbe  en  la  gate>- 
'ríá  Márgí>3illaj  117  metros  54  centímetros  en  la  galería  Sur  Sabina  y 
'^ftS  metros  60  éentí metros  e^  la  de  Estt  MonaeUlo;  las  cuales,  por 
Mé  que  no  fueran  excavadas  con  laí  n&ejores- condiciones  facultativas 
las  admitían  y  eran  aplicables  al  desagrie  de  las  minas  .compretididas 
~en  la  Realautorrzacion  de  4865  aunqUe  en  porciones  limitadas  del 
terreno;  añadiendo  además  que  cualquiera  clase  de  galerías  con  salida 
y  pendiente  á  la  superficie  siempre  produce  desagüe:  que  lastres  ga- 
lerías 'Citadas  esté^  de  acuerdo  en  su  direocioi^  con  el  proyecto  gene- 
ral de  desagüe  fofc*mado  por  el  IngecfierO'-lefe  det  distrito  Khit^,  aunque 
t)0  én  la' totalidad  ni  en  su  pendiente:  que  el  estableeimienlo  de  Thar- 
sis  tenia  en  aquella  fecha  307  habitaciones  de  trabajadores,  siete  hor- 
nos de  pan,  ocho  hornos  de  iadfiUps,  Dcho  hornos  de  manga  y  cppela 
y  uno.  4q  reverhérp^  produciendo  de  2.100  i  2.80Ü  quintulies;  castellanos 
de  cobcQ  mensualmente;  que  al  rededor  de  las  fábricas  había  floja- 
^miento  para  siete  empleados  y  sus  familias,  carboneras,  forjas,  car pin- 
teriias,  etc.«  etc.,  una  igiesia,. escuela,  hojspital  y  botica;  ^ueve  kiló- 
. metros  de  carriles, de  hierro, 105  pilones  de  disoluoioa,  35  4^  cemen- 
tación y.  12  en  construccipn  de  estos  últimos;  dos  norias  y  otr^  de  v^p.- 
jcho  efecto  para  el  desagüe,  en  unioa  de  cuatro  bombas  con  igual  ob- 
jeto: cuatro  diques  par£^  depósitos  de  aguas  quetonáarán  un  desarrollo 
de  478. metros  teniendo  fosos  de  unión  de  170  metros  y  otro  de  desagüe 
'de.4Q4>  se  preparaba^  dos  máquinas  de  vapor  para  el  desagüe  también: 
.que  la  Sfociedad  tenia  compradas  1.74G  fanegas  de  tierra  aparte  de  otras 
,  pjTopiedades:  que  habla  construido  un  camino  de  carros  para  el  traspor- 
.te  de  sus  productos  al  punto  de  embarque;  y  que  en  aquella  épqcá  tenia 
ocupados. sobral. 000 trabajadores;  observándola  comisión, que. la  im- 
portancia do.^stos  datos  era  ajena  á  la  cuestión,  por  cuanto  ellos  son 
indispensables  parala  explotación  de  (as  tres  minas  que  estaban  en  dis- 
. frute,  y  de  las  que  extraen  sobre  iOO.000  toneladas  de  mineral  anual- 
mente;  y  que  hallándose  las  minas  aisladas  en  aquella  época»  no  po- 
día tener  l^gar  su  acumulación;  y  contestando  á  las  Ideales  'órdenes  de 
.30  de  Agosto  y  14  de  Setiembre  del  mismo  ano,  añadieron  que  lo^de- 
nuncios  .r^conoci^n  pqr  causa  que  desde  principios  de  Setiembre  de 
1860  hasta  fin  de  Junio  dé  1862'  ño  se  habia  trabajado  en  el  socavón 


general  de  Lá  HktfgúiiUaí^ü  fte  peridákaenle  no  €0a8taba;iiM»bia« 
podido  av^erigoar  cuál  ert  «n^  la<«itada  fecha  la  dislaweia  ^emeAialia 
entre  él  poisd  d«  San  SHnMtrej4ÍiUi^téeá  «de  Pániente,  reduciéndose 
el  tlrabájo  &  uiíos  ^  lodtt^if  en  qué  Mrta  idifíoil  fijar  lo  qoe  pudiera 
ayansafnna  eiGavatloii,  nü  dudande  estaUecer  «Mioüpo  míniíiio  el 
deseíft  metroa^a!  mest^^n'^ué  fti  ¿i  socavoit-  se  limitase'  áevBtitoir  el 
pueble  de  una  ó'  dM  pertenefleies^  (a  Scíbiedaxi'Concésionam  hubiera 
cumplido  túú  empeda^  k  éxeavéícien  en  iftn  sol^  puitto;  pero  qoe  tra<- 
tándóse  de  34  minas  e^  47  pteneneneias,  vo  podía  admitirse  ein  dar 
lagar  ¿aboso  de  que  con  una*  sola  labor  se  pndierá  cubrir  el  gran  bii- 
mero  de  ellas,  pndieddo  ftjarae  en  ü  metros  los  que  debiwán  abrirse 
cada  mes,  y  en  qoe  el  secatón  de  Lu  Sabina  no  debía  considerarse 
como  tzn  contraataque  del  general  de  désagfie,  sino  como  una  galería 
de  registro  ó  inveetigaoieD,  opinando  que  los  denuncios  podian  ser 
admitidos: 

Resaltando  qoe  presentado  por  la  Sociedad,  en  12  de  Febrero  de 
i9d&  xm  díctame»)  po^icial  del  Ingeniero  Mol^o,  on  plano  del  estable* 
oimiento  minero,  tina  certíficiicieii  qde  consignaba  que  aquella  habia 
solicitado  todas  las  demasías  existentes  entre  las  miojaa,  una  copia  tes* 
timobiadadd  jaicio  favorable  emitido  en  Agosto  de  1862  en  libro  de 
visitas  poir  el  ingeniero  del  Gobierno  y  por  Leen  Mora,  oná  refutación 
al  informe  de  Moléro,  fveron  remitidos  todee  losanteoédentes  al  Gon* 
sejo  de  Estado:  que  este  Caerpo  manifestó  en  4  dé  Jnlio.  que  debía  io*' 
formar  préviailientQ  la  JonUí  facadtatíaa  de  Min6ria:«que  Uabiéadose 
acordado  asü  por  Real  orden  de  7  de  dicho  mes^  dicha  Junta  evacuó 
80  informe,  opioaado  ocho  Totes  contra  cinco  que  tío  procedial  la  ca- 
ducidad de  las  concesiones  denunciadas  por  Mora,  fundándose  en  que 
dispensando  el  pueble  por  la  Real  orden  de  22  de  Agosto,  debia  re- 
solver si  tuivo  efecto  lo  en  ella  dispuesto:  que  la  Sociedad,  en  vez  de 
atenerse  á  los  trabajos  de  Mar§0iiUé^  los  siguió  también  en  Sur  Sabma: 
que  reconocidos  los  trabajos  de  desagüe  en  1859t  fueron  admitidos  los 
del  Sor  Sabina  ^or  considerarlos  aplicables  al  desaigoe:  que  en  su  con- 
secuencia se  ordenó  Ja  preparación  de  un  ptroyeeto  general  de  desagüe: 
que  retoñeciendo  la  base  de  este  proyecto  la  apertura  de  ütn  socavón 
al  Bate^  pudo  esta  circunstancia  justificar  la  de  la  galería  Mcnaeillo^ 
que  ha  trabajado  la  Sociedad  en  distanda  de  225  metros:  que  las  ga- 
lerías 5a¿trtii  y  lfonact7/o  puedeb  admitirse  como  aplicables  al  desagüe: 
que  la.direoc¡on  de  las  tres  galerías  está  acorde  con  las  mateadas  en 
el  proyecto  siq  que  lo  esté  en  isupendienle;  que  al  segoir  la  empresa 
los  trabajos  de  las  tréb  galeriais  podía  creerse  dentro  de  la  modifica- 
ción introducida  enk  exenoioa  especial  del  pueble  ordinario  pdr  la 
Real  orden  de  Si  de  Diciembre  de  1859^  aprobatoria  del  reconocimien- 
to del  Ingeniero  Khit,  qiteen  vista  de  los  hechos  no  podía  admitirse 
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fiie  k< empresa  coseesiooanahuMefa  iocasrído.aQ  abnpdoto  volaaia* 
rio  ni  tampoco  moxal:  qtíe  paraoooocer  si  había  iocurríd^  eo  abandor 
DO  legal  era  preeiao  saber  la  labor  mfoisia  anual,  lo  eaal  no  se  ha  ve- 
rificado, ooDstando  solo  en  el.  informe  del  logaoi^o  Khit  do  i859  lo 
que  acerca  de  este  panto  dice,  refefpente  á  qae  el  adelanto  de  ana  gale* 
ría  en  k  ma7,or  parte  de  las  luiDas  del  distrito  era  de  cinco  á  seis  me- 
tros t^or  mes:  habiendo  manifestado  asimismo  dicho  Ingeniero  en  su 
proyecto  geoer al  de  desagüe  de  31  de  Majro  de  i864  que  serían  soflcien- 
tes  cuatro  metros  de  avance  como  mínimum,  cuyos  dos  tipos,  según 
la  Junta,  han  sido  llenados  con  exceso:  que  reunidos  los  trabajos  del 
socavón  Mur§osilla  á  los  del  Sabina  y  ManaciUo  no  hay  fundamento 
para  admitir  la  falta  de  pueble:  que  aun  descartados  Sabina  y  Monad' 
lio,  lo  excavado  en  LaMargosilla  durante  el  tiempo  de  los  denuncios 
llega  á  53  metros  60  (Centímetros,  ó  sea  á  cuatro  metros  46  centímetros 
al  mes,  tipo  que  reconoció  el  ponente  de  la  misma  Junta  y  que  satis- 
face cumplidamente  á.  las  palabras  constancia  y  asiduidad  que  las  di- 
ferentes apreciaciones  acerca  de  la  relación  de  los  socavones  ^tcr  Sabu 
na  y  Bate  Monacillo  con  el  de  L0  MargosiUa  pueden  resolverse  con 
un  criterio  elevados  dominando  todo  género  de  sutileza:  que  el  precep* 
to  de  los  artículos  53  de  la  ley  y  70  del  reglamento,  y  el  oaso  do  los 
socavones  de  desagüe  es  enteramente  distinto,  porque  las  labores  van 
en  estéril  produciendo  gastos  inmensos  que  no  se  llevarían  ¿  cabo  si 
aquellos  trabajos  no  fuesen  productivos  más  tarde:  que  hay  que  bus- 
carel  fundamento  del  no  abandono  en  el  espíritu  que  dictó  las  dispo* 
siciones  en  la  materia»  y  la  máxima  recomendada  de  verdad  sabida  y 
buena  fó  guardada;  y  que  las  doctrinas  por  el  Consejo  de  Estado  en 
materia  de  denuncios  establecían  como  base  especial  para  declarar 
los  fundamentos  el  abandono  voluntario  de  los  concesionarios  de  mi* 
ñas  como  protección  debida  al  respetable  título  de  propiedad  que  re* 
presentan,  cuya  base  era  completamente  inaplicable  al  denuncio  de 
las  minas  de  Tharsis: 

Resultando  que  ampliando  la  mayoría  de  dicha  Junta  el  anterior 
dictamen  para  conseguir  el  exclarecimiento  de  que  las  minas  no  eran 
denunciables,  sentaba  por  base  que  la  Real  orden  de  1855  solo  tenia 
por  objeto  poner  á  cubierto  de  un  denuncio  todas  las  minas»  acumu* 
lando  los  trabajadores  en  el  socavón  de  desagüe  con  la  sola  condición 
de  seguirlo  con  constancia  y  asiduidad,  así  de  dia  como  de  nocbe:  que 
esta  Real  orden  no  habiendo  sido  derogada  era  yeeiso  acatarla:  que 
las  minas  formando  tres  grupos  fueron  consideradas  por  dicha  Heal 
orden  como  una  comarca  minera  al  tenor  del  art.  15  de  la  ley  de 
*  1849  entonces  vigente,  y  por  lo  tanto  como  un  solo  cuerpo  inseparable 
para  los  efectos  de  la  Real  orden  de  1855  en  lo  referente  á  la  acumula- 
ción de  trabajadores  ó  concentración  del  pueble;  y  que  por  esto  la 


JuDla  había  desaptrobado  el  dioiáméD  del  Vocal  Ponente  (¡ve  propuso 
se  absolviese  del  denuncio  á  los  dosgrapos  del  Norte  y  Sur  y  se  admi* 
iiera  en  las  minas  del  centro:  que  Iiabia  dos  medios  para  areríguar  si 
la  Sociedíad  habia  trabajado  eon  asiduidad  y  constancia,  cuales  eran  la 
prueba  testiñcal  y  el  reconocimiento  pericial;  que  la  primera  era  favo* 
rabie  á  la  Sociedad  que  habia  presentado  126  testigos  contra  47  que  de* 
ponian  en  favor  de  los  denunciadores,  cuya  «ircunstiiDcia;  debia  tener«- 
se  muy  en  cuenta  por  la  jurisprudencia  sentada  en  el  Real  de^reto^sen- 
tencia  de  37  de  Bnero  de  18^;  y  que  para  apreciar  el  reconocimiento 
pericial  délos  Ingenieros  y  de  la  coznSsion  babia  que  retrotraer  la 
cuestión  á  la  época  del  anterior  denuncio  para  ver  si  las  labores  ejecu- 
tadas después  del  informe  del  Ingeniero  Khit  respondian  al  espíritu 
que  dominó  en  tan  razonado'  documento,  que  de  ésto  resultaban  dos 
hecbos  claros  que  debían  considerarse  tácitamente  aprobados  por  la 
Real  orden  de  31  de  Diciembre  de  1859;  primero,  que  la  asiduidad  y 
constancia  quedaban  comprobada  con  un  avance  medio  de  cinco  á 
seis  metros  por  mes  entre  pozos  y  galerías;  segundo,  que  teniendo  por 
objeto  el  socavón  general  de  La  Margosilla  desaguar  la  comarca  mi- 
nera, convenia  continuar  el  titulado  Sur  Sabina  y  dar  principio  á  otro 
tercero,  que  fué  lo  que  dio  ocasión  á  la  apertura  de  la  galería  Este  Mo- 
nacillo verificada  entre  la  época  de  los  denuncios  de  1859  y  los  de 
188S:  que  la  mayoría  no.  dudaba  que  las  diferencias  de  apreciación  ha- 
bían surgido  de  la  época  que  se  eligiese  para  sacar  el  término  medio 
de  la  labor  mensual:  que  si  se  parte  del  reconocimiento  del  Ingeniero 
Khit]basta  los  actuales  denuncios,  resultaban 57  meses;  sise  parte  desd^i 
Enero  de  1860,  ó  sea  desdeel  siguiente  al  que  se  expidió  la  Real  orden  de 
1859,  son  50  meses',  y  si  sé  aceptaba  el  plano  del  folio  102,  al  que  la 
mayoría  no  daba  importancia  por  haber  sido  hecho  con  diferente  ob- 
jeto, los  resultados  serían  distintos:  que  la  mayoría  sin  dilucidar  si 
un  poseedor  de  minas  denunciadas  tenia  obligación  de  trabajarlas  du- 
raíate  los  denuncios  solo  diría  que  el  Consejo  de  Estado  tiene  resuelto 
que  no  hay  semejante  obligación  en  sentencia  de  28  de  Febrero  de  ^ 
1861;  y  que  en  opinión  de  la  Junta  tedo  poseedor  en  ese  caso,  si  no 
abandonaba  los  trabajos  los  llevaba  con  lentitud:  que  según  la  comisión 
Prado  las  tres  galerías  ofirecen  en  ia  época  de  estos  denuncios  un  avan- 
ce dé  732  metros  54  centímetros,  que  repartido  entre  las. tres j  dá  á 
cada'uóaun  avance  de  seis  metros  91  centímetros,  esto  es,  cumplido 
con  esceso  el  tipo  mínimo  de  Khit  considerado  parcialmente  0^04  ve- 
ces más  de  la  indicada  por  él,  como  prueba  de  la  asiduidad  y  constan- 
cia: que  este  rebultado,  comparándolo  con  el  que  desdues  daba  la  co- 
misión contestando  á  la  Real  orden  de  SO  de  Agosto  de  4865,  se  adver- 
tía una  diferencia  notabilísima  que  provenia  de  haber  dado  al  plano' 
sobre  que  se  fundaban  un  valor  que  no  tenia:  que  después  de  habe^ 


dichq  la  eoi;DiisiaQ  que  ea  la  galería  Margé$iUa  resiilUbaa  én  los  57 
meses  ua  ávanee  de  S8fl  metros  90  centímetros,  dodttcia  qae  en  loa  26 
meses  qae  ibaa  desde  la  fecha  del  plano  (Mayo  de  1860)  Jiasta  los.  de- 
oiiacios,  se  habiaa  excarado  52  metros  50  eeotímetrds»  de  d0Dde  se 
desprendía  que  segan  la  comisíoo  debieran  trabajarse  en  los  once  me* 
sea  anteriores  530  metros  80  centímetros,  ó  sea  M  iftetros:  01  oentí- 
metros  pofr  mes,  lo  cnal  era  un  absurdo  qae  la  majoria  se  creía  dis- 
pensada de  combatir:  que  si  las  demostraciones  hechas  no  fueran 
bastantes,  existía  otra  de  gran  faer^a,  pues  .en  la  interesante  Memoria 
oficial  del  establecimiento  de  Riotinto,  escrita  por  lo$  Ingenieros  del 
Gaerpo,  publibada  de  Real  orden  en  i856,  se  sentaba  el  preoedoote  de 
qae  podían  excavarse  en  aquel  terreno  (de  condiciones  análogas  y  mis 
favorables  qae  el  de  Tharsis)  tres  metros  59  centímetros  de  galería  en 
cada  mes,  y  qae,  síh  embargo^  en  la  cuenta  industrial  del  año  do  1865 
aparecía  qae  solo  se  excavaron  dos  metros  45  cratimetros  por  mea,  á 
pesar  de  que  en  el  establecimiento  del  Gobierno  había  más  motivos 
para  ejercer  una  superior  vigilancia:  que  la  mayoría  no  coocebia  cdmo 
la  comisión  Prado,  después  de  reconocer  las  obras  del  establecimien- 
to de  Tharsis,  en  casas,  fábrica,  hospital,  iglesia,  ferro-carril,  opera* 
ríos,  etc.,  dijese  que  todo  esto  era  estraño  á  la  cuestión:  qi^e  cuando 
se  trabajan  laS  minas  en  mayor  ó  menor  uúmero,  se  sigue  un.plan  de 
desagüe,  atacando  el  terreno  por  tre?  puntos  y  se  tienen  1.000  opera- 
rios, esto  no  podía  ser  indiferente  á  la  cuestión:  que  poseyéndola  So- 
ciedad 24  minas  con  47  pertenencias,  s<do  necesitaba  para  poblarlas 
t88  operarios ,  sobrándole  8i2:  que  no  era  e:(acto  que  las  minas  no 
fueran  acumulables,  teniendo  presente  la  Real  iSrden  de  55,  y  que 
además,  si  estaban  aisladas,  más  culpa  era  de  los  rngeoieros  oficiales 
que  hablan  servido  en  la  provincia,  que  de  la  Sociedad ,  pues  según 
la  ley  de  Minas,  estaban  obligados  á  dar  parte  al  Gobernador  de  las 
fajas  ó  espacios  francos  que  existieran  enUe  el  terreno  para  que  se 
adjudicaran  como  demasías:  que  en  vista  de  todo  no  había  habido 
abandonó  legal  ni  voluntario  por  parte  de  la  Sociedad^  y  en  compro- 
bación de  esta  opinión  citaba  las  sentencias  del  Consejo  de  Estado  de 
4  de  Julio  de  1860,  28  de  Febrero  de  1861,  y  29  de  Abril  de  1863:  y 
por  último,  aseguró  que  la  Sociedad.*no  hubiera  gastado  tantos  millo- 
nes para  explotar  solamente  las  cuatro  minas  restantes,  poír  lo. cual  re- 
petía «con  todo  el  convencimiento  de  su  ánimo  y  tranquilidad  de  su 
conciencia»  que  debían  desestimarse  lo9  denuncios,  acons^'and^  se  de- 
rogase la  Real  orden  de  1855,  se  adjudicasen  las  demasías  intermedias 
á  la  Sociedad,  á  fin  de  que  quedase  constituido  un  coto .  míneco,  con 
tanto  más  motivo  cuanto  que  lejos  de  haber  9iás  terjceae  del  que  por 
día  explotarse  en  buen  orden,  la  ley  autorizaba  á  la  Sociedad  para  ad- . 
quirír  15  pertenencias  más  sobr  e  la^  47  que  poseía: 


Rosnltftiido  que  la  Memoria  de  dicha  luita  liealtaiiva  consigoó  en 
saToto  particalár  que  la  Sociedad  tenia  obliga¡eioii  de  peblar  M  minas 
con  IBS  trabajadores  distribuidos  en  hia  concesiones:  que  no  h^biaso* 
licitado  7  obtenido  el  permiso  especial  para  acumalar  sus  labores,  y  sin 
el  ooal  na  podía  tener  lagar  ea  absoluto,  porque  las  concesiones  no 
eran  colindanoites,  y  de  considei^rias  asi  solo  hobiera  obtenido  la  So** 
ciedad  perimsos  parctaies  para  los  tvea  grupos  situados  soln e  ouatiro 
criaderos  distintos  y  separados  según  demostraban  lok  planes  é  infér-* 
mes  íaeallatiTos:  que  la  Sociedad  obtu'vo  la  ¿raoia  especial  de  1855  á  , 
condición  de  trabajar  con  constancia  y  asiduidad,  así  de  dia  como 
de  noéhe,  el  socayon  que  habia  de  desaguar  las  minas:  que    ha- 
biéndose denunciado  como  abandonadas  gran  número  de  las  mismas 
en  1858iy  1859,  surgieron  dudas  sobre  si  la  expresada  Real  orden  de 
1855  se  refería  al  socavón  de  La  Mmrffúiillü  que  fué  para  el  que  seso- 
licitó  la  gracia,  ó  también  i  otras  laborcis.  y  que  para  evitarlas  en  lo 
sucesivo  precisando  las  obligadones  de  la  Sociedad;  recayó  la  Real  ór* 
den  d&  SI  de  Diciembre  de  1858  previniendo  ál  lefia  del  distrito  prepa- 
rase de  acuerdo  con  la  Sociedad  un  proyecto  general  de  desagüe:  que 
esta  oportuna  medida  oo  había  tenido  efscto*  por  haber  tardado  la  So  • 
ciedad  cuatro  anos  en  prestar  su  qonforniidad  definitiva  al  proyecto 
hecho  en  Hayo  de  1860  por  el  Jefe  del  distrito,  dilatando  la  Sociedad 
hacer  más  claras,  preoisaiB  y  eficaces  sus  obligaciones,  y  qoe  por  ello 
subsistía  etí  primer  término  como  regla  para  jo^r  da  su  cumplimien- 
to la  Real  orden  de  1855:  qae  durante  esa  dilación  tuvieron  lugar  estos 
deBUDoios:  que  de  los  reconocimientos  ptacticados  aparecía  claro  el 
despueble  en  el  sentido  ecdlnario  déla  ley  en  49  minas  de  las  ^  de- 
nunciadas y  dudoso  en  la  mina  MonáeUU:  que  por  los  mismos  reco- 
Bocimlentos  se  demostraba  que£a  Jlfar^fostlto  que  había  de  compon* 
sar  ei  pueble  ordibario,  soTo  arrojaba  un  avánoe  mensual  de  tses  me- 
tros esQSsos  si  se  atendía  á  lo  justificado,  y  de  cuatro  y  medio  sise 
ioelúiatodo  lo  no  justificado  en  contra  de  la  Sociedad,  cuyo  dato  si 
pudo  rechazarse  antes,  no  era  dable  penarle  en  duda  desde  el  informe 
de  la  comisión:  que  de  los  informes  periciales  se  d'edocia  que  el  avance 
de  una  excavación  en  la  rooade  aquellas  minas  debía  estimarse  en  sie- 
te Bsetros  mensuales,  dato  que  resultaba  confirmado  por  haber  traba- 
jado la  Sociedad  hasta  II  metros;  y  que  este  avance  habia  podido 
multiplicarse  llevando  á  la  vez  diferentes  puntos  de  ataque  como  lo 
hizo  desde  1859  A  4880,  y  como  exigía  la  ooadicioa  de  asiduidad  y 
coDStanoia:  que  lá  Sociedad  habia  hecho  gastos  de  gran  c«aDtia  y  des- 
arrollado un  establecimiento  de  importancia  y  utilidad  pública  y  pri- 
vada, haciendo  labores  muy  extensas  en  las  pertenencias  no  denuncia- 
das, asi  como  en  una  de  las  denunciadas  titulada  Monacillo^  no  ha- 
biendo^hecho  trabajo  alguno  en  los  criaderos  del  Centro  y  Sor«  excep- 


to  eo  la  OQ  deoQoetaét  ÚMStüOio:  que  la  mínbrla  consideraba  que  la 
coostaDeia  y  asiduidad  de  la  Real  órdea  de  4855  no  podiaD  interpretar* 
se  sioo  por  no  resoltado  tan  completo  como  permitiese  esta  clase  de 
trabajos:  que  la  índole  de  éste  permitía  ayaniar  siete  metros  mensoa* 
les  en  cada  labor  y  simnltanear  éstas  por  medio  de  pozos,  cómo  lo 
hizo  la  Sociedad  en  otras  ocasiones:  que  rednciendo  esta  simnltanei* 
dad  á  cuatro  puntos,  se  obtendría  un  avance  mensual  de  25  á  30  me* 
tro8«  resultando  la  gracia  tan  eficaz  que  esto  se  conseguirla  con  30 
operarios  en  Tez  de  los  i86  exigidos  por  la  ley:  que  por  esta  razón  no 
debia  compararse  la  falta  de  trabajo  en  la  labor  principal  con  el  efec» 
tuado  en  otros  puntos,  puesto  que  todo  habla  podido  hacerse  simul- 
táneamente: que  aun  llevándola  gracia  al  límite  contrario  á  la  ley*y 
Real  orden  de  55  de  ser  admisible  un  solo  punto  de  labor,  debia  obte* 
nerse  un  avance  á  lo  menos  de  siete  metros  mensuales:  que  no  ha- 
biendo cumplido  la  Sociedad  con  la  Real  orden  renunció  su  gracia  y 
estaba  sujeta  á  la  ley  del  ramo,  y  que  por  lo  mismo  la  cuestión  debía 
resolverse  con  arreglo  al  pueble  ordinario,  el  cual  no  habia^nido 
efecto  en  49  de  las  ^  minas  denunciadas:  que  no  estando  justificada  la 
época  de  la  labor  hecha  en  la  mina  Manacülo^  esta  duda  inclinaba  la 
decisión  á  favor  del  poseedor,  y  que  atendida  la  importancia  de  los 
trabajos  hechos  en  las  minas  no  denunciadas  sobre  el  criadero  del 
Norte  y  la  continuación  de  éstos  hacia  las  denunciadas  en  el  mismo 
criadero,  no  podia  dudarse  que  á  éstas  se  extendían  la  intención  del 
trabajo  y  sus  beneficios,  lo  cual  favorecía  al  poseedor  según  la  doctrina 
establecida  por  el  Consejo  de  Estado,  podiendo  decirse  todo  lo  contra- 
rio respecto  á  los  criaderos  del.Centro  y  Sur,  que  nada  ó  muy  poco  se 
había  trabajado,  y  donde  resultaban  la  intención  y  el  hecho  del  aban- 
dono y  del  despueble,  y  en  su  consecuencia  opinaba  debían  desestimar- 
se los  denuncios  en  las  minas  Monaeillo,  A^^rosa,  Primera^  Se0mda 
y  Tercera  del  Alosna,  situada  sobre  el  criadero  del  Norte,  y  que  de- 
bían admitirse  en  las  demás  denunciadas,  opinando  en  el  mismo  sen- 
tido en  el  análisis  razonado  que  hizo  del  dictamen  de  la  comisión  Pra- 
do, Khit  y  Maestre  adhiriéndose  á  sus  ideas: 

Resultando  que  oído  el  Consejo  de  Estado  en  pleno,  informó  éste  en 
su  mayoria  que  era  procedente  la  declaración  de  caducidad  de  las  mi- 
nas denunciadas  por  Hora,  fundándose  principalmente  en  que  el  dic- 
tamen de  los  Ingenieros  después  de  hechos  los  reconocimientos  sobre 
el  terreno  resultaba  comprobado  el  abandono  de  aquellas,  no  habién  - 
dose  dado  cumplimiento  á  la  Real  orden  de  22  de  Agosto  de  4855,  pues- 
to que  era  insignificante  la  labor  practicada,  y  las  galerías  SMna  y 
Este  Monacillo  no  lo  eran  de  desagüe,  siendo  para  el  Consejo  esta  de- 
claración pericial  en  un  negocio  facultativo  de  una  fuerza  tal,  que  en 
su  concepto  no  admitía  contradicción:  que  la  minoría  reprodujo  so 


dictámeD  de  26  de  Jnlip  de  186$,  opioendo  por  el«0Qtrarjk>  que  «e  des* 
estimasea  los  regisuos  de  deouncios  hecho»  por  aquel,  dejaodo  sia . 
efecto  la  Real  orden  citada  qae  coaoedia  á  la  Sociedad  condiciones  09* 
pedales  para  el  pueble,  qaedando  sujetas  á  la  legislacleo  vigente, 
ajustándose  inmeidiatameuté  á  la  ley  general*  alegando  e^tre  otras 
razones,  que  no  era  procedente  la  apelación  contra  el  djscreto  del  Go* 
bernador  de  HaelTa  con  arreglo  á  la  ley  de4859,  nicabia  recurso  al* 
guno  contra  dicha  resolución;  y  después  de  refutisdo  este  dictamen, 
por  la  mayoría,  se  propuso  por  el  Negociado  la  confirmación  del  de* 
creto  apelado,  maoif¡98taDdo  la  Dirección  que  lo  que  prudencialmente 
pudiera  coqcederse  á  la  Sociedad  seria  la  proiModad  de  las  siete  minas 
que  constituían  el  grupo  del  Norte,  debiendo  aspirar  aquella  á  esta 
concesión  ó  á  otnis  que  la  conTÍnlesen  en  la  Tia  contencioso-adminis- 
trativa;  y  el  Ministro  de  Fomento  por  Real  orden  de  8  de  Mayo  de  1868, 
de  acuerdo  con  la  mayoría  del  Conseijo  de  Estado,  deió  sin  efecto  el 
decreto  apelado  dictado  por  el  Gobernador  de  Huelva,  declarando  en 
isa  virtud  caducadas  las  concesiones  délas  20  minas  que  poseía  la  So- 
ciedad Víctor  Mercier  y  compañía : 

Resultando  que  el  Licenciado  D«  Manuel  Alonso  Martínez,  en  repro'» 
sentacion  de  D.  Víctor  Mercier  y  compañía,  interpuso  demanda  ante  el 
Consejo  de  Estado,  que  posteriormente  amplió  en  este  Tribunal  Su* 
premo,  solicitando  la  revocación  de  la  Real  orden  de  8  de  Mayo  de 
1 868.  y  que  se  declarase  valido  y  subsistente  con  arreglo  á  la  ley  el 
decreto  de  13  de  Mayo  de  4865  dictado  por  el  Gobernador  de  Huelra, 
y  nulas  todas  las  actuaciones  y  diligencias  desde  entonces  practicadas* 
asi  como  la  apelación  a^niitida  al  denunciador,  ó  en  otro  caso  impro« 
cedente  la  denuncia  y  caducidad  solicitada  y  subsistente  la  concesión 
de  las  20  minas,  fundándose  en  que  la  Real  árdea  de  22  de  Agosto  de 
1855  antorizó  á  lalSocíedad  minera  Víctor  Mercier  y  compañía  para  sus- 
tituir el  pueble  legal  de  las  24  mina^  que  la  pertenecían,  con  la  cons- 
trucción de  un  socavón  general  de  desagüe  sin  marcar  las  cpudiciones 
que  este  había  de  tener  ni  la  labor  mínima  que  en  el  mismo  había  de 
ejecutarse,  expresando  únicamente  que  se  trabajase  con  constancia  y 
asiduidad)  así  de  día  como  de  noch^;  en  que  los  denuncios  verificados 
en  1858  y  4859  se  fundaron  en  el  abandono  de  las  minas  por  parte  de 
la  Sociedad  y  fueron  desestimados  como  improcedentes,  consideran^* 
dose  por  Reales  órdenes  de  20  de  Julio  de  4658  y  34  de  Diciembre  de 
4859  que  la  Sociedad  había  cumplido  lo  que  prevenía  la  Real  orden  de 
autorización  de  22  de  Agosto  de  4855:  en  que  el  informe  evacuado  en 
Mayo  de  4859  por  ellogeníero  del  distrito  D.  Roberto  Khit  establecía 
que  dadas  las  condiciones  de  aquel  terreno  bastaba  can  ejecutar  de 
cinco  á  seis  metros  de  galería  al  mes,  pues  en  las  minas  de  Ríotinto, 
explotadas  por  la  Administración,  la  labor  era  menor:  en  que  á  pesar 


de  ifée  p&thUmStÚ^  9éf  31<  ñ%  Didehíbre  tfe  185^  ^kmnñi  fl]fert  la 
basé  parala  t^rcfáMttdiMy  del  soéarod  g(fitQéH&l  ée  de^a^i  eti  eqnitáléo- 
cia  M  ^ébld  ai^aéd  dcTciida  ¡iétfetíétkda  minera  dilá  áockdM.  nd 
llega  á  át>M>ai^  el  proyecto  fóráiado  pórd  logenieh)  b.  Rofbertó  Kbit 
y  la  SoeMdffd  cotftítitíó  sus  trabajos  ceü  arreglo  ¿  la  Itéfál  órded  de  au* 
toricadon  de  %A  á^  Agfósto  de  1855,  origen  de  sra  derecho,  para  stiáti* 
inir  el  pnéble  legal  coto  la  labor  del  socaToo:  en  qaé  el  tnfornié  éúñó 
en  1863  ^r  él  Ingeniero  Gil  y  Maestre,  ádl  como  el  que  en  1865  eva» 
cu6  la  Oomisión  nombrada,  no  síolo  no  acreditó  el  abandono  de  las 
minas  denandadasl  en  1862  por  D.  Joáé  León  y  Mora,  sino  que  justi- 
ficó los  trabajos  i^rkcticadDs  en  el  socavón  general  mediante  las  tres 
galerías  construidas  al  Norte,  Sttr  y  Este  de  las  mismas:  en  que  ai\ 
tambied  los  reconoció  la  Junta  superior  facuUatita,  que  en  Febrero 
de  1867  opinó  por  mayoría  que  era  improcedente  el  denuncio  y  la  ca- 
ducidad solicitada;  porque  la  empresa  habla  cumplido  con  ^iieso  lo 
que  previene  la  Real  órd^n  de  ^2  de  Agosto  de  1855;  en  que  dé  la  vi« 
sita  dé  la  inspeticion  girada  al  és^blecimiento  en  14  de  Octübi^  de 
1862  al  poco  tiempo  de  haberse  entablado  deiiunéia  de  D.  Jo6é  Leoñ 
Mora,  resulta  que  él  Ingeniero  D.  Manuel  del  Villar  y  lavin  quedó 
completamente  satisfecho  de  los  progresos,  orden  y  aderto  con  que 
se  ejecutaban  los  trabajos,  haciéndolo  asi  constar  en  el  libré  de  visi- 
tas: en  que  ei  d'écreto  del  Gobernador  civil  de  HueWa  de  13  de  Mdyo 
de  1863  declarando  improcedente  la  caducidad  dé  las  W  minas  denun- 
ciadas ^r  D.  José  León  Moira  puso  término  al  expediente  entablado  j^ 
oaniró  ejecutoria,  con  arreglo  al  art.  68  de  la  ley  del  6  de  Julio  dé 
1859  y  al  art.  ^,  regla  3.*  del  reglamento  para  su  ejectidon,  que  dis- 
ponen que  al  Gobernador  corresponde  decretar  Id  caducidad:  y  qne 
declarada,  subsistente  la  concesión,  acto  continuo  se  oancélañá  el  eX'- 
pediente  de  registro  ó  denuncio,  siendo  por  lo  tanto  contraria  á  la 
ley  la  apelación  interpuesta  por  D.  José  León  Mora  contra  d  decreto 
de  13  de  Mayo  de  1865,  y  cüdntas  aétuacciones  y  diligencias  sé  han 
practicado  desde  dicha  íécha  son  completaniente  nulas:  eú  qué  la  ley 
de  Mifla«  exige  que  el  abandono  sea  cierto  y  voluntario  para  que  sirva 
de  fundamento  á  la  caducidad,  y  ásl  está  declarado  y  admitido  como 
jurisprudéttda  legal  por  el  Goés^o  de  Estado  én  repetidos  fallos,  de 
los  cuales  sé  citan  los  Reates  decretos-sentencias  de  4  de  Julio  de  1860, 
26  de  Febreí^  de  1861  y  29  de  Abril  de  1863:  en  qtíe  la  Sociedad  Víc- 
tor Merdér  y  compañía  ha  empleado  en  las  minas  nn  capital  dé  cerca 
de  30  millones  de  reales:  qUe  ha  construido  tres  galerías  de  desagüe, 
muchos  pozos  y  zanjas  que  explota  el  mineral  de  varias  minas,  expor- 
tando de  2  á  3.000  toneladas  mensuales:  que  ha  construido  lití  ferror^ 
carril,  carretera,  fábrica,  hornos,  pilas  de  <^m!entacion ,  un  ptteblé 
con  iglesia,  hospital,  escuela  y  botica:  que  emplea  diariame^trté  más 


áé  t.OOO J<(Hia)>^r6$;  t^báquis  de  aUo  bórrto  y  dá  iubsífileiieia  á  «lát 
de  3.000  períodaá,  no  pilede  Mi^oerse  con  arreglo  é  la  ley  y  i  la  ja* 
rispradeada  dudas  que  baya  abandonado  ni  leiiga  propMtó  de 
abaúdonar  tiiogaiia  de  las  34  minas  que  le  pertenecen  por  las  c«ales 
abona  a)  Kstado  el  derecho  de  superfície  que  corresponde:  en  que  eo 
la  Real  orden  der  8  de  Mayo  de  4808  se  desatiende  todos  los  preceden* 
tes  legales  citados,  y  prescinde  de  todos  los  bechos  eipuestos,  merece 
revocarse  por  la  Tía  contenciosa  porque  declara  una  caducidad  impro* 
cedente;  y  siendo  además  nulas  todas  las  actuaciones  desde  el  decreto 
del  Groberuador  de  i 5  de  Mayo  de  4803,  no  puede  producir  efecto  al* 
gano  con  arreglo  al  Real  decreto-sefiteocia  de  i8  de  Abril  de  4861;  y 
en  que  el  art.  50  de  la  ley  de  47  de  Agosto  de  4860  autoriza  á  los  par- 
ticulares lastimados  eo  sus  derechos  por  las  resoluciones  de  los  Minis- 
tros de  la  Corona  que  causen  establo  i  reclamar  su  roFocacion  por  la 
vía  contenciosa:  en  que  el  dato  pericial  contrarío  á  la  Sociedad  que 
existe  en  el  expediente  es  el  dictamen  de  la  comisión  Prado,  que  ade- 
más de  estar  en  contradicción  en  mttehos  puntos  entre  sí,  y  con  el  in* 
fornde  que  dio  en  4859  D.  Hoberto  Kbit,  que  también  formaba  parte  de 
la  Comisión,  ha  quedado  destruido  por  el  dictáoien  en  que  la  mayoria 
de  la  Junta  superior  facultativa  de  Hiuas  dio  en  30  de  Febrero  de 
4867,  y  eulre  estas  dos  opiniones  periciales  es  indudable  que  debe 
aceptarse  la  de  la  Junta,  que  por  su  superiori  dad  jerárquica,  por  el  nü* 
mero  de  bus  individuas,  por  esítar  exenta  de  prevención  y  ser  el  cuer- 
po consultivo  de  la  Administración  en  estas  materias  facultalivas,  es 
la  más  respetable:  en  que  del  iAlormedela  comisión  Prado  se  deduce 
que  siendo  el  tipo  á  que  deben  sujetarse  los  trabajos  en  galerías  ó  so« 
cavones  como  el  que  construye  1»  Sociedad  Víctor  Mercier  el  de  seis 
metros  m^nsuales,  y  habiendo  ejecutado  4a  Sociedad  desde  4859,  época 
del  reconocimiento,  hasta  Julio  de  1863«  fecha  de  la  denuncia  actual, 
389  metros  solo  en  la  galería  del  Norte,  ha  construido  per  término  me- 
dio en  37  meses  que  median  más  de  iO  metros  mensuales:  eu  que  la 
misma  comisión  reconoce  que  en  la  galería  del  Sur  construyó  la  So- 
ciedad desde  Mayo  de  4859  hasta  Juoio  de  480^  447  metros,  y  en  la 
galería  del  Este  2^,  de  modo  que  aim  habrá  que  agregar  estos  343 
metros  á  los  589  abiertos  eo  la  galería  del  Norte;  y  entonces  en  los  37 
meses  trascurridos  de  la  labor  media,  ascenderá  á  49  metros  48  centí- 
metros al  mes,  cuando  la  comisión  confiesa  que  con  una  labor  media 
mensual  de  seis  metros  hay  suñcieote  para  considerar  cumplida  la 
Real  orden  de  ^2  de  Agosto  de  4855  que  al  autorizar  la  sustitución  dei 
pueble  aislado  que  cada  mina  con  el  socavón  general  de  desagüe,,  solo 
exigió  trabajo  asiduo  y  constante  asi  dedia  como  de  noche:  eo  que  las 
razones  que  dá  la  comisión  para  no  computar  los  trabajos  hechos  por 
la  Sociedad  por  defectos  en  la  ejecución  de  nado  sirveo ,  porque  la 
Sección  ADMimsTaATiVA.  5 


Real  orden  de  22  de  Agesio.de  1855  solo  exigi<í  triBi|>ajo  «sUqo  yccptr 
tante,  pero  no  determinó  la  forma  ó  manera  de  ejecutar  eso9  tvab^gos 
que  tampoco  se  han  determinado  posteriormente:  en  que  la  Real  or- 
den de  31  de  Diciemjire  de  1B59,  que  puede  entenderse  como  comple- 
mento de  la  de 22  de  Agosto  de  1855,  al  desestimar  las  deDuneias  en- 
tonces entabladas  en  vista  del  informe  del  Ingeniero  Khit  estableció 
ya  una  base  oficial  para  los  futuros  reconocimientos,  y  esa  base  fué 
que  siempre  que  la  Sociedad  ejecutase  un  trabajo  mensual  de  cinco  á 
seis  metros  en  el  socavón  de  desagüe*  uobabia  motivo  para  suponer 
abandono  y  para  declarar  en  tal  concepto  la  caducidad;  y  por  Ip  tanto 
como  del  informe  de  la  comisión  Prado  se  desprende  que  solo  en  la 
galeria  del  Norte  ha  construido  la  Sociedad  más  de  iO  metros  men- 
suales, las  Reales  órdenes  de  22  de  Agosto  de  1855  y  31  de  Diciembre 
de  1859  son  disposiciones  legales  que  amparan  y  protegen  á  la  Socie- 
dad mientras  no  se  deroguen,  lo  cual  na  ha  sucedido:  en  que  la  nota 
que  redactó  el  Negociado  en  el  expediente  gubernativo  del  Ministerio 
de  Fomento  encierra  tan  poderosas  razones  en  pro  del  derecho  de  la 
Sociedad  que  es  un  nuevo  fundamento  que  ésta  puede  alegar  en  su 
favor:  en  que  sin  embargo  de  qu*;  la  Real  orden  de  8  de  Mayo  expresa 
que  se  ha  dictado  de  conformidad  con  el  dictamen  déla  mayoría  dejl 
Consejo  de  Estado^  basta  leer  ese  expediente  en  que  consta  ese  dicta- 
men y  el  voto  particular  para  convencerse  de  que  realmente  la  mayo- 
ría estaba  á  favor  de  la  improcedencia  de  la  denuncia  y  la  cadupida^; 
y  que  solo  la  forma  de  verificarse  las  votacioaes;. según  el  reglamen- 
mento  de  aquel  cuerpo,  pudo  hacer  que  unidos  los  que,  opinaban  por 
la  caducidad  y  los  que  negaban  al  Ministro  facultades  para  co.nocer  ea 
apelación  del  asunto,  que  desechara  el  dictamen  favorable  á  las  pre- , 
tensiones  de  la  Sociedad  VicAor  Mercier  y  compañia:  en  que  el  voto 
particular  de  los  siete  Consejeros  que  negaron  al  Ministro  atribuciones 
jurisdiccionales  propias  para  entender  en  el  asunto,  demuestra  con  el 
texto  expreso  de  la  ley  de  Minas  de  1859  y  del  reglamento  de  1863  que 
las  providensias  de  los  Gobernadores  cuando  declaran  la  improceden- 
cia de  la  caducidad  son  ejecutorias:  que  contra  ellas  no  se  dá  el  recur- 
so de  alzada  ante  el  Ministro,  y  que  con  arreglo  al  art.  66  de  la  ley  y 
79  del  reglamento  debe  cancelarse  acto  continuo  el  expediente:  en  que 
esta  opinión  está  confirmada  con  la  ley  de  Minas  de  24  de  Junio  de 
1868  y  en  la  última  reforma  llevada  á  efecto,  en  la  que  en  vez  de  re- 
conocer los  derechos  del  denunciador  se  ha  dejado  sin  efecto  la  de- 
nuncia, dando  mayores  garantias  á  la  propiedad  minera  en  armonía 
con  los  principios  que  en  materias  de  obras  públicas  y  de  asociación 
se  han  proclamado  en  disposiciones  recientes  del  Ministerio  de  Fomen- 
to: en  que  el  mismo  denunciador  D*  José  ¿eon  Mora,  al  solicitar  eu^O 
de  Mayo  de  1868  la  reforma  ó  aclaración  de  la  Real  <^i^<b)!k  de  8  dd 


mismo  mes,  aceptó  los  priocipios  consigaados  en  el  voto  particular  de 
los  sieteGoQsejeros,  confesando  que  el  Ministro  de  Fomento  no  tenia 
facultades  directas  para  declarar  la  cuducldad:  que  esta  declaración 
era  de  la  ezcIusíTa  competencia  de  los  Gobernadores  de  proTincia,  y 
que  al  hacerlo  el  Ministro  infringía  la  ley,  incurría  en  responsabilidad, 
lastimaba  los  derechos  del  concesionario,  y  era  tanto  como  si  negara 
las  pretensiones  del  denunciador,  demostrando  de  esta  manera  con 
toda  claridad  que  era  nula  la  Real  arden  dictada,  y  que  no  podia  pro« 
dttcir  ningún  efecto  legal:  que  esta  confesión  del  denunciador  hace 
hoy  imposible  su  posición  como  coadyuvante^de  la  Administración,  y 
es  la  prueba  más  terminante  que  se  puede  aducir  en  contra  de  la  Real 
orden;  y  come  consta  oficialmente  en  el  expediente,  es  el  fundamento 
de  derecho  más  robusto  que  se  puede  invocar  al  (iedir,  ó  la  nulidad 
de  la  Real  orden,  ó  á  lo  menos  su  revocación:  en  que  la  Sección  de  lo 
contencioso  del  Consejo  de  Estado,  al  consultar  la  procedencia  de  via 
contenciosa,  se  hace  cargo  de  la  parte  de  la  demanda  en  que  se  de- 
muestra la  nulidad  de  todo  lo  actuado  desde  la  denuncia  del  Goberna* 
dor  de  Huelra  en  i%  de  Mayo  de  1863,  y  se  funda  precisamente  en  sus 
razones  para  considerar  procedente  la  vía  contenciosa,  de  manera  que 
este  és  ya  un  preoedente  legal  que  debe  tenerse  en  cuenta  y  que  fa« 
vorecé  en  extremo,  pues  es  claro  que  la  Sección  del  Consejo  no  emi« 
tiósu  dictamen  sin  meditarlo:  en  que  las  repetidas  sentencias  dicta- 
das por  el  Consejo  de  Estado  admiten  como  principio  indudable  que 
cuando  los  hechos  acreditan  que  no  existe  el  abandono  verdadero  de 
las  minas,  no  se  puede  privar  al  concesionario  de  su  propiedad,  mere* 
cen  ser  aplicadas  al  caso  actual,  porque  todos  los  hechos  que  constan 
en  el  expediente  atestiguan  que  lejos  de  haber  abandono  verdadero 
por  parte  de  la  Sociedad  Víctor  Mercier  y  compañía  ha  continuado  sin 
interrupción  los  trabajos,  ha  desembolsado  un  capital  cuantioso  y  ha 
creado  un  establecimiento  cuyos  gastos  importan  ya  hoy  más  de  45 
millones  de  reales,  y  en  que  mientras  la  Real  orden  de  ^  de  Agosto 
00  se  crea  derogada,  ni  se  establezcan  para  lo  futuro  las  condiciones 
á  que  ha  de  aujetarse  en  la  explotación  de  sus  minas  la  Sociedad  Víc- 
tor Hercier  y  compañia,  es  evidente  que  ésta  no  se  halla  obligada  á 
mantener  el  pueble  aislado  de  cada  mina,  y  que  con  el  trabajo  recbn- 
centrado  que  lá  ley  autoriza,  ó  sea  con  la  construcción  del  socavón  ge* 
neral  de  desagüe  cumplió  lo  prevenido  en  aquella  Real  orden,  sin  que 
la  mayor  ó  menor  perfección  de  los  trabajos  sea  obstáculo  para  com- 
putarlos que  haya  hecho,  puesto  que  su  única  obligación  con  respec- 
to á  la  Real  orden  de  22  de  Agosto  de  1855^  es  trabajar  con  asiduidad 
y  constancia,  así  de  diacomo  de  noche,  y  este  trabajo,  según  la  Real 
orden  de  81  de  Diciembre  de  1859  que  es  procedente  legal  en  la  mate- 
ria, no  debe  bajar  de  cinco  ,á  seis  metros  de  galería  al  mes,  siendo 


hasta  ahora  mucho  mayor  el  que  la  SocieJad  ha  ejecuiado,  segUQ  coq- 
(esioD  de  los  peritos  oombradoy  para  examíDar  las  obras,  y  según  la 
opinión  de  la  Junta  superior  facultativa  de  Minas: 

Resultando  que  al  contestar  el  Ministerio  fiscal,  pidió  que  se  absol- 
viese á  la  Administración  de  la  demanda  y  se  confirmase  la  Real  ór» 
den  reclamada,  fundándose  en  que  respecto  á  la  competencia  la  deci- 
sión gobernativa  dictada  en  este  asunto  por  el  Gobernador  de  la  pro** 
vincia  no  causó  estado  ni  fué  definitiva,  porque  según  el  art.  88  de  la 
ley  de  Minas  de  tí  de  Julio  de  4859  puede  ^cudirse  al  Ministerio  contra 
toda  disposicion.ó  medida  adoptada  por  los  Gobernadores  on  mineria, 
siendo  necesaria  para  entender  excluida  de  la  generalidad  deestos  tér- 
minos cualquiera  reclamación  una  excepción  expresa  de  la  ley  ó  del 
reglamento  como  las  contenidas  en  los  artíc^ilos  27,  50  y  55  y  otros 
del  mismo  reglamento,  que  niegan  contra  ciertas  proTidencias  »í/er{or 
recurso:  en  que  esta  excepción  no  se  halla  como  se  pretende  en  la  de- 
manda  en  el  art.  79  del  reglamento  cuando  dispone  que  decrete  el  Go- 
bernador la  cancelación  del  expediente  de  registró  acto  continuo  de 
declarar  subsistente  la  anterior  concesión,  porque  ésto  no  es  mandar 
que  aquel  decreto  sea  ejecutorio,  ni  aquella  idea  induce  necesaria- 
mente esta  última,  como  lo  demuestran  el  art.  67  déla  ley  y  el  75 del 
reglamento,  según  ios  cuales  aun  después  de  declararse  por  los  Gober^ 
nadores  cancelados,  fenecidos^  y  sin  curso  ciertos  expedientes,  puede 
darse  el  recurso  al  Ministerio  hasta  que  dichas  providencias  quedeo 
firmes:  en  que  además  el  asunto  cabía  eri  la  jurisdicción  conténclosc'- 
administrativa  del.  Consejo  d«  Estado  conforme  al  art.  95  de  la  ley  ci-^ 
tada,  según  lo  reconoció  explícitamente  la  Sección  de  lo  Contencioso 
al  admitir  la  demanda,  y  esto  supone  forzosamente  la  necesidad  de 
una  reclamación  resuelta  por  el  Gobierno  sobre  el  fondo  del  mismo 
asunto:  en  que  la  dictada  por  el  Ministerio  de  Fomento  lo  ha  sido  por 
lo  mismo  con  verdadera  competencia  y  no  con  abuso  de  poder  que  la 
baga  nula  como  quiere  la  Sociedad  demandante,  llamando  en  la  cues* 
iion  de  fondo  la  atención  respecto  de  los  cómputos  hechos  sobre  el 
abandono  de  las  minas  que  avanzan  á  más  del  año  que  permítela  ley 
y  tiene  establecido  la  jurisprudencia,  y  sobre  la  Real  orden  de  1855 
que  dice  es  vaga  y  susceptible  de  interpretaciones  varias,  y  que  los 
Ingenieros  están  en  contradicción  sobre  el  carácter  de  las  galerías  iStir 
Sabina  y.  Esit  Monacillo  pues  que  todas  concurren  á  la  obra  común  del 
desagüe  de  las  minas  según  ha  manifestado  la  Junta'  superior  del  ra^ 
mo,  y  después  de  consignar  todo  esto,  sigue  diciendo  que  sin  embar- 
go *por  las  declaraciones  de  los  Ingenieros  debía  concluirse:  que  no 
habia  cumplido  la  Sociedad  Mercier  con  la  Real  órd'eni  de  4ft$5,  y  que 
en  su  consecuencia  las  minas  denunciadas  oslaban  abandonadas,  por 


lo  cmaI  pffQce4il>  Qonfirroar  la  drden  rBcUmada  que  ha  deeiarado  ^u 
cadacidad: 

Resultando  que  al  evacuar  el  traslado  el  Liceociado  D«  Cri»tÍQo 
Hartos  como  coadyuvante  de  la  Administración  en  representación  del 
referido  Mora,  pidió  que  se  declarase  válida  y  subsistente  la  Real  ór* 
den  reclamada,  y  que  se  desestimase  cuanto  se  alegaba  contra  la  mis- 
ma, fundándose  en  que  la  Real  orden  de  ^%  de  Agosto  de  iU55  autori- 
za la  Sociedad  Víctor-  Mercier  y  compañía,  sustituir  el  pueble  de  las 
minas  de  su  pertenencia  con  un  socavpn  general  de  desagüe,  que  se- 
gún la  instancia  en  cuya  virtud  se  dict^  seria  el  de  La  Marg^süla, 
siempre  que  se  trabajara  en  él  con  constancia  y  asiduidad  tanto  de 
día  como  de  nochQ  marcando  las  condiciones  de  general  que  aquel  no 
tie{]e,  y  señalando  jurídicamente  el  mínimum  del  trabajo  que  ha  de- 
bido ejecutarse  conforme  á  su  espíritu^  no  ha  sido  cumplida  por  aque- 
Ua  en  ninguno  de  sus  extremos;  en  que  los  denuncios  de  i858  y  1859 
no  se  refieren  ni  en  nada. tienen  que  ver  con  los  producidos  tres  años 
después  por  D.  José  León  Mora,  y  nada  de  lo  atinente  á  lo  primero 
puede  servir  i  lo  segundo,  porque  sin  ser  profetas  no  pudieron  decir 
nada  sobre  los  hechos  que  sirven  de  base  á  éstos  los  que  iniervinierou 
eo  aquellos,  no  teniendo  tampoco  aplicación  de  ningún  género  á  ese 
caso  la  Real  orden  de  2i  do  Diciembre  de.i859,  pues  aunque  fuera 
cierto  que  la  Sociedad  habia  cumplido  corola  de  Agosto  basta  enton- 
ces, no  se  deduce  que  lo  baya  hecho  desp^s,  en  que  el  informe  de 
Don  Roberto  Khit  en  1859  no  dice, que  la  Sociedad  hubiera  trabajado 
hasta  entonces  17  metros  y  que  atendidas  las  condicionáis  del  terreno, 
bastaba  con  ejecutar  cinco  á  seis  metros,  toda  vez  qué  en  Riotinlo  se 
trabaja  menos,  olvidó  seguramente  la  Real  orden  de  22  de  Agosto  de 
i855  que  no  es  aplicable  á  Riotinto,  y  por  consiguiente  no  tienen  que 
trabajar  allí  ni  con  constancia  y  asiduidad  tanto  dCj  dia  como  de  no- 
che; advirtiendo,  per  último,  que  si  antees  de  los  denuncios  de  Mora 
trabajó  como  lo  hizo  fué  porque  perforaba  mineral  el  hacer  el  soca- 
vón y  le  reportaba  utilidad»  dejando  de  hacerlo  tan  pronto  como  lle- 
gó á  terreno  estéril:  en  que  lo  mismo  el  informe  del  Ingeniero  Don 
Amalio&il  y  Ma  estro  qu^  Comisión  nombrada  ha  propuesto  al  Con- 
sejo de  Estado  al  co^Jélíiar  los  puntos  de  consulta  señalados  por  este 
alto  Cuerpd,  maniílestan  terminantemente  y  con  ellos  después  los  seis 
míemeos  de  la  Junta  superior  de  minería,  que  por  un  solo  voto  no 
fueron  mayorías:  que  proceden  los  registros  de  I).  José  León  Mora  en 
cuanto  solo  se  ha  trabajado  en  la  época  á  que  se  refieren  los  mismos 
á  razón  de  menos  de  metro  y  medio  mensuales,  faltando  á  las  condi- 
ciones de  constancia  y  asiduidad,  tanto  de  dia  como  de  noche,' que 
exige  lit  Real  orden  de  22  de  Agosto  de  1855:  que  las  galerías  Sabina  y 
lbnq¡^iH^n9iMm  49>  4eaagA^.ni  tienen  relación  con  la  dfi  M  MarnüTk 


silldt  la  caal  tampoco  es  general  como  se  dice  en  la  instancia  en  cu- 
ya virtud  recayó  la  Real  orden:  en  que  el  Ingeniero  D.  Manuel  del  Villai* 
y  Lario,  'que  no  es  inspector  como  se  dice  y  se  creía  por  la  Sociedad 
Víctor  Mercier,  solo  pudo  visitar  y  referirse  á  las  minas  que  están  po* 
bladas,  pero  no  á  las  denunciadas  que  se  hallan  sin  abrir,  ni  tampoco 
pudo  decir  si  se  trabajaba  en  armonia  con  lo  dispuesto  por  la  Real  or- 
den citada,  porque  no  tenia  conocimiento  de  ello  ni  su  visita  habla 
de  producir  ioforme  para  dilucidar  la  cuestión  que  se  ventila  en  este 
expediente:  en  que  el  fallo  del  Gobernador  de  Huelva  de  15  de  Mayo 
de  1863  es  apelable  como  todas  las  Autoridades  de  su  orden  y  jerar- 
quía para  el  superior  inmediato,  tanto  porque  así  lo  determinan  los 
principios  más  elementales  de  la  ciencia  administrativa,  cuánto  por- 
que lo  preceptúa  del  mismo  modo  el  art.  88  de  la  ley  de  1859  y  el  ar- 
ticulo 83  del  reglamento  para  su  ejecución  de  5  de  Octubre  del  mismo 
año;  no  pudiendo  nunca  reputarse  derogada  una  ley  por  el  reglamen- 
to dictado  para  su  ejecución  con  posterioridad  á  la  fecha  de  estos  ex- 
pedientes, y  menos  por  el  silencio  de  éste  estando  expre:^o  el  precep- 
to de  la  ley:  en  que  aun  cuando  sea  cierto  que  la  ley  vigente  de  Mi* 
ñas  exija  que  el  abandono  sea  cierto  y  voluntario  para  que  sirva  de 
base  á  la  declaración  de  caducidad,  no  lo  es  menos  que  la  cuestión 
presente  debe  someterse  al  criterio  que  prestan  las  disposiciones  con- 
^  tenidas  en  la  Real  orden  de  22  de  Agosto  de  1855,  altamente  favora- 
ble á  los  intereses  de  la  Compañía,  pues  que  en  otro  caso  si  se  pres  - 
eludiera  de  ella  y  se  admitiera  para  resolverla  los  preceptos  de  las  le- 
yes generales  de  minería,  sobre  ser  ocioso  cuanto  se  ha  escrito  y  ale- 
gado en  este  expediente,  la  pretensión  de  la  Sociedad  sería  de  todo 
punto  ilegal  confesando  ella  misma  el  abandono  ó  despueble  de  las 
minas:  en  que  la  Sociedad  Víctor  Mercier  y  compañía  no  ha  hecho 
más  gasto  que  lo  necesario  para  la  explotación  de  las  minas  que  tie- 
ne pobladas  de  tal  manera  que  sin  hacerlo  no  habrá  podido  sacar  la 
utilidad  inmensa  que  le  reportan,  y  cowo  que  las  demás  á  que  se  re- 
fieren los  registros-denuncios  no  están  laboreadas,  no  exigen  gasto 
tampoco,  y  por  lo  mismo  es  de  todo  punto  impertinente  cuanto  sobre 
aquel  particular  se  alega:  en  que  el  artículo  24  de  la  ley  de  Minas  de 
11  de  Abril  de  1849  por  la  que  se  concedieron  las  que  hoy  se  cuestio- 
nan, establece  ciertos  casos  en  que  se  pierde  el  derecho  á  una  mina 
siendo  ésta  denunciable  por  un  tercero:  el  primero  de  aquellos  e^ 
cuando  como  aquí  sucede  se  falta  á  las  condiciones-  de  la  concesión; 
el  segundo,  cuando  pasan  seis  meses  sin  haber  dado  principio  á  los 
trabajos,  y  el  tercero  cuando  eq^pezados  éstos,  no  se  tiene  poblada  la 
mina  por  cuatro  meses  seguidos  úocho  interrumpidos  en  el  trascurso 
de  un  año:  en  que  la  Real  orden  de  22  de  Agosto  de  1855,  á  cuyo  am- 
paro pretende  ponerse  la  Sociedad  Mercier  y  compttSia',  no  w  b^ 


cumplido,  por  coaaiQ  en  el  mal  llamado  «oearpa  general  de  desagüe 
de  ha  MargotíUa  do  ha  trabajado  el  número  de  metros  que  en  la  mis* 
ma  según  sa  espíritu  debió  excaTar,  lo  cual  es  también  aplicable  á  la 
de  Si  de  Diciembre  de  1859:  en  que  el  iofprme  de  la  Comisión  con- 
testando á  las  preguntas  propuestas  por  el  Consejo  de  Estado  y  el  dic* 
támen  en  pleno  del  mismo  encierra  tal  caudal  de  verdad  y  doctrina, 
que  no  puede  meno:^  D.  José  León  Mora  de  alegarlo  como  un  sólido 
fundamjsnto  en  favor  de  su  causa,  y  en  que  la  Real  orden  de  8  de  Hayo 
de  1868  es  válida,  perfectamente  legal  y  de  eficaces  resultados  por 
haberse  dictado  por  el  poder  central,  que  tiene  la  autoridad  para  ello, 
y  con  todo  conocimiento  de  causa  y  después  de  haber  oído  á  las  cor- 
poraciones que  podian  prestarle  el  coocurso  de  sus  luces  p  ara  la  deci* 
sion  del  asunto: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica,  y  duplica  insistieron 
las  partes  en  sus  respectivas  pretensiones  bajo  iguales  fundamentos, 
y  que  solicitada  prueba  por  el  coadyuvante,  oido  el  Ministerio  fis- 
cal y  el  actor,  fué  denegada  por  la  Sala: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Trinidad  Sicilia: 

Considerando  que,  según  el  art.  88  de  la  ley  de  C  de  Julio  de  1859, 
de  todas  las  resoluciones  de  los  Gobernadores  sobre  minería  procede 
la  alzada  para  ante  el  Ministro  de  Fomento,  exceptuando  aquellas  en 
que  declaren  la  caducidad ,  prescripción  que  confirma  y  completa  el 
art.  93  de  la  misma  ley  al  establecer  el  recurso  contencioso  ante  el 
Consejo  de  Estado  respecto  de  las  cuestiones  que  se  susciten  acerca 
de  la  inteligencia  y  cumplimiento  de  las  condiciones  establecidas  en 
laconcesioo«  y  que  además  viene  sancionado  por  la  jurisprudencia  de 
aquel  alto  Cuerpo  y  de  este  Supremo  Tribunal: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  22  de  Agosto  de  1855  se  halla 
confirmada  por  otra  de  SI  de  Diciembre  de  1859,  posterior  á  la  ley  de 
6  de  Julio  del  mismo  año,  y  por  lo  mismo  que  á  ésta  hay  que  atenerse 
para  calificar  su  legalidad,  puesto  que  bajo  su  influencia  se  han  hecho 
los  denuncios  origen  de  este  pleito,  y  en  el  espíritu  y  hasta  en  la  letra 
de  dicha  ley  existe  ya  la  teoría  que  permite  acumular  en  un  punto 
los  trabajos  de  los  demás  como  más  útiles  y  conducentes  al  progreso 
de  la  industria,  y  asi  entendida  no  puede  sostenerse  que  sea  ilegal, 
pues  aun  en  la  posibilidad  de  ser  admisible  la  hipótesis  contraria,  ha- 
bría que  respetar  sus  efectos  ínterin  no  se  revocase  en  via  contenciosa 
por  una  declaración  explícita  preparada  de  un  modo  directo,,  lo  cual 
no  ha  tenido  lugar,  por  cuyo  motivo  y  ser  ya  un  supuesto  aceptado 
en  este  pleito  la  mencionada  Real  orden ,  no  hay  términos  hábiles  para 
dictar  sobre  dicho  punto  resolución  alguna  especial: 

Considerando  que  la  cuestión  de  fondo  en  este  juicio  consiste  en 
averiguar  si  se  ha  cuoiplido  ó  no  la  Real  orden  de  1855,  definiendo  al 


efeeto  U  óbjígaciofi  ({ue  por  élta  se  imptisó  á  la  Bociédad  Mereiér,  y 
marcando  el  tiúmero  de  metrod  qae  ha  necesitado  realizar  para  cum- 
plir con  aqaella  en  el  socavón  de  desagfle  de  las  minas  del  Tfaarsis: 
'  Consideraudo  que  la  obligación  impuesta  á  la  indicada  Sociedad 
fué  trabajar  en  el  socavón  con  constancia  y  asiduidad ,  asi  de  día  co  - 
mo  de  noche,  lo  cual  solo  signiGca  que  la  labor  que  en  el  mismo,  se 
practicase  habiadescr  continua  y  sin  interrupción  alguna: 

Considerando  que  según  lo  ya  establecido  por  el  Ingeniero  Khit  en 
los  denuncios  de  1859  sobre  estas  mismas  minas,  el  avance  en  el  so- 
cavón de  desagüe  de  cinco  á  seis  metros  representa  un  trabajo  ordi- 
nario, y  el  de  nueve  lo  supone  constante  y  asiduo,  significando  ya  el 
de  11  que  no  se  ha  interrumpido  ni  de  dia  ni  de  noche,  y  por  conse- 
cuencia, con  ese  adelanto  mensual  está  cumplida  la  obligación  que 
impuso  á  la  Sociedad  Mercier  la  Real  orden  de  1855,  con  tanta  mayor 
razón,  cuanto  que  este  último  tipo  excede  en  casi  un  cuadruplo  al 
avance*mensual  que  tienen  las  minas  de  Riotinto  y  es  superior  al  que 
han  señalado  los  Ingenieros  Gil  Maestre,  Figueroa  y  lisera,  la  co- 
misión Prado  y  la  mayoría  de  la  Junta  superior  de  Minas  del  Reino: 

Considerando  que  no  habiendo  designado  ipriori  la  Real  orden  de 
1855  diversos  puntos  de  ataque  en  el  socavón  de  desagüe,  no  pueden 
presuponerse  éstos  ni  exigirlos  por  cálculos  a poííeríort,  porque  sería 
dar  una  fuerza  retroactiva  á  las  disposiciones  ministeriales  que  en 
buenos  principios  no  tienen  ni  pueden  tener,  como  no  la  tienen  las 
las  leyes  no  obstante  su  mayor  fuerza  obligatoria: 

Considerando  que  la  Administración  misma  ha  reconocido,  y  esta  es 
una  interpretación  auténtica,  que  la  Real  orden  de  1855  no  impuso  la 
obligación  de  trabajar  simultáneamente  en  varios  puntos  del  socavón 
general  de  desagüe,  como  lo  demuestra  la  Real  orden  de  1859  al  esta- 
blecer la  necesidad  de  fijar  bases  para  el  más  seguro  y  eficaz  desen- 
volvimiento de  dicha  obra,  entre  las  cuales  por  primera  vez  marca  el 
proyecto  sometido  al  Gobierno  diversos  puntos  de  ataque  si  la  Admi- 
nistración no  fuera  antes  todo  lo  explícita  y  previsora  que  debió  ser, 
esto  no  puede  redundaren  perjuicio  del  concesionario: 

Considerando  qne  ora  se  atienda  para  la  medida  de  los  trabajos 
practicados  en  el  desagüe  de  las  minas  al  plano  de  1859  hecho  por 
Khit,  ora  al  de  1860  que  ha  servido  de  base  al  Ingeniero  Cil  Maes- 
tre en  sus  cálculos  y  reconocimientos,  las  obras  realizadas  en  el  soca- 
vón general,  computadas  las  de  las  tres  galerías  existentes  de  Norte, 
Sur  y  Este  ó  sean  La  Margosilla.Savina,  y  llonaeiUo,  exceden  de  los 
nueve  y  hasta  de  los  11  metfos  ya  indicados,  y  así  lo  reconoce  el  Con- 
sejo de  Estado  en  su  informe: 

Considerando  que  ese  exceso  resulta  aun  mayor  si  se  cuentan  las 
labores  hechas  en  los  pozos  laterales  y  en  las  traviesas,  que  se  han  ex- 
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d«i4o  %<m.  uft  yigop  «o  miy:  jastíficado  .atMiiieiidb  áJo  fie  Jé  háso  bd 
lat  Mioríorea  dtimniUQi^  jilo  seria «00.  misallaa eliiftibabiiaiiak  poe 
ir9baj09ibeeho9<  daaptt6»  daloa  iaouaoloB  qoe^oftaietnpreávaalaBadot 
y  diflallea  y  no.impcMiUes'de  erieulaf,  comoTecMoee  dmiaun  lagai' 
nimi  Gil  Mae9ti%  y  to  cmu igm.  el  arl.  .30  dei.im^i|DMDto  de  i8M«  ao 
Mi  bqbiereq  hecho  cmuO'€iriteiáo.dematiadd  estracho  y  s^veroe 

CeQ8ideraado> que.. todavía  la  anuya  queaen^ao  la«  laboree  pNioü** 
cadaa  axáúm  á  baHadMíe  máe  paHieedoparala  ipedida^l  pkmo  úé 
iS59^  qiiees  «I  oficial  y  el  bidi»ltttade,  paea  el  de  liMO  apatecía  eoo  igca- 
ye»  defectag  y  oiaiie  Ee$o)ia:qQieBÍMra  att<aator,  attcgi^ndotdtf.aai 
aplicacioD  y  reguiaridades  tales  como  Ift  deque  en  loa  aaeseakidiedia- 
(amaote  antiMiores  á  loa  dena&eíoa.se  há  trabajado.^  cisoa  deJO  Jae- 
troe,  <Io  cual  declara  la  mayoría  deJaJualaiaaiperioc  de:Miiias-  que.  de 
niQgttq>iBodQ  puede  aceptarae^  sia  quetaaipoco  aati8£^ffa  laaf  raaoDaa 
qae  .para,  espliciur  estas,  diferencáie.  s^  haii'  dado  íaém  del:  eüpe-* 

rConsiderando  peapect^^  dftl^agaterka  Air .SaMim  y  Rale  MúmeUky 
que  figurando,  opuio  parte»  iAtegmDtoa- del  proyecto  gederal  de  des-*, 
agüe  pr^eDtado>aL  gohienao  para  «Ur  aprobaeiea  por  el  Ingenáenr  iLhit 
de  aeuesdo  eogx  la  Sociedad  Mercier,  y  ,hat»iéodola8:adiiiitído..la  eoaií^ 
ftloa  Brad9  eo4U  ioíofoie  para  isliobjeto  del  desaple,  teepoocieDdoqae 
ái pesan  de.  sus  defectos. eatio  de  acuerdo-  con  dicho. proyecto  cobmiab* 
tes  habían  admitido  la  Sur  Sabina  Khit  y  Gil  Maestre,  y  los  lagenieros 
Figoeroa  y  Uisera*  aa^^®  coa  eiertasUmitfKúooeaf.fioies!  posible  des- 
cartar los  trabajos  eoe^as  galerías  praclUadoa  por  >faltai  que  paedeo 
subsaparses  y  .que  qo-  soa  motivo  ba^taate  segMu  el  art;  6S  de  la  ley 
para  declarar  lacadiAcidad,'  sia  qqe  á  esto  se  opooga.  la  nueva  dirige-* 
clon  ee  que  aparece,  marchar  la  galería  Sur  Sühémi  m  el  earáolarde 
arrastre  que^.puecla  tet^er  la  de.£sla  M4)^MpiU0t  porque  en  la;dlrecoioo 
marcada  bí^y  también  qi^e  aeguir  para  depaguar  todas  lai  minas,  dd 
Surypro^igmeadq.adaB^te  de  frepte  hacia  los  criadeiEO^  del  Centro  y 
del  Norte,  como  se  vé  eo  el  plaiM)(  del  proyecto  gaeeral,  ypcrquesse* 
guA.coBftesa.KhitePfa^  coiquQicacijon  .de  31  de  Manqo  de  1864  se  puso 
deaiueirdo  coa  la  eao^psesa  para  qué  la  galería  ^^^  ^Monacilkki  cual* 
quiicra.  que  fuega  9u  primitivo  deatiaOf  sirviera  también  paca  el  des? 


#f 


Goqsideraodo  que  aju^tán^doae  á  las  prescripciones  literales  de  los 
artlfiulos  K  y  .53  de  la  ley  de  195B,  que  era  la  vigente  cuando  los  de« 
nnpcio9.de  JIora,  l|t  Sociedad  Blerpier  ha.podido  también  acumular  sus 
trabajost  J3omo  lo  iha  b?oho,  eu  ua  punto  4»  sqs  minas,  comparando 
estos  por.  su  ei^efo  y  magnitud  al  de  las  demás,  y  reatizaodq  asi  el 
peasami^to  cardinal  de  la  ley»  que  es  formar,  establecimientos  indus«> 
tríales  de  graj)  importancia»  sin  que  pontea  esto  obsten, las  demasías 


intermedia»  i(«e  puedan  existir,  porque  estas  corresponden  de  derecho 
á  la  Sociedad  Meírcier  como  dueña  de  todas  las>minas  de  Tbarsii^,'  ee« 
gun^el  art.  i5  de  la  ley,  f^por  e«r  «ausa  no  pueden  esUmaise  dísuoñti-^ 
nuaspara  loe  efectos  del  coto^y  así  está  ya  declarade,  ni  la  falta  de 
concesión  de  éste  porque  no;  la  exigen  les  mencionados  artículos  iñ  j 
5d,  y  además  porque  poedé'  congiderarsc  como  implícitamente  hecha 
pcKr  el  Gobierno  al  rekiraráia  empresa  del  pueble  parcial  de  sus  mi- 
nas por  el  socavón  general  de  desagüe  que^debia  atravesar  todos  los 
criaderos  de  la  comarca  >  según  ha  venido  á  reconocer  la  mayoría  de 
la  Junta  superior  de  Minas  y  antes  el  Ing'eníero  Khit  en  su  informe 
sobre  los  anteriores  deauncüos:  :   i 

Considerando  que  aun  eñ  la  hipótesis  contraria  y  admitiendo  por 
nn  oaomento  qué  no  exista  coto  minero  en  Tharsis  ni  se  haya  trabaja* 
do  en  el  socaTjC^ú  tbdo  cuanto  pudiera  exigirse ,  la  verdad  es  que  es- 
tando la  Real  ordenado  i6S5  pendiente  de  una  reforma  desde  que  ee 
dio  la  de  1859,  esa  novedad  colocaba  á  la  empresa  en  una  situacioQ 
especialísima  que  la  relevaba  de  hacer  grandes  trabajos  que^pudieran 
no  ser  aceptables  ypor  ello  completamente  inútiles  á  la  manera-  qve 
lo  están  los  pi^opietarios  de  miQas<  cuando  sufren  un  denuncio,  en  cuyo 
estado  por  no  trabajar  en  vano  y  esponerse  á  perder  el  tiempo  y  eldí*^ 
ñero  si  aquel  prosperase;  la  jurisprudencia  ha  sancionado  que  por  la 
suspensión  de  las  labores  en  estas  circunstancias  no  proceda  la  cadn- 
cidad: 

Considerando  ademis  que  el  expediente  adnfinistrativo  que  se  ha 
iniciado  por  Mora  es  defectuoso,  y:¿sü  vez  el  debate  contencioso  tan* 
dado  en  aquel,  puesto  que  debiendo  concretarse  según  la  ley  dd*i869  y 
la  jurisprudencia  del  Consejo  á  probar  el  abandono  de  las  minas  ó  del 
socavón  en  el  año  anterior  á  los  denuncios  i  ha  abarcado  un  periodo 
doble  llevando  sus  pruebas  á  hechos  que  no  tenia  derecho  á  investi- 
gar, y  resultando  de  aquí  que  las  obras  practicadas  solo  pueden  apli* 
earseá  doce  meses,  con  lo  cual  vienen  á  quedar  desconcertados  los 
cómputos  hechos  contra  la  Sociedad  Mercier: 

Y  considerando,  por  último,  que  la  diversidad  dé  apreciaciones  y 
cálculos  hechos  pbr  los  Ingenieros  eo'  las  cuestiones >cardinates  de  este 
pleito,  la  más  marcada  aun  entre  los  que  forman  la  Junta  stiperior  y 
la  contradicción  de  la  mayoría  de  ésta  con  la  comisión  Prado,  así  co- 
molos  dictámenes  contrapuestos  del  Consejo  de  Estado,  no  dejan  el 
áriimo  completamente  tranquiló  respecto  de  su  acierto  y  étáctttodren 
cuyo  caso  lo  más  seguro  es  mantener  el  statuquo  de  lae'cosas  respe- 
tando la  posesión  de  las  minas  én  \ót  que  la^tiéná:!  concedidas  y  han 
formado  ya  un  establecimiento  industríal'de  importancia  que  en  otro 
caso  podia  destruirse  por  cóbapleto  dada  la  correlación  que  entre  si 
tienen  les  oficinas  y  defléndebcias  del  mi^mo,' esparcida»'  como  están 
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enlodoa  kis  {nioIm  de  larotenoa  iDiii6Mi,.a^giui  aeif^teü'  qdo  déiiatp' 
pliads,  atMi[wráodote  güd  tal  pcooédeis  á  1^  jurispriidenoia.  «ataUerá* 
da  oit  eaias.  DÉaleaias  7  á-  los  prineipioa  geoeralea  de  derecho;         41 

VAllaiiioa  qae.debeinos  declarar. y  declaramos  no  haber  legaroá  la 
nulidad  de  las  actaaciones  practicadas  coa  postéripndad  al  deeoeto 
dd  €rohecBadoréela  pveriiicia  de  HíaeiYa  de  15  de  Mayo  de  1863,  tfpe- 
laelon  del  mismo  y. Real  6nlea4ué  deteráiiad  su  revocación,  pantios  á 
qnese  contrae  el  primer  extremo  de  la  demanda,  y  respecto  al  %^^ó 
sea  da  pretendion  qoe  para  el.  caso  de  ser  aquella  desestimada  deduce 
la  Sociedad  demandante  sobre  tí  fondo  de  las  demás  ctiesliaBes  ene»* 
toe  autos  debaüidás,  declaramos  asimismo  iihpcoeedentes  el  detouMlo 
y  caducidad  solicitados  por  D.  José  León  Mora  de  las  Í0  minas- á  que 
diofao  denuncio  s6  refiere ,  y  firme  y  subsistente  su  concesión  ¿  la  So* 
ciedad  Hercier  y  eompañiasegun  se  .eMinuS  porel  expresado.  Goberw 
nador  en'el.precitado  decreto^  dejando  portento  sin  efecto  la  Bieal  ór* 
den  de  8de  llagro  de  4868,  contra  ((ue  se  recísima. 

Asi  f>or  esta  nuestra  sentencia,  ique  ^e  publicará  en  la  Gaceta  ofi- 
cial, y  se  insertará'  en  la  Cokeoion  ^iakrími,  sacándose  al  efecta  Ias 
copias  necesarias,  f  devolviéndose -el  expediente  gubternatlfo  al  Mif 
nisieriode  Pemento^on  la  certiátodon  prevenida^  lo  píoonuaciamos, 
mandamos  y  ftrmamos.^sK^irilo^Alvarez.xiMttusiQio  Garcia.^s^Tomás 
Huet.:s:Grregerio  iue»  SarmientojcxJoeé  Maria  fletrerd^  de  T^ada.=7: 
Manuel  Matia  de  9a6naldo¿«Juaii  JMneiiee'Qnenca.;7aIgeacie  yieites,ss 
Juafr  Qano  MaBuel.=::!Íósé<  Jimeoex  Mascaros,  3»Trinidad  «Sioilia. 

Publicádeuiqi^eida  y  p«d)Ueada.  ñié.lá  precedenie  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Trinidad  Sicilia,  Magistrado  de  la  Sala  cuarta  jdel 
Tribunal  Supremo,  oelebravido 'audiencia  pübUta'iaimiaiim' en  id>  dia 
de hoyv  de  i|ue certifico ieomoSeorelavib Relatoren*  Madrid  .i> 8  de 
Abril  de  187¿.=Licenciado  Manuel  Aragoneses  C¡il.    >       /    ^ 

•       '  ^(Gaceta  áe'il  de  Junio  dé  i%n). 
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iPRI!StDEN€IA.'DEL  CONS<^JO  DE  MINISTROS.: 
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•  £ne)  efXpedieate  y  autos  de  competeaeia  suscitada,  entre  el  Goberna- 
dor de  la*  provincia  de  Murcia  y  elJuez  de'primera  in^tanci^de  Carta- 
gena, de  los.  cuales  resulta:   '     . 

Que.á.uombr^.de  D.  Jaciqtq  Hartinez  Marti  se  acudió  iipte  el  referido 
Juzgado. coaiuniotendicto,^e  .cecobra^,  coptr^  0.  Gregorio  £3téban  de  la 
Reguera,  ,por<iue'baU^pdoseel  demandante  desde  antiguo  en  ^  iquieta  y 
p^QA  pQsesion  de  una  bacinada  9ita  ea  Diputación  4c  3AQta  Xtucía, 


^\|éitiiÍBO  de  Cartagena*  pan^e  Uamaéo  fimi'lQati  ft  Qalluió,  Ivabta  dido 
amajadada  esto  posesiea  por  BviGfegom'de  ki'  Rdguera^iiei  cualy  sin 
aulprizacioQiegitífaa,  entró  en. la  expresada  finca, <mídid  parte' de  ali 
superficie  y  colocó  señales  en  una  porción  de  su  terreno}  todo  'oemo  si 
faesk  dueño  Ó  propietario  del  mismo:  <  « 
'  ¡^{xé  admitido  ú  interdicto  é  inférmáoiov  testifical  Crecida,'  sei  oe/IeM 
bró  juicio  .verbal;  al  que  no  asistió  eidemandadov'y  roeayó  auto  refftt* 
tutorio»      .-••'»       .'■••<  , '  -  ■'   . 

I  Que  el  Gobernador  de  la  proriada  manifestó  al'  Jpzgado  «pie  D.  Gre» 
gorio  Esteban  de  la  fteguera^  en  virtud  de.sttealidad<de  Ingehiero 'del 
ramo  de  minas,  y  como  dependiente  del  distdto'de  Múreia»  había  ent- 
trado  enlañUGaá  practicar  cíertd  dHigendiafeicultativa  ordfe&lida  por  el 
Gobernador  en  «1  expediente  de  la  mina  registro  San  Juan;  y 'citando  lo 
declarado  en  la  Real  orden  de  8  de  Mayo  de  idS9,  asi  como  en  difeiren'^ 
tesdeciéionesdecompeleBeiay  recpiiríódeinbibieion  alJnzgádo:  "i  ' 

Que  sustanciado  el  incidente,  el  Juez  sostuvo  sU'  com^toncia»  fuii- 
dándose  éa  que  con  arreglo.á  principios  legales  en  la:  actualidad  loé  6o- 
beraadoiües  de  provinciano  ptzédeá  ocupar  temporal  ni  diflnitivaminite 
patte  ó  todo  de  la  propiedad  de  un  particular,  y  las  providencias  que 
dicten  con  tal  fin  son  indebidas;  además  de  qme  en  el  caso  déla  conupe- 
iencia  el  propietario  cenió  al  Ingeniero  k  entrada  lOn  su  finca,:  ¡finopael 
fenciooario  d^ió  abstenerse- de  edtrar  en  ella  mientitis  que.  por  bs  Tti- 
bu  nales  no  se  lo  bubrnva  autorizado'  ddtidamciíate;  y  )»oit  ú!t¿iÉio,'^que  él 
interdioto  no  tenia  por  objeto  contrariar  providencias  adlfaimisClaíkmib, 
«ino  el  que  para  darle  cumplimiento  se.  llenaseü.lafa  prnecripeidneis  le- 
gales:  .1  '     ..      .  ..•..."••.<, 

Que' el  Gobernador,  de  acuerdo  con  d  paríBtíer  de.la  Diputaícnon  pro- 
vinóial,  insistió  en  su  reqaerimáento,  y  se  suscitóte)  preaente  conflicio 
que  ha  seguido  sus  tinámites:'  <         .  ^   .  *     I    •  '^:¿/ 

Vistos  Ifli^  {ailtículp?  5"  y  ^i*  del  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de 
4868,  que  separando  paraL.lps  efectos  de  la  niineria  el  suelo  del  subsue- 
lo, declaran  que  el  suelo  podrá  ser  de  propiedad  particular  ó  de  domi- 
nio púbneo^,  t  6^  dueño  nuifoa  pierde  el  ^Ici^ho  sobre' ^^á!\itilizarlo, 
salvo  caso  de  expropiación,  y  que  ol  subsuelo  se  halla  originariamente 
bajo  el  dominio  del  Estado  qi^i^'jiodrá'  difsponer  de  él  según  los  casos  y 
sin  más  regla  que  la  conveniencia: 

Vistos  ios  aríí  bulos  8;*  y  9.*  del^taismo  decretó -ley,  segü'tí  los  cuales 
soló  el  Gobierno  "puede  otorgar  aúíorízáción  t)araapróvebhát  las  éustfiín- 
cias  á  que  el  decreto  se  refiere;  y  que  constituyendo  la  cdiícésion  díel 
subsuelo  una  propiedad  separada  de  lá:  del  s\téiov  cuando  una  de  ambas 
deba' ser  aüulátdá  y  absorbida' Ipórilst  otra,  procederá  lá  declararon  de 
ulíHdád  ipúMiéa,  la  exprótrtaclón  y  lü  indemnización  eólte^ondiétóféi'ls 

Vistos  los  ai^tlcolos  15  y  17  del  referido  decreftt)íey,  seíftttt  loé  éiétté»*! 


Gobernador,  instruido  el  oportuno  expediente  y  demostrada  la  existencia 
de  terreno  franco,  d^bqi^  'yi¡epíiBn^pp^(Ckii  jla^n' josi  iQasos »  previa  la  pu-  , 
biicidad  necesaria,  disponer  que  se  demarque  la  concesión,  pudiendo  es- 
tas demarcaciones  comprender  toda  clase  de  terrenos,  edificios,  caminos, 
obras,  etc.,  siempre  que  los  trabajos  minemos  se  ejecuten  con  sujeción  á 
las  reglas  de  policía  y  seguridad:    ' 

Visto  el  art.  13  de  la  Constitución,  que  manda  no  puedan  ser  privados 
1^  esfftDOto^  tempo^wléiperpétuaxDeiAefde^tsliieDesy  derecbos/rntur* 
iNidos  eala  posesión  de  eUai»  sía^^aiviielild  de  ^seoteoaa^ijttdicial;  y  «pie 
tos  fiHlGionarioB.piibbcoS'  que  iii|jri4j<i&Aataipre4D»p«ioiii,'9erÍB  ¡iferoouair 
fl¡lell^respon$Ablesdlelddñoqae;oa^sen^  • 

,  Vista  Ufiíealárden'de  B-deAlayorde  4^39^ q«e  prohibe. á  lo«<Juzgad06 
y  Tribunales  la  i^dmision  de irüterdictosoon^ra  Las  pf  evddeucias  adminis- 
traliva;i4e: los  Alcaldes  y  DifiiiUieiioi^s  «Kk  lo^  asiiatos  de  su-con^tencÍA» 
cuya  disposkáoDse  hn  coMi(letfado^xtaii9Íva  á'ic^ai  las^re^viden^B^que 
risa  A«rtondadea  atoiiú&lrartvvas  <lic4enim  elej^cieio  df  sis  atribucz^nes: 

iQ()asid0r«iid!o:' "  v  •"•  ...'  •  <-  :'.•••■'•.'. 
'  .4.-*"  Qiie.laprovidetM^i^del'iiobernadordeMar'CíaB&liioitói  dispoiier 
la  práoiica:^  eiertafi  diillge&eias  reforeaies  ai  súbamelo'  de  la  fiaca  da  que 
/se-tr^^  coadolijíeto  de  ^p^ac<ffianaieoBQ«^iofi  míaera;  y  por;l^  tanto 
apareee^didada en  virtud'4&la8^faeult«Kie& qaelalsyfdel  ri^oKi  oooeede  á 
la  AQtofiidad<adB»>nÍAi0atí/va('         •.  ,         .   . 

%i*   'Q«iid  la  falta;  del  perfoisoí  del  propietario  de  una  fiaea  pafa  eolocar 

•  señales irefereates  al  «ubamelo  de  lasdisiiiay 'Sibieo  podia<dar  Jiugar  áia  ac-   . 

eion  deTesfWQsabilidadoeaí^ra  el  fw^maaafie  qti^  prespiadjó.  de  esAe  re,- 

quisüo,  noesmotivobastaQtQ.panai&indaFiai  eopipeteAeia  de  lar  Autoridad 

•judiGÍale«elpfe8ien4ecaso;   •    .'      "  i      ,.    .  ; 

.  Y3."    Qüoei>|«OY6ido.46l'4uea.eii  el  inl^rdioto  jcontcaríf  y  dejaría 

t§&M  la  proYidentáftjde^  GobenMider  4q  MufCia  favorable  al  veg^QSan 

Xbofofinftidwie  don  lo  conaultadapoif  el^nsi^fdalistaéQ  «in  ,pieno, 
'  Vea^eieAd^&idirefiít^cottipete^aiá.favoirdelaA^mi&isitacioQ. 
'    Badoieii  BatoeiO'  á  ^eíotiofthjoi'de  NpyieiBibrieí'd^  ^lil  oohoQiei)to^  se- 

4enta»y'do8t  (•;',:  í^  I M  .ii:'"-.'!'-.':  i--¡  i. 'i.^i^jj  )■/>.'     •'■«•. 
•  ■'.■•■■■'.•I    •■":r     'r    /    :    r  .....,,'■•»<'  .;.,.AMADEO«'.  ., 

'''MáiiiéfiírpiiioWkila.'''        '-'-'- 

:    '^'^   i!   (    'I.  r  .     >  (Baeéia^deMáiDiekmhtB'dékd'H). 
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MINiSfEftrO  DE  FOMENTO. 


,1.' 


. '   . .    .  ; .    . 


Exposición. 


SEÑORA  La  creá<ü6n¿6tas  BiMIotéieaft  p.dpukrei$^  cayo  t^fincipal  éb- 
jeto  era  coütribuirá  la  general  Ihi^trtcíoa,  difiíndieddo  en  todiad  las  bla- 
s^  de  fá  sociedad  a<}aellos  conocimienltOB  que  tan  IrtdispetisablM  soo 
para  que  el  pueblo  esté  por  su  iateligencia  á  la  altara  p^lítictt  áque  los 
ntíevos  derechos  cónqnislados  por  la  fóift)lación  de  Setiembre  1er  han  ele- 
vado, puede  y  debe  recibir  natural  complemento  y  má^ror  extensión  ponr 
uña  serie  demédjdas  encaminadas  al  miiymioiitt,  y  de  las -qbe  es  una  y 
de  gran  importancia  la  qa!e  forma  la  materia  del  áigdiente  debreto. 

El  cuerpo  dé  lirgeaierois  de  Miüafs,  i  cuya  ilustracüon  y  labbrioéidaíi 
se  debe  en  gran  parte  el  desarrollo  que  hoy  alcanza  la  iñd^U^a- minera, 
queda  encargado  deformar  con  la  brevedad  posible  éa  todas  Uls  pr<Mn- 
cías  colecciones  de  minerales  propios  de  cada  localidad  y  aplicables  á  la 
Iridiistria  ó  á  lá  Agricultura,  y  al  tnism^ttiempo  descnpciones  séiicillas 
y  claras  sobre  la  utilidad  práctica  délas  sustancias  minerales  compren- 
didas en,  estas  diversas  colecciones,  que  deberán  entv^arse  á  las  Escue- 
las primarías  como  medios  prácticos  de  inslrticeián!  para  la  juventud. 

Peroá  más  de  las.  ventajas  de  óf  den  moral  que  de  esta  tbanera  han 
de  obtenerse,  otras  tBntajas  materiales,  aufnque  de  impdrtan«da  suma, 
espera  elMinistro  que  suscribe  que  sean  corisecaencias  lógicas  y  niáttttfei- 
les  de  las  medidas  que  propone.  Por  dos  medios  se  llega,  en  'efecto;  á 
descubrir  toda  riqueza!  minera:  ya  por  tiabajos  oientitcos^-dé  investiga- 
ción, por  el  estudio  geológico  de  los  terrenos  y  por  el^támendti  lésió- 
siles,  deduciendo  la  presencia  dedeterminados eríaderos; ya, pov el  eo^- 
trario,  el  descubrimiento*  d%  éstos  es  resultado  del  aear^  Soterradas  las 
masas  minerales  en  sitios  solitarios  qiié  solo  visitan  los  hai^xtantes  "de  la 
comarca  al  pasar  por-eltos  para  ir'ááus  ñieúas  y  tnabajos^,  solo  per  ex- 
traña casualidad  llama  la  atención  del  campesino  el  canto  rodado» 'pro- 
cedente de  de^agrigáciones  de  la  masa,  ó  el  afloramiento  de  un  filón  cu- 
ya estructura  y  caracteres  ej,tfíEÍprfti,  pojr, deferir  .dfi  los  que.^fejsenta  la 
superficie  general  del  suelo,  despigjjji^la^yiriosjd^^  del  lu- 

cro. Muchas  de  nuestras  principales  comarcas  aeb en  &  esta  causa  el  orí- 
gen  desu'a)CÍ¿al«Bgltnd6CÜQÍbifio)\y^>daró^es  que,  cuando  sus  habitan- 
tes hayan  adquirido  ciertos  conocimientos  prácticos  de  las  sustancias 
explotables  en  ](||||j||||||||||y||||i^  serán  más  fáciles  y  más 

SeglUKMU         

"atajas  que  hci  de  proporoio< 


nár  el^<»tt(y  que  hoy  somete  á  la  «probaelon  de  Vi  M.  el  MMitro  que 
süseribe. ''    ''•.... 
Madríd  18  de  Octubre  de  487t. 

£1  Minis^o  de  Fomento^ 
«losé  Eehef^aray. 


» í  .  .    » 


DECRETO. 


1  •  <  . 


Conformándome  con  lo  propuesto  por  el  Ministro  de  Fomento, 

Vengo  en  decretar  lo  sigúieiite': 

Articulo  i*  Se  formarán^  con  destino  á  las  Escuelas  de  primera 
enseñanza  de  todas  las  provincias,  colecciones  de  los  minerales  que  ten- 
gan aplicación  á  .1^  iodu&iria  y  ü  la  /igrioi^\turA.      ^ .    ; » , 

Estas  colecciones  constaran  de  las  especies  qué  más  abunden  en  la 
localidad  á  que  se  destinen,  y  de  aquellas  que,  aunque  no  sean  conocidas 
en  ella,  tengan  granimportaneiá.7  ^pliOflícion  á  la  agricultura,  cómelos 
fosfatos  calizos,  sales  amoniacales  y  sales  de  potasa. 

Art.'i*  Estas  QÓleccíones  irán  acompañadas  de  una  descripción  mi- 
neralógica escrita  con  la  claridad  f  Sencillez  que  necesitan  tos  centros 
de  instrucción  á  que  se  destinan.        '  '' 

Su  estilo  deberá  áer  ametió ,  y  contendrá  además  una  relación  á'  gran  - 
des  rasgos  de  lo^'princípales  fenómenos  de  la  naturaleza.       ^  -      • 

La  descripción  de  cada  especie  constará:  primero,  de  sus  cara  éteres 
esteriores  y  empíricos:  segundo,  sü  yacimiento:  tercero,  analogía  con 
otras  espacies  qué  tengan  aplicación  á  la  industria  y  la  agricultura;  y 
cuarto,  sú  uso  y  aplicaciones'. 

Art.  S.*    Los  Ingenieros  Jefes  de  minas  dé  W  provincias  son  los  en- 
cargados 'de  la  formación  de  las  colecciones  de  que  se  habla  en  los  ar- 
tículos anteriores  ,  y  al  efecto  recibirán  las  instrucciones  necesarias  del 
Presidente  de  la  iünta  ^superior  facultativa'dé  minería.  Uña  vez  ibnhadas  ' 
las  réiñititán  á  tod  Gobernadores  para  su  distribución.  <    ' 

Art,  4,*  Los  Gobernadores  de  las  provincias,  oyendo  á  los  ingenie* 
ros  Jefes  de  lai^  mismas,  4iárán  el  reparto  de  las  colecciones,  empezando 
por  las  comarcas  mineras,  y  enviándolas  á  las  Escuelas  por  conducto  de 
los  Alcaldes;  debieddo  ^uedaf  á  carg(^dé  lós  Nuestros,  W  cuales  seráu 

responsables, de. 9O.0opservaciOfi.        .   . ' 

Art»  5.*"  Los  Maestros  de  Instrucción  primaria  serán  los  encargados 
de  enseñar  en  sus  Escuelas  respectivas  este  ramo  de  las  ciencias  natu- 
rales ;  las  lecciones  deberán  tener  un  carácter  práctico ,'  pues  el  objeto 
principal  de  éstas  debe  ser  el  conocimiento,  á  simple  vista,  de  las  diver- 
sas especies  que  contengan  las  colecciones. 

Art.  6.*  Los  Gobernadores  adoptarán  las  disposiciones  convenientes 
con  el  objeto  de  que  no  sufra  retraso  la  remisión  de  las  colecciones,  y 


se  originen,  dando  cuenta  todos  los  años  á  este  Ministerio  deljftüiimarA 
que  se  haya  enviado  y  el  de  lasEscuelfsqt^ft.las  twiyAnffecjbii^»;..  \r 

Dado  en  Palacio  .á  diez  y  oclm^  de^  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta 
y  dos.         '  i    .    «. 

•"■'"■■"•'     '   '"•  AMADEO. 


El  Ministro  de  Fomef^Px 
«ÍO0¿  Eehegaray. 

(Gaceta  de  Z  de  JHmmbnei  ide  487S|  > 
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MINISTERIO  üfi  LA  GOBERNACIÓN. 


I .     '  •  •        I       .  .1 


-''  •  '•■' :  -         ■'  BBSQRBTOv    '•    ,i''  ....:./•,...:. 

V^rifif ;Soc|ed^4,e^  mineras  y^ otrad  de .ep|casQ  capital. han  S9li^it4ido 
rebaja,  en  «I  {jiiecjo  de  inserc¡ion  en  U  Gaceta  d^. Madrid  y  ÉoleRfies  o/i- 
ciares  de  las  provincias  de  ¡as  escrituras^  estatutos  y  áctás  de  (¡onístir 
tucion,  d^  las  o(|i^pas;  y  S,.M,  el  rey  (O*  D*  G.),  deseando  conciliar  los 
intereses  de  aqujsllas  cóo.los  de  la  Imprenta  Nacional,  que  vive  .d^  8U3 
pro{|j¡os  recursos,  y  con  los.de  las  en^presas  de  los  Boletines  oficiales^ 
ha  tenido  i  biea  di^ppner,  de  conformidad  con  lo  propuesto  por 
y.  I.,  qqe  tas  escrituras,  estatuto?  y  actas  de  constitución  dé  las  STocie- 
dades  mineras  y  de  todas  aquellas  cuyo  capital  no  ext^eda  de  5O0.(K)Ó 
pesetas  fe  inserten  en  \sí  Gaceta  d^,  Madrid  y  ^n  los  É.oleíi¡nei  ocíales 
délfis  provincias  cod  Ic^  rebaja 4e^n^5  jpor  iOO  sobre  el. precio  de 

tarifa» . 

De  8e^  orden  lo  (Jigo  á  V.  I,  p^ra  su  canocímleqtq  y  efectos  con.- 
siguientes.  Dios  guarde  í  Y.  I.,  muchos  a&o^!^  Madrid  %Í  de  Diciembre 


.!•   .  ..,,  .J^jmvíí-  ZjVAVÍUWhAí».     ;    .  ..    I  <..j 


Sr.  Birecmiír^AífiiftisKadqr  4^  Ulmpr^n^.líacíowl,.  ,   ;,;,.;/..; 

(Gacetade9l^4eDicieml>fedBké9i)i      ^i 

'■■■•■  i  '  •.       '.        '  '        .       >.         i'\       ii      .■  •    I    f.  •       •       i'*'      '    -.1  i".     .•       / 

I 

'       '    .  •  >  I        '•  'I      ' ' .       •    1    .  '    .       >       1 .1   '  J  I ' '  '  I     ' ' .        .1  i        I .  '     • '    I     .  ■ .      •         ' '  I 

,'  '    i  ,  .  •  ■  "•       •    V  •    "i     ■  i   :        ..     ■  '  •!   ^.     :  •   .    ; 

> 

i  ■  '  ,  . 

•  '         <    •  <      '  .    É         ■  '    '        '       1      *  I     I.         •  '  •'  .  t    I         '  .  .  *  ' 


■  til 

1..  '       '• 
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tñhí^ít  ¿drié  de  Madrid,  á  tS  dé  Notíetíibre  de  tÜli,  eh  lóff 
áuM  eontetrciosó-admlDistrátirers'  que'ant<^  N'os  penden,  seguidos  por 
D,  GMzáló^Bafiois  y  López,  i  (Juieñíepresénta  ét  Licenciado  D.')[Vafaet 
Serano  Óilrófa,  y  ía  Adthiñistracioh  general  del  fijado,  que  lo  es  poír 
«!  ikiinfsterío  fiscal,  c(oadyttyada  por  el  Licenciado  D.  Hafaéíttónares 
Gebritn,  y  en  ^Himo  estado  po^  eí  dé  ignal  clase  b;  Manuel  Alonso 
üattibé^  éfi  noníWede'9.'Jbsé  Gotiáez  Cáhüvas^,  como  Presidente  de 
Fa  Sddedad  iBin^ra  íá  fútf 'Véiñilai  í  Virtud  dé  dpétacion  interpuesta 
por  el  primero  de  la  sélaWei^i  dictada  jpbr  U  Sala  de  lo  éivii  de  ¡a  Au- 
tfi^énbia  ú^  Álcete  eñ  14  de  Jbkñd  d«  rí?!  declarándola  Válida  y  sub- 
sistéofe  (k  concesión  de  la  ntína  Htf tufada  Coc¿ta%üs. 

Ite^oltandó  4üe  é^ '«  d^  junip  dé  4867  &.  fiVariito  Lfános^ger 
ptéséúl6  escollo'  áí  Gobernador  titil  de  Iftúrcfa  manifestando  qoe  de- 
íéübáilqttfrirla  propiedad 'dé  una  pertéi^en'cra  mitíerk  Incompleta  con 
é!  iítaTd  dé  Fidtídá,  de  niineral  pTotUÍzo:  én  terreno  det'Eistado  de  la 
ciudad  de  Cartagena,  cuyo  mineral  se  hallaba  ^a  ai  üéácubíerto  en ias^ 
IfliboVes  áélik  iñitik  eoi¿o/¿íi^d«  de  Ia$o¿íedadXa^  Paz;  la  cual  noha^ia. 
trablíjéido  dentro  délÜérréao  dé  su  deiíi'a^óácion,  'faltando  i  lo  pi^ere*^ 
áidó''en  él'iVt^.  Mf  déla  ley,^ estáíidd  por  \ahtD'¿omprendidá  en  él  tó, 
eásó  4.'*;'  hallándose  hdeoiás:  én  condiciones  de  caducidad  porque  liais^ 
fabbresqné  existiati  enf  su  tiérréhó' estabá'tf  rcrfnoáás?  mal  jirigida?  y 
gentadas, {klt^dd'á: Ib disilueát^G^ián  él  caso' f.*  deTmisúió  articuTo; 
expresando  eridlchá'  'sblibÜud  la 'designación  del  ré^^stró,  consignan- 
do la  cantidad  déSO'estUdo»  y  aconipáfiándo  el  oportuno  plañó:     ' 

Aesultatído  (iuefólíúiiíadó  eit>^dientíf  y i^otlficade  eii  forma,  el  con- 
cesonario  D;  AntoViib  tétet  tfarbdi,1'residénté  de  dlchá^  Sociediilid,  se 
opu^é^  al  áotéridr  registró  pótetele  Ta  niina  Coco^aÜol  no  estaba  ni  ha- 
bi¿  éstádb  abátídonadá:      ^^  -     •  '    \ '       '        ." 

Resultahdd  qñe  jasado  ¿1  ^xjpeiíietifté  á  informe  dell  lugeniero  Jefe* 
de  Vinas  del  DiirtMto,  fe  détblVid  acoi)ipañando  el  que  había  emüido 
el  die  igdál  óTasd  D.HanüéK  Halo  dé^HoHda,  tomisrionado  al  efecto,  y 
en  el  cual  manifestaba;  que  no '  tóAak  tas  éscataCionés  practicadas  por 
la  referida^  Sociedad  coüió  bbrréspíündiéntés  á' ta  anunciada  miHa  sef 
hallaban  dentro  dé  los  limiten  de  sú^cdnce^ioü:  qué  üdáf' gran  parte  de 
los  huecos  que  existían  no  hacia  mucho  llempd  habiafa'desiAparecidóá' 
cádsa  délos^  hdnáidriéátoé',  ba^fflfnée  fréctiéhtes  en  díéhá  mina,  ó  'por 
lo  menos  éstáb^anr  íntt'atisitateés,  jÉ'piiT  el  estado  irisegürd  eñ  que  ha- 
blan quedando,  6  tapdMá''^é(óriíye  caiftidíid  di¿  Msscombi'os  attimula-' 
uo8,poff!óédfili!iü  le  hálala  éidU  pd^ibÜeteéorrdcéHa  íiótaHdád  dé'rdif 
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trabajos  ejecatados;  PHo,iA9f,f-PPj'A^40'9Uo.flAQ^ba  comprobada  la 
existencia  en  dicha  péi^fédeiTeía  aé'ua^püábra^Dameroso.  mayor  que  el 
exigido  por  la  ley  en  su  art.  50:  t^tie  á  su  juicio  era  indispensable  va- 
riar jadie^lojieifte  el{ j|^))qreo  4.e  Ia  mipa,¡(^s  cog  ,\a,ii^rf¡^ ^Q.gj?í|d&» 
á  má:^ ,  de  no  e^tar  garantida  la  vida  ,4^  }ps  |tr¡aÍfya(j|ojcf s^  ^o.  s;^,  coj^i^f -, 
§|uia  ojtra,  cosí)  que  in^tilifsaíla  CQOíplfi^qtteat,^  porji^  qp^iprop^pií^ 
lai^u^ti^lpcion  d^lDiodpde  labqreo  pop  eldé^x^on^e  geq^ral^ia^t^  ,fj:» 
c/»Dz^r  uQ  i^iyel  inferipi*  al  ac^aa],  ó  s^sp^^ipp  ^^elps  .irs^bfgp^  ei^i»?^ 
tse|)t(^^.y  apertijijra  ^e  .otrQs  nuevos  ppr  ba^'q  4e  és^l¡9,,f)|^'2\Q(la  m^  pi«lp, 
Sttficieatem.qqte.gr]u\esQ  para  la  cpqsUucj^iqn  ^  k>s  h^cps  si9'pej;iof¡^ 
señaláofloa^  el  plji<so  de  tres  m^eus  paj:aj^plapl(3(^((e?(m^lqpie^a  4^i(^ 
dps,  métotdos  nue.pQdrift  plegiría  SoQiedafl  ^(»  ft^:,...  ,¡;    .;    ,  .     • 

.  ^esuU^do  9i[ve  decretado;;{|si  por  ol.CfoJp^rpador.^n  pfip  Dipfeipbre 
de  1867,  optó  la  Sociedajl  pof  ispiprender  JabQxe^^.er^profiiDdidad  ea  la 
i][iina ^opo/a^os  para  c^traye^fl^  por  ellpsi^a.jBp^  d^  .{ps  bun^imjj^tos 
y  establecer  up j^ueyasis^t^fi  de  trabajos;  que  poQpi)ja¿e  Mi  ^%^rÁda4 
()p  los  operarios  y  el  ii\pro;?epha.miento  ,tP,^l;  de.los^iAejrs^les.gu&pu- 
dier/iD  encpfitrarse»  $  cqyp^s  trabajos  d^d^  s^  b^f)ia  d^^P^yct^pri^ipío. 
y  coniípuabao  sin  ioierrujjc.ioa;;'!,  .,  . ,  \.,  ,, .'  *,  „,  ^ ..  ,  j.. .  ^,. .. 
.  Besultando  qua  en  12  do  Noyleisabre  ^^^IB^S  .i^apdó  ^  Gp.bei:i)i^dar: 
queserei^aitiera  el  expediente  ^ÍJngi^niepoJ^fe  4e  Iliqas;  ,pf,r|i\<qi|^,^-; 
fpppiase.si^la  Sociedad  ¿a ./'(i^  habia^Qgujdp  eo  1.^  9!^ploitaoion  d^la 
precitada  mina  el  sistema  que  se  lebabis^  iudijt^^fiOr  y  veri^ti^ndflp  jsl, 
.  Ingeniero  p.  Gregom.Estébaa.de  lali^^ig^  pi^  ?8.de.FeT 

brepo  de  1869  que,  los  dupñps  de  la,ipina,n9.  ^abif\p  i;umpli4.e  cpn  lo 
prie|cpptuadp  en  6  de , Diciembre  ap,t9i;ipF,,,tapf|}  en  uo  tr^ba|fir  en  las 
labores  joüandada?  suspender^  c^antp  c^pn  Ji^s  pifevafpea^abwtas: 

Resultando  q^p pedido infp;'a^e¿  la  pipu^ciop  p^pyincial»  ¿lo.eva- 
Quó  ^0  3  de  Junio /^igi^ipnteiuiínifestandpq^p  la  $p,QÍed/id  fi^  Í^ai(  ba-, 
bia  faltado  jibierta y,  temerari^pepjte.  i  Ip, preceptuado ;á  lo  q\ip  se 
obligó,  por  cuanto  las  labores  ejecutadas  en  la.  jDQJna.ibau  á  paraj  y  éí 
et^c^ntrarse  pop  ^^  antig^as;^  y^si  algupa  ^teo^  p^ofupdifiadf  ^ra.tan 
ippignjLQcan^j  que  no  satis^c^a  á  ip.piaodado,  d^\ic^^ndpsp  ló^icar 
'  mep.te.que  la  codicia  pp.in^pgu«^a.,,.por,]|p  qii^creia,propedial^in^^- 
diata  declaración  de  caducida^d,  poQfpj^p.,C90.  ips  ^  caicos  ,1/  y  2.°  deji 
afticulo  6^  de  la  ley;  j  confpru^áptlpse.el  ppbernador  epip^v  este¡  dicti- 
mpn„por  decrptp.dp.d  de  Julio  de  1^9  .^jQqrptó^a;. caducidad  (ie.l^ 
cohesión  d^>  r^petijilamipa:.     ,,j  ^i- ;  j  ,,:      .-    ,   .;;  ,  ,,  ./ 1! 

ResaUando.íqu,e  á  ^u  Virtu4  .^l  ¥ífi.8Í4^tft.%Jia  ^.PPieclad  ¿a,  P,az 
presentó  dpip.anda  pontencip39rai)i]Q^ipisU:flHya  apíe  la  Sala  de  Ip  ciyil 
epJa  Audiepcia  de  Albi(ce^.pi(^i?ndq  i^^  dejjase  s\^  ^feclif^^^icbo  dd 
cretp^  dec,la;rá^dq.|v4^ida  y  .su))ahtopt($.  la  ,.c,9Pfesáon^J{^^(!^e^<^^  cou 
tal  motivo  las  alegaciones  que  creyó  oportunas,  y  acompañando  una 


ce^ttfleatíoH  feéhltta  eirl4  deXuriio  déMtMj^r  el  Mngefiiéro  t.-üa- 
dM  Halo  fle  -MbliM,  qtfe  fué  ét  qoa^^  el  primer  ioforme,  en  ht  cutit 
reOeré  qtié  ílaíiááda  á  inslaDetá  de  lá  ^eiedád  La  PtízpñVBL  decidir  y 
pletiteaír  el  ^síema  de  ti'a1)ajo8  eh  preñiDdfdad,  acorde  con  la  propaesta 
qae  teoia  hecba;  Id  Teríteé  ettlné  fdrtniDOiá  cfae  creyó  dp^Hüaes  qtie 
pasado  algnn  tiempo  practicó  otro  reconocimieato,  y  se  €k)nvefi^ 
dó  'úé  que*  se  eompltanr  eof  Íoé^  liratiajos  sus  prescripciones:  que 
después,  teoieodo  ttoliciálaSédfedad  ñ^  que  úparítdafioóélá  nuera 
galería  en  e)e(iQcfeia  en  el  pozo  malaoale  oócuraplia  con  las  condido* 
Bes  sefiklad^s,  practfóó  otíro  récooocfmiento  etf '  compañía  det  Presi» 
denté- de  aquella;  ysiendó'ioiertála  falth,  pties  contra  lo  prerénido  ha** 
bia  coñferfidó  dfcha  \nbor  en  ascendente  en  vez  de  ser  horizontal,  se 
suspendió  por  él  Presidenie  esté  trabajo,  ordenando  la  ¿ontinuaoion  eo 
profiiiÁdidad  lÉíi^ntrtfs  lo  peémitiesfé  el  agua  que  ya  sé  hal^ia  presenta- 
éo  en  UciAdtira;  la  cnál,'séigun  habüii  yistd  accidental  y  posteHoi'^ 
meóte;  se^faabiaaef&éitflfdd  en  ixíais  de  seis  inetro!l: 

Resultáhdo  que  confet'ido  traslado  de  lá  demadda  al  lüéisterio  fis^ 
eál  y  también  á  D.  B^tisto'  Llanos  BagéT,  éomo  coadyuf ante  tfe  lá 
Aámíoistraeioiir,  el  cual  eedfó  después  sus  derechos  al  registro'tie  la 
mlíiá'PUeidá  nú  D.  -  Oonzafo  BáíSos  López,  lo  evacuaron  pidiendo  en 
dieseiftiniaselB  pretensibn '  dél  eoritráHo,  ia^poniébdole  las  eostas  por 
los  fundamentos  que  adujeron,  basados  en  el  reSFUltádo*  dél  eipediente 
admitatiatíratiro:  '  .  * 

Resudando 'que  present^BidOd  los  escritos  de  réplica  y  duplica;  y  re- 
cibidos'los  autos  á  prueba;  D.  Antonio  Ferez  Harco  presentó  19  testi** 
gos libres  dé  las  generales  déla  ley,  que  por  haber  estado  trabajando 
en  la  mhia  Comatosos  y  otras'  inmediatas  cuándo  ellagetiiero  D.  Gre- 
gorio Esteban  déla  Reguera  ñié  á  reconocer  lá  mina  les  constaba  se 
fibspédé'étt'laf  tfasa  délateina  de  los  Srés.  Baños,  de  donde  áacó  los 
trabajadores,-  decjfutenes  tomó  informes  del  estado  de  aquella,  y  que 
al  hacer  élíréebnbiimiéáto  sólo  üefljó  en  labores  tiejas;  sin  querer  re^ 
dónY)cer'nÍlnslpeC(iionár  las  módérOas  que  se  estaban  ejéctrtüOdo  ^or 
eonüéctaeocfa  dél  inf<>r[he<y  bajo  lá  dirección  d^  tí,  Manuel  Malo  dé 
Méfína,  pué»  no  le  rieron  bá^r  por  eí  pozo  donde  se  hallaba  el  ma- 
lacate: •'"'•  ''•••'•;'  "'",'" 

Resultando  que  otros  47  testigos,  con  las  mismas  circunstancias 
que  Ictts  anteriores  y  por  iguales  motivos,  y  él  dé  'tener  conocimiento 
en  todos* loé  terrenos  de  la  Sierra,  asesoraron  ser  tíerto  que  desde 
primeros 'del' aS9  de  1866  se  emprendió  el  laboreo  de  la  mina  Cocota* 
«os  bajo^  la  dfirecéion  facultativa  y  coé  arreglo  á  lo  propuesto  por  el 
Ingeniero  dbl  Gobierno  D:  Manuel  Malo  de  Molina:  qué  los  trabajos 
principal^' consistieron  en  una  labor  maestra  en  el  pozo  del  malacate 
f^n  irMseffíNiíido  coQ  mutas  de  sostenimiento  y  pedrisas  los  minados 


^9á^ 

tsÉAgmot  q«6  &e  ^QeoQUatel:el|.QlItorre^o:^qU(9r,t94«.la  .9ifiri:«4l#iR^ 
tflgeoK  en  ge^erfl),  asi  c^t^^o  la  mm€ofioi(fito^i,  e^mimvffo^  mm9k* 
mente  deseompiMtQs  y.UeAO9'j|0i|)if)a<lo«  aaiigatis  trr9gq]af09  qj^m 
9U.  inayor  p«rte  ofrecían' p^ea.  &eg9ri4ad  y  conUpuos  biiii(liqii9i|i99i 
giiiq)i#¡«al^  fuese <^au9i|  ¿^  la,,m#la,  axploU€áQi»i<6iao.Ue  l«s,  riaoftes 

Re8ttUa»40.  qua,  á .  iqstaii^ifi»  4je  te  ini»ma  parHi  9e  ratifica  ellag»* 
nmo  Q«í  Maatt^  Malo  d|a  I|oÍíbj^  bq  ap  usforoié  y.  6>erlUl€acíea«  ^ipti* 
sando  que  .qomo  ujih  detalladataH^q^.  se  especificaba  9Q  98ta  úlUma* 
da4a<ea44 4<?  4aAÍo  d«,i8^  y. presentada •eqo.  la  (|€(iiiaDi^  .fiaitéU 
rafeEÍd^.Qikwt  Cúcotlaios  tr^s  v^epes  diistiptaii^  y  otdeofS  I99  Irab^íoa 
quealiUe  eicpresabaoi  y  querduraAte.dichas  vdsitaa  m  ^.pr^etica^af 
otros  trftbiSJQs.  que  las  d|9Si^i:Uos,,  siiQ  <^oo8tar)e  atr^.^paa:  1    •    :  >       .  . 

Jle9iilMiA4<i^.que  eillog^iMero  D.  Andrés  A-lQolad'Q  y  iipari4Mo«  Jefe 4^ 
MÚDíaadel  dialTJio  de  Hurcia»'C<e$i)U0cóe4:^^,4^<  Abril  d#  4871.  quezal 
anterior  estuvo  eQ:tpdo  elaBo4eitífi8.poiqo  Iqgeiew^.A^acaféciar 
ofi^isd  eu  di<rti4  previqcia,  y  taiubÍAn  en  i4  de  Junio  de  4869r8i<^'que 
dejarse  4e  pertenecer  al  cuerdo  nficioj^l  deiogeBtfrpu,  por  1119a  que  ii^- 
jase  d0  prestar  sus  aeryi^ios  oieialmenteen  la  repetida  pirOTipcMtW 
16  de  Marzo  4e  aquel  auq  á  virtad  de4a,B^  i!ivdeq  de  i  4M  mitoio 
nee,  eo  qué  ae  le  ;auto*viz«tba  para  dedioBjfse.aljs^Ft^o-  de  ^empr«»ai$ 
par'tieul^sidpca'atQi4os2|BQs;     ^  .       .    .  |  .  .; 

Resultando  que  para  la  prueba  de  D.  Gonzalo  Baños  d^olarKroQ.jIS 
testigos,  8ÍQ  corapreaderles  las  generales  4e  la  ley» .  expr,eaft94o, ;  por 
haber  estado  trabsyaodiQ»  ^n  la; mina  OocatOMs^  que  le8,4^q8Miba  <|iie 
.é$U  fuá  ezplotfidá  codicios^inep^  por  la  ^ociec^ad  la  Paa^  tAqíeDri9 
excesiro  número  de  operarios,  y  :trahaja4do^^re|abor«(art|iAoaas;.  que 
en  ^0^0  elaño  de  4867  (aeren  {i:equentea  los  i^unc^mieniea  eutUí  míoa, 
pro4ueieQ4o  yarias  desgracias  personal^:  .q\i9  en  los  ipasea  de  Etter# 
y  siguieetos  4e  1868  la  Sociedad  siguió  ;trabajan4e  en  )a  misiva  fetma 
y  (3Q  lasfQlspoias  labores.que  hasta  ei^tonoes,  sin  fqrtiftcar  la  pertepjBQ; 
cin  ni to^naiT  urecfiucioQes,  sc^uo^.le  hfbia  mandMg<^or.el  Gpberqa" 
4prá  lyrineipiea  de  IHciembre  4e  1867t  y /qi^/^ diputes,  d^ea^..|¡e|&^f 
vieron  frfs/ppi^otecneote  á  loa  trabaj>49r^i  en  lof  pozos  ^abd^dps  eqr 
pender,  y  singularmente  en  algunos  de  ellos  que  ofrecían  evident^-p^^ 
ligro:  •   •  ••,      '  »    ■  .,>.',.,: 

Rf^ultando  que  á  pceguntas  que  hizo  á  losnúsmqs  testigois  U  parte 
cpntraria  coqtestarqn  qu^como  trab^jfdp^res  en  la  repetida  ;a\jipi|ibiH> 
bian  penetrado  en  su  iptarior  vacian  veces^r  s|p  .podgr  expre^r  Ía8:ép<>^ 
casi, sabíiaiule  q¡ue  las  labores,consi^U^p,c^a.po^oa  y  gaJerM^,  ti^^im- 
dos  pi^qs.y!  re}i|tn4i|áad)9se.pt^osrpeqetrando:  en  upos.  acfiastrá  y.  ,q|i 
otroíf  apn  i^aci]ii^as|{)Of.qpmunicarse  unos  con  ptrQ^df^rqúnaq^o^i^" 
gun^  ((«|stiflp«:toM)fttbr€;f  4e.b^pfO^  ^gfi4fií#?iii)f.-4zv«4(fl^ 


^  nénero'dt  Oftertriof  ««AriÉlMi^  li«Meii4o  Itegadovatias  vieetoa  >á^  iOQ: 
fiie«oer«derto4i«liie9ea  heeto  ni'VíslolMcer<pedrtaa8«i  mares  de 
«MAtDÍínieato  para  fotüfieír  lis  obras;:  Me)reidii  «e  «ospeoüeroqr  Idls 
trabsjios  é«  fllgVBOv  ^oaós  palrlaTuloa  f  ae  alneiiaBaban;  aiad&aodoaw» 
4Iiie  cuándo Hn el  Ingaoiero  á  ▼isitavlaiininase  kacko  peddzaa  y  dea* 
pues  86  qallflbao:< 

.  Resultaiido ^ae  paral» pnMba 4a la  mitoaa  parle sa  nMáflcarea  en 
sos  eeriifieados  loa  Ingenieros  B.  MatiiMi  Mak)  de  MoHoa*  y  D.  (rregiH 
fio  Estétaían  de  U  Reguera,  uniéndose  á  los  autos  an  dictamen  delln* 
geniero  Jefe  D«  ándráé  Alcotaido,  queapanecia  en  el  expediente  Üorma* 
úú  en  elGoiiiemo  de  prosíDcia»  sobireeaitraümhaoioa  de  labores  en  la 
mine  de  que  se  trata,  en  el  cual  expuso  que  la  Sociedad  La  fai^  due* 
ñ«  de  la  misma;  AiabiA^eoalade  tbdsa  sus  trabajos  futra  de  su  p^te* 
«encia^  excepto  «n  un  péqueña'espainOtinay  inaíg^iiíAcante;»  qu€it)ttros 
iiiibi^os  estaban: bedios,  parte  en  el  terreno  demfcrcadn  á  la<  minaí  J^ 
'suaféa  y  parto-  en  el  terretie  franco,  ó. sea  áel Estado,  comprendido 
entre  esta  última,  Ca  Virgm  de  hu  Mertede»  y  la  suyai,;  aeempaiando 
pBFa  mayor  claridad  un  plano  de  las  excavaciones  y  la  «entidad  de  ani* 
neval  lextraido  de  ellasc  que  dicha  extntlimitacion  sf  rafisria  ikica- 
mente'á  los  trabajes  e^ecoiadbs'on  el  (trabajsdero  objeto  del  reconoci» 
tnieale,  pue¿  porlo  demás  contábanla  asina  Cboataio»  icwl  «nucbés 
ti^bajos  detítro  de  so  perlenencia,  si  bien  sé 'Ifalkiíaú  miBosos,*  y  har 
cia  mudm  tiempo;  á  juzgar  pbF>s«  aspecto,  qué  no  setrsba9aiba.ea  ella 
Imbiendo dispuesto  se'  señalasen  por  iBedio>de  pedrizas  lesll«tl^s  de 
las- respectivas  pertenenoías  en  el  interior;  que  se  estaJiletíiésen  en  los 
pontos  mas  necesaríon  otras  que' síryiesen  de  fortifieaeion,  y  que  se 
suspendiera  todo  trabajo  hasta  no  haber  ejecutado  dichas  preVenciih 
•ésq  cuyas  Dbras,  M  como  los  p^i^uicios  que  pudieran  ocasionarse  dé 
un»  taa  mal' entendida  erplolacíon,  debían  ser  costeados  por  les  cau«- 
santas  de  ella,  y  que  las  indicadas  prevenciones  liabia  tenido  que  ha« 
carias  v»tbales  por  ne  tener  dicha  Socáedádel  libro'de  visitas  que  está 
{nsaveiido  pois  el  reglamento  de  minas  vigente;  en  ¡cuyo  dictamen  se 
ratificó  en  el  térmido  de  prueba  á  t>etioion  de  D.  Gonzalo  Baños: 

AnuUando  que  como;  parle  de  la  misma  penaba  sq  puso  dertiflca- 
don  perel  .SbotetaHodel  Juzgado  de  Cartagena  para  hacer  constar 
que  en  el  ánade  1867  se  sigui5  eausa con  motivo  de  la  mueble «pot 
«xfisia  de  Jfamiei  iMarÜnéz  y  liadene  üiraildo^  acaecida  por  diuiídi-' 
miento  de  una  porto -del  terreno  de  la  .msna'dócoláMjS,  en  cu]Mis.es^ 
oombiMÍueron  envnelloe  aquetlos;  babiéodose  soboreseido  Ib;  eáusa 
^aciateaiameQiba  por  áo  resuUar  reos  nipersefas  responsables '*da  le 
desgiMíat '  • '  i  - 

I  laSBlÉaaifta,qqs:poido  iasikniBano áloe  auloa  el  iexpe^iente pcomo* 
vide  (por;  A  Jséiigísgd  Oamihfini  oom^i  £egíaisadiir/.de' 1|  MutíJeku 


suáláat  denuncítDdoíel  etftaUecimiebto  deiiabajos  denfeto  de  su  pe** 
rfmelro  y  aprovethapiieoto  de  miDer«lei.por  parte¡idela.Saoied«d  La 
PéZt'áümK  tie  la  miMi€Mota%08,  resolta  que  eal.Vde  Mayo  de  iW&, 
se  presentó'  escrhO'  al  Gobernador  «i  DemiNre<de  Bermbea  oatanifestaiiv 
do  quesebsabia  reconocido  y  demareado  la  íe^uaidá*^  Aétaíndo  eMa^ 
geniero  y  al  practicar  la  operación  que  los  dueños  ó  paiftidafios  de  La 
Cocotazo»  tenían  puestos. los  trabigids  dentro  dei ^aquella  poraieditf  de 
una  galerfa  ó  trancada;  y  ^oaio  á  los  dos  metros  abierto  ua  pozo  eou 
rompimiento  de  un  caño,  por  el  que  penetraron  ^  dentro  de  lá  antedi^ 
cba'  galería  y  por  consiguiente  dentro  de  1q)b  límites  dé  la  JámaMo. 
por  cayo  punto  estaban  extrayendo  los  minerales:  que.el  Ingeniero  les 
miíndó  repetidas  yeoes  nó  trabajasen  más  eri  dichositio,  ó  al  paeftos  que 
no  penetrasen  dentro  dé  las  líneas  de  la  Je^tMi/cíay  e«yas  árdenos  deío- 
bedécieron,  continuando  el  laboreo,  aumeptando  los  operarios  y  esw 
tabdo  á  sabiendas  extrayendo  mineral  de  la  r^P^^tida-miiüb;  por  lo  tiue 
pidió  se  mandasen  suspender'  dicbortnabajos  y  se  justipreciasen  loa 
minerales  cortados  para  reclaniarlod  en  la  iorttia  Aias  procedente' y  á 
costa  del  causante:'  :   "    • . 

Resultando  que  el  Ingeniero  en  la  ampliación  del  aste^iorinformA? 
acompañó  el  oportnno  plano  y  dijo  que  la  Sociedad  La  Pa%  hábia<ker 
cho  labores  de  consideración  por  su  'extensión,  dentro  :  de  Jos  líaiitee 
de  la"  mina  (/(M>otoxbs,  piudiendd  por  dio  asegucarqnb  la  babiatpnido 
poblada  con  arreglo  á  la  ley:  que  variados  los  limiten:  de.  la  piof  teñen* 
cia  Josmldn  después  de  emitido  el  anterior  informe;  bebían  quedádé 
todas  las  laboires  ejecutadas  entoneeís  dentro  de  la demacoacion  déla 
mism^  en  terreno  franco  ó  del  Estado,  por  lo  que  ya  no  tenia  aplica.- 
ció» ¡el  abono  á  Tos  dueños  de  está  de  las  cantidades  á  que  adcendian 
los  minerales  extraídos;  debiendo  imponerse  por  ello  á  la  Sociedad  Lm 
Paz  una  multa  de  iOO  escudos,  obligándola  tambieb  á  fortificar,  oon»- 
venientemente  las  labores  ejecutadas,  apercibiéndola  de  tratarla  coa 
mayor  rigor  caso  de  reincidencia,  y  consignando  que  los  abuso»  que 
se  experimentaban  con  frecuencia,  traépasande  los  límites  de  ka  de> 
marcaciones,  reconectan  por  causa  la  codicia,  y  tnalafó: 

Resultando  que  habiendo   mandado  sospender  aMpgeniero  los  Ira- 
bajos  de  un  pozo  es|ableQido  fuera  de  los  límites  que  babia  de  tenerla 
issiml(/a.ouando  fuese  demarcada  7  después  de  titeos  trámites^  eyacuó 
la  vista  que  le  fué  conferida  del  expiBdiente  el  .Préitídientedé  lafiooie'- 
dad  La  JPas,  exponiendo  había  practicado  algunos  trabajos  enltf<$reen«- 
oia  de  que  teniendo  solicitado  tarios  terreno»  parar  demasías 'podíá!tra«> 
bajac  en  ellos,  por  lo  que  pedía  se  le  relevase  de  la  <  nmha  soikitada 
por  el  Ingeniero;  y  el  Gobernador  en  20  de  Setiembre  de  i866^'d«epoeá 
de  otr  al  Gensejoprovinoial^  impuso ák  Sociedad '£ri»-Pa¿ia'ihiulta>de 
2048ettto  fkor  babease  «xlraliantado  en  explotar  distinto  lérreno  ddlr^ 


qMttr  pWtoVMia;  y*ioni»ildo  ia  Mta  de>nl><  «dóptaí'  tolor-inbajoi  d 
ófden  y  ilstema  deMdot;  pieviniAidoia  fottifloaso  oonvaiiiaatemMlto 
las  latieres  ^acstadasi,  y  apérotbMiidoki  de  mayor  tiglor  oatatnfe'  reiff« 
ddetfcia.'        '   i ■*'••'• 

ResQltalidO'qiia  én^ldde  OeUibredal  niiaiAO  afio  el  Prosidtate  de  la 
Sociedad  ta  fVn.  acompafiandc^wi  «fteiodel  director  délas  aaioas  de 
la  misma ,  expuso  había  priDclpladb  las  fortiicaoiones  nandadas  prac- 
ticar por  deerelo  de  SQdte  Agosto  anterior,  teDieodo  que  parar  loa  ira« 
bajos  á  «aasar  de  ciertos  handimientos  debidos  á  las  obras  de  la  mioa 
/aMuiMa  y  éftItraolODes ' por  ser  terreno  samamente  permeable,  pi-* 
diendo  se  taímese  ettCOAsiderseioo  la fttérxa  mayor  que  Impedía  dicho 
trabajo;  coya  petición  reprodujo  oé  6  de  Diciembre,  uniéndose  al  ex*^- 
pedfenlé  la  resoIilck»Q  de!  Ministro  de  Fomento,  que  confirmó  los  de- 
ereios delOobernador  yá  ref^ridoe.    • 

'Réstfttandfy  4ue  eonblúso  «I  término  de  prueba  y  con  mértto  á  toda^ 
la  Sala  de  lo  oífil  de  la  Aiidietícta  de  Albacete  dieló  sentencia  en  M 
de  Junio  de  4871  refroeaifde  el  déci^etó  del 'Gobernador  oifil  de  la  pro- 
Tineia  de  Murcia  de  9  de  Junio  de  4869,  por  él  que  se  acordó  la  cadu- 
cidad de  la  eonoesion  déla  mina  CóCótasoii  y  declarando iFMlda  y  sub- 
siffteóte  dicha  coneesion,  mandando  ponerlo  en  conocimiento  de  la  * 
referida '  Autoridad  á  los  efectos  oportunos: 

Resultando  que  notificada  á  las  partes  la:  anterior  sentencia^  apeló 
fa  úe  D.  Ooiisalo  Baños*  lopez;  y  admtUde  e!  «recurso  en  ambos  efectos* 
se  remitiéronlos  autos  á  este  Tribunal  Supremo  con  dtaoion  y  empla* 
zamiento  de  aquellaS)  dónde  se  presetftó  el  apetanie,  representado  por 
el  Licenciado  ¿.  Rafael  Serrano,  á  quien  se  ture  por  partea  mejorando 
el  recurso  con  la  solicitud  de  que  s6  retoque  dicha  senlenuia*  y  se  con- 
firme, la  resolución  adminisirativa  declarando-cadueada>  la  mina  0»ce- 
iñioi;  fundado,  entre  otras  razones,  «n  que  la  Soñedad  ta  Pú%  era 
habitual  el-sistema'debusbar  el  mineral  donde  lo  hubiese,  sin  sujetar** 
se  á  regias  de  nfagun  género  ni  ilerar  tibtos  donde  conistasen  las  pre*: 
TencfóUeS  de  los  Ingenieros,  como^  tampoco  cumplir  los  preceptos- de 
la  Autoridad:  que  en  el  mes  de  Setiembre  de  4860  se  le  habia  mancado: 
fortificar  las  labores,  en  las  coales  no  se  debiá  trhbajar  Ínterin  no  estu- 
viesen conveitieútiemefite  fortifiéadas  según  las  prevenoiones  hechas 
antes  por  el  Ingeniero  del  distrito;  ysinembargode  ello,  despees  de 
uu  afíO' seguían  sacando  mii^éralide  latf  laborea  rninosaB;^y  aquellos 
grandes  büecos  se  hundían  y  causaban  lamuérte  de  lee  operívrios:  que 
sedénufucfaiiíala  mina  porsu  explotación  codiciosa  y  el  miamalngt^  . 
nierodel  diStrito^D.  >ManuéI  MalodeMblioa  informó  que- las  labores 
irregulares  de  qué  se  trata  estaban  eá  completa  ruina,y  áosepodiá 
permitir  tjue  se  siguiese  trabajando  en  eUas;  que  estos  hechoa^elnian 
á  dar  nue^a  fuerza  al  informe  oficial  del  Ingenierq  del  distrito  y  al 


bfldeoiara  ^raegundftiFdH  kórieiíiM  Gob^Qftjto;  poi  lo  f«e  Um^ 
diieMa44edarid«ipotésltt(kttcflo«dli»a.ep4iiU>  oficMan^te  n^ibiiiiaii' 
podido  deatroir  la  certiflcacioD  pri?ada  que  se  acompañó  á  la  dMVMpa^- 
da.,  y  maobo  mODOs  ouaodo  á  elUliSeí  oposla  :£t  üQ9liB|l^io.4^  los  mis- 
mos operarios  qjuo  l»abMn,Uaba>ado  por  cueaia  do  la  áo^i^dvd: 

ResHltando  jquo  emplazado  ot  Ministerio  ftsoa),  qooto&Ui  pop- la 
mtaaQa  preteosivot  que  el  aaterior  reproduei4(Ddoi9ua  arg^oaonVos: 
>  Resoltaiido  i|oe  habiéndúiío  tenido  igualqaeoU  por  parte  al  Dr.  doo 
Rafiíel  Maoáros  Gebe»aii».oo  ooolice  de  IX.  José  Goiik»  C!AnoTii9i«.actoa| 
PrésideolB  d»  la  Spciodod  La  Pa»,  eyacula  el  ti^aslado  qw  lo  íué  coo-f 
ferido:,  pidiendo  se  cooflcmo  en  todas  sus  partes  la  senteneia  apelada; 
apoyado  ea que  la  doounciahecha  en  6 de  J.noiodo  IWI  fu^  teñera^ 
ria,  porque  ni  la  mina  Cocotazos  estaba  abandonada  y  diesf  qUada^  ni 
lfk,8ociiedadb*Ua  coatravepido  al  dQcreito  dol  Gobernadort'qnobiabia 
mandado  adoptar  pava  su*  laboroo  el  sistema  indicado  por  ej  Ifgeníera 
déla  proTinda  D.  Manual  Malo  de  Molina:  (queno^tabQ.lae^iplotaaion, 
codiciosa  que  se  fttnbuyd  por.  el: denunciador;  y  que  habiendo  totii-^ 
ftcado  las  laborea  ruinosas  da  la  asina  dentro  dol  tjérmino  que  8#.lis m- 
ñalók  encargándola  dirección  de  las  obras  al  miamo  Ingeniero  del  Go^ 
bierno,  no  incurrió  ni  pudo  iocurrifi  en  la  pem  a  de  caducidad  marcada 
en  el  art.  65  de  la  ,1^  de  ininas^<  rebatiendo  por  últimoilos  demis  aptgu* 
montos  de  eootrario:  on  cuyo  estado  se  presentó  en.  los  autos  eo  litgai 
del  Ar..  Monaroa.el  Licenciado  ft.  Manuel  Alonso  Martines,  á  quien  ao 
tuvo  poc  parte,  y  sé  le  pufi^ron  do  raani&esijo  para  instrucción: 

Vistos  siemdO' Ponente  el  Magistrado  A.  6regori».J!uea  Sarmiiento 
..iGonsiderando  que  no  aparece  justifieadp  qu?  en.Ja:ei^4Qtacionde 
la  mina  daoo/^u^^hayataUado  fl,pjueblp^]i?gc(V>9^&  datprmii^  el  a^t| 
Qulo  W;dela  ley  do  I  d^  Jun^o  4e  1859,  segun.la  cual  debff  r^iolverso 
este  juicio:  y  si  porel  contrario,,  ^ue, la  Sociedad  ¿ia  Paz  doefif^  do  Jn 
referida  mina,  ha  tenido  ocupados,  en  ella  un  número  excesivamentíB 
mayor  que  el  que  la  ley  exige  y  por  el  ti  empo  qu?  la  misma  deter- 
mina: c  .  . 

€oaeiderando>  por  iainto,  que  la  cuestión  que  se  debato  queda  re* 
dttoida  á  determinar  si  la  Sociedad  La  Paz  se  ha  colocado  i&n  el  ca90 
2/  del  art.  65  déla  citada  ley ,  ósea  si  las  labores  ejecutadas  ^  la  mir 
na  CooAtósos  sin  las  precauciones,  qnie  exijian  la  naturaleza  del  terror 
n0;y  la  extensión  :d«: sus  tsaba jos  para  dritar  bnmdimieDtos  y^los  rios^ 
gos  consiguientes  alas  perjsonas.que  en  squoUa .se  ocupaban  modificjó 
y  cambié  el  sistema  antiguo  de  expUtMnion  del  modo  que.propuspol 
togeoiero  D.  MsnuelMalo  de  Molina  en  %^  de  Kf)i^Í£mbredQÍÍl(>7,  ai^op 
dd  ol. Gobernador  déla  proyiocia  y;acep.tó  la  SQciefdad.eq,9de  Eo^p 
de  *eW:-  ,...■...•,./.■;    ,.  .!  . 


Gonaider^ndp  que  «i  bieo  acoroa  de:  cate  pftrtiCttUr  6xi9.le  coftira- 
die<^eDii9lA  prueba  de  tosiigooxaBiiDado9  á  instancia  de  ambas 
partes,, ;9«iiqo<,Qb9tfiiite.eQ  mayor  niimero  Ida  que  aaegarao  qne  desde 
principíiQ^  del  aSp  de  1868  se  emprendió  el  labereo  cea  arreglo  á  lo 
p¡rop9iesi,e  por  ellagenieroMalodeMolion  y  btyo  la  dirección  (acuita- 
tifa  del  laaisoM^: 

Considerando  que  es  de  suma  importancia  para  sesol^er  esta  cues- 
tión «senciaimente  pericial  la  certificación  expedida  en  14  de  Junio  de 
1869  por  el  referido  Ingeniero,  que  con  carácter  oficial  servia  en  aque* 
Ha  época.en  el  distrito  de  la  provincia  de  Murcia,  enla  que  hace  cons- 
tar que  bajo  su  dirección  é  inmediata  inspección  se  habian  emprendi- 
do y  continuado,  asi  las  obras  de  aseguramiento  y  abandono  de  excava- 
ciones ruinosas,  como  las  de  laboreo  y  explotación  de  la  mina  Cocota' 
zoSy  en  conformidad  todas  á  lo  que  por  su  dictamen  y  posterior  acuer- 
do del  Gobernador  de  la  provincia  se  previno  i  la  Sociedad  La  Pazi 

Y  conáderando  que  aun  en  caso  de  duda,  porque  no  pareciera  prue- 
ba suficiente  de  que  la  Sociedad  La  Paz  en  el  laboreo  de  la  mina  Coto- 
ta»08  se  hubiera  at¡emperado  estrictamente  al  sistema  propuesto  por 
el  Ingeniero  Malo  de  Molina,  siempre  debe  decidirse  á  favor  de  la  pro- 
piedad, mas  bien  que  por  el  denuncio; 

Fallamps  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  la  sentencia  dic- 
tada por  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia,  de  Albacete  en  14 
de  Junio  de  1871. 

.  Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacetaoüciai 
y  se  insertará  en  IdL.Colecdon  legislativa,  sacándose  ai  efecto  las  co- 
fias necesarias,  y  devolviéndose  los  autos  á  la  precitada  Audiencia  por 
el  conducto  ordinario  coa  la  oportuna  certificación,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  fírmamo8.:=Gregorio  Juez  .Sarmiento.=:José  Marfa  Her- 
reros de  Tejada*::=JiiaB  Jiménez  Cuesca. algoaeio  Vieites  ==JuanCaao 
Manuel.  =Mariano  García  Cembrero.= José  Jiménez  Mascaros. 

Publicacion.;3sLeida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Gregorio  Juez  Sarmiento,  Magistrado  del  Tnbuoal  Su- 
premo celebrando  Audiencia  pública  la  Sala  cuarta,  de  que  certifico 
como  Secretario  Relatot  en  Madrid  á  12  de  Noviembre  de  1872. 3=Eo- 
rique  Medina. 

(Gaceta  de  6  de  Enero  de  1873;. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 

DECRETO. 

limo.  Sr.:  En  vista  del  expediente  promovido  por  D.  José  Mac-Leu- 
Dan  en  solicitud  de  autorización  para  construir  en  la  ria  de  San  Sal- 


Tadot,  déla  proT^neia  áe  Santander,  ud  embarcadero  de  madeiia  con 
destino  á  la  óarga  de  minerales,  en  cayó  éxpedíeate  se  bAn-llenaife 
todas  los  trámites  prescritos  en  la  legislaeion  vigente;  deaetferdo  con 
lo  propuesto  por  esa  Dirección  general,  de  conformidad  éMelt^^iclá- 
men  de  la  lunta  ConsaUiva  de  Caminos  Gánales  y  Piiertés;  S.  M.  ek 
Rey  (Q.  D.  G.)  se  ha  serTído  conceder  dicha  autorización  con  las  si* 
guientes  condiciones: 

1.*  La  obra  se  ejecutará  bajo  la  vigilancia  del  Ingeniero  Jefe  d*e  la 
provincia  y  con  arreglo  á  la  Memoria  y  plano  presentados: 

2.*  El  concesionario  la  mantendrá  siempre  en  buen- estado  de  con- 
servación y  de  modo  que  en  caso  de  necesidad  puedan  amarrarse  á 
los  tramos  de  madera  los  buques  que  usen  del  embarcadero. 

3.*  Si  éste  amenazase  ruina  y  el  concesionario  no  quisiese  reparar- 
le, estará  obligado  á  arrancar  los  pilotes  dejando  ei  emplazamiento  en 
el  estado  que  actualmente  tiene. 

4.*  Queda  igualmente  obligado  á  deshacer  á  sus  expensas  el  em- 
barcadero sin  derecho  á  indemnización  ninguna,  en  el  caso  de  que 
asi  Jo  exijan  los  intereses  del  Estado  y  mediante  orden  de  Autoridad 
competente. 

5.*  El  embarcadero  podrá  ser  empleado  por  el  Gk>bierno  para  em« 
barque  ó  desembarque  de  tropas  ó  tiíaterial  de  guerra  cuando  dea  ne- 
cesario. 

6/    Las  obras  se  empezarán  dentro  del  plazo  de  tres  meses  y  se 
terminarán  en  el  de  un  año,  á  contar  de  la  fecha  de  esta  antori 
zacion. 

7.*  Dentro  de  los  15  dias  siguientes  á  la  publicación  de. esta. Real 
<}rden  en  la  Gaceta,  consignará  el  concesionafrio  en  la  Caja  general  de 
Depósitos  la  cantidad  de  250  pesetas  como  garantía  de  sus  <ibiigaci9- 
nes,  la  cual  le  será  devuelta  cuando  acredite-  haber  hecho  obras  por 
valor  equivalente. 

8.*  Si  el  concesionario  faltitse  á  alguna  de  la's  condiciones  anterio- 
res se  entenderá  caducada  la  concesión. 

De  Real  orden  lo  digo  á  Y.  1.  para  su  cumplimiento  y  demás  efecf 
tos.  Dios  guarde  á  V.  L  muchos  a^os.-^Madrid  31  de  Diciembre 
de  1872.  ' 

Beeerra. 

Sr.  Director  general  de  Obras  públicas. 

(Gaceta  dé  9  de  £nero  de  1873J. 


»        I  H  I   >    . 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


£q  larillA  y  córie  de  Madrid,  á  i5  de  Diciembre  de  1872,  en  el  plei- 
pendiente  ante  Nos  ee  virtud  de  recurso  de  cusacion  seguido  eo  el 
luigado  de  primera  ioaUocia  del  distrilo  del  Hospital  de  la  mism»  y 
•B  la  sala  segaDda  de  lo  ciril  de  la  Audie&cia  de  su  territorio  por 
D.  Rafael  María  de  Ortega  y  FeruaadeK,  coo  la  Sociedad  titulada  Fu- 
sión carbomfíira  ée,Bélmú%  y  EipMt  hoy  en  liquidación,  sobre  cum- 
plimí^to  de  uaa  ejetutoria: 

Resultando  que  por  seoteocia  de  la  Audiencia  deesta- corte  de  ftde 
Junio  de  1869'secondeoi3ála  indicada  Sociedad  á  eatregar  en  el  tér- 
Mino  de  eeis  dias  á  D.  Rafael  Ortega  80  acciones  retenidas  pertene- 
cientes áD.  Próspero  Reraad  de  Volney  y  á  D.  Manuel  Gil,  y  á  que  en 
igual  téroáno  lo  hiciese  en  la  fiseribania  del  actuario  de  otras  80  ac- 
ciones retenidas  con  posterioridad  para  pago  de  8.000  rs.  y  las  costas 
en  que  estaban  condenados  los  citados  Volney  y  Gil  por  sentencia  eje- 
cutoria'de  7  de^Enero  de  i863: 

Resultando. que  requerida  la  Sociedad  para  la  entrega  de  dichas  ac- 
ciones,.por  00  faeberlo.Ferificado  se  la  requirió  de  nuevo  para  que  las 
entregase  eo  el  acto;  eatendiéadose  que  ea  otro  caso  optaba  por  el  re- 
sarcimiento de'  daños  y  perjuicios,  y  que  taoopoco  se  yeríficó  la  ea- 
trega: 

Resaltando  que  en  18  de  Octubre  de  dicho  año  presentó  D.  Rafael 
Masiar  de  Ortega  relación  de  los  perjuicios  ocasionados,  por  no  haberse 
hecho  entrega  de  dichas  acciones,  fijando  en  2.Q00  reales  A  valor  de 
caáa  una  de  ellas,  con  atttneD.to  del  interés  del  6  por  lúü  anual  hasta 
qoe  tuviera  lugar  el  pago,  destinándose  los  130.000  lu  de  los  qae  ha- 
faíaa  de  entregarse  en  Escribanía  al  pago  de  los  8.0  Jí)  rs^  y  las  coates 
que  Volaey  y  Gil  debian  satisfacer;  disponiendo  el  Juzgado  del  sobran- 
te eo  J^  forma  que  estimase  conveniente: 

ResuUiindQ  que  comunicada  á  la  Sociedad  1  a  iielacion  de  perjuicios 
aohizo  uso  de  la  eomunicacion^  y  queeo  el  juicio  verbal  á  que  fue- 
ron' convocadas  las  partes  manifestó  que  ii»o  se  había,  irrogado  ningu- 
no, puesto  que  las  acciones  eraa  de  oíase  no  preferente  y  no  deven- 
gaba^.interés:,  que  á  virtud  4e  la  cesión  qw  de  todas  sus  propieda- 
des y  derechos  había  hecho  la  Sociedad  en  28  de  Maraco  de  1&68,  to- 
das las  sic^iones  habían  de  canjearse  por  obligaciones  hipotecarias,  es- 
tando pionta  á  entregar  al  demandante  iia  documento  provisional  en 
que  se  hiciera  constar  el  derecho  que  se  le  había  concedido  á  recibir 
Ifis  160acciopes.no  preferentes  para  canjearlas  en  su  día  por  obliga- 
eipuies  hj^p^c^iias: 

Rftsaltando  qu9  á  virtud  de  auto  para  mejor  pcovoer  se  hizo  cons* 


tar  que  las  acciones  de  1&  Sociedad  oo  habUo  sido  nunca  cotizadas,  y 
que  por  sentencia  del  Jaez  de  primera  instancia  se  la  condenó  á  pa- 
gar á  D.  Rafael  Ortega  en  el  término  de  tercero  dia  460.000rs.,  con 
indemnización  de  perjuicios  por  ño  haberle  entregado  las  80  acciones 
que  se  le  babia  mandado  entregar  por  la  ejecutoria  de  8  de  Julio  de 
4869,  con  mas  los  intereses  del  6  por  400  desde  esta  fecha,  j  <á  que  án 
igual  término  consignase  en  la  Escribanía  otros  IM.OOO  rs.,  lmtK>rte 
de  otras  80  acciones,  según  también  se  expresaba  en  la  citada  ejecu<- 
toria,  para  pago  de  las  responsab^ilidades  á  que  la  misma  las  desudaba; 
satisfecha  las  cuales  se  devolviera  el  sobrante  á  la  referida  compañía, 
á  la  cual  se  condenaba  también  al  pago  de  todas  las  costas  causadas  y 
que  se  causaren  en  el  cumplimiento  de  dicha  ejecutoria:  '  ¡'^ 

Resultando  que  confirmada  con  las  costas  esta  sentencia  pov  la  qire 
en  14  de  Julio  de  1874  dictó  la  sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audien" 
cia  de  esta  corte,  interpuso  la  indicada  Sociedad  recurso  de  casación 
por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

4.**  Los  artículos  892  y  896  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  toda 
vez  que  no  entregadas  las  acciones  que  según  constaba  en  los  autos 
estaban  sin  cortar  de  los  libros  talonarios,  lo  que  procedía  era  el  em- 
bargo ü  ocupación  de  los  misnios,  y  la  emisión  y  eatrega  de.  aquellos 
valores,  en  cuyo  caso  la  ejecutoria  había  quedado  cumplida  desde  Itfe^ 
go  sin  dar  lugar  á  daños  y  perjuicios,  que  únicamente  se  deberían  si 
de  otro  modo  que  mediante  un  acto  personalisimo  de  la  Sociedad  no 
pudiera  Ortega  haber  obtenido  las  accionest  siendo  así  qae  por  otra 
parte  se  trataba  de  una  cantidad  liquida,  ó  fuera  de  nn  numero  ftjo  -f 
determinado  de  aquellas: 

2."  La  ejecutoria  de  7  de  Enero  de  4863  y  la  de  8  de  Junio  dé  4869, 
y  la  doctrina  legal  de  que  las  sentencias  firmes  deben  cumplirse  pre* 
cisamente  en  lo  que  disponen  ó  como  lo  disponen,  toda  vez  que  la  de 
4869  condenaba  á  la  entrega  de  acciones  y  no  á  la  de  su  valor  en  me- 
tálico, que  Ortega  tampoco  había  pedido  ni  tenia  derecho  á  pedir,  y  l& 
de  4863  sólo  concedía  acciones  en  determinada  clase,  y  de  ningún 
modo  dinero,  sin  que  pudiera  decirse, que  este  cambio  tan  trascenden- 
tal procedía  de  daños  y  perjuicios  pdr  la  demora  en  la  entrega,  por- 
que éstos  nunca  podrían  consistir  sino  en  la  baja  de  valor  efectivo  en 
venta  que  las  acciones  pudieran  haber  experimentado  posterioribente 
ni  plazo  en  que  debieran  ser  entregadas;  pero  de  ningún  modo  en^son- 
vertir  papeles  en  metálico  y  acciones  en  valor  nominal  satisfecho  en 
numerario,  porque  nunca  había  sido  esto  lo  dispuesto  en  las  ejecu- 
torías: 

S.**  La  misma  ejecutoria  de  8  de  Junio  de  4869,  puesto  que  de 
acuerdo  con  lo  pedido  por  Ortega  había  hecho  el  avalúo  ó  apreeiacién 
de  las  acciones,  toda  vez  que  para  pagar  8.000  reales  en  métflicoy 
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las  costas,  todo  lo  caal  ascendería  á  19.000  reales,  mandó  que  se  en- 
tregasen 80  acciones,  dando  á  cada  una  por  tanto  el  ralor  de  240  rea- 
les; resultando  por  tanto  el  absurdo  de  obligar  á  ia  Sociedad  á  que  en» 
tregase  eü  metálico  160.000  rs.  para  pagar  49.000. 

Y  4."*  ISA  art.  901  de  la  Lejr  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  doctrina 
legal  de  que  actore  non  probante^  reus  est  absolvendus,  porque  para 
que  etistieran  los  perjuicios  y  para  que  estos  se  calculasen  nada  me- 
nos que  en  el  valor  total  de* las  acciones,  convirtiéndole  de  nominal  en 
efectivo,  exigia  el  citado  articulo  que  se  justificasen  dichos  extremos 
por  el  que  se  suponía  perjudicado  con  las  correspondientes  pruebas  le^ 
gales,  y  ninguna  se  habla  presentado  por  Ortega:    * 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Posada  Herrera:^ 

Considerando  que  entendiéndose  en  el  caso  de  estos  autos,  de  con- 
forn^idad  á  lo  dispuesto  en  el  párrafo  primero  del  artículo  896  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil,  qué  el  demandado  opta  por  el  resarcí* 
miento  de  daños  y  perjuicios  por  no  haber  entregado  las  acciones,  y 
00  habiéndose  fijado  en  la  sentencia  la  importancia  de  éstos,  debe  ob- 
servarse  lo  que  se  establece  en  el  910  y  911,  con  relación  al  900  y  si- 
guientes de  dicha  ley,  como  silacondena>dela  sentencia  hubiera  sido 
de  cantidad  ilíquida: 

Considerando  que  en  cumplimiento  del  901  de  la  misma  ley,  no  ha- 
hiendo  existido  acuerdo  sobre  los  hechos  entre  demandante  y  deman- 
dado, ha  debido  el  primero  de  éstos  en  el  juicio  verbal  convocado  al 
efecto,  no  solo  presentar  relación  de  los  daños  y  pei^juicios,  sino  tam- 
bién las  pruebas  necesarias  sobre  su  existencia,  cuyas  pruebas,  no  se 
han  verificado  por  medio  alguno: 

Considerando  que  no  puede  merecer  este  concepto  el  valor  real  que 
á  su  arbitrio  dio  el  demandante  á  las  acciones^  solo  en  consideración 
al  que  tenían  nominal,  sin  haber  aducido  dato  alguno  para  la  compro- 
bación de  afirmación  tan  gratuita,  como  vino  á  reconocerlo  e)  mismo 
Juez  al  dictorsu  auto  para  mejor  proveer,  en  el  qué  mandó  se  averi* 
guase  el  precio  de  aquellas  en  cotización,  sin  que  esta  averiguación 
hubiere  tenido  resultado  alguno  para  probar  el  valor  real  de  las  mis- 
mas no  habiéndose  cotizado; 

y  considerando,  por  tanto,  que  ha  sido  infringido  el  ar.  901  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  citado  por  el  recurrente: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  la  Sociedad  titulada  Fusión  carbO' 
niferadeBelmeZiy  EspieL  y  sostenida  por  la  comisión  liquidadora  de 
la  misma;  y  en  su  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que 
en  14  de  Julio  de  1871  dictó  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audien- 
cia de  esta  corte,  á  la  cual  se  libre  orden  para  la  remisión  de  los  autos; 
7  devuélvase  á  li  parte  recurrente  el  deposito  qué  l^á  constitui(|Ov 


Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  ^e  publióará  em  h. Gaceta  y  »e 
insertará  en  la  Coleüdon  legisMim,  pasándose  «1  efecto  ias  otipÍAS 
necesariais,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fí miamos. =Joflé  Mr  Gáce^ 
res.=Laureaoo  de  Arrieta.=losé  Fermín  de  Muro.s=Bleaito  de  Posada 
Herrera. =Feroando  Pérez  de  Boías.szRamon  DiaiB  Veia.^^enito  de 
ülloa  y  Rey, 

.  Pdblioacion.aLeida  y  pablicada  fué  la  aiiterioir  sentencia  por  el 
Excmo,  Sr.  0.  Benitu  de  Posada  Herrera-,  Kagistrado  del  Trlbuniá  Su- 
premo, celebrando  Audiencia  publica  la  Sala  primera  en  el  dia.de  hoy, 
de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

.  Madrid  13  de  Diciembre  de  1873.«Licenciado  Desidefio  Mar- 
tinez. 

(Gaceta  de%^  de  Enero  4eWV* 


En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  2d.de  Diciembre  de  1872,  en  el 
pleito  contencioso-administraüTO  que  ante  Nos  pende  en  primera  y 
única  instancia  entre  D.  firne^to  Tonraugin,  representado  por  el  Dr.  Don 
Benito  Gutiérrez,  y  la  adibinistracion  general  del  Efitado,  fue.  lo  eatá 
por  el  Ministerio  fiscal,  coadyuvada  por  D.  Pedro  Ma^as, .  Gerente  de 
la  Compañía  denominada  Socios  deBQlwtaj  con  domicilio  en  Bilbao,  y 
en  su  nombre,  primieiramente  el  Caoenciado  D.  Pedi:o  Pastor  y  Huerta^ 
y  de  último  Estado. el  de  igqal  clase  Lioepcúido  D.  Ignacio  Rojo  Arias, 
sobre  que  se  revoquen  las  Reales  órdenes  de  31,  de  Octubre  y  Í9  de  Di- 
ciembre de  1871,  y  en  particular  aquella,  qo  ouanto  declara  ajQulado 
un  privilegio  de  invención  para  desoxidar  minerales  de  kierro: 

Resultando  que  D.  Srnesto  Toufaogin,  por  Real  cédula  de  2  de 
Abril  de  1860,  obtavx)  un  privilegio  de  invepeion  por  15  años  de  up 
sistema  que  aseguró  l^^ber  descubierto  para  desoxidar  minerales  de 
hierro,  viniendo  en  su  virtud  desde  estci  fecha  haciendo  uso  de  \o$  de*- 
reehos  que  por  la  misma  con  arreglo  á  la  ley  se  le,  garantizaron:  qu^ 
pasados  lü  años  de  esta  concesión,  D.  Ignacio  Santiago  Sánchez,  en 
concepto  de  apoderado  de  D.  Pedro  Mazas,  Gerente  déla  Compañi^^^^ 
dos  deBolueta,  acudió  al  Ministerio  de  Fomento  pidiendo,  co^  relé? 
renoia  á  cierto  incidente  de  que  hizo  mérito,  que  se  declarará  cadu  • 
cado  el  referido  privilegio;  y.  que  en  su  vista  la  Dirección  de  Obras 
públicas  en  29  de  Juo^o  de  1870  acordó  que  se  reclamara,  testimonio 
del  expediente  y  datos  á  que  aquel  aludia  en  su  instancia  para  resol- 
ver lo  que  procediese: 

Resultando  que  en  virtud  de  dicho  .aciAe!^dAQ<>U4:f;ió,  este  interesa*- 
do  a)  Juez  de  primera  iqst^ncia  del  distrito  de  U  Latina  de  esta  capi- 
tal en  20  del  misim^mes  deNoyiqmrbresolicit^f^do  que  coa  citación  fisr 
cal  infoffmwAa  0iAre  cUrt^N»  <extf emo^  e|i  Pir^ctm  ¡ifil  QmmP/^f. 


d6  Aft68  j  la  tanta  superior  fieoltátifa  de  moas»  deelirati4o  á  la  ve^ 
sobre  ioa  raísmot  y.  tejo  juraa^eoto  el  ftorili»  lofeoiero  4el  ramo  Dod 
Luis  ée  iaEscoaara;  y  para  qae  lo  liieiera.ii  eoo  coQoeioUeoto  eomple* 
to,  se  exhibiese  por  el  primero  la  neta  puesta  por  Tourangiii  al  pié  de 
la  Memoria,  y  aun  eeta  misma  en  qoe  fK^lcitó  la  ooi^c^sioo  y  se  con-; 
tri\jese  el  oportano  testifiíOQio^  ieniendo  ,todo  por  objeto  que  probar  ei 
pri?ilegio^oocedi4o  al  oomioado  Toaraogia  qo  recsyó  sobre  objeto /vi- 
vilegiatíe^  dehieado  en  su  consecuencia  cesar,  ea  el  gOQe  del  mismo 
privilegio: 

Resaltando  que  el  Jaex  de  la  Latina  por  providencia  de  26  de  No- 
viembre del  referido  año  accedió  á  todo  lo  solicitado  y  á  la  citación 
fiscal:  qoe  el  Director  del  Conservatorio  fué  requerido,  y  en  su  virtud 
el  Oficial  primero  puso  de  manifiesto  al  Escribano  comisionado  al 
efecto  un  pliego  cerrado  que  contenia  la  Memoria  y  plano,  que  en  su  * 
áis^  fueron  presentados  por  Tourangin,  solicitando  la  BeaL  cédula  de 
privilegio  mencionada,  ea  cuyo  sobre,  se  advertiaQ  señales  de  haber 
sido  abierto  anteriormente:  que  echo  de  nuevo,  se  extendió  testimo- 
nio  literal  de  la  Memoria  que  en  su  fondo  explicaba  el  procedimiento 
y  aparatos  necesarios  para  la  desoxidación  de  minerales,  terminando 
con  el  siguiente  párrafo:  «La  desoxidación  de  los  minerales  de  hierro 
>es  del  dominio  público^  habiendo  sido  ya  aplicada  en  dSicega  desde 
>muchosaños  y  en  Francia  desde  1B36,  pero  los  medios  de  desoxidar 
>perlenecen  ¿quien  primero  hace  la  aplicación:  por  este  motivo,  y  en  . 
•compensación  de  los  numerosos  estudios  y  gastos  considerables  que 
>he  tenido  quehacer  antes  de  llegajc  á  un  resultado  satisfactorio,  so- 
«licito  el  privilegio  para  la  desoxidación  de  los  minerales  por  el  óxido  de 
•carbono  de  combustión,  encerrando  en  el  mismo  recinto  el  mineral  á 
«reducir  el  reductor  y  el^  calórico.  Madrid  22  de  Diciembre  de  1|B59;>  y 
concluido  este  testimonio,  fué  cerrado  el  pliego  de  dicha  Memoria  co- 
mo antes  se  hallababa,  dando  fé  el  fiscribano  autorizante  de  haberlo 
entregado  ¿  D.  Luis  María  Utor; 

Resultando  que  éste,  como  Director  del  Ck>n&ervatorio,  pidió  que  se 
abriera  de  nuevo  para  copiar  el  plano  y  poder  contestar  á  dos  de  los 
particulares  sujetos  al  informe;  y  que  accedjéndose  por  el  Juzgado,  se 
▼erifi,có  su  apertura  con  las  debidas  formalidades,  y  se  copió  el  plano 
por  el  Ingeniero  D.  Gabino  Mans:. 

Resultando  que  el  Ingeniero  de  minas  D.  Luis  déla  Escosura  com« 
pareció  ante  dicha.  Autoridad  y  presta  la  declaración  jurada  qne  se  le 
pedia:  que  tanto  éste  como  el  Director  del  Conservatorio  y  Junta  supe* 
rior  de  Miuas  contestaron  á  los  seis  referidos  extremos:  primero,, que 
el  privilegio  solicitado  por  Tourangin  se  refiere  al  procedimiento  de 
reducción  por  el  óxido  de.  carbono  de  qom))us^on«,p^ro  no  al  homo 
segpndo,  que  en  el  procedimiento  á  q^e .  se  refiere  su  Memoria,  do  se 


emplea  para  la  6latH>racloD  de  la  esponja  siao  hd  aolo  reáuetor,  qoe  es 
el  óxido  de  carbono:  iercefo,  que  el  método  en  que  se  mezcla  carbón 
ó  cisco  con  el  mineral  es  esencialmente  distinto  del  otro  en.qae  no  se 
etnplea  carbón  en  la  cuba:  cuarto,  que  el  privilegio  de  Tourangin  se 
halla  descrito  en  libros  publicados  antes  de  1860,  tales  como  en  el  pe- 
riódico Vlngenieurúoi^hl,  The  Engineráéi  27  de  Febrero  del  míamo 
año,  en  un  folleto  titulado  De  ¡a  fabricalion  de  la  fonte  ti  du  fer  au 
moyen  des  gas,  por  Quztl^  impreso  en  Lieja  en  dicho  año,  y  que  tam- 
bién estaba  descrita  la  misma  operación  con  idénticas  condiciones  que 
lo  hace  Tourangin  en  la  Révm  des  Mines  publicada  en  Bélgica  bajo 
la  dirección  de  Mr.  Guiper:  asegurando  Escosura  que  esta  publicación 
7  la  del  Vlngenieur,  con  algunas  otras  anteriores  á'  la  misma  fecha 
del  privilegio,  deberán  hallarse  en  el  Conservatorio  de  Artes:  quinto, 
que  el  horno  de  Tourangin,  según  Escosura,  es  una   modificación  del 
de  Guztl  y  del  de  Ghenot,  tal  cual  se  halla  descrito  en  el  periódico  LIH' 
genieúr;  según  la  Junta,  que  si  bien  no  puede  considerarse  un  invento 
nuevo,  porque  los  hornos  de  éstos  constan  de  iguales  partes  destinadas 
álos  mismos  efectos,  tampoco  es  una  modificación  de  aquellos,  porque 
Tourangin  no  expresa  en  qué  consiste  esta  modificación,  sino  que  dice 
que  puede  variar  al  infinito  la  forma  y  disposición   que  se  dé  al  suyo; 
y  según  el  Director,  que  es  idéntico  el  horno  al  que  empleó  GuztL  y 
que  se  diferencia  del  de  Ghenot  en  que  el  generador  de  gas  óxido  car- 
bono no  tiene  altura  suficiente  para  producir  el  efecto  que  se  propuso 
su  autor;  y  al  sexto,  Escosura,  que  el  procedimiento  que  describe  Tou- 
rangin es  idéntico  al  que  publicó  Guztl  en  1857  y  al  que  explica  Gallón 
refiriéndose  al  sistema  Ghenot  en  VIngenieur\  y  después  de  explicar 
lo  que  se  advierte  en  este  sistema  y  la  semejanza  con  lo  que  se  prac. 
ticó^n  Bolueta  y  el  descrito  por  Tourangin,  añadió  que  consistía  en 
que  ambos  fueron  á  estudiar  los  hornos  de  procedimientos  de  reduc- 
ción á  las  Memorias  de  Guztl  y  á  la  Révue  des  Mines,  aquella  Sociedad 
para  utilizarlos  en  la  fabricación,  y  Tourangin  con  el  propósito  de  de- 
clararse inventor  sin  haber  inventado  nada;  y  la  Junta  de  Minas  y  el 
Director  del  Gonservütorio  que  el  procedimiento  de  que  se  trata  es  en 
la  ciencia  idéntico  al  de  Guztl,  usado  en  Alemania  desde  1855  y  en 
Prusia  desde  1858,  añadiendo  el  dltimo  que  si  bien  el  procedimiento 
de  desoxidación  de  los  minerales  descrito  en  el  Llngenieur  es  el  mis- 
moque  el  de  Tourangin,  no  el  horno,  porque  en  vez  de  producir  el 
gas  reductor  conforme  con  lo  dicho  en  ladescripcion  de  aquel,  prepa- 
raba otros  gases  que  no  eran  redactores: 

Resultando  que  unidas  las  copias  del  plano  de  Tourangin  de  Guztl 
y  de  Ghenot  que  existían  en  el  Gonservatorio  de  Artes  con  un  oficio  de 
su  Director  que  asegura  que  el  privilegio  obtenido  por  aquel  se  habla 
puesto  en  práctica  ante  sde  186U,  se  mandó  por  el  Juzgado  de  la  Lati- 


—  97,-. 

DA  eo  8  de  Abril  de  1871  que  se  entregasen  las  actuaciones  originales 
al  Gerente  déla  Compañía  Socios  de  Bolueta:  queVeriflcado  asf  iú  re- 
presentante» cumpliendo  con  lo  acordado  por  la  Dirección  en  Julio  de 
1870,  acudió  al  Ministro  de  Fomentp  acompañando  el  anterior  expe^ 
diente  con  la  solicitud  de  que  se  declarase  caducado  el  privilegio  con- 
cedido á  Tour^ingin  para  la  desoxidación  de  los  minerales  de  hierro 
por  no  haber  recaído  en  materia prm7e^ia6¿e,  y  en  su  coúsécueocia  la 
nulidad  desús  efectos,  toda  vez  que  llenados  todos  los  requisitos  lega* 
les  procedian  dichas  declaración  y  resolución  en  beneficio  de  la  indus- 
tria en  general  y  en  particular  de  la  de  su  representado;  alegando  prin- 
cipalmente que  el  procedimiento  deTourangín  ni  era  nuevo  ni  bene- 
ficioso; que  el  privilegio  de  invención  había  recaído  sobre  aquel  y  no 
sobre  el  aparato  en  que  debía  ejecutarse:  que  la  Compañía  Bolueta  ha- 
bía usado  en  sus  fábricas  procedimiento  diverso  que  el  de  aquel' para 
reducir  el  mineral;  y  que  sé  hallaba  probado  en  el  expediente  que  el 
de  Touraogin  era  conocido  y  público  en  £spáña  y  en  el  extrangero;  y 
por  Real  orden  de  51  de  Octubre  de  1871  S.  M.  el  Rey,  de  cónfortiiidad 
coD  el  dictamen  de  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Gohsejo 
de  Estado  y  de  acuerdo  con  lo  propuesto  por  la  Dirección,  declamó 
anulado  y  sin  valor  el  privilegio  de  invención  de  que  se  trata  como 
comprendido  en  el  párrafo  quinto,  art.  21  del  Real  decreto  de  27  de 
Marzo  de  1826:  ' 

Resultando  que  publicada  esta  resolución  en  la  Gaceta  de  12  dé 
Noviembre  siguiente,  D.  Ernesto  Tourangin  en  25  del  mismo  mbs  se 
alzó  ante  el  Ministro  de  Fomento  pidiendo  su  revocación  y  que  se  res- 
tituye.sen  las  cosas  al  ser  y  estado  que  tenían  antes  de  su  publicación, 
dejando  expedito  á  las  partes  su  derecho  para  que  le  hiciesen  raier 
ante  los  Tribunales  de  justicia,  únicos  competentes  en  la  materia;  fun- 
dándose, entre  otras  cosas,  en  que  siendo  una  verdadera  propiedad  los 
privilegios  de  invención,  constituyen  un  derecho  civil,  protegido  y-^ 
amparado  por  los  citados  Tribunales  como  otro  cnalquiera  derecho, 
siendo  consiguiente  que  no  puede  ser  desposeído  el  que  lo  tiene  en  uso 
sin  haber  sido  previamente  oído  y  vencido  en  juicio  contradictorio: 
que  podía  probar  el  demándamela  novedad  de  su  invento  con  nume- 
rosas declaraciones  periciales  de  Ingenieros  que  lo  afirman,  y  ofrecía 
esta  prueba  caso  necesario;  en  su  virtud  S.  M.  el  Rey  por  otra  Real  ór^ 
den  de  19  de  Diciembre  de  dicho  año,  de  acuerdo  con  lo  propuesto  por 
la  Dirección  general,  declaró  qne  no  habla  lugar  á  resolver  sobre  lo  so- 
licitado en  la  antertor  iqstaincia,  porque,  habierido  causado  estado 
la  Real  orden,  citada,  ^o  era  por  lo  tanto  revocable  en  la  vía  guber- 
nativa:   '  i 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Benito  Gutiérrez  y  Peirnández^  en 

nombre  de  D.  Ernesto  Touraogin,  en  7  de  Febrero  del  presente  año  de 

'     •  •    •  .     t,  •     ,         ' 
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4ft72|[|Dtabló  demanda,  que  después  amplió  anlé  eisté  Tríbáual  Supre* 
m9^,coO|  la  .solicitud  de  ^uela  Sala  se  sirVa  revocad  en  su  dia  las  dos 
Reales  ordenes  dictadas  en  el  expediente  de  caducidad  de  su  p¥i?ilegio 
y.  fleclararüe^J,;  improcedente  y  pulo  dlch  o  expediefnte  con  las  reser- 
yajS|  cojisigui  entes  á  esta  decía  rae  íon«  y  condenar  como  principal  cao« 
SKptede  él  y  de  todas  estas  diligencias  á  D.  Pedro  Maza  en  las  costas  y 
lainde/npizaoio;!  de  perjuicios;  fundándose  en  ambos  escritos  en  que 
las<conce3lonés  de  privilegios  de  industria  otorgados  con  arreglo  á  la 
ley  pfea^aná, favor  di^l  privilegiado  una  respetable  y  sagrada  propie> 
da4«  ^njet?,  como, ésta  á  las  prescí  ipciones  del  derecho  común:  que  las 
QU^stipnes  á,  que  daban  orígeb,.  ya  para  asegurar  sus  efectos,  yd  para 
anularlQs,  er^n  por  su  naturaleza  de  propiedad  entre  particulares,  y 
por  jio  tanto  civiles:  qué  si  bien  su  conocimiento  correspondía  antes  á 
los  jn^ndentes  y  Gpnsejo  de  Hacienda,  según  elart.  24 del  decreto  or- 
gánico de  27  de  Marzo  de >1 826,  hoy  competen,  mediante  las  alteracio- 
nes iQ|rodiucidas  en  el  sistema  judicial,  á  los  Jueces  de  primera  ins- 
tancjn^  ^on,  a;;r{eglo  ala  Real  orden  de  16  de  Julio  de  1849:  quélamis- 
ma. doctrina  ha  sido  uniformecpente  sostenida  y  profesada  en  ott-as  dis. 
posiciones,  como  son  él  Real  decreto  de  23  de  Diciembre  de  1829,  las 
Reales  ójcdpaes  de  22  de  Noviembre  de  184B  y  11  de  Enero  de  1849  y  el 
Real  decreto  de  51  de  Julio  de  1868,  que  dedlara  en  toda  su  fuerza  y 
vigor  la.accion  civil  cpncedida  al  poseedor  del  privilegio,  y  siú  per- 
juicio le  permite  optar  entre  esta  ó  la  criminal:  que  las  Reales  órdenes 
reclamadas  infringen  estas  disposiciones,  anulando  un  privilegio  sin 
fprmacioa  dé  expediente  ó  con  expediente  administrativo  sesuido  sin 
opnocimiento  ,de  ía  parte  interesada,  violando  los  derechos  del  privi<^ 
legio  y  envuelven  un  abuso  manifíesto  de  poder:  que  dicho  expediente 
de  jur^d^ccion  voluntaria  instruido  en  el  Juzgado  de  la  Latina  es  ile- 
gal, improcedepte.y  nulo  para  los  fines  que  se  ha  practicado;  habién-^ 
do^e  contravenido  abierta  mente' con  la  información  en  él  verificada  al 
art*  i«359dela  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  é  instruido  además  con  lo* 
fra(;qioQ  notoria  del  Rejal  decreto  de  27  de  Marzo  antes  citado:  que  á 
coIlsecu^ncia  de  dicho  expediente  y  para  practicar  la  información  pre* 
dicha  se  ha  mandado  por  Juez  incompetente  testimoniar  la  Memoria  y 
abrir  el  pliego , cerrado»  violando  el  secreto  y  enterándose  indebida* 
mente  de  la  explicación  del  procedimiento  privilegiado,  cuyo  acto^ 
al  que  de  una  manera  tan  ilegal  se  han  prestado  personas  especial- 
mente encargadas  de  su  custodia,  constituye  una  infracción  del  art*  12 
de  dicho  Peal  decreto  sobre  privilegios,  y  un  atentado  contra  el  dere- 
cho de  propiedad  garantido  con  la  doble  sahcit)n  de'' la  Constitución  y 
del  Código  penal,  y  que  es  autor  principal  de  estos  abusos  y  de  les 
pteijuicios  á  ellos  consiguientes  D.  Pedro  de  Maza;  Director  de  la  Socie- 
dad Ana  Bolueta:  que  sometido  á  procedimiento  criminal  per  defrau- 


dación  del  referido  privilegio,  prpmovió  dichas  diligencias  con  el  vi- 
aiWe  propósito  de  influir,  si  podia,  por  medio  de  un  procedimiento  tan 
ilegal  y  arbitrario  en  el  resultado  de  dicha  causa  j  declinar  sus  efectos 
y  responsabilidades;  por  lo  que,  habiéndose  presentado,  aunque  sin 
bastante  titulo  á  juicio  del  actor,  á  coadyuvar  la  acción  de  la  Admi- 
nistración y  i  defender  la  Real  orden  recaída  á  su  instancia  en  el  ex- 
pediente, merece  ser  condenado  en  las  costas  y  á  la  reparación  de  da* 
ños  y  perjuicios:  '  .  ; 

Resultando  que  al  contestar  el  Ministerio  fiscal,  pidió  la  absolución 
de  la  demanda  y  que  se  confirmasen  las  Reales  órdenes  reclamadas, 
fundándose  en  los  artículos  1.%  5.^  7."  y  21  del  Real  decreto  de  27  de 
Marzo  de  1826,  y  además  alegó  que  está  probado  en  estos  autos  que  el 
procedimiento  para  el  cual  solicitó  privilegio  Tourangin  no  pudo  áer 
objeto  de  él,  porque  no  constituye  invención  ni  merece  la  recompensa 
que  para  verdaderos  inventos  nuevos  nuestras  leyes  estabTeceti  como 
premio  al  talento  y  álos  conocimientos  científicos  cuando  por  virtud 
de  ellos  se  descubre  una  cosa  útil  y  aplicable  á  la  fabricación  y  lil  de- 
sarrollo de  la  industria:  que  todos  los  razonamientos  de  f  óurangin, 
tanto  en  el  escrito  de  demanda  como  en  el  de  ampliación,  jparten  de  la 
equivocada  creencia  de  que  sólo  á  los  Tribunales  ordinarios  correspon- 
de conocer  en  las  cuestiones  de  propiedad  y  posesión  én  materia  de 
privilegios:  que  lo  terminante  de  nuestra  legislación  eír  eétá  partís  y  en 
cuanto  se  refiere  á  concesiones  hechas  por  la  Administración  excusa 
g\  Fiscal  de  entrar  én  la  refutación  de  los  argumentos  que  se  aducen: 
que  el  Ministro  de  Fomento  no  ha  quebrantado  las  formas:  que  si  se 
dice  ser  competecte  el  Juzgado  de  la  Latina  para  entender  en  la  justi- 
ficación de  que  habla  el  art.  23  del  decreto  citado,  no  podia  resistirla 
exhibición  de  la  Memoria  y  nota  para  proceder  á  su  apertura;  pe'ro 
qne  no  era  para  discutirse  en  este  pleito  ni  entrar  en  el  examen  de  si 
el  Juez  de  la  Latina  debió  oir  á  la  parte  que  afectara  ía  apertura  de 
los  pliegos  ni  si  el  auto  de  26  de  Noviembre  de  1870  sé  habia  dictado 
en  expediente  de  jurisdicción  voluntaria  Ó  en  un  verdadero  litigio,  de 
lo  cual  habla  de  responder  dicho  funcionario;  y  que  la  Administración 
noliabia  visto  mas  que  el  ser  suficientes  las  pruebas  aducidas  para 
juzgar  que  el  invento  no  era  tal  invento,  y  habiéndolas  creido  acaba- 
das ha  declarado  la  caducidad  del  privilegio: 

Resultando  que  al  contestar  también  la  parte  coadyuvante  de  la  Ad- 
ministración, que  lo  es  D.  Pedro  Maza,  Gerehte  déla  Compañía  Socios 
de  Bolueta,  hizo  igual  pretensión  que  el  Ministerio  fiscal,  reproducien- 
do como  suyos  sus  mismos  fundamentos  y  alegaciones: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Herreros  de 
Tejada:     ' 

GoQsideraado  que  mdie  puede  ser  privado  temporal  ó  perpetua- 
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,  rnentfide  mis  bienes  y  derechos,  ni  turbado  en  la  posesión  de  ellos,  «- 
no  en  virtud  de  sentencia  judicial,  como  termiaaDtemente  se  ordena  en 
el  art.  13  déla  Constitución  del  Estado: 

Copsiderando  que  el  demandante  estaba  en  posesión  no  interrumpi- 
da por  el  largo  espacio  de  10  años  de  los  derechos  que  adquirió  legiti- 
mámente  en  virtud  de  Heal  cédula  de  privilegio  de  industria,  que  le 
fué  expedida  en  2  de  Abril  de  1860,  con  arreglo  al  Beal  decreto  de  27 
de  Marzo  de  1696  y  disposiciones  posteriores  sobre  la  materia,  utili- 
zapdo  exclusivamente  un  horno  y  procedimiento  para  desoxidar  hier- 
ro, declarándose  en  dicha  Real  cédula  ser  de  su  propiedad  exclusiva 
por,  15  años,  facultándole  además  para  disponer  de  los  indicados  de- 
,  rechos  por  contrato  ó  por  última  disposición  testamentaria  como  de 
bienes  propios;  y  no  obtante  este  justo  titulo,  que  solo  podria  invali- 
dar* una  sentencia  judicial,  no  solo  ha  sido  turbado  en  la  posesión  de 
ellos,  por  una  medida  gubernativa  adoptada  en  expediente  en  que  no 
ha  tenido  intervención  ni  audiencia,  sino  privado  enabsoluto  de  afcha 
.  propiedad. 

Considerando  que  la  Real  orden  reclamada,  que  le  privó  de  los  ex> 
presados  derechos,  está  expedida  usando  de  facultades  propias  del  po- 
der judicial  bajo  el  equivocado  supuesto  que  en  ella  se  establece  como 
fundamento  de  su  resolución  de  ser  potestativo  al  Gobierno  declarar 
ani;ladQ  y  sin  valor  alguno  aquel,  ó  á  cualquier  otro  privilegio  de  in- 
vención concedido  por  la  Corona  cuando  lo  estime,  como  en  el  caso  de 
que  se  trata,  comprendido  en  el  párrafo  quinto^  art.  21  del  precitado 
decreto  de  27  de  Marzo  de  1826: 

Consid^rando  que  basta  para  conocer  lo  erróneo  de  esta  doctrina 
tener  preséntela  disposición  del  art.  4.°  del  Real  decreto  de  23  de  Di- 
ciembre de  1829,  época  en  que  el  poder  Real  era  casi  ilimitado,  y  sin 
embargo  coAsignó  en  dicho  artículo  que  los  motivos  de  caducidad  ex- 
presados Qn  el  prenotado  art.  21  de  la  referida  ley  de  concesiones  de 
propiedad  de  industria  eran  casos  de  litigio  y  se  habían  de  decidir,  no 
gubernatiyamente  por  la  Administración,  sino  por  Juez  competente, 
que  entonces  lo  era  el  especial  de  la  jurisdicción  contenciosa  de  los 
Juzgados  privativos  de  Hacienda  pública;  y  con  pruebas  legales,  en 
cuyo  juicio  reconoce  también  habría  dQ  ser  parte  el  poseedor  del  pri- 
vilegio con  el  carácter  de  demandado: 

Considerando  que  esta  regla  de  justicia  respondía  á  la  necesidad  de 
todpslos  tiempos  y  de  todo  país  civilizado,  en  el  que  reconocido  un 
derecho,  y  especi^mente  con  el  nombre,  de  propiedad  mas  ó  menos 
perfecta  por  el  supremo  imperante,  tiene  éste  que  respetarlo  como 
sagrado,  y  no  privar  de  él  al  poseedor  sin  oirle  y  declararle  vencido 
pp  juicio  contradictorio: 

Considerando  que  con  mayor  razoii,  inaugurada  la  nueva  época  de 
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Gobierno  constitucional  con  su  división  desUode  ó  independencia  de 
los  poderes  públicos,  se  hubo  de  conocer  que  aquel  principio  de  recta 
justicia  debia  obtener  su  completo  desarrollo,  y  en  Real  orden  de  41 
de  Enero  de  1849  ya  se  previno  para  otro  caso  de  caducidad,  que  no 
es  el  que  motiváoste  pleito,  pero  si  está  entre  los  enumerados  en  el 
art.  %i  del  decreto-ley  de  27  de  Marzo  de  1826  referido,  que  se  formase 
el  oportuno  expediente  gubernativo,  en  el  que  la  primera  diligencia 
sería  ¡a  citación  del  privilegiado;  y  presentándose  á  hacer  oposición 
cesarían  las  actuaciones  guberpativas,  pasándose  al  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  su  domicilio,  ante  el  cual  se  debería  ventilar  la 
cuestión;  y  no  sólo  se  dictó  aquella  disposición  para  dicho  caso  con< 
creto,  sino  que  á  la  vez  se  estableció  por  regla  general  que  todas  las 
cuestiones  que  se  originasen  entre  particulares,  sobre  privilegios  de 
industria  habían  de  estimarse  por  su  esencia  conlenciosas  y  de 
propiedad^  y  por  ionio  de  la  competencia  de  los  Tribunales  ordi- 
narios. 

Considerando  que  ni  tan  explícita  resolución^  ni  otra  anterior  do  22 
de  Noviembre  de  1848,  que  declaró  también  la  competencia  de  los  Jue- 
ces de  primera  instancia,  se  creyeron  suficientes  para  disipar  toda 
clase  de  dudas  sobre  la  materia,  puesto  que  habia  aun  quien  atribu- 
yera á  los  Intendentes  como  Jueces  de  Hacienda  el  conocimiento  y  re* 
aolucion  de  tales  cuestiones;  y  por  Real  orden  de  i  6  de  Julio  del  pre- 
citado año  de  1849  se  hicieron,  entre  otras  declaraciones  importantes, 
en  primer  lugar  la  de  que  variado  el  sistema  administrativo  y  deslin- 
dado el  judicial  que  existi^i  al  promulgarse  la  ley  de  27  de  Marzo  de 
1826  9obre  privilegio  de  industria,  se  hallaba  permf^ente  solo  la  parte 
puramente  legislativa  y  orgánica  de  ella  por  haberse  con  la  nueva  le- 
gislación aheleado  el  conocimiento  y  tramitación  de  estos  iisuntos:  en 
segundo  lugar,  que  la  parte  cootencio  a  en  que  intervenían  Intenden- 
tes^ Consejo  y  Ministerio  de  Hacienda  habia  cesado,  y  la  administrati- 
va era  la  que  estaba  concentrada  en  el  Ministerio  do  Comercio,  boy  de 
Fomeoto;  y  por  último,  que  en  atención  á  que  las  cuestiones  de  rei- 
vindicación déla  propiedad  de  privilegios  de  industria  ó  para  solicitar 
la  anulación  de  los  concedidos,  fundada  en  la  práctica  anterior  á  su 
concesión  (que  ha  sido  la  controvertida  gubernativamente  en  el  caso 
díCUjía\)\t  son,  dice,  esencialmente  litigiosas  y  suje^as  al  fallo  judicial, 
previo  el  seguimiento  de  unjuicio,  en  el  cual  han  de  abrirse  los  plie- 
gos cerrados  que  se  custodian  en  el  Conservatorio  de  Artes,  donde  se 
contienen  el  secreto  de  la  invención  y  procedimientos  privilegiados,  y 
serlos  Juzgáidos  y  Tribunales  ordinarios  los  únicos  competentes  para 
resolver  estas  y  toda  clase  de  cuestiones  de  propiedad  entre  particula- 
res, y  por  tanto  civiles,  se  mandaba  así  publicar  para  general  conoci- 
miento 7  domM  efectos  que  indica  en  bien  de  los  interesados: 


y  considerando  que  en  la  instrucción  del  expediente  gubernativo^ 
terminado  por  la  Real  orden  reclamada,  no  se  han  observado  las  ptB- 
citadas  disposiciones  legales,  ni  la  jurisprudencia  que  la  ülCima  desig* 
nó  CQiiio  la  mas  conforme  á  los  rectos  principios  de  justicia  y  4e  con- 
veníencia  general  en  esta  clase  de  asuntos,  puesto  que  se  ha  resuelto 
una  cuestión  de  caducidad  de  privilegio  industrial,  y  por  consiguiente 
de  propiedad,  robustecido  este  derecho  con  elde  pacfñca  posesión  del 
mismo  por  iO  años  no  interrumpidos,  sin  haber  siquiera  citado  antes 
al  privilegiado  á  quien  tan  respetables  derechos  asistían  j^ará  quef  hu- 
biera podido  oponerse,  en  cuyo  caso  debió  no  continuar  dicho  expe- 
diente en  la  via  gubernativa,  y  remitirse  al  Juzgado  compeCente  para 
decidir  ^  cuestión  en  juicio  contradictorio  con  arreglo  á  las  leyes; 

Fallamos  que  debemos  dejar  y  dejamos  sin  efecto  la  precitada  Real 
orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento' eñ  31  de  Octubre  de  1871 
y  la  de  19  de  Diciembre  del  mismo  año>  contra  las  cuales  ha  sido  pro- 
puesta la  demanda  por  parte  de  D:  Ernesto  Toui'angin,  en  cuanto  de- 
clara la  primera  y  ratifica  la  última  por  resolución  gubernativa 'la  anu- 
lación del  privilegio  de  inve.ncion  á  que  dicha  demanda  se  contrae;  que- 
dando expeditos  sus  derechos  á  la  Administración  conio  parte  deman- 
dada, y  á  la  Sociedad  industrial  que  ha  litigado  en  calidad  de  coadyu- 
vante, para  que  si  lés  conviniese  ejerciten  las  acciones  de  que  sé  esti- 
men asistidos  con  arreglo  á  derecho  ante  los  Tribunales  competentes;  y 
no  há  lugar  á  las  demás  pretensiones  que  ia  misma  dematida  compren- 
de, relativas  á  reservas  y  declaraciones  sobre  derechos  civiles. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  pubiicatá  en  la  Gaceta  oñcÍ9\ 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa^  sacándose  al  efecio  las  co- 
pias necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Ministe- 
rio de  Fomento  con  la  certificación  prevenida,  lo  pronunciamos,  man- 
damos y  flrmamos.=Juan  González  Acevedo.=:6regorio  Juez  Sarmien- 
to.=ElSr.  D.  José  María  Herreros  de  Tejada  votó  en  Sala  y  no  puede 
firmar;  Juan  González  Acevedo.= Juan  Jiménez  Cuenca.  ==Ignacio  Viei- 
tes. = Juan  Gano  Manuel.=Trinidad  Sicilia. 

Publicación. =Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Gregorio  Juez  Sarmiento,  Presidente  accidental  'de  la 
Sala  cuarta  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  t>ál>lica  la 
misma  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en 
Madrid  á  26  de  Diciembre  de  i872.=Licenciado  Manuel  Aragone- 
ses Gil. 

'(Gaceta  de  15  de  Febrero  de  l87Sj.     . 
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MINISTÉRÍO  de  HACtóíDÁ. 
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EL  Gobieroo  de  la  República  décrela  lo  siguiente: 
.  ArtioulQ  único.  Se.auioriza  al  Ministro  de  Hacienda  para  presentar 
á  la  aprobación  de  la  Asamblea  Nacional  un  proyecto  de  ley  adjudi- 
cando deQnitiyamen  té  las  minas  de  Riotinto  á  los  Sresf.  William  Ed- 
ward  Qoentell,  Ernest  H.  Taylor  y  Enrique  Doctsch,  por  sí,  y  en  re- 
presentación de  la  casa  Matheson  y  compañía  de'Lóndres,  como  me- 
jores postores  en  la  licitación  abierta  desde  el  dia  4  de  Enero  últinio 
hasta  el  4  del  actual,  por  consecuencia  del  art.  8.**  de  la  ley  de  Í6  de 
Diciembre  último. 

Madrid  catorce  de  Febrero  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres. 

Á   LA   ASAMBLEA    NACIONAL. 

Autorizado  el  Gobierno  para  enajenar  en  pública  subasta  las  minas 
de  Hiotinto  por  la  ley  de  25  de  Junio  de  i870,  y  por  la  de  26  de  Di- 
ciembre último  para  venderlas  sin  las  solemnidades  de  la  subasta,  pero 
bajo  el  tipo  y  «ondidiones  de  la  que  w  23  de  Noviembre  anterior  y 
por  segunda  vee  se  hubo  de  cel^rar  sin  efecto,  presenta  hoy  á  la  apro- 
bacioQ  de  la  Asamblea  Nacional  la  adjudicación  que  pq|r  s)^  |iafte  ha 
becho  de  aquellas  minas  en  favor. de  los  Sres.  WilUam  Edwai;d  Qaen- 
ie\\«  Etnesl  H.  taylor  y  Enrique  Doctsch,  cuya  proposición  hecha  por 
81  y  en  üomb^e  de  la  casa  Matheson  y  compañía  de  Londres,  fué  la 
c^ae  mis  y  ttsñ\<sx  Wenaba  la%  condiciones  de  la  oterta  entre  las  cuatro 
q\ie  &e  presenlaTon  denUo  del  pílaso  aouuciado  al  efecto. 

l^ca  una  de  aq\ieV\as  condiciones  la^úe  que  so  cubriese  el  tipo  dé 
^,1^^.^^*i  pesetas  fijado  para  la  sef^anda subasta.  La  proposición  acop- 
laba \e  cwbna  con  el  exceso  de  4^.400  pesetas,  puesto  que  la  oferta 
eia  de ^*^.V^^Q.QQQ  péselas. 

Olta  délas  condiciones  era  la  de  haber  coasl^ado  en  la  Caja  ge- 
TiCTal  de  Dep6silcs  6  en  la  Administración  económica  de  Huelva  la 
cantidad  de  4.^^*1 .8»^^  pesetas  60  céntimos,  equivalentes  al  5  por  iOOde 
las  d^.l^i^.^^  pesetas  que  servían  de  tipo  para  el  remate,  y  también 
\len6  con  eiceso  en  la  suma  esa  condición  la  mencionada  empresa 
Matheáon  y  compañía,  como  lo  acredita  el  resguardo  de  la  Caja  ge- 
neral de  Depósitos  que  acompañaba  y  va  uoido  á  la  proposición 
aceptada. 

La  déciñlaprimera  de  las  condicioDes  económicas  otorga  un  bene- 
ficio áealguüa  importancia  al  comprador  de  las  minas  con  tal  que  se 
imponga  el  saeriñcio  de  construir  á  su  costa  un  ferro -carril  desde  Jas 
miúas  al  puerto  de  Haelra,  Y  ¡a  proposición  de  la  empresa  Afatbeson 
se  adelanta  á  contraer  el  compromiso  de  construir  por  su  caeata  ésa 
fmportaate  ría  férrea^  cuya  cmcesion  solicita  en  el  concepto  expresa- 
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do«  declarándola  ^e^  utilidad  pública;  circunstancia  que  no  puede  des- 
conocerse ni  debe  dejársela.  ."!  '  i 

Esto  de  una  parte«  y  de  otra  el  no  haberse  presentado  dentro  del 
plazo  otra  proposiciou  que  tan  por  completo  y  con  tales  garantías 
llene  las  condiciones  estipuladas  para  la  venta  de  las  minas  de  Riotin- 
to,  decidió  al  Gobierno  anterior  á  aceptarla  adjudicándolas  á  la  empre- 
sa Malheson  y  Compañía  como  mejor  postor;  y  en  este  concepto,'  y 
cumpliendo  coq  lo  determinado  en  el  art.  8.**  de  la  ley  de  26  de  Di- 
ciembre de  1872,  presupuesto  de  ingresos  de  1872  á  1873,  el  Poder 
Ejecutivo  presenta  á  la  aprobación  de  la  Asamblea  Nacional  el  adjunto 
proyecto  de  ley. 

Madrid  14  de  Febrero  de  1873. 

PROYECTO  DE   LEY. 

Se  adjudican  definitivamente  en  venta  las  min&s  de  Riotinto  á  los 
Sres.  William  Edwárd  Quentell,  Ernest  H.  Taylor  y  Enrique  Ik^ctsch, 
por  sf  y  én  representación  de  la  casa  Matheson  y  compañía  de  Londres, 
por  la  suma  de  92.800.00(1  pesetas,  al  tenor  de  la  proposición  garajati- 
da  con^  el  previo  depósito  y  aceptada  por  el  Gobierno*  en  los  términos 
que  previenen  las  leyes  de  25  de  Junio  de  1870.  28  de  Dieiegíibre  de 
1872  y  d  anuncio  oficial  de  4  de  Enero  del  presente  año.  Se  autoriza  al 
Gobierno  para  la  concesión  á  los  compradores  de  las  minas  de  Riotin- 
to, señores  Quentell,  Taylor.  Matheson  y  compañía  de  un  ferro  «carril 
que  desde  aquellas  vaya  al  puerto  de  Huelva  declarándolo  de  utilidad 
páblica,  pero  siii  subvención  ni  auxilio  por  parte  del  Estado,  y  con  su- 
jeción á  la  ley  y  reglaímentos  de  ferro-carriles. 
'    Madrid  14  de  Febrero  de  1873. 

(Gaceta  de  i^  de  Febrero  de  i91^). 


TRIBUNAL  SUPREMO. 

En  la  villa  y  corte  de  Madrid,  á  21  de  Enero  de  1873,  en  el  pleito 
pendiente  aüté  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Gáceres  y  en  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  aquel  territorio  por  D.  Florencio 
Martin  y  Castro  con  D.  Santos  Criado  Rojo  y  D.  Antonio  María  GoneKa 
y  Cano  sobre  cumplimiento  de  un  contrato: 

Resultando  que  los  tres  litigantes  otorgaron  escritura  en  Ojeares 
á  28  de  Junio  de  1864,  por  la  que  conTlnieron  en  formar  Sociedad  pa- 
ra la  explotación  y  negociación  de  los  registros  de  mineral  de  fosfato 
calizo  que  habia  hecho  D.  Florencio  Martin,  considerando  como  socio 
áD.  Ramón  Torres  Muñoz  y  Luna,  reciño  de  Madrid,  que  tendria  igual 
derecho  por  cuartas  partes;  habiendo  de  contribuir  los  cuatro,  coo 
igualdad  á  los  gastos  teniendo  el  mismo  derecho  á  los  beneficios:  que 
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minas  ó  los  minerales  previa- iaaprolHfeioaéi  fosotroffdoB'Oouodos; 
y  fae'leoieiidé  Gonohay  Criado  la  mitad  ée  16s  derechos  que  repre- 
aeolabaa  las  ei]a4iro  perteDeacias  de  nineral  fosfato  eaHzo  deaonioa* 
das  BUmcñy  Fanf^rita  y  Abmdameimj  sitas  eo  la  dehesa  dé  Gorchoela 
y  Areaales,  tedian  é  D.  Floreoeio  Martin  y  Castro  la  tercepa  parte  da 
dicha  ffiitad>  ó  fuera  1«  seita  parte;  y  «eo  su  eoosecaeiicia  0.  floreaeio 
Martin  y  €astro  oedia  á  sa  vez  á  d.  Ramón  Torres  Muñoz  de  Lona,  so 
eonsokcio,^  mitad  de  so  partioipaietoo  en  los  referidos  registros  Bian»- 
ea  y  Abündünetüt  6  fuera  la  dotara  parte: 

Resaltando  qae  con  fscha  en  Cacares  di^I  dia  siguiente  S9  dis  Jnnló 
de  1864  Armaron  an  documento  simple  los  mismos  tres  otorgantes  de 
la  anterior  escritura,  por  el  que  D.^  Antonio  María  Concha  y  D.  ^antof 
Criado  declararon  por  aquella  obltgaciotí  que  elevarían  á  escritura  pú- 
blica si  as!  conviniese  á  D.  Florencio  Martín  y  Castro:  que  pertene- 
ciéndoles  dos  acciones  de  las  11  de  que  se  eomponia  la  Sociedad  mi* 
ñera  titulada  La  Fraternidad^  cedían  á  D.  Florencia  Martin  una  partí- 
eipacion  igual  á  la  suya,  ó  fuera  dividir  las  dos  acciones  en  tres  par^ 
les,  con  iguales  derechos  y  obligaciones:  cediendo  asfitaísmo  al  expre- 
sado D.  Florencio  Martin  y  Castro  una  parte  igtial  que  la  qbe  les  cor- 
respondía del  registro  titulado  Castialidud,  en  la  dehesa  de  Coithnelá 
al  lado  de  la  mina  Abundancia,  con  iguales  derechos  y  ofoHgacioneS' 
con  que  las  habían  adquirido  del  registrador  D. -Francisco  Esteban  6a* 
llego;  como  asi  también  se  obligaron  recíprocamente  los  ires  á  ctral*' 
quiera  otra  participación  que  en  mineral  de  fosfató  calizo  podieran  ad- 
quirir  en  otras  Sociedades: 

Resultando  que  en  1.*"  de  Agosto  de  186$  firmaron  por  triplicado  un 
documento,  por  el  que  examinada  la  cuenta  de  gastos  ocasionados  en 
las  minas  desde  su  instalación,  consignaron  que  ascendían  á  86.97 o  rea- 
les 50  cents.;  expresándolo  que  respectivamente  habían ' satisfecho 
Cpnch$i  y  Castro,  firmando  aquel  documento  para  miitua  seguridad,  y 
con  la  condición  de  que  en  caso  de  pérdida  del  negoció  se  segregarían 
de  aquella  cuenta  4.554  r?.  gastados  por  Martin  antes  de  la  formación 
de  la  Sociedad;  9>S31  gastados  por  Criado  y  Concha,  y  los  haberes  dei 
escribiente: 

Besnlta^idp  qqeep  9  di^  Noviembre  de  Í1869  otorgaron  una  escritura 
poi  \^  .q\^  convinieron  en  SQpari^e  y  disolver  la  Compañía  que  ha^. 
bian  íorqifido  j)or  la  de 28  de  Ji^nio  4e  i864,  que, declararon  pula  y  sin 
efecto,  conviniendo  ji^almeoie  en  proceder  desde  luego  á  la  oportuna 
liquidación  del  activo  y  pasivo  de  la  Compañía  á  fin  de  que  cada  socio 
siijpi|ef(|  y  c9nociera  los  deberes  y  derechos  que  le  correspondían,  y  que 
e^ta.  TO^qlficioQ  se  comunicara  á  P.  flamon  Tprres  Muñoz  y  Luna  y  á 
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su  conoctnúeDto,  gobierno  é  ioteligeacia: 
•  Resultando  que  en  4:*"  de  Diciembre  del  mismo  ano  i869  otorga/ron 
escritura  D.  Antonio  Maria  Concha,  D.  Florencio  Martín  y  Castiro,  y 
bi  Santo»  Criado,  á  quienes  pertenecía  por  iguales  partes  el  7ipor  400 
de  la  mina  de  fosfato  calizo  denominada  Abundancia;  D.  Francisco 
Lorenzo  Acuña,  á  quien  correspondía  el  25«  y  D.  Diego  Bibiano  Gon- 
zález, á  quien  correspondía  el  3;.  siendo  también  dueños  los  tres  pri- 
meros de  las  denominadas  Cacereña,  Agricultura^  Argenta,  Explora^ 
dora,  Labradora,  Esperanza,  Lu;&  de  Cáceres  y  Céres^pot.la  que  las 
^ier^o  en  arrendamiento  á  D.  Bernardo  Dampias  y  compañía,  de  Lis- 
boa, por  término  de  20 años;  debiendo  pagar  el  niineral  que  arran<^- 
sen  al  precio  ()e  23  rs.  tonelada  inglesa  conteniendo  la  ley  de  60  gra- 
dos arriba,  y  i  r^zoo  jde.lO  r$.  los  que  no  llegasen  á  ella,  entregando 
Dampias  como  garantía  5.000  duros,  de  que. empezaría  á  reintegrarse 
á  los  seis  meses  con.  el  25  por  400  del  producto  de  los  mineraJos;  esta- 
bleciéndose en  la  décima  condición  c(\i6,  como  en  la  mina  denomina 
da  Abundancia  ha.híB^  dos  interesados  6  participes  que  no  lo  eran  eo 
las  demús,  Los  dueño^  de  ella  llevarían  una  cuenta  aparte  ó  indepenr 
diente  para  .saber  el  producto  exclusivo  de  dicha  mina  Abundancia^ 
del  que  percibirían  D.  Francisco  y  D.  Diego  Bibiano  González  su  res- 
pecjlivo  25  y  3  por  400,  y  el  reatante  72  con  el  producto  de  iofdas  las 
demás  minas, se  dividiría  por  iguales  partes  entre  D.  Antonio  María 
Concha,  D.  Florencio  Martin  y  Castro  y  D,  Santos  Criado,  sin  tener  en 
cuenta  la  mayor  ó  menor  pertenencia  ó  dominio  que  en  ellas  corres- 
pondiera á  cada  uno  de  éstos,  pues  así  les  convenia  y  estipulaban: 

Resultando  (jue  exigido  por  D.  Florencio  Martin  y  Castro  de  D.  San- 
tos Criado  y  D.  Antonio  María  Concha  cumplimiento  del  contrato  de  29 
de  Junio  de;i864,  se  negaron  á  ello;  y  que  en  su  virtud  entabló  de- 
manda para  que  se  les  condenase  á  otorgar  la  escritura  de  cesión  á  que 
se  hablan  obligado: 

Resultando  que  los  demandados  impugnaron  la  demanda  sostenien- 
do qiie  el  citado  contrato  formaba  parte  integrante  de  la  escritura  de 
Sociedad  otorgada  en  28  del  mismo  mes  de  Junio,  la  cual  habia  que- 
dado disuelta  y  nula  por  otra  de  5  de  Noviembre  de  4869: 

Resultando  que  el  demandante  replicó  que  entre  los  citados  con- 
tratos no  existia  congruencia:  que  los  demandados  tenian  en^su  poder 
el  producto  de  la  tercera  parte  de  las  dos  acciones  de  La  Fraternidadj 
que  le  correspondía;  y  queén  su  virtud  ampliábala  demanda  para  que 
seles  condenase  al  reintegro  délas  Cantidades  que  indebidamente  re- 
tenían, con  los  réditos  legales: 

Resultando  qué  los  demandados  reconocieron  la  fl^ma  del  citado 
documento,  insistiendo  D.  Antonio  María  Concha  en  que  era  conse- 
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ciiencia  de  la  escritura  del  dia  anterior  que  la  palabra  ceaton  que  figu- 
raba  en  ambos  coatratos  la  introdujo  el  demaodaote  por  consecuenoia. 
de  la  que  haeia  á  D.  Kamon  Torres  Ñuños  de  la  mitad  de  le  que  los 
demandadps  le  habían  cedido,  usándose  acuella  fra^  parii  manifestar 
una  de  las  bases  de  la  asociación*  y  no  para  jconfundir  su  dominio:  quie< 
siendo  consocios  y  no  habiéndose  otorgado  más  escritura  que  la  men- 
cioaada,  á  la  cual  se  referían  todas  eus  cuentas  y  convenios,  era  claro 
que  disuelta  la  Sociedad  coocluyeron  «todas  la^  obligaciones  que  res- 
pectivamente se  habían  impuesto;  y  asi  como  Castro  era  dueño  4^  las 
minas  que  aportó,  los  demandados  lo  eran  de  las  dos  acciones  dé  La 
.  Fr(UemidaAy  de  las  minas  que  igualmente  aportaron;  no  faabieodp. 
tenido  nunca  el  objeto  de  trasmitirse  el  dominio. y  propiedad  devenías, 
sino  únicamente  hacerse  particjipes  en  sos  productos  ínterin  e^siiese 
la  Sociedad: 

* 

Resultando  que  las  partes  sümÍDistraroñ  prueba,  y  que  la  Sala  de: 
lü  civil  de  la  audiencia  de  Caceras  dictó  sentencia  en  Slde  Noviembre 
de  1874  confirmando  la  apelada  en  cnanto  condenaba  á  los  ilemanda- 
dos  otorgar  al  demandante  escritura  pública  de  cesión  de  la  tercera : 
parte  ée  cada  una  de  las  dos  aceionea  que  le  estaban  reconocídaaen  U 
Sociedad  iiVatarflúiad,  según. se  habla  obligado  en  el  instrumento  pri^ 
vado  de  29  de  Junio  de  1864,  y  revocándola  en  cuanto  se;  les  condena- ! 
ba  al  pago-  délos  di?idendos  activos  que  hubieran  percibido  y  reteai-. 
do  en  su  poder  de  dicha  tercera  parte  y  réditos  al  6  por  iOO,  reser-; 
vándose  el  derecho  al  demandante  para  que  la  ejercitase  como  creyera 
corresponderle: 

Resultando  que  los  demandados  interpusieron  recurso  de  casación . 
por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

i.*    Al  considerarse  eficaz  y  subsistente  el  documento  privado  de' 
29  de  /unió  de  1864,  que  era  adicional  y  complementario  de  otro  de 
Sociedad  celebrado  el  dia  anterior  que  habia  sido  disuelta  por  escrito- 
ra otorgada  posteriormente,  las  leyes  1.*,  tlt.  I.',  libro  tO  de  la  Noví-' 
sima  Recopilación,  y  6l,tít.  5.*  de  la  Partida  5."/ en  qtrp'^e  pretendía 
fundar  la  sentencia,  porque  establecían  precisamente  lo  'contrario  de' 
lo  que  aquella  mandaba,  y  no  eran  aplicables  al  caso  én  el  sentido  que 
la  Audiencia  les  había  dado,  según  .tiene  declarado  este'  Supremo  Tri- 
bunal en  varías  ocasiones,  y  especialmente  eú  fas  sentencias  de  29  de 
Setiembre  de  1869  y  7  de  Enero  de  1870,  también  infringidas:  . 

2/  Y  como  condición  precisa  de  esta  infracción,  la  ley  2/,  tít.  13, 
Partida  3/,  y  la  doctrina  legal  establecida  sobre  ella  en  la  sentenciado 
21  de  Setiembre  dei  1859;  * 

Y  3.*  Y  aun  ac^ptand  3  la  apreciación  de  la  Audiencia  sobre  la  obli- 
gacioa  obj^U)  del  pleito,  la  ley  14,  tU.  10  d«  U  Partida  5.%  y  la  doc» 


triiMtf  lei^l  mtfií^  Qiy  éumf áyetíté niói  está  (^ttigád6^á<butepm  é  ééirtt'af*' 
to  bua»d<»  el  otro  cotitr«yetfte'há  dejado  d^  cumplitlet 

Visto,  síeúdo'  Pb¿»eQté  el  M^giMírado  D.'JoséMaríaf-Gátíereá'.     ' 

eo'Qsidératrdo  que  los  fU0tiv(y9  alegados  en  et  peicdrso  áer  dlHgéi'ld* 
dos  expresaorente  'ctmita  la£í  tío&dideraeiooes  én  qfée  sé  fabada  la'seo* 
tetrcia,  lo  ciíal  bastarla  por  sf  bókf  para  Cfáíese  declárase  ittiprocedieiíte' 
pior  caarito  este  tAétoáó  edñtráfíar  hi  doctrina  eiitableeida  con  repetí.' 
cion  por  e^te  SotiN-éítío  Tritydnd,  y  que  htfy  fitiMiitny^  verdadet^' 
jüHsptodencfa: 
^  Considerando,  por  lo  d^enüás,  que  eldoctimento  pTivadei  4e^  dé  Jü^ 
mé  dtí  ^'864,  que  han  r6éonócido  los  lifigaiítes  y  en  el  qué^ecrtívinie-i  . 
rotí  ids  áeáiándados  en  dar' partid paéion  ai  deinabdante  ed  tos  dere. 
ch^siqéé  téáian  en  \á  miM  P'rat&rnidád  f  m  el  tél^sttó  LUCéémlU 
dad,  es  completamente  diverso  de  los  otros  contratos  contenidos W 
las  esMtaraa  de  28  de  Junio  de  4864^  i.*  áe  Agosto  ée  1666^,5  de/No. 
vieihbre  y  I.**  d^  Diciembre  de  i  869,  puesto  que  el  objetó  de  oslas  es-' 
crriuras  oro  tiene  relación  alguna  con- la  mina  Fraterfiidad  ni  el  fégia^i 
tro  Casualidad:  ■ 

»  CoBsIderando  quelademaiida  Ira  versado  sobre'<ti  cnoiplHiiieoto  di^ 
dicko  contrato  de  19  de  Junio  de  1864$  j  además  di^lo  que  éparece  dé: 
las  es6ritor«»  que  seban  citado»  resulta' derlas  pruebas  que  se  han  ptlie^ 
ticffdd  y  aprecia  la  Salaseétenoiadora  que  el  demandante,  attnque.no' 
ba  sido  j^dconocidd  oficialmente  como  socio  de  La  Fraternidad^  le^ 
correspondía  la  tercera  pattetde  interéS'  eb  las  acciones  de>llds  dennaitt-. 
dados,  como  lo  han  oído  á  uno  de  éstos  y  como  resulta: dioi  las'  mesk\A% 
presentadas' por  (os  mistmos*  sin  qjue  contra  esta  apreciación  se  cite  en 
el  recurso  la  infracción  de  ley  alguna  ó  doctrina  admitida  ppx.  la  jjiiris*, 
prudencia  de  los  Tribunales:.  ,        ^ 

Goosi()eraado  que*  supuesta  esta  apreciación  de  la  Sala,  )á  senten- 
cia no  infringe  la  ley  1.',  tit.  i/,  libro  10  de  la  NoFÍsíma  Recopilación; 
la  61,  tit.  5/,J»artida  5.';  la  1.%  tít.  13,  Partida  Í.\  ni  las  doctrinas 
de  la^  senteopL^  de  este  S|i;premo  Tribunal  que  se  citan  Como  funda- 
mentos,!.^ y  2.  del  recurso,  porque  siendo  obligatorio  por  sí  mismo  y 
por  su  naturaleza  el  contrato  de  29  de  Junio  de  1864,  y  no  teniendo. 
conexiQu  alguna  xon  los  demás  contratos  celebrados  entre  los  mísnt^os 
interesados»  en  especial  la  escritjiira  de  disolución  de  la  Sociedad  en 
1869,  es  evidente  que  estaban  y  est¿n  obligados  á  cu9xpUrÍo,  q^ue  es  lo 
que  deternaina  el  fallo: 

V  considerando  que  lá  sentencia  tampoco  inflinge  la  ley  14',  tit.  10 
dé  ia.Pariidá  5. ,  íá  la  doctrina  que  se  invocj^  como  tercer  uiotivb, 
porque  los  recurrentes  no  han  justificado  qUe  íl.  Ptorencfo  líárfHi  y 
Castro  fcáyá'^fejíídn  de  cíirfi|)lir  por  su  p>a(rtelo  conyenido;  •  • 

Fallamos  ^\i6  éiVeiuty^  dfedjára'i^  ye  ü^cU(taftiio9  tní  b8i6(fr  l\^r  M-  Ifer^ 


CUBO  49  e«0«ei0n  iat^ifoeelo  por.D»  Aaionio  Vari»  flopiclia  y  D^  Sanioi. 
Criado»  á  qaieqe».  condenao^os  eo  las  cosUs;  y  lfbces9  A  la  AudieneU. 
de  €áceraa  la  ^Sieriificaeion  i^orrespondifDte,  coo  deyolucipa  de  las  do- 
cumeDtos  qae  ha  remitido.  .... 

Asi  por  esta  ooestra  seotencia,  qae  se  publicará  eo  la  Gac$ia  y  se 
insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasáodos.e  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmflnnos.?=Mauricio  García.. 
=;=José  M.  GAceres.=José  Fermín  de  Muro.=Benito  de  ¡Posada  Herrera, , 
=Ramon  Diaz  Velo.=Benito  de  ülloa  y  Rey.=Victoriano  Careaga.. 

Publicacion.sLeida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Ex- 
celentísimo Sr.  D.  José  Mari^  Cáceres,  Magistrado  del  Tribunal  Supre-, 
mó^  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  en  el  día  de  hoy,  de 
qu^  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Maárid  21  d¿  Bnéro  de  1879  =í Licenciado  biBsiderib  MáHüíét. 

Gaceta  de  26  Febrero  de  1  Wl 


Bn  la  tilla  f  coVtíé  dé  Madrid,  é  29  de  Enero  de  iiR^v  «o  el  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casaoioo  poriairáeitioh  de' 
ley»  seguido  en  el  Juagado  dd  primera  instancia  4el distrito  de  Palacio 
de  esta  capital  y  en  lámala  segunda  de  lo  civil  de  (^  Audiencia  de  snk 
territorio  por  D.  José  de  Villaréjo  y  Oreilana  con  D.  Gustavo  d9  Nou- 
vioQ  sobre  cuipplimiento  de  un  contrato: 

Resultando,  que  D.  José  Villarej.o  y  Greciana,  vecino  de .  Cáceres,  y, 
D.  Jorge  Williams  y  D.  Gustavo  de  Nouvion,  de  Madrid,  firmaron  un 
documento  simple  por  triplicado  ^n  esta  corte  á  20  de.  Julio,  y  eo  Gá*. 
ceres  el  %1  de  Julio  de  18G4,  en  eí  que  Villaréjo  declaró  que  lo?  tr^s 
registros  de  minas  de  fosfato  de  cal  que  (lasta  entonces  habia  hecho  y 
los  demás  que  hiciera  pertenecían  por  mitad,  á  él  y  á  0.  Jqrge  Wi- 
lliams y,D,  Gusta?Q  Ñouvion:  que  éstos  se  obligaban  á  sufragar  cuauv. 
tos  gastos  se  hicieran,  quedando  encargados  de  realizar  la  negociacioi;i 
y  enajenación  de  las  minas,  perteneciendo  sus  productos,  deducidos 
gastos  por  mitad,  á  aquellos  y  á  Villaréjo;  que  este  contrato  se  e)eva< 
ria  á  escritura  pública  tan  pronto  como  lo  exigieran  Nouvipn  y  Wi« 
lUams,  qué  satisfarían  los  gastos  dé  la  misma;  y  que  las  diflcuítades 
que  piudie^án  originarse  entre  las  partes  con  inoiivo  de  aquel  contrato 
se  dirimirían  por  arbitros  amigables  Componedores  y  tercero  en  caso 
de  discordia,  con  arreglo  á  la  lejr: 

Resultando  que  D.  José  Villaréjo  firmó  otro  documento  privado  en 
Gáceres  á  21  de  Óbtubré  dé  i  665,  en  el  que  declaró  que  en  27  de  Julio 
dé  1864  teñía  vendidas  á  D.  Gustavo  de  Ñoiivion  dos  minas  de  fosfato 
decaí  tiiutad'as.San  José^y  La  Iglesia,  sin  que  hubiera  mediado  es- 
critura t^ilblicá',  óuya  extebsion  aplazaba  haha  que  las  circunstancias 
labicieran  neeasaria  al  comprador;  declarando  por  aqúéí  UocuiüéatoV 
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al  cualdaba  toda  la  faerza  legal  Wuna  e^criitira "públitia,  qfttodi>ebas 
ddá  minas  coa  sus  ciiáítro  perteoeniciaB  eran  efectivamente  de  Nouvíob 
puliendo  disponer  libreüionté  dé  ellas  como  mejor  le  acomodase  sin 
reserva  alguna:  ' 

Resultando  que  con  la  misma  fecha  firmó  Nonvion  otro  documentó 
en  que  declaró  que  el  contrató  de  venia  de  las  dos  citadas  minas  que 
le  habia  otorgado  VíIIárejo  en  aquel  dia  habia  de  entenderse  en  con- 
formidad al  art.  4.**  del  contrato  de  participación  firmado  en  ti  de  Julio 
de  1864  entre  Víllarejo,  Williams  y  el  otorgante,  y  que  por  lo  tanto  no 
enajenaba  Villarejo  la  participación  que  le  correspondía  en  virtud  del 
citado  contrato,  en  la  cual  se  haría  entrega  tan  luego  como  la  hubiera 
hecho  efectiva: 

Resi^t^ndo  que  fundado  en  estos  documentos  y  ep.el  hecho  dé  ha- 
ber recibido  Nouvian  S.OOO  libras  esterlinü^s  por  la  venta  délas  minas 
entabló  demanda  D.  José  Villarejo  para  que  se  condenase  á  aquel  á  otor- 
gar en  unión  del  demandante  la  correspoúdiente  escritura  pública  de 
compromiso  confólrme  alo  prevenido  en  losarts.  4.*,  491  «y  892  de  la 
ley  de  Enjulciami^'td  civil:  > 

Resultando  que  D.  Gustavo  Nouvion  impugnó  la  demanda,  alegan- 
do que  el  contrato  referido  no  habia  pasado  de  proyecto,  como  lo  ma- 
nifestaba el  hecho  de  úo  haber  sido  elevado  á  escritura  pública,  por 
haberse  convenido  todos  del  ningún  valor  de  las  minas,  quedando  por 
lo  mismo  derogado  por  la  voluntad  expresa  de  los  interesados:  que  e  i 
mismo  Villatejo  habia  declarado  en  otro  documentó  que  las  minas 
eran  de  la  única  pertenencia  de  Nouvion,  lo  cual  no  hubiera  podido 
hacer  si  el  primer  contrato  hubiera  subsistido;  sin  que  pudiera  seívir 
de  obstáculo  á  esta  inteligencia  el  otro  documento  que  Nouvion  habla 
firmado  en  la  propia  fecha,  pues  lo  que  únicamente  se  desprehdia  de  él 
era  que  quedaba  vigente  la  participación  que  á  Villarejo  correspondía 
en  la  enajenación  de  las  minas;  pero  no  las  demás  condiciones  del  con- 
trato, habiéndolas  cedido  gratuitamente  á  D.  Federico  Sabell  porque 
nada  valían: 

Resultatido  que  la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta 
corte  dictó  sentencia  en  8  de  Noviembre  de  1871  confirmando  la  del 
Juez  de  primera  instancia,  en  cuanto  por  ella  se  condenaba  á  D.  Cfus  . 
tavo  Nouvion  á  otorgar  dentro  del  término  de  10  días  en  unión  de  Don 
José  Villarejo  escritura  pública  de  compromiso,  con  sujeción  á  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  821  y  822  de  la  ley  de  Eojuiciamiéntp  civil,  para 
decidir  y  determinar  las  dificultades  que  h^abjan  surgido  á^\  contrato 
celebrado  por  los  mismos  con  D.  Jorge  WiUiaopseci, 97  de  Julio  de  1864* 
y  revocándola  en  el  extremp.^n  queb&bi^  Qoodoaa^o  á  Nounon  rip^t* 
go  40 1(1?  CQstas:  ^     '    _  ''      .    "  _"      ...     ..  ^'  _.,:.  ,,.,//..^ 


Rdailtando  cpé  el  demandado  intorpiDio  feciurso  de  easacipa  por  ha- 
berse inMogido  k  bu  juicio: 

i.*  La  doctrina  establecida  ponr  este  Sapremp  Tribunal  en  la  fen- 
teocia  núm.  61 « segundo  semestre  da  1869,  eo  que  se  establece  que  para 
ser  aplicables  las  l^&  del  contrato,  y  la  i,%  titulo  1.*,  libro  40  de  la 
NoTisima  Recopilación,  es  indispensable  que  los  contratos  cuyo  cam- 
plimiento  ne  reclama  no  hayan  sido  contraciados  por  otros  posteriores 
de  laa mismas  partes,  y  el  de  27  de  Juliq  de  1864  habia  sido  absoluta- 
mente derogado  por  los  de  21  de  Octubre  de  1865,  tácitamente  porque 
00  se  habia  llevado  á  efecto  á  aquel,  y  expresamente  que  por  estos  úl- 
tiaios  babia  quedado  .reconocido  Nouvion  como  único  y  absoluto  due- 
ño de  las  minas,  y  sólo  en  su  virtod  habia  podido  disponer  de  ellas 
8ÍD  anuencia  de  Williams,  no  aipareci90do  en  dichos  contratos  la.  obli- 
gación de  sujetar  á  la  decisión  de  amigables  componedores  las  dife- 
rencias que  por  consecuencia, de. la  v^ata  délas  minas  pudieran  re- 
saltar; 

Y  2."*  Y  al  someterse  á  la  jurisdicción  de .  amigables  componedores 
por  las  consecuencias  del  contrato  4e  cesión  y  venta  de  las  miqas  ad- 
quiridas de  Villarejo;  sin  que  por  su  parte  se  hubiera  obligado  i  ella 
eo  el  documento  de  21  de  Octubre  de  1865,  único  vigente  entre  ambos, 
el  principio  general  y  doctrina  legal  reconojcida  de  que  la  jurisdicción 
ordinaria  es  la  necesaria  y  l^ltima  para  dirimir,  las  contiendas  civiles* 
y  la  de  que  nadie  puede  ser  juzgado  sino  por  sus  Jueces  natprales  y 
establecidos  previamente  por  las  leyes,  á  no  someterse  volviotaria- 
mente  á  otros;  y.  el  art*  91  de  la  Constitución  de  1869,  que  confirman- 
do estos  principios  establece  que  á  los  Tribunales  corresponde  exclu- 
sivamente la  potestad  de  aplicar  las  leyes  en  los  juicios  civiles  y  cri- 
minales: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Gáceres: 

Gonñderabdo  que  los  contratos  de  27  deJiilid  de  1894  y  los  otros 
dos  de  21  de  Octubre  de  1865  que.  han  reconocido  las  partes,  deben 
entenderse  y  explicarse  naturalmente  atendido  el  conjunto  de  los  mis- 
mos, porque  son  inseparables  y  de  manera  que  puedan  cumplirse,  se- 
gún la  intención  manifiesta  de  las  partes  contratantes,  en  cuyo  con« 
cepto  loa  ha^eotendido?  y  aplicado  la  Sala  sentenciadora:    . 

Gonsidisrando  que  la  Jntelig^neia  que  quiere  darles  el  recurrente 
resultaría  en  9u  exclusivo  provecho  y  en  perji^icio  notorio  del  deman- 
dante: 

Gpoeidef  an4o;i  por  lo  demás,  que  la  apreciación  de  la  Sala  y.  la  sen  - 
lenciaque  en  su  virtud.ha  pronunciado  po  infringe  las  doctrinas  de  las 
de  este  Supremo  Tribunal  que  se  citan  como  fundamento  primero  del 
recurso,  porque  la  cita  se  ihace  en  ^l  supuesto,  equivocado  de  qstimar 
por  si  solo  el  contrato  de  21  de  Octubre  de  1865,  co^o  ái  np  exiistieran 


tds(- dtf ós  tae  ^é  %wi  tHaóoñié  .VI  de  Jél1odo^M4>y  edaeifiui^  de) 
mismo  21  de  Octubre,  que  qo  cootrarfan  lo  mn^éiiido  eü  el  de  1664: 

Y  y^oos(id«rat)do  qu^  el  dontrato  de  27  de  lalio  de  "1864,  «álido  y 
eüeaz,  sujetó  é  los  intet'esados  á  la  decísioB  de  Amigables  compoaedo* 
res  sobré  las  difereuéias  que  surgieran  para  su  eomplimiéoto,  y  los 
sustrajo  por  cofisígüieote  de  la  autoridad  de  la  jurisdicción  ordioaria; 
y  por  tanto  es  evidente  que  tampoco  infringe  la  teoteociala  doctrina 
que  se  invoca  por  el  recurroLte,  y*  mucho  menos  el  art.  91  déla  Goos- 
tilucion  vigente,  citados  como  segundo  motivo  de  casación; 

Faltamos  que  debem'os  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  Fe* 
curáo  de  casación  interpuesto  por  D.  Gustavo  Nouvion,  á  qoimí  coq4«* 
namos  en  las  costas,  y  Hbréseá'  liei  Audiencia  de  esta  corte  ka  certifica* 
cion  correspondiente,  con  devolución  de  ios  documentos  que  ha  re- 
mitido. ' 

Ast  por  esta  tiu^tra  seutéñcta,  que  se  publicará  en  la  Gmteíay  se 
insertará  en  \ai  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne* 
cesarías,  ló  próDíunciamos,  mandamos  y  firmane«.attlotié  Haría  Cace. 
res.=LattTeano  de  Arrretá.=±:losé  Fermín  de  Moro.^Benito  de  Fosada 
Herréra.=Bamon  Díaz  Vela. =Benlto  de  ülloa  y  Rey.tsiVicUHriftiio  Ca- 
reaga! 

Publicacioii.=í:Leida  y  publicada  fué  la  anterior  senleocia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  José  María  Cáceres,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo, 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  en  eldia  d&  hoy»  de  que 
certifico  como  Relator  Sedretario  de  la  misma. 

Madrid  ^9  de  Enero  de  l873.^Licenciado  Desiderio  Martínez, 

(Gaceta  de  1/  dé  Mam  dé  mi). 


PMSIDEtICIA  DEL  PODED  UECUTIVO  «E  U  REPUBUCA. 

LEY. 

La  Asansblea  Nacional,  en  us»  de  su  seberaoiai  decreta  y  sajpciMia 
la  siguiente  ley: 

Articulo  1  ."*  Se  declaran  libres  d e  derechos  afaneelanos,  <para  so  in 
troduccion  en  España,  los  efectos  de  hierro  y  acero,  y-el'materiiit  fijo 
y  móvil  necesario  para  la  construcción  y  establecimiento  del  ferro- 
carril minero  de  Luchana  al  Regato. 

Art.  2.'  El  Gobierno,  de  acuerdo  con  la  empresa,  9}ará  las  canUda. 
des  correspondientes  de  dichos  efectos  f  del  material  á  que  ae  ha  d« 
aplicar  la  exención. 

Lo  tendrá  entendido  el  .Poder  Ejecutivo  para  su  impresión,  pttbli» 
cacion  y  cumplimiento. 


Palacio  de  la  Asamblea  NaeioDal  siete  de  Marzo  de  mil  ochocieatos 
setenta  y  tres.=:GristÍDO  Hartos,  Presiden t€.K::Gajo.  López,  Represen- 
tante Secretario.=Eduardo  Benot,  Representante  Secretaria«=FederH 
co  Balart,  Representante  Secretario. 

.    (Gateia  de  11  de  Marzo  de  1873;. 


PRESIDENCIA  DEL  PODER  EJECUTIVO  DE  LA  REPÚBLICA. 


DECRETO. 

En  el  expediente  j  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Gober- 
nador de  la  proTiocia  de  Murcia  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Car- 
tagena, de  los  cuales  resulta: 

Que  á  nombre  de  D.  Leandro  Madrid  y  Martínez,  vecino  de  Carta- 
gena, se  presentó  ante  el  referido  Juez  un  interdicto  de  recobrar  con- 
tra D.  Andrés  Lacárcel,  vecino  de  Murcia,  porque  poseyendo  aquel  en 
virtud  de  compra  hecha  al  Estado  en  1867  nú  trozo  de  monte  situado 
en  el  Rincón  de  San  Ginés,  con  linderos  públicos  y  conocidos,  D.  An- 
drés Lacárcel  le  habia  perturbado  en  la  posesión,  estableciendo  hacia 
un  mes  ciertos  trabajos  dentro  del  perímetro  del  monte: 

Que  admitido  el  interdicto,  fué  sustanciado  sin  audiencia  del  de-, 
mandado;  y  recayó  auto  restitutorio,  que  se  llevó  á  efecto  en  cuanto  lo 
consentía  la  especialidad  de  los  trabajos  mineros  que  se  habían  em- 
prendido: 

Que  D.  Andrés  Lapércel,  Presidente  de  la  Sociedad  minera  titulada 
La  Acrisolada,  acudió  al  Gobernador  de  la  provincia  manifestando  que 
en  10  de  Enero  de  1U66  D.  Carlos  Martínez  registró  una  mina  de  hierro 
bajo  la  denominación  de  La  Casualidad^  situada  en  el  Rincón  de  San 
Ginés,  cuya  demarcación  tuvo  lugar  en  I."*  de  Octubre  de  1867,  sin  que 
produjera  reclamación  alguna;  y  que  en  22  de  Abril  de  1868  se  expidió 
el  título  de  propiedad  de  la  mina,  habiendo  el  concesionario  tomado 
posesión  de  ella  en  28  de  Octubre  del  mismo  año:  que  en  su  virtud  la 
Sociedad  formada  para  la  explotación  de  aquella  mina  había  establecí- 
do  diferentes  veces  en  el  terreno  de  su  demarcación  los  trabajos  que 
esiiüió  conveniente,  hasta  que  los  paralizó  el  proveído  del  Juez  en  el 
interdicto,  el  cual  partía  del  supuesto  equivocado  de  que  el  actor  era 
dueño  del  terreno,  cuando  este  pertenecía  á  una  Sociedad  minera;  y 
por  último,  concluía  suplicando  rué  se  requiriera  de  inhibición  al 
Juzgado: 

Que  el  Gobernador  despachó  el  requerimiento  fundándolo  en  lo  dis- 
puesto en  la  Real  orden  de  8  de  Mayo  de  4839  y  en  los  arts.  2.%  21  a\ 
26  y  36  y  37  de  la  ley  de  minas  reformada  en  4  de  Marzo  de  1868: 

Que  sustanciado  el  incidente,  el  Juzgado  sostuvo  su  jurisdicción 
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alegando  que  el  hecho  á  que  se  referia  el  interdicto  er'a  pért'urbatorio 
del  de  la  posesionr  de  la  finca  en  que  legítimamente  se  hallaba  su  pro» 
pietario.  y  que  sólo  á  los  Tribunales  de  justicia  corresponde  decidir 
sobre  este  punto:  * 

Que  el  GobStoildor,  de  conformidad  eob  el  parecer  de  la  Diputación 
provincial»  insistió  en  el  requerimiento,  y  resultó  el  presente  conflicto 
que  ha  seguido  sus  trámites: 

Visto  el  art.  9.*"  del  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  1868,  según 
el  cual  las  concesiones  que  otorgue  el  Gobierno  de  las  sustancias  me- 
talíferas constituyen  una  propiedad  separada  de  la  del  suelo,  y  que 
cuando  una  de  ambas  deba  ser  anulada  y  absorbida  por  la  otra  proce- 
den la  declaración  de  ulitidad  pública,  la  expropiación  y  la  indemni* 
zacion  correspondiente: 

Visto  el  art.  27  del  mismo  decreto -ley«  que  al  expresar  los  dere- 
chos y  deberes  de  los  mineros  dice  que  se  concertarán  libremente  con 
los  dueños  de  la  superficie  acerca  de  la  extensión  que  necesiten.  Dcu  • 
parpara  almacenes,  talleres,  lavaderos,  oficinas  de  beneficio,  depósi- 
tos de  escombros  ó  escorias,  instalación  dooiáquioas,  boca-minas  etc.;  y 
que  si  no  pudiesen  avenirse,  ya  en  cuanto  á  la .  extensión,  ya 
en  cuanto  al  precio,  el  dueño  de  la  mina  solicitará  del  Gobernador  U 
aplicación  de  la  ley  sobre  utilidad  pública: 

Visto  el  voto  particular  formulado  por  dos  Consejeros  de  Estado: 

Gonsiderando; 

1.°  Que  según  las  bases  del  decreto-ley  citado^  las  concesiones  mif 
Qeras  constituyen  una  propiedad  en  el  subsuelo  independiente  de  la 
del  suelo,  y  que  cuando  éste  se  halle  en  el  dominio  de  un  particular 
necesitarán  los  mineros  proceder  con  su  acuerdo  al  establecer  boca- 
minas y  otras  dependencias  útiles  á  su  industria,  ó  en  su  caso  pedir  la 
expropiación  por  causa  d^  utilidad  pública;  lo  cual  no  consta  que  se 
h&ya  cumplido  en  el  presente  caso: 

%""  Que  tampoco  resulta  que  el  Gobernador  de  la  provincia  haya 
dictado  providencia  alguna  que  sea  contrariada  por  el  interdicto; 

Y  Z°  Que  mientras  no  aparezcan  cumplidos  los  requisitos  que  exi- 
ge la  ley  de  minas,  los  propietarios  del  suelo  se  hallan  &a  el  pleno 
disfrute  de  sus  derechos,  y  el  acto  perturbatorio  de  estos  derechos 
ejecutado  por  un  minero  puede  ser  rechazado  por  medio  de  interdictos^ 

El  Gobierno  de  la  República,  conformándose  con  lo  consultado  por 
el  Consejo  de  Estado  en  pleno,  ha  tenido  á  bieu  decidir  esta  competen- 
cia á  favor  de  la  Autoridad  judicial. 

Madrid  trece  de  Marzo  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres. 

El  Presidente  interino  del  Poder  Ejeoútlyo. 

Francisco  Pi  y  Margall. 

(Gaceta  de  15  de  Mario  dei^Z). 
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Resultando  qae  en  el  Juzgado  de  pñmera  instancia  de  EntrambafS- 
aguas  se  promovió  interdicto  de  recobrar  la  posesioi^  por  Dona  Marce- 
lina de  los  Cuetos;  j  previa  fianza  y  dada  informacioo  de  testigos,  se 
pronunció  sentencia  en  12  de  J^nio  de  1872  declarando  haber  lugar  al 
interdicto,  y  condenando  ea  su  consecuencia  á  D.  Toribio  Martínez  Pi- 
pillos  ü  que  resitituyera  á  1a  Doña  Marcelina  en  la  posesión  del  estable- 
cimiento de  baños  de  Solares  y  sus  aguas»  y  de  la  tierra  lal)raatia  de 
las  Veneras,  de  que  habla  sido  despojada,  á  la  indemnización  de  daños 
y  perjuicios  y  al  pago  de  las  costas  hasta  que  se  verificase  el  reintegro» 
reponiendo  las  cosas  á  su  primitivo  estado,  apercibiendo  á  Pinillos  pa- 
ra lo  que  hubiera  lugar  si  repetía  semejantes  abusos,  y  reservándola 
su  derecho  para  que  lo  pudiese  ejercitar  en  juicio  ordinario: 

Resultando  que  notificada  esta  sentencia  á  los  encargados  de  Pini- 
llos. aus^te  á  la  sazón,  y  requeridos  de  suspensión  de  las  obras  en  la 
mina  Pepita^  propia  del  mismo  Pinillos,  presentó  escrito  la  Doña  Mar- 
celina quejándose  de  los  trabajos  que  continuaban  en  la  mina  Pepita, 
y  pidiendo  que  el  actuario  U  restituyese  inmediatamente  en  la  pose- 
sión de  la  finca  de  las  Veneras  y  de  todas  las  aguas  minerales  que  con- 
duelan al  baño  de  los  Solares,  extendiendo  diligencia  de  la  longitud  y 
extensión  de  terrenos  por  donde  transitaban  libremente,  previniendo 
en  debida  forma  á  los  operarios  que  bajo  su  responsabilidad. suspen- 
diesen todas  las  labores  en  el  territorio  que  abrazaba  aquella  diligen- 
cia, apercibidos  de  proceder  contra  ellos  como  desobedientes  á  la  Au- 
toridad: 

Resultando  que  eñ  auto  de  20  de  Junio  se  defirió  á  lo  que  se  pedia 
y  se  dio  posesión  á  la  Doña  Marcelina  de  la  finca  de  las  Veneras,  asi 
como  de  ías  aguas  minerales  que  conducían  al  baño  de  Solares  hacien- 
do las  oportunas  medidas  del  terreno  y  previniendo  á  Pinillos  y  sus 
encargados  se  abstuviesen  de  sacar  minerales  ni  otros  trabajos  de  ex- 
cavación, mi»a  ni  tránsito  en  el  terreno  que  quedaba  descrito: 

Resultando  que  Pinillos  pidió  reposición  de  este  auto,  que  le  fué  ne- 
gada por  otro  de  20  de  Julio;  y  habiendo  apelado  de  ambos  proveídos 
se  le  admitió  el  recurso  en  un  solo  efecto;  y  visto  por  la  Sala  d^  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Burgos,  fueron  confirmados  ambos  autos  en 
18  de  Noviembre  de  1872: 

Resultando  qne  de  este  auto  pidió  certificación  D.  Toribio  Martínez 
que  ha  presentado  en  este  Supremo  Tribunal,  formulando  recurso  de 
casación  en  el  fpc^do  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Josó  María  Cáceres. 

Considerando  que,  según  el  art.  (5.''  de  la  ley  de  reforma  déla  casa- 
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cion  civih  DO  se  da  recurso  en  e)  fondo  por  infracción  de  ley  ó  de  doc- 
trina contra  las  sentencias  que  recaigan  en  los  juicios  posesorios,  ni  en 

ninguno  después  del  cual  puede  promoverse  otro  juicio*  sobre  el  mismo 
objeto: 

Considerando  que,  tratándose  en  estos  de  un  interdicto  de  recobrar 
la  posesión,  que  cita  de  lleno  en  el  caso  de  la  ley,  no  puede  admitirse 
eí  recurso  en  lo  principal  ni  por  consecuencia  en  un  incidente  sobré 
ejecución  de  la  sentencia,  que  por  su  naturaleza  es  interina,  y  que 
puede  quedar  sin  efecto  en  un  juicio  ordinario  sobre  la  misma  pose- 
sión que  fué  materia  del  interdicto; 

No  há  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Toribio  Martínez  de  Pinillos,  á  quien  se  condena  en  las  costas. 

Madrid  1."  de  Marzo  de  l«73.=José  M.  Cáceres.=Laureabo  de  Ar- 
riela.=José  Fermín  de  Muro. =Benito  de  Posada  Herrera.  =Ramotí  Díaz 
Vela.=:LicencÍ8do  Desiderio  Marlioez. 

(  Gaceta  de  18  de  Marzo  de  l875j. 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


limo.  Sr.:  En  vista  de  la  instancia  elevada  á  este  ministerio  por  la 
casa  Orozco  hermanos,  de  La  Garrucha,  provincia  de  Almería,  solici- 
tando que  se  habilite  la  playa  llamada  Boca  del  Rio  Olías  para  el  em- 
barque de  mineral  de  hierro  que  explotan  de  las  minas  que  poseen  en 
el  término  de  Carboneras,  y  el  desembarque  de  maquinaria,  herra- 
mientas y  útiles  para  el  laboreo  de  dichas  «minas: 

Visto  cuanto  resulta  del  expediente  instruido  en  esa  Dirección  ge- 
neral y  de  los  informes  pedidos  á  las  corporaciones  de  la  provincia  so- 
bre el  particular: 

Considerando  que  si  bien  son  favorables  á  la  ^concesión  los  infor- 
mes emitidos,  ponen  sin  embargo  el  obstáculo  de  la  carencia  de  perso- 
nal de  Aduanas  y  de  Carabineros,  por  ser  ya  muchos  los  puntos  habili- 
tados con  igual  objelo  en  el  litoral  de  la  provincia,  á  otros  particu- 
lares; 

Y  considerando  que  para  conciliar  los  intereses  del  Tesoro  con  los 
particulares  se  hace  preciso  estudiar  un  arreglo  definitivo  y  económi- 
co de  todos  los  puntos  habilitados  en  dicha  provincia,  pero  que  entre 
tanto  no  parece  equitativo  negar  en  absoluto  á  determinadas  personas 
lo  que  á  otras  se  ha  concedido;, 

El  Gobierno  de  la  Rppública  ha  resuelto  que  se  habilite  provisional- 
mente el  punto  denominado  Boca  del  Rio  Olías  para  el  embarque  de 
mineral  de  hierro  con  documenlacion  de  la  Aduana  de  La  Garrucha. 
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Lo  digo  á  V.  I.  para  los  efectos  consígaientes.  Dios  gaarde  á  V  L  mu 
chos  años.  Madrid  21  de  Febrero  de  iii73. 

EGHEGARAY. 
Sr.  Director  general  de  Aduanas. 

Gaceta  de  19  de  Mar%o  de  1873; 
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Eq  la  villa  de  Madrid,  á  3  de  Marzo  de  1873,  en  los  autos  seguidos 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Cartagena,  y  en  la  Sala  de  lo 
cíTil  de  la  Audiencia  de  Albacete  por  D.  Juan  Porcel  y  Palomares  con 
la  Sociedad  minera  titulada  Empresa  de  Cartagena  sobre  reivindica- 
cioo  de  acciones;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de 
casación  interpuesto  por  la  Sociedad  demandada  contra  la  sentencia 
que  en  30  de  Noviembre  de  1871  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  la  escritura  de  constitución  de  la  Sociedad  mi- 
nera Empresa  de  Cartagena  otorgada  en  11  de  Enero  de  18G0  se  esta« 
bleció  el  domicilio  social  en  Cartagena,  y  fué  aprobada  por  el  Gober- 
nador civil  de  la  provincia  de  Almería  donde  radican  las  pertenencias 
explotadas: 

Resultando  que  en  17  de  Setiembre  de  1868  el  Procurador  D.  Jeró- 
nimo Gañera  dedujo  demanda  á  nombre  de  D.  Juan  Porcel  y  Palomares, 
exponiendo  que  suf  principal,  socio  de  la  Empresa  de  Cartagena,  venia 
desde  su  fundación  representando  et  interés  de  dos  accionss  números 
131  y  132,  satisfaciendo  102  pedidos,  y  desempeñando  en  ellas  comi- 
siones importantes:  que  la  empresa  fué  reconstituida  en  especial  mi- 
nera por  escritura  de  11  de  Enero  de  1860,  Ggurando  con  el  interés  de 
dicbas  dos  acciones  por  espacio  de  más  de  20  años,  hasta  que  per  lia- 
ber  dejado  de  pagar  el  dividendo  núm.  103  y  siguientes  por  quebran- 
tos de  familia,  le  fueron.caducodas  en  24  de  ñlayo  del  expresado  año 
arbitrariamente  por  no  haber  llenado  los  requisitos  legales;  y  pidió  se 
declarase  correspondían  á  D.  Juan  Porcel  y  Palomares  las  dos  acciones 
indicadas,  condenando  á  la  Empresa  de  Cartagena  á  la  devolución  y 
entrega  de  las  mismas  y  sus  rendimientos,  mediante  declaración  de 
qne  se  le  reconocía  como  otro  de  sus  participes  en  ella: 

Resaltando  que  conferido  traslado  ¿  la  expresada  Sociedad ,  le  eva- 
cuó á  su  nombre  el  Presidente  D.  Alejandro  Silva,  excepeionando  que 
la  repetida  Sociedad  se  constituyó  obteniendo  la  aprobación  del  Oo- 
bernodor  de  Almería,  en  cuya  provincia  radican  las  minas  que  explo- 
ta: que  teniendo  necesidad  de  hacer  crecidos  gastos,  sin  los  cuales  hoy 
no  conservaría  ninguna,  repartió  ios  dividendos  pasivos  números  103, 
104  y  10&  pcüTa  hacer  frente  á  lo»  mismos,  y  como  0:  Juan  -Pofcel  no: 


— fía- 
los hubiese  satisfecho  después  de  haberle  requerido  por  escrito  hasta 
tres  veces  por  la  Junta  directiva,  haciéndose  las  publicaciones  en  los 
Boletines  oficiales  de  la  provincia  y  periódico  de  la  localidad,  cuyos 
ejemplares  acompañaba,  de  aquí  el  haber  oonÁenlido  la  caducidad  de 
dichas  acciones,  debie^ndo  en  consecuencia  ser  absuelta  la  Sociedad 
de  la  demanda;  y  añadió  que  elProcurador  Catiera  no  tenia  la  repre- 
sentación legítima  de  D.  Juain  Porcelpara  promover  la  demandar 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  di!íplica  reprodujeron  las 
partes  sus  respectivas  alegacianes,  cumpliendo  la  demandada  la  ex- 
cepción propuesta  en  cuaiato  á  la  personalidad  del  Procuriidor  de  la 
demandante  respecto,  á  po  haber  presentado  el  poder  coq  la  nota  de. 
bastante  que  la  legitimara;  y  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  practica- 
ron las  que  las  partes  propusieron  por  medio  de  documeatos  y  tes- 
tigos: 

Resultando  que  sustanciado  el>tticio  po^rsus  trámites,  la  Sala  délo 
civil  de  la- Audiencia,  por  sentencia  de  30  de  Movieo^hre  de  i8?!«  revo- 
catoria en  parte'detla  del  Juez  de  priip^era  insta^noia,  ^enden^  á  la  So- 
ciedad especial  minera  J^mpri^^a  de  Cqriagmi^  á  que  reconozca  i  Don 
Juan  iporcel  por  dueño  legitimo  de  la«  dos  .a4;cione8  nt^meros  151  y  132 
de  las  minas  Mesías  y  su  anopliacion,  y  á  que  previa  liquidación  de 
cuentas,  le  abone  los  beneficios  que  haya  producido  con  las  deduccio- 
nes,debidas,  sin  otro  resarcioskiento,  confirmando  dicha  sentencia  en 
cuanto  declaraba  no  haher  lugar  i  la  excepción  perentoria  propues- 
ta por  la  Sociedad  demandada  sin  expresa  con4eQaciQ>n  de  costas: 

Y  resultando  que  la  Sociedad  Empresa,  de  Cartagena  interpuso  re- 
curso de  casación,  porque  en  su  concepto  se  han  infringido: 

1.*  La  ley  del  contrato,  pues  constaba  como,  up  hecho  cierto  con- 
fesado en  su  demanda  por  D.  Juan  Porcel  que  dejó  de  pagar  los  divi- 
dendos pasivos  que  le  correspondieron  en  el  año  de  18G0  por  dos  ac* 
cienes  que  poseía,  sin  tener  ningún  motivo  de  los  que  ante  la  ley  pue- 
den servir  de  excusa  para  d^j^r  de  cumplir  (o ^estipulado  eq  el  contra- 
to social;  y  no  habiendo  cumplido  Porcel  con  la  primera  obligación  que 
le  imponía  el  contrato  social,  no  podría  conservar  los  derechos  que  des- 
pués ha  reclamado: 

S."*  El  art>  21  de  la  ley  de  Sociedades  mineras  de  6  de  Julio  de  1859. 
porque  á  pesar  de  que  es  él  i^e  declárala  obligapion  que  tienen. los  so- 
cios de  satisfacer  lo  que  les  correspondiese  en  los  repartos  paaivos»  lá 
Sala  sentenciadora,  fundándose  en  la  falta  de  nimios  detalles  de;  f^r*. 
malidad  para  haber  declarado  caducadas  las  accione «,  le  otorga  su  rei- 
vindicación camo  si  por  su  parte  el  D.  Juan  Porcel  hubiera  cumplido 
la  obligación  de  todo  socio: 

Y  Z,""  El  principio  de  derecho  de  que  los  contratos  consei^suales  se 
pueden  deeliaoer  poi  eleooseatimi/^Dto  y  i&  cppformid^d  de  \%»  partea; 


y  k  jorisprtiieDdtt  es¿aM«oida  por  este  Tdbíiáal  Sapfenio  en  ^nten- 
cía  dé  3  de  AlDfil  de  #867,  jorque  la  deolaracioo  de  caducidad  hecha 
eo  %i  )ie  Mayo  de  4960  féé  cíoosentida  en  el  mero  hecho  de  entregar  el 
socio  las  acbiones  cu^a  devolución  reclama  ahora,  y  qoedó  tao  firme, 
mente  anulado  el  contrato  por  parte  de  Porcel  como  si  hubiera  verifi- 
cado la  renuncia  esporitáiiea  de  las  dos  accioiies  que^seia,  en  rírtud 
de  la  Acuitad  que^oocede  á  los  íócios  la  ley: 

Vistos,  siendo  imánente  el  Magistráído  D.  Laureano  de  Arrieta: 

Considerando  que,  con  arreglo-^  lo  prevenido  en  el  art.  21  de  la 
ley  de  Sociedades  mineras  de  6  de  Julio  He  itt59,  para  que  proceda  la 
declaración  de  caducidad  dé  alguna  ó  algunas  de  sus  ácdoote  por  fal- 
ta de  pago  de  los  repartos  pasivos  es  iDÜispensable  que  el  tenedor  de 
ellas  que  se  negase  ó  atrasase  en  este  pago  sea  previamente  requerido 
tres  veces  por  escrito  perla  Junta <)irppliva  ^owip  dias  de  intervalo, 
anunciándose  los  requerimientos  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia, 
y  que  aun  después  de  estas  formalidades  deje  de  cumplir  su  compro- 
miso: 

Considerando  que  el  presente  litigib  ha  versado  acyfore  la  Cuestión 
de  hecho  de  si  la  Junta. directiva  de  la  Sociedad  minera  Empresa  dé 
Cartagena  ha  cumplido  ó  no  las  mencionadas  prescripciones  legales 
antes  de  declarar  la  caducidad  de  las  dos  acciones  pertenecientes  á  su 
socio  D.  Juan  Porcel  y  Palomares,  y  que  la  Sala  sentenciadora,  apne* 
ciando  las^pruebas  documentales  y  testificales  practicadas  por  las  par- 
tes, sin  que  la  reéurrente  alegue  contra  esia  apreciación  inacción  al* 
guna  de  ley,  ni  de  doctrina  legal>  consigna  que  dicha  Janta  directiva 
no  ha  probado  suflcieniemente  haber  realizado  los  tres  requerimientos 
por  escrito  al  indicado  D.  Joan  Porcel,  y  que  tampoco  los  ha  publica- 
do en  el  Boletín  ofieial  de  la  provincia  de  Murcia,  que  es  en  la  que 
correspondía  hacerse  esta  publicación  por  hallarse  fijado  en  Cartagena 
el  domicilio  social  de  la  Compañía,  y  ejercer  la  Junta  directiva  sus 
funciones  en  la  misma  ciuda4: 

Considerando,  en  su  "virtud,  que  la  sentencia  recurrida  no  infringe 
el  mencionado  art,  2i  ni  las  disposiciones  legales  que  se  citan  relati- 
vamente al  cumplimiento  ó  rescisión  de  los  contratos,  ni  la  doctrina 
establecida  por  este  Tribunal  Supremo  en  la  sentencia  de  3  de  Abril  de 
1867,  la  cual,  aunque  con  un  objeto  distinto  del  que  ha  sido  materia 
de  este  pleito,  confirma  la  observancia  puntual  del  mismo  art.  21  arri- 
ba citado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  perla  Sociedad  minera  titulada  Empre* 
na  de  Cartagena^  i  quien  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Au- 
diencia de  Albacete  la  correspondiente  certificación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  ia- 


sartará  en  Ja  Cúkccton  Ugülaiiva^  pasáadose  al  efecto  bs  copiaf  ne- 
cesarias, lo  pronuDciamós  mandamos  y  fijr(pamo8.:^Joaé  María  Gáce- 
Ipes. ^Laureano  de  ArrieU.=sJosé  Férmio  de  Muro.^Beoito  de  Posada 
Herrera.=Romaa  Diaz  Vela.ssBeoito  de  ülloa  y  Rey.ssVictoriano  Ga* 
reaga. 

PablicacioQ.xcLeida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el 
Exorno.  Sr.  D.  Laureano  de  Árrieto,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo^ 
estando  celebrando  audiencia  púk^lica  ]a  Sala  priorera  del  mismo  el  día 
dé  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Supremo 
Tribunal. 

Madrid  S  de  Marzo  de  i873.=Dionisio  Antonio  de  Fuga. 

(Gaceta  de  24  de  Marzo  de  1873^. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO, 

Exposición. 

Desde  que  en  Julio  de  1849  se  creó  una  Comisión  para  formar  la 
Caria  geológica  del  terreno  de  Madrid,  y  por  la  ley  de  minas  de  3i  del 
mismo  mes  se  dispuso  que  todos  los  Ingenieros  del  cuerpo  destinados 
á  los  distritos  tuviesen  la  obligación  de  ejecutar  los  estudios  geológi  • 
eos  que  para  el  mapa  general  les  encomendaran  los  inspectores  del  ra- 
mo, el  Gobierno,  reconpciendo  la  necesidad  de  realizar  un  tHbajo  que 
ha  de  ser  la  base  de  cuantos  se  emprendan  para  que  la  agricultura  y  la 
industria,  sobre  todo  la  minera,  dejen  de  marchar  á  ciegas  y  alcancen 
el  desarrollo  de  que  son  susceptibles,  se  ha  dedicado  con  solicito  afao 
A  vencer  las  dificultades  que  á  tan  importante  obra  oponían,  por  una 
parte  la  escasez  de  personal  facultativo,  y  por  otra  la  imposibilidad  de 
consignáronlos  presupuestos  las  cantidades  que  hubieren  sido  neoeaa* 
rias  para  llevarla  á  cabo  con  la  rapidez  apetecible. 

En  vano  creyó  vencerlas  10  años  después,  cuando  al  centralizar  en 
la  Junta  general  de  Estadística  todos  los  trabajos  geodésicos,  geológicos, 
hidrográficos,  forestales  y  parcelarios  refundió  en  ella  la  antigua  Comi- 
sión geológica  del  Reino,  porque  si  bien  concurrían  á  un  mismo  fin  tan 
diversos  ramos,  era  natural  que  exigiendo  su  marcha  diferente  criterio 
se  resintieran  los  resultados  de  la  heterogeneidad  de  pensamiento  en 
la  Comisión  general  de  Estadística  que  dirijia  los  trabajos,  llegando  á 
posponerse  los  gf'ológicos  hasta  el  extremo  de  que  en  los  últimos  años 
no  sé  destinase  cantidad  alguna  para  ellos  en  el  presupuesto. 

Ya  antes  el  decreto  de  15  de  Febrero  de  1865,  por  el  cual  se  creó  en 
Madrid  una  Comisión  permanente  de  Ingenieros  de  Minas  con  el  objeto 
de  dirijir  y  ordenar  todos  los  estudios  y  trabajos  necesarios  para  el 
trazado,  descripción  y  publicación  de  los  mapas  geológico -provinciales, 


Estadi8lioá:'>«Su  objeto*  d«(na;  m  ^^crH||¿á  grai»de«  rMgQ%  .la  «#6Í9«|w 
«tuieioo  geología  de  U'^a(k)Mt«,'r|Dte8eD{lado^tií  uHeuMé  Ibnda- 
«cion^  coD  eitésivat  geíiKiriílid^d,  descHMe))do  bs  grtípOB  de>r«éás 
«má^amportattt^;  y  iin  désceader  á'deiálle^  de  a^li6adoD,'shy  Étñtt^^ 
lar  iodividualmeúte'  los  tfiiembros  ó  rdeas  de  que  de  tit)ttrpdDe  eada 
«terreóos  di  suaDitiistrar  los  datód  que  el  Gobierno  iazgue  indispen&á^' 
«bles  parasol  fomebU)  déla  rique^  íEiddstrial.» 

Asi  *es  que^  tratándole  ¡de  remediar  este  kieonvenlénte,  la  doeva 
Comisión  se  consideró  como  complementaria  de  la  Junta  general  de 
Estadísticjii  f  se  dispuso  ¡qoe  los -mapas  geológico-proviecialeá  qué  pu- 
blicase babian  de  ser  «((ion  inmediata  aplicación  á  la  agrieultura,  á  la 
minería,  á  la  industria',  á  las  construcciones  y  á  le  ífitel^tigaeion  de 
aguas  artesianas  y  QiitieTales.v     ' 

81  el  decreto  fundado  en  tan  etactas  e^oBideraciomes  no  tuvo  él  re- 
saltado que  bubieitá  sido  de  desear,  débese  al  olifido  de  algunas  cir- 
cuDstancfas  que  es  de  absoluta  necesidad  tener  presenten  para  c^nci- . 
liar  liO' largo  y- difieil  dfé  U  obra,  qué  la  situación  del  Tesoro  no  per^»' 
mite  apresurar  con  la:»ece6idad  de  que  de  realice  en  ei  másíeorió  es-', 
pació  de  tiempo  posible,  sobre  todo  si  se  quiere  conseguir  que  mlen- 
tras^ llegue eu  término  puedaa  utilizarse  los  inoumerables  datosque' 
están  en  el:  casode  irsumiDfistraikjdo  cuantds-se  dedican  abe^tudio  de 
las  €ieoeíA8i' físicas  y  naturales,  y  muy  particalarmente  el  cuerpo  de 
IngeoieroB  d^Miqasy  quetieueiel  deber  de  hjaoerio. 

Las  Comisiones  creadas  hasta  la  fechaban  sido  las  encargadas  de 
ejebtttafiy  dirijirilos  trabajoé> bajóla  inmediata  depeddeneiade  k  Jun- 
ta geoeñtial  ile  Bstadístioa  ^  «de  la'  iHreceioh  general  de  Agvioeltura;  1d( 
dasitriey  iOdmercio^  siin  {;iaUarse  sometidas  á  la  inspección  de  ')a  luova' 
superior^  facul batida  de  Minería,  q^ie  es^  sin  eüibárgcK  la' mafs  oompetentíe' 
deilaS'CorpovacioneB  ereeé  ramo^  puesto  que'  Io»<  indiVíduoé'  qvkíi 
compütaeflí  sanilos  Ii>getfiero$  miás  auirgubs del  cuei^  de^ MiUtts^buyi! 
larga  experiencia  y  conocimiento  del  territori^c^  o(^  puede  m^droside^r 
de «grao^  utilidad  p^rá  la  fbpmadron  delMapéfneoi'ó^i^  dé  Espáfifi,  fu  se 
atiend^al  númevo.ycealiidfldde  los  datos  que<iádá  údo  de  los  Vocalésl 
pubde  sumidistrar,  ya¡  por  h  autoridad  que  su  elevado  juicio  daHalde^ 
eesariamenté  á  los  documentos  que  -se  sometieran  ásu  examen. 

<  Casi  todas.las  disposiciones  que  se  han  dictado  para  la  formación^ 
d0l  Mapa  geológico  han  impuesto  á  los  Ingenieros,  Jefes  y  áuballernos 
destinados  á  los-  distritos  mineíos;  la  obligación  de  practicar  estudios' 
y  trabajos,  geológicos;  pero  c^mo^no  podía  menos  de  suceder,  sdn  tnuyi 
contados  aquellos  qiie  han  prestado  una  eficaz  colaboración^  s^i  se  ex-^ 
ceptúan  los  que  se  hallabati  en  las  provincias  recorridas  por  los  Voca- 
les de  las  Conáslba^s.  ün  -las  demás,  ya  porque  las  mismas  Comisiones 


oimientos  de  minas  y  metalúrgicos^  y*  demás  datiQS'qaeiseaa,  condu- 
eenies  al  conocimiento  físico,  geológico  y  minero  de  laprpvincia^  . 
Art  2.*  A  la  ejecución  da  estás  cartas  provinciales  y  .éi  Id  colección 
r  de  datos,  noticias  y  miiertales  para:  su  formación  y  la  del  Mapageo- 
lógico  general  de  España  contribuirán  los  Ingenieros  del  cuerpo  de 
Minas,  y  muy  principalmente  los  destinados  á  los  distritos,  kajo.  la  di- 
rección de  ]os<  que  componen  la  Comisión  ejecutiva  y<  coa  Los  reourr 
sos  que  ésta  les  proporcione,  ^i^npre- que  los  exija  la  Di|tara^ezA:de  los 
trabajos  que  se  les  encomienden. 

El  Gobierno  verá  con  particular  agrado  y  recompensará  debida- 
mente 4  los  que  dando  muestras  de  su  Saber  y  apliCacioa  ejecateii  por 
sf  pianos  geológicos  de  UB  dísti^itoó  comarca;  pero  no  es  ese  el  trabft*^ 
jo  obligatorio  que  á  todos  s6f  impone,  ^ino  aquel  que* sea eoq^patible 
con  el  servicio  más  ó  menos  activo  de  su  cargo:  tales  son  las^obseuva-* 
ciones  barométricas  que,  practicadas  con; regularidad  yicoas^tancia  en 
todas  las  excursiones,  pueden  dar  una  idea  aproximada  del  relieve  del 
terreno;  los  cortes  geológicos' de  éste,  siguieádo  los  itinerarios, de  los 
viajes  á  las  minft$;  fos  pla«os  deidemarcaeieay  délas  :labopes  mine- 
ras,.con  expresión  de  la  naturaleza  de  la  roca  (y  de  la  edad  cuapd^^se 
conozca)  que  forman  el  sttelo  y  Mibsuelo;  el  envío  de  djeniplacc^^.y  co- 
lecciones de  minerales,  rocas  y  fósiles  recogidos  en  las  excursiones  lOr/ 
dinarias  y  extraordinarias, 'con expresión  délos  lugares  en  que  bansi« 
do  hallados^,  para 'que  éátós'puedan  ser  objeto  de  una  investigación  es- 
pecial por  parte  de  los  Ingenieros  y  de  la  Gomi^ioe  ejecutiva i;:jEn  una 
palabra,  desde  el  simple  diario  de  viaje  que  está  obligada!  llsivar  has- 
ta el  plano  geológico  completo  del  distrito  que  tiene  á  su  cuidado,  to- 
dos los  datos,  noticias  y  trabajos  que  en  ta0[  variada  ese^<i(  le  es  dado 
suministrar  al  Ingeniero;  todos  pueden  ser  útiles  al  propósito  del  Go- 
bierno«  y  con  ellos  es  de  esperar  que  contribuya  cada  cual  en  el  grado 
que  le  permitan,  sus  conocin^ientos  en  la^m^t^n^  ylos  deberes  de  su 
cargo  en  el  distrito,  sin  dar  lugs^r  á  que  eq  las  memorias,  doiode  anual- 
mente se  expondrá  cuaotp  se  haya  ejecutado  ep  el  mapa,  figure  ^u 
nombre  entre  los  que  han  manifestado  poco  celo, en  la. prosecución  ,^e 
tan  importante  obra.  Los  Ingenieros  de  distrito  acompañarán  tsimbien 
á  los  de  la  Comisión  activa  cuando  el  Director  de  ésta  creanece^aríb 
que  hagan  juntos  un  reconocimiento,  en  cuyo  case  ¿e  lea;  abonarán  <las 
dietas  que  les  correspondan,  con  arreglo  al  art.  49  d^  regUrmiinlOcdel 
cuerpo.  '••■.•        '        .  '.     :  V  .■  •    ;•:  ' 

Art.  3."  Los  Ingenieros  que  componen  la  Comisión  ejecutiva  se  ecu-: 
paran,  ya  en  la  formación  del  Mapa  geológico 'general:,  donde  fijar;áe 
los  limites  de  los  terrenos^  ¿egun  su  <eded<'yconiai>Bxaclitud  posible^ 
pero  sin  detenerse>an  pormenores  queooriiespoiidea  á los onapaa geo^ 
ló^co-iodastriales  de  tas  proviooias;  ya  e¿  naoog^  y^rectífioar  los  tiftt 


bftjoá/  tíáfos  f  ^^Aéás  ({oei  reinita D  lo^  tafenieros  de  las  proviiDctaf ;  7« 
eo'reufii^,'oftlena>^y:cl4ísifie«ír'l.)8  áiioerales,  roeas  y  ¡fósilesque  soaeo- 
piéfi'eú  las  ofíbiDás  dula  Cómisioo.  GorrespoDde  á  los  Ingeoierosde  ésta 
hacer  praeitii^r  ó  veriflcar  p^r  si^b  el  laboratorio  establecido. bd  la  Es- 
cuela  especial  de  Minas  los  ensayos  4üe  se  eonsideren  indispensables 
para  la  clasiQcaüion  dé- bocas  y  minerales.  Recorrerán  asimismo  los  dis- 
tritos con  el  fia  de  dar  nnfidad  á  los  trabajos  que  en  ellos  se  hagan  para 
el  mapa,  y  de  estimular  á  los  que  lo  necesiten.  Examinarán  alU  los  ma-* 
teriales  recogidos,  y  encaminarán  las  iavestigaciones  qnese  empreddan 
de  la  manera  máscoodudsnte  á  los  fines  de  la  Comisión.  También  se 
ocopará  el  perdona!  de  ésta  como  trabajo  preferente,  caando  los  fondos 
lo  permitan,  en  trazar  grandes  corteé  geológicos,  siguiéndolas  lineas  de 
los  ferro*carriles  y  oiraé  obras  públicas  que  por  su  magnitud  puedan 
sértir  de  base  al  subsiguiente  estudio'  <)e  comarcas  geológicas.  IgaaU 
mente  estará  á  su  cargo  redactar  la  descripción  y  tvazarel  Mapa  geológi** 
co  provisional' de'las'provificias  que  jpor  su  importancia  minera  ó  agrí- 
cola, ó  por- la  grtti^  copia  de  datos  que 'existan  :en  los  Archivos  de  la 
Goaris^on,  merezcan  set  antepuestas  á  las  demás  qae  po  tengan  hecho 
SQ  estudio;  debiendo  quedar  \t»  cartas  y  deseri^oiones  geológicorior 
dustriales  definitivas  para  cuando  lo  permita  el  estado  de  los  trabigos 
áéi  Mtapa  geol6g(ico  generala 

Por  ultimó/ la  Comisión  ejecotiva  se 'ocupará  incesantemente  en 
investigar  y  reunir  cuantas  obras,  Memorias  y  documentos  existan  so- 
b^e  la  geografía  física^  geología  é  induslria  minera  en  España;  oque 
puedan  suministrar  datos  acercar  de  estas  materias;  debiendo  adicio-» 
nar  todos^  los  años,  con  apéndices í  que  contengan  lo  nuevamente  adT< 
quirido  ó  averiguado,  la  Memoria  á  que  se  refiere  el  art.  6.*  del  deore^ 
tédeSB'de  AfoHt  de  4870)  que  esi  esta  parte: s^.oonfirtíia.         •    i   '. 

AW-ii."*  Át  Director  de  la  Comisión  ejecutiva  del  Mapa  geológica  de 
Espada^eorresponde  disponei^  todo  cnanto  se  refiere  á  la  ejecucioo  de 
Io6  tratiajos»  Depiendlendo  en  gran  parte  de  su  actividad  y  acierto  el  re- 
sultado de  operaciones> tan  complejas  y  difíciles ;de  sujetar  á  una  plan* 
ta  fija«  arreglará  la  marcha  de  las  operaciones;,  dispondrá  la  salida  dej 
personal/y  dispondrá  «ntreéslejasiobligaciones  que  cumple  lleíTar^á  la 
Comisi^n'eti  la  forma  qué  erea  mas  condacente  al  mejor  éxito  de  la  obea 
puesta  ásu  ^cuidado;  en  la  inteligencia- de  que  teniendo  la  facultad  de 
oic  en  junta  álos  Ingenieros  que  componen  la  Comisión,  y  el  deber  de 
consultar  álasuperioi:  facultativa  en  los  casos  que  previene  esta  ins- 
trucción, y  siempre  que  lo  crea  necesario,  será  responsable  de  cuanto 
ha ga' sin  la  aprobaéióa  de  dicho  cuerpo. 

Arii  5.°  La  J^nta  superior  facultativa  de  Miaecia,  á  cuya  alta  ins? 
peccioa  se  hallan  sometidas;  l^a  operaciones  del  Mapa  geológico  de 
España,  podrá  ser  consultada  por  el  Director  de  la  Comisión  ejecutiva 


slefofnre  4|(ae,á9te.br¿aBaee8«iio!  recurrir  á  4i:i.^^v«dq«^xitfiáQ«P9rft  .^. 
mayor  aoiegrto  eo  la  difitfibucioQ  dejos  trAb^jo^;  y^etqi.est^^c^eiOit^t^.i 
eo  «i  dieber  de  acaosejarle  ea  cuanto*  i>M  qoAveoieQcia  4e(Qmpr§.Qdei:-^ 
loa  80- una  ti<  otra  localidad;  perosBrá  4e  ímprisacindible  fte(;e$ji(}ad  oír  i 
su  dictamen  aulas  de  acometer  el  ¡brazado  defíaitivp  deci^lquiér^  dp  , 
les  planos  geológico-iadustFÍ^les  de  las  proviocia^,  ¡y.  jetan  )a  Jr^cti;6pa- . 
cion  general  de  los  bosquejos  de  éatas  para  cQippieiarla?  y  proponer  su 
publicación.  .      .    .     .  .1 

i  Todas  las  Memorias,  planos^  cortes,  obaejcvaciones  barométrica9> . 
datos  y  Doiíciasí^ue  remitan»,  los iljsgenieposi de.  tos. distritos,  pa^QrÍQ  A. 
la  Comisión  ejecntiye,  ya  para  arGhivafae,iyA  parí,  que  el  l^irep^tor  lo$i , 
haga  rectificar  si  resultaren  iníexactos  ó  cotifmosy^  ei3(igie,sea  ^rrec^, 
clones  6  aclaraciones;  debiea<jio  ;ésle  dar  cuenta  de  ellos  á  Ifi  Sección 
correspondiente  de  la  JutQta  si^peridr  dos  vieces  al  aSo»  ó  (yoa  mayor, 
frecuencia  si  lo  <eBtimare  ooQ?eniente. 

Serán  objeio  del  CKáqaen  de  la  Junta  ejupiecioi:  facuU<a<iivajtodas.la9» 
memorias  ó  tj^abajos  ^ue  laCoaúsioQ  ejecutiva  dé  por  iefminado.^i.y^ 
que  sé  proponga  pred^entar  á.  la  I>lr«ccÍQn  d)e  ág$icMllura«  tJinjjusitr^ia.y 
Comercio,  asi,  como  1^  iMetboiña  anual  que  :debe;eleFar$e  al  ^iQisiberW 
deiFomento.'     <    , ,   •  l->  .    .  .     1     ,,     ^    r  /  1  ■  j    .,-'»•:  i.;. 

La  Junta  superior  facultativa  de  Minería  deberá, estar.  ^,empi!e  :al 
oorriénte  de  k>s  tráb&josv  así  oooio  de  ra>  partequeien  ellos,  toniiea'los 
higeoierosdei  los  distritos,  y  laconlpete  amonestarlos  ó.  tetmar]iaf9  meri 
didas  qin&'Créa  procedentes  cuando  encuentre  fundadas. ks  queja&^delai 
Comi^sion-  ejecutiva.  También  le  cori^esponde  vigilar  el  c^^mportamen^ 
dé  é?ta  y  preponer^l  Ministerio  d^  Fomenta  ,lAS;modiificacioines  .qu&eO} 
^la  deban  introducirse.  /  ,:  ,      .  ..     /.(<'.   .ü 

ArL  6.*  La*  Junta  superior  Jaettltatíva  y  el  Direclot. de/la  Gomiaioi^ 
deben>  proveer  4^1<>S'Itigenieros.qiiie  se  ocupan  en  la  formación  del  Mipa 
geológico' de  la  autorizacieny  recomendaciones'  neoesaria3>par^^uQ 
sean  atendido?. pot  las  !corp<oratcic(ne§ ,  Autotddades ' jl emplciados  dienOtra» 
dependencias  cuando  necesiten  Ips  auxilios  á  que  se  refier<e  el  aH»  6^.°: 
del  decreto 'de  esta  fecha.     <  .        -     .      t  ¡1:  u    !'.i!         t;  ,;    .  •.. 

Art  T."*  €qid«rá  á  su  ^vcz  elJ)irectoirdé>la;GomisÍQQdeproveeir<á}oq 
Ingenieros'  do  loe  distritos  de  instr amentos  y  dejmapas;  dato»  y  nqti'-t 
cías  relativas  al  territorio  de  so  cargd,  así  como  deulas,  iostruceione^ 
particulares  necesarias  para  que  posean  |os  medios  'f  antecedentes. que 
faan  de  facilitar  y  bacermáS' útiles  sus  trabajos,  y  á  fin  de  que  tengan 
éstos  la  unidad  indispenaable.  en  toda  la  Peniíns^la. 

Art,  8.°  Para  dar  cumplimiento  al  art..7;>.del  decreto  de  esta  fet 
cha,  sie  formarán  legaj'os  ó  carpetas  que  contengan  separadamente  para 
cada  provincia  los*  trabajos  y  nota?'  orí|g(inales  remitidas  povlos  Inge^ 
nieros  de  los  dts^tritos  ó  adquirido^  por  cualquier  otro  céndaftOyGuant- 


do  por  su  forma,  tamaño  y  demás  cirGuostaDcias  se  presten  á  ello  y  no 
ofrezca  dificultad  sq  lectura.  En  caso  contrario  se  pondrán  en  su  lagar 
copias  claras  ó  notas  de  referencia  que  permitan  encontrar  prontamen- 
te en  el  ArchiTo  ó  Museo  el  plano,  libro  ó  ejemplar  que  se  basca. " 

Art.  9.*  Las  copias  de  los  documentos  que  se  faciliten  á  los  que 
las  pidan«  con  arreglo  al  art.  Q^  del  decreto,  mediante  el  pago  de  la 
cantidad  señalada  en  la  tarifa  que  al  efecto  se  forme,  no  se  darán  sino 
por  orden  del  Director,  éirán  autorizadas  con  su  V.°  B."  y  la  firma  de 
un  Ingeniero  que  haga  las  veces  de  Secretario,  para  que  si  bien  todos 
puedan  atilisar  los  trabajos  hechos  por  la  Comisión  del  Mapa,  no  llegue 
nunca  el  caso  de  suponerse  que  procede  de  ella  un  dato  falso  ó  erró- 
neo que  pueda  servir  de  base  á  trabajos  cientSficos  importantes  ó  pro** 
yectos  industríales  de  alguna  entidad. 

Art.  iO.    La  Memoria  anual  que  presentará  el  Director  de  la  Ck>mi- ' 
sion  al  Ministerio  de  Fomento  debe  contener: 

I.*"  La  relación  detallada  de  la  manera  cómo  se  ha  empleado  el  per- 
sonal de  la  misma. 

^.*  El  auxilio  que  han  prestado  los  Ingenieros  del  cuerpo  de  Minas 
destinados  en  los  distritos. 

S.*"  La  inversión  de  las  cantidades  consignadas  en  el  presupuesto 
para  este  servicio. 

4.**  Las  adquisiciones  de  trabajo|,  libros,  notas  y  demás  referente'' 
al  mapa  que  se  haya  hecho  en  el  año  y  su  procedencia. 

5."  El  aumento  que  hayan  tenido  la  biblioteca  y  las  colecciones  de 
minerales,  rocas^  fósiles  y^bjetos  arqueológicos  ó  prehistóricos^  tanto 
de  España  como  del  extranjero. 

6."  Una  ligera  idea  del  estado  en  que  se  halla  la  descripción  y  el 
Mapa  geológico  de  cada  provincia  para  que  se  pueda  formar  juicio  del 
adelanto  de  los  trabajos,  aunque  no  se  dé  ninguno  terminado. 

Cada  uno  de  estos  capitules  se  redactará  con  la  debida  separación 
para  que  la  Junta  superior  facultativa  proponga  y  el  Gobierno  acuerde 
la  parte  de  ella  que  convenga  imprimir  para  conocimiento  del  pu- 
blico. 

Art.ii.  El  Mapa  geológico  general  de  España  no  se  imprimirá 
hasta  después  que  se  halle  terminado  y  rectificado;  pero  siendo  obra 
de  algunos  años,  por  más  que  se  limite  á  la  representación  de  los  terre- 
nos según  su  edad,  con  las  principales  subdivisiones,  sin  más  detalles 
que  los  cortes  y  vistas  necesarios  para  su  inteligencia,  podrán  publi- 
carse como  avances  á  fin  de. facilitar  el  trabajo  de  los  Ingenieros  de 
provincias  á  medida  que  vayan  terminándose  las  grandes  secciones 
que  permiten  dividir  el  suelo  de  la  Península,  su  naturaleza  y  configu* 
ración;  asi  como  los  cortes  geológicos  que,  siguiendo  las  grandes  vías 
de  comunicación,  han  de  practicarse.  ^ 

SkCCIOH  ADMlHlSTaATlVA.  '' 
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,Ar^'  12*  También  se  publicarán  las  descripciones  7  Mapas  geoló* 
gieos  industriales  de  cada  provincia  á  medida  que  vayan  terminando* 
se.  Cada  uno  de  estos  mapas  comprenderá: 

i.**    El  estudio  geológico  de  todas  las  formaciones  que  contenga. 

%°  La  descripción  detallada  de  los  miembros  ó  rocas  de  que  se  com- 
pongan las  formaciones,  con  un  catálogo  de  todas  ellas. 

3.°    Descripción  y  catálogo  de  los  fósiles  recogidos. 

4.**  La  descripción  de  los  minerales  de  la  provincia  y  el  correspon- 
diente  catálogo. 

5.**  Estudio  de  los  criaderos  de  las  sustancias  que  forman  el  objeto 
especial  de  la  minería.  Descripción  de  las  labores  de  las  minas,  su  im- 
portancia comercial  y  situación  económica. 

6.*  Descripción  especial  y  catálogo  de  las  rocas,  arcillas  y  tierras  que 
tie.nea  aplicación  á  la  agricultura,  á  la  construcción  y  á  la  industria. 
Descripción  de  los  establecimientos  en  que  se  utilicen  estas  sustancias, 
exposición  de  su  importancia  industrial  y  situación  económica,  adver- 
tencias sobre  los  que  pudieran  establecer  en  lo  sucesivo. 

7.*  Estudio  de  los  manantiales  de  aguas  potables  y  minerales.  Des- 
cripción de  las  cuencas  hidro-geológicas  para  la  perforación  de  pozos 
artesianos,  y  establecimientos  de  pantanos  y  represas. 

8.°  Estudio  y  catálogo  de  los  objetos  pertenecientes  á  la  antigüedad 
t|ue  se  encuentren  en  las  excavaciones  de  las  minas  y  cavernas  ú  otros 
trabajos  subterráneos. 

9.*  Análisis  de  los  minerales,  rocas  y  objetos  de  arte  comprendi- 
dos en  la  descripción,  y  que  merezcan  un  estudio  químico,  sea  por  su 
novedad  ó  por  otras  circunstancias  especiales. 

iO.  El  mapa  geológico -industrial  de  la  provincia  en  escala  de  i  por 
50.000,  y  los  cortes  geológicos  correspondientes, 

Art.  i3.  En  la  descripción  y  representación  de  los  terrenos  se  li- 
mitarán los  Ingenieros  al  subsuelo,  sin  señalar  las  tierras  cultivables 
que  les  sirven  de  cubierta  en  muchos  puntos  por  pertenecer  esta  re- 
presentación á  los  mapas  geológico-agronómicos  que  se  han  de  formar 
después  sobre  los  geológico-provisionales. 

Art,  14.  Sin  dar  una  importancia  preferente  ú  ninguno  de  los  pun- 
tos que  se  señalan  en  esta  instrucción,  el  Gobierno  considera  sin  em* 
bargo  con  el  mayor  interés  el  estudio  de  las  rocas  que  pertenecen  á  la 
clase  de  los  abonos  minerales.  Deben  examinarlos  Ingenieros  estas  ro- 
cas con  sumo  cuidado,  estudiando  á  la  vez  su  composición  química, 
su  estructura  y  su  estado  de  agregación  para  que,  fijando  el  coste  del 
beneficio  y  de  los  arrastres  á  las  vías  de  comunicación  ó  puntos  de 
consumo,  quede  por  completo  resuelto  un  problema  que  hoy  ofrece- 
interés  para  el  fomento  de  la  agricultura  nacional. 

Art.  45.    Fijados  de  una  manera  g^nioral  los  puntos  que  deben 
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abrazar  los  trabajos  eocomendados  al  caerpo  de  Ingenieros  de  Minas, 
y  muy  especialmente  á  la  Comisión  ejecutiva  del  Mapa  geológico  de 
España,  se  atendrán  en  todos  ellos  al  redactar  sus  memorias  á  la  pre* 
senté  instrucción,  sin  que  ésto  se  oponga  á  que  comprendan  además 
todo  lo  que  pueda  contribuir  á  ilustrar  y  completar  la  descripción 
gedógico-iudustrial  de  cada  profincia. 

ArL  16.  £1  Director  de  la  Comisión  ejecutiva  será  el  encargado  de 
hacerla  distribución,  dentro  de  las  cantidades  presupuestas,  de  los  gas* 
tos  que  ocasionen  los  diversos  trabajos  del  Mapa  geológico,  remitiendo 
para  su  aprobación  las  cuentas  trimestrales  á  la  Dirección  de  Agricul- 
tura, Industria  y  Comercio. 

Madrid  28  de  Marzo  de  i873.=tEl  Gobierno  de  la  República  se  ha 
servido  aprobar  la  presente  in8truccion.=El  Ministro  de  Fomento, 
Edvaibo  Chao. 

(Gaeeta  de  29  de  Marzo  de  1873;. 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  improcedente  el  recurso  contencioso  y 
no  admitiendo  la  demanda  interpuesta  contra  la  Real  ór- 
den  que  declaró  sin  curso  y  fenecido  el  expediente  de  re- 
gistro de  la  mina  La  Higuera. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  i4  de  Febrero  de  i875,  en  los  autos  con- 
teocio80*administrativos  quo  ante  Nos  penden  sobre  admisión  de  la 
demanda  presentada  por  D.  Jaime  Yuste  y  Conesa,  representado  por 
el  Licenciado  D.  Nicolás  María  Rivero,  contra  la  Administración  gene** 
ral  del  Estado^  que  lo  está  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación  de 
la  Real  órd^  de  20  de  Agosto  de  i872  que  confirmó  el  decreto  del  Go« 
beroador  de  la  provincia  de  Albacete  de  22  de  Noviembre  anterior,  por 
el  cual  se  anuló  el  registro  de  56  pertenencias  mineras  que  teuia  soli" 
citadas  aquél  con  el  titulo.de  La  Higueral 

Resultando  que  en  3  de  Febrero  de  1870  presentó  D.  Jaime  Yuste 
en  el  Gobierno  de  la  provincia  de  Albacete  solicitud  de  registro  para 
la  adquisición  de  56  pertenencias  mineras  en  terreno  inculto,  propie- 
dad del  Estado,  en  término  de  Corral  Rubio,  con  el  nombre  de  La  Hi» 
guerai  y  con  el  fin  de  explotar  sales  alcalinas  y  térreo^alcalinas  en  di- 
solución; mas  el  Gobernador»  por  decreto  del  dia  5,  no  admitió  dicho 
registro  por  estar  concedida  en  el  mismo  terreno  una  colonia  indos- 
trial  á  D.  Manuel  Flores  Vallejo  y  Frias,y  beneficiarlo  además  el  Gsla-í 
dA]COjpgbo  jsalinas  y  ser  dichas  aguas  también  medicinales: 


Resahaado  qise  por  Real  orden  de  9  de  Agosto  de  1871  se  re?oeó  el 
aiiterior  decreto  y  se  ordenó  la  admisión  del  citada  registro,  previa 
consulta  de  la  Junta  facultativa  de  Minería  y  de  la  Sección  de  Gober- 
nación y  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  con  lo  que^el  Gobernador 
acordó  so  admisión  y  publicación,  y  que  se  notificase  al  representante 
de  la  Hacienda  como  propietario  de  la  laguna  de  sal  cuyo  terreno  se 
pretendía;  y  ejecutado  así  hicieron  oposición  al  registro  de  la  Direc- 
ción general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado,  el  Administrador 
ecoodmico  de  la  provincia  y  D.  Vicente  García  Sancho,  que  habia  so- 
lidiado  la  venta  en  subasta  de  la  laguna  en  cuestión,  presentando  coq 
tal  motivo  los  documentos  que  tuvieron  por  conveniente;  pero  oído 
de  nuevo  ú  interesado,  que  pidió  se  declarase  iüiprocedente  la  protes- 
ta hecha  por  el  Administrador  económico  y  que  seterminara  el  expe* 
diente  con  arreglo  á  las  leyes  vigentes  de  Minería,  otorgándole  la  con- 
cesión  pretendida,  y  previo  informe  de  la  Diputación  provincial,  en  22 
de  Noviembre  de  1871  anuló  el  Gobernador  el  expresado  registro  por 
encontrarse  ocupada  y  explotada  por  el  Estado  la  laguna  de  La  Higue' 
roj  sobre  cuyas  sales  disueltas  en  agua  consisten  las  pertenencias  mi* 
ñeras  solicitadas  por  Yusté,  y  además  por  estar  valuados  sus  produc- 
tos en  más  de  un  millón  de  pesetas  que  la  Hacienda  no  puede  ceder 
gratuitamente  á  nadie,  declarando  después  no  haber  lugar  á  la  demar- 
cación que  solicitó  en  escritos  posteríoces: 

KesuUando  que  ásu  virtud.apeló  para  ante  el  Ministro  de  Fomento, 
á  donde  se  repitió  el  expediente;  y  oida  de  nuevo  la  Sección  de  Gober- 
nación y  Fomento  del  Consejo  de  Estado  fué  éste  de  dictamen  que  no 
habia  terreno  franco,  porque  la  salina  y  .sus  manantiales  eran  conoci- 
dos y  estaban  aprovechados  en  más  ó  menos  escala  por  el  Estado,  por 
lo  cuai  no  podia  decirse  que  carecía  de  dueño,  además  de  que  esas 
aguas  están  sobre  la  superficie  y  son  inseparables  del  suelo,  y  su  valor, 
que  está  á  la  vista,  no  puede  nadie  apropiárselo  ni  concederse  sio^  pré* 
▼ia  indemnización:  y  de  conformidad  con  este  dictamen  ^  dictó  Real 
órdeo  en  20  de  Agosto  de  1872  confirmando  el  decreto  del  Gobernador 
de  22  de  Noviembre  de  1871: 

Resultando  que  en  29  de  Agosto  siguiente  se  comunicó  la  anterior 
Real  orden  á  D.  Jaime  Yuste  y  Conesa,  y  en  4  de  Octubre  posterior 
presentó  demanda  contencioso-administrativa  en  este  Tribunal  Supre- 
mo, representado  por  el  Licenciado  D.  Nicolás  María  Rivero,  pidiendo  su 
revocación  y  que  se  declarase  válido  el  registro  minero  que  tenia  he. 
cho,  mandando  proceder  á  la  demarcación  y  entrega  del  título  de  pro- 
piedad de  la  concesión,  porque  en  la  laguna  de  La  Higuera  existían 
sales  alcalinas  y  térreo-alcalinas  que,  aunque  dlsuelcas  en  agua,  esta* 
han  comprendidas  en  la  ley  de  29  de  Diciembre  de  1868  como  materia 
minera  y  podia  explotarse  mediante  coacesion  del  Gobierno;  que  por' 
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ello  y  porqcte  dicha  rastaada  constituía  ana  propiedad  independiente 
dei  suelo  la  había  pedido  con  arreglo  á  derecho,  y  que  concedido 
el  registro  por  existir  terreno  franco,  como  se  había  reconocido  por  el 
Gobierno,  no  había  otro  recurso,  después  de  oídas  las  reclamaciones 
según  el  art.  i5  de  la  ley  ya  mencionada,  que  proceder  á  la  demarca- 
ción y  á  lo  demás  que  había  pretendido,  mucho  más  cuando  esta  salí* 
na  no  era  de  las  que  el  Estado  se  había  reservado,  ni  éste  podría  ex* 
plotarla  por  si,  ni  menos  enajenarla  sin  estar  autorizado  por  una  ley 
especial: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  gubernativo  y 
pasado  con  los  autos  al  Ministerio  fiscal,  se  ha  opuesto  á  la  admisión 
de  la  demanda  por  no  proceder  la  vía  contenciosa,  apoyado  en  que 
en  minería  es  un  principio  de  derecho  constantemente  seguido,  asi  por 
el  Consejo  de  Estado  como  por  este  Tribunal  Supremo,  solo  procede  la 
▼fa  contenciosa  en  los  casos  taxativamente  marcados  en  la  ley  y  regla* 
mentó:  que  la  providencia  del  Gobernador,  confirmada  por  la  orden 
recurrida,  ni  concede  ni  niega  propiedad  minera,  pues  solo  anula  el 
registro  mandado  admitir  por  Real  orden  de  9  dé  Agosto  de  487i,  y  el 
reclamante  no  tenia  ningún  derecho  preexistente  declarado  por  la  Ad«« 
ministracion;  pues  el  art.  24  de  la  ley  de  4  de  Marzo  de  4868,  después 
de  fijar  el  procedimiento  cuando  se  presenta  oposición  al  registro,  dice 
que  después  se  dictará  por  el  Gobernador  la  resolución  que  procediere, 
de  la  cual  podrán  alzarse  los  interesados  para  ante  el  Ministro,  sin  ex<* 
presar  que  puedan  hacerlo  en  la  via  contenciosa;  citando  además  la 
legislación  de  Minas  de  4849  y  4859,  que  es  la  vigente,  con  las  modi- 
ficaciones que  sufrió  esta  última  en  4  de  Marzo  y  24  de  Junio  de  486S, 
y  la  jurisprudencia  sentada  en  las  sentencias  que  citó;  exponiendo  ade» 
más  que  la  demanda  estaba  presentada  fuera  del  término  marcadct  por 
la  ley,  pues  habiéndose  hecho  saber  la  Real  orden  al  interesado  en  29 
de  Agosto  no  la  presentó  hasta  el  3  de  Octubre;  manifestando,  por  úl** 
timo,  que  soh/e  la  laguna  de  que  ae  trata  habia  un  proyecto  pendiente 
de  la  resolución  de  las  Cortes,  por  lo  cual  tampoco  era  susceptible  de 
la  vía  conteoysiosa;  en  cuyo  estado  se  pusieron  los  autos  de  manifiesto 
á  la  parte  demandante  por  término  de  tercero  día  para  instrucción  de 
dicho  escrito  fiscal: 

Resultando  que  verificada  lo  vista  de  este  pleito  para  el  solo  efecto 
de  la  procedencia  de  la  demanda  el  día  28  de  Enero  próximo  pasado 
se  dictó  porta  Sala  un  auto  para  mejor  proveer,  consignando  que  por 
él  nada  se  prejuzgaba  á  fin  de  esclarecer  cuándo  se  hizo  al  demandan- 
te la  notificación  administrativa  de  la  Real  orden  reclamada,  ó  en  su 
defecto  cuándo  se  publicó  en  el  B&letin  ofieial  de  la  provincia,  apare* 
eiendo  por  la  respuesta  del  Gobernador  de  Albacete  que  no  se  hizo  la 
notificadioii  w  forma  y  quu  taoapoco  se  publicó  en  el  B^^eUn.  dieiía 
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fieai  orden,  no  resultando  del  poder  presentado  en  autos  que  estuviese 
enterado  D.  Jaime  Yustedela  misma  hasta  un  dia  antes  de  haber  pre- 
sentado, su  demanda: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez  Guenea: 

Considerando  que  en  materia  de  mineria  solo  procede  la  ría  con» 
tenciosa  en  los  casos  taxativamente  designados  en  el  art.  89  de  la  ley 
de  6  de  Julio  de  1859,  tal  como  ha  quedado  después  de  las  reformas 
hechas  por  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868: 

Considerando  que  la  declaración  de  nulidad  de  un  expediente  de 
registro  como  el  promovido  por  D.  Jaime  Yuste  respecto  de  la  laguna 
La  Higuera  y  terrenos  accesorios  no  se  encuentra  comprendido  en  el 
referido  articulo,  y  asi  lo  tiene  consignado  la  jurisprudencia  del  Conse- 
jo de  Estado  y  de  este  Tribunal  Supremo  al  resolver  sobre  otras  de  la 
misma  Índole: 

Considerando  que  para  esas  declaraciones  no  obstan  el  que  estén 
adlnitidos  los  registros,  puesto  que  éstos  se  hacen  sin  perjuicio  de  me* 
jor  derecho  y  de  lo  que  pueda  resultar  del  expediente  que  al  efecto  se 
forma,  por  lo  cual  dichos  acuerdos  no  tienen  carácter  final  oi  oausan 
estado,  y  son  susceptibles  de  reforma  en  la  esfera  misma  de  la  admi- 
nistración activa:  * 

Considerando  que  las  bases  novísimas  establecidas  por  el  decreto- 
ley  de  29  de  Diciembre  de  1868  mantienen  subsistentes  todas  las  dis- 
posiciones tanto  de  ley  como  de  reglamento  que  no  le  sean  coatrarias, 
según  acontece  con  las  aplicadas  en  esta  sentencia: 

Y  considerando  lo  que  por  lo  expuesto,  aun  prescindiendo  de  loe 
otros  motivos  alegados  por  el  Ministerio  público,  no  puede  abrirse 
contención  sobre  la  presente  demanda; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  el  re« 
curso  contencioso  interpuesto  por  D.  Jaime  Yuste,  y  en  su  virtud  no 
há  lugar  á  la  admisión  de  la  demanda  formulada  contra  la  Real  órdea 
de  20  de  Agosto  de  1872,  que  confirmó  la  resolución  del  gobernador  de 
Albacete  de  22  de  Noviembre  de  1871,  por  la  que  se  declaró  nulo  el  re- 
gistro de  56  pertenencias  mineras  que  con  el  titulo  La  Higmra  habia 
solicitado  el  referido  D.  Jaime. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  al  efecto  las  copias 
necesarias^  y  devolviendo  el  expediente  gubernativo  al  Ministerio  de 
Fomento  con  la  oportuna  oertiflcacion,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
flrmamos.zsJuan  González  Acevedó.=Gregorio  Juez  Sarmienten  José 
María  Herreros  de  Tejada.=Juan  Jiménez  Cuenca.=fgnacio  yieite8.= 
Juan  Cano  Manuel.=José  Jiménez  Mascaros. 

Publicacion.sLeida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Bi^cmo.  Sr.  0.  Juan  Jin»eaez  Cuenca,  Magistrado  4^1  Trit^mml  Supro^ 
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IDO,  eelebnndo  audieacia  pública  la  Sala  coarta,  de  qae  carttfleo  como 
Secretario  Relator  ea  Madrid  á  44  de  Febrero  de  I873.c=£nriqae  Me- 
dina. 

Gacela  déhdé  Abril  dé  1873. 


a 
Sentencia  sobre  la  demarcación  de  la  mina  de  San  Enrique 

primero  y  segundo,  y  variación  de  la  posición  de  la  titula- 

da  Santa  Isabel. 

En  ladilla  de  Madrid,  á  i."*  de  Marzo  de  1873,  ea  el  pleito  conten- 
ciosa-admÍDÍ8tratiTo  qae  ante  Nos  pende  en  primera  y  úoica  instancia 
entre  D.  Ángel  Romero,  representado  por  el  Licenciado  p.  Tomás  Pérez 
Angaita,  demandante,  y  la  Aministración  general  del  Estado,  que  lo 
es  por  el  Ministerio  fiscal,  demanda,  y  D.  Alejandro  Bellito  y  Brisac, 
Gerente  de  la  Sociedad  de  minas  y  fábricas  de  cobre  y  plomo  de  Anda- 
luda,  denominada  A.  Brisacy  campaniat  en  concepto  de  coadyuvante* 
y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Francisco  de  Paula  Lobo,  sobre  que 
se  reyoque  la  Real  orden  de  24  de  Marzo  de  1871,  que  aprobó,  entre 
otros  particulares,  la  demarcación  dada  en  el  plano  de  deslinde  á  la 
mina  San  Enrique  primeo  y  Segundo,  y  mandó  variar  la  posición  de 
la  titulada  Santa  Isabel: 

Resultando  que  D.  Juan  Aguayo,  en  nombre  de  D.  Enrique  Pacbe, 
presentó  solicitud  de  denuncio  en  1.°  de  Diciembre  de  1853  en  el  Go- 
bierno civil  de  la  provincia  de  Jaén,  de  dos  pertenencias  mineras  que 
se  hallaban  abandonadas  en  el  sitio  de  la  d^esa  de  las  Yeguas  y  rio 
de  Martín-grande,  término  municipal  de  Bailen,  que  había  de  llamarse 
San  Enrique  primero  y  segundo,  lindando  á  Poniente  coa  la  mina  ^^- 
peratt%a  cuarta;  Saliente  con  pertenencia  denunciada  por  D.  Marcos  de 
la  Peine,  y  por  Sur  y  Norte  con  terreno  franco  de  los  Propios  de  Bai- 
len; y  que  declarada  la  caducidad  en  10  de  Febrero  de  185  i  por  no  ha- 
berse podido  averiguar  quién  fuese  el  concesionario  de  dicha  mina,  el 
referido  Aguayo  en  24  del  mismo  mes  formalizó  la  solicitud  de  regis- 
tro, expresando  que  dichas  pertenencias  se  hallaban  en  el  sitio  inme- 
diato al  referido  de  la  dehesa  de  las  Yeguas  de  Bailen  en  terreno  de 
Francisco  Moris,  vecino  de  Gaarroman,  en  cuyo  término  y  distrito 
municipal  existían  otras  pertenencias  de  mina,  las  cuales  habia  deno* 
minado  como  queda  dicho,  señalando  como  linderos  por  Saliente  con 
la  mina  UiHon,  denunciada  por  D.  Marcos  de  la  Peine;  á  Sur  otra  por 
D.  Pedro  Alvarez;  á  Poniente  con  la  Esperanza  ciMrla,  y  al  Norte  con 
otra  de  D.  Eugenio: 

Resultando  que  admitido  el  registro  y  hecha  la  designación  en  4  de 
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Jolio  del  mismo  año  pidió  que  se  demarcase,  cuya  pretensioii  no  se 
proveyó  hasta  17  de  Marzo  de  1858  mandando  pasar  el  etpediente  al 
Ingeniero  de  Minas:  que  constituido  éste  en  el  sitio  nombrado  dehesa 
de  las  Yegqa^  en  i5  de  Abril,  tuvo  que  suspender  la  diligencia  por  no 
ser  inteligible  la  designación  á  que  habia  de  sujetarse,  y  que  rectifica- 
da y  aclarada  por  el  Registrador  con  citación  de  todos  los  interesados 
colindantes,  menos  el  de  la  mina  Santa  Isabel  que  no  pudo  serlo  por 
ignorarse  el  nombre  de  la*  Sociedad  á  que  pertenecia,  el  Ingeniero  ^n 
^  de  Setiembre  de  1858  hizo  la  demarcación  variando  la  designación 
á  instancia  de  aquel,  sin  protesta  ni  reclamación  alguna,  aceptando  el 
Registrador  las  condiciones  de  la  ley,  y  se  remitió  el  expediente  al  Mi- 
nisterio de  Fomento  para  su  aprobación,  como  asi  tuvo  efecto,  expi- 
diéndosele en  su  consecuencia  título  de  propiedad  en  7  de  Agoslo 
de  1861: 

Resultando  que  declarada  Fa  caducidad  déla  mina  Santa  Isabel^ 
cuyos  antiguos  nombres  eran  San  Andrés^  San  Juan  y  San  Pedro^ 
en  13  de  Diciembre  de  1856  D.  Eugenio  Alvarez  presentó  al  Goberna- 
dor referido  una  solicitud  de  registro  de  dos  pertenencias  mineras  {do- 
mizas  sitas  en  Mata-Cabras,  término  y  distrito  municipal  de  Guarro- 
man,  que  se  habia  de  titular  también  Santa  Isabel,  deslindándola 
comunmente;  y  que  admitido  el  registro^  se  procedió  á  demarcarla  en 
43  de  Setiembre  de  1857,  con  arreglo  á  la  rectificación  de  la  designación 
hecha  en  2  de  Mayo  anterior,  con  consentimiento  de  todos  los  que 
concurrieron  al  acto  y  sin  protesta  ni  oposición  alguna,  remitiéndose 
el  expediente  al  Ministerio  de  Fomento  para  su  aprobación,  y  expidién- 
dose el  titulo  de  propiedad  en  23  de  Marzo  de  1858: 

Resultando  que  en  19  de  Mayo  de  1869  D.  Juan  Aguayo,  en  repre* 
sentacion  de  la  Sociedad  Brisac  y  compañía,  acudió  ante  dicho  Go- 
bernador exponiendo  que  en  1861  se  dio  posesión  á  ésta  de  las  dos  per- 
tenencias mineras  tituladas  Safi^nngue primero  y  segundo,  y  después 
de  explicar  su  longitud  y  latitud,  añadió  que  á  la  parte  del  Sur  de  di- 
cha mina  existia  la  llamada  Sania  Isabel,  que  correspondía  á  la  casa 
de  D.  M.  A.  Heredia,  representada  en  Linares  por  D.  Ángel  Romero,  el 
cual  habia  llegado  con  sus  labores  á  introducirse  dentro  del  perímetro 
y  mojonera  de  la  de  San  Enrique  primero  y  segundo,  que  fué  denun- 
ciada y  registrada  pré?ia  declaración  de  caducidad  en  la  anterior  con- 
cesión en  las  fechas  indicadas,  y  por  lo  tanto  con  prioridad  sobre  ia 
^  Santa  Isabel;  y  que  no  habiendo  bastado  amistosas  prevenciones  para 
que  desapareciesen  dichos  trabajos,  pues  habia  llegado  el  caso  de  abrir 
un  pozo  en  terreno  de  la  mina  San  Enrique,  pedia,  para  evitar  dis- 
gustos, que  se  procediese  por  el  Ingeniero  del  ramo  al  deslinde  y  rec- 
tificación de  los  perímetros  y  mojoneras  de  ambas  minas,  á  cuyo  fin 
se  presentasen  los  respectivos  títulos,  y  se  practique  la  operación  d^  la 


miDerfl  más  ciara  conforme  á  las  designaciones  y  fechas  de  los  de- 
Dondos:' 

Resultando  qoe  acordado  asi,  D.  Ángel  Romero,  representante  déla 
mtna  Santa  habd^  negó  en  otra  instancia  la  exactitud  de  los  hechos 
expuestos,  y  manifestando,  por  el  contrario,  que  tenia  fondadas  sos- 
pechas para  creer  introducidas  las  labores  de  San  Enrique  en  terrenos 
de  aquella,  y  que  estando  con  la  práctica  de  la  diligencia  solicitada, 
pedia  además  que  fuese  extensiva  al  reconocimiento  y  medición  de  las 
labores  interiores  de  ambas  minas,  6  solamente  de  la  parte  dicha  que  se 
considerase  sospechosa,  y  en  el  caso  de  resultar  que  se  habian  intro- 
ducido en  el  terreno  que  fijan  los  límites  interiores  de  las  dos,  hiciese 
el  cálculo  del  mineral  extraido  de  la  parte  ó  partes  de  la  labor  ó  labo* 
res  ioTasoras  presentando  con  su  informe  y  cálculos  el  plan  correspon- 
diente para  exigir  la  indemnización  ante  la  Autoridad  competente: 

Resultando  que  el  Ingeniero  D.  Enrique  Nouvion,  con  vista  de  ambos 
expedientes  originales,  manifestó  que  la  mina  San  Enrique  desde  su 
principio  presentaba  cierta  vaguedad  en  su  localizacion,  y  que  faltan- 
do basta  las  vl;»uales,  ofrecía  tal  confusión  que  no  permitía  que  se  co- 
nociesen bie»  BUS  linderos  ni  su  perfmero:  que  si  en  su  terreno  se  en- 
contrasen los  mojones  de  esta  mina,  tendría  una  ayuda  poderosa  para 
determinar  su  punto  de  partida;  pereque  no  existiendo  más  que  uno 
que  se  le  habia  señalado  al  constituirse  en  el  terreno,  y  habiéndose 
cegado  otro  próximo  á  la  distancia  conveniente  para  que  este  fuera  el 
indicado,  era  dificil  la  comprobación  por  este  medio:  que  el  expedien- 
te Santw¡»abel  se  hallaba  perfectamente  arreglado  á  la  ley,  y  sus  per- 
tenencias localizadas  conforme  á  su  designación  y  demarcación:  que 
si  bien  las  dos  demarcaciones  se  habian  hecho  por  dos  Ingenieros  dis- 
tintos con  corto  tiempo  de  diferencia,  deberia  admitirse  que  á  pesar 
de  los  datos  y  planos  y  demüs  antecedentes  que  existieran  en  aquella 
dependencia  de  las  demarcaciones  efectuadas  ó  de  las  que  se  iban 
practicando  paulatinamente,  que  fuora  tan  desconocida  la  localidad 
para  dichos  Ingenieros,  que  llegaron  con  las  lineas  de  demarcacion.de 
cada  una  de  estas  dos  minas  á  las  labores  de  la  otra,  sin  apercibirse  de 
la  soperpoaicion  en  que  estaban  incurriendo,  ó  aceptar  como  más 
creíble  la  opinión  de  que  la  mina  San  Enrique  no  se  demarcaba  en  el 
sitio  qoe  se  la  señalaba  por  el  representante  de  la  Sociedad  Brisae  y 
compañía  que  la  f^zplotaba:  que  no  podía  incluirse  con  preferencia  á 
ninguna  de  estas  dos  condiciones,  porque  si  habia  motivos  para  dar 
bastante  grado  de  probabilidad  á  la  primera,  los  habia  también  muy 
dignos  de  tenerse  en  cuenta  en  favor  de  la  segunda:  que  según  los  ex- 
pedientes, actas  de  demarcación  y  planos  de  las  minas  antiguas  San 
Juan,  San  Andrés  y  San  Pedro^  podia  estimarse  aproximadamente  la 
posición  que  ocupaban  en  el  terreno,  partiendo  del  pozoSan  Juan  que 


sirvió  de  punto  de  partida  para  la  de  este  nombre«  y  más  larde  para 
Santa  Isabel,  y  como  se  ?eia  en  el  plano  que  acompañaba  el  panto.de 
partida  de  San  Enriquet  según  la* situación  qtie  le  asignaba  «el  repre- 
seutaole  de  aquella  Sociedad,  estaba  ¡comprendido  dentro  Ylel  perímetro 
de  la  mina  San  Andrés:  que  siendo  ésto  así,  no  se  comprendía  la  de- 
claración de  terreno  franco  para  esta  mina  dada  por  el  Ingeniero 
en  1854,  cuando  por  aquella  época  próximamente  estaban  en  labares 
las  tres  minas  antes  citadas,  y  que  no  siéndole  posible  resolver  aolN'e 
el  mejor  derecho  que  asista  á  cualquiera  de  las  do&eoAoesionesde  que 
se  trata,  creeré  será  ocioso  entrar  en  la  tasación  que  se  peéia  del  mi- 
neral extraído  en  las  labor^esi  que  se  dice  kan  invadido  la  propiedad  de 
la  $anta.Isahel,  cuando  no  estaba  determinado  de  quién  era  la  inva- 
sión^ y  que  podría  dar  cumplimiento  á  lo  que  se  le  mandaba  cuando 
estuviese  dilucidada  la  cuestión  de  derecho,  y  fijar  en  su  easo  la  in- 
demnización que  deba  satisfacerse  á  la  parte  perjudicada: 

Resultando  que  dada  vipta  á  los  representantes  de  los  interesados. 
Romero  expuso  que  el  informe  precedeujbe.  era  incompleto  por  las  ra- 
zones que  indicó,  pidiendo  en  su  virtud  que  se  pasase  al  mismo  loge- 
niero  para  que  le  completase  el  de  la  Sociedad  Brisacy  cmnpaniai  que 
el  expediente  de  deslinde  se  elevase  al  Hinisterio  de  Fomento,  .para 
que  oyendo  á  la  Junta  facultativa  de  Minas,  y  examinados  los  datos 
que  allí  existían  y  se  la  proporcionen,  resuelva  la  cuestioa  que  dichp 
Ingeniero  habia  dejado  pendionte«  acordase  lo  que  fixése  mea  proce* 
dente;  y  que  remitido  el  expediente  al  Ministerio  de  fomento,  por  Real 
orden  de  S14  de  Marzo  de  i87d«  de  acuerdo  en  Ló  pitinei|M[l>«en.liO  pro- 
puesto por  la  Junta  Superior  facultativa  de  Minería^  y  ^en  totolidad  eoü 
lo  informado  por  la  Sección  de  Gobernación  y  Fómeaio  del  Gensejo  de 
Estado,  se  resolvió:  primero  que  se  apruebe  la  demarcación  daila  en  el 
plano  de  deslinde  con  las  letras  a,  a^a,  a  éi  la  mina  San  EnrUiw  pri^ 
mero  y  segundo:  segundo^  que  se  varíela  posición  de  la  titulada  Satpta 
Isabel  hasta  evitar  las  superposiciones  que  se  DOtan  en  San  Enrique'  y 
La  ünim  si  ésta  es  más  antigua  que  aquella  y  tiene  eicisténeia  legal; 
y  tercero,  que  el  Ingeniero,  después  de  determinar  la  posiciofi  en  qae 
deben  quedar  las  minas  de  que  se  trata,  practique  la  tasadon  del^mine- 
rai  axtraido  en  las  labores  que  se  dicen  invadidas*  para  que  los  infere-* 
sados  usen  de  su  derecho  sobre  indemnización  ante  los  Tribunales  or- 
dinarios que  son  los  llamados  á  resolver  acerca  de  este  extr^o, 
fundándose  en  que  la  posición  señalada  en  el  plano  con.  aquel  las  letras 
se  halla  conforme  con  el  de  demarcación  que  obra  en  el  expediente  de 
la  indicada  mina  San  Enrique  primero  y  segundo: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Tomás  Pérez  y  i^nguita,  en.repre* 
sentacion  de.0.  Ángel  Romero,  entabló  demanda  eo  este  TriJ^al  Su- 
premo en  2Ü  de  Mayo  de  1871^  que,  otorgada  la  via  cootepi^iosa,  ana- 
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plió  eo  15  de  Manó  último,  solicitando  que  se  revoque  la  órdeo 
reclaifiadii  en  cuanto  dispode  que  se  apruebe  la  demarcación  dada  en 
el  plano  de  deslinde,  según  se  figura  con  las  letras  a,  a,ata  k  la  mina 
San  Enrique^  y  que  se  Tarie  la  posición  de  Ja  mina  Smtta  Isabel  hasta 
eiitar  las  superposiciones  que  se  notan  en  Smi  Enrique  y  La  Union, 
si  ésta  es  más  antigua  que  aquella  y  tiene  eiistencia  legal;  y  que  en  su 
lugar  se  tenga  por  subsistente  é  invariable  la  demarcación  con  que  la 
expresada  átenla' /«afre/«parece  en  el  mencionado  plano  de  deslinde,  y 
que  se  varíe  la  posición  que  se  flgura  á  la  titulada  San  Enrique  basta 
evitar  la  snpeéposicion  que  se  nota  en  Santa  Isabel,  verificándose  lo 
mismo  con  La  Union  si  tiene  existencia  legal,  fundándose  en  que  laf 
tramitación  de  los  excedientes  para  las  concesiones  mineras,  los  actos, 
diligencias  y  declaraciones  administrativas  que  se  verifican  y  consien- 
ten sin  que  sobre:  ellas  se  formalice  protesta  ni  reclamación  alguna 
dentro  de  los  tértbinos  señalados  por  la  ley  y  reglamento,  quedan  fir- 
mes, sin  que  contra  ellas  quepa  recurso  alguno  que  debilite  sus  efec- 
tos, cilaDdo  en  su  apoyo  los  artículos  55,  54,  59  y  70  del  reglamento 
de  1840,  que  era  el  que  regia  en  la  tramitación  de  estos  expedientes, 
cenñrmadassus  disposiciones  por  la  actual  legislación  en  que  la  prio- 
ridad en  la  solicitud  de  les  registros  es  una  oirbunstancia  que  da  pre» 
ferenda  para  la  concesión  minera  cuando  se  han  llenado  los  demás 
reqnisilos  legales;  pero'  que  cuando  por  faltarse  á  irilosy  no  cumplirse 
las  condicieiróB  dér  la  concesión  misma,  hay  necesidad  de  hacer  cons- 
tar la  sQbfisten^iia  de  los  detechos  y  de  esclarecer  las  circunstancias 
y  tiemposen  que  se  concedieron,  no  puede  invocarse  aquella  prioridad 
sino  que  el  ponto  de  partida  debe  ser  el  de  la  fecha  de  las  mismas  con- 
cesiones, y  en  que  otorgada  una  concesión  minera  y  expedido  el  títu- 
lo con  arreglo  á  la  ley,  el  derecho  del  concesionario  es  perfecto  mfen- 
tras  cuüifda  con  los  requisitos  y  se  llenen  las  condiciones  impuestas  á 
Ift  misma  con  arjreiglo  á  la  legislación  del  ramo: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  \á  absolución  de  la  deman- 
da y  eohfimacioa  de  la  drden  reclamada,  exponiendo  que  según  el  ar- 
ticulo 9f  del  reglamento  de  1849,  aplicable  á  los  dos  registros  que 
coQlileoden  la  t>riOrí4ad  de  la  solicitud  de  registro  en  identidad  de  ca- 
sos de  derecho  de  preferencia  de  concesión  minera,  y  siéndolo  San 
Enrique,  mientras  éstelao  dejase  terreno  franco  no  podía  adquirir  exis-* 
tencia  legal  Santa  isábek  ^ue  si  bien  era  cierto  que  en  la  de  aquel  do 
se  hizo  é;iacta  y  doncreta  U  designación,  y  el  Ingeniero  se  vio  en  la 
necesidad  de  suspender  la  tal  omisión,  no  constituía  vicio  de  nulidad 
por  la  ley  de  1849  ni  por  la  de  1859  que  exige  la  pretensión  del  plano 
al  tiempo  de  solicitar  el  registro  ó  justificación  de  estar  amojonado  el 
terreno,  mientras  el  cambio  de  designación  no  perjudique  derechos  de 
tercio:  que  era  indudable  que^nn  ^fin^ue  acreditó  todos  los  requisi- 


tos  exigidos  por  aquella,  y  qo  pedia  afectarle  la  tardanza  de  la  Admi< 
DÍstracioD  ea  fijar  y  concretar  ese  mismo  terreno:  que  aunque  Sania 
Isabel  habia  registrado  después  que  San  Enrique  y  demarcó  sin  embar* 
go  primero,  fué  porque  al  bacerlo  el  logeoiero no  tuvo  presente  aque- 
lla circunstancia;  pero  que  ese  error  no  puede  servir  de  fundamento 
en  uso  de  derecho  que  con  anterioridad  le  tenía  otra  persona;  y  por 
tanto  debe  ser  respetado,  atendido  el  principio  deque  no  hay  derecho 
contra  derecho,  ni  seria  justo  privar  al  interesado  que  habia  llenado  las 
condiciones  de  la  ley  de  lo  que  la  misma  le  concediera: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Francisco  de  Paula  Lobo,  en  nom- 
bre de  D.  Alejandro  Bellito  Brisac,  como  Gerente  de  la  Sociedad  Brisac 
y  compañía,  en  concepto  de  coadyuvante  de  la  Administración,  pidió 
que  se  desestimase  la  pretensión  de  D.  Ángel  Romero  y  ae  confirme  la 
orden  recurrida,  alegando  que  la  prioridad  de  derechos  en  materia  de 
minería,  según  el  citado  art.  ^J*  del  reglamento  de  1849,.  naoe  de  la 
prioridad  de  la  solicitud,  como  lo  reconoce  el  demandante,  y  por  lo 
mismo  era  preferente  San  Enrique  en  todas  las  cuestiones  que  ^e  sus- 
citen, y  especialmente  en  las  de  deslinde,  que  según  el  art.  54  no.  $oq 
imputables  al  registrador  las  delaciones  en  ordenarse  la  demarcaeioa: 
que  señalados  y  aceptados  por  el  actor  los  limites  de  la  mina  San  En* 
rique,  aun  cuando  solo  impugnen  para  sostener  la  pretensión  del  de- 
recho que  cree  asistirle  á  que  no  se  varíe  la  situación  de  la  mina  Smn* 
ia  Isabel,  la  demarcación  de  aquella  es  válida  y  subsistente  una  vez 
reconocida  la  prioridad  que  en  su  origen  le  corresponde,  y^  ique  la  de- 
marcación anterior  de  \ei  Santa  Isabel  sobre  terreno  que  oo  se  lialkba 
en  parte  libre,  no  puede  alterar  el  derecho  de  5an  Enrique  con  arreglo 
á  la  ley  de  Minería  y  reglamento  de  í849«  único  aplicable  al  caso: 

Resultando  que  en  el  acto  de  la  vista  el  Ministerio  fiscal,  alegando 
lo  que  tuvo  por  conveniente  acerca  de  la  incompetencia  de  la  Sala  para 
resolver  esta  demanda,  fundado  en  la  inteligencia  que  debe  darse  ai 
art.  693  de  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868,  pidió  que,  dejando  sin  efecto 
la  Real  orden  reclamada,  se  remitiese  este  negocio  á  la  via  adminis- 
trativa, y  que  en  ella  dictase  el  Gobernador  la  providencia  que  esti- 
mase procedente  con  recurso  en  via  contenciosaá  la  Audiencia,  yape^ 
lacion  en  su  caso  y  lugar  para  ante  este  Supremo  Tribunal,  alegando 
las  partes  lo  que  estimaron  procedente: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Gano  Maauel: 

Considerando  que,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  86  del  reglamento 
para  la  ejecución  de  la  ley  de  Minas  de  6  de  Junio  de  1859  apUcable  al 
caso,  solo  son  admisibles  en  la  via  contenciosa  los  recursos  intentados 
con  arreglo  á  la  ley  y  reglamentos: 

Gonsidei;ando  que,  el  art.  89  de  dicha  ley  señala  taxativamente  las 
Realeo  órdenes  en  minería,  contra  ks  cuales  cabe  recurso  co&(iencio80* 
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admioistrativo,  y  en  niogupo  de  dichos  caso3  se.  encuentra  compren- 
dida la  Real  orden,  recteooada  que  versa  sobre  deslinde. y  recilAcacion 
de  ]as  minas  Enrique  primero  y  ugundo  y  Sania  Isabel^  con  ocasión 
de  las  superposiciones  que  mutuamente  se  atribuyen  los  coiicesio- 
oarios: 

Considerando^  además,  que  siendo  de  la  exclusiva  competencia  de 
la  Administración  activa,  según  el  último  párrafo  del  art.  87  del  re* 
glamento  de  4868,  resolver  las  cuestiones  promovidas  sobre  superpon, 
siciones.y  rectificaciones  de  minas,  la  Real  orden  reclamada  fué  dicta«* 
da  dentro  del  circulo  de  atribuciones  que  la  ley  y  reglamentos  conce« 
den  á  la  misma,  y  no  puede  ser  revocada  en  la  via  contenciosa  como  se 
pretende  en  la  demanda: 

Considerando,  par  último,  que  la  aplicación  de  esta  doctrina  seiiS'^ 
Ha  expresamente  confirmada  por  el  Real  decreto-sentencia. del  Canse* 
jo  de  Estado  de  4.*  de  I^oriembrf^  de  4862  al  desestimar  ea  idéoticpcar 
80  la  demanda  á  que  sq  refiere; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración 
general  del  Estado  de  la.ddmaoda  propuesta  por  D.  Ángel  Romero  con« 
tra  la  Real  órdeo  de  24  de  Marzo  de  4874,  que  dejamos  firme  y  subsis- 
tente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacela  oficial 
y  se  ÍDsertará  en  \a  Colección  kgislalwai  sacándose  al  efecto  las  co* 
pias  necesarias^  y  devolviéndose  el  expe()iente  gubernativo  al  Minis- 
terio de  Fomento  con  la  certificación  prevenida,  lo  proou ociamos, 
mandamos  y  firmamos.=GregQrio  JuezSiarmieoto.^José  María  Qerre* 
ros  de  Tejada. =Juan  Jiménez  Cuenca.=Ignacio.  Vieites.=J[uan  Cano 
Manuel.=José  Jiménez  Mascarós.=;:Trinidad  Sicilia. 

Publicación. =iLeida  y  publicada  fué  la  prcedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Juan  Cano  Manuel,  Magistrado  de  la  Sala  cuarta  del  Tri« 
bunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de 
boy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  4.°  de  Mar- 
zo de  4873.=Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

Gacela  del  de  Abril  de  4873. 


Sentencia  declarando  improcedente  la  via  contenciosa  y 
no  admitiendo  la  demanda  interpuesta  contra  la  Real  or- 
den  qUe  declaró  sin  e^rso-  y  fenecido  el  expediente  de  re  - 
gistro  de  la  mina  Cortes. 

En  la  villa  de  Madrid^  á  7  de  Marzo  de  4873,  en  la  demanda  conten- 
cioBO-administrativa  que  an|e  Nos  pende,  promovida  por  D.  Eduardo 
Argentiy  Sutee» y  en  isu  nombre  el  Ucencifido  D.  José  U^rífi  limeño 


de  Lerma,  eohtra  la  Administración  geiieral  del  Eiátado,  Yeprés^tiUda 
por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  se  revdqne  la  Ileal>  órdetí  dé  6  de  Se« 
tiembre  de  18^2,  que' declaró  fenecido  y  sin  cursó  él  expedietité  dé  re 
gistro  de  la  mina  titalada  Cortes,  y  en  el  día  sóbreí  el  incidente  previo 
de  procedencia  déla  viacootencioFa: 

Resultando  qUe'  D.  Proilan  Rodríguez  Vivansañj  apoderado  de  Don 
Eduardo  Argén  ti,  en  2^  de  Setiembre  de  1871  presentó  instancia  al 
Gobernador  de  Onedo  solicitando  el  registro  de  ^^  pertenencias  ó 
hectáreas  de  mineral  de  hierro  en  terreno  del  Gueto,  ii^gár  y  parroquia 
de  Rreceña,  concejo  de  Villaviciosa,  con  el  nombre  de  Cortes^  t^firíen-' 
db  Id9  linderd^  y  hacieií^do  la  designación:  *      ' 

Resultando  que  admitido  el  registro  sin  perjuicio  dé  tercei*o 'de  tíie- ' 
jor  derecho,  y  hechas  laá  publicaciones  de  ley,  se  dposo  á  él  D.  Miguel 
Pérez  del  Molino,  füirdádo  en  que  por  la  situación  y  linderos  de  dicho 
registro  era  ettdente  que  se  hallaba  comprendido  ekl  el  terreno  delcéto 
minero  que  con  el  nombre  del  Busto  se  había  cóiicedido  á  su  hermano 
D.  Ramón  con  60  pertenencias  que  abrazan  la  expresada  pari*oqu!ti  y 
otras  del  mi^mo  Concejo,  pidiendo  en  su  virtud  que  se  cancélase  et 
referido  registro  y  se  le  mantuviese  en  la  posesión  del  mencionado 
coto: 

Resultando  que  en  vista  de  dicha  oposición,  el  registrador  etp^so 
qUie  aun  siendo  cierto  que  Per^z  del  Molino  fuera  concesionario  del' 
predicho  coto  minero,  era  improcedente  su  pretensión,  porque  Cenfa 
abandonadas  las  labores  y  pidió  que  se  acordase  su  caducidad,  acogién- 
dose al  efecto  á  lo  que  prescribe  la  regla  5.*  del  art.  79  del  reglamento 
para  ía  ejecución  de  la  vigente  ley  de  Minas: 

Resultando  que  seguido  el  expediente  por  sus  trámites,  el  Goberna- 
dor en  21  de  Diciembre  siguiente  declaró  sin  curso  y  fenecido  el  expe- 
diente de  registro  Cortes,  teniendo  en  consideración  que  Pérez  del  { 
Móiiíió  en  19  dé  Noviembre  anterior  se  habia  acogido  á  los  beneñcios 
que  dispensan  las  bases  generales  para  la  n'ueva  legislación  de  Miñas;  á 
lo  que  se  accedió  por  la  misma  Autoridad,  y  que  de  hecho  habiai  qu^-' 
dado  el  expresado  coto  minero  concedido  á  perpetuidad: 

Resultando  que  notificada  esta  providencia  al  representante  de  Ar- 
genti,  se  alzó  de  ella  ante  el  Ministro  de  Fomento;  y  que  este  por  Real 
orden  de  6  de  Setiembre  de  1872;  oido  el  dictáínéíí  dé  la  Jutíttf  supe- 
rior facultativa  de  minería  yéldela  SéccioAdeGobemacióó y  Fomen- 
to del  Consejo  d^  Estado,  y  de  acuerdo  cooel  pai'eeer  d^.  e3te  i^lthpo 
alto  Cuerpo,  confirmó  el  decreto  del  Gobernador  de  Oviedo,  y  declaró 
fenecido  el  expediente  titulado  Córíe5: 

Resultando  que  notificada  addiitiibtrátivamletoto 'é^tá  'i^eeíalucid^h  á 
loa  interésdtdos  él  dia  26  deL mismo  mes,  dándola  copia  según  eontla 
de  Ift  diligencia  practicada  al  f6iio  30  dét  etpedieite^erúátii1)«  Hf ^ 


nadn  por  9.  iFcoilaa  Bodrígiiez,  apoderado  de  D.  fidttardo  Argeotl  f 
Suit^e;  QQ  nombro  de  éste  el  Uoeocihdo  D.  losé  Maria  iimeoo  deLerma 
presentó  en  29  do  OoUübie  siguleote  demao4Bi  aoU  este  Tribmial  Sa- 
premo  con  la  solicitad  de  que  ae  adotiia  y  en  su  día  se  revoque  la  pre- 
citada Seal  ófdeo  qne  fvió  ootiOcada  á  su  represeotado  eo  25  del  i^is* 
IDO  me9«  por  la  qae  se  declaró  feoecido  el  «xpedleatede  registro  de  la 
expresada  mioat  y  que  se  declare  al  propio  tiempo  que.  procede  la  con- 
tÍQuacioQ  del.  mismo  hasta  su  lermioacioo  á  fin  de  obtener  le  conce- 
sioa  de  la  moa  soliAiieda.iundiodoae  e»  que  el  caso  de  eeta  demanda 
no  se  Jiella  ni  puede  bailarse  desigiaado  enire  los  que  tasaiivamenie 
determina  el  art.  d9  de  la  ley  «de  1859:  que  para  examinar  si  procede 
la  vía  conteacipsa»  q$  necesario  buscar  loe  pddcipios  g!snerales  en  que 
descansa  el  expresado  recurso,  y  en  las  sentencias  dictadas. por  ésta 
Sala  en  2!,  29  y  50  de  Octubre  de  1869,  9  de  Enero,  9  de  Febrero,  il  y 
12  de  Marxo,  27  áeÁbnl  5  de  Julio  y  2  de  Noviembre  de  1830: 

Resultando  que  oido  el  Mioistetio  fiscal,  pidid  que  se  dedaraso 
inadipisible  é  improcedente  ,1a  vía  couteaeiosa:  primero,  porque  em 
jurisprudencia  constante  de  este  Supremo  Tribunal,  aun  despues>de 
publicadas  las  bases  generales  de  29  de  Diciembre  de  i808,  que  en  las 
cuestiones  de  minería  solo  procedía  el  recurso  conteDoioso-adníinis- 
trati?o  en  los  casos  taxativos  determinados  por  k  ley  y  reglamento, 
entre.  los,cuales  no  se  encuentra  comprendido  el  que  es  objeto  de  está 
reclamación:  segundo,  porque  no  hay  derecho  preexistente  con  arreglo 
á  las  disposiciones  generales  sobre  las  que  descansan  las  especiales  de 
minería;  y  tercero,  porque  la  demanda  se  ha  interpuesto  después  de 
los  30  dias  que  determina  el  art.  94  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859,  cu- 
yo término  corre  sin  distinción  de  dias  feriados  y  de  labor,  puesto  qoe 
fué  notificado  en  26  de  Setiembre  de  i872  y  presentada  aquella  en  29 
de  Octubre  siguiente: 

.  Resultando  que  habiéndose  puesto  de  manifiesto  los  autos  al  de- 
mandante para  instrucción  del  anterior  escrito  fiscal,  ha  presentado  él 
traslaí^o  de  la  Real  orden  reclamada  que  se  le  ha  expedido  en  25  de 
Octubre  de  1872,  exponiendo  que  la  demanda  está  presentada  en  tiem- 
po, porque  el  plazo  concedido  para  ese  efecto  empieza  á  contarse  dav 
de  la  fecha  en  que  se  entrega  el  traslado,  pues  solo  desde  ese  momen» 
to  existe  posibilidad  de  preparar  ei  recurso  contencioso! 

Vistos,  siendo  ponente  el  Magistrado  D.  Ignacio  Vieiies: 

Considerando  que  en  el  art.  91  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859,  no 
reformado  por  la  de  4  da  Marzo  de  1868  ni  derogado  por  ei  decreto-ley 
de  29  de  Diciembre  de  1868  sobre  bases  generales  pura  la  nueva  legisla- 
ción de  minas,  se  señala  el  término  de  30  dias  para  entablar  el  recurso 
cootencio8o*administrativo  contra  las  Reales  árdenos  en  minma: 

.  Goosiderando  que,  con  arreglo  á  loque  previenen  las  disposiciones 
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i*  y  3/  de  las  generales  del  reglamento  para  la  ejeeucion  de  dicha  ley 
de  4  de  Marzo,  pViblicado  eoí  24  de  Junio  slgaieúte,  que  también*  se  ha- 
llan vigentes,  los  plazos  que  se  éstúbleem  en  el  mismo  y  en  la  ley  son 
fatales  é  improrogables,  comprendiéndose  en  ellos  tos  dias  festivos^  y 
empiezan  á  contarse  desde  el  siguiente  al  en  que  haya  tenido  lugar' la 
notificaeion  administrativa  á  los  interesados  ó  sus  r&presentantns; 
debiendo  ésta  hacerse  por  cualquiera  empleado  ó  agente  de  la  Autori^ 
dad  d  quien  los  Gobernadores  den  este  encargo*  y  expresarse  en  la 
misnuij  y  bajo  ningún  pretexto  se  dilatará  hacerlo  en  el  acto  que  se 
entregó  al  interesado  copia  del  decreto  ó  rés')lucion  que  la  moHve: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  6  de  Setiembre  de  1872  que  ha 
confirmado  el  decreto  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Oviedo  de  21 
de  Diciembre  del  año  anterior,  que  declara  sin  curso  y  fenecido  el  ex- 
pediente de  registro  de  (a  mi^ia  Cortes,  idstruido  á  infancia  de  Dou 
Froilan  Rodríguez,  como  apoderado  de  D.  Eduardo  Argenti  y  Sulse, 
ha  sido  notificada  á  aquel  en  26  del  mismo  mes  de  Setiembre,  entre* 
gándole  copia  y  con  todas  las  demás  formalidades  que  determinan  las 
pírecitadas  disposiciones  generales,  según  aparece  de  la  diligen<eia  con- 
signada en  el  expediente  gubernativo  al  folio  20: 

Considerando  que  la  presente  demanda  contra  la  expresada  *  Real 
orden  s*»  ha  presentado  en  29  de  Octubre  siguiente,  dos  dias  después  de 
haber  trascurrido  el  referido  término  de  3(^dias  prefijado  en  la  ley  para 
las  que  versan  sobre  minería,  y  por  tanto:  que  es  inadmisible,  puesto 
que  la  resolución  reclamada  ha  quedado  consentida  y  firme  por^l  lap- 
so del  repetido  término: 

Y  considerando,  finalmente,  que  no  obsta  á  lo  expuesto  el  (¡ue  en 
23  del  mismo  mes  de  Octubre]  se  haya  expedido  al  recurrente  el  tras- 
lado de  la  repetida  Real  orden  que  acompaña  á  su  escrito  de  27  de  Eme^ 
ro  último,  porque  con  arreglo  á  lo  preceptuado  en  la  segunda  de  las 
mencionadas  disposiciones  generales  del  reglamento  de  24  de  Junio  de 
4868  empieza  d  contarse  el  término  para  presentar  la  demiinda  desde 
eldia  siguiente  ala  notificación^  y  porque  tampoco  es  exacto  que  ese 
traslado  haya  sido  indispensable  para  preparar  el  recurso  contencioso, 
atendiendo  á  que  de  la  resolución  impugnada  habia  tomado  copia  el 
representante.de  Argenti  en  el  acto  de  ser  notificado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  la  vía 
contenciosa,  y  en  su  virtud  que  no  há  lugar  á  admitir  la  demanda  in- 
terpuesta en  nombre  de  D.  Eduardo  Argenti  y  Sulse  contra  la  Real  or- 
den de  6  de  Setiembre  de  i872  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento, 
en  la  que  se  declara  sin  curso  y  fenecido  el  expediente  de  registro  de 
la  mina  Cortes: 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa^  sacándose  al  efecto  las  co- 
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pías  {iec«8arí0s,  j  devolviéndose  «I  expediente  gubernativo  al  Ifiniste- 
rio  de  Fomento  coa  la  certificación  ptevénida,  lo  pi^nnáciamoá,  mau' 
damos  y  firmamos.=Jaan  González  Atseredo.^José  Hatia  Herreros  de 
T^adá.:^Jaan  Jiménez  €ueiica.=íIgnado  Víeíies.saiJnan  Gano  Manuel. 
=£Jesé  Jiménez  Hascarós.srTrinidad  í^icilia. 

PQblicaci6n.:±:¿Le!d«  y  publicada  fuá  la  pfrecedehté  sentencia  por  el 
Eterno.  Sr.  D.  Ignacio  Vieites,  Magistrado  de  la  Sala  cuarta  dél  Tri- 
bunal Supretíio,  celebrando  audiencia  publica  la  misma  en^  el  día  dé 
hoy»  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  eu  Madrid  á  7  de  Marzo 
de  i873.=Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

(Gaceta  de  8  de  Abril  de  iBn). 


Smtencia  declarando  improcedeníe  la  via  contenciosa  y 
no  admitifmdo  la  demanda  interpuesta  contra  la  Real  or- 
den  que  declara  sin  curso  y  fenecido  el  expediente^  de  re-^ 
gisiro  de  la  mina  Isabel  I. 

£o  la  villa  dé  Madrid^  á  7  de  Marzo  de  1873,  en  la  demanda  conten- 
cioso-administrativa  que  ante  Nos  pende,  deducida  por  D.  Eduardo 
Argenti  y  Sulse,  y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  José  Uaria  Jimeno 
dé  Lerma,  contra  la  Administración  del  Estado,  representada  por  el 
Ministerio  fiscal,  sobre  que  sé  reroque  la  Real  orden  dé  6  de'Setiembre 
de  1872,  que  declara  fenecido  y  sin  curso  el  expediente  de  registro  de 
\ñ  minti  habel  I,  y  en  el  dia  sobre  el  incidente  dé  procedencia  de  la 
via  contenciosa:* 

Resultando  que  D.  Froiían  Rodríguez  Viransan,  apoderado  de  Don 
Eduardo  Argenti,  en  ^2  de  Setiembre  de  1871  presentó  una  instancia  al 
Gobernador  de  Oviedo  solicitando  el  registro  de  112  pertenencias  6 
hectáreas  de  mineral  de  hierro  en  el  prado  de  la  Llos^al,  del  lugar  de 
Solares,  parroquia  del  Coro,  Concejo  de  VlUaviciosá,  con  la  denomina- 
ción de  Isabel  I,  refiriendo  los  linderos  y  haciendo  la  desighacion: 

Resultando  que  admitido  el  registro  sin  perjuicio  de  tercero  de  me- 
jor derecho,  y  hechas  las  publicaciones  de  ley,  se  opuso  á  él  D.  Miguel 
Pérez  del  Molino,  fundado  en  que  por  la  situación  y  linderos  de  dicho 
registro  era  evidente  que  se  hallaba  comprendido  en  el  terreno  del  coto 
minero  que  con  el  nombi'e  del  Rusto  se  había  concedido  á  su  hermano 
D.  Ramón  con  60  pertenencias  que  abrazan  dicha  parroquia  y 
otras  del  mismo  Conejo,  pidiendo  en  su  virtud  que  se  cancelase  el 
expresado  expediente  de  registro  y  se  le  mantuviese  en  la  posesión  del 
mencionado  coto: 

Resultando  que  eu  vista  de  la  referida  oposición,  el  registrador 
expuso  que  aun  siendo  cierto  que  Pérez  del  Molino  fuera  concesionario 
M,  predicho  coto  minero,  era  improcedente  su  pretensión  porque  tenia 
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abandooadas  bus  labores  j  pidió  cpie  se  acordase  so  cadacidad,  acogiéa- 
dose  al  efecto  A  lo  qae  dispone  la  regla  3/  del  art.  79  del  r^lamento 
para  la  ejecución  de  la  rigente  ley  de  Minas; 

Resultando  que  ^guido  el  espediente  por  sos  trámites,  el  Goberna- 
dor  en  21  de  Diciembre  siguiente  declaró  sin  cnrso  y  fenecido  el  expe- 
diente de  registro  Uábeí  i,  teniendo  en  consideración  que  Pérez  del 
Molino  en  i9  de  Noviembre  anterior  se  babia  acogido  á  los  beneficios 
que  dispensan  las  bases  generales  para  la  nueva  legislación  de  Minas;  ó 
lo  que  se  accedió  por  la  misma  A.utoridad,  y  que  de  becbo  habia  que- 
dado el  referido  coto  minero  concedido  á  perpetuidad: 

Resultando  que  notificada  esta  providencia  al  representante  de  Ar- 
genti,  se  alzó  de  ella  ante  el  Ministro  de  Fomento;  y  que  éste  por  Real 
orden  de  6  de  Setiembre  de  1872,  oido  el  dictamen  de  la  Junta  supe- 
rior facultativa  de  minería  yelde  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomen- 
to del  Consejo  de  Estado,  y  de  acuerdo  con  el  parecer  de  este  último 
alio  Cuerpo,  confirmó  el  decreto  del  Gobernador  de  Oviedo,  que  decla- 
ró fenecido  el  expediente  de  Isabel  /:  ' 

Resultando  que.  trasladada  la  predicha  Real  orden  al  mencionado 
Gobernador,  acordó  en  25  del  mismo  mes  que  se  notifícase  á  los  intere- 
sados; que  se  devolviese  el  depósito  al  registrador,  previa  liquidación; 
que  se  anotase  en  su  expediente  y  se  archivase  éste;  habiéndose  hecho 
la  notificación  prevenida  en  el  dia  siguiente  26,  dándole  copia«  seguo 
consta  de  la  diligencia  que  obra  al  folio  21  vuelto  del  expediente  gu* 
bernativo,  firmada  por  D.  Froilan  Rodríguez,  apoderado  deD.  Eduardo 
Argén  ti  y  Sube: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  José  Maria  Jimeno  de  Lerma,  en 
nombre  de  D.  Eduardo  Argeoti  y  Sulse,  en  29  de  Octubre  siguiente 
presentó  demanda  ante  este  Tribunal  Supremo  con  la  solicitud  de  que 
se  admita  y  en  su  dia  se  revoque  la  precitada  Real  orden  que  fué  noti- 
ficada á  su  representado  en  23  del  mismo  mes,  por  la  que  se  declaro 
fenecido  el  expediente  de  registro  de  la  expresada  mina,  y  que  se  dic- 
tase al  propio  tiempo  que  procede  la  continuación  del  mismo  hasta  su 
terminación  á  fin  de  obtener  la  concesión  de  la  mina  solicitada;  fun- 
dándose en  que  el  caso  de  esta  demanda  no  se  halla  ni  puede  hallarse 
designado  entre  los  que  taxativamente  determina  el  art.  89  de  la  ley 
de  1859;  que  para  examinar  si'procede  la  via  contenciosa,  es  necesario 
buscar  los  priocipios  generales  eo  que  descansa  el  expresado  recurso^ 
y  en  las  sentencias  dictadas  por  esta  Sala  en  21,,  29  y  5Ü  de  Octubre 
de  1869,  8  de  Enero,  9  de  Febrero,  11  y  12  de  Marzo,  27  de  Abril  5  de 
Julio  y  2  de  Noviembre  de  1870: 

Resultando  que  oido  el  Ministerio  fiscal  á  los  efectos  déla  ley,  pidió 
que  se  declarase  inadmisible  é  improcedente  la  via  contenciosa!  pri* 
mero,  porque  era  jurisprudencia  constante  de  este  Supremo  Tribunal^ 
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aun  después  de  publicadas  las  bases  generales  de  29  de  Diciembre  de 
1868,  qae  en  las  cnestionels  de  minería  solo  procedía  el  recurso  cón- 
tencioso-administrativo  en  los  casos  taxativos  determinados  por  la  ley 
y  reglamento,  entre  los  coales  no  se  encuentra  comprendido  el  que  es 
objeto  de  esta  reclamación:  segundo,  porque  no  bay  derecho  preexis* 
tente  con  arreglo  á  las  disposiciones  generales  sobre  las  que  descansan 
las  especiales  de  minería;  y  tercero,  porque  la  demanda  se  ha  inter- 
puesto después  de  los  30  días  que  determina  el  art.  9i  de  la  ley  de  6  de 
Julio  de  1859,  cuyo  término  Corre  sin  distinción  de  días  feriados  y  de 
labor,  puesto  que  fué  notificada  en  26  de  Setiembre  de  1872,  y  presen- 
tada^  aquella  el  29  de  Octubre  siguiente: 

Resultando  que  puestos  de  manifiesto  los  autos  al  recurrente  para 
instrucción  del  anterior  escrito  fiscal,  ha  presentado  el  traslado  de  la 
Real  orden  reclamada,  que  se  le  ha  expedido  en  23  de  Octubre  de  1872, 
manifestando  que  su  demanda  está  presentada  en  tiempo,  porque  el 
término  concedido  para  ese  objeto  empieza  á  contarse  desde  la  fecha 
en  que  se  entrega  el  traslado,  pues  solo  desde  ese  momento  existe  po- 
sibilidad de  preparar  el  recurso  contencioso: 

Vistos,  siendo  ponente  el  Magistrado  D.  Ignacio  Vieites: 

Considerando  que  en  el  art.  91  de  la  ley  de  6  de  Jalio  de  1859,  no 
reformado  por  la  de  4  de  Marzo  de  1868  ni  derogado  por  el  decreto-ley 
de  29  de  IHcíembre  de  1868  sobre  bases  generales  para  la  nueva  legisla  • 
cion  de  minas,  se  señala  el  término  de  30  dias  para,  entablar  el  recurso 
cootencioso-adfflinistrativo  contra  las  Reales  órdmes  en  minería: 

Considerando  que,  con  arreglo  á  lo  que  previenen  las  disposiciones 
2/  y  5.*  de  las  generales  del  reglamento  para  la  ejecución  de  dicha  ley 
de  4  de  Marzo,  publicado  en  24  de  Junio  siguiente,  que  también  se  ha- 
llan vigentes,  los  plazos  que  se  establecen  en  el  mismo  y  en  la  ley  son 
fatales  é  tmprorogables;  comprendiéndose  en  ellos  los  dias  festivos^ 
y  empiezan  d  contarse  desde  el  siguiente  al  en  que  haya  tenido  lu- 
gar la  notificación  administrativa  á  los  interesados  ó  sus  represen- 
tantes; debiendo  ésta  hacerse  por  cualquiera  empleado  6  agente  de 
la  Autoridad  d  quien  los  Gobernadores  den  este  encargo,  y  expre- 
sarse en  la  misma,  y  bajo  ningún  pretexto  se  dilatara  hacerlo  en 
el  acto  que  se  entregó  al  interesado  copia  del  decreto  ó  resolución  que 
la  motive: 

Consideundo  que  la  Real  orden  de  6  de  Setiembre  de  1872  que  ha 
confirmado  el  decretodel  Gobernador  de  la  provincia  de  Oviedo  de  21 
de  Diciembre  del  año  anterior,  que  declara  sin  curso  y  fenecido  el  ex- 
pediente de  registro  de  la  mina  Isabel  /» instruido  á  instancia  de  Don 
Froilan  Rodríguez^  como  apoderado  de  D.  Eduardo  Argenti  y  Sulse, 
ha  sido  notificada  á  aquel  en  26  del  mismo  mes  de  Setiembre,  entre- 
gándole  copia  y  con  todas  las  demás  formalidades  que  determinan  las 
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preciUd98  difposicioa^B  generales»  s^uo  aparece  49  la  diligencia  cob- 
signada  en  el  expediente  gubernativo  al  fólio  %i  vuelto; 

Considerando  que  la  presente  demanda  contra  la  expresada  Real 
orden  se  ba  presentado  eq  29  de  Octubre  siguiente,  dps  días  deapuesde 
haber  trascurrido  el  referido  término  de  30  días  prefijado  ep  la  Uy  para 
U$  que  versan  sobre  mtuem,  y  por  tanto  que  es  ioadniisible,  puesto 
que  la  r^oluciuo  reclamada  ha  quedado  consentida  y  firme  por  el  Lap- 
so del  repetido  termino: 

Y  considerando,  finalmente,  que  no  obsta  á  lo  expuestp  el  que  en 
23  del  mismo  mes  da  Octubre  $e  Maya  expedido  al  recurriente  el  tras- 
lado de  la  repetida  Real  orden  que  acompaña  á  su  escrito  de  27  de  Ene* 
ro  último,  porque  con  arreglo  á  lo  preceptuado  en  la  segunda  de  las 
m0ncionada3  disposiciones  generales  de)  reglamento  de  24  de  Junio  do 
186^  empieza  á  cantar  Be  el  térmica  para  presentar  la  demanda  desde 
eldia  siguiente  ala  mtificíician^  y  porqije  tampoco  es  exapto  que  ese 
traslado  haya  sido  indispensable  para  preparar  el  recurso  contencioso^ 
atendieudo  i  que  de,  la  resolución  impugnada  habia  tomado  copia  ol 
representante  de  Árgenti  en  el  acto  de  «er  notificado; 
'  Fallamos  que  debemos  dedarar  y  declaramos  improcedente  li\  vía 
contenciosa,  y  en  su  virtud  que  no  bá  lugar  á  admitir  la  demanda  íq- 
terpuesta  en  nombre  de  D.  Eduardo  Argepti  y  Sulse  ponera  la  f^^M  ^^  * 
den  de  6  de  Setiembre  de  1872  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento, 
en  la  qqe  se  declara  sin  curso  y  feaepido  el  expediente  de  r^^strp  de 
la  miua  Isabel  J: 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publica,rá  eu  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  a^  efecto  las  co- 
pias necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  (gubernativo  a)  Minis- 
terio de  Fomopto  con  la  certificwop  prevenija,  lo  pronunciamos/ 
mandamos  y  firmam(^.;:?:Juan  González  Apevedo.^iosé  María  H.erre- 
ros  de  Tejada.^Jíuan  Jimenea^  Cuenca.=Ignacio  ,Vieites,=Juan  Cano 
Mauuel.==José  Jiménez  A(ascarós.:=^Ti:ini()ad  Sicilia.^ 

P^blicacion^^Leida  y  publicaba  fué  la  precedente  sentencia  por  ^\ 
Excmo.  Sr.  D.  Ignacio  Yieites,.  Magistrado  de  la  Sala  cuarta  del  Tri- 
bunal Supremo,  celel^rando  audiencia  púbUca  la  mi$ma  en  el  dia  de 
hoy,  de  que  pertificp,  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  7  de  Mar-, 
zo  de  1873.=Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

Oaeeta. de  8  de Átfrüde  i87a. 
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Sentencia  declarando  improcedente  la  via  contenciosa  y  no 
admitiendo  la  demanda  interj^üe'stcl  por  la  Sociedad  miríe^ 
m  Las  Oposiciones  j$obr:e  rectificación  d^p^rffinencif(j^s. 
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ieiiCHMo«a4iDÍai8tratm  entablada  por  el  Licenciado  D.  PrancMo  Sal* 
meron  y  Alonso,  en  represeDtacioa  de  D.  Fraociico  Gario  y  €ruE,  eod- 
tra  la  Administración  general  del  Estado,  que  lo  es  por  el  Hiaislerio 
fiscal,  sobre  que  se  revoqae  la  Real  orden  de  32  de  Agesto  de  1872,  por 
la  cual  se  deja  sin  efecto  la  de  22  de  Julio  del  misme  año,  y  en  el  día 
sobre  la  procedencia  de  la  Tía  contenciosa: 

Resultando  que  D.  Joan  López  Poya,  Presidente  de  la  Sociedad  mi* 
ñera  Las  Oposioíúnes^  á  que  pertenece  la  mina  del  misóse  nombre»  ba 
seguido  expediente  en  el  Gobierno  de  la  provincia  de  Almería,  entre 
otras  cosas,  sobre  rectificación  de  las  demarcaciones  de  las  minas  BoT" 
rico  Pesado,  La  Rescatada  y  la  indicada  Oposiciones;  y  que  por  ór* 
den  de  la  Regencia  de  10  de  Febrero  de  1870,  de  acuerdo  eon  lo  itíbr^ 
mado  por  la  Junta  superior  facultatíYa  de  Minería  y  por  la  Sección  de 
Gobernación  y  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  y  de  conformidad  tam- 
bién con  lo  propuesto  por  la  Dirección  geueral,  ee  reaolTíó,  entre  otros 
particulares,  que  se  procediera  con  citación  de  los  interesados  á  sübsa« 
oar  los  erroves  materiales  ocurridos  al  demarcar  la  mioa  Las  Opeéis 
'  Clones^  sitas  en  término  de  Hijar,  de  la  provincia  expresada,  a  mojo*- 
náfidolas  de  nuevo  para  que  lindase  al  Norte  con  la  mina  llamada  ^or- 
rice  Pesado^  y  al  Oeste  con  la  titulada  Rescatada  en  la  forma  que  apa- 
rece en  el  plano  de  demarcación  que  se  acompaña  al  título  de  propio^ 
dad  de  Las  Oposieiones^  extendiéndose  la  correspondiente  aota»  que 
con  su  plano  se  adicionará  el  título  de  propiedad  de  esta: 

Resultando  que  remitidos  los  expedientes  de  dichas  mibas  al  Inge- 
niero Jefe  de  la  provincia  con  dos  exposiciones,  una  de  D.  Juan  Gicog* 
naoi  pidiendo  unos  planos  que  tenia  presentados  en  el  expediente  de  la 
q^ina  Borrico  Pesado^  y  otra  de  0.  Cayetano  AcBfia  solicitando  la 
comprobación  y  rectificación  de  la  demarcación  de  ésta  y  de  La  EUs^ 
catada,  informó  en  3i  de  Marzo  de  1870  que  fundándose  la  anterior 
orden  en  el  deslinde  del  Ingeniero  Boguerio,  con  el  cual  no  estaba 
conforme,  se  creía  en  el  deber  de  devolver  el  expediente  para  qué  se 
sirviera  consultar  con  la  Superioridad  la  resolución  que  estimase  eon« 
veniente,  toda  vez  que  no  era  posible  dar  cumplimiento  á  la  precitada 
orden  porque  la  posición  relativa  de  las  tres  minas  mencionadas  no 
era  la  que  se  les  asignaba  en  el  plano  de  aquel  Ingeniero,  sino  la  que 
resultaba  del  que  acompa&aba  con  la  solicitud  de  Acuña: 

Resultando  que  el  Gobernador,  -en  vista  de  todo  y  de  lae  pretensto** 
nea  de  los  interesados  en  las  tres  minas  referidas,  en  5  4e  Mayo  de 
dicho  año  mandó  que  se  elevase  el  expediente  á  la  Superioridsd  paca 
que  re;solviese  lo  que  creyese  mis  conveniente;  y  que  después  de  va» 
riae  pretensiones  de  los  referidos  interesados  para  que  se  llevase  á  efec- 
to la  orden  de  10  de  Febrero  citada,  uniéndose  al  expediente* Tarios 
do6MMttl«í  hoy  dQ  ia\Uil  s^^QJomi  oi4«  k  Justa  supaiior  fáoultai^» 
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va  de  Minas,  que  opinó  se  rectificaran  las  demarcaciones  de  las  que  son 
objeto  de  la  caestion,  por  Reales  órdenes  de  3!  de  Octabre  y  4  de  Di- 
ciembre de  1871  se  dispuso  la  remisión  del  expediente  al  Gobernador 
con  los  de  dichas  minas  para  que  se  cumpliese  lo  informado  por  aque- 
lla» y  hecho  que  se  devolviese  para  la  resolución  que  procediese: 

Resultando  que  practicada  en  efecto  la  rectificación  de  las  demar- 
caciones como  se  hallaba  acordado,  y  elevado  el  expediente  al  Ministe- 
rio de  Fomento,  por  Real  orden  de  22  de  Julio  de  1872  S.  M.  el  Rey 
dispuso  que  se  remitiesen  los  mencionados  expedientes  al  Goberna- 
dor para  que  diese  cumplimiento  á  la  de  la  Regencia  de  10  de  Febrero 
de  1870;  y  que  habiendo  solicitado  D.  Cayetano  Acuña  en  17  de  Agosto 
de  1872  que  se  previniese  al  Gobernador  de  Almería  la  devolución  de 
lof  autos  y  desistimiento  de  la  demanda  entablada  ante  este  Supremo 
Tribunal  contra  la  última  orden  citada,  en  nada  afectaba  á  la  Real  or- 
den de  51  de  Octubre  referida^  y  que  se  subsanase  la  omisión  padeci- 
da al  remitir  el  expediente,  por  otra  de  22  del  mismo  mes  del  año 
próximo  pasado  S.  M.  el  Rey  dejó  sin  efecto  dicha  Real  orden  de  22  de 
Julio  y  mandó  que  se  previniese  al  Gobernador  de  Almería  tuviese  por 
válida  la  disposición '  relativa  de  las  minas  ya  citadas,  según  aparece 
de  las  operaciones  facultativas  de  rectificación  practicada  en  Enero  del 
mismo  año,  y  conforme  á  lo  que  se  disponía  en  la  Real  orden  de  4  de 
Diciembre  de  1871,  aprobada  por  la*  Junta  suprema  facultativa  en  10  de 
Febrero  de  1872: 

Resultando  que  notificada  á  los  interesados  la  anterior  disposición, 
en  15  de  Setiembre  siguiente  el  Licenciado  D.  Francisco  Salmerón  y 
Alonso,  en  nombre  de  1).  Francisco  Garin  y  Cruz,  entabló  demanda 
ante  este  Tribunal  Supremo  en  15  de  Octabre  último  con  la  pretensio% 
de  que  se  le  admita  y  se  falle  definitivamente  revocando  la  precitada 
Real  orden,  para  lo  cual  concretó  los  hechos  y  fundamentos  de  dere- 
cho que  tuvo  por  conveniente: 

Resultando  que  pasada  la  anterior  demanda  al  Ministerio  fiscal  para 
los  efectos  de  la  ley,  la  devolvió  pidiendo  que  se  declarase  inadmisible 
é  improcedente  la  via  contenciosa,  fundándose  ep  que  es  un  principio 
constante  consignado  en  repetidas  sentencias  del  Consejo  de  Estado  y 
de  este  Supremo  Tribunal  que  solo  procede  el  recurso  contencioso  en 
cuestiones  mineras  en  los  casos  taxativamente  marcados  en  la  ley  y 
reglamento  del  ramo:  que  él  Gobernador  no  ha  resuelto  definitivamen- 
te las  reclamaciones  que  sé  le  hicieron  por  la  dificultad  que  sin  duda 
ofreda  el  expediente;  pero  que  resuelta  ésta  por  la  Administración 
central  con  el  consejo  ilustrado  de  la  Junta  superior  facultativa,  ha- 
bria  de  resolver  los  tres  expedientes;  porque  no  se  desprendió  ni  pudo 
desprenderse  de  la  jurisdicción  que  la  ley  le  ha  conferido,  ni  el  Minis- 
^rio  babia  tratado  de  usurpársela:  ifiiniíi^iendo  este  pYocedimieato, 


teadrift  perfecta  aplieacioD  el  ari.  93  de  U  ley  de  4  de  Mayo  de  1868, 
que  ha  venido  á  coloear  á  los  concesiooarios  de  mÍQas  en  iguales  con- 
diciones que  el  doeñq  de  una  finca  particular  á  quien  se  faculta  parik 
defenderla  en  juicio  ordinario  con  dos  instancias:  que  solo  asi  puede 
combinarse  el  citado  artículo  con  el  principio  establecido  en  el  86  del 
reglamento  vigente,  con  lo  prescrito  en  el  caso  5."*  de  ese.  mismo  artí- 
culo y  coa  lo  prevenido  en  el  87;  y  que  haciendo  aplicación  de  estas 
prescripciones  legales*  es  fácil  comprender  que  falta  para  completar 
los  expedientes  la  resolución  deüoitiva  del  Gobernador;  y  en  el  caso 
posible,  casi  seguro,  que  apruebe  las  demarcaciones  ültimamenle  prac- 
ticadas, será  cuando  proceda  la  via  contenciosa  ante  la  Audiencia  y  en 
apelación  ante  este  Tribunal  Supremo: 

Resultando  que  habiéndose  mostrado  y  tenido  como  parte  ea  este 
expediente  al  Licenciado  0.  Manuel  Silvela,  en  representación  de  Don 
Cayetano  Acuña,  fué  sustituido  para  el  acto  de  la  vista  con  poder  de, 
éste  por  su  hermano  el  Licenciado  D.  Francisco  Silvela,  así  como  tam- 
bién el  Licenciado  Salmerón  por  el  de  igual  clase  D.  Miguel  de  la  Guar- 
dia, en  nombre  del  recurrente,  á  quien  se  tuvo  por  parte  en  el  estado- 
que  se  encontraban  los  autos: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Cano  Manuel: 
!  Considerando  que,  según  lo  dispuesto  en  el  párrafo  último  del  arti- 

I  culo  87  del  reglamento  de  24  de  Junio  de  i868  para  la  ejecución  de  la 
I  ley  de  minas  de  6  de  Julio  de  1859*  reformada  por  la  de  4  de  Marzo  de 
aquel  año,  las  cuestiones  promovidas  acerca  de  superposiciones  y  rec- 
tificaciones de  los  límites  de  las  pertenencias  y  labores  mineras*  asi  en 
la  superficie  como  en  el  interior  de  las  minas,  son  de  la  exclusiva 
competencia  de  la  Administración: 

*  Considerando  que,  según  el  art.  86  deleitado  reglamento» solo  son 
admisibles  en  la  via  contenciosa  aquellos  recursos  que  se  hayan  inten- 
tado conforme  á  la  ley  y  reglamentos: 

Considerando  que  el  art.  89  de  la  ley  de  minas  de  1859  reformada 
enumera  taxativamente  tres  casos  en  que  procede  el  recurso  conten- 
cioso contra  las  Reales  órdenes  en  mineria,y  qife  la  reclamada  de  22  de 
Agosto  de  1872,  versando  exclusivamente  sobre  rectificación  de  demar- 
cación de  las  minas  Borrico  Pesado,  Oposiciones^  y  Resi^atuda,  no  se 
halla  evidentemente  comprendida  en  ninguno  de  los  tres  nuevos  casos 
señalados  en  el  citado  art.  89  de  la  ley: 

Considerando  que  si  bien  el  art.  95  de  la  ley  de  minas  de  1859  re 
forn^ada  declara  que  corresponde  á  los  Consejos  provinciales,  y  hpy  á 
las  Audiencias  con  apelación  al  de  Esiado,  y  en  el  dia  á.  la  Sala  cuarta 
del  Tribunal  Supremo,  el  conocimiento  por  la  via  conteaciosa  de  las 
cuestiones  que  se  promuevan  entre  la  Administración  y  los  coneesio- 
oarios  sobre  la  inteligencia  y  cumplimiento  de  las  condiciones  estable- 


cidfls  en  la  coneesion,  este  aHfoulo  nd  es  apTicabto  á  la  cuesiioo  pre- 
sente porqsé  no  ae  Kan  Tarfado  las  condiciones  de  la  eondesion,  j  oo 
existe  duda  nicontro^tersia  sobre  la  inteligencia  y  enniplinil^to  de  las 
mismas: 

Considerando,  for  lo  expuesto,  que  la  Real  orden  citada  m  puede 
ser  reclamada  por  su  Índole  y  por  el  asunto  sobre  que  recae  en  la  Tia 
contenciosa,  y  que  esta  doctrina  se  halla  terminantemente  sancionada 
por  la  jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado  en  decreto-sentencia  dé 
4.°  de  Noviembre  de  iWí  pX  desestimar  en  caso  idéntico  la  demanda 
á  que  ^e  contrae,  y  en  sentencia  de  ^7  de  Enero  de  1868  publicada  en 
la  Guceta  de  10  de  Febrero  del  mismo  año;  '  y 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  ía  vía 
contenciosa,  y  en  su  virtu<l  que  no  bá  lugar  á  admitir  la  demanda  íq- 
térpuestapor  el  Licenciado  D.  Francisco  Salmerón  y  Alonso,  en  nom- 
bre de  D.  Francisco  Garin  y  Cruz,  contra  la  Real  orden  de  22  de  Agosto 
de  1872. 

Ast  por  esta  nuesti^a  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Qaeela  oficia! 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa^  sacándose  al  efecto  las  co* 
pias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Miois- 
terio  de  Fomento  con  la  certificación  prevenida,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.:=luan  González  Acevedo.==:Gregorio  luez  Sar- 
mietíto.^José  María  Herreros  de  Tejada. =Juan  Jiménez  Cuenca. =:JuaBf 
Cano  Manuel. =José  Jiménez  Mascar<$s.t=:Trinidad  Sicilia. 

Publicación. =:Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Juan  Cano  Manuel,  Magistrado  de  la  Sala  cuarta  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  dia 
de  hoy;  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  10  de  Mar- 
zo de  l87S.±s Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

(Gaceta  de^de  Abril  de  1873;. 


Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  revisión 
contra  la  sentencia  pronunciada  en  el  pleito  sobre  caduci- 
dad de  las  ndnas  de  Tharsis. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  15  de  Marzo  de  187$,  en  el  pleito  conten^ 
cioso-administraiivo  que  ante  Nos  pende  en  grado  de  revisión,  inter^ 
puesta  por  la  Administración  general  del  Estado  y  D.  José  Leojí  Mora, 
y  en  su  nombre  respectivamente  por  el  Ministerio  fiscal  y  el  Licencia- 
do  D.  León  Galindo  y  de  Vera,  en  el  que  es  parte  ia  sociedad  francesa 
de  cobres  de  Huelva,  represeplada  por  el  Licenciado  D.  Manuel  Alonso 
Martínez,  contra  la  sentencia  de  8  de  Abril  último  qué,  entre  otras  co- 
sas«  dejó  sin  efecto  la  Real  orden  de  8  de  Mayo  de  1868,  que  declaró  la 
caducidad  de  varias  minas  que  poseia  dicha  Sociedad  en  el  término 


del  Alosno  de  dicha  provincia,  conocidas  con  el  aombre  general  de 
TkaT9Í8: 

Resultaado  que  en  21  de  Julio  de  1852  D.  José  León  Mora  denunció 
ante  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Huelva  2Ü  minas  de  las  24  que 
poseía  la  Sociedad  Vicíor  Merder  y  compañía  en  la  sierra  Tharsis, 
suponiendo  que  la  habia  abandonado  y  no  cumplido  con  lo  determina- 
do en  la  Real  orden  de  22  de  Agosto  de  1855,  que  aunque  suponía  dero- 
gada por  la  ley  de  1859  le  autorizó  para  sustituir  el  pueble  por*la 
construcción  de  un  socaTon  general  de  desagüe  siempre  que  se  traba- 
jase en  dicha  obra  con  constancia  y  asiduidad,  tanto  de  día  como  de 
noche;  y  que  seguidos  los  expedientes  por  sus  trámites,  dicha  Auto- 
ridad en  13  de  Mayo  de  1863  declaró  improcedentes  las  denuncias  y 
Arme  y  subsistente  la  concesión  hecha  á  dicha  Sociedad: 

Resultando  que  de  esta  resolución  se  alzó  Mora  ante  el  Miúistro  de 
Fomento  pidiendo  la  revocación  del  referido  decreto;  y  que  sustancia- 
do  este  recurso,  previa  audiencia  de  todos  los  altos  Cuerpos  del  Esta- 
do, por  Real  orden  de  8  de  Mayo  de  1868  se  revocó  el  decreto  apelado 
y  declaróla  caducidad  délas  20  minas  denunciadas: 

Resultando  que  en  su  virtud  la  Sociedad  \ictor  Mercier  y  compa- 
ñía^ 7  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Manuel  Alonso  Martínez,  en  6  de 
Judío  de  1868  entabló  demanda  ante  el  Consejo  de  Estado,  que  des- 
pués amplió  en  este  Supremo  Tribunal,  solicitando  que  se  revocase  la 
Real  orden  de  8  de  Mayo  citada,  y  se  declarase  válido  y  subsistente  el 
decreto  del  Gobernador  de  Hueiva,  y.  nulas  todas  las  diligencias  prac- 
ticadas desde  entonces,  asi  como  la  apelación  admitida  por  el  Gober- 
nador«  ó  en  otro  caso  improcedente  la  denuncia  y  caducidad  solicitada 
y  subsistente  la  concesión  de  las  20  minas: 

Resultando  que  emplazado  sucesivamente  el  Ministerio  fiscal  en 
nombre  de  la  Administración  general  del  Estado,  y  el  Licenciado  Don 
Cristino  Martos  en  el  de  p.  José  León  Mora,  en  concepto  de  coadyu- 
vante, contestaron  á  la  demanda  pidiendo  sú  absolución  y  que  se  con- 
firmase la  Real  orden  reclamada,  insistiendo  upos  y  otros  en  sus  res- 
pectivas pretensiones  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica: 

Resultando  que  celebrada  vista  pública  con  citación  y  asistencia  de 
las  partes,  estábala  dictó  sentencia  en  8  de  Abril;  por  la  cuai,  fijando 
los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  que  creyó  conducentes,  entie  ios 
cuales  se  hizo  cargo  de  la  Real  orden  de  1855«  declaró  no  haber  lugar 
á  la  nulidad  de  las  actuaciones  practicadas  cou  posterioridad  aldecre« 
to  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Hueiva  de  13  de  Mayo  de  1863« 
apelación  del  mismo  y  Real  orden  que  determinó  su  revocación,  pun- 
tos á  que  se  contrae  el  primer  extremo  de  la  demanda;  y  respecto  al 
segundo,  ó  sea  la  pretensión  que  para  el  caso  de  ser  aquella  desestima- 
da deduce  la  Sociedad  demandante  sobre  el  fondo  de  las  demás  cues- 
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lioDes  en  estos  autos  debatidas,  declaráasimismo  ÍDiprocedeotesel  de- 
OQQcio  y  caducidad  solicitados  por  D.  José  LeoQ  Hora  de  las  Í0  mitias 
á  que  dicho  deoonóio  se  refiere»  y  .firme  y  subsistente  su  concesión  á 
la  Sociedad  Mercier  y  compañía,  según  se  estimó  por  el  expresado 
Gobernador  en  el  precitado  decreto,  dejando  por  tHnto  sin  efecto  la 
Real  orden  de  8  de  Mayo  de  4868  contra  que  se  reclama: 

Resultando  que  notificada  á  las  partes  eeta  sentencia,  en  19  de  Abril 
siguiente  interpusieron  contra  ella  recurso  de  revisión  el  Ministerio 
fiscal  en  virtud  de  des  Reales  órdenes  del  .Ministro  de  Fomento,  y  el 
Licenciado  D.  León  Galindo  y  de  Vera  en  nombre  respectivamente  de 
la  Administración  general  del  Estado  y  deD.  León  Mora  y  Pascual  en 
escritos  de  7  y  48  de  Junio  últimos^  con  la  solicitud  ambos  de  que  se 
rescinda  la  referida  sentencia  y  se  deje  sin  efecto  en  todas  sus  partes, 
fundándose  el  primero  en  los  artículos  228.  229,  231,  232  y  237  del  re- 
glamento; y  resultando  que  se  limitaba  á  consignar  los  dos  primeros 
artículos  por  si  la  Sala  hallase  en  la  sentencia  recurrida  alguno  de  los 
defectos' que  enumera  aquel  ó  la  contradicción  de  dos  definitivas  á  que 
se  refiere  el  segundo  articulo,  y  los  dos  últimos  porque  gozando  el  Es- 
tado del  beneficio  de  restitución  in  integrum  por  ser  considerados  sus 
bienes  como  de  menores*  no  seria  justo  que  no  poseyendo  hoy  los  do- 
-cumentoa  decisivos  que  exige  el  252,  y  por  no  haberlos  presentado,  oo 
pudiera  utilizar  en  derecho  si  dentro  de  los  cuatro  años  los  proporcio- 
nase la  Administración,  lo  cual  equivaldría  á  ser  ilusorio  dicho  bene- 
ficio, por  lo  qne  protestaba  y  se  reservaba  hacer  uso  del  citado  derecho 
en  aquel  término;  y  el  Licenciado  D.  León  Galiodn  y  de  Vera  en  el  ca- 
so 3."  del  art.  228  del  reglamento,  porque  fundándose  su  demanda  prin- 
cipalmente en  las  Reales  órdenes  de  22.  de  Agosto  de  1855  y  31  de  Di- 
ciembre de  1859,  se  omite  en  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  re- 
currida hacer  declaración  alguna  sobre  su  nulidad  ó  validez,  indican- 
do también  como  motivo  de  revisión  los  perjuicios  sufridos  por  el  Es- 
tado, considerado  como  menos  privilegiado,  é  insistiendo  en  que  hay 
documentos  con  cuya  presencia  se  hubiera,  según  dice,  decidido  la 
cuestión  sin  las  dudas  que  considera  dicho  fallo: 

Resultando  que  emplazada  la  Sociedad  Víctor  Mercier  p  compañía, 
y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  Mauuel  Alonso  Martínez,  contestó  á 
los  recursos  anteriores  pidiendo  que  se  declarase  no  haber  lugar  á  ellos« 
condenando  á  sos  autores  á  satisfacer  loa  daños  y  perjuicios  que  se  la 
irroguen  por  la  temeridad  con  que  se  han  entablado,  fundándose  en 
que  el  interpuesto  por  el  Fiscal  es  improcedente  é  inadmisible  con  ar- 
reglo á  los  mismos  artículos  en  que  se  apoya:  primero  porque  el  artí- 
culo 228  fija  cuatro  casos  taxativos,  y.  no  se  determina  cuál  de  ellos 
sea  el  que  se  invoca  como  motivo  de  revisión,  sino  que  se  consigoa 
dicho  artículo  por  si  la  Sala  hallase  algunn  de  los  defectos  que  el  mis- 
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mo  eaumera;  segando,  porque  segua  su  propia  coufeston,  necesitán- 
dose conforme  al  229  una  resolución  definitiva  de  fecha  anterior  á  la 
sentencia  recurrida  que  la  contradiga,  no  puede  presentarla^  y  carece 
de  antecedentes  que  le  permitan  discutir  sobre  la  contrariedad  que  el 
Ministro  de  Fomento  ha  debido  de  encontrar  en  dicho  articulo;  terce- 
ro, porque  según  el  232  ha  debido  preseutar  documentos  declsifos  y  no 
lo  ha  hecho,  porque  los  tutores  y  curadores  del  Estado,  ¿  quien  consi- 
dera menor,  han  descuidado  verificarlo  y  no  hay  términos  hábiles  para 
que  progrese  dicho  recurso,  y  cuarto,  porque  la  reserva  para..presentar 
dichos  documentos  decisivos  cuando  la  Administración  los  encuentre 
suponiendo  que  el  término  empieza  á  correr  para  el  Estado  como  me- 
nor cuando  termine  el  cuatrienio  legaU  según  el  articulo  237,  es  ilegal 
y  contraria  aquella  á  la  jurisprudencia  contencioso-admioistrativa  con 
arreglo  á  las  sentencias  de  3  de  Enero  de  1849,  18  de  Diciembre  de 
1865,  li  de  Enero  de  1866  y  10  de  Junio  de  1868»  y  en  que  el  único 
plazo  para  interponer  dicho  recurso  es  el  que  fija  el  art*  235,  de  cuya 
obligación  no  puede  excusarse  el  Estado  invocando  el  237,  porque  en 
tal  caso  no  habia  ejecutoria  contra  la  que  no  pudiese  reclamarse  por 
mucho  que  fuese  el  tiempo  trascurrido  desde  que  se  dictara;  y  respecto 
al  entablado  por  D,  José  Mora,  expresa  igualmente  que  es  improce- 
dente el  motivo  en  que  se  funda,  porque  la  sentencia  íia  proveído  sobre 
todos  los  extremos  de  la  demanda;  y  aunqvie  así  no  fuera,  niega  que 
pueda  alegarlos  como  fundamentos  de  revisión»  porque  correspondería 
á  la  Sociedad  demandante,  y  ataca  como  viciosa  y  contraria  á  la  ley 
orgánica  del  Consejo  de  Estado,  á  su  reglamento  y  á  la  jurisiprudencia 
establecida  en  materias  contencioso' administrativas  la  interpretación 
que  dá  al  caso  3.""  del  art.  228; 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez  Cuenca: 
Considerando  que  el  recurso  de  revisión  formulado  por  el  Ministe- 
rio fiscal,  en  nombre  de  la  Administración^  contra  la  sentencia  pro. 
nunciada  por  esta  Sala  en  8  de  Abril  último  sabrje  las  minas  del  Tkar- 
sis,  novien^  ajustado  á.las  prescripciones  del  r^glamen^o  del  Consejo 
de  Estado,  puesto  que  ni  designa  el  caso  aplicable  del  art.  228,  ni  se- 
ñala 1^  sentencia,  contradictoria  á  que  se  refiere  el  229,  ni  menos  pre- 
senta los  documen|>os  decisivos  á  que  se  contrae  el  231: 

Considerando  que  no  es  de  ley  ni  d^  reglamento  y  está  en  contra- 
dicción con  la  jurisprudencia  establecida  el  suponer  que  á  la  Admínis* 
tracion  se  reQeren  también  los  artículos  232  y  237  que  hablan  de  la 
revisión  eq  pro  de  los  menores  de  edad  ó  entre  dichos  de  administrar 
sus  bienes,  ni  cáenos  que  en  los  pleitos  contenciosos  tenga  lugar  para 
aquella  el  beneficio  de  la  restitución  in  inlegrum^  de  modo  que  pueda 
sustraerse  á  los  plazos  designados  por  los  Reales  decretos  de  1853  y 
1858,  así  como  á  los  establecidos  por  el  mismo  reglamento  de  lo.  com,* 
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teacíoso,  por  lo  cual  no  ha  podido  quedar  abierto  de  una  manera  iade- 
fioida  el  presente  recurso  de  revisión,  ni  ya  en  éL  como  citamos,  se 
puede  resolver  por  documentos  que  no  se  han  presentado: 

Considerando  que  el  coadyuvante  D.  José  León  Mora,  después  de  se- 
guir el  defensor  de  la  Administración  en  sus  vaguedades,  solo  ha  ve- 
nido á  fijar  el  recurso  en  el  caso  ZJ"  delart.  228,  sosteniendo  que  la 
sentencia  no  ha  decidido  todos  los  extremos  de  la  demanda,  puesto  que 
se  ha  abstenido  de  declarar  sobre  la  validez  ó  nulidad  de  la  Real  orden 
de  22  de  Agosto  de  1855: 

Considerando  que  sobre  ese  punto  no  se  ha  formado  en  la  demanda 
propiamente  dicha  ni  tampoco  en  la  contestación  capitulo  aparte  exi- 
giendo una  resolución  especial,  y  no  habia  por  consecuencia  necesidad 
de  decidirlo  en  esa  misma  forma,  ni  el  hacerlo  hubiera  sido  con- 
gruente: 

Considerando  que  la  Real  orden  de  1855  no  se  ha  presentado  tam- 
poco como  excepción  formal  ni  aun  siquiera  como  argumento  decisi- 
vo en  favor  de  la  caducidad  de  las  minas,  pues  tanto  en  el  expediente 
administrativo  como  en  el  contencioso  se  ha  aceptado  dicha  Real  órdea 
no  obstante  la  crítica  que  de  paso  se  le  ha  hecho,  y  el  pleito  todo  ha 
versado  únicamente  sobre  si  las  condiciones  en  las  mismas  estableci- 
das para  el  laboreo  de  las  minas  del  Tharsis  se  hablan  cumplido  ó  no: 

Considerando^  quQ  sin  embargo  de  esto,  al  decidir  la  sentencia  de 
esta  Sala,  como  lo  ha  hecho,  las  dos  pretensiones  formuladas  en  la  de- 
manda y  á  las  cuales  se  ha  contraído  la  contestación,  tratándose  sobre 
ellas  el  cuasi  contrato  del  litigio,  ha  resuelto  cuanto  tenia  que  resol- 
ver«  pues  á  esos  dus  puntos  convergían  todas  las  cuestiones  suscitadas 
y  todos  los  argumentos  presentados  por  una  y  otra  parte;  y  fallados, 
como  lo  han  sido,  nada  absolutamente  ha  quedado  por  decidir,  y  en  el 
sentido  de  que  con  ese  procedimiento  concreto  y  preciso  quedan  re» 
sueltos  los  pleitos  está  el  reglamento  y  se  ha  formado  la  jurispruden- 
cia del  Consejo  de  Estado: 

Considerando  que  además  en  la  sentencia  á  que  se  contrae  el  recur- 
so hay  un  considerando  especial,  por  no  decir  dos,  en  el  que  la  Sala 
se  hizo  cargo  en  el  lugar  de  la  sentencia  donde  se  aprecian  los  argu- 
mentos ó  puntos  de  derecho  de  la  Real  orden  de  1855,  estableciendo 
que  no  era  ilegal  sobre  todo,  bajo  el  prisma  de  la  ley  de  1859,  en  cuyo 
espíritu  estaba  la  acumulación  de  labores  que  desenvolvieron  después 
los  reglamentos,  lo  cual  no  hubieran  podido  hacer  si  esa  idea  fuese 
contraria  á  la  ley;  y  á  mayor  abundamiento  se  expresó  en  el  mismo 
que  estando  subsistente  dicha  Real  orden,  según  estimó  el  Consejo 
de  Estado  en  pleno  y  el  Gobierno  mismo,  y  aceptada  después  por  los 
litigantes  como  un  supuesto  del  pleito,  qo  habia  que  l^acer  sot)re  ell^ 
declaración  alguna  particular: 
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Considerando  que  por  todo  lo  expuesto  no  puede  sostenerse  que 
deje  de  estar  resuelto  en  toda  su  integridad  el  debate  promovido  ante 
esta  Sala  entre  la  Sociedad  minera  del  Charsis  y  la  Administración 
general  del  Estado  con  su  codyuvante  D.  José  León  Mora: 

Y  considerando,  por  último,  que  no  es  atendible  la  contradicción 
que  en  el  acto  de  la  vista  ha  indicado  el  Fiscal  existe  entre  la  senten- 
cia reclamada  y  la  Real  orden  que  dejó  sin  efecto,  porque  ni  á  esta  se 
refiere  el  art.  229  del  reglamento,  ni  eso  puede  dejar  de  suceder  en  to* 
dos  los  pleiios  en  que  la  Administración  haya  lastimado  derechos 
preexistentes*  no  encontrándose  además  la  contradicción  que  en  el 
mismo  acto  de  la  vista  ha  creído  ver  la  parte  coadyuvante  entre  los 
dos  capítulos  de  la  demanda  que  ha  resuelto  la  sentencia^-pues  de  que 
la  Real  orden  de  8  de  Mayo  de  i868no  sea  nula,  como  declaró  la  Sala, 
no  puede  inferirse  que  haya  de  ser  justa; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al 
recurso  de  revisión  interpuesto  por  la  Administración  general  del  Es- 
tado y  su  coadyuvante  0.  José  León  Mora  contra  la  sentencia  de  8  de 
Abril  de  1872,  pronunciada  por  esta  Sala  en  el  pleito  sobre  caducidad 
de  las  minas  del  Tharsis, 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias^  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Ministe- 
rio de  Fomento  con  la  certificación  prevenida,  lo  pronunciamos,  man« 
damos  y  firmamos.=Girilo  Alvarez.=Tomás  Huet.=:Gregorio  Juez 
Sarmiento  .--José  María  Herreros  de  Tejada.=:Manuel  María  de  Basual- 
do.=:Jiian  Jiménez  Guenca.=lgnacio  Vieites.=:José  Jiménez  Masca- 
rós.=Juan  Gano  Manuel. r=Fernando  Pérez  de  Rozas  .^Trinidad  Sicilia . 

Publicación. =Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Juan  Jiménez  Guenca,  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo, celebrando  audiencia  piiblica  la  Sala  cuarta  del  mismo  en  el  dia 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  15  de 
Marzo  de  d873.=Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

(Gaceta  de  17  de  Abril  de  1873;. 


Sentencia  absolviendo  á  la  Administración  general  del  Esta- 
do de  la  demanda  propuesta  contra  la  orden  de  la  Regen- 
cia espedida  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  6  de  Abril 
de  1870  disponiendo  que  D.  Ricardo  San  Miguel  fuese 
amparado  en  la  posesión  de  varias  minas  de  sal  gemma. 

Eq  la  Villa  y  corte  de  Madrid,  á  1.*  de  Febrero  de  1873«  en  los 
autos  contencioso-administrativos  que  ante  Nos  penden  en  primera  y 
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las  disposiciones  y  beneficios  que  concede  el  art.  S."  de  las  bases  para 
la  nneva  legislación  de  minas  de  29  de  Diciembre  de  1868,  y  además 
solicitó  en  26  de  Enero  de  1870  que  se  le  concediese  el  terreno  franco 
que  aun  exisiia  en  el  monte  de  que  se  trata,  sobre  lo  que  se  formó  ex- 
pediente; y  habiendo  hecho  igual  reclamación  D.  Salvador  Mondara  en 
el  dia  28,  con  el  conseotimiento  de  D.  Tomás  Antonio  Rico,  denun- 
ciando además  las  cuatra  minas  del  D.  Ricardo  San  Miguel,  se  manda- 
ron archivar  las  solicitudes  del  Mendara,  el  que  recurrió  en  via  conten- 
ciosa ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  audiencia  de  Valencia  contra  la  pro- 
videncia del  Gobernador  en  que  asi  lo  determinó: 

Resultando  queD.  Tomás  Antonio  Rico,  como  comprador  del  mon- 
te que  vendió  el  Estado,  y  también  el  Ayuntamiento  de  la  villa  del  Pi- 
noso acudieron  á  las  Direcciones  generales  de  Rentas  y  de  Propiedades 
y  Derechos  del  Estado  pidiendo  se  declarase  á  su  favor  la  propiedad  de 
las  minas  de  que  se  trata: 

Resultando  que,  por  el  contrario,  varios  vecinos  del  Pinoso,  traba- 
jadores en  dichas  minas,  elevaron  una  exposición  al  Ministerio  de  Fo- 
mento haciéndole  presente  los  perjuicios  que  se  les  habian  irrogado 
con  la  falta  de  trabajo,  originado  por  la  providencia  del  Juez  de  prime- 
ra instancia  ya  referida  anteriormente;  y  D.  Ricardo  San  Miguel,  en  iO 
de  Octubre  de  1870,  elevó  otra  instancia  al  Ministro  haciendo  la  his- 
toria del  asunto  y  pidiendo  le  amparase  en  ios  derechos  que  tenia  á  las 
minas  Pobrecita,  Mosca,  Diamante  y  Segunda  Temible,  pasando  ios 
datos  necesarios  al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  para  que  procediese 
según  hubiera  lugar  contra  el  referido  Juez  de  primera  instancia  de 
Monóvar: 

Resultando  que  previo  informe  del  Gobernador  de  la  provincia  de 
Alicante  dictó  una  orden  el  Regente  del  Reino  en  6  de  Abril  de  i870, 
ordenando  al  mismo  amparase  al  peticionario  en  la  posesión  de  las  ci- 
tadas minas,  asi  como  en  todos  sus  artefactos  y  sal  que  tuviese  aloía- 
cenada,  haciendo  responsable  al  Municipio  del  Pinoso  y  á  D.  Tomás 
Antonio  Rico  de  los  daños  y  perjuicios  que  con  su  despojo  se  hubiesen 
irrogado  á  aquel;  con  cuyo  objeto  se  nombró  un  delegado  que  llevó  á 
efecto  lo  mandado  en  la  orden  de  la  Regencia: 

Resultando  que  en  29  de  Abril  y  i3  de  Mayo  de  4870,  los  propieta- 
rios del  montQ  Cabezo  y  D.  Salvador  Mendara  solicitaron  del  Ministe- 
Tic  de  Fomento  que  aconsejase  al  Jefe  del  Estado  la  revocación  de  la 
precitada  orden  de  6  de  Abril: 

Resultando  que  contra  esta  orden  y  en  i  i  de  Mayo  de  1870,  D.  To-, 
más  Antonio  Rico  y  otros,  representados  por  el  Licenciado  D.  León  Ga* 
lindo  y  de  Vera,  presentaron  demanda  contencioso -administrativa  en 
este  Tribunal  Supremo  pidiendo  su  revocación/  fondados  en  que  está 
fuera  de  las  atribuciones  de  la  Adminis^tracion  el  haber  declarado  que 
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U  ii:<)9ÍfHM4  defl«a  dmqm  iK^lenece  legHimaffleDte  á  udo  de  los  con. 
t00d4eolM,  Ip  q^qo  oocnuspouilarU  á  lo»  Tribunales  de  justicia  en  juicio 
oi4ÍQario:  qaeeo  cnuiito  i  si  la  caducidad  declarada  por  el  €k>bernador 
y  coDseotidA  quedó  ejecttlouada,  eorreaponde  decidirlo  hoy  á  la  Au- 
diepcia»  9ía  que  ninguna  autoridad  pueda  en  el  entretanto  introducir 
nOYedades quí»  alteren  el  estaido  déla  cosa  litigiosa,  por  lo  que  la  ór- 
áfin  rqcttf  lida  que  resuelve  quie  la  oonceaion  subsiste  y  que  conserra 
legjtimoa  derechos,  eu  las  ninas  el  eoocesionario,  ataca  las  facultades 
d^  poder  judioiai  y  es  de  ningún  valor  ni  efecto:  que  declarada  la  ca- 
ducidad de  una  concesión;  el  concesionario  pierde  todos  sus  derechos 
si  00  apela  dentro  de  los  30  dias:.  que  el  Gobernador  no  puede  rehabili- 
tar Ucopce^ion^  pocqueeato  dá  un  derecho  perdido,  y  solo  puede  ha- 
cerlo el  poder  que  ha  concedido  el  mismo  derecho,  siempre  que  al  per- 
der éste  no  haya  nacido  el  de  un  tercero  que  lo  impida:  que  puesto  en 
pqaesion  un  particular  por  medio  de  un  interdicto,  si  con  él  se  ha  anu- 
lado una  providencia  adpiinistcatiTa*  la  Adaúnistracion  no  puede  ha- 
cer otra  cosa  que  provocar  competencia^  y  hasta  que  ésta  se  decida  no 
puede  Fqyocar  directa  ni  iodirectaniente  el  interdicto  posesorio,  pre- 
q^ot^ndp  varias  cppiaa  de  escrituras  para  justificar  el  derecho  que  tie- 
nen á  la  propiedad  del  monto  vendido  por  el  Estado  y  un  número  de 
La  Correspondencia  de  Espam  para  acreditar  que  se  estaba  vendien- 
do la  sal  dí$  I4S  mÍ9P9  referidas,  pidiendo  se  mandase  cesar  su  explota- 
ción ó  que  afianzaae  D.  Ricardo  San  Miguel  qu  cantidad  de  5.000 
dnroa: 

Resultando  que  durante  la  tramitación  del  incidente  sobre  presta- 
ción de  la  fianza  solicitada  por  los  demandantes,  á  que  se  acordé  no 
haber  lugar  en  auto  de  H  de  Diciembre  de  1870,  se  presentó  por  Don 
Ricardo  Sao  Miga^  certificación  de  la  sentoncia  .que  dictó  la  Sala  pri. 
aera  de  la  Audiencia  de  Valencia  en  25  de  Octubre  de  1870  en  los 
autos  furooaovidos  en  el  Juzgado  de  Monóvar  por  D.  José  Vidal  Pérez  y 
otMH  cantia  el  D.  Ricairdo,  sobre  reintegro  en  la  posesión  del  monte 
nomlrailo'  Cúétño  de  ia  Sal,  revocando  ei  auto  apelado  por  el  dltimo,  y 
dejando  sin  efecto  la  posesión  que  se  iié  á  aqueilos  de  las  minas  de  que 
se  taata,  condenándoles  ea  las  costas  de  ambas  iostaocias  y  reserváo- 
dolee^  s¿  derechu.  para  que.  puedan  ejercitarlo  en  juicio  ordinario,  como 
taaídl>ien  el  suyo  á  San  Miguel,  relatiYamento  á  los  daúos  y  perjuicios: 

ReauMando  que  reclamado  y  cecibido-  el  expediente  gubernativo, 
declarada  procedente  la  via  contenciosa  y  admitida  la  demanda,  la 
a^pUÁ  el  Ufienóado  Galindo  y  de  Vera  reproduciendo  su  petición  y 
argumentos: 

BdsallaiMlio^que  emflaaado  el  Ministerio  fiscal,  contestó  la  deman- 
da pidiendo.sesirriLla  Sala  oonfirmac  UóvdeD  reclamada,  apoyado  en 
fue  por.;dichaéfden  00  se  ha  resuelto  cuestión  alguna  de  propiedad, 
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oi  se  dictó  coD  esceso  de  atribticiones  é  invadieado  -las  de  la  Autoridad 
judicial,  porque  los  autos  dictados  por  el  Ju^z  de  Mooóvar  ffolo  man- 
daroo  reintegrar  á  los  dueños  en  ia  posesión  del  monte,  y  por  nocom* 
prenderlo  así  al  ejecutarlo,  se  les  dio  posesión  de  las  oaioas  que  nunca 
fueron  de  los  propietarios  del  monte:  que  este  conflicto  había  termina - 
do  con  la  sentencia  revocatoria  de  la  Audiencia:  que  el  decreto  del 
Gobernador  de  Alicante  de  10  de  Abril  de  1869  no  fué  notificado,  ni 
informó  el  Ingeniero  según  dispone  el  art.  6B  de  la  ley  de  Minas,  y  los 
78  y  79  de  su  reglamento,  ni  por  él  adquirieron  los  dueños  del  monte 
derecho  alguno  á  las  minas  de  que  se  trata,  porque  oe  lo  solicitaron* 
concretándose  solo  á  pedir  la  caducidad  de  la  concesión  de  aquellos, 
no  consignando  tampoco  cantidad  alguna  para  los  gastos  de  expedien- 
te, ni  ejecutando  lo  demás  que  preyiene  la  ley,  ni  tampoco  les  fueron 
adjudicadas: 

Resultando  que  puestos  los  autos  de  manifiesto  á  la  parte  coadyu-* 
vante,  contestó  asimismo  la  demanda  con  igual  pretensión  y  argumen- 
tos que  el  Ministerio  fiscal: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Gregorio  Juez  Sarmiento: 

Considerando  que  en  la  parte  dispositiva  de  la  orden  de  6  de  Abril 
de  1870  dictada  por  el  Ministerio  de  Fomento,  y  contra  la  que  se  ha 
interpuesto  la  actual  demanda,  no  se  resolvió  cuestión  alguna  de  pro- 
piedad, limitándose  únicamente  á  disponer  que  D.  Ricardo  San  Miguel 
fuese  amparado  en  la  posesión  de  las  minas  de  que  se  trata,  asi  como 
también  en  la  de  todos  bs  artefactos  y  sal  que  tuviese  almacenada: 

Considerando  que  la  precitada  orden  es  una  confirmación  implkita 
del  acuerdo  del  Gobernador  civil  de  la  provincia  de  Alicante  de  7  de 
Enero  de  1870,  por  el  que  declaró  sin  efecto  el  de  caducidad  de  las 
cuatro  minas  de  que  se  trata,  dictado  en  12  de  Abril  de  1869: 

Considerando  que  la  demanda  que  contra  el  citado  acuerdo  de  7  de 
Enero  se  interpuso  ante  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Valencia- 
fué  declarada  inadmisible,  y  confirmada  esta  declara<iiou  por  senten- 
cia dictada  por  este  Tribunal  Supremo  en  ^  de  Diciembre  de  1874, 
quedando  por  tanto  aquel  firme  y  subsistente: 

Considerando  que  la  posesión  dada  á  D.  José  Vidal  Pérez  y  demás 
consocios  del  monte  denominado  Cabezo  de  la  Sal,  y  de  las  minas  que 
en  él  existen,  fué  extralimitándose  de  lo  mandado  por  el  Juez  de  f^fi>-^^ 
mera  instancia  de  Monóvar  en  su  auto  de  reintegro  de  9  de  Marzo  de 
1870,  por  el  que  tan  solo  se  acordó  la  del  monte,  y  cuyo  auto  fué  ade- 
más revocado  por  la  misma  Sala  primera  de  la  referida  Audiencia  do 
Valencia:  * 

Y  considerando  que  la  orden  reclamada  tami^oco  invade  las  facul- 
tades del  poder  judicial,  porque  aon  en  el  supuesto  'de  que  hubteae 
sido  confirmado  el  auto  de  reintegro  dictado  per  el  Jaez  de  prioiera 


iosUoci^.de  M0nó?ar*  en  él  69. mandaba  dar  posesioa  á  los  comprado- 
res del  monte,  tan  solo  de  éste,  y  en  la  orden  de  6  de  Abril  la  de  las 
minas  i  0.  Bieardo  San  Miguel,  que  son  cosas  completamente  di- 
rersas; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolyemos  á  la  Administración 
general  del  Estado  de  la  demanda  propuesta  por  el  Licenciado  D.  León 
Galindo  y  de  Vera,  á  nombre  de  D.  José  Vidal  Pérez  y  consocios  que 
en  ella.se  e^^presaq,  contra  la  orden  de  la  Regencia,  expedida  por  el 
Ministerio  de  Fomento  en  6  de  Abril  de  1870,  la  cual  declaramos  sub- 
sistente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Colección  leQislativat  sacándose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias^  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  á  dicho 
Ministerio  de  Fomento  con  la  oportuna  certificación,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos.=Gregorio  Juez  Sarmiento.==:José  María  Her- 
xeros  de  Tejada.=Juan  Jiménez  Geunca.3=lgnacio  Vieites.=:Juan  Gano 
Mannel.=José  Jiménez  Mascarós.=:Trinidad  Sicilia. 

Pqblicacion.=s:Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
£xcmo.  Sr.  D.  Gregorio  Juez  Sarmiento,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  cuarta  de  que  certifico 
como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  i.""  de  Febrero  de  i873.=Enri- 
que  Medina. 

(Gaceta  de  i7  de  Abril  de  1873;. 


Competencia  suscitada  entre  el  Gobernador  de  la  provincia 
de  Murcia  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Cartagena  so- 
bre la  mina  Buena  Esperanza. 

PRESIDENCIA  DEL  PODER  EJECUTIVO  DE  LA  REPÚBLICA. 

DECBBTO. 

En  el  expediente  y  autos  de  competeuofa  suscitada  entre  el  Gober- 
nador déla  pro7incia  de  Murcia  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Car- 
iagena»  de  los  coales  resulta: 

Que  á  nombre  de  D.  Francisco  Rentero  y  de  0.  Vicente  Plaza,  como 
marido  de  María  Martínez,  se  presentó  en  dicho  Juzgado  con  fecha  11 
de  Eneró  éel  corirleate  año  un  interdicto  de  recobrar  contra  0.  Evaristo 
Llanos,  quien  á  pretexto  de  dueño  de  cierto  registro  de  minas  hizo 
quitar  en  Junio  del  año  anterior  un'  malacate  ó  aparato  para  sacar 
agua  de  ud  pozoiito  eñ  la  Diputación  del  Real,  paraje  que  llaman  Lla- 
no» del  Estrecho;  j  como  los  actores  son  dueños  y  poseedores  legfti- 
de  las  dos  terceras  partes  del  expresado  pozo  y  malacate,  de  los 


eualfs  se  serviaa  f»ra  extraer  el  agua  y  aUmettléñr  désílbrfónfc  Aé 
fundición  de  minerales  que  también  les  pertenecen,  se  con^detkbáñ 
perturbados  en  ia  posesión  y  pedian  la  destitución  eorrespoddiente:    * 

Que  admitido  el  interdicto  y  prestada  la  información  testifieal  \li^ 
audiencia  del  despojante,  recayó  auto  restitutorio,  que  fué  llevado  á 
efecto,  si  bien  apeló  D.  Evaristo  Llanos  para  ante  la  Aodiend^  Ad  flHh^ 
trito: 

Que  antes  de  que  los  autos  fuesen  elevados  al  Tribunal  supBrid^ 
acudió  Llanos  al  Gobernador  de  la  provincfia  presentartdt^  un  esbVitb, 
en  el  cual  manifestaba  que  el  pozo  y  el  malacate  objeto  de  intefdietó 
pertenecen  á  la  mina  que  con  el  titulo  de  Bnenu  BÉperanza  fué  Con- 
cedida al  exponente  por  decreto  de  i:"  de  Agosto  de  1870,  previo  ex- 
pediente incoado  en  i867  y  terminado  sin  oposicibn  alguna;  por  locttál 
se  hizo  la  demarcación  en  forma,  siendo  el  punto  de  partida  ed^tablé*- 
oido  para  ella  el  pozo  en  cuestión,  y  dándose  la  posesión*  soletirúe  ai 
concesionario  en  10  de  Agosto  de  4870:  alegábase  adem-és  que  el  po%6 
procedía  de  una  investigación  minera,  y  al  declararle  la  eadúciSíád  ée 
ésta  revertió  la  mica  al  Estado,  quien  el  conaedérlade  nuevo  á  Llanos 
concedió  también  el  pozo  y  sus  aguas,  con  arreglo  al  aH.  ^  del  de^ 
creto-ley  de  29  de  Diciembre  de  1868:  -         ^ 

Que  en  la  actualidad  se  estaban  sustanciando  en^  él  Gobiérfto  dis  \tL 
provincia  dos  incidentes,  el  uno  sobre  expropiación  del  terreno  super- 
ficial que  el  concesionario  necesitase  para  las  operaciones  mineras,  y 
el  otro  sobre  establecimientos  de  trabajo  en  el  pozo;  y  después  de  los 
reconocimientos  periciales  oportunos,  habian  sido  notificados  al  esr 
ponente  para  que  pudiese  emprender  las  labores  en  la  forma  preQjada 
al  efecto: 

Que  en  vista  de  estos  antecedentes,  el  Goberbád&r  reqtrírió  de  in- 
hibición al  Juzgado  fundándose  en  que  pojr  medio  de  interdictos  no 
podian  ser  contrariadas  las  providencias  dictadas  por  su  Autoridad  en 
el  asunto^  y  por  lo  tanto  le  correspondia  el.  conocimiento  del  mismo, 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  Real  érden  de  8  de  Mayo  de  1839  y  á 
la  jurisprudencia  establecida  en  varias  deciaiOBes  quíS  citaba^  á  eon&nlta 
del  Consejo  de  Estado: 

Que  el  Juez  sustanció  el  incidente  de  eompetenota  sin  ateiMrse  á 
los  plazos  improrogabtea  preyenidos  por  las  dísposiciooies  vigentes,  y 
.acordando  á  .peticiodde  una  de  las  partes  que  se  uniese  á  los  autos 
cierto  documento;  y  por  último  aeparándose  del  dietémendel  Promo- 
tor fiscal,  que  propuso  la  inhibición  del  Juzgado,  ésie  proveyó  auto  eá 
27  de  Julio  del  presente  año  declarándose  coiiipeieote  pata  entender 
del  asunto,  en  atención. á  que  el  inierdioft)  entablado  no  afecta  á  los 
aqucirdos  administrativos  .«obre  el  registro  d«i  la  mina  Bueim  Eépenm*' 
%^,  pues  «quel  solo  Uenq  por  olgeto  restituár  id  poseaioo  dtua  mdaeaÉe 


sobié  V»  cm\  lAvia  ha  ñtwátiio  fiPévwoMiiie  It  4(lmiirí$lra«íoft;  ■  úmáí$ 
además  indepeDéléble»  y  diiüiilts  la  ptopiedad  <tao  uaná  )6l  mioeiM)  sas 
bra  el  aubsaeio  denla  jqua  corradpaadé  al  daena'dd  aaalo» .  qutiN^aato 
puede  ser  pnraio  da  aa»  dareoiios  medíaQ(a»la  azfcopiáoioa  «srM^ 
pandt^irta:  t 

Que  el  Gobernador,  de  conformidad  osn  el  paracíwr  de  áa  GottiiaMMi 
protiaciaUinfliatié'en  su  requerimtentOi  resultando  al  pteseoie  cfin- 
fticto:-  ■    ■     * 

Visto  él  art.  V  del- décreto4ey  da  ^  da  díoi^nbni  de  4868,  eeguii 
al  eaal  an  todos  los  terrenos  que  contengan  las  sustancia»  que  saniab» 
jeto  de  la  iadsstria  minera'  se  considerarán  biampre  dos  pafrtes  dMtÍBi> 
tas;  á'saber:  primera,  el  suelo  que  comprende  la  soperfiíeie.:propía« 
mente  dicha,  y  además  el  espesor  á  que  haya  llagado  al  trabajo  del 
prbpietaríov  ya -sea  para  el  culti?o,  pai!a  solar  y  cimenlaoion^^ya  Con 
otro  olQ0to  coatqviera  distinto  del  de  la  mioeria;  y  aegunda,  el  m\h 
60^  que  se  estienda  í ndefluidamente  en  profundidad  (tosde  donda  a^ 
suelo  tenhína: 

Veta  el  art.  G.""  del  m(ismo  decreto  citado,  en  que  se  daclaraique  el 
suelo  podrá  ser  de  propiedad  particular  ó  de  dominio  público»,  y. el  dua^ 
ño  nunca  pierde  iel  derecho  sobre  él  ni  á  utilizarla,  aaWo  eaaa»  da  ex- 
propiareioa^  y  el  sobsaeld  se  halla  ori^inariamenta  bajo  id  dominio *dal 
Estado,  el  cual  pMi'á,  segno  los  casos  f  úa  anea  t«gla  iqaa'la  00070- 
niencia,  abandonarlo  al  aproveclhaitiienio  caaran,  cedarlQ  gratuita- 
mente al  dueño  del  suelo,  ó  enajeaarlo  mediante  un  canon  á  los  parti- 
culares ó  asociaciopes  qvie  lo  soliciten: 

Visto  el  art.  i."  del  mismo  decreto-ley,  al  tenor  del  cual  las  conce- 
siones ijiJeotórga  el  Gébierno  constituyen  una  propiedad  separada  de 
la  del  suelo;  y  cuando  una  de  ambas,  deba  ser  anulada  por  la  otra,  pro- 
ceden la  declaración  de  utilidad  pública,  la  expropiación  y  la  indem- 
nización correspondiente: 

Visto  él  alrt.  87  ^él  mismo  decreto,  qué  h\  etp)^l»Ar  Ib^  d^H^dhbs  y 
deberes  de  los  mineros  dice  qfie  éstos  se  ooaeertarán  libremente  con 
los  dueños  déla  superficie  acerca  déla  extensión  que  necesiten  ocupar 
para  almacenes,  talleres,  lavaderps»  oficinas  de  beneficio,  depósitos, 
instalación  de  máquinas,  etc.;  y  ^  üo  pudieran  avenirse,  ya  en  cuanto 
á la-eiiensiont  yaea  cuanto ail  precio,  el  duen^  db  te  atina  a^iettará 
M  Gk)bemador  ía  aplkamOD  de  la  hy^  sobre  utilidad  ip^bUca: 

Vistos  el  voto  particular  formado  por  un  Consejero  de  Estado  y  k 
refotacion  del  aiismo: 

€od8idfirafldo:j  1 

1.*  Que  según  las  bases  del  decreto«ley  citado,  la  propiedad  del 
Subsuelo  emanada  de  una  cooeasioiit  minería  es  áadapaadientfe  del  sue. 
lo;  y  siempre  que  ésta  aa  hhlle  isn  al  damioto  de  w  paiHicshü:,  ^*Í9 


obligados  lot  minopos  á  ponerse  prériiiiiiNite  de  aooerdo  ;eoi»  el' dueño 
de  lA  «operficlecoandOiee  proponga- establecer  taUelFet^.depáattos  ú 
^otras  dependeocias  útitesipara  la  eiplotaeiee;  4e  cayos,  principios  se 
deduce  que  la>  mera  eóD^tesseti  del  anbsiieio  no  constíta^K^  tftelo.bes* 
tante  para  ocupar  ni  utilizar  perpetua  ni  temporalmente  el  8nelorpAr> 
teneeienie  al  dominio  prlTado:  '  ;         . :  ^ 

9/  -  Que  et  el  ptesente  caso  no  resuHa  que  el  cenceotoaario'D.iETa* 
risto  Llanos  haya  obtenido  el  consentimiento  previo  de  los  dueños  del 
terreno'en.que  se  halla  shuado  el  f ozo  y  malacate  que  aqatá  pretende 
atiliaar  por  estar  dentro  de  la,  demarcación  minera,  ni  lampooo  resuh 
ia  que  se  haya  pedido  y  declarado  la  expropiaron  del  iadieadoípozo, 
reqmeito  indispensable  para  que  el  concesionario  hubiera :  podido  uii- 
litarlo  contra  la  roluntadde  los  propietarios  del  suelo: 

3/  Que  las  providencias  administrativas  dictadas*  cou  anterioridad 
al  interdicto  se  refieren  al  expediente  déla  concesio&i  minera,  pero  no 
al  uso  ü  ocupación  del  pozo  ymalacatemencionados^  sobre  lo^  coftlee 
conservan  los  propietarios  su  derecho  integro,  que  no  ^poedeaer  om- 
noscabado  sino  en  la  forma  y  con  los  ceqaisitos  prevenidos  po«  {a  ley 
de  minas;  '    ; 

El  Gobierno  de  la  República,  conformándose  con  lo  i  consultado  por 
el  Consejo  deBstadq' en  pleno,  ha  tenido  á  bien  deeidir esta  oompe- 
-tetvela  á 'favor  de  la  Autoridad  judicial  y  Icaéordado.     . 
*  ¡Madrid  quince  de  Abril  de  milochoeieaitosiseténia  y  trsb 

f!Í  Presidente  del  Todet*  EjécQtWó'. 

.*  • 

Gstanisláo  Fi^^aerae. 

ríúaeela'iUiüdéAbrildeídin). 


Decreto  dando  reglas  sobre  las  celebraciones  de  contratos 
parj(n  ¡os  servidos  ymrtidos  de  las  minas  dfikflsfftdo. 

MINISTERIO  DE  HACIENDA 


1  •  t  « 


M        • 


DECRETO.   . 

'i 

El  Gobierno  de  la  República,  conformándose  con  |o  prbpuesto'por 
el  Ministro  dé' Hacienda,  de  aouerdío  con  el  Goafle(jo<  de-Hiiiistros',  de- 
Creta  lo  siguiente:  .  ♦  /      .  t. 

Artículo  i.*    Los  contrato?  para  los  servicios  ynirlidos  de  laaiiiui- 
ñas  del  Estado  se  celebrarán  por  remate  solemne  y  púbUeo^^^révft  su- 
¡twisfa'. '     :•'■■",         •    ■  '   '  -r  i' i.  >fi    (•  ^v,  -.i,\''-  ■.■o     ■  * 

Art.-2.'  ^Se exceptúan  déla  regla aoterioff:.;    ^    > 

06^.^   Iios  conlratosqaetttoexe^dtn  de  485  péselas. 'k;(>  jiqi,.  ^.     ..  i 


k 


V  LoU  coatrAUM qiM flk>  exoedaa  deSOO  pMéUif,  siempre qae>se 
refieran  á  fler?iciod  y  sartidos  de  reconocida  urgencia  por  cinonaailaQ^ 
das  imprevistas.  -r,  ,  ^ 

3.*  Los  contratos  qae  tengan  por  objeto^  la  adqnisicioii  de  máqui^ 
Das,  instrumentos  y  aparatos  que  por  su  especialidad  ó  condiciones 
singulares  Iraya  precisión  de  mandar  construir  y  tomprar  en  la»  íübri^ 
cas  por  medio  de.  persona»  peritas. 

Para  celebrar  cualquiera  de  estos  contratos  ha  de  preceder  la  ins- 
trucción de  expediente  por  los  Jefes  de  los, establecimientos  de  Jas  mi- 
sas del  Estado  y  la  correspondiente  autorización  concedida  en  esta  for-' 
ma;  Por  la  Dirección,  respecto  á  los  servicios  que  tt<^  excedan,  de  S. 760' 
pesetas.  Por  el  Iliuistro,  en  cuanto  á  los  que  excedan  de  dicha  suma  j  < 
DO  pasen  de  25.000,  Por  el  Cionsejo  de  Ministros  desde,  la  referida  can»  ^ 
tidad  en  adelante.-rLos  contratos,  que  produzcan  estas  autorizaieionea. 
serán  aprobados  por  las  Autoridades  que  las  conceden.      .  I: 

Art.  3«°  Las  subastas  cuyos  presupuestos  no  excedan  de  ^.750  pe*^ 
setas  tendráa  lugar  en  los  establecimientos  de  las  minas  de  quese  tra- 
te, previa  autorización  de  la  Dirección  general  de  Propiedades»  en  ris^ 
ta  délos  expedientes  que  deben  instruir  los  referidos  Jefes  de  aqueliosL 
establecimientos,,  y  de  los  anuncios  con  i5  días  de  iinticipaciou  por 
carteles  y  por  medio  de  la  Gaceta  de  Madrid  y  de  los  Boletines  ofioia--' 
¡es  de  las  provincias  respectivas. — La  propia  Dirección  general  apro- 
bará ó  desaprobará  los  remates  después  de  oir  el  dictamen  del  Letrado 
déla  misma. 

Art.  4'    En  el  caso  de  no  presentarse  licitadores  en  la  primera  su» 
basta,  la  Dirección  general  de  Propiedades  podrá  autorizar  la  contAita- 
cion  de  los  servicios  y  surtidos  sin  esa  formalidad.t— El  mismo  centro* 
directivo  aprobará  en  su  dia  estos  contratos,  previo  informe  del  Le- 
trado. 

Art.  5.**  Las  subastas  cuyos  tipos  excedan\de  3.750  pesetas  se  veri^. 
ficarán  en  los  puntos  y  con  las  formalidades  estaUecidas  por  elarti* 
culo  S.**;  pero  no  podrá  autorizar  el  centro  directivo  que  el  servicio  ó 
surtido  se  haga^por  Administración  sino  después  de  celebradas  sin  re- 
sultado dos  subastas. 

Art.  6.*"  §e  someterán  á  la  aprobación  del  Ministerio  de  Hacienda 
los  presupuestos  y  pliegos  de  condiciones  facultativas  y  económicas 
para  las  subastas  de  serviQios¡  y  surtidos  cuydsUpost  excedan  de  25.000 
pesetas. 

Estas  subastas  tendrán  lugar  len  Madrid  y  símnltáueameBte^«d\ios 
respectivQs  establecimientos  y  en  las  capitafes  de  provincia  donde  se 
considere  conveniente,  previos  los  anuncios  con  30  días  de;.iinticipa- 
ción  por  carteles  y  por  medio  de  la  Gaceta  y  Boletines  oficíales  de  las 
mismas  provincias.  *  ^    <     ^ 


^  La  ftprobaoton  délos  remate»  correapoDéerA iamlltoa>  at  Hidistefio 
de'Haeíeiida.''  <      <       t  ^      ......  .1       . 

No  presentándose  licitadores  en  la  primera  subasta,  aeiproaaderá  ai 
anapeio  do  k  seganda  sin  nocésidad  de  mieva  aulofízadoii.  Si  iaitfpo- 
00  se  presentaran  licitad^ores,  podrá  ejecutarse  el  serrtcio  por  Adoii- 
nistrackm,  oon  eojecíoo  á  los  tipos  7  condiciones  que  baTiattsetindo 
para  la  última  subasta.  En  este  caso  se  aulortcará  por  deciMo  eipoéi- 
daporel  Ministerio  de  ttaeienda. 

-  Art.  7.**  Si  la  Dirección  general  de  Propiedades,  coasuitando  tos' 
datos  sobre  preoios  corrientes  en  los  respectíros  mercados,  éstüaase 
conveniente  el  aumento  de  tipos  para  las  segundas  subestas  por  00  Im- 
berso -presentado  licitadores /en  las^  primeras,  podré  acordarVo. por  si 
respecto  á  kssorricios  y  surtidos  que  no  eicedau  de  fS.OOOpeselai;;  y 
pora  loe- que  paseo  de  esta  susfta  pedirá  autorización  al  <lltiiíst»rio  éo* 
Hacienda,  pero  sin  que  dicho  aumento  eiceda  a«acoi  det  45  por  118^^ 
sobre  los  mismo»  tipos. 

Art.  8.^  Guando  cireuostancias  extraordinariao  «eotts^eu  aooriar 
los  términos  señalados  para  los  anuneios^«n  los  arts.  S.*  y  €.-,'Se  pe- 
dirá por  la  Dirección  general  de  Propiedades  la  oportuna  autoriiaeioB 
al  Ministerio  de  Hacienda»  pero  sin  que  puedan  bajar  aquellos  de^  10 
días* 

Art.  9/  Pora'  la  redacción  de  los  pliegos  de  condiciones  y  el  mé« 
todo  y  íbroM  de  la  presentación,  así  como  para  la  formación  de  loo 
eiped lentes  de  nulidad  y  justificación  y  aprecio  de  los  perjuicios  do» 
demora,  se  observarán  las  disposiciones  contenidas  en  el  Real  decreto 
de^97de  Febrero  é  instroecion  de  15  de  Setiembre  de  i85d,  que  dolM- 
rán  cuDvplirseen  cuanto  no  se  opongan  á  este  decreto. 

Art.  1(K    Quedan  vigentes  en  todas  sus  partes  el  repetido  Real  d«« 
creto  de  27  de  Febrero  de  1852  é  instrucción  de  15  de  Setiembre  si- 
guiente respecto  á  los  demás  coutratos  de  servicios  públicos.    < 
Madrid  catorce  de  Abril  de  mil  -ochocientos  setenta  y  tros. 

i.  ^1  Préndenla  dal  fiobioiDO  de  la  iepai>l|6ib. 

EolMlillllMfe  Vlf^WHO. 

El  Ministro  de  Hacienda. 

lii^sua  Tataa. 

(Gaceta  de  18  deAhrtí  deifñZ).  ' 


*>i i.i- 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


declaranda  no^  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  reclamando  la  posesión  de  cargos  de  la  Socie- 
dad fninera  La  Elsperanza. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  l.^de  Abril  de  1873,  en  los  jautos  segii^idoft- 


eod  Josgado  de  primera  iostaoeia  del  distrito  de  la  Latina  de  esta  ca- 
pital 7  eo  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  del  territorio  per  D.  José 
Luis  Relortille,  D.  José  Larrai  y  D.  Manuel  Vicario  y  Sierra,  en  los  qne 
ha  aido  parte  D.  Manuel  Pérez  del  Molino,  sobre  que  se  les  pusiera  en 
posesión  de  los  cargos  de  Presidente,  Contador  y  Secretario  de  la  So- 
ciedad minera  La  Eaperansa;  pleito  qne  pende  ante  Nos  en  rirtud  de 
reeufso  de  casación  interpuesto  por  Pérez  del  Molino  eontra  un  auto 
dictado  por  dicha  Sala  déla  Audiencia  en  28  de  Octubre  de  1874: 

Resultando  que  instruido  expediente  en  el  Gobierno  civil  de  la  pro- 
Tincia  de  Santander  pretendiendo  D.  Manuel  Pérez  del  Molino  que  se 
declarase  corresponderle  el  ejercicio  de  la  gerencia  de  la  Sociedad  es- 
pecial minera  Esperanza,  en  12  de  Junio  de  1868  el  Gobernador  dictó 
decreto  declarando  no  haber  lugar  á  acordar  de  presente  ni  hasta  que 
espirase  el  entonces  corriente  bienio  el  derecho  que  pueda  pretenderse 
por  D.  Manuel 'Pérez  del  Molino  al  desempeño  de  la  gerencia:  que  se 
prevenía  á  D.  Antonio  Martínez  en  so  cualidad  de  gerente  de  la  Socio* 
dad,  qne  reuniendo  ésla  adoptase  sus  disposiciones  para  arreglar  y  co- 
locar la-situación  y  organización  de  la  mismia  á  la  extricta  legalidad 
establecida  por  su  reglaniento  y  por  la  ley  de  Sociedades  mineras;  en 
la  inteligencia  que  de  no  quedar  éste  ejecutado  dentro  del  prel^iso. pla- 
zo de  dos  meses  adoptaría  el  Gobernador  las  medidaa  de  rigor  que  el 
caeo  exigiera;  cuyo  decreto  se  mandó  notificar  á  D.  Manuel  Pérez  del 
Molifio  y  D.  Antonio  Martínez  por  medio  del  Inspector  de  vigilancia  de 
Santander: 

Resultando,  según  acta  extendida  por  un  Notario  de  la  ciudad  de 
Santander  en  28  de  Junio  de  i888,  que  en  el  mismo  día  se  reunieron 
en  junta  los  accionistas  déla  Sociedad  minera  La  Esperanza  D.  Anto- 
nio Martínez  Díaz,  Director  gerente  de  la  Sociedad  y  poseedor  de  22 
aeeíoDfis;  ü.  Hermenegildo  Díaz  de  GevaHos,  poseedor  de  cinco  accio- 
nes; D.  Remigio  Martínez  Díaz,  de  ocho  acciones;  D.  José  Luis  Retorti- 
lio,  de  cinco  acciones;  D.  Joaquín  Andrés  Olivan,  en  representación 
de  D.  JoséLarraz  y  García,  dueño  de  cinco  acciones,  y  D.  Clemente 
Ressei.  en  representación  de  D.  Manuel  Vicario  Sierra,  dueño  de  otras 
cinco  accioQies,  que  formaban  un  total  de  50  acciones  de  las  iOD  que 
conatiiuÜBin  la  Sociedad  con  arreglo  á  la  escritura  de  3  de  Agosto  de 
1864  vigente  á  la  sazón:  que  por  no  hallarse  presente  el  Secretario  Don 
Manuel  Pérez  del  Molino,  sin  embargo  de  haber  sido  citado,  se  requi- 
rió al  expresado  Notario  para  autorizar  el  acta:  que  por  el  menciona* 
do  gerente  D.  Antonio  Martínez  se  leyó  una  Memoria  respecto  á  la  si^ 
tuacion  y  estado  de  todos  los  asuntos  de  la  Sociedad^  haciendo  men- 
ción también  en  ella  de  la  resolución  tomada  por  el  Gobernador  civil 
de  la  proTíncia  en  12  del  mismo  mes  en  virtud  de  las  reclamaciones 
hechas  por  el  accionista  D.  Manuel  Pérez  del  Molíno>  proponiendo,  en- 

T.  V, 
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ire  otros  particulares,  las  reformas  necesarias  para  coleéar  ala  Soci6^ 
dad  en  situación  completamente  legal  y  cumplir  coa  la  obediencia  de- 
bida lo  mandado  por  el  Gobernador  easu  mencionada  resoluci^fu  que 
abierta  discusión,  el  accionista  Gevallos  presentó  una  proposición,  que 
fué  aprobada  por  unanimidad^  para  que  el  domicilio  de  la  Sociedad  se 
estableciera  en  esta  capital,  teniendo  en  consideración  para  ello  que 
la  escritura  de  Sociedad,  en  parte  aprobada  y  en  parte  todavía  pea* 
diente  de  la  aprobación  del  Gobernador,  no  estaba  ajustada  en  todo  á 
los  preceptos  de  la  ley  como  asi  lo  habia  declarado  aquel:  que  la  mayor 
parte  de  las  cuestiones  habidas  entre  los  '.los  accionistas  D.  Antonio 
Martínez  y  D.  Manuel  Pérez  del  Molino  hablan  nacido' de  la  circuns- 
tancia de  ser  únicos  accionistas  y  no  poder  constituirla  administra^ 
cion  social  en  los  términos  que  la  ley  requiere:  .que  con  arreglo  á  ésta 
es  indispensable  la  existencia  de  una  Junta  directiva,  cuyos  individuos 
puedan  con  la  debida  separación  ejercer  los  cargos  de  Presidente,. Te- 
sorero, Contador  y  Secretario;  y  que  la  Junta  directiva  no  podia  cons- 
tituirse  en  Santander,  porque  en  este  punto  solo  tenían  su  vecindad 
los  dos  accionistas  D.  Antonio  Martínez  y  D.  Manuel. Pérez  del  Molino: 
seguidamente  por  el  aQcionista  Betortillo  se  presentó  ^n  proyecto  de 
reglamento  de  la  Sociedad  La  Esperanza,  comprensivo,  entre  otros, 
de  los  siguientes  artículos: 

1.°  La  Sociedad  especial  minera  La  Esperanza  tiene  por  objeto  la 
explotación  de  las  minas  de  calamina  denominadas  Superior,  Cual* 
quiera  Cosa,  Atrevimiento,  Suerte,  Sania  Rosa  y  Agapita, 

2.*"    La  Sociedad  tendrá  su  domicilio  en  Madrid. 

6.**  El  capital  de  la  Sociedad  está  representado  por  100  acciones^ 
iguales  todas  en  derechos  y  obligaciones  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
el  art.  3.°  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1839. 

17.  La  Sociedad  estará  administrada  por  una  Junta  directiva;  ésta 
se  compondrá  de  cuatro  individuos  que  desempeñarán  con  separación 
los  cargos  siguientes:  el  Presidente  de  la  misma  y  de  la  Sociedad,  el 
Tesorero,  el  Contador,  «I  Secretario.  '      i     ;  * 

18.  Para  desempeñar  algún  cargo  en  la  Junta  directiva  son  requi-' 
sitos  indispensables:  primero,  ser  mayor  de  ^  años,  y  tener  la  libre 
administraciod  de  sus  bienes:  segundo,  tener  la   residencia  •habitual 
en  Madrid  como  domicilio  social:  tercero,  poseer  cuatro  acciones. 

19.  En  el  caso  de  que  solamente  residan  en  Madrid  tres  acoioDls* 
tas  que  reúnan  las  condiciones  exigidas  en  el  artieido  anterioPy^ioArán 
desempeñarse  á  la  vez  por  uoa  sola  persona  loscargos'de  Prealdente  y 
Tesorero  ó  de  Contador  y  Secretario. 

22.    La  administración  de  la  Sociedad  corresponde  á  la  Junta  di- 
rectiva  con  sujeción  á  la  ley,  á  este  reglamento  y  á  los  acuerdos  lega-  * 
les  y  válidos  de  la  junta  general. 


Y  44.  La  escritora  social  hoy  vigente  y  el  reglamento  por  que  se 
tige  la  Sociedtad  <]taedan  derogados  en  virtud  del  presente,  siendo  ac- 
cionistas en  el  dia  de  hoy  D.  Antonio  Martínez  por  i2  acciones;  Don 
Hanael  Pérez  del  Malino  por  50;  D.  Hermenegildo  Diaz  de  Ceyallos  por 
cinco;  D.  Remigio  Martínez  por  ocho;  D.  José  Luis  Retortillo  por  cin- 
co; D.  José  Larraz  por  cinco,  y  D.  Manuel  Vicario  Sierra  por  cinco: 
aprobado  por  unanimidad  el  proyecto,  se  acordó  que  se  eleyara  á  es- 
critora publica  conforme  á  lo  pre?enido  por  la  ley  para  someterlo  á  la 
aprobación  del  Gobernador  de  Madrid,  de  quien  la  Sociedad  había  de 
depender  en  lo  sucesivo  en  virtud  del  acuerdo  tomado  anteriormente 
sobre  variación  de  domicilio:  seguidamente  sé  procedió  al  nombra- 
miento délos  síndicos  que  habían  de  formar  la  Junta  directiva,  si,  co- 
mo era  de  esperar,  la  Autoridad  gubernativa  aprobaba  el  reglamento, 
y  resultaron  elegidos  Presidente  D.  José  Luis  Retortillo,  Tesorero  Don 
Hermenegildo  Diaz  de  Gevallos,  Contador  D.  José  Larraz  y  García  y  Se- 
cretario D.  Manuel  Vicario  Sierra,  y  se  acordó  que  la  administración- 
gerencia  se  desempeñase  por  D.  Antonio  Martínez  Diaz  hasta  que  por 
recaer  la  aprobación  administrativa  del  reglamento  entrase  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones  la  Junta  directiva  que  acababa  de  nombrarse, 
todia  vez  que  por  este  medio  no  se  entorpecía  la  continuación  de  la 
Compañía  actual  empezada  y  bajq  la  dirección  deD.  Antonio  Martínez, 
Administrador  gerente  que  habia  sido  en  virtud  de  la  prescripción  re- 
glamentaria,  y  como  tal  reconocida  por  la  Autoridad  gubernativa: 

Resultando  que  por  Real  orden  de  26  de  Enero  de  4871  expedida 
por  el  Ministerio  de  Fomento  en  vista  de  la  instancia  elevada  por  Don 
Antonio  Martínez  en  concepto  de  accionista  de  la  Sociedad  minera  La 
Esperanza,  solicitando  se  declarase  que  la  expresada  Sociedad  no  pue- 
de disfrutar  del  carácter  de  especial  minera,  sin  perjuicio  de  los  dere- 
chos de  los  accionistas  con  arreglo  á  los  contratos  y  pactos  que  tuvle- . 
ran  celebrados;  y  considerando  que  por  orden  del  Regente  del  Reino 
dictada  en  i.**  de  Agosto  de  4869,  publicada  en  la  Gaceta  de  9  del  mis- 
mo mes,  se  dispuso  que  en  él  plazo  de  60  días  contados  desde  la  pu- 
blicación de  dicha  orden,  se  acordase  por  mayoría  de  las  104  acciones 
que  tenían  representación  el  nombramiento  de  una  persona  que  se  hi- 
ciera cargo  de  las  pertenencias  sociales  mientras  se  procedía  por  los 
socios  de  acuerdo,  bien  á  la  reconstitución  de  la  Sociedad,  bien  á  su 
liquidación:  considerando  asimismo  que  no  constaba  que  esta  resolu- 
ción hubiera  tenido  exacto  y  completo  cumplimiento  por  parte  de  la 
Sociedad,  puesto  que  hasta  la  fecha  no  se  ha  dado  conocimiento  ae  que 
se  hubiera  veriñcado  la  reconstitución  de  la  Sociedad,  ni  su  liquida- 
ción, se  habia  servido  S.  M.  disponer  que  no  podía  considerarse  la  ci- 
tada Soeiedad  como  especial  minera,  y  que  por  lo  tanto  debía  regirse 
fm  las  prescripciones  del  derecho  común  en  todas  las  cuestiones  que 
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^e  relacionan  con  los  contratos  y  pactos  que  los  ac^pnistas  titfi^an 
estipulados  entre  sí  ó  con  terceras  personas  á  rirtud  á^  la  rescriti|r« 
social: 

Resultando  que  en  4  de  Febrero  de  1871  acudieron  al  Juagado  de 
primera  instancia  del  distrito  de  la  Latina  de  esta  capital  O.  José  Luis 
Retortillo,  D.  Manuel  Vicario  Sierra  y*  D.  José  Larraz,.en  cpacepto  de 
accionistas  de  la  Sociedad  minera  denominada  L^  E^peran%a^  pidien- 
do en  vista  de  los  hechos  que  expusieron,  interpusiese  su  autocidjid  ^ 
fin  de  que  después  de  la  rectificación  debida  se  les  diese  posesión  de 
los  cargos  de  Presidente;  Contador  y  Secretario  de  la  Junta  directiva 
de  dicha  Sociedad,  que  ofrecian  desempeñar  fiel  y  lealmente  cojn  arre- 
glo á  las  condiciones  de  su  mandato  y  á  las  leyes  del  Heioo;  y  po^ 
auto  de  17  de  Abril  siguiente  se  mandó  poner  en  posesión, de. sua  res- 
pectivos cargos  á  los  comparecientes,  facilitándose  á  cada  uno  elopor" 
tuno  testimonio  de  ciertos  particulares  para  que  pudiesen  justificar  su 
nombramiento  donde  creyesen  convenirles  para  representar  4  la  So- 
ciedad en  cuantos  actos  á  la  misma  interesasen,  y  que  se  archivase  e^ 
expediente  en  Escribanía: 

Resultando  que  en  23  de  Mayo  D.  Manuel  Pérez  del  Molino,  en  con* 
cepto  de  gerente  de  la  Sociedad,  mi  ñera  La  Esperanza^  acudió  al  J.uz- 
gadp  oponiéndose  á  que  la  solicitud  deducida  por  ,Retor tillo  y  consor  - 
tes  se  reputase  como  de  jurisdicción  voluntaria,  y  pidió  que  inmedia- 
tamente se  dejase  sin  efecto  el  auto  de  17  de  Abril  y  la  co^iguieote 
posesión  á  Retortillo,  Sierra  y  Larraz,  haciéndose  saber,  á  Iqs  emplea- 
dps  ó  representantes  de  la  Sociedad,  dejando  siempre  á  ^Ivo  el  dere- 
cho de  las  partes  para  acudir  donde  y  como  correspondiere: 

Resultando  que  en  24  y  25  del  mismo  mes,  Retortillo,  Sierr^i  y  Lar  - 
raz  pretendieron  se  mantuviese  firme  y  en  vigor  el  auto  de  17  de 
Abril;  y  en  atención  á  la  oposición  que  en  los  autos  de  jurisdicGíoo 
voluntaria  sobre  posesión  de  los  cargos  de  la  Junta  directiva  de  la  re~ 
petida  Sociedad  hubiese  presentado  ó  pudiese  presentar  Pei*ez  del  Ho* 
lino  ó  cualquiera  otro,  se  les  diese,  traslado  de  la  pretensión  enelcaao 
de  que  el  Juzgado  no  la  rechazase  por  si  de  plano. 

Resultando  que  el  Juez  en  31  del  repetido  mes  de  Mayo  dictó  auto 
sobreseyendo  en  el  estado  en  que  se  encontrabanJasactuácionea^aiaQ' 
dando  hacer  saber  á  las  partes  ufasen  de  su  derecho  en  el  correspon- 
diente juicio;  y  pedida  por  Pérez  del  Molipo  reforipa  en  el  sentido  de 
que  el  sobreseimiento  y  sujeción  al  juicio  ordinario  debia  entenderse 
previa  reposición  de  las  cosas  al  ser  y  estado  que. teoian  antes  de  la 
providencia  de  17  de  Abril,  que  debia  quedar  sin  eCectp,  apelando  caso 
contrario: 

R^s^^a^do  qtt3  Renegada  U  reforma,  se  admitió,  la  «jietaeieo:  y 
auistaj^cifi^a  ésla,  ja  Sala  pritpi^ra  de.  )p  civU  M  U  Attdieaoi»^  .pac  auljo 


fdfttSHÚeOeiiibfe'de  1831,  confirmé  el  apelado,  bíd  haeer  especial  eon- 
deoacioD  de  costas  de  la  segunda  instaDcia: 

ResuUaodo  que  D.  Hanoei  Petei  del  Molino  interpuso  anteaste Tri- 
^nal^eorso  de  caeaeion,  porque  en  su  concepto  se  han  infringido 
por  el  Juet  de  primera  instancia  en  la  providencia  de  17  de  Abril,  por 
la  que  como  acto.de  jurisdicción  voluntaria  dié  posesión  de -los  cargos 
de  la  Junta  directiva  de  la  Sociedad  Esperüñta  i  iRetortillo  y  compa- 
ñeros: 

•  1/  .El  arl.  i.207de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  razón  al  esta* 
do4el  procedimiento^  por  cuanto  las  declaraciones  admiaistrativaeqw 
iMbian  causado  estado  y  estaban  ejecutoriadas  de  la  Real  <^deo  del 
ftegente  de 4."  de  Agosto  de  1B69  hablan  denegado  á  esos  interesados 
hasta  la  cualidad  de  simples  socios  accionistas,  constituyendo  nn  ee- 
.tado  de  cuestión  resuelta;  y  en  razón  del^  fondo,  por  cuanto  las  decla- 
raciones posesorias  no  pueden  ser  objeto  de  expedientes  de  voluntaria 
jurisdicción,  teniendo  en  ia  ley  de  Enjuiciamiento  civH  los  juicios  su* 
osario  y  plenario  para  decidir  acerca  do  ellas: 

S.°  En  raeon  de  la  competencia  el  art.  fS93  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil  en  el  hecho  de  la  citada  Heal  orden  del  Regente  del 
Reino: 

Z*    Las  leyes  y  decretos  desde  el  de  %i  de  Mayo  de  1656,  las  del  Con- 
sejo de  Estado  de  17  de  Agosto  de  4860,  orgánica  de  Tribuoales  y  la 
4{eínstanle  y  conocida  jurisprudencia  que  arreglan  la  organización, 
competencia  y  atribuciones  de  los  Tribunales  y  de  la  Administración 
eo  sus  dos  esferas  gubernativa  y  contenciosa: 

4.*  El  ari.  i.S0f7  en  otros  conceptos,  porque  aparte  la  cuestioa  re- 
suelta  en  cuanto  ¿  la  personalidad  de  Retdrtillo  y  compañeros*  habia 
cuestión  pendiente  sobre  el  objeto  de  esas  diligencias,  ó  sea  sobre  lú^ 
posesión  étlñ  gereoda  de  la  Sociedad  Esperanta^  que  constituye  e 
primer  extremo  de- la  resoludon  de  la  orden  del  Regente,  la  cual  se 
hallaba  reclamada,  aunque  por  otros  interesados,  ante  la  Sala  cuarta 
de  esto  Tribunal  Supremo  en  via  contencioso-administiiatiya. 

5/    Las  leyes  orgánicas  de  competencias  ciUdas  al  estimar  y  dar 
valor  al  acta  notarial  reputada  y  declarada  nula  en  la  orden  del  Re- 
gente, y  en  cuya  virtud  se  pidió  la  pretendida  posesión  pdr  Retortillo 
y  compañeros;  y  al  apreciar  la  otra  Real  orden  de  26  de  Enero  de    4871 
que  era  el  segundo  documento  presentedo  por  Retortillo,  que  el  Juz- 
gado entendió  absurdamente,  puesto  que  dándole  efecto  retroactivo 
snpoBla  por  ella  revocada  la  érden  del  Regente;  soposíoioo  gratt^ita  y 
desmentida  por  la  misma  Real  orden,  cuya  validez  y  eficacia  mal  po- 
día apreciar  el  Juzgado  á  los  tres  meses  de  dictarse  dicha  orden,  coan- 
do ^egnn  las  leyes  citadas  balna  el  plazo  delsets  meseSi  para  impugnar 
jfTAÜdes;' fiero  antel^  Sala  cuarta  de  este  Tnhuaal  Supremft  en  fia 


conteilciosiMidmilíisirativa,  donde  foé  eaefeéia'^ea  tiempo'^edamada 
por  el  recurrente: 

6.**  Al  dictarse  la  segunda  proyidericia  por  el  Jutigado  en  96  de 
Mayo  sobreseyendo  en  las  diligencias,  pero  dejando  en  pié  la  deciará* 
eUmpos/esoriaf  infringió  además  la  regla  7/,  ait.  I;^0ft  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  é'imrolucró,  asi  como  la  Audiencia  luego,  la 
aireación  y  clara  inteligencia  de  dicha  regla  y  de  las  8.*  y  9/;  por- 
que según  esa  regla  7."  procede  el  simple  sobreseimiento  cuatido  Ib 
oposición  se  presenta  á  la  solicitud  del  que  intentit  laá  diligencias  de 
jurisdicción  voluntaria,  esto  es,  antes  de  que  haya  en  ella  providencia^ 
lo  cual  quiete  decir  que  el  sobreseimiento  tiene  por  objeto  hacer  que 
pase  íntegra  al  conocimiento  déla  jurisdicción' contenciosli  la  cuestión 
que  nace  desde  el  momento  en  que  hay  oposición  á  la  solióíttíd^áfA 
que  recurre  á  la  jurisdicción  voluntaria;  y  por  eso  y  para  cuándo  el 
caso  de  que  la  oposición  nazoa  no  á  la  solicitud  y  antes  de  haber  pro- 
videncia que  es  el  casa  taxativo  de  la  regla  1.'  sino  después  que 
haya  providencia^  que  es  el  de  las  reglas  8/  y  9.*,  concede  esta  ulti- 
ma tan  amplísimas  facultades  y  libertad  deaccioo  delJuez para vaftar 
6  modificar  la  providencia  que  pudiera  haber'dictado: 

Vistos,  siendo  ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrieta: 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  civil  fundado  en  ker  con- 
tra ley  ó  doctnna  legal  la  sentencia  recurrida  no  puede  tener  lugar  si 
no  se  alega  en  él  y  se  demuestra  la  infracción  de  alguna  ley  é  doctri^ 
na  legal  sustantiva  ó  jurídica,  en  que  se  constituyan  o  declaren  respec- 
tivamente derechos  ú  obligaciones  civiles: 

Considerando  que  en  el  presente  recurso  no  se  alega  ni  menciona 
infracción  alguna  del  indicado-  carácter  ymaturaleza,  pues  que  todas 
les  en  él  expuestas  se  refieren  á  vicios  ó  faltas  de  procedimiento  que, 
sobre  ser  subsanables  en  un  juicio  ulterior,  podrían  ünicantente  habeír 
dado  lugar«  en  su  caso,  á  la  interposición  de  un  recurso  de  casación 
por  quebrantamiento  de  fornia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  «1  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal  interpuesto 
por  parte  de  D.  Manuel  Pérez  del  Molino,  á  quien  condenamos  en  lars 
costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  que  depositó,  que  se  distribuirá 
con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  esta  capital  la  corres- 
pondiente certificación  con 'devolución  á  la  misma  del  docuíneoio  que 
remitió.  ^  - 

Asi  por  esta  nuestra  seotemcia,  qite  se  pubUcarácn  la  GareU  é  in- 
sertará en  la  Coltccian  legislativa,  pasándose  al  electo  lascoípiaa  «eeé» 
sarias,  lo  pronanciamoB.  mandamos  y>  firmbmoá.;sJoié'MarktOáeertee. 
s=Laureano  de  Arrieta.éaioséFeraiin dft.lltiiro.93cEenito dePosaduBer- 
r0ra.s=Ramo9  Diaz  Yela.t=Beaito  de  UUoa  y  &ey:.^Vi£(orifiQo  Gtreaga. 
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PabliGaeiott.^Uidá  y  publicada  fué  ia  precédeaie;  séDteocia  por 
el  Excmo.  Sr.  D.  Lauraano  da  Arrieta,  Magiitrado  de  la  Sala  primera 
del  TribQoalSnpremo,  celebraodc^audieoeia  pdUiea  la  misma  en  ei 
día  de  lio^,  de  que  oetüfico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  i.''  de  Abril  de  i873.s;Rogelio  González  Montes. 

(Gaceta  Üa  23  da  A  bril  dé  4873;. 


Sentencia  declarando  improcedente  la  via  contenciosa  in^ 
terpuesta  sobre  revocación  de  la  Reí  orden  que  declaró 
fenecido  y  sin  curso  el  expediente  de  la  mina  CoIod. 

En  la  ?nia  de  Madrid,  á  7  de  Marzo  de  1873,  en  ios  antos  conieo* 
cioso-adminisirativos  qae  sobre  procedencia  de  la  Tia  coniepciosa 
penden  abte  la  Sala,  promovidos  por  D.  Eduardo  Argenti  y  Sulse,  re- 
presentado  por  el  Licenciado  D.  José  María  Jimeno  de  Lerma,  contra  la 
Administración  general  dd  Estado,  que  lo  está  por  el  Ministerio  fiscal, 
sobre  roTocacion  de  ia  Real  drden  de  B  de  Setiembre  de  4872,  que  de* 
daró  fenecídoy  sin  curso  el  expediente  de  la  mina  Coltmi 

Resultando  que  en  22  de  Setiembre  de  4874  D.  Froilan  Rodríguez 
Vivansan,  apoderado  de  D.  Eduardo  Argenti,  presentó  instancia  al  Go- 
bernador eiiril  de  la  prorincia  de  Oviedo  pidiendo  la  adquisición  de 
280  pertenencias  para  la  mina  de  hierro  CoUm^  que  situó  en  el  paraje 
nombrado  de  la  Calavera*  pueblo  de  Bayonas,  parroquia  del  Busto, 
Concejo  do  Villaviciosa,  en  la  provincia  de  Oviedo,  haciendo  la  desig- 
nación correspondiente: 

.s  Resultando  que  adoáitida  dicha  solicitud  sin  perjuicio  y  salvo  mejor 
derecho,  se  publicaron  edictos;  en  cuyo  estado  se  presentó  oponiéndo- 
se dentro  del  término  legal  D.  Miguel  Pérez  del  Molino,-  como  repre* 
sentantede.su  hermano  D.  Ramón «  fundándose  en  que  la  mina  Cff/on 
ocupaba  el. mismo  terreno  que  habia  sido  concedido  á  éste  para  el 
coto  minero  El  Rusto  en  4868:    - 

Resultando  que  dádose-  vista  al  Registrador,  coatestó  que  el  coto 
minero  se  hallaba  abapdonado,  aun  suponiendo  cierto  el  hecho  de  es- 
tar en  ¡posesiop  del  mismo  Pérez  del  Molino,  por  lo  cual  y  acogiéndose 
alo  dispuesto  en  la  regla  3;v del  art.  79  del  reglamento,  solicitó  que  se 
desestimara  la  oposición  ó  se  acordara  la  caducidad  del  coto: 

Resultando  que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  dictamen  de  la 
Seeoiqn  de  Fomento,  declaró  en  21  de  Diciembre  de  4874  fenecida  el 
expedii^nte  CéUm,  apoyándose  en  que  el  concesionario  del  coto  mine- 
ro El  Busto  se  habia  acogido  á  los  beneficios  de  las  bases  para  la  nue- 
va togisiacion  de  minas  antes  de  que  el  registrador  de  la  Colon  ma- 
nifestase que  Jüi  Busto  habi|i  incurrido  ep  caducidad  por  falla  de  l«(- 
botes:'. 


Resultando  qae  del  anterior  decreto  ee  alzó  D:  í^oslaní  ftodHgiie2{ 
y  remitido  el  eipedieoite  al'  Mioisteio,  ioformó  laJuhtÜ  superior' ík« 
CQltativaile  minería' que  procedía  la  reyocacion  <por  las  rácooés^  que 
aduce,  y  en  sentido  contrario  la  Sección  de  GobernacioQ  y  Fomento 
del  Consejo  do  Estado;  y  que  en  6  de'  Setiembre  de  iB72  se  dict6  Real 
orden,  de  acuerdo  con  el  último  dictamen,  confirmando  el  decreto  del 
Gobernador  civil  de  la  provincia  de  Oviedo  de  21  de  Diciembre  ante- 
rior, 4«clar^ndo  fenecido  el  expediente  Vok^i 

.l^esultando  que  notificada  dicha  Real  orden  en  27  del  mismo  mes^ 
entregándole  copia,  según  consta  en  la  diligencia  consignada  en  él  ex- 
pediente gubernativo  al  folio  20,  suscrita  por  D.  Froilan  Rodríguez, 
como  apoderado  de  D.  Gduardo  Argenti  y  Sulce, .  en  29  de  Ootubre^si- 
guíeote  preseiHó  éste  detnanda  contencios&^idministrativa  ea  este 
Tribunal  Supremo*  representado*  por  el  Licenciado  D:  José  María 'Ji« 
meno  de  Lerma^  pidieado  áur  revocación  y  que  se  declare  procede  la 
continuación  del  registro  Colotí  hasta  su  terminación  á  fin  de  obtener 
la  concesión  de  la  mina  registrada,  fundado  en  que  el  decreto  del  Go« 
bernador  lesionó  su  derecho  á  la  concesión  y  propiedad  de  la  mina 
0<M<m,  creado  por  la  ley  de  6  de  Julio  de  1869:"  que  fundada- dicha  dis- 
posición en  la  concesión  otorgada  á  D.  Ramdn  Pérez  del  Molino  con 
motivo  de  la  publicación  de  las  bases  generales  paoa  la  nueva  legisla^ 
cion  de  minería,  hay.  que  considerar  que  el  derecho  de  éstehanaqido^ 
por  virtud  de  una  legislación  nueva^  cuyos  principios  no  padieroo  . 
comprenderse  en  la  de  6  de  Julio  de  4869:  que  es  consecuencia  nata* 
ral  que  el  caso  de  la  actual  demanda  no  se  halla  ni  puede  hallarse  de* 
signado  éntrelos  que  taxativamente  determina  el  art.  89  de  la  citada 
ley,  y  que  para  examinar  si  procede  relativamente  á  él  la  via  coáien* 
ciosa  es  necesario  ir  á  buscar  los  principios  generales  en  que  descansa 
el  expresado  recurso,  puesto  que  en  las. bases  citadas  no  ha  podido, 
por  el  carácter  que  las  distingue,  estableqer  este  medio  dedefensaen 
favor  de  los  que  estimen  lesionados  sus  derechos  por  los  creados  nue* 
vamente  á  su  amparo  y  en  virtud  de  sus  dÁsp^sicioo^s;  y  en  que  la 
doctrina  sentada  en  las  sentencias  doiosta  Sala,  que  citó,  vienen  á  re* 
solver  la  cuestión  de  procedencia  en  sentido  afirmatiiro,  puesto  que  el 
acto  del  Gobierno^  causa  de  esla  demanda,  ha.  irrogado  perjuicios  y. 
lesionado  un  derecho  &  D.  Eduardo  -  Argenti;  pidiendo  por  un  otrosí 
que  s.e  acumulase  á  la  que  tenia  presentada  sobre  el  registro  ísabsl  It 

Resultando  que  habiéndose  acordado  por  la  Sala  queó  sti  tiempo  se^ 
proveerla  sobre  este  extremo,  se  rectamd  y  vino. el  expedienté  gñber* 
nativo;  y  pasado  con  los  autos  al  Mioisterio  fiscal;  se  opuso  á  la  admi- 
sión de  la  demanda,  apoyado  en<que  la  solieitod  de  registro  fué  admi* 
tida  sim  piériuicio:y  ¿salvo  mejor  dereoho:  que  esdootciiiá  corriente  esr 
tablecida  en  la  ley  y  sancionada  por  la  jurisprudencia  constante  deéstO" 


TribaQal  ana  ilMpaei  de.  publieadas  laa  basea  geaeralaa  da  V  de  Bi« 
cieinbce4el868,  qoeealas  cuesiioaesde  BiiDasjK>lo  procede  el  re- 
curap  coQteoeiose-admiiiistraüvo  en. loa  casos  taxatlTameotedetermi- 
aadoaenta  ley  y  reglameoto  del  tamo:  que  el  demandante  decía  qae 
eq  Qiügaoo  de.elloa  estaba  el  que  es  objeto  de  su  reclamación;  j  ana- 
dia que  como  el  derecho  concedido  á  Pérez  del  Molino  nacía  de  ona 
disposicioB  posterior  á  la  ley  de  minas,  se  hacia  preciso  aplica?  loi 
principios  generales  que  rigen  sobre  procedencia  de  la  vía  conteneío-. 
8«;  que  el  Fiscal  sosteoia  el  principio  antes  consignado^  por qae  ade« 
máa  de  estar  reconocido  por  el  Tribunal  en  algunas  de  las  sentenciaa 
que  ae  citaban  de  contrario,  seria  preciso  que  á  virtud  de  las  bases 
generales,  según,  las  cuales  el  Gobernador  amparó  en  la  coaoesion.  del  • 
coto  miaero  El  Busto  á  D.  Ramón  Pérez  del  Molino,  esiumra  en 
iguales  condiciones  D.  Eduardo  Argeuti;  esto  es»  que  las  bases  reeo- 
Qocieran  derecho  al  simple  registrador  y  el  Gobernador  se  lo  hubiese, 
otoiígado:  que  para  que  haya  lugar  á  la  fia  contenciosa^  según  el  ar- 
ticulo 56  de  la  ley  de  17  de  Agosto  de  i860»  es  menester  .acreditar  la 
preexistencia  de  un  derecho  admiaistrativo  quería  providencia  recla- 
mada haya  podido  lastimar;  y  últimamente,  en  que  la  Real  órden^re- 
clamada  se  notifica  al  apoderado  del  denaandante  en  27  de  Setiembre, 
de  4872;  y  habiéndose  presentado  la  demanda  en  29  de  Octubre  si- 
guiente, estaba  fuera  de  los  30  días  que  determina  .el  art.  91  de  la  ley 
de  6  de  Julio  de  1859,  uo  modificado  después,  y  cuyo  término  por  ser 
administratito  corre  sii^  distinción  de  días  feriados  ó  de  labor;  , 

Resultando  que  puestos  los  aiUos  de  manifiesta  al  demandante  para\ 
instrucción  del  anterior  escrito  flscal,  presentó  el  traslado  de  la- Real . 
orden  que  se  le  comunicó  en  23  de  Octubre  de  1872>  por  creer  que  e 
término  empiesea  á  cootarse  desde  esta  fecha:  > 

Vistos,  siendo  ponente  el  Magistrado  D.  Ignacio  VieitQs:  > 

Considerando  que  por  el  art.  9i  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859«  no 
reformado  por  la  de  4  de  Marzo  de  1868«  ni  derogado  por  .el  decreto^ 
ley  de  29  de  Diciembre  de  este  último  año. sobre  bases  geeerales  para 
la  nueva  legislación  de  minas,  se  señala,  el  término  de  SO.dias  para 
entablar  el  recurso  contencioso -admlnistratiyo  contra  las  Reales  étr 
denes  en  minñria: 

Considerando  que,  con  arreglo  á.la  que  previenen  las  disposiciones/ 
2/  y  3.'  de  las  generales  del  reglamento  para  la  ejecución  de  dicha 
ley  de  4  de  Marzo,  publicado  en  24  de  Junio  siguiente,  que  también,  se 
hallan  vigentes,  los  plazos  que  se  establecen  en  el  mismo  y  en  la  4ey. 
«SQD  fatales  é  improrogables,  comprendiéndose  en.  ellos  Ips  dias  festit^ 
TOS,  j  empiezan  á  ooatarse< desde  el  siguiente  al  en  que  haya,  iiC^ido 
logar  la  notificación  administrativa  á  los  interesados  ó  sus  represien- 
tanlee,  debiendo  ésta  hacerse  por  cualquier  empleado  ó  agente  de  la 
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AiAofidM  á  4iií«Di(i»  Oobemiídores  Adú  (tito  eúttítp^  y  etfií^eftiiMé' to 
la^  tiitiinh  if  dii;o  Mtn^im  pretexto  te  düatard  hatéflo  ^  dnc^é,  ipie 
sewupe^  ti  iotereMdo'copit  del  decreu  6  i-oBOlMitto  que  lá  ilftoti?^:« 

C(Mi»4eraQdo  qn^  la  Real  6rdeo  de  6  de  Setiembre  de  4872,  que  te 
confirmado  el  decreto  del  txobeiHader  civil  de  la  |>rovíiicia  de  Oriedo 
de  21 4e  Diciembre  del  año  anterior*  que  declara  sin  corso  y  íetieciáo 
ek  expediente  de  la  m4oa  €olou,  instruido  á  instancia  de  B.  Proílan 
Redrigues/ cotto  apoderado  de' D.  Eduardo  Argenti  y  Salee,  ha  dido 
notificade  d  aquél  en  27  del  mismo  mes  de  Setiembre,  enIriyéMoh 
copia  y  con  Hodab  las  demás  formalidades  que  determinan  laé  precita- 
dtft  <^8peiieioÁes  generailes,  «eguo  aparece  de  la  diligencia  coesignadft 
eb  iel  expediente  gubernativo  al  folio  20  vuelto: 

Geoeiderando  que  la  presente  demanda  contra  U  eipresada  Rea) 
orden  se  ba  presentado  en  29  de  Octubre  signiente,  un  dia  después  de 
haber  tNiacurride  el  expíresado  término  de  50  dias  prefijado  en  le  ley 
pa^a  las  que  versan  sobre  mineria,  y  por  taÉto  que  es  ittAdmisible, 
puesto  qtie  (a  re^tidoa  reciaoiada  baq^oiédado  consentida  y  firme  por 
el  íapao  del  referido  término: 

*  Y'tíónsideralido»  ftimlmente,  que  no  obsta  á  lo  expuesto  el  ^  en 
25 'del  mfiatoo  mes  de  Octobre  se  haya  expedido  lal  vecnrrente  el  tras- 
lado de  la  repetida  Real  orden  que  acompaña  á  su  escrito  de  27  de 
Edére^dÚim^,  porque  con  arreglo  á  lo  preceptuado  en  la  segunda  de 
las  mencionadas  disposicioces  generales  del  reglamenlo  de  24íleliinio 
de  1868  empieza  á  contarse  el  término  poira  preseniar  la  demanda 
déBdtí  el  dia  vígiUente  á  Iñ  neUficacion,  y  porque  tampoco  es  exacto 
que* ése  traslado  baya  sido  indispensable  para  preparar  el  recursooon- 
tentíoiso;  «tendiendo  á  que  de  la  resolución  impugnada  habia  tomado 
copia  el  representante  de-Atgenti  en  el  acto  de  ser  notificado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  ia  via 
contebciosa,  y  en  su  rirtod  que  no  ha  logar  á  admilár  la  demanda 'in- 
terpuesta en  nombre  de  D.  fiduardo  Argenti  y  Solee  contra  la  Real  or- 
den de  6  de  Setiembre  de  1872,  expedida  por  el  Ministerio  de  Foibeir- 
te,  en  la  qué  se  declara  sin  curso  y  fenecido  el  expediente  de  registro 
de  la  mina  Colon. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  Ja  Gaeeta  oficial 
y  se  insertará  eti  la  Cokeeion  legislaéiüa^  sacándose  ai  efecto  las  co- 
piíls  necesarias^  y  devolviéndose  el  expediente  gabernatíTO  ádicüolli- 
nisterio  de  Fometítb  con  la  certificación  correspondiente,  lo  pronuiicid* 
moé,  mandamos  y  firmamos. crinan  tionzalez  Aoevedo.^osé  Mark 
Herreros  de  Tejada.asJuan  Jiménez  Cuenca.=::lgnacio  Vieites.ssJoatr 
Gano  Manuel. =3José iimenez  Mascaros. tcT^inidad  Sicilia. 

Pubticacion.ttLeida  y  publicada  fué  la  anteríeír  sentencia  por  et 
Excmo.  Sr.iD.  Ignacio  Vieit^s,  Magistrado  del  Tribunal  Supíremo,<B^ 

MÍ  .... 


lalNWiito  AQdiaiKÚa  püblMS* !«  Sala  cuarta,  4e  que  eeiliflt»  mvio  S«^ 
eraUrjo  Eelator  en  Madrid  á  7  da  María  de  iST^L^Sofiq^e.  Neilina. 
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fefifencta  declarando  improcedente  la  via  contenciosa  y  na 
haber  lugar  a  la  dernanda  interpuesta  contra  la  Beal  árn 
den  que  declaró  fenecido  y  m  cutio  el  esepeáiente  dere^ 
gistro  de  la  mina  Pízarro. 

£d  la  vjUa  de  Madrid,  á  7  de  Mario  de  i873.  ea  los  e«iQa  cootaA-^ 
ciosQ  adminisUaÜToa  que  sobre  procedencia  de  la  v^i  contee^oia  peo* 
dan  ante  la  Sala,  promovidos  por  D.  Eduardo  ArgeoU  y  Sulce,. repre- 
sentado por  el  Licenciado  D.  losé  María  Jimeno  de  Leroüía,  coqUa  La. 
Adminietracion  i;eneral  del  Estado,  qoe  lo  está  por  el  Ministerio  ftscaK 
sobre  revocación  déla  Real  orden  de 6  de  Setiembre  de  1873,  qnecae^ 
firmó  el  decreto  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Oviedo  declarando 
feoeoido  el  expediente  de  la  mina  Pixerro; 

Resultando  que  en  fS2  de  Setiembre  de  I87i  D.  FroiUn  Rodriguéis 
Vivanaan,  apoderado  de  P.  Eduardo  Argenti  y  Sulce,  pr^n^tó  escrito 
al  Gobernador  de  la  provincia  de  Oviedo  solicitando  la  adv^isiaon 
eo»  «1  nombre  de  Pimrro  de  248  pertenencias  de  mineral  de  bierro  etv 
le  cria  del  Busto,  lugar  y  parroquia  de  este  nombre.  Concejo  de  Villa* 
vieiosa,  bacieodo  la  designación  correspondiepte; 

Resultando  que  publicada  la  anterior  solicitud,  se  prefentf}  dentro 
del  pla^o  legal  D.  Miguel  Pérez  del  Molino,  apoderado  de  so  bermauo 
D.  Ramee,  pidiéndose  cancelase  el  expediente  Pisarropor  ocupar 
gran  parte  del  terreno  donde  se  bailaba  el  coto  minero  (|ue  con  al. 
09inbre  de  MI  9u$ti>  se  concedió  al  D.  Ramón  en  i8(8: 

Resultando  quedidose  vista  al  Registrador,  manifesté  en  escrito  de 
9  de  Diciembre  que,  aun  siendo  cierte  que  Peres  del  Holino  estuviese 
QQ  posesión  del  coto  minero,  4s(e  sebarllabaabimdonada,  por  lo  que  la 
o^eaíisiuQ  ere  i^aprocedeete;  y  pidió  que  eai  le  declararía,  acogióndeae 
adlemis  i  W  di^pijtesto  en  la  regla  3/  dal  ari.  79  del  Regleip^eiMa  ▼!«< 
g^ete  de  minería:  y  que  i  su  virtud  el  Gobernador  de  Oviedo,  con- 
formándose con  lo  informado  por  la  SeccioQ  de  Fiinient9>  declaró  ep  % 
4^1  mi^mo  mes  de  Diciembre  de  i87i  fenecido  eí  expediente  Pi%i$tro , 
porque  el  fAUcesioqerio  del  cotio  minero  JSl  Busíq  se  bebía  acpgido  eu 
19  de  KoFiQo^bre anterior  á  las  bases  pera  la  nueva  legislación  de  mi* 
B«a;  á  cuya  pretensión  se  accedió  per  el  mismo  Gobernador,  quedando 
deede  Ji$^gQ^ concedido  el  coto  A  perpetuidad,  supue^p.que  ningún  de*, 
aunc^p  ^e  ballabft  en  trámite  en  aquella  fecba: 

Re^ultandP  qne  de  la  ^ptecior  providencia  apeló  D.  Froilan  .Rodri* 


guéz;  j  remUfd(»  ú  eipedSente  á  la  SúpiBriorídad,  se  oyó  el  dictáméD 
de  la  Junta  Superior  facultaÜTa  de  minería  y  el 'de  la  Sección  de  Go- 
bernación y  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  y  de  acuerdo  con  el  pare- 
cer de  este  último  se  dictó  Real  orden  de  6  de  Setiembre  de  1872  con- 
firmando el  decreto  del  Gobernador  de  la  provincia  de  Oviedo  de  2i  de 
Diciembre  anterior,  la  cual  se  notificó  al  interesado  en  el  dia  2^  del 
mísmcf  mes,  dándolo  copia  según  aparece  de-  la  diligencia  practicada 
enel  expediente  iiuberaativo  al  folio  20,  suscrita  por  D.  Fróilan  Rodri- 
guez«  apoderado  de  D.  Eduardo  Argentl: 

Resultando  que  contra  esta  Real  orden  y  en  29  de  Octubre  siguiente 
presentó  demanda  contenciosO'-administrativa  en  este  Tribunal  Supre- 
mo elD.  Eduardo  Argenti  y  Sulce,  representado  por  el  Licenciado  Doa 
José  María  limeño  de  Lerma,  pidiendo  su  revocación  y  que  se  declare 
procede  la  continuación  del  expediente  Pizarro  basta  su  terminación 
á  fin  de  obtenerla  concesión  de  la  mina  registrada;  fundado,  entre  otras 
razones,  en  que  el  decreto  del  Gobernador  lesionó  su  dereeho  á  la  c6d- 
eesión  y  propiedad  de  la  mina  Pizarro,  creado  por  la  ley  de  6  de  Julio 
de  1869:  en  que  basada  dicha  disposición  en  la  concesión  otorgada  á 
D.  Ramón  Peréz  del  Molino  Con  motivo  de  la  publicación  de  lais  bases 
generales  para  la  nueva  legislación  de  minería,  hay  que  considerar  que 
él  derecho  de  éste  ha  nacido  por  virtud  de  una  legislación  nueva,  cu- 
yos principios  no  pudieron  comprenderse  en  la  de  6  de  Julio  de  1889: 
que  es  consecuencia  natural  que  el  caso  de  la  actual  déáianda  no  tfé 
halla  ni  puede  hallarse  designado  entre  los  que  taxativamente  deter- 
mina el  art.  89  de  la  Citada  ley,  y  que  para  examinar  si, procede  rela- 
tivamente á  él  la  via  contenciosa  es  necesario  ir  á  buscar  los  princi- 
pios generales  en  que  descansa  el  expresado  recurso,  puesto  que  en  las 
bases  citadas  no  ha  podido,  por  el  carácter  que  las  distingue,  estable- 
cer este  medio  de  defensa  en  favor  dé  los  que  estimen  lesionados  sus 
derechos  por  los  creados  nuevamente  á  su  amparo  y  en  virtud  de  sus 
disposiciones;  y  en  que  la  doctrina  sentada  en  las  sentencias  de  esta 
Sala,  qué  cita,  viene  á  resolver  la  cuestión  de  procedencia  en  sentido 
afirmativo,  puesto  que  el  acta,  del  Gobierno,  causa  de  esta  demanda, 
ha  irrogado  perjuicios  y  lesionado  un  derecho  á  D.  Eduardo  Argénti; 
pidiendo  por  un  otrosí  qué  se  acumulase  á  la  que  tenia  presentada  so- 
bre el  registro /;fafrer/: 

Resultando  que  habiéndose  acordado  por  la  Sala  que  á  su  tiempo 
se  proveería  sobre  este  extremo,  se  reclamó  y  vino  el  expediente  gu- 
bernativo; y  pasado  con  los  autos  al  Ministerio  fiscah  se  opuso  á  la  ad- 
misión de  la  demanda,  apoyado  en  que  la  solicitud  de  registro  con  el 
nombre  de  Pizarro  fué  admitida  sin  pefjuicio  y  salvo  mejor  derecho: 
en  que  es  doctrina  corriente  establecida  en  la  ley  y  sancio'aad&  *pot  la 
jurisprudencia  constante  de  este  Tribunal,  aun  después  de  publicadas 


las  Bases  generales  Üe  29  de  Didembre  de  4868;  que  en  las  cuestiones 
de  minas  solo  procede  el  recurso  coütencioso-adaiinistratívo  ea  los  ca* 
sos  taxatíYamente  determinados  en  la  ley  y  reglamento  del  ramo:  que 
el  déníidDdante  decía  qae  en  ninguno  de  ellos  estaba  el  qne  es  objete 
de  su  reclamación,  y  añadía  que  como  el  derecho  concedido  á  Pérez 
del  Molino  nacia  de  tina  disposición  posterior  á  la  ley  de  minas,  se  ha*' 
cia  preciso  aplicar  los  principios  generales  que  rigen  sobre  proceden- 
cía  de  la  via  contenciosa:  que  el  Fiscal  sostenía  el  principio  antes  con« 
signado,  porque  además  de  estar  reconocido  por  A  Tribunal  en  algu- 
nas de  las  sentencias  que  se  citaban,  seria  preciso  que  á  virtud  de  las 
bases  generales,  según  las  cuales  el  Gobernador  amparó  en  la  conce- 
sión del  coto  minero  El  Busto  á  D.  Ramón  Pérez  del  Molino,  estuviera' 
en  iguales  condiciones  D.  Eduardo  Argenti;  esto  es,  que  las  bases 
reconocieran  derecho  al  simple  registrador  y  el  Gobernador  se  lo  hu- 
biese otorgado:  que  para  que  haya  lugar  á  la  vía  coütenciosa,  según 
el  art.  56  de  la  ley  de  i7  de  Agosto  de  1860,  es  menester  acreditat  la 
preetistencia  de  un  derecho  administra  tiro;  que  la  providencia  recla- 
mada haya  podido  lastimar,  y  en  que  la  Real  orden  recurrida  se  notifi- 
cd  aiapoderado  del  demandante  en  27  de  Setiembre  de  4873;  y  habién- 
dose presentado  la  demanda  en  29  de  Octubre  siguiente,  estaba  fuera 
de  los  30  días  que  determina  el  art.  '9i  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859 , 
no  modificado  después,  y  cuyo  término  por  ser  administrativo  corre 
sin  distinción  de  diás  feriados  6  de  labon 

Resultando  que  puestos  los  autos  de  manifiesto  al  demandante  para 
instrucción  del  anterior  escrito  fiscal,  presentó  el  traslado  de  la  Real 
orden  que  se  le  comunicó  en  23  de  Octubre  de  1872  por  creer  que  el 
terminó  empieza  á  contarse  desde  esta  fecha: 

Vistos,'  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ignacio  Vieites: 

Considerando  que  por  el  art.  91  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859,  no 
reformado  por  la  de  4  de  Marzo  de  1868  nt  derogado  por  el  decreto- 
ley  de  29  de  Diciembre  de  este  último  año  sobre  las  ba^es  generales 
para  la  nueva  legislación  de  mioas,  se  señala  el  término  de  30  días  para 
entablar  el  recurso  contencioso -administrativo  contra  las  Reales  órde- 
nes en  minería:  * 

Cíonsiderando  que,  con  arreglo  á  lo  que  previenen  las  disposiciones 
2*y  3/  délas  generales  del  reglamento  para  la  ejecución  de  dicha 
1^  de  4  de  Marzo  publicado  en  24  de  Junio  siguiente,  que  tara- 
bien  se  hallan  vigentes;  «los  plazos  que  se  establecen  en  el  mismo 
y  en  la  ley  son  fatales  é  imprerogables',  comprendiéndose  en  ellos  los 
días  festivos,  y  empiezan  á  contarse  desde  el  siguiente  al  en  que  haya 
tenido  lugar  la  notificación  administrativa  á  los  interesados  ó  sus  re- 
presentantes, debiendo  ésta  hacerse  por  cualquier  empleado  ó  agente 
4«la9ltítKifridSid&'4Úiett  los  Gobernadores  den  este  eaea^go,  y  9^<i*í 


Resultando  que  publicado  ^te  decreto  en  el  Boletii^  de  la  proTÍucia 
en  7  de  Noviembre  de  diebo  año,  0.  Joaé  Mogolloo  AguilAto  8^  fUd 
de  él  par|i  ante  el  jttioialario  de^  J^omieato;  y  que  éste,  de  conformidad 
con  lo  informado  pdr  la  Junta  superior  facultativa  de  minería,  en  8  de 
Febrero  de  1872  resolvió:  primero^  que  se  anulen  los  expedientes  de 
los  registros  LéfUima^  Smla  Luda  y  San  Benito,  aütoHzanáo  «1 
mismo  .tidmpo  Aesde  luego  á.Di..  José.NogoUoü  Aguilato.ptra  explotar 
er^  sus  fincas  dicbo.  ^mineral  delfosfato  calizo,  con  la  condición  de.  no 
explotar  más  terreno  que  el  de  su  propiedad;  y  segundo,  que  para  re- 
solver esta  cuestión  con  todos  los  datos  necesarios  se  levante  un  plano 
de  deslinde  en  el  que  coa  ^oda  exactitud  ne  fije»  los  limites  de  los  ter- 
renos en  cuestión  de  la  propiedad  del  recurrente  y  de  la  de  Dofia  Iü6b 
Higuero,  %ue  por  el  derecbo  que  la  ley  les  concede  serán  también  lo*: 
liqoíites  de  sus  concesiones,  dejando  después  con  .aplicación  á  las  mipas 
Esmeralda  j  San  Salvador  el  terreno  que  resulte  franco  dentro  de  las 
designaciones  presentadas  respectivamente  para  el  aumento  d^l  Dúm9- 
rp  dp  sus  pertenencias: 

Resultando  que  publicida  esta  disposición  en  21  de  Marzo  en  el  MO" 
leiin oficial  de  la  provincia,  el  Licenciado  D.  Manuel  Gómez  Me^rin,  en 
nopiíbr.e  de  los  repetidos  D.  Francisco  Esteban  Gallegos  y  Dpua  M^ria 
Hogelia  Valares,  y  Fernandez^  acudió  á  este  Tribunal  Supremo  94  i3 
de  Abril  siguiente  proponiendo  demanda  contra  dicha  Real  orden,  por 
ser  en  su  concepto  contraria  á  las  jprescripciooes  legales  vigeptes«  á 
las  que  dá  la  inlerprotacion  que  sirve  de  base  á  sus  solicitudes  en  la, 
via  gubernativa;  y  en  su  consecuencia  pretende  que  teniendo  por  inter- 
puesta en  tiempo  la  indicada  demanda,  venido  el  expediente  guberQa- 
tivo  que  oportunamente  se  reclamase,  todo  se  le  entregase  para  am- 
pliar aquella  en  la  forma  conveniente  al  derecbo  de  sus  patrocinados: 
•  Resultando  que  reclamado  y  remitido  por  el  llinisterio  el  expe- 
diente gubernativo,  y  unido  á  dicha  demanda,  se  comunicó  al  Fiscal, 
representante  y  defensor  de  la  Administración  con  arreglo  á  la  ley,  y 
pidió  que  se  declare  improcedente  la  via  contenciosa  é  inadmisible  la 
expresada  demanda,  fundándose  en  que  la  Real  <^rd.en  reclamada  no  es 
de  carácter  definitivo  ni  causó  estado  sobre  designación  por  el  inge-. 
niero  de  las  respectivas  pertenencias  mineras,  por  lo  que  solp  llegado 
es^te  caso  podrá  proceder  y  teqer  cabida  el  recurso  contencioso:  que  es 
in(jlispensable  espeiiar  el  resultado  que  ofrezca  la  diligencia  de  deslinde 
que  ha  de  practicarle  con  el  plano  mandado  formar  para  fijar  los  limi- 
tes del  terreno  de  que  se  trata:  que  teniendo  presente  lo  dispuesto  en 
los  articules  24  y  89  de  la  ley  de  4  de  Marzo,  publicada  en  ^4  de  Junio 
de  1868,  y  el  3.*"  de  la  de  1859,  era  indudable  que  dicha  Real  orden  no 
podia  reclamarse  en  via  contenciosa;  y  que  no  habiéndose  pedido  eo. 
|a  demanda  su  revocación,  la  Sala  no  podria  tampoco  en  todo.cfl^o 


resplyeiir  o||i[«,^psii  ^^^^ff  8ii4icha  resoMeiob  era  é  no  contraría  á  laé 
prescripciooes.je^les^yigepte?; 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Herreros  de 
Tejada: 

Considerando  quei  €óif)Tme  á  To  que  determiáan  la  ley  de  minas 
de  6  de  Julio  de  i859,  reformada  «o  4  de  Marzo  de  i868,  y  el  regla- 
mento expedido  para  su  ejecQcipff  en;  94  de  Junio  del  mismo  año,  el 
recurso  conteocioso-administrativo  contra  las  resoluciones  gubernati« 
Ta9  ^  «I  hiiiío^^ -ÁiÉtéiSh  tl6Tcí  procede  7  pnede  ser  admisible  en  los 
CA90A  taxs^Uf  <^ñien!|fc>nDtat¿catto8  £11  «dichleis  disposiciones  legales: 

,  \Cloo^4ÓK^Qdo  '4i¡re^la'4fsAaa.teolamiidaiio  está  comprendida  en  nin- 
guno de  dichos  casos,  pues  se  limita  á  consignar.  Jo  .qiifteÍd«GMto*ley 
de  29  de  Diciembre  de  4868  declara  respecto  á  la  preferencia  de  los 
dHíBfittá  del^fresos  áMsxptoiflr  poi^  si  níismosp  los  minerales  qiie  eó  ellos 
:sto'UaUebpata.'M8dlver<coocvétttxmnté  t/ada  resjpectó  á'  la  concesión  pe- 
dÜA:  pgn  ios  4enaiidanteB  de  aáápHaCidc'de  sus  pértencncias'de  las  mi- 
na^ LiKifiaiiifli'aldft  y  iS«fi  Sol^^of,  tréserTt^ndóse  hacerlo  después  de 
renninüiisi'datosqoé^eiipfesa,  éñfirelellos  la  formación  de  un  plano  como 
'base  psrá  la.  dci&á»6lGion  de*  aquellas: 

Considerando  que*  bajo  el  expresado  concepto  no  puede  estimarse 
comorfinál  dieh^  re^o!a6ion>  y  haéta  que  recaiga  la  qué  ha  de  causar 
ésttidó  'sobre' la  expresada  concesión  no  ha  pódidointentarse  contra 
ella  tíi  tewer  cabida  lá  vía  contenciosa: 

Y  cdcislderan'dó  que  et  la  súpiióa  de  la  demanda  únicamente  se  pide 
qae  se  declare  ser  la  precitada  resolución  gubernativa  contraria  á  las 
disposiciones  légales; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  la  via 
cónléniiosa,  y  que  no  ha  lugar  á  admitir  la  demanda  entablada  á  non»- 
bre  de  Ü.  Francisco  Esteban  Gallegos  y  Doña  filaría  Rogelia  Valades  y 
F'ernandez  contra  la  fieál  orden  expedida  por  el  ministerio  de  Fomento 
en- 8  de  Febrero  de  1072. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en'  la  Colección  legislativa ^  sacándose  al  efecto  las  co- 
pias'necesarias;  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Ministe- 
rio de  Fomento  con  la  certiücacion  prevenida,  lo  pronunciamos,  man- 
damos y  firmamos. =rJuan  González  Acevedo.=JoiSé  María  Herreros  de 
Tejáda.=Juan  limenez  Cüenca.=lgnacio  Yieites.=:Juan  Cano  Manuel. 
==José  Jimehez  Mastarós.=Trinidad  Sicilia. 

■  I    t       I  ,  ,       ' 

Publicacion.=Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
ExcoQ^o.  Sr.  I),  tlqsé  María  Herreros  de  Tejada,  Magistrado  de  la  Sala 
coarta  del  Tribunal  Supremo,  cf^lebrando  au^dieocia  pública  la  mis- 
aba  ,en  el  día  de  hoy,  d^  que  certifico  cprno  Secretario  Relator  en 
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Hadridi  i8  de  Marzo  de  (87S.=Llcenekdé  HMde!  Aragótié^  iiil. 

(Gaceta  deidéííayrnk  ISÜt). 


MINISTERIO  DE  FOMENTO; 


IXECRBTOS. 

Decreto  disponiendo  que  la  CQtnision  crefída  en^  de  Agotíú 
último  para  redactar  el. proyecte  de  ley  demmas,  w  com- 
ponga de  dos  Jurisconsultos^  tres  Mgenieros  de  minas  y  *dos 
industriales  mineros. 

La  propiedad  mioera  y  los  derechos  del  cooeesioiMkrio paf a  klUire 
explotación  de  las  minas  quedaron  asegurados  por  él  éecrelOHley^léSS 
de  Diciembre  4e  1^68,  haciendo  desaparecer  ciertas  presciipcionas 
existentes  en  Códigos  anteric^res;  pero  esie.graa  pasoen  £ftY0f:4ei  des- 
arrollo de  una  de  nuestras  más  importantes  industrj^s  es  incompleto, 
pues  el  citado  decreto  no  contiene  sino  üas  bases  ñiodaoienlales  de  mía 
serie  de  disposiciones  armónicas  que  aun  no  ¿¡ehan  dictado. 

Para  completar  el  pensamiento  qiíe  el  decreto  ley  en?uelyp,  se 
hombro  en  5  de  Agostó  último  uha  Comisión  conapuesta,de4ucisGoi»ul- 
tos,  Ingenieros  del  Cuerpo  de  Minas  é  industriaLes  o^ineros  para  que  re- 
dactara un  proyecto  de  ley  de  minas,  partiendo  de  las  bases  del  citado 
dec^eCo-léy  y  del'próyecto  presentado^  ias  Cortes  Constituyentes  e^  7 
de  Octubre  de  i8t)9,  introduciendo  las  modificaciones  que  la  experien- 
cia de  estos  últimos  años  hubiera  aconsejado. 

£sta  Comisión  debia  dar  por  terminados  sus  trabajos  dentro  de  los 
tres  meses  siguientes;  pero  ocupados  algunos  de  sus  individuos,  de 
gran  competencia  por  sus  especiales  couocimienlos>  eñ  otras  atencio- 
nes ^  eat^ácter  político,  y  encontrándose  otros  ausentes,  no  han.  po- 
dido terminar  aquellos,  á  pesar  del  celo,  inteligencia  y  laboriosidad 
demostrados.  Esta  circunstancia  y  la  de  carecer  hoy  la  industria  mine- 
ra de  un  Código  en  que  se  establezcan  los  derechos  y  deberes  de  lo3 
industriales  en  arúaonía  con  lais  bases  generales  que  hoy  rigen  y  que 
introdujeron  alteraciones  notables-  y  beneficiosas  en  el  modo  de  adqui- 
rir y  conservar  la  propiedad  minera*  hace  indispensable  nuevos  nom- 
bramientos de  Vocales  en  sustitución  de  aquéllos  qué  no  pueden  dedi- 
carse á  tan  importante  trabajo,  reduciendo  al  inismó  tiempo  el  núme- 
ro de  Jurisconsultos  é  industriales  mineros.  ' 

Por  estas  razones,  y  fundándose  éü  las  consl'dei'aciones  átpuesta^, 
«1  Gobierno  de  la  Repú4>tica  éecreta  lo  siguiente: 
i    articulo, i/    La  Cohm^síúd' creada ^0'^  H-iJA•A^t6  fiHiiíio'pára  redátf- 


tar  \K^  Iirioue^.deÍQy..4e  minas»  s^  oooipDQdPá  4e  eos  lurüscan^ülto^, 
tres  iQgeoieros.cl^l  cuerpo  de  Ninas  y  dos  indostoiales  mineros.  < 

Ar-i.  i,""  1^  proy^^P  4e  ley  de  minas  qoe  debe  redactar,  tendrá  por 
base  el  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  i868  y  el  proyecto  presen- 
tado ¿  la?  Cortes  Goostitayentes  en  7  de  Octubre  de  1869,  introducien» 
4p  en  este  últ\mo  las  modificaciones  que  la  experiencia  de  estos  últitnos 
años  acQpsej^ . 

Art.  3/  .Los  jtrabsy  os,  .objeto  de  su  eucargo,  deberán  ser  altimados 
con  la  mayor  urgencia,  y  á  ser  posible,  antes  de  la  constitución  de  las 
Górt^, . 

Dado  en  Madrid  á  cinco  de  Hayo  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres. 


íi  ■ 


Kl  Ministro  de  Fomento. 


E>  Presidente  del  Gobierno  de  la  Roptiblioa, 

(Cíacela  de  7  de  Mayo  de  i873.j 


Dékrtto  áUpéfmiéttíio  eésém  en  el  desempeñó  de  siis  cargos  los 
indiviáiéos  qué componian  la  anterior  Comiéiónehcargada 
de  redactar  el  preyeeto  de  la  ley  de  minas. 

Eo  fistá  (ie  lo  dispuesto  eñ  decreto  de  este  dia,  el  Gobierno  de  la 
RepúMiea  bta  tenido  á  bieú  disponer  cesen  énei  cargo  de  Vocales  de  ik 
Comisión  parií  redactar  un  proyecto  de  ley  de  minas  D.  Nicolás  Marfá 
Rivero,  D.  Manuel  Alonso  Hartinez  y  D.  Estanislao  Figueras  y  Mordgas, 
como  Jurisconsultos;  D.  Manuel  Fernández  de  Castro,  como  Ingeniero  de 
Minas,  y  como  industriales  mineros  B;  Antonio  Abeflan  Peñuela,  Mar- 
^uiés  dé  Almanzota;  f).  Ftanéisco  Pereai  Crespo  y  D.  Joaquin  Hysern; 
quedando  muy  satisfecho  del  celo,  inteligencia  ó  ilustración  con  que  lo 
han  desempeñado.  ' 

Dado  en  Madrid  á  cinco!  dé  Mayo  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres. 

El  Presidente  del  Gobierno  de  la  República. 

EslanlsliiiQ  Flgueras. 

Bl  Ministro  dé  Fomento, 

lE^uñrdo  Chao. 

(Gaceta  de  7  de  Mayo  de  i875;. 


Decreto  nombrando  los  individuos  que  han  de  componer  la 
nueva'  Cc^ision  que. ha  de  redactar  él  proyecto  de  ley  ele 

En  vista  de  lo  dispuesto  en  decreto  de  este  dia,  el  Gobierno  de  la 
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República  ha  tenido  i  bien  disponer  que  la  Cormltiún  pük  redactar  un 
proyecto  de  ley  de  minas  quede  consHtdída  de  la  manera  siguiente- 
wmo  Jurisconsultos  D.  José  Pascasio  de  Escoriaza  y  D.  Camilo  Hiíñiz 
Vega;  como  Ingenieros  del  cuerpo  de  Híbas  el  Inspector  general  de  se- 
gunda c  ase  D.  Antonio  Hernández,  y  los  Ingenieros  Jefes  de  primera 
D.  Anselmo  Tirado  y  D.  Eugenio  «tfffei.  y  como  indnslrialeá  mineros 
D,  José  Gotmayo  y  D.  Ceferino  Avecilla;  debiendo  ejercer  las  fljncío- 
nes  de  Presidente  ü.  José  Pascasio  de  Escoriízá.  y  las  Áe  Secretario 
u.  bugenio  Haffei.  .,,,;(, 

Hado  en  Madrid  á  cinco  de  Mayo  de  mil  ochocientos  setenta  y  líes'. 

El  Presidente  del  Gobierno  de  la  República, 

iBfiÁanislao  Flgueras. 

Kl  Ministro  de.  Fomento, 

Eduardo  Chao.  >    !  i      .    :     i 

(Gacetfi  de  T^ié^Ña^h  WWZ). 

Decreto  concediendo  kk  cqn$tr%mQ^,de  imhfimilifirayt^ 
raplen  efi  la  oriU(^[ derecha  de  laricide  ¡{oljii^^prúmcm 
de  Santander,  para  depóisiiffí  y.en¡khqrqu^(i^min^riil^s^  . 

Excmo.  Sr^.:  Eo  yisU  del  exp^dieot^  pcojmpyjdo  pprj|,  flu^Dp  ^lela 
locera,  vecino  del  astillero  de  Guarnido,  en  ,s4>íicifjud  4ei*i2jlorWíioion 
para  construir  eo  la  orilla  derecha  de'  la  riade  Solj^,,i^gg^*s  aiíaj^ld^l 
pueotp  de  San  Salvador,  provincia  de  §anjtan,der,  /:U»a  e^fjpUf  ra,  y  ien- 
raplen  con  d^^tino  ,á  depésMo  y  eistbíi rque.de  mifleri^le^»  el.  ppJ?i|Brpi^.de 
la  República»  de  a^^erdp.con  lOfprppuestp  pp?:iQ8%hbirecSci,onvgQft^^ 
ha  tenido  á  bie^  conceder  dicha  autqrwcipn  coo  Ja^^s^pi^nt^p^pi^ 
dicipnes: 

i.  Las  obras  se  construirán  con  arreglo  al  proyecto  p;í;^eD^d,Q4fy 
bajo  la  vigilancia  del  iQgeqieio  lefe,4fl  la  pr^vin^if,.  ^^.       ..     .   o 

2.'  Se  dará  principio  á  ellas  en  el  térnaino  de  dos  meses,  y  se  con- 
cluirán en  el  de  un  año,  i  contar  de  la  fecha  de  esta  autorización. 

3/  En  los  15  dias  siguientes  á  su  public^cÍQP.  f o  .U  ,Ga(;^¿^,  deberá 
consignar  el  concesionario  en  la  Caja  general  íde,,lj|ep(isitos  Jaxantidad 
de'SOO  péselas,  que  le  s^rá  devuelta  cuando  acredite  haber  hecho  obras 
por  valor  equivalente. 

4.*  El  mure  de  contención  deberá  constru^se  de  mamppsterfa  coq- 
certada  ó  do  escollera  paramentada;  en  ei primer  caso  sus  dimensiones 
trasversales  serán  de  ün  nbetro  en  la'cdrbnatítóri-^  dósWlá  héÁé;  en 
el  segundo  tendrá,  con  el  mismo  grueso  en  la  coronación,  coatM^tne- 
trosenhbase.       .....    „  ..    ,,;.  ,,-.  ,,  .  .,  :,.    |  ..,  ^^,^;.^  ^,,^ 

5.'    El  terraplén,  caso  (je  emplearse  la  escollera,  se  construirá  con  ar- 


cilla  enilosionaiid  «otros  ilo  aUdra  y  primor  moiro  de-etpeeor  doatf» 
goo  á  aquella. 

(L'  Queda  dbügadp  eleoneedionarioáicoasorTar  las  obras  en  buen 
estado. 

7/  La  falta  de  cu^ptiorieBtO'  de  las  coDdiciooes  anteriores  produ* 
eirá  Jaclducidad  de  la.GODoesion,  siendo  sus  consecuencias  las  pres* 
critas  piara  casos  análogos*  "   .  .    -  . 

8/  Esta  concesión  se  entiende  hecha<á'  perpetuidad  y  sin  perjuicio 
dolercero.  Los  qüa  se  creaínrpelrjodittados  deberán  hacer  ?aler  s^  re- 
elftifiacioaes  anieiosi.lribonales  ordinarios,  sin  interveoeion  de  M 
agentes  administrativos  y  sin  responsabilidad  para  el  Estado.     T  • 

Lo  comuniooá'V.  E.  para  ios  efectos  correspondientes.  Dios  guar- 
de á  V.  E..  ñauemos  años^  Madrid  12  de  jl^ayo  de  1873. 

Señor  ¿irector  general  de  Obras  públicas. 

IHÉp09Íciún  pofú  determiníxr  de  una  manera  definitiva  la  su 
tuabipn  di  los' Ingénietos  áel  cmrpo  d&  minas' proceden- 
tes d¡e  Ultramar  J 

limo,  "^r::  Siend'o  de  urgente > necesidad  determinar  4e  una  ttianehí 
definitiva  la  sHoatlon  de  losf  Ingenieros  del:  cuerpo  de  Minas  proceden- 
tes de  Ultramar,  y  con  el  fin  de  evitar  )6s  perjuicios  coosiguieutes  á 
los  que  encontrándose  en  este  caso  y  habiendo  llenado  lasicoúdiciooés 
reglamentarías  se  hallan!  héy  como'  supernumerarios  en  expectación'  de 
destino  sin  corresponderles  por  su  antigüedad  y  puesto  en  el  escala- 
fon,  el  Gobierno  de  ]a  República  ha  tenido  á  bieu'  disppner  que  pata  su 
reingreso  en  él  escalafón  general  del  cuerpo  y  en  el  servicio^de  Minas 
se  obsefvén  las  reglas  siguientes: 

i.*  La  situación  en'él  cdeírpo  del  loe  Ingenieros  de  Minas  proceden- 
tés  de  TUtrámaf'deberá  api'eciárse  siempre  por  la  «pie  les  corresponda 
!^  no  hubieran  salrdo^  doÍá  I^enlastrlsr^  puesto  que.el  a&cenSocon  todas 
sus  coiiseciiencias  es'solo  aplicable  á  Ultramar,-  conservando  después 
de  haber  servido  seis  años  el  derecho  al  sueldo  y  hooores  de  aquel 
cuando  regresen  á  la  Península'.  .    , 

2.*  Pot'  consecuencia  de  lo  dispuesto  en  la:  regla  anterior,  al  ser  da- 
dos de  alta  cfii  el  escalafón  general  del  cuerpo,  deben. tomar  el  número, 
situación  y  servicio  que  les  corresponda  por  antigüedad  entre  los  dos 
inditidüosifoieVespiícti  va  oyente  les  precedían  y  aeguian  al  marchar  á 
Ulfcran^ft^,^áb6üátfdosetesr'  do  obstante^  el  sueldo  CQrresptoodMote  i  «u 


aweDso,  y  coostrvaDdo. siempre  lofthoBOPtt  ydei«clia»^6'á] miteo 

correspondan. 

5/  Los  iDgeaieroa  procedentes  de  Ullramar  ^e  é»  la  aelQélidáá  se 
encaentran  de  supernumerarios,  tomarán  el  número  que  les  oovros- 
ponda,  aegun  las  disposidoDes  anteriores,  en  la?  primeras  Tacantes  que 
ocurran  en  su  clase  de  más  antigüedad  ó  en  las  superiores.  Las  ante- 
riores prescripciones  se  harán  extensivas  á  les  indivldoes  del  personal 
facultativo. subaUeroi^de  Minas. 

De  orden  del4k>bierno  de  la  Repúbliea  Jo  digo  á  V«  I*  (iara  loe  efee- 
tos  oportunos.  Dio*  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Math<id  ^7  de  ifavo 
de  (873.  ¡ 

Señor  Director  g^enerál  dé  Agricultura,  Industria  y  Comeréió.' 

(Gaceta  de  i  .•  de  Junio  de  1873.) 


*  •       1 


Resolución  sobre  el  pHviteglo  pata  la  afinación  y  desplata' 
dondelplomopormediio  del  vapor  de  agua. 

Umo.  Sr.:  Visto  el  expediente  remitido  por  el  Geberoede^r  oml  de 
Murcia  en  i3  del  corip^eqtf^,  instraidp  ^  it^staoci^de  I>.  §fpopi)  J^gp^rre, 
en  nombre  de  los  Sres.  Luce  Fils  y  Rozau,  vecinps  de  Mj^rsejl^,  con  el 
fin  de  acreditar  la  práctica  del  privilegio  que  les  rué  concedido  por  cé- 
dula de  la  regencia  del  Reino  de  49  de  Abril  de.  1870  para  la  afiojacion 
y  desplalacion  del  plomo  por  medio  del  v«^pos  de  »gua:    ... 

Resultaodo  quie  estos  interesados  ioQqa non  qI  oportuno  e^pedieate 
dentro  del  plazo  de  ün  aíñoy  up  dia  que  pievienep  el  aj;UculQ  31  del 
•Real  decreto'de^?  de  Marzo  de  1826  y  la.diiposioipn  .1.*  de  la  Real  ar- 
den de  11  de  Enero  de  1849: 
">  Re9iilti»ndo'que:la:dilaeion  enreftijitjr  i^l  e^ediente  4  U  A<lip|PÍ&- 
tracioo  ha  sido  odasifloada  por  la  Sociedad.  ecoq<^D^ica  de  ^lurf^i^,  que 
no  evacuara  su  informe  hasta  el  5  del  oornente  á  pesar  de  l^abérsQle 
pedido  aquel  Gobernador  en  9  de  Junio  de;i87.1:  .  . 
-  Considerando  jfue la  disposición  7.Vdetto  9^tM9^  ^!  orden  de  il 
de  Enero  de  IIM  previene  que  bastará  al  iatevesado  reclamar  .élites  4e 
espirar  el  plazo  de^  un  año  y  Ott  dia  la.into^Fencioade  la  Au^)rida4« 
que  será  la  re8póiisaikiie>dcri«s  pdijmcáos.qtto.se  qrigipen  por  c\)Alqui^- 
ra  omisión;  y  que  acreditado  el  hecho,  p^da'iqaporta  qi^e  la?  demás 
diligencias  y  la  remisión  al  Gobierno  se  haga  fuera  de  aquel  termino; 

El  Gobierao>de  la  Rep^^lica^  de  ao«tffdo.PPíiA  )o  pj^opue^to  pQr  efa 
Dirección  general,  ba  tmüo  á  bien  reselveij .... 

1.**   Qtté'sea  levantfda  la^tadttjcidiid  M^d(u}i^4  ?fl^t(Bpi:ivÁ^g^qf^^ 
i»l  páSMlo  Hanoi  y  unaiioiada  eü*lt  Gapetoi  9^  4  dQrAfttí)  Altúo^fi*' . 


I 


^*  Qaeser  emíU  áinforlne  del  OctoservliUirk)  de  ArtM*éléxpMiMle 
4«  práotícaí  pris«iitttd<^. 

3,''  Qae  se  preV^ngt  al  Gobernador  de  NarGi#  que  en  \o  sueesiyo  nd 
detísogil  eo  sa.poder  nicoÉsíeDta  ^oé  lo  sbaii  en  él  é^  aqnella  Sededad 
eceoómica  los  expectíestes  d«  esta  naUíraieza  que  se  le  presenten  á 
JAfonne^  pues  -de  lo  contrario  incurrirá  en  la  responsabilidad  A  que  hu- 
biere ktgar  por  los  perjuicios  que  á  las*  partes  puedan  ocasionarse. 

i/'  Que  este  diiipesicion  tenga  oavácter  genera!,  y  que  como  tal  se 
publique. 

D&  orden  de  dichb  Gobierno  lo  digo  á  V.  I.  para  su  conocimiento  y 
afectos  oportunos.  Déos  guarde  á  V%  I.  muchos  afios.  Madrid  29  de  Mayo 
de  1873. 

Señor  Director  general  do  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaéeíoé  de  5  4e  Jumo  de  iB7S.) 


ÍRIBÜÑÁL  SUPREMO. 


Sentencia  oenfirmando  la  que  dejó  m  efecto  el  decreto  del 
^otfemad&r  de  la  provincia  iie  Hnelva  en  que  declaró  la 
cddubidadAe  la  mina  Sdiú^btine.  ' 

• 

En  la  Tilla  de  Madrid,  á  (5  de  Marzo  de  1873,  en  los  aüfós  conten- 
eioso^-admiBislrativos  que  ante  üos  pende»  eo  segunda  iuktancia;  so- 
fodos ante  la:  Sak  d&  lo  df^il  de  la  Audiencia  de  Sevilla  entre  Dou 
Emilia  Bézard  y  Riohaírd,  como  'gerente  de  hi^ociedlad  especial  minera 
denominada  Triniéad,  representado  hoy  por  el  Licenciado  d.  José  0iáz 
Maeuso,  ycU^AdmioiiAraciou  general  del  Bstado,'qtie  lo  está  por  el  Mi- 
-oisterio  éscal,  coadiyttvada  por  ol  Licenciado  D.  Nicolás  MariaSermno, 
ten  n(»iibre.dé  B,  Antonio  Díaz  Cuesta,  y,qne  han  Tenido  á  este  Tribu- 
nal Supremo  en  virtud  de  It  apelación  cfuo  interpuso  el  último  y  le  fué 
admitida  de  la  sentencia  dictada  porla  referida  Sata  en  Í6  de  Junio  de 
i87i  declarando  sin  afecto  el  decreto  del  Gobernador  citil  de  fa  pro- 
vincia de  Huelva  de  46  de  [>iciembre  de  i867,  en  que  lo  hizo  de  la  ea- 
dQcidod  de  la  mina  titulada  San  Roque, 

Resultando  que  en.  i3  de  Jonio  de  i865  se  expidió  á  D.  fiamon  Ro- 
BBé^o  González  Real  titulo  de  concesión  de  la  minado  manganeso  titu- 
lada iSan  Roque,  sita  el  Cabezo  de  Alcoirnocoso,  térmioo  jurisdiccional 
dfl€alañosvveB  le  prj»vincia  de  Hoelva,  bajo  las  condiciones  generales 
^establecidas  por  la  ley  y  demás  que  en  aquel  resultau  consignadas;  y 
^«oM4le.Setiombiie  del  mismo  añoiso^'Otdfg4'esori«ara>de'Sociedttd 


piNi  lu  9X^loU)QÍQny  bfaoflcio.  íoíimadaídeoQálra'áccioaes  igualen  od 
pagoi  y  beneficios,  cediendo  10  de  ellas  á  Marceé  Pálaeiosi Pifió  y  otras 
ií)  á.Vloeote  lfaUcio^Pf9ce^^sio  pr^io  ni  Gadtidad  algmiavcuyA  Socie- 
idad  iMibria  de  lUaniaBse  La  7rtiitJa(/;y.«B^A6'viéiNoViepibretigttiddté', 
y  coQ  el  ün  de  sul^^^naír  los  defectos  y  eimifrienefiren  ^e  ál  redaéimr  )a 
QilAda  escritura  se  ha)>ia; incurrido,  otorgeroia  otra  les  Éiísmos  ireeto^t- 
oíos,  fSAtablecjiemIo  var^s  reglas  para  el  riégif^eq  de  la^apoiedMl  á  Ht 
da  que  mereciera  la  aprobación  del  Gobernador  y>;padiese^  se«;ÍDscrita 
en  el  Registro  de  la  propiedad  del  partido: 

Eesuliaodo  que  en  el  B.oietxn  ojioial  de  24  de  Diciembre  d«l  repeti- 
do año  de  186^  se  insertó,  el  decreto  del  Gobernttdor  de' la  províDeia 
del  dia  21  aprobando  su  constitución  bajo  la  forma  de  especial  midera, 
•  en  tanto  con^i^vM^n  los  mandatarios  en  depósito  y  como  garantía  de 
su  gestión  la  suma  de  400  lescudos  que  los  mismos  int^re^afips  prepu- 
sieron;» expiesáddose  que  aquélla  tenia  por  objeto  la  explotación  de  la 
mina  San  Aogu^i  co.G^.f^rr^glo  >á  la»\]Mi^s  y  condiciones  establecidas  en 
las  citadas  escrituras  de  24  de  Setiembre  y  .15  de  Noviembre: 

Resultando  que  en  17  de  Febrero  de  1866  D.  Ramón  y  Julián  Rome- 
ro otorgaron  escritutá,  r^dn¿6i¿íido%l'^ritíié)r6^al  segundo  el  derecho 
que  tenia  á  la  cuarta  parte  de  la  citada  mina,  renunciando  en  él  sus 
ai^ciQOe»,  de  cuyo  documento  ^Homóra¿ou^n  el  .Registro  de. la:>piMj- 
piedad;  y. en.  1^  de  Mfiyo  d^.l867  v.en4^ó.  as^n^ism^.  oa:J|  t$\i<^iEi^  .parte 
de  la  mina  á  D.  Emilio  Bezard  y  Ricbar  en  la  canMd^f  d&25,0i(0  rea* 
les«  que  confesó  tenia  recibidos,  tomándose  también  razón  de  esia  es- 
critura en  los  propios  términos  que  de  la  .aoterioft  i  '    :     ! 

Hesuitando^que  en  1.°  de  Junio  siguieotejse  reunieron  ios  dueños  de 
ia  repetida  mipa  J)«  Emilio  Rez^d^  D<  Alanuel  Huñi^y  D.  Julia»  Bkh 
merOt  los  cualeg  procedi^oq  ala  revision.deioS)  [titules^  .que  hallanin 
CQJ|foripes»  nombrandq  Presidente  al  primer<^  Tesorera  al  seguodo  y 
^aoretarioal  tercero,  cpyos.cangos  admitieron  ¡desde. luego,  entregati- 
do  U^zard  al.  Tesorero  400  espudos.como  depósito  para  garantir  ios  ac- 
VOI  dis  la  Administración,  ^egun  lo  dispuesto  por* el  Gobernador  de  la 
provincia  en  ^1  decreto  de  %i  de  Diciembre  de  á86fi^   / 

Reaultando  que  bailándose  /^  de^cul^ierto  alguoas^e  las  obligacio- 
nes de  la  mina  SanJE^úqm%^^  formó  expediente  de  apremio.por  un  de- 
legado de  la  Administración  ^eonómioa.de  la  preivineia  de  Hüelvay  don- 
de radica  la  mina,  contra  la  y\\x^^  de  D»  Ramón  Romiero  por ihabeo  éste 
(aUeoldo;  y  declarada  insolvente,  decretó  el  Gobernadof  en  16  de  Di- 
Vllembre  de  1867,  de  conforixkidad  con  lo  dispuesto  en<ei  articulo  65  ée 
la  Uy  de  minas  y  de  acuerdo. can  lo  informado  por  la  A^inüQietiraoion 
«Quuómica,  la  caducidad  de  la?  tituladas, iSonAo^fue  y  Gorp^ChtUH^ 
ntaudandu  se. hicieran  anolf^oiones  en  los  expedientes  respeetíTos  y  se 
.umletA  Aii  60  conocimiento  ^  '^da  Administraeioo,  cómase 


TQi^ificó,  baciépd.o]^,toi9)>iQP  eoteoder  i.  U  viod^  qh  95  M  t^hrefo  ii< 
guíente;      ^  ./      -  m  , 

.  Resultauda  que  eo.3  de  Marzo  de  iBG8  D.  Emilia  Baz^rd  prMeotá 
deinaDda.^Qte  el  Consejo  proyincvil  devuelva  Jbacieodo  referencia  de 
lo  áptes  ex¿westjO,.y  ^^pjresaodo  además  que  D.  Ramoo  Romexoique  * 
fué  el  registrador  d^.la  mipa  y  obtuvo  el  tUulo  d/e  propiedad,  formó 
Sociedad  ^spe^l.mioe^/).  cod  ios.requisi^oB.preveDidoa  por  la  ley,  la 
que  fué  ,aj>robada  por  elñSoberoador,  y  habiendo  el  I^<  Ramón  Romero 
y.^ndido  laa  participaciones,  que  tenia  en  la  mina,  no  pudo  traanitir 
dejT^cbos  alipunos  á.  sus  berederc^s^  siendo  por  tanto  improcedente  el 
jokio  de  apremio  ^guido  contra  la  viuda  de  aquel  y  la  declaración  de 
caducidad,  pues  la  §ociedad  propietaria  de  la  mina  no  babia  lído  apr«« 
miada  como  procedía  para  «1  pago  del.ciooo  ni  mucbo  menos  decía* 
rada  insolfent^;  pidiendo  en  su  virtud  que  se  declarase  sin  eíectodíelia 
cadacidad^ficompañando  dos  cartas  depag^  expedidas  por  el  Tesorero 
de  Hacienda  pública  de  Huelva  á  favor  del  Presidente  de  Ja  Sodedad 
frimdad per  desechos  de  spperficie  de ItímlütiSm E0gue9 corr«spoo- 
dientes  alano  económico  da  1867  á  1888;  en  cuyo  estado,  y  expedida 
por  el  Gobierno  ProvisiDnal  eo  13  de  Qctobre  de  1868  erdecrekv*iey 
$Qprii|i|iendo  los  Consejos  provinciales  y  mandando  pasar  i  las  Ándito* 
^.-  para  su  continiiacion  los  pleitos  que  ante  aquellos  se  estaban  si* 
guiando^  el  Gobernador  de  la  expresada  provine  de  Iluelva  eo  4de 
Noviembre  siguiente  reoiiiió  todos  los  antecedentes  á  la  Aodíeocia  de 
.  Sevilla  por  encontrar  la  repetida  deoianda  comprendida  en  el  arlíealo 
68  déla  ley  de  minas  de  6  deiuiio  de  18^: 

ResuIUodo  que  admitida  dicba  dejaaoda  y  eoníeríd»  tfzslada  de 
eUa  al  Ministerio  fiscal,  pretendió  se  denegase  el  recurso  eotablade  por 
la  Sociedad  minera  Trinidad^  apoyado  en  que  segnn  el  artículo  65  de 
la  ley  de  minas,  habiendo  dejado  D.  Baxrion  Romero  de  pagar  el  cáoofl 
qoe  le  correspondió,  y  después  de  ser  apremiado  á  tUo  so  líoda  y  de* 
cUtineie  iitfolveote,  estaba  eo  su  lugar  la  ilecierertois  de  cndweddmi, 
no  obsUAte  k>  «x^uesto  por  el  Presidente  de  aquel»  Sociedad,  poe»  á 
la  ldm;ai¿tx»cioo  no  cun9&aba  la  trasferencía  qaeho¿iesebe>^ho»yero 
de  aoCar  q-x  ulío  aq  lel  como  tiU  babiao  d<E|ado  de  nacer  iy§  pegM 
á  so  debido  ti'em^o,  babi^cuo  ademán  laeomdo  «a  Aoe«a  empresa  eo 
Taiiaj  2a¿Us  y  ¿eja4o  de  Átz^u  k  tuíaI.^^^^  iLd.i;^etc^afr.<s,  ta*^e*fino 
el  d^ásíiD  exsg;«:o  t:»  el  ét^MtiCA  áti  íkMfWk-yjr  íuUjTJ^bCo  «o 


fcgsbaa¿>  ^¿ehaá.é¿<¿-:«^  í^ncciC)  es  Ico  a««tM  Ii.  jU^l^^t:'^  ttaif 
de  la  Gae^JL.  c:aio  legi^uad'ir  4ii>:>  ^.  L^c:.we  <:e  .Wo  Mé{p^  ^  f^rte 
dd  terrcs.>  f^e'^^^  (^>f  ^  mii^  ¿«a  i^/üe^  se  lO  i<iv^  (or  poney 
iolióté  le  mi»sio  -^ce  e.  Fiscal.  es^rCiX.^^iCoae  <»  arg^sNe&lieaccyco 
deUfceeeáeatia  ^  k  ge^^acada  ^  <arf  wxae  y  os^a*  deseca*  M 


'U  í»!*  peticiones  y  argumctiloá*,  "f 

^K^^^  í  la  vista;  Ift  Sala  dé%  civil 

^   .   «►  »»  ftíí^o  de  i'Í7f  drctó  'aen^enciá  de-^ 

""^     ^.  ir  ..>íí«c«ailordelá  jírovffittatl'eHüéllvá 

\^    «.    titf^  declaró  \a  caducidad  d^la  ifaíha 

^^•,   cí<f^-íal  condfenaóíon  detoéüas: '  ' 

^í   i»tt^>  de  lá'amérior  senténtiaD.'Auto*- 

;,,-.'»i»^Jo  adertiás  elféctírso  de  nulidad,  se 

^      -.  ..  ^iiff»>luvieroh'i(;onñ)rtóesé'ñ  (t*iteseadttiiá' 

^   fk  «^undo,  poí"  DO  exi8lli'  ríifigiiná  de  lá» 

"    ■    "^    .  .»r  ^  «enciooaD  en  el  reglamento  dé  H.^dB 

;  s»*^»  •teitJ^  li^rem-etite  el  recurso  de  apelación 

/'  '^  ^^MtnoeoD  ciiacidn  y  emplasíamieúto  de  laa 

,  -^  n»  3^  ^  Wciembí-e  de  1874  D.  Aütonid  Wat  Ctíe^li 

-•^"^  *•""*  ^.  ^  i.c^aciado  D.  Nicbl4^  María  ¡Serrano,  á  qáiéü  sé 

^^  "'^^  ,    «««v*<^^  k^  recursos  iiñterpuesioaí  pidiéndola  revoca- 

"   ''     **,  vtv^w  í*«i^«^'*y  í"®  sé  éóofirtoeeldfecreto  deTOober- 

'    *  *    \mw^  v^  cíhlucidatl  de  la  mina  Sdn  Ruque  y  jprbcédétíte  el 

•*  *  ^'*'\  *^  ^^  jf^mi,  exponiendo  cotí  tat  mob>o  qutí  es  principio 

'^"^  **    ^  ^  :i^:$ÍacioQ  mercantil  como  ci^il,  que  en  las  Sociedad^ 

^^^xT^S'j^"*»^  ^•^  ^^^  ^  ^^  Constitución  son' lai  legres* á  qué 

'*''***^\ii  tí>ji:>**  pudiendo  tiermitíar  la  vi^á  sociül  de  la  Sociedad  aísí 

^^*^**i^aaci*»^*  ^  creyese  oport^Diy  cualquiera  de  los  asociados: 

"**»    * w*tJi»*»^  ^  *'*  ^^  octubre  de  i845,  vigente  6n  esta  íúateria, 

'^'yliw^a*»  **  articulo  75  que  procedía  el  recurso  de  nulidad  cuafidd 

^  |ji5  partes  carecía  de  personalidad,  cuyo  caso  manifiesta-' 

*^^  $e  babia  lufrittgWo  en  el  presente:  que  los  artículos  €5^  siguien- 

1**^  la  ley  de  minna  de  6  de  Juíió  de  185^  preveniatí'  lextualmenie 

_  eii$^  en  qM  procedía  la  caducidad  de  una  mina  y  los  trámites  á 

iMf  babia  de  s^jetai^e  el  expediente 'del  nuevo  registro,  disposicioíiee 

¿^akiiqee  habían  sido  iufríegidasí       '  '        . 

Resultendo  que  ^mstüo»  los  aotosal  Ministerio  Fiscal,  «e  adhirió  aí 

recurso  de  apelación  interpuesto,  y  pdió  se  'reVocásé  la  sentencia  a  pe¿' 

HMhi  cenlirmaedo  el  docreto  del' Gobernador  de  la  provksci'a  defíuelvá 

de  li» de  Diciembre  do  1867  que  declaró  la  caducidad  de  la  miná'iS^án 

Il4i0«#  por  Mo  beber  satisfecho  ala  Hacienda  io^  derechos'  de  ^üpéi'fície, 

Aindedo  en  \|ue  por  la  Soe^íedad  denjandabte  no  se  ha  hecho  constar 

haber  llenado  lo»  reqm^ítos  exigido^  en  lo6  artículos  14  y  12  de  la  ley 

de  8oeíe4«dea  wineres,  y  en  que  como  él  promoVeder  del  expiedievte 

811  lee  ollcínas  de Ueeíendt  pera  eu  aprobación io fué D.Rámon RoméP 


xo^  fl*«««^  TWA  oMiga4p>á  no  ab^D^^Hiap  la  Q|i«i'«iÍQ»#fti}^Qa<NHttMeBto 
4  3tts  coosiScio^ .  ()icha  AdmiDistraoioQ.iUilMÓ  .G9iQ$i4erar)e  el  úiúco  á 
.}aijea:ppdia  r^c^^piar  io$  .derechos  debidos  á  laHa^i^^da;      t 

Resaltando  que  habiéodose  presentado  el  Dr.  D.  GcIs^óbal.Mactiade 
Herrera  ^n  opi^re^  i^  D.  .L^is  fioaUÍQ-P^zaril  y  Ricbajr,.^e  sustituyó 
despufí^s  el  ppder  en  el  Li^encifidp.  D.  José.  Díaz  NaQv§o,.á  qoiep  sfi  tqvo 
por  parte  y  cpntesjK} /á  losjfpterior^s  ^cr^os  ,|^re^Ddieofío  ae  «oofifii^ 
jme  ^9,^odo8>^as  ^^eotqf'la  se«teqcia3pe)ada«  mi^nitestando  pata  ello 
qtie.la,p?rsoAaij4ad  d^  D-^Baio^n  llpn^ero,  había jsí49^  sustHuida.por  la 
eatidad^und^á.Jrtmfíad,  á  ia^fue  habían  pa^do  todos  losderjcchois 
y  obligaqiooes^qveaqui^  ^^ia  como  coa^aiiopario  y  propietario  de.  la 
mina  San^Boqu^.  no  pudiewlp  por  ^]fí.  trasmitirlos  ^^u- viuda,  Urq^s 
4,su  i/ez  nK>  go^ia^e^. responsable  deil  pago^del  cánc^  devengado  p,<^ 
.dicha  miRa^y  el  proc^fdiioiento  dirigidp /QOiptra  ella  bajo  el  equivoca^p 
concepto,  dpq^e  era  la;pr9pie|iai>ia^no„pQdia  perjudioat  en.naauera  alr 
^une,41jpi  Sociedad  rrtnH<(iKÍ^  pirSeir.l,a  w^ma  I:eí^p.o,nsaWe^^^n,Qrrfr^ 
,CQOQeii(jiOpJpoJ;  ^1^  teicfiaro  qo^q  la,4dc9Ínistrac|pn,^cuyo  erroi^  ^(^9^P^ 
parte  era  sobsanable:  .'  .4,       . 

^  Vistpa^  mn^áo,  Vffi^^M  el.  Jtf agl^trado  D.  Tr^nl^^d  Sicilia;  , 
1  Gonsi4eraj?dp,.^f)  citante  á  la  c^qe^tiop  denuljijad,  queaalo.pi:opQde 
tal  reciirao  f;fí9tra,laa  se^^encias  defínitiyas  dic^a^^^s  ppr.  Ip^  j^n^ejos 
p/pyinciale?,  lípí  gor.  l¿ .Salas  4e, lo. cÍYÍ|^de Ja^. Áu(Jiepcia§^  eij,  |fs 
icasps  e^presa^^y  taiativaogieAte  s^palados  en  ,eji  ai:tfcuio  73  del  re^p.- 
9í!pjQto,de  1/íJe  Oaubrje  de  1845^  cuando  é^^a.se  .b¡ayi^.r¿cÍa.mfido.(^p 
primeria  instaQ(^ia  ^n^  ti^ii\po  y  forma,  según  $e  ordeoa,por^J(  articulo  74 
ep  los. casos  pre5cri(,os  eo.,Iqa.. párrafos  cuarto,. quinip,  8(?ktoy.j8étimLO 

.de-aq^el:^.      .,  r-:::  .-.h     v.  -  •    -    .  ^w--  '     .  .     .    .  •    •; 

Cojp'sideranclá ftue  la  ^uli^•  que.ea ^s^^^s^unda ín^.tañ^ia  reclao^a 
I)*  Apio^ip  fl\a^  ÍJueí^tf^^cQ^dy^yaote  4e.la  Administracioiji,  y;  f^i^ue  se 
refiere  el  párrafo  cuarto  del  arlicuío  75  del  r,egla^^efntp  ^e  Gops^eJQS 
P^oirinciaj^,  p  sea  la  faju»  dj^jpqjler  l^^stante  ó  .Ja  incíipacid^gid  -para 
iijijf^r,  np  -e^.-aplic^ble  ^  gf^^efli^  c^so,.  aun  reiclar^and^o  eA.yem'pp^ 
.jpiuf  a^  If  qpe,i|Q.§^  ymfkcáf  pofque,pi  D.  Emilio  Bezard  pec^s,i^ba 'pí)- 
.¿•^Í^Wr^JWif  al  PÍ^riUí  .en.,sv.  prppip.ijombre  y  y^ra  4efendeir  su  der^ 
cjbp,  Qji  ^i^  incapacitado  legalmen\e,jpara  pqmparecer  en^juicio,  üói^b 
9aPQ.PR;que.s^va  avilo,  el  pr,(jqBdimieDto^,jPP^,  así  Ip  cqraprendio  el 
Fiscal  de  la  Audiíanqia  á^,  Scvijlia  pjppniéqdose,^  la  adqpjsioq  del  recu^- 
s9,^.laÍ5Íala,íííi'lpfiivilpegá,píQlo.;,.        '  '       ....'.. 

CQ§^i4eíando».§ybre  la  cv^e^lipn  de  fpn^o,  qu,e.  pifra  tener  por  legal-, 

jneQtq  cóngtituidaS'Ías,Soci€jds|:d^s  e^^j^ec^aJ.Qs^mJinerag  qu^  puedan  entrar 

fift  ^J, jpjerpifiio .  d€)  fi^is  fupí^pjK^  es  cpn(}icio;i  in^igp^^j^^^b^e,  según  el 

Hf tícjjjjo  8.?  d^  Ja  ley.de  .^,  de  Jiflio  de  i859,  que  el  .(J(j^bqii;nador  de  la 

^I^viQcia  kj¡\  ^\^  hayan  dc,f;e8iidir  apruebe  la  escritura  de  cpnstitucíon 


deibiétidé  el  efecto  serl^e  pv^sebtadk  |K)f  él  promovedor  ó  pronityv^edof'és 
'de  la  Sociedad,  ^ompañada:  de  una  copia  simple  firmeída  por  tbdos  los 
otorgantes  paraíjue^sta  última  quede  en  la  Secretaria  del  Gobierúb 
unida  al  expedietíle:     •    '    •  1  ♦  r  .'.   - 

Considerando  que'  aprobada  por  decreto  del  Gobernador  de  la  pí'ó- 
V5ríci«'  de  líuelva  de  15  d¿í  Dicienibre  de  1866,  inserto 'en  el  B&leUn 
oficial  del  día  ^4' del  rsaistñó  mes,  la  constitución  de  la  Sociedad  espe» 
cial  minera  La  TriHidad  para-etplotar  la  mina'Ste»  Rcfqué,  sita  en  él 
Cabezo  dé  Alcornoí^Qso.  término  jurisdífeciónál  de  Calabas,  en  la  refe- 
rida! provincia,  desapareció  feti- vjnéd  de  tal  acto  la  teprééentacíon  del 
concesionario  D.  Ramón  Romero,  quedando  sustituida  por  la  entidad 
jéHdlca  Suciedad  minera  Trirtidád,^  quien  se  traspa^ai-on  todos  líos 
'd'erechos  y  obligaciones  de  aquelf,  sin  q-ue  de  ello  pudiei'á  alegat-' igno- 
rancia la  Administración  económica,  como  lo  hííio*ensií'infórmede24 
dé  Enero  de  1868,  puesto  qüfe  'al  expediente  de  concesioi)  á  favor  dfe 
Romero  de  la  mina  Sdn  i^o^ue  debió  quedéir  unida  la  cópfa  simple  de 
la  escritora  de  cobstitubion  de!  la  Sociedad  La  Trinidad  para  qfue  eti  él 
surtiera  todos  sus  efectos:  r     n  •] 

Considerando  que,  aun  en  él  süpíiesto  de  no  constar  en  lá'éxpresa- 
da* dependencia  Ib  constitución  de  ésta,  y  de  iser  por'cóiísigúiente  dife- 
culpablé  el  error  "dé  haber  dirigido  el  próéedimieYitb  cofttrá' et  Conce- 
sionario de  la  mina  SaTi  Bloque:  no  lo  seria  él  de  óontünuarlo  Có'ntirááii 
ví'rfda,  porque  ti  sé  hi¿'ó  constar  Tiiese  heredera  de  los' 'derechos  del 
misinio  para  exigirle' el'cumplimiéñto' de  sus  obligaciones,  ni  aun  sién- 
dolo y'  resultando  lasi  acreditado  se  iíiSÍruyÓ  ¿l^expediérfte  dff  ihsoíren- 
cía  con  sujeciotí  áldstráfeiles  y  formalidades 'éstabléci'dos'én  el  ar- 
ticulo 78  del  reglamento  de  ^5  de  Febrero  de  1863  para  la -^éi(Hítíon 
dé  la  íéy  de  tíiinias  de  6  de  Julio  de  1*8^5'^,  único  'ca^  etí  qilé  liuiiera 
iprocedido  la  declaración  dé  caducidad  ,  seguúérpáttafó  íerceí'ó'  del 
articulo  65  de  la  hiisma':      \'    '         ''  /"•/        '    '.     '  '''^'  ' 

'  Y  cotisiderando que  tabpóco  seta' justificado' en  el  explídieriié  adf- 
ministrativb  úi  én  el  cóntencibsd  qué  la' Sbcteddd  especial  minera  fj\i 
Trinidad  déjase  de  cunáplír  ib  preceptuadb  en Ibs  artículos  W  y  lí'd'e 
la  ley'de  6'de  Jdlib  dé  1858,  ^inb'qué  por  el  contrario  resultan  aerédl- 
tadós  los  hechos  que  á  la  misma  cónVéñia'pro'bar,  tales  conóó^lnoín- 
bramiento  de  Junta  administrativa' y  bonslgnacion  de  la  cantiílád 'fija- 
da por  el  Gobernador  paira  garatitfá  de  la  geistion  di^l'Prei^id'ente;  sih 
que  en  caso  contrario  pudiera  habeflugar  por  la  falta  dé'cumíplimiento 
'  de  aquellas  formalidades  purándente'  administrativas  ala  declaración 
dé' caducidad  de  la' mina  San  Ttoque,  t^ená  no  establétid'a  pbr  la  ley  de 
'Sociedades  mineras,  cuyo  articúlb'SÍ' somete  ató  inspección  'déf  íííl- 
her^ador  dé  la  provincia  ó  autoridad  local  que'Héie^ue  ^  régihien  ád- 
ililnistratiro  á  lásmismei'sy  ta  exacta  observancia  de  fós  preceptos  con- 


de  las  fallas,  pero  do  la  declaracioD  de  caducidad,  limitada á  los  caaos 
marcárdoa  e A'  ti  ;artlcii4o  66  de  la  de  liiibas;  . 

Mlamoe  qn^  débenos  confirasar  y^  confirolamdS'la  seDieDl^ia  ,óic» 
Xááá  eA  %6.de  Jattío  de ^  1874  por  Ir  Sala  de*l9  civil  de  ia  Audiencia  dé 
«Seirilla,  qao'dejfi  áio  efecto  el  decreto  deliGobernadpr  de  lapraiTtdeüi 
>de  Buetta  de  i6  de  Octubre  tie  1867,  en  qaeldeoUwóüa^cadteidaé  de 
la  coneééioDdela  áünafí^dn  JR(7^»<f.  ...'.';...      .  , 

l^sf  por  está  noesAraseoteociaj-que  se  publicará  eola  Afeetooftcúil 
y-seliiseYtará  e»  )á^  Colédektn- legisiativa^  sacándose  al  efecto, las  ca 
pías  neceser iae,  y  doTolTíéndose  los  autos  origínales  á lia  repetida  Sala 
^e  lociTil  de  la  Audiencia  de  Sevilla  por  el  conducto  ordinario  y  eott 
'Ifrioportu na  ^certificación  lo  pronunciamos,  mandamos  y 'firmamos.st 
Juan  Creif^alez  AceTedo.2=6regorio  Juez  Sármiento«csJosé  Murria  Hsr- 
fevos  de'Tejada.ssígnaoio  Vieites'.=£Juan  Gano  Manuel.stJúsé  Jimente 
Ibscarós.ss^Tnnidad  SícíMa.'  ,  .     . ' ' 

Publicación. saLeida  y  pubUcaéafué  la  anterior  sente^ia  por  el 
Exetnd.  8r;*'D;  'trMdad' Sicilia.  Magistrado  del  Tribnoal  SoprénaGí,  ce- 
lebrando audiencia' pdUioa  la  Sala  cuarta,  de^quecertifleo como  Secre- 
tario Relator  en  Maxlrid^  á  42  de  Mario*  de  4875.i^Enrique  Medina. 

,,.   ,        .,       1  ,.  .,       ...  (Gaceta de  7 df  Junio  de i^n.^ 


;•  f  ^^  I      iH      '  -  .    •  < 


silencia  declarando  no  profese  lá  via  contenciosa  en  el  ex- 
pediente  incoado  entre  las  miims  Aeserva  y  El-  Porvenir 

.^  fobre  ínejor  derecho.  ' 

En  la  Tilla  de  Madrid,  á  29  de  Marzo  de  4873,  en  loa  aiitos  coriteo- 
d6Í80-admr(rístrativo8  que  sobré  procedencia  d^'  la  via  contenMosa 
pettilén  ente  Nos,  incoados  pof  el  Licenciad^  D.  Joan  de  Dios  Esqueii, 
á  nombre  de  D.  Teodoro  Requema  y  García,  contra  la  Administraciief) 
general  del  Estado,  que  está  represeo^tada  por  el  Ministerio  flsoál,  dobre 
rerrocácrdn  de  la  Real  orden  db  5  de  Setiembre  de  1672,  que  dispuso 
continuara  la  tramitación  del  expediente  de  la  mina  Reserva^  y  que 
qiiédase  en  suí/penso  y  atenido  á  loque  revultartf  respecto  á  teprenfo 
franco  el  del  registro  El  Porvenir:  •  '    . 

•  Resultando  que  en  18  de  Agosto  de'  1874:  D.  Ensebio  Caja  Mariinez 
solicitó  del  Gobernador  civil  de  la  provitícia  dé  Ouen^a  el  registro  de 
289  pertenencias  de  mii^ral  sfa^gémma  don  el'nombré  de  Rkserifay'^é 
las  que  resultasen  como  terreno  franco  en  lea  cerirós  déla  Satina,  tér- 
mino de  MÍDglamUa  y  la  Pesquera,  en  cuyo  centro  se' bailaba  la  que 
explotd  ^  Elitádo  coir  los  n(/laibree  ée  A  ^iUb  Criéto  déiluSíMul  j 


Mana'.Esperanm\  baKÜeodO'ladesignuoíotí mtfB^ff^núim^yjiAM^é^ 
•sito prevenido;.  .  ».;.,;,.  n:    ...,..-•  ..üi!  .«  .5:.!  ... 

Resultando  que  admitid^^  dicho  .registro»)  mIvo»  me^ii^M^^^^fle 
propiedad;. í^  dádole  el  cursa  co crespo ndieoift^  «realaio^  JuftR  fiairido 
García  pon  (SierAeoeceple»  parle  del  terreno  s0tfdUd(>,yiiamt)i8D  D.  AitMp 
Labarta  y  .Acercipor  la  miSKda  razoo,  é.  nombre  de  IV.  AamoD.de-A'cen^^ 
opdiii'éQ'éóae  Ds' Pascua  I  López  Rodk*iguez«  propietario  Út  1^  i»iQ«.texil<» 
Cristo  de  la  Salud;  en  cuyo  estado  se  di^  «idtar.áDi  dw^bioiGajo,  ^W 
pidió  se  d«66stia)asen  dicbeis  oposiciones;  :y  oíd»  la  Diputación ^ro- 
vi«cial,<¿06  fuá  del  mitmo  paceoer,  miimfe^ió  lar  Direcciom  g^aer^.de 
Pr^t^dltdeB'jr  Deredhos  del  Estado  que  lo»>éDiifK»wlos.tftrre»o»  no  óñr 
bianveobsidérarsecomo  francos  oí  erá^  proeedjsalj»  ^udetftiitreactOQrá 
faiKic.dBDibgua'parfioular  por  hiaUairse  decláramelo»  ^n  estado áBiV(eatiM; 
codilo  qué  él  Gobernador  discreta  se  tuvie^eB  pr.0seDtÉs  lfl4'Op!0<sicÍQQ6s 
•iiiemjpodd.  hacer  la:  demal^cBciafi,  apelando  de  «Uio  QhJAiAaiiOcaPtí&ir 
Acero;  por  lo  que  se  remitió  el  expediente  al  Mioásteínoi.'KpiolOtdevKlk' 
yiórpará:>que  ¿o  vorTftdajffa  el  desliado  y 'Se  informiitft:  .  (       «i.    M 

Resuit^indd 4|aft:eiiiS5  de.£BerQí.dd  i^l%  I>;^Tveo<toi<e  Reguen^.GftrfijM* 
vocÍBt>  de  '>MingkiiDillaij]<90lipLtói  del  expresado ^Gober&q^lDiifCifltU  do  lo 
provinciAidTe^qeaoá  pefffiiiopafa  ixlve^i¿ac>uQ  tern^oo  ea;ló8..t4ffi»Jb- 
nos  de  Mingl^nilla  y  la, Pesquera,  paraje  llamado  Las  Cuevas,  con  ob- 
jeto de  hacer  calicatas  y  registrar  pBÍ'a  formalizar  las  pertenencias  mi- 
neras en  número  mayor  ilfi.ciiatrajqjafi.  resultasen  dentro  del  perímetro 
que  ^designaría  á  ^n  de  .explotar  los  criaderc^s  de  ^al  gemma  aue  9I 
parecer  existían 'tti  el  suWüelo'ífé  rfi$h^^  terrftrióé,  hacieAd'ó  la  Sfe- 
sigoacioÉí  y¡  jal  ^ep^si'lo  t)^e«efii4os/od.áo^tl-,U\dfiQpmiQl€ti$vi  df  El 
Porvenir,  y  manifestando  que  dentro  del  perimetrp  trazado  se  bollaban 
comprendidas  las  minas  pertenecientes  al  Estado  y  otra  que  explotaba 
D/' Pascual 'Lopet:  .  .  'v,\  ,  ...  .  w.  .  u  Oí  .  .•  .;  ..,.{-  .',1  ,,"•{ 
^r  itesuUatid<)que  pDbUja9da'la)aaterior  .solicitud^  se  opuso  á  i^U)J(lio<9 
,E«sebk)>Giija,  tegistTaiSoj:di^  1*  «Bina,  He*erwt;  y  (Jada.yjsjMi.íil.iflííer^- 
süJOi  pidi6  s^  desesjrimara,  por'  le  q«i#  se  oyó  á  la;€opaisío^  pej;ip9- 
o6nte  :de  )« <Diputaci(^i)  .pr oyincial,  que  fué  dQ  dif^áoie»  siígujieiiíi.la  tc^- 
mitactoDidel<ie;jípedfente'pa4'a«H^erigiua|[^.si..exifitia  ^  09  torreao^^wx;^, 
con  lo  que  se  i50DfQf(uó  el(J>flieroiKlor  pgfr  m  deoretft  de,184eWfíy^^4e 
'  1872;. y 4iabiondo  apeado 4e. (él  D.E.usebiQ>^aja,.se  remitiqtSl  Mf%i^e- 
rio  pira  su  resolución,  informando  d^po#9  aparcándolos  ex,tQCU0A^g^(e 
^  solicitó  por  el..flU6im>;í^n  wya'virtiad  Jobiao  .tambi^iO' la  Sopcion 
segunda  de  la  Jíiiot^t^ s^pei^ior  íacult{|tii^i|,  y  d^s^.coDfQro)idad4^j4^9^ 
RjwUrdií'n  en  4.d9.S§tienft^4oJ,822fe»;difponieí?ydot.cctf>tjn¿eJ^,t,rw^ 
tMTioA'del  expolíenlo  -^mr^  y  quf|d^]^ifj$,i|^|)^^p  y.atqi^q  id^  qf|e 
rebulle  rospocU)  á  terro^no  ír^nco  ej  exped^iei^4|e.4QJ  t^&^í^o  EirP^fr^e/fif: 


subsistenta'.lrt  í  decreto  del€í)bérii&éDr«^iTil  de  Cuenca  y  la  investiga- 
ción El  Porvenir^  exponiendo  con  tal  motiTo  los  fundamentos  que 
creyó  oporti^oosc  ,    ,  .    t     • 

"  h'ei\iítaoao  que  reciatíiado  *y  7ecib1dó  el  expediente  gubernativo,  y 
l^sttdo^^A  lt^9  ^uto^  al  MWf^t^rio  fi8^1;'éh  Mctátaéti"  á^Í  d^PéWéro 
ultimo  se  ha  opuesto  á  la  admisión  de  la  demanda,  fundado-^b^t^M  la 
)ej  no  aotorÍ2a  el  recurso. contencioso  contra  la  expresada  Real  prden 
por  no  est^r  comprendido  én  ninguno  ^dé  íos  casos  qqe  iietermina  el 
articulo  9,9  de  la  ley, de  4  ¿^  Marzo  de  1868  ni  en  el  ^6  del  reglamento 
para  síi  ejecución.;  en  qué  dichí^  Real  orden  no  niega  n^,  concede  al  de- 
mandante  el  permiso  para  investigar-,  ni  conced,p  pertenencia  minera 
al  registrador  de  la  Reserva,  ni  po^  consiguiente  tiebe  él  car¡ácter  de 
de^nitiva;  en  cpyó  estacó  se  pusieron  los  áútgts  de  matiiíiésto  p.oc  tér- 
mino dé  tercero  dfá  ¿  la  parte  demandaóie  ps^ra  instrucción  dé, dicho 
escrito  fiscal:      /     *  '  ..        .     . 

"Vistos,  siendo  Ponente  el,  Magistrado  D/  José  Jiménez  «Mascaros: 
'.'Copsiuel'ando.^que  ho  procede  I^  yiá  contenciosa  contra  los  acuer- 
dos de  la  Administración  activa  cuando  éstos  no  caucan  estado  lil  las- 
timan  derechos  legítimos  adquirido^  de  antemano,  porque  taita  lá  base 
de  la  reclamación,  como  sucede  en  el  caso  presente,  en  que  la  orden 
reclamada,  sin  acordar  sobre  elTondo,  aplaza  la  resolución  deHnitivia  - 
para  otro  estado  del  expediéntip:    '    '.  ' ,        ',.  .  *  * 

Éídñsiderándó'  que  tampóqo  prjoceáé  la  viá' contenciosa,  porque  en 
materia  dé  mineríaf  solb.fionpn  lugar  ante  éste  Tribunaí  Suprepio  CQ 
aquellos  casos  que  especial  y  taxativameite  e^t3n''d*eSguadbs  en  el, 
articulo  i)9  dé  la  ley  de '18S0,' repetidos  éb  éÍ86derrégIaméntodeÍ^^ 
y  no  alterados  por  las  leyes  de  Marzo  y  Diciembre  de  itf68,  y'la'solici- 
tud  que  contiene  la  demarula  presentada  no  esla  comprendida  ea  nin- 
g^no  de,  ellos;         *  ,  ,    .  .^ 

,  'Fallamos  que  debenióá  déclaraf'  y  decjaramós  quéno'  procede  ta'via 
contenciosa:  y  én  sií  consecuencia  que  no  há  lugair  a  la  admisión  de  la 
demanda  inlerpúesla' pof  D.  Teodoro  Requena  éñ  17,  de  Octubre  üílimo. 

Asf  por  esla  nuesií-a  'se'ñiéffciá,  que  áe  publicará  en  la  Gaceta  oñcial 
y  se  iniértiirá  en  lia  Colección  íegistaliva,  sacándose,  al  efecto  las  copia» 
necesarias,  y  deVolvíéndosé  él  expediente  gubernativo  al  Ministerio  de 
Fomento  6óo  la-o^Jortána  certiñcácibn,lo  pronunciamos,  ma^da^nos  y' 
flrmahió's,==Jtian  (í.onzafelE  AceVedo.=Gregorio'Jüéz  Sarp?íen'tó.=pjQ^é 
María  Herreros  de  Tejada.  =rJuatí 'Jiménez  Cuenca.=Igriacío  yieites^==í 
Jtfatt'Cáii¿'MW'uel!í=Jos'éíiméhV!Ílasc^^^^  .;  '-' 

Púbtcáttíóü. ¿¿Leída  j  pubííckdá  fué  ia  á'hiérior  sentencia  por  el 


i|íjL4H:  qqlel^riMMJor  aa4iQnei^%  pftWca  1^  SaU  cuflrtaf.|ifi,q|ie(wmft?o.Wiilj[^ 
Si^^reMoi.Helpt^r  «B^l|U(}rJMl  á,^9  á^  Marzo  di9;i$7StK;|¡f^iq«i!MfdÍQ4i< 

,      :/ "o  »  .    ^  fl(Gadeta  del 'dé  Junio  éáiWI^)'    "   '. 

Sent^ndaií^clar(if\dq  na  hifber  lugaf  alretmrspde^Q^^^ 

,  .int^XIll^eibQ:  en  fil  pleito j^ffuido  ,$qbre  des^hupi^o  4e  ^nas 

Er{  lá  yijta  de  Mádri'dy  ¿^^,de  Judio  de  i^iz,  en  el  ptieito  pendiente 
áÜtó  iíó^  éo  vírt.tid  "de  recurso,, (Je  jpáéacípn  por  infracCioo  de  ley,  segui- 
do en  eliíuzgadó  de  primera  instancia  de  Santander  y  en  la  ^ala.de  lo 
ciVll  de  ía  Audiencia  de  Burgos  por  D.  Francisco  de  Beherens  con  Don 
jose  Maklennan  y  D.  Beltran  Haristby  sobre  désahucfó  de  unas  minas: 
'  Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  Santander  á'^O  de  Marzo 
d¿  1572  ante  el  notario  Di  Genaro  Sierra  yTos  ^estiWps  D'.  Eusebió  í*e- 
ré¿  y'D.  Mariano  'Poncela;  de  aquella  vecíridad' y  sin  excepción  para 
serlo,  vendieron  D.  Luis  Ratier  y  su  mujer  Doña  Amelia  José  deílatier 
á  D.  Fi'anQisco  Beherens  las  minas  nombradas  primero,  segundo,  ber- 
cero y  cuarto  resguardo  en  220. OOO  reales,  y  Santa  Rosa  y  $ánta  Ca-^ 
rofena  eii  4.y.50(í;  cediéndole  asimismo  el' registro  que  tenían  solicitado 
de  51'  perteñenííias  "mineras  para  íá  mina  Morera  en  precio  de  7.300 
reales;  cediéndole  por  jiltímo  de  una  mañera  real  y  absoluta  el  derecho 
qué  tenián  y  les  correspondí^f  en  virtud  de  un  contrato  privado  con  Don 
José  Maklennan  y  D.  Beltran  Haristoy  al  cobro  del  canon  de  8  reales  y 
cuartillo  so^re  400  toneladas  de  pirita  de  hierro  próximamente,  y  al 
del  canon'  dé  2' reales  por  too^^Iada  sobre  4.^00  de  vena  de  hierro^  exis- 
teutes  y  árfhncadas  de  dichas  minas  ha^(a  la  fecha' quQ  adeudaban 
Maklennan  y  Haristoy:,  , ,.  ,         '     - 

Resultando  que  D/ Francisco  dp  Béiierens  interpuso  depaanda^en  la 
que',  haciendo  mérito  Áe  dicha  escritura',  expuso  que  pedida  la  pose- 
sión judicial  de  las  minas,, le  había  sido  otor^gada  por«auto  .de  /^7^6 
Abril  dé  dicho  ano:  que  aquellas  fueron  arrendadas  por  él  vendedor  ó 
anteriores  dueños  á  varios  explotadores,,  quienes  i  su  Vez  lossubar" 
rendaroq  a  o^ros.  de  manera  que  al  otorgarse  la  escritura  d^  venta  las 
beoeiSciaban  en  concepto  dé  subátreodatarios  los  extranjeros  D.  José 
M^tclenoán  y  D.  Beltran  Haristoy;  los  ^cuales^  requeridos  par^  que  de- 
jasen de  explotarlas,  se  resistian  á  cesar  en  el  arriendo;  y  deduciendo  de 
esto¿  hechos  el  derecho  que  le  daba  la.ley  para  desahuciaij  de  las  miqa^ 
á  D.  José  Maklennan  y  D.  Beltran  IJÍjar|st(jyj.suplic^  que  se  les  cou^éj? 
nasé  á  dejarlas  libres  y  desocupadas  á  di§()osíciou  del  demaijdaí)!^  .^^ 
térnaino  de  15  dias,^cppo  .establgcimiento  indastr|al;  baJ9  apercibí- 
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miehto  d0  ser  lanzado  de  ellas  $\n  coasideracian  de  oingun  género  y  i 
su  costa:       . 

Resultando  que  celebrado  Jpicjo  verbal,  se  opusieron  los  deman- 
dados al  desahucio  exponiendo  que  no  habia  exactitud  en  los  hechos 
alegados  en  la  jdemanda,  y  (j[ue  no  con;?eolan  en  ellos:  prime^ro»  por- 
que la  escritura  de  venta  no  tenia  fuerza  ni  validez  alguna  en  atención 
á  que  eran  testigos,  de  ella  dos  escribientes  del  Notario  que  la  autorizó: 
segundo,  porque  solameute  se  hablan  vendido  por  e\h  á  Beherens  los 
derechos  dominicales,  y  al  misipo  tiempo  el  c¿non  por  virtud  sin  duda 
de  su  arrendamiento,  lo  cual  indicaba  el  reconocimiento  y  subsisten- 
cia de  éste:  tercero,  porque  la  posesjou  judicial  habia  tenido  lugar  en 
acto  de  jurisdicción  voluntaria  y  sin  perjuicio  de  tercero:  cuarto,  por- 
que no  hablan  caducado  los  contr^^os  de  arrendamiento  en  cuya  virtud 
seguían  eYpIotaQ4o  las  minas;  y, quinto,  qué  las  explotaban  como  antes 
sin  forzarlas  ni  apresurar  la  éxpÍQtacion: 

Resultando  que  el  actor  replicó  que  nó  llagándose  por  los  deman- 
dados el  hecho  de  la  compra  del  dominio  de  las  minas,  habiéndole  ade- 
más recanocido  como  dueño  al  demandarle  de  conciliación,  y  después 
en  el  Juzgado,  fundándose  en  la  compra  y  escritura  que  se  decían  nulas, 
por  las  cuales  se  trasmitieron  todos  los  derechos  dominicales  sin  res- 
triccion  alguna;,^  que  no  pndiendo  ventilarle  en  este  juicio  la  cues- 
tión suscitada,  por  los  domanda^o^  de  nulidad  de  la  escritura  de  com- 
pra-venta reconocida  por  los  mismos,  pidió  se  fallase  sin  más  trámites 
el  juicio  en  conformidad  á  lo  dispuesto  éu  el  articulo  669  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  decla- 
rando á  los. demandados  conformes  en  los  hechos  fundamentales  4e  la 
demanda,  compra  hecha  por  el  actor  y  posesión  judicial  de  las  minas 
que  llevaban  eq  arriendo  con  anterioridsyd  á  diqha  compra;  y  que  con- 
tinuaban explotando  á  pesar  del  requerimiento  para  que  las  dejasen  á 
disposición  del '  comprador,  constando  la  citada  compra  de  escritura 
pública,  priaaera  copia  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad;  y  que 
por  lo  mismo, habi#  Ingar  f^\  desahucio, de. las  minas  á  que  se  referia. La 
demanda^,  px)üdeoando  á  los  den^ndado^  á  desalojarl£\9  y  dejarlas  á  dis^ 
posición  del  demandante  dentro  del  término  de  15  dias,  apercibién* 
doles  de  lanzamiento  de  ao  hacerlo  asii 

Resultando,  que  co;)l}rmada  con  las  costas  esta  sentencia  p^  la  que 
en  9  de  Julio  de  1B72  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Bur- 
gos, interpusieron  los  demandados  recurso  de  casación  por  haberse  in- 
fringido á  su  juicio:     .     '         ..;;., 

1.*    La  doctrina  legal  establecida  ppr  este  Tribunal  Supremo  en  sen- 
tencia de  10  de  Diciembre  de  1858,  en  la  cual  se  declara  que  la  sus- 
ianciacion  sumaria  de  una  demanda  de  desahucio  indúcela  nulidad  de 
TV. 


la  seQlencia  cuando  tío  están  conformes  las  parles  en  los  hechos  en  el 
juicio  verbal,  toda  vez  que  de  los  primeros  resultandos  de  la  ofíisma  sen- 
teocia,  recurrida  aparecía  la  |io  cohformidád  del  demandante  y  demaq- 
dados  en  los  hechos  capitales: 

2.**  La  ley  del  contrató  y  el  principió  legal  derivado  de  la  1/,  títu- 
lo 1.%  IiI)ro  10  de  la  No^físima  Recopilación,  porqué'aú'ó  partiendo  del 
supuesto  de.  que  la  escritura  de  com.pra  de  las  minas  era  válida,  apa- 
reciendo en  ella  (Júe  el  comprador  D.  Francisco  peherens  estipuló  la 
adquisición  de  los  derechos  dominicales  y  el  cánón,  habla  que  conve- 
nir necesariamente  en  qúe'rccobociá  la  erícácia  de  los  contratos  qué 
daban  lugar  á  la  existebcía  de  dicho  canon  y  se  obliga'ba  á  respetarlos: 

S.°  La  propia  ley  del  contra.tó,  y  miiy  partícula r'mjBú le  la  regla  !í, 
titulo  54  de  la  Partida  7.*^  según  la  cual  ningún  hombre  puede  dar  más 
derecho  á  otro  en  alguna  cosa'  que  el  que  le  pertenece  én  ella;  y  como 
quiera  que  el  vendedor  de  las  minas  D.  Luis  Ratier  no  tenia  el  dere- 
cho respectó  de  ellas  de  desahuciar  á  los  recurrentes  como  subarren- 
datarios de  las  mismas  }'  por  razón  de  lo  extipulado  en  el  contrato  de 
subarriendo,  no  pudo  trasniíitir  tal  derecho  de  comprador,  y  éste  por 
tanto  no  podía  ejercitarlo  con  éñcacia  en  juicio: 

4^"  En  el  caso  de  no  apreciar  las  anteriores  infracciones,  al  decla- 
rar el  desahucio  Conminando  con  el  lanzamienlo  si  en  el  término  de 
Í5dias  no  desalojaban  las  minas,  él  articulo  668  ctín'refórencia  al 647, 
y  laá  causaá  1.*  y  2/ del  G38,  len  las  cuales  únicamente  pudiera  apo- 
yarse la  fijación  del  tétiníno  dé  15  días,  dado  que  además  pudiera  con- 
siderarse establecimiento  mercantil  todo  lo  referente  á  la  explotación 
de  unas  minas:  ' 

Y  5.'  Y  cómo  consecuencia  déla  infracción  señalada  en  el  número 
anterior,  la  sentenciado  este  Supremo  Tribunal  de  1^  dé'  Setiembre  de 
186B,  dictada  dé  conforniidad  con  lo  dispuesto  en  la  ley  ó  decreto  de 
Cortes  de  8  de  Junio  de  1813,  restablecido  en  1836,  y  ppi  lo  tanto  este 
mismo  decreto^ley;  toda  vez  quéjcon  arreglo  á  él  y  á  la  sentencia  re- 
ferida el  comprador  de  las  míiías,'  queriendo  aprovecharlas  y  explo- 
tarlas personalníiente  caso  dé  tener  derecho  para  ello,  debía  aguardar 
uú  año,  contado  desde  el  dia  éii  que  manifestara  á  los  subarrendata- 
ños  la  voluntad  dé  disolver  el  arrendamientoí 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Victoriano  Careaga: 

;  Considerando  qué  habiendo  convenido  D.José  Máklennan  y  D.  Bel- 
tran  Hañstoy  en  los  hechos  fundaméntales* de  la  demanda 'deducida 
por  D.  Francisco  Behérens  al  celebrarse  el  juicio  verbal,  á  juicio  de  la 
Sala  sentenciadora  es  inoportuna  la  cita  hecha  por  el  recurrente  en  el 
primer  motivo  de  casación  de  lá  doctrina  establecida  por  eáte  Supre- 
mo Tribunal  en  lá  sentencia  de  10  de  Dicietiibré  dé'1858,  porqué  dun 
*  cuando  s'e' alegaron  algunas  excepciones  por  él  demandado,  todas  ellas 
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tendían  á  destruir  ó  ovenoscabar  ^1. derecho. de  propiedad  del  deman- 
dante en  las  minas  objeto  áe\  litigio,  e^tas  cuestiones  no  pueden  resol- 
Terse  incidentalmente  en  el  juicio  sumar isimo  de  desahucio,  según  tie- 
ne estffblecido  este  mismo  Tribunal  én  diferentes  fallos: 
.  Considerando  qUe  no  4»tando  obligado  el  referido  Beherens,  en  vis- 
ta de  lo  dispuesto  en  la  ley  19,  titulo  8.**  de  la  Partida  5.%  á  respetar 
como  comprador  de  dichas  minas  el  arriendo,  y  mucho  menos  el  sub- 
arriendo  de  estos  hecho  anteriormente  por  el  vendedor,  á  no  ser  que 
se  hubiera  comprometido  á  ello  al  celebrar  el  contrato  de  compra, 
sobre  lo  cual  no  etiste  la  menar  indicación  en  la  escritura  de  20  de  Mar- 
zo de  1872,  y  ncí  habiendo  por  otra  parte  celebrado  estipulación  alguna 
con  los  demandados,  son  igualmente  improcedentes  las  citas  de  la  ley 
del  contrato  y  de  la  1.*,  titulo  1."*  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación 
hechas  en  el  segundo  moHivo: 

Y  considerando  que  es  doctrina  legal  repetidamente  sancionada  por 
este  Tribunal  Supremo  el  que  para  que  puedan  estimarse  los  recursos 
de  casación  es  iiidiápensdblé  que  los  motivos  alegados  versen  sobre 
puntos  ó  cuestiones  qué  hubiesen  sido  oportunamente  planteados  y  de- 
batidos diírañW  los  juicios,  puesto  que  en  ellos  celebran  las  partes  in- 
teresadas un  cuasi  contrato  que  les  obliga  á^  encerrarse  en  los  limites 
de  la  demanda  y -contestación,  á  fin  de  evitar  la'  indefensión  á  que  en 
otro  caso  se  verian  reducidos  muchas  yecies  los  litigantes;  y  que  por  lo 
mismo,  no  habiendo  opuesto  los  demandados  en  el  juicio  verbal  excep- 
ción alguna  acerca  de  los  extremos  sobre  que  versan  los  motivos  3.*, 
4." y  5.°,  son  notoriamente  impertinente^  las  citas  délas  leyes  y  doc- 
trinas que  en  los  mismos  se  contienen; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decls^ramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D:  José  Makleñnan  y  D.  Beltran  Ha- 
ristoy,  á  quien  condenamos  á  la  pérdida  del  depósito,  qne  se  distri- 
buirá con  arreglo  á  la.  ley,  y  en  laa  costas;  y  líbrese  á  la  Aucliencia  de 
Burdos  la  certificación  correspondiente,  con  devolución  de  los  docu  - 
mentes  que  ha  remitido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia;  que^  se  publicará  en  la  Gacettí  y  se 
insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  eopltts  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos*  mandamos  y  firmamos.:;=:José  M.  Gáceres. 
=Laureano  de  Arrieta.=Jbsé  Fermín  de  Muro.=Beoito  de  Posada  Her- 
rera.=Ramon  Diaz  Vela.=BenitodaülloayRey.=VictorianoCareaga. 

Publicación. =Jieida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Victoriano  Gareaga,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo, 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  en  el  dia  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma.   , 

Madrid  6  de  Junio  de  í873.=Licenciado  Desiderio  Harlinez. 
.  (Gacela  de  11  de  Junio  de  1873,} 
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MINISTERIO  DE  HAClBto^, 


Resolución  en  el  expediente  instruido  sobte  que  se  ampHe  la 
habilitación  de  la  Aduana  de  Adra  para  importaf  del  ex- 
tranjero  toda  clase  de  artículos. 

«  ■     •  4  «_  I 

limo.  Sr.:  Visto  !el  ezpedieate  iostruido  eo  osa  Direcpion  papera  i  á 
consecuencia  de  lo  solicitado  por  irario9  Qoiaqrci^Qies  de  U  vijla^  de 
Adra,  provincia  de  Almería, pidiendo  qvie  ae amplíela  habilitacioii  de 
aquella  Aduana  para  importar  del  extranjero  toda.cjlc^a^  de  artículos, 
excepto  tejidos:  .  :  :  .      . 

Resultando  de  los  informe^^  pedidos;  á  U$  cor poracioives  de  la  pro^ 
vincia  que  no  es  conveniente  acceder  á  lo  q'i;ie  se;soUciÍa  sin  gravea 
perjuicios  para  el  Erario;  y   ..  .  ^ 

Considerando  que  la  referida  Aduana  tl^nQ  ya  la  suüqpnte  liabiii^ 
tacion  para  todos  aquellos  artículos  que  necesita  para  expl^i^tar  sus 
minas,  elemento  principal  dei  su  riqueza  ó  industria»  ,,   .        ^ 

EL  Gobierno  de  la  República  ha  r^uelto,  deconformidad  con  lo  pro- 
puerto  por  V.  I.,  que  se  desestime  la  referida  instaricia. 

Lo  digo  á  V.  I,  para  los. efect^,, cor re^pofldieptes^  Dios  guardo 
á  V.  I.  macho^añps.  Uadrid  4  de  Jupio  de  i67^.  ^ 

Sr.  Director  general  do  Aduanas. , 

(Gaceta  éeilde  Junio  4$  1875;. , 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  no  haber  lugar  ul  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Hermenegildo  Men^e%,  contra  J).  Jósé 
Marta  GontreraSf  sobre  partidipq^n  ,eni  varias  minas  de 
carbón^'  ' 

En  la  tilla  de  Madrid,  á  22  de  Abril  de  i87S,  en  el  expediente  nú- 
mero 2.586  pendiente  ante  Nos  sobre  admisión  del  recurso  de  pasacion 
interpuesto  por  D.  Hermenegildo  Méndez: 

I."  Resultando  que  por  escritura  pública  de  12  Se  Agosto.de  1870 
D.  Francisco  María  Contreras,  seguii  aparecia  de  certificación  que  se 
insertó  librada  por  el  Gerente  de  la  Sodeáaá  Fiisíon  ccfrhontfer a  v  me- 
talífera de  Belmes  y  Espiéis  habia  a4)orlado  á  la  misma  varias  ominas 
de  carbón  y  metales'^^ue  posóia  en  lá  cuenca  cl^' dicho  pueblo,  cuyo 
valor  percibirla  en  su  día  én  acciones  de  la  citada  Sociedad  á  medida 


-cos- 
que ésta  las  hiciera  definitivamente  suyas,  cop  arreglóla  lo  contratado,, 
disfrutando  además  una  participación  con  los  fundadores  déla  r4ompa- 
ñia;  y  en  \á  misma  escritura 'el  etpresado  Contreras  cedió  á  D.  Herme- 
negildo Mendez«  en  pago  de  un  crédito  ée  1^.571  pesetas  á  favor  del 
mismo,  33  acciones,  de.  500  pesetas  C2^da  ana^d^ilas  que  pudieran  cor- 
responderle  en  ia  íiídicada  Sociedad,  las  cuales' redbiria  Méndez  cuan- 
do fuesen  entregadas  á  Gontreras«  con  lo  que  se  conformó  el  primero;  y 
qae  al  notiflcárse^dicha  cftsimí  al^eíehitá^io  de  Ta  Soóiedad  refáridaV 
manifestó  que  Cootréra»  no  .cooaétv^bá  dar^^hos  algpoo^  eu  ella  cotno 
propietario  ü\  como  accionista;  ep  i^i^ia  de  lo  cual  cl  expresado  Mén- 
dez dedujo  querella  de  estafa  contra  Contreras  en  7  de  Julio  de  1871: 
2.*  Resultando  que  la  Sala  tercera  de  ía  Audiencia  de  este  distrito 
por  auto  de  10  de  Diciembre  de  187)d  apífobó  el  óün^ultddo  por  el  9\tez 
de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Universidad,  sobreseyendo  en  la 
causa  con  ia  cualidad  de  por  ahora: 

3/  Resultando  que  el  querellante  líeodez  ha  interpuesto  recurso  de 
casación  contra  el'auto  que  antecede,  apoyado  en  el  número  2.  del 
artículo  4,*  de  la  ley  sobre  su  establecimiento,  y  citando  como  infrin-' 
gidos  los  artículps  .548  y  55Q  del  Código  peoaL  porque  sial  hacer  Con-' 
trera?  la  cesión  de  ácccio.nes  que  constaba  en  ésc.rilura,  en'  pago  del 
crédito  quepontra  él  tenia. el  recurrente,  no  tenia  ya  ]é  pi*opíedad  de 
ninguna,  cometió  una  estafa  aparentando  bienes  que  ño  póseia't  y  si  los' 
tenia  y  cedió  después  á  tercera  persona,  cometió  el  mismo  delito  al] 
disponer  como  propia  dé  cosa  ajena,  toda  vez  que  tenia  *ya  cedidas  las 
expresadas  acciones  al  i-ecurrente:        .         .        •    •  '      *. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  EugeDio'dé.AnguIo:  , 
I.*  Considerando  que  si  bien,  según  previene  él  número  ^.*  del  ar- 
ticulo 2.*  de  la  ley  sobre. el  establecimiento  de  los  recursos  de  casadbñ 
en  los  juicios  criminales,  procederán  aquellos  cpando  las  sentencias  de 
sobreseimiento  se  funden  en  no  estimarse  coíno/delilo  el  hecho  que 
hubiese  dado  lugar  &  la  fojmacion  de  causa,  es  indispensable  qué  el 
fallo  tenga  el  carácter  dedeüuili'vo,  del  cual  carece  el  recurrido;' 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  nó  haber  lugdr  á  la 
admisión  del  recurso  interpuesto,  con  las  costas;  y  comuniqúese  al  Tri- 
bunal sentenciador  á  los  efectos  correspondientes.    '       . 

Así  por  esta  nuestra  senteoci,a,  que  se  publicará  én  lá  Gaceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa^  lo  pronunciamos,  man- 
damos y  firmamos. =José  Fermín  de  Muro.=^MánucrLeon.=Fernaiido 
Pérez  de  Rozas.=Mariano  García  Cerabrero.=Luis  Vázquez  Mouáragon. 
=Crfspulo  García  Goméz  déla  Sernai.=:Éngeñ1o 'de Ángulo! 

Publicación.  =Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  poir  él 
I         Excmo.  ár.  D.  Fernando  Peféz  dQ  R,ozas,  Magistfarftf  (jal  tribunal  Su-' 
premb,presi(liéndoacc1deñ  Caí  menté  su  Sila  éégütid^;'^  dií'dientía'pii'í 
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blica  de  hoy,  de  que  .certifico  como  Secretario  de  ella.— Madrid  22.d 
Abril  de  i873.=LÍceaciado  Carlos  Bonet. ' 

(Gaceta  de  i^th  Junio  de  1873.) 
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MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Resolución  sobre  el  e^eddente  promovida  en  la  Direofiion  de 
Propiedades  y  Derechos  del  Estado  por  la  Compañía  con^ 
cesionaria  de  lüs  minas  de  Riótinto,  para  que  se  le  respete 
en  todos  los  derechos  y  acciones  que  adquirió,  por  subro- 
gación en  los  que  pertenecianal  JEstado. 

Visto  el  expediente  promovijáo  en  la  Dirección  de  Propiedades  y 
Derechos  del  Estado  por  D.  Daniel  Garballo,  representante  de  h  Goxn- 
pañía  concesionaria  de  las  iuinas  de  Riotinto,  para  )que  se  le  respete  en 
todos  los  derechos  y  acciones  c[ue  adquirió  por  subrogación  en  los  que 
pertenecían  al  Estado  á  virtud  de  compra-venta  que  le  fué  otorgada 
con  arreglo  á  las  leyes  dé  25  de  Junio  de  i87Ó  y  17  de  Febí-ero  de  1873: 

Resultando  que  hecha  concesión  por  la  última  ley  antes  citada  de 
una  línea  férrea  desde  las  mjnas  á  Huelva  á  favor  de  la  Compañía;  y 
haciendo  sus  Ingenieros  los  estudios  de  campo  con  autorización  del 
Ministerio  de  Fomento,  la  Dirección  de  Obras  públicas  dijo  al  Gober- 
nador de  Huelva  que  érá  improcedente  la  expropiación  de  terrenos 
qaientras  no  se  aprobasen  I09  estudios  de  aquella  via  conforme  á  la  ley 
de  3  de  Junio  d^  185^5,  que  era  en  su  sentir  la  única  aplicable  á  la  línea 
férrea  en  cuestión: 

Resultando  que  por  Real  orden  de  16  de  Junio  de  1864  dijo  el  lli- 
nisterio  de  Fomento  al  de  Hacienda  que  el  proyecto  de  ferro-carril 
desde  ías  minas  de  Riptinto  á  Huelva  estaba  próximo  á  terminarse,  y 
si  merecia  la  aprobacipn  se  pondría  en  su  conocimiento;  y  que  si  bien 
debían  suponerse  ya  concluidos  y  aprobados  los  estudios  en  1870,  no 
aparece  que  se  hayan  remitido,  como  en  la  expré-ada  Real  orden  se 
ofrecía,  habiendo  seguido  en  tanto  aquel  estado  de  cosas  que,  impo- 
niendo gravísimos  perjuicios  á  la  explotación  y  extracción  de  los  pro- 
ductos mineros,  movió  á  las  Cortes  Constituyentes  á  dictar  la  ley  de 
25  de  Junio  de  1870  para  la  enajenación  en  subasta  de  aquellos  impor- 
tantes establecimientos: 

Resultando  que  la  construcción  de  un  ferro-ca,rril  de.Riotinto  á 
Huelva.es  la  base  indispensable  para  la  más  acertada  explotación  de 
las  minas,  según  la  Memoria  facultativa;  y  que  el  cálculo  que  en  ella 
^  h^9^  49  P^  ▼Alor  96  equipara  al  de  los  ediñciós,  departametitois  y  tér- 
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renos  de  aquel  establecimiento,  que  son  los  bietles  raices  dejados  en 
compensación  de  la  linea  á  bene6cio  del  comprador,  según  la  cláusula 
ii  del  pliego  de  condiciones  económicas: 

Resultando  que  después  de  doá  subastas  sin  postor  sé  conVocó  á 
nueva  licitación  por  el  anuncio  oflcial  de  4  de  Enero  de  1873,  de  con- 
formidad con  el  artículo  8."  de  la  ley  de  26  de  Diciembre  de  !87i;  y 
que  por  Real  orden  de  16  de  Setiembre  del  misiho  ano  se  dijo  á  los  Re- 
presentantes de  España  en  Vieod,  Paris  y  San  Petersbourg  que  el  Go- 
bierno hacia  la  concesión  de  la  linea  fécrea  de  Riotinto  ¿  Huelva  con 
la  enajenación  de  las  minas  independientemente  dé  la  deHuelva  á  Sé- 
villa,  sin  que  fuese  obligatoria  su  aceptación  por  el  comprador,  no 
obstante  que  pueda  utilizar,  si  le  interesa,  los  estudios  hechos  por 
cuenta  del  Gobierno  respecto  de  dicha  linea: 

Hesultando  que  en  la  proposición  presentada  por  Williams  Edwars, 
Quentell;  Ernesto  N.  Taylor  y  Enrique  Doetsch  á  la  Dirección  general 
de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado  está  consignado  el  propósito  dé 
construir  un  ferro-carril,  con  declaración  de  utilidad  pública,  desde 
las  minas  á  Huelva,  cojño  indispensable  para  la  explotación  de  ellas; 
y  que  esta  proposición  fué  estimada  como  única  admisible,  otorgando 
al  comprador  por  la  condición  11  délas  económicas  fijadas  por  los  In- 
genieros sobre  planos,  perfiles  y  presupuesto  del  férro-carril  la  canti- 
dad de  899.602  pesetas  que  Valen  los  edificios^  terrenos  y  otros  depar- 
tamentos que  dejaban  á  beneficio  del  comprador  en  compensación  de 
parte  del  coste  del  camino: 

Resultando  qbe  sobre  dicha  proposición,  con  aprobación  del  Consejo 
de  Ministros  y  confirmación  del  Gobierno  dé  la  República,  el  Excrao.  se- 
ñóla MiOistro  de  Hacienda  otorgó  un  convenio  dé  ventia  de  dichas  mini(s 
con  los  Sres.  Taylor,  Quentell  y  Doetsch,  por  sí  y  ten  representación 
de  la  casa  Afatherson,  de  Londres,  á  reserva  de  someter  á  la  aprobación 
de  la  Asanüblea  un  proyecto  de  ley  para  su  adjudicación  definitiva,  con 
arreglo  al  artículo  o."  de  la  de  26  dé  Diciembre  de  1872,  y  sin  perjuicio 
de  proponer  á  la  misma  lo  procedente  éñ  cuanto  á  la  concesión  del 
ferro-carril  desde  las  referidas  minas  al  puerto  de  Huelva;  y  que  la 
Asamblea  aprobó  y  adjudicó  definitivamente  la  venta  de  dichas  minas 
á  los  respectivos  señores  el  17  de  Febrero  de  1873,  autorizando  al  Go- 
bierno para  la  concesión  del  ferro-carril  indicado  en  la  proposición  íi 
los  compradores,  declarándolo  de  utilidad  pública,  pero  sin  subvención 
ni  anxilio  del  Estado,  y  con  sujeción  á  la  ley  y  reglamentos  de  ferro- 
carriles: 

Considerando  que  pertenecía  al  Estado  y  se  reservó  por  eV  Ministe- 
rio de  Hacienda  el  derecho  exclusivo  de  construirnn  ferro-carril  desde 
las  rafnas  de  Riotinto  al  puerto  de  Huelva  para  la  exportación  del  mi- 
neral de  aquellas  que  eran  de  su  propiedad;  y  qiie  para  construirlo  sé 
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babia  prQce41()o,á  realirar  loa  estudios,  fojrmalar. el  prqyf^to  y  presu- 
puestos por  delegadc^  £acuHatiyo9  delMipisteriodie  Fomeoto:. 

GoDsifferando  que  el  Estado  podía  ceder*  ,ej;).8jei)ar  y  ^rasferir  por 
cualquij^r  otro  D^edio  legal  y  ¿  favor  de  teri^erp, aquel  derecho  sin  limi- 
tacioix  alguiM,  al.prppjq  tiempo  que  lo  hiciera,  con  las^  inioa^k  par^  cuya 
explotación , se  Jo  habif^  r;^er vado; 

Couslderaudo  que^q  todqs  los  contratos,  sobre  serTiqi^s  é  intereses 
públicos  en^ue^bay  pliegos  d^  condiciones íacuUativaSf.ecQn^micajs. ó 
^de.  ambas  clases  y  proposiciones  d  ellas  ajustadas^  pasap  ^atas  á  ser  ley 
del  contratOvIo  mismo  que  íos  acuerdos  y  leyes  especiales  ppr  que 
djchos  contratos  se  autorizan  y  sancionan,  y  á  que  se  hace  referencia 
ep. sus. cláusulas,  no  pudipndo  las  partea  variar  ni  allerar  ea  lo  qiás 
mínimo  su  sentido:  .     .         , 

Considerando  que  consignada  expresamente  en  la  proposición  de 
Jos  Sres.  Taylor,  Quentell  y  Doetsch  la  voluntad  ds/obtener  el  derecho 
de  hacer  el  ferro-carril  de  las  ininas  de  lliotioto  al  puerto  de  Quelva 
al  propio  tiempa  que  las  referidas  minas,  para  cuya  explotaciQU  se  re- 
quería aquel  medio  como  necesario  á  la  exportación  délos  productos; 
y  (jue  la  aceptación  y  aprobación  por  convenio,  .en  cuya  vjrtud  la 
Asamblea  ratificó  la. venta  y  adjudicaoion  de  las.n^nas.,  con  autoriza- 
ción a|  Gobierno  para  otorgar  la  concesión  del  camino,  .es  Ain  consea- 
timientp  expreso  y,  solemjie  qu^  constituye  un  .cQntrato4e  buena  fé  á 
que  no  puede  fajtar  el  Esjtado: 

Considerando  que  el  contenido  de  la  Real  orden  comunicada  i  los 
R^pr^septantes  de  £spa.ña  en  Viepa,  París  y  San  Petersbourg  decoran- 
do comprendido  en  la,  venta  de  las  minas  de  RiotinU)  el  derecho  á  cpns- 
truir  un  ferro*  carril,  q^sde  ellas  á  Huelva;  y  que  e3ta  declaración^  uni- 
,da  á  la.Qonptpens.^cion  que  de,  parte  de  sn  CQste  s^  t^a^^  á  las  co^npra.- 
dores  ppr  la  condición  M  de  las  económicas  en  la  ¿esipn  de  los  edi- 
ficios* terrenos  y  otro^  es^blecimiento^  valorados  eQ  809.^02  pesetas, 
qqnGripan  la.voluntad  de.ojjorg^r  por  el  cop^raio  W¿  .derechos  que  cor- 
^respóndiani'la  Hacienda  TQspecto  al  ferro-car.ril  de  qu|e  se  tr^ta,«a 
los.  mismos  térmioqs  y  con  el  fnismx)  caráctíer.  djB.perpetuidad  que  se  lo 
habia  reservado  y  trasfer ja  á  las, mi oas:  ,..,,. 

Qpi]sidfi;apdo  que  la  Hmita,9ÍQii  cpnquela  Asamblea  autOirizó  al 
Gqbiernpp^ra  otorgar  la  Qpnpas^on  del  ferro-carril  á  los  CQmprad,ores 
<|e  las  mloas,  expresapdo  que  lo  hiciera  con  sujeción  á  la  Ipy  y  regla^- 
mcntos  sobre. la  materia,  no  puede  entenderse  en  ,el.sentid9i  de  qne  las- 
time el  carácter  de  perpetuidad  que  por  razón  de  las  minas  le  es 
inheroate,  y  si  solo  por  lo, que  hace  i  las  condicj.poe9  materiales  que 
.por  su  declaración  de  utilidad  pública  ha  de  reunir  ej  camiPP^  y  ^P  lo 
que  no  cercene  el  derecho  á  disponer  de  él.  libremente;  i^iéudolie  por 
tapto solo  aplicable.el  decreto  de  iá  de  Noviembre  de  1868;  ,eo  .confor- 


fflidad  cén  lo  acordado  por  el  GoDsejo  de  Ministros,  el  Gobierno  de  la 
República  se  ha  servido  resolver: 

i.*  Que  la  Gompanfa  Riotinto  Company  Limited\  como  compradora 
de  ks  minas  de  Biotinto  y  subrogada  legalmehte  en  los  derechos  y  ac- 
ciones que  correspondiao'al  Estado,  adquirió  en  virtud  del  contrato  de 
compra-venta  de  dichas  micas,  y  por  las  condiciones  facultativas  y 
económicas  de  la  sabasla.  asi  como  por  los  preceptos  taxativos  de  las 
leyes  de  ií5  de  Junio  de  187Ü  y  17  de  Febrero  de  1873,  el  derecho  exclu- 
sivo de  explotar,  beneQciar  y  exportar  las  sustancias  minerales  de 
aquellos  criaderos;  con  cuyo  obfeto,  y  en  uso  de  la  autorización  que  la 
Asamblea  Nacional  confirió  al  Gobierno,  éste  le  concedió  el  éstddio  de 
un  ferro- carril  desde  las  minas  al  puerto  de  Huelva,  declarándolo  de 
utilidad  pública,  pero  sin  subvención  del  Bstado. 

2.*"  Que  la  obligación  contraída  por  la  Compañía  respecto  á  la  con- 
cesión del  camino  «e  limita  á  observar  las  prescripciones  del  decreto 
de  14  de  Noviembre  de  18^  y  disposiciones  dictadas  para  so  ejecución, 
únicas  que  le  son  aplicables  por  la  índole  de  la  concesión. 

3/  Que  esta  resolución  se  comunique  al  Sr.  Ministro  de  Fomento 
para  que  atendida  la  importancia  de  los  intereses  á  que  afecta  y  la 
legitimidad  de  los  derechos  que  en  ella  se  declaran,  cuide  de  que  no  se 
laslimen  en  lo  más  mínimo,  para  que  en  ningún  tiempo  recaiga  sobre 
el  Estado  la  re^onsabilidad  de  su  reparación. 

4/  Que  se  remitan  por  el  Ministerio  deFomentb  al  de  Haciéndalos 
estudios  que  por  iniciativa  de  éste  debieron  hacerse  para  la  continua- 
ción de  una  vía  férrea  desde  Riotinto  al  puerto  de  Huelva,  y  que  aquel 
Ministerio  manifestó  en  16  de  Julio  de  1864  hallarse  próximos  á  su 
terminación. 

Lo  que  comunico  á^  V.  I.  de  orden  del  Gobierno  de  la  República  y* 
por  acuerdo  del  Consejo  de  Ministros  para  su  conocimiento  y  efóctos 
consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  25  dé  Junio 
de  1863. 

Sr<  Director  general  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado. 
I  (Gaceta  de  17  de  Junio  de  1873.) 

I 


.»*■ 


MINISTERIO  DE  LA  GOBERNACIÓN. 

Resolución  sobre  el  expediente  instruido  solicitando  la  dé^ 
claracion  de  utilidad  pública  y  explotación  de  las  aguas 
minero-medicinales  nacidas  á  orillas  del  rio  Tea^  en  la 
provincia  de  Pontevedra. 

£1  GohiernodeJa  República,  á  quien  se  ha  dado  cuenta  del  expo" 
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dieate  instruido  anie  el  (^ot^erDadoj;  de  PMIeveáfa  per  vii^tinl  de  ib»« 
tancia  de  D.  Gumersindo  Ramón  y  Peinador  soLieitaiMlo  la  declaración 
de  utilidad  pública  y  escpjiotacion  de  las  aguas  miDero«iiB[ddicioales  na- 
cidas en  su  predio  y  á  orillas  del  rio  Tea,  sitas  en  térkni&o  de  Monda^ 
rf:s,  y  á  distancia  de  un  hectómetro  entre  sí  el  uno  y  otro  mai^aotial; 
eo  yisia  de  la  completa  formacioa  del  eij^pedienle  é  informes  favora- 
bles del  Alcalde  de. la  localidad.  Subdelegado  Hádicoi  del  partido,  Juota 
proTinpia,!  de  Sanidad,  DiputacloQ  y  Gobernador  de  la  provincia;  en 
cQqformidad  con  el  dictánaen  de  la  Junta  superior  consuUi va  del  famo; 
de  acuerdo  con  lo  propuesto  por  el  Ministerio  de  la  Gobernación,  y 
atendiendo  á  1^  necesidad,  conveniencia  y  utilidad  de  qae<las  mencio- 
n4das aguas  se  propinen  al  público, con  arreglo  alas  preacripeiones 
legales  y  científicas  que  previenen  las  disposiciones  vigentes;  conside- 
rando que  dichas,  aguas  han  producido  excelentes  resultados  y  cuta- 
clones  maravillosas  en  diferentes  enfermos  nacionales  y  extranjeros^  i 
pesfir  de  haberes  usado  únicamente  en  bebidia,  ora  en  los  manantiales 
originales,  ora  embotelladas  y  extraídas  y  exportadas,  oapdchosa  y 
libremente  por  lospacieates  que  conocían  sus  resultados  dThabian  sen- 
tido su  benéfico  influjo,. exactamente  igual  al  que  producen  las  renom- 
hradas  de  Vichy  en  F^aBcia;  en  atención  á  que  de  los  ^tudios  é  infor* 
mes  facultativos  de  reputados  Profesores  Médicos  se  deduce  los  bienes 
inapreciables  que  la  humanidad  puede  utilizar  admimsirándose  y  pro- 
pinándose las  ag;uas  de  Mondaríz  con  sujeción  ala  higiene  y  legislación 
que  rige»  tanto  en  bebida,  cuyo  uso  es  el  principalmente  indicado  y  co- 
nocido prácticamente,  cuanto  enlas  diversas  formas  y  por  los  distintos 
ogiedios  apuntados  en  la.  laminosa  Memoria  físico- médica  del  expedien- 
te; constando  en  el  mismo  que  ninguna  reclamación  se  opuso  durante 
el  téripino  legal  de  los  anupcios  oficiales,  ni  después  iiasta  la  fecha,  ha 
tenido  á  bien  resolver: 

.  i.*  Que  se  declare  la  utilidad  pública  del  uso  de  lasi aguas  existen- 
tes en  Ghau  de  Gándara  ó  Mondaríz,  como  propias  del  solí  citante,  y  la 
autorización  para  utilizar  y  servir  al  público,  en  unión  de  las  de  su 
predio,  las  que  nacen  en  el  manantiaí  ó  filtración  mis  bajaque^stá en 
la  orilla  del.  .rio  Tea,  reconocidas  científicamente  como  idénticas  las 
unas  á  las  otras,  previa  designación  por  el  Sr.  Peinador  del  Médico^ 
Director  que  las  ha  de  propin^f ,  y  la  colQcaeion  6  fL  establecimiento 
inmediato  de  los  aparatos  necesarios  para  embotellar  las  aguas  eo  de- 
bida forma  y  sin  que  se  menoscaben  sus  virtudes  tora  péu  ti  tas. 

2.**  Qvie  seje  autorice  para  edificar  las  depandenciaa  proyectadas  y 
a.ecQsarias  sucesivamente  para  dar  á  dichas  aguas  la  importancia  que 
siis  condiciones  revelan  y  las  aplicaciones  de  que  sean  susceptibles  en 
bien  de  la  humanidad,  según  las  indicaciones  científicas  que  se  apun- 
tan en  la  n^eacio&ada  Memoria  físico*  médica  presentada;  y  hechas  que 


getQ  la  casa  de  baños,  faoepederia  6  fonda  y  hospital  de  pobres,  puedan 
acadú  oUa  ciase  de  enfermos  de  los  que  hoy  concurren  á  disfrutar  los 
benéficos  Rectos  de  aquellas  con  las  debidas  comodidades  y  garantías, 
higiéiúeas  pre?enidas  por  reglamento. 

Y  3/  Que  si  necesita  expropiar  alguno  ó  algunos  terrenos  para 
completar  el  perímetro  indispensable  del  emplazamiento  de  baños,  hos* 
pedería»  hospital  de  pobres»  sendas^  comunícaeiones.  Jardín,  paseos  y 
?ia  de  conducción  ai  manantial  ó  filtración  de  junto  al  Tea,  ya  sea  para 
meiorar  la  fuente  y  teüdejon  ó  cobertizo  de  descanso  para  los  bebedo- 
res, ó  ya  haciendo  fuente  eo  las  de  su  predio,  y  dajando  las  de  abajo' 
para  embotellar  únicamente,  se  ponga  de  acuerdo  con  los  dueños  res- 
pectiYos  para  la  cesión  ó  venta  del  terreno  6  terrenos  que  necesite;  y 
caso  de  no  haber  avenencia,  gestione  por  el  Ministerio  de  Fomento  y 
conducto  del  Gobernador  y  Diputación  de  Pontevedra  la  cuestión  de 
expropiaciones  al  objeto  indicado  para  que  le  autoriza  la  ley,  todo  sin 
perjtticle  deteDcero,  y  ciñéndose  extrictamente  á  las  prescripciones  de 
las  leyes  ciyiles. 

Lo  que  de  órdeo  del  Gobierno  de  la  Bepúblioa,  cmnuoicada  por  el 
Ezcmo.  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación*  comunico  á  V.  S.  para  su  co<* 
nooimienio»  d  del  interesado  y  demás  efectos  oportunos.  Dios  guarde 
á  V,  S.  muchee  años.  Madrid  16  de  Junio  de  1875. 

El  Secretario  general  Interino. 

MaBuel  Carraseo  y  Ijabaáia. 

8r.  Gobernador  de  la  provincia  de  Pontevedra. 

(Gaceta  de  i^  de  Junio  d$iQlZ, 

TíilBUÍíAL  SUPREMO. 

•  ■ 

Sentmcia  declarando  procedente  la  via  cúntmcioaa  en  el  ex^ 
pedimte  sobre  admimn  de  las  solicitudes  de  registro  de  las 
minas  Graciosa  y  Casualidad. 

.Enla  viUa de  Madrid, á  ^ 4e  Junio  de  1873,  ep  U demandapreseí»^ 
tada  por  D.  Francisco  párela  y  García,  representado  por  el  Lieenciadp 
D.  Luis  Guirado,  contrii  la  Administración  del  Estado^  qvie.lo  es  por  el 
Ministerio  fi^oal,  sobre  ifue  se  revoquen  las  Reales  ordenes  de»  7  y  9  de 
Noviembre  de,  1872,  que  desestimaron  la  oposición  .que  aquel  hacía  ala 
admisión  de  las  solicitudes  de  registro  de  las  minas  Graciom  y.  üa- 
sualidadf  y  boy  spbre  la  procedencia  de  la  via  contenciosa: 

Besultando  que  en.  9  de  Abril  de  1879  D.  Felipe  Barren  y  D*  Kran- 
cí^^eo  íffSif^A  dcudiexon  al  Gobernador  de  Almería  mam&sjtindole  que 
en  término  de  Pechina,  terreno  montuoso  de  la  propiedad  deD.  Fcen« 


J 


— ata— 

eiseo  (¡rarcia  y  6arcia,  deseaban  adquirir  55  perteneocias  mineras  cada 
udo  coD  lo«  nombres'de  Graciosa  j  Casualidad,  de  mineral  íerrugino-  * 
.60,  que  se  hallaba  al  descubierto  en  una  pequeña  excavación  de  qb 
metro  de  profundidad,  señalando  so»  linderos  y  haciendo  la  desigaa- 
ciont  que  admitidos  los  registros,  D.  Francisco  García  y  Garcíe^  se  opu- 
so á  ellos,  pidiendo  que  codk)  dueño  de  dichos  terrenos  se  declarasen 
nulas  y  sin  ningún  valor  dichas  solicitudes,  y  se  dejasen  aquellos  á  su 
disposición  pam  beneficiarlos  con  arreglo  á  la  ley;  y  que  seguida  su 
tramiiaciob,  por  deeretos  de  9  de  Julio  de  diéhó  año  el  Gobernador, 
de  conformidad  cqn  lo  propuesto  por  la  Comisión  permanente  de  la 
Dipút^ion  provincial,  desestimó  dichas  oposiciones,  y  mandó  que  con- 
tinoasen  dichos  expedientes  por  sus  trámites: 
'  Resultando  que  hechas  saber  estas  determinaciones  á  D.Praficisco 
Oarcia,  se  alzó  de  ellas  ante  ei  Ministro  de  Fon^fito,  y  que  por  R^aíles 
órdenes  de  7  y  9  deNoviembns  de  dicho  año  confirmó  las  providetteiAs 
del  Gobernador  y  que  continuasen  su  curso  los  expedientes  Oraciúsa 
y  Casualidad:  .  / 

Resultando  que  notificadas  administrativamente  á  D.  Francisco 
García  las  disposiciones  anteriores,  el  Licenciado  ü.  Luis  Guirado  en 
su  nombre  y  representación  entabló  demanda  en  esté  Tribunal  Supre- 
mo en  24  de  Diciembre  de  1872  con  la  pretensión  de  que  se  deolaren 
nulas  y  sin  ningún  valor  ni  efecto  las  precitadas  Reales  órdenes  como 
opuesítail  jii  lo  que  se.  dispone 'en- las  leyes  de  24  de  Junio  y  29  de  Di- 
ciembre de  1868,  y  por  consiguiente  ios  registros  de  las  minas  Gra- 
ciosa y  Casualidad,  y  procedente  la  oposición  por  su  representado,  el 
que  tiene  derecho  á  explotar  esos  criaderos  de  sustancias  ferruginosas 
en  el  modo  y  forma  que  tenga  por  conyeaiente*  y  ^in  gravamen  de  ca- 
non alguno,  como  «dispone  la  ley,  concretándolos  hechos  y  fundamen- 
tos que  tuvo  por  conveniente: 

Resultando  que  oido  el  Ministerio  fiscal,  á  los  eféétos  de  la  ley  pi- 
dió 4ue  se  declarase  improciedente  la  via  codtenciosa  é  inadmiaihle  la 
demanda,  fundándose  en  que  la  Sala  tiene  declarado  en  repe^das  ^en* 
tencias  que  en  materia  de  minería  solo  procede  el  recurso  contencioso 
en  los  casos  taxativamente  determinados  en  la  ley  y  reglamento  del 
ramo:  que  también  tiene  resuelto  y  es  jurisprudencia  constante  que 
solo  cabe  dicho  recurso  contra  providencias  definitivas  dictadas  poic  lá 
Administración  activa,  y  no  siéndolo  las  de  que  se  trata  no  puede  in- 
vocarse ni  él  articulo  89  de  la  ley  de  4  de  Marzo; -ni  el  86  del  regla- 
mento de  24  de  Junio  de  1868,  porque  aquella  ha  querido  en  primer 
término  una  resolución  definitiva  de  las  que  fija  aquel  artículo,  y  solo 
en  tal  caso  autoriza  la  interposición  del  recorso,  ó  que  esté  comprendi- 
da en  cualquiera  de  aquellos  casos,  lo  cual  nó  Sucede  ett  la  presente 
demanda: 


>  Viflto^^aieHda  Ponente  eMl«gisit*ado  IK  JiiáD  CMo^Mamiek     . 

GojtfsideraoAo  qoe  erd^ereio-ley  de  29  de  0iqeqfk)»i^  de  i868  esta- 
bleciendo las  bases  generales  para  la  nueva  legislación  ,de  minas  mo- 
dificó esencialmente  la  que  regia  al  tiempo  de  su  publicación*  creando 
á  Uyot  de  los  dueños  del  terreno  en  que  se  haoen  los  registros  deper- 
teneneias  mineras  ciertos  derechos  desconocidos  en  las  leyes  anterio* 
res  sobre  la  materii^ 

€oBsfderaiido  que  al  oponerse  D.  Francisco  Gorda  y  García  á  laad* 
misión  de  los  registros  de  las  minas  Gradosa  y  CaMuiJulai^,  situadas 
en  terrenos  de  su  propiedad,  invoca  disposiciones  del  citado  decreto 
que  en  su  concepto  favorecen  su  oposición,  suscitando  una  cuestión  de 
fondo  que  en  cualquier  estado  del  expediente  bai>ia  de  ser  resuelta  de 
una  maofera  definitiva: 

Considerando  que  la  Real  orden  reclamada,  al  confirmar  'é[  acuer- 
do dei  Gobernador  civil  de  Almería  denegando  la  oposioion  de  García 
y  Garda,  entrafia'una  resolución  fiYial  que  impide  para  lo  sucesivo  toda 
reclamación  en  la  via  gubernativa;  y  que  bajo  tal  concepto  puede  las- 
timar bn  derecho  préisistente,  cuya  lesión  determina  la  procedencia 
de  la  Via  contenciosa: 

Considerando,  últimamente,  por  lo  expuesto,  que  no  son  Jtplicsabl^ 
para  el  incidente  previo  de  admisión  de  que  se  trüta  las  prescripciones 
del  artítieulo  89  de  la  ley  de  minas  reformada,  ai  el  86  del  reglamento 
para  su  ejecución  por  referirse  á  casos  distintos; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente  la  via 
contenciosa,  y  en  su  consi9<;aenda  admitimos  la  demanda  propuesta 
por  D.  Francisco  García  y  ^aréfa:  se  h¿  por  parte  al  Licebciado  Don 
Luís  Guifado  en  repreitentaeion  de  aquel  con  el  domicilio  que  señala; 
y  pdbgasele  de  manifiesto  el  expediente  gubernativo  por  término  de 
M'dias  para  losf  efectos  que  procedan. 

kii  por  está  nuestra  sentencia;  que  se  publicará  en  la  OñceUktíñ^. 
cial  y  se  insertará  en  la  Colección  Legislativa,  sacándose  al  eñ»clo  laís 
coplas  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.t=)uan 
González  Acevédo.=rGregorio  Juez  Sarknienttf.^Joséliaría  Herreros  de 
Tejada.=Igoacio  yieite8.=Juan  Cano  Manuel.:^José  Jiménez  Masca- 
rós.:==:Trinidad  Sicilia. 

Publicadon.=Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por' el 
Excmo.  Sr.  D.  Juan  Gano  Manuel,  Magistrado  de  la  Sala  cuarta  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  publícala  misma  en  el  diade 
hoy,  de  que  certifico  como  Secretario'  Relator  en  Madrid  ^  2  de  Junio 
de  1873.=Llcenclado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

(Gaceta  de  28  de  Julio  de  1873), 
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Sentencia  revóeandola  de  la  Audiéneia  de  ÁíbM^ycémfir^ 
mando  el  decreto  del  Gobernador  de  Murcia  qptie  declaró  la 
caducidad  de  la  mina  Scipioñ. 

Eo  la  viUfl.de  Madrid,  á  $jde. Jimio  d«  1873,  efi  el  pleito  c^Atao!^ 
oio»GiftdBiioiptiwtiYo  que  A&te  Nos  pende  bq  grado  de  apefacioa,  íd* 
terpuesto  por  D.  Antonio  Gampoy  y  Galiana,  repFe9eflta4o  ;poc  el  Lir 
cefieiadb  D,  Cristóbal  Campoy  y  Navarro^  y  la  Adminisiraeioa  general 
ddSstado^.y  en  6^>Iloml>^e  el  Ministerio  fiseaU  apelantes,  con  J).  An* 
tooio  Jpsd  Romere,  apelado,  sobre  que  se  reroque  la  sentencia.dietada 
por  la  Sala  de  lo  civil  deda  Audiencia  de  Albacete  en  11  de  Enero  de 
l872qiM  de^r<).£9b9Í9t9nte  y  firme  la  ceacesioadeiji  mina  Scipion; 

Resultando  que  D.  José  Vázquez  Castro  en  23 ¡de  Marzo  de  18^6 
acudió  al  QQberofidor  de  Murcia  exponiendo  que  en  terreno  realengo 
del. lugar  de  Al gar«  paraje  que  llaman  Cabezo  de  Don  Jpan,  tóraioe  dje 
Cartagena*  deseiaba  adfvinf  una  pertenencia  minera  coa.e}  título Kle 
La  CartViad»  de  >mieeral  plomizo,  que  se  hallaba  al  descuidarte  m  ah 
gunaa  bboresjantígUAt  comprendidas  en  upa  eo^^sion  anterior  esíst 
tentes  en  el  mismo  terreno  con  el  ti  lulo  de  Scipian^  perteneciente^ 
D.  Aatopio  Roi9ei;o,  y  que  halándose  en  evidentet  circuastanciae  de 
caducidad  por  ialta  de- pueble,  según  lo  dispuesto  en  el  caso  4."  del  ac* 
tícttlo  85  de  la  ley  de  minería  y  los  correspoodieatee  del  reglaitteiito 
que  se  declarase  su  caducidad  y  se  le  ezpidi^Be  el  correspoudiente  título 
de  propiedad: 

Resultando  que  instruido  el  oportuno  expediente  y  preseatado  el 
plano,  D.  Antonio  Remero  en  5  de  Abril  siguiente  ae  opuso!  al  antera 
regiatco<deouQeie.«  fundedo  en;  que  el  terreno  del  Cabezo  djs  RoQJuap 
es  sumamente  extenso:  que  la  mina  Scipian  nunca  habia, estado  alujar 
donada  ni  lo  estaba  en  la  actualidad,  y  que  por  aquella. razoa. se  d^dtt" 
eia.que  al  denunciarla  podria  haberse  confundido  con  otras  de  las 
muehas  que  existkQ  en  el  mismo: 

Resultando  que  Vázquez  Castro  insistió  en  que  se  declarase  cadu- 
cada 'dicha,  mina  y  se  siguiese  el  expediente  de  la  Cqridad^  advirtii^qT 
do  no  obstante,  que  después  de  su  registro  se  habia^epapezado  ánotMr 
movimiento  de  labores  en  la  pertenencia  Sdpion  para  que  .si^^  resulta- 
dos no  le  aplicasen  ^  trabajo  ó  labor  que  antes  del  registro  debió,  ha- 
berse h^gbo:  .  ; 

Resultando  que  psf6a,do  el  expediente  al  Ingeniero  Jefe,,infprm6  jdp 
9  ^e  Octubre  jdel  fpismo  ,año:  que  recouocidas  las  labofes  jde  la  nún|i 
Sdpion,  denunciada  con  el  aombre  de  La  .Caride^fl.t  aparecían  ser  una' 
trancada  de  dimensioi^es  irregulares  comunicadas  con  otras  yarias  de 
bastante  extensión,  suficientes  por  lo  tanto  á  cubrir  con  exceso  el  pue- 
ble de  dicha  mina:  que  uaaa  pudier^a  «ecoaocerse,  pero  la  mayor  par- 


• 

te  íMimpotM»  p^  iuillirte  alineadas  >€M  4iMaM<38f  ntf  pertitHfV  el 
paso,  dreamtatícift  neta  á  propésfM  para  informar  acet«a  4e  ellas: 
qoe  se  disUngaia  i  prinera  vista  qneiodas  estas  Morée^fnermí  djeco^' 
tadas  oon  anterioridad  á  la  eoñcesioii  de  la  mina  Sdpiún,  Dotándose 
hoy  como  Ihbéres  frescas  y  de  rebosca  beche  desde  la  época  del  de>* 
Duocio,  algunos  disparos  de  barreno  en  aquellos  punios  donde  el  cria- 
dero se  había  distinguido  por  su  riqueta,  por  el  cual  opinnba  que  la 
mina  Se^vJotí  habia  incurrido  en  circuosiaucias  de  abandonóte 

ResuHaodo  que  el  Gobernador,  creyendo  contradictorio  el  pf inci« 
pió  y  final  del  anterior  informe,  acordó  se  practicase  nuett»  rlaeondci- 
raiento  con  citación  competente,  describiéndose  tedas  lae  labores,  y* 
que  eon  vista  del  libro  de  risitas  se  <l)jese  explfeit»  7  terminantemente 
si  dicha  mina  SeipUm  habia  incurrido  en  verdadero  abandono^  6  por  el 
cooCrario  se  habiu  sostenido  el  pueble  con  arreglo  á>la  ley: 

Resultando  que  practicada  nuefo  reconocimiento^porel  mismo  fn<* 
goniero  en  9  de  Febvero  de  1867,  despuee  de  indficar  que  no  creía  ^fMr 
hubiese  oontradirxion,  manifestó  que  la»  labores  de  la  mimu  Sofión' 
eran  en  su  mayor  parte  aotigOas  y  de  una  eitension  que  aun  p6r  estar 
algunas  atoradas  no  se  podía  aseguras  que  foesen  euficienlies  para  ree¿ 
pender  al  pueble  que  con  urregto  á.la  ley  le  corretipondia,  aunque  pa« 
recia  probable  que  asi  fuese:  que  la  circunstancia  de  eer  hecbae  cetas 
labores  en  época  remota  se  pedia  decir  que  la  repetida  mina  por  lo 
menos  estaba  sin  poblar  hacia  dos  é  tres  años:  que  á  pesar  debáber 
asistido  á  este  acto  un  representante  del  interesado  nada  habia  podido 
enseñarle  más  que  un  pozo  de  deis  metros  de  profundidad:- que  el  par- 
tidario empieza  para  hacer  que  cumple  el  compromiso  de  un  contrato) 
y  que  en  su  vista  el  Gobernador  por  decreto^  á^S  áe  Marco  de  fdt? 
declaró  la  caducidad  de  la  mina  5iüi;»<an,  fvndándose'en  que  las  labo- 
res de  la  mina  no  correspondían  á  su  pueble,  y  que  por  lo  tanto  se  ha- 
llaba comprendida  en  el  caso  4.*  del  articulé^  66  de  la  ley  demiUerfa 
▼igeiite:  - 

•Resultando  que  notificados  los  interesados  en  lí  del  nílsme  y  i.*  de 
Junto,  se  presentó  por  D.  José  Vázquez  Castre  testimonio  de  une»  di* 
ligencias  practicadas  ante  el  Juez  de  Cartagena  hedías  con  citación 
Fiscal  y  aprobadas  por'aqnel,  de  las  cuales- aparece  que  cuatro  testiígos 
declararon  sustancialmente  que  la  mina  Scipion  no  había  sido  traba- 
jada nunca  con  labores  formales  ni  con  cuatro  operarios  durante  183 
días,  cada  ano  hasta  después  de  Marzo  de  4866:  que  la  mayor  parte  de 
las  labores  que  tiene  y  pueden  llamarse  formales  se  empezaron  en  i667 
y  las  calicatas  superficiales  que  hicieron  los  rebuscadores  en  varias 
ocasiones  que  habían  intentado  explotar  la  referida  mina;  y  que  todo» 
estos  trabajos  reuBidos  no  daban  ni  con  mucho  un  resultado' equira* 
lente  á  lO'  q«e  eonatltuye  el  pueUe' legal  de  an>a  mido: 


B69iillaQdo  que  D[.  Aotonio  José  Romero  entabU  deiaitiida^inte  el 
Consejo  proyiQ(Hal«  solteitaiulo  que  se  dejase  iin  efecto  el  decreto  áñ 
8  de  Marzo  citado,  qMyáodose  entre  otras  cosas  eo  que  para  que  una 
mina  iocarra  ea  pepa  de  caducidad  por  abandono,  de  sus  labores*  iss 
preciso  que  éstas  se  encueutreo.  suspensas  por  más  de  189  dias  en  el. 
trascurso  4e  un  año;  y  que  por  varias  disposiciones  del  Consejo  de  Es- 
tado» mientras  no  resulte  plenamente  y  sin  género  de  dada  aprobado  el 
abandono  de  una  pertenencia  minera,  no  se  declare  la  caducidad,  res* 
petándose  en  los  casos  dudosos  los  derechos  del  concesionario: 

Hesultawlo  que  emplazada  la  Administracioo^pidió  que  se  la  absol- 
viese de  la  precitada  demanda  declarándose  subsistente  el  decreto  de 
cadueidad  referido, de  la  mina  Scipian,  fundándose  en  que  era  doctri-^ 
na  legal  que  U>Ao  coneesionario  que  no  tiene  poblada  uoa  mina  186 
dias  al  año  por  lo  menos  con  el  número  de  operarios  marcados  por  la  ley, 
hacía  implícito  .abandono  de  los  derechos  adquiridos  y  estimulaba  á  la 
Administración  á  que.  los  declarase  caducados;  y  que  era  doctrina  ad« 
miaibleqoe  el  concesionario  como  Romero  que  faltaba  al  cumplimiento* 
de  las  condiciones  aceptadas  en  la.concesion^  como  aparecía  probado, 
incurría  en  la  pérdida  total  de  aquella  con  objeto  de  que  rerertida  al 
Estado  pudiera  éste  concederla  en  favor  del  primero  que  la  solicitase: 

Resultando  que  en  los  escritos,  de  réplica  y  duplica  insistieron  las 
partes  en  sus  respectivas  pretensiones  bajo  iguales  fundamentos: 

.Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  y  practicada  la  que  á 
cada  interesado  convino,  se  mostró  parte  D.  Antonio  Gampoy  y  Galia« 
na  como  cesionario  del  Registrador  D.  José  Vázquez  Castro,  en  Tirtud 
de  escriiura  que  éste  le  otorgó  eo  i2  de  Abril  de  i867,  y  fué  tenido ' 
por  tal  en  el*  estado  que  se  encontraban  los  autos: 

Resultando  qa^  instruidos  todos  los  interesados  de  las  referidas 
pruebas  y  celebrada  vista  pública  en  ii  de  Enero  de  1873,  se  dictó 
sentencia  por  cinco  Magistrados  de  dicha  Sala,  por  la  cual,  fijándolos 
heclios  y  fundamentos  de  derecho  que  creyeron  convenientes,  dejaron* 
sin  efecto  el  decreto  de  8  de  Marzo  de  1867  por  el  que  el  Gobernador 
de  la  proTíucia  de  Murcia  declaró  la  caducidad  de  la  mina  Seipion  y 
declarando  subsistente  la  concesión  de  dicha  mina: 

Resultando  qu3  remitidos  los  autos  á  este  Supremo  Tribunal  con 
citación  y  emplazamieoto  de  las  partes  por  apelación  que  contra  dicha 
sentencia  interpusieron  D.  Antonio  Campoy  y  Galiana  y  la  Administra^- 
cion;  el  primero,  representado  por  el  Licenciado  D.  Cristóbal  Campoy. 
y  Navairro,  presentó  la  demanda  de  agravios  con  la  solicitud  de  que  la 
Sala  se  sirva  revocar  la  sentencia  definitiva  pronunciada  por  la  de  la 
Audiencia  de  Albacete  y  confirmar  el  decreto  del  Gobernador  de  Mur- 
cia por  el  cual  declaró  la  caducidad  de  la  mina  Seipion^  fundándose 
principalmente  en.  los  informes  dellngeniero  queTCConocíó  esta  mina, 


sieodo  ésta  lai  prueba  más  aléadíMe  y  coDolayeoteipat^a  eétivetl^erse 
déla  folta  de  pueble  legal;  y^por  cooeeoueaeia'el  estado  de  caddisídad' 
en  que  se  bailaba;  que  la  Sala  sentenciadtdra  debierií  haberlo  apreciado 
80  80  Terdadevo  valor  j  darla  la  fuerea  que  la  ley  la  eoocede  en  estas 
materias:  que  las  decisioDes  del  Consejo  de  Estado  invocadas  en  la  sen- 
tencia eran  enteramente  impertinentes  y  extrañas  é  la  coeistioo:  y  qué 
hubiera  sido  más  conveniente  haber  tenido  presente  la  publicada  eñ 
^de  Junio  de  1872  deduciendo  la  caducidad  de  la  mina  Antoñitapat 
falta  de  labores  como  en  nuestro  caso  sucedía,  y  otra^  muchas  que  esta ' 
Sala  tendría  ala  vista  sin  que  hubiese  necesidad  de  invocarlas:*  *' 

Resultando  que  el  Ministetio  fiscal  se  adbirid  al 'recurso  de  apela- 
ción propuesto  por  Campoy^  aceptando  los  fundameútos  detesté,  y  con-' 
oluyendo  con  que  la  resolución  administrativa  era  justa  y  le¿al  y  que 
bastaba  para  declarar  «la  caducidad  de  ta  mina  Scipion  por  el  abandona 
en  que  la  tenia. el  propietario  ke  informes  del  logeniér'o  de  la  provin-'' 
cía  Qomo  autoridad  en  la  materia  >de  esta  clase  de  a^ahtos  por  ser  pu- 
ramente téeoicos  según  la  ley: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Lope  Gisbert  se  mostré  parte  en 
representación  de  los  liquidadores  D.  Antonio  José  Romero,  y  en*  9  de 
Octubre  último  ma<ii|eátó  que  los  interesados  habían  celerado  un 
acuerdo  que  hacia  indtil  la  proseoocion  del  pleito,  y  que'én  uso  de  Us 
facultades  que  se  le  conferian  en  el  poder  especieil  que  presentaba  de- 
sistia de,  su  oposición:  que  el  Ministerio  fiseal  se  opuso  á  la  anterior 
pretensión  fundado  en  que.  dicho  poder  na  era  bastante  para  conside- 
rar al  Licenciado  Gúsbert  representante  de  la  comisión  liquidadora: 
qoe  el  Licenciado  D.  Cristóbal  Campoy  y  Navarro  en  la  representación 
iodicada  aeompaáó  la  copla  de  la  escritura  dé  transacción  y  convenio 
otorgada  enire  D.  José  Antonio  Pedredó  y  consortes  y  D.  AntonioCam- 
poy  y  Galiana,  pidieodo  ea  su  virtud  qu^  se  declarase  bastante  el  po- 
der eiy)ec¡al  presenlaila  por  Gisbett  para  desistir  del  pleito:  que  oido 
de  nuevo  el  Fiscal,  insistió  en  su  anterior  diotámen,  porquería  comi- 
sión liquidadora  tenia  colectivamente  facultades  omnímodas  para  ges- 
tionar, que  no  siendo  solas  las  que  la  formaban  las  tres  personas  que 
otorgaron  el  poder,  como  las  que  hicieron  la  escritura  de  transacción, 
el  acuerdo  qpe  habían  tomado  no  se  podía  considerar  legítimo  por  la- 
falta  de  concurrencia  de  lalsdeoiás:  que  mediante  á  que  dicha  comisión 
fué  citada  en  forma  j>ara  ante  este  Supremo  Tribunal  y  no  tenia  el  pro- 
pósito de  presentarse  sino  por  el  contrario  de  apartarse  del  pleito, 
procedía  su  continuación  hasta  fallar  en  definitiva  la  apelación  inter- 
puesta; y  que  la  Sala  lo  estimó  así  mandando  que  siguiesen  las  actua- 
ciones entendiéndose  las  diligencias  sucesivas  con  los  estrados  del 
Tribunal: 

Visto*  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Jiménez  Mascaros: 

T.  V.  .  : 


lQoBai4^atul9  fiueBegUD  el  iartfeiild  65^  námero  4  é9  la  l«y  ée  6  da 
J)ilk>  de  i859,  se  eotieode  que  una  mina  ha  dido  atofidooada  é  inear* 
ré  Íf^.Qonc«9ion  «o:  peoa  de  caducidad  cuanda  no  ha  temido  las  iaburet 
fgpiQalea  y  le  faltó  el  /pae¿)le  que  la  «misma  ley  detennina: 

Consídefaoido  que  la  mina  denotminada  Scipion  de  la  propiedad  ém 
D.  AnAouio  Romef o  oo  ha  teDido  desde  su  coticesioa  labores  formales, 
se^uQ  los  inforipes  del  Ingeoi^sro  Jefe  de  la  proviocia,  ni  ha  sido  pe* 
blada  CQO  el  núiqero  de  trabajadores  j  dias  de  lal)or  al  año  que  la  ley 
prescribe;  y  ésto  mismo  rieaulta  probado  por  ia  sumioisirada  en  ii(mi» 
bre  de  li. /Lotonio  Gampoyy  Galiaot: 

CoDsiderap.^o  que  lo  dispuesta  su  el  párrafo  tercero  del  artículo  19 
d.el  decreto-ley  sobre  bases  generales  para  la  nue?a  legislación  de  Mi- 
a^s  de  29  de  Diciembre  4e  1868  oo  puede  tomarse  en  cuenta  para  la 
r^solucion  de  este  ex|^ediente,  porque  el  interesado  D.  Antonio  Harne- 
ro no  optó  por  ia  nueva  ley  como  se  pfdviene  en  el  articulo  30  de  la 
misma  ni  podia  hacerlo  puesto  que  al  tiempo  de  su  puUicacioa  el  ex- 
pediente de  denuncio  para  la  declaración  de  caducidad  estaba  ya  eo 
tramitación; 

Fallamos  qfie  debemos  re:vocar  y  revocaimes  la  sentencia  de  la 
Audiencia  de  Albacete  de  li  de  Bnero  de  4872  que  ha  9Ído  apelada,  y 
en  su  consecuencia  conflro^iamos  el  decreto;  del  «GoberoadoT  de  Múrela 
de  9  de  Marzo  de  1887  que  declaró  la  caducidad  de  ia  misa  Scipion. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  £ffC0/a  oficial 
y  se  insertará  en  la  Colección  Legislativa,  sacéíüáosB  al  efócto  las  co-t 
pias  necesarias,  y  dcTolviéndose  los  autos  á  la 'Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Albacete  por  condupto  del  Presidente  déla  misma  éon  la 
certiücacioB  prevenida,  lo  pronunciamos,  iK^andames  y  flrmamos^ts 
Juan  González  Acevedo.=;José  Maria  Herreros  de  Tejada, sluan  Jimé- 
nez Guenca.;=sIgQacio  Vieites.=Juan  Cano  ]ttanueL=José  Jiménez  Más- 
carós.=El  Magistrado  D.  Trinidad  Sicilia  votó  en  Sala  y  do  pudo  fir- 
mar: Juan  González  Acevedo.  * 

Publicación. =:Leida  y.  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  José  Jiménez  Mascaros ,  Magistrado  de  la  Sala  cuarta  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  día  de 
hpy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  é  5  de  Junio 
de  1873.=Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

(Gttoéta  cíe  28  de  Mto  de  187S.) 


OOBTBS  CONSTITUYBNTBS. 

Dmdo  regUtí  sobre  el  trabado  en  las  fábricas^  talleres^  fundi- 
ciones y  minas. 

Las  Corles  GonsiituyenUs,  en  uso  d»  su  aoberanii,  decretan  y  san- 
cioDan  la  siguiente  ley: 

A.rticjalo  i."*  U»  oifios  y  las  niñas  menores  de  10  años  no  ^eráa  ad- 
mitidos al  trabajo  en  ninguna  fábrica,  taller,  fundicioa  ó  mina. 

Art.  i.*  No  excederá  de  cinco  horas  cada  dia,  en  cualquier  eBtjicion 
del  fino,  el  trabajo  de  los  niios  menores  de  13,  ni  el  de  las  niñas  me- 
nores de  14. 

Art.  ZJ"  Tampoco  excederá  de  ocho  horas  el  trabajo  de  los  jófeoes 
de  13  á  1$  añof,  ni  el  de  las  jóvenes  de  14  á  17.   • 

Art.  4.*  No  trabajarán  de  noche  los  jóvenes  menores  de  15  años, 
ni  las  jóvenes  menores  de  17  en  los  establecimientos  en  que  se  em- 
pleen motores  hidráulicos  é  de  vapor.  Para  los  efectos  de  está  ley,  la 
noche  empieza  á  contarse  desde  las  ocho  y  media. 

Art.  5.*  Los  establecimientos  de  que  habla  el  articulo  1.*  situados 
k  más  de  cuatro  kilómetros  de  logar  poblado^  y  en  los  cuales  fe  hallen 
trabajando  permanentemente  más  de  80  obreros  y  obreras  mayores  de 
17  años,  tendrán  obligación  de  sostener  un  establecimiento  deinstruc- 
úoü  primaria,  cuyos  gastos  serán  indemnizados  por  el  Estado.  En  él 
pueden  ingresar  los  trabajadores  adultos  y  sus  hijos  menores  de  9  años. 
Es  obligatoria  la  asistencia  á  esta  Escuela  durante  tres  horas  por  lo 
menos  para  todos  los  niños  comprendidos  entre  los  nueve  y  trece  años 
y  para  todas  las  niñas  de  nueve  á  catorce. 

Art.  O.""  También  están  obligados  estos  establecimientos  á  tener  un 
botiquín  y  á  celebrar  contratos  d€i  asistencia  con  un  Médico-cirujano, 
cujrp  ponto  de  residencia  no  exceda  de  10  kilóipetros,  para  atender  á 
los  accidentes  desgraciados  que  por  efecto  del  trabajo  puedan  ocurrir. 

Art.  7."  La  falta  de  cumplimiento  á  cualquiera  de  las  disposicio- 
nes anteriores,  será  castigada  con  una  multa  dé  125  á  1.250  pesetas. 

Art.  8.*  Jurados  mixtos  de  obreros^  fabricantes.  Maestros  de  Escuela 
y  Mé^icosi  bajo  la  presidencia  del  Juez  municipal,  cuidarán  de  la  ob- 
servancia de  esta  i^y  y  de  su  reglamento,  en  la  forma  que  en  él  se  de- 
termine, sin  perjuicio  de  la  inspección  que  á  las  Autoridades  y  Minis- 
terio fis^cal  copipete  en  nombre  del  Estado, 

Art.  9.*  Pfoinulgadfi  esta  ley,  no  se  construirá  ninguno  de  los  es- 
tablecimientos de  que  habla  el  articulo  1.'  sin  que  los  plaoios  se  hayan 
yféTiao^ente.  soipetido  al  examen  de  un  Jurado  misto,  y  hayan  ol^t*- 


DÍdo  la  aprobaciimde  ^sie«  respecto  solo  á  Ud'ptrécaüciones  indispen- 
sables de  higiene  y  seguridad  de  los  obreros. 

Art.  40.    En  todos  los  establecimientos  mencionados  en  el  articu- 
lo I."  se  fijará  la  presente  ley  y  los  reglamentos  que  de  ella  se  deriven. 
»  Art.  il:  '  Éí  Miniátro  de  Fometalo  queda  encargado  de  Ik  ejecución 
de  la  presente  ley.  .    ,.  > 

Articulo  transitorio.    ínterin  se  establecen  los  Jurados  mixtos,  cor- 
-respo.nde  á  los  Jueces  municipttleis  la  inmediata  inspecciotí  de  los  es- 
tablecimientos industriales,  objeto  de  esta  ley.  '  ' 
<    Lo  tendrá  entendido  el  Poder  Ejecutivo  para  su  impresión,  publica- 
ción y  cainplimriento. 

'  plació  de  las  Cortes  24  de  Julio  de  i873.=sRáfael  Gervera,  Vice- 
presidente.^Eduardo  Cagigal,  Diputado'  Secretario. s=Luis  F.  Benitez 
de  Lugo,  diputado  Secrelario.=R.  Bartolomé  y  Santamaría,  Diputado 
Secretario.  • 

(Gacela  de  28  de  Julio  de  1873.; 


presioencIa  del  poder  ejecutivo  de  la  república. 


DECRETO. 

Resolución  sobre  el  expediente  de  competencia  en  el  interdic- 
to de  recobrar  contra  el  dueño  de  la  mina  Mercedes. 

En  el  expediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Gober* 
nador  de  la  provincia  de  Gerona  y  el  Juez  de  primera  instancia  de 
Puigcerdá,  délos  cuales  resulta: 

Que  ante  el  referido  Juez  se  presentó  por  D.  Antonio  La  Guarda^ 
D.  Pedro  Suret  un  interdicto  de  recobrar  contra  D.  José  Maneja,  vecino 
de  Rivas  y  dueño  de  la  mina  denominada  Mercedes^  término  de  Sana- 
bastre,  porque  desde  el  otoño  de  1871,  con  la  apertura  de  un  agujero  ó 
pozo  de  ventilación,  y  el  agrietamiento  y  hundimiento  producido  en  la 
superficie  con  los  trabajos  subterráneos  de  la  mina,fle  im pedia  la  labor 
dé  los  campos  llamados  del  Pou  de  Morelia  y  de'Seixa  Llarga,  término 
de  Sanabastre,  pe^'tehecientes  en  posesión  y  propiedad  ^  los  referidos 
La  Guarda  y  Suret: 

Que  admitido  el  interdicto*  se  sustanció  sin  audiedcia  de  partes: 

Que  á  nombre  de  la  razón  social  Maneja  y  compaifüa,  como  conce- 
sionaria y  propietaria  de' la  mina  Mercedes^  se  presentó  instancia  al 
Gobernador  de  la  provincia  manifestando  que  desde  1058  Viene  la  em- 
pjtesa  luchai^do  bonlos  entorpecimientos  que  Ia  Guarda  y  su  causante 
presentan  ál  laboreo  deia  mina:  qué  el  inte'rdicte'proDoíovido  en  el  dia 
é^a  reproducción  de'othy  suscitado  en  1863.  terminéído  por  el'ttésílstf^ 


miento  de  los  Tribaoales  de  la  jurisdicción  ordinaria;  gr  qae  como  n 
acogía  «1  Juez  la  demanda  resoltaria  la  completa  paraliaaiúon  de  los 
trabajos  déla  mina,  no  podía  menos  de  pedir  al  Oobemador  qtte  requi« 
riese  de  iohibicioü  al  Juez:  ' 

Que  con  presencia  de  lo  alegado^  y  eo  vista  de  «o  expediente  ins- 
truido con  el  fin  de  valorar  los  daños  sufridos  por  La  Guarda  y  de  otro 
expediente  que  estaba  en  trámite  para  la  expropiación  solicitada  por 
la  empresa  de  parte  de  |a«uperfície  de  la  pertenencia  minera,  despa- 
chó el  Gobernador  requerimiento  de  inhibición  al  Juez,  citando  lo  dis- 
puesto en  los  aHfciilos  56  y  94  de  la  ley  de  minas  de  6  de  Julio  de  1859; 
artfculo'66  del  reglamento  de  5  de  Oclubre  de  1859^,  Real  orden  de  8 
de  Mayo  de  1839,  y  especial  píen  tQ  una  consulta  de  la  Dirección  general 
de  Agricultura.  Industria  y  "Comercio  qué  en  2  de  Julio  de  1864decla< 
ró  las  facultades  que  corresponden  á  la  Administración  y  á  los  Tribu- 
nales  eo  los  casos  de  indeoinizaeiog  de*  daños  ó  expropificioo  de  loa 
terreóos  con  ocasión  de  la  industria  minera: 

Que  sustanciado  el  incidente  de  competencia,  el  Juez  sostuvo  su 
jurisdicción  fundándose  principalmente  en  qué  la  competencia  prece< 
dio  á  los  actos  motivo  del  interdicto,  sin  que  precediera  la  expropia- 
cion  del  terreno  ó  la  indemnización  previa  de  los  daños  qiie  pudieran 
ocasionar  con  sus  trabajos: 

Que  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  el  parecer  de  la  Diputación  proi 
vinciaU  infeistíó  en  su  requerimiento,  y  resultó  el  presente  conflicto: 

Visto  el  articulo  27  del  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  1868, 
^oe  dispone  que  los  mineros  se  concertarán  libremente  co.n  los  dueños 
de  la  superficie  acerca  de  la  extensión  que  necesiten  ocupar  para  alma* 
cenes,  talleres,  lavaderos,  o&cinas  de  beneficio,  depósitos  de  escom** 
bros  ó  escorias,  instalación  c^e  máquinas,  bocaminas,  etc.;  y  que  si  no 
pudiesen  aveliirse,  ya  en  cuanto  á  la  extensión,  ya  en  cuanto  al  precio, 
el  dueño  de  la  mina  solicitará  del  Gobernador  la  aplicación  de  la  ley 
sobre  utilidad  pública,  precedteodo  siempre  al  acto  de  expropiar  la  cor* 
respondiente  indemnización: 

Visto  el  articulo  26  del  mismo  decreto-ley,  según  el  cual  los  dueños 
de  las  minas  indemnizarán  por  convenios  privados  ó  por  tasación  de 
peritos  los  daños  y  perjuicios  que  ocasionasen  á  otras  minas  ó  á  inte- 
reses ajenos  dentro  ó  fuera  de  las  minas: 

Considerando:' 

i.*  Que  á  los  Tribunales  de  la  jurisdicción  ordinaria  corresponde 
la  declaración  y  valoración  de  los  daños  que  en  la  propiedad  de  un 
particular  se  ocasionen  con  el  laboreo  de  las  minas; 

Y  2.^ .  Que  los  hechos  á  que  ap  refiere  la  demanda  eo  el  interdicto 
aparecen  pradicados  sin  la  autorización  debida,  y  sin  haber  precedido 
la  expropiación  del  terreno  déla  superficie,  según  está  prescrito  en  e) 


«rtioulo  37  dei  dBcrelk^  l«y  áoieb  mtacM,  y  per  táiáto^es^  indudable  i« 
eompeiencitt  de  ios  Tribunales  of  dhiatios  pftra  dooocer  ea  e!  amiftto; 

ElOobieroo  de  la  ItepúMIoa,  ooofonMíáAidose  coii<  lo  eoDsmltaKio»  po# 
él  Consejo  de  Estado  en  pleno,  ha  tenido  á  bifeo  déoidip  esta  cem^eleii- 
eia  á  ñivor  de  la  AatoPid«^d  judicial,  y  lo>aeordado. 

Madrid  ie  dé  JtfUo  de  i^SiJ^. 

Bl  PresidBOte  del  Podw  IJeputifo. 

Mtcolás 


(Gac^ot  de  H  d^  Julio  de  1875;, 


*J     '■  I  w       ■<      i 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Resolución  sobre  el  expediente  instruido  en  soUdtud  de  fue 
se  amplíe  la  habilitación  del  Fielato  de  San  Juan  del  Puer^ 
tOf  en  to  promnííia  de  Hueha,  para  el  desembarque  del 
hierro  en  lingotes. 

limo.  Sr.:  Visto  el  expediente  instruido  en  esa  Dirección  general  á 
cofisecueneia  de  lo  solicitado  por  D.  Guillermo  Sundhein,  representan- 
te del  la  Sociedad  minera  de  Riotinto,  para  que  se  amplíe  la. habilita- 
cfotí  del' Fielato  de  San  luán  del  Puerto,  en  la  provincia  de  Buelva, 
para  el  desembarque  del  hierro  oo  lingotes  que  necesita  la  Sociedad 
para  la  cementación  de  los  cobres  que  explota  de  dichas  ninas,  des- 
pués de  adeudar  los  correípoqdientes  derechos  eu  la  Aduana  de  Hnelva: 
Visto  cuanto  resulta  de  los  informes  emitidos  por  las  Corporaciooea 
provinciales  favorables  á  lo  que  se  solicita: 

Considerando  que  ningún  inconveniente  hay  en  conceder  esa  faci- 
lidad á  la  industria  minera,  toda  vez  que  teniendo  qué  despacharse  los 
lingotes  de  hierro  en  la  Aduana  principal  de  Huelva,  no  pueden  per- 
judicarse los  intereses  del  Tesoro,  por  cuanto  en  ella  quedan  asegura- 
dos los  derechos  de  Arancel: 

'  Y  considerando  que  San  Juan  del  Puerto  se  halla  habilitado  para 
otros  artículos  bajo  la  inspección  dd  Resguardo,  y  lo  que  se  selicita  §e 
reduce  á  un  tránsito  por  cabotaje  desde  Huelva  al  mencionado  ponto; 
El  Gobierno  de  la  República  ha  resuelto,  de  cónforqaidad  cotí  lo 
propuesto  por  V.  1.,  (Tüe  s.e  amplíe  la  habilitación  que  disfrota  la  Adua- 
na  de  San  Juan  del  Puerto,  provincia  de  Huelva,  para  el  éesetíkbarque 
del  hierro  en  lingotes,  adeudado  que  sea  en  la  Aduana  prinaipal  y  eon 
docümetilacíea  de  la  misma,  baje  la  vigilancia  del  cuerpo  de  Cara- 


Lo  digo  i  y.  I.  ffift^  ipf^X^  popqigflilfQlps.  'PiÓ8  guarde  á  V.  í. 

muchos  años.  Madrid  19  de  Julio  ÚB 1873. 

Carvajal. 
Sf .  bkeotor  gineral  de  ádutnas. 

{GuceiádBÍ.^  de  Agesto  dé  iVífi). 

RjB^olwum  sobre  el  expedienten  instrfkido  en  solicitud  d^  que 
se  habilite  el  puerto  fie  Poveña^  en  la  provincia  de  Vizcaya, 
para  el  embarque  de  mineral  de  hierre* 

lltnq.  Sr.:  Visto  cuanto  resulta  del  expediente  instruido  en  esa  Di- 
rección* general  á  consecuencia  de  una  inátanciade  D.  loaquin  Andrés 
(Hivan,  como  representante  de  la  Sociedad  minera  denominada  San- 
tander^ Mining,  Company  Liniited,  en  solicitud  de  que  se  habilite  el 
puerto  de  Poveña,  en  la  provincia  de  Vizcaya,  para  e!  embarque  del 
mineral  de  hierro  que  la  Gompafifa  reúne  en  aquel  punto  de  varios 
criaderos  de  las  provincias  de  Santander  y  Vizcaya: 

Vistos  los  Informes  emitidos  por  las  Adt^inístracioné^  de  AduQu^A 
y  econémica,  G'omaodanoia  de  Carabineros  y  Junta  de  Comercio  déla 
úTtima  de  dichas  provincias: 

Y  considerando  que  Ib  que  se  solícita  es  un  fielato^  y  que  para  su 
establecimiento  el  representante  dé  fa  Compañía  y  á  nombre  de  ella  se 
compromete  formalmente  á  satisfacer  todos  los  gastos  que  se  originen 
7  eT sueldo  de  un  empleado  pericial,  con  arréalo  á  la  primera  adver- 
tencia del  flúál  del  Apéndice  púmero  1.*  de  las  Ordenanzas; 

El  Gobierno  úé  la  itepúblíta,  dé  conformidad  con  lo  propuesto  por 
V.  i.,  ha  resuelto: 

1."  Que  se  establezca  un  delato  en  el  puerto  de  Poveña,  provincia 
de  tizcaya,  para  el  embarqué  de  mineral  de  hierro^  cuyos  gastos  d^ 
instalación,  ^terial  y  sueldo  de  un  empleado  pericial  del  ramo  que 
se  nombre  al  efecto,  serán  de  cuenta  de  la  Sociedad  que  representa 
hoy  0.  Joa(]uin  Andreas  Olivan. 

2."  Que  el  empleado  que  se  nombre  será  con  el  carácter  de  delega- 
do  de  lá  Aduana  de  Bilbao  y  sueldo  de  1.500  pesetas  anuales. 

T  3.*  Que  la  refetida  dotat^ion  que  se  designa  para  dicho  emplea- 
do será  depositada  por  la  Compañía  en  la  Caía  de  la  Administración 
econójuida  de  la  provincia  por  trimestres  adelantados,  sin  cuya  cir- 
cunstancia no  se  montará  este  servido. 

Lo  digo  á  V.  I.  para  los  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I. 

mucht)^  añ^s.  Madrid  7  dé  Agosto  de  1873. 

Carvajaíl. 
&.  Direittor  geiDeral  d«  AdiiaBa». 

(Gaceáa  de  i2  de  Agosto  Ueid9S): 


MINISTERIO  DE  FOMENTO, 


Resolución  conñrmando  la  providencia  del  Gobernador  de 
Vizcaya  declarando  fenecido  el  expediente'registro  de  la 
mina  Californias. 

Viho  él  expediente  dé  la  mina  de  hierro  déDominada  tas  Califor- 
filas,  sita  en  término  de  SopQéi:ta,  provincia  de  Vizcaya:  '    . 

Resultando  qae  en  17  d«  Novlebabre  de  4ft7i  Q.  Manuel  Maríade 
Palacios  presentó  instancia  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Vizcaja 
pidiendo  la  adquisicion.de  100  pertenencias  para  la  m^na  de  hierro  Xa« 
Californias,  q\xe  situó  en.término  de  Sopuerta^  en  la  provincia  de  Vis- 
caya,  haciendo  la  designación  correspondiente: 

Resultando  que  admitida  dicha  solicitud  sin  perjuicio  y  salvo  m^'or 
derecho,  se  publicaron  edictos,  en  cuyo  estado  no  se  pr^entó  oposi- 
ción alguna: 

Resultando  qu^  el.  Gobernador  de  Vizcaya  pasó  en  25  de  Abril  de 
1872  el  expediente  Las  Californias  para  su  demarcación  al  Ingeniero 
Jefe  de  la  provincia,  cuya  operación  se  llevó  á  cabo  en  21  de  Noviem- 
bre del  mismo  año,  no  colocando  más  que  64  pertenencias  por  impe- 
dirlo la  demarcación  de  la  mina  Amalia  Juliana: 

Resultando  que  en  12  de  Mayo  del  corriente  año  D.  Juan  José  de 
Aqueche  presentó  una  solicitud  al  Gobernador  civil  de  la  provincia 
pidiendo  la  adquisición  de  02  pertenencias  para  la  mina  Legalidad 
sobre  el  mismo  terreno  demarcado  paraXa^  Californias^  pretendiendo 
que  este  expediente  debe  cancelarse  por  no  haber  reclamado  elregis^ 
trador  dentro  del  término  de  los  60  dias  siguientes  al  plazo  de>  cuatro 
meses  prevenido  en  el  articulo  15  de  las  bases,  según  se  ordena  en  la 
d^isposición  16  de  las  generales  del  reglamento  para  la  ejecución  de  la, 
ley -reformada  de  24  de  Junio  de  1868: 

Resultando  que  en  el  mismo  dia  fué  admitido  por  el  Gobernador,  y 
«salvo  mejor  derecho,  el  registro  UQmbr&áo  Legalidad: 
s  '  Resullaudo  que  el  Gobernador  declaró  en  17  de  Mayo  de  1873  fene- 
cido el  expediente  Las  Californias,  apoyándose  en  lo  disp{iesto  ep  el 
artículo  15  de  las  bases  y  la  disposición  16  del  reglamento: 

Vistos  los  artículos  15  de  las  bases,  el  párrafo  tercero  del  75  del  re- 
glamento y  la  disposición  16  del  mismo: 

Considerando  que  según  el  articulo  15  del  decreto-ley  de  29  de  .Di- 
ciembre de  1868,  el  Gobernador,  instruido  el  expediente  oportuno  se- 
gún en  el  re^flamenlo  se  determina,  y  demostrada  la  existencia  de  ter- 
reno franco,  deberá  precisamente  en  todos  los  casos,  previa  la' publi- 
cidad necesaria  para  oir  las  reclamaciones  que  pudieran  intentarse, 
disponer  que  se  demarque  la  concesión  y  otorgar  ésta  en  un  plazo  que 


— Í25  — 

no  exceda  de  cuatro  mese^^  i  eoiKar  desdie  la  féeha  de  presentacioQ  del 
escrito: 

Considerando  que  está  vigente  la  disposición  i^  de  las  generales 
del  reglamento  para  la  ejecacion  de  la  ley  reformada  de  24  de  Junio  de 
18S8  y  en  completa  armonía  con  el  espirita  de  las  baáes: 

Considerando  que  según  la  disposición  16  del  reglamento^  e^  foi- 
nerfa  no  se  adquieren  derechos  si  se  prescinde  de  la  eitricta  obser- 
vancia y  puntual  cumplimiento  de  la  ley  y  reglamento;  los  plazos  son 
fatales  é  improrogables,  y  las  faltas  de  la  Administración  no  irrogarán 
perjuicio  á  los  interesados  siempre  que  reclanüen  en  el  término  de  60 
dias,  contados  desde  que  el  plazo  espira  para  ellos,  entendiéndose,  si 
omitiese  esta  reclamación,  que  desisten  de  sus  pretensiones  y  abando- 
nan la  prosecución  del  expediente: 

Considerando  que  dicha  declaración  procede  se  haga  de  oficio  ó  á 
mstancia  de  cualquiera  interesado,  pudi^endo  solamente  el  Gobierno 
dispensar  estos  defectos  cuando  no  se  irrogue  perjuicio  á  tercero: 

Considerando  que  desde  que  se  presentó  la  solicitud  de  registro  Las 
Californias  hasta  el  12  de  Mayo  de  1873,  ó  sea  la  fecha  de  presenta- 
ción de  la  del  registro  Legalidad,  han  trascurrido  Cerca  de  l6  meses 
sin  que  en  ese  intervalo  haya  habido  ninguna  reclamación  por  parte 
del  registrador  de  la  mina  Las  Californias  en  la  forma  prevenida  ni  en 
el  plazo  marcado  en  lá  disposición  46 del  reglamento:- 

Considerando  que  no  puede  suponerse  la  existencia  de  fuerza  ma- 
yor cuando  solo  exigia  la  décimasexta  disposición  al  registrador  de 
Las  Californias  la  presentación  de  una  simple  protesta  en  las  oficinas 
del  Gobierno  civil: 

Visto  el  informe  de  la  Junta  superior  facultativa  de  minería  y  el  de. 
la  comisión  del  Consejo  de  Estado  en  vacaciones,  y  de  acuerdo  con  el 
parecer  de  la  segunda  de  dichas  corporaciones,  , 

El  Gobierno  de  la  República  se  ha  servido  confirmar  lá  providencia 
del  Gobernador  de  17  de  Mayo  último  declarando  fenecido  el  expe- 
diente-registro de  la  mina  Las  Californias,  y  que  siga' su  curso  el  re- 
gistro Legalidad, 

De  orden  del  Gobierno  de  la  República  lo  participo  á  V.  1.  para  ^ 
conocimiento  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  1.  machos  años.  Ma- 
drid 4  de  Agosto  de  1873. 

ttonzalei. 

Sr.  Director  general  de  Obras  públicas,  Agricultura,  Industria  y^ 
Comercio. 

(Gaceta  de  29  de  Agosto  de  1873). 


SeGCíOR  ADlIliriSTlATlVA.— T.  Y  18 
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TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  efí  el  expediente  instruido  sobre  cumplimiefUo 
de  un  contrato  de  carbón  de  piedra. 

A.  < 

Ed  la  villa  de  Madrid,  á  6  de  Junio  de  1873,  eo  los  autos  seguidos 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Pedro  de  la  ciu- 
dad de  Barcelona  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  del  mismo  ter- 
ritorio por  D.  Ju£\n  Bautista  Mourié  con  la  Sociedad  El  Veterano  sobre 
pago  de  cantidades;  autos  qne  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso 
de  casación  interpuesto  por  el  demandante  contra  la  sentencia  que  ea 
W  de  Diciembre  de  1871  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  Qn  15  de  Junio  de  1853  firmaron  D.  José  Dulcet  jr 
D.  Juan  Bautista  Mourié  un  convenio  entre  la  Sociedad  El  Veterano  y 
Alourié«  estableciendo  entre  otros  pactos:  primero,  que  dicha  Sociedad 
se  comprometía  á  entregar  á  D.  Juan  Bautista  Mourié  al  pié  de  cada 
boca-mina  de  donde  se  extrajere  el  carbón  de  piedra  todo  el  número 
de  quintales  de  las  clases  que  él  pidiere  arreglada  á  la  eitraccioo 
combustible  que  dicha  Sociedad  pudiere  verificar  sin  gravamen  de  sus 
propios  intereses  j  mientras  que  las  minas  pudieran  suministrar  el  re- 
ferido mineral:  quinto,  como  el  nombrado  Mourié  se  proponía  destinar 
upa  parte,  ó  todo  el  carbón  que  pidiese  á  la  Sociedad,  para  la  confec- 
ción del  coke,  construiría  de  su  cuenta  en  las  inmediaciones  del  moli- 
no llamado  Pinte  y  en  el  terreno  que  para  dicho  objeto  habia  adquirido 
el  mismo  Mourié  todo§  los  aparatos  necesarios  para  la  enunciada  fa. 
bricacion:  sexto,  siempre  que  pudiese  convenir  á  la  Sociedad  El  Vete- 
rano  el  adquirir  todos  los  útiles,  aparatos  y  establecimientos  que 
Mourié  trataba  de  construir  para  la  elaboración  del  coke,  podria  veri- 
ficarlo satisfaciendo  su  importe  al  interesado  según  el  valor  que  tu^ 
viesen,  á  juicio  de  peritos,  uno  por  parte  y  tercero  en  discordia  elegi- 
do por  estos  últimos:  décimo,  en  el  caso  de  incumplimiento  de  cual- 
quiera  de  los  capítulos  anteriores  por  parte  de  uno  ú  otro  de  los  con- 
tratantes, venia  obligado  el  que  incurriese  en  esa  falta  á  satisfacer  a| 
otro  por  vía  de  indemnización  la  cantidad  de  3.000  duros,  quedando 
rescindido  el  contrato;  undécimo,  el  presente  convenio,  aprobado  por 
la  Junta  de  gobierno,,  comisión  de  examen  de  proposiciones  y  varios  de 
ios  accionistas  que  tenían  mayor  interés  en  la  Compañía,  seria  presen- 
tado á  la  junta  general  para  su  ratificación: 

Resultando  que  en  17  de  Junio  de  1870  D.  Juan  Bautista  Mourié  de- 
dujo demanda  paca  que  se  condenase  á  la  Sociedad  minera  El  Velera" 
no  al  pago  de  la  cantidad  de  3.000  duros,  con  los  intereses  desde  pri- 
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meros  de  1855  y  cosUs;  y  alegó  qoe  D.  José  Dolcet.  Director  de  la  es- 
presada  Sociedad,  en  representación  de  la  misma  y  'previa  aprobación 
por  la  Junta  de  gobierno  facultada  por  los  estatutos  que  la  regian  en- 
tonces, por  la  comisión  de  examen  de  proposiciones  y  de  los  accionis- 
tas que  tenían  mayor  interés  en  la  Compañía,  otorgó  el  calculado  con- 
Tenio:  que  inmediatamente  después  de  realizado,  y  en  cumplimiento 
de  lo  pactado,  habia  Moarié  procedido  á  la  construcción  del  estableci- 
miento para  la  fabricación  del  coke  con  capital  de  su  consorte  Doña 
Ana  Guirart^  invirtiendo  cantidades  de  consideración  que  habia  teni- 
do que  reembolsar  á  la  misma:  que  El  Veterano  edapezó  á  cumplir  el 
contrato  entregando  al  actor  todo  el  carbón  de  p%dra  que  podia,  en 
conformidad  siempre  á  las  condiciones  del  con?enÍo,  sin  interrupción 
basta  fines  de  1854  en  que  cesó  repentinamente  de^  entregar  carbón  sin 
mediar  ninguna  de  las  circunstancias  señaladas  en  el  pacto  primero: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  la  Sociedad  El  VeleranOf  se 
opuso  á  la  demanda  pidiendo  se  le  absolviera  de  ella;  para  lo  que  ex- 
cepcionó  falta  de  acción,  y  en  su  caso  compensación,  y  acompañó  cer- 
tificación del  Secretario  de  la  Sociedad  referente  á  la  desaprobación  por 
la  junta  general  de  accionistas  del  convenio  mencionado:  qne  D.  José 
Dulcet  no  firmó  la  escritura  de  convenio  en  calidad  de  Director  de  la 
Sociedad  demandada:  que  la  Junta  de  gobierno  no  estaba  facultada 
para  obligar  á  la  Sociedad  con  arreglo  á  los  estatutos  vigentes  al  otor- 
garse el  convenio,  el  cual,  á  tenor  del  pacto  14,  debió  presentarse  ala 
Sociedad  para  su  ratificación;  y  que  al  presentárselo,  no  solo  no  rati- 
ficó, sino  que  fué  desestimado  en  junta  general  de  accionistas  de  24  de 
Junio  de  4854:  que  en  conformidad  á  los  estatutos,  era  peculiar  in- 
cumbencia de  dicha  junta  general  otorgar  á  la  de  gobierno,  entre  otras 
cosas,  para  la  adquisición,  empresa  ú  obra  nueva,  cuyo  importe  exce- 
diese de  4.000  duros«  como  excedía  la  de  que  se  trata  en  el  convenio; 
y  que  no  habiendo  el  demandante  adquirido  poeo  ni  mucho  terreno  en 
las  inmediaciones  del  molino  llamado  Pinte,  del  término  de  Surroca, 
como  se  consignó  en  el  capítulo  5/  del  convenio,  y  deiandq  de  construir 
en  terreno  suyo  todos  los  aparatos  necesarios  para  la  elaboración  del 
coke,  infringía  á  la  vez  lo  pactado,  incurriendo  de  consiguiente  en 
igual  responsabilidad^  y  serian  ambos  créditos  compensables: 

Resultando  que  seguido  el  pleito  por  sus  trámites,  practicándose  las 
pruebas  que  las  partes  propusieron,  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia 
por  sentencia  de  20  de  Diciembre  de  4871,  confirmatoria  de  la  del  Juez 
de  primera  instancia,  absolvió  á  la  Sociedad  El  'Veterano  de  la  de- 
manda en  la  forma  propuesta  por  D.  Juan  Bautista  Mpurié: 

Y  resultando  que  D.  Juan  Bautista  Mourié  interpuso  recurso  de  ca- 
sación porque  en  su  concepto  se  han  infringido: 
i.*   lía  ley  1 ',  tft.  1.%  libro  iO  de  la  NúYísima  Recopilación,  que 
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determioa  que  apareciendo  dé  cualquiera  manera  que  uno  ha  querido 
obligarse,  quede  f^ligado;  porque  la  sentencia,  después  de  admitir  la 
contratación  de  Mourié  con  Dulcet,  como  Gerente  y  Administrador  de  la 
Sociedad  El  Veterano^  venia  á  dar  la  rason  ó  ésta,  considerándola  des- 
ligada del  compromiso  y  obligación  por  falta  de  autorización  en  su  re- 
.presentante,  siendo  asi  que  para  que  esto  tuviera  lugar  es  de  todo  pua« 
to  imposible  (asi  el  original)  que  El  Veterano  no  .hubiese  probado  que 
por  sus  estatutos  el  Director  ó  Gerente  no  estaba  facultado  para  la  con- 
tratación que  ha  sido  materia  del  juicio; 

Y  2.*  La  ley  2.%  ,tít.  13.  y  la  114.  tít.  18,  Partida  3.%  asi  como  la 
doctrina  legal  sancionada  por  este  Tribunal  Supremo,  entre  otras,  eo 
sentencia  de  1/  de  Diciembre  de  1866,  y  el  número  5.°  del  art.  280  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  disposiciones  todas  referentes  á  la  nuli- 
dad de  la  sentencia  qtie  prescinde  del  resultado  de  una  confesión  judi- 
cial y  de  la  prueba  documental  que  justificase  la  fuerza  que  ha  la  co^ 
noscencia  que  face  la  parte  enjuicio,  y  que  viene  á  tener  un  carácter 
público  con  arreglo  al  articulo  citado  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil; 
porque  )a  Sala  sentenciadora  al  absolver  de  la  demanda  á  El  Veterano^ 
que  no  solo  aparece  obligada,  como  queda  demostrado  en  el  punto  aa- 
terio,  sino  que  viene  á  confesar  esa  obligación  por  medio  de  su  anti- 
guo Director  y  Gerente,  desconoce  las  pruebas  suministradas: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrieta: 

Considerando  que  es  inoportuna  é  ineficaz  como  fundamento  de  ca- 
sación la  cita  de  la  ley  1.',  tit.  1.*,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilacioa 
cuando  no  se  desconoce  la  existencia  de  una  obligación,  y  solo  se  dis- 
cute acerca  de  su  extensión,  inteligencia  y  cumplimiento: 

Considerando  que  la  Sociedad  minera  El  Veterano;  demandada  en 
este  litigio,  no  ha  negado  la  existencia  del  convenio  firmado  en  15  de 
Junio  de  ^853  por  Ó.  José  Dulcet  y  Mourié,  sino  que  ha  sostenido  y  de- 
mostrado documentalmente  que  fué  desaprobado  por  la  junta  genera  ^ 
de  accionistas  de  24  de  Junio  de  1854,  y  que  por  consecuencia  no  lle- 
gó á  perfeccionarse  ni  adquirió  su  necesario  complemento  con  arreglo 
á  la  condición  11  del  mismo,  según, lo  consigna  la  Sala  sentenciadora, 
la  cual  declara  además,  á  virtud  de  las  pruebas  suministradas  por  las 
partes,  qoe  la  demandante  no  ha  justificado  como  debia  que  el  indica- 
do convenio  fuese  aprobado  por  la  Junta  de  gobierno  y  comisión  de 
examen  de  proposiciones  y  varios  de  los  accionistas  que  tuviesen  ma- 
yor interés  en  dic^a  Compañía: 

Considerando  que  la  conoscencia  ó  confesión  judicial  á  que  se  refie- 
re  la  ley  2.',  tít.  13  de  la  Partida  3/  y  jurisprudencia  á  su  tenor  esta- 
blecida por  este  Tribunal  Supremo,  ha  de  ser  presUda  como  una  de  las 
partes  litigantes  y  en  su  propio  perjuicio,  no  puliendo  inor  tanto  cali- 
ficarse de  tal  la  declaración  dada  á  instancia  de  Mourié  por  ,Q.  Jopé 


Dulcet,  qae  no  ha  litigado  en  estos  autos  y  que  lejos  de  tomar  sobre  sf 
la  responsaifíilidad  del  mencionado  convenio  pretende  imponérsela  á  la 
Sociedad  referida: 

Gonaklerando,  en  su  virtud,  que  la  Sala  no  ha  incurrido  en  ningu* 
ua  de  las  dos  infracciones  alegadas  por  el  recurrente; 

Fall%mo8  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  jil  tc* 
curso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Bautista  Mourié,  á  quien 
condenamos  en  las  costas  y  á  pagar  por  razón  de  depósito  la  cantidad 
de  i. 400  pesetas  cuando  mejore  de  fortuna;  y  líbrese  la  correspondien- 
te certificación  á  la  Audiencia  de  Barcelona,  con  devolución  de  los  do- 
cumentos que  remitió. 

Í0Í  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  6acetoéín« 
sertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  nece« 
sariasiLlo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.=José  María  Gáceres, 
=Laureano  de  A r riela.  =: José  Ferminde  Muro.s=Benito  de  Posada  Her- 
rera.=Aamon  Diaz  Vela.  =Beoito  de  Ulloay  Rey.s: Victoriano  Gareaga. 

Publicacion.=Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Laureano  de  Árrieta,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  dia  de 
hoy«  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  6  de  Junio  de  i873.=Rogelio  González  Montes. 

(Gaceta  de  96  de  Agosto  de  iülZ), 


Sentencia  declarando  subsistente  la  Real  orden  de  li  de  Oc^ 
tubre  de  iS7l  que  declaró  sin  curso  y  fenecido  el  expedien- 
te de  registro-denuncio  titulado  iDagotable. 

En  la  villa  de  Madrid,  á98  de  Mayo  de  1873;  eo  los  autos  conten* 
cioso-admJDÍstrativos  que  ante  Nos  penden  en  primera  y  única  instan- 
<;ia,  seguidos  por  D.  Miguel  Soler  Gomez^,  representado  por  el  Liceo- 
ciado  D.^Lope  Gisbert  y  Teruel,  contra  la  Administración  general  de 
£stado,  que  lo  está  por  el  Ministerio  fiscal,  coadyuvada  por  el  Liceo 
ciado,  D.  Fid/^l  García  Lomas  en  nombre  de  D.  Juan  de  la  Cruz  Na- 
varro y  consortes,  sobre  revocación  de  la  Real  orden  de  14  de  Octubre 
d%^&71, 4a0  declaró  sin  curso  y  fenecido  el  expediente  de  registro- 
deifja^cio  (titulado  Inagotable: 

Resultando  que  en  19  de  Mayo  de  1869  D.  José  García  Benito,  veci- 
no de  Almería,  presentó  solicitud  al  Gobernador  de  la  provincia  para 
adquirir  con  arreglo  al  decreto  de  29  de  Diciembre  anterior  seis  perte- 
nencias de  mineral  plomizo  en  término  de  la  villa  de  Cuevas  y  parige 
d9l  U^P  46  Ia»  Herrerías,  bajo  la  designación  que  hizo  y  el  de^itq 
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prevenido:  y  qae  admitida  dicha  solicitud,  dándole  la  publicidad  mar-^ 
cada  por  la  ley,  como  pretendiese  que  los  dueños  de  los  tei¥«nos  pres- 
tasen su  asentimiento  para  plantear  los  trabajos,  se  negaron  á  ello  por 
los  graves  perjuicios  que  decian  se  irrogaban  á  los  mismos,  basla  ha- 
cerlos improductibles  por  las  razones  que  alegaron,  con  lo  que,  oída 
la  Diputación  provincial  y  verificada  tin  acta  de  reconocimien té  levan- 
tando el  oportuno  plano,  se  practicó  otro  reconocimiento  por  el  cuer- 
po de  Ingenieros: 

Resultando  que  el  D.  José  García  Benito  cedió  sus  derechos  á  &vor 
de  D.  José  Joaquín  Navarro  por  escritura  pública,  y  en  representación 
del  mismo  reclamó  en  44  de  Agosto  de  i870  contra  la  apatía  y  moro- 
sidad de  la  Administración  por  no  haberle  expedido  el  título  de  propie- 
dad dentro  de  los  cuatro  meses  señalados  en  el  decreto  de  89  de  Di- 
ciembre de  4868,  pidiendo  además  que  se  declarase  el  registro  de  uti- 
lidad pública  para  los  efectos  de  la  expropiación  forzosa  por  no  haber 
sido  posible  venir  á  un  acuerdo  con  los  dueños  de  las  propiedades: 

Resultando  que  en  9  de  Agosto  del  mismo  año  de  4870  Doo  Miguel 
Soler  Gómez  solicitó  asimismo  el  registro-denuncio  de  seis  pertenen- 
cias con  el  nombre  de  la  Inagotable  en  el  punto  antes  referido  y  con 
arreglo  á  las  bases  generales  para  la  nueva  legislación  de  minas  de  29 
de  Diciembre  de  4668,  porque  el  registro  de  la  Petronila  adolecía  de 
los  vicios  que  manifestó,  presentando  la  licencia  de  los  dueños  del 
terreno: 

Resqltando  que  hechas  las  publicaciones  correspondientes  de  esta 
solicitud,  se  opuso  á  ella  el  dueño  de  la  Petronila  pidiendo  sQ'llevase  á 
cabo  la  demarcación  de  la  misma,  quedando  sin  curso  y  fenecido  el  ex- 
pediente de  aquella,  cuyo  dueño  pretendió  por  el  contrario  que  se  des- 
estimase tal  petición: 

Resultando  que  remitidos  ambos  expedientes  al  Ingeniero  Jefe,  por 
acuerdo  de  la  Diputación  provincial  practicó  el  deslinde  de  localiza - 
cion  del  registro  Petronila,  concluyendo  en  su  informe  con  manifes- 
tar que  no  podia  caber  duda  del  terreno  que  pretendía  ni  tampoco  de 
su  punto  de  partida,  y  que  á  su  virtud  informó  igualmente  dicha  Dipu- 
tación que  podia  declararse  sin  curso  y  fenecido  el  expediente  de  re* 
gistro-denuncío  La  Inagotable,  quedando  en  su  fuerza  y  vigor  el  dé  lá 
Petronila,  para  el  que  procedía  la  aplicación  de  la  ley  sobre  utilidad 
pública,  previa  la  correspondiente  indemnización  al  dueño^-del  tei^e^ 
no,  con  lo  que  se  conformó  en  un  todo  el  Gobernador  ordedfibdolo  A^ 
por  su  decreto  de  4%  de  Mayo  de  4874: 

Resultando  que  de  éste  apeló  0.  Miguel  Soler  Gómez  para  ante  el  * 
Ministro  de  Fomento,  á  quien  elevó  una  exposición  razonada  y  una 
justificación  de  testigos  practicada  ante  el  Alcalde  de  la  villa  de  Goe* 
yaa  para  acrediUnr  que  la  situación  del  punto  de  partida  de  la  mina 
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Péiroñila  en  que  fundaba  su  oposición,  pidiendo  se  roTOcasela  profi- 
denda  apelada  anulando  dicho  re(pstropor  los  ▼iciossastanciales  deque 
adolecia  su  designación,  declarando  subsistente  el  nombrado  ¡nagota" 
ble;  en  cuyo  estado,  y  oida  la  Junta  consultiva  de  minería,  se  dictó  Real 
orden  en  14  de  Octubre  de  ltt71  confirmando  el  decreto  del  Gobernador 
de  42 de  Mayo  anterior;  y  á  su  virtud  se  procedió  ala  demarcación  de 
la  mina  Petronila^  protestando  de  ello  D.  Miguel  Soler  Gómez: 

Resallando  qne  el  mismo  presentó  demanda  contencioso-admiois- 
trativa  en  e&te  Tribunal  Supremo  en  6  de  Diciembre  posterior,  repre- 
sentado por  el  Licenciado  D.  Lope  Gisbert,  pidiendo  la  revocación  de 
dicha  Real  orden,  y  que  se  declare  nula  y  de  ningún  valor  á  causa  de 
los  vicios  que  encierra  el  registro  Petranilan  y  válido  y  subsistente  e|' 
Inagotable,  fundado  en  lo  dispuesto  en  el  art.  30  del  Reglamento  de  U 
de  Junio  de  4868  dictado  para  la  ejecución  de  la  ley  de  minas  de  4  de 
Marzo  del  mismo  ano,  cuyo  contenido  copia  literalmente: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  gubernativo,  co* 
mo  el  Ministerio  fiscal  se  opusiera  á  la  admisión  de  la  demanda,  se  ce- 
lebró vista  con  tal  objeto,  y  fué  admitida  por  la  Sala  por  sentencia  de 
44  de  Mayo  de  4872: 

Resultando  qne  habiendo  sustituido  el  poder  el  Licenciado  Gisbert 
en  el  de  igual  clase  D.  Pedro  González  Marrón,  á  quien  se  tuvo  por. 
parte,  como  no  ampliase  la  demanda  en  el  término  señalado  para  ello 
se  le  declaró  decaído  del  derecho  de  hacerlo;  y  habiendo  pedido  repo- 
sición de  la  providencia  en  que  asi  se  mandó,  sustanciado  este  inci- 
dente con  audiencia  fiscal  se  declai^ó  no  haber  logar  á  ella  por  provi- 
dencia de  20  de  Setiembre: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó  la  demanda 
solicitando  se  absolviese  de  ella  á  la  Administración  general  del  Esta- 
do, apoyado  en  lo  que  dispone  el  art.  30  del  reglamento  vigente  de  mi. 
neria,  y  en  no  aparecer  en  la  designación  de  la  Petronila  los  defectos 
denunciados  por  el  demandante,  según  el  recooocimiento  practicado 
por  el  Ingeniero,  asi  como  en  que  la  ley  de  minería  no  le  excede  de- 
recho alguno  mientras  no  haya  sido  estimado  el  denuncio: 

Resollando  que  habiéndose  presentado  en  los  autos  el  Licenciado 
D.  Fidel  García  Lomas,  en  nombre  de  D.  Juan  de  la  Cruz  Navarro  y 
otros,  como  coadyuvantes  de  la  Admiulstracion,  se  le  tuvo  por  pajrte, 
y  contestó  á  su  vez  la  demanda  con  la  pretensión  de  que  se  absolviera 
ala  Administración  y  confirmase  la  orden  reclamada,  exponiendo  para 
ello  el  resultado  del  expediente  gubernativo  y  la  prescripción  terminante 
del  art.  20  de  la  (ey ,  que  concede  la  preferencia  al  que  primero  registre, 
asi  como  que,  lejos  de  hallarse  el  registro  Petronila  en  lo  dispuesto  en 
el  art.  30  del  reglamento,  habia  llenado  los  requisitos  que  exigían  el  29 
y  30  del  mismo: 


Resultaodo  que  tnandados  pasar  los  autos  coa  aptintamiento  al  Se- 
óor  Magistrado  PoDente,  el  Licenciado  Gisbert  revocóla  sustitacion 
que  teqia  hecha  en  D.  Pedro  González  Marrón;  y  teoidole  nuevamente 
por  parte«  pidió  se  le  concediese  replicar,  lo  cual  le  fué  denegado,  so- 
licitando después  se  recibiese  el  pleito  á  prueba;  mas  habiéndose 
opuesto  el  Fiscal  y  la  parte  coadyuvante  á  su  práctica,  se  declaró  por 
la  Sala  no  haber  lugar  á  su  admisión,  sin  perjuicio  de  usar  en  su  caso 
y  lugar  de  la  facultad  que  le  concede  para  mejor  proveer  el  art.  iS^ 
del  reglamento  de  4846: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Cano  Manuel: 

Considerando  que,  según  dispone  el  art.  20  de  la  ley  de  minas  vi« 
gente,  la  prioridad  en  el  registro  de  una  pertenencia  minera  confiere 
derecho  preferente  á  la  concesión  y  á  la  propiedad: 

Considerando  que,  según  lo  que  resulta  de  los  expedientes  de  las 
minas  Petronila  é  Inagotable,  ésta  fué  registrada  después  de  15  meses 
que  lo  había  sido  la  primera,  y  más  de  un  mes  después  de  hallarse 
oflcialmenie  reconocido  «I  terreno,  localizado  su  registro  y  confirmada 
su  designación  en  el  acta  y  con  el  plano  correspondiente: 

Considerando  que  para  declarar  nulo  un  registro  se  necesita,  al  te- 
nor de  lo  dispuesto  en  el  art.  30  del  reglamento  para  la  ejecución  de 
la  ley,  que  ni  los  puntos  de  referencia  ni  los  linderos  correspondan  á 
los  mencionados  en  la  designación,  ni  haya  exactitud  en  el  punto  de 
partida  ó  disten  de  éste  un  espacio  duplo  del  fijado  en  la  solicitud: 

Considerando  que  no  se  halla  en  este  caso  el  registro  de  la  mina 
Petronila,  porque  tenia  algunos  linderos  fijos  y  conocidos  y  su  panto  de 
partida  determinado  claramente  con  relación  á  oiro  indubitíído  y  per- 
manente,  según  la  expresión  literal  de  los  arts.  29  y  30  del  reglamento 
y  del  modelo  núm.  2: 

Considerando  que  asi  resulta  justificado  en  el  acta  del  primer  reeo- 
nacimiento  pericial  practicado  por  el  Ingeniero  D.  Francisco  García 
Aran,  en  presencia  de  dos  testigos  y  dos  peritos  agrónomos»  donde  apa- 
rece también  quiénes  son  los  dueños  del  terreno  comprendido  en  la  de- 
signación y  por  el  plano  suscrito  por  el  mismo  Ingeniero;  como  asi- 
mismo por  el  informe  del  de  igual  clase  D.  Joaquin  Boguerin  con  pre- 
sencia del  expediente  Inagotable,  que  consigna  que  no  cabe  duda  del 
terreno  que  pretende  la  Petronila,  ni  tampoco  de  su  punto  de  partida; 
contra  cuyas  pruebas  periciales  no  puede  prevalecer  por  no  ser  bastante 
la  testifical  que  suministró  Soler  en  el  expediente: 

Considerando  que,  aun  dado  que  el  registro  de  la  Petronila  adole- 
ciese de  alguna  inexactitud  en  su  primer  escrito  de  registro  por  omi- 
sión ó  ignorancia,  estos  defectos  son  accidentales  y  subsanables  en 
cualquier  tiempo,  según  la  disposición  de  los  arts.  25  y  52  de  la  ley, 
48  y  49  del  reglamento,  puesto  que  no  alteran  las, condiciones  esencia- 


|ft)j.erar<i^.^s^9,4^.iaj4pgK»fi^^  propu^?!,^  pftf  BriMiguel  Soler  Gomw 
cqft|ra,.lj^  11^ .^4^,46,  i4o4^ie/5í^íe  (}s,J87*»íaca^}  destaramos  aubr 

-  .A4^íl^0^  ?W'?il,i?%JfiWfí«i.We  s^.R«h|if:»tA  e^ria  Cacito  ofi- 
cial Y,.%e  }^9fiT^alé^^^.Jg^^C%¡wc¡{Qn Ifigisi^^^  íi^pfqctQ.  1^» 
C9RW«  l!W?fta5Í**io^#M^Wpsei?l  ewi^dWPtieB^b^rpatívo^l Jli^iis- 
♦«fÍ*A^f.^WOÍ^i?ftft^tf>JW*^í?f  C6r^PW»ftP>f.l<^propi^no^VlOí,  man- 
*^m  .Jl.%9.fW<ís.i=ií(j^               49^?^ftT^Gj|fgoriOi4|ieí  Sarmien- 

h  L  PsWf<5«^9<h^í'^í^>yi(  PnWcadíi^íw^.ía  apterí^^r  sei^^^cia  por  el 
^(^|io,,$£qD,J|naÍQ.i;iíPO,ltena<^JÍag^lff^^^^  8«prémo,  ce: 

teSr*^RA9iWfí>e^cí^ip^l45a.U  §^h  ,fiwir4,a,  f^p^i^-^r^ico  .como  Se- 

¿\  p(^iml0oP€0mmíloj0ni  r^cUumuhn^  4e  perjtácioa  en  um 
■  '^ctíúh'áhai  iirtiíitréáé^Ñes.  ^ '' ''  '  •^•'  '' '  ^'^'-'  -  ^  •'      ' 

t^Wh^infíü^^idi^^q^i  qw^,  ftojl^  Nos  ^e^da^Vsqliri^tftdWshQ  de  1^  de- 
ji19d4a  jpM»eo|ajdl*  po^  la  ^9fii^94  Sfmñf^df  Crédito, ^me^oifllyT^- 
fmpiMftda^por/eltliSfiHúa4p:4)i  ?4iaQ^qQ  4p  ^aula  ^f^fi^leias,  poltra 
la,A4iAÍpMtrA(¡ÁQ9  gen<^ra)ij^l.fÉ9Udo!b  qu?^.(9  f^tá  por  f^.  Ml^stecio  fi3- 
c^Uip9íW?irpy9cw9ft.4i?la,8fAl<Sr4flp,ftflJ5#  1072,  q^^ 

denegó  sus  solicitudes  de  indemnizacioD  de  perjuicios  en  :QÍerta  con* 
ifff9toA%l^}»#re.dsiaaN;.r.Mi!  ,  >í:  oí  -.■  m.,.  ..  ..^j 
j,„j  %a9«l^do  qaa,,*pro*i»dp,p<)iiRe?l  |órdea4e<ii5:<}eiAbril'4ei8P7;d 
^}^Q  Aei  c<^R4ÍPÍO!^»iij}e:ii9bÍ4:d^..4e;VJ7Ír>pafAi;lqi!9u|^a9iadeMSondtic- 
ííiíW%.*frWÍW<<1^6%lP*feíl;<io4^  Jft.^Renín^ttíí^  é  i^laa.jadyafiaptes,  s^ 
•ÍWÍ|fi«íJ  4'^*''*^^ft*  a^djttfljcandq.qste  neryicio^rtW^Qr  postoirel  repte,- 
i$e^ta.Qí((^d€f>]A.$P^>¿iÍ9^:£^«l^la  d%firí^9  Gonmr^k^ltX.  priecip  de 
.4$ÍÓ,m|)^fíw«^,d^  es((i^dO(.«|i  qiMoítal  y^w^A^CiaiAQ  dq  lrfi%fñ<>s,  á  con- 
i4f^vde9de,^  i>%(ié,j[ynia  aigui^tf,  ha^4^30,jdel  naí^qao  Jnqs  df  |B70: 
fij^  Bf«alUii\dp  qimj«Át9UiViHuit,s^  ,Qlqr|}éital  «orm^p^^dieate  entura 


dé  t'ermiykál"Ui  múMW  é^'lli¥smáútáBl^\imV^iUi*^féiíÍé^iA'ÍmtíB 
administrativo  de  la  reata,  el  Gobierno  podía  disponer  la  inmcttlkAÍ 

cesári»  pérfá  él'^fiidd  M  Mhél^aÉ%á^'3e¿eÍd^6'^'  éfOf^sfai^é 
el  contrátlétÍÁ  |^ÍH^!(e''4e^»á)é^i'  lntfebiyifkí¿n>e'<i^il«NMl  ^i^'Mtí-' 
guD  concepto;  y  en  la  35  que  no  tendría  derecho  á  pedir  aumétftbMdél 
píébíó  é^^í^uÚdb;  Ar'riidlíttíbí9raddú;''bf'i<tiiíi!i<ft'/M  pi^gK  di*éon- 
fratd.  fa^bn  c\i^é^l}Tñérá láViáñríla? éií '^li^^'fAlrá  élMt^é^d^iei  ^«"^ ' 
Wéioftátídb'^tié^étt  «^  d^^mti^o  dé'iiro9'ét<llil<édtaf  dé'^fcfik  Skm^ 
dAd;7  éti^^Írtád''dé'ÜA''aí¿tí«lrtft3i<^é'»u  €fMli^'«ftfHtiiiVrf»mftíÍn;' élé^tf 
uWá''étAo9!3í(fe''áil>ÍiÍ)8fr8^g(/cí^É{at^^ 
(¿(mdt>o'ofréeitt6  por  ér  l!Wh>Wi4Joi>^^ 

bia  de  conducir  á  tádií -IHcáHdiJíd  era'«r9üp(ifMt^^g«b«rtirttéUo6tfat]o; 
y' de  ér^&níah  toUáft'sü»  (;i)nfliei6¿é9''éyittlióífai^r^^ii^c«^iilí^^^ 

qifd  a^(/írabáÚ' á  WBt^ét ^  drá^to:  yH^páé^'éé^ibáee^r'  bilkidbV^áél 
moVitttieiHc^^léf ItvkpoKés'eb  lá' Wgo^dk-  túHkA  diél  ^Ilid'4éf'til67'f'i>fli 
mera  de^ISfiBj^  lie h  i^FOláciOD«aateidít jpo8teriormente».que  motiTÓ 
el  desestanco  de  la  sal  por  mnehas  Juntug  jievolucionarias,  teniendo 

difícil  ni  temerario  el  derecho  á  la  indemnización;  pero  prefería  dejar 
me  ptthtO'á4á  ijéd^idb  d(#«itt1sito;  cdttb(N^é»v)»#tt¥\elé^w\)^  la 
cualidad  del  estado  no  liberta  á  la  A,<i^^^ti;i\4^^p^^  tf^f  ^ig^(^ne$ 
propias  á  todo  contratante  de  buena  fé;  y  recordándole  el  punto  de  la 
íiVdémiríi!«í'ékH]'  (iidl9  qti^^  <pt^évfé( '  fá  itkofi^ckiá  'irécift^aritf/  dédiáirase 
reátindido  &l  cotít^átb  de  qtféi'é^  tfc>ata;  f)^vét\6l\ñMiaáé'áéÍét^MeíMá 
j^eheri^I' del^ÁtlBlstetld  y  ylé'ta^'Sétcioti'iié Hlrcf¿i^ifó> M' Cóiáí^é  'éé^W- 
lado,  diét^iina  ¿rdéúf  él  ^genCé  déP  RtinK)  étf 't2-i]¿^  Agditd^'^lfm^ 
dé^  coúfortí^i*da<A  tíotí  él  últítíroj  éeseétiiníamlof  la  s^i^ftufl'dB  ibdMiiíii- 
McioR  de  pérjuiciód^^  llesctsioná^  cotrtmdleiifaM^d^pdHátli^afara 

•c6ntriiAi§ttf:-"  ^ ''\  "i  "^    '"  '  "   ''  "  *^ »"  "•'  -'-'»''»»'•  "^  ^'^'^  "o"'-*'- 

Resultando  que  comunicado  así  al  Director  ^e i«i6b6l«dM  dif  élVfk 
^  'áigúie'fíte;  en  i%  de  Enérb  de*  i9'tP  {iépreé#|<>  tni  sélidlM'^rá'que 
sele  ^aiborib^ft  <;41l!952>  ts.'Sreéntiiiiéd'il  'qü^McefléfatP  m  t^fféi- 
cios  stiMdos  porlá  ¿lísbA  i  (¿¿íná[ici(6i^i«^e'j(áté4oMéÍ(»«P,  pbrtMl^ 
démdstt'ado  qilfe  nd' hebilla  !gtíáldAd^<(d«-»Üttd^  cA'€<M^J^  ié'ISMí- 
do  pura  déda mr  'ittíprDcéd^úté  > la  redl^tíitei^i)^  ^enlitlrtádií'  ^>  fM9;'  f  Él 
por  el  contrarió  ki  deáigiiafdiitf  Iqtte  él  mismo  Gonséjl»H:eiMldcihrlía'iiíé* 
cééftriá  piara  qfwe  aiji^iólla  fá)fi€#%téhdi#irí'«oa  ld''4ii&^de<i^j)>el'  iotbMub 
ü^lOOcial  Let)«a4oid^  t«  Dir«edio»;  y  die>'éidáfóímidild  c!(Á)^id'eIpbeito 


ftVtl*  mjmp  Ai^^  W«.4lÍÍW-)9f  íftflifiMriiíftflífJi^diea  ,^.4q  i^gos(p 

^SVW9  m^t-^Vh^  "WWftílHP  po/iM)^  el,4xt,  3/,<jpl  Rpaí  (jécretq 
de  31  de  Mayo  de  1853:  .,,  ,,     ,.,    .      . 

«^Jlifett^^  dp>5p¡^^. r^qlaijaa,qit6;  pc^^p^i.aupyo  e^pri^io  ea  4  de 

dOl.piie^odiaa^pQ  ^v  pr^^f^aj.Jn^tancjif^jni^  q^^^if  .ri^ftcjs^q^  dfl.0¿; 

í«4f  yínrtenqjfacufp  de  jei;j>i(^9«;  yjyílij$'8^.,^or^M^  ^9^e4/.en;Ú!.9qT 
bre  este  último  extremo,  ai  np  h^hiíK\ug^fíjc^^f;f^^^^  |05.,ter- 

mi^o;9{;Bo)ú^^|[^  eik  i8  ^e  Bpe(ro;pQ^*h)  quY?e/s^pyó'4  J^^^^  de 

B^Wft<A'y\U^ríiipar  4^  CofífjeJ9  ^e  ,^8^4o^^}r^  cié,  c'pntómida^  co^  Iq 
(;i;p,ue8i%por4(^  ,pi^a.  s^l<J^tó^)foal.;Q^4^n.  en.Í5  de  Octubre  4pl 87^^ 

4f^)im^^^o,fi^  tpdfts.¿n9  pai^^y  Ij^  i^^rior  sí^^^^^^^^^  I    ;,' ,"  . 

.^^^.J^e^l^dq  qu9  poipiipicada  la  iiDteripr  Reaj  ó'r&^a  ji^l  Director  4e 
U  %^rfflí^  J^*|?#¿<f/í^.,rf^  en  5í' d¿JOctul?Te,^.  4  de 

9ic^f>rJB|,dfíjinisirn9;ai<),  y  en  éde.Enerolde  ^?7^  por  nb^haber  con- 
tf9{^4o  f  )áa  ^t^ri^wJ^eiP  él,4Ía,7  íj^jCstéúminome^  y  áníj  pr^^entó 
ífi«f»BÍ*i<^'^^9|W-'Ad^<inUU^^  en  es^e  TríbunarSup^emo,  .r^pre- 
m^^9^1i  4/W¿^<^'í!<^P.^^.f  ^Anci8(;^0  de  PauU.tJa^  ^ídíenáp  su 

revocación  A^^U4,9!^.  4^(4f ^^^>9  -^i  derecho  de  la  Coipjpáñía  á  perc|bir  la 
W4ffWWW9<»,  ¿xpre^da  ft^  ÍV:Íf  l.O^íjjil^y  expom^^^^  moíivo 

gll^.Rr^^4plft,JMXQíi!te¿c^0MjPftM^^^  pn.^lúUíaio|¡rado  .deiá,g^- 


l>Wí»M»f :  W**  «»♦  WolnoJM  ,^«  ias;^i^pft.>u  d^^cljó,  como,  süceí^ 


líff  mt9:c«(|o^,|;'pn*«4^, 


eooteociou,  no  siendo  cierto  que  eo  su  primera  solicitad  ho  pretéq.- 


«HW  U  i^dpppíf t(}|pp,,d«.,pft^fl|c¡Oí-,  puep  aua(|[iie  ío  fiíera,  la  hprd- 

4«io.defyiw,íVWW*«W^«#J''P<?Í!Íí.^,.'^M  W  í'**»"  *?";? 

-4!í,!*Í«í^.í>fljí,»7tif,«Pfl'  t«fflW«*  «»)f?4  «'«ílo  7  »8  íue  noiiflcada  én 
|bj}^jM)t:,f^f  ..aoi^qf)  el,  »{{\].io  de  la  Iej[  de  Contabilidad  coQcedé  ei 


aguas  de  3  de  Agostó  dfi48aBv  a0íeadA6«iil6llii)íMAiVdr  tf«eilita4|l[ 
8>del  fuisaio  Inea  joaño;  ise  Hao^ólp«t0i0lUp(fl^  ¡Cfl^nagltec  dA^eya- 
ma  é  tea >perdoiilis.'4ii» tolla* ^sü  répnes«iMm^Al'(iCd«KI9s.|fQfffi9^/pafl9 
fWimaoDfostaBeoilaí cfNiaadL  qú^ habiaiií\m^(t«AflttelM(a;fi?fmiH|lBUn 
niieiiid4ioif8''eábdi¿&iile9tfa  la:  ^iSoocedidiUi  dafIiíftn%KHto.4Ml^.<>iV^>9^ 
Ricardo  ^^f 9tai\)laKt  p0PP?^9Mi^W  4ei)[)fif^o  de  Guayama  falleció  in- 
testado eo  Inglaterra  durante  el  año  1870,  y  que  la  Compañía  consti- 
tuida por  aquel  para  llev^ará  üabu  la  empresa  había  manifestado  que 

daba  por  termi^jíp- sqf.  J^nUlT^^Uyf^ll^l^SlH^^^^^  «^®"^'*' 

tantea:  

Resultando  que  por  el  MÍD^ifOtiPlaf^iopteaciario  de  España  en  Lon- 
dres se  han  practicado  en  dicha  ciudááí  las  gestiones  debidas  en  ave- 
ríguiabil^de'lbs  ctatiisicvhabtealk  dd'>ra¥eKUpJftUyr&'ftti4eiMi|iifoml\ 
tar  lo  dispuesto  en  el  art  !203de  la  ley  de  aguas,  sin  jiftber^bt^fddo 
resultado  alguno: 

' '  Obtidiíwamlo^ f|<ae lid ' trabdíri'ido  coh  éi(aÉia» )el qpAi^^^hi «gae^a- 
bl^^éi» 'podida' 'reclaoiav  ífis^  bméM^  de  ttóH^i^iioa  qaeisédkibíemí 

'<  >  Cóu^iderañtfo'ld»  gri[fe!^peliiíjQioi([^i|%'é  s»  ifN)gaÉ  al  BfcHdé-iráitoi 
particulares;  y  (|\itf  ée  bati^'cimi|4idW'40(ló9ihiB  Mm>téti(i|uf  pnmüé 
la  ley  de  aguas;  ^O'l.l  nU  onh"  j¡yo/í 

ElO^iebd  de>  la  R!ep%bUbayiá>{kO|luéátoldel;MiohttofldlJtoBtf»ar, 
fya  resuelté'^éQlánrreádhcadávooÁ't^dida  deiá  iikixa;dttli4cfMfrjMi 
ctkd^s,<)a'^(M6ésfot)  otbr^yi  <»b'lJÍíde'OtluWe(d®i>i 867^1  ftos  .Snif^lSI» 
V^'^jr  Tétldo^^)^  Mtrfériddnll^iRieardof'Attiqrto  RMl  ^:Mal4éGi)oté 
««'25t\Jeaulíod'e:'f868'."»  ''"iv  •:.''•  '• 'k>'m:m.v  f-^Si.o:  i.í  jMr,?uL 
'H^dria  diéb  y  tíHéte  tfeS^icAiibri  dé  on^cl^ioofeAAoaaeleMÉ  ^timt 

Sentencia  en  el  expediente  sobre  caducidad  de  la  n^M  ^^l# 
''^'tóia^de Nieva."  ^    "  ^'  -^^  '  '  '- '^ ''- •^— J  ni.iv 

" '  Eo  la  TilIk.d&SMBSi^. á-  li  4^.  JuUl> 4^  <973,e9  loar  aj^^tq^jCon^fOC^so- . 
admia:st«»tivfo  4a4ante,N.o&  fpe9d|pB.  enr;/9€snprd9L\N#pc^^  s$gW4W 
autéaa  Sala  {de  lo^tífíAMM  Audieoi^ia^A  Q^fkq^4ft^UjB!yl^j§9<^e^ 
eapeeial)  tnid^ra  <ltnemúiadai£ijwan«<li  ];^iQsei|tf^^^  hó}o|iqf,íBl  ¿v- 
ceociado  D.  FrAacisco  Salnma  x  4iKilii««  f  i^M^s^^.m4^^ 


BéW  défls^élo,  qfift^fo Miá  por  eTMÍftiM^4ti  (bétfir  eoM^i^Mltf  pov  «I 
S^iotUñú  ÍVK'AWtó6Íé  C^é^e^or,  tKmo^^áufnekdóf'  del  ftt^l^ilo'qlltf 

áúfé^fli'^áéaáiH  iíot^réiéeatíondél  ««cMoeo  qih^i^'dedttMIa^ar^ 
aGclMtf 'de  Ift  tnhiha^ismi  eti  ^l  eilMíóée'Xás  Ref  f^rfaáf,  Mrortao  ««* 
Cé^Taárjr'értof.  ».  Áféjaihiró  Ñt^^rd  y^G^nl^z  deíi  «éhia^^^i^  re|iv«' 
i¿nttcloií^tfé;V:  tAdtbniíi  HaVifnez  RomefA^,  düdfid^él'réKi^fo  «íidnild^ 
llorada  ÍVmiHáyt^^^  Xqob^liHfi  Vtfoldé  A  ^srfie 

T^bdnMi^iipfrtimb  M  vfffed  d^  lá  áfm)«ei^^  y  lel  tiécí«fc<ydékiilídá!d'iD- 
iéi^tié^rtós'pót^'éV  dMalof^yél  iSe^ésetitátífé  áé'W^6déiéáEspéf^n%ü 
del  «btbfdlciááo  por<«4li0Hk  Sáíá  éb  6^  dé  Uefieml^re  de  4ft73  ddclurátt-^ 
do  qae.  el  D.  Jaad  Vicente  Martioez  tiene  personalidad  en  el  ¡\iMÍ 
éB&o^i^IiriMi^á'iieta^erAi^eti  téúeé^y^'iéf^oitáfáH^Xé^ú&lBt  kátni- 
óftíftaídon,  y  ^üé  eareceíte  étfá  D.  Antodio  Ifáttidéi  RoMkiéfá';  qiié'!^ 
dú  fl¿pkm'ÍB¡%HMiá9  dá'  ttüsMó'Jbidót  '^eftfetfdb  péfiKian^l^i^la  Mtiá 
sih'éifiótítÉé hai^  lá téMlolibi^ -(íefittilf^a<<^l pleito,' Mtítfal^^tf 
Méfáké'K'eftítti  h^üitpemfoft  de  tibores  y  •^cn^tk^>d6mM  - 

"'"'fté^úfiá'údoiiUU'iB  dé  Áj^é^de  4849iiíáií'8tíi(íibo  dfíigié>  UtaA  idi^ 
pUéf^ibii  á^  hi^liíétkbt^  ^'  híttfás  de^  diHritd  dé . AliaéHlBi  def^ntraíidd 
cbll^ó  lábááddn'adil 'éfhá  D^  y  ultimo  pe^dbr4«-' 

úoíabaV  iltttttílíí^etif  idCábézb  de  lüs  ft¿í^itHá»^téíiÉiino  deCdeViiev^quIé 
dMé'^dtbi^^Á ^eétjtíttceriál-oóa  él Áoí^Húé  Ádmu  M^tria  de mm'i 
fiof^kilAí  el  ópxkiftóú  etpediéhté  txM  )ibiiégjloYltf  •ítí^fráceton  de  í  dd 
H<!íeiíibi«WlM5;  í^o^  détreid;dé  Sé^'det  fiíidm^  b«ds  dtf4B5f  9é  le  'áé- 
judicó  dicha  mina,  mandando  pi^otedétr^  tfl  récdbbeftíilétlio  jpi'demair^t^ 
aHk  Mila  pértébéúiiáV  bdíbidí  tdvt)  éfóéto,  dk^áble  pd^sieiü  dé  elM  en 
"MÁ^^téttó  sigtríétiféf,  !f -a^óbáiido^é. pór^V lfn>isté¥lo  de  F^itfeftt)^ 
éüii^k'mft^íéWS^i;  tbniáád<yi}e  ra)¿oi^  en  l^s  réspe^lWeísofi^idai:  "  * 
"''%^sJf!tátidd^iÍné^'«nSB  dé>Sát)étJibre'dÍé  1849,^^1^1^»^^$^^  frdftUta^ 
l((^'él^ii:p^dit»btéi¿o«(^'i^f^f^d  ¡oiofgfj  esctit^a  /uan  Zu'raúo  en  la  t\ík- 
dád'itó  BiVcir'íbrhi^'db  eótíij^aiía  dé'^<'abclotie^  pahí  la  et<p}ótadoA 
d¿'(ntfaélitílblÉ^9l^1)iffan^^da't^^6>í  éféf  t(]^s  ^ti^á»;'  eotí  e^-héttibre 
dé'Wi^^iiAM';  binada  él  éétí^&iiiiéiít%  délití^i  ;Aáitá  diré^it«i«y  es^ 
ÜMlfciehdb'lírü  déiúffe  caR^t9éÍe9^  deiréilttrltfs'pára'lideer  7>(NiibHipMi 
)r^ako9l^]^áJÍVd^;/.di^HbáyéttdlP<fo<hac¿idl(€íl^  pérsoni»  y  «á 

la'tóVhíil-^qdé^sé^litesfe:'--    :■-'' i^n- ■.-..••:  oi>r.  -       m,...-1.v  :;  .,.  -. 

''"'^R&üftátídvltídé  ¿n^lS'tié'Édéi'^  dé^áe  IVSfcbtorgtrait  «l^^eíbmdm 
en  la  villa  de  Cuevas  D.  Sebastianf' SáfCíÁi  'J\í^^,'  H.  Att«oiilé^áé4l  <dé 
¥^kdft'<D:  Sdillfitb^rB^KHlef^^y  D;'  PrahciWlhf^Coitov  ¿n'l^  <|a^  di- 
jiéi-bfajiérüti  ^6e!?os  ylo^  qbe  coiiií^ottiáb''la  fmHa^MrectfVa^'deM'Sdiié^ 
dad  ffipé>*¿iiÁr;  ieotnpoená  dé  lefAdé'mak'eáciones  y^tr^ft*'^  Ar^  fhéf» 


tas.  y  ftpl« JfíwM  4§  9m^  cow)t«¡ii4p  i^M^V^i^^  V^.f^^W 

cbo.  /líift jhBseubipft^  ppi;  U^  que  ]^9Jbi9^n  AeRti^^q^  íf u^lfr^  jlí^i  Afi^i 

a«ejo9tota8».4iiijjs(9QÍepdo  »u  ,(Sf3|Oi^•3^«,eDV)iQCf^|9>.;  qtrps,^^|i|i^Dj^o 
sqpa.rftí^  die  aquel  ikpiecfep,  coa  Jaíq5íe|oto;g|ii:oa  guecpasUl^n  de 
nw^vo.líL  emprjeaa  g^^tan^a  .para^e^loia;:,!^  -joiinf^  i;^ei;i4as^,,^q)ffl 
bjihia  d9CQa8.ta4rde^$^aok)Qi^  4l^lribu^aA^  en  ífk 

p,0opoTc4en  qqe,?e, refiere,  8ieq4o.iíí?a¡p.  Gu^ljBfpip  .BapJ^jUef^^^ 
aeoí^^i^  jr  Ju0Q  Z^ranocQQ  ii^p^ia  accioa,Qi9{]ji^fapcjo  HAa,.JÍqpt^.  iP^ip 
pecti?*  y  asjgiiájadoia  ?us.  a^rí)).uciDnw  dp^cp^  {9im<)(  w.-s 

zpa  m  1.7  de: JHar^o  sigaiemci  ea^bl  oOcina  del.^Utro  dp)  parado  4% 

AQ8(il(aQd(^  jqiie leq  24deFebrerpd^  |^5!ft,D5.^fltQ(tío.<5ftwrí^9^'i3rt^r 
eipo  dp  Gart9gaqa»  pre^e^Aó.  \\m  e;[pQ$ipipp  .fl..pp,f>erpado;r  dp  la  .gi:o,? 
yiqfÁAimAnifesttajDdo  qw  c#  el  Cabpzp,dp  b|f\  Pprrer.^is,fe  b^ílab<\.^/ii}i, 
donada. b9kQia.  tres  años.ji^p.EqeDqs  la  miop  plpm^a  ^U,uladfi^fi^^4^fir 
na  daJV*pi>«,ouyo.p¡QncJ88ianprio  y,ldea^acia¿^ar  ^i^  piji^in^pw^^j; 
eytaodp coinpreDíHdft.?o.p]lpa^P;í3.°  diPÍL^íV^  ¿4  .4p,  }a.:lpy,¡íoljpi,Íi5  ¡qiie 
ptóvjios  los  iráinUe^  pportMpo9  ^P  deii{)ara^p  )^  cadapidad  4^  f)/^!^.  9<>Q- 
cp;9ÍQ0V «dmitiéodole el  4pnppcío;,y,^  su.yirÍ4jL^.spj^P{}fS,  híf C^p^lp  9ab.pj^ 
alifiDierior  dupño.pai^  qi^  ^Q.pL|¿ái:ii(iop  da  (£í  dis^f  se^Qp^sjeae.^ne 
cpoyenia,  pflpiandoal Alci^ldp.da.  Vei;a^  qpp  lp,.pQÍiÁfj¿  á. J.i?iifl,¡Zu*rftqfl 
en  á8  ^e  Abril  sjgaiepl^i  i  dijo  qi^edaba  .apt^^<\,j  ipa^i/E^s]^f}f\,.iflr^ 
mtfba  un  ^Qtigo  poi-:Pa,/?abprfaéí}.iiaíier>  per^  aiya.  a^pi^;^ JWl'ifí 
libaindo^e  ediciq  P9ra  el  BoMifkqficjiq/f  (,:         ..  .^  .,;.„.,.    .  rb  ,.  .  - 

^eauUaiido  qap;ea.ip..dp.  Mayo  dpi  ipiso^^Do.pspseQtóeacirif^  }f},9L^ 
Znr^iipp  pfrpciendp.  probar  Ja  íoppj^ocefleQcia.  d^  dppi;i(P^io  pjpl^¡ri^§&i^ir^ 
de,  j'  pidiendo,  ^e  Ip  ti|viepp  por.opuputQ  á  4!  y'qtteivf^ÍWS9r*4:^fW- 
d^entp  pl  .Iflsp.pp4,or.4e  mtaap  dieUialritp,i?ar§  gqp,tjajfjyp,fife9^9iíp;pre- 
Cípptvado  pn  el  caso  4,^4e!  pTt.  103  del  tf€KlpmAnl»o;,^af,filGo,bp;i;Qac\pf 
poDfofimfiídQse  ooD  lo,  inforffia4o4)pií.>a.^p?j(?ijO^;,(;\pl,ff\pfi9,.^^^ 
el  MM  no  baberittgaí  ^  lo,a.o)ipil44o,.pp^,,íia|)pr)|p  |i^q,  ftipr/i^del 
téjrmippíprefljado  par  e},an,  20  delrpgj#watp,í,4e¡c}j»iaq4(^^a.cadpc^^^ 
dad  dpila.coneeaiQp,:  (twwi^*wgjlQ.4:  lQí,iM:pT,fíiido,pD^.JÍf,  ¿eglpf  ^.*'  dp^jif 
Real  ócdea  de  8  dp.HAi;za  dp  185VP9iia:.<lu9<P^^pr&.  S9^9i^^^9•  ^.  ^^r 
gístro  conforme  al  párrafo  segundo  del  art.  20  Ú0  i^)^^r^í^l(l^^ffíÍ9't(J 
tL^iiW'Wiiñti 9\  pppde!radp.diel.Í6qup,pi^4pr:D;íAAtQPÍp  PÁerfíerQ^jinas 

no  aparece  se  bí<^erii¡aU.vw.Z«>?fiaoítfn...'  >  (i  :,..  :/  *  ,  ;:7.'  ^ 
.;;  BpsnUaodo  que .ea..%5 , de, Jupio  po^t^rlorpre^p^ótinf»  piposicipp 
B..  (iuiHprii^o.  BacbillQr,  pppiq  pi^yqr  intar^ s^o  y  apoderaflo  de  ,lja,f)a4pa 
Sim^  MiwU^d^J^ieva,  pof  baber  Upgaíla  f  pnteni[|pr*pj  (jenviD({ji,ql}ecMp 
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por  D.  Antonio  Guerrero» suponiéndola  en  abandono,  y  d^  U  perienen- 
oíade  otro  sájete  qoe  taV vez  babria.x^onsepMdo  bí  denuncio;  manifes- 
tando ((ue  ^  declaración  de  caducidad  no  podía  trascender  €Bi  daño  de 
la  empresa  propietaria,  tanto  porque  nq. era /eiettoisl  abandono  de  la 
mina^  cuanto  porqae  en  vez  de  citar  i  su  notorio  apoderado  se  supo-' 
nia  aoteriqr  concesionario  á  quien  no  lo  era,  y  por  lo  tanto  niogan  in« 
teres,  tenia  en  que  subsistiera,  no. debiendo  causar  estj^do,  Qomo  si  se 
hubiese  hecho  á  ella  notiQcacioa;  pidiendo  se  declarase  sulo  y  denin* 
gun  yalor  ni  efecto  el  denuncio  referido  como  infundado,  en  lo  que 
insistió  en  28  de  Julio,  acompañando  copia  de  la  escritura  de  43  de  Fe* 
brero  de  1855,  por  la  que.se  reorganizó  la  Sociedad:  y  cooforipáadosv 
el  Gobernador  con  lo  expuesto  por  la  Sección,  decretó  en  14  de  Agosto 
de  1856<^ueno  procedía  (|icba  pre^teasiop«  puesto  que  las  providencias 
que  dictaba  la  Administración  proTiqcial  po  eran  revoci|bles  por  Auto- 
ridades de  la  misma  linea  que  las  proveyó. 

Insultando  que  notificado  así  en  el  dia  2Z,  en  éi  31  presentó  escrito 
el  apoderado  de  D.  Guillermo  Bach|Uer  a,nte  la  Diputación  provincial 
con  copiado  la  escritura  de  .20  de  Setiembre  de  1849^  por  la  que  se 
constituyó  la  Sociedad  que  había  de  explotar  la  mina  Santn  María  fU 
liietta,  pidiendo  se  revocase  el  decreto  de  caducidad  de  la  misipa  j  se 
rehabilitasen  los  derechos  de  la  empresa  que  represeotaba^  alegando, 
entre  otras  razones,  que  aunque  Juan  Zurano*  registró  la  mina  en  e^ 
año  de  1849,  constilLuyó  la  Sociedad  que  aparecía  de  la  anterior  escri- 
tura, y  á  poco  fué  preciso  lanzarlo  de  ella  por  falta  de  pago  en  los  re- 
partos que  se  hacían  para  trabajo*  por  lo  cual  la  notificación  que  se  le 
hizo  del  denuncio  no  había  debido^  producir  la  cad^cida4  de  la  mina,, 
mucho  ipenos  habiepdo^expuestp  á  la  Adminístraci(9n  los  motivos  que 
e^iistian  para  ^llo;  y  que  él,  como  apoderado  Dírec^i;  de  la  Sociedadt 
se  había  opuesto  al  denuncio  sin  ser  notificado  cual  debía,  añadiendo 
que  tenía  pagoido  el  derecho  do  superfieÍQ: 

Resultando  que  coando  no  estaban  desliodaflas  la^  atribucioaes  de 
la  Diputación  ni  las  del  Consejo  proviuciai,  quedó  en  puspeoso  el  curso 
déla  anterior  demanda  hasta  28  de  Enero  de  1856,  en  que  el  dl^OIO 
confirió  traslado  de  ella  aji  Gobernador,  y  á  su  nofnbre  lo  evacuó  el, Fis- 
cal d^flacienda  pidiendo  se  declarase  firme  el  decreto  de  caducidad  de 
14  de  Mayo  de  1857,  imponiendo  perpetuo  isiieacio  y  IHs  costas  ¿  la 
contraria  y  dejando  libre  á  la  Admioistracion  jpara  que  siguiese  el 
curso  del  expediente  de  denuncio,  exponiendo  para  ello  los  funda* 
mentes  que  creyó  oportunos,  entre  otros,  que  el  concesionario  era  la 
única  perso*nalidad  legal  con  quien  se  entendía  la.  Administración;  y 
como  a]  replicar  el  actcr  alegase  que  . no  estaba  completa  la  ins- 
tri^ccion  del  ^expediente  por  faltar  el  reconocimiento  del  Ingeniero, 
contestó  al  contrareplicat  que  éste  no  era.  necesario  para  probar  la  cer- 
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teza  é^  ÉñAsLtiúotó  ishAndó  íh  parte  ititéi'esddflí '  nó  Id  có^li-ací^da: 
RéSüHakTdo  qQ«  ^s'í  c(dédÓ  el  ezpéüiéDte  haáéi^S  dé  Jbbió'de  iinrf 
en  que  D.  Joá^  Dt^tíatof  lyiaiédb,  como '  réprésebtíítite  de  la  Stícfé'dád  eá- 
p^ciiil  niinera  Cilttlttd^'l^^^éíraHsüt,  d\ieño'de  la  mina  Sania  Éíafih  dé 
Niem,io\it^6  del Góbefbador  que  tíonatteglo  áMo  dispuesto' éb  eláé- 
creto  de  i5  de  Oetttbre  dé  1868  ^e  remitiera  á  lá  Audiencia  del  territo- 
rio para  su  sustantiiadob;  y  en  13  de  Julio  siguiente  solicitó  'ááimfsmo 
D.  Juán  Vicente)  Martínez,  en'quien  el  üénunciadidr  D.  Anlónic/ Guérríé-' 
r&bedió  todos  sus  del^cWos  pot  esáHtuía  dé  27  de  Junio  atílerior,  que 
selé  d^erá  pbsesioo  del  pierimetro  de  la  tülAa  titulada  Saútu  Mafia  <fe 
Nieva^  que  Iré  ésifab^'éxpl6tando  poMo^  supuestos  ddéflos  iFepfresentail- 
to6  d^'B.  Jubb  Zurano,  ^y  se  paralizasen  los  t^ab^Jos  que  se  estaban 
practicando;  con  lo  que  el  Gobei'nador  deAlmeria  mandó  ecí  17  dé  Ju- 
lio del  precitado  año  iibrát  orden  al  alcalde  deCuevas  pafá  qlié  labio- 
so de  la  demarcación  de  dicha  tnina  á  c'uantos  estuviesen  trabajabdo 
en  ella,  secnestrabdo  el  mineral  que  ri^sultase  arrancado  y  deposFtáu- 
dt)lo  etí  personé  de  re3]^onsá)>flídad,  ttianifestánd'óleá  qUó  si  algiíbtí^e 
creía  perjudicado  ||>olr'eilo  acudiera  ante  su  Autoridad  por  el  conducto 
debidos  ' 

Resultando  que'  hecha  1^  notiñcacion  en  S  dé  A¡g:osto  siguiente  ál 
D.  Donato  Máteos,  eb  3{  de  Julio  anterior  préseiátó  escrito  á  nbcú'bre  ^ 
cío  o  poder  de  la  Sociedad  Esperanza  oponiéndole  á  lá  ejecución  de  di- 
chü"diBCretd' porque  el  negocio  era  dé  la  exclusiva' pértenénciia  dél'T^i- 
bunal  superior;  mas  el  Gobernador,  fundado  eh  que  el  terreno  qué 
Sompi'ende  dicha  mtna  estaba  pendiente  de  litigio  y  debia  ser  respeta- 
do por  ios  liue  lo  disputaban  .hasta  que  sedecíárase  á  cuáV'de  ellos  per- 
teóecia,  por  decreío  de  8  del  mismo  mes  de  A góstd  declaró  subsi^téttté 
el  de  17  de  Üulio  y  qne  db  babia  lugar  á  lo  pretendido  eh 'el  anteriói^ 
escrito;  mandando  eb  ét  dia  "^'ique  se  reoaitiese  el  etpediábie  á  la  Au- 
diencia para  la  resolución  del  (iotiteacioso  administlratiyo  pendiente:  ' 
^  Reidultando  qué  vérifieádo  asi  y  personadas  las  partes  litigante^',  lo 
ejecutó  también  D.' Antonio.  Martínez  Romera,  registrador  dé  la  mina 
borñbrada  Sagrada  FatnUid,  acompañando  documentos  die  qué  resulta 
qué  habiendo  SOliladB^is  pertenencias  coa  dicho  nombré  éñ  lerréÉíd 
realeb^  y  paraje  nombrado  Llano  de  las  Herrerías,  lindando  con  las 
¿ninas  que  refiere,  ^e  hiiíolá  pubTicaclon  oportuna  y  la  reconoció  él  In- 
geniero en  9  de  Febrero  dé  1874,  manifestando  qué  dicho  terreno  com- 
pi'endia  el  de  la  mina  Santa  María  de  Nieva  y  una  gran  parlé  del  qué 
éomtí  ampliación  á  la  misma  fué  demarcado  en  30  de  Junio  de  Í870;  f 
aunque  el  Romera  decia  en  su  escrito  que  no  denunciaba  dicha  ihink, 
ííóo  qtic  registraba  el  terreno  que  le  perteneció  por  frailarse  rétéi'tido 
ai' Estado,  creia  deber  llamarla  atención  sobre  ello  por  si  sé  treia  cóu- 
f ehiebte  praciicatia  el  (fpoHuftb  •reconocltoiento' pafa'*aVcriguat  á?W 
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ipforma^o  por;  U  PiputOjcioD,  de  que  debU  teaeraiq  por  puQto  4^  partida 
eí  fallo  de.l£^  AqdieQci^  eo  eUsi^ntp.  cpQteufio9Qradmipif(ratiFo  pfir(^l^ 
resoluqiou  final,  |;ul)er nativa  de  los  eipresadof,  expedieqteii,  M  Gober- 
nador por  decreto  de  8  de  Agosto  de  4871 « y  .CQ(is|deraqd.Q.que  fjBgun 
el  ínfQrme  del  Logren iero  el  Aerreno  de  l9í,.Síi^grqda  FamilUt  era  el  ffíis- 
mo  que  con  ant<^rioridad  teni.an  solicitado  los  dos  expedieutes  Santa 
María  jA^  Niev^yCon  prreglo  alart.  75  del  reglamento  yigente  de  mi- 
nas declaró  siq  curso. y  fenecido  el  expedientado  regi^tfo  denoo^iinad^ 
Sagrada  Familia\  y  hakneodo  ^peladp  (jLe  e^te  decreto  para  ante  e^  Mi». 
nistro  de  fromento,  remitido  al  ^mismo  dicbo,  expedi^Q^e  y  el  de  am* 
pliaciQn  á  Santa  María  de  Nieva^  como  también  certificado  del  de  re* 
gistro  y  denuncio  del  mismo  nombre  que  se  reclamó. ¿  la  Ajudiencia 
de  Beal  órdeo,  por  otra  de  7  de  Novienabre  de  18^1  se  reyocó  el  decre-» 
to  del  Gobernador  de  8  de. Agosto,  mandando  suspender  la  tramitacioi^ 
del  expediente  Sagrada  Faiaüia^  hasta  que  recaída  sentencia  ejecuto- 
ria en  el  asunto  contencioso  que  spl>re  caducidad  de  1^  concesión  Sania 
María  de  Nieva  dictase  el  expresado  Gobernador  1^  resolucÍ9p  q^e  pro- 
cediese en  el  expec^iente,  d4jp)ioU  la  tramitación  legal  qi^e  correspoon 
<|iera:  .  .»  . 

Resultando  que  ^n  su  é^c^rito  ^e. preseutacjpp  el  MarUf^z.Il,omejc^ 
(>idi^.  se  le  tuviere .  copoio  coadyi^v^i^nte  de  la  Admioistracioq  en  9I  jui; 
ció  contencioso  sobre  caduci^^d  déla inin^;^a»/qf  Ma^MMe iVf«va*  ^le- 
gaiido  que  J30  se  trataba  de  la  propedepcia  ó  improcedencia  de  dicha 
caducidad,  sino  de  \i  sq, {gallaba  ó  oó  ejecutoriada  y  si  \^  de^iaÍQda  con- 
tenciosa sa  ^ntprpuso.dentro  del  término  de  la  Iqy»  exponiendo  con  tal 
motivo  las  razones  que  creyó  fportunas; 

Resultando  que  cqn  vista  de  .^odo  solicitó  0.  Guillermo  Bachiller  que 
se  desestimasen  l^s  pretensjones  contrarias,  declarando  no  haber  lugar 
á  tener  por  parte  en  los  autos  á  D.,  Juan  Vicepl,^  Martínez  y  á  D.  Anto-^ 
nip.f^.r^ijpesc  Isómera,  ^.qníen^s  se.cqndenase.^n  las  coscas  que  por  su 
culpa .qriginaban,  exponiendo  para  ello  los  fundapaeqtps  que  juzgó  con- 
venientes, y  pijiiendo  .por  un  otrosí  que  §e  declarase  nulo  e|  decretpj 
d.el  Gobernador  (le  i7  de  Julio  de  4Q7I,  en  que  se  mandó  cesar  los  tra- 
bajos,^ secuestrar  el  mineral  de  Safóla  Marta  de  Nieva,  ofreciendo,  si 
necesario,  fuese,  cualquií^ra  dé  las  fianzas  que  reconoce  el  derecbo:      . 

Resultando  que  dádose  vj^ta  ál  Miiiisterio  fiscal,  sostuvo  que  Doi^ 
Juan  Vicente  Martínez  no  podia  ser  parte  en  el  juicio  porque  el  denun- 
cio de  i8^6  debió  elevarse  á  registro  promulgada  la  ley  de  Í859;  y  no 
habiéndola  hecho  en  el  plazo  qué  prefijaba  la  misma,'  no  soló  se  hallaba 
iucapacitado  pars^  personarse  en  la  via  contenciosa^  sino  que  nada  era 
ni  ^ignificabfi  en  la  gubeírnatiya;  y  qu^'  siendo  la  cuesiion  capital  que 
habla  de  ventiíarse  la  dé  si'ía  concesión  ^éí  x^fisiíto  SaHld  Mafia  dé 
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Nieva  se  hallaba  6  no  cadttcada,  y  sóstenieDdo  la  AdminfstraciOD  que 
si  lo  estaba,  interesaba  esta  declaración  á  la  naeva  Sociedad  Sagrada 
Familia,  y  debia  considerársele  como  coadyuvante  de  la  Administra- 
ción; oponiéndose,  por  último,  á  lo  solicitado  por  D.  Guillermo  Bachi- 
ller en  el  otrosí  de  su  escrito:' 

Resultando  que  por  el  contrario  D.  Juan  Vicente  Martínez,  ce- 
sionario de  D.  Antonio  Guerrero^,  pretendió  como  antes  que  se  le  tu- 
viese por  parte  y  que  no  se  admitiese  como  tal  á  D.  Antonio  Martines 
Romees,  protestando  en  otro  caso  la  nulidad  de  cuanto  se  practicase  y 
'  resolviese  con  incompetencia  de  jurisdicción,  y  hacer  uso  de  cuantos 
recursos  legales  y  acciones  áe  creyere  asistido,  con  reclamación  de  los 
daños  y  perjuicios  que  se  ocasionaren^  con  expresa  condenación  de 
costas  á  Bachiller  y  Romera;  rebatiendo  para  ello  los  argumentos  aduci- 
dos por  el  Fiscal,  que  en  lugar  de  sostener  el  acto  administrativo  lo  com-' 
batia.  separándose  de  la  conducta  seguida  por  sus  antecesores  y  á  pesar 
de  que  en  la  duplica  quedó  trabada  la  contienda,  oponiéndose  también 
á  la  pretensión  de  D.  Guillermo  Bachilleren  el  otrosí  desuescríto: 

Resultando  que  así  las  cosas,'  y  estando  para  decidirse  los  expe- 
dientes promovidos,  se  presentó  por  D.  Antonio  Martínez  Romera  un 
certificado  librado  á  su  instancia  en  23  de  Setiembre  de  1879  por  el 
Jefe  de  la  Sección  de  Fomento  del  Gobierno  civil  de  la  provincia  de 
Almería,  con  referencia  al  expediente  de  registro  de  la  mina  titulada 
Sagrada  Familia^  para  hacer  constar  que  el  mismo  Romera  solicitó 
del  Gobernador  que  resdlviéseno  haber  lugar  á  levantar  la  suspensión 
y  el  secuestro  que  pretendía  la  Sociedad  Esperanza  ppr  haber  caduca- 
do la  mina  Santa  Marta  de  Nieva  desde  24  de  Mayo  de  1856,  y  queda- 
do revertido  su  terreno  al  Estado,  sin  conservar  derecho  el  antiguo 
concesionario;  y  que  dicho  Gobernador  por  decreto  de  18  del  mismo 
mes,  fundado  en  los  resultandos  y  considerandos  qué  contiene,  dejó 
sin  efecto  los  de  17  de  Julio  y  8  de  Agosto  de  1871,  por  los  que  se  sus- 
pendieron los  trabajos  entablados  por  la  Sociedad  Esperanza  en  el  ter- 
reno demarcado  á  Sauta  María  de  Nieva,  dejando  á  dicha  Sociedad  en 
libertad  de  entablarlos  ó  establecerlos,  asi  como  de  disponer  d¿  los  inci- 
nérales necesarios  para  atender  al  laboreo»  deposlUndo  el  resto  en  lu- 
gar seguro  y  en  persona  abonada,  debiendo  intervenir  tanto  el  acto  de 
la  venta  como  el  del  depósito  el  Alcalde  dé  Cuevas  en  nombre  de  la 
Administración;  exponiendo  el  Martínez  Romera  en  su  escrito  que  el 
decreto  del  Gobernador  encerraba  un  abuso  de  sus  atribuciones  y  una 
usurpación  dados  que  competían  á  la  Sala  para  decidir  de  todas  y  ca- 
da una  de  las  cuestiones  que  debia  conocer  y  fallar,  pidiendo  que  se 
librase  comunicación  al  mismo  para  que,  suspendiendo  los  efectos  de 
aquel,  continuase  la  suspensión  de  los  trabajos  y  secuestro  de  minerales 
acordado  en  17  de  Julio  de  1871: 


Resultando  qtie  también  hizo  su^tandalménte  igual  solicitad  D.  Juan 
Vicente  Martínez,  apoyado  en  que  D.  Ouillermo  Bachiller  tenia  inter- 
puesta reclamación  en  la  Audiencia  dóntrá  Ids  decretos  del  Gobernador 
de  17  de  Julio  y  8  de  Agosto  de  1B71,  y  por  lo  tanto  era  nulo  el  de  i8 
de  Setiembre;  con  lo  que  esturo  conforme  el  Minis|ério  fiscal;  más  la 
Sala  en  proTÍdencia  de  Í8  de  Octubre,  y  teniendo  presente  que  aátes  de 
resolver  acerca  de  la  personalidad  deD.  Antonio  Martines  Romera  y  de 
D.  Juan  Vidente  Martitlez  hablan  promoTÍdo  'el  nuevo  incidente  sobre 
suspensión  del  decfeto  del  Gobernador  de-  i8  de  Setiembre,  sin  perjui- 
cio de  resolver  sobre  el  mismo  lo  que  correspondiese  á  so' tiempo, 
mandó  reponer  I^  auios  respecto  de  lo  actuado  en  orden  á  dicho  pri- 
mer  incidente  al  estado  que  tenian  antes  de  dictársela  providencia  de 
16  de  Enero  anterior,  mandando  correr  el  traslado  conferido  en  la  de 
27  de  Diciembre  de  1871  á  D.  Antonio  Martínez  Romera: 

Resultando  que  notificada  la  anterior  providencia,  pidió  deposición 
de  ella  el  Ministerio  fiscal,  insistiendo  en  que  se  oficiase  al  Gobrena- 
dor  para  que  dejara  sin  efecto  el  decreto  de  18  de  Setiembre  confir- 
mando la  suspensión  de  los  trabajos  y  setuestrode  minerales,  con  dé- 
,  volucion  de  los  recibidos  por  D.  Guillermo  BachiHer;  solicitando  igual- ' 
[  mente  D.  Antonio  Martínez  Romera  que  se  supliese  y  enmendase  di- 
cha providencia  y  se  acordase  de  plano  sobre  el  particular  de  dejar 
sin  efecto  el  decreto  del  Gobernador;  pero  la  Sala  por  providencia  dé 
25  de  Octubre  declaró  no  haber  lugar  á  la  reposición  de  la  del  18  ni  á 
resolver  de  plano  las  solicitudes  para  que  Be  dejará  sin  efecto  el  de- 
creto del  Gobernador;  y  á  fin  de  que  pudiera  resolverse  al  mismo  tiem- 
po que  las  anteriormente  promovidas,  confirió  traslado  de  dicha  soli- 
citud á  B.  Guillermo  Bachiller  y  D.  Antonio  Martínez  Romera: 

Resultando  que  evacuándolo,  éste  pidió  se  le  tuviese  por  parte  legí- 
tima en  los  autos  como  coadyuvante  de  la  Administración,  y  qae  se 
confirmase  el  decreto  del  Gobernador  de  8  de  Agosto  de  1871  á  fin  de 
que  continuase  la  suspensión  de  trabajos  y  secuestro  de  minerales  por 
él  acordada,  con  expresa  condenación  dé  costas,  alegando  lo  (jue  cre- 
yó oportuno  y  pidiendo  que  en  el  extremo  de  tenerlo  por  parte  Se  pro- 
veyese lie  conformidad  con  lo  solicitado  por  el  Ministerio  fiscal;  acu- 
sando después  la  rebeldía  á  D.  Guillermo  Bachiller,  que  se  hubo  por 
acQsada  por  no  haber  evacuado  el  traslado  en  el  término  concedido 
para  ello:     » 

Resultando  que  á  su  virtud  y  citadas  íás  partes,  se  procedió  ala' 
vista  de  los  autos,  y  se  dictó  sentencia  por  la  Sala  de  lo  civil' de  la  Au- 
diencia de  Granada  en  6  de  Diciembre  de  1872  declarando  que  D.  Juan 
Vicente  Martínez  tiene  personalidad  en  el  juicio  cómo  cesionario  de 
D.  Antonio  Guerrero  én  concepto  dé  coadyuvante  de  la  Administración,' 
y  que  carece  de  día  D.  Antonio  Martínez  Romersí,  que  ha  de  esperar 


las  resoltas'  d«l  juieio;  debieoií^  peEiiiAOQcer  U  OMq*  síj».  ^jgloif^rse 
hasta  la  termioaciop.dQQDitiri)  del  «planto,  mandtipdp.  sevUevaif^á  afecta 
la  sttspensiotn  de  labores  y  ^eonesl^o  de«  t^iperajies:   >  .      ,, 

Resultando  quedeki  anterior  se^tiepci^  apjelaroa.Di  A^^)iQ|io  jHff ti: 
aez  Romera,  y  la  Sociediid  deDAaiÍQad9.^d^r^iiJsa;  y  admitido  el  re- 
curso y  personados  eiü  este  Tcibuaal'  SupceiaiK)»  r^pre^joaj^idos  por  el 
Dr.  D.  Alc^9^ndro  Qiioizard  y  el  Ucenciado  D>  Fr^OGÍsc^  S,a^nwoqvy 
Alonso,  á  quienes  se^tuTo  por  p#i;te,  así  coom)  tafubieri  al  0r..  D.  Ber- 
nardo de  Toro,  j  Hoy»,  á  uoiúbre  de  D.  Jina^n  Vicente  ]){arUae>í^,.  cesio- 
nario de  D.  AatonijQ  Guerrero,  venídp$  los  autos,  lu^oró  li^  ai^elacipi^ 
la<^efQri(Ja  Soci^aid  pretendiendo  se  reyoque  dicba  seotencia^o  Ipque 
se  reflQre  á  la,  pe^^onalidiMS  de  D.  Juan  Vicente. M^rtinea;,,declarapdQqi|Q 
éstie  no  debe  ser- pa^te  i^p.  el  litigio;,  y  en  lo  relativo. á  1^  s,u9pen^ion  de^ 
trabajos  y  secue^^p  dei  mineBa)^3  de  Sania  MariO'iie  Nieva^  n;ka,Q^andek 
que  se  alce,  dicha  su^p^Qsio^  y  3ecuestro.,y  qu&se  pet^mita  á,  la,.Sopie  • 
dad  seguir  el  laboi;co  de  djicha  mina  y  disponer  libreoíxeate  de|  los  mi- 
nerales secuestradas  y  de  los  que  m  adelante,  sje  eiptraig^n»  dando  .'s^ 
necesario  fuefe  prévi^i  y.&uOicieijite  fianza,  y  que  se  confírmase  ^a  sen- 
tencia apelada  en.  cua!i|i,to  fj^, denegación  de  personalidad  d^,  D.  Anto* 
nio  Martioez  Romera,  aleg^^ndopara  ello  que  suponiendo,  qi^e  iuan 
Zurano  era  la  pecsona  legalmepte  autorizada  j^ar^  recibir  la  potinca- 
cipn  del  denuncio  hecho  por  D.  Antonio  Querrero»  resultaba  co^  solo 
niedU  firma  del(Se(^retario  del  Ayux^t^miento  de  Cuevas  y  np  ^  •del, 
mismo  interesado  ni  la  del  testigo  que  se  deipia  firmar  por  él,  ap^re; 
ciendo  sqIo  una  rúbri^  que, nada. significaba,  y  ,sin  epibarg,o  se. babj^ 
considerado  por  el  demandante  y  por  la,Ada]^inisjtr»cion  como  eraleg^l 
y  fija«  desde  la  cual  contaban  el  plazo  délos  15  di^3  para  qpopers^,lQ 
cual  eyidepciaba  que  el  decreto  de  ciiduQjcjCad  se  fund^^a  eo  un  supues- 
to falso  y  ei7a  un  hecho  negado  por.siniisi^qqu^  lechaba  contra  la  m^s 
palm£|ria  verdad:  que  a^í  lo  co/rabocaba  el  habj^rse  opuesto  eu,i^  de 
AUyo  de  185$.  manifestando  «que  había  Ueg^o  á  eptecMler  que  .\a  nii- 
na^iiabif  sijdo  denunciada,*  y  ><iue  d.e  ^ei;  cierto  di^c^tp  denuncio  etc.,* 
lo  que  debió  bastar  al  Gobernador  para  desistir  de  una  Tlisposicion  taa 
fecunda  en  daños  cpnno  opuesta  ^ derecho.}  q^^e  fl  0n  4.!"  d9  ^  l^y  de 
4  de  Junio  de  {$37  y  el  ^Í  del  r^lamQnt9  ap^pbadp.  pn  i'\  de.Uctubje 
de  1B54  disponen  que  faltando  en  Jas  notificacipnes  Jfn  -firma  de.  \a  ^Jif\ 
sona  notificada,  ó  la  del  testigo  si  no  supiere  hacerlo,  se  tienefi  por  ño 
hechas,  sin  que  produzcan  efeqtq  alguno  legalf  gue  el  art.  ^p  del  .re- 
glamento de  ii  de  Abril  de  1849  establece  que  el  Gobernador  pptifica- 
rá  los  denuncios  al.QooceaioQario  de,  la  mifl§  d^^unc^ad^:^ue,e|.e,spii 
ritu  de  la  palabra  con  pesio  parió  s^  rpA^re  al  dueño  de  ]^  piipjf  ,,y.  éste 
era  D.  Guille^mw)  Baphiller  .q.^q  p|iior.(ppamepte.  apui^qi^  .?  1a  Aí(n;»Í9.i87. 
tríiciun sy..n^evQ  .cai^ácjef.  pn.  Ifi.; 89eie44ílr  f(^f«^;^n^9í  K^S^(%^^p\r 


prfiáiét  concesfoQál'ió  pudo  ceder  sus  derechos  y  auii  cbnveftiráé  dés- 
pue'i  *Sá  deoÍQticiáóte'^  fcainl)fándo  pói;  cómpíetd  et  dbjetivo  de  su  inter^^; 
por  lo  que  fa  úotiñcaóion  bó  exiétia«  5^  si  se  hubiera  comnúicado.  nó 
era  Juan  Zaraiió  el  llamado  á  recibirla  ni  á'bondenár  con  su  extempo- 
Hís^  oposidíbtt'dérechoá  ^aghados  cuya^custodia  estaba  eucomefidada 
á'MctiiHei':  )qúe  D.  Antouio  Guerr^iro  denunció  la  mina  Santa  iffaria 
de  Niém  eh  Febrero  de  1856,  desde  x;uya  fecha  se  retiró  completamen- 
te del  negocio,  7  durante  14  años  de  silencio  por  parte  del  mismo  y  de 
la  Administración  la  empresa  dueña  de  aquella  mina  bbró  quieta  y  pa- 
cifica como  tal  ptopietarfa:  que  deápues  cedió  Guerrero  lo  que  enla- 
maba sus  dei-éi^faos',  y  el  cesionario  se  mostró  parte  en  ef  juicio  conten- 
éioso  para  défeb¿fér  un  derecho  que  no  existió  jarnos  ni  pudo  cederle;  y 
que  si  alguna  vez  lo  hubiera  tenido  )á(ttiel,  habría  fenecido  en  el  espa- 
ció de  14  años  dé' abandono,  mediante  los  cnaiés  apareció  la  ley  de  1BS9 
estát/leciéádor  q^ie  tó^s  ünfcos  oiedios  de  adquirir  la  .p^opiedad  de  las 
peitébéncias  adineras  son  la  designaron  y  el  i'egistro,  á  cuya  catego- 
ría dbbíó  elevar  sú  détiüncio  Guf^rrero;  con  )o  que  estaba  deibostrado 
qtie  lá  pers'ó^atidad  de "D.  Juan  Vicente  Miártinez  no  descansa  en  las  le- 
yes*, y  p'ir  Ib  tanto  debe  ser  denegada  en  el  litigi<^:  que  eñ  cuanto  á  la 
personalidad  de  D.  Antonio  Martínez  Rotiiera,  sí  el  expediente  guber- 
nativo quedaba  en  suspenso,  era  incuestionable  qu6  Sagrada  FátniHk 
ntíest&bá facultada  para  sustentar  hb'y  derechos  que' como  ^ecundarioli 
y  dependiente^  dé  lá'c\lestien  principal,  necesitaban  pafa  existir  que 
a'q[uélla  áé  resuelva  favoriabléfn^ente:  c(úe  tiispécto  á  lá  suspensión  de 
ti^hbajds  y  secuestró  de  tninerales,  se  trata  dé  una  propiedad  tan  estable 
y^arábtidd  bomo  todas  las  que  viVetí  al  amparo  de  nuestro  Código 
fondamefntál,  propiedad  consagrada  por  un  titulo  que  atribule  el  de^ 
recho  db  posesión  y  explotación  consiguiente,  sin  que  esta  facultad  pue- 
da ^u'spendetge  ni  negiirse  en  ningún  casó  mientras  no^se  lé  niegue 
a(^uel  dominio  á' que  es  ii^hérenie  la  extracbion  y  laboreoí  de  la  finca: 

'  ReSultátido  l}tlé  habiendo  sustituido  el  poder  el  Licenciado  Salnse- 
ron  y  Alonso'  en  el  dé  Tgual  clase  D.  Julián  Metíales'  y  Gutiérrez,  5 
quien  se  lüVo  ptor  parte,  presentó  el  Doctor  D.  Alejandro  Groizard  tes- 
timonio dé  uñas'  diligencias  practicadas  én  el  Juzgado  de  primera 
instancia  dé  Vera,  á  petición  de  José  Aibar  Manzanares,  comprador  á 
Juan  Zutano  de  dos  acciones  de  35'en  la  Sociedad  Esperanza,  para  la 
exploiaéibn  dé  Ik  mina  Santa  Maña  de  Nieva,  y-áe  las  cuales  aparece 
declaró  él  Zurano  en  9  de  Setiembre  de  1872  que  era  cierto  que  én  IB 
de  Abril  dé  1856,  y  previa  citación  que  se  le  hizo,  compareció  perso- 
nalmente en  la  Secretaría  del  AyuolamientOv  y  por  el  Secretario  que 
ería  entonces  se  lé  notiBcó  en  toda  forma  dándole  topia  íntegra  d^ 
lina  órdétt  del  Gobernador  deía  provincia,  fecha  22  de  MarJso  del  mis- 
teo  año ,^q\[re  teñía  por  objeto  Instruirtó  del'  denuncio  que  á  la  erpre* 


-Ma- 
sada mina  se  habla  hecho  por  D.  Aniooío  Guerrero;  |y  que  ^lojl>kn 
era  cierto  que  á  yirtud  de.  dicha  not^qijciofi  coiiit{^eció  con  recurso 
de  oposición  al,  depuopio  eú  el  Gobierno  ide  pi;p?lncifl^  J  no. se  alzd 
del  decreto  denegatorio  declarativo  de  la  declaración  de  caducidad  de 
la  ^repetida  mina  porque  p.  GuillermQ  Bachil^r  manifestó  ser  i^ás  4 
propósito  yxonveniente  para  los  bucAOs  restallados  hacer  por  sí  mis- 
mo la  oposición  al  Guerrero,  asegurándole  que  serian  respetadas  sus 
dos  acciones: 

Resultando  que  al  mismo  tiempo  acompañó  di,cha  parte  su  escrito 
de  mejora  solicitando  se  declare  nulo  todo  lo  aptuado  por  Incompe- 
tencja  dé  la  jurisdicción  con^encioso-admioistrativa»  ó  en  otro  caso 
se  revoque  como  injusto  el  auto  apelado,  en  cuant9,  por  él  se  niega 
la  personalidad  á  P.  Aátonio  .Mi^rtinez  Isómera  para  3e^  parte  en  el 
juioiQ  sobre  revocación  del  decreto  de  caducidad,  de  la  mina  ^ftto 
Marta  de  Nieva  en  e\  Cjonceptode  coadyuvante  del  Ministerio  fispal, 
y  que  se  conceda. ^  D.  Juan  Vicente  Martines,  cesionario  de  D.  Anto- 
nio Gueirrero,  y  que  en  su  lugar  se  declare  única  parte  coi^dyuvaaie 
al  Romera,  confirmándolo  eq  los  demás  extremos ,  relativos  á  la  sus- 
pensión de  trabajos  y  secuestro  de  minerales;  exponiendo  para  ello 
que,  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  73  del  ;*eglamentQ  sobre  el 
modo  de  conocer  los  Consejos  proviociales  de  los  negocios  contencio- 
sos de  la  Administración,  y  el  268  del  del  Gon9ejo  Real,  es  causa  de 
oulii^Ad  el  no  ser  el  asun^  de  que  en  el  juicio  se  tra^ta  de  la  compe- 
tencia administrativa,  y  que  ep  este  caso  debe  hacerse  saber  á  las 
partes  que  acudan  dónde  y  como  vieren  convenirles:  que  denunciada 
una  mina  y  declarada  por  la  Autoridad  administraiiira  su  caducidad 
sin  oposición  del  concesionario,  e^  improcedente  la  via  contenciosat 
y  qo  puede  admitirse  por  los  IJribuqales  administrativos  ningpna  de- 
manda que  tepga^or  objeto  revocar  el  decreto  guberi;idtivo,  el  cual 
causa  ejecutoria:  que  cuando  al  expediente  de  denuncio  no  sale 
op,oniéqdpse  el  concesionario^  ,1a  declaración  de  caducidad  que  en  él 
•recae'  no  ;debe  serle  notificada;  y  que  el  término  para  acudir  á  la 
via  contenciosa  habieodo  habido  oposición  es  improrogable,  y  tras- 
curridos Ips  50  diais  que  la  ley  fija  para  reclamar  ante  lo^  Consejos 
provinciales  contra  el  decreto  de  caducidad  de  una  mina  dictado  poc 
el  Gobernador  de  la  provincia  es  improcedente  la  admisión  de  la  de-' 
manda  contenciosa,  y  cesa  toda  jqrisdiccion  en  los  mismos  para  po- 
der revocar  la  providencia  gubernativa,  citando  en  apoyo  de  estos 
asertos  varias  decisiones  y  sentencias  del  Consejo  Real,  del  de  Estado 
y  de  esta  Sala:  que  la  primera  de  las  escrituras  otorgadas  por  Juan 
Zurano  formando  compañía  para  explotar  lo  mina  Sania  Marta  de 
Nieva  io  fué  con  fecha  anterior  á  obtener  la  concesión  de  la  misma, 
y  ^u^o  siguió  gestionando  como  jconcesionario,  por  lo  cual  la.decla* 


racioD.de  ca4acídad  dQbió.  eateaderse  cop  éki  como  neiJ^Dtpodló,  y  no 
como  supcoia  p.  Guillormo  BacUller;  pero  cómo  eq  09li6  caso  él  mis*  ' 
mo  86  dio  por  apterai^o^dQ  dicho. decretOi  y  eomo.,  aquel  4iid  petar  el 
térinioo  prefijado  para  acudir  á  layiaiCOQteaciosai^qae.la  deplarAciooi 
de  caducidad  aa  hizo  para  que  pudierai  soUcitareie  eljegiatro  coQfojrme 
al  párrafo  eei^to  del  art.  20  del  Teglaaiento  4e  31  de  •  Julio  de.i849¿  y 
Botificado  el  repreaeptai^te  de  D.  Antonio  Guerrerou  uo^  CMiapUói  009 
lo  dispuesto  en  el  ipismcri  por  lo  qua  perdió  iodo  derecho  ppr^  teas- 
curso  del  plazo  legal  para  formalizar  .el  registxo  .d0Qti*O;4el  mea  si- 
guiente 4  la  netiQjcacion  del. decreto,  del  Gobernador:  que  ecHi  ésto  y 
la  lalta  de  oposiciiQp  d^  iuáq  Zurano  quedó  libre  y  expedito  el.torceiio 
de  la  auna  Sait^ Jíortai  cí«  Nieva^  sin  otro  ioterds  que  elcreadq  por 
el  registro  Sagrada  Famüia^  por  lo  09^  debía  admilirsela  en  eljuicia 
como  parte  coadyufaute.  de  la  Ádmilíatracioii,  y  negar  esta  eualidad 
á  D.  luaa  Vicente  ;l|.sr.tinez;y  suspepdíqodo  loi^  trabajos  y  seeneatraado 
los  minerales  para  qiieiio  :causeu  FHuj^icio  i  los  que  en  su  41a  seaá 
declarados  dueños  del  torseoo  y  8x|dotoa.los  productos  de  la  mina: 
c    fi^sultando  que.  emplazado  ^  Dr..  D^Barnajrdo  de  ToroyMoya^ 
contestó  soIiciUndo  se  revoquen  la»  providenciasen  que  se  admitieren 
los  recursos  de  apelacioo  y  nulidad  interpuestos  por  los  aotorio* 
res  i^ntra  la  intoriocutoria  del  día  6  de  Diciembre  de  iB72«  man- 
dando devolverlos  autos 6  costa  de  los  apelantes  (iafa  que, reponién- 
doos al  estado  que  tonian  antes  de  admitirse  dichos  recursos,  los  siga 
sustanciando  y  detormioe  con  arreglo  á  derecho,  condenando  á  los 
mismos  en  todos  los  gastos  y  costas;  y  que .  caso  de  no  haber  lugar  á 
ello,  se  confirme  el  auto  apelado,  con  iupiposicioii  de  las  costas  y  gas- 
tos por  via  de  indemnización  á  los  recurrentes;  fundado  en  que'  n» 
son  adodisibles  en,  lo  coatencioso  los  recursos  de  apelación  y  nulidad 
de  autos  intorlocutorios  sin  fuerza  dafiolti^a^  como,  el  reclamado; 
pues  con  que  este  ó  el  otro  se  declare  con  personalidad  ó  ae.suspen* 
dan  las  labores  de  la  mina  no  se  pone  téi mioo  al  juicio  haciendo  imi 
posible  su  continuación,  pues  proseguirá  sinióbice  su  macéha «regular 
y  poniente:  que  no  viniendo  loa  autos  por  alzada  de  sentencia,  defini- 
tiva en  lo  priacipal,  no  es  permitido  disentir  sobre  auiidad  de  lo 
aotuadovjy  no  habiendo  propuesto  dicha  nulidad  en  primera  iostanda, 
no  puede,  n^olverse  sobre  ello  en  segunda:  que  di  denuncio  de  una 
mina    con  arreglo  i  la   legislación  de  iB49   se  tietíe  por  regis» 
tro,  y  por  consiguiente  los  que  losSproducen  se  reputan  como  tales  re- 
gistradores: que  el  trámite  Qi''  del  act.  20  del  reglamento  no  previene 
que  se  iuserte  en  el  BoMin  oficial  la  declaración  de  caducidad  sólo 
cuando  procediendo  oposición  al  denuncio  se  confirma  aquella  pov 
^cutoriá«.  sino  igualmente  cuando  no  procede;  asi  como  es  además 
requisito  la  no(ifioion  persoqal  al  denunciador:  for  lo  ^cesecito  en  el 
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anñeíalo  408;<  ftúm.  6/:  q«é  declarada  lá  caducidad  de  übtunina,  pó- 
drá^iél  i^oDC^iíoiiÉrio  ptMocir  demanda  contéQCiosa  y  el  registrador 
del  tertdDad>e  lamhia  «éáduéada  mofliirarae  parte  eomo  Coadyuvante  de 
lA  Admini«trácioii{  ségun  el  arti  68  dé  la  ley  de  minas  d»  4859,  refbr^ 
medoporlá  dé  4  de  Earzo  de  i'888'/y  qoe  del  propio  modo  pueden 
ittoétrárse' parte  loe  dentmciadofres  perlado  1849,  ^potados  en  ella 
tí^mo  régistrad^^ree;  eá  los  pleitos  pendientes  ál  publicarse  lA  de  18S9 
yetl  T^rma  dé  68,  aunqae*  aquella  lo  prohiba,  pOr  ser  aplicables  á 
^0^^  ti^amitacioti  enastes 'establecidas;  pot  lo  qne  era  indudable  la 
p^ríbnalhlad  declarada  á  íaTor  de  D.  Juan  Vicente  Martínez,  cesíona< 
rio  de  D.  Antonio  Guerrero:  que  es  impertinente  tratar  delxlerecho 
con  que  se  litiga  cuando  no  sediscute  ni  puede  discutirse  eto  derecho 
en  un  incidente  de  personalidad^  por  le  cual  no  formulaba  las  dod- 
trioafi  qoe  sostenían  el  que  sin  %i8puta  le  asistía  á  la  mina  con  los 
preceptos  legales  y  soateiídacf  que  la  sustentaban:  que  habxendb  de- 
cidídoia  Real  orden  de  7  de  Diciembre  de  187)  que  el  expediente 
SagrMda  FaíniUa  quede  en  suspenso  baste  que  recaiga  ejecutoria  en 
el'plrilto  sobiie  caducidad,  después  de  la  que  se  había  de  traníltiÉr  y 
resolreí ')^or  el  Gobernador  teniendo  estado,  no  puede  ser  parte  en  ese 
lí^gio  iD.  Antonio  Martínez  Romera,  como  lo  había  decidido  el  auto 
de  l^Aifillebcía:  que  aun  cuando  dicha  Real  orden  no  existiera,  es 
coñtvartioá  toda^regla  de  justicia  y  á  los  principios  reguladores  d^ 
pfoeedünieiitc»  el  que  un  pleito  se  ínterbale  y  mezcle  en  otro  pleito: 
qué  tnüobo  nténos  es  posíüe  tratar  la  cuestión  de  sí  Sagrada  Famtiia 
debe.déolalMse  dueña  del  terreno  Santa  María  de  Nieva  en  el  pleito 
deteaduddad'  pendiente  en  que  ni  siquiera  obra  ni  puede  obrar  su 
ODqpedieaifo,'  4^6  DÁICÍ6  14  aiíos  después  por  su  registro:,  que  el  que  ca- 
redede>tl$iil»'dé  propiedad  de  una  mina  no  ha  podido  obtener  legal» 
nénle'vla  poción  de'  ella  por  la  l^islacion  de  1849,  y  no  puede  en  su 
▼ártudiimpioéavse  para  que  se  le  permita  su  explotación:  que  declarada 
la  :c«dncídBd¡  deoba  pertenencia  y  promovido  litigio  sobre  ella,  no  se 
puede  Gontoitir  su  explotación  á  ninguno  de  los  litigantes,  porque  se 
alMlnlria  el  estado  de  la  i^osa  litigiosa,  en  minas  más  pernicioso  que 
eh  itíngUna  otra  eventualidad  por  las  riquezas  que  se  exponen  á  des» 
apaieOdr  y  "huellas  de  despueble  que  se  borran:  es  decir,  que  es  dar 
amas  ¡al  que-  diecÉte  para  que  desaparezca  el  motivo  legitimo  de  la 
pénlida  ctel 'derecho  disputado,  lo  cual  es  contrario  á  la  naturaleza 
de  los^  juioios:  qtie  el  decreto  gubernaiivo  coinsentído  no  es  recia - 
mabledespueipor  elquelb  conSintié:  que  la  fianza  y  la  interven- 
elon  de  los  opositores  á  una  pertenencia  qtte  se  disputa  con  depósito 
de  minerales  es  lo  menos  que  se  exige  al  que  se  le  autoriza  para 
ekploter  en  loe  casos  en  que  esta  exptotsíoion  es  permitida,  que  no 
fes'el  pMsenOB^isegeni  las  deeisieáes  que > dtai;  y^  que  al*  qne  in- 


t 


ierpooe  recurso  de  «peldoioD  A  auli(^4  >goo  ,  nptQríi^  topi^r^^M  •  ^^ 
le  condena  en  costas  por  vía  de  indcunnizacion  de.  dañof  y  ¡iHBrjuicioe; 
Resultando  que  emplazado  igualmente  el  Ministerio . fiscal». pr^u* 
dio.  se  declarase  que  la  Sala  sentenciadora  no  ha.  debido  adn^itir.lo^. 
recursos  de  apelación  interpuestos  á  nomLre  de  La  Esperanzar  y  ios 
de  nulidad  y  apeU^ion  deducidos  por  D.  Antonio  Martínez  Reviera,  y 
por  tanto  nula  la  providencia  de  i3  de  Diciembre  enjque  seadmitle-^ 
rou,  acordando  que  continúe  el  procedinientp  con  arreglo  i  derechos 
y  que  al  dictar  definitiva  en  el  pleito  principal  resuelva  la  Audiencia 
acerca  de  dichos  recursos  lo  que  estime  justo;  y  que  en  el  caso>  de  con- 
siderar la  Sala  que  estuvieron  bien  admitidos  dichos  recursos,  coi;Lfir- 
me  la  sentencia  de  6  de  Diciembre  en  cuanto  declara  personalidad  i 
Vicente  Martinez  y  se  la  niega  á  Martínez.  Romera,  y  qoe  se  anule  ep 
cuanto  á  la  suspensión  de  labores  y  secuestro  de  minerales,  apojfido 
en  que  el  art.  25i  del  reglamento  del  Consejo  dsf  Estado  dispoüe*que  el 
recurso  de  apelación  ante  el  Consejo  respectivo  se  hará  saber  al, apelado 
por  cédula  del  Ujier;  y  si  así  hubiera  tenido,  efecto»  era  posible:que.el 
Ministerio  fiscal  hubiera  podido  influir  con  sus  alegaciones  en  el  ánioip 
del  Tribunal,  y  que  hubiese  sido  distinta  la  providencia  de  iSde  Dicien^- 
bre^  cuya  nulidad  solicitaba:  que  la  sentencia  apelada  no  hacia  imposi- 
ble la  continuación  del  juicio  sobre  caducidad,  y  que  la  Sala  no.  dehiií 
admitirlos  recursos  interpuestos,  sino  dictar  otra  providenCvif  q^e^ no 
impidiese  á  Martínez  reclamar  de  ella  en  tiempo  oportuno:  jqu9,la  pre- 
tensión de  éste  envuelve,  más  bien  que  uqa;  escepcion  de  persei^i^i- 
dad,  la  de  si  tiene  ó  no  derecho  á  ser  ^rte  en  el  juicio  como  coa<4y^-< 
vente  de  la  Administración,  en  cuyo  caso  y  como  excepción  per.eptq* 
ria  debió  resolverla  la  Sala  en  sentencia  definitiva:  que  la  jurisdiccioi) 
contencioso-administrativa  es  la  única  competentj^  paracoaocer,de  I^ 
cuestión  que  se  ventila  en  el  pleito^  según  lo  dispuesto  en^el  art.  3^ 
de  la  ley. de  minas  de  il  de  Abril  de  i8^  y  el. 68  de  la  ley  vigente:;que 
acerpa  del  modo  de  hacerse  la  notificación  del  decreto  de  caducidad  y 
de  lo  alegado  sobre  ello  por  las  partes  la  Sala,  resolver^  en  su.  día:. que 
la  declaración  de  haber  ó  no  lugar  ^  la  caducidad  se  debe  cpa^unicar  á 
los  in^eresadosi,  e^to  es,  al  concesionario  de  la  mina  y  al  Renunciante: 
que  la  demanda  presentada  por  la  Soci^áíiá  Esperc^nza  Ujo  debió  admii 
tirse  por  hacerlo  fuera  del  término  marcado  por. la  ley;  pe^pqi^e  él 
Consejo  provincial  la  admitió  y  sentenció,  cuya  providencia  tenia  e) 
carácter  de  irrevocable  según  el  art.  12  del  Real  decreto  de  19  de  Oc- 
tubre de  18{S0,  y,  el  í  í  y  25  de  la  de  26  de  Noviembre  de  1868;  y  siendo 
posible  que  lo  hiciera  en  la  inteligencia  de  que  él  término  se  contaliá 
desde  la  fecha  del  decreto  de  i4  de  Agosto  y  no  del  de.2f  de  |layo  so- 
bre declaración  de  caducidad,  este  error  podia  correarlo  la  Sala  de 
Graoada  al  dictar  definitiva;,  y  encaso  de  que  las  partes  interpongan 
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el  reónrgo  dé' DOlidad  jantamente  eotrel  de  apelacioo,  t>o^rá  lá  Sala 
resolver  si  la  demanda  se  presentó  ó  oo  dentro  del  término  legal:  que 
segnn  ia  legisladon  de  1849,  no  tenia  el  denanciante  derecho  á  ser 
parte  cuando  el  eipediente  pasaba  á  ser  contencioso,  ni  como  deman^ 
dado  ni  como  coadynyante  de  la  Administración;  peto  que  admitida 
la  demanda  y  paralizado  el  pleito  hasta  el  año  de  i67i,  la  ley  de  1869, 
con  las  reformas  del  68  y  reglamento  de*^  de  lunio  del  mismo  año, 
admiten  at  registrador  denunciante  en  la  ria  contenciosa  en  concepto 
de  coadyuvante  de  Vá  Administración;  y  la  Audiencia  d%  Granada,  al 
ordenarlo  asi  respecto  de  D.  Vicente  Martinez,  no  le  ha  concedido  liin- 
gu6  derecho  positivo*  pues  cuando  se  pronuncie  sentencia  definitiva 
respecto  de  la  caducidad  la  Administración  fijará  la  situación  del  de- 
nunéiánte,  pues  vuelve  á  conocer  del  asunto:  que  la  sentencia  apelada 
es  ju^ta  en  cuanto  no  permítela  entrada  en  el  juicio  á  D.  Antonio  Mar- 
tínez Romera,  porque  no  siempre  el  interés  de  un  particular  en  el  éxi- 
to de  un  pleito  le  dá  derecho  á  intervenir  en  éU  y  el  decreto  que  dic- 
tó el  Gobernador  con  arreglo  al  art.  24  de  la  ley  de  4  de  Marzo  de  1868 
fué  revocado  por  la  Real  orden  de!  7  de  Noviembre  de  1871,  situacioa 
en  que  ei  aspirante  á  una  conce>ion  minera  no  tiene  ni  por  la  ley  ni 
por  acto  administrativo  derecho  de  acudir  á  la  Via  contenciosa:  que  la 
sentencia  recurrida  es  digna  de  anularse  en  cuanto  á  la  revocación 
que  ha  hecho  del  decreto  de  18  de  Setiembre  de  1872  'del  Gobernador 
de  Almería,  ó  sea  la  suspensión  de  labores  de  la  mina  Santa  Marta  dé 
Nieva;  porque  tanto  dicho  decreto  como  el  de  17  de  Julio  de  1871  son 
de  la  exclusiva  competencia  del  Gobernador  como  actos  discreciona- 
les de  la  Administración  activa  que  no  pueden  someterse  á  otra  juris- 
dicción, y  porque  en  mineWa  sólo  procede  el  recurso  contencioso  en 
los  casos  que  determinan  la  ley  y  reglamento  del  ramo,  en  ninguno  de 
los  cuales  se  hallan  dichos  decretos:  ^ 

Vistos,  siendo  Poneúte  el  Magistrado  D.  Juan  Gano  Manuel: 
Considerando,  respecto  á  la  procedencia  ó  improcedencia  de  la 
apelación  interpuesta,  que  si  l)ien  el  art.  92  del  reglamento  de  Conse- 
jos provinciales  no  admite  la  apelación  de  los  autos  interlocutorios, 
esta  disposición  se  entiende,  éñ  consonancia  con  la  del  art.  262  del 
Consejo  de  Estado,  cuando  el  auto  apelado  es  meramente  interlocuto- 
rio  y  ordenatorio  del  juicio  que  pone  término  al  mismo,  imposibilí- 
laado  su  continuación: 

Considerando  que  el  auto  de  cuya  apelación  se  trata  no  es  mera- 
mente interlocutorio,  sino  más  l)ien  la  resolución  de  un  incidente 
comprendido  en  la  disposición  del  citado  art.  262,  puesto  que  de- 
negada la  solicitud  de  ser  tenido  por  parte,  su  efecto  respecto  ¿  aquel 
cuya  personalidad  se  rechaza  es  el  de  terminar  por  él  el  juicio,  im- 
posibilitándole la  defensa  de  su  derecho  en  el  sentido  que  bajo  el 


nombre  de  toeidentes  considera  esta  cu^tion  el  ciUdó  reglamento: 
Gonsideraddo,  respecto  á  la  nulidad  de  todo  lo  actuado  porldcom'-* 
petencia  del  Tribanal  contencioso  en  este  pleito,  bajo  el  supuesto  de  qué 
la  presente  cuestión,  como  de  orden  público,  tiene  cabida  en  cualquier 
ra  estado  del  pleito,  que  esta  doctrina,  exacta  en  abstracto,  és  ínapli^ 
cnhle  al  caso  presente,  porque  aquí  no  se  trata  de  uoa  i^erdadera  cues- 
tión de  competencia  entre  Autoridades  de  diferente  órdén,  oomo  son 
la  gubernativa  jr  la  judicial,  única  que  produce  él  comflicto  juHsdic*-' 
cional,  en  cúyá  resolutíon  se  interesa  el  óiden  y  eonoierto  en^  ejer^' 
I  CTcio  de  las  funciones  de  amblas  Autoridades  para  evitar  la  infásíion  d^ 

una  en  la  juris^dicciotí  de  la'otra,  ^ino  de  ampliación  deatilbuciofies; 
caso  que  ta  irabiese,  dentro  de  la  misma  esteta  administrativo-eonteii-' 
cíosa,  en  la  que  no  cabe  ¿boque  de  juH&diceióñ  consigo  miemat  y  fot 
consiguiente  Ifr  reclamación  que  en  tal  concepta  se  formula-  de<scanetf 
I  en  un  supuesto  inexacto  al  confundir  estas  diversas  cuestiones:'     ' 

I  Considerando  que  para  la  resolución  de  la  procedencia  de  la'via 

contenciosa  se  ha  establecido  el  trámite  previo  de  la  admi^sion  de'de^ 
manda,  ordenándose  que  una  vez  decidido  este  inoidentey  declarada 
la  procedencia  dé  la  via'  contenciosa,  conio  lo  fuá  en  :su  dia  eti  este 
pleito,  tal  resolución  es  firme  é  irrevocable  Como' cosa  juzgada,  cau>^ 
sanáo  estad'o  é'  impidiendo  que  bajo  ningún  otro  aspecto  pueda  ser  re- 
producid'd',  según  lo  dispuesto**  en  el  decreto  ley  de  26  de  Noviembre 
de  I8W:  "' 

Considerando  que  bajo  este  supuesto  las  sentencias  citedas  en  apo^ 
yo  de  la  pretendida  incompetencia  se  refieren  al  caso  de  conflicto  jo^ 
risdrccional  de  que  aquí  no  se  trktá.  dejando  á  salvóla  doctrina  iuoon« 
cusa  qae'qú'oáa' expuesta,  y  por  lo  tanto  no  son  aplicables<al  ceso  de 
autos:    '•  .,,... 

Considerando  respecto  á  la  personalidad  que 'se  discutevque  el  ar- 
ticulo 20  del  jeglamento  dado  &a  31  de  Julio  de  i84&  para  llevar  á 
efecto  la  ley  del  mismo  año  admitió  ya  'en  su  número  6."  la  persona» 
lidad  del  denunciante,  cuando 'decTerada  lá*  caducidad  se  habia  de  te^ 
ner  su  denuncia' poT  registro,  concediéndole  el  términ*e  ife  un  mes  p»^ 
ra  insistir  en  él,  suponiendo  que  desde  el  denuncio  habia  dado  ya  6 
conocer  'su  intención  de  ser  registrad o^á 'su  tiempo;  y  después  la  ley 
y  reglamento  de  ISSOadmitieróti'  que  ambas  preteosioDes  se  dedujeran 
coójuntátnente,  confi^ndiendó  en  üua  la  calidad  dé  denunciador  y  re^ 
gistrador  para  cuando  Se  defclarase  lá  caducidad;  ^ib-que  por  esta  ée-* 
clara'ción  de  mera  forma  y  procedimiento  se  entienda  préjui^gada'^ues* 
tion  alguna  de  fondo  directa  ni  indirectamente,  privándoles  con  oca- 
sión de  resolved  este  incidente  del  derecho  de  que  se  crean  asistidos 
en  la  cuestión  principal:  ^ 

.Gonsideraüdo,  porio  tanto, ¡duelan  elpreseáie  6ai^o,ysolo  para 


el  efefilo  de  litigarlo..  Víceote  Mariioei^  edificado  fol^  d(9  d^auíi- 
ciádor,  debe  ser  repatado  á  la  vez  como  legiatrador,  y  eo  ^1  concepto 
ha  de  serle  aplicable  la  disposición  del  arUcolo  68  de  ia  citada  ley  al 
declarar  qqe  «en. esios  juicios  de  caducidad  podri  el  registrador  mos- 
trarse parte  como  coadyuTante  de  la  Administraccioo;* 

Considerando  que.  no  obsta  para  este  efecto  lo  qu^  se  alega  contra 
el  denunciante  respecto  ano  haber  insistido  en  qu€i  su  denuncióse 
conyirtiera  en  registro,  no  habiendo  llegado  por  este  hecho  i  obtener 
d  carácter  de  registrador,  tanto  porque  no  consta  en  autos  la  publicar 
Gíon  d0  la  caducidafi  6  notificación  en  foroaa  de  esta  resjoli^cipo  cqn  la 
«concesión  expresa*  como  la  1^  requiere  del  plai^o  d^  30  dia^^ajlinidi. 
cado  fin,  no  bastando  meras  presunciones  en  contrario  ppfa  privarle 
de  un  derecho,  legitimo  de  def^jifa,: como  porque  la  resol^cic^q  d^  estas 
cuestiones  es  en  el  estado  actual  del  pleito  extemporánea  é  i^q^proce» 
dente,  debiendo  dejarse  intacta  para  definitiva; , 

Considerando  que  en  la  esencia  favoreceo  tambiei^.los  prínpjipales 
andamentos  legales  que  qvedan  expuestos  á  D.  An^njo  Martínez  Ao- 
mera,  registradoif.de  la  mina  Sagrada  Familia,  sin  que  basteo  á  des» 
tituirlos  la  impugnación  hecha  en  este  juicio  ala  personalidad  del  mis- 
mo interesado  en  razón  de  haber  sido  declarado  en  suspenso  su  expe- 
diente de  registro  por  resolución  ministerial  por  él  consentida,  poie^te 
que  sin  necesidad  de  tal  decoración  habriá  de  estarlo  siempre  con  sp- 
lo  atender  á  lo  que  dispone  la  ley  antigua  de  1849  y  todas  las  posterio- 
res acerca  de  la  prohibición  de  cursar  expediente  alguno  de  registro 
hasta  que  recaiga  la  declaracipn  ejecutoria  de  caducidad,  con  lo  cual 
está  conforme  lo  diapuesto  en  el  art.  68  de  la  ley  de  minas  citada, q,ael 
permite  á  los  registradores  mostrarse  parte  en  la  vía  contenciosa  con 
el  carácter  de  coadyuvantes,  una  vez  declarada,  como  lo  está  en  el 
presepte  ci^so,  la  caducidad  de  la  mina  en  la  vía  gubernativ<i: 

.  Considerando,. respectp  9¡L  último  punto  apelado,  quesi.biep  es  ex- 
pedita é  incuestionable  la  competencia  exclusiva  de  la  Administración 
activa  para  proveer  acerpa  4®  la  incidencia  de  suspensión  ó  continua- 
ción .de  labores  mineras  y  del  pecuestrp  (}  libertad  de  extrae^  lo^  ipine- 
rales,  ésto  se  eetiende  necesariamente  y  solo  es  aplioabjie  cif  jindo  e¡ 
negocio  radica  aun  ep  l#  yia  guberi^atívs^,  qomo  indicaí^  ^jaramente 
las  palabras  de, la  ley  «4ura|^te  la  trami^(^ip^  ^fle^^áienjjdi'jg^ro  de 
ningún  modo.cuand^  ^\  fl?qnto  ha  fiitrfi(},Q  ea  1^  .ifi^  cop^enfiíop^í^  que 
constituye  un  veridadero  litigio,  d^r^ot^  eji  cua}  ef  doctr^m»  iqcpncus§[ 
que  np  puede  hl^cer^  ^npoYai^jpi)  qiy^  altere  ^  est^(|o  de  lá  cosa  liti- 
giosa, como  íojierU.a^p^r  Ift  mw  wefljajD^,  \míí  .  ?ípMacioi^.activi^ 
y  rigorosa  q^e  la  esteriljíca^s  Í^^PlPí^  J}H??5fP.  ?^  ^^Hi^fil^^^tff:   , '. . 

Y  considerando  qutá  este  principio  univér^l  J  tutelar  d^  |o8  jai-- 
Cftos^e  ballap  ^§!iUi:9ji9)mt^fu)r9r^padM  ¡if  íJajB(^icff|ifj^  5Jue,^¿  in- 


TotáD  ,  V  i^Wvik  lo  iíéednbceo^  impUcitaménte  y  lo  Bobréentíebliéo; 

Pálfámoi  4a6  áébeiÍDbs  dbclai4r  y  d^dláramos  taó  Italbói'  la¿kr  á'de- 
jar  siú  éiécto  el  átitó  en  que  ae  admitierob  las  ápelaciotíds  idierpaea- 
tas  cott  la  preftensioQ  de  que  se  reservara  «u  resolutíoñ  para  defluitiTa; 
ni  taixípoco  á  lá  déclaradoil  de  las  nulidades  reclamadas  respectiva- 
mente asi  én  la  instancia  anterior  como  en  la  presente^  por  la  Sociedad 
Esp&ransía  y  el  registrador  de  la  Sagitada  FariuUti,  6  sea  D«  Guillermo 
Baehilíer  y  ff:  Antonio  Martínez  Ronielra:  declaramos  asimismo  haber 
luj^r  á'  télnérpót  i)ártes  en  eslte  pleito  á  D.  Joan  Vicente  Martínez  y  al 
antedicho  D.  Antóuio  Martínez  Romera,  en  calidad  ambos  de  coadyu* 
Tantos  de  la  Admioiáftraciou;  y  mandamos  se  lleve  á  efecto  la  sóspeA'- 
sion  de  labores  y  secuestro  dé  knineraleé  de  lá  miba  Sania  Marta  de 
Nievoi  haStá  que,  dictada  sentencia  ejecutoria  en  este  pleiVe  sobre  \6 
príntipal^  se  resuelva  también  acerca  de  é&ie  extremo  lo  que  proceda: 
en  ló  que  con  e^ta  séntéincia  fuere  conforme  el  auto  apelado  se  confirma, 
y  en  lo  que  no  se  revoca;  devolviéndose  los  originales  á  la  Sala  de  lo 
civil  de  la  Audiencia  de  Granada,  de  donde  proceden,  con  la  oportuna 
certificación  para  que  los  sustancie  y  determine  seguu  su  estado  con 
arreglo  á  derecho. 

Asi  pdr  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacela  ofi- 
cial y  se  insertará  en  la  Colección  íegislaHtfA,  sacándole  al  efecto  las 
copias  necesarias,  ló  pronuncidmos  mandamos  y  firmamos.=Juan 
González  Acevedo.=José  María  Herreros  de  Tejáda«==Joan  limenez 
Gaenca.=^El  Magistrado  D.  Ignacio  Vieites  votó  en  Sala  y  tio  pudo  fir- 
mar: Juan  González  Acevedo.b^Juan  Gano  Manuel. = José  Jiménez  Has- 
earÓ8.=Trinidad  Sicilia. 

Publicácfot.=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia'  po^  él 
Excmo.  Sr.  D.  Juan  Gano  Manuel,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo, 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  cuarta  de  que  certifico  como  Se* 
cretario  Relator  en  Madrid  á  i4  de  Julio  de  1873.=Enríque  Medina. 

(Gaceta  de  23  de  Setiembre  de  1873}. 


Sentencia  declarando  haber  lugar  al  recurso  de  casación  tn* 
terpuesto  en  el  espediente  sobre  participación  en  la  mina 
Virgen. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  15  de  Junio  de  1873,  en  los  autos  seguidos 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audiencia  de  esta 
capital  y  en  la  Sala  secunda  de  la  del  territorio  por  D.  Eduardo  Booa«- 
plata  con  D.  Ignacio  Figueroa,  Marqués  de  Villamejor,  sobre  nulidad 
de  usa  escritura;  en  el  dia  sobre  cumplimiento  de  sentencia,  autos  qcíe 
penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  easaeion  interpuesto  por  Fi-b 


gaerpacpD^{i|  vm  ,attto,4icteido  f  or  dicbí|  SaU  ^a  6  die  M^rzo  de  187^ 

ResultaQdp.pe  por  ^critura  de  2S  de Jfaoio.^de  1861. á  que  W;efie- 
r^.stt  ejecutoria,  de  cuya  cuipplimiepto  ^e  trata,  D.  Eduardo  ^ouapla- 
ta«  pomp  dueño  de  la  mina  Yirgen^Ji  virtud  de  cuya  e^qr^tura  del  dia 
precedente,  vepdió  á  D.  Ignacio  Figu.ef04  11  partea  de  ICK)  de  h  misma 
eo  precio  de  5a.0U0  reales  eo  co^Qcepto  de  Ubres. de  todo  pago,  tauto 
del  precio,  de  la  compra  heefaa  por  el  otoigaol^,  como,  del  crédito  qj^^ 
contra  la,  misma  ^resultaba  i  favor  de  la  viqda  .é  bijo^  de  D.  .RamoQ 
Bonaplata^.a^i  como  de  cualquier^  otra  jfespoosabiUdad* y  ironía  obli-. 
ggicipEí  adema?  porpatte.  del  otorgante  de  costear  los  gastas  q.ueá  di- 
chas U  parces  isorrespondieran  en  la  explotación  de  la  mina;  .. 
.  ^esuliaiji^dQ  que  P.  Eduardo.  Bonaplata  dedujo  demanda  .oOQtrq  Doa 
Ignacio  Fi|;ueroa  jsob^e.qulidad  del  contrato  de  vea^  que  se  h^bia  be?* 
cjbvo.en  la^critura  de  28  de  Junio  de,18j51  de  U. acciones  de  la:ipina 
yir^i^fi;,á,lá  que  contestó  Fi|;uerQa  pidie^ndo  se  le  absolviera  d^  ella. 
decI^riiq(}o  que  por  el  citado,  contrato  era  l^ítimo  du^o.delasll 
paijtea.  de  la  mina  titulada  Virgen,  condeciendo  á  6o;)ap)ata  i  que  le 
rindiera  cuenta  justificada  de  los  productos  de  dicha  mina  4esde  el  dia 
28  de  Junio  de  1861,  sin  deducion  de  gastos  ni  pagos  de;  ninguna  clase* 
y  á  que. le, entregase. inmediatamente  el  prp^ucto.que  le  correspondie- 
ra en  dicbottiempo  á  las  11  acciones  ,ó  partes  de  la  inipa:  ,   . 

Resultando  que, sustanciado  el  juicio  por  sus  trámites,  por  senten- 
cia de  la  Sala  segunda  ,de  la  Audiencia  de  ^3  de  Diciembre  de  1969,  rQi 
vocatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  se  absolvió  á  D.Ignacio 
Fjgueroa  de  la  demanda,  condenando  á  Bonaplata  á  perpetuo  sileocio 
y  obligado  á  estar  y  pasar  por  el  contenido  de  la  escritura  de  venta  ,4^ 
28  de  Jianio  de  1861  con  todas  sus  consecuencias,  y  á  que  rip()ie9e  á 
Figueroa  la  debida  cuenta  justificada  con  entrega,  de  los  productos  qm 
l&  correspondían  de  dicha  mina  como  dqepo  de  las  14  apcíonas»  á  opOi- 
tar  desde  la  lecha  de  aque^Uaiescritura: . 

Resultando  que  Bonaplata  interpuso  recurso  de  casación  que  le  fué 
admitido,  >^este  Tribunal  Supremo  por  sentencia  de  2  de  Enero  de  1871 
declaró  no  haber  lugar  al  recurso  con  las  costas: 

Resaltando  q\jie  devueltos  los  autos  al  Juzgado  de'prímera  itistan- 
pía  se  mandó  guardar  y  cumplir  lo  resuelto^  y  D^,  (gnacip  Fi^uer(pa;j^re- 
sentó  escrito  exponiendo  qué  la  sentencia  ejecutoriada  debía  llevarle  á 
efecto  en  los  términos  que  prescribía  la  Sección  1.',  tít.  18  déla  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  observándose  qujs  en  la.  misma  senteqci^; ha- 
bía dos  .p6\rtes  distintas  aunque  ligadas  entre  si:  que  la  primara  part^ 
ileclatraba  la;  validez  deja  escritura  de  28  de  Junio  de  1861*  á  virtud 
de  la  cual  adquirió  Figueroa  la  propiedad  de  las  11  partes  de  las  100 
de  la  mina  titulada  La  Virgm^  antes  El  GitanOi  y  la  abunda  la  ^w 
jcopdeuaba  á  Bonaplata  á  rendirle  cuentas  y  á  entregarle  loa  prodQieiQf 


lAG«i«Hi|ae!Íifli  4ei  nitrito  di^e.poMsioi|»;ihACleDdi(l  9flb^t.qtt.dQrf0luy 
á  las  personas  que  hubiese  encargadas  de  la  dtmcoioitdeltos.Uabaiift 
y.dalá!ateÍBÍstni|CÍ«ii>  .teJa  JMÍai^  a8fc«qa(i.taiDblitn;ifBC2lnl«li  ánire- 
cQQdeéraeta  camo.  iUiem»<iét^'eI)»  a»  ;p^rticipaQiob .  eaa  lonapbdaiqiiá) 
pa|^ «iumplif ifo  aagiiiiia.pAt«e(4jq haeiaípreciaa qaB.qjubQd^seodQSlIttlIa'^ 
doar4f»{Mlti0áloa.deiMmpo^.el^^  Domei^saba.ap  98  ^eJÉnidés  18611 
y'apatoriadihdta  quette.le  díase  1a.pos6aioD  de  au  pr^piedaí^  y  el  que 
eoiiieDapi«ienidkliOidia  j  balóla  de  contiiiuai  e»  adelaate:  qiia'i;espfc<t' 
laalifiriaierperioda  lanía  Boo^plata  knDhUgaei^.  da  rendir.  laaiCuqn*) 
tu  7  esamlnarlaS'PJKueioau  pesciblaiidq  aOi  aegnida:  loq  proáaaAoa  4«e. 
le  bttlúeaftntCoimespottfytd»4MS sus  iii  pastea;. y  porral  aaguDdo  paniodo> 
podía.  Fi^veraa  céfroer  lodos  laS;  f¡BLCuJlia(d^s.q)i^..efaii  (iSAseoaeiiáa-deV. 
dofsiijio:  qnf  osa Bocoearío  hAcec.iaYOOAoriaidotodolD  4Uioeer«keolo<ái 
la  avaa.,  eortapdo  laftfOMlaii.  eobel  día  d^te  posat^ony  pc^pieaik)!  teoí' 
ünoDio  4e  la  tituAcion  üj1a.í<m  ühcoa  an  quesoi^YaseaéidiaAidQefliasti 
X  pMíó  que  «9  prois^OMAft^iMAlA  d^íitoflxpfiapMa,  apiaiandafB  hü&m 
plaxo  paco  uno  JBoQApbmt  pio^oo^  lasuOttOttU^  X  onUegasq  loi.oostf 
iroaiipii4io«l^prod0OK9o; '•.;.:..  .... ..:/.  ..  -.'uu.» 

:8e9ol49ii<tQ  quo.ol  Amm  40  primoco  iosliaiMi&.^aD  autoi  doí  ilréo 
Abril  4^  ftl^it.  ioaod4  00  líl»raM^>  f x^orto  al  ^uoa  de<  iaiGorolipOéioOai 
loaUmopÍQ:enjola(CÍp«i  dota  esodUiro  d<Or^d«.i/up«o  da  4801  ly;  de  te 
porM  dispp^UiíTi^  4iO la «flnteiooia  síeG^toria  paca  que  dé  pose^otí  A  Duiíi 
!giioci€)Figpecoo.como  partíqip^  9gii  partos  .de  la  mina  tilHladaí  .Yítin 
^«P.  y  9Dtf)f  $t  &(«»%  baoUfidP.Aabftn  eato  derecha  á.  Uapecaaoofuqoo 
^r|¿i4oii  00  ifi  dúr^cÁoa  do .  ^os  .trabajos  y  admioistroaioQ.  de  diabq 
mina,  y  para  que  se  JbripolifiOiioyootoriQ  de  tíodo  to  ooooerDíeoU^Ai* 

^p^Q^f4^  oi^iia,  fOQfigi;oftdíO  ppj  i^^ííoiadío  )(^Bto.j¡es«ltojdo  lof  li- 
bras dp  $99>«<^UI4i^A  A  4e9.ig9pQPi  .<^ol  D»  Ig6iici({  Figuoroad  4o  9U  l^ 
gfti9if9,$t^pc9(^n^n^,,.^iiépAidOídflsoi  limfodo  esto. dili«oi»cia  a|  Aniso 
qlljMft  dfí^  ha^r  c^fí^tfif,  l^octAü^  «Mvoqíop  d%)as.Quan|yi8,4oodo8«oaiaT 
^poi^^y.  lAlv>/;ai  7: 4jQiM|B  extrom99  P9/qu\wejs  ^  OQiidoQútvio  0je$(U<^^ 
rif^f^qt^ dop|#ro49:  quo.HfttiiaiOA  SAbofi.á  Q^Gdui^do.AoooplAtA.auo 
oftfl  (^{[ipií^oj^jli^  imtS^  CQOíA^Ktie^do  kfAPfco.do.U  pososjoo,  iif d4o 
4.9.  Igna^i^lfigQOírQa  li;.4eMd4  «««oi^ta^  juAtilteAdAi  con  ai^^«gA>flQJi« 
prp49C>$K9  lu^  ,1^  e^iC'C^ondaQ  pp^  laa.ii  t^^^mef  desda  la  .fo€Jha.?do 
^  SWlWdAfifWittcíi  4p  48ft^  lia8j¿  ol4ío  die  ia  pqiio^íoa;  .. , .  .... 
Resultando  que  D.  Eduardo  Bonaplata  pldi4irofofi;íia.dA,4iiC.^.pr07 
TPÍo.TOfilo  M4W?«a4i|^3í.  *ftfeWOdaínA«Ptt«lM>  appla^ioiKteito*  ad. 
Wtó4fli  ,e9í,cfl«í«  PPfi  <ip«Wl  %9  0^Pt4ílíüi  lo  posenio»  éi  ipxoo.torw. 
if^^áí^^  oupp^  lo  §cp)r4Ado  4Pbi5f|  Pl;0i(AAt^iPO4aouo&tof,4|Cor- 
W  4s  ^0  9U#J.  1^%  l^aliía  . Ifigitfnftl  rieWfiWt  4e  «toftd^^  7  q^^.  «fi  U^vq^O,  í 
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etaito  ^pfadabdiií  jÑm  elfo  trntinioflib*  def  lif'i^meiitff^bMliirAidéit^eitii- 
(pie- •WaWa'8'Ído 'admitido i'  •'    »- -.i.:  «.,;•'•.  ■  -  -«•'!.'. f  •>».;'. -i^nr-:- (  .j"  . 

'•lláiiliáfiMAoiqiie^ formada  pim  6epaviii2(b(Are'«lp«^tioftM<dalrdn- 
dicioo  dé  coaotas,  D.  Ignac^aiFigneroartieeeéntó  eMiriio^^so  23'd»'llayo 
d6i1671,iao9in^fiaDdo;  una  carta. evoque ^'dtel'Biiamo  día» (endírigió 
D.«'Bduárdó<Uoapliita  partioipáadolequei habúi!tratididot1a6i89'{)«rlea  4 
aociode^  qpid  le  p>eril<soeciha¡eD 'iaa  iüiÍQaa*ii|^Ír^^8ii,  ;$p/  7''!Z}re«'Ai^o«i 
y  qqe  padia  eotaadersa:'  eoo><Bt  nuevo  iddedo'ó  8oeiéd>ad''q«éi4iubiese 
adquiTidsIliiá  aecit»iiesvié  iiitsacaddi^í^Pigtteboa'eQ-dibho  esetiU)'>4i>d<H 
miiliio  etaiiiáa  ü  paruee  de  mina  pé^r  ió*decidiUaí«n  U'éjeouloria,  tao  igual 
oomo  «t  dé.Bouaptata  qd'  las  89  pddtes  resalí a-Ces,  <»i|i:qQe'  hafaí688*alH 
Soóiedad^Di  «^Soiiipaíñia'atgDiía;'/  ^ui^de^de^aUiji^  j|«e  lllm'a}adu4ó¥ia' 
liai»ia  declanido'4ué  uo  éra'tB6iiaplata'du^i)0>^  iM'ii  partMÍyi>4iie 
debía  éfitrega^  «uaiproductós^^DO  ieíria'  mediotupaiia  dhpdaer  /kf^iioB 
desdeebmoÍDeoto 'eaqae^e^ils  Dotíficd*  hi'<s«tu^citf/:»iii()  qxie  debió 
hntierseparado  la  paite  prop0rmmÍ'd'e'log)proto(iOs^qaep(yHii?ie«fl(  y 
kaberloé  pom^  á'dispdsáeiOQ  de  Fiie^ea;iysd6llia  etfptfW  Id  tíeaéiuw 
ciüu  de  la  Audiencia  para  saber  cómo  se  habla  dld' dar  liofct^io&á^ste^ 
efcudlSAbia'de  forpiarse^^-ioventariodeía  «Uukdfotfide  la*mki«;  úk  la 
fiMitica^  ediñdieá  y  eMeries'aDejdfi'jy  perie(pédietne«>  á!<la<aJiMa';<etf^t6^ 
dé )6 cuál  táíiia  supa^te 'segud*  ^tdnor de (a>es6Vit\ita'd0^B*d^t9abid 
d«'4d6l;  por 4o  caal  ipidió.  se  le^perm^ilieae^'^líterf  éáir>táé>^p^tidiie^ 
adtifioiBtrafitas  de  la  tífioa  /kifi  Vipffetp,x  püldiétido'  ha«af  ^quer^quedadé 
dep(Má(»da  ep'i¡is'')oeale9dé^«mi¿ma4k.]p4^ne'd6kfiilíérii^>  qae'co'tréd- 
pÚúúieA  á  la»4ff  actaviaa  pams4}&lo«  ^roduaiotd'qtíte'le'fetfletféeMí;  y 
desagüe '4x>mo'iiitervíeDtoi'  d4).  AnioBÍcn^íícilibolien!:  -'  ^>'i'  •  >'''í  '.  -' 

ii  itóstfliaoíd^  que  en  el  m/smoidlá  !íS=dei^H«ya'tf6 1&74  <ei'  J^mtió 
aul6  aeéediaodoáié  pe'dide^ed'lo^dncip^ii'y  'étrosi^l'']^é!e^etite'«a^ 

DÓMbj^ datf.  IgDaHo^^'igtte^dá'iiáVa  qw'dkí  iiUf^edfíDéd^é'^al^itíidilt^tx 
el  ejeteioicodesu  o«(r^  )'  éia  qúeí  coo^^iló^e  ^rtdtba9^a^)6^'  aétt^s'd'é 
adttiiDi^tra<sio<i  tome'dfe  les  iñisihaa  tt^úocitúiéaio  y  ^nj^^  dépbsite 
l^S'pirodtieíos  iCerre^poadieD^dá  4^1  "partes  derfóÉi  1Í)Ü'iléiiBi4bída^fl^^' 
fjfeii  que segttu 'ejecAiU>tia'  ctírjéspafifden^al  eipre^ddo'^igéré^oa.íauL^o. 
rlEiitóoie  también  parai  que  éitoa^pt'ddatfios'  qüPedé'ñ'  dclpeiüratfo^'iéli  IM 
almacenes  deatinado^'á  iá  odsKrdfáme'miheítiléé^'etf  '{^l'd^élWá  iá 
parti€»pa4ioii>expre¿addt''"^'Í  '    ¡t-'-^íl  '■■  :"í;»^I  -^1  --"^i-  c''».'rjiu-oH 

-''  ttaíuitatido*  tqua  'attaiitliéá»iaHp&I¿léif¿[):qde^D';<Eé\i'a)'d<)'^0MatAatá 
interpuso,  la  Sala  pdbiéía^la  Aüdieu¿f^;por  sdnU!tíciá'dé('%  cféMAv^ 
zO'de.l872  revocó  lOBlrutds'  apelados  de  17  de  kViiVyíS^á^'ílíeífttáé 
'ld?i,7(éa^acon>&ecadiHÍa  cleAefard  tío  tealy^'4u¿áf  á  lopryííeñdtdo^poi 


Kiguiiroáí  ^  ^Sof^iioa  de44  #  AhrÁliy.  ®$.id«<  Hftyo  de. dicto  ate^ 
6p(ea4MiP^Q9^i9^Ml)<kM}eg4QiaA  y  ireFea(»(H».isplQ  eorcunotp  i  l99.piuDh 
tos>9«^íliaQ'9Í4p  pW^  t4«ilaiPPc^<9<^oiii.  jise  le  resery^  ^l  úwi^ckf  i^ 
<VN>]Se4rf9)9C4  i|^ÍpU^.piMaí9ttQ.«i.^Áer«eQ«Teair^  Iq  4»4i»jflini  «Oite 

„^  «es)ilU94a<  cmfi  D.  Igxioovo  ;Figueroa^}ipt^rpU80.J^D^.este  Tifibun 
Bal  ^ppre^o  recufse  (}9rcas4ciQDCoo4fa,d^h^,|áUQ^poi:qu^.eDSUi(fip-: 

ii,%.  t,i^l^4el^oiiU'atp)eítUteQte.  ^.ptre.' Figfif i^oa  j^  ^OJiplaiAjiá  Wt 
h  p9Critj9f4^dp  3lft4e  4uoiip49  i3üf,4  j)ua^,^o.  p^a^poido  Qi4rce  IiM  parida 
en  los  contratos  es  la  ley  déla  mator^|iip.9«g)W>  ^pQt^qqias,46;9M9'Tfi'^ 
bujDalS^vpr^mpk  ^.ptre  Qt;:as  y.^pias,  de  ^!{  dej.unio.de.  lJQl6?.y  .,3(|  de 
IfajQ  áéAÜ^K  y  la^feutOQcia.cQDtrpriii  á^  coa;v^eo¡(j[o.yipJ2^!ia.)ey  del 
d«Íjp9ptwil9,;pojp,  io  (;gfi¡Dro'c^dQ,su  casíic,\qn;.sen^?¡^cia^  ]laií>b^e^  del, 
Tnl)vigal,JeuArftolra¿,  (}fí  16  d^.M^ylD  d^|859jr  8  dé  üfla^rj^p  de,i8éíl;^,, 

tiV  t'^^.  ^!'^^^'^  recudido,  altera  .el^^QMinamV^  la  .ejeGutoria  dft 
euypi  ci^m^J/^iepto  ie.trat,a|,'Q  ii}fric>jge^^p.9ír  cpnsi^íJ^^^ntp  ía^^oc,tfjn,^ 
tega^lj  q}x%  pcQl^bq  gúe  Qn  la^^^pf^ovidea^UgjSobre  el  ciio^pl  jmieDtpdqJo 
ejecu^riado  eQ  diqha^  decisiones  ^*ecu(or|a.f.,y^que  señala  la  iofrac:^ 
cíon  de  tan  acertada  doctripa  como  causa  y,  motivo  de  casación,  séo« 
tencias  de  esje  yribunalSup.renjo.de  49  de  Mafzo^  j^^  ^,13  de  J\il|ciy8 
de  Judío  d^  1870:  *  ,  '     '      '      ,         ■  .  „ , 

Vistos,  siendo  PoDeute  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrieta; 

Considerando  ({Ue.l^s  providencias  dirigidas  a  cumplir  v  llevar  .á. 
ejecución  upa  sentencia  firme  ín  Mimen,  ésta  si  j^esjlringen^^  amplían  .ó, 
alteran  s'ustancialmente  sus  disposiciones  y  efectos  jurídicos: 

CoD'ál8éf'diido  i]a'e  én'la  seritencia  ^rine  pronunciada  por  la  Sala  se- 
gunda de  la  Audiencia  de  esta  capital  eti  ^o  de  Diciembre  dé  ÍÉtüf,  de 
cftyd^ampKoneDtb  «e  tratii,  ise  abnolftó  á  D.  Igtiabio  ffigueroá^  la 
demanda  Interpuesta' pon  D.'Dduairdo  Boiiapliíta^  reUiifamertte  ^'la  d$>- 
edttra'de(i9  dé  lloiilo  de  1861,  condenanifo  i  éste  t  perpetuo  kilen* 
cío;  yoUigaéo  é  e«ier»y  pasar  p^el  «ohtetñdd  de  ítt  miam^a  edcritara^ 
con  todas  sus  coesieeuftñdas, -y*  á  que  «ifidiera  á-'Figueroa  la  débidaí^ 
cae9t^\JA^6ldacw iapteegada:\QS produotcsr^e^le  eotrespondian 
coii>p  ^uedo^de  11  acciones^delfi  i»itia;VM9aii;i^mar  die^  la  feeliAt 
de «jque^^ai^Qoeoto:-    ««i:  /      fn.».»,tíi  .     .    .-,   t    ,     <.( 

.  (loi«s¡dgr(ii^  que^.i^qr  l4.propU'^9c«iiara4a;Sfi^d9{JfuQio  Jtomplalai 
vendi^.^j^ígujeroa  Mipar)i^i4Ma>iQdi0adai;mliia  eq  pretal  de  .^,4109i 
reales,  sin  pacto  ni  restricción  alguna  que  limitase  los  efectos  ese^eifin 
}fl?l  oa^uwJes  d^eí|^,,Mmtf:ato  Ifa^fatiyo  de  domiaifí,  ti¡(isfDJiti4ndi}le 
Wí'^PfÁí^^ft^P  Jf  pfi9PÍ^d^;dei4i9Uw  41.|)a^tcs,,y.qonftiluyénd(d€| 
^.^'flrf^^^SÍPi'^W^^  ^^  ^lla^^^íjorao^sele  llama  eu  ^.c¡tada.,ej[ec.uton*:, 

Considerando  qu?,  á  pesar ^ de  ello,  en  .^l.ftJiU^jTépurjido  diptade 


d6  f872  8^  Üéfafiéga  á  Ptgtc^^Oii  «íifldlcXd«éfefl6tefe^  dl^^^%fic^;  áft^miío-} 
ú6  ((É^  pdt-  dfcilft  és^Httírá'od  lé  'té6í6"Búniif/[áí!á  \iú  *^m  Affiíña  di 

ductos'de  las  id  acciones  amparadas  que  le  éilAjídtti^^  16  tüál'lftslA'  éd 
céldti^a]dAJcfbh,<«fo"9«f!atelétftef  cmi'^lUe^tO  ^  rf^tíéAf  d^ttMlátAó*,  ^ino 
táWfti«n'>(;()tt'9á  Sí(fiti!¿ío1^^j>ktrid?éttV}e  fibttW(>ltiVá  y  FlgÜéMS.'lt^é  i¥Of 
coDstitayen  uoa  Sociedad  especial  minera,  sino  que  son  '8ftíi]^I¿itféflte 
é<yádteM^^/ &ü^u^  «^lí^)i^tiíj)i'd¿ftiés  Idlférétílés^,  ^é  hiiémiéfi  iniéa, 
i^éúáéi  pdV  edtiMcti'edcia' ¿n  dühDlo'á  áüs'^^c^ivt^  flbétftbá'ft  iifv 
pÍ'éS'cdÍ}eiohe^d^'rasleyié(i^«m6«féléi  >  ... 

''  bbníi¿é'fk>nd\i'4\íb  '<Jl]  ^1  ^eíerVdo  a^to  rííbtiMáU  kt»  jUS^á  is'^üivocii- 
(iámétiie  lá  úúíiíid  parte  ¿le  Ya  éjdc{í(¿ria  de  "^  déDtciéml)^^  dé  1)¡IÍ89. 
i^^atíVá  S  tá  réúdicíonde  cfaebtás  'j)or  ftón aflata,  erodio  lilbtWlVfá  de 
los  derechos  qbe  en  'la  ^rimel>á  ^árié'^e1^e<¿6ndi;en  )f  IdfébWrart  jjjtj  ünA 
A'árí'érk'JiWlutá  á'fa^óV'dé^r^ui^i'oá,  cbkh'(f¿  éV^c(eiU¿rii'en1i!é- se  rlfl4re 
át'pé'rfódo  ilrasc^rriáo  destela  fecha  de  tá  citaba  escYii'úVh 'tíSsCa^t 
cum^lirniento  dé  lá  ejecatóriái;  alpasó  que  tamBién  se  afirma  córt  igúiit 
equivocación  qué  la  pretensión  de  ^igue'rba  de  iniérvéndión  en  taé  ópé- 
r'^'cioiles.  adnolinisiratiVasdeta  inína  para  tonóar  cóhbcilfn^ento  de  kus 
pr<!(cltictos  qiiéá6  "deflíñiti  va  menté  denegada  en  auto  q&jSf  de  A6rif  de 
1867,  puesto  que  la  intervención  á  que  este  auto  se.rénfió  taé  la  pro- 
visional qué  Figüéroa  líiábia  soIi(^ilado  para  eí'üémpb  que  durase  áqael 
litigio,  y  la  que  a^or'á  pide  es  indefinida,  y  se  funda  y  tiene  ku  órlgeo 
en  la  ejecutoria  de  1869  y  en  los  derechos  por  etla  declarados: 

Qoo^d^rando^  p<)r  t,antp,  que  dicho  i|uto  inftingjs  el. contrato,  de  28 
de  Jiw^ioide  I861,y  la  citada  ejefíiitorifi;    .  , . '.    ,^,,        .    ,      ^ 

.  F#IlftmQ{;  iquQ  ;debefno8  declarar  y  declaranKts  hahet<  logar  al  ?«- 
cor(BO!d<e  «a&aeioii' ínter  puesto  poij  D.  Ignaeio  Figueroa  qoDte^  <él  auto 
dictado  00  5  de  Marzos  de  1872  por  la  Sa)a  segunda  de  la  Atadiencia  de 
eHeterritoiiiov  >y  en  su  virtud  lo  «asatoaos  y  aQui[a«oa;  y  dir^a^H.órdeñ 
á  dichei  audiieaeia  para  que. remita  los  autos  originales.  i   •    .    . 

Asf  poír «istá  nüeátira  sentencia ,  qué'se  publicará  en  ta ÜJAiélá^A'y  ^é 
inserfert  im  ta  CdkócÜéH  iéffiilaHim,  fia^ándose  al  éfeeio  Ihii  eo^lAs 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma ilids.¿iflostáM.'CSá^é-»' 
r^.téíLaitVelibó  <de'Ar^ieÍav=>^l()»é  Féfmfb'dié  Mtiro;:^B6ii'ttó  dé  fóáAda 
ItdIri'érá.-isRafmoni  Diaz  Vela.iir^Befaitb  ^e  UUéfá  y  Rdy:=Viclói'!anó  Ca- 

tublf¿á'clónV=¿Leida  y  fJüVKfektiá  tbé  1á'  '¿ébtüticia  ánteribr  |ior  él' 
EÍétno/íír:D:  Laureano  de 'Árrl^,  Mkgistr(ido>  del  TriÍ)tínal$d|ií^etío, 
cfAébyán¿(é'abdténcía  ^üMibáia  Safa  t>rimerá  dét' mismo  el  día  de  boy, 
d^'P'éé^éoQo'nlbltéfáWSé^^étír^^  ' 


Aadríd  \Í  he  iúníó  de  Í^^3.=LieepciaJo  Í(anano'^eroaD¿és  ¿kc^a^ 

[Gacela  df  34  ds  Setiembre  de  1873.) 


' ' 


Smétídá  éúfañdo  subHg tente  la  tieal  orden  qué  déOíró  cal- 
cetado y  nulo  él  expéáienté  de  investigación  dénorhihádo 
..  JjÍ  ^crupulaéa  Segunda. 

^d  Tá  Víllk  'he  kfadrid,  k  19  dé  Junio  de  ^)|^  éá  él  pleiti)  '¿ÓÜÚA' 
efo4ó-aáffl!nísttati?o  que  ante  ííos  pende  en  pVlxnera  ¡^  \ini¿a  instancia 
entre  él  licenciado  D.  Nicolás  HarfáBivéVo,  sustituido  ^óVe\  dé  igual 
clase  D.  Vicente  Nnfiez  de  Velasen,  en  representación  de  la  l^ocicdaid 
carbonífera  La  Iberia,  sobre  que  sé  revoque  lá  Real '  orden  de  ^  de 
Julio  de  1868  que  declaró  cancelado  y  nulo  el  expediente  dé  iWé^ti-' 
gácion  Sscrupulósa  Segunda  por  falta  de. terreno  franco: 

Resultando  quet).  Manuel  Llórente,  en  30  de  Agosto  de  f8&é,  de- 
nunció e\  Gobernador  de  Córdoba  una  mina  de  ciárbon  abánd'oDad'a  ^úe 
bajo  el  nombre  de  La  Reina  Mora  perteheció  á  t).  Rodrigó  Alaminos» 
situada  entre  el  arroyo  del  y  Me  y  el  dé  la  Herradura,  térhiino  de  Ek« 
piel,  eb  terreno  procomunal,  solicitando*  se  le  ékpidierá  el  oportuno 
resguardo,  de  dicba  mina  bajo  el  nombré  de  t'a  Escrupuínká,  y. qué  sé' 
declarasen  caducados  los  derechos  anteriores,  coó  reserva  del  IW  pro-' 
piedad  del  terreno  para  formalizar  en  su  ¿ia  el  oportun'o  registro:   ' 

Resultando  que  seguido  el  expediente  y  hecha^  varias  cesiones^ 
siendo  la  iiítima  i  la  Sociedad  colectiva  denominada  ía  Iberiáf' cate-' 
ciendq  de  mineral  el  registro  citado,  según  aparece  del  segun'do  réco' 
nocimier^to  practicado  en  12  de  Octubre  dé  1Í)61»  el  (jobérnador  oejó 
sin  efecto  el  expediente,  i'eservando  al  interesado  el  derecho  para  con- 
tinuar  los  trabajos  como  de  investigación  con  arreglo  al  reglamentó;  y 
que  esta  providencia  fué  confirmada  por  lleal  orden  delude  Octubre 
de  1863:^  .  M.    , 

Resultnndo  que  en  vista  de  la  reserva  contenida  en  la  antecedente 
orden  D.  Diego  Raya,  representante  de  la  indicada  Sociedad  Iberia^ 
acudió  al  (robernador  de  la  provincia  con  des  instancias,  fecha  i 6  (fe 
Diciembre  del  niísmo  año,  presentadas  ambas  en  el  siguiente  dia  17, 
pero  á  diversa  hora,  solicitando  Investigar  en  terreno  del  mismo  re- 
gistró dos  pertenencias  con  el  nombre  de  La  Escrupulosa,  y  otras  (tos 
con  el  áe  Escrúpulos^  Segunda:  i    .       !  ■  ' 

Resultando  que  pasado  el  expediente  de  La.  Escrupulosa  é  informe. 
del  Ingeniero,  lo  emitió  en  31  de  Julio  de  1867  manifestando  que  él 
sitio  y  linderos  de  i^sta  ipvesti^acion  convenían  con  el  del  registró 
del  misino  hombre  de  donde  provenia,  corregidos  con  precisión  y  pro- 
piéilad  tos'défócto^s  ¿é  que  adoteciá'e^te  &tttm'o  r^feréinieé  á  ^  locáI*i- 


dad:  que  la  desiguaciop  (Lb  l^s  dos  perteneacias  solicitadas,  oara  U  in- 
vestigación estaba  conforme  cou  la  derre^istro,  sío  más  ditereocia  que 
la  ampúáciroh  á  to^ltbiá?  ^ue^b^a  dk  cipiifiT^  se  asignasen  á  la  iD?esti- 
gacion  Escrupulosa  do? -penenmicta?- modmias  por  haber  terreno 
fr^Qcp,pfti>p^^lo,.^^g^pi,expTesfl^  «1  ,pAafl9;^^H©  ^a^qg^^^^ai  \^*s^W(/, 
le^  intestaljan  por  el^ Nof dest^,  con  l^^  .prpp.uestas  je^ar^^  p^fas  iixy patina- 
ciones: que' por  él  Nordeste  no  se  podiá  ^adjudigar  á  ^sta  más,',terreno 
que  el  preciso  hasta  intestar  con  las  pértédeíácfásf'Síe  láÜtiVéstSgiítion 
El  Carpan, y  b\  resto  deia  longitud  en  sep^ijlo  .Sudaste,  (^opipreadijflipdo 
dentrQ  de  sq  perímetro  ]os  puntos  de  partida  de  varias  ip^v^^|j|||i'9Íone8i^ 
éüireeliáiLjiEfjfrupul^^^  Ct^XQS  ex^ei^ientes¡  ^eran  f^ás  mp- 

qernos:  ;,  ^..  ^^  .  ,, .  •  .  ->,  ,  ..  ;.;/  .;  .  ...;.  .  *  .-.•./  Uo.r', 
,  Iiesultaníjo.qi,ie  comunicado  el  anterior  infofnje^l^r^preseqtai^le 
d^.¿(i,  /|>eria',pa.i;a  q'ue'alegjáira  16  qu^  creyera .09^1  venir, i sttjd^fecno, 
nada  opuso  respecto,  á  la  asigiiacipn,  de  terreno  h^ch^  S  1.a  .ÍBve^tijga;. 
cipn  Esfri^ujifilo^a  cij  ci^aijfjO  afectaba  á  Xa  Escvup^osq  S^gwj^(i;^^\i' 
citanj(3|0.p.9i;  el,  yontií^rio  §Q  le|tuviera  por  conforme  cdh  Jas  ¿fos  per- 
tepenpjap.que  sé,prjOí\ynian.pór  9I  Ip^enj^rp,  se  prpcediese  á  sii.amo- 
jonfiCQÍen.^p„y  qjUe  se  le  ot^irgase^la  oDorluoa  licencia  para  investigar; 

Re^uítandpqiie  remitido  al  íug^niBró' el  expediente  áe  Esci:upulosa 
Segunda  con  et  misn^o  ODÍeto  queelánteiibr,  informilen  ll*díe  Agosto 
de  1867,  (me  00  obstante  hallarsje  esta. investigación  b^en  localizada 
en  el.terrenpp  si  ^ei  admijlia  la  propuesta  de  desiignacion  rectiücada  para^ 
la  úiuú^a  Escrupulosa»  .s\i  punto' de  partida,  ^uie  era  una  calicata  aúe- 
dab^.deBtpo.d^jás  pertenencias  de  esta  4Hima.  ^,  np  tebia  terreno  fran- 
co, por  lo  que  procedía  la  cancelación  ¿el  eje pediénie:  '  \     ,' 

l^é^uÍtando.q4e'dada,y^sta  del,  a nt^ripr,^, dictamen  al  referido  inte- 
resaíjo.  protestó  (Je  él  ainté  el  .Gobernador,'  y  solicitó  se  desestima.se  el 
mencionado,  inf9rme,  volviendo  los  expedí erjies  al  Ingeniero  para  que 
de  nueyp  practicara  las  operafiones  con  estricta  áu^'^ecióp  á  la  ley: 

Resultando  que  vuelto  4  remitir  al  mismo  Ingeniero  él  é^pedi^ntd' 
é  instancia  que  antecede  para  que  en  gu.vísta  informara,  lo  .ver}fic<Í* 
nuevamente  con  fecha  12  de  Noviembre  siguiente,  cpntestandp  a  \os, 
fundamentos  de  la  oposicioxi,  e  insistiendo  en, su  primera  opinión  de 
que  la. investigación  Escrupulosa  Segvnaa  carecía  de  terreno  franco,^ 
en  cuya  virtud  el  Gobernador  de  la  provincia  /bu  4  de.  Diciembre  de 
1867  declaró  cancelado  el  expediente  de  investigación  de  LaEsgrupur 

>     ■      w     "     -M  .'•     '    '  ^'    •    'TV  \ivV  '  •      •  '  *  ""'.  '  ■   ■.:•  •  1'     •■    •  •V'*\.J 

losa  Segunda:  \         -j  .     \  .      ,  , 

Resultanda  que  habiéndose  a  zado  de  está  .determinación  el  renre- 
Rentante  de  la  SiOCiedad  iftenp,  el  ftfinistr^de  Kopento.  por  Real  orden 
de  28  de  Julio  de  i ¿68,  confirmó  éV  decreto  déf  óobernadbr: '    ."  " 

Resultando  que  el  Lipenc|adop.  Nicolás  War(ajliyer;p,  en  reorBserjj. 


—  MS— 

éf ^Coiile}o  de Bktadd'éh  fO'de^etíéiúlí^e  drVteil^soYibitáoSó  la  rW¿ctf<- 
ciondéla  tóerrifCioTíadá'reál'firden  de  28  lié  Jatio  ie  1868,  /que 'áédle^ 
dketkt^U"tla's\l  'tó^ébud Acia  la  Validez  'dbi  'éxp'edlent^  ák  ía  investí-    - 
gaéiotí  ké^^pulo^i  Segúrtkli,  máú'dáh'do  proceder  á^s'ü  demaVcácioo; 
éiq^ié&ao<lQ6'áegun  et'pári^áfb  secundo  det  aft.  5d' disl  regtametíto 
páfra  }á'^écticit)ti  de  la  leY  dé  Miaas  de  \B^49;iás  demáycaciones  dé  jas 
perténeWlás'ié'Yériíltíabanehía  disposición  en  qutí  ft\ibiésén  sido  de- 
i^¿b*dá9,  eíéobpi^  qae  no'  sé  sobrepusiesen  unas  'á  otra^''eb'{)aí^  át- 
¿0náí/iíi^'deji^ti  innecesariamente  espacios  ñ-a'oéos  énlré'feílaá:  \úe 
esl^  d^ereéhb  qiie  ih  ie^^'V^onceÜa  al  du^ño  ^dío  'puede  limitarse  ó'res- 
trioghse  ¿or!i'sii''Vdlu'ntad  y  asentimiento,  hábieniib  sido  esDÍidit'aiuenJ 
te  recdWóbidó  y  aplicado'  este  firittcipfo  por  el  Consejó' dtí  Bísfeido**ifr'-^a: 
fita9''tfi^É^dláci6iOttes,^eñire ellt)!» Itts  díctadas'en Bdl^ lünid ^ 
cienubre  de  1857,  publicadas  eu  las  Gacetas  de  3  de  A'gosWdéi  mismo' 
a-ñb^  Í6dé*Eriero  de  l838,'eü''los  pleitos  sosleiild^s'  cotílrd Ta'Admi. 
nlstra'cio^  geá^rái  de!  Estado  por  D.'jdaqúiii  García   Vétárde/cobceí 
Mbnártodela'ndiua  Añgel,&a  la  provincia" *déSáiütandér|^y  0.  Ceferíuti 
Feroándé2  Pblom^res,  Representante  del  t'e'^istradór'  dé  íá  mina  Apá; 
rétiáüi  ^áfe  It)-  mi<ntio  siücéde  V>i  se  atienííe'  á  la'  ley' uó  ^8^9^,'  la  cual  eÜ' 
suart.  52,  párrafo  segundo,  dispoñb  que  si  él  |ligeuie'fó'ñaiíáW'd'¿te¿-' 
tñoia^'é  tíí(á{  micha  la  -desi'^báci'óo^'ía  rectifique  al  áeUaróa'r;  dy'acÁer- 
do-^Ccfd  el'teiereíadol'  áiempre'ciyéí  hübiefe'e'íerféno  ![Virf¿b;'*J^'  que 
eriyrattdo  díé "confottoidad  con  estas)  disposiciones,  lá  Ád'ufidístí^cfoif 
jcechazi  ás'ptfcitaMe^te  en  cbnitidic'ación'  d6*1Z8de  l<'ebréro'tfe*'ítf67'el' 
tfediio4éy'¿lauo  geoercil'déla  cüéncá*  carbonífera' de  beliiáz'v^líápíéf^' 
4t&e-eHn^éhiey(y  hizo  á  ih  a'rbltrío/y  aílcúa^  seliébe  el  defecto' d'éqód 
sé'dlce'Witlílece  lá  ittfesUéaciaá  focr¿pii/05a:    '■    "       • ''  '  •    /  "^  '-'í 
' -•  'Heíáítátídky ^üb^  ¿tísUluido  el  poder  pdr  eFtífeenciado  Kí^eíd  en"éf 
de  iJiidi/Mclase 'Di  Vicente  Ño%e2  dé  niáséo,  'décIar^BÍtía;  precédale  W  ^ 
via  contenciosa  y  decaído  deP  derecho  de.  a'nfipfí&r  fá  clébi^Wda,'eí  JHl'^ 
¿IsltíriÓ^flécaf  lá'  ¿bntéstó,  '«olibitánbo'''hí';absdlaciW'y''6(^lisrguí¿.uie 
feonlirmliidioá  d^  la' orden 'riéelamád^.eicpohieniio  .^  le  aldejáf  la'A'JrÁii'. 
iñ^i^áéioD  ñ'ó  efecto  el  etpédiebte  de  régisifó'  Lá  'Eicruput&iáiúié 
porr  fítddaiuemo  iá'  falta  dé  mineral,  ség'utr  l8'ihTorniado  pbt-  el  Itigé-^ 
blerOf'y'  par  esta  'rázon^ño  procedió  d(clio*'íuucidu^rio  á  la  demarca^ 
ei'dtt  del  'terreno' registrado,  ni  Y/iends  se  hizo  el  amojonamiento;  que  t\¿ 
coóistanda  de'ünn^raánersr  exacia  y  determíaadi»  elieítéao'que  füdíób-' 
jéto'iiet  líegi^tro,  ud  tíxAra'iamtioeo  ba'^e  'é^ácla  de  donde  partir  á-ñtl 
de'coBoóe'r  si  lasdÓs''íuvb|'tígacíoneá"^i¿¿/'tt^MÍoííí  y  Ésdrupii/oia^Sfé- 
igúHda^  hátlábant  dtntrd'déi  mismo' térrend  's01ícitátl'ó''co'nid  regisi^V)^ 
y'lá'ÜfeslgiiiabioTi  hecha  pal-áestá  po'r  ía  S(5cie'dáá"Í6VrMi  podía  ser  vá'¿ 
federíed^ííuinttí'nó  se  opWieseála  ley,  esto  es,  con  tal  que'hó  sttbití- 
^ásifeSen'  tinas  mines  á  otras  afufarte  alguna:  qué  ál  hatersépbr  el  la- 


— tJA— 

|eni^^  del  G9|^}eM9  lj|;,^yiflgr9liíC.ioif  ifi,h^^^^í\^^j^^,^^mHr, 

giTfs^^efl^n^p  f»cúluda  gar^  elio  segup  el  act.  SSdjelaley  deJ^^vX 
esta  (^q^ígqacio^  ^  q[ué  se,  Íoqa,6  jpajrle  del  i^v^m  ^,^«Cf;t(si^o|^.;$(tr, 
jtjprfjf  fué  ^ci?fl>a(íji  poi;.la  ^ópiedad  /ftma;  )r  que  sjendo  a^(?ipwí!¥)i»fl».íPA 
completar  ^qs  jj^erleneiicia^á.  ¿a¡£s.cruptt,^sa  ^^.ni^Fj  9Jji;))mbo4^M(«) 
o^do^  porqu?.  i^^ib/a  opu;j>,^do^i-aií.  parte  del  t^rreao  de|  r^is^iíQ  Sf  Qm-, 
bofh  (¡fifi  era,  rn^s  aptj[gu,o,  ^  debía  reapet^rse^  of>\\g6,  ^stfi^  sp^r|QpQ«í^^^^^ 
corfer  la  d^f igDacioQ  al  Sudeste  hasta  tocar  eq  }^  Püfo^,  sobr^e  J^  ,4^^ 
de  \^  perlepe^fpi^a  (^e  la,  iflves^igaqqa  Esct^pmM^í^^  .^j9  ,c|ajííi^  vriA- 
clon  00  ba|)ia. p^ido  ^^nqs  d^pop^rs^^el  punto  ^^  p9r|^df^,.^el^;j^A«) 
crypuípsaSeqmda,  (j,^jfli|jiJ9  á  ést^  sin  terreno  p^aiW  pep^JWíioíaar 

q^9  ¿(Bnjia  8>)llciff^da)|,  sfigu^^í  }9  aürmaba  el  IngeQjijQr.o  09  ^  /9BfiM9<)o^ 
<íictáiflen<Í9.e3í9¡p?e8tí^^^^^^  , ,.    .     ..  ,   .^     .  u,,,.  » 

Resifljt^ndo  ^ue  ^ca.  mejor  proveer  acordó  ^  Sjala  qc^eje^-feclafiijii^^^ 
y  reni j^tiese,  jppr^  el  HiDÍst^i;io  dq  Fomento  fsl  expedie^l^e  .que  4^}^i4  /q?- 
flH)^r¡8^  á:  cpn^ecuj^nciá  de  lí^  apelación  iqlerp.u^^ta  po^  el  r^r^^pi^^R^ 
d^la  Socied£\(l  /¿ert'a contradi  decreto,  del  UoWnadiO,r.de  Qó^dpb^  de.4 
dei.DÍ9^emíbi¡e  de  4867,.  conüroaado  por  RejAl  ^rdc^^.^^;^  4€^.4uUq  f^*, 
guíente,  lo  c^al  asi  sé  ha  verificado^.    .  . 

^ ..  ]íl9gultan,do  (j^e  en  el,  ojiismo,  a^uto  ^cordó  igua|n:^^nt|^  qi^^  la.  l«?n 
P^^cioa.d^  urinas  de]  distritp  manifestase  si  las  dpf  ÍQv^JLjigacio|[ies.^n 
ilrúpu¡Qsay  escrupulosa  Segundí^,  procedentes  de(  r^iftro  ^el  ihlgm^ 
DQmljírft  Qcupaa  los  misoios  limitas  y  dem^r^fci^f^.qu^e,  pjftca  ej^^ii^bfi 
registro^  se  fijaron  en  su  res()ectivo  ep^pedi^nt|^,  y  si  la  ^pyeistigapipA 
Escrupulos^t  tai  cual  fué  desig^ac^a  al  sqlicit¡Bf  sq  Qc^ce^ipií  ][,  ll^do  .^ 
punto  de  partida  que  en  ella  se  d^^m^rcc^i^  se  sobrQppi^a  á.  iilguiiji  qpq-í 
^j^s^on  ^  concesiones  apferio^es  con  derecho  depj^ioci.df^c^preQÚI^P^» 
^n  tendióos  que  hiciera  neqesári^  su  re.C;til¡icacioo.ó,cQpar  9j  P^PU^  f}ft 
paftida  dela^  investiga^ip^,  Escrupulosa  Segunda:  .!  1 . 

Resuitando  que  el  ingeniero  Jefe  del  distritp  eftsa  ipfprfXM?  ^e  3)^ 
deEpero  último,,  con  el  que  acompaña  un  plano  de^t^jrreop,  mftRi^efMi 
guelV  designación  hecha  de  las  cuatro  perteueapias  splici^tada^pf^f^jel 
registro  La  Escrupulosa  desde  luego  se  sob/reppoiap  4  las  die$igfVi44^ 
para  ^l  registro  Él  Carbón»  cuyos  interesados  se  conformaron  cop.ieí 
^rrenó  desi([p^dp  para  tres  pertenencias  en  vez  delasi  cuatro  ,qu^  re*; 
g^traron:  que  cualquiera  qi^e  fuese  el  Ingeniero  qi;^efu|era  ^  ^enouirpar, 
nopodiamenos  de  rectificar  la  designación,  del  registi;o  La  Escii¡upu-^ 
iosa^  pu^s^o  (lue  de  lo  coptrario  se  iinferia  ipiQ^nso  pqrjqicioli  regi^(r^; 
dore^  cuyos  derp^fio  serán  anteriores:  que  al  tr£\sfpra^a,r  es^  regi^trp,  p^ 
dpf  exjp^dientps  de^  investigación  de  á  dos  pertenepcif^  pada  unii,  ^^i<^a f 
fpp.  de  qt^e  entre  ámbais  se  comor^n(^iese  el  mismo  ter|fe|;ip  q^e  b¿i\l^ia/y 
dj9pign^rt.9  eü28(ÍeJulipde  186^.,  d?ndo4.iaÍ9.vesti¿fqo¿,^ip;'^if/<^fa 


bo  necesidad,  como  se  liej4ielM^'de.TeotiÍ^nlá4elégtlBCieii  iáU^im^- 
V9«iif«^m  <f  lATVVi^Wt  I  oMrrnqdQ^eim^peileiiaiciui  káda  Soiekte; 
pQronl  Wef  «emitma  inpMitiaiQ^lé,  al  .pttilt6>  del  par  «Masito!  La  i?«;M-'> 
pffi<»i«  fi^^lMki:4lia4^)4<tt^^'^  •ftériéBéaeite  ^le  lafuailar  jf^ifíH» 
paf%  quAi^lfe^cMqf  |^fMbf>)i|yedaéencftfliprendfdO'>.deolroide  laaíperle^ 
nButí^9»,Mla,M$ísrup»km,  larasadiá  la.poqiie§a  ?)aaiadoD.de«iiii¡gnM) 
do  btecba :«#|(r)^  l#4QBigaatkiQ  pcasfiftUtda  pata  MCarhlmj^\a^\k%^w» 
Ieaaígpa!p9r;ei.:iflg90ií^ra  eat  cfl plarno  qtie  Tá  onldo  ¿ la  ioTéfetigaeiool 
£a.£tcrii|KMlciia,!al<^iMlis^  Imá^  paf&  iwserla  «a.  Ia^fa¿illad<if|a>l9* 
coac€KÍ^fltfa#Q,%V.pÁfFafa;Fifli<9T<)  éelavl.  ftft.drt  regiameiiUsode'titi 
de Mril d^  Í&4A jr «1 49.deUefocittadQ de 36de  Pettraro  déidiSk'  :  > 
VisiOi  sieQdoPaiteiiJbeQl  MagistfadQ fi^ Gceigorio  JttezSariDien(o::.<.K 
Considerando  que  para  obtenéis -ia  ooitfósioii  deip^enenoias  mmki 
nfi,  j^aen^or*  midió  deL'^egisipb  ótya  fiíaf:elde:la«in«e8ligadibiíi  se 
nac^ita*  princi^lmantoi  que  exiaUíiáecreaiei.  fran^ed  (fie.pdeda  bai^ 
cersel».demiiaa^i()tiiv.;  Ki  i^i.  -••.  >:.•..  o  •  mí.  ',.-.  ^.  .  ^^''-l  •■- 
CoQíVéd^p^ii40)^e.;  rodeada  la  i.ésmapoanioD  dBt)a  invtsskigieiaii» 
I  Ta  Escrupulosa^ jn  )iabí4o<^r./<;0!Qfo«ilie.  fcanJa  dksigdáttioaí.pníipilesi 
j  ta  para  eatai  par.  el  .bieni/^f  q'^Isiub  Ja  >había  solicitado,  según  aparece 
\  del  decreto  del  Gobernador  de^la  j)roviDcia  de  11  de  Octubre  de  1867, 
f       no  queda  terreno  franco  para  la  iovestigacioo  La  Escrupulosa  ^^n- 

tida  de  esta  última:  ./n.  y     *.   »;   s\^  u\\.  .  ..;  '  i 

Considerando  que  la  solicitud  de,  iavestigacioD  de  La  Escrupulosa 
es  anteriOt  V\^'á¿Lá'Ss\¿tupUh$a:  hé^ñda;  y  p'óV  Vao'tl)  prefeféúté  su 
dereebá  '''  ' '  "-^'''^  ^  ''  ••  ■"■'  ""  '  •"  ' ' '  '  "'  '  "  ' ;  "  '  '*  ^' ''' 
Y  cfonáidéráddb  quel  déflibfórfaié  dtnitiddipót  él  li^í^biei-o; ieíb^'dVV 
,  distíitO' dé'lá'{í^^nfCTa  M  Cóitiota'  e¿  Si  de  Úetb  'drtimo  á  conseóiieW.' 
cía  del  a^to*  dibtadb  pdréáta  Sala  i>atsf^'méjor  proveer/  do'«ÓI()  tékül^' 
que  el  punto  de  partida  de  la  investigación  La*  Escrupulos(i''SeguHdiJ^ 
se  eneüemrá^^ntffd'tté^-áis'l^éH^ái^ía^itfe  ta  Ééetúpúlósd\'^tíó  Úm- 
bieffi  la  K^ce^Bádf  (^é  bubó  VIénfécHittaf  la 'd4í^¿^io¿  ^de  eW  diti-^ 
ma  para  editar  ^üe'tiüedarati  ^cfs'pacfós  francos  "y  ie  sobréí)asiérá  aíe-* 
más  á  oti'as cóntíesioñes*  cnyo^  derechos  'éra'ú^áfntérioi'es;  rÉfctificróoiií 
para  que  ík^tában  al  Ingeniero^ '  ta  ó  (d^'éhpánafD '  ^egubdb'  d^lañ.  si 
de  la  Wsyút  ^  Áé  JhUb  dé  l'ifttf  'á>iíio  eHd'del  tegmento  tdátiiié!á& 

dé«  dér  Febrero  (fél4«68;- ■  - ..•.'•.'!•.      •"•>'"  i-'^'i 

PaHámoB'qtttf^ebembJy  absolver  y'absofVbmos'á'lá^áfdaiinistt^oü' 
geoerat  M'DsiMto'de  la' defofetanda  propuesta  por  ^  I.fó^deikd\)'D;. 'Ñiéó-\ 
]éé  Maria>RÍTer»,  á  nombre^de  la  Socieidéfd  carbón ffóra  ¿a'/^'brfift/ con- 
tra la  Aeal  ¿Ntoa  de  il8  de  Julio  dé  t868,  que  confirmó  el  decreto  de^ 
T.  V- 


imúo'éúteií  pága'^e^ZoHinw;  wkúM^'tam^  tMín»lr#la$ BábllVN y  tiA-" 

taliebres,  de  regar  dos  fanegas  y  media  de  tierra,  qae  por  eSfih^-ÉÍUlI 
fiVMlaftqQBaaé  d^n^l  habtaíÜdiafrQtadtii^boíí^re  el*i^tfá  Mimr<ice- 
4}»}a  daDf>mi«adaideiZoeiimtiKtí  pbR.ffieM.de(  a»itiV4z«i  «biártl^  itMiro 
M  (Ififff^Qtt  del^odstíyecdeiMoBfii^f  ertftbeéievte^áeOq  JwÉCat  fltGoa,  po* 
ftmnqna^wwia^^disiíniliBMloijiíacáai  Ifi^añM  dwte  jf '^ttfiíóqdibplojo/'y 
«ü  fliciludiiaíiSídftdiitebriiupidaiiMi  Idfi  criadosidd'1^^  <^}i  á#^ 
«)ÍWi^ÍÍQ«IÁfff4iHba;ídetto8'li)eo&«sialepidbflr;/y'fNief<Í6Í  rt^  'de  1^ 

leikto^toidál  dbtoviot'iqtBc^bttt,  dictó  .88aiteatía'8lí>íée:i!d!0üprinÉ0»d 
inMtaflfia  eoii^  de^AbnildeilMS'idatídaa^o  r^btsluir.ií  0;  AgifSlAft^  Va** 
fdf  doza^OHlfi  laiposebidB  ^a^fu»  ettaJu-defJregar 'Usiipc^ftKs  4^»^fas 
de  yia«ra'fiMi»H^>%^M»  It^<^  kúáSib  «íeoBsidBirdaielto^fAii»  iéeaguhsde 
l^if^tüflfi^ tde  2oahD(ilátv o«rg|áisd9las>|n'cp wlueléndota9>  p^H  adeqtrid 
á'bi!ie»iAiabib(i^>lii^fti;o'M  terréooed^ 

dtrajsdoca^o  eqtralaa4oa  bacieodafií^iiepbDtópdoisie  laao^swtilt^eatMlo 
%m  teo^Q* j^tes^^Itdespojo  /  OMiiado  poriGanHowi,  é  (fujieo  qaDdettid 
ai^pagld'd^  todas^laa  eoHaftiyiá^k»  ifndemoiiocloii&jte^los  péljvicíoB  eaa^ 
sadQJif  pjrevÁotéPdoJe^^aa:  si  eo  íq  mtoeaiivkiímtíiviBra  átiDquijBt»r<áL.Yagte 
sai|it^<l9ed(ai!ia^¿  |oqnpb(ii;b^eii»iliíigar:<.¡       :<:ii'  ^  ':::(  ^  i  •> 

M  ^(toaaltandftif^DkiJoBé^aniBoaaita^tafaió.lAdbmanda  objeto^deeate 
|34eiAbiiaxp9ikiÍeodg!iqttetemiMd(ueQO(>del;  ttdiiljoider  Vq]^ 
M  Mn^ie$v\9(ÚQ\d}^  J^féBi,  aMiadofií'^r6bpagOude(8oainBff,iOO«íelBgtia 
da .<|Q(e  gpMto:  q^ie^detHao  dQ,;e^>¿kima  üneai  nadas  boéi  ñteale  ó 
«Q^uia>Uaimada  de.2Qaia9álhH  que  fairtiliaftbia^iiKKiB^ilaaUierrasí'de  la 
9ii9mav  fiiaerqlr/ipi  áp  ¡i^ogi§dAd«íÍ<lDuquada  Abran te4,,!estou;de  disüri* 
hqiidiiisi la». ag«i)M  p^r  ta«QK2aa.d<i  9mMéa¿í,  da  olodo  c^e  ei<  domibgetá 
las  s!9ia  déla. m^toa^abasU, ¡la»  doce  cor r.eapOBdia  é\a%  huertas  del 
QaquaMoa  iunas^  .oia)fte8,y  mijjrcojea .desde iaisaJida  ala  pnaMd  del  sol 
altqqrtijo  d«jM6i\f&f.y!  los  4emA9^dMa'y^boraa.  y  •toldas  laai.'aista  noche» 
l^bportiÍQ.AiKili^nvtis,  pcopií^fiM  4wftan4wta.y  de[9tfiP^píBtr4iití!pe(.«ien^ 
do  de  cuenta  de  unos  y  de  otros,  y  n^^de*!)'  AgalfiQíYagüpvilaéobraai 

4iaii!^pa»a<^(m)  Qp^posicix^Bf  yí!tío)Ili%Mí^'<i^^ 

d^cdai  io^i()  no  h>{)J9Ífi  spfridp'  jainán^;^ltera^í(H)iia]goüa<.liaBtaí^q.u»  por^ 

9^  :flkgU9tííii^  Yligü^)  s  Qi  babia  <propfttesto  el  lin  tardioto  <  de  xeeobra  r.iki  BDcim 
nadot  ygpQ'SianAft dpaop  delaift^Oite  que  naoia  «n  8uliieredadvip0dia> 
bacer^eella  eil  <asQ,q«e  la^aeomoja^tá  (^  9ar>quaxia  te^éerd  luviepa 
algivt  idiiN'ecl^o  .aAfUÍrido.por»preacxj^)iáf»i;  $upltoaiulo  éa  su  ▼U'tadKiue' 
ae.iliaolara^a  quelas  aguaa  querfiLaiiiii»  de.lacltada-acequiaílaicermspén^ 
d¿i|D>eai>propia4a4 #9  tos  dia^/y^hopa^ique  quedaban  rafarSdóa^cóaMi' 
dueñoB.'dfJqa  cortjíoa-de  N»0afáiyu1l9m8tiaai<pnioD,boa«aa'  fi|tr.o¿eoft«- 
da()ñ(í  eada.qMM  de>  e«fee  tittiimo;  dacldíáiidatfb  aaimpanbriiMtoy^de 

nifl(|«Q:^Talar  «l^aftt9iiieatifUUoriar  4ifitadatfiúi  eUiQtaitikM>(U  ^toMtmipi 


prepuesto  £  nonl^rs'  de  D.'Agilstih'^Trfgtt^'.  al  dual  éeHbMMnale  á  U 
4»Tehloróo(lelá9>!eo6ts8:  -  '-  '  •  *.  ., 

AMuhando  qae  1^.*  AfióstinYagaé  tftipQgoty  Iv  dtenfffffda^'ategbbrfó 
qiMXM  bitti  endémaddaote  era  dmió  dsl  Dbrt)J!|#  de  iMdnrt  j^  mítnádA 
jde  Harvai;  y; ^afrniálMi  ei fyrív'ilegio  dt >re|fffr  sq^  tietía#>eofr  to  ^í/goas 
ittZtnmiWot  no  %B  krpeijudicuiM  «i  di0pota%»  tari' dereoRcy, -4)1' «tth)  én 
4od<>4aM;ésl«rirlni9ÍUdo  yrBFUfngado^pOf  dl^^é  á  ?a  vésí  «ddfia  al 
dematidfldo  ptta  fefgaf  las  doi  f  d^iddia  fknegas  ét  tierrul  T*<iítt(yfefndid^'í 
en  e)  cercadjd  dé  las  latsiHas,  en<f irtu^  dor  1a^  es¿frttf>a9  qilé  áiéodapá^ 
Daba,  otorgadas  la  |)tt«iéírli  eú  Í1  dé'VeíA-cfro 'dé  i7SB  poif  la  coú^üiidad 
religiosa  d«rja#óoiaiosVdaiid»  itíeñ^iíf^  ré^^tfdo  tíei'eado  tfélas  Bíálsi- 
Ilas,  con  20  fanegas  de  tierra  que  se  regaban  ¿oñ  él  agua  dé  Zoffíthe  j^ 
Zbaidillk);  U  segunda'  efe  M  de  'Jtrnto  áe  iBOO;'  por  la  qné  óbm'pró  tfon 
Antonio  Candía  'y  Patidd  )a  aaí^niaf  íHiea  que  se  regaba*  parte  con  él 
agpa  de  Zbaime  y'algo  con  Jai  de  ZoaimiNo,  y  l'á  tercera  otorgada  en 
Ifl07;  por'la  eual  %l  adntento  redimió  él  censo  impnesio  Wbre  dkha 
finca  que  4H8frotaba>del  dgu=a  dé  Zoaime  y  Zoaricnillo:  qdé  D.  lofiéCkr* 
mona  no  era  eldüenod^  macimíento  de  las'aguas  de'dfcHa  acequia; 
segQn  pretendía':  qtré'establecidó'sébre  el  terreno  de  tíi  miátna'  la  8er<^ 
vidnoíibre  dé  acueducto  desdé  tndy  af^tfgn^,  y  habiendo'  erd^ándantd 
ifitediado  atacar  e^te'  derecho,  eátuTO  en  su  logar  d  Interdicto;  pues 
aun  cuando  fnera  diiefio  de  las  agdas'Hb  j^odfa  privarle'del  i  derecha^  dé 
ri«go  qde  ttnia*  su  origen  de  dócuthéntb^  antiguos;  y  que  seballtíbif 
cmtoprobado  pór1%i'Tey  de  a^uas;  y*  que' en  su  Tlrtüd  stüplicó  que  se  ?d 
absolviese  de' la  demanda.'  declarando  que  el  é'ortijo  de  lífbnffil,  ipropfo 
del  demandante,  tk  hhffaba  gravado  á  fhfor  del  predio  d^l  demandafdo 
eon  sei'vidnmbi'e  de  actieductd  desde  (ien^po  inmemorial  para  regar  1^ 
dos  y  media  fíinegas'  de  tierra  cuando  necesitase  este  bed'eñcio,  y  qué 
taépdco  eran  propiedad  de  Carmena  el  nacimiento  yagua  dls  la  aceyjufá 
de  Zoaimillo: 

'  Resultando 'qae  el  deníandábíe  replicó  qWél  demandado  n¿  habia 
probado  estar  en  posisiíon  de  regar  desde  tiempo  iomemorial  !as  tier* 
ras  ée  éii  Cercado  con  Itfs  agaas'qué'se  snponiii:  que  no  había  manifes*- 
tado'sila  deelíiraeioinr  ¿te  ^nrlidtimbre  de  acueducto  la  deducía  por  ?ia 
de* reconvención,  y  que  era  necesaria  la  prescripción  inmemorial  para 
ad^airir  por  este  medio  las  servidumbre^  discootinuas: 

llesnltahdo  qtie  D.  Agtístin  ^ague  consignó  en  la  diíplicá  que  la  de- 
élanicioú  de  servidumbre  de  acuedoctb  que  liábia  pretendido  podía 
ser  piPesenUida  en  forma  de  recoüvencion,  lo  mismo  qué  en  lá  de  ex- 
cepeioft;  y  que  con  los  doctfmeúto^  acompañados  con  su  escrito  se  ha« 
liaba  demostrado  el  hecho  del  riego: 

Besoltiiiidb  qne  suministrada  prueba  por  ías  piiiries;  dfdó  séh'tenciaT 
dNM?  de'rriflMMtitMWfl^'  nHñ  cbhflftM  tioflPIU^^  eMf(a^'kl«  de 


liaira.diftTlsma  SalaideiLo  eiivilde  la  Aiv^ctíeifci^  dei(fitsnadci, 'declamo» 
do  que  áD.  José  Carmona,  eo  concepto  de  dueño  de' losfeortijfie'dti 
Mqafá  7  Her7.»9%  eocne^opd^Al  derecho: deiregaiibs  cpnlaiai^qtiik  de 
JíaatfnUlQ  ep  latforoaa.  qtke  evptesata  eií>8u.  dematidav'óitflienr'fior  taa* 
da^de^maant'.eii  cuyo  exftretntf.se'^eblaírabb  baiber  logfar  áUarittnflt; 
f^bsolyieQ^o,.al<|erniiDdado.eQ. cuanto  á  lo  demá^  qoe  comprendía; y 
Íbc,\»t6  así  misQQO  baber  lugar  á  la  recoaveoci<Ui  propoeaU  p«r  k>  ^ué 
haicia  (  la  existencia  4e  laserfiduffljt^re  de  acueducto  qiieTa<licaba'ni<> 
bre  la  fi«pca  de  Moofá  en  faTor'd'el  prédiq  dé  JaísJtalsiUá6<]^Brvel  ^iego 
fie jas.ApB  fanegas  y  media  de  tieiraiobjeto  del. pleitos    .!  %        -  ! 

KesuIta^.dO!qqe  D.,  Jo9é  CiaiTOOina  interpoao  reciMSo  dejcaHaeionpor 
bab^rsQinfringidp  isa  juicio;  ,i  .•  •.•    \  ¡/  > 

,  lf\  las  leyes,  5/,;  y  46«  MU  ^2de  la  Part£da3.Moa.artfcjQlo86l  y.6S 
de  la  de  Enjuiciamiento  civiUy  la  docb^ina  l^al  fCMiaig^nada  CDir^* 
tidos  fallos  de  este  Supremo  Tribunal,  de  que  es  nlila  laisiraténoia  que 
no  gijarda  intima  relacio^  y  conformidad  ó  congrueocía  «don*  Ja'^de- 
manda,  ^  que  contiene  deelaraciooea  q4>  solicitadafl'en^Ua,  ó  que  oo 
resiaelv^  expresa  y  directamente  todas  las  cuestionas  promovidas  en 
ía  misma, ó, en  )a  reconvancion  y. que  han  ^idoobjelio  di9l4ebate«  pues 
en  la  de  que  se  tratábanse  habia  declarado  que  oori^6spo4)4iai.Capmo* 
na.  el  derecho  de  regar  pop  la  acequia  de  ZoaiipiUaaiis  CQr.t}jes.de.Moii{é 
y.j^e7va&,  que  no.er^  lo  mismo  que^  lo  que  jf^.babMi  .pedido,  que  era 
,  qqe  se  declarase  que  las  aguas  quQ  filian  de  dicha  acequia  le  correa*} 
pondiap  en  propiedad  C9q  o,tros  cooduepos;  cooteqie  la  d^clafiaeÁon 
del  derecho  a>  riego,  que  uo  habia  sido  objeto  ^e  pietonsión  directa; 
y  babiéndose  pretendido  eq  la  r<ecooyen.cioii  pptr.D.  Aguatip' Vague qiue 
sed^fl^rase  que  tenia  derecho,  á  regar  ^u  ti^f^ra  cuaodO}ii|9fíefii  tase  este 
b^neQ/cio.  y  que  no.eran  propiedad  de.  Carmonaíel  nacimiep!tO(y  agua 
de, la  acequip,  ^e  hacia,  caso  omiso  en  la  septenci^,  ^in  embargpde  ba« 
berse  hecho  cargo  de  ellos  en  los  considerandos:  ^    :. 

,  %^ .  JLas  lej^es  j^.'  y  12,  iSX,  i%ái^  la  F^rtida  i*!»,  en.  cuante^oc^ena 
qi^e  po  ?»  valedero  el  ju,icio  ques^  d^  contra  natura,  y.la,<loQtFÍoafien 
g^  sancionada  por  este  Tribunal, Sup^reiiia.e^jsent^AC^if^'d.d^  I^qía 
de, 1865,  se^qnja  cual  se  entiende  sei:  coatf^na|tura,la.sen);epQirfCf^<^ni 
do  se  n(ianda  una  cosa  ..físicamente,  imposib)^  pjues/á,la.yez4U0,opab 
tenia  el  fallo  la  decLar^cipn  á  fgivor.  de  Garmppf^.tie).  derec^  íi  le^a*» 
sus  cortijos  en  la  forma  que  expresaba  h  defuandf,  6  fiiqra^;f^'4^08 
los  dias  y  horas  de  la  seijuana,  se  absolvía  al  >dea»aodada,,eqwa9M^^ 
á  los  demás  extremps  que  .^íquella  /^p/nprepdi^-^y  .e;^  .^  v^rt^d^  J^bjMt 
q^uedado. subsistente. la  sentjBncia  4e  J?. de.  Abeldó  .Í8^Q.  -(j^^tfid^íflift  eli 
interdicto  de  recobrar  y  cuya  nulid^.d  había  a^^pt^oiigiladPKii^tUf 
qpe  8e,reatiAuy,^  al„yí|gíie,?n  1^  posi^pu  d¿,^ega,fifi9i^.Jaf  mj^iPüi^as 


gowiü  idáaittUil#^é^Miqti¿««  fkíéika  l&ééiifeflrdá.el  «ijiía'  ffélhWétiaia 
ééZm)iíiAU*«sMb»ttfiiiti4ttüldA*idd  «oarte  que  ño  ^dediíse  sobrtfiite  ni* 
ü«i>8j»ié'ahui|oi  fMy>(iéia'  Alsfi^tiér  éé'elfais  d;  Agastia  Yagáe  éiMío 
tt»  n6é«iita»e/7-6rtt  >por  iaaVo  fisi%éto6oté' iVbpbdble  'la  ejeciiéio'ir^i-' 
maltánte  de'esoB'doB  eiirémos  ^e  ítf  setitetacta:        \ .      '  .¿^        '  ' 
V    ia  Mr  tS  deLmliiuo  ift:  ^  ^  Partida  3f/ ;  eo-  cuáút(/  o^d^nlr que 
colando ' bl  iue«  h«it»i>dse>^adO'5ii  juicio  áiiosldo  y  despules' hada  algún 
otfOii9abdainiObti>  por  eté^ial  désatas^^S  cambíase  lo  que  A  tni^mo  ha-^ 
bia< juzgado,  IMl  mondémieo^o',  tomo  éste  no  tenia  fuerza  de  juicio  ni 
se  desbaeiá  por  óiiol  pilsoféro,  lo  tuftl  sucedía  en  este  caso;  püüs  eF se- 
gando exitr^mi»^  doi  fatlo  0ifr'<iue  se'absolria  de  los  demás  poiílvs  de  hi' 
deipandá* dejaba 'aubsistente  el  auto  testitutorib,  en  virtud  del  cual  pó-' 
dia^Vague  regaHus  tierras  siempre  ^ue  neetfsitasen  esté  beneficio,  7 
ealo  desataba. ó  cambiaba  la 'primera'  parte  de  la  misma  sentencia,' en' 
lasque  se^declarabi  qu^t^^rriQona  teníaMeréHro'á  üVilibr  cónüfaínle- 
m«»t6*esaB^miisaNisagoást>at'a'sü9  cortijos:  ' 
•4/   lUl^l'S,  til.  dl'dela  Partida  ^l\  >y  ladocirinlB  legarqdé  áB 
el)a.8Biiedü^é-,  MWdiowadd  ipdt'^^e  TribütifáV  Supteiiio  eh  sentencia^ 
de9id«NNóvi6mbre  dé  1865,  dé  que  pana'  idquTrir  por  i[lréscripcion 
wÉa-  S6f  vidttii4)re  discoDtifiua'debe  'probad  el  uso'  ó  pósésioú  innaétbó- 
ríhi'de  la.  miaña,  Ba  badtaúdo  para  b^tü  prueba  ^\  dicho  de  téstigos^ 
quQ  asegura» 4)faberloafsi  visto  de^eqtteteniah  o^o  (ÍeTazoo,^¡nOí)que 
era  iieces«ri6  demostvay  iquié'él'tiso  d^ilalserVidutúbre  dtcedd  deía 
mandria-  de  loa  howbrt»-  mes'  andanW,'  y  'Ijucf  no  hay  'Dfibg'tlno 
q^eft^Dgacoofocinnieditod^  su  Oñ|féo;  y  elart.'Si?  de  la  Iby  de  Enjhi-' 
cíamieiilOi  civil,  e»  cuttDtd  la  Sentencia  üécla'rábat  habéfr  lagar  á  la  re-' 
eoovendoB,  réoonocleudé'la'  etistefnéia' de  lá  servidumbre  de  acueduc-' 
to  sobre  lá'fiíicá  de  Monfá  áiávolr  del  l^tédio  de  la^  Biláillas  por  nó  ha- 
berse héobola  apreciaei^tf  dé  Id  pirtteba  sobre  ^ste  punto,  conforme  i' 
ia>doclrifra  'legal  áiUe^'  expuesta','  ni'á  lás>  t'eglás  de  la  sana  crítica,* 
puesto  }qtt«  el' tesiinionio  >de«los  testigós^pteséntadbs  *dé' cóntraifo  nó* 
akaosaba  á  demostrar  los  «itremós  indicado^  pbr  las  circunstancias 

qa&la  l^  exígik:        '    '"   ••   ''''■-    '    '. "  ' 

o  Y  5/  .Elarl.  tSI'dfd'la  ley  dé'Enjui<¿i«aíiiento  civil,  sé'gunel  cuál  ho' 
puede  haeeree  uso  de  lar'reconvenciob  despuesr  de  la  contestación  á  la 
demandai^en  cuyo  escr<Üb  habiá  de  proponerle  nebesáriamente^  púíestO' 
qieeiiel  cato  de  intíti  Uredonveñ^ion  ño  se  habla  formulado  hasta  ej 
escrito  de  súplica,  y  no  obstante  habia  sido  estimada  y'fall^dá' como 

si  sebnbiera fíropuestO' eh  «iemj^o:      •  '     ;     "  '' '"  * 

< .  i Visio;  sidndo  PoDtole  iel  Ha^gisti^á^ó* D.  Victoriatib  'Cáréágar  ^ 
<-  iQonsidevaodo  queestándd  rédocida^a  d^mdndá'|>líd^n'tádá'en  c/st'ó 
pleitap^vD.  José  <3aMóna  Tefrrek  á' pedir  que  ^bdécl^rááé  que  laít 


i 


iior^fy  C09  Ias  tmUcipaes  qne  ei^preiAbf  resp»cto>del  Itaiqiia:(l# 
^bi;&q^s.  yde  otroJater^fadQr<^  quien  era  OMdu^BQ  por  aiUddel 
úUím,Q  4p  1?$  ^i^^dof  cqriijo^  y  q)^^  e;Q  si)  ,coQae|Cu«DqB  se. anclase  el 
auto  de  í3l  de  Abril  de  I9Q8«  eq.  yirUd  d^t  cual  ae  maQdó  restíluir  4 
D.  ^^sUn  y^güe  y  Lo^app  ap  U  fiQseaioQ.eauque  altaba  .de  rla|ar 
dq9¿Deg^i^.y  n)ed]Í«  dQ.iierrA  d^l  qercadp  denoaiiiiado  las:  Balaiila^ 
aieo^pr^que  ^abia  tenida  oiecasjdad  :  de  ^Ho  eoi»  las  aguaa  de  Zoaimi- 
lio,  carigáodol^s  y  coodaci^ndpUs  ppc  la  aeeqiaia  abieitia,  .<ieiHro,deL 
tarrcjAo  d^l  cortijo  de.Moofá  y  canal  de  madeira<  situad»  Qoftre  láa  des 
l^acienfjiaai  rcpooieodo.l&^/co^aa  aljestado.quf^teQiaoiaDtaaidei/despoja 
caussjiio  por  Ga,j;iDpDa;  y^  |a  c^Dtes^ciao  dada  por  Yagüe.i.^olidtar  qae 
s^  a'bsQlyiera  de  Ift  decoafidat  declaráüdpja  el  daracho  á  la  ser? idumbra. 
de  acueductQ  eo  los  térmiQoa  .expre^adps  eu  diebo  auto,  y  queae  re^ 
soUifjra  que  tajqpqco  eran  da  Garmpna  el  oactíimeoto  yagua  de  la  ape* 
quia  de  Zoaimillo;  y  habiéadose  declarado  enia  «eataflcia  pfoiiiB]eia<»< 
da.eo  i8  deMayq  de^  1872  ppria  ^a^a.^elo  citil  de  .Itt.  Audie^ciSi  Xle 
Granada  que  á  D.  4o94  C^mqpfB^  eq  cpacapt^  dedue^o  fíe  loaicortifOSi 
deMoaí4  y  He^vas,  cQrrespop^e  el  r^^garJoa-Cpo  la  acaquiade'Zaaimii} 
lio  qq J^  ÍQ^mfl^ ,q^e  e^^rp^aja^.qaau  .¿^ipaoda.  diiiera,  por' tandas -ée* 
sqmao^,  en  cqyo  efifreaiiq  sa  (j^cUraba  l^abor  lagav  4iaimiama  absbir 
viepdo  8.1  <4cmaa(lado  en  cMdQtp,4H4^má3y  qt^  QOdiipíaiulia«  y  quc|. 
habia  lugar  á  la  i;ecqn vención  propi^e&taipor  Lo  q^f^  hacia  áia  axisteacia' 
de  la  ser^viduaubre  de  acuedu^jto  que  radicaba  sf^ne  la  finoa  de  Bloiifá< 
en  favor  del.{)rédio  (^  las^al^ilLas  para,  ql  riago.^a  las4QS  faoegas..)c* 
meflia  de  fierra  qf^etq  del,  plaito^  es  aii;ideat<i.  q^e  a«n  :cuand0-aD:loa. 
coDaidQrau4p3  t^aya  babidq;alguAa  opi^ioi» .al  tratar  de  las. aaaatioiiaa> 
ventiladas,  la  pA^t^  dispo^itivi^  4^1  í^Uo  qqntra  la^cual  $a  dan  ^ea* 
ipqnte  Iqs,  recursos  de  casación  g^a^^a .  cqmftlau  coaforcaidad  .coa  lai 
d^man^a  y  contestación  ^egun  aq  caiijl^a.ppr,  Ql.djamaftdanjbe^poaMa.. 
que  si  bien  no  se  coqceda  4  Carwona  el  dosoinio  d^  lasaguaa  queiM* . 
dio,  y  si  sólo  el  derecl^  de  regar  con  ellas,  cpoio  anlo  más  yacom-i. 
prendido  le  menos,  pudo  muy  bien  la  Sala  sentenciadoyrc^  resolver  l^» 
controversia,  eA,,io9térmfppa  que  lq.)ii;fo  aii^JaJ^  i  la  cojigruénéia 
que  debía  existir  entra  aquellos  a^crilpay  al.fallo:,,ni  infnogiiiJali»^! 
yes^.'  y  16,  til,  ,22  de  la  Partida  ,?.%  ni, los  arjMpnlos  fiil.y  62  dailade. 
Enjuiciamiento  civil,  ni  por  ^^íUimq  La..4octi;ifia  tegaLcitadaa  eHel  prá^^ 
mer  mptivq  de  cafaciqp;  *    •     .     .  .      •      .'  .    - 

Considerando  que  tampoco  han  sido.qaebjraiitadas  Ifs.leyáSii/  y 
12,  tlt.  V;  la  22^  Ut.  22, de  la,;ParAv4»  ^.\  ni  la  4oclfina  lagalcitadas 
en  el  )^Pg,un(^o  y.t^fcerioatii[p,,ppi:qttq,oi  alj.uvcio  hi\sidOidado.oootra 
natura  pp^s^o  que'noae  ba,ff^4^dp.ttQa  cosa,  fiaica»aptejn>f»9aiblei, 
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ni  hay  )a  contradicción  que  supone  el  recurrente  en  la  parte  disposi- 
tiva de  la  sentencia;  y  lejos  de  ello,  pueden  muy  bien  concilarse  todos 
los  extremos  que  comprende  si  se  atiende  á  que  el  derecho  de  regar 
Carmena  sus  tierras  con  las  aguas  de  la  acequia  Zoaimillo  en  los  dias 
y  horas  expresados  no  se  opone  á  que  Yagüe  se  aproveche  de  las  aguas 
sobrantes  para  el  riego  délas  dos  fanegas  y  media  de  tierra  que  posee 
en  las  Balsillas,  que  es  el  concepto  en  que  dictó  su  fallo  la  Sala  senten- 
ciadora, según  aparece  del  sexto  considerando  de  la  sentencia  del 
Juez  de  primera  instancia: 

Considerando  que  la  ley  15,  tít.  31  de  la  Partida  3.*  se  limita 
á  d'etermjnar  el  tiempo  necesario  para  la  prescripción  de  las  ser- 
Fidumbres  continuas  y  discontinuas,  sin  hacer  indicación  alguna  res- 
pecto á  las  condiciones  que  deben  tener  los  testigos  que  se  presenten 
enjuicio  para  acreditar  la  existencia  de  aquellas,  y  por  lo  mismo  no 
ha  podido  ser  infringida  en  el  sentido  que  indica  el  recurrente,  ó  sea 
por  haber  dado  valor  la  Sala  sentenciadora  á  las  declaraciones  de  per- 
sonas inhábiles  por  su  edad  para  dar  razón  de  hechos  que  por  su  anti- 
güedad no  pueden  los  hpmbres  acordarse  de  cuándo  tuvieron  prin- 
cipio: 

Considerando  que  habiendo  presentado  Yagüe  varios  documentos 
públicos  para  justificar  el  derecho  de  regar  las  dos  fanegas  y  media  de 
tierra  del  cercado  de  las  Balsillas,  es  evidente  que  la  sentencia  que  ha 
dado  lugar  al  recurso  no  está  fundada  tan  sólo  en  las  declaraciones  de 
ios  testigos  examinados  á  instancia  de  aquel,  y  que  por  lo  mismo  es 
ineficaz  la  cita  hecha  en  el  cuarto  motivo  delart.  317  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  y  de  la  doctrina  establecida  en  la  sentencia  de  este 
Supremo  Tribunal  de  9  de  Noviembre  de  1865: 

Y  considerando,  por  último,  que  es  igualmente  inoportuna  la  cita 
del  art.  254  de  la  misma  ley  hecha  en  el  quinto  motivo,  porque  el  de- 
mandado D.  Agustín  Yagüe,  que  estaba  en  posesión  del  derecho  de  re- 
gar las  dos  fanegas  y  media  de  tierra  en  el  cercado  de  las  Balsillas 
siempre  que  lo  necesitaba,  contestó  desde  luego  á  la  demanda  pidien- 
do que  se  le  absolviera  de  ella  y  se  declarase  que  el  corti|o  de  Monfá, 
propio  de  la  parte  actora,  se  hallaba  gravado  á  favor  del  predio  de  su 
pertenencia  con  la  expresada  servidumbre  de  acueducto,  y  por  lo  mis* 
mo  nó  tenia  necesidaíd  de  manifestar  si  la  declaración  que  pretendía 
era  por  via  de  reconvención  ó  no;  puesto  que  el  pleito  versaba  preci- 
samente sobre  si  á  Yagüe  le  correspondía  un  derecho  que  poseia,  y  no 
hacia  petición  nueva  ni  promovía  cuestión  alguna  diversa  de  la  com- 
prendida en  la  demanda; ,  « 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curse  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Carmona  Torres,  á  quien 
condenamos  á  la  pérdida  déla  cantidad  depositada,  que  se  distribuiré 

SiCGlOR  ADHIRISTIATIVA.— T.  V.  31 
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con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costast  y  líbrese  tf la  Audiencia  deGra^ 
nada  la  certificación  correspondiente  con  devolucton  de  los  documen- 
tos que  ha  remitido. 

Asi  por  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se  in- 
sertará en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  flVmamos.=José  María  Cace- 
rés.=Laureano  de  Arrieta.=José  Fermin  de  Muro.=:6enito  de  Posada 
Herrera.=Ramon  Díaz  Vela.=Benilo  de  ÜUoa  y  Rey .= Victoriano  Ca- 
reaga. 

Publicacion.=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Victoriano  Gareaga,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo, 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  en  el  dia  de  hoy,  de 
que  certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  17  de  Junio  de  1873.=Licenciado  Desiderio  Martinez. 

{Gaceta  de  27  de  Setiembre  de  4873.) 


MINISTERIO  DB  ULTRAMAR. 

Decreto  fijando  la  categoría  administrativa  de  los  Ingenieros 
de  Caminos j  Minas  y  Montes  en  Ultramar  y  salvandoM  rfts- 
cordanda  que  existe  en  los  sueldos  de  los  mismos. 

Atendida  la  conyeníencia  y  la  justicia  de  fijar  esplícitamente  la  ca- 
tegoría administra  tira  de  los  Ingenieros  de  Caminos,  de  Minas  y  de 
Montes  que  prestan  sus  servicios  en  Ultramar,  y  de  salvar  la  discor- 
dancia que  existe  entre  los  sueldos  que  disfrutan  dichos  Ingenieros  se- 
gún sus  respectivas  clases,  y  los  que  se  consignan  á  los  demás  funcio- 
narios administrativos  de  las  mismas  categorias  por  el  reglamento  or- 
gánico de  las  carreras  civiles  de  la  Administración  pública  de  Ultra- 
mar, af^robado  por  Real  decreto  de  3  de  Junio  de  1866: 

Teniendo  en  cuenta  que  perteneciendo  los  Ingenieros  de  los  tres  cuer- 
pos referidos  á  la  Administración  activa  y  prestando  sus  servicios 
como  aquellos  fuera  de  la  Península,  deben  estar  también  incluidos  en 
las  reglas  y  disposiciones  contenidas  en  dicho  Real  decreto  que  fué 
dictado  para  regularizar  y  uniformar  todas  las  carreras  civiles  de  las 
provincias  de  Ultramar: 

Considerando  que  con  esta  medida  nó  se  contraría  ninguna  de  las 
disposiciones  ni  reglamentos  vigentes; 

El  Gobierno  de  la  República,  á  propuesta  del  Ministro  de  Ultramar 
y  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  decreta  lo  siguiente: 

Artículo  único.  Las  categorias  administrativas  de  los  Ingenieros 
de  Caminos,  de  Minas  y  de  Montes  que  prestan  sus  servicios  en  las 


proTincias  de  Ultramar,  asi  como  de  los  agregados  á  este  MiDísterio 
seráo  las  expresadas  á  continuación: 

La  de  Jefe  de  Administración  de  segunda  clase  los  Ingenieros  Jefes 
de  primera;  la  de  Jefe  de  Administración  de  tercera  los  Ingenieros 
Jefes  de  segunda;  la  de  Jefe  de  Negociado  de  primera  clase  los  Inge- 
nieros primeros,  y  la  de  Jefe  de  Negociado  de  segunda  los  Ingenieros 
segundos. 

Madrid  Teintíseis  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres. 

El  residente  del  Gobierno  de  la  República. 

EnüUo  CMlelar. 

El  Blioistro  de  Uliramar. 

SanÜa^o  Soler  y  Plá. 

(Gaceta  de  28  de  Setiembre  de  4873). 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Decreto  sobre  el  impuesto  de  guerra. 

El  estado  de  la  Hacienda  pública  se  resiente  profundamente  siempre 
que  los  partidos  ¡políticos  se  arrojan  en  brazos  de  la  violencia,  y  para 
conquistar  el  poder  afrontan  los  peligros  y  calamidades  de  la  guerra 
civil.  Decrecen  notablemente  los  ingresos,  y  al  mismo  tiempo  los  gas- 
tos toman  proporciones  colosales. 

Cn  tales  momentos  no  bastan  los  recursos  ordinarios.  Reclaman 
siempre  las  grandes  crisis  un  esfuerzo  supremo,  porque  de  otro  modo 
no  seria  dable  salvar  las  dificultades  que  ponen  en  grave  riesgo  la  exis- 
tencia de  la  patria.  Guando  las  circunstancias  son  extraordinarios  nece- 
sario es  recurrirá  medios  extraordinarios;  y  los  pueblos  todos,  en  si- 
tuación ideática  á  la  que  España  atraviesa,  ban  buscado  primeramen- 
te en  el  crédito  la  solución  más  rápida  para  cubrir  las  imperiosas  aten- 
ciones de  la  guerra,  y  han  establecido  impuestos  transitorios  que  re- 
presentan sacrificios,  siempre  sensibles  aunque  llevaderos ,  pero  que 
son  indispensables  para  evitar  que  la  fuente  del  crédito  se  agote. 

Nuestros  padres  han  devuelto  á  la  circulación,  con  gran  ventaja  de 
la  riqueza  pública,  cuantiosos  bienes;  proporcionaron  de  ese  modo  re- 
cursos para  el  Tesoro,  á  la  vez  que  alimentaban  la  creciente  energía  de 
la  actividad  individual  durante  el  más  glorioso  periodo  de  nuestra 
historia  contemporánea.  Tocaron  uno  de  esos  resortes  que"  más  eficaz- 
mente  contribuyen  á  la  regeneración  política  y  social  de  un  pueblo;  y 
desamortizando  la  propiedad  territorial,  comunicaron  un  vigor  incoo* 
trastable  á  las  fuerzas  que  por  sn  incesante  desenvolvimiento  elevan 
h  sociedad  al  mayor  grado  de  esplendor^ 
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Hoy  DO  tenemos  un  arma  tan  poderosa  en  nuestras  manos;  pero 
nos  alienta  la  esperanza  de  qoe  enmedio  de  los  mismos  trastqrnos  que 
perturban  nuestra  marcha  continuará  desarrollándose  la  industria,  ex- 
tendiéndose el  comercio  y  aumentando  la  riqueza  de  la  Nación. 

Merced  á  la  fuerza  espansiva  de  la  libertad  y  al  benéfico  influjo  de 
las  instituciones  que  laboriosamente  hemos  creado,  es  cada  dia  mayor 
la  productividad  de  nuestro  suelo,  más  grande  la  importancia  de  nues- 
tras fábricas  y  más  próspero  el  comercio  que  sostenemos  dentro  y 
fc^ra  de  la  Península. 

El  Tesoro  público  sufre  los  rudos  golpes  de  la  guerra  ci?il;  pero  se 
repondrá,  y  pronto,  levantándose  en  hombros  de  la  grandeza  nacio- 
nal. Causa  Tcrdadero  asombro  el  crecimiento  de  nuestra  riqueza,  que 
triunfa  de  cien  obstáculos  y  se  multiplica;  no^en  razón,  sino  á  pesar  de 
las  dificultades  que  al  desarrollo  de  la  industria  se  oponen. 

Por  eso  confia  el  Gobierno  déla  República  eu  que  habrá  de  obtener, 
sin  detrimento  déla  producción  nacional,  todos  los  rectirsos  de  que  há 
menester  para  demostrar  ante  el  mundo  civilizado  que  la  Espaáa  re- 
publicana no  es  un  elemento  de  perturbación  en  Europa,  ni  son  de 
temer  los  intentos  sacrilegos  de  quienes  se  proponen  resucitar  en  este 
suelo,  regado  con  la  sangre  de  tantos  mártires,  el  horroroso  especio 
del  absolutismo» 

4 

Francia,  que  acaba  de  ofrecer  el  más  sublime  coqtraste  entre  sus 
inmensas  desgracias  y  una  abnegación  incomparable;  ios  Estados- 
Unidos,  que  no  han  retrocedido  en  su  Incha  santa  contra  la  esclavitud 
ante  la  pérdida  de  innumerables  riquezas,  han  dado  una  elocuente 
prueba  deque  son  pueblos  viriles,  estableciendo  multitud  de  impues- 
tos con  el  objeto  de  extinguir  la  enorme  deuda  contraída. 

España  no  se  encuentra  en  el  mismo  caso«  porque  la  victoria  será 
más  rápida  y  menos  costosa;  pero  debe  imitar  los  nobles  ejemplos  de 
las  grandes  Repúblicas  francesa  y  americana,  recurriendo  desde  luego 
á  contribuciones  extraordinarias  para  sobrellevar  las  exigencias  de  la 
guerra. 

Nuestro  comercio  de  exportación  aumenta  con  mayor  rapidez  aún 
^ue  el  de  importación*  y  ningún  derecho  se  exige  por  razón  de  carga, 
tonelaje,  faros  y  fondeadero.  Pues  bien:  exigiendo  una  módica  canti- 
dad, perfectamente  justificada  como  remuneración  de  los  servicios  que 
el  Estado  presta  á  la  navegación,  se  percibirá  una  suma  de  20  millones 
de  pesetas. 

Cabe  también  aumentar  y  extender  el  impuesto  del  timbre,  qi:^e 
puede  y  debe  ser  normalmente  uno  de  los  principales  tributos,  consi- 
guiendo otra  cantidad  de  15  á  20  millones  de  pesetas. 

La  riqueza  minera  qua  contribuye  en  razón  de  la  superficie  couce? 
dida  adquirió  en  estos  últimos  aüus  iiaportancia  buma,  >  e;$  necesario 
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qoe  los  propietanoi4#  mitiafl  le^anton  las  cargas  del  Estado'  en  pro- 
porción á  la  renta  ó  producto  líquido  de  sa  industria;  por  cuya  ratón, 
j  sin  faltar  al  principio  de  justicia,  se  les  puede  exigir  una  cantidad 
proporcional  al  producto  de  su  trabajo. 

Los  Municipios  han  recuperado,  bajo  el  punto  de  ?ista  eeooómico, 
Ja  integridad  de  sus  libertades,  7  es  justo  que  contribuyan  en. parte  á 
sufragar  los  gastos  de  la  guerra.  Tienen  existencia  propia  dentro  déla 
República,  y  el  Estado  garantiza  el  uso  délos  derechos  que  les  corres « 
penden.  Es,  por  consiguiente,  equitativo  que  ocurran  á  las  necesida- 
des del  momento  con  una  pequeña  parte  de  su  presupuesto  de  in* 
f  gresos. 

t  Y  seria  altamente  injusto  prescindir  de  una  de  las  manifestaciones 

de  la  riqueza  que  más  suele  deslumhrar  y  atrae  con  mayor  fuerza  la 

atención  de  los  pueblos.  El  que  posee  coches  para  su  uso  particular 

I  denota  un  grado  de  bienestar  que  conviene  tomar  en  cuenta  por  ser 

I  indicio  seguro  déla  riqueza  que  disfruta. 

I  Gomo  recurso  extraordinario  nada  tiene  de  inconveoiel^te  el  im- 

I  puesto  sobre  puertas  y  ventanas,  porque  su  número  es  un  regulador  de 

las  comodidades,  que  guardan  reladion  con  los  medios  de  fortuna  de 
cada  uno.  Seria  inaceptable  como  base  ó  regla  de  criterio  para  la  for* 
maeion  de  un  presupuesto  ordinario,  porque  estarla  en  pugna  con  lo 
fue  reclaman  la  salubridad  ó  higiene  pública.  Pero,  como  medida  ex- 
traordinaria, es  por  más  de  un  concepto  recomendable. 

El  Gobierno,  por  último,  en  prueba  de  que  se  propone  con  firmeza 
allegar  recursos  inmediatamente  á  Qn  de  extirpar  en  breve  plazo  ia  ve- 
nenosa planta  de  .la  guerra  civil,  prepara  la  enajenación  de  algunos 
edificios  destinados  hoy  al  servicio  público,  y  reivindicar  cuantiosos 
bienes  que  sin  razón  fueron  disputados  durante  el  reinado  de  Isabel  11, 
para  consagrar  só  importe  al  mismo  objeto,  con  lo  cual  serán  mec^w- 
res  los  sacrificios  que  se  impongan  al  contribuyente. 

.  En  atención  á  lo  expuesto,  el  Gobierno  de  la  República,  á  propuest ) 
del  Ministro  de  Hacienda  y  en  uso  de  las  facultades  que  le  fueron  c.'C- 
feridas  por  las  Cortes  Constituyentes»  decreta:  . 

Artículo  i.*    Se  establece  un  impuesto  extraordinario  y  transitorio 
que  se  denominará  de  carga  y  policía  naval  sobre  todos  los  producto 
que  tengan  salida  por  las  Aduanas  nacionales.  Este  impuesto  gravará: 
i.*    En  un  5  por  100  ad  valorem  á  todos  los  productos  que  se  expor* 
ten  á  nación  extranjera. 

2.*    En  un  2  por  400  del  valor  á  todos  los  artículos  y  frutos  que  se 
carguen  con  destino  á  nuestras  provincias  y  posesiones  de  Ultramar. 
Y  2L°    En  1  por  100  á  todas  las  mercancías  que  se  trasporten  por 
mar  de  uno  á  otro  puerto  de  la  Península  é  islas  adyacentes. 
Art.  3.*   El  impuesto  á  que  só  refiere  elarticulo  anterior, ampezará  á 


exigirse  el  dia  i.*  de  Noviembre  del  año  aciua);  y  cod  el  fia  de  fijar  los 
4ipos  de  avalúo  de  los  productos  que  habrán  de  servir  de  base  á  la  im- 
posición del  graf  amen;  se  crea  una  Juinta  en  cada  ui^o  de  Ips  puertos 
donde  existe  Aduana  principal. 

Esta  Junta  se  compondrá  del  administrador  de  la  Aduana,  Presi- 
dente; del  Contador  y  Vista  primero  de  la  misma  Aduana,  y  de  dos  in- 
dividuos que  designarán  los  armadores  y  comeicciantes  de  ]a  localidad, 
para  cuyo  efecto  serán  convocados  por  el  administrador  de  la  Aduana. 

.  La  tarifa  de  precios  avaluatprios  que  formen  ^erá  sometida  á  la 
aprobación  del  Ministro  de  Hacienda. 

Las  Juntas  habrán  de  quedar  constituidas  el  dia  10  del  mes  actual, 
y  sus  trabajos  sometidos  á  la  aprobación  superior  antes  del  20  dei 
mismo. 

Art.  3.*  Se  crea  un  impuesto  transitorio  de  timbre,  representado 
por  sellos  de  5  y  10  céntinaos  de  peseta,  que  se  distinguirán  con  la 
inscripción  Impuesto  de  guerra',  los  cuales  habrán  de  usarse  adhirién- 
dolos en  las  cartas,  documentos,. títulos  y  billetes  que  á  continuación 
se  expresan. 

El  sello  de  5  céntimos  en  toda  carta  ó  pliego,  cualquiera  que  sea  su 
peso,  que  haya  de  circular  en  la  Península  é  islas  adyacentes,  con  in- 
clusiop  de  las  que  se  dirijan  á  las  provincias  de  Ultramar.   . 
El  sello  de  10  céntimos  se  usará: 

1.°  En  cada  una  de  las  fracciones  de  billetes  de  lotería  nacional  y 
rifas  de  todas  clases. 

^.'^  Ea  los  billetes  de  espectáculos  públicos,  siempre  que  llegue  ó 
exceda  de  2  pesetas  el  precio  de  la  localidad. 

3.*    En  los  carteles  ó  anuncios  de  cualquier  clase  que  se  fijen  ea  los 
litios  públicos,  exceptuándose  los  que  se  reflieran  á  servicios  del  Estado. 
.  4.'    En  los  billetes  de  trasportes  de  viajeros  y  efectos  por  mar  y 
tierra,  si  su  precio  excede  de  25  pesetas. 

5.*  En  todas  las  malricqlas  qijie  se  hagan  en  los  establecimientos 
científicos  y  literarios  que  no  estén  sostenidos  por  el  Estado. 

6."  En  cada  uno  de  los  pliegos  de  papel  de  multas  que  se  empleen 
para  hacer  efectivas  las  que  por  los  Municipios  sé  impongan. 

7,*  Eu  cada  uno  de  los  pliegos  de  papel  sellado  ó  pagarés  de  bienes 
nacionales  y  papel  de  pagos  al  Estado  que  deba  usarse,  en  armonía  con 
lo  que  determinan  las  disposiciones  vigentes  sqbre  uso  del  sello  del 

Estado. 

8.°    En  los  docume  otos  de  giro. 

9.*    En  las  pólizas  de  operaciones  de  Bolsa. 

10.  £¡n  los  manifiestos,  declaraciones  y  registros  que  se  presenten 
y  expidan  en  las  Aduanas. 

li.    1^  los  pagos  de  todas  clases,  as^i  en  ej[ec^s  comq  en  metáUco, 
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que  se  hagan  por  las  Cajas  del  Tesoro,  exceptuándose  únicamente  íos 
que  corresponden  al  personal  ó  materití  de  guerra . 

42.    Eú  las  libranzas  del  Giro  mutuo  del  Tesoro. 

i3.  En  los  recibos  de  cantidad  de  más  de  75  pesetas  ó  de  efectos  de 
igual  valor  que  se  entreguen  por  particulares  en  pago  de  débitos,  pre- 
cio de  compra-venta  tS  servicios,  ó  cualquiera  otro  derecho  legitimo. 

í4.  En  las  cuentas  y  demás  documentos  de  cargo  de  los  particula- 
res ó  empresas  cuando  él  importe  exceda  de  75  pesetas.  ' 

15.  En  los  titulos,  despachos  ó  diplomas  á  que  se  refieren  los  ar« 
tícolos  35  al  41  del  Real  decreto  de  f2  de  Setiembre  de  1861: 

46.  En  los  títulos  de  propiedad  de  minas  y  sus  copias  6  duplicados. 

47.  En  las  cédulas  de  privilegio  de  invention  y  en  sus  copias  ó  du- 
plicados. '      .         .  .. 

48.  En  las  cédulas  de  vecindad,  cuando  no  sean  {^ará  pobres  de  so- 
lemnidad. 

49.  En  las  pólizas  y  ejemplares  de  contratos  escritos  que  autoricen 
7  certificaciones  que  expidan  los  Corredores,  inclusos  los*  Intérpretes 
de  navios,  de  las  operaciones  en  que  intervengan  y*  en  las  pólizas  de' 
préstamo  con  garantía  de  efectos  públicos  que  autoricen  los' Agentes 
de  Bolsa. 

^.  Eti  cada  una  de  los  hojas  de  los  tres  Hbros  de  contabilidad  de 
los  comerciantes,  según  lo  define  el  artículo  i.*"  del  Código  de  Comer* 
cío,  y  de  las  Compañías  mercantiles*  y  en  los  de  actas  de  estas. 

24.  En  cada  hoja  de  los. libros  y  registros  qué  debed  llevarlos 
Agentes  de  cambio,  Corredores,  comisionistas,  Corredores  Intérpretes 
de  navios.  Capitanes  de  naves,  Pilotos  y  Sobrecargos  i 

22.  En  los  talones  que  se  expidiin  contra  las  cuentas  corrientes  de 
los  Bancos  y  establecimientos  de  crédito. 

Art.  4.*  Las  provincias  exceptuadas  del  uso  del  sello  continuarátí 
disfrutando  de  este  beneficio;  pero  se  asimilarán  en  un  todo  para  el 
empleo  del  que  ahora  se  crea  á  las  demás  de  la  Nación. 

Art.  5."  La  omisión  del  sello  creado  por  el  art.  3,'  será  penada  en' 
el  reintegro  y  una  multado  5  pesetas  por  cada  uno  de  los  documentos 
en  que  debió  emplearse. 

En  caso  de  reinoideucia  se  aumebtará  la  inulta  en  5  pesetas  por 
cada  nna  de  las  veces  que  se  haya  intentado  la  defraudación. 

Art.  G.**  Los  Jueces,  Tribunales;  Autoridades  y  funcionarios  públi- 
cos de  cualquiera  clase  á  quienes  se  presenten  documentos'  que  carez-* 
caD  del  sello  que  ahora  se  establece,  ó  que'  teniéndole  no  reúnan  los 
requisitos  prevenidos  en  el  Real  decreto  de  42  dé  Sétiétubíe  de  4(i6(Ny 
disposiciones  posteriores  vigentes,  tomarán  de  ellos  nota  y  losdirigi- 
ráo  á  la  Administración  económica  de  la  provincia  á  los  efectos  con- 
sigaieDles. 


Art.  7,*  Ser¿Q  objeto  de  las  visitas  á  qae  se  reflere  el  capftalo  12 
de  la  instraccion  de  10  de  Noviembre  de  1861  todos ,  los  documentos 
que  en  dicho  capitulo  se  mencioaan,  y  adem^  los  libros,  cueotast  bi- 
lletes y  documeQtos.de  cualquiera  clase,  siu  excepción,  que  se;sujetau 
al  impuesto  del  sello. 

Art.  8/  Se  consideran  contraventoras  á  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 3.*  y  4.*  de  este  decreto  los  que  expidan,  admitan  ó  den  curso  á 
documentos  que  carezcan  del  selio^  y  á  todo  ciudadano  que  bajo  cual- 
quier pretexto  ^e  niegue  á  presentarlos  á  ios  Visitadores  de  papel  se- 
llado debidamente  autorizados  para  ello,  ó  é  los  agentes  de  la  Autoridad 
si  se  tratase  de  espect4culos  públicos. 

Arjt.  9/  Se  establece  ad  impuesto  extraordinarto  y  transitorio  so- 
bre los  productos  líquidos  déla  riqueza  minera  en  esta  forma: 

Tres  por  100  del  producto  liquido  en  las  minas  de  hierro  y  hulla. 

Cinco  por  100  del  producto  liquido  en  las  minas  de  las  demás  sus- 
tancias. 

Arf.  10.  Todo  propietario  de  minas,  queda  obligado  á  presentar  du- 
rante cada  mes  al  Jefe  de  Administración  económica  de  la  respectiva 
provinoia  uo  estado  ó  relación  demostrativa  del  producto  obtenido  ea 
el  mes  anterior.  En  estas  relaciones  se  expresará:  primero,  la  cantidad 
total  de  mineral  extraído:  segundo,  su  valor:  tercero,  los  gastos  de  ex- 
plotación; y  cuarto,  el  produpto  líquido. 

Art.  U.  Comprobados  estos  datos  en  la  forma  que  los  reglamentos 
determinen,  se  hará  la  imposición  de  la  cuota  correspondiente,  la  ^ual 
será  abonable  por  trimestres  vencidos. 

Art.  12.  Se  crea  un  imptueslo  transitorio  sobre  los  presupuestos 
municipales. 

Este  impuesto  gravará  en  un  .5  por  100  el  importe  de  los  presu- 
puestos de  ingresos  de  los  Ayuntamientos,  y  será  exigible  de  los  mis- 
mos por  trimestres  vencidos. 

Art.  13.  Quedan  autorizadas  las .  corporaciones  municipales  para 
elevar  el  importe  de  sus  presupuestos  en  la  cantidad  á  que  ascienda 
el  impuesto  creado  por  el  articulo  anterior,  haeiéndola  con  sujeción  á 
las  leyes  vigentes. 

Art.  14.  Se  crea  uo  impuesto  transitorio  sobre  los  coches  de  lujo, 
que  se  denominará  á^  carruajes. 

La  exacción  de  este  impuesto  se  hará  con  arreglo  á  la  adjunta  ta- 
rifa núm.  1.° 

La  recaudación  tendrá  lugar  por  trimestres  vencidos. 
Art.  15.    Se  establece  un  impuesto  traobitorio  sobre  las  puertas, 
ventanas  y  balcones  á  la  vía  púbüca  de  los  edificios  destinados  á  habi- 
taciones, industria  ó  comercio. 

La  imposición  de  este  tributo  se  hará  con  arreglo  á  la  adjunta  ta*' 


rib  Dúm.  XMia  roeao^fieioii  afl(  reali^ari  de  nonAola  vez  (livii^te  f} 
priiper  iiifif  del  aQo. 

Arl.ié.  El  impuesto  creadq  fiqír  el  «xUculo  au^rioc  s^  Wt^^é^  d0 
lgi8  arse^^datarios  ó  ioquilinos  de  Us  habitacix)oes;  .peco  cua^^o  -b^jo 
una  sola  juaerta  exterior  aie  comprendan  varias  habi^/ciAney  ocupad^ 
por  4istiJi.tQs  Iqquilinof ,  ae  cebriM:^  el  impiiestp  resp^ctlTO  &  la  puerta 
comnn  del  propietario  de  la  finca,  y  el  correspondiente  á  las.  de^^ 
aberturas  de. los  in^oilinos qye  las  utilicen  <). disfruten. 

Art.  47,  Toda  ocultación  ó  defraudación  de  los  impuestos  que  se 
establc:;en  por  los  artículos  i.**,  9.%  \A  y  15  será  penada  en  el, cuadru- 
plo de  la  cuota  correspondiente. 

Art.  18.  Los  denunciadores  por  defraudaciones  de  los  impuestos  á 
que  se  refiere  el  articulo  anterior  tendrán  derecho  á  la  tercera  parte  de 
las  multas  determinadas  por  el  mismo. 

Art.  49.  Todos  los  gastos  que  produzca  la  administración  y  recau- 
dación de  los  impuestos  extraordinarios  y  transitorios  que  se  crean 
por  el  presente  decreto  serán  considerados  como  minoración  dé  sus 
productos. 

Art.M.    El  Ministro  de  Hacienda  dictará  las  instrucciones  y  reglar 
montos  neceéatios  para  la  ejecución  del  presente  decreto 
Madrid  dos  de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres. 

El  Presidente  del  Gobierno  de  la  Repú]i»liQa« 

'  ■   •    » 

'      Emilio  Castelar.     . 

El  Hipiatra  da  ilacten4«. 

Mattnel  Pedregal  y  CeAede. 

{Gaceta  de  Z  de  Oct^l^r6  de  1J373.) 
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MINISTERIO  DE  FOMJENTa 


Resolución  sobre  la  .autorización  solicit^íia  pwrgL  construir 
tres  embarcaderos  en  el  Nervion  para  los  productos  de  la 
mina  Primitiva. 

limo.  Sr.;  En  Tista  del  expediente  promovido  por  D.  José  Gutiérrez 
Vallejo,  vecino  de  Bilbao,  ea  solicitud'  de  autorización  para  construir* 
ea  Zornoza,  ea  la  orilla  izquierda  del  Nerrion ,  tres  embarcaderos  para 
kM  proáuetos  que  traspqrie  el  ferro ^carríl  de  una  mina  denominada 
PrimUim;  el  Gobierno  4e  la  Repúbliea,.  de  acuerdo  coa  lo  prafiuesto 
por  esa  Dilección  goaaraU -de  conformidad  con  el  dietámea  déla  Junta 
consultiva  de  Caminos,  Canales  y  Puertos,  ha  tenido  á  bien  autorizar 

.      T.  V.  : 


al  exponente  para  constrair  solo  dos  de  los  mérücionaüis^^imbarcade- 
ros,  que  serán  el  primero  y  segando  del  proyecto,  contando  desdé 
aguas  arriba,  con  las  siguientes  condiciones: 

1/  Las  obras  se  Verificarán  bajóla  yig^lancia  del  Ingeniero  Jefe  de 
las  Provincias  Vascongadas,  y  con  arreglo  á  los  proyectos  definitivos 
y  detallados  de  las  obras,  que  deberán  serié  presentados  antes  de  dar 
principio  á  ellas. 

2/  La  longitud  ó  salida  de  los  embarcaderos,  medida  desde  el  mue- 
lle, no  excederá  de  10  metros. 

3/  Deberán  dejar  completamente  libre  la  circulación  en  dicho  mue- 
lle, siendo  de  cinco  metros  la  altura  mínima  de  su  parte  inferior  sobre 
el  suelo  de  aqi^el. 

4/  El  fondeadero  y  el  muelle  existentes  quedarán  siempre  de  uso 
público,  siendo  obligación  del  concesionario  dejar  en  todas  épocas  y 
circunstancias  enteramente  expedito  el  canal  de  la  ria. 

5/  El  muelle  del  Estado  se  conservará  con  el  ancho  que  actual- 
mente tiene,  y  para«contener  las  tierras  del  desmonte  que  habrá  que 
ejecutar  para  el  establecimiento  de  la  estación  del  ferro-carril,  deberá 
el  concesionario  construir  un  muro  de  contención,  cuyo  espesor  será 
el  0,35  de  su  altura. 

.  6."  Si  le  fuere  preciso  hacer  alguna  obra  en  la  carretera  de  Buree- 
ña  deberá  obtener  el  permiso  de  la  corporación  local  á  que  corres* 
ponda.      ^ 

7."  En  el  mes  siguiente  á  la  publicación  de  esta  orden  en  la  Gaceta 
deberá  consignar  el  concesionario  en  la  Caja  de  Depi^sitos  la  cantidad 
de  i.OOO  pesetas,  que  le  será  devuelta  cuando  acredite  haber  hecho 
obras  por  valor. equivalente. 

8.\  Se  dará  principio  á  los  trabajos  dentro  del  plazo  de  seis  meses, 
contados  desde  la  fecha  de  la  concesión,  terminándolos  en  el  de  18,  á 
contar  déla  misma  fecha. 

9/  Si  el  concesionario  faltase  á  las  condiciones  anteriores,  se  de- 
clarará caducada  la  concesión,  siendo  sus  consecuencias  las  prescritas 
para  casos  análogos. 

10.  Si  el  Estado  tuviera  necesidad  en  lo  sucesivo  de  ocupar  los 
muelles  existentes  ó  tratare  de  ejecutar  alguna  obra  de  mejora  de  la 
ria,  desarmará  el  concesionario  los  embarcaderos,  retirando  los  ma- 
teriales, sin  derecho  á  indemnización  alguna. 

11.  Esta  concesión  se  entiende  hecha  sin  perjuicio  de  tercero  y 
salvo  el  derecho  de  propiedad.  Los  que  se  juzguen  perjudicados  debe- 
rán hacer  valer  sus  reclamaciones  ante  los  Tribunales  ordinarios,  sis 
intervención  de  los  Agentes  administrativos  y  sin  responsabilidad  para 
el  Estado* 
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Lo  qae  .comaoíco  á  V.  I.  para  los  efectos  consigoientes.ssDioa 

guardé  áV.  1.  machos  año8.=Madrid  i.*  de  Octubre  de  1873. 

Ga  BiiGis. 
Sr.  Director  general  de  Obras  públicas. 

{Gaceta  de  12  de  Octubre  de  1873}. 

MINISTEEIO  DE  HACIENDA. 


ñesolucion  concediendo  qm  se  habilite  la  desenAocadura 
del  Arroyo  segundo,  en  el  término  de  Marbella^  para  el 
embarque  de  mineral  de  hierro. 

limo.  Sr.:  Vistas  las  instancias  dirigidas  á  este  Ministerio  por  Don 
Manael  áe  la  Paliza  y  D.  Gaillermó  Strachan  solicitando  qae  se  habi« 
lite  la  desembocadara  del  Arroyo  segundo,  situado  en  el  distrito  muni- 
cipal de  Marbella,  proTincia  de  Málaga,  para  el  embarque  de  mineral 
de  hierro  procedente  del  que  se  explota  en  las  cercanf  as  de  dicho  ponto: 

Vistos  los  informes  emitidos  por  el  Jefe  de  la'  Administración  eco- 
nómica de  la  proyincia.  Administrador  principal  de  Aduanas,  Jefe  de 
la  Comandancia  de  Carabineros  y  Junta  de  Agricultura^  Industria  y 
Comercio: 

Considerando  que  es  justa  la  concesión  de  lo  que  se  solicita,  aten- 
dida la  distancia  que  hay  desde  las  minas  hasta  el  punto  más  próximo 
habilitado,  puesto  que  los  gastos  del  trasporte  del  mineral  absorberían 
los  beneficios  de  esta  industria; 

El  Gobierno  de  la  República,  de  conformidad  con  lo  propuesto  por 
V.  I.,  ha  resuelto  que  se  habilite  el  punto  de  la  desembocadura  del  Ar- 
royo segundo,  término  de  Marbella,  provincia  de  Málaga,  pata  el  em- 
barque de  mineral  de  hiervo  con  documentos  de  aquella  Aduana,  y  con 
la  precisa  condición  de  que  los  buques  cargadores  sean  antes  fondea- 
dos en  la  rada  de  Marbella,  en  donde  tendrán  que  presentarse  para  ob- 
tener la  Ucencia  de  embarque  y  evitar  cualquier  alijo  fraudulento. 

De  orden  del  mismo  Gobierno  lo  digo  á  V.  I.  para  los  efectos  cor- 
respondientes.ssDios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.=Madrid  30  de  Se- 
tiembre de  1873. 

PXORXQAL. 

Sr.  Director  general  de  Aduanas. 

(Gaceta  de  i9  de  Octubre  de  i873;. 


Sentencia  declarando  no  procede  la  tña  contendora  en  un 
expediente  de  contrata  de  carbón  de  piedra. 

.  Eq  i»,  Tilla  de  Madrid,  á  1%  de  J\úíq  de  1873,  ea  ía  dernaada  pre^ 


sefaUda  abie  R^»  por  la  Sociedad  RétúHitlo  íertiMós,  y  éti  stinóniíbre 
el  LiceDciado  B.  Fráihriécb  ÍHbarreki  y  Soñera,  contra  la  AdmiDÍ9tra«* 
eioD  del  Estado,  téprUáeotada  por  él  Mioisterio  flscal,  sobre  que  se  re- 
Toque  la  Real  drden  de  23  de  Julio  de  ^872,  que  condenó  i  aquellos, 
como  cesionarios  de  D.  Ratiaél  Luis  Romero,  al  pago  de  ciertos  derechos 
procedentes  de  una  contrata  de  carbones,  hoy  sobre  la  procedencia  de 
la  T la  contenciosa:  -    - 

Resultando  que  D.  Rafael  Luis  Romero,  del  comercio  de  Cádiz,  su- 
bastó  el  suminialro  dlB  carbón  de  piedra,  imiwrtAnte  7J00  tooelado^ 
equivalentes  á  6.533  kilogramos,  que  en  aquel  Departamento  necesita* 
han  los  buques  del  Estado,  bajo  las  condiciones  qile  tuvieron  por  con- 
Teniente  las  partes  contratantes,  lo^  cuales  se  débián  entt'égar  á  la  ka- 
rlifá  en  el  Arsenal  de  la  Carraca,  debiendo  hacer  el  tlepásilo  eo  ^  is* 
lote  del  Troeadero,  sitio  llamado  Fort  Lonis.  punto  por  el  que  aqoei 
había  optado:  ' 

Resultando  qaeno  obstante  esto,  dicho  contratista,  alijó  íi  carga* 
nentos  desde  20  de  Mayo  hasta  el  5  de  Julio  de  dicho  año  «n  la  isla 
Verde,  ó^sea  en  la  miáma  Carraca^  bajo  la  mera  inspección  ét  los  ca« 
rabinéros  alli  otetablecidos,  y  ton  posterioridad  hasta  mediados!  de 
Agosto  otros  nueve  impfortanies  á  una  sama  de  6.533^23  kilógrames  ' 
los  cuales,  según  confesión  de  la  Intendencia  y  del  interesaéo,  habla 
recibido  la  Marina: 

Resultando  que  después  de  varias  reotificaeiones>  según  la  doea* 
mentáciotí  presentada  aparecía  que  se  habían  descargado  6.323.538  ki- 
logramos, resultando  una  diferencia  demás  indooameoiada  de  209.784 
kilogramos,  que  al  precio  de  440  rs.  tonelada  importa  29*383  rs.  48 
céntimos: 

Resultando  que  instruido  el  oportuno  expediente,  aparece  4e4i  que 
la  Marina  habla  abonado  al  contratista  el  importe  de  7.527.443  kilos  de 
earboñ,€a  Tez  de  los  6.533.323  que  manifestó  haber  recibido  hasta  fio 
de  Agosto  de  1669:  queien  el  supuesto  de  que  también  se  había  defrau- 
dado los  derechos  arancelarios  de  los  944.122  kilos  que  condtitQyeir«la 
diferencia  deamhas  cantidades,  la  Administración  le  exifpió  los 'dere- 
chos de  Arancel  correspondientes  <á  los  expresados  II  caisgameotos;  y 
que  aun  cuando  el  contratista  se  opuso  á  su  pago,  por  orden,  de  la  Re- 
gencia de  10  'de  Mayo  de  1870  fué  condenado  á  su  satisfacción,  y  por  su 
negativa  se  procedió  contra  el  mismo  por  la  vía  de  apretnio,  que  se 
suspendió  por  su  in^Y>lTencla: 

Resultando  que  en  este  est2|do,  el  administrador  del  depósito  pre  • 
sentó  o^ia  déla  escritura  de  5  de  Julio  de  1869  otorgada  edtre  el 
contratista  y  la  casa  Balartillo  f^^^ai^a,.  ^n^l^  cual  vdeclaró^iftel  que 
al  tomar  dicha  contrata  lo  hizo  por  cuenta,  cargo  y  riesgo  de  ésta,  que 

nl'aceptór^ttocíptndcr^I  cedente (i todo 'dere<tio'i^'fo^i'^)ie%«(8Í>«M« 


ba  f fitegramente  y  ün  redért»  á  dltlia  eaía;  y  «[tie  eofi'eest  hkAIt^  HíM 
MmiDlstraeiott  pidió  qué  se  le  aatorifase  para  proceder  «entra  ella: 
qoe  yeriflcado  asi,  protestó  alegando  qefe  dicha  escrltara  eétabti  aoo* 
lada  por  coni^enio  mütno  de  las  partes,  exigiendo  que  ik>  se  la  diera 
valor.algUQO,  no  solo  por  esta  drconstaneia,  sino  porque  la  Admiais- 
tractOD  no  habia  podido  legalmcmte  tener  conocimiento  de  ella;  y  qne 
por  Real  orden  de  2S  de  Julio  de  1872  el  Ministro  del  ramo,  conforman* 
dose  con  el  dictámed  del  Consejo  de  Estado,  entre  otros  parlicnlares 
mandó:  primero,  qne  procede  exigirlos  derechos  arancelarios  de  los  14 
cargamentos  de  carbón  dejados  en  la  isla  Verde  y  declarados  á  depóai* 
to,  y  á  los  i. 205;  906  kilogramos  que  resultan  de  diferencia  entre  el 
total  comprendido  en  los  documentos  de  Aduanas  y  lo  entregado  á  Ma,- 
rina,  procurando  hacer  efectivas  dichas  sumas  á  la  mayor  brevedad  y 
con  arreglo  á  las  disposiciones  legales  que  le  son  aplicables;  y  segan* 
do,  que  es  responsable  al  pago  la  casa  Retortülo^  hermanos,  toda  ves 
que  Romero  es  insolvente,  y  se  ha  comprobado  era  solo  un  mero  agen» 
te  de  éstos:  ' 

Resaltando  que  comunicada  esta  resolncion  á  la  casa  RHoríiUó 
hermanáis  en  12  de  Agosto  de  dicho  año,  el  Lioendado  D.  FnaiKnseo 
Iribarren  y  Somera,  en  su  nombre  y  representación, «n  41  delfebrero 
de  1872  entabló  demanda  ante  este  Tribunal  Supremo  con  la  soliditud 
de  qn^e  se  admitiese  y  en  su  dia  revocase  la  precitada  Real  orden»  de*" 
clarando  que  sus  representados  no  estaban  obligados  al  paffo  de  las 
cantidades  qne  seles  habia  exigido,  como  cesionarios  de  D.  Rafod 
Luis  Romero,  en  orden  á  la  contrata  de  carbones  oeleb^ada  cpn  el  Bs>' 
tado,  mandando  que  se  les  devuelvan  las  ^3.835  pesetas  que  en  tal 
concepto  han  entregado  por  Tia  de  consignación,  fundándose  en  que 
las  resoluciones  que  terminan  la  via  gubernatiTa  son  teclamables  enk 
contenciosa  siempre  que  se  haga  dentro  de  los  seis  meses  >  d  contar 
desde  que  se  notifica  ó  se  dá  traslado  donde  aquellas  se  conefgnan;  y 
qie  como  en  el  caso  presente  se  haya  hecho  la  consignación  ó  pagó  con 
arreglo  á  las  disposiciones  vigentes  sobre  la  materia,  no  hay  diíicui;- 
tad  en  admitir  lar  demanda: 

Resttltando  qne  con  dicha  demanda  acompañó  nn  contrato  privado 
celebrado  entre  Romero  y  dicha  casa  en  8  de  Julio  de  1869,  elevado  i 
escritura  ptSblica  en  23  de  Noviembre  de  1870,  por  el  cual  declararon 
nnlay  de  ningún  valor  keácrftora  de  5  de  Julio  mencionada,  tepa- 
Hilándola  y  anulándola  de  mutua  y  espontánea  voluntad: 

Resultando  que  oido  el  Ministerio  fiscal,  se  optMo  á  la  admisión  de 
^!a  demfantfa'pidiendo  que  ee  declarase  improcedente  la  viacontonéiosa 
porque  las  cuestiones  relativas  á'  laaplicacioü  de  las  leyes  que  regulan 
los  impuestos  indirectos  son  de  la  exclusiva  competencia  de  la  Admi- 
tttotrsíüoiiaictifá  y  no  pii6d^8e^pcocM«nle  la^GOiiteieiofla;vfaeia'i8it<i 


eoBftaDcia  de  estar  consignada  la  cantidad  liquida  que  ae  adeudaba 
á  la  Hacienda  no  produce  el  resultado  de.  que  por  ella  proceda  la  admi- 
sión, puesto  que  la  ley  de  i9  de  Julio  de  1869  y  la  instrucción  para  su 
cumplimiento  con  el  art.  9."  de  la  ley  de  Gontabilií^ad  subordinan  sus 
disposiciones  á  los  preceptos  que  rigen  directamente  sobre  procedencia 
de  la  via  contenciosa:  que  otra  circunstancia  podía  ocasionar  alguna 
vacilación  acerca  de  este  punto,  y  era  que  la  casa  Retortillo  no  preten- 
de en  realidad  que  se  declare  no  haber  lugar  á  exigir  los  derechos 
arancelarios,  sino  que  es  ella  la  obligada  á  pagarlos;  y  versando  el  li- 
tigio precisamente  sobre  este  extremó,  podria  parecer  que  quedaba  á 
salvo  la  competencia  exclusiva  de  la  Administración  para  resolver  acer- 
ca de  la  acción  de  dicho  impuesto;  pero  que  para  que  prosperase  esta 
interpretación,  ocasionada  á  traer  ante  la  Sala  cuestiones  de  derecho 
civiL  seria  preciso  prescindir,  no  solo  de  alguno  de  los  fundamentos 
legales  qi^e  determina  la  exclusiva  competencia  de  la  Administración 
activa  en  estas  cuestiones,  sino  de  los  términos  precisos  de  estas  dispo- 
siciones, citando  en  su  apoyo  el  art.  4.''  de  la  Real  orden  de  20  de  Se- 
tiembre de  1852,  el  23.1  de  las  Ordenanzas  de  Aduanas,  y  la  doctrina 
consignada  en  la  sentencia  de  7  de  Febrero  del  presente  año,  publica- 
da en  la  Gaceta  de  10  de  Marzo: 

ResuUando  que  la  parte  reclamante  presentó  una  certificación  expe- 
dida por  el  Jefe  Interventor  de  esta  provincia,  por  la  que  consta  qae 
para  entablar  la  demanda  consignó  en  la  Caja  de  Depósitos  28.835  pe- 
setas 51  céntimos  á  que  habia  sido  condenado  por  los  derechos  del  car- 
bón de  que  se  trata: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D,  Juan  Jiménez  Cuenca: 
n    Considerando  que,  según  la  Real  orden  de  20  de  Setiembre  de  1852 , 
solo  á  la  Administración  activa  incumbe  entender  de  las  cuestiones  que 
se  susciten  sobre  4a  aplicación  de  las  leyes  que  regulan  los  impuestos 
indirectos: 

Considerando  que  la  presente  demanda  combate  la  aplicación  que 
ha  hecho  el  Ministro  de  Harina  de  las  Ordenanzas  de  Aduanas,  que  es 
un  impuesto  indirecto  á  la  casa  Retortillo  hermanee  por  estimarla  in- 
justa, dadas  las  razones  que  expone,  y  las  cuales  no  son  de  este  mo- 
mento apreciar: 

Considerando  que  en  el  sentido  de  la  Real  orden  ya  mencionada  está 
también  el  art.  231  de  las .  Ordenanzas  vigentes  de  Aduanas,  puesto 
que  declara  sin  ulterior  recurso  las  resplucioncs  del  Ministro  de  Ha- 
cienda en  estas  cuestiones: 

Y  considerando,  finalmente,  que  la  exclusión  de  la  vi^  contenciosa 
en  materia  de  impuestos  indirectas  es  absoluta,  y  para  todas  las  con- 
troversias que  sobre  ellas  pueden  suscitarse,  cualquiera  que  sea  su  ín- 
dole y  nftnraleza;  doctrina  cawgofida  eA.el  |»re^bttlo  d^  Ia  R9a1  (ir« 


de  de  Í8S^,  T  confirmada  por  U  jorispradencia  del  Consto  de  Estado 
j  deesteSapremo  Tribunal; 

Fallamos  que  no  procede  la  ría  contenoiosa,  y  ea  so  TirUid  q\ie  no 
bilbgar  é  la  admisión  de  la  demanda  propuesta  por  la  Sociedad  Affor- 
Ullo  hermanoér  <lol  comercio  de  Cádiz,  contra  la  Real  orden  de  3S  de 
Julio  de  1873  que  ha  sido  reclamada. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  sepublfeará  én  la  Gaeeia  oficial 
y  se  insertará  en  la  Colección  kgislaíivat  sacándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  7  devdlviéndose  el  expediente  gubernatiyo  al  Ministerio  de 
Hacienda  con  la  certificación  preyenida,  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos. =Juau  González  Aceyedo.=6regorio  Juez  Sarmiento.ss 
José  Haria  Herreros  de  Tejada.=Juan  Jiménez  Cuenca.=Juan  Cano 
Hanuel.=José  Jiménez  Mascarós.=:Beniio  de  UUoa  y  Rey. 

Publicacion.=Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  de  la  Sala  cuarta  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  dia  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  tí  de  Julio 
de  i873.=Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

(Gaceta  de  19  de  Octutre  de  1878;, 


Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 

m 

en  autos  sobre  servidumbre  de  aguas. 

En  la  villa  de  Madrid  á  15  de  Octubre  de  1873,  en  el  pleito,  pea- 
diente  ante  Nos  en  Tírtud  de  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Tarrase  y  e^ 
la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D,  José 
Sagret  conD.  Agustín  Calí  y  Gali  sobre  seryidumbre: 

Resultando  que  D.  Agustín  Gali  dedujo  interdicto  de  recobrar  con- 
tra D.  Ignacio  Amat,  ofredendo  justificar  que  las  aguas  Uaoiadas  su- 
elas, procedentes  de  los  batanes,  perchas  y  tintes  de  la  fábrica  de  Don 
José  Sagret,  se  reunían  en  un  depósito  ó  algibe  para  regar  el  pequeño 
huerto  de  la  misma,  y  seguiao  por  una  cañería  abierta  y  cubierta  lue- 
go: que  las  había  dirigido  hasta  hada  poco  á  la  cloaca  general  de  la 
Rasa,  que  las  conducía  con  otras  de  análoga  procedencia  á  la  parte 
baja  de  la  propiedad  conodda  por  el  Pantano;  y  que  hacia  un  mea 
que  de  ^den  de  D.  Ignado  Amat,  y  de  conformidad  coa  D«  José  Sa* 
l^et,  se  cortó  la  cañería  en  la  parte  cubierta,  y  por  medio  de  otra  que 
se  construyó  se  desviaron  las  aguas  de  que  se  trataba  de  su  antiguo 
curso,  y  se  dirigían  al  depósito  de  las  que  proeedeotes  de  eos  batanes 
reunía  D.  Ignacio  Amat  é  iban  á  so  huerta  por  ooa  eaftería  de  sa  pro- 
piedad: 

Resaltando  qoeeallmado  d  inteMieto*  porseiileaeiadei84e  Atm^- 
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16  deino^  (pjmtcÁ  oonsentídapor  las  partas,  ae mandé  q«ei>.. Ignacio 
Ámat  repusiera  á  so  costa  las  cosas  al  estado  que  teoiao  antes  de  dis- 
traer el  curso  de  las  agaas  eo  cuestiotí  para  la  cloaca  qujS  las  cooducia 
alPaiataDo: 

Eeealtando  qo«D.  José  Sagret,  heredero  de  sa  |Mtdi^  D,  ioao,  en- 
tabló en  II  de  Setiembre  de  dicho  año  la  demanda  objeto  de  este  pleito 
para  qae  se  declarase  que  la  fábrica  que  poseia  en  aqaella  Tilla  se  ba- 
ilaba libre  de  toda  servidumbre  de  arrojar  las  aguas  sobrantes  y  sucias 
á  la  cloaca  de  la  l&brica  inmediata  denominada  Vapor  Ga/í,  que  des- 
embocaba en  la  parte  baja  de  la  finca  más  inferior  conocida  por  el  Pan- 
tano, propia  de  D.  Agustín  Gali,  mandando  en  3u  consecuencia  ^lueá 
eosta  de  eete  se  repipisieranl  as  cosas  al  ser  y  estado  qne  tenían  cuando 
entabló  contra  D.  Ignacio  Amat,  arrendatario  de  Sagrel,  la  ^lemanda 
ée  interdicto,  condenándole  además  al  reintegro  de  todas  las  cantida- 
des percibidas  con  motÍTO  del  mismo  que  resultasen  abonadas  por  el 
demandante  ástl  citado  arrendatario: 

.  Resultando  que  D.  Aguslin  Galí  impugnó  la  demM^a  oponiendo 
principalmente  la  excepción  de  prescripción,  porque  hacia  más  de  30 
años  que  las  aguas  sd«ias  de  la  fábrica  Sagret  habían  sido  dirigidas  á 
la  cloaca  general  de  la  Basa,  que  las  conducía  ai  Pantano  para  su 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  puso  á  instancia  del 
demandante  testimonio  de  la  sentencia  del  interdicto,  áe  ia  tasación 
de  ¿ostas  y  relación  de  perjuicioe  del  perito  tercero;  y  qne  á  solicitud 
*él  demandado  se  libró  el  oportuno  mandamiento,  eú  el  que  se  expsesó 
haber  quedado  citada  la  otra  parte  para  que. el  actuario  deaquel  juicio 
pusiera  testimonio,  como  en  efecto  se  puso,  de  otros  particulares  del 
mismo,  y  entre  ellos  de  la  información  y  de  una  escátuta  de  división 
de  fincas  entre  los  hermanos  D.  Pablo  y  B.  Agustín  GaU: 

Resultando  que  D*  José  Sagret  espuso  al  alegar,  ocagáadose  del  tes* 
timonío  aduoidé  de  contrairio  referente  á  los  autos  de  ínterdictQ,  que 
'  sacado  de  un  juicio  en  que  no  había  sido  parte,  no  podían  perjudicado 
las  declaraciones  de  loa  testigos  presentados  en  él  eo  la  escriturare 
dÍTÍsion  de  biettes  de  casa  Galf,  que  había  reñido  sin  compulsa  á  pesar 
del  terminante  precepto  déla  ley;  y  asi  se  notaba  que  llevaba  la  fecha 
del  año  70  y  aparecía  firmada  por  D.  Pabl  j  Galí»  (|oe  fallólo  mnclio 
iintes.iio  sabiendo  por  tanto  cuántas  otras  equivocaciones  podría  con- 
tener: 

Resultando  que  D.  Agustín  Galí  manifestó  eo  su  alegato  respecto 
i  este  particular  que  no  tenia  á  la  vista  al  redactar  el  escrito  los  autos 
otáginales*  y  no  recordaba  sí  fialtaba  ó  no  la  diligencia  de  compulsa  de 
la  escritura  de  división  producida,  en  lo  cual  el  Escribano  actuar ia  ha- 
bría ^jado  de  cumplir' con  su  deber,  y  el  Jlu^gado  podci^  subsanarlo 
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para  mejor  proyeer  ti  Taliera  la  pena;  pero  que  no  era  necesaria  aque- 
lla escritura  aun  cuando  no  tenían  necesidad  de  encarecer  su  impor- 
tancia cuando  el  hecho  era  convenido  y  alegado  por  las  dos  partes  y 
se  descendía  de  todas  las  actuaciones: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  esti- 
mando la  demanda  con  las  declaraciones  consiguientes;  y  que  inter- 
puesta apelación  por  D.  Agustín  Galí,  solicitó  al  mejorarla  que  se  recibiera 
el  pleito  á  prueba  á  ñn  de  subsanar  la  omisión  padecida,  que  no  podía 
serle  imputable  de  no  haberse  practicado  el  cotejo  en  primera  instan- 
cia, cual  había  solicitado  y  estaba  acordado,  de  los  documentos  traí- 
dos del  expediente  dé  interdicto  de  lo  que  habia  resultado  alguna  equi- 
vocación alegada  de  contrario: 

Resultando  que ]a  Sala  segunda  de  lo  civil  déla  Audiencia  de  Bar- 
celona denegó  por  auto  de  6  de  Julio  de  1071  la  prueba  pretendida 
por  no  existir  la  solicitud  y  mandamiento  que  se  supoaia,  ni  causa 
alguna  no  imputable  que  hubiera  impedido  hacer  el  cotejo  que  se  pre- 
tendía; auto  que,  suplicado  por  Galí,  fué  confirmado  con  l^s  costas  en 
13  de  Octubre  si^uien  te: 

Resrultando  que  en  22  de  Enero  de  1872  pretendió  Gali  queseem- 
pUzíoe  Á  D.  Ignacio  Veotalló,  nue?o  dueño  de  la  fábrica;  y  que  im- 
pugnada esM  preteosioQ  por  S^gret  por  no  ser  cierto  aquel  hecho«  fué 
deaega4a,  llamándose  los  autos  á  la  vista  con  citación: 

Aesultanilo  que  en  11  de  Ifarzo  siguiente  insistió  D.  Agustín  Gali  en 
el  emplazMoiiento  de  Ventalle,  porque  la  fábrica  habia  sido  adjudicada 
jadJciaimente  á  éste,  pidiendo,  eaao  de  negarse  estos  hechos  por  Sa- 
p<et,  guesa  pusiera,  testimonio  de  dichas  diligencias;  y  por  auto  del 
30  de  Mmo,  considerando  que  en  el  estado  en  que  se  hallaban  los  au- 
tos aolopi#cedia  la  vista  délos  mismas  según  el  espíritu  de  los ar* 
ticalos  866  y  867  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  denegó  esta  pre- 
teneioi^  en  la  que  íoeistid  el  D.  Agustín  presentando  copia  de  la  escri- 
tura de  venia  de. la  fábrica,  la*cuai  dijo  1).  José  Sagret  carecía  de  efi- 
cacia por  no  hallarse  inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad: 

fiesultaodo  que  por  auto  de  29  de  Abril,  que  suplicado  por  Gali 
fué  confirmado  en  13  de  Mayo  sig^iiente,  so  declaró  no  haber  lugar  en 
el  oslado  que  tenia  el  pleito  al  ompiazamiento  solicitado,  mandando 
doYolverle  la  esciitura; 

Resaltando  que  coofiriaada  con  las  costas  por  la  Audiencia  en  27 
de  noviembre  de  1872  ia.sentencia  del  Ji»ez  de  primera  instancia,  ín- 
t^ff  uso  D-  Agustín  Gali  recurso  de  casación  por  quebrantemiento  de 
forma,  que  fundó  en  la  denegación  de  prueba  en  la  segunda  instancia , 
to  oval  era  pcacedente,  y  en  la/alta  de  personalidad  de  D.  José  Sagret 
y  de  emplasamionto  de  D.  Ignacio  VenUlló,  toda  vw  quo  el  primero 
Seggiok  ÁDHiaisTaATiVA.— T.  V.  22 
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había  dejado  de  ser  dueño  de  la  fábrica,  y  que  él  pleito  debía  enten- 
derse con  el  segundo  como  propietario  de  ella: 

Visl^,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Díaz  Vela: 
*  Considerando  que  si  bien  una  de  las  causas  en  que  puede  fundarse 
el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  alguna  de  las  formas 
esenciales  del  juicio  es  la  falta  de  recibimiento  á  prueba  en  alguna  de 
las  instancias  cuando  esta  procediese  con  arreglo  á  derecho,  según  el 
número  4.*  del  art.  5.°  de  la  ley  provisional  sobre  reforma  de  la  casa- 
ción cifil,  también  lo  es  que  el  recibimiento  á  prueba  en  la  segunda 
instancia  solamente  procede  con  arreglo  á  derecho,  y  puede  otorgarse 
cuando  por  cualquier  causa,  no  imputable  al  que  la  solicite,  no  hubie- 
re podido  hacerse  en  la  primera,  como  expresamente  se  dispone  por 
el  art.  869  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  su  caso  primero,  único 
aplicable  al  de  que  se  trata,  puesto  que  notoriamente  no  lo  son  los 
otros  dos  que  este  articulo  comprende: 

Considerando  que  el  recibimiento  á  prueba  que  por  parte  del  re- 
currente D.  Agustín  Galí  se  ha  pedido  en  la  segunda  instancia  tenia 
por  objeto  el  cotejo  de  la  copia  de  la  escritura  de  división  de  bienes 
otorgada  entre  el  D.  Agustín  y  su  hermano  D.  Pablo  Gali  testimoniada 
de  los  autos  del  interdicto  contra  D.  Ignacio  Amat,  cuyo  valor  proba- 
torio le  negaba  D.  José  Sagret,  fundándose,  ya  ei  una  equivocación 
ostensiva  que  contenia,  y  con  la  que  daba  lugar  á  temer  otras,  ya  por- 
que no  había  sido  parte  en  tal  interdicto  piído  igualmente  pedirla  y 
no  la  pidió  en  la  segunda  instancia,  sino  que  por  el  contrario  dejó  á 
la  apreciación  del  Juez  la  importancia  de  tal  diligencia  y  el  acordarla  ó 
no  para  mejor  proveer;  y  todavía  pudo  más,  esto  es,  hacer  inútil  el 
cotejo  de  dicha  escritura  con  el  original,  habiendo  solicitado  que  se 
sacase  de  ésta  con  citación  contraría  y  no  de  la  copia  que  obraba  en 
dicho  interdicto  la  compulsa  ó  testimonio  que  á  petición  saya  se 
trajo: 

Considerando»  por  lo  expuesto,  que  la  causa  por  la  que  no  se  hizo 
en  primera  instancia  la  prueba  que  reclamó  en  la  segunda  D.  Agusüa 
Gali  es  imputable  en  doble  concepto  al  mismo;  que  por  ésto  debió  do 
Otorgarse  su  recibimiento,  y  de  consiguiente  la  falta  de  éste  no  sirve 
para  fundar  legaimente  la  casación  que  por  ella  pretende: 

Considerando  que  la  falta  de  emplazamiento  en  primera  ó  segunda 
instancia  de  las  personas  que  hayan  debido  ser  citadas  para  el  juicio, 
y  la  de  personalidad  en  alguna  de  ellas,  son  las  dos  primeras  que  se- 
ñala el  precitado  art.  5.*"  de  La  mencionada  ley  provisional  de  las  que 
sirven  para  fundar  el  recurso  de  casación  en  la  forma,  y  en  las  que 
también  se  fundó  el  de  que  se  trata: 

Considerando  que  por  la  venta  y  adjudicación  á  D»  Ignacio  Venta- 
Uó  por  D.  José  Sagret  de  la  finca  cuya  libertad  de  servidumbre  de» 
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maíllo  por  medio  de  la  acción  real  negatoría,  se  trasladó  ésta  como 
su  ulterior  ejercicio  del  segundo  al  primero,  lo  mismo  que  su  perso- 
nalidad; y  desde  entonces  por  consiguiente,  faltó  en  Sagret,  habién- 
dola adquirido  Ventalle,  el  que  por  lo  tanto  debió  ser  citado  para  la 
prosecución  del  juicio,  máxime  habiendo  mediado  solicitud  de  parte: 

Considerando  que  la  falta  y  cambio  de  personalidad  de  alguna  de 
las  partes,  y  consiguiente  citación  y  emplazamiento  para  el  juicio, 
puede  propoflerse  en  cualquier  estado  de  éste,  y  aun  después  de  ter- 
minado durante  el  recurso  extraordinario  de  casación,  cuando  quiera 
que  aquel  cambio  se  opere,  porque  sin  afectar  en  nada  á  la  cuestión 
del  fondo  del  pleito,  con  la  que  se  relacionan  los  artículos  866  y  867 
de  dicha  ley  de  Enjuiciamiento,  solo  se  refieren  á  mantener  en  las  forr 
mas  esenciales  la  estabilidad  y  eficacia  de  lo  juzgado;  dé  donde  se  de* 
duee  concluyentemente  la  improcedencia  de  los  autos  de  30  de  Marzo 
y  29  de  Abril  de  1872,  por  los  que  la  Sala  sentenciadora  denegó  el  em- 
plazamiento de  Ventalle  fundándolos  en  el  estado  del  pleito,  y  no  ya 
como  el  de  3  de  Febrero  anterior,  en  cuya  fecha  no  estaba  acreditada 
y  si  negada  por  Sagret  la  venta  de  la  finca; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Agústin  Gali  por  la  falta  de  re- 
cibimiento del  pleito  á  prueba  en  la  segunda  instancia,  y  que  há  lugar 
á  él  por  la  de  personalidad  de  D.  José  Sagret,  y  la  consiguiente  en  este 
caso  de  no  haberse  emplazado  y  citado  para  el  juicio  á  D.  Ignacio  Ven- 
talle; en  cuya  virtud  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en^27  de 
Noviembre  del  año  último  dictó  la  Sala  primera  de  lo  civil  de  la  Au^ 
dienciade  Barcelona,  á  la  que  se  devuelvan  los  autos  para  que,  repo* 
niéndolos  al  estado  que  tenian  cuando  se  cometieron  estas  faltas,  los 
sustancie  y  determine  con  arreglo  á  derecho,  devolviéndose  al  recur- 
rente el  depósito  que  tiene  constituido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  Coleeccion  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  M.  Gáce* 
res.=sLaureano  de  Arrieta.==José  Fermin  de  Muro. — ^Fernando  Pérez 
de  Rozas.=Benito  de  Ulloa  y  Rey.=Ramon  Diaz  Vela.=Victoriano  Ga- 
reaga. 

.  Publicacion.ssLeida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Ramón  Diaz  Vela,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo, 
celebrando'  audiencia  pública  la  Sala  primera  en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  13  de  Octubre  de  1873.=Licenciado  Desiderio  Martínez. 

{Gaceta  de  22  de  Ociutre  de  1873). 
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Sentencia  úeclarando  no  haber  lugar  ál  remrso  de  eaéaeion 
interpuento  sobre  cumplimiento  de  un  contrato  de  apróve-- 
chamiento  de  aguas. 

£d  la  villa  de  Madrid,  á  14  de  Octubre  de  1873,  eoí  el  pleito  pen- 
diente ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de-  ley, 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Hellin  y  en  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  por  D.  Antonio  Palcon  Moróte  e«n 
D.  Francisco  Javier  Moya  sobre  cumplimieato  de  un  contrato  de  apro- 
vechamiento de  aguas: 

Resultando  que  en  7  de  Junio  de  1862  otorgaron  escrituta  D.  An- 
toáio  Falcon  y  D.  Francisco  Javier  Moya,  que  exhibió  la  aotodzacion 
que  en  28  de  Febrero  anterior  le  habia  concedido  la  ¡inta.  de  hacen- 
dados regantes  de  Murcia^  para  sustituir  la  toma  de  aguas  del  rio  M«ii- 
áo  con  que  estaba  fertilizando  su  labor  de  la  casa  del  rio  por  otra  que 
iba  á  efectuaren  la  presa  de  D.  Antonio  Falcon  sobre  el  mismo  ría,  con 
prohibición  expresa  de  embargar  ni  distraer  aguas  que  no  faeitaofésus 
terrenos,  en  la  que  establecieron,  entre  otras,  las  condiciones  siguien- 
tes: primera,  que  en  vista  de  la  citada  autorización,  l>«  Amonio  Pal- 
con concedía  á  D.  Francisco  Javier  Moya  el  derecho»  de  tomar  dos  hilos 
de  agua  de  su  acequia  del  molino,  para  la  que  se  proponía  abrir  con 
destino  al  riego  de  su  labor,  á  cuyo  uso  exclusivamente  pedia  aplicarla 
sin  que  le  fuera  permitido  servirse  de  ella  para  el  movimiento  de  ar- 
tefactos de  ninguna  clase;  por  lo  eual,  siempre  que  no  tiiriera  necesi- 
dad de  regar  sus  tierras,  deberla  Moya  cerrar  el  taélon  de  la  toma: 
quinta,  que  las  obras  para  el  ensanche  de  la  acequia  de  Fakoa  desde 
la  presa  hasta  el  molino  serian  de  cuenta  de  Moya,  asi  como  las  rota- 
ras que  ocurriesen  con  motivo  de  aquellas  en  e&  aumento  de*  aguas, 
bajo  condiciones  de  buena  construcción  y  con  intervención  del  prroie- 
ro;  ésto  durante  el  término  de  un  año  desde  el  prinelpio  délas  obras, 
pues  en  lo  sucesivo  se  costearían  entre  amlios  en  la  proporción  qoe 
se  diria:  sexta,  que  Moya  se  obligaba  á  construir  en  la  misma  acequia 
dos  gallardos  en  los  puntos  convenientes,,  de  las  mismas  condiciones 
délos  que  habia  en  ella  abiertos;  y  sétima,  que  Falcon  se  reservaba  el 
derecho  de  iniciativa  y  dirección  respecto  á  composiciones*  m^ora  y 
variación  en  k  presa  y  en  la  acequia,  habiendo  da  intervenir  Moya,  y 
obligándosele  á  contribuir  con  la  tercera  parte  de  los  gastos  que  se 
ocasionasen  si  se  hubiesen  de  realizar  en  provecho  de  entrambos,  en 
cuyo  caso  no  habia  de  ofrecer  resistencia  ni  oponer  dificultad  alguna; 
pues  si  es4o  ocurriese  y  se  hiciese  constar  que  e&tando  en  el  pueblo  ó 
ausente  con  noticias  de  ello  se  negaba  á  concurrir  con  la  tercera  parte 
de  los  gastos  presupuestos  párá  la  obra,  perderla  todo  derecho  al  apro> 
vecbamiento  de  las  agua»  del  p ¿mere; 


Resultando  ((tté  ü.  Aútonío  Falcóte  HorMe  e&talAó  lá  demanda  eb- 
j«)to  de  estef  pleito  para  cpie  se  declarase  que  B.  Frtitioisco  Jarier  Moya 
no  tiene  derecho  á  aprovechar  las  agaas  qtie  corren  por  lar  a<;eqtiia  áel 
molino  harinero  de  propiedad  del  demandante,  sito  á  la  márgetí  del  ñé 
Mundo,  mientras  no  cumpla  con  las  condicionen  de  la  escritora  nietf* 
citfnada,  debiendo  aomeotar  con  dos  hilos  de  agua  el  caudal  de  díeha 
acequia  por  medio  del  ensanché  que  debe  practicar,  y  eenbposicioii  d)s 
las  totofas  qae  se  produzcan  en  el  cauce  por  el  aumento  de  las  aguas 
que  por  el  mismo  han  de  cofrer,  colocando  ademi^  el  esfndad^  es  la 
toma  de  su  acequia  priratifa,  en  la  foráia  establecida  efn  !á  mendoua- 
da  escritura,  todo  con  intervención  de  Falcon;  y  qtile  mientras  ésto  no 
se  practica  con  la  debida  actiridad  y  sin  interrupdoú,  no  debe  en- 
tenderse que  principia  á  correr  el  término  del  año  durante  el  que  han 
de  ser  de  cuenta  exclusiva  del  demandado  todos  los  gastos  que  ocasio- 
ne el  ensanche  y  composición  de  roturas  que  aparezcan  en  ía  acequia 
del  molino  propio  del  demandante,  condenando  á  h,  FrattC^($o  lavier 
Moya  á  disponer  en  el  término  de  i  5  dias  la  práctica  4é1os  tráMJdS 
necesarios  i  dar  las  condicioBes  de  buena  construcción  &  las  obras  dé 
ensanche  parcial'que  se  hablan  ejecutado  sin  ellas;  ' 

Resultando  que  D.  Francisco  Javier  de  Moya  impugnó  lá  demanda 
alegando  que  en  el  mes  de  Julio  de  4862  se  hablan  ejecutado  las  obras 
estipuladas  en  la  escritura,  con  suma  proligidad  y  según  exigiá  el  mo* 
linero  de  Falcon,  comisionado  por  éste  para  determinar  cuáles  eran 
necesarias;  habiendo  construido  tres  gallardos  en  vez  de  los  dos  á  que 
estaba  obligado,  y  validóse  para  todo  de  peritos  facultativos,  teniendo 
también  puesto  un  tablón  con  candado  en  lá  toma  de  la  acequia  pri- 
vativa que  conduela  el  agua  á  su  labor  desde  la  casa  del  rio: 

Resultando  que  suministrada  por  las  partes  prueba  de  testigos,  y 
practicado  un  reconocimiento  judicial  con  asistencia  de  dos  peritos, 
dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  la  Sala  de 
lo  civil  de  la  Audiencia  de  Albacete  en  20  de  Febrero  de  i872,  absol- 
viendo á  D.  Francisco  Javier  Moya  de  la  demanda; 

Resultando  que  el  demandante  interpuso  recurso  de  casación  por 
haberse  infringido  á  su  juicio: 

1.**  La  cláusula  5.*  del  contrato  en  cuestión,  ley  para  las  partes  con-* 
tratantes,  y  la  doctrina  legal  repetidas  veces  sentada  por  e^te  Supremo 
Tribunal  y  entre  otras  por  las  sentencias  de  19  de  Abril,  24  de  No- 
viembre y  13  de  Diciembre  de  1859,  8  y  28  de  Marzo  y  12  de  Diciem- 
bre de  1861  y  17  de  Marzo  de  1863,  de  que  en  los  contratos  la  volun- 
tad délos  contrayentes  es  la  ley  en  la  materia;  siendo  nula  la  senten- 
cia que  viola  la  ley  del  contrato  que  se  impusieron  licitamente  los 
otorgantes  al  celebrarlo,  y  no  dá  á  sus  feláusulas  i  condiéiones  et  valor 

6  iátrfi^üiícüir  4ue  les  dieron  Ws  contratantes; 


S.*  La  ley  4/,  tft.  i.%  libro  iO  de  la  NoTísimaRecQipilacioD^al  con- 
trariar lo.  cooveDÍdo  en  el  contrato  de  ití62  y  declarar  á  Moya  libre  de 
las  obligaciones  qae  sobre  él  pesaban  por  virtad  del  mismo,  como  ha- 
bía declarado  también  para  un  caso  análogo,  entre  otras»  la  sentencia 
de  i  i  de  Abril  de  1865; 

y  3.°  La  doctrina  legal  sentada,  entre  otras^  por  la  sentencia  de  26 
de  Mayo  de  1866,  según  la  cual  para  la  recta  inteligencia  é  interpreta- 
ción de  los  contratos,  más  que  á  las  palabras  en  su  acepción  rigurosa 
y  gramatical,  se  ha  de  atender  á  su  espíritu,  dándoles  la  significación 
que  los  interesados  quisieron  que  luviese^  conforme  á  su  intención  y  al 
objeto  que  se  propusieron: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Ulloa  y  Bey: 

Considerando  que  las  partes  que  litigan  no  han  puesto  en  duda  las 
obligaciones  y  derechos  que  se  derivan  de  la  escritura  de  7  de  Junio 
4e  1862,  habiendo  versado  el  pleito  sobre  si  el  recurrido  D.  Francisco 
Javij^  Moya,  l^abia  cumplido  lo  pactado  respecto  al  ensanche  de  la  ace- 
quia ppr  donde  corran  las  aguas  que  sirven  de  motor  al  artefacto  del 
r^currepte  D,  ^ntonio  Falcon  y  para  regar  la  labor  que  aquel  posee  en 
la  casa  del  rió;  cuestión  que,  como  todas  las  de  hecho,  se  halla  subor- 
dinada al  resultado  ¿e  la  prueba  testifical  y  pericial  suministrada  por 
las  partes: 

Considerando  que  este  Tribunal  Supremo  tiene  declarado  en  repe- 
tidísimas  sentencias  que  la  apreciación  de  esa  clase  de  pruebas  cor- 
responde exclusivamente  á  la  Sala  sentenciadora,  no  dándose  contra 
ella  el  recurso  de  casación: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  de  la  Audiencia  de  Albace- 
te«  después  de  haber  analizado  y  apreciado  las  pruebas,  estimó  impro- 
cedente la  demanda,  absolviendo  en  su  consecuencia  al  demandado: 

Y  considerando  que  la  sentencia  contra  la  cual  se  recurre,  lejos  de 
haber  infringido,  como  se  supone  en  el  recurso*  las  leyes  1.',  tít.  1.% 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  la  del  contrato  y  la  doctrina  es- 
tablecida sobre  el  particular  por  este  Tribunal  Supremo,  las  ha  tenido 
presente  y  aplicado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  daclaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Antonio  Falcon  Moróte,  á  quien 
condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  del  depósito^  que  se  distri^ 
huirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  á  la  Audiencia  de  Albacete  la  cer- 
tificación correspondiente  con  devolución  de  los  documentos  que  ha 
remitido. 

Así  por  está  nnsstra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  Colección  legisíativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=sJosé  M.  Cáce- 
ir08.=?Jo8é  Fermín  de  Maro,=sMariano  GarcU  Gembrero.^r^&Amoa  Dia« 


yéla.23]renito  de  QUoa  7  Rey^sVictortano  Caf6ftgi.sslM|iiD  Bnit 
Gaütbale. 

Pablicicion.-— Laida  y  publicada  faé  la  anterior  seDieoda  por  el 
Exorno.  Sr.  D.  Beaito  de  Ulloa  y  Rey,  Magistrado  del  TribuBal  Sapre* 
mo,  celebrando  avdieocla  pública  la  Sala  primera  en  el  dia  de  hoy»  de 
que  certifloo  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Ikidrid  i4de  Octubre  de  i873.c=:Liceneiado  Desiderio  Martines. 

(Gaceta  de  25  de  Octubre  de  1873). 


Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  la  Compañía  consolidada  de  minas  de  San^ 
tiago  del  Prado  sobre  pago  de  trasportes  reclamados  por 
la  Sociedad  del  ferro^carril  del  Cobre. 

£0  la  Tilla  de  Madrid,  á  11  de  Julio  de  1873,  eo  el  pleito  pendiente 
ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  segui- 
do en  la  Alcaldía  Mayor  del  distrito  del  Sur  de  Santiago  de  Cuba  y  en 
la  Sala  segunda  de  la  suprimida  Audiencia  de  Puerto-Principe  por  la 
Sociedad  anónima  del  farro-carril  del  Cobre  con  la  Compañía  consoli- 
dada de  minas  de  Santiago  4^  Prado  sobre  pago  de  escudos: 

Resultando  que  en  11  de  Febrero  de  1868  entabló  demanda  D.  José 
Pedroso,  Presidente  de  la  Sociedad  anónima  del  ferro-carril  del  Cobre* 
exponiendo  que  desde  que  se  abrió  al  servicio  público  la  citada  vía 
conduela  los  productos  de  la  empresa  consolidada  de  minas  de  cobre 
y  cuanto  necesitaba  para  su  explotación  por  6  pesos  y  medio  tonelada  de 
mineral  de  cobre  y  demás  precios  que  se  deducían  de  la  cuenta  que  se 
acompañaba  á  la  demanda:  que  siendo  los  de  tarifa,  la  empresa  los 
abonó  hasta  la  presentación  de  la  cuenta  del  mes  de  Diciembre  de  1866, 
en  queD.  Pedro  Ferrer  Landa,  apoderado  general  de  los  Directores  de 
la  empresa  consolidada,  que  era  entonces  también  Vicepresidente  y 
Tesorero  de  la  Compañía  del  ferro-carril,  se  negó  á  verificarlo  por  es* 
tar  mandado  que  se  reformasen  las  tarifas  y  ser  ya  tiempo  de  suspen- 
der los  pagos  hasta  cubrir  el  exceso:  que  la  Compañía  del  ferro- carril 
no  pudo  hacer  nada  sobre  este  particular,  porque  su  personalidad  en 
Cuba  la  tenia  el  mismo  representante  de  la  empresa  consolidada,  si- 
guieodo  condudeodo  por  este  motivo  cuanto  quería,  sin  embargo  de 
que  no  lo  pagaba;  pero  removidos  los  obstáculos  con  la  cesación  de 
Ferrer  Laoda  en  la  Vícepresidencia  y  Tesoreria,  se  dieron  las  órdenes 
coDveiiieotei,  ikoiolo  para  que  se  cobrase  la  enorme  cantidad  adeuda- 
da, sifla  paca  que  mieotrai  00  se  verificase  el  pago  no  se  acarreara 
ningua  efecto  i  la  indicada  empresa  minera:  que  aprobadas  las  tarifas 


«IIÉrro««irnrH 4%9éi$^'^9  dé  éd46  por  el  Gobieciié^ snpemr  lÉwll  4e 
Ja  isla,  eran  legalmente  obligatorias  para  todo  el  que  seaprovMkiM 
6$  la  fia;  que  estas  tenías  «enálabaí  6  pesóf  y  üNdiopor  eondnoir  una 
lotraladademiincrii  de«otm«  ^nipo  articulo  que  B.  Padro  Ferrar  eo* 
CMtir«4Mi  «Koeaive,  y  era  el  preoiie  eaqgado  en  la  oiieiiia,  iülevioft  P^ 
cierto,  al  que  se  podia  exigir;  parque  la  teoelada  forzosa  era  la  espa*» 
ñola  deM  qiiintaies,  y  las  covdacidas  eran  mineras  inglesas  queetos- 
taban  de  2.836  libróos  inglesas,  equivalentes  á  2,290  españolas,  resal- 
tando, por  consiguiente,  cerca  de  tres  quintales  más  por  tonelada: 
que  aunque  se  hubieran  mandado  reformar  las  tarifas,  debian  regir 
hasta  la  superior  aprobación  délas  nuevas,  porque  de  lo  contrarióse- 
riatilari  léatMnefisoto  x^troaatvvo.;  y  que  il^  ordo»  dis  refoinviar  ^ipkas 
tarifos  ppdia  dar  derecho  á  la  empresa  consolidada  ,de  mipas  jpara  ac- 
tivar su  ejecución,  pero  no  para  resistir  ni  aplazar  el  pago  de  lo  que 
se  acarrease  á  su  instaDda  ein  ninguna  convencían,  si  ana  reaer^va  con 
el  ferro- carril  para  el  evento  de  que  se  rebajara  el  precio  del  mineral 
de  c<ybre;  y  que  «jercitando  la  acción  personal  ordinaria  suplicó  que  se 
condenase  á  la  empresa  consolidada  de  miEMis  de  cobre  á  pegar  á  la 
del  ferro-cárrit  i£7.6S9  escudos  4G0  milésimas  qoe  le  adeodaba  por 
acarreos*  y  las  i^ostas  del  Juicio: 

Resultando  que  la  compañía  -demandada  inpuguó  la  demanda  ale- 
gando  que  era  cierto  eft  pago  á  la  empresa  ddlérro'-carril  de  6  pesos  y 
medio  por  tonelada  de  mineral  que  trasportó  por  la  via  hasta  el  día  SO 
de  {noviembre  de  1866;  pero  que  lo  hizo  por  la  necesidad  de  osar  de 
ella^  habiendo  acudido  al  Gobierno  desde  27  de  Octal»re  de  át$9  para 
que  mandara  formar  las  tarifas  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  d  Real 
decreto  de  10  de  Diciembre  de  1858,  reduciéndolas  al  nivel  de  las  de- 
más empresas  de  la  isla,  que  por  virtud  de  reclamación  de  la  Compa- 
ñía de  la  mina  San  José^  acordó  la  empresa  del  ferro-carril  en  el  mea 
de  Julio  de  1867  rebajar  á  10  escudos  el  trasporte  de  la  taoelada  manera 
desde  el  dia  i.*  de  Enero  dd  mismo  año,  y  por  esta  razón  se  pasó  á  la 
compañía  consolidada  una  nota  acreditativa  de  qae  se  le  debía  rebajar 
9.549  escudos  cargadosde  más  en  las  cuentas  mensuales  de  Bnero  á  Ja« 
lio,  formándose  al  mismo  tipo  de  10  oseados  las  pealerioras  kasta  Si 
de  Diciembre  de  aqud  año«  quedando  cemprendiéas  en  la  rebaja  todas 
las  cuentas  del  mes  de  Diciembre  de  1866  á  qae  larabien  se  refima  la 
demanda:  no  figuraba  ninguna  partida  sobre  trasporte  miaeral^  sota  j 
cuentas  que  presentaba  y  estaban  en  armenia  con  el  acnando  celehrado 
d  dia  5  de  Noviembre  de  4867  por  la  jnnU  de  Aecíeaislas  presidite 
por  el  Marqués  de  San  Carlos  en  que  se  babiaseñsidado  el  táraúa«f«e 
mediaba  desde  entonces  hasta  d  dia  15  de  Bneio  de  aquel  aía  pwra 
acordar  y  resolver  radenafanente  la  eaestioB  de  fletes,  rabniándales  el 
tipo  i  10  escudos  per  tonelada  minera,  si  se  paipÉaa  áasi 


i 


eío  los  que  1á^  1Ie?iban  pendientes  de  pago  según  habían  sido  liquida- 
das: que  las  tarifas  que  tenia  la  Sociedad  demandante  do  eran  legal- 
mente  obligatorias  para  todo  el  que  se  aprovechase  del  ferro-carril, 
como  se  decía;  pues  aun  en  la  hipótesis  ignorada  por  esta  parte,  de 
que  el  Gíobierno  superior  civil  de  la  isla  las  aprobara  en  el  año  de  1846« 
de  nada  les  servirían  ya  porque  esas  tarifas  no  podían  ser  otras  que  las 
que  había  presentado  en  el  de  1B45  sin  expresar  el  precio  del  trasporte 
de  los  minerales,  sino  indicando  simplemente  con  relación  á  ellos  que 
á  las  empresas  en  explotación  se  les  conduciría  como  se  hacia  con  la 
Sociedad  consolidada,  y  que  ¿  las  Sociedades  nuevas  se  las  proporcío- 
íiaría  algún  beneficio,  indicaciones  que  no  constituían  una  tarifa;  ya 
porque  habiéndose  dictado  posteriormente  el  Real  decreto  de  10  de  Di- 
ciembre de  1S5B  para  los  fer^o  carriles  de  la  isla  estableciendo  el  mo- 
delo para  sus  tarifas,  se  les  había  hecho  saber  en  18  de  Octubre  de, 
1859  que  debía  sujetarse  á  esa  Jey,  se  había  repetido  esa  declaratoria 
en  í8  de  Julio  de  1863.  á  consecuencia  de  las  reclamacione's  de  la  So- 
ciedad  consolidada  desde  el  mismo  mes  de  Octubre  de  1859,  previnién- 
dole que  procediera  desde  luego  á  cumplir  los  deberes  que  la  ley  le 
imponía,  se  le  señaló  en  31  dé  Agosto  el  término  de  cuatro  meses  para 
presentar  las  tarifas,  y  se  le  reiteró  esa  prevención  en  Ü  deT^ovíembre 
de  18$4,  con  apercibimiento  de  multa  y  de  lo  demás  que  hubiere  lugar 
si  ño  lo  hacia  dentro  de  un  mes;  conminación  que  se  había  aleado  des- 
pués bajo  el  ofrecimiento  de  que  lo  baria,  y  ya  porque  en  el  caso  de 
que  las  hubiere  presentado  y  se  hubiera  aprobado  en  Octubre  de  1859, 
en  cumplimiento  de  la  orden  que  la  había  declarado  sujeta  al  Real  de- 
creto de  10  de  Diciembre  del  año  anterior,  no  podían  regir  todavía 
porque  habia  sido  necesario  revisarlas  á  los  cinco  años  para  hacer  en 
ellas  la  rebaja  compatible  con  los  intereses  de  la  empresa,  bon  arreglo 
al  art.  32  de  aquella  disposición:  que  las  tarifas  formadas  por  la  em- 
prebaen  el  año  de  1845  no  expresaban  que  la  tonelada  de  mineral  de 
cobre  se  pagaría  á  13  escudos,  y  no  comprendía  qué  razón  tendría  la 
Sociedad  demandante  para  decir  que  podía  pedir  más  perlas  toneladas 
que  trasporta bai  á  las  Sociedades  de  minas,  fundándose  en  que  eran 
toneladas  mineras  inglesas,  cuando  estas  mismas  toneladas  eran  las 
que  habia  cargado  siempre  á  ese  precio:  que  no  era  legal  que  las  ta- 
rifas de  que  se  trataba  debieran  regir  hasta  laaprobacion  deotr^s  para 
iio'dará  éstas  efecto  retroactivo,  á  pesar  de  que  no  se  hubieran  for- 
mado en  cumplimiento  de  las  prevenciones  indicadas,^  tanto  porque  las 
actuales  no  eran  tales  tarifas  respecto  á  los  minerales,  cuanto  porque 
al  hacerlas  servir  por  ésa  sola  razón  para  épocas  posteriores  á  la  de  su 
aplicación  seria  conceder  á  la  empresa  que  se  había  formado  la  facul- 
tad dé  prescindir  del  cumplimiento  de  la  ley  y  de  las  órdenes  relati- 
vas á  su  ejecución,  mientras  fuera  posible  eludirlas  de  hecho  ábenefi<« 

T.V.  ; 


CÍO  suyo  y  con  perjuicio  de  tercero  cuando  las  Iqy^f  fOfpp,  iesd^  sjH 
promolgacioD,  la  Autoridad  púMica  á  c^da  uqo  de  loflj  ca^os  qtf^  copar 
prendieran  se  contaban  desde  ^ue  se  babia  ^olipitado  sii  iptQr?eDciQ^ 
con  ese  objeto;  de  lo  cual  se  deducía  que  no  babiéndose  presentado  li^^ 
primaras  tarifas  que  se  debieron  formar  en  cumplimiento  del  B^tl  d^e- 
creio  de  10  de  Diciembre  de  1858,  con  estricta  sujeción  al  modelo  á 
que  se  referia,  y  babiendo  sido  revisadn  á  los  cinco  años  de  forn^a^a^ 
era  necesario  hacerlas  con  relación  á  la  primera  época  para  los  ciocp 
siguientes,  y  practicar  luego  su  reforma  para  los  cinco  posteriores: 
que  DO  era  tampoco  cierto  que  las  disposiciones  citadas  dieran  solg 
derecho  á  la  Compañía  de  minas  de  activar  la  reforma  de  las  tarifas, 
y  no  el  de  resistir  y  aplf  zar  el  pago  de  lo  que  se  acarrease  á  su  ins- 
tancia sin  nioguoa  conYencion  ni  reserva  para  la  eventualidad  de  qué 
se  rebajar^  el  precio  de  la  conducción  del  mineral,  ya  porqué  la  Com- 
pañía consolidada  había  hecho  la  oportuna  reclamación  sobr^  él  jpar* 
ticular,  y  la  Autoridad  competente  la  había  atendido  y  se  pQupab^  de 
ella,  quedando  las  partes  interesadas  sujetas  á  sus  consecuencias »  y^ 
porque  en  ningún  caso  había  podido  la  empresa  del  ferro-cariril  co- 
brar los  trasportes  por  una  ti^rifa  indebidsi,  prescindiendo  de  la  qj^ 
estaba  obligada  á  formar  para  que  se  examinara  y  aprobara  por  el  Go- 
bierno en  lo  c|ue  fuera  aceptable,  pues  el  hacerlo  sería  sobreponíase  I 
la  ley  á  que  estaba  sujeta;  que  á  ésto  se  agrejgaba  que  habiendo  reba- 
jado la  niisma  empresa  del  ferro-carril  á  10  escudos  el  precio  de  tras- 
porte de  la  tonelada  minera  á  la  Compañía  de  la  mina  San  J  sé^  po 
podr^  cobrar  náás  á  la  consolidada  en  virtud  de  lo  que  declara  l(i  dis- 
posición 4.*  del  modelo  de  tarifas  á  que  se  referia  el  Real  df^creto  cita- 
do; y  que  por  ello  no  tenia  derecho  de  cobrar  con  arreglo  á  la  tarifa 
que  citaba  por  no  ser  legal,  y  porque  ni  en  la  hipótesis  de  quelo  fueriji^ 
podrían  ser  obligatorios  sus  precios  después  dé  la  reducción  que  ell^ 
misma  había  acordado,  y  de  haber  formado  y  pasado  sus  cuentas  á 
otros;  suplicando  en  su  virtud  que  se  declarase  siu  lugar  la  demanda 
imponiendo  á  la  Compañía  demandante  perpetuo  silencio  con  relación 
i  la  cuenta  qae  reclamaba,  sin  perjuicio  de  lo  que  correspondiera 
cuando  quedasen  aprobadas  las  tarifas  que  confesaba  quesebabiaa 
mandado  formar  y  se  hallaban  pendientes.  íaiponiéndole  las  cpstas  qué 
su  promoción  ocasionase: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  trajo  testimoqio  ^ 
los  autos  dé  la  resolución  del  Gobernador  áuperior  civil  áe  la  isla  de 
13  de  Julio  de  1863,  en  que  declaró  que  era  aplicable  al  ferro-carril 
del  Cobre  la  ley  de  10  de  Diciembre  de  1858,  y  asimismo  la.  q^li^ad 
del  contrato  celebrado  entre  aquella  empresa  y  la  Compañía  conspli- 
dada  de  minas  por  no  haberlo  presentado  oportuna mep te  al  Gobíerpq 
para  au  aprobación,  habiendo  dispuesto  en  su  consecuencia  que  s^ 


O!. 


previolerá  á  ía  empresa  procediera  desde  íúego  á  cumplir  con  la  cí* 
tÜña  ley  én  la  parlé  qué  fe  afectase:  que  el  mismo  Goberpador,  en  30 
de  Agosto  del  mencionado  año  dispuso  que  la  empresa  presentase  en 
e!  término  dé  cuatro  meses  las  tarifas  de  ptecios  máximos  queliabian 
de  regir  en  el  ferro-carrih  término  (|ue  fué  pror'ogado  por  un  mes,  á 
contar  desde  3Í  de  Diciembre  de  1864,  en  la  inteligencia  de  que  si  á 
su  vencimiento  no  lo  hubiese  verificado  quedarla  incurso  en  la  multa 
que  sd  considerase  conveniente;  y  que  en  W  de  Marzo  de  1665  el  men- 
cionado Gobernador  alzó  él  apercibimiento  impuesto  á  la  Compañía, 
esperando  que  se  ejercitarla  á  la  mayor  brevedad  en  la  redacción  y 
presentación  de  las  mismas:  ' 

Resultando  que  el  Alcalde  Mayor  dictó  sentencia,  y  qué  la  Sala  se- 
gunda de  la  Audiencia  de  Puerto-Principe  lá  revocó  en  20  de  Junio 
de  1870,  condenando  á  la  empresa  consolidada  de  minas  á  pagar  ala 
Sociedad  del  ferro-carril  del  Cobre  113.165  escudos  260  milésimas  á 
que  ascendía  el  líquido  importe  de  la  cuenta  de  trasportes  desde  el  31 
de  Diciembre  de  1866  á  igual  día  de  1867,  reducido  á  10  escudos  por  ' 
tonelada  el  precio  del  trasporte  del  mineral  de  cobré,  y  absolviendo  de 
la  demanda  ala  i'eferida  empresa  de  minas  en  cuanto  al  pago  de  14.494 
escudos  200  milésimas,  resto  de  la  cantidad  reclamada  por  el  ferro- 
carril del  Cobre: 

Resultando  que  la  Conlpafiía  consolidada  de  minas  hiterpuso  Te- 
curso  de  casación,  citando  al  interponerle  y  después  en  tiéibpo  oportu- 
no en  este  Supremo  Tribunal  como  infringidas: 
I  1."    Las  leyes  2.'  y  15,  tit.  22  de  la  partida  3.*,  que  están  en  abso- 

luta armonía  con  el  art.  61  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  que  termi- 
nantemente previene  que  las  sentencias  deben  ser  claras  y  precisas, 
declarando^  condenando  ó  absolviendo  de  la  demanda,  lo  cual  no  há- 
biá  hecho  la  dictada  én  estos  autos,  sino  que,  separándose  dé  la  ver- 
dadera cuestión  debatida,  la  habia  transigido: 

2.°  El  axioma  de  derecho  áetore  non  probante'  réu^,  est  abáolven- 
dúá,  fundado  én  el  contexto  de  la  ley  1/,  tít.  14,  Partida  9.*,  porqué 
lá  Sociedad  no  habia  probado  que  tuviera  derecho  á  reclamar  el  pre- 
cio de  una  tonelada  de  trasporte  de  mineral  a  razón  de  13  escudo^, 
y  se  habia  debido  por  tanto  dar  por  quito  á  la  empresa  de  minas  <ié- 
mandadá',  pues  la  cuestión  que  sé  ventilaba  no  er&  si  se  debía  ó  tío  pa- 
gar los  trasportes,  sino  el  tipo  á  que  debiá  hacerse: 

3.*  La  ley  16;  tit.  22,  Partida  3/,  que  ordena  que  la  sentencia  sea 
conforme  con  la  demanda,  y  declara  dula  la  en  que  no  haya  dicha  con- 
fófiúidad,  p^récepto  legal  consignado  implícüarneüte  en  los  artículos 
61  y  833  déla  ley  de  Enjuiciamiento  ciril,  toda  vez  qi\e,  habiéndose 
rechimáifó  tek  trasportes  de  mineral  ti  tipo  dé  13  escud(¿  por  tonela- 
atí  sé  diif^onia  que  se  le  paleasen  á  razón  de  10,  habiéotiose  dicUdo  de 


coDfo^midad  con  estas  prescripciones  varias  sentencias  de  este  Supr^.- 
mo  Tribunal,  y  entre  ellas  las  de  13  de  Enero  y  5  de  Junio  de  1860  y  ^6 
de  Mayo  de  1866: 

V  Las  leyes  22,  tít.  1.*,  libro  10  de  la  Novisima  recopilación,  y  42, 
tít.  2.**  de  la  Partida  3.\  que  disponen  que  el  actor  que  se  excediera 
en  sus  pretensiones,  no  p<^r  error,  sino  por  dolo«  y  no  modificare  su 
demanda  antes  de  .la  contestación  ni  se  apartare  de  lo  que,  pidió  de 
más,,  debe  ser  condenado  en  costas  y  perder  la  deuda  principal;  y  aun 
mediando  solo  error,  debe  satisfacer  las  costas  y  expeosas  que  le  hu- 
biera causado  por  t^l  exceso,  y  la  Sociedad  del  ferro-carril  había  pe- 
dido más  de  lo  que  le  correspondía  conforme  á  la  sentencia  de  vista, 
y  no  hajbia  sido  por  error,  sino  por  dolo  manifiesto,  como  lo  demos- 
traban las  aota^  ó  cuep,tas  que  había  pasado  á  la  empresa  consolidada 
y  sus  propios  libros  de  contabilidad,  en  todos  los  cuales  se  carg/iba  10 
escudos  por  tonelada  de  fletes;  .  , 

S.*"  Al  estimarse  exigibleel  precio  de  los  trasportes  con  arreglo  d 
las  tarifas  de  1847,  los  artículos  5.",  13,  22,  29, 32  y  33  del  Real  decreto . 
de  iO  de  Diciembre  de  .1858,  ley  de  Ultramar,  y  que  comprenden  las 
prescripciones  rels^tivas  á  las  tarifas  exigibles  qn  los  ferro: carriles  y  á 
su  aplicación;  los  artículos  1.%  4.%  ^.°  y  6."  de  la  instrucción. que  acom- 
pañaba al  mencionado  Real  decreto,  y  que  se  ocupaban  taovl^ien  de  las 
tarifas  de  una  manera  direpta  y. especial  ó  de  u^  modo  general;  y  el 
modelo  de  tarifas  quiB  formaba  parte  del  pliego  de  coúdiciofies  gene» 
rales  unido  á  aquella  instrucción: 

6.°    I^as  pr4)videncias  administrativas  de  i3,de  Julio  y  30  de  Agosto 
de  1863»24  de  Novi^mbre  y  6  de  Marzo  de  1865, dictadas  con  rel^cioo. 
al  ferro-carril  del  Cobre  por  el  Gobierno  superior  civil  de  la  isla  de. 
Cuba.  El  principio  elemental  en  materia  de  derecho  administrativo  (1^^^ 
que  las  providencias  administrativas  son  obligatorias  desde  luego,  de- . 
ben  cumplirse  sin  dilación  y  producen  todos  sus  efectos  desde  su,  pur, 
blicQciop,  á  cuya  é^oca  debían  retrotrae rs.e  estos  efectos^  Y  el  princi-^ 
pío. también  elemental  de  que  los  poderes  púb.Ucos  son  independiantes^ 
en  sps , respectivas  órbitas,  y  deben  respetarse  y  aceptar  cada  uno  lo§  . 
acuerdos  que  en  su  esfera  propia  adopta  otro,  debiendo  también  decir ' 
como  medio  de  casación  subsidiario,  al  que  acabftba  de  establecer,  que 
aun  admitiendo  hipotéticamente  que  cupiera  aplicar  á  la  cuestión  de 
este  pleito  las  tarifas  de  1847,  no  obsitante  ^^s prescripciones  ya^  ^nu- 
meradas, se  habia  procedido  con  extralimítficiQn  de  facultades, resol- 
viendo la  Ai^toridad.  judids^l  un  punto  sometido. poi:  su  índole  á  la  de- 
cisiqn.de  la  Autoridad  gubernativa^  violando  la  doctrina  de  que  á  la 
Administración  en  sus  diferentes  esferas,  y  con  exclusión  delpo4€r  jur 
dicíal,  corresponde  ünicamen te  U  detera^l^aqión  de  P^uantjo  se.ri^fiere. 
á  la  explgtacíQo  d^Jos  i$rr<?-wrilcs,  y  ¿oa  esp^ííi^iíÍa(ff^^|iect,o  di^, 


este  caso  concreto,  de,cu4pU>  atap^n  la  eficacii\  j  época  de  aplicaQiqo 
de  sus  tari W. 

Y  7.*"  Y  como  fundamento  de  derecho,  aplicable  á  cada  udo  ^e  los 
dos  medips  de  casación  exprcisados,  la  regla  de  derecho  cooteoida  ep, 
la  ley  17,  tit.  34  de  la  Partida  7.': 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Victoriano  Careaga: 

Considerando  que  son  iaoportuoas  Us  citas  de  las  leyes  %'  y  15, 
tu.  22  de  la  Partida  5/  hechas  e|u  el  primer  motivo  de  casación;  por* 
que  la  sentencia  propunciada  por  la  Sala  segunda,  de  la  Audiencia  de 
Puerto-Principe  en  SO  de  Junio  de  Í870  es  ,tan  clara  y  precisa,  que  su 
inteligencia  no  puede  dar  lugar  ala  menor  duda,  y  condena  adem¿s  á 
la  Sociedad  minera  titulada  Coñsiolidada  ite  Santiago  del  Prado  al  pa» 
go*ála  Sociedad  del  ferro-carril  del  Cobre  de  la  caoticjad  i  que  aseen* 
dian  los  trasportes  del  mineral  que  por  cuenta  de  1^  primera  había  sido, 
conducido  á  Punta  de  Sal  desde.Si  de  Diciembre  de  1^66  á  igual. di|i  de 
1867,  reduciendo  á  iO  ios  13  escudos  que  ántjoriorménte  satisfacía  ppr- 
tonelada,  y  absolviendo  'á  la  misma  en  cuanto  á  los  14.494  escudos  y  200 
mJléai^a^,. resto  de  la  cantidad  r^lamada  por  la  demandante: 

Considerai^do  que, as  igufldinefile  impertinente  la  cila  que  se, hace  ^n 
el  segundo  motivo  del  axioma. de  derecho  actor$  non  probante  reuses^ 
absolvendus,  fundado  eq  la  ley  1/,  titulo  14,  Partida  3.',  porque  la  Sa- 
a  sentenciadora,  lejos  dp  haberle  olvidado,  analizó  las.pruebas  aduci- 
das por  los  litigantes;  y  en  vista  del jresuUado  que  oiEreciap^  condenó  á 
la  Sociedad  demandada  al  pago  d^  una  p^rte  de,  \a^  denda  que  se  le  re- 
clamaba, y  por  consiguien^te  para  que  procediera  la  casación  de  la  sen- 
tencia hab^ia  sido  precisa  demostrar  que  al  apreciarse  dichas  prueba^ 
se  habia  infringido  alguna  ley,  lo  cual  no  ^;ba  Verificado:  ^ 

Considerando  que  tampoco  ha  sido  quebrantada  la  ley  16,  título  22, 
de  la  Partida  3.*,  porque  si  bien,  ^s  verdad  que  la  Sociedad  del  ferro- 
carril del  Cobre  pidió  que  se  condepara  á  la  sjiinqra  copsolidada  d^  S^Q-,.. 
tiago  del  Prado  al  pagó  de  los  trasportes  del  minerva}  á, razón  de  13  03*  . 
cudqs  por  tonelada^  y  la  Sala  9|sntenciadora  declaró  que  la.  dlüma.  sólo 
estaba  obligada  á  satisfaperles  éi  razón  de  ,10  es^cudos  por  tonelada^  no 
por  eso  deja  de  haber  la  debida  .congruencia  entre  la  demanda  y  la  sen- 
tencia, toda  vez  que  en  lo  más  es)á  comprendido  lo  méoo§,, según  tiepe 
establecido  este  Supriamp  Tribunal  en  diferentes  sentencias: 

Considerando  que  es  doctrina  legal,  sancionada  también  con  riepe-^ 
ticion  por  este  jpismo  Tribunal  Supremo^  que  los  puntos  ó  cuestiones 
que  no  han  sidp  objeto  deí  debate,  ni  en  l&  primera  ni  en  la  segunda  in?-  ^ 
taoci^  pq  pueden  servir  de  fundamento  al  recurso  df  casaeipn,  y^por 
coosiguieipte  no  habiéndose  hecho  indicacioó'  alguna  en  este  pleito  por 
la  Sociedad  demandada,  al  oponer  sus  excepciones  acerpa  d.el  dolo  con 
que  ^Q.s^pfiOft.qjie  objró  la.8o|ciedad*dWP<<«^tie,sQa  i?JQa®'ítTO8"i^^'., 


citas  de  las  leyes  i*2,  iii.  I .°,  libró  lO^lé  la  Novfsímá  áecopílaciba.  j  4^ 
tft.  2.*  de  la  Partida  3/  hechas  en  el  tercer  motiyo: 

Gobsideraodo  qae,  aun  cuándo  asi  no  fuera,  el  resoYirer  sobre  ése 
extremo  es  de  competencia  ezclusfva  de  la  Sala  sentenciadora,,  como 
tiene  igualmente  establecido  e^te  Supremo  tribunal  ^n  Varios  lállbs:  y 
en  su  consecuencia,  habiéndole  decidido  aquella  impíicítimente  k\  con- 
denar á  la  Sociedad  demandada  al  abono  á  la  demandante  dé  16  escdáos 
por  el  trasporte  dé  cada  tonelada  de  mineral,  Con  presencia  de  las 
pruebas  hechas  por  las  partes  litigantes,  sin  qué  en  cóiitr4  de  la  apre- 
ciación de  éstás«  hecha  por  dicha  ^ala,  se  haya  citado  ley  alguna  como 
infringida,  es  imposible  estimar  él  recurso;  y  tuucho  inás  si  ¿e  atiende 
á  ()oe  si  bien  aparece  d¿  las  cuentas  pasadas  por  h  Sociedad  del  fercb- 
carril  del  Cobre  y  de  sus  libros  dé  contabilidad,  que  solo  se  carg:abao 
10  escudos  por  tonelada  y  tío  13  como  anteriormenle«  también  resalta 
queh  rebaja  se  acordó  por  los  accionistas,  pero  con  la  condieióií  dé  qtíe 
la  Sociedad  consolidada  de  Santiago  del  Prado  pagara  desde  luego  tódd 
lo  que  adeudaba,  lo  cual  no  Se  realizó: 

Considerando  que  uña  ve2  celebrado  el  contrafo  entre  Mistér  Breen- 
fell  y  la  Compañía  del  ferró-carrti  del  Cobre  éh  18U  ^sobre  el  iráspoírte 
del  mineral  perteneciente  á.  la  Sociedad  consolidada  de  Santiago  de| 
Prado,  y  aprobadas  las  táriifds  poi^  la  explotación  delaí  via  por  lá  Auto- 
ridad superior  de  la  isla  de  Cuba  en  f846,  es  evidéi^té  que  la  ¿egundá 
de  dichas  Sociedades  estaría  obligada  á  satisfaced  aquel,  coma  16  veri- 
ficó hasta  principios  de  1867,  á  razón  áe  13  escfudbs  por  tonelada,  sfind 
hubiera  sido  rebajado  á'  10  escudos  á  lá  Sociedad  de  la  mina  de  San  Jo- 
sé\  porque  además  dé  qué  laá^  estipulaciones  deben  cumplirse  ei^tricta  - 
ip^nte,  la  Sociedad  dematídanté  se  haüaha  autorizada  para  ex:igir  la 
mencionada  cantidad  en  virtud  de  la  aprobación  de  las  tarifas,  míentifas 
éstas  dofueíráb  reformadas  con  arreglo  á  lo  dis{meslo  en  el  deti'etd 
dé  ló  de  Diciembre  de  1858  sobre  construcción  y  explotación  de  los 
ferro-carriles  en  la  expresada  isla,  sin  que  lá  sentencia  que  asi  16  de- 
clara pueda  prejuzgar  el  derecho  que  le  asista  á' la  Sociedad  demanda- 
da, eñ  vista  de  sus  reclamaciones  y  de  lá  reserva  sostenida  en  la  tran- 
sacción verificada  entre  la  Sociedad  demandante  y  la  de  la  mina  d^ 
San  José,  para  el  caso  en  que.  i^esuelto  el  expediente  admidSsItrativó 
•obre  revisión  de  las  tarifas,  se  hiciese  éú  éhas  alguna  rebajn  6  alte* 
ración: 

Considerando  que  si  bieá  la  Sociedad  (ronsolidada  de  Santiago  défl 
Cobre  solicitó  coa  repetición  xme  se  procediera  á  la  revisión  de  las  in- 
dicadas tárii'á^,  j  la  Autoridad  administra lüva  dictó  con  el  mismo  obje- 
to diferentes  resoluciones,  es  lo  cierto  qiié  nó  produjei^ori  résultadé  al* 
guúo,  y  lejos  dé  éífd  codiiniía/oü  rigiendo  áqueltis,  habiendo  ÍÓgrado 
la  SoéieJíád  del  ferrocarril  mtá  ^né's^  H'vahtaYa  la  dteittlbiKtíoní  de 


j 


la  mo)ta  cod  qpjB  h^U  si^o  apreiQiadA  por  la  Aq^r^da,^  f  !i)ted9r  d,e  U 
isla,'  todo  lo  caai  da  á  coDocer  qae  la  ÚDica  l9|;alidad  existente  ^ r^ o  lai 
tarifas  de  i84((«  con  taat^  n^ág  razoo,  ciianto  ^x^f  el  ^^*  ^49,1  Q^cio- 
nado  decreto  de  10  de  Diciembre  de  1858»  qae  ^stabíepe  qu^  cada  cinco 
años  se  revisen  las  de  los  ferro-carriles,  no  preceptúa  qu^  necesaria- 
mente hayan  de  ser  i^ebajad^s,  antes  por  el  contrario  pi^eviene  que  se 
haga  la  rebaja  si  resultase  que  podía  Y^ipificarse  siq  perjuicio,  de  los.  in- 
tereses de  la  empresa,  y  por  consiguiente  las  expresadas  resolocíopea 
administrativas  no  pod^ap  prejuzgar  la,  cuestión  relatiyí^  ^  la  rebaja^ 
ni  tener  otro  objeto  que  el  obligar  á  )a  Sociedad  demandante  á  formar 
el  expediente  previo  para  conocer  si  debería  <).  no  acordarse 
aquella: 

Y  considecando  que  por  lo  expuesto  en  los  dos  coosii4orandos  que 
preceden  tampoco  han  sido  infringidos  Ips  artículos  5.*,  13,  29, 32  y  3^ 
del  decreto  de  10  de  Diciembre  de  1.858^  el  i.*,  4.*",  5.*  y  6/  de  la  ina^ 
truccion  que  acompañaba  al  mismo,  las  ^rovidenqas  administrativas, 
puesto  que  nad^  se  resolvió  en  ellas  ep  cuanto  al  fondo  de  ía  cuestión^ 
ni  la  regla  17  del  titulo  14  de  la  Partida  7/  citados  en  los  tres  motivos 
adicionales  por  el  Letrado  defensor  del  recurrente  en  este  Sujpremp 
Tribunal; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  li^^ar  al  re- 
corso de  casación  interpuesto  por  la  Compañía  consolidada  de  minas 
de  Santia£[o  del  Prado,  á  la  qué  condenamos  en  las  costas;  y  líbrese  á 
la  Audiencia  de  la  Habana,  que  por¡supresion  de  la^de  Puerto-Príncipe 
remitió,  los  autos  á  este  Supremo  Tribunal,  la  certifíciop  correspon. 
diente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  Coléceiwí  kgiflaüva,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronuneíamos,  mandamos  y  flrmamos.=Josó  M.  Gáceres.=: 
Laureano  de  Arrieta.=José  Fermín  de  Muro.srManuel  Leon.=Ramon 
Diaz  yela.=Benito  de  UUoa  y  Rey.=Victoriaoo  Careaga, 

Publicacion.==Lei(j[a  y  {publicada  ^^  1a  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Victoriano  Careaga,  Magistrado  del  Tribunal  a  SupremOi 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Relator  Secretario  de  lá  misaa. 

Madrid  11  de  Julio  de  1873.=LiceQCÍado  Desiderio  Martínez. 

(GneetA  4e  « irfft  Wf*í^f  44  *V3;. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 

DBGRCTO. 

De  acuerdo  con  lo  propuesto  por  el  l|ioistr()  de  Pomejjto,  de  con- 


fbrmidad  eo'o  'éf  de  ltacie.ndavél  Gobierno  de  ía.ttépüblica  h(|  tenido 
í'bWbíeci'eUrlo^sígüícnte:';^' ;  '         . 

"  ÁriicQlo'l.^  Se  establecen  Ve\  puerto  dé  6ijop,'con  destinó  excld- 
sivo  á  ía  con*ttnQa6Íón  de  'laV  obras  del  mismo,  los  impuestos  que  á 
c'órtiinoacion  se  expresan: 

Priipéro;  Oóo  dé  descarga  de  55  céntimos  de  peseta 'por  tonelada 
iííétrica  en  buques  de  más  de  20  toneladas*  y  de  275  milésimas  de  pe- 
seta por' tonelada  métrica  en  los  que  midan  menos  en  navegación  de 
cabotaje.  Dicho  impuesto  será  .dé  uoa  peseta  iO  céntimos  por  tonelada 
métrica  para  los  buques  procedentes  de  puertos  extranjeros  europeo^, 
y  de  2  pesetas  20  céntimos  para  los  que  procedan  de  América  y  demás 
países. 

Segundo.  Otro  de  carga  de  275.  milésimas  de  peseta,  ^^50  milésimas 
dé  peseta 7  una  peseta  10  céntimos  respectivamente  pqr  tonelada  mé- 
trica en  navegatsion  de  cab'otajé  á  Europa  y  á  Ultramar. 

Tercero.^  Los  carbones  y  otros  minerales  pagarán  tan  sólo  un  im- 
p\üésto  de  carga  6  descarga  de  li  céqtimos  de  peseta,  22  céntimos  de 
peseta  y  44  céntimos  de  peaeta  respectivamente,  según  procedan  de 
puertos  laacionales,  extranjeros  de  Europa  6  los  de  Ultramar. 

Art.  2.°    Los  productos  de  estos  impuestos  se  recaudarán  por  la  Ad 
mtnístráeion  de  Aduanas  en  la  misma  forma  establecida  en  los  puer* 
los  donde  existen  Juntas  de  obras  de  igual  naturaleza, que  la  de  Gijon, 
y  la  exacción  ¡durará  el  tiempo  necesario  para  e)  completo  pago  de  las! 
obras  del  puerto. 

Art.  ?.*    El  Gobierno  dará  cuenta  á  las  Corles  del  presente  decreto. 
M«\drid  doce  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres. 

El  Prcsideoto  ^\  Gobierno  de  la  República . 

.EmlIU  Castdlar. 

fil  MinUtf o  do  Fomento,         ,  .  •    •,         .  i 

JoaqnloGII  BergC0* 

(Gaceta  dfí^de  Noviembre  d$  i 875; 


PODER  EJECUTIVO  OE  LA  AEPUBLICA. 


MINISTERIO  1>E  LA  GOBERNACIÓN. 

En  el  recurso  !de  altedtlpt'amk)vidop(yr:D^3uatí/Broadfoot  contra 
un  acuerdo  de  esa  Comisión  provincial  relativo  á  la  cuota  en  que  debe 
contribuir  al  repartimiento  geiBeral  en  el  pueblo  de  Ojén  la  Sociedad 
minera  que  dicho  señor  representa,  la  Sección  d^  Gobernación  v.Fo* 
mentó  del  Consejo  de  Estado  ha  emitido  el  siguiente  dictamen: 
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•Éicmo.'  Sr.:  La  Junta  mvniclpal  de  Ojén  acordó  sefialar  Cierta 
caota  en  el  repartimiento  vecinal  de  1871  á  72  á  la  Sociedad  minera 
que  representa  D.  Joan  Broadfóot  que  se  alzó  partf  ante  fa  Comisión 
protíncial  de  Málaga,  fundándose  en  qne'la  industria  mrinera  no  debia 
,  contribuir  por  el  indicado  concepto  de  repartimiefnto  municipal  por 
hallarse  exenta  de  ese  gravamen  con  snjecion  á  la  legislación  vigente 
en  lá  materia;  en  que  los  dueños  de  la  mina  no  eran  vecinos  de  nin- 
gún punto  de  España,  y  por  último,  en  que  no  reportaba  utilidad  al- 
guna al  arrancar  el  mineral  que  exportaban  á  Inglaterra.  La  Comisión 
provincial  de  Málaga  confirmó  el  acuerdo  de  la  Junta  municipal  de 
Ojén,  j  D.  J|ian  Broádfoot  interpuso  recurso  para  ante  el  Ministerio 
del  diguQ  cargo  de  V.  E.,  siendo  remitido  el  expediente  á  informe  de 
la  Sección J  Las  tazones  en  que  D.  Juan  Broádfoot  se  apoya  ai  sostener 
su  pretensión  son'anál'ogiis  á  las  que  aducían  algunas  Sociedades  mi- 
neras con  motivo  dei  impuesto  con  que  el  Ayuntamiento  de  Cuevas 
acordó  gravar  las  utilidades  de  dicha  industria. 

La  Real  orden  delude  Julio  de  187i,  dictada  de  conformidad  con 
el  dictamen  de  la  Sección,  motivada  por  las  referidas  reclamaciones'  de 
las  Sociedades  mineraade  Cuevas,  resolvió  que  éstas  debian  contribuir 
por  repartimiento  vecinal  en  el  punto  donde  tuvieran  sus  estableci- 
mientos con  arreglo  al  art.  38  del  reglamento  de  W  de  Abril  de  1870 
para  la  ejecución  de  la  ley  de  28  de  Febrero  del  milrao  año.       • 

En  el  dictamen. que  entonces  emilió  la  Sección  expuso  las  razones 
que  existen  para  incluir  á  la  industria  minera  en  el  repartimiento  ve- 
cinal, á  pesar  de  lo  dispuesto  en  el  art.  85  de  la  ley  de  4  de  Marzo  de 
1868.  No  hay  por  tanto  necesidad  da  consignaír  nuevamente  aquellas 
razones,  debiendo  lin^itarse  la  Sección  á  darlas  por  reproducidas.  En 
QuaujlQ  á  1a  circunstancia  de  no  ser  vecinos  los  duelos  de  las  minas 
de  que  se  trata  de  ningún  punto  de  España,  no  obsta  para  que  dejen 
'de  figurar  en  el  repartimiento,  supuesto  que  tienen  la  consideración  de 
hacendados  forasteros  y  deben  ser  comprendidos  como  tales  en  aquel. 
Tampoco  es  admisible  la  razón  que  alega  el  recurrente  para  eximirse, 
fundándose  en  que  no  hace  otra  cosa  la  Sociedad  que  representa*  que 
explotar  el  mineral  para  los  puertos  de  Inglaterrii.  Precisamente  en 
esa  exportación  consiste  la  utilidad  impouit)le,  y  la  prueba  de  ello  es 
que  la  Sociedad  recurrente  compra  á  otra  en  el  mismo  Ojén  mineral 
de  la  misma  clase  del  que  aquella  extrae,  siendo  evidente  que  el  valor 
que  el  mineral'tieneen  dicho  punto,  reducidos  los  gastos  de  su  extrac- 
ción, no  puédemenos  de  considerarse  como  utilidad  que  j^  .Sociedad 
reporta.  .     ., 

Nada  ha  de  decir  la  Sección  en  cuanto  á  l^  informalidades  del  re- 
partimiento  objeto  del  recurso,  porque  npcoifsta^n  el  expediente  sino 
por  la  afirmación  del  interesado,  asegurando,  por  el  contrario,  el  Ayun- 
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tamíeoto  tiaberse  lleoado  todos  los  requisitos  de  la  ley.  En  Ojeo,  se- 
gub  délos  antecedentes  resulta,  hay  un  establecimiento  de  la  Sociedad, 
y  siendo  asi,  y  no  haciendo  mis  que  exportar  el  mineral  lo  mismo  en 
dicho  pueblo  que  en  Marbella,  cree  la  Sección  que  debe  figurar  ea  los 
repartimientos  municipales  de  ambos  puertos  por  las  utilidades  que 
obtenga  en  cada  uno  de  ellos  debidamente  valuadas,  sin  perjuicio  de 
que  si  los  interesados  creyesen  que  era  excesiva  la  cuota  que  se  les 
señala,  pueden  hacer  uso  de  .su  derecho  en  la  forma  que  la  ley  de- 
termina. 

Por  lo  expuesto,  la  Sección  opina  que  debe  confirmarse  el  acuerdo 
de  la  Comisión  provincial  do  Málaga,  declarándose  improcedente  el 
recurso  interpuesto  por  D.  Juan  Broadfoot. 

y  habiéndose  conformado  con  el  preinserto  dictamen  el  Gobiecoo 
de  la  República,  ha  tenido  á  bien  resolver  como  en  el  mismo  se 
propone. 

De  su  órden«  comunicada  por  el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación,  lo 
participo  á  V.  S.  para  los  efectos  correspondientes.  Dios  guarde  á  V.  S. 
muchos  años.— Madrid  6  de  Noviembre  de  1873. 

Bl  Secretario  general. 

José  María  Cellernelo. 

Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de  Málaga. 

{Gaceta  del  iZ  de  Noviembre  de  1873). 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Disposición  dictando  algunas  prescripciones  para  la  conce- 
sión de  licencias  á  los  Ingenieros  y  Atuviliares  facultativos 
de  Minas. 

Los  Ingenieros  y  Auxiliares  facultativos  de  Minas,  seguid  el  ar- 
ticulo 9.*  del  reglamento  del  cuerpo,  tienen  la  facultad  de  pedir  licen<- 
cia  para  ponerse  al  servicio  de  empresas  y  de  particulares  para  dirigir 
trabajos  propios  de  su  carrera;  y  aunque  las  atenciones  del  servicio 
público  del  ramo  son  cada  día  mayores,  no  conviene  privar  á  la  in- 
dustria particular  de  ese  auxilio  que  el  Estado  le  concede  con  el  objeto 
de  proteger  y  fomentar  tan  importante  ramo  de  producción.  Pero  las 
frecuentes  licencias  pedidas  en  virtud  de  aquel  artículo,  y  concedidas 
sin  la  conveniente  limitación  pueden  producir  en  el  personal  una  mo- 
vilidad excesiva  y  daño'sa  al  servicio  público,  y  aun  al  particular;  y 
para  evitar  esos  inconvenientes,  el  Gobierno  de  ía  República  ha  tenido 
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á  bien  disponer  que  el  art.  9.*"  del  reglamente  del  cuerpo  de  Minas  sea 
sustituido  por  el  siguiente: 

•Art.  9.**  El  Gobierno  de ia  República,  cuando  lo  estime  convenien- 
te  al  buen  servicio,  podrá: 

I.*  Conceder  licencia  ilimitada  á  los  Ingenieros  y  Auxiliares  que 
lo  soliciten,  pero  á  condición  de  que  mientras  hagan  uso  de  ella  los 
que  la  obtengan,  serán  dados  de  baja  en  el  servicio  activo  del  cuerpo; 
quedarán  como  supernumerarios  en  el  lugar  y  clase  que  les  correspon- 
da«  aunque  con  opción  á  los  ascensos  que  produzcan  las  vacantes;  no 
percibirán  sueldo  alguno  del  Estado;  no  podrán  pedir  ni  obtener  el 
alta  én  el  cuerpo  hasta  que  haya  trascurrido  por  lo  menos  un  año 
desde  que  fueron  dados  de  baja;  y  si  hiciesen  uso  de  la  licencia  por 
más  de  cinco  años  contfnTios  ó  interrumpidos^  durante  el  tiempo  que 
exceda  de  ese  período,  no  obtendrán  ascenso  alguno  en  el  cuerpo. 

2.**  Conceder  espectacion  de  destino  con  medio  sueldo  á  los  Inge- 
nieros y  Auxiliares  que  la  pidan;  cuya  situación  solo  podrá  obtenerse 
cuando  en  ella  haya  forzadamente  individuos  de  la  misma  clase  con 
quienes  pueda  hacerse  el  cambio  mutuo,  y  entendiéndose  siempre  que 
se  concede  por  el  plazo  mínimo  de  un  año. 

S.""  Retirar  en  cualquier  tiempo  cuantas  licencias  y  espectaciones 
de  destino  hubiese  concedido  y  llamar  á  los  que  las  tenían,  dándoles 
el  destino  que  reclame  el  interés  del  servicio  publico. 

Los  logeAieros  y  Auxiliares  facultativos  que  en  la  actaalidad  se 
hallen  con  licencia  ilimitada,; podrán  optar  en  el  término  de  30  días, 
entre  volver  al  servicio  del  Estado,  ó  coniinuar  en  su  situación ,  auje* 
tándose  á  las  anteriores  prescripciones.» 
Madrid  i8  de  Noviembre  de  1873. 

GIL  BERGES. 

Sr.  Director  general  de  Obras  públicas,  Agricultura,  Industria  y 
Comercio. 

(Gaceta  de  21  de  Noviembre  de  1873.) 


MINISTERIO  DE  LA  GOBERNACIÓN. 


ResóltiHon  en  el  expediente  promovido  contra  el  impuesto 
sobre  la  introducción  de  sal  en  el  pueblo  de  Roquetas. 

En  el  expediente  de  alzada  promovido  por  D.  Antonio  Rodríguez 
contra  un  acuerdo  de  esa  Comisión  provincial,  relativo  al  impuesto 
sobre  la  sal  establecido  en  el  pueblo  de  Roquetas,  la  Sección  de  Go- 
bernación y  Fomento  del  Consejo  de  Estado  ha  emitido  el  siguiente^ 
dictamen: 


iencioso«admiDÍstrativa  que  ante  Nos  pende,  promovida  por  D.  Rafael 
Lario,  representado  por  el  Licenciado  D.  Rafaet  Serrano,  contra  la  Ad* 
minjstracion  general  del  Estado,  que  lo  está  por  el  Ministerio  fiscal, 
sobre  qne  se  revolque  la  Real  orden  de  6  de  Febrero  último,  que  mandó 
admitir  al  registrador  de  la  mina  Triunfo  el  papel  de  reintegro  para 
el  titulo  de  propiedad,  y  declaró  sin  curso  y  fenecido  el  expediente  de 
la  titulada  An§^l  Custodio,  qne  aspiraba  á  los  mismos  terrenos: 

Resultando  que  D.  Eladio  Estar riaga  y  Martínez  en  49  de  Mayo  de 
1869  acudió  al  Gobernador  de  Murcia  exponiendo  que  en  término  déla 
villa  de  Mazai^roD,  terreno  realengo,  sitio  llamado  Cabezo  de  San  Gris-* 
tóbal,  deseaba  adquirir  con  el  título  de  Triunfo  cinco  pertenencias  de 
mineral  plomizo  que  se  hallaba  al  descubierto  en  labores  que  pertene- 
cieron á  la  mina  Segunda  Combinación,  ya  caducada,  y  registrada  en- 
tonces con  el  nombre  de  San  Gabriel,  cuyo  expediente  tenia  vicios  de 
nulidad  que  le  invalidaban  por  estar  equivocados  sus  linderos  y  mal 
referido  el  punto  de  partida;  y  después  de  deslindar  y  de  verificar  la 
designación  de  este  registro  pidió,  con  arreglo  al  párrafo  tercero  det 
articulo  75  del  reglamento  vigente,  consignandl»  á  la  vez  30  escudos, 
que  se  instruya  el  expediente  conforme*  á  la  ley  á  fin  de  que  en  su  día 
se  le  expida  el  correspondiente  titulo  de  propiedad;  y  que  seguido  por 
todos  sus  trámites,  en  29  de  Setiembre  de  1872  tuvo  lugar  la  demarca- 
ción de  dicha  mina,  con  intervención  de  varios  representantes  de  las 
colindantes: 

Resultando  que  en  49  de  Octubre  siguiente  el  referido  D.  Eladio  Es- 
tarriaga  acudió  al  indicado  Gobernador  manifestando  que,  si  bien  la 
legislación  del  ramo  disponía  que  dentro  del  plazo  de  45  dias  debía 
presentarse  el  correspondiente  papel  de  reintegro  para  el  título  de  pro- 
piedad, le  habia  impedido  verificarlo  dentro  de  dicho  plazo  el  estado  de 
su  salud  y  el  encontrarse  en  las  salinas  ¡Sangonera,  y  que  para  no  ir- 
rogarle perjuicios  en  sus  intereses  solicitaba  le  concediese  la  gracia  de 
admitirle  el  papel  de  reintegro  que  acompañaba,  importante  la  can- 
tidad de  35  pesetas,  y  un  ejemplar  del  Boletin  en  que  se  anunció  la 
operación: 

Resultando  que  el  Gobernador  en  22  de  Octubre  del  mismo  año, 
habiendo  trascurrido  el  término  que  concede  el  art.  56  del  reglamento 
de  minas  vigente,  y  al  tenor  de  lo  que  previene  el  art.  1.°,  caso  1.*  dej 
64  de  la  ley,  declaró  no  haber  lugar  á  lo  que  esta  parte  solicitaba,  can- 
celando el  expediente  de  su  referencia  y  declarando  franco  el  terreno 
de  que  se  trata: 

Resultando  que  notificado  á  Estarriaga  el  citado  decreto  del  Gober- 
nador, se  alzó  de  él  ante  el  Ministro  de  Fomento  en  24  del  .mismo  Oc- 
tubre; y  por  Real  orden  de  6  de  Febrero  de  1873,  de  conformidad  con 
lO  informado  por  la  Junta  superior  de  minería  y  de  no  haber  perjuicio 
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de  tercero  eo  dispensar  la  falta  cometida,  segon  manifestó  el  Gober- 
nador y  resulta  de  los  expedientes  respectivos,  teniendo  en  considera- 
ción el  último  párrafo  de  la  13,  disposición  geneial  del  reglamento  de 
minas,  dispuso  q,ue  se  admitiese  el  papel  de  reintegro  presentado  por 
el  registrador  del  Triunfo^  pues  que  cuando  lo  presentó  no  habia  ter- 
cero á  quien  perjudicase  dicha  admisión,  y  rehabilitando  el  citado  er- 
pedieate  declaró  sin  curso  y  fenecido  el  titulado  Ángel  Custodio: 

Resultando  que  en  25  del  mismo  mes  y  ante  el  propio  Gobernador 
acudió  D.  Rafael  Lario  solicitando,  sin  acompañar  la  solicitud  con  la 
consignación  prevenida  por  los  artículos  31  y  73  del  reglamento,  so- 
bre el  mismo  terreno  la  propiedad  de  cuatro  pertenencias  mineras  con 
el  titulo  de  Ángel  Cu9todio^  por  deber  cancelarse  el  registro  Triunfo 
por  haber  faltado  alienar  piertos  requisitos  legales,  y  que  en  su  virtud 
se  hubiese  por  presentada  y  que  se  diese  al  expediente  la  instrucción  de 
ley  y  reglamento  á  ñn  de  que  se  le  expidiese  el  correspondiente  título 
de  propiedad,  presentando  después  el  29  del  mismo  mes  la  cantidad 
de  75  pesetas  en  cumplimiento  de  lo  que  estaba  prevenido: 

Resultando  que  entexado  Lario  de  la  Real  orden  que  recayó  en  la 
solicitud  del  registrador  del  Triunfo,  el  Licenciado  D.  Rafael  Serrano, 
en  su  nombre  y  representación,  acudió  á  este  Tribuaal  Supremo  en 
47  de  Marzo  último  proponiendo  demanda  con  la  pretensión  de  que  en 
su  dia  se  revoque  la  precipitada  Real  orden  declarando  firme  la  can- 
celación del  expediente  de  la  mina  Triunfo  decretada  por  el  Gober- 
.  nador  civil  de  Murcia  con  fecha  22  de  Octubre  del  año  último,  y  sin 
efecto  ni  valor  alguno  la  disposición  que  aquella  Real  orden  contiene 
de  quedar  sin  curso  y  fenecido  el  de  la  mina  Ángel  Custodio,  cuyo 
registro  se  presentó  con  fecha  24  del  referido  mes,  fundándose  sobre 
la  procedencia  de  la  vía  contenciosa  en  los  artículos  89  de  la  ley  de 
minas,  84  del  reglamento  y  caso  2.°  del  46  de  la  ley  orgánica  del  Con- 
sejo de  Estado: 

Resultando  que  oído  el  Ministerio  Qscal,  pidió  que  se  declarase  im- 
procedente la  vía  contenciosa  é  inadmisible  la  demanda,  fundándose 
en  el  principio  de  derecho  constantemente  aplicado  por  el  Consejo  de 
Estado  y  este  Tribunal  Supremo  de  que  en  minería  solo  procede  el  re- 
curso contencioso  en  los  casos  taxativamente  marcados  en  la  ley  y  re- 
glaniento,  no  hallándose  el  actual  comprendido  en  ninguno  de  los  tres 
del  art.  89  de  la  reformada  en  1868:  que  además  en  minería  solo  se 
adquieren  derechos  cuando  la  Administración  á  nombre  del  Estado, 
dueño  del  subsuelo,  declara  esos  derechos,  sin  que  baste  que  el  que  as- 
pire á  una  concesión  minera  lo  solicite:  que  en  el  .estado  que  tiene  el 
expediente  Ángel  Custodio  no  puede  tener  ni  invocar  derecho  alguno 
preexistente  para  que  con  ese  derecho  adquirido  pudiese  venir  á  la  vía 
contenciosa;  porque  aunque  hubiese  sido  admitido  ^  recurso,  que  no 
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lo  faé,  faltaba  sustanciarlas  oposidioneá  con  arreglo  á  los  ai:tícti1os% 
y  Mídela  ley,  y  qne  el  Gobernador  hnbiese  hecho  las  declaraciones 
correspondientes;  y  qoe  no  tenietídp^niñguoa  Lario,  aonque  te  perju- 
dique la  Real  orden  reclamada,  nflá'ley  ni  la  jurisprudencia  le  auto- 
rizan para  discutir  con  la  Adminiétnicíon,  porque  falta  Ta  base  de  1& 
contienda  judicial  ó  el  derecho  adhíifaistratiVo  concedido  con  ante- 
rioridad á  la  disposición  gubernaUva  í^e  se  supone  haya  podido  las- 
timarle: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez  Cuenca: 

Considerando  ({ne  en  minería  no  cáb'én  otros  recorsos  contencioso- 
administrativos  que  los  designados  por  la  ley  ó  el  reglamento,  según 
lo  establece  expresamente  el  art.  86  del  reíbrmado  en  24  de  Junio 
de  1868:  ^ 

Considerando  que  en  ninguno  de  los  c^soi  prefijados  en  los  artícu- 
los 93  de  la  ley  del  mismo  año  y  del  84  de  su  reglamento  se  encuentran 
los  de  la  Real  orden  reclamada,  puesto  que  se  ¿ontraen  á  las  contien- 
das que  pueden  suscitarse  sobre  el  cumplimiento  y  condiciones  de  las 
concesiones  mineras,  ó  sobre  la  enajenación  de  tei'renos  por  causa  de 
utilidad  denlos  mismos. 

Considerando  que  tampoco  le  son  aplicables  los  tres  casos  que  'sé 
marcan  en  el  art.  89  de  la  ley  mencionada,  porque  en  éste  se  limita  el 
recurso  para  con  las  resoluciones  definitivas  que  con&rmao  ó  revocan 
el  permiso  de  los  Gobernadores  para  investigar,  para  con  las  que  con- 
ceden ó  niegan  la  propiedad  de  las  minas  y  para  la^  que  declaran  sh 
caducidad,  y  la  Real  orden  reclamada  se  concreta  iónicamente  á  sub- 
sanar una  falta  cometida  por  el  registrador  de  la  mina  Triunfo  y'Á 
dejar  sin  curso  el  expediente  apenas  iniciado  de  la  denominada  Ángel 
Custodio,  que  aspiraba  á  los  mismos  terrenos,  suponiéndoles  francos 
por  la  nulidad  que  se  dice  envuelve  dicha  Real  orden: 

Considerando  que  además  los  casos  marcados  en  el  art.  89  de  la 
citada  ley«  únicos  que  se  podrian  invocar  después  de  los  ya  indicados, 
porque  no  hay  otros,  se  refieren  á  los  expedientes  ya  tramitados  y  que 
se  han  puesto  en  estado  de  que  recaigan  las  resoluciones  definitivas 
á  que  el  mismo  articulo  se  contrae  expresamente,  pero  no  á  las  que 
por  otros  motivos  y  fuera  de  esa  situación,  como  ha  sucedido  al  Ángel 
Custodio^  se  declaran  sin  curso,  pues  contra  las  decisiones  de  esta  ín- 
dole no  se  conceden  más  instancias  que  las  puramente  gubernativas 
designadas  por  los  articules  67  y  88  de  la  ley  del  59  cuando  aquellas 
las  adoptan  los  Gobernadores;  y  ninguna  cuando  es  e[  Ministro  el  que 

decide: 

Considerando  que  á  parte  de  estas  observaciones,  corroboradas  por 
la  jurisprudencia  constante  del  Consejo  de  Estado  y  este  Supremo 
Tribunal,  en  el  oaso  presente  resulta  que  el  recurrente  no  puede  alegar 


oíDgQB  derecho  fue  se  haya  pedido  laatimav  ¡lara  dar  entrada  al  re* 
corso  contencioso,  no  ya  porqae  la  Administración  no  se  lo  ha  decía* 
rado  en  ningún  concepto,  sino  principalmente  forque.no  habiendo 
acompañado  á  su  registro  la  oonsigoaciou  á  que  se  refieren  los  ar- 
tículos 3!  y  73  del  citado  reglamento,  está  fuera  de  las  condiciones 
legales  para  que  sus  pretensiones  pudiesen  ser  atendidas,  aun  en  la 
hipótesis  de  que  no  hubiese  sido  revocado  por  el  Ministro  de  Fomento, 
en  uso  de  las  atribuciones  que  la  disposición  13  del  reglamento  ya  re- 
ferido le  concede,  el  acuerdo  del  Gobernador  de  Murcia,  sobre  la  falta 
en  que  se  incurrió  en  el  expediente  de  la  mina  Trimfa: 

Y  considerando,  finalmente,  que  cuando  el  registrador  de  la  enun- 
ciada mina  pidió  al  Gobernador  la  subsanacion  de  su  falta  aún  no  exis- 
tia la  pretensión  formulada  por  la  Sociedad  que  representa  la  mina 
Angd  Custodio,  por  lo  cual  i^o  podia  esta  alegar  ningún  perjuicio;  y  ade- 
mas contra  el  decreto  denegatorio  del  Gobernador,  dado  en  esas  mis- 
mos circunetanciac,' apeló  inmediatamente  el  registrador  de  la  Triunfo 
al  Ministro,  en  conformidad  A  lo  dispuesto  en  el  art.  67  de  la  ley  de 
1859,  fundando  so  reclamación  en  motivos  previstos  por  el  66;  de  todo 
lo  cual  se  infiere  que  no  ha  existido  intermedio  alguno  legal  que  inter- 
rumpa el  curso  de  las  reclamaciones  de  la  indicada  mina,  y  en  sucon- 
secnencia  que  el  acuerdo  del  Gobernador  no  causó  estado,  y  por  ello 
que  el  Angd  Cuniúdio  por  su  solicitud  posterior  y  no  ajustada  á  la  ley 
carecía  de  base  en  que  fundar  derecho  alguno  para  acudir  &  la  vía  con- 
tenciosa, aun  dado  el  caso  de  que  la  ley  la  concediese,  por  declarar  sin 
curso  y  fenecidos  los  expedientes  de  minas,  en  conformidad  á  lo  dis« 
puesto  en  el  art.  64  de  la  ley  de  1859,  por  no  estimarse  las  nulidades 
que  pueden  alegarse  en  virtud  de  lo  ordenado  en  el  art.  75  del  regla- 
mento del  mismo  año,  por  no  existir  terrenos  francos  ó  por  no  haber 
llenado  las  foimalidades  legales  al  presentar  las  solicitudes  de  regis- 
tro, que  son  las  situaciones  en  que  puede  considerarse  al  recurrente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  la  via 
contenciosa,  y  en  su  virtud  que  no  há  lugar  á  la  admisión  de  la  de^ 
manda  interpuesta  por  D.  Rafael  Lario  coiitra  la  Real  orden  de  6  de 
Febrero  último  que  ha  sido  reclamada. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ofi- 
cial y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernatÍTo  al  Minis» 
terio  de  Fomento  con  la  certificación  prevenida,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. =Juan  González  Acevedo.=sGregorio  Juez  Sar- 
miento.=José  María  Herreros  de  Tejada. = Juan  Jiménez  Guenca.=t: 
Juan  Gano  Manuel. isajosé  Jiménez  Mascaros. =:Trinidad  Sicilia. 

Publicación  <2srLeida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Exento.  Sr.'D.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  del  Tribunal  Supre*» 


mo,  celebrando  ancfieneia  *  pública  la  Sata  >reera  M  mtisiuo  etf  él  ^ 
de  haj,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á'i  de  Oc- 
tubre de.  IftTS.sLiceaciado  Manuel  Aragooeses  Gil; 

.  {Gaceta  de  i8  de  Diciembre  de  1873;. 


Resolución  desestimando  el  recurso  en  el  expediente  enta- 
blado en  la  provincia  de  Ciudad- Real  por  la  Sociedad  La 
Hiaeria  Española  sobre  la  cuota  que  le  fué  impuesta  eiú  oon^ 
cepto  de  reparto  tecinal. 

En  el  expediente  de  alzada  eotablado  por  D.  Geferino  Ayecilla  con* 
tra  UQ  acuerdo  de  esa  GomidioD  proyincial  relativo  á  la  cuota  impuesta 
por  el  AyuBtamieato  de  AlmodÓTar  del  Gampo  á  la  Sociedad  La  Mine- 
ría Espmola,  eu  coDcepto  de  reparto  veeioal,  la  Sección  de  Goberna- 
cioa  y  Fojmeato  del  Goosejo  de  Estado  ba  emitido  el  siguieote  dic« 
tanien: 

«Exorno.  Sr.:  Ea  cumplimiento  de  ia  orden  comunicada  por  el  Mi- 
nisterio del  digno  cargo  de  V.  £.«  esta  Sección  ha  examinado  el  re* 
curso  interpuesto  por  D.  Geferino  Avecilla,  Director  gerente  de  la  So- 
ciedad titulada  La  Minería  Española^  contra  el  acuerdo  de  la  Gomision 
provincial  de  Ciudad -Real,  confirmatorio  del  adoptado  per  el  Ayuo? 
tamieoto  de  Almodóvar  del  Gampo  con  motivo  de  la  cuota  que  en 
concepto  de  repartimiento  general  debia  satisfacer  la  referida  GompaüCa 
por. las  minas  del  Horcajo.  >«. 

El  recurrente,  en  las  instancias  presentadas  ante  la  Junta  muoioi  • 
pal  de  dicbo  pueblo,  ante  la  Gomision  provincial  y  ante  ese  Ministerio, 
ae  propone  coaio  Qn  principal  de  sus  pretensiones  el  que  ia  cuota 
exigible  á  dicba  empresa  no  exceda  del  25  por  400  de  lo  que  satisface 
al  Estado,  según  se  previno  en  Real  orden  de  28'  de  Enero  de  i87i 
recaída  á  so  instancia,  y  en  su  virtud  que  no  le  sea  aplicable  la  de  20 
de  Julio  de  1870  (debe  ser  i87i)  resolutoria  del  expediente  promovido 
por  varias  Sociedades  que  dkplotan  minas  en  Cuevas  de  Vera,  en  U 
cual  se  dijo  que  tales  Compañías  debian  contribuir  al  repartimiento 
en  proporción  á  las  utilidades  que  tuviesen  justificadas  en  sus  balances, 
conforme  á  lo  establecido  en  el  art.  38  del  reglamento  del  20  de  Abril 
de  i 87 O  dado  para  ejecución  de  la  ley  llamada  de  arbitrios  de  23  de 
Febrero  del  mismo  año;  reconoce  implícitamente  D.  Geferino  Avecilla 
la  obligación  en  que  están  las  Sociedades  mineras  de  coadyuvar  á  los 
repartimientos  municipales  en  el  mero  hecho  de  concretar  sus  gestio* 
nes  al  tanto  que  debe  satisfacer  la^ue  representa.  En  efecto,  lostérmi> 
nos  absolutos  y  generales  de  la  expresada  ley  de  arbitrios  oó  daban 
lugar  á  duda  de  que  á  las  empresas  de  explolacioii  domieas  bo  alcaa- 


zabiD  én  este  pciHtO'  lé»  exeiiciones  <p]e,  respeet6  á  \08  tmiiiiestov  ge- 
nerales del  Estado,  les  estaban  declaratlas  por  laley  de  diioas  de  6  de 
Julio  de  4859,  reformada  en  4* de  Marzo  de  f868,  y  por  el  regfaménto 
dictado  en  20,  de  Marzo  de  1870  para  la  imposición  j  cobranza  de  lá 
contribución  industrial. 

La  misma  ley  de  arbitrios,  al  fijar  las  bases  para  computar  la  uti- 
lidad imponible  de  cada  contribuyente  (art.  1%  determinó  que  á  los 
eomerciantea  industriales  y  demás  comprendidos  en  las  tarifas  de  la 
contribución  industrial  se  les  valuara  en  proporción  á  la  cuota  que  por 
este  concepto  satisfaciesen  al  Estado.  Para  las  empresas  mineras  era 
esta  base  muy  índerta,  porque,  como  se  lleva  dicho,  estaban  excep- 
toadas  de  todo  impuesto  para  el  Tesoro;  no  pudiendo  estimarse  como 
tal  el  canon  en  razón  á  que  se  paga  en  reconocimiento  del  dominio 
directo  que  sobre  las  minas  corresponde  al  Estado ;  ni  los  derechos 
arancelarios  que  tienen  verdadero  carácter  de  impuesto  general  podían 
servir  de  norma  para  el  impuesto  local,  toda  vez  que  de  ellos  están 
excluidos  algunos  minerales,  y  solo  se  devengan  al  exportarlos. 

Por  la  protección  dispensada  á  tal  industria  no  habia  de  convertirse 
en  odioso  é  ilimitado  privilogio,  y  la  igualdad  relativa  que  debe  pre- 
sidir á  todo  impuesto  se  habia  de  observar  en  las  asociaciones  indus- 
triales de  que  se  trata;  era  preciso  adoptar  respecto  de  ellas  criterio 
más  aeguro  y  que  estuviese  ei  perfecta*  armonih  con  los  principios 
sustentados  en  La  ley.  Por  ello  fué  que  ea  el  reglamento  citado  de  20  de 
Abril  de  1870  se  señalase  conao  base  áe  imposición  para  los  Bancos  y 
Sociedades  las  utilidades  que  resultasen  de  sus  balances;  y  como  las  • 
presoripcíODes  centieaidas  en  el  mismo  tenian  y  aun  conservan  toda 
fuerza  obligatoria  por  la  autoridad  de  su  origen,  por  la  generalidad  de 
sus  preceptos  y  por  ser  el  complemento  y  desarrollo  de  la  ley  de  arbi- 
trios, la  cual  formó  parte  integrante  de  la  municipal  vigente,  según  lo 
prevenido  en  las  disposiciones  trcinsitorias  de  la  primera,  á  él  deben 
snjetatse  estrictamente  las  Juntas  municipales  de  los  pueblos  en  cuyos 
términos  radiquen  Itos  pertenencias  de  las  Sociedades  minera». 

Inútil  fué,  por  tanto,  la  declaración  hecha  por  Aea1  orden  de  28  de 
Enero  de  1671  sobra  un  punto  previsto  ya  en  las  disposiciones  á  la 
sazón  vigentes,  ún  que  {>or  otra  parte  tuvieran  aplicación  al  ci^o 
el  afk  9^*  de  la  ley  repetidamente  enunciada  de  2&  de  Febrero  de 
4870,  ni  la  circular  de  12  de  Setiembre  del  mismo  año  en  que  aquella 
Real  érdeo'  se  funda,  puesto  que  el  precepto  de  la  primera  se  refiere  á 
los  arbitrios  que  podian  imponerse  sobre  ks  industrias  que  en  la 
misma  ley  se  especifican,  entre  las  cuales  no  se  comprendió  la  mine- 
ra, y  que  la  limitación  del  25  por  lüO  sobre  la  cuota  del  Tesoro  esta- 
blecida poi  la  segunda»  ni  podia  surtir^^efeotos  respecto  de  Sociedades 
ifuOtQada  aatiisfacian  por  contcibucioo  directa  ni.  estaba  conforme  con 


las.  ilimiladM  facultades  qae  «n  materia  de  repartimiento  conferia  la 
ley  á  las  Juntas  manidpales,  las  cuales  se  hallan  restringidas  boy  por 
lo  que  hace  á  la  riqueza  territorial  con'  arreglo  á  lo  determinado  en 
el  ai:t.^2*°  de  la  ley  de  presupuestos  generales  del  Estado,  dictada  en 
26  de  Diciembre  de  1872,  y  que  contiihia  rigiendo  en  virtud  de  la  san* 
donada  en  6  de  Agosto  :último. 

Si,  pues,  la  precipitada  Real  orden  de  28  de  En/ro  de  i874  se 
oponía  á  Lo  proscripto  en  el  reglamento  de  20  de  Abril  d£  1870 ,  única 
disposición  á  que  hay  que  atenerse,  y  la  de  20  de  Julio  de  aquel  ano  está 
perfectamente  ajustada  á  su  letra  y  recto  espiritu,  es  evidente  qbe  los 
principios  mantenidos  en  la  ultima  son  aplicables  á  ésta  y  todas  las 
demás  Sociedades  industriales  de  igual  índole;  por  lo  que  la  Sección 
opina  que  debe  desestimarse  el  presente  recurso.» 

Y  conforme  con  el  preinserto  dictamen  el  Poder  Ejecutivo  de  la 
República,  ha  tenido  á  bien  resolver  como  en  el  mismo  se  propone. 

De  su  orden  comunicada  por  el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación  lo 
participo  áV.  S,  para  los  efectos  correspondientes.  Dios  guarde  á  V.  S. 
muchos  años.  Madcdd  il  de  Diciembre  de  1873. 

El  Secretario  general, 

José  María  Celleraelo. 

Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de  Ciudad-Real. 

(Gaceta  de  19  de  Diciembre  de  1873.^ 


Sentencia  declarando  inadmisible  la  demanda  interpuesta 
contra  la  real  orden  que  dejó  sin  efecto  la  demareaoion  del 
rcjfis/ro  San  Jacobo  el  Florido. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  11  de  Octubre  de  1873,  en  la  demanda 
conteocióso-administrativa  que  ante  Nos  pende  promovida  por  D.  José 
Manuel  Gampoy  y  Campoy,  y  en  su  nombre  el  Licendado  D.  León 
Galindo  de  Vera,  contra  la  Administración  del  Estado,  representada 
por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  se  revoque  la  Real  orden  de  16  de 
Enero  del  corriente  año  que  dejó  sin  efecto  la  demarcación  del  regís* 
tro  San  Jacobo  él  Florido^  y  que  se  demarcase  de  nuevo  con  arreglo  i 
cierto  plano: 

Resultando  que  D»  Diego  Miguel  €ampoy,  vecino  do  Cuevas,  acudía 
al  Gobernador  de  Almería  en  17  de  Julio  de  1870  exponiendo  que  en 
término  municipal  de  dicha  villa,  en  la  orilla  Sur  y  Oeste  de  la  misma, 
llamada  Almanzora  frente  al  Negro  de  las  Herrerías,  pago  del  Noti,  y 
sobre  tierras  de  pasto  y  labor  de  la  propiedad  de  D.  Diego  Casanova  y 
Albarraein  y  otros,  deseaba  adquirir  32  pertenencias  mineras  con  e^ 


Utnlo  úeSan  Jacok^  el  Florido^  áe  iiiiQefalplO!mizo.y  argeiilí&ro,  con: 
arreglo  á  U  legislación  de  1868;  y  después  de  señalar  los  Uoderos  y 
hacer  la  desigaacion  pidió  que,  habiendo  por  presentada  esta  solicitud 
de  registro,  se  diese  al  expediente  la  iostpoccion  proTenida  por  la  ley 
y  reglamento,  y  que  ^n  su  dia  se  ie  expidiese'  el  titulo  de  pron 
piedad: 

Resultando  que  admitido  el  registro  y  seguido  el  expediente  par  sui 
trámites  se  procedió  por  el  Ingeniero  D.  Manuel  Lacasa  á  la  demarca- 
ción de  la  mina  de  que  se  trata,  concurriendo  al  acto  los  interesados 
de  las  tituladas  Buen  Capricho^  Rio  de  la  Plata  y  demás  colindantes^ 
yde  D.  José  Manuel  Gampoy,  dueño  de  San  Jacobo  el  Flaiido,  con 
arreglo  á  los  convenios  que  el  Ingeniero  asegura  hicieron  aquellos^ 
demarcando  cuatro  pertenencias  i  la  mina  Biuen  Capricho  y  27  á  la 
de  San  JacobOy  y  que  el  dueño  y  registrador  de  ésta  cuando  fué  á  de<^ 
marcar  la  denominada  Rio  de  la  Plata  protestaron  por  estar  persua-^ 
didos  de  que  el  terreno  de  este  registro  debia  comprenderse  dentro 
del  suyo,  presentando  dicho  Ingeniero,  para  comprobar  que  la  opera- 
ción estaba  bien  hecha,  el  plano  señalado  con  el  oúm.  i;  y  para  ma** 
niíestar  la  manera  con  que  se  iban  á  demarcar  todos  los  registros, 
el  Búm.  2;  proponiendo  á  la  yez  que  volviesen  los  expediootes  al  ter- 
reno para  demarcarlo  con  arreglo  á  sus  designaciones,  supuesto  que 
el  registrador  Gampoy  sé  oponía  á  que  se  le  variase: 

Resultando' que  el  Gobernador  así  lo  acordó  mandando  remitir  los 
antecedentes  al  Ingeniero  de  la  provincia  para  que  llevase  á  efecto  la 
demarcación  de  la  mina  de  que  se  trata:  que- en  19  de  Agotóte  de  1Q72 
el  Ingeniero  Ú.  Joaquín  Boguerin,  con  asistencia  de  testigos  é  intere- 
sados en  las  referidas  minas,  hizo  la  demarcaeioo;  que  habiendo 
protestado  varios  de  éstos  por  no  estar  conformes  con  la  operación, 
expuso  dicho  facultativo  que  la  había  verileado  ea  conformidad  con 
su  designacáoQ,  con  la  ley  y  reglamento  vigentes,  y  á  la  orden  del 
Poder  Ejecutivo  de  18  de  Mayo  de  1869,  no  habiendo  !accedido  á  la 
variante  que  se  pretendía,  porque  con  ella  causaba  perjuicio  á  lercero; 
y  que  después  de  otras  diligencias  y  explicaciones  del  Ingeniero,  en 
11  de  Octubre,  del  mismo  año  el  Gobernador  desestimólas  protestas 
deducidas,  y  mandó  expedir  al  interesado  el  título  de  propiedad  con 
arreglo  al  art.  57  de  la  ley  vigente. 

Resultando  que  D.  José  Manuel  Gampoy  se  alzó  del  anterior  acuer^ 
do,  pidiendo  su  nulidad  y  la  de  la  demarcación:  hecha  por  el  Ingenie- 
ro Boguerin,  y  que  se  mandara,  hacer  otra  nueva  en  que  se  hiciera 
intestar  á  San  Jacobo  con  El  Niño,  Buen  Capricho,  Santa  Matilde  y 
Puerto-Rico,  que  como  existentes  á  la  fecha  en  que  se  solicitó  el  prii 
mero,  eran  los  linderos  que  se  pedían  para  su  dematcacion,  y  además 
con Ta  acequia  del  Azud  délos  Almizarnques;  y  el  Kinistro  de  Fomen* 


to  por  Real  órdeo  de  46  de  Enero  próxhno  paisado,  de  Conformidad 
con  lo  informado  por  la  Junta  superior  de  Minería,  dejó  sin  aféelo  la 
demarcación  dada  por  el  Ingeniero  Bogaerin,  y  que  se  demarcase 
tm^yñtaeBief  San  Jac0b&  el  Flcridoeon  Arreglo  al  plano  presentado  nú* 
mero  i,  del  Ingeniero  Lacasa: 

Resultando  que  notificado  el  representante  del  interesado  en  ?  dé 
Marzo  siguiente,  el  Licenciado  D.  Leon^  Galindo  de  Vera,  en  nombre 
de  D.  José  Manuel  Gampoy,  en  25  del  mismo  entabld  demanda  ante 
este  Tribunal  SupreoM),  solicitando  que  en  su  dia  se  deje  sin  efect(PÍa 
precitada  Real  orden,  y  por  ello  el  acuerdo  del  Gobernador  de  14  de 
Octubre  del  año  anterior  en  todas  sos  paites,*  declarando  que  procede 
la  demarcación  de  San  Jacobo  el  Florido  con  arreglo  á  las  lindes  de« 
signadas  en  el  rdgistro  presentado  pof  D.  Diego  Miguel  Gampoy  en  47 
de  Julio  de  4870,  concretando  los  puntos  de  hecho  y  fu^ndamentos  de 
derecho  que  creyó  conducentes: 

Resultando  que  oído  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  declarase  im* 
pvocedente  la  via  contenciosa  é  inadmisible  la  demanda,  fündándoae 
en  que  basta  la  simple  lectura  de  la  Real  órdeá  reclamada  para  eo«i- 
vencerse  de  que  no  es  definitiva,  ni  de  las  que  causan  estado  en  la  vía 
gubernativa  para  que  según  la  ley  pueda  ser  objeto  de  reelamacion 
contenciosa r  que  por  9u  contexto  se  comprende  que  ni  concede  ni 
niega  pertenencias  mineras,  siendo  solo  una  providencia  de  tramita* 
CTon  más  ó  menos  importante,  que  no  siendo  írnal  en  la  esfera  admi- 
nistrativa activa,  es  prematura  y^expuesta  á  crear  perturbaciones  á  la 
Administración,  y  que  siendo  el  recurso  contencioso  en*  minería  taxa* 
tivo  y  concreto,  solo  tiene  lugar  en  los  casos  que  señala  el  art.  89  de 
lá  ley,  en  los  cuales  no  se  halla  comprendido: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Jiménez  Mascaros: 

Considerando  que  el  ar«.  46  de  1»  ley  orgánica  del  Gonsejo  de  Bs* 
tado  solo  atribuye  á  la  Sala  de  lo  contencioso  el  conocimiento  sobre 
la  resolución  final  de  los  asuntos  de  la  Administración  activa: 

Considerando  que  la  orden  reclemada  de  46  de  Enero  del  corriente 
año  no  contiene  una  resolución  final  que  cause  estado,  pues  lejos  de 
ello  la  disposición  que  adopta  es  depura  tramitación  y  com«>' prepara*- 
toria  para  dictar  en  su  dia  una  resolución  delnitíva  sobre  el  fóndo 
del  negocio  á  que  se  contrae,  siendb  por  k)  tanto  prematura  lai  de- 
manda de  ^4  de  Febrero  último: ' 

Considerando  además  que  el  recurso  contencioso  en  los  negocios 
de  minas  solo  procede  en  los  casos  taxativamente  designadois  en  el'  ar- 
tículo 8»  de  la  ley  de  4tt59  y  en  el  86  del  reglamento,  y  en  ninguno  de 
ellos  se  halla  la  reelamacion  dB  que  se  traU; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  aclaramos  tm procedente  la  via 
contenciosa;  y  en  su  coasecaencia  inadmisible  la^deoianda  presentada 


á  BMiéte  de  D^  Jesé  Mamel  CamfNij  7  Gatmpoy  contra  la  Real  Ardcíil 
áe  i6  de  Bnero  práximo  fMStdo. 

Asi  por  esta  nvestra  seiiteBciit  qiH'se  pQbiieari  eo  la  Gacela  ofieial 
7  se  iasertará  «o  4a  Ck^leactan  ¿s^IsMtvd,  sacáaéose  al  efseto  las  co- 
pias necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  guberoBtivo  al  MioiS'» 
teriode  Fomento  oon  la  cefeüfioaeíMi  prereoida,  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firiDanios.ssiuan  González  Acevedo;=:Josá  Mana  Herreros 
de  Tejada.=Juaa  Jiménez  Gueoca.asinan  Gano  Manuel. t=3 José  Jiménez 
Mascarós.=Trinidftd  Sicilia. =Críspulo  Garda  Gómez  de  la  Serna. 

PublicacioD.ssLeida  y  publicada  faé  ir  pvecedente  sentencia  por 
el  Ezcmo.  Sr.*  D.  José  Jimeftez  Mascaros,  Magisiradode  la  Salt  terce- 
ra de  este  Tribunal  Supremo^  celebrando  audiencia  pública  la  misma 
en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid 
á  41  de  Octubre  de  1873.=l4Íx^enciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

.   (Gaceta  d&^  ÚB  Dieiem^é). 


MSTRUeCIOW  PROWISlOÑAIi 

PARA  LA  BaEtiUCÍON  DEL  DECRETO  DE  2  DE  OCTUBRE  ÚLTIMO 

EN  LO  RELATIVO  AL   IMPUESTO  EXTRAORDINARIO  Y  TRANSITORIO  SOBRE 

•  LOS  PRODUCTOS  LÍQUIDOS  DE  LA- RIQUEZA  MINERA. 

CAPITULO  PRIMERO, 
Del  Impuesto:  m^ios  para  fíofr  y  comprobar  la  riqueza  impmible. 

Artícolo  1."  ^ 

Gon  arreglo  á  lo  que  dispone  el  art.  9.*  del  decreto  de  2  de  Octu- 
bre dltimo,  la  riqueza  minera  ^dedh  grabada  con  un  impuesto  ex- 
traordinario  y  transitorio  sobre- sus  productos  líquidos  en  la  forma  si- 
guiente: 

Gon  un  tres  por  ciento  del  producto  liquido  en  las  minas  de  hierro 
y  hulla  ó  carbón  de  piedra. 

Gon  un  dnco  por  ciento  del  producto  liquido  en  las  minas  de  las 
demás  sustancias  comprendidas  en 'la  segunda  y  tercera  secciona 
que  se  reñeren  los  arliculos  3.°  y  4.*  del  decreto-ley  de  29  de  Diciem- 
bre de'!868. 

Artículo  2.  • 

No  serán  objeto  de  imposición  las  sustancias  comprendidas  en.U 
sección  4.>  que  señala  el  art.  2.*  del  decreto-ley  antes  mencionado. 

AñTÍCDLOS.*. 

^ara  cumplimiento  de  lo  que  se  dispone  en  el  art..  i."*  de  esta  íns- 


tfuociocu  todo  prof^ietafio  dé 'pertemaeki  nnniérás  sujetas  al  liipaes- 
io,  ó  la  persona  que  legalmeDte  le  represente,  entregará  al  Jefe  eco- 
nómico déla  ^proyinciaenqaeaqjiiellf»  radiquen^  trascarrido  quesea 
cada  trimestre,  y  en  los  diez  prünero»  dios  del  ^iguiente^  una  relación 
6  estadO' en  queso  exprese:, '  :  > 

i°  La  cantidad  .total  del  i  mineral  eilraido  dorante  el  trimestre  á 
que  se  refiera^  eon  distmcion  de  clases,  proceda  de  una  ó  Tarias  per- 
tenen^Qi^s  de  su  propiedad  enclavadas  en  la  provincia. 

2.°    £l  valor  total  do  cada  dase  de  mineral  extraído. 

Z°    Los  gast03  que  haya,  ocasionado  so  explotación;  y 

4^*^    El  producto  liquido.obtenido  en  cada  clase. 

Guando  las  pertenencia^  mineras  correspondan  á  Sociedades  legal- 
mente  constituidas,  los  Presidentes  desús  Juntas  directivas  ó  el  indi- 
viduo de  éstas  que  le  sustituya  en  dicho  cargo  son  los  obligados  á  pre- 
sentar al  Jefe  económico  respectivo  la  relación  ó  estado  de  que  trata  el 
articulo  anterior,  y  responderán  también  al  pago  del  impuesto  que  la 
Sociedad  deba,  satisfacer  por  los  productos  líquidos  de  su  riqujsisa,  sin 
perjuicio  de  la  acción  que  puedan  deducir  contra  sus  consocios 

Artículo  5."* 

Tan  pronto  como  las  Administraciones  económicas  reciban  las  an- 
tedichas relaciones  y  se  cercioret  tié  su  exactitud  aritmética,  proce- 
deréin  á  señalar,  por  el.  resultado  que  arrojei^  en  cuanto  á  productos 
líquidos,  los  cargos  y  cuotas  trimestrales  que  correspondan  á  cada 

Sociedad  ó  particular  minero. 

•     ■  ■     < 

ABTÍGUf.O  6.° 

'  Este  señalamiento  tendrá  el  carácter  de  provisional,  entendiéndose 
sin  perjuicio  de  las  rectificaciones  que  después  procedan  por  virtud  de 
la  comprobación  facultativa,  cuando  se  forme  á  las  Sociedades  ó  mine- 
ros  la  liquidación  definitiva  por  el  Impuesto. 

Artículo  ?.• 

Una  vez  hecho  el  señalamiento  provisional  de  cuotas  triaiestrales, 
se  dispondrá  su  publicación  en  el  numero  más  próximo  del  Boletín  Ofi- 
ñalAe  la  provincia  para  conocimiento  de  los  contribuyentes,  determi- 
nando el  dia  eñ  que  comience  la  cobranza  á  fin  de  que  los  mismos  por 
si  ó  por  medio  de  sus  apoderados  se  presenten  en  la  Administración  á 
realizar  el  importe  de  aquellas  dentro  del  plazo  que  se  marca  en  el  ar- 
tículo 49. 


A1TÍOVL08.* 

Para  que  pueda  efectuarse  la  comprobación  facultaüTa  del  resultado 
de 'las  relaciones  presentadas  por  los  mineros,  cuidarán  las  Adminis- 
traciones económicas  de  someterlas  semestralmente  ai  juicio  de  los 
ingeniecps  Jeíbs  de  minas  respectiyos,  quienes  consultando  cuantos 
datos  posean  por  razón  de  su  cargo  apreciarán  su  exactitud,  7  las  der 
ToWerán  á  la  Administración  con  su  V.*  B.*  si  las  encuentran  confor- 
mes; 6  señalando  en  ellas  las  faltas  ó  errores  que  contengan. 

Abtículo  9.*  I 

En  este  último  caso  las  Administraciones  repararán  oficialmente 
las  fahas  notadas  por  los  ingenieros,  rectificando  según  proceda  los 
respectiros  cargos  y  cootas  trimestrales,  préyio  conocimiento  á  los 
interesados. 

Aitígdlo  |ü. 

» 

.  Para  mayor  seguridad  en  la  comprobación  facultatira  de  los  datos 
suministrados  por  las  Sociedades  ó  minetoe,  los  Ingenieros  de  minas^ 
no  sólo  ejercerán  constantemente  la  inrestigacion  oficial  propia  de  so 
cometido,  sino  que  girarán  Tisitas  periódicas  á  las  minas  de  su  dis- 
trito^ según  se  preTiene  en  la  ley  y  reglamento  del  ramo  vigentes. 

.ABTÍGD1.0II. 

Los  gastos  que  estas  visitas  ocasionen  se  satisfarán  por  la  Cija  de 
la  Administración  respectiva,  previa  la  justificación  oportuna,  consi- 
derándolos como  minoración  dé  ingresos  por  los  productos  del  impues- 
to, conforme  á  lo  que  dispone  el  artículo  49  del  decreto  de  i  de  Octu- 
bre último. 

AlTÍGüM  il 

Para  los  efectos  del  Impuesto  transitorio,  se  cónsider^B  cómo  gas- 
tos á  deducir  del  valor  á  6oca  miwi  de  l<)s  productos  vendibles  que  se 
extraigan,  los  cotrientes  de  explotación  y  la  amortización  del  capital 
en  esta  forma: 

I.*    Jornales  de  obreros  y  pago  de  contratos. 

2.*  Compra  y  conservación  de  caballerías  y  demás  motores  anima- 
dos qtíe  se  empleen  en  la  explotación. 

3.*  Gastos  de  conservación  de  todas  las  labores  subterráneas  y  á 
cielo  abierto. 

4.*  Gastos  que  exijan  la  marcha  y  conservación  de  motores  y  toda 
clase  de  máquinas  y  aparatos! 

5.*    Conservación  de  edificios. 

6."    Conservación  y  renovación  de  herramientas  y  material  móvil* 
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7.*  ConflerracioD  de  las  Tía»  dftkitpérte  comprendidas  dentro  ¿e 
lif  concesión.  . .   f  .     . 

8/  Gastos  causados  durante  el  año  ,en  el  ejita]blecimien.^o  d^  po^a^ 
galerías  y  demás  obras  de  arte,  instalación  d^  máquiqas  y  construc- 
ción de  edidcips  y  vías  de  trasporte»  comprendidas  t^i^^^ien  dentro 
de  la  concesión. 

9."*    Gastos  de  dirección  y  i^dminjstracion. 

Y  10.    Toda  otra  dedfipcioo  legítima. 

Ab,tígulo  43.. 

Gomo  comprobantes  para  descubrir  la  verdad  de  los  gástps  que  se 
enumeran  en  el  precedente  artículo,  se  apelará  en  los  casos  necj^a> 
rios,  aparte  de  los  datos  que  posean  los  Ingei^ieros  de  minas»  á.los  qu9 
puedan  suministrar  las  Aduanas  españolas,  los  Cónsules  en  pnertoa 
extranjeros,  y  al  cambio  recíproco  de  noticias  entre  los  Jefes  econó- 
micos de  unas  á  otras  provincias,  y  entré  los  Ingenieros  Jefes  de  los 
distritos  miperos. 

CAPITULO  II. 
De  la  Admnistratnon  y  eobruma  del  Imj^msio . 

Artículo  14. 

El  Impuesto  extraordinario  y  transitorio  se  deyengará  desde  el  1.** 
dt  Bmeoro  pnizimo, 

Artíulo  45.  -> 

La  administración  y  recaudación  del  Impuesto  corre  á  car^o  de  la 
Dirección  general  de  contribuciones  y  Rentas  y  de  las  Administracio- 
nes económicas  de  las  provincias. 

Corresponde  por  lo  tanto  á  dielias  Aéministracíones  ia  recaudación 
dir^ta.  ák  taapaestpi. 

Aatícuío  46. 

Los  Administradores-Depositarios  de  partido  y  los  subalternos  de 
Rentas  Estancadas  y  de  Aduanas  podrán,  sin  embargo,  cobrar  direc- 
tamente de  los  mineros  ó  sus  apoderados  que  así  lo  soliciten  If  s  can- 
tidades que  por  el  producto  líquido  de  su  riqueza  en  el  distrito  les  cor- 
responda satisfacer  y  los  haya  hecho  cargo  la  Administración  econó 
mica  de  la  provincia,  dando  á  los  interesados  cartas  de  pago  provi- 
sioiMiies. 

AiTÍcuLO  47. 

Las  Administraciones  económíGas  sefialarin  para  este  eas0  la  ex- 
tennon  de  lo!^  distritos  ^n  cuyas  AdtainistirtdODes  svftaHemaé  poirá 


,  ¡Nigur^^  el  ImpueatOf  y  pasajráa  i  m.  xmam  jretacioiiefl  tjrimeitrajes  4e 
)i9tperMoepcias<qi^»9eg|i94o8  datos  adquiridos  de  lp6  mioéros,  deban 
satisfacerle. 

dos  AdintoÍ8tradj^r«i-Depo8itarios  y  mibaltaifQos,  al  remitn  sus 
cuentea  á  la  AdminÍ9trapioin  «(HH^ónuca,  ^Lcompauailn  i  las  del  Im* 
piiesto  tcan^torio  rekalQ^.9omHuü  de^s  cantidades.que  jier  eat#  con- 
cepto hayan  racaodado. 

Aetígulo  49. 

r 

La  cobranza  del  Impuesto  se  verificará  por  trimestres  vencidos^  te- 
niendo hlgar  la  de  ti(da  uno  de  elloe  en  el  segundo  mes  del  siguiente 
fUeradar  asi  tiOHypo'álSB  operaciones  qun  según  e^a -indti^ccfon  han 
depreéedeña. 

-áRTfCULO'0). 

» 
Las  Sociedades  Ó  conéeáionarios  mineros  entregarán  el  impoluto  de 
sus  cuotas  trimestrales  precisamente  dentro  del  plazo  que  señala  para 
la  cobranza  él  articulo  anterior,  bien  en  la  Caja  de  la  Administración 
económica  de  la  provincia  ó  en  la  del  partido  administrativo  en  que 
radiquen  las  minas,  si  asi  lolmiHeMQ  aólicitado,  ó  bien  en  la  que  pré- 
yUti^en^íie  copviniesiB  pojQ  aci^erdo  de  la  Dirección  geneiffl  del  Tesoro 
piJiblicp  4  propupsti^  de  la  de  Gontribuqioiji^s  y  Rentas. 

Artículo  21. 

Si  en  algún  caso«  y  en  vif  tud  de  acuerdo  de  la  Dirección  general 
del  Tesoro,  se  autorízasela  entrega  de  los  productos  del  Impuesto  en 
otn^GaJtt  4fue  noséa  iade  laprovhiela  apartido  en  ^no  rádiqucb  las 

^InarysU' meáta respectiva,  «cgun  se iDdicaen el «¿tídiilo anterior, 
la  Administración  que  reciba  los  productos  lo  hará  en'  concepto  de 
movimiento  de  fondos  por  repiesa  de  la  en  que  debería  verificarse  el 
ingreso.  Las  cartas  de  pago  que  produzcan  dichos  ingresos  se  remiti- 
rán por  el  porreo  más  próximo  á  la  Administración  respectiva/ la  cual 

.lo8;¿rmalizará  con  aplicación  al  Impuesto  de  que  procedan,  extendien- 
do los  talones  y  cartas  de  pago  correspondientes^  y  practicando  los 
asientos  oportunos  en  las  cáentas^del  mismo. 

•      AaT<cüto22.  , 

.La^ 'Administraciones  económicas  de  las  provincias,  y  las  de  los 
partidos  administrativos  en  su  caso,  llevarán  ep.lpp  libros  auxiliares 
una  cuenta  especial  á  cada  sociedad  ó  concesionario  minero.  Anotarán 
en  su'cargo  el  importe  que  liquiden  por  los  productos  del  impuesto 


transitorio,  y  como  data  ti  iiñporte  de  las  cantidades  qae  en  la  época 
prefijada  para  la  recaudación  ingresen  en  la  Caja  de  la  capital,  de  ta 
proTincia  ó  partido  administrativo.  >«     ' 

Artículo  S3. 

Con  presencia  de  los  balances  anuales  se  fijará  por  las  Adminis- 
traciones económicas  á  cada  Sociedad  ó  minero  el  cargo  defínitiTo  por 
el  Impuesto,  y  deduciendo  iois  ingresos  trimestrales  etigirán  et  com- 
pleto pago  ó  les  abonarán  en  la  cuenta  del  año  inmiediato  lo  que  hayan 
satisfecho  de  más. 

Artículo  ^. 

Aun  cuando  las  entregas  trimestri^es  hayan  de  considerarse  como 
proyisionales  hasta  la  formación  del  cargo  anual  deftoitiTo,  les.  será 
aplicable  el  procedimiento  de  apremio  á  que  se  refiere  el  urt.  28. 

Artígui.o35. 

Las  Administraciones  económicas  verificarán  el  ingreso  de  los,  pro- 
ductos del  Impuesto  con  las  formalidades  de  instrucción  haciendo  los 
abonos  correspondientes  en  las  cuentas  especiales  que  deben  llegar  á 
cada  Sociedad  ó  concesionario  minero. 

Artículo  26. 

Los  productos  del  Impuesto  por  pertenencias  enclavadas  en  el  dis- 
trito de  la  capital  ó  en  el  de  los  partidos  administrativo^  ingresa- 
rán directamente  en  Caja  mediante  cargaremes  de  «las  Interven- 
ciones. 

Artículo  27. 

Las  Administraciones  económicas  procurarán  bajo  su  res^nsahili- 
dad  que  este  Impuesto  se  recaude  precisamente  en  la  época  n»areada 
por  el  art.  19. 

Artículo  28. 

Contra  los  contribuyentes  morosos  se  emplearán  los  medios  coer- 
citivos que  establece  la  instrucción  de  3  de  Diciembre  de  1869,  con 
las  reformas  determinadas  en  el  Real  decreto  de.  25  de  Agosto  de  i87i. 

Artículo  29. 

Los  intereses  dé  demora  que  con  arreglo  á  dicha  instrucción  pro- 
ceda exigir  se  aplicarán  al  concepto  especial  que  para  intereses  de 
fondos  distraídos  de  su  legítima  aplicación  figura  en  las  relaciones  y 
cuentas  dé  rentas  públicas. 

Artícdio  30. 

I  *  •  • 

Las  devoluciones  de  cantidades  ingresadas  de  más,  cuapdo  no  ha- 


yan  podido  ser  arbonadas  en  cuenta  nueva  á  tenor  de  lo  dispuesto  en 
d  art,  K,  se  llegarán  á  efecto  por  los  trámites  y  ^n  los  requisitos 
preceptuados  para  las  de  cantidades  procedentes  de  los  demás  impues- 
to» á  cargo  déla  Dirección  general  de  Contribuciones  y  Rentas. 

CAPITULO   m. 

Disposiciones  preventivas  y  penales. 

Artículo  34. 

Como  garantía  para  el  pago  de  este  impuesto,  se  consideran  apli- 
cables al  mismo  las  disposiciones  que  respecto  á  caducidad  de  las  con* 
cesiones  mineras  contiene  el  art.  23  del  decreto-ley  de  29  de  Diciem- 
bre de  1868. 

Artículo  Z%, 

Cuando  en  los  expedientes  que  deberán  instruirse  resulte  justifica- 
da la  insolvencia  de  los  deudores'  y  se  acuerde  la  caducidad  de  las 
concesiones  mineras,  las  Administraciones  económicas  consultarán 
dicbos  expedientes  á  la  Dirección  general  de  Contribuciones  y  Rentas 
para  la  resolución  que  proceda  respecto  de  la  baja  en  las 'cuentas  de 
rentas  públicas  de  los  débitos  á  que  se  refieran. 

Artículo  33. 

• 

Según  dispone  ^  articulo  47  del  decreto  de  2  de  Octubre  último, 
toda  ocultación  ó  defrau/lacion  del  Impuesto  trdnsitoTio  que  se  justifi- 
que por  medio  de  la  comprobación  é  investigaeian  facultativa  será 
penada  con  una  multa  del  cuadruplo  de  la  cuota  correspondiente  al 
trimestre  en  que  el  acto  penable  tenga  lugar. 

Artículo  34. 

La  felta  de  presentación  de  las  relaciones  que  se  citan  en  el  artícu- 
lo 3.*  dentro  del  plazo  que  el  mismo  señala  será  también  penada  con 
una  multa  del  duplo  de  la  cuota  respectiva  al  trimestre  en  que  la  omi- 
sión ó  retraso  se  cbmeta. 

Artículo  35. 

Compete  á  los  Administradores  económicos  la  imposición  de  las 
multas  de  que  tratan  los  dos  artículos  anteriores,  y  su  importe  será 
satisfecho  con  el  papel  correspondiente  de  PagQS  al  Estado, 

Artículo  36. 

Para  hacer  efectivas  las  citadas  multas  se  empleará  también,  si 
fuese  necesario',  el  procedimiento  administrativo  de  apremio  con  ar- 
reglo á  instrucción. 


AmTÍGüLO  37. 

Las  multas  qae  se  impotrgan  por  defi^attdtfcioiies  désdabiértas  di  • 
cialmente  podrán  ser  condonadas  por  él  Ministerio  de  Haciehdia  caando 
eoncarrañ  circunstanciafs  muy  éi^raotdiaada»,  y  resulte  |mbádo  'ó 
exista  conyencimientó  de  qua  no  hubo  inieneion  de  defraudar. 

CAPITULO  IV. 

Disposiciones  generales, 

I.*  La  contabilidad  gjsneral  del  Impuesto  se  llevará  con  sujeción  á 
las  regias  especiales  establecidas  ó  que  se  establezcan^ por  la  Sección 
de  Intervención  general  y  Teneduria  de  libros  de  la  Administración 
del  Estado,  como  asunto  de  su  exclusiva  competencia. 

2.*  Además  de  las  funciones  atribuidas  á  las  Administraciones  eco- 
nómicas por  los  preceptos  anteriores  de  esta  instrucción,  conocerán  en 
primera  instancia  de  todas  las  cuestiones  que  surjan  con  motíro  de 
la  realización  del  Impuesto. 

3.*  La  Dirección  general  de  Contribuciones  y  Rentas  conocerá  en 
segunda  instancia  de  las  cuestiones  é  incidencias  del  Impuesto,  de  la 
resolución  de  los  expedientes  sobre  devolución  de  ingresos  indebidos; 
evacuará  las  consultas  que  las  administraciones  la  dirijan;,  y  propon- 
drá al  Ministerio  la  adopción  de  las  medidas  ó  resoluciones  que  por  su 
importancia  lo  merezca. 

4.'  La  misma  Dirección  cireiüará  las  instruocionea  y  los  modelos 
de  estados  y  documentos  que  considere  necesarios  para  U  m^or  ges- 
tión del  Impuesto  de  que  se  trata. 

5.*  Al  Ministerio  de  Hacienda  corresponde  la  alta  inspeccipn  y  di- 
rección del  Impuesto,  y  conocerá  en  tercera  y  última  instancia  admi- 
nistrativa de  las  cuestiones  del  mismo. 

6.*  De  las  resoluciones  que  dicten  las  Administraciones  económicas 
podrá  apelarse  á  la  Dirección  de  Contribuciones  y  Rentas  en  el  tA'mi- 
no  de  un  mes,  á  contar  desde  la  notificación. 

De  las  de  dicho  centro  direotúro  podrá  apelarse  al  Ministeiáo.de 
Hacienda  en  el  término  de  dos  meses,  á  contar  también  deade  la  noti- 
ficación. 

Y  délas  resoluciones  ministeriales  podrá  acudirse  á  la  via  conten- 
cioso*administrativa  en  el  término  de  seis  mo9eá. 

7.*    No  se  admitirá  la  demanda  en  la  via  contmieloso*admlinistratiTa 

sin  que  se  justifique  el  ingreso  ó  la  conaignaeíoD  de  la  oanlidad  á  que 

se  refiera  la  orden  ministerial  apelada. 

Madrid  25  de  Diciembre  de  4873.=: El  Ministro  de  Hacienda, 

M.  Pedregal. 

{Gaceta  éc9»dc  Mciemdfv  ic  UlO)^ 


/  TRtBtJNAL.  SUPREMO. 

Sentejai^  deqhirando  proce^te  ¡a  via  contenciosa  en  el  ex- 
pe4ief^e  prQiMvida.por  la  SodeAad  Martínez^  hermanos  y 
oompaSki  «ofrf«  re^lomacúm  da  perrufcio^  01»  un  contrato 
de  hierro  colado  para  las  minas  de  Riotinto. 

En  h  Tilla  de' ftfodrld«  á  iO  de  Octubre  de  4975,  en  la  demanda 
conteD€Íoso*admiDÍ8tratiTa  qoe  ante  Nos  pende,  promovida  por  la  So- 
ciedad MartinéZy  hermanos  y  compaiUa,  y  en  sa  nombre  el  Lieenciado 
D.  Nicolás  NarfaRivero,  contra  la  Administración  del  Estado/ repre- 
seBtada  por  el  MídísImío  ñacah  sobre  que  se  revoqaé  la  Real  orden  de 
IS  deOciabre  áe  1861,  que  desesiímó  la  reclamación  de  perjuicios  he- 
cha por  aquellos,  y  hoy  so'bre  la  procedencia  de  la  via  contenciosa: 

Resultando  que  bajo  el  pliego  de  condiciones  anunciado  en  la  Ga- 
ceta áe  esta  capital  de  6  de  Febrero  de  i^63,  la  Dirección  general  de 
GoMumos,  Gssas^  de  Moneda  y  Minas  sacó  á  pública  subasta  75.000 
quintales  de  hierro  colado  que  eran  necesarios  en,  las  minas  de  Rio- 
titfio  en  todo  el  año  de  4d65  y  primeros  seis  meses  del  de  1664,  obli- 
gándose  la  Hacienda,  entre  otras  condiciones,  á  satisfacer  al  contra-^ 
tista  por  la  Tesorería  de  Sevilla  ó  la  del  establecimiento,  previa  la 
oportuna  coosignacíon  de  fondos,  el  importe  del  hierro  que  entregase 
a)  precio  del  remate,  despves  do  justificada  dicha  entrega  en  los  akna- 
cenes  de  Atarazanas  de  aquella  ciudad  ó  en  los  del  establecimiento,  y 
el  contratista  á  entregar  en  dichos  almacenes  los  75.000  quintales  re* 
feridos  en  lingotes  de  una  ^  longitud  de  50  á  70  centímetros,  con  el 
gmese,  calidad  y  condiciones  que  se  designan,  haciéndolo  mensual^ 
mente  de  4.500  quintales  castellanos  por  lo  menos,  dando  principio 
las  ehiregas  á  los  30  días  de  la  adjudicación  hasta  la  entrega  total  de 
a^el  número ,  debiendo  quedar  enti^egados  en  el  mes  dé  Junio 
de  1864: 

Resultando  que  celebrado  el  remate  en  2  de  Marzo  siguiente,  y  sien- 
do la  pi^oposiGion  más  beneficiosa  k  de  la  casa  Martínez,  hermanos  p 
eompaütüj  so  aprobó  la  subasta  y  se  les  adjudicó  este  servicio  por  Reaj 
orden  de  30  de  Abril,  comunicada  en  oficio  de  15  de  Mayo,  mandando 
proceder  al  otorgamieato  de4a  escritura: 

Hesultando  que  en  17  de  Julio  de  1863  dicha  razón  social  acudid 
á  S.  M.  solicitando  se  les  concediese  el  diafrute  de  la  rebaja  de  defe« 
choB  establera  en  k  reforma  arancelaria  que  debía  planteane  eu 
4.''  de  Marzo  de  1864  pava  los  hierros  que  oon  destino  á  dichas  mi- 
nas introdujesen  desde  aquella  fecha  hasta  la  terminación  de  su  con- 
rata;  cuya  solicitud,  previa  |a  tramitación  correspondiente,  fué  des" 


estimada  por  Real  ór^eo  de  3^  de  Marzo  dai864«  ^da  conformidad  coo 
lo  propuesto  por  la  Dirección  y  con  lo  informado  por  la  Asesoría  gene- 
rul  del  Blinisterio  de  Hacienda:  , 

Resultando  que  en  9  de  Mayo  de  18641).  Marcelino  Franco  y  Diai;  en 
representación  de  la  expresada  Gómpañfa,  acúdióal  Gobierno  ezpottien- 
do  qué  en  27tie  Noviembre  de  4862  se  pablicaron  los  Aranceles  reforma- 
dos, en  los  cuales  se  señalaba  al  hierro  colado  en  lingotes  el  derecho  de 
8  rs.  40  cents,  y  10  rs.  10  cents.,  según  bandera,  por  cada  100  kilogra- 
mos: que  por  Real  decreto  de  aquella  misma  fecha  se  mandó  qae  esta 
tarifa  se  pusiera  en  práctica  desde  1.*"  de  Enero  de  1863:  que  en  virtud 
de  reclamaciones  de  varios  fabricantes  se  mandó  por  Real  orden  de  27 
de  Diciembre  de  1862  que  la  reforma  no  empezara  á  rogir  hasta  1.**  de 
Marzo  de  1864,  fijándose  los  derechos  que  había  de  pagar  dicho  ar- 
ticulo hasta  esta  fecha,  en  13  rs.  y  15  cents,  y  10  rs.,  segoo  bandera: 
que  con  arreglo  á  esta  legislación  y  á  la  condición  2.*  del  pliego  salua 
ellicitador  que  desde  1.*!  de  Marzo  el  derech</del  hierro  había  de  ba- 
jar un  tercio,  y  por  consiguiente  n^  ignoraba  el  número  de  quintales 
que  pbdia  introducir  desde  aquella  fecha  y  á  cuánto,  aseadla  la  tota- 
lidad del  derecho  que  habían  de  satisfacer  los  75.000  quintales  contra- 
tados: que  vigente  ya  el  contrato  sobre  estas  bases,  accediendo  el  Go* 
bierno.á  nuevas  reclamaciones,  por  Real  decreto  de  8  de  Julio  de  18G3 
aplazó  indefínitivamente  la  reforma  y  rebaja  ofrecida:  que  cridyó  que 
el  Arancel  no  podía  alterarse  respecto  de  él  sin  alterar  al  mismo  tiem- 
po ef  precio  de  la  contrata,  como  lo  liízo  presente  y  reclamó,  desesti- 
mándose porque  las  disposicioDes  arancelarias  no  admítea  exeepcioa 
de  cosa  ni  persona:  que  acatando  esta  resolución,  que  solo  afecta  á  la 
forma,  no  podía  prescindir  de  manifestar  los  perjuicios  que  le  causaban 
eo  el  fondo:  que  había  introducido  hasta  I.**  de  Marzo  de  1884  42.410 
quintales,  según  certificación  que  acompañaba,  debiendo  entregar  des- 
de dicha  fecha  hasta  fin  de  Junio  en  que  terminaba  el  contrato  32.590 
quintales:  que  por  el  Arancel  vigente,  á  razón  de  15  rs.  60  cents,  por  cada 
100  kilos,  hacen  subir  el  derecho  del  artículo  á  233.911  rs.  59  cents.; 
y  sí  la  reforma  ofrecida  no  se  hubiera  aplazado,  soto  habrían  adeudado 
á  razón  de  10  rs.  10  cents,  en  la  propia  forma  151.442  rs.  76  cents.,  re- 
sultando una  diferencia  que  le  perjudica  de  82.468  rs.  Ó3  céots.;  y  des- 
pués de  otras  razpnes  derivadas  de  accidentes  de  estos  contratos,  aña* 
día  que  la  indemnización  reclamada,  sobre  no  perjudicar  á  la  Hacien- 
da, no  es  en  el  fondo  sino  una  simple  devolución  de  lo  que  el  conlra- 
tísta  rebajó;  y  que  en  otro  caso  aquella  hubiera  satisfecho  al  licitádor 
por  medio  del  mayor  precio  á  que  hubiera  tenido  que  pagar  el  hierro; 
pidió  que  se  ordenase  que  por  vía  de  indemnización  y  resarrimiente 
de  perjuicios  se  la  abonaren  los  82.468  explicados  en  la  forma  que  se 
creyese  más  conveniente: 


K«lüHandt>.4tteliñiiÉhaaoiBlffit)eaiétíiiB,  por  lleat  óraen  de  15  dé 
,  Octtilnrb 'de  tabi  ét  Ministro  del  rátíro,  dé  cobformidtid  ton  lo  to- 
fermkdó  'por  \h  Asésortá  geoerel,  desiektlixtó  la  feclamaciotí  de  la  re**' 
^erida  casa  MarHne%,  kérmaiiós  y  óorlupañiaf  del  comercio  de  SeVilla: 

Restiliáodo  ({ae  comunicada  á  \á  misma  eú  íA  Áe  Nótleikibre'  si- 
gviente  la  resolución  qae  precede;  el  Licenciado  B.  Nicolfs  María  Hi- 
lero, én  sü  nombre  y  representación,  en  í^  de  Mayo  dé  4865  ebtabló 
demanda  ante  el  Consejo  de  Sstado  con  la  pretensión  de  que  en  su  día' 
se  coosuliase  la  reposición  de  la  expresada  Real  órdeñde  i5  deOctubre  ' 
anterior,  y  que  en  su  consecuencia  se  condenase  á  la  Admioistracitin  á 
indemnizar  á  \Mitttike%,  herménok  f  tómpañéá  del  perjuicio  que  la 
misma  le  ocasionó,  consistente  en  la  diíéreocia  del  derecho  de  Aduana 
que. satisfizo  por  los  32.592  quintales  de  hierro  que  introdujo  desde  Mar*^ 
zo  de  4^64  al  que  hubiera  adeudado  si  no  se  hubiese  alterado  la  legisla- 
ción de  A>ranceles  vigentes  al  tiempo  dé  la  cóDttaia,  fundando^  en 
qne  lastimando  la  precitada  disposición  un  éclrecho  adquirido^  en 
Tirtud  de  un  contrato  con  la  AdmiQistracioa«  ei»  Indudable  lA  in^oe- 
dencia  de  la  via  contenciosa. 

Hesultando  que  oido  él  itioisterío  fl^al,  pidió  que  se-déclara^pro- 
eedeote  diicha  Via  y  se  admitiese  la  demanda  porque  la  orden  recla- 
mada causó  estado,  porque  pretendían  los  demandantes  que  perjudica 
sus  derechos  y  por  que  ha  sido  deducida  en  tiempo:  '* 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Nicolás  Haría  Rivero  sustituyó  el 
poder  aué  le  ha^bia  conferido  la  repetida  razoii  social  al  de  igual  clase 
D.  Juan  de  Dioé  Esquer,  siendo  admitida  dicha  sustitución  en  el  estatió 
en  que  tetfian  los  autos: 

Vistos^  isriendo  Faénente  él  Magistrado  D.  €i1spiilo  García  Oottiez  de 
la^  Serna:  i 

'  Gonéiderando  qfue  laí  reclanaaciones  formuladas  en  esta  demanda 
en  el  único  concepto  de  indémbizaclon  de  'perjuicios  pro  Venientes-  de 
ün  contrató  celebrado  con  la  Administración' revisteti.lérs  «t^aracteres 
determinantes  de  la  materia  cónteboioso^administrativa:'^ 

Considerando  que  la  Real  órdetí  reclamada  <eausó  estado  en  la  via 
gubernativa;  que  de  ella  se  ha  acudido  en  tietíipo  por  la  contenoíosa« 
y  que  se  inveha  un  derecho  lastimado; 

Fallamos'  que  debemos  declarar  y  'decláraasos  procedente  la  via 
cornténcio^a.y  que  há lógate  k  addiision  dé  la  demanda:  se  há  por 
pairteal  licenciado  D.  luari  de  Nos  Esquer  en  representación  de  la  So-' 
ciedad  Martinez^  hermanos  y  cotnpofñm^  dé  Sevilla,  con  el  domicilio 
qué  'Sefíala;  y  póngansele  los  autos  de  manifiesto  por  término  de  20 
días  paria  los  efectos  que  proóedafn.  '  :  >. 

Asi  (yór  esta  nuestra  sénteneia^  que  se  publicará  en  la  Gaeeía  bfl» 
cial  y  se  ittéemré  «n  la  CoiéotM^  kgiiUUitmj  áacáiidóseal  efecto  las 

T.  V.  : 


copiaB  necesarias,  lo  ^roQuacíamos,  qiaadainos  y  firmamps^T^^Grog^o 
Ju^  Sarmie^to.^José  María  Herreros  de  Tejada.T^Juaa.  Jimeoes 
Ctteoca.=:jQaa  Capo  llaouel.;3josé  Jiménez  MascarÓ9*=;Grf8puU>  Gar- 
da Goinea;  de  la  Serna, z^Eugenfo  de  Angiilo^ 

Pub{icaoioQ.=Leida  y  publicada  fué. la  precedente  seoteiicia  por 
el  Excmo.  Sr.  D.  Críspulo  García  Gómez  de  la  Serna,  Magistrado  de 
la  Sala  tercera  del  Tribund  Supremo»  celebrando  audiencia .  públi- 
ca la  misma  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretaria  Rela- 
tor en  Madrid  á  10  de  Octubre  de  1873.=Licenciado  Manuel  Aragone- 
ses Gil 

{Gaeeia  de  28  de  Diciembre  de  1873). 


Sentencia  confirmando  la  de  la  Audiencia  jle  Oviedo  que 
confirmó  el  decreto  del  Gobernador  civil  de  aquella provin-- 
da  que  declaró  la  caducidad  de  la^  mina  Pedívela  segunda 
admitiendo  el  denuncio  de  la  Encarnación. 

4  •  I  ■ 

En  la  villa  de  Madrid,  i  17  de  Octubre  de  1873,^  en  los  autos,  con- 
tencioso-admioistrativQs  pendient(?s  ante  Nos¡en  grado  d0,  apelación» 
interpuestos  por  Dona  Petra  de  Arce  y  Villegas,  viuda  de  D.  Ai^tonio 
Gollantes  y  Bustamante,  por  sí  y  en  concepto  de  tutoca  y  curadora  de 
sns  menores  hijos,  representada,  por  el  Licenciado  D.  Juan  de  Dios 
Ssquer^  en  que  es  parte  el  Mioisterio  fiscal  ep  nombre  de  la  Adminis- 
tcacion  geoer^.del  Estado,  y  como  coadyuvante  de  la  misrna  D.  Sav 
turoino  Cantón^  que  no  ha  comparecido,  sobre  revocación  de  la.  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  délo  civil  de  la  Audi^enci^  de  Oviedo,  que 
confirmó  el  decreto  del ,  Gobernador  civil  de  la  provincia  de  2^  de 
Abcil  de  18,71,  que  declaró  la  caducidad  de  la  mina  Pediveld. segunda^ 
admitie^ndo  el  denuncio  de  la  Encarnación: 

Resultando  que  en  9  de  Mayo  de  ^870  D.  Saturnino  Cantón,  yecinp 
de  Oviedo,  presentó  al  Gobernador  civil  de  la  provincia  spliciti^d  de 
registro  por.  denuncio  de  30  hectáreas  de  mineral  de  carbón  que  se 
hallaba  descubierto  por  trabajos  antiguos  en  terreno  común,  término 
de  Pedival,  parroquia  de  Moreda,  (honcejo  de  AUer,  en  el  que  eiistia 
una  mina  antigua  conocida  con  el  nombre  de  Pedívela  ,se§und(jí^'  la 
cual  fué  concedida  á  Di  Antonio  Gollantes  y  hacia  mucho  tiempo  se 
hallaba  en  completo  abandono  por  íalta  de  pueble,'  haciendo  Ifi- desig- 
nación oportuna  y  el  depósito  prevenido:  M 

Resultando  que  admitido  sin  perjuicio  el  anterior  denuocÜQ,  pro- 
testó contra  él  Doña  Petra  de  Arce,  viuda  de  D.  Antonio  Gollantes, 
fundada  en  lo  dispuesto  en  el  art.  2^  del  deoiet^  dé  la  t  Regencia 
de  1.*  de  Enero  de.l869,  en  la  crisis  por  que  ae  atraves^l^aJb^apia  tiem- 
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pOf  %fi  Itr  falla  de  Calida 'de'IOB  carbonea,  j^en  reñir  satisfaciendo  hacia 
tirios  años  los  derecho^  .de  superficie  con  la  puntualidad  deMda; 
presentando  testimonio  de  una  infoTmñdon  nd  perpetuam  practicada 
con  citación  fiscal,  en  lá  <iue  aseguraron  los  testigos  que  en  la  Pedi- 
veia  segunda  se  hizo  una  labor  legal  de  iO  metros,  y  que  esta  mina 
se  hallaba  sobrepuesta  á  otra  llamada  Campamanes,  por  la  que  se  pen- 
saba explotar,  y  en  la  que  babia  tres  galerías  de  á  20  metfbs,  por  ser 
el  i^erdadere  pifnto  de  ataque  para  explotar  las  dos,  para  cuyo  objeto 
se  hablan  adquirido  rarios  terrenos  por  los  cuales  se  yenian  pagan- 
do 4B¿0(H)  rs.  próximamente  dé  contribución  anual,  sin  embargo  de 
no  tener  salida  los  carbones,  y  acompañando  una  justificación  para 
pfbbaTqiieé^  el  año  de  1870  estaba  al  corriente  en  el  pago  del  dere- 
cho de  dicha  superficie: 

Bésúltabdo  que  re^e^Duíocida  la  mina  por  el  Ingeniero  D.  Gasioáire 
del  ?al!e,' no  encentra  en  sus  dos  pertenencias  más  labor  que  la  legal, 
consistente  en  uña  zAnja  de  40  metros  de  longitud,  excavada  dentro  . 
de  los  respaildos  de  una  capa  de  carbón  con  un  espesor  de  75  centí- 
metros, por' lo  que  era  evideiote  que  desde  la  fecha  de  la  demarcación 
y  á  fbrHbri  desde  la  toma  de  posesión,  dada  en  4.*  de  Agosto  de  4866« 
no  60  había  ejecutado  labor  alguna  formal  parala  explotación  déla 
capa  cuyo  afloramiento  se  presentaba  de  manifiesto  en  la  labor  legal; 
añadiendo  el  Ingeniero  Jefe,  fundado  en  la  falta  de  vías  de  comunica- 
ción, y  otras  consideraciones  de  actualidad  perjudiciales'á  la  explota- 
ción minera  déla  comarca,  que  no  habla  tenido  lugar  el  abandono 
voluntario  para  qtte,'isegun  la  jurisprudencia  del  ramo,  pudiera  admi- 
tirse el  denuncio:' 

Resultando  que' el  Gobernador  de  la  provincia  de  Oviedo  en  ^  de 
Abril  de  4874,  previo  informe  del  Negociado  y  de  acuerdo  con  éU  de- 
claró la  caducidad  de  la  mina  PBdívela  segunda  y  admitió  el  registro 
Enearnactont  mandando  cursar  su  expediente  conforme  á  la  ley  y  re- 
glamento: 

Resultando  que  contra  el  anterior  decreto  y  en  22  de  Mayo  siguien^- 
te  Doña  Petra  de' Arce  y  Villegas  presentó  demanda  contencioso-admi- 
ñfstrativá  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo  pidiendo  . 
stt  révecacíoñ  y  que  se  declarase  subsistente  la  concesión  Pedivela  se^ 
(jfiíntfa  por  los  fundamentos  que 'adujo: 

Resultlando  que  admitida  dicha  demanda  y  emplazado  O.  Saturnino 
Gáttion  para  que  la  contestara,  como  no  lo  verificó  en  el  tiempo  con- 
cedido para  ello,' le  acusó  la  tebeldia  Doña  Petra  de  Arce,  que  se  hubo 
por  acusada;  y  contestando  el  Ministerio  fiscal  dicha  demanda  pidió 
se' desestimase,  confirmando  el  acuerdo  del  Gobernador: 

Resultando  que  concedidos  nuevos  traslados  á  Tas  partes  y  recibido  . 
el  pleito  ^'prueba,  á  instancia  de  Doña  Petra  de  Arce!  se  compulsó  lo 


^9  resoUabn  de  lo^Jibios  de  la  AdmioIrtraeioQ  eQooáaúea  para  acM- 
diUr  leqia  pagador  I03  d9rechoi  de  «uperficie  y  Umbieo  de  los. de  las 
«fieicÍQa^9  de  la.  Seccien  de  Famenio  del  Gobierno  eifil  delapcovioeia, 
de  la  qqe  resulta  se  dio  popesioa  de  la  loÁea  á  su  espesa  ea  I..*"  de 
40O|itQ  de  iBB6;  apareciendo  de  otra  sacada  de  los  «utos 4e  Qoaciifa<^ 
de  D.  Antonio  Coliant^s-  que  la  viada  de  éste  declaró  eo  eoocurso  «u 
festitmentária  ^n  el  año^  de  ld70,  y  que  e^^  el  úiventario  hechOvfigQran 
en  Asturias  uDa  fáb^ade  aglomerados  con  casa;  da  •adoúustxaeioD  y 
demis  útijesi  y  en  SaoJlander  las  piezas  para  una.  máqwüa  de  Tapor 
de  fuaiiza  de  4^  caballos,  asi  conso  taipbiea  en  Astljiriafi  las  miois  .d^ 
AUer,  qne  los  acreedores  cedieron  á  la  viuda,  á  la  vez  qife  ésta  cedió 
al  concurso  todos  los  bienes  de  la  testamentaria,  4e  la  C4]al>se  nombaé 
un  administrador  y  una  comisión  ejecutiva  del  cooii^enio  con  ple^pa 
podeireis;  para  vender  y  contratar  á  fin  de  realizar  los  créditos;  y 'Con 
irista,  de  todo  se  dictó  sentencia  por  la  j^eferida  Sala  en  45  de  Febrero 
de  4B73  desestimando  la  demanda  intecpuesta  por  Dopa  Petra  deArce 
y  confirmaado  el  acuerdo  del  Gobernador  ^.23  de  Abrili  de  48i74:..  . 

Resultando  que  habiendo  apelado  de  la  anterior  senteocia  Oooa  .Se«- 
tra  dje  Arce,  y  readtidos^  los  autos  origioalesá  este  Tribunal  Supremos 
donde  se  presentó,  representada  por  el  Liceociado.Di.  rJuanideoDioa 
Esquer-,  ¿:  quieQ,  se  tavo  poír  partea  m^o«é  el  reourao»  coáf  la  pretensión 
de  que  se  revocase  y  se  decidiese  el  pleito  en  los.  técminos  aoUcilados 
en  la  demanda  ante  la  Audiencia*,  fundada  en  que»  ^  dueño  de  perte* 
nencias  mineras-  no  puede  ser  privado  de  su  pfiopiedad.n[Ue4itra^  *e]í- 
pr,^sa  é  indubitadamente  no  aparezca  au  intención  dt»  abandonarlas: en 
que  las  leyes  obligan  á  su  cumplimiento;  y  habiéadoA^e  concediiio 
&  D.  Antonio,  Gollantes.  por  Real  órdfn  lafacoltad  de  ^pspendeii  los 
trabajos  en  sw  minas,  deb.e  obedecerse  esta  ótden:  ,en..qiie['. pagándose 
el  impuesto  por  las  propiedades  de  minas  no.  debe  ^iip^oerse  legal-N 
mente  eb  el  dueño  el  propósito  de  abandonarlas:  eoq^e  los  cambiios 
que  circuostaDcias  especiales  iotrodujeron  eo  la  industria  aconsejab^Q 
medidas  de  economía  en  beneQció  de  la  misma»  y  U.previsíqa  y  la 
economía  son'  cosas  muy  distintas  del  voluntario,  abandono:  en  que 
practicándose  trabajos  para  ampliar  la  indqstria  y  ponerle  en  coniu* 
nicacion^con  los  primitivos,  no,  cabe  decir  quQ  hay  abandono,,  pues  la 
ley  no  exige  que  se  hagan  siempre  en  el  sitio  enquie  se  empez^i^pn, 
ni  prohijhe  ep nublar  el  plazo  adoptado  en  un  principio,  para  la  explpta- 
cion:  en  que  construyéndose  una  fábrica. y  iocales  para  aprovecharlos 
minerales^  queda  llenado  el  precepto  de.  la  ley;  y  en  que  puesta  en 
concurso  la  testamentaria  de  CoU&ntes  no  le  fué  ,posibte  hacer  otros 
gastos  que  los  reclamados  pon  ne^cesiidades  urigeatas.de  la^miama,  y  na 
figuran  con  epte  carácter  los  da  las  minas  de  que  se  trftta; 
,    Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó  pi^ieDdP'Sa 


«ooiAMie  la.a<ifttonMiki>p4a*»tp<r  eoniMeru  tmnu  |NtAi»Bt6'de  Ga4«r 
€Íd«d.lA*fi)U!(lt!OQfyi^em:AeJos«  táaoo/caaQ»  qae  oonfir^iide  eliir* 
4kailo^6S  ée)a  ley»  mqvebs  nfloiies  alegadas. po^ikiQ  «acusar  la 
laltü  de  pneMe  mm  vesioeicfmeeta  lel  interés  partifteUr^kaber  pasada 
cea  eieesa  loa  idos  aosis.dei  aespeosien  de  labores  coecedidos  a»  la 
Kealdadeii.de.. 80  de  SeUembce  d0  4866«  y  ih^  poderse  vdc^üqu  cea 
.éiLlie.el  eri.  K  del  deorefte-tsQr.dd.SI^  de^  Dtcieiiriire  de  I8$tt  por.  eo  ha* 
bttee  .aeogidQ  á .  sus  di^eMioipDe^*  aegen  pteviene  al  aft.  30,  pa»-^ 
gando  ^  el  oénoo  ^eoMeepeodiente»  de  eoofoimldad  á  loK  arlicolos  9/ 
y  H:        ..        ..•,"'  .!'••,.        .'..■. 

Resaltando  que  no  habiénfSose  persobede  I^.  Setuceina  CsaIob^  ^a 
aegttídO'laa  aeUxededMs  el  iciirsi^  correapendientec 

.  Vistes,  «ieedo  Ponenteel  Megistredo  IK,  Qrfapulo. Garcfa  fiomes 
de  la  Seráfk: 

Considerando  que  los  beneficios  concedidos  por  el  decreto.<<ley'deW 
de  AieiemiNreí  de  1868,  asi' «o,  érdea  &:la  eeducidaid  como  á  la  libertad 
de  laeixplotflisLon  ylaa  demás  reglas  oenstitutiTes  de  laa  bases  geBe> 
rales  peftai  la  nuera  legislación  de^laioa8t,  :selQ  tpueden  aproTiechett  i  loi 
qae  aran  daeñoa  de  ípertenepoiaa  con  .aotdaekier,  cuando  en  ase  de'  Ja 
¿tcailadde  opAar  liluremeoie'  qne  lesLeoneede  el.  art.  30  se  aicegiei» 
ron  al.  nuevo  sistema,  pagando  eLcáooa  asualaeiaitadotea  d  ac^ 
ifcato  19:  .!..... 

>  Goasidacaado  que  ao  íiaidéBdoae  acogido  los  dueños  delaPsdnttid 
áégumáti'é  loa  heneOoioa  del  deetetb-ley  de  2did)»  Dioiambcaen  k.  fefv 
Bla  que  delievaima  el'art«'30.ai:pAga4oelMcáBaft  aeáalada  enei  id» 
no  pueden  invocar  con  éxito  la  disposioioa.ésl  aot'  33ien  .órden.áiá 
caducidad,  y^débea  poc  la>.laatp  soiaeteraei  las  reglas  establecidas  en 
la  ley  de  6  de  Julio  de  1859.  adicionada  pojja,  de  4  de  &larzo  de  i868« 
como  la  ú|^cii,l^galUUd.^>^Qablealca9Pf  í.    i       ^.  r     . 

Consideraotlo  ^e.'segbti  ei  art.  65,  caso  4.*  de  dicha  lejr,  caduca 
y  se  |)ierde  la  propiedad  de  las  pertenencias  mineras,  entre  otras  va- 
rias cauBaa^  pilr'el  übanáotU^^  í^^^faMfdinéosú  m  Kjb  trabajes  de  ex* 
p)Q^cilH;ll(^..r00^a.estet>leQi4l^. ei^losjf^ünilos  5Q»5i„52  y<í3pu- 
diendp  únicamente  suspenderse  por  dos  apos  las,  l^^bores  cuando 
habiéndose  empleado  grandes  capitales  se  jusrfftque  h  concurrencia 
dejinetiv^  gravea  ó  per  alguna,  de  laa,caqass  ^esf^eaiflcadas  eate)(  ar  ^ 
tkttlo  6(!«  cerne  gneira,  bambee  4  pe^M  ea.  el  radio  de  60 .  kiléipetros^ 
iQceu<ltieSi  inuadaeieo,.  lei^refieto  y  .teaiporjal  que  imj^ida  el  laboree, 
y  siempre  )a  fuerza  mfiyeccoipprobada  ei^  debida  forma; 

Gonaideraado  que  dedjBkQiéudNMie  elawBieatei  asi  del  ialiNraie  delrla*^ 
geniero  como  de  la  información  presentada  por  Befla  Petra  det  Aifce^ 

no  exialic  eu  h  PB^mh.  4«0»ih¿i.  ^^  trabaioa.  qgieJoB.de  la  labor 
legato  indispeaoaUe  para  ob^qeer  el  denuueleiüea  maeiAeife  el  4ikan« 


dono  en  el  concepto  del  art.  <M»  de  tu  1^  do  ttlOM* oomo  omü  dé 
cadoeidad,  san  que  pueda  excusar  esta  lilta  campleta  de  trabajos  éa 
el  tiempo  trascorrido  desde  la  coDoeeion  la  aospeo^n  por  dos  afiok 
qoose  dice  autotizada  por  esa  Real  órdea  de  SOdetSeiienibra  de  f8éO, 
desieonocida  en  la  Sección  de  Fomento  de  Oviedo:  ni  el  pago  áA  canon 
ni  la  desviación  del  ferro-carril  y  demás  razones  particulares  de  testa* 
mentarla  alegadas  como  fuerza  mayor,  m  las  indicabiones  heébas  oo 
términos  generales  de  esa  fátviea  do  aglomerados,  cuyo  olijeto^  desli- 
no j  enlace  directo  con  la  explotación  de  la  fwótímUí'  nenunáa  no  se 
justifican  ni  es  fácil  conocer,  atendidas  la  distancia  y  la  ▼ariedad*  de 
aplicaciones  de  esa  clase  dé  artefactos; 

Fallamos  que  debemos  oonfirmar  y  confirmanoe  la  sentenda  pro»* 
Duncisda  por  la  Sala  dé  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  á  la'  que 
se  devolverán  los  autos  con  la  correspondiente  certificación;  y  lo 
tfcoMadó; 

kú  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insefiará  en  la  (/o/eccionlejf/tstoíioa,  sacándose  al  efeetO:  fas  co- 
pias necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  ftrmamos.sJtian  6on» 
taléii  Acovedo.2=José  Mafia  Herreros  de  Tejada^^luan  Jiménez  Gaeo- 
ca.4=inan  Oiüo  Manuel.ssJosé' Jinieneq;  Mascarós.ssTriaidad'SiciUa.^ 
Crispólo  Ganda  Ckimez  de  la-^erna.  • 

Publicación. =Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Exorno.  St.  D.  Crispólo  Garcia  GomOz  dér  la  Serna,  Magistrado  de 
Tribunal  Snpremo,  celebrando  audieaeiá  piblica  Ja  Sala  teroera,  de 
que  certííico  conao  Secretario  Relator  «n  iNadcid  á  17  de  Odubre  de 
|873.=Doctor  Enrique  Medina.  .  ' 

{Gacela  dñ^  de  Ditíembré'déWñ). 


MINISTERIO  J)E  ¿A^ÓÉKm^  • 

ResolwAon  Mbre  el  arbitrio  in^masto  por  la  Junta  mt4fiú^- 
paldeMoratade  Tapiña  al  barbón  d&  piedra  que  ae  eon- 
sume  en  dicho  pmblo.  .       . 

Remitido  á  informe  del  Goniséjode  EMdo  el  recurso  de  alzada 
interpuesto  por  D.  Emilio  Martineíz  de  yekisce  y 'Calleja,  düefio  de  la 
fábrica  de  papel  continuo  de  .Morata  de  Tajúiíe,  fiobre  él  arbitrio  iiri^ 
puesto  a!  carbón  de  piedra  que  se  consume  éta  aquel  pueble;  la  Sección 
de  Gobernación  y  Fomento  de  a^ñel'alto  Cuerpo  se  ha  servido  emitir 
el  siguiente  dictamen:        '   > :  .  . 

«£xcmo.  Sr.:  La  Junta  mnniclpal  doHorata  de  Tajuña  acordó,  en>re 
lor  medios  para  cubrir  laa  atenciones  del  ptesupuesto  correspondienle 


•I  tñq  «equómico  apteripr,  únppiiisr  .ciftrta  otiiÜ4«4  i  teacrolm  dé 
cAi^  eofD^Qi  de  piedrt  6  de  f^val^ai^r  clane,  qie  se  ponaumiera  ea 
dkbe»  lérmiQfr  mqqicipal  ya  9a  ^asa%  p^driicularos,  ya.ea  esiabled* 
mienios  iadosUiales.  Al  verilearse  la  eMCcion  de  dicho  arbitrio  aoa-»  ^ 
dio  D..  Baoilio  Martinez  de.Ve|asei)»  doeno^de  uoa  fábrica  de. papel,  aita. 
en  llórate»  á  la.  Gomiaioo  |MreF|pcial  de'  Madrid  a<4icitaado  $»  le  ejÁ" 
miera  del  piigo  del  arbitrio  mAociooado;  ^y  ¿iabiea^o  sido  desesjUioada 
so  pietensioQ,  interpuso  recarsq.de  aUa^.  para  aote  el  MiaisterÁo 
del  digno  oaji^go  de  .y.  E.^.b^biapdoaídoiremUido.el  expediepie  á  io- 
forioe  de  la  Seccipn,  ...:«.: 

Dos  sop  las  coestioaes  qpe  el'  i^e^rreote  trata  eo:  sa  alzada^  ofia, 
qn»  puede  ilamarae  de  proifedimienU)»  y  otra  relativa  al  loado  del 
aaontOy  ó  sea  á  la  eíiejcQíeD  dpi  «arbQ^  de  puidra  del.  i|Dpuea(o  sobre 
articQlos  de  córner^  beber  y.  ardjBc,, 

Hace  referencia  lapriqaer^  4  M  €9  la  leyípaaicipal  está.  Ajado  ei 
plazo  deotro  del, cual  i^ebeo  ioter^oiier.tpa.  interesados  recurso  de  al- 
zad^  para  ante  las  Gomisienaa  proylnpiales  de  los  acuerdos  de  laa, 
Jup^taa  muolcipi)lea  relatáyoa.  4  loi|  arbitrios  ^Qbre  artículos  de  .ce^er,, 
heber.y  ar^er.  Sobre. #S{te<puQtp  1a  ¿eqolpn ^a  ,4e liootitarse  4  r€;pro4a-: 
dr  su  opio}pQ,fCoi9sjgp9da  ye  eB,eldictámep  ^e  24  de  Setieipbje  .del; 
ano  prj(^xipo  pasadP«  refer^)ií9  á^u^a  re^laipa^ion  del  Ayuntamieptp. 
de  ^aéacar  cpatra  ua  %cupi;do,de,  1(^  C^ini^ioa  pr0vin9ial.de  Grranada. 
fiutoocea  maniC^d.la  S^ccípa^pe  el  plazo  que  marea  la  regia  7/  d^ 
articulo  i3i  deja  le]f,«iupi(sipald^))e/ entenderse  respecto  solamepte» 
dplás  ree|aiQaeiop€^fquj^fa.d^du;^ivqpntra.el  rppartipii^ 

No  es  necesario,  por  otra  paxte^  tratar  abore  e^a  cuestión  en  su, 
fondo»  puesto  que.  si^bienpree,  ^Secpion  que  D,  Emilio  Martin^,  de 
Yelaico  tpudo  (interponer  a^tq,  U.^Q^ipi^P  {>rov|Bcial  ep  cualquier 
tiempp  ^n  requrso  ,qopt^e  el  aen^o  de  U  Jnota  municipal  de  Norata^ 
es  lo  ci^rto.que  no  es  admi^ibje  ^u. pretcnsión  de  qpe  se  exiima.  el.^r? 
ticulo  de  que  viene  tiatáíndose,  del, mgp  del  impuesto.     ^  ,    ., 

La  Be#l  orden  de^  13»  de  Julio.  de(  año  anterior,  dictada  de  confor*. 
inidad  con  el  dict^insen  de  Jia,Se^pipn, emitido  en  e;cpediente  promoi^ido 
por  Q.  I^edrp  Maestro  bregón,  cqpt^4i\  un  acuerdo  .de  la^  Comisiou  pro-» 
?incial  de  Giudad-Aeal  que  confirmó  otro  de  la  Junta  municipal  de 
)^ozapai!e6,r.e9i9lvi6.q.i^.pp^ia.aef, objeto  d^l  arbitrio  sobre  artículos 
de.  coo^er^  beber  «y.  arder  ilo#  fCaj^^on^^  minerales,  tanto  oacionaleg 
comoextriipjerps,  QQn,axfeg)p;4.^di^  articulos  129  y  i32 

de.La  vigieq te  ley  mupicipaU  :..,,,  . 

..Nq  ba,de  repetir, la  Sece^ou  jas,,i:itzQn^si  eu  ^q^l dictamen  consiga 
nad^»»  limitindose.  á,  da^)es,m)r,Yf^pi:odP(V^4f^;  flebiepdo  únicamente 
bacerfe.  cargó  de  i^na  de  ji^a .fasces  que.en  ^pyiodesu  derecho  alega 
el  f ecpr^en^,    .,v"  !  ,^,^,. .   ^;.  .4  ,.'..; "  . 


'  . ;  j  t 


OdOBÍfl^ráfidd  4^  él  <!^áiiA]ftt  68  líift'ittM^  iñiiiértá'iléstíttfeidk  iíáh* 
Mcácjfód;  deduce  q^di^ófnaplili^VM  éú  ^té  ^M&U  itáéÉ  de  lá  tis- 
géD^h  de  48  dé  Hgasld  de  187V  ylv  Renl  órdeb  db  1t  de  MiftíSt  Vfít. 
AmhñÉ  dhpoBidonés  Se  véñeréñ  á  uo  ttíémo'  arttcülo,  le  üát,  j^  esta- 
blece la  primera  et»  uüro  de  sü^  considerandos  q^ie  el  itoptiealé  sobté 
artfiíuiós  de  cofiaer,  beber  y  atder  bro  pUédé'ireeaer  ^óbb  la  sal  y  ei;ra» 
primeras  nMiterias  destinada»  álá  fa!rrii¿hek)Q  dé  añfcdlbs  de  cmi- 
stHnó,  porque  resollaría  que  tina  especié  pagarla"  de'írde  se  empleaiia 
en  la  fabricación  ó  fuese  objetó '  de  eonsüfflb»  y  otra  donde  se  eon^ 
sumiera  en  las  necesidades  de  la  vida.  La  razón  gde  se  tute  présetele 
al  dictar  las  citadas  órdenes  t)ó  etisté  infáMoséM  caitbon  de  piedra^ 
porque  este  desaparece  al  arder  y  no  puede  recaer  sebre  él  un  según* 
do  ioípoesto  cóáio  Sucede  en  ctrantóá- los  loirticülbs  que  puedetí'  ser 
especificados:  éstos  subsisten  aunque  én  otta  forma' en  el  nuevo  ar- 
ticulo, f  pueden  >or  fónlo  ser  gravadds  dos  Vece?.    '   ' 

Dedúcese,  pues,  qué  aquellas  disposiciobes  no  son,  cdoib  supone 
él  interesado,  aplicables  al  caso  t>resénté,  y8rpot(]|ue  íe  refieren  á  los 
artículos  de  comet,  beber  y  arder  ^ué  se  emplean  como  primera  ma* 
teria  para  la  fábrícacion  db  artícttiofs  dé  Con^mo,  ya  también  por- 
tas razones  expuestas  en  lá  nienciotíádá  Réal'órdéi!i'déi3  dé  Julio  del 
a&o  añteribr,  respecto -á  la  consíderaéiótt  t|úe-c6mo  pHkneiia  'materia 
destinada  á  la  fábricadion  puede  tener  él  carbón  dé'piédté;  Y  la  pfüé* 
ba  que  el  carbón  dé  piedra  óo  ptiéde  ténetse  en  este  caso  cómo  una  de 
esas  i^Hmeras  material  indi^peósablés  para  la  'ftibrlcációA  es  que,  |Se« 
gao  el  Ayuutanilento  ase^íura,  el  recurrente  dsa  ébmo  combustible  eo 
so  fábrica  no  aquel  articuló  sino  leía;       ' 

Funda  tamblén'su^'rrc«rsot).£miiid  Martínez  déTelascoéo  qde 
la  inientioó  de  la  Junta  imunicipardé  Iforata  no  fué  gravar  el  earíbon 
dé  piedra  qué  se  invertía  en  la'  fábríi»v  y' en  );»rneba  de  ello  aduce  el' 
becbo  de  que  Siendo  público  en  el  pueblo  que  el  consumo  que  de 
dicbo  combustible  bacé  el  rbcurreinte  es  dé  90^.000  arabas  anuales, 
solo  se  Calculó  su  consumió  total  en  poco  más  de*  18.060  ártobas. ' 

Ante  el  texto  del  acuerdb  de  lalunta  municij^al  de  Morata  desapá«' 
rece  la  interpretación  que  errécürreñte  pretende  dar  á 'aquélla  ^so- 
lución.    ■•;•••-'•■  .  •    «•  .  .i!    •       -I  .       .  /-■ 

«La  Junta  acordó  sujetar  al  Impuesto  el  carbón  comun^  *di9.t»iedfti 
ú  otras  ¿la^es  qué  sécofisumierán  én^a  Vllla'y  su  térdiino  municipal, 
ya  ed  casas  partict[la)*es,  ya  et^  esÍAMecimientos  indu^t^falés*.*'  Pt/do; 
pues,  baber  error  de  cálculo  ai  hacer  el  del'- coíisu&o' anual  de  dicbo 
artículo,  y  debe  llamarle  la  ateotíob  de  dicha  Corporación  para  que 
en  lo  sticeslvó  procu^  cúálpHr  bid|b  bá^érbélo^  el  deber  que'  la  4ey  lé 
impone  de  velar  por  16^  tbtereSé*^  mtynMt)áfes;'|toi'óiió^es'éfrC!Ífdátan« 
cia  que  autorice  á  suponer  que  la  Junta  quiso  acordar  una  eó§á  dis* 


tli^lpi  4e  hrque  9Q0$ta  expresamente  en  sa  acuerdo  y  en  el  informe  ^e 
el  AyuntamienU)  em^Uá  <al  enyUr  á  la  Dipi^Ucion  provMici|l  e|  reporso 
del  iotere84do.  Respecto  4I  exceso  que  óate  asegura  que  existe  entre 
la  que  satisface  por  contribución  al  Estado  y  la  cuota  que  ae  le  asipa 
como  arbitrio  puoicipal,  la  Sieccioa  ba  de  indicar  tan  aolo  que  ia 
única  limitación  que  establece  ia  ley  al  tratar  del  impuesto  de  consu- 
mos está  contenida  ep  ia  regla  1/  del  art.  429,  según  el  cual  «las  ta- 
rifas, no  excederán  ep  ningún  caso  del  25  por  100  di^l  precip  medio  del 
articulo  en  la  localidad  respectiva,  según  su  clase.* 

Por  lo  expuesto; 

La  SecciQn  opina  que  debe  desestimarse  el  recurso  interpuesto 
por  D.  Emilio  Martínez  de  Velasco.» 

Y  conforme  en  un  todo  el  Poder  Ejecutivo  de  la  República  con  el 
preinserto  dictamen,  bft  tejido  é  bien  resolverlo  como  en  el  misma  se 
propone. 

De  su  orden,  comunicada  por  el  Sr.  Ministro  de  la  Gobernación,  lo 
traslado  á  V.  S.  para  I09  efectos  correspondientes.  Dios  guarde  á  V.  S. 
muchos  años.  Madrid  i^  de  Diciembre  de  1973. 

» 

El  Secretario  general. 

José  H^lariai  CelleraePo. 

Sr.  Gobernador  de  la  provincia  de  Madrid. 

(Gaceta  de  2  de.  Enero  de  4874;. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 

» 

Resohdon  en  el  eúspediente  inríruida  para  la  eonstruccUm 
de  nn  ferro-carril  desde  las  minas  de  Riotinto  á  Huelva. 

limo.  Sr.:  El  Gobierno  de  la  República,  enterado  del  expediente 
iostriiido  con  motivo  del  proyecto  presentado  por  la  Sociedad  Riottnto 
limitada^  cesionaria  de  las  minas  de  Riotinto,  para  la  construcccion 
ée  UB  ferro-^carril  áesde  dichas  minas  á  Huelva,  y  de  las  pretensiones 
aducidas  por  k  Gompaüia  sevillana,  concesionaria  de  una  linea  de 
SeviUa  á  üuelva,  á  fin  de  que  se  le  otorguen  los  terrenos  de  dominio 
público  que  necesita  pira  construir  un  ramal  de  ferro -carrii  desde 
Niebla  á  Riotinto,  con  arreglo  al  proyecto  que  ha  formulado  para  dicho 
e|)ieto3 

Vistas  las  leyea  de  ^  dA  Junio  de  4870  y  de  17  de  Febrero  de  4d73, 
la  Real4r4ende30^de.Setiefflbcede  i87iv  la  orden  expedida  por  el 
lliniaierio  de  Hacienda  en  3&  de  Junio  último,  de  acuerdo  coa  él  Gon- 

Seogior  ▲DHuriSTaATiVA.-^T.  V.  25 


sejo  *de  Ministros,  7  las  prescripcioDes  del  detíréto-ley  de  14  de  No-' 
Tiembre  de  1868,  aplicables  al  caso  de  que  se  tfata: 

Vistos  los  informes  de  la  Sección  de  ferro-carriles  de  la  Junta  con- 
sultiya  de  Caminos^  de  la  misma  Junta  en  pleno,  del  Negociado  y  de 
esa  Dirección  general;  j  considerando  que  la  Sociedad  cesionaria  de 
las  minas  de  Riotinto  tiene  por  las  leyes  citadas  y  por  las  condicione? 
del  contrato  de  compra-venta  un  derecho  perfecto  á  que  se  le  otorgue 
por  el  Estado  la  concesión  de  una  linea  de  ferro-carril  desde  las  minas 
al  puerto  de  Hueiva,  por  la  dirección  y  con  arreglo  al  traz)ido  que  juz- 
gue más  conveniente  á  sus  intereses,  siempre  que  este  trazado  sea 
aceptable  con  arreglo  á  las  prescripciones  del  decreto*ley  de  14  de  No- 
viembre de  1868: 

Considerando  que  la  Compañía  sevillana^  concesionaria  de  la  línea 
de  Sevilla  á  Hueiva,  que  obtuvo  en  1871  una  declaración  de  utilidad 
pública  hecha  por  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Hueiva  á  favor  del 
trazado  que  en  dicho  año  presentó  á  la  mencionada  Autoridad  para  la 
ejecución  de  ün  ramal  de  Niebla  á  Riotinto,  no  tiene  aun  concedidos 
los  terrenos  de  dominio  público  para  la  construcción  dé  su  línea,  con» 
cesión  sin  la  cual  ésta  es  imposible  y  completamente  ineficaz  la  decía* 
ración  de  utilidad  pública: 

Considerando  que  el  trazado  que  la  Compañía  sevillana  ha  presen- 
tado con  la  pretensión  de  los  terrenos  de  dominio  público,  además  de 
diferir  notablemente  del  que  sirvió  para  la  mencionada  declaración  de 
utilidad  pública,  imposibilitaría  la  ejecución  con  buenas  condiciones 
técnicas  y  económicas  de  la  la  línea  que  ha  solicitado  la  Sociedad 
compradora  de  las  minas  por  virtud  de  1^  ley  y  de  las  condiciones  de 
su  contrato: 

Considerando  que  la  Compañía  sevillana,  creyendo  por  lo  visto  insu- 
ficiente para  su  objeto  la  declaración  de  utilidad  pública  obtenida  en 
1871,  ha  solicitado  una  segunda  declaración  para  i\p  onevo  ¡brazado, 
incompatible  también  con  el  de  la  Sociedad  compradora  de  las  mina  s 
de  Riotinto,  y  que  difiere  en  muchos  puntos  del  primitivo, '  asi  como 
del  que  ha  formulado  para  que  se  le  otorguen  los  ierrenos  de  domibio 
público;  no  habiéndose  aun.  resuelto  definitivamente  acerca  de'fa  nue- 
va declaración  de  utilidad  pública  por  haberse  presentado  reclamación 
contra  la  resolución  favorable  del  Gobernador  de  iiuelva,  correspon* 
diendo  á  este  lUinisterio  fallar  en  último  término  con  arregid  al  articu* 
lo  8.*"  del  decreto-ley  de  14  de  Noviembre  de  1868: 

Considerando  que  si  bien,  como  dice  en  sus  informes  la  Junta  con* 
sultiva  de  Caminos,  las  condiciones  económicas  de  la  localidad  que  ha 
de  atravesar  el  férro-carril  de  Riotinto  á  Hueiva  m>  justifican  la  ejecu- 
ción de  dos  lineas  férreas  entre  los  puntos  extrema,  ni  la  imposición 
de  un  doble  gravamen  á  la  propiedad  privada,  la  equidad  en  el  presen* 


te  caso,  teoiendo  en  cuenta  los  antecedentes  del  asunto,  aconseja  que 
no  se  impida  á  la  Compañía  sevillana,  construir  el  ramal  que  desea 
desde  Niebla  á  las  indicadas  minas  de  Riotinto  con  tal  de  que  no  se 
invada  con  este  ramal  el  trazado  de  la  Sociedad  compradora  de  las 
minaá; 

El  Gobierno  de  la  República,  de  acuerdo,  salvo  en  el  último  punto 
citado,  con  los  dictámenes  de  la  Junta  consultiva  de  Caminos,  y  con- 
forme con  lo  propuesto  por  esa  Dirección  general,  resuelve  de  acuerdo 
con  el  Consejo  de  Ministros  lo  siguiente: 

i.*  En  cumplimiento  de  la  ley  de  17  de  Febrero  de  1875  y  de  las 
condiciones  del  contrato  de  compra-venta  de  las  minas  de  Riotinto,  se 
otorga  á  la  Sociedad  Riotinto  limitada,  cesionaria  de  dichas  minas,  la 
concesión  de  un  ferro-carril  desde  ellas  al  puerto  de  Uuelva,  declarado 
de  utilidad  pública  píor  la  citada  ley,  con  siijecioa  al  trazado  que  para 
la  misma  linea  ha  presentado  la  Sociedad.  La  concesión  será  á  perpe- 
tuidadi  con  arreglo  alas  bases  del  decreto  ley  de  14  de  Noviembre  de 
1868;  Jimitándose  las  obligaciones  de  la  Sociedad  á  la  observancia  de 
las  prescripciones  dictadas  para  su  ejecución,  únicas  que  le  son  apli- 
cables por  la  índole  de  la  concesión,  según  está  declarado  por  orden 
de  25  de  Junio  último,  expedida  por  el  Ministerio  de  Hacienda,  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros. 

%*  Que  por  la  Dirección  general  se  formule  en  un  breve  plazo  el 
pliego  de  condiciones  particulares  de  esta  concesión,  en  el  cual,  con 
presencia  de  los  planos  y  presupuestos  de  las  obras  que  debe  presentar 
la  Sociedad,  se  designarán  los  terrenos  de  dominio  público  que  como 
parte  déla  misma  concesión  se  ceden  por  el  Estado,  y  el  importe  de  la 
fianza  que  ha  de  depositar  la  empresa  en  garantía  del  cumplimiento  de 
sus  obligaciones. 

3.*  Se  niega  á  la  Compañía  del  ferro-carril  de  Sevilla  á  Huelva  la 
concesión  de  los  terrenos  de  dominio  público  que  ha  solicitado  para 
establecer  una  linea  desde  Niebla  á  Riotinto  con  sujeción  al  trazado 
que  presentó,  con  tal  objeio  en  el  mes  de  Marzo  del  año  último;  conce- 
diéndose no  obstante  á  dicha  Compañía  en  los  términos  que  previene 
el  decreto-ley  de  14  de  Noviembre  de  1868  los  terrenos  de  dominio  pú- 
blico que  necesita  para  la  ejecución  de  la  expresada  línea,  con  arreglo 
al  proyecto  que  la  misma  Compañía  formuló  en  1871  y  sirvió  de  base 
á  Ja  declaración  de  utilidad  pública  que  hizo  el  Gobernador  de  la  pro- 
vincia, con  tal  que  el  trazado  se  modifique  en  lo  necesario  para  que  no 
invada  el  de  la  Sociedad  de  Riotinto,  ó  con  arreglo  á  cualquier  otro 
proyecto  que  aquella  Compañía  juzgue  más  conveniente  á  sus  intere- 
ses,, siempre  que  la  traza  reúna  también  la  circunstancia  que  se  deja 
indicada.  * 

V    Se  deja  sin  efecto  la  declaración  de  utilidad  pública  hecha  en  18 


—340- 

de  DicieÓQbre  próximo  pasado  por  el  Gobet'nador  de  la  provincia  de 
Hüelva  á  favor  de  la  variante  que  ha  iotroducldo  últimamente  la  Cota - 
))aB{a  del  ferro-carril  de  Sevilla  á  Huelva  en  el  trazado  de  la  linea  de 
Niebla  a  Riotintb. 

De  orden  del  Gobierno  de  la  República  lo  digo  á  V.  1.  para  so  cono- 
citdiento  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid 
'i.''deEúerodel874. 

Git  Bbrgbs. 
Sr.  Director  general  de  Obras  públicas.  Agricultura,  Industria  y  Go 
mércio. 

{Gaceta  del  de  Enero  dp  1874. 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentkñcia  decláraúdo  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  re-- 
curso  de  casación  en  el  expediente  sobre  distración  de 
aguas. 

i^esiiUándo  que  ^  13  dé  Mayo  último  el  Ayuntamiento  de  Atfaro 
presentó  escrito  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Tudela  maní- 
festándo  que  D.  Fermín  Arteta,  vecino  de  Coreüa,  nibidi  distrisiido  las 
agrias  del  rio  Alhama  para  regar  tierras  de  su  pertenencia  en  dias  en 
que  el  aprovechamiento  de  aquellas  correspondía  á  la  expre3ada  Gor- 
poracidn,  y  pidiendo  eú  su  consecuencia  que  puesto  que  las  usurpa- 
ciones de  dichas  aguas,  verificadas  por  vecinos  de  Gorella,  para  regar 
heredadf's  sitas  en  el  término  de  esta  ciudad  se  hayan  sometidas  á  las 
denuncias  que  se  hacen  por  el  encargado  de  aguas  y  sus  Alhamines 
ál  Alcalde  he  la  misma  ciudad  de  Gorella,  con  designación  del  dueño 
de  la  heredad,  reduciendo  la  diligencia  á  instrumento  público,  forma- 
lizado con  la  intervención  del  mismo  Alcalde  y  Notario;  y  que  el  €1- 
presado  Arleta,  en  virtud  de  denunda  hecha  con  las  formalidades  re- 
feridas por  el  Alhamin  de  Alfaro,  fué  requerido  de  orden  del  Alcalde 
de  Gorella  para  que  en  el  término  de  tercero  día  pagase  la  pena  en 
que  habia  incurrido,  ó  acudiera  á  excepcionar  1  o  que  conviniera  á  su 
derecho  durante  los  tres  dias  ante  el  referido  Juzgado  de  primera  ins- 
tancia, se  le  condenase,  previa  la  oportuna  liquidación,  á  la  pena  pe- 
cuniaria en.  que  habia  incurrido  y  al  pago  de  las  costas: 

Resultando  que  el  referido  Juzgado  dictó  providencia  en  15  del 
propio  mes  mandando  ^ue  se  convcfcara  al  denunciante  y  denunciado 
á  juicio  verbal;  y  denegada  que  le  fué  al  Ayuntamiento  de  Alfaro  en 
17  del  mismo  la  reposición  que  solicitó/  interpuso  apelación  para  ante 
lil  Audieocift  de  Pamplona: 
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lleétiltandó  (fue  íuslanciado  él  recurdO,  la  Sala  de  justicia  de  aquél 
Tribunal  dictó  sentencia  en  3  de  Octubre  próiimo  pasado  dejando  sin 
efecto  el  huto  apelado  de  4  7  de  Mayo,  y  declarando  nulo  todo  lo  actuado 
desde  que  se  presentó  el  escrito  de  los  folios  6  al  8,  mandando  al  propio 
tiéikipo  que  se  deTolvieráa  los  autos  al  referido  Juez  para  que.  teniendo 
en  cuenta  la  Índole  y  naturaleza  del  negocio,  procediera  con  arreglo 
Á  derecho,  ajustándose  en  la  tramitación  al  procedimiento  que  cor- 
responda: 

Resultando  que  con  presentación  del  correspondiente  testimonio 
de  dicha  sentencia,  se  ha  interpuesto  contra  ella  por  el  Ayuntamiento 
de  Alfaro  recurso  de  casación  p  r  quebrantamiento  de  ley: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Victoriano  Cateaga: 

Considerando  que  los  recursos  de  casación  en  los  negocios  civiles 
se  dan  únicamente  contra  las  sentencias  defiílitivas,  entendiéndose  por 
tales  las  que  terminan  el  juicio,  ó  que  recayendo  sobre  un  articuló 
ponen  término  al  pleito,  haciendo  imposible  su  continuación,  con  ar- 
reglo á  lo  dispuesto  en  los  artículos  2.*  y  3."  de  la  ley  provisional  so- 
bre reforma  de  lá  casación  civil: 

Considerando  que  la  sentencia  que  ba  dado  origen  al  presente  re- 
curso, lejos  de  tener  algunos  de  los  dos  expresados  caracteres,  es  de 
sustanciacion,  puesto  que  se  limita  á  anular  una  parte  de  las  actua- 
ciones, y  á  prevenir  al  Juez  de  primera  instancia  que  se  ajuste  en  la 
tramitación  al  procedimiento  que  corresponde; 

No  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  por  infracción 
dé  ley  interpuesto  por  el  Ayuntamiento  de  Alfaro,  á  quien  se  condena 
én  las  costas. 

Madrid  ^3  de  Diciembre  de  i873.=:Tomás  Huet.=Laureano  de 
Arrieta.=Jo8é  íermin  de  Muro.=Benito  de  üiloa  y  Rey. = Victoriano 
Gareagá.=:Licenciado  Desiderio  Martiaez.     ! 

{Gacela  de  10  dé  Enero  de  1874;. 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Resolfwion  reduciendo  los  tipos  del  impuesto  extraordinario 
y  transitorio  denominado  de  c^rga  y  policía  naval. 

11ino..Sr.:  Como  consecuencia  del  decreto  del  Gobierno  de  la  Repú- 
blica de  24  de  Octubre  último  y  de  las ''consultas  hechas  por  el  Admi* 
üistrador  de  la  Aduana  de  Barcelona  y  Jefe  económico  de  Canarias,  e 
propio  Gobierno  b$i  acordado:   '         - 

i  .*  Que  se  entiendan  reducidos  los  tipos  q\ie  marca  el  articulo  1  /  dé} 
la  instrucción  de  13  del  mismo  mes  para  llevar  á  efebto  la  cobranza  del 
imt»ueBto  «xtraordiñario  y  transitorio  denominada  ée  cargd  y  p'otUÁa 
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naval  á  i  por  100  ad  valorem  délas  mercancías  que  se  carguen,. Aanto 
para  Ultramar  como  para  el  exti  anjerjo,  y  á  medio  por  100  las  que  se 
dirijan  á  otros  puertos  de  la  Península  é  islas  adyacentea;.  cuyo  im* 
puesto  empezará  á  regir  el  día  1.°  de  Enero  de  1874.  .   . 

%"*  Que  las  fianzas  de  que  trata  elart.  9/ de  la  misma  insti:uc- 
cionse  entiendan  tan  solo  por  lo  qun  hace  á  las  expediciones  por  ca~ 
bolaje. 

3.**  Que  los  génetos  que  so  embarquen  para  las  posesiones  españolas 
de  Oceacfa  están  sujetos  al  referido  impuesto^  según  se  deduce  clara- 
mente del  decreto  de  2  de  dicho  mes  de  Octubre.  ^ 

4.*  Que  los  géneros  que  se  conduzcan  por  cabotaje  y  sean  trasbor- 
dadod  después  con  destino  al  extranjero  ó  para  nuestras  provincias  y 
posesiones  de  Ultramar,  ó  bien  para  otros  puertos  déla  Península  é  is- 
las adyacentes,  solo  pagarán  en  el  primer  caso  medio  por  100  más,  ó 
sea  la  diferencia  para  el  completo  del  impuesto  con  arreglo  al  tipo  se* 
ñalado  para  dichos  destinos,  pues  en  el  segundo  caso  se  considerará 
como  continuación  déla  misma  expedición. 

S."*  Que  los  géneros  extranjeros  y  coloniales  que  salgan  de  nuestros 
depósitos  de  comercio  no  están  sujetos  al  mencionado  impuesto,  cual- 
quiera que  sea  el  punto  nacional  ó  extranjero  á  que  se  destineq. 

6.°  Que  tampoco  están  sujetos  al  impuesto  en  los  puertos  francos 
ios  géneros  que  se  carguen  en  los  mismos,  cualquiera  que  sea  el  punto 
á  que  se  dirijan,  toda  vez  que  el  referido  decreto  de  2  de  Octubre  90I0 
habla  de  las  expediciones  de  salida  por  las  Aduanas. 

Y  7.*  Que  las  mercancías  en  cuyas  facturas  consten  los  cumplidos 
de  embarque  el  51  del  corriente  mes  estarán  asimismo  exentas  del  pago 
del  impuesto,  aun  cuando  los  buques  conductores  no  estén  habilitados 
de  salida  en  aquel  üia.    • 

De  orden  del  referido  Gobierno  lo  digo  á  V.  I.  para  los  efectos  cor- 
respondientes. Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años. — Madrid  30  de  Di- 
ciembre de  1873. 

Pedregal. 
Sr.  Director  general  de  Aduanas. 

{Gaceta  de  11  de  Enero  de  1874;. 


Resolución  dejando  en  suspenso  hasta  nueva  orden  la  exac^ 
don  del  impuesto  denominado  de  carga  y  policía  naval. 

limo.  Sr.:  £1  Gobierno  de  la  República  ha  acordado  que  se  suspenda 
hasta  nueva  orden  la  exacción  del  impuesto  exiraog^nario  y  transito- 
rio denominado  de  carga  y  policía  naval;  cuya  disposición  ha  sido  co- 
municada por  telégrafo  á  las  Administraciones  de  provincia. 

De  dcden  de}  mi^mp  Gobierno  lo  digo  á  V.  I.  pfura  los  efectos  cor- 
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respondientes.  Dioi  gííard^á  Y.  h  mocliOB  áñosi^Madrid  Si  de  Diciem- 
bre de  1873. 

Sr.  Director  general  de  Aduanas. 

{Gaceta  deiide  Enero  de  4874). 


Resolución  suprimiendo  el  impuesto  transitorio  y  extraordi- 
nano  de  guerra  dmominado  de  carga  y  policía  naval. 

r 

PECBETO. 

El  impuesto  extraordinario  de  guerra  denominado  de  carga  y  poli- 
cía navaí  afecta  á  tantos  intereses  y  contraría  tantos  derechos,  que  fué 
objeto  de  reclamaciones,  ya  de  ciudadanos  españoles,  ya  de  subditos 
extranjeros.  Bl  Gobierno  de  la  República,  que  necesita  todos  los  re- 
cursos para  las  operaciones  de  la  campaña,  y  que  no  puede  ni  debe 
desprenderse  de  ningún  ingreso,  por  doloroso  que  sea  el  sacrificio  para 
el  contribuyente,  se  halla  sin  embargo  en  la  obligación  de  inspirarse 
en  el  sentimiento  de  la  equidad  y  en  el  criterio  déla  justicia.  Es  evi- 
dente que  ese  impuesto,  no  cobrado  todayfa  y  hasta  suspensa  sü  exaé-' 
cion  por  el  mismo  Gobierno  que  lo  babia  creado,  dificuUa.el  comercio 
exterior,  aumenta  los  gravámenes  á  la  industria  minera  y  se  opone  á 
los  Convenios  internacionales,  sin  traer  al  presupuesto  (^uantiosos  ren- 
dimientos. Como  contribución  de  guerra,  y  por  lo  tanto  de  carácter 
transitorio,  pudiera  sostenerse,  limitándola  á  las  mercancías  exporta- 
das en  bandera  española  y  par  productores  nacionales;  pero  en  ese  caso 
se  haría  dé  peor  condición  á  nuestra  industria  y  á  nuestra  Harina  mer- 
cante en  beneñcio  de  la  de  otros  paises. 

Disminuido  ya  el  tipo  de  imposición^  no  empezado  á  cobrar  toda- 
vía el  impuesto  en  las  Aduanas,  ha  llegado  el  momento  de  suprimirle 
deGoitivameote. 

El  Gobierno  de  la  República,  en  Consejo  íq  Ministros  y  á  propuesta 
del  de  Hacienda,  decreta  lo  siguiente: 

Artículo  único.    Queda  suprimido  el  iknpuesto  transitorio  y  extraor- 
dinario de  guerra  denominado  de  carga  y  policía  naval. 

Madrid  catorce  de  Enero  de  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro. 


fil  lliafatco  de  Hacienda. 

José  Kchegaray  i 


El  Presidente  del  Poder  EJecotÍTO  de.  la  República, 

Vranelseo  Serrano. 

(Gaceta  de  15  de  Enero  de  4874;. 


MINISTBiaO  DE  FOMENTO. 


ttesolucitm  en  el  expediente  instruido  en  solidttid  de  fiutofi- 
zacion  para  construir  un  puerto  de  embarque  de  minerales 
en  la  ensenada  de  DicidOj  provincia  de  Santander. 

limo.  Sr.:  Visto  el  expedieote  promovido  por  D.  Juan  Bailey  D«- 
vies  en  solicitud  de  autorización  para  coostruir  un  puerto  para  em- 
barque de  minerales  en  la  ensenada  de  Díctdo,  p^Bonama  de  Santander, 
con  sujeción  al  proyecto  que  acompaaa;  de  cuyo  expediente  resulta 
que  no  se  ha  presentado  oposición  alguna  al  citado  proyecto,  y  que  son 
favorables  todos  los  informes  de  las  Corporaciones  y  Autoridades^  asi 
como  el  dictamen  de  la  Junta  consiiltiva  de  Caminos,  Canales  y  Puer- 
tos; el  Gobierno  de  la  República,  de  conformidad  con  lo  propuesto  por 
esa  Dirección  general  de  Obras  públicas,  ha  tenido  á  bien  conceder  á 
D.  Juan  Bailey  Davies  la  autorización  que  sclicita  para  construir  por 
su  cjaenta«  sin  subvención  alguna  del  Estado,  en  la  ensenada  de  Dícido, 
provincia  de  Santander,  un  puerto  para  embarque  de  minerales  con 
arreglQ  al  proyecto  presentado,  y  con  sujeción  á  las  condiciones  si- 
guientes: 

1/  Antes  de  dar  principio  á  los  trabajos  deberá  presentar  al  Go. 
biemo  el  proyecto  definitivo  de  los  diques,  aumentando  el  espesor  y 
altura  del  de  abrigo,  fijando  las  dimensiones  convenientes  para  los  blo- 
ques que  han  ^e  emplearse  en  su  construcción,  y  justificando  la  con- 
veniencia de  situar  la  boca  ó  entrada  del  puerto  en  la  forma  que  se  ha 

» 

proyectado. 

2/  Se  dará  principio  á  las  obras  dentro  del  plazo  de  un  año  á  con- 
tar de  la  fecha  de  la  concesión;  se  continuarán  sin  interrupción,  y  se 
terminarán  en  el  de  seis  años. 

3/  El  concesionario  consignará  en  el  término  de  un  mes  en  la  Caja 
general  de  Depósitos,  en  garantia  del  cumplimiento  de  las  condiciones 
de  la  concesión,  la  cantidad  de  5.000  pesetas,  cuyo  depósito  le  será 
devuelto  cuando  acredite  haber  ejecutado  obras  equivalentes  á  su  im- 
porte, quedando  éstas  hipotecadas  en  sustitución  del  depósito. 

4.*  Si  se  faltare  á  lo  establecido  en  las  cláusulas  anteriores  se  de* 
clarará  la  caducidad  de  la  concesión,  siendo  los  efectos  de  aquella  los 
consignados  en.  todas  las  concesiones  análogas.^ 

5/  Terminadas  las  obras  quedará  el  concesionario  en  completa 
libertad  de  e^t^^lpcer  p^ura  el  uso  del  puerto  las  tarifas  que  crea  con- 
venientes. . 

6.'  No  se  exigirá  impuesto  alguno  á  los  buques  que  arriben  forzo- 
samente á  este  puejcV)  en  demanda  de  refugio,  y  que  no  practiquen  en 
él  operación  alguna  de  comercio. 


jandQ  4üfSi)v6  l»u  ijp^t^^aes  ppif;^ipu]are8.  los  (^^  s^  coi^kje^en  agra- 
yjadop,híafiáa,.^{^l^r  sofl  replajpfkcipaefi.ilf^te  lD8<TrU>ji}iya^9i-or<iioArilo8 
ala  .io^r^^enqioii:  dei  loa  PgeaM^  ^daiíniatraUjos  j  típ.  fruaponaabUi^a^. 
para  .el  E^lado.    .  ,.       „.,.,      .     -"^  .^     ^   w:j.  .«i 

8,'    Las  0^/1^  se  ejecatario  baj«  la  vigilancia  del  I^geoipro  Jefe  de. 
la  ^roTÍDcia  de  Santander,  ek  qu^I,  ó  el  subal^po  5|ue,  delegap,  har^ 
el  replanteo  de  la3  mismas  antes  de  dar  principia  á  9a  ejeQacioD,  sien- 
do de  cuentfi  del  concesionaria  ios. gastos  qae  origine  esta,  operación, 
así  como  las  de  Yigilancia.    ,,  •  r.  i 

■  9/  Terminadas  las  obras»  ^  procederá  por  el, citado  Ingenier^^efe 
á  su  inspección  facultativa  para  declarar,  si  se  han  ejecutado  con  ar*- 
reglo  á  las  condiciones  del  proyecto  que  ha  servido  de  base  A  la  con- 

cesioOv  ^, 

4^    Durante  la  ejecución  de  las  obras  jDo  podrá  ser  trasferida  esta 

concesión  sin  conpcioMoQto  del^Gobierno. 
:ii.    81  cpncesionfirip  designará  un  representante  para  recibir  ias 

comunicaciones  (i)ei  Gobierno,,  el  cual  residirá  ^i(i  Sa^i^tandef  ó  eu  la 

pcopjüa  loGialidad  de  Dícido. .  r,  .    . 

Lo  .comunico  á  V.  S.  para  su  conQcii^iento  y  efecto^  coi^sig^ieote?. 

Di^s  guarde  á  V.  S.  muclios  años.t^l^Adrid  17^  4e,jSpero  de  Í874,    .  . 

Sr.  Director  general  de  Obras  públicas,  Agricultura,  Industria  y  Go^ 
mercio. 

(Gaceta  de  23  de  Enero  de  1874). 


i^m 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


/  i 


Sentencia  confirmando  ía  de^la  Audiencia  de  "Granada  iMí 
desmediente  sobre  régimen  y  aprovechamiento  de  agm$ 
de  la  acequia  de  Jerez.    '     : 

En  ía  villa  de  Madrid,  á  12  deNovieinbre  de  1B73,  en  ef  pleito  oon- 
teac|osp*administrativo  qi^e  ante  Nos  penijte  en  gradó  de  apelación  in- 
terpuesta por  D.  Pedro  Marcilla  y  la  Marquesa  viudk  dé  Guadalcázaír, 
representados  por  el  Dr.  D.  Edgardo  Garamendi,  con  la  Administra* 
cioii  de)  ^slado,  qitie  lo  está  por  el  Ministerio  Qscal,  contra  la  senten- 
cia dictaba  poda  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada  én  26  de 
Setieoibre  de  1871,  que  mandó  que  el  régimen  y  aprovechamiento  ile 
i^gi^s.de  la  acequia  de  Je^rez  continuase  como  siempre  habla  estado: 

Resultando  que  D.  Manuel  Robles  y  otros  vecinos,  propietarios  ^ 

T.  V.  ■      "■    '"'  "      '  t 


Cóiiooosdelos  terrébós  que  se  Htfgan  cob  el  brazal  llamaQó  déZalacos, 
ácttiferon  al  Ayuntamiénfódedicha  ciudad  en  9  dé  khriX  dé  1869  ex* 
presinndo '4aé  el  Alcalde  Presidente  y  ^*Alealde  tercero  del  mismo  ha- 
bían infringido  la  ley  de  aguas  dé  1966,  Utérindose  eú  5(>^e 'Marzo  ante- 
rior el  régimen  de  riegos  quede  tiempo  remoto  venia  establecido:' que 
•  esta  alteirácion  tuvo'su  ódgea  en  injustas  reclamaciones' que  habían 
hecho,  los  propietarios  de  los  cortijos  del  Lagar  y  Gasa  Bermeja,  |}br* 
que  dicho  régimen  cdnsistia  en  hacerse  los  riegos  éú  los  añoé  nones 
por  tandas  6  sea  por  semanas;  que  este  orden  era  mandado  respetar 
por  él  art.  S8I  de  dicha  ley;  y  con  el  fin  dé  cortar  los  perjiíicios  que 
süfrian,  solicitaban  qde  se  revocare  la  dispuesto  en  dicho  dia  por  el 
Alcalde  primero' y  léi'cero,  y  por  consecuencia  que  se  declarase  que  el 
régimen  que  por  dicho  brazal  se  practicaba  era  inalterable  mientras  la 
mayoría  de  regantes  no  dispusiera  otra  cosa  que  modificara  lo  existente: 

HésultaDdo  que  en  áesion  celebrada  jpor  el  Ayuntamiento  en  %  del 
mismo  mes  y  año,  después,  dé  manifestar  los  Alcaldes  primero  y  tei^ 
cero  que  se  mandó  citar  á  la  mayor  parte  de  los  terratenientes  del 
precitado  brazal,  concurriendo  al  acto  ^rios  de  los  firmantes,  y  en  el 
cual  expuso  el  Marqués  de  Guadalcázar  que  las  aguas  correspondían  á 
sus  terrenbá  anfós  que  á  ningún  otro  ptír  ser  la  primera  aparada  la  de 
Gasa  Bern&eja,  manifestando  aquello^  su  conformidad;  y  adetnás  que 
no  tenian  iíbilos  ni  documentos  con  que  contrariar  lo  expuesto,  acordó 
que  las  expresadas  Autoridades  estuvieron  en  su  lugar  disponiendo  lo 
preceptuado,  y  por  consiguiente  luego  que  los  reclamantes  acreditaran 
lo  que  solicitaban  se  rei^ol vería  lo  que  procediese: 

Resultando  que  los  expresados  reclamantes  en  20  del  mismo  Abri^ 
acudieron  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Guadix  solicitando  una 
información  que  se  prapticó  sin  citación  fisGal,jy  en  la  cual  declararon 
seis  testigos  que  sabían  y  les  constaba  de  cieocia  cierta  que  las  aguas 
que  Vj^i^i^n  por. la.  acequia  de  Jer^^se  distribuían  por  tandas:  quQla 
primera,, reconocida  por  la  de  20  de  Marzo,  duraba  cuatro  días  y  tres 
ñb^li'es,  utillzábdola  la'hüe^ta  que  Üan^an  del  Gaño  del  Bferra  con  'to- 
dos los  terrenos  de  la  misma:  que  la  segunda  tenia  de  di]^rapon  tres 
días  y  dirigía  sus  aguas  al  pago  de  Zalacos  solo  por  el  día,  y  por  la 
noche  á  los  llaoos  del  cortijo  del  Lagar,, por  encima  del  pagó  déla  Al- 
cantariilai  alta;  y  que  la  huerta  del  Caño  de  Hierro,  con" toda  su  exten^ 
síon,  se  fecundiza  todos  los  años,  haya  ó  no  'escasez  dé*  aguas,  regáii- 
¿ose  los  demás  terrenos  ün  aSo  si  y  ólrb  no:  .      .-. 

.  besuliandd  que  con  la  precedente  infornaacion  D;  Manuel  Robles  y 
conQ pañeros  en  21  siguiente  acudiei^on  á  dicha  corporacioú  pretendieu" 
do  que  se  declarase  la  nuíidad  de  la  sesión  del  día  8«  y  se  les'  ab^onaSe 
adusta  tasación  de  peritos  los  daños  y  perjuicios  que  se  les  habiaffin'^ 
ferido,  determinando  al  propio' tiempo  que  el  régimen  de  aguas  que* 

•  .  «i 


dase  ea.la  fqrma  y  miioera.qi4e..4Íi9)DRre  ,hal^a  tenido  y  expresaba  la, 
anterior  certificación:  .  <,.  , 

Resultapdo  que  el  AyaatamieQtq  ea  se»ioQ  de  22  del  miamo  mea, 
(lió  cuenta  de  la  anterior  solicitud  ^  información;  y  á  pesar  deponerse 
á  votación  la  jresolacion  que  había  de  dictarse  no  resulta  acuerdo:  qae 
asi  las  cosas,  D.  Pedro  Marcilla,  comp  propietario  del  portijo  del  Lagar, 
y.D.  Autopio  Ortiz  j  López,  como  administrador  del  Marqués  de  Gua- 
()2|lcázar,  que  lo  era  de  Casa  Berm^j>,  protestaron  ante  el  Alcalde  pri-^ 
9iero  contra  toda  disposición  que, pudieri^ menoscabar^  lo. más  leve 
el  título  que  )es  asistía  para  el  aprovecl^tnii^nto  de  aguas  de  la  reíeri-. 
daecequ^n  pidiendo  que' se  les  comunicara  la  resolución  para  acudir 
á  la  Su^rioridad  joYOOando  la  obl^eryancia  de  la  cosa  juzgada:  que 
pxaaentada  la  ejecutoria  á  que  :^ludian,  i^parece.  de  e\la  que  seguidos, 
aaios  entreaquel  |larqués  y  el  de  Vatezuma,  dueños  de  .los  cortijos 
expresadof^  sobre  aprovechamiepfi^s  de  las  aguas  "Se  la  acequia  de  Je« 
rez,  el  Juez  de  primera  instancia  de  Guadiz  dictó  sentencia  en  2$ile 
SetiemJ^re.4e  1837,  pojr  la  cual  declard.  que  d  cortijo  del. Lagar  debia 
de. regar  con  dichas  aguas  en  lo^iañijs  nones  por  drdjfn  c^miv^  y  geae% 
ral  de  tufno  y  tajo,  haciéadolo  cqn  prioridad. el  de  Gasa  Bermeja»  per<»^. 
teoecieote  al  primero,  por  hallarse  en  primera  parada,  respeüjn^pse 
el  priviligiaque  tieD/eel  enupoiado  poiftjgo.deL Lagar  en  los  años  pares, 
que  son  en  los  que  se  riegan  Ips  pagos  de  Darc^l,  Atguida  y  Algarabe* 
jo^  sisDdoi  epta  sentencia  confirmad^i  por  otras  de  vista  y  revis^  de  7 
de  Jtttiio  de.i839  y  21  de  Enero  de  1B40;  y  que  en  vista  de  todo  dicho 
Alcalde  en  10  de  Junio  de  1869  d^ó  ep^auspensp  la  ejecución  de  lo 
acordado  en  22  de  Abril  en  el  particular  referido  h^ta  que  la  anterior 
reclamajcion  fuese  definiti/vamepteiresuelta: 

Resultando  que  notificados  ios  interesados  y  remitido  el  expediente 
al  Gobernador,  la  Diputación  provincial  en  5  de  lüroviembre  de  1869,, 
dO'^nformidad  cqn  la  Comisión,,  mandó  al  Alcalde,  do  Guadix  que  con* 
tiapara  el  régimen  y  aprovechamiento  de  aguas  de  la  acequia  de  Je- 
rezta)  como  estaba  antes,  y  que  si,lps  perjudicados  secreiancon  mejp' 
derecho  acudieran  á  deducir,  si^veplamaciones  ante  los  Tribupales  de 
justíjciaen  el  modo  y  forma  prevenidp  por  la  ley»  reservando  al  mis*. 
mo  tiempo  su  derecho  á  D.  Manue\  Robles  Ochóa  y^  consortes  para  que 
puedan  reqlamac  «u^  perjuicios  conira  quien  haya,  lugar  en  el  T^u- 
nal  competente,  fundándose  priocipalmfinte  en  que  la  cuestión  suspif 
teda  procede  de  un  derecha  de.  propiedad  de.  aguas  entire  particulares; 
y  que  asi  lo  comunicó  el  Gobernador  4  la  Autoridad  local  de  Guadix: 

Resultando  que  D.  Pedro- Harcilla. y  ol  administrador,  del  Harqu^ft 
de  Guadalcázar  acudieron  á  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Gra^ 
nada  epjl  de  Diciembre  dei869  entablando  deqaanda  con  la  solicitud 
de  que  se  j;ev^qiie  laantecior^ai^denpia  y^pedeplareque  el  cert^o.de 


C^sa  fié¥rb^a  debe  Pé¿ai^  ios  año8'^i5\iés^éónÍBgaá  de'la  aceqdta  dB  Je- 
rez por  el  orden  de  turno  y  tajo,  comenzando  aquel  en  el  propid  coi^lijo 
cfbndo  tarimera  lirada:  qué  el  Cortijo  dél  Lagar  tLene  él  iderecho  á  regar 
cbn  el  agua  de  la  pi^opíá  acequia  én  los  mibmofs  años  nones  por  igual 
orden  de  iüróo  y  tajó,  faaciéb dolo  Seguidamente  que  aquel:  que  el  tur- 
no 7  tajo  debe,  priacípiándosid  los  riegos  en  Gasa  Bermeja,  primera 
pirada  y  cabeza  Ú¿  la  acequia  en  término  de  Guadií,  siguiendo  el 
coriijo  del  Lagar  y  continuando  á  concluir  eu  los  eabds  ó  final  de  la 
acequia,  y  dando  á  ¿ada  hacienda  Uei  Gasa  Bermeja  7  el  Lagar  el  agaá 
quéDécisitéfnr'iiuésé  déclaná  al  mismo  tiempo  que  dicho  cortijo  del 
Lagar  tierné' el  derecho  áregar  tíon  aquella  acequia  en  los.  años  pares 
por  tarnáa,  7  &  que  la  balsa  del  mismó'se  halle  surtida  eonstauteofente, 
fiíi'éilitiDdola  los  regadores  el  agua  á  este  efecto  siempre  que  se  les  re- 
clame; y  qiie  sé  cóadéñe  á*  los  que  ^retendad'  oponerle  á'  éstos ^  die- 
re<^hos  ií^m  los  respeta,  asf  cotíó  á  la  Adminislracioo  y  en  las 
costas:  ''       '     .  ••''•'• 

ResuUamlo  qué  admitida  1á'  detaandh,  previo  dictámea  ffscal  s6 
emplazó  &  dicho  füncfionario  pái^a  qué  Itf  contestara,  y  en  su  rirtud 'pi- 
dió que  se  confírfiíará  la  providencia  apelada  fundándose  en  el  art.  291 
dte  la  ley  de  aguas*:  '  '  ''  •    '^^ 

'  Resultando  que  B.  Manuel  Alíales  Dchoa  y  ottbs  litís-soV;io^,  hasta 
fortnar  ef  número  de  44,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D.  Felipe  Mo- 
ralé!s,  pidió  que  se  desestimasen  las  insostenibles  «pretensióúés-dé  k>s 
actores  ten  cuanto  se  refieren  á- los  años  qué  ostentan  eñ  los  afios^  nóées, 
y  se  les  absúUviese  de  la  deihanda,  coD^rmando  el  acuerdo  ildmíois- 
tVativo  aAtes  referíÜ\):  ' 

Resultando  que  en  los  escritos  d'e  réplica  y  duplica  insistió  el  actor 
y  el  Hlhisterío  flécal  en  sus  respectivas  pretensiones,  si>bien  con  la 
nbvedad  de  que  hab'ieddo  Mecido  él  Marqués  de  Guadalcá^ár  se  tuvo 
por  parte  á  sü  viuda  Doña'Josefa  Ifufiez  de  Pratio,  coooro  admitfíslra- 
dora  de  lo's  'bienes  relictos  por  fallecimiento  de  aquel;  y  de  qué  ba- 
bien^o  sido  emplazados  otros  rárfós  iolteresados,  como  ni  éstos  bi  los 
éémandVidos  'compefrecieren  á  evacüat  e!  tSUitoo  traslado  que  se  lea 
confirió,  á  itístancia  de  los  actores  se  les  acusó  la  rebeldia,  y  potí  pro- 
tíAédciiKs  de  19  de'Setiembre^de  4871  y  de^d  def  Fe^brero  de  4872  se 
hübO'  pot  abusada,  mandiando  'iegtAf  los  procedimientos'  según  su  ea^ 
tado  en  rebeldia  de  los  demaridados: 

'  'Beífultándo  que  recibido  el  pleito  á  prueba  y  practicada  la  queeada 
una  de  las  partes  contino,  se  celebró  vista  pública  con  Gítacion  de  las 
itíistíias,  y  por  tres  Magistrado^  de  dicha 'Sala  se  dictó  sentencia  eh  26 
de  Setieriabte  de  4872,  pot  la  cual»  después  de  fijar  los  hechos  y'fhn* 
dámentos  de  derecho  qué'creyeron  conducentes,  cotíflrtkiaroíli^elaouer* 
do  del  GoberoadOií  déte  ptt)vidcié4^QrA&adade  5  deNóv^iemb»  ^ 


IM9y  y  ebideH  HMí  en  las  costa»  áloe  actores  Di  Pedro  MarMlla  y  Te* 
ruel^jf'D.  Aotoaii^Oftiz  López,  éste  én  la  repre^otacioa  qae  otteAtan-y 
teniendo  presente  la  orébeldia  de  IttS'.'deiDsodados'D.  JoséBernaDéei* 
6ilMid%  D.  Damián  de  Sierra  Foroaelbsy  loa  herederos  de  D.  JoaqaifD 
£iii?á,  y  loi  diapneato  eo  el  ari.  57  del  nsglaftieDta  de  i.*  de  Oetubre 
é^l84í5,  que  se  Dotifleava  esta^senteaeia  por  cédula,  fijáeddse  eo  las 
puertas  del  TribuDaliQDs  eopÉa  é  insertásdose  eo  e\  Beletm  Oficial  de 
éidva  pt'tfviodas  •    .    «-      . 

' '  Resultando  qoe  contra  est»  senteneih  interposo  apelación  0¿  Pédroi 
Hai^cUta  jr  la  Marquesa  Tiuda  de  Gaadalcásac;  y  que  remitidos  los^ao* 
tos  á'Wle  Supi'ei&ó  Tribitnal,  previa  citaeiony  emplazamiento  de  las 
partes*  el  Oi^.'D.  Bdúíardo'Garameodi  laifaejoró  en  noáibVe  de  aquslioa 
con  la  pretemsioD  de  que  la  Sala  se  sirva  roTocar  l|i  precitada  sentencia, 
y<ii«eltray  ihe  el  uso  y  at>ro(?eobamieiiito  Ae  las  aguas  de  la  ecequia 
de  ieresiba  de  hacerse  en  la  form»  dispuesta  en  la  ejecutoria  de  i84U, 
esto  es,  i^e  en  lo8<  años  nones  después  de  regar  el  cortijo  Gafiet  de 
Hierio,  por  pHHtagio' especial  ^rihcipia  por  Casa  Bercaeja^  ^nsidera^ 
dá  codso  primet^  parada,  'p«>r  ^rden  de  tuino  ^  tajo;  sigue  el  cortijo 
ia§^t  ycootiiiúá  coh  Ziisiiacoi,  PapioA,  Galamar  y  AMsrdio'hasta  cont- 
ctair  en  los  cabos  de  la  acéqda;  dando  á  cada  propiédÜcK  el  agu«  qUé 
nacMté:  que  el  cortijo  La^ar  deb»e  ser  regado  además  los 'anos  apares 
por  orden:  de  tanda;  y  ílnalm^te^  que  tiénb  el  dereCAiD'  dé  eoñsenraif 
nnabatsaí Aleña  de  agua  para  las  necesidaéas  dcir>  cultivo;  fandásdosé 
eOila  ejeciitoña  citada;  desde  cuya  época  el  régineade  riegos  por  ella 
éstableeidOi  fué  rigurosamente  observado  en  todos  los  tiempos,  ftaaio 
peo  Jos*  regantes  j^e^  siguieron  (L  litigio  coíno  pdr  los  .dem4s^  siendo  . 
este  oslado ie  fwsesion  inalterable  hasta  el  dia:  que  siéndoosle  dicho 
estado  en  i^6&9'el  Gobernador  de  Graoada,  de  acuerdo  con  la  IHputá« 
oion»  declncó  inoxaetameate  que  los  alcaldes  habiao  alterado  el  TÓgi- 
men  establecido  á  consecuencia  delaFeclaBsacioodealgupos  tórrate* 
niented^  apoyados  en*  nna  informacioo  practicada  por  interesados;  que 
al  desestimar  la  demanda  4a  Audiencia  con,  expresa <  condoijiaGton  de 
costas  habin  infribgidoila  ley  i  ya  en  su  <apcecifeicion(  va  eo  el  terreno 
de  los  hechos^  que  también  había  infeingidola  doctrisa  legal  ai  soste^ 
ner  quoel<TrihttiuiL«ontenciosoradminÍ6trativQjidebe  considerar  como 
régimen  establecido  para  el  efecto  de  dictar  su  observancia ;la  pos^ 
sieta'ée  hecho,  ctialquáera  que  ella  sea,  siendo  así  ^ue.kn  jurispruden* 
cia  y  sentencias  del  Consejo  ftealde  2»,de  Enero  ^18^4840,  ü  de  Diciems 
bre  df»i850  y  14  de  Jelnero  de  1852  tiene,  declarado  fine,  se  recurra  a^ 
hecho  de  la  posesión  cuando  falten  las  ordehaozas  al  fallo  ejecju&orian 
do;  qtM-ha  faltado  además  en  la  apreciación  dfilosíieclips,  suponiendo 
qOe  los  éemsAdados  se  h^iUarao  en  posesión  del  riefo^o^lSlSQ^icuaaés» 
Infy  prn^  doonmenteJ  y  tostiOoíd  q«ii&  justlftQUrJio  eop^caci^r,^  teniendo 


de  partíeiüar  tu  parM  dispositiva  -del  fallo  que  «stiDoenpaetitible  é  im* 
practicable;  ;  que  limitado  el  Tribunal  conteiicioao^miiiistratiroiá 
bacer  respetar  su  ejecutoria. de  1840,  que  acrediAa  el  régimen  estable- 
cido y  sin  entrar  á  apreciar  su  valor  ó  nulidad,  lotf  regantes  demanda 
dos  pueden  acudir  á  los  Tribunales  de  justicia  en  el  juicio  plenario  da 
propiedad;  y  se  conddéran  asistidos  de  algún  derecho  que  modiflqoA 
ó  anule  los^onsignados  en  aquella  senteneia  ^ecutoriada: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  con  revocaoion  die  la 
sentencia  apelada  se  deje  sin  efecto  todo  lo  actuado  en  estos  autos,  y 
se  declare  que  es  improcedente*  la  .vía  contenciosa  contra  .'el  aeoerdo 
déla  Diputación  provincial  de  5  de  Noviembre  de  i4M9í  foQdándose 
en  que  canecen  de  aplicación  los  ai:tículos  277  y  295  de  la  lefy  de  aguas 
que  citadla  Sala,  porqua  en  el  caso  presente  no  puede  regalaran  admi- 
nistrativo  el  acuerdo  del  AyuDftamiento  de  8.de  Abril  de  áSGQ^-porqna 
solo  lo  es.  al  quesea  ejecutorío  á  semejania  de  una<  aeuteocia- en  el 
orden  civil  no  reclamable  ó  no  reclamada  caso  de  serlos:  rque  canece 
también  de  igual  aplicación  el  art.  16  de  la  ley  pravijkcia|  i  pQsavdo 
la  aparente  claridad  de  su  contexto^'  haciendo  observar  que  eato  ar** 
ticulo  se  halla  comprendido  en  el  titéalo  2,%  cap.  1."  de  la  ley  de  21  de 
Octubre. de  1868,  y  después  de  fijar  el  ast.  13  lo  que eatdela  com]ie* 
tencia  de<  las  Diputaciones  provinciales,  al^de  que  para  qi|e  buMera 
lugar  á  la  via  contenciosa  hubiera  sido  preciso  la  aptobaeion  del  Go- 
bernador á  la  providencia  de  5  de  No víemb  renque  no  diá*.ai  dejó  de 
dar,  concrsitáudose  meramente  á  comunicar  al  Alcalde  aquel*  acuerdo» 
faltando  este  requisito;  que  es  ineludible,  porque  solo  de  los  acuerdo^ 
dictados  por  la  Autoridad  competente  es  de  los  que  puede  reonrritae 
en  la  via  eootenciosa:  que  tanto  el  Ayuntamiento  de  Quaáix  oomo  la 
*  Diputación  provioeial  no  dictaron  actos  admintstrtttivoa'pérque  ocre- 
cian  de  jurisdicción,  pues  perteneciendo  el  uso  y  aprovechamiento  de 
las' aguas  á>particulares,  no  ápareiee  interés  general  qito  autorice  á  la 
Administración  públioa  á  intervenir  mientras  solo  se  dispute  sobte  los 
derechos  privados,  debiendo  considerarse  los  acuerdo^  que  dtctaroe 
como  medidas  conciliadoras,  pero  no  como  actos  administrativos  de 
caréctel*  jurisdiccional:  quO'Si  este  Tribunal,  separándose  de  las  opi^* 
oiones  del  fiscal,  entendiese  que  la  administración' activa  tiene  joris^ 
dicción 'para  conocer  de  la  materia,  procede  que  con  revocación  de  la 
sentencia  «pelada  se  deje  sin  efecto  el  acmeréo  de  5  de  Noviemlbro 
de  1869,  ó  que  la  Sala  sentenciadora,  apreofaddo  las  pruebas  surni* 
bisiradas  por  las^partes,  decida  cuál  de  las  que  contienden' tiene-  de. 
recho  al  riego,  porque  solo  así  te  realizara  lo  que  la  ley  tiene  estable- 
cido» á  saber:  que  elTribunal  Supremo  conozca  en  segunda  instancia 
di losñegó^ioecentendosos  de  la  Admintstration  después  q^e  en  la 
primera  hayan  aido  íailados  todos  los  puntos  de  la  oompete&eia  M 
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9VibitDalj>ett/cii]f^.iÉDtldo há  resuelto  estaiSda  alpjéito 8egQido'6D*lá 
AndieocMié^^JÜbtceté)  entre:  el  €oiilie  de  Lifba  yibs  faeredáoodéotos  de 
aguas  áe  Mnreia  j  v|ro8  puebios;  y  cQya  «entencia  tieire  «o'tus  fii»^. ' 
damentos  gfíaade^'seiiiejaii'za  coa  la  que^s  objetq  de  esté  recurso:   '«ít 

Resultando  que  conferido  traslado  á  la  parte  apelada»  qo*  habiénú 
dosepi^esénHdo,  se  iriaodó  que  se  eoteodiese  con  M  estrados  úék  Tri- 
baoaU  préTÍa  «mplazanoriento  y  por  término  de  regiíaoiento,  según  asf 
se  aerificó?' 

Vistos,  sieivdoPoQente  ellfagistrado  D.  José  Jiménez  Mascaros? 

Considerando  que  los  acuerdos,  dictados  por  elf  Ayuntamiento  de 
GuadSx  en  8  y  22  de' Abril,  la  protidencia  del  Alcalde  'tf^  mibmo  pue- 
Mo  de  40'  de  Junio  y<^^ba9ta  el  mismo  acuerdo  de  la  Biputaeiob  pro^ 
▼incial  de  Granad»  de  5  de  Noviembre  db  4869^)>  no  sen  por  si  resolu* 
clones  administratiyas  que  causan  ^estado,  y  en  «u  oeMeGueDCia  re^ 
damábles  en  la  >?ia>eeiiteneiosa;  pero^ap^obadi)  este>ac»erdó  pof/e^ 
Gobernaídor  civil  de  la  provincia,  si  no  expücita,  implícitamente  co» 
eidiechd  de  darse  por  ealeraxlo  y  trásiadarlo  para  su>  cumplimiento  al 
Alcalde  de  Guadix  en  12  del  mismo  Noviembre,  el  Tribunal  ceoten- 
cioso  tieoe* jurisdicción  para  conocer  de  la  materia^  porque  existe^ ya 
la 'resolución  quoca^sa^  estado  en  la  via  gubernativa^  y-eolo  puede  re« 
clamarse  y  ser  revocada  en  la  contenciosa;  •• 

Consideranflaque  declarada- la  procedoicia  de  Icivia.^KiteneioBá,  y 
adflútida  una  demanda  «n  los  platos  conteneióse«>adn|iaistrativosn)ire 
en  primera  instancia  se  invocan  ante  las  Sahis  de  la  civil  de  las  Au« 
dieocias'OODtra  las  resolocione»  dictadas  por  los  Gpbénmdores  de  pro>-. 
vÍQq|ia,.si  de«ésta,  resekíeionv  definitiva  no  se  interpone  y  admite  e^ 
xecaBSode  apekM(ÍQn,>  cansa  e»tafk>  y  es  irrevocable,  no  podiendo  .loa 
Tribunales  contenciosos  volver ^sobpe  «ella  ni  alteifarla,  en  camplímient 
to  de  lo  dispuesto  en' el  art.  58  do  la  ley  orgánica  de  i7  de^  Agdsto 
de  i  860;  el  12  del  Beal  deoreto  de  13  ile  Octubre  del  mismo  año,  (i^ia 
jnriBprüdencia.coastante  del  Consejo  doEstádo  y  de  esta  Sala^  fundada 
en  dichas  resoluciones: 

Considerando,  en drden  ala  última  onestion qde  propone  el  Sefior 
Fiscal  para  que  se  deje  sin  efecto  la  sentencia  apeíladá,  que  lá  Sala '^  de 
lo  civil  de  Ib  Audiencia  de  Ctranada^  ai  confirmar  por  su  sentencia  dcí 
^  de' Setiembre  del87^i;(  acuerdo  det' Gobernador  de 4a  provincia 
de  12  de  Noviembre  de  1869;  ha  resuelto  sobre  el  fondo  del  negocio  lo 
que  estimó  procedente,  y  por  lo  mismo testepleito^ no  se  halla  nn  el 
caso  que  expresa  el  Veferido  Mimstério  públido,  ni  le  esi  aplicable  el 
precedente  que' ¡avócate  .  r<     • 

Considerando,  en  orden  á  la  ou^estion  principal  sobre  revocaoiotf 
déla  sentencia  objeto  de  la  demanda,  que  la  DifKitaciod  provincial,  á 
la  que  elGobernador iiabia  pasadb  el  expediente  en  donde '^resultabaO 


<s 


Ids  scQérdQS  dellAyubiaililéolo  y  del  Atoalde  id«(  OaatftxiitteS^  SBiiti 
Abril  7  isfkiáé  JoniopdiB  4869ybo:)piul0  ttidoos  de  d4ir  auiQiciftnneflncoffiO 
sajiefajinmediito  le  mandftba^.y  éateidiíKlifjiíBaiprovideitoíá'iMtra  ler^ 
minar  eliexpediéoie*  que  de  otro*  modo  hubiera  quedado  ii^eftiiitifA-* 
mente  .buapeqsoM  •  ;>  '  •.  ^  ..t '     ^  <••.  -m  .;    ; 

Gobáidenaudo  que  el  GoberaadoroiTÜal  aprobar*  lo- ^[oei  laDipuiO" 
aUkn  le  proponia.t^b^ó  dentro  del  circulo  de  aus  atrüMimite^»  y  acordó 
lo  conducente  nianteniendo  el  estado  posesorio  de  las  cosaaúy.  reaerp' 
yaode  ¿hs  fiarte»  su  deredio'sobra  la  posesión  plentiria.y  propinad, 
como  dispone  la^ey  de. aguas:  •  *m\ 

(fOQsáderaiKlo  que,  seguú  el  art.  395  déla  dtada  ley  de  8  de  Agos-* 
t(rde  1^64  coinpele  á  los  Tribunak»  contendoso'admimsiraitivos  eó* 
noeer  de  los  recwsos  contra  la^  ptcnridencias  Uictadaaptíi^  lú^  Admi- 
nistraeionenmateria  de  agtMís,  cuanda  por  ellas  se  lasUman  derechús 
kdquiridús  m  viriud  dé  disposiciones. emanada  de  la  misma' Admi* 
msírñeion,  tqúe  ea  precisameote  d  caso  de  que  se.tríita*' pues  k)s> iota- 
tesadoafaat)  aleado  que  la  resolúoioD  del  Gobernador  lasfiima  derechos 
adquiridos  por  otras  .disposiciones'  emanadas'  déla  misma  Admioia- 
tracion,  y  en  eu  consecuencia  los  ü^rábunales  cootenciosostíeaen  por-* 
feclo  derechio para  resolver: la  cuestión  en  el  fooé».y  han  heoho  nao 
de  sus  atribuciones  al  resolverlas 

Codsideraodp;  que  con  Las  rese^Tás  que  eontiepe. la  providencia 
reielamada  parA  que  at  ioa  perjudieadés  por  •elkt.aa  4^een  con  taafbr 
'  dereshi)  atudan  á  disduoit  sus  ..reclamaciones  ante.  losiTribunaks  de 
justicia  eneimtfdo  yforúia  prevenido  jpon  la  ley^  restírva»der^almismo 
Hsmpo  áJ),  Múnueé  de  Robles  0choay£onsoréé8  el  que-.ier  coíPrBspoñf 
da  pana  qUe  puedan  reclamar  hs  pef^jmcio9.€ontraqiaieahai/alugar\ 
quedan,  áaalvo  todos  ioa. derechos  que- puedan  correspoodirleát.  T 
'  GoasidJBraAdo  que  orhay  Itemmdád  jod  la'idemanda  interpuesta 
por  p..  Pedro  tMarcUla  y  TerueKy  D.  Antonio^  Ortiü  ¡rLdpes,  y'  éo  su 
consecuencia  no  mevet^&a'  la  condenación  de  costas  qua  oootieae  M 
sentencia  apelada;  >^ 

.  .Fallamos  que  debemos  confírmax  y  éóitfiíraiaihos  la  seBleneia  ape- 
ladarque  dictó  ¡la  Sala  dé  lo  civil  ie  la  Audiencia  dé  Granada  en  MM 
Setiemboeide  1872.  ^xtepto  ei^  la  parte  eu  que  por  ella  se  iroadenó  eo  laa 
costas  áilos  actores  D.  Pedro  ttatjcilla  Teruelí'yJ).  Antonio  Octizy  :Lopee 
en  la  i3epre$entaoion  que  ostenta,  en  cuyo  extrema  la irevoisamoa: 
i  Así  pori  esta  nueatraseortenoiai^que  $e  publicará^eo  Jaiífaicfi^a^ficial 
y  se  ini^ertacá  en  la  Coieccion  .legislativa^  .saoáctdose  al  efeqto  lus 
copias  necesarias,  y  devolviéndose  los  autos  á  la  Salai!de(  |o  civil  dielf 
Audiencia  <le  6raoa<da  por  conducto  del  Presidente,  de  la  mlkna'rdon 
la  eertifloacif)n  pre);esie^ida,  lopronünciaoiiQS^  maudaiiuos  y  finmainoa.sp 
Juan  González  Acevedo.^Gregorio  Juea-  SarmíieiLto^io;Jo94  Hatíai.^rf 
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reros  de  Tejada.^Joan  Gano  Manvel. — José  Jipaenez  Mascaros. =Crísr 
pulo  García  6.  de  la  SerDa.==Ea{[eoio  de  Ángulo. 

Publicacioii.=Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  per  el 
Excmo.  Sr.  D.  José  Jiménez  Mascaros,  Magistrado  de  la  Sala  tercera 
del  Tribnnal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misoii^  en  e\ 
día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  11. 
de  NoTÍembre  de  1873.= Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

(Gaceta  de  25  de  Enero  de  1874;. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


DECRETOS. 

Disposiciones  referentes  á  la  formación  dé  un  proyecto  de 
Reglamento  de  ley  de  aguas  y  ampliando  el  encargo  de  la 
comisión  creada  para  ello  á  formular  un  proyecto  de  ley 

'  de  aguas. 

La  Comisión  creada  en  3  de  Abril  de  1873  con  el  objeto  de  redac- 
tar un  reglamento  para  la  ejecución  de  la  ley  de  aguas  vigente,  al 
dar  principio  á  sus  tareas  comprendió  desde  luego  la. dificultad  de  lle- 
nar cumplidamente  sii  encargo,  haciendo  observar  al  Ministro  que  la 
creó  la  faltado  unidad  deque  adolece  el  organismo  de  las  disposicio- 
nes sobre  que  debian  basar  sus  trabajos,  tanto  por  haberse  anulado  va- 
rios de  sus  articules  por  el  decreto-ley  de  14  de  Noviembre  de  4868, 
cuanto  por  no  tener  aplicación  otros  de  los  restantes  á  causa  de  la  ley 
especial  de  canales  de  riego  de  20  de  Fe*brero  de  1870. 

Penetrado  el  Ministro  de  Fomento  de  estas  razones,  accedió  á  lo 
qué  la  Comisión  proponía;  y  la  dio  en  consecuencia  privadamente  e^ 
encargo  de  revisar,*  unificar  y  armonizar  todas  las  disposiciones  .vi- 
gentes sobreaguas,  como  paso  preliminar  y  previo  para  realizar  la  mi- 
sión que  de  oficio  le  estaba  encomendada. 

El  que  suscribe.  Presidente  entonces  de  la  Comisión  y  actualmente 
Ministro  de  Fomento,  abundando  en  las  ideas  de  sus  dignos  predece- 
sores, cree  llegado  el  caso  de  revestir  dicha  autorización  con  el  ca- 
rácter oficial  y  público  que  debe  poseer,  y  activar  cuanto  sea  dable 
unos  estudios  que  por  su  extensión  han  de  ser  precisamente  lentos  y 
por  su  naturaleza  difíciles,  completando  la  Comisión  con  un  Vocal 
Presidente  que  reuná  á  su  celo  y  competencia  las  condiciones  especia- 
les para  dar  cima  á  una  empresa,  ardua  en  verdad,  pero  de  indudable 
importancia  para  el  progreso  de  la  riqueza  y  la  buena  gestión  admi- 
nisjtrativa. 

SbCCIOH  ADIUaiSTaATIVA.— t    V  2ñ 
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En  éste  concepto,  y  filndaífo  eú  las  razones  expuestas  por  el  Mi- 
DÍ9kro  de  Fomento,  el  Gobierno  de  laRepdblica  decreta  lo  siguiente: 

Articulo  1/  Con  el  objeto  de  que  no  sufran  interrupción  los  impor- 
tantes estudios  de  la  Gomisfotí  creada  en  i  de  Abril  de  i875para  re- 
dactar un  reglamento  de  la  ley  de  aguas,  se  nombrará  un  Vocal  Presi- 
deAte  en  reemplazo  del  actual  hoy  Ministro  de  Fomento. 

Art.  2.*  Se  amplía  el  encargo  de  dicha  Comisión  á  formular  un 
proyecto  de  ley  de  aguas,  revisando  y  unificando  la  parte  vigente  de  la 
ey  actual  en  armonía  con  las  demás  disposiciones  legales  que  con  ella 
¡se  relacionan. 

Madrid  veintidós  de  Enero  de  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro. 

El  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República 

FriineÍs«o  Serrano. 

El  Miaistro  de^Fomento. 

Toofás  María  Mosqaera. 

{Gacela  de  27  de  Enero  de  4&74j. 


Resolución  dejando  en  suspenso  en  la  provincia  de  Burgos 
los  plazos  fatales  é  improrogables  en  la  tramitación  de  ex- 
pedientes de  minas. 

limo.  Sr.:  Algunos  minaros  han  acudido  á  este  Ministerio  expo- 
niendo las  graves  dificultades  que  en  la  provineia  de  fidrgos  ofrece  el 
cumplimiento  de  las  obligaciones  que  la  ley  y  reglamento  imponen 
l^ara  la  tramitación  de  los  expedientes  de  registro,  y  suplican  se  baga 
extensiva  á  aquella  provincia  la  órdea  de  29  de  Noviembre  de  i87S« 
dedarando  en  suspenso  todos  los  plazos  en  las  provincias  de  Murcia, 
Álava,  Vizcaya,  Guipúzcoa  y  Navarra.  Aunque  solo  existan  algunas 
partidas  sueltas  en  la  provincia  de  Burgos,  como  ésta  linda  coo  las 
Vascongadas,  y  en  la  zona  limítrofe  han  de  ser  muy  difíciles  y  aun 
imposibles  en  algunos  casos  las  operaciones  mineras,  el  Gobierno,  de  , 
la  República  ha  tenido  á  bien  disponer  que  desee  esta  fecha  sea  apli- 
cable á  la  provincia  de  Burgos  la  orden  que  declara  en  suspenso  todos 
los  plazos  considerados  como  fatales  é  improrogables  en  la  tramitación 
de  expedientes  de  minas,  publicada  en  la  Gaceta  de  M  de  Diciembre 
último. 

De  orden  del  expresado  Gobierno  lo  digo  á  V.  I.  para  su  conoci- 
miento y  efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos. años.  Ma- 
drid 22  de  Enero  de  1874. 

Mosquera. 
limo.  Sr.  Director  general  de  Obras  públicas.  Agricultura,  Industria 

y  Comercio. 

{Gaceta  de  28  de  Enero  áe  4874). 


Resoluaion  fíandú  algunas  reglas  para  m^or  inteligencia  y 
aplicación  de  la  décimasexta  disposición  general  del  regla- 
mentó  de  minas. 

limo.  Sr.:  Algunos  mineros  han  acudido  ¿  este  Ministerio  pidiendo 
con  insistencia  que  se  declare  nula  y  de  ningún  valor  ni  efecto  la  dé: 
cimasexta  disposición  general  del  reglamento  de  minas  por  ser  «con- 
traria á  la  ley,  y  porque  como  disposición  reglamentaria  no  puede 
modificar  lo  esencial  4.e  los  defectos  de  aquella;  y  que  si  esa  declara 
cion  no  se  creyese  procedente,  se  haga  al  menos  la  de  que  la  gracia 
otorgada  por  el  Gobierno  usando  de  la  facultad  que  le  concede  el  últi- 
mo párrafo  de  la  décimasexta  disposición  general  citada,  se  entienda 
que  producirá  todos  sus  efectos  desde  el  momento  en  que  el  interesado 
presente  la  solicitud  escrita  pidiendo  esa  gracia,  y  que  las  solicitudes 
puedan  presentarse  ó  en  los  respectivos  Gobiernos  civiles  ó  directa* 
mente  en  el  Ministerio  de  Fomento. 

La  ley  de  minas,  reformada  en  24  de  Junio  de  4868,  prescril}e  pía-* 
zos  para  los  principales  trámites  de  los  expedientes,  y  la  quinta  dis- 
posición general  de  la  misma  ley  determina  el  dia  en  que  aquellos  de- 
ben principiar  á  contarse,  concluyendo  con  la  expresión  de  «según  se 
especificará  en  el  reglamento.*  Este,  en  la  segunda  disposición  gene- 
ral, declara  improrogables  y  fatales  todos  los  plazos,  detallando  el 
modo  de  computarlos;  y  en  la  décimasesta  dice  «que  no  se  adquieren 
derechos  si  se  prescinde  de  la  estricta  observancia  y  puntual  cumpli- 
miento de  la  ley  y  reglamento,  insistiendo  en  que  los  plazos  son  im- 
prorogables  y  fatales;  que  sí  dentro  de  ellos  la  Administración  no  cuna- 
pie  lo  que  á  ella  incumbe,  y  antes  de  los  60  días  siguieates  al  venci- 
miento del  plazo  el  interesado  'no  reclama  contra  esa  morosidad,  se 
entenderá  que  desiste  desús  pretensiones  y  que  abandona  la  prosecu- 
ción del  expediente.»  Gomo  se  vé;  hay  conformidad  en  el  espíritu  y 
sexto  de  esas  disposiciones  de  la  ley  y  del  reglamento,  tendiendo  todas 
á  activar  las  instrucciones  de  los  expedientes  de  minas  y  evitar  las  fu  • 
nestas  consecaencias  que  la  experiencia  ha  demostrado  produce  la  len  - 
titud  en  la  tramitación,  muchas  veces  hábilmente  entorpecida  por  al- 
gunos mineros  para  conseguir  sus  fines  particulares. 

El  remedio  más  eficaz  para  combatir  los  abusos  é  iniquidades  que 
tanto  se  lamentan  y  censuran  en  los  negocios  de  minas  es  el  de  los 
plazos  improrogables  y  fatales  que  implican,  ó  el  progreso  Ó  el  feneci- 
miento del  expediente.  Asi,  y  solo  así,  se  podrá  acabar  con  esa  viciosa 
y  funesta  práctica  de  consentir  en  las  oficinas  y  en  los  Archivos  expe- 
dientes de  minas  sin  ultimaj,  permaneciendo  allí  un  año  tras  otro  es- 
perando que  la  parte  interesada  promueva  su  continuación. 
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Esos  expedientes  eran  en  su  mayor  parte  a^eofaíanzas  para  arreba* 
tar  el  fruto  de  la  laboriosidad  ó  de  la  fortuna;  y  solo  cuando  se  pre- 
sentaba la  ocasión  se  reclamaban  y  promovían,  invocando  su  anti- 
güedad y  preferente  derecho,  desvirtuando  la  ley  y  haciendo  servir  á 
la  misma  Administración  de  instrumento  auxiliar  para  cometer  un 
despojo,  ó  por  lo  menos  para  poner  en  grave  conflicto  legal  el  derecho 
del  afortunado  minero  de  buena  fé. 

De  aquí  esas  iniquidades  notables  en  la  historia  de  la  industria 
minera,  y  esos  pleitos  complicados  é  interminables  con  todas  Sus  la- 

■ 

mentables  consecuencias;  Tan  grave  mal  exigió  los  plazos,  y  una  vez 
establecido  por  la  ley  tan  sabio  y  oportuno  precepto,  la  consecuencia 
necesaria  é  irrecusable,  aunque  nada  dijese  el  reglamento,  era  el  con- 
siderar aquellos  como  improrogables  y  fatales,  y  como  irremisible  el 
fenecimiento  del  expediente  que  hubiera  llegado  al  término  legal  sin 
ultimarse. 

Hay,  pues,  conformidad  y  armonía  entre  la  décimasexta,  disposi- 
ción general  reglamentaria  y  la  ley  reformada,  y  esa  armonía  y  con- 
formidad es  todavía  más  perfecta  si  cabe  entre  aquella  disposición  y 
las  bases  generales;  porque  éstas,  reconociendo  en  su  preámbulo  las 
fatales,  consecuencias  déla  tramitación  ¿ar^a,  y  encontrando  demasia- 
do dilatorios  los  plazos  fijados  por  la  ley  anterior,  los  acortan;  y  en  el 
art.  t5,  hablando  de  la  instrucción  de  los  expndientes,  dicen:  «El  Go^ 
bernador  deberá  precisamente  en  todos  los  casos  otorgar  la  conce- 
sión en  un  plazo  que  no  exceda  de  cuatro  meses,  á  contar  de  la  fecha 
de  presentación  del  registro;»  y  teniendo  presente  que  las  faltas  de  la 
Administración  no  deben  perjudicar  á  los  intereSades,  conceda  60  dias 
para  que  el  expediente  fenecido  se  pueda  rehabilitar,  evitando  á  los 
registradores  las  molestias,  gastos  y  dilaciones  consiguientes  á  la  ins- 
trucción de  otro  nuevo,  y  bastando  para  ello  un  simple  escrito  diri- 
gido al  Gobernador  de  la  proviocia  reclamando  contra  la  morosidad 
ó  negligencia  de  la  Administración. 

Además  de  este  plazo  de  60  días  para  la  reahabilitacion  del  expe- 
diente, la  misma  disposición  general  16«  previniendo  el  que  por  inad- 
vertencia ó  por  otras  causas  pueda  consumirse  aquel  tiempo  sin  quQ 
el  Registrador  acuda  manifestando  su  insistencia  en  obtener  la  conce- 
sión solicitada,  da  al  Gobierno  la  facultad  de  dispensar  los  defectos 
que  produzcan  la  cancelación  de  los /expedientes  de  minas  cuando  no 
se  cause  perjuicio  á  tercero. 

Pero  ha  surgido  la  duda  sobre  si  esa  dispensa  produce  su  efecto 
desde  el  momento  en  que  el  Gobierno  la  concede,  ó  desde  el  instante 
en  que  se  presentó  la  solicitud  pidiendo  la  gracia. 

El  derecho,  en  materia  de  minas,,  se  funda  principalmente  en  la 
prioridad:  la  petición  de  esa  dispensa  equivale  á  un  nuevo  registro  60- 
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bre  el  mismo  terreno  y  en  idénticas  circunstancias  que  el  fenecido  á 
cancelado;  y  no  habiendo  nacido  sobre  aquel  terreno  ningún  otro  de- 
recho minero  desde  el  momento  en  que  el  expediente,  cuya  rehabili- 
tación se  pretende,  feneció  ó  se  declaró  cancelado,  no  hay  perjucio 
alguno  de  tercero,  y  la  gracia  concedida  por  el  Gobierno  poduce  todos 
sus  efectos  desde  el  instante  mismo  en  que  el  interesado  presentó  so- 
licitud pidiéndola. 

Asi  9e  ha  entendido  siempre  desde  que  rige  esa  disposición  gene- 
ral 16  del  reglamento,  y  sí  de  otro  modo  se  entendiese,  se  obtendría 
un  objeto  enteramente  contrario  á  su  texto  y  espíritu,  y  se  destruiría 
la  base  principal  del  derecho  minero,  que  es  la  prioridad  en  igualdad 
de  circunstancias. 

Puesto  que  esa  dispensa  de  los  defectos,  concedida  por  el  Gobierno 
en  virtud  del  último  párrafo  de  la  décimasexta  disposición  general, 
rehabilita  el  expediente  desde  el  momento  eo  que  se  pidió  la  gracia^ 
las  solicitudes  hechas  al  efecto  deben  presentarse  en  el  Gobierno  civil 
donde  obran  los  expedientes  respectivos,  anotándose  en  ellas  el  dia  y 
hora  de  su  presentación,  y  dando  á  los  interesados  el  conveniente  res- 
guardo con  la  esprssion  necesaria  para  que  puedan  acreditar  el  haber 
pedido  la  gracia  y  la  época  en  que  lo  hicieron. 

Por  Ití  mismo  esas  solicitudes  no  deben  presentarse  directamente 
en  el  Hinisterio  de  Fomento,  como  no  sean  en  los  casos  en  que  hu- 
biesen sido  rechazadas  por  los  Gobernadores  de  las  provincias. 

En  virtud  de  las  consideraciones  precedentes,  el  Gobierno  de  la 
República,  para  la  mejor  inteligencia  y  aplicación  de  la  décimasexta 
disposición  general  del  reglamento,  manda  que  se  observen  las  reglas 
siguientes: 

).*  ,Las  solicitudes  que  se  dirijan  al  Gobierno  pidiendo  la  dispensa 
de  los  d'ífectós  á  que  se  refiere  el  último  párrafo  de  la  décimasexta 
disposición  general  del  reglamento  de  minas  de  24  de  Junio  de  1868  se 
presentarán^en  los  respectivos  Gobiernos  civiles;  y  el  Gobernador  man < 
daráqueacto  continuo  se  anote  en  ellas  el  dia  y  hora  de  su  presentación, 
y  que  se  dé  al  interesado  un  resguardo  con  la  expresión  suficiente  para 
acreditar  que  presentó  la  solicitud,  el  objeto  de  ella  y  el  dia  y  hora  en 
que  lo  hizo . 

2.'  Se  hará  una  solicitud  para  cada  uno  de  los  expedientes  que  se 
pretenda  rehabilitar. 

3.'  El  Gobernador  mandará  que  esas  solicitudes  se  unan  á  sus  res- 
pectivos expedientes,  y  dentro  de  los  30  días  siguientes  al  de  la  pre* 
sentacion  de  aquellas  los  remitirá  al  Ministerio  de  Fomento  con  infor- 
me sobre.si  procede  la  concesión  de  la  gracia  solicitada.  En  ese  infor- 
ma se  hará  con&lac  siempre  si  desde  el  trascurso  de  los  60  dias  á  que 
se  refiere  esa  disposición  general  16  hasta  el  instante  en  que  se  pre- 
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sentó  la  splicitud  pidiendo  dispensa  se  ha  hecho  sobre  el  misnio  ter- 
reno algún  otro  registro. 

4.*  Las  solicitudes  pidiendo  la  dispensa  á  que  se  refiere  el  último 
párrafo  de  la  décimasezta  disposición  general  del  reglamento  solo  po- 
drán presentarse  directamente  en  el  Ministerio  de  Fomento  cuando  hu- 
biesen sido  rechazadas  por  los  Gobernadores  civiles. 

5/  La  dispensa  otorgada  por  el  Gobierno  usando  de  la  facultad 
que  le  concede  el  último  párrafo  de  la  citada  disposición  general  46 
se  entenderá' que  produce  todos  sus  efectos  desdé  el  momento  dp'la 
presentación  de  la  solicitud  pidiendo  aquella  dispensa. 

Lo  que  de  orden  del  expresado  Gobierno  comunico  á  V.  I.  para  los 
efectos  consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  23  de 
Diciembre  de  1873. 

Gil  Bergis. 

Sr.  Director  general  de  Obras  públicas,  Agricultura,  Industria  y  Co- 
mercio. • 

(Gaceta  de  31  de  Enero  de  1874^. 


TRIBUNAL  SUPREMO, 


Sentencia  declarando  improcedente  la  vía  contenciosa  en  la 
demanda  presentada  pidiendo  se  revoque  la  Real  orden 
que  éleclaró  subsistente  la  concesión  minera  Dulce  Noffibre 
de  María. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  17  <le  Noviembre  de  1873,  en  la  demanda 
que  ante  Nos  pende  presentada  por  D  Juan  José  Benitez,  y  en  su  nom- 
bre ei  Licenciado  D.  Cristóbal  Campoy  y  Navarro,  contra  la  Adminis- 
tración del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  se 
revoque  la  Real  orden  de  5  de  Agosto  de  1872  que  declaró  subsistente 
la  concesión  minera  titulada  Dulce  Nombre  de  María,  y  en  el  dia  sobre 
procedencia  déla  vía  contenciosa: 

Resultando  que  D.  Juan  José  Benitez  y  Martínez  acudió  al  Gpberna- 
dor  de  Almería  en  5  de  Julio  de  1871  solicitando  como  dueño  de  la  mina 
Carmen,  sita  en  el  barranco  del  Fraile,  término  de  {dicha  ciudad,  un 
deslinde  exterior  é  interior  de  las  labores  de  la  parte  correspondiente 
á  la  del  Dulce  Nombre  de  María,  su  colindante,  con  el  objeto' de  que 
se  rectificaran  las  líneas  y  se  restableciesen  los  mojones  de  ambas 
concesiones  mineras:  que  admitida  dicha  solicitud  é  instruido  el  opor- 
tuno expe(lienté  con  audiencia  de  los  interesados,  en  cuyo  curso  se 
hizo  constar  que  la  primera  fué  demarcada  en  24  de  Octubre  de  1859 
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y  Id  segunda  6d  i4  del  mismo  mes  de  Í865,  el  Gobtrnador  eo  S7  áé 
Ifdritoibre  de  1871,  de  coaformidád  con  el  dictámeo  de  la  Diputación 
pro?iDcial,  declaró  sobsistente  y  en  todo  sa  valor  para  los  efectos  le- 
gales la  demarcioo  de  la  mÍDa  el  Dulce  Nombre  de  Mana,  puesto  que 
al  demarcarse  no  fué  protestado  dí  reclamado  dicho  acto;  y  que  ele- 
vado el  expediente  á  la  Superioridad  á  instancia  del  recurrente  pidien- 
do la  revocaeloQ  de  laariterior  resohicioo,  el  Ministro  de  Fomento  por 
Real  orden  de  5  de  Agosto  de  (872,  de  conformidad  con  el  dictimen 
de  la  iunta  supeHor  facultativa  de  minería  y  Sección  de  Goberna- 
ción y  Fomento  del  Consejo  de  Bstadó,  confirmó  el  decreto  del  Gober- 
nador de  la  fecha  indicada: 

Resaltando  qne  notificado  el  interesado  en  13  de  Setiembre  siguien- 
te, el  Licenciado  D.  Cristóbal  Campoy  y  Navarro,  en  nombre  de  Don 
Juan  José  Benitez,  entabló  demanda  ante  este  Tribunal  Supremo  en  43 
ée  Octubre  último  solicitando  que  se  declarase  la  procedencia  de  la 
viaconteúcidso-administrativa,  y  en  sudia  se  revoque  la  procedente 
Reaíl  orden,  fundándose  en  él  art.  89  de  la  ley  de  minas  de  6  de  Julio 
de  4859  y  en  la  vigente: 

Resultando  que  el  Licenciado  ti.  Adriano  Curiel  y  Castro,  en  nom- 
bre de  D.  José  Pérez  Guardia,  solicitó  que  en  virtud  del  poder  que' 
acompasaba  se  le  tuviera  por  parte  en  concepto  de  coadyuvante;  y  que 
oído  sobre  todo  el  Ministerio  fiscal,  pidió  que  se  declarase  improce- 
dente la  vía  contenciosa  é  inadmisble  la  demanda,  alegando,  que  era 
un  principio  reconocido  que  en  minería  s(lo  procede  el  recurso  con- 
tencioso-adminlstnativo  en  los  casos  taxativamente  determinados  en 
la  ley  y  reglamento  del  raoao,  entre  los  cuáles  no  se  comprende  el 
actnal:  que  no  io  estaba  en  el  2f.*  del  art.  89  de  la  tle  4  de  Marzo  de 
4868,  porque  no  se  trata  de  una  nueva  concesión,  sino  de  la  subsisten- 
da  de  la  otorgada  en  (865,  lo  cual  no  altera  el  estado  posesbrio  crea- 
do entonces,  consentido  y  aceptado  por  el  recur'rente,  puesto  que  no 
hizo  protesta  algana  á  la  demarcación  del  DtUce  Nombre  de  María: 
que  no  puede  admitir  la  interpretación  que  á  dicho  artículo  dá  el  de- 
mandante, porque  equivaldría  á  hacer  ilusoria  la  ley,  que  fija  términos 
fatales  para  los  recurso^  que  óbncéde,  y  i  qué  las  concesiones  no  tu- 
vieran ia  estabilidad  necesaria,  así  para  ios  particulares  como  para  el 
Bstffdo,  y  q^  no  habiéndose  ocupado  la  Administración  en  fijar  la 
verdadera  inteligencia  de  las  condiciones,  sino  á  declarar  subsistente 
la  del  Dulce  Nombre,  declaración  que  no  expresa  la  ley  entre  las  que 
procede  el  i^ecurso  contencioso,  no  cabía  con  arreglo  al  principio  antes 
invocado,  manifestando  respecto  al  Licenciado  D.  Adriano  Curiel  cnie 
n»  se  1«  tuviese  como  parte  mientras  no  subsanase  ciertos  defectos  ael 
poder: 

Resultando  que  para  mejor  proveen  y  con  objeto  de  tenerlo  á  la 
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TÍsta  para  la  decisión  de  este  asaoto,  se  pidió  al. GobieíOQ  eí  e]^>6- 
dieDte  gubernativo  que  se  formó  para  la  concesiop  de  la  mina  Dulce 
Nombre  de  María,  el  cual  ha  sido  remitido: 
'  Vistos,  siendo  ponente  el  Magistrado  D.  José  Jiménez  Mascaros: 

Considerando  que  en  los  negocios  de  minas  no  procede  9I  recurso 
contencíoso-admioistrativo  más  que  en  los  tres  casos  q^ue  taxativa- 
mente determina  el  art.  89  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  i859«  y  el  86  del 
reglameoto  para  la  ejecución  de  la  misma  de  1865: 

Considerando  que  la  solicitud  dirigida  contra  la  Real  orden  de  5  da 
Agosto  de  1872,  que  confirmó  el  decreto  del  Gobernador  de  la  provin- 
cia de'Almería  de  27  de  Noviembre  de  i871,.y  declaró  subsistente  la 
concesión  minera  Dulce  Nombre  deMaría^  no  se  halla  comprendida  en 
ninguno  de  los  tres  casos  del  art.  89  de  ley  y  reglamento  citados  para 
que  pueda  ser  admitida  la  demanda ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  la  vís^ 
contenciosa,  y  en  su  consecueDcia  inadmisible  la  demanda  presentada 
ó  nombre  de  D.  Juan  José  Beoitez  contra  la  Real  orden  de  5  de  Agos- 
to de  1872. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  6race/a  oñcia[ 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Minister 
rio  de  Fomento  con  la  certificación  prevenida,  lo  pronunciamos,  man- 
damos y, firmamos. =Juan  González  Acevedo.=José  M aria. Herreros  de 
Tejada. =:Juan  Jiménez  Guenca.=r|gQacio  Vieites.=rJuan  Cano  Manuel. 
=José  Jiménez  Mascaros. =Trinidad  Sicilia. 

Publicación. =Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia,  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  José  Jiménez  Mascaros,  Magistrado  de  la  Sala  tercera 
del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  18 
de  Noviembre  de  1873.=Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

(Gaceta  de  31  Bnero  de  de  1874.; 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Resolución  sobre  la  forma  en  que  ha  de  constituirse  la  fianza 
ó  depósito  para  ejecutar  obras  de  alumbramiento  de  aguas 

limo.  Sr.:  Vista  la  comunicación  dirigida  en  20  de  Diciembre  de 
año  último  por  el  Gobernador  de  la  provincia  de  Alicante  dando  cuen 
ta  de  que  D.  Fernando  Escobar,  en  representación  de  la  Sociedad  titu 
lada  Neptuno^  ha  solicitado  autorización  para  ejecutar  obras  de  aluai 
bramiento  de  aguas  en  el  término  de  Monóvar,  y  consultando  si  lasta 


t 

empresa  deberá  GoosUtuirel  depósito  á  que  se  refiere  el  art.  54  de  la 
ley  de  3  de  Agosto  de  4866  eii  Deuda  del  Estado  al  precio  de  coliza* 
cioo;  ó  con  arreglo  al  tipo  señalado  á  los  efectos  públicos  para  las 
fianzas  de  concesiones  de  aprovechamiento  de  aguas  y  para  otros  casos 
análogos; 

Considerando  que  el  depósito  de  100  á  2.000  escudos  que  prescribe 
el  art.  54  de  la  ley  mencionada  se  constituye  >para  responder  de  los 
daños  y  perjuicios  que  se  ocasionaren,  y  de  la  reposición  de  las  cosas 
al  ser  y  estado  que  tenian  antes,  si  no  se  llOTase  á  cabo  el  alumbra- 
miento:* 

Y  considerando  que  si  las  empresas  exploradoras  de  aguas  sub- 
terráneas DO  consignaran  en  metálico  ó  en  un  ralor  equivalente  las 
fianzas  de  que  se  trata,  quedaría  en  muchos  casos  comprometida  la 
propiedad  particular  y  desamparados  los  intereses  que  con  previsión 
y  acierto  ha  procurado  dejar  á  salvo  la  citada  disposición  legislativa; 
el  Gobierno  de  la  República,  conformándose  con  lo  propuesto  por  esa 
Dirección  general,  ha  resuelto  se  prevenga  al  Gobernador  civil  de  Ali- 
cante y  á  los  de  las  demás  provincias  que  antes  de  conceder  las  au- 
torizaciones para  calicatas,  de  que  habla  el  expresado  art.  54  de  la  ley 
de  5  de  Agosto  de  1866,  exijan  á  los  peticionarios  que  constituyan  en 
metálico,  ó  en  Deuda  del  Estado  al  precio  de  cotización,  las  fianzas  ó 
depósitos  de  que  se  ha  hecho  mérito. 

Dios  guarde  á  V.  1.  muchos  años.  Madrid  97  de  Enero  dé  1^74. 

Mosquera. 

Sr.  Director  general  de  Obras  públicas,  Agricultura,  Industria  y  Co- 
mercio. 

(Gaceta  de  1."*  de  Febrero  de  1874j. 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  en  los  autos  contendoso-admimstrativos  sabré  re- 
vocación  de  las  Reales  órdenes  que  declararon  fenecidos 
los  expedientes  de  las  minas  Primera,  Segunda  y  Tercera^ 
mandUndo  continuar  los  de  la  Emilia^  Julia  y  Guillermo. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  19  de  Noviembre  de  1873,  en  los  autos 
contencioso-administrativos  que  ante  Nos  penden  en  primera  y  única 
instancia,  seguidos  por  Mr.  Luis  Levison  y  Bioch,  representado  por  el 
Licenciado  D.  León  Galindo  y  de  Vera,  contra  la  Administración  general 
del  Estado,  que  lo  está  por  el  Ministerio  Fiscal,  coadyuvada  por  el  Li- 
cenciado D.  Juan  Pérez  Sanmillan,  en  nombre  de  D.  Guillermo  Mac  y 
T.  V.  : 


ADdreur,< sobre  peTococioo  de  la»  Reates* ordene» de^  de  Manto  de'iífí% 
qua  declaran  fenecidos  los  espedientes  de  las*  «lina»  PHflier^  S^ffwnda 
y  Tercera f  mandando  coctínuar  los  de  la  Emilim,  Julia  y  Oui*' 
Ikrmo: 

Resaltando  que  en  26  de  Febrero  de  1868  D.  Remigio  de  Gojioa^, 
vecino  de  Büímo,  solicitó  del  Gobernador  civil  de  la  provincia'  quif  se 
le  concediese  la.  propiedad  de  dos  perteneneneias  de  mineral  de  hierrb* 
que  se  hallaba  descubierto  por  trabajos  antiguos  en  el<  paraje  nonri)Ri«*' 
do  Uraudarricopreca,  en  termino  de  Suño,  con  el  Cítuio  de  Frinverm 
otras  dos  en  el  sitio  llamado  Vizirondo,  del  término  de  Vigoitia,  ee«f¡ 
el  nombre  de  Segunda\  y  últimamente,  otras  dos  con>  el  de>  Tercera  en 
el  paraje  conocido  por  Glorieta-aurecoa,  término  de  Vigoitia,  cuyas 
designaciones  hizo: 

Resultando  que  formados  los  oportunos  expedientes  en-  que  se  de- 
claró la  caducidad  de  las  minas  que  antes  existieron  en»  los*  sitios-  de« 
signados,  por  no  presentarse  sus  dueños  con  oposición  alguna,  y  he- 
chas las  demarcaciones  correspondientes,  habiéndolas  cedido  el  regis* 
trador  á  D.  Luis  Levi8on,.se  declaró  á  su  favor  la  concesión  de  ¡diehas 
peitenencias  en  21,  22  y  25  de  Noviembre  de  1809,  mandando  expe- 
dirle los  títulos  de  propiedad: 

Resaltando  que  en  8  de  igual  mes  de  187i,  y  sin  que  hasta  entoA^ 
ees  hubiera  recogido  D.  Luis  Levison  los  tftulpS'  de  propiedad  de  lab 
minas  Primera^  Segunda  y  Tercera^  m  tomado  posesión  de  las  minas 
se  presentaron  por  D.  Eduardo  Argenti.  en  representación  de  D.  Gui* 
Uermo  Mac  Andrea,  vecino  de  Londres,  tres  solicitudes  de  registros 
con  los  nombres  de  Emilia^  Julia  y  Guillermo^  pidiendo  para  cada 
uno  30  pertenencias  de  mineral  de  hierro  sobre  el  terreno  en*  que  se 
hablan  hecho  las  concesiones  á  favor  de  D.  Luis  Levison: 

Resultando  que  anunciados  esios  registros,  sin  que  se.hiciesen  opo- 
sicion  por  éste  ni  por  otra  persona  alguna  á  su  nombre,  el  Gobernador 
civil  de  la  provincia  én  4  de  Febrero  de  186t  decfetó  la  caducidad  de 
las  referidas  minas  Primera ^  Segunda  y  Tercera: 

Resallando  que  notificados  dichos  decretos  al  representante  de  don 
Luis  Levison  en  el  dia  6  sigiiieatev  á  virtvMi  de  gestioaes  praclieadas 
por  éste  desde  Londres,  y  después  por  su  nuevo  apoderado  D^  Manuel 
Ibarra,  el  expresado  Gobernador  eu  7  y  9  de  Marzo  del  mismo  año  de* 
claró  ejecutoriado  el  decreto  de  4  de  Febrero,  confirmando  de  nuevo 
dicha  providencia  de  caducidad  en  20  de  Abril  siguiente: 

Resultando  que  remitidos  los  expedientes  i  la  Superioridad,  se 
mandaron  devolver  por  la  Dirección  de  Agricultura.  Indnstria  y  Co- 
mercio por  no  considerarse. competente  para  resolver  acerca  deia  ca- 
ducidad decretada;  mas  habiendo  acudido  al  Ministerio  D.  Late  Levi- 
son, se  reclamaroa  de  nuevo  y  se  oyó  á  la  Junta  saperier  facultaliva 


de  Míoas.  quaopinó  se  coofirmasen  los. decretas  de  caducidad,  y  tam- 
bieQ,á  Iñ  Sección  de  Goberoacioo  y. Fomento  del  Consejo  de  Eatado, 
dictándose,  á  su  virtud  Reales  órdenes  en  6  de  Marzo  de  4872  dispo- 
niendo continuara  la  tranodtacion  de  los  expedientes  Emilia^  Julia  y 
Guillermo,  confirmando  en  este  punto  la  providencia  del  Gobernador 
civil  de  la  provincia,  pero  revocándola  en  la  parte  que  resolvió  la  ca- 
ducidad de  las  concesiones  Primera,  Segunda  y  Tercera,  y  que  debian 
en  su  consecueocia,  en  vista  del  abandono  que  legalmente  debia  su- 
ponerse había  l^echo  D.  Luis  Levison  de  las  concesiones  que  se  le  ha- 
bian  otorgado,  y  de  las  qtie  no  bahía  querido  posesionarse,  ni  por 
tanto  había  aceptado;  cuya  declaración  debería  hacerse  por  el  Go- 
bernador de  la  provincia,. al  que  se  devolvieran  los  expedientes  para 
los  afectos  procedentes. 

Resultando  que  contra  las  anteriores  Reales  órdenes  y  en  24  de 
Mayo  siguiente  presentó  demanda  contencioso-admini^trativa  en  este 
Tribunal  Supremo  Mr.  luís  Levison,  representado  por  el  Licenciado 
D.  León  Galindo  y  d^  Vera,  pidiendo  su  revocación,  fundado  en  que 
el  plazo  del  art.  38  de^U  ley  de  4  de  Marzo  no  es  impuesto  al  conce* 
sionario  para  que  tome  posesión,  sino  ai  Alcalde  para  obligarle  á  que 
no  pueda  demorarla:  en  que  dicho  plazo  ha  de  contarse  desd  que  se 
ha  comunicado  al  Alcalde  la  entrega  del  titulo  al  interesado,  lo  cual 
debe  hacerse  dentro  de  los  45  dias  de  la  concesión,  que  con  los  dos 
meses  suman  405  dias:  en  que  no  hay  ninguna  disposición  que  marque 
el. plazo  en  que  debe  recogerse  el  titulo  por  el  interesado,  y  por  lo  tanto, 
segii.n  práctica,  se  necesita  una  providencia  preventiva  y  conminato- 
ria para  que  se  recoja,  bajo  la  pena  de  pérdida  de  derechos  del  intere- 
sado: en  que  no  habiéndosele  entregado  el  título  por  las  oficinas,  no 
podia  imputársele  como  culpa  saya  el  no  haber  establecido  labores  én 
las  mina?;  y  en  que  mientras  no  se  declara  la  cancelación  de  un  expe- 
diente de  minas,  no  puede  fructuosamente  comenzarse  el  de  otro,  por- 
que esta  petición  ha  de  ser  consecuencia  del  anuncio  de  cancelación, 
pretendiendo  por  un  otrosí  que  se  acumulasen  los  tres  expedientes: 

Resultando  que  reclamados  y  recibidos  los  expedientes  gubernati- 
vos, habiéndose  presentado  en  los  autos  á  coadyuvar  á  la  Administra- 
ción el  Licenciado  D.  Juan  Pérez  Sanmillan,  en  nombre  y  con  poder 
de  D.  Guillermo  Mac  Andreu,  se  declaró  procedente  la  via  contenciosa 
y  se  admitió  la  demanda,  teniendo  como  partes  á  ambos  Letrados  en 
la  representación  que  ostentan: 

Resultando  que  ampliándola  el  demaedante.  reprodujo  su  petición 
y  argumentos;  añadiendo  que  un  borrador  de  un  ofieio  sin  nota  alguna 
de  autenticidad,  cual  era  el  que  aparecía  en  los  expedientes  respecti- 
vos, ipandando  dar  á  Levison  \g^  posesión  de  las  minas,  no  prueba  la 
ewtencia  del  mandato  á  que  se  refiere;  ni  que  éste  se  haya  notificado. 
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ni  aan  ia  simple  remisión  del  oficio  á  ]a  Aatoridad  á  qiie  se  supone  di« 
rígido:  que  no  cabe  suponer  legalmente  que  Mr.  Levison  quiso  abando  - 
nar  las  minas,  porque  consta  que  no  se  le  notificó,  y  que  no  se  opuso 
al  registro- renuncio  de  Mac  Andreu.  porque  fué  victima  de  una,  des- 
lealtad  de  un  dependiente  suyo  y  de  la  candidez  de  su  encargado  y 
representante,  engañado  por  Argenti;  y  que  no  cabe  legalmente  supo- 
ner el  abandono,  porque  todos  sus  actos  anteriores  demuestran  su  in- 
tención de  conservar  los  derechos  que  la  ley  le  concedía,  y  sus  actos 
posteriores  el  firme  propósito  de  sostenerles;  pidiendo  por  un  otrosí  qu  é 
se  declarase  no  ser  bastante  el  poder  presentado  por  el  coadyuvante  y 
ofreciendo  prueba  por  un  otrosí: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó  la  deman  - 
da  pidiendo  se  absuelva  de  ella  ala  Administración  general  del  Esta- 
do, y  manifestando  en  el  tercero  de  sus  fundamentos  de  derecho  que 
en  su  opinión,  y  no  obstante  la  confirmación  que  solicitaba,  lo  legal 
y  procedente  seria  dejar  sin  efecto  las  Reales  órdenes  reclamadas  y  sin 
valor  alguno  todo  lo  actua(lo  en  el  Ministerio  de  Fomento,  porque  á 
tenor  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  68,  88  y  93  de  la  ley  de  minas  las 
providencias  que  dictan  los  Gobernadores  declarando  la  caducidad  de 
las  minas  concedidas  á  nombre  del  Estado  solo  son  reclamables  en  la 
vía  contenciosa   ante  los  Consejos  provinciales,  hoy  las  Audiencias. 

Resultando  que  emplazado  asimismo  el  coadyuvante,  contestó  pi- 
diendo se  desestimase  la  demanda  declarando  subsistentes  las  Reales 
órdenes  reclamadas,  exponiendo  con  tal  motivo  que  la  única  legisla- 
ción de  minería  aplicable  al  caso  actual  es  la  de  4  de  Marzo  de  1868  y 
el  reglamento  de  24  de  Junio  del  mismo  año,  que  derogó  todas  las  le-. 
yes«  reglamentos  é*instrucciones  anteriores,  por  lo  cual  no  tienen  apli- 
cación las  citadas  por  el  demandante:  que  los  decretos  del  Gobernador 
de  Vizcaya  concediendo  á  D.  Luis  Levison  la  propiedad  de  las  minas 
Primera,  Segunda  y  Tercera  le  fueron  notificados,  ó  al  menos  tuvo 
conocimiento  de  ellos,  toda  vez  que  consignó  el  papel  correspon- 
4liente  para  la  expedición  de  los  títulos,  y  debió  con  arreglo  á  la  dis- 
posición 16  de  las  generales  del  reglamento  protestar  contra  la  falta 
de  la  Administración,  que  no  se  los  expidió  trascurridos  los  30  dias 
de  dictarse  los  decretos,  incurriendo  en  otro  caso  en  la  pena  de  la  pér- 
dida de  todos  sus  derechos:  que  presentadas  las  solicitudes  de  los  nue- 
vos registros,  le  fueron  notificadas  al  representante  de  D.  Luis  Lev  i- 
son,  como  también  los  decretos  de  caducidad,  sin  que  hiciese  opo- 
sición alguna,  dejando  pasar  el  término  marcado  por  la  ley  para  acu- 
dir á  la  vía  contenciosa,  por  lo  que  adquieren  el  carácter  de  una  eje- 
cutoria; oponiéndose  á  la  excepción  de  la  incompetencia  de  jurisdic- 
ción propuesta  por  el  Ministerio  fiscal  por  creer  competente  á  la  Sala 
para  conoceij  y  fallar  este  negocio: 
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Itetos,  siendb  Ponente  el  Magistrado  D.  Gregorio  Juez  Sarmiento: 

Considerando  qne  D.  Luíb  Levison  dejó  .traficnrric  el  plazo  qne 
marcan  los  artículos  3B  y  37  de  la  ley  de  minas  de  4  de  Marzo  de  1868 
sin  recoger  el  titulo  de  propiedad  de  las  llamadas  Primera,  Segunda  y 
Tercera,  y  que  tampoco  dedujo  reclamación  alguna  «ontra  la  negli- 
gencia de  la  AdmÍDÍstracion  en  expedirseio,  aun  en  el  supuesto  no 
probado  de  que  la  hubiera  habido  dentro  del  término  de  los  60  dias 
prefijados  por  la  disposición  46  de  las  generales  del  reglamento  de  24 
de  Junio  del  mismo  año,  para  que  tal  negligencia  no  le  irrogara  per- 
juicio alguno: 

Considerando,  además,  que  el  referido  Levison  tampoco  tomó  po- 
sesión de  las  enunciadas  minas,  ni  se  opuso  á  las  diligencias  practi- 
cadas á  instancia  de  D.  Eduardo  Argenti  en  los  registros  Emilia,  Julia 
y  Guillermo]  no  obstante  haber  sido  notificado  su  apoderado  D.  Anto- 
nio Lazcano,  dejando  trascurrir  los  plazos  prefijados  por  la  ley  sin  ha- 
cer reclamación  alguna  acerca  del  mejor  derecho  de  que  se  creyera 
asislido: 

Considerando  que  no  es  disculpa  atendible  en  esta  [vía  contenciosa 
la  conducta  indolente  y  abusiva  que  se  dice  observada  por  Lazcano  de- 
jando pasar  los  términos  legales  sin  oponerse  á  las  pretensiones  de 
Argenti: 

Y  considerando  que,  según  la  referida  disposición  16  del  reglamen- 
to de  24  de  Junio,  los  plazos  señalados  por  la  ley  de  4  de  Marzo  son 
improrogables  y  fatales;  « 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración 
general  del  Estado  de  la  demanda  propuesta  por  el  Licenciado  D.  León 
Oalindo  y  de  Vera  á  nombre  de  D.  Luis  Levison  contra  las  Reales  ór- 
denes de  6  de  Marzo  de  1872,  recaídas  en  los  expedi(|ntes  de  registros 
de  las  minas  Emilia,  Julia  y  Guillermo,  las  cuales  declaramos  subsis* 
tentes  en  la  parte  en  que  han  sido  reclamadas. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  al  efecto  la«.  co- 
pias necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Minis* 
terio  de  Fomento  con  la  oportuna  certificación,  lo  pronunciamos,  man< 
damos  y  firmamos. =Juan  González  Acevedo.=Gregorio  Juez  Sarmien- 
to.=José  Ma-ría  Herreros  de  Tejada.=:Juan  Cano  Manuel. — José  Jimé- 
nez Mascaros. =Críspulo  García*  Gómez. =:Eugenio  de  Ángulo. 

Publicación. =Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Gregorio  Juez  Sarmiento,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que  certifico 
conáo  Secretario  Relator  en  Madrid  á  19  de  Noviembre  de  1873. =En- 
rique  Medina.  (Gaceta  de  4  de  Febrero  de  1874^^ 


Sentencia  declarando  procedente  el  recurso  de  nulidad  in- 
terpuesto contra  la  dictada  por  la  Audjiencia  de  Sevilla  en 
el  incidente  del  pleito  promfmdo  sobre  la  caducidad  de 
la  mina  S9n  Antonio. 

Eq  la  villa  fie  Madrid,  i  5  de  Diciembre  de  187,3,  en.  el  pleito  cqd- 
tencioso-admioistrativo  qU,e  ante  P^os  pQ  o  de,  ep.  segunda  insUocia,  .eo 
virtud  de  los  recursos  de  nulidad  y  de  apelación  interpuestos  por  el. 
Ministerio  fiscal  y  D.  Agustín  Cubero  Villareal,  en  nombre  aquel  de,|a 
Administración  del  Estado,  y  ^ste  representado  en  concep^  de  opad- 
yuvante  por  el  Licenciado  D., Francisco  de  Paula  €ai?ialejas,  en  el  In- 
cidepte  del  pleito  promovido  ppr  D.  Meliton  Martin  y  la  casa  de  co- 
mercio A'  idirajada  é  hijos, ^y  en  su  nqmbre  en  el  dia  el  I^rojqu^dor 
D.  Manuel  Martin  V€|ña„á  coos^cuencia  de  la  demanda  dedacida  contra 
el  acuerdo  del  Gobernador  .de. la  provincia  de  Córdoba,  qi^e .declaró  la 
cadacidad  de  la  mina  San  Antonio,  sobre  que  se  declare  nula  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  dfi  Sevilla  de  23 
de  Diciembre  de  1872  en  el  expresado  incidente  y  todo  lo  actuado  ^a 
el  mismo,  y  cuando  á  ésto  no  hubiere  lugar  á  que  se  revoque  dicha 
sentencia  en  cnanto  deja  sin  efecto  el  acuerdo  de  dicho  Gobernador» 
prohibiendo  extraer  miner2|les  d,e  la  referida  mina: 

Resultando  que  D.  Agustín  Cubero  Villareal  presentó  qna  solicitud 
de  registro-denuncio  ante  el  Gobernador  de  Córdoba  con  el  nombre  de 
Santa  Isabel,  pidiendo  que  se  le  concediera  el  terreno  comprenflido 
en  la  mina  San  AntoniOy  que  se  hallaba  en  condiciones  ^  caduqidad: 
y  que  se  mandara  al  concesionario  dp  ésta  que  cesase  ^n  los  trabajos 
que  en  elía  practicaba  hasta  que  recayera  resolución  ep  aquel: 

Resultando  que  denegado  este  últim9  particular  ep  19  de  Noviem- 
bre de  1870,  fué  admitido  el  registro-denuncio  Santa  Isabel;  y  segui- 
do por  sus  tr^ámites,  el  Gobernador  en  31  de  Marzo  de  1871  decretó  la 
caducidad  de  la  mina  San  Antonio: 

Resultando  que  contra  este  acuerdo  interpusioiron  demanda  con- 
tenciosa en  16  de  Mayo  siguiente  D.  Meliton  Martin  y  la  casa  de  co  - 
mercio  referida  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Sevilla, 
que  f  instancia  del  Registrador  de  Síftita  Isabel  el  Gobernador  de  Cor* 
doba,  en  27  de  Octubre  de  1871,  ordenó  el  Alcalde  de  Belmez  q^e  no 
permitiese  explotar  ni  extraer  minerales  de  la  referida  mina  de  San 
Antonio  ínterin  que  por  dicho  Gobernador  no.  recibiese  orden  en 
contrario;  y  que  los  dueños  de  ésta  se  alzaron  de  este  acuerdo  ante  el 
Ministro  dé  Fomento,  quien  por  Real  orden  de  13  de  Enero  de  1872 
disposo  que  se  devolviera  el  recurso  de  alzada  al  Gobernador  para  ^ uo  > 
poniéndolo  en  conocimiento  de  dicha  Audiencia,  resolviese  lo  que 


estíoiMe  aeertado  eoo  arreglo  á  Ibs^  disposltiones  vigentes  en  la 
materia: 

ReatillBítido  qne  con  este  motivo  D.  Heliton  Martin  y  litís-socios,  en 
escrito  presentado  ante  dícba  Andiencia  en  18  de  Marto  de  4872,  so- 
licitaron por  medio  de  no  otrosí  que  se  alzase  desde  luego  la  prohi- 
bición de  explotar  la  mina  San  Antonio,  y  de  extraer  sus  minerales 
quehabifr  acordado  el  Gobernador  de  Córdoba  en  su  decreto  de  27  de 
Octubre  de  1^4,  y  cuando  á  ^sto  no  hubiese  lugar,  sin  más  tramita- 
ción que  se  mandase  formar  pieza  separada  de  la  principal  con  testi- 
iDOiilo  literal  de  este  otrosí 7  de  los  documentos  presentados,  dándola 
k  sostatfciaoion  de  un  incidente,  y  en  ella  ordenar  el  alzamiento  de 
la  expresada  prohibición,  nula  según  la  ley  por  la  incompetencia  del 
referido  Gobernador  que  la  acordó;  y  que  por  providencia  de  43  de 
Mayo  de  4872,  de  conformidad  con  lo  pfopuesso  por  el  Sr.  Fiscal,  se 
admitió  la  demandas  propuesta  por  D.  Heliton  Martin  y  casa  de  comer- 
cío  mencionada,  y  se  mandó  formar  el  ramo  separado  respecto  de  la 
pretensión  deducida  en  el  relacionado  otrosí: 

Besufiando  que  aV  contestar  á  éste  D.  Agustín  Cabero  pretendió 
que  se  declarase- no  haber  lugar  á  lo  solicitado  en  dibho  otrosí,  ó  en 
otro  caso  que  se-  oonñrmMe  el  decreto  del  Gobernador,  por  el  que 
^ispílBO  la  suspensión  de  los  trabajos  de  explotación  y  extracción  de 
minerales  ínterin  no  recayese  sentencia  ejecutoria  en  lo  principafl, 
condenando  en  las  costas  de  este  incidente  á  D.  Meliton  Aartin  y  litis- 
socios,  fundándose  en  que  dicha  solicitud,  declarada  lá  caducidad'  de 
Ib  mina  Sún  Antonio,  era  imprécente  toda  vez  que  el  decreto  del  Go- 
bernador objeto  del  incidente  tiende  solo  á  que  la  cosa  litigiosa  queda 
iutegra  para  que  81"  tiien^po  de  ^cidii'Se  definitivamente  la  cuestión  no 
se  encuentren  perjudicados  ninguno  de  los  derechos  de  las  partes:  en 
que  serta  un  imposible  jurídico  que  siguiesen  la  explotaciou  de  la 
miYia  y  se  euriqueciese  con  la  extracción  de  minerales,  haciendo  caso 
omtso'de)  decreto  de  caducidad,  que  inutiliza  los  derechos  de  explo- 
tación y  extracción;  y  que  no  habia  incompetencia  alguna  en  el  Go- 
bernador por  lo  acordad'o  en  49  de  Noviembre  de  4870  y  lo  ordenado 
después  en  27  de  Octubre  de  4874,  puesto  que  en  aquella  fecha  se  es- 
lab»  tramitando  el  expediente  de  caducida,  y  se  hubiera  alterado  la 
integridad  de  la  cosa  anticipándose  la  declaración  que  ponía  fío  al 
expediente,  por  lo  cual  se  denegó;  y  en  la  segunda  fecha  dejó  de 
existir  el  derecho  de  explotación  mediante  la  caducidad  destetada 
cOBio  eonsecueffcia  inmediata  de  ésta,  asegurando  así  la  integri'- 
díLé  de  la  mina,  cuya  vigilancia  corresponde  á  la  Administración  sin 
pefjnitlo  de  la  ejecutoria  que  pueda  recaer  en  la  demanda  inter- 
puesta: 

leaiiltaiidQ  que  pasados  los*  autos  al  Relata,  cHadas  laa  partea  j 
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Sjenalado  día  para  la  TÍ9ta,  lar  de  D.  MelüooMarUn  y  socios  solicitó 
que  se  dejase  síd  efecto  el  señalamiento  hasta  que  se  oyese  al  Física 
coD  arreglo  á  lo  preyenido  por  la  ley,  protestando'  eo  otra  caso  de 
nulidad,  y  r^erváodose  ^l  ejercicio  de  .todas  las  acciones  y  recursos 
que  le  correspondiesen: . 

Resultando  que  denegada  esta  solicitud,  el  mismo  D.  Meliton  pidió 
reposición  y  que  se  acordase  que  fuese  tenido  joomo  parte  D.  Agustín 
Cubero  en  concepto  de  coadyuy^^nte  de  la  Admiaistracion,  y  que  se  le 
oyese  después  que  al  Fiscal: 

Resultando  que.  desestimado  también  este  particular,  se  mandaron 
traer  para  mejor  proyeer  los  autos  principales;  y  celebrada  vista,  cin- 
co Magistrados  de  dicha  Sala,  en  23  de  Diciembre  de  1872,  dictaron 
sentencia,  por  la  cual,  después  de  fijar  los  hechos  y  fundamentos  de 
derecho  que  creyeron  conducentes,  dejaron  sin  efecto  la  providencia 
del  Gobernador,  de  Córdoba  de  27  de  Octubre  de  i87i,  y  en  su  conse- 
cuencia alzaron  la  prohibición  que  acordó  de  explotar  y  extraer  mi- 
nerales de  la  mina  San  Antonio,  cuyas  operaciones  se  esiaban  prac- 
ticando en  representación  de  D.  Meliton  Martin,  Miranda  é  hijos: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpusieron  recurso  de  nu- 
lidad y  apelación  D^  Agustín  Cubero  y  el  Ministerio. flscal;  y  remitidos 
los  autos  á  este  Supremo  Tribunal  con  citación  y  emplazamiento  úfi 
las  partes,  dichp  Ministerio  fiscal,  como  representante  de  la  Adminis- 
tración, le  mejoró  cojí  la  solicitud  de  que  se  dj6clare  nula  la  sentencia 
recurrida,  y  nulo  además  todo  lo  actuado  en  este  ramo,  y  citando  á 
ello  no  haya  lugsjr  que  se  revoque  dicho  fallo;. exponiendo  que  era  un 
axioma  de  derecho,  sancionado  por  la  -jurisprudencia  del  Consejo  de 
Estado  y  de  este  Tribunal  Supremo,  que  solo  procede  el  recurso  con- 
tencioso-administrativo  en  Iqs  casos  taxativos  determinados  en  la  ley 
y  reglamento  de  minas,  y  que  el  presente  no  estaba  comprendido  en 
los  artículos  68,  89  y  93  de  aquella,  ni  en  los  86  y  R7  de  éste,  estando 
en  las  facultades  discrecionales  del  Gobernador;  dictar  la  providencia 
de  27  de  Octubre  por  ser  ejecutiva  la  declaración  de  caducidad  de  la 
mina  San  Antonio^  hallarse  aquel^laen  el  expediente  de  la  Santa  Isabel 
y  no  ser  declaratoria  de  derechos:  que  con  arreglo  á  los  artículos  32 
del  reglamento  de  los  Consejos  provinciales  y  51  del  Consejo  de  Esta- 
do, las  reclamaciones  que 'se  intenten  en  vía  contenciosa  han  de  ha- 
cerse en  forma  de  demanda  dentro  del  término  legal,  y  que  la  conte- 
nida en  el  otrosi.de  que  se  trata,  ni  se  ha  hecho  en  esta  forma,  ni  es 
tal  demanda,  por  lo  cual  no  era  admisible;  no  pudiendo  considerarse 
tampoco  como  incidente  del  pleito  de  cadvicidad,  si  no  como  dos  actos 
separados  de  la  Administración,  ejecutados  cada  uno  en  su  expedien- 
te respectivo,  reclamable  el  uno  en  via  contenciosa  y  el  otro  no:  qiAe 
suponiendo,  sin  concederlo,  que  dicho  otrosí  eoostituyoira  demanda, 
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con  Arregla  á  los  arlfeolosiS  f^J"  del'Mcreto-lef  efe  tt>é«  Notleitñil^é'i 
de  1868,  y  eéte  no  se  ha  rerlílciido;  y  qoeU  Admkií9tradota'^é'^<¿ 
t^és  directo  enel  punto  que  se  debatet^sin  mád  que  fl(Ja^  Fa  tftébcfon 
en  el  articulo  68  de  la  ley  de  minas  ▼{¿ente,  poir  lo  dual  ha  debido  ^é^'' 
citada  y  emplazada  oéino^  la  única  demanda' «fn-eiste  iboidenU;'^^  "4^ 
sino  obstante  los  féodamentos  expuestos,  la  Sála^  no  eetimaM^-lár'riA^^ 
lidad,  procedería  h  revocación  de  la  sentencia  por  sei*  graresás  álos 
intereses  del  Estado,  y  porque  siendo  ejecutivo  el  ^decretó 'd^&'c^adtt^i 
cidad  de  la  mina  San  ifilofM«f«  solo  A  lá  Admiaislradon  idctfmbe''' 
suspenderlo  en  su  caso  ínterin  una  >  sentencia  firme  no  'fe^eroqiie 
aquella: 

Besnltando  que  trascurrido  el  téraoino  deia  ley  stn^  qee  iñ  ^\  ape-i 
lante  Cubero  ni  los  apelados  se  mostrasen  parte>  para  mejorar  y  k^on*^ 
testar  los  recursos  expresados,  la  Sala,  á  instancia  fiscal)  por  pfovi-^' 
dencia  de  7  de  Hayo  último  declaró  decaído  el  deredio  del  pi&mero  Jf 
bttbo  por  acusada  ia  rebeldía  á  los  últimos,  mandando  cotftiDuar  lá  . 
sustaaciacion  del  expediente:  >   . .     <>j       >   ' 

Resultando  que  posteriormente  se  mostró  parte  el' Pfocimidor^  €0»^ 
Manuel  Mar  Un  Vena,  en  nombre  de'D,  Melitoo  Martín  y  de"hii  cAsa 
Miranda  ó  hijos,  haciéndolo  también  el  Liceiiciadb  >D.  Francisco' de 
Paula  Ganalejas^.en  representación  de.D.  Agustín  Cubero^  coadyi|i?4nie> 
de  la  Administración,  y  que  les  admitió  la  Sala  por  tales  en^ el  estado* 
que  se  aaeodti^abén  los  autos  p^  sus  prondeneias  de  4.^  de  Jallo  y  '9& 
de  Noviembre  del  corriente  año:  .       ,    .     ^  ...i     t>   \  j 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ignacio  Vieitep  >Tapíap>'^v>¿ 

Considerando,  en  cnanto  al  reseurso  de  nulidad  que  sola  ¡praitéde 
coQira  las  senteacias  pronunciadas  por  las  Salas  4e  io  civil  de  las 
Andieneiaft  en  loa  negooioa  conteneioso*ad miniarati vos  do  <|uei  lea  c«m^> 
pete  conocer,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  decreto-ley  de  M  de*  No-: 
viembre  dé. 1868,  cuando  concurre  algbnaide  las  cansas  taxatiiráiúente' 
designadas  en^el  artk  73  del  reglamento* d^l.*  de  Octubre  ée  Í845.,.* 
que  rige  patela  sustanciacion  de  dichos  negocios  en  primera.  Üns^? 
tancia:  •     •<  .       ,    -    .   .  o\ . 

Considerando  que.  Con  arreglo  ál»  dispoesto^elart.*^^*  d6la.4ay 
de  4  dei  Marso  de  1868,  apli<yible  para  decidir  la:  cuestión  «ctual,  la 
propiedad  de  ¡as  minfis  enrrespwáde  al  Esiado,  y  nadie  puede  ditpa^ 
ner  de  eUa$  ^  eewieaim  del  GabUmo,  otorgada  en  su  nombre  por  lo» 
Ge^erfUNiores  ^  toa  premttcfds: 

Considerando  que,  en  tal  concepto,  en  los  reoprsos  <;ont6pciosos 
contra  las  resoluciones  de  la  AdminisArttctoaactlvii  ea  mijaeri»  siempre 
debe  ser  parte  el  Ministerio  fiscal  como  su  representante,  ooneedién* 
doae  doíMmente  al. registrador  en  loa  de  la  índole  del.  preseale  el  de<^ 
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qm^  0^i<yiiv0fiAi«  fleguK  la  «ítiintant»!  jarifa 
pyrn^MCÍa  .efltial^l^cida  por  el  C<Nisejo  .'de  Eatado  y;  porbtU  $«1»,  de 
cc^iforiiMdad  cqq  lo.qpe  preBCD)>e  el  art.  68  de.U  «itada>ley:  •  >  * 
,  <  Copaideiraiido  qoq  la  pretenuoa  deducida  ai)ielaSaia>de  lO'Cmli 
deja  .Audiencia  de  Sevilla  por  D.  Heliton  UarÜay  .IX;:A.«Hininda  é 
kgos  en  el  otrosí  del  escrito  de.  18  de, Marzo  de  HL872  entralla  upa  de- 
manda nqe¥a«  queprpcede sustanciar coBindependeDCia^  puesto  que 
8tt. /objeto  e&  que,  se  deje  sin  efectoi  el  decreto  del  Gobernador  de-  la 
provincia  de  Córdoba  en  ^qpe  se  lea  prohibe  la  ezploteeion  de  la  mina 
SanA^^pnio  y  qaejeuke  UU prvtdbiciim  cúnomdafSe^un  la  leypbr 
la  incompetencia  del  predioko  Gabeniador  para  acepáarla^  sin  que  á 
este  obste  la  coincidencia  de  otra  demanda  entre  las  mismas  persbnaa 
y.  acerca  de  la  .misma  coaa  sobre  revocación  de  la  provideBcia^ relati- 
va. A  la  caducidad  de  la  expresada  mina»  porque  ^as  dos  demandas  se 
dirigen  contrii  act^s  administrativos  distintos,  dictadosen  diferentes 
tiempos  y  en  diversos  expedientes,  y  la  sentencia  que'en<iina  haya  de 
pronunciarae.no  puede  producir  excepción  de  cosa  jus|^da  «n  laiottfa/ 
lo  cual  ha  reconocido  tambioL  la  referida  Sala  al  dis^^onerque  sefor- 
nie  ramo.separado  respecto  del  mencionado  otrosí: 

Considerando,  ademis,  que  conforme  á  lo  prevenido  pbr  fegla  ge^- 
neral  en  el  art.  ü  del  citado<decreto<ley'de  26  de  Noviembre  de  4668; 
4a  Administración  debe  estar  representada  por  el  Ministerio  fistal  en' 
los  negocios  coatenciosoradministrativos  que  se  siguen  ante  las  Au« 
diencia8;p<y  queigualmente  procede  que  sea  oidodicko  Ministerio  fie-^ 
cal  en  todos  los  cíísos  en  que  exista  contienda  sobre  eónipeteneiát  como 
sucedo  en  él  presente: 

Considerando,  por  lo  expuesto»  que  es  incontrovertible  que  el  Mi- 
nisterio fiscal  ha  debido  ser  emplazado  en. tiempo  y  forma  como  parte 
demandada  en  este  asunto  en  calidad  de  representante  de  la  Admii^* 
tracion  del  Estado;  y  que  en  virtud  de  lo  que  dispone  eiaii.  '75v 
caso  5/  del  precitado  r^lamento  de  I.""  de  Octubre  de  1845Í  procede 
el  recurso  de  nulidad  entaUado  en  el  presente  negocio  por  iofraocion 
manifiesta  de  ese  trámitie  esencial  del  juicio,  contra  «I  queseaba  re* 
clamado  oportunamente  y  con  insistencia  en  primera  instancia,  segvü 
requiere  el  articulo  siguiente  74  del  mismo  reglamento: 

Y  considerando,  finalmente,  que  declarada  la  nulidad  es  ihdispen- 
»ab|e  abstenerse  de  fallar  en  el  fondo  4  fin  de  que  'quede  Integra  la 
cuestión  para  que  pueda  ser  debatida  por  ias  partes  que  legf  timaiáente 
deben  intervenir  en  este  pleito,  y  se  decida  á  su  ^tiempé  por  >M*Tribi»J 
nal  á  quien  corresponde; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  proeedenKo^  el  recurso 
de  nulidad  interpuesto  por  el  Mimisteria  fiscal  y  por  D.  (AgtSISn  du-* 
beh>,  coBM  coadyúvenle;  y  «en  su  virtttd>«iiila  la:;saDtenoia-d|[^da*por 
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Ja^Sftla  de  lo  civil  deilt  AtidleiioiA  d«  SteTiBt  en  33  dé  Meieabre  áb 
W%ff  8ÍD  efecta.  las  actutciones  practácados  en'  la  primera  iasUiieia 
4fi\  preeeiile  pleito;  deTaélFaae  éste  á  la  predicha  Sala  para  que,  repo<- 
niéndole  al  estado  que  tenia  ¡eo  1^  de  Mayo  del  mismo  año»  se  emplace 
^^a  farma  aj  llíoisterio  fiscal  A  fio  de  que  eontesle'  á  la  demaoda  inter- 
puesta e&  el  otrosi  del  eflcriio  de  ift  dé  Marzo  anterior,  le  siga,  siis- 
tanoiey  falle  con  arreglo  á  derecho: 

Átl  'per  esta  nuestra  sentencia,  qne  se-  publicará  en  la  Oaeeta  oftciti 
j  se  insertará  en  la  Coleedon  letislathfa^  sacándose  al  efecto  lat  co- 
pias necesarias,  y  devolviéndose  los  auto^  á  la  Sala;  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  S^illa  por  conducto  del  Presidento  de  la  mtsnia  con  la 
eertifinaiiou  pierenida,  lo  pronuaciaknos,  mandamos  y«flrmflmo8.3= 
Juan  González  AceTedo.=Juan  Jiménez  Ckieinca.a2lgnaoio  Vieites.ti: 
Joan  Gano  ManneUsrssJoaé  Jiménez  Ma8caróa.3aTri]iidadSilBilia.szGrfs» 
piulo  Gancfa^G.  do  la  Serna. 

Publicaciou.3;zLeida  y  publieada  fué  la  precedento  senlenoía  por  el 
Ezcmo.  Sté  Di  Ignacio  Vieitea,  Magistrado  de  la  Sala  tercera  de  eito 
TribüXiai  Soprnno,  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma  en  e^ 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  eo'  Madrid  á  5  do 
Wciembrede  iá73.3rLieonciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

(Oaeeta  de  B  de  Febrero  de  iVI i). 


.      PRESIDENCIA  DEL  PODER  EJECUTIVO  DE  LA  REPUDLICA 

BesoUmenen  éliMfpedhntepramméo  $obféapronedkMÍBiUo 

de  aguas  en  la  provincia  de  Lugo .  ' ' 

.  En  el^eipediente  ^  autos  do  competencia  suscitado  entre  el  Gober- 
nador de  la, provincia  de  Lugo  y  el.  Jaez  de  primera  instancia  de  la 
capitaL  de  los  cuales  resulta: 

Que  á  nombre  de  Doña  Tomasa  López  se  pr^entd  en  el  referido 
Juzgado  un  interdicto  de  recobrar  contra  D.  Andrés  Figueras,  porquf 
estando  el  actor  en  posesión  durante  largo  tiempo  de  utilizar  parf  el 
riego  de  una  huerta  que  le  pertenece  y  se  halla  contigua  á  su  casa-ha - 
bitacion  las  agaas  que  mf nan  de  una  fuente  sito  en  la  parte  superior 
del  barrio  ep  que  está  la  casa,  D.  Andrés  Figueras  habi^  extraidp  con 
pUa  y  regadera  durante  varios  diajs  agua  de  la  indicada  fuente  para 
regar  otra  huerto  de  su, propiedad,  sin  embargo  de  que  el  aprovecha* 
.^i^nto  público,  de  la;^  ;re/erida$  aguas  respecto  al  vecindario  §stoba 
Iji^i^ijio^^'  tjpQoai^.  el  i  agua  .^ecesaria  para  b^ber  y  para  usos  domés- 
ticos: .,.  , 
^    Que  sustanciado  el  interdicto  sin  audiencia  del  despo^ntei  reQa}6 
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ttato  'hestitiiforió  mandaBdo-  á- D:  Andrés  Flgoer^s  fie  se  abstarieee 
de  Vurnar  agua  de  la  ñienie  can  destioo  al  riego,  y  respetase  la  peae- 
-sion  en  ^e  Dona  Tomasa  f^pez  se  hallaba  del  derecho  exclosíTo  de 
regar coft  las  aguas  que  fluyan-de  aquella: 

Que  notificada  el  auto  al  despojante,  éste  acudió  al  Gobernador  dé 
-la  provincia' para  que,  por  tratarse  de  uña  cuestión  relativa  al  régimen 
del  aprovechamiento  de  aguas  publicas,  á  que  todos  los  vecinos  teoían 
1  derecho  y  venían  disfrutando  desde  antiguo,  requiriese  de  inhibición 
al  Juzgado,  queno  áekió  admitir  el  interdicto  propuesto: 
>  I    Que  el  Gobernador;  aceptando  estos  razonamientos,  suscitó  lacoQ- 
•tienda  de  competencia;  dtand'o  en  sti  apoyo  el  art.  67  dé  la  ley  muni- 
cipal vigente;  el  i67  de  la  ley  de  aguas  de  3  de  Agosto  de  1866^  y  el 
Jleal  decreto  de 29  de  Abril  de  i865: 

-éi'i  Que  el  Jtfeí,  después  4e  sustanciar  el  incidente,  aunqde  sití  cele- 
brar diligencia  de  vista,  dictó  auto  declarándose  competente  'porqme 
se^  trataba  de  am^^arar  derechos  privados  de  posesión  aobre  aguas  pú- 
'folicas^  y  no  habiéndose  diotado  providencia  alguna  administrativa, 
^eran  inaplicables  al  caso  las  disposiciones  invocadas  por  el  Gober- 
^fl^ador."        ••  *        •  ■■  ¡;  .  ;••    ■ 

Que  esta  autoridad,  ;des^ués'  de  haber  pedido  íofQto}e  al  Ayunta- 
miento, ^;  p,Qpl '.mAnil^^tó  /que  las  agvias  de  la  fuente  del  barrio  del 
Carmen  eran  de  común  aprovechamiento  para  los  usos  necesarios  de 
los  vecinos  y  para  abrevadero  de  ganados,  insistió  en  el  requerimien- 
to, dé  ^onforÉiid¿d  con  él  dict^men^de  tai  Comisión  provÍDCiál,  que 
consideraba  el  asunto  como  relativo  á  la  distribución  y  aprovecha- 
«iáieñto\^'.^agoas\pdblioas  de\ue9.cotnttiialv  y  resultó  el  presente  <;cé- 
flicto:  »   ..  \  ,     . 

Visto  el  art.  296,  núm.  3.*  de  la  ley  de  3  de  Agosto  de  1866,  que  en- 
Cómiéúda  á'los  Tribunales  tíé  justicia  el  conocimiento  de  las  cuestio- 
nres  relativas  'á  las  serv'idúmbVés  de  aguas  fundadas  en  títulos  de  dere- 
cho civil: 

Visto  eV  árt.  297,  núm.  2."  de  la  propia  ley,  según  el  cual  es  tam- 
biéh'dé'lá  competencia  de  los  Tribunales  de  justicia  el  conocimiento 
de  fas  cueistiones  entre  particulares  sobre  preferente  derecho  de  apro- 
vébfi^amiento^  de  las  aguas  fuera  de  sus  cauces  naturales  cuando  la  pre- 
ferencia se  fonda  en  titules  de  derecho  biviff 

Viktó  elart.  299  de  la  propia  ley,  según  el  cual  todas  las  disposi- 
biónes  conteúidas  en  ella  se  entienden  sin  perjuicio  de  los  derechos 
legítimamente  adquiridos  bdh  anterioridad  á  su  publicación,  asi  como 
también  del  dominio  pritádb  que  tienen  los  propietarios  de  aguas  de 
aeeii}úias  y  de  fuentes'  y  de  ihánantiales,  en  virtud  del  cual  las  aprove- 
chan, venden  ó  permutan  como  de  propiedad  particular: 
'U'GohsWerando;-  '       ••«»•<•     •      ■      ••         .      »•«    . 


'  1/  Qoe  la '  clasiflcadoD  de  publicas  ó  de  aprúyechámiento  eeomi', 
alfibuida  I  las  aguas  de  que  se  trata,  do  es  incompatible  con  el  dis- 
frote  de  las  servidumbres  priradas  y  especiales  que  sobre  las  mismas 
aguas  resulten  legitim'amente  constituidas  eo  rirtod  de  posesión  no 
disputada  durante  largo  tiempo  ó  de  cualquiera  otro  título  de  derecho 
ciTÍl: 

8.*  Que  el  interdicto  propuesto  se  dirige  á  mantener  el  estado  po« 
sesorio'de  un  derecho  privado  que  un  particular  tiene  adquirido  res- 
pecto  al  sobrante  de  las  aguas  de  una  fuente  pública;  derecho  que, 
siendo  dÍTorso  del  que  asiste- á  ese  mismo  particular  para  aprovechar 
aquellas  aguas  en  igual  forma  y  con  los  mismos  limites  que  sus  de- 
ttiás  convecinos,  nunca  puede  ser  objeto  de  acuerdos  administra- 
tivos: 

3/  Que  DO  ha  recaído  providencia  alguna  de  la  Administración  con 
anterioridad  al  interdicto  presentado,  y  además  cualquiera  que  fuese 
el  acuerdo  que  el  Ayuntamiento  adoptase  sobre  el  régimen  para  el  uso 
comunal  de  las  aguas  de  qoe  se  trata,  los  efectos  de  tal  acuerdo  no 
podrían  alcanzar  i  la  subsistencia  é  integridad  de  los  derechos  priva- 
dos constituí  tos  sobre  las  mismas  aguas; 

El  Gobierno  de  la  República,  conformándose  con  16  consultado  por 
éi  Gon?éjo  de  Estado  en  pleno,  ha  tenido  á  bien  decidir  esta  compe- 
teDcia  á  favor  de  la  Autoridad  judicial,  y  lo  acordado. 

Madrid  diez  de  Febrero  de  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro. 

^  .    .  ,  El  Presidente  del  Poder  EJecutiTO  de  la  Repúbllct* 

Franelieo  Serrsuio.' 

(Gacela  de  i8  de  Febrero  de  1874). 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  revocando  la  de  la  Audiencia  de  Zaragoza  en  el 
expediente  para  la  construcción  de  una  presa  sobre  el  rio 
SotoQ. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  28  de  Dicieolbre  de  1873  en  el  pleito  coo- 
tencioso-administrativo  que  ante  Nos  pende  en  grado  de  apelación  en- 
tre D.  Joan  Marta  Jordán  de  Urries,  antes  marqués  de  Ayerve,  y  otros, 
representados  por  el  Licenciado  D.  Valeriano  Gasanoeva,  y  D.  Joaquín 
Rorencio  €avero  y  Tarazona,  antes  Goode  de  Sobradiel,  y  en 'su  nom- 
bre el  Procurador  D.  Juan  Antonio  Asensio,  contra  la  éeMencia  dicta-' 
da  éb  23  de  Enero  último  por  la  Sala  de  lo  civil  de  ia  Aadiénma  4f 


l^f^e^za^  qu^  cooficmó.Ql  4eere);o  del  Gobernadoii, de.  Suesca^  autori- 
zando, al  úlUuto  para  ],a,  cpnslrvcGáoia  de  uDa  presa  sobré  pijiQ 

ResaliaqdQ  qiiie  elapode^adp  de  D.  Joaqi^ir^-FÍoreocio  Cayere  y.Ta¿ 
rajEoaa;  dvieoo  del  domioiq  <}i^reo(o  del  ^éijipipQ  .jurisdicción^:  de  Ea: 
quedas,  se  dirigió  al  Alcalde  de  este  pueblo  manifestándole  qae  tvata- 
ba;de  construir  un  atajadizo  de.  tierra  y  piedra, suelta  p^ra^pcove" 
char  las  ^^uas  4el  rio  Sotoo;  y  que  dicha  Auipridad  en  92  de  Julio,  4.e 
187,0  asi  se.lo  coipumcó  al  GrobernadorcivU  de  Huesca,  expresaqdp 
que  en  su  opinión  no  debia  oponerse  obs¿á<:ulo  alguno  á  la  obra,  pro- 
yectada, jcomo  cpmprendida  en  elart,  5i  de  la  ley  de  aguas  d^  3  de 
Agosto  de  1866,  y  remitiéndole  al  propio  tiempp  los  plapos, ,  ])f emorii^ 
facultativa  y  testimonio  de  una  escritura  de  concordia  celebrada  con 
el  pueblo»  de  Botlea  eo  i9  de  Novi^n^bie  de  4663:  , . 

•.  JRe8ji^ta,ndQ.  qi)9.  anunciado  en  14  de  No?iembre  siguiente  ¡en  el  Bo- 
¿siíii^^ia(  de^  la.prpyinoia  de  Quesea  que  el  Ayuntamiento  de  Esgue- 
das  pedia. (Biutor;uaci.onpar^JoanterjorxneDte  dicho  en  el  barranco  So- 
t0By.el  pr^cit^do  a^Q^iP^^o^clor.  acudió  en  8  de  Diciembre.al  Gobecna- 
dor  de  la  provincia  con  una  nueva  s9Ucitud  pidiendo  que  la  instru^'- 
itmi  del  expedie^t^.  de  concesión  partiere:  de  la  |que  nuevamen^  ¡pre- 
8e^tAba;ry('qv|e>para  evita^r  las  irregularidades '  que  ^pn^i^ian  los^ocik- 
mentes  que  acompañó, á,  la  anteripr  presentaba  otros  nu^eyps,  entre  jigis 
cuales  se. comprepdi^  la  lüjlemorjaf^cM^ativa  para  la  con,9tr:UQpiop  de 
una  verdadera  presa  ó  azud  con  obra  de  mamposterfa  para  recoger  80 
littoá'dé  agua  pc^^"¿égiiiñd<)',  y  tenim<>Di6'  ie  la  escritura  de  concordia 
de  i9  de  N8¥}etiilifl^^d€^4^3  edi^rada  entre  el  pueblo  de  Bolea  y  don 
Sebastian  Cav^rp,  por  ]a.cual  concedió  ai^uel  á  este  por  cierto  precio 
que  pudiera  ^'acer  y  formar  un  azud  en  Ta  manera  que  le  pareciese  y 
bien  visto  le  fuese  en  el  rio  Soton,  partida  llamada  el  Vedado  de  Tierca, 
enfrenté  del  corral  de  Escaras,  y, de  alU  abajp  diQ¡i^de  quisiera,  y  no  en 
manera  alguna  de  dicko  ¿¿ff'ai  isA'rlbiiVy'^P^rá^ti^^udie  hacer  ace- 
quia conveniente  para  llevar  el  agua  de  dicho  azud  por  los  términos 
de  láMlla  hááta  sus  ttiODtos^       '  '    •'   .    w         »<   .     i  .^V/ .^ 

.  Resultando  que,  en  ^ista  del  aquocio.  pul^lipado  en  el  JBlolfi^n^^ presto 
que  no  se  hizo  el  de  esta  nueva  solicitud,  los  Ayuntamientos  de  Lupi- 
ñen  y  de  Alcalá  de  Gurrea,  D.  Juan  María  Jordán  de  Urrfes  y  0*  AlVerto 
Azara,  copao  dueños.éstos  defgos  cas tíljlo^:^. cotos  redondos  de  Gualda- 
serpey  Qtiira,.se.qpusieron  en  13  y  44  de  Diciembre  á  dicha  spUcitud* 
pidiendo  que  se  desestimara  el  proyecto  por  ser  contriirio,  ^  la  jliey  y 
ocasionan  notorios  perjuicios  á  los  antiguos  azudes,  para  )q  cual  acom- 
pañaron un  croquis  del  terreno,  variajs  órdenes  del ,  Gpt^ern^dor  jnm 
infpflmaciop  ie^^tific^l  practicada  ante  elJ[uez  de  ^uespa;  resultando  de 
a^elU^  que  ios  yeginqs  déE$gUjeda3^i;k.i859  cpc^st^^yef ofl<  p^  pjce^ 


úti  mmiiu^Ü^  «lgti]tt%B*0l  ñ6  Sotoá  en  elfoald  (Mnlonde  cnfta)eii> 
el'bamfQO  de  Huesca- é  la  Tilla  de^Ajerve;  «que  se  mandó  ¿enuoki;,  y  d« 
ésta  qde  diobds  Tefeluos  habiao  regado  deáde  tiempo  inmemorial  laa 
tierras  de  su  p.ueMo^por  medio  de^dóS'  pveiaiií,  áiias  en.  éltérmiDo  de 
Bolee:  que  el  Seton  era  rio  y  do  barreneo:  4iue  hacia  más  de  30  años 
las  tierras  da  Guadkserpe  y  Otura  aprovechaban  ks  aguas  de  dicbo  río; 
y  que  cott  lá'nuef a  i^resa,  si  ee  autorisasola  constmccipiipor  aquellos 
i^ciúos,  no  llegaría  el  agua  af  azwl'de  Onadaserpé: 
'  Réstíltándo  ({«e  D.  Joaquín  Floreobio  Cavero  y  Tarazona  pidió  que 
sé  detestiinasen  las  anteriores  oposiciones  én  vista  de  lo  que  resultaba 
del  proyecto  y  de  la  inñ>rmacSon  practicada^  con  citación  fiscal  ante  el 
Juez  de  primea  ífistAncia  6b  Huesca,  que  4a'  aprobó  pon  auto  de  24 
de  Febrero  de  i87i,  y  de  la  cual  aparece  por  declaración  jurada  de 
tteé  testigo»  que' el  Ayuntamiento  de  Esguedád  y  el  referido:  D.Jba- 
quin  hábiati  vcjnido^  siempre  ejerciendo  el  derecho' de  azutar  en  el  tér*. 
ttiúo'de'Bóleay  punto  que  habían  tenido,  por  poilvenieale:  que  al 
S&ibn  afldyenmanantialeís  débájodel  sitio  llamado  Socon,  donde  se 
I^yá^ta' la  presa  actual,  8ufi<cieotes  para  .el  riego  acostumbrado  en 
los  terrenos  de  Guadaserpe'y  Otora,  aun  eu"  verano  que  hay  más  es-« 
casez  de  aguas,  poiiqué  en  las  demás  épocas^del  año  les  sobran;  y  que 
el  castillo  de!  Otüra,  recoge  las  aguas  del  rio  V:eBiay  con  las  que  ferti» 
üÉfa  stks  tierras:     }        .  -  .     » 

'  Resultando  que  el.Ingeniéro  Jefe  informd[  favottablemenie  el  pro- 
yecto, proponiendo  no  obstante  varios  particularea  para' aclarar,  ciar- 
toa  jiffantos  sí  se  creyera  oportunos  , 

Blasuttando  qne  por- parte  de  D.  Joaquín  Florencio  Gavfero*  y  .TaJ'a-. 
z^nA  sé  ofreció  =nueva  justifleacion  á  tésor  de  algunos  de  los  particii* 
lares  indicados  por  el  ingeniero  en  su  informo^  siendo  unoide  ellos  el 
d\e  que  los  manantiales  que  se  intentaban  aprovechar  oeii.' el  nuevo 
azud'  eran  los  mismos  que  recogia  4e  antiguo  y  que  á  consecueacia 
délas  avenidas  hablan  variado  de  sitio,  apareciendo  hoy  por  la  parte 
iníéHor 'del  azud  antiguo;  en  ooyavjrtud  el  Gobernador  en  4  de  No- 
viembre de  4874.  en  oso  delaé  facultades  que  le  competían,  autorizdí 
la  coüsWiiccion  dé  la  nueva  presa  en  él  sitio.  marea4o  en  el  plano, 
bajo  la  inspección  del  Ingeniero  Jefe  ide  la  iprovincia^  sin  peijuicioidé 
tb^éró  y  salvo  el  derecho  de  propiedad: 

:  Resaltando  que  notificada  eeta  providencia  ¡á  loa  interesa«tos  en 
ébiibepto  de  apoderados  de  D.  Juan  María  Jordán  de  Urries  y;  de  Dou 
Afí^eHo  Azáh  y  á  D.iJoaqúin'Olivá,  Regidor  del  Ayuntamiento  de  Lu* 
pf&eiÉ,  debidamente  representados/  entablaron  demanda  contencioso* 
administrativa  en  4.°  de  Diciembre  siguiente  ante  la  Sala  de  loeívil 
de  la  Audiencia  de  Zaragoza  con  hi  pretensión  de  que  se  declare  nula 
y  ^in  ^nkigtifl  Ták>r  ni¿eféoK^  la  ««léléda  provideheia  delISdbeiiiadorv  ¿fl 


éo  todo  cm6  qile^so  rOToque*  en  ioé«8  8«8  parfto»^'  mtiiHtafido  .<qiao  Uí 
cotas  qQédoo  ten  el  aer  y  e8^do  qae  teaiaa  antes  depN«io?er86idícho 
expediente,  con  imposición  de  costas  á  los  demandados,  fundAndose  eo 
los  artículos  1%  37,  59,  i93  y  i95  de  la  ley  de  aguasa 

Resultando  que  admitida  la  precedente  demanda,  pré?io  dictamen 
fiscal,  al  coiitestarla  D.  Joaqaio.FloreocioGayeroy  Tarazonapidió  que 
se  confirme  la  providencia  del  Gobernador  objeto  de  aquella  y  secón-., 
deoe  60  las  costas  á  los  actores;  fuadándosoí  entre  otras  cosas,  en  la. 
escritura  de  concordia  por  la  cual  adquirié  el  derecho  de  tomar  las 
aguas  del  Sotou  dentro  de  los  términos  de  Bolea  en  el  punto  que  la 
conviniera  desde  el  corral  de  Escaras  abajo;  que  esa  concordia  era  efi" 
caz  y  constituía  uñ  titulo  legitimo  de  adquisición  digno  de  respeto,  se* 
gun  el  articulo  299  de  la  ley  de  aguas. 

Resaltando  que  el  Ministerio  fiscal  manifestó  que  su  misión  había 
terminado  con  la  admisión  de  la  demanda,  y  el  Ayuntamiento  de  Ei- 
guedas  contestando  pidió  que  se  desestimase  aquella  ó  se  fallara  como 
se  considerase  más  procedente,'  apoyándose  en  que  como  tal  corpof 
ración  no  tenia  interés  ninguno  en  la  cuestión,  por  lo  cual  no  había 
intervenido  como  interesado  eo  el  expediente  gubernativo,  y  que  los 
actores  debieran  dirigir  su  demanda  contra  D.  Joaquín  Florencio  Ga- 
vero  y  Tarazooa,  como  propietario  del  terreno  y  autor  del  proyecto: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  tanto  los  au- 
tores como  dicho  D.  Joiaquin  reprodujeron  sus  anteriores  pretensiones 
bajo  iguales  fandamentos: 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  se  solicitaron,  habién- 
dolo hecho  plenamente  los  demandantes  de  cuanto  á  su  derecho  con- 
venía, mientras  que  los  demandados  no  k)  hicieron  de  una  manera 
cumplida  de  todos  los  extremos  articulados,  y  señaladamente  del  re- 
lativo  al  cambio  de  manantiales  del  punto  donde  antes  aparecían;  j 
celebrada  vista  pública  coa  citación  de  las  partes,  dicha  Sala  dictó 
sentencia  en  22  de  Enero  de  4873,  por  la  cual,  fijando  los  hechos  y 
fundamentos  de  derecho  que  creyó  conducentes,  absolvió  á  D.  Joa- 
quín Florencio  Clavero  y  Tarazona  y  al  Ayuntamiento  de  Esguedas  de 
la  demanda  propuesta  por  D.  Juan  María  Jordán  de  Urdes,  D.  Alberto 
Azara  y  por  el  Ayuntamiento  de  Lupifien,  y  en  su  virtud  confirmó  la 
providencia  que  en  4  de  Noviembre  de  1871  dictó  el  Goberpador  civíL 
de  la  provincia  de  Huesca,  por  la  cual  autorizó  la  construcción  de  un 
azud  ó  presa  sobre  el  rio  Soton,  y  en  el  sitio  marcado  en  el  plano  que 
obra  en  autos  para  el  riego  de  las  tierras  del  expresado  D.  Joaquín^ 
sitas  en  los  términos  de  Esguedas,  sin  hacer  especial  condenación .  ^ 
costas: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpusieron  apelación  Don 
Juan  Haría  Jordán  de  Uriits,  D.  Alberto  Azara  y  el  Ayuntamiento  do^ 


LüpiSeñ;  7  remitidos  los  autos  á  éste  Suj^remo  Tribunal,  previa  éita* 
cido  y  eúiplazamiento  de  las  patleK,  el  Licenciado  D.  Valeriano  Cása- 
nueva  eü  ttombre  de  a(tue11os  la  táejoró  con  la  solicitud  de  4oe  la 
Sala  sé  sirTa  feTOcílir  la  precitada  sentencia,  y  declarar  nula  y  de 
ningiin  valót  hl  efecto  la  providencia  del  Gobernador,  reponiendo  las 
cósás  ál  $er  y  edtado  que  ténfad  antes  de  promoverse  el  eipediébte 
por  el  Ayuntamiento  de  Bsgüédas,  fundándose  én  que  la  providencia 
del  Gobernador  adolece  de  vició  de  nulidad  por  no  haberse  publicado 
lá  solitítud  del  referido  D.  Joaquín,  sino  la  del  Ayuntamiento  de  Es- 
guédas,  á  !a  que  sus  repreáeíitados  hati  hecho  oposidion:  que  es  un 
hecho  indubitable  que  Idá  tastillos  de  Otura  y  Goadaserpe  vienen 
utilizando  de  tiempo  inmen^brial  las  aguas  de  que  ahora  va  á  privár- 
seles; y  que  para  los  aprovechamientos  de  éstas  tienen  un  título  lan 
le|(ltimO  y  tan  garantizado  pov  lá  ley  como  pueda  léerlo  el  de  D.  Joa- 
qnin  Florencio  Cavero  y  Tárazona,  citando  en  su  apoyo  los  artículos 
34,  párrafo  tercett)  del  37^  194  y  249  de  la  ley  de  3  de  Agosto  de  iB6($: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Juan  Antonio  Asen sio,  en  nombre 
de  B.  Joat^uin  Florencio  Cavero  y  Tarazona,  pidió  que  la  Sala  fire  sirva 
cobfirmar  todos  los  extremos  que  abraza  la  sentencia  de  ^  de  Eneró' 
último,  declamando  de  cargo  y  responsabilidad  de  Tos  apelantes  lá^ 
cotisecüéncias  qué  úo  pueden  menos  de  producii  la  absoluta  falta  de 
raion  para  combatir  decisiones  perfectamente  ajustadas  á  los  autos, 
fundándose  én  él  art.  499  de  la  ley  de  aguas;  en  la  escritura  de  ca- 
pitulación y  de  concordia  dé  49  de  Noviembre  de  1863,  de  que  se  ha 
hecho  mérito:  en  que  la  solicitud  de  autorización  la  creó  y-  dio  vida 
su  representado,  según  ló  indica  el  oñcio  con  que  encabeza  el  expe" 
diente  gubernatiro:  que  nitigun  perjuicio  sufren  ios  apelantes  con  la 
consfruedon  de  la  p^esa  de  que  se  trata;  y  que  son  dignos  de  estudiar 
los  precedentes  del  fallo  apelado: 

Besultando  que  en  43  de  Noviembre  último  el  Licenciado  GasanueVfl 
sé  mostró  y  se  le  hubo  por  parte  en  nombre  de  D.  luís  Azara,  á  qtden 
sé  lé  habia  adjudicado  por  su  hermano  D.  Alberto  la  heredad  déno- 
ihinada  Castillo  de  Guadaserpe,  según  escritura  pública  que  presentó: 

?mos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Trinidad  Sicilia: 

Considerando  que  e^  un  principio  de  derecho  administrativo,  con- 
signado además  en  varías  sentencias  así  del  Consejo  de  Estado  como 
de  este  Supremo  Tribuna),  que  la  Administración  no  puede  alterar  el 
estado  posesorio  en  qué  un  particular  se  halle,  estando  limitada  su 
compeieneía  en  materia  de  aprovechamientos  de  aguas  á  conocer  y 
decidir  de  la  posesión  aelual,  manleníendo  en  ella  al  gne  la  hubiese 
legalmente,  y  quedando  reservadas  á  los  Tribunales  ordinarios  las 
ctiestioftes  fle  posesión  plenaría  y  de  propiedad: 

Considerando,  hecha  apltcacioo  de  esta  doctrina  al  pleito  actual < 

T.  V. 


que  circ^oscrm.l^.cufstijQQ  que  ea  él  se  ,}^a  deJ[^Uf|p.á;§i  ^^  4^f)<]uiPi 
Florepc-io  Cay/oro  y.  Tarazoaa  tiepe  ó„jno  derpcjio^  á  vaflar,  ¡pop .  ^l  Bu 
de  utiljíae  las  agua^  del  rio  Spton  ea  sus  tierras  dei  la  jajr^$4iqc|o,i;>.^(J^ 
Esgu^da.^  la  presa  construida. en  el  mistpo.  ppr.'nup  de  sjus^Q^ce^ores- 
lyirtisi^  ^^  concordia  celebrada. ea  1865  cpn  e!  pueblo  dp  Bolea, ..cua- 
lesquiera que  sean  !§$,  consecueacias  para  los  deíoás  propietarios,. Q.1&. 
asiste  á  D.  Juan  Alaria  Jordán  de  Urríes  y  coasor^s  el  de  opo/ier^e  L 
la. expresada. variación  ppr  fel  perjuicio  que/pu^iieffa  ^p^ripíjeatar  en, 
el  riego  3e  sus  posesiones  de  Otura  y  Gu£tda^fpe^,  es  visto  ,q>uje  solo; 
incumbe  áesta  Sala,  como  Tribunal  coDtencioso-*^admini,straUy:Oumaa- 
^eaer  el  e9tado  posesario  tal  cui^l  hoy  existe,  interintque  los  iqier^*,' 
sados  no  obtengan  en  el  correspondiente  juicio  deQlaracian,es  favora* 
bles  á  su  derecho: .  ,     , 

Considerando  que,  según  el  resultado  de  la»  prupbas  pac  loi(  mismos 
practicadas  en, primera  instancia  ante  la  Ai^dieqcia  de, Zaragoza,  es 
un.  hecho  incuestionable  que  tanto  D.  ioaquin  Flor^ncíQ  ^ay^co  y 
T^razona  como  Q.  /Juan  María  Jordán  de  Urríes  y  Qonsortes  vienen 
desde  tiempo  inmemorial  rogando  sus  .re$pec;tivaa  propi^.d^  90p^ 
medio;  de  las  presas  levantada^  ¡ap.  los  ríos  SaIa,do  y.Sot9,^,)^in  que  q^ 
tiempo ;  alguno  haja  variado  de  sitióla  construida  por  Ips  caus^q(fs»s 
del  primero, ; ni  alterádose  la  forma  deaprovecba.Q(^íe,i[i^o  de  la§/a^uas». 
según  se  comprueba,  ao  solp.  por  el  dicho,  de  Ips  t^tjgQS  presentados, 
por  D.  Juan  María  Jordán  de,  Urríes  y  consortes,  qi^^  así.  unánime-* 
meinle  lo  aseguran  al  contestar  la  primera  de  las., preguntas  útilps  de, 
SU' interrogatorio,  sioo  por  el  de  los  del  mismo  D.  Joaquín  absplyien-: 
do  la  segunda  del  suyo  viene  por  tanto  á  quedar  .^demostrado  49,  l^, 
manera  n^és  acabad^  y  conclayeqte  ,que  el  verdadefOi.prop^jsitQi  de 
éste  al  querer  variar  la  antigua  presa  era  el  de  recoger  aguas  que  antes 
no  disfrutaba,  alterando  la  posesión  en  que, de  aprovecharlas  y^pidj|^; 
otros  interesados:    .  */  -  .  ,./j 

Cojisid|[U'ando  que  ni  aun  puede  justificarse  tal  pretensión  b,ajp  .  e^ 
supuesto  alegado. por  D.  Joaquín  Fl^cencio  Cavero  y  Ta^razoña  do  que 
la  consiruccion  de  la  nueva  presa  en  sitio  difereptpdel  que  pqiijjaba, 
la  anterior  tiene  solo  por  objeto  recoger  sia^alterar  el  estado  posesorio 
las.  aguas  de  los  mismos  manantiales  que  venia  utiljzando  por  medio 
de  la  antigua  hasta  hacQ;  dos  años,  y  cuyo  nacimieQ,to  ha  varigjip  de 
lugar  á  consecuencia  de  avenidas  que  alteraron  e^  rpaudal  y  curso  dt 
¡as  aguvs  del  rio  Soton,  porque  lejos  de  haber  justlíicado  este  extj^enfia 
en  que  funda  su  derecho,  y  que  ni  aun  alegó  ^n  el  «^Lp^ie.pt^  guber-» 
nativo  al  solicitar  el  permiso,;  h^sia  que  el  lUigenijerp  en  su  ÍQforj;Qe 
estableció  la  'sibijlidad.de  que  tal.hQoho  ocurriera,  .su  mismia,.p^ueha 
ha  venido  á  demostrar: la  completa' inexactitud  de  tal  supoestoy,  com^. 
l^atido,  no  solo  por  los  testigos  de  qae  paria  la  suya  se  Jia  ¡valido,  Pon 


Juan  Msríft'  Jordán  de  Urdes,  sino  por  loST'del  D*.  Joaqúin  tnmmo  eon- 
testa&do  lai  preguntas  5/;  6.'  y  í/,  y  á  la  6^.*,  7.*  y  8/  de  los  refepec- 
tívos  interrogatorios,  que  niegan  en  absoluto  la  variación  de  los  mas 
irantiales^  Bsiegai^ando  alguno  que  antes  come  Ifaora  y  siempfe  son 
náayorés  ^  má^  abundantes  los  que  nacen  en  la  parte  superior  de  la 
presa  del  l>.  *Joa(iiirn;  de  todo  lo  cual  se  deduce  que  el  objeto  de  este 
no  ha  sido  btfo  que  el  de  prívar  á  í).  Juan  Mtfrfa  Jordán  de  Urries  y 
consortes,  alterando  svposesion  de  los  toanantiíiles' <^ue  bace  más  de' 
dos  sfglos  vienen  utilizando  sin  contradicción  en  el  riego  de' sus  eila- 
das-propiedades  de  Olura  y  Guadaserpe:- 

'  Considera i^do  que,  aparte  de  ian  incontt^otertibres  futidaníentos,  y 
estando  solo'ii  las  terminantes  prescripciones'de  la  ley  de  aguas  de  3 
de  Agó'sío'dfe  1866,  «que  el  derecho  de  aprovechar  indefinidamente* 
•las  de  manantiales  y  arroyos  se'ád quiere  por  los  dueños  de  terrenos 
•inferiores,  y  en  su  easó  de  los  coitoátotés  cuando  las  hubiesen  apu- 
ñeado sin  interrupción  por  espacio  de^0..agos;>  cuyo  principio  se 
consignó  asimismo  en  el  art.  494,  segurx  el  cual,  «el  que  durante  20 
•años  hubiese  disfrtjtádaun  a ptcrvecha miento*  de' aguas  públicas  sin 
•oposición  de  la  Autoridad  ni  de  tercero  continuará  disfrutándolo 
«atin  eiQfliidé no puedABCreditar  que  obturo  la. eorrespondiente^auto- 
^ilis^aciop;*.^  siendo  eviden;ie  además,  segju^i^  el  resultado  (}e  las.  prue- 
bas practicadas,  tanto  en  el  expediente  gubernativo  como  en  el  con- 
tencioso, qiielos  castillos  dé  Olura  y  Guadíserpe  vienen- desde  inme- 
morial utilizando  para,.§us  riegos  las  aguas  de  los.  manantiales  que 
nacen  á  la  pahe  inferior  de  la  presa  de  D.  Joaquin  Florencio  Caveró  y 
Tárazona,  fundándose  este  aprovechamiento  en  un  derecho  reconocido  • 
y  valedero,  como  es  de  la  posesión;  y  no  pudiendo  dudarse  por  lo 
mismo  qt^e  la  solicitud  de  éste  ataca  los  de  D.  Juan  Maria  Jordán  de 
ürríes^  consortes,  cuya  disfrute  no  puede  menos  de  ser  respetado 
Ínterin  no  se  les  venza  en  el  correspondiente  juicio;  , 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  en  todas  sus  parles  la 
sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Zaragoza 
en  22' de  Enero  último,  por  la  que  se  absolvió  á  D.  Joaquin  Florencio 
Cavero  y  Tarazoua  y  Ayuntamiento  de  Esguedas  de  la  'demanda  in-^ 
terpuesta  por  D.  Juan  ílaria  Jordán  de  Urries;  D.  Luis  Azara,  como 
ceisior\ario  de  su  hermano  D,  Alberto,  y  Ayuntamiento  de  Lupiueu 
contra  el  acuerdo  que  eu  4  de  Noviembre  de  1(}71  dictó  el  Gobernador 
.  civil  de  la  provincia  de  Huesca  autorizando  al  D.  Joaquin  Florencio 
Cavero  para  consrruir  una  presa  sobre  el  rio  Solón  en  el  sitio  marcado^ 
en  el  plano  que  acompañó  á  su  solicitud,  y  reservamos  su  derecho  al 
expresado  D.  Joaquin  y  Ayuntamiento  de  Esouedas  para  que  hagan", 
valer  el  de  que  se  cieau  asistidos  ante  jos  Tripunales  ordinarios  en  c\, 
cbrtespóndiente  juicio: 


—586'?— 

i^si  por  esta  Questra  seotenoia,  (fue  se  puj>lic0rá  ea  la  Gaceia  oficial 
y  se^iopertari  ea  U  Coleeoian  legislaiiua,  sacálodoso  al  efecto  las  co« 
pias  necesariaSy  y  devQlviápdose  los  autos  á  la  Sala  de  lo  civil  de  1a 
Audieocia  de  Zaragoza  ppr  coaducto  del  Presídeaie  de  la  pisma  coo 
la  certificación  preveoida*  1<>  proQuijiciamos,  mapcjamos  y  firmamos. 
=?JuaD  González  Acevedo.:;7;lgaacio  Vieites.=Juan  Cano  Maouel.-^Jo- 
sé  Jimeaez  Ma$car()s.=SlMagis(rado  D.  Trinidad  Sicilia  vo^ó  en  Sala  y 
no  puede  firmar:  Juan  Qop^^lez  Acevedo.;?Gr{sp;Ulü  García  4e  la  Sarpa. 
^jEugepio  de  Angulp. 

Publicacion.=:Leida  y  publicada  fpé  1a  prec^dpot?  sentencia  por  pl 
Excmo.  Sr,  D.  Juan  Cron^alez  Acebedo,  Presidente  de  la  Sala  tercyera 
de  este  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  ipisma  eo 
el  dia  de  boy  de  qu§  certifico  Qpmo  Secretario  Relator  en  Madrid  4  23 
de  Diiciemt^re  de  i873.=f  ¡licenciado  Afanuel  Aragoneses  Qil. 

(Gaceéa  de  28  de  Febrero  de  1874;. 


TEIBUNAL  SUPREMO, 


Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  reeurso  de  cantacion 
interpuesto  por  la  Sociedad  Ibérica  de  riegos  sqbre  apro-  . 
mcfumimto  4e  aguas  é  indemniaaoion  da  perjuicios. 

En  la  villa  de  tladrid,  á  9  de  Febrero  de  1874,  en  el  pleito  peu- 
diente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  por  infracción  d^'. 
ley,  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  íá  lo-' 
clusa  de  e^ta  capital  y  en  la  Sala  segunda  de  16  civil  de  la  Audiencia 
de  su  territorio  por  D.  Francisco  Aogoitia  y   Abasólo,  D.   Alejandró' 
Bengochea  y  Sabayen  y  D.  Ramón  Múgica  y  Larrañaga  con  la  Socíq- 
dad  ll^érica  de  riegos  sobre  aprovechamiento  de  9guas  é  indemniza- 
ción de  perjuicios: 

Resultando  que  D..  Francisco  An^oiCia  y  consortes,  como  duej^os 
del  molino  harinero,  convertido  hoy  en  fábrica  de  harinas,  sita  en  la' 
villa  de  los  Santos  de^umosa^  entablaron  demanda  contra  el  Director.' 
Gerente  de  la  Sociedad  Ibérica  de  riegos  para  que  en  atención  á  que 
como  concesionaria  d^.  caúal  del  rio  Henares  no  respetaba  los  anti- 
guos derechos  de  los  demandantes,  cuando  la  concesión  solo  pudo 
otorgarse  sin  perjuicio  ifi  tercero,  según  se  habia  estimado  á  igual, 
reclamación  del  Marqués  de  Mprante,  se  condenase  á  dicha  Sociedad  á 
que  al  realizar  las  obras  del  referido  canal  respetase  los  derechos  de 
los  denoandantes  para  el  aprovechamiento  de  las  aguas  del  rio  én  la. 
presa,  caz  y  socaz  y  demás,  declarando  que  la  Sociedad  no  podía  j)a- 


cei  ilUcacion  ao  loi  idí8|ih>s  ni  eo  el  carao  que  ea  el  4i«  teniaD  Us 
agu^t  del  rio  por  8«  qéuee  aatnrai. 

ReaaUaDdo  que  U  Sociedad  Ibériea  de  riegos  íAipogoó  la  iemanda 
fiuideda  ea  qoe  iodos  los  interesados  fueron  oidoe  eo  el  «Kpedieate  íqs- 
iroido  para  la  coocesÁoo  del  «anal;  «oofírmada  por  la  ley  de  4  és  Ja* 
li#49  l8H5:gae  sa  constraccion  oo  erft  do  interés  particahir,  siao' 
de  «tifidad  pút>Uca:  qoe  la  Compañía  había  adquirido  por  la  concat ioa 
d  deroebo  da  derivar  dd  río  Heaarea  al  caBa],  «egan  las  estadonest 
el  sobrante  de  agita  que  aquel  tenia,  después  de  respetados  loa  dero'^ 
ehos  .eiistentes  de  aatigoo;  y  que  no  había  deri?ado  más  que  ana  pe- 
queña cantidad  muy  ioferior  al  tipo  de  la  dotación: 

KesaUandoque  los  demandantes  replicaron  qoela  Gompañia,  no. 
solo'impodia  ei  curso  de  las  aguas  por  su  cauce  natural  para  que  la  íá* 
bfica  pudiera  funcionar  libremeate  durante  todo  el  año,  sino  que  eo 
los  meses  de  Juoio  á  Setiembre  de  1860  disposo  do  la  totalidad  de  ellas , 
príTándolos  de  las  necesarias  para  el  movimiento  de  sus  artefactos*  é 
iriogAiidolíse  los  daSos  coaaiguientes  que  debiau  apreciarse  por  pe* 
ritos) 

lies<ettando  que  sumioistrada  por  las  partes  prueba  testifical  y  pe- 
ricial, dictó  aeotencia  el  Juez- do  primera  instancia  que  oenfirmd  ea 
14  de  Octubre  de  487%  la  Sala  segunda  déla  Audiencia  de  esta  capital/ 
declarando:  primero,  que  el  Director  Gerente  de  la  expresada  G6mpa«f 
ñfa  00  puede  hacer  alteración  alguna  con  perjuicio  de  los  demandan- 
tea  en  ol  curso  que  las  aguas  del  río  Henares  tiene  eo  el  diar  segun- 
do, que  el  expresado  Director  Gerente  al  realizar  las  obras  del  canal 
concedidff  á  laGompañia,  estaba  obligado  á  acatar  y  respetar  todos  los 
derecho»  que  corresponden  á  los  demandantes  en  el  aproTOchamiéáio 
de  las  aguas  del  mencionado  rio  en  la  presa,  caz  y  socaz  y  demás'TO» 
lacionado  ea  el  primer  fundamento  de  hecho  de  la  demanda;  y  terce*> 
ro,  que  había  lugar  á  que  en  el  expresado  concepto  de  Director  Ge- 
rente de  la  misma  Compañía  pagase  dentro  de  quinto  día  á  los  deman- 
dantes la  cantidad  de  50.184  rs.  en  que  hablan  sido  valuados  los  per- ' 
jttiaiea  experimentados,  con  las  costas: 

Resultando  que  la  Compañía  demandada  interpuso  recurso  de  ca- 
sación, por  haberse  infringido  á  su  juicio: 

i."*  Bl  art.  317  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  puesto  que  al 
apreciar  las  pruebas  referentes  á  que  la  Compañía  privó  á  los  deman^ 
dantas  del  agua  necesaria  para  dar  movimiento  á  su  molino  harinero; 
y  por  cODsetuencia  causándoles  perjuicios,  habia  faltado  á  las  reglas  ' 
de  la  sana  critica  á  que  según  el  citado  artículo  debían  anteponerse 
los  Tribunales  para  la  calificación  de  las  pruebas,  pues  era  regla  de 
sana  crítica  entre  la  prueba  documental  y  la  testifical,  mucho  más  si 
como  en  este  caso  los  hechos  eran  difíciles  de  apreciar  por  testigos; 


debia  estarse  por  la  primera  eú  competencia  con  la  secunde;  regla  áé 
qae  se  había  separado  la  sentencia  dando  más  val#r  á  1á  prdeba'  íéa* 
tifícal  de  los  demaadaí>te8  que  á  la  instrnmentat  dB  la  Gompafifa;   * 

2.*"  La  ley  46,  tít.  ^,  Partida  3.*,  porque  ía  sentencia  fio  go-ardabA' 
exacta  conformidad  con  la  demanda,  otorgando  á  los  demandante^ 
macho  más  de  lo  qae  ésta  comprendía  y  d^  lo  que  "hab^  sido  objeto 
del  pleito,  toda  vez  que  se  condenaba  al  recurrente  á  le  iñdéiiiniza- 
cioo  de  los  perjuicios  ocasionados  á  los  denbándáñtéS'  e¿  ei  añfodif' 
1868,  que  oo  habían  sido  reclamados  en  stf  demdhdaf  • 

S.**  •  Los  artículos  64  y  62  de  la  icy  de  BDjuiciiamieoto  éivil;  por 
faltar  á  la  sentencia,  claridad  y  expresión^  comf^refídiendo  ea*un  solo 
punto  el  2.*"  y  5."  de  la  demaiida,  pues  sin  declarar  expresamenie  ^ue 
se  habían  ocasionado  perjuicios  y  cuántos,  sé  comfétiaba  á  la  Compa- 
ñía al  pago  de  una  gruesa  cantidad  0omo  indeifiolíaidióo  de  áqoelios? 

Y. 4.°  El  árt.  381  déla  ley  deE^juitíiamientodvihlaléf  t44vtftalo' 
18  de  la' Partida  3.%  y  la  jurisprudencia  cotisigirada  en  -la'senteAda'de. 
20  de  Febrero  de  4866;  á  la  lay  8,%  tít.  45,  Partida-  3.«  iy  -I* ;p«fl«'*7: 
del  derecho  consignado  en  el  tít.  34  de  la  Partida  7.<,  toda  vez  qad"eé 
aceptaba  euJa  sentencia  par«  la  apreci'acietr  de  les  eupuéstoé'^rfui- 
cíos  el  dictámen<del  pefitotercerb,  pira  datt  el  cual  i)o*$e  'habría  í*eú<< 
nido  ni  conferenciado  con'  los  peritos  anteriores  como  eii^iá  el  pár-> 
rafp  décima  tercero  del  art.  303  de  la  ley  de  Bnjuiciaaiiento  civil  qué 
babia  sido  infringido;  y:se  prescindía,  de  la  certíñcaciob  de  la  Adtnt- 
QÍ8tra:Gioii  de  Hacienda  con -reladou  al  amiHaramiento  de  riqueza- iqae 
tenia  por  base  la  declaración  jurada  éél  interesado:    >    :  >'    ' '      . 

<  Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laurean?  de^ iAíirieta:     •    : 
Considerando  que  isegun  lo  ha  declarado  reiteradamente[>  esté  Su- 
premo Tribunal,  no  puede. sen  Alegada  como  fundamenta  éOea^  de 'Ca«^ 
sacien  la  infracción  del  art;  S^i7  de  la  dey  de  Bn}u1ó|nlMÍeaio  dvil; ' 
cuando  laSala  sentenciadora  aprecia,  como  lo  ha  veniOpádoiéaiel  pre- 
senté  caso»  comarregloá  su  racional  criteriola  fuerza*,  probatoria' 'd«' 
las  declaraciones  de  loa  testígds  sobre  coesiUdoiáé  de  meíribi  heoho.  aje- 
nas al  objeto  del  indicado  recurso,  que  se  limita  á  la  rctíta  iofteligéfl'^  ^ 
cía  y  aplicación  del  derecho:  .  '     '  / 

Considerando  que  la  sentencia  impugnada  resuerrelas  cu^ationes 
planteadas  y  debatidas  oportunamente  duran tef  el  litigio,  una  de  lias 
cuales  ha  sido  la  relativa  á4a  existencia  é  importancia/ de  ios  perjui* 
cios  causados  á  la  parte  demandante  por  la  demandada  á  cauáa  déla 
total  desviación  de  las  aguas  del  rio  Henares -en  provecho  del  canal  de 
riego  construido  por  la  última  y  en  dañode  la.  Fábrica  ide  harinas 
perteneciente  á  la  primera^  habiendo  sido  este  puotaol)jeto,niuy  prin- 
cipal de  las  contrarias  alegaciones  de  ambos  litigatites,  igualmeate 
que  de  las  pruebas  por  los  mismos  practicadas;  en:cOyaiirirtud  la  Sala 


^383- 

s6Dteqci«4Qi:an9.ba.iafriagid9  U6  disposiciones  do  lá^loy  16,  Üt.  ^, 
ParlijíOu'^/t  PÁibr^  (^elos.ariiculos  61  y  62  do  la  ley  de  Eojuiciamieoto 
civiljQjt^as  por  eil.recttrreQto;         ... 

Y  considerando  que  tao^poco  ha  contrariado  las  del  articulo  361' 
de  1^ ley  fie  DojuiciaiQieoto  civil  y  demás  queso  menciooaa  oa el.nú- 
mero  ,4-^  del  recurso,  puesto  que  la  Sala,  apreciando  eo  conjunto  y 
combinadas  entre;  sí  l^s  diversas  clases  de  pruebas  suministradas  por 
los  UtiígaDies,  sin  desatender  U  documental  ni  la  pericial,  ha  formadoj 
su,  juicio  acerba  de  los  hechos  alegados  por  los  mismos; 

,1.  Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  c€^sacion  interpuesto  por  la  Sociedad  Ibérica  de  riegos,  á  la 
que  condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad  de  4.000  rs.  depositada, 
qqe  se  distribuirá  cpo  arreglo  á  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  la  Au- 
di«nciii  do  esta  capital  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacítu  y  se 
insertará  e^  la  C^íieecion  legislativa  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamps,  mandamos  y  íirmamos,=Tomás  H4iet.=s 
José  M.  Cáceres.=7Lau^reauo.  ^e  Arcieta.=.Feroando  Pérez  de  Bozas.= 
Ramón  Diaz  Vela.=Benilo  de  Ulloa  y  Rey.=Victoriano  Careaga. 

Publicación. =Leida  y  publicada  fi^é  la  anJlerjijor  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Laureano  de  Arriétá,  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  en  el  dia  de  hoy, 
de  que  ce^tióco  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  1ü|.49  Febrero  de,  i674.=s:Licenciado  De^idcirio  Martínez. 

..._,,,,      -     (Gücetade^^deMarzodeWA).  .\ 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


"  .'  !         '  '  ' '  ■  I 

Resolución  ampliando  la  habilitación  de  San  Juan  del  Pueriq, 
para  et  desembarre  del  material  del  ferro^carril  que  d^s^ 
de  tas  minas  de  Rio'Tinto  a  de  terminar  en  él  puerto  de 

Huelva  ^  para  el  de  dichas  minaa,  \ 

-    .  ■        .  .  •  ,* 

Ilmo.^r.:  Visto  cuanto  resulta  del  expediente  instruido  á  conse* 
cuencia  de  ía  instancia  presentada  por  D.  Daniel  Carballo,  represen-.  • 
tante  déla  Compañía  cesionaria  de  las  minas  de  Rio-Tinto,  en  solici- 
tud  de  que  se  peí'mita  desembarcar  por  el  punto  de  San  Juan  del  Pder 
to,  después  de  despachados  en  la  Aduana  de  tfuelva,  los  materiales 
necesarios  para  el  ferró-carril  que  ha  de  construirse  desdé  dichas  mi- 
nas al  puerto  de  la  cápitaf,  así  como  para  el  de  los  efectos  destinado? 
á  lá*explotacion  de^s  indicadas  minas: 


VÍ9Ü0»  los  inTbtmes  emitidos  pdr  la  Adffiiai#iraeibft'ecdni6ttiica  de 
la  proTificio,  AírnlalMi'aeloé  principal  de  AduaiMti.  GviáAQdáiitíá  úü 
Carabineros  y  Junta  de  Agricultura,  Indusrtrtá^  CbÉiercid,  iíufúis  fft- 
fbVknei  SDO  favorables  á  lo  que  se  solicita; 

El  Gobierno  de  la  RepábUea,  de  confoi'ttidad  «Ob  lo  proputotd 
pqr  V.  L,  ha^  resuelto  que  3B  atnplie  la  habilitación  de  San  Jüaú  del 
Puerto  pai^  el  desembarque  del  material  destinado  al  fdrfo-eárrU  qae 
partiendo  de  las  minas  de  Rio-Tinto^  ka  de  terriiiftar  en  el  pu^tó'  de 
Huelva,  y  para  el  de  los  efectos  d«»tinados  á  la  etplolacion  der  lai  id-' 
dicadas  miiias^  con  la  intervencloa  d«l  reisguirdo  de  Qarablneroii  de 
aquel  panto,  previo  réconoeimiento  y  despache  en  la  Adüitna  déla 
capital. 

De  orden  dial  mismo  Gobierno  Jo  áíg^  A  V.  1.  pttra  lü»  efectos  cor- 
respondientes. Dios  gtiarde  á  V.  1.  muchos  años.  Illrdrid  ii  áé  Febre- 
ro de  id74. 

Sr.  Director  géberal  de  Aduanas. 

(Gaceta  úe  ^  dé  Stdtto  de  lüU). 


líiilBüNAL  SUPÍlEMb. 


Sentencia  ^confirmando  la  de  la  Audiencia  de  Oviedo  que  con- 
firmó  et  acuerdo  del  Gobernador  de  lé  próvindíá  decla- 
rando la  cMt»tí.dad  de  lamina  ElVii*a  y  admitiendo  el  nuevo 
registro  con  el  nombre  de  Constancia. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  1^  de  finero  de  1874,  en  el  pleito  conten- 
cioso-administrativo  pendiente  ante  Nos  en  grado  de  aoelacion,  inter- 
piíesik  ppr  bo'ña  P^tfa  de  Arce,  ^iuda  de  Gollaüté^,  p<iv  si  y  tomó  tu- 
tora  y  curádt}ra  de-sus  hijos  nendres  Dima  Müiria  Te»eaá«  D.  Ramiro, 
p.  José  y  D.  Garlos  GollanteS)  y  en  su  nombre  el  Licenciado  fk  Juan 
de  Dios  £squer,  en  los  que  és  parte  la  Administración  general  del 
Estado,  representada  por  el  lllltiisterkif  ñscal,  contra  l)á  séVit^bda  dic- 
tada por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Oviedo  en  21  de  Fe- 
brero de  id7^«  que  desestimando  la  demanda  confirmó  el  acuerdo  del 
Gobernador  de  la  provincia  de  22  de  Abril  de  487{  declarando  la  ca- 
ducidad de  la  mina  titulada  Elvira  y  admitiendo  el  nuevo  registro  con 
el  nombre  de  Constancia: 

Resultando  que  D.  Saturnino  Ganton,  vecino  de  Oviedo,  acudió  a^ 
Gobernador  de  la  provincia  eñ  9  de  Mayo  de  1870  exponiendo  que  eo 
terreno  común  de  la  pari^oquia  de  Mórida,  Concejo  de  Aller«  término 
de  Primayor,  deseaba  adquirir  60  hectáreas  de  mineral  de  carbón  con 


el  nombre  da  OmstaneU  que  se  hallaba  descabterto  por  trabajos  anti- 
gttos;  añadiendo,  después  de  «eñalar  los  lindero»  j  hacer  la  dedgna- 
cion,  que  en  el  terreno  pretendido  existe  una  concesión  antigua  cono- 
cida con  el  nombre  de  Elvira,  que  fuá  concedida  á  D.  Antonio  Gollantes, 
la  cual  se  hallaba  entonces  y  hacia  mucho  tiempo  en  completo  aban- 
dono por  falta  de  pueble,  y  por  lo  tanto  pedia  que  se  a.dmitiese  e&ta 
solicitud  de  registro  por  denuaeia  con  la  cantidad  de  30  escudos  que 
á  la  vez  consignaba,  y  que  préna  la  caducidad  de  dicha  mina  Elvira 
se  le  expidiese  en  su  dia  el  correspondiente  titulo  de  propiedad: 

Resultando  que  admitida  dicha  solicitud,  sin  perjuicio  y  salvo  me- 
jor derecho,  se  dio  vista  al  representante  de  Gollantes  para  jque  en  el 
improrogable  término  de  iS  días  expusiese  lo  que  creyese  convenir  á 
su  derecho:  que  con  efe¿to  en  20  de  dicho  mes  D.  Rodrigo  Gampoma- 
nes,  como  apoderado  de  Doña  Petra  de  Arce  de  Gollantes,  pidió  que 
se  desestimase  dicho  denuncio,  ó  en  otro  caso  se  elevase  esta  solicitud 
al  Ministro  de  Fomento  para  su  resolución,  según  estaba  prevenido 
pojT  el  reglameotor  vigente  y  por  el  arU  23  del  decreto  de  1/  de  Enero 
de  1869,  porque  atendiendo  i  la  crisis  por  que  atravesamos  no  habla 
venta  para  los  carbones,  y  además  venia  satisfaciendo  loS  derechos  de 
superficie  con  la  puntualidad  debida: 

Resultando  que  admitidas  á  ios  interesados  la^  informaciones  que 
con  citación  recíproca  tuvieron  por  conveniente  presentar  deütio  dd 
término  de  la  ley,  D.  Froilan  Pérez,  en  cuyo  favor  había*  sustituido 
Gampomanes  el  poder  que  le  confiriera  Doña  Petra  de  Arce,  viuda  de 
D.  Antonio  Gollantes,  como  tutora  y  curadora  de  sus  hijos  meoüres, 
presentó  nuevo  escrito  pidiendo  que  se  cancelase  el  registro  (/Onaton- 
cia  y  se  declarase  subsistente  la  concesión  Elvira,  reproduciendo  lo 
anteriormente  expuesto,  y  añadiendo:  primero,  que  aun  suponiendo 
vigente  la  ley  de  i859,  no  podia  decirse  que  la  mina  Elvira  estuviese 
abandonada  porque  habia  venido  satisfaciendo  puntualmente  las  coü* 
tribucioDes«  y  porque  la  crisis  que  ha<^  algunos  años  pesaba  sobre  la 
industria  venia  á  constituir  una  fuerza  mayor  que  eximia  de  respon* 
sabilidad  al  concesionario:  segundo,  que  era  sabido  de  todos  la  para* 
lizacion  indefinida  de  las  obras  del  ferro  carril,  lo  cual,  sobre  aumentar 
las  dificultades  de  la  explotación,  defraudaba  las  esperanzas  del  regís* 
trador,  quien  desde  la  concesión  habia  pagado  al  Erario  público  una 
cantidad  significativf^  para  que  viniera  un  tercero  é  aprovecharse  de 
lo  que  el  verdadeio  dueñ(^  no  habia  podido  utilizar  por  obstáculos 
insuperables;  y  tercero,  que  en  20  de  Setiembre  de  I86&  se  expidió 
una  Real  orden  permitiendo  la  suspensión  del  pueble  por  dos  años 
respecto  á  todas  las  comfesiones  de  Gollantes,  y  que  habia  cambiado 
completamente  el  espíritu-  de  la  legislación  para  preparar  la  caducidad 
de  una  mina:  ^ 

Sección  ADHuriSTiATir4««-<»T.  V*  .        2ft 


'fii&irítaDdo  que  remitidoí  el  expediente  al  Ingeatéro  D.  (}áÍBÍmira 
-del  Valle^  manifestó  qae  reconocidas  en  toda  sn  extensión  las  tri^ 
pertenencias  que  componen  la  concesión  minera  Elvira,  sin  asistencia 
de  los  interesados  ni  persona  que  les  representase,  encontró  en  aque- 
llas, además  de  la  labor  legal,  una  calicata  practicada  en  tierra  vege- 
tal con  objeto  al  parecer  de  poner  en  otro  punto  de  manifiesto  el 
afloramiento  4e  la  capa  que  representaba  un  volumen  de  tierra  ezca- 
Tada  de  un  metro  cúbico,  823  milímetros  de  metro  cúbico;  y  que  dada 
la  consistencia  de  las  tierras,  se  escarbaba  por  un  solo  hombre  en  una 
hora«  siendo  la  única  kbor  ejecutada  en  dicha  concesión  desde  la  fe- 
cha en  que  se  demarcó,  y  de  consiguiente  desde  la  toma  <le  posesión 
que  tUTo  lugar  en  2  de  Noviembre  de  1866: 

Resultando  que  el  Ingeniero  Jeje  al  remitir  el  anterior  informe 
expresó  que  esta  mina,  como  todas  las  del  Valle  de  Aller,  en  general 
carecen  de  vias  de  comunicación  para  dar  salida  á  sus  productos,  y 
coando  ei  trazado  oficial  primitivo  del  ferro-carril  de  Léon  á  Gíjon 
pasaba  por  dicho  Valle  llegó  á  ser  una  esperanza  fundada  de  que 
aquella  via  viniese  á  satisfacer  esta  necesidad;  pero  que  cambiado  el 
trazado  fué  frustrada:  que  esta  consideración  habia  sido  la  verdadera 
causa  en  su  concepto  de  que  las  labores  preparatorias  de  dicha  mina 
no  se  hubiesen  emprendido  porque  todavía  no  se  veía  próximo  el 'día 
de  su  explotación;  y  que  el  abandono  voluntario  no  habia  tenido  lu« 
gar  para  que  siguieado  la  jurisprudencia  del  ramo  pudiera  admitirse 
el  denuncio: 

.  Resultando  que  Doña  Petra  de  Arce  justificó  con  tres  testigos  la 
labor  legal  que  habia  hecho  en  dicha  mina,  reducida  á  írefs  metros^ 
^  galerías  de  á  20  y  varias  calicatas  para  descubrir  sus  cnpas,.  asf 
oomo  que  habia  satisfecho  ei  derecho  de  superficie  hasta  1870;  y  que 
no  obstante  ésto  el  Gobernador,  de  conferí midad  con  la  Sección,  en  22 
de  Abril  de  4870»  declaró  la  caducidad  de  la  mina  Elvira  y  admitió  el 
registro  de  la  titulada  (^onjíaHci/i: 

Resultando  que  notificada  esta  resolución  en  25  siguiente  á  Don 
FroiLan  Rodríguez,  Doña  Petra  de  Arce,  debidamente  representada, 
entabló  demanda  contencioso-adm:nistfati?a  en  25  de  Mayo  siguiente 
ante  la  Sala  de  io  civil  de  la  Audieñcra  de  Oviedo  con  la  solicitud  de 
que  la  citada  providencia  del  Gobernador  se  dejase  sin  efecto  en  cuan- 
to admitió  el  registra  Constancia  y  declaró  abandonada  la  mina  Ehi" 
ra^  fundándose  en  que  ésta  no  habia  sido  abandonada  según  la  juris** 
prudencia  de  este  Tribunal  Supremo: 

Resultando  que  admitida  dicha  demanda,  previo  dictamen  fiscal, 
por  auto  de  23  de  Noviembre  del  mismo  año  ^e  dio  traslado  con  em- 
plazamiento á  D.  Saturnino  Cantón  y  al  Ministerio  fiscal;  y  habiendo 
aquel  dejadp  trascurrir  el  término  sin  verificarlo,  la  parte  actora  lé 
acusó  la  r^eldía,  y  asi  se  estimó  por  la>Sala:'  .    -. 


-Sil- 
Resultando  que  el  Fiscal  pidió  que  se  desestimara  la  demanda  j 
coDflrmasc  el  acuerdo  de  ia  Administración,  fundándose  ea  los  ar- 

•  r  * 

Ifculos  50  al  54  de  la  ley  de  4  de  Marzode'itíGB,-  no  siendo  aplicable 
el  23  de  la  de  Í9  de  Diciembre  por  no  haber  optado  entre  ésta  y  lo 
consignado  en  aquella,  según  se  previene  en  el  art.  30,  ni  tampoco  la 
fuerza  mayor,  seguo  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal  Supremo: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  insistieron  el 
actor  y  el  Ministerio  físcal  en  sua  respectivas  pretensiones,  añadiendo 
aqnel  que  D.  Antonio  Gollantes  habia  construido  para  utilizar  (os  me- 
nudos de  sus  minas  una  fábrica  de  aglomerados  en  las  cercanías  de 
Gijon  á  orillas  de  la  via  férrea,  lo  cual  probaba  que  ni  habia  abando- 
nado á  la  Elvira  ni  tuvo  tal  intención,  sino  que  suspendió  su  explota- 
ción hasta  que  ésta  empezase  á  funcionar;  apoyándose  su  doctrina  en 
una  Real  orden  por  la  tual  se  le  dispensó  el  pueble  durante  dos  añoa, 
en  el  informe  del  Ingeuiero  Jefe,  en  las  sentencias  de  28  de  Febrero 
de  i86i.  en  la  de  4  de  Julio  de  i8i)0  y  en  la  de  2i  de  Abril  de  i863,  y 
en  que  al  fallecimtemto  de  D.  Antonio  Golfantes,  su  viuda  se  presejató 
en  concurso  celebrando  un  convenio  con  sus  acreedores,  que  fué  apr<^ 
badü  judicialmente  en  4860,  desde  cuya  época  una  fuerza  mayor  ,im,-. 
pidió  Ja  continuación  de  las  labores  mineras  y  los  trabajos  de  laa  fá- 
bricas, limitándose  á  satisfacer  los  derechos  de  superficie  como  señ^i 
eficaz  de  que  ni  la  viuda « sus  hijos,  acreedores  ni  los  representantes 
del  concursó  podían  renunciar  á  las  minas  legalmeote  adquiridas  que 
formaban  parte  del  activo»  interesados  todos  en  mantenerle  integro: 

Resultando  que  D.  Saturnino  Cantón,  á  quien  se  tuvo  por  parte, 
duplicó  asimismo  con  igual  pretensión  que  la  deducida  por  el  Fiscal, 
fundándose  en  que  la  cuestión  era  de  laboreo  ó  no  laboreo:  que  era 
un  hecho  que  la  mina  Elvira  no  se  laboreó,  y  por  tanto  el  abandono 
d&  la  misma:  que  tal  hecho  se  reputaba  voluntario,  se^un  la  ley, 
mientras  no  ^e  pruebe  una  fuerza  mayor,  y  que  no  podia  tenerse  por 
tal  el  mal  estado  de  las  vias  de  comunicación,  la  falencia  en  los 
cálculos,  la  falta  de  consumo  ni  el  planteamiento  de  una  fábrica  in- 
dustrial á  larga  distancia  y  con  el  distintó  objeto,  ni  tampoco  el  ha- 
ber muerto  el  concesionario  dejando  su  herencia  en  mejor  ó  peor 
estado;  y  que  sobre  todas  las  leyes  citadas  estaba  la  ley  de  minas,  que 
las  declara  abandonadas  cuando  no  se  trabajan  y  explotan  en  la  forma 
que  prescribe: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  l^a  parte  actora  justificó 
que  por  las  cuatfo  pertenencias  de  la  mina  Elvira  habia  satisfecho  200 
pesetas  por  derecho  de  superficie  en  1870  y  Í87i:  que  tomó  posesión 
de  la  mina  Elvira  en  2  de  Noviembre  de  1866:  que  no  pudo  compul- 
sarse la  Real  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento  de  20  de 
Setiembre  del  mismo  año  sobre  suspensión  de  laboras  de  dicha  mina, 
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y  otras  por  do  hallarse  eo  aquellas  oficinas  á  pesar  de  haberse  busca- 
do: que  la  testamentarfa  de  D.  Antonio  Goliantes  fué  presentada  en 
concurso  en  25  de  Marzo  de  1870.  previo  embargo  de  bienes,  Qguraa- 
do  entre  ellos  una  fábrica  de  aglomerados  con  casa -administración, 
otra  casita  de  madera  para  herramientas  y  muro  de  carga  y  descarga: 
que  las  minas  de  Aller,  en  Asturias,  eran  de  fácil  explotación;  pero 
que  se'consideraban  improductivas  por  falta  de  laboreo  y  otras  causas: 
que  por  sí  y  como  tutora  y  curadora  de  sus  hijos  celebró  un,  convenio 
con  sus  acreedores,  por  el  cual  les  cedió  todos  los  bienes  de  la  testa- 
mentaria^ y  éstos  á  su  vez  á  aquella  todas  las  minas  de  carbón,  sitas 
en  la  provincia  de  Oviedo,  con  los  instrumentos,  edificios,  etc.:  que 
aceptado  por  aquellos,  se  nombró  una  comisión  ejecutiva  que  admí« 
nistrara  la  testamentaría,  vendiera  sus  bienes  y  gestionara  con  plenos 
poderes  en  nombre  de  ésta,  recayendo  este  cargo  en  I>.  Fra^acisco 
Anguío: 

Resultando  que  unidas  las  pruebas  ^  los  autos,  y  celebrada  vista, 
pública  con  citación  de  las  partes,  dicha  Sala  en  ^1  4e  Febrero  de  > 
i 873  dictó  sentencia  por  la  cuaL  fijando  los  hechos  y  fundamentos  de, 
derecho  que  creyó  conducentes,  desestimó  la  demanda  propuesta  po,r 
Doña  Petra  de  Arce  y  confirmó  el  acuerdo  del  Gobernador  de.  22  de 
Abril  de  187!,  por  el  que  se  declara  la  caducidad  de  la  .mina  Elvira; 
se  admite  el  registro  de  la  misma  con  el  nombre  de  Cmstancia^  y  se 
manda  cursar  el  expediente  por  todos  sus  trámites,  conforma  á  la  ley 
y  reglamento,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas; 
\     Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  apelación,  Doña  Pe* 
tra  de  Arce,  por  sí  y  como  tutora  y  curadora  de  susí  menor/QS  hijos 
Doña  María  Teresa,  D.  Ramiro,  D.  José  y  D.  Garlos;  y  remitidos  los 
autos  á  este  Tribunal  Supremo,  prévls^  citación  y  emplazat^ieato;  de 
las  partes,  el4iicenciado  D.  Juan  de  Dios  Esquer,  en  nombre  de  aque*    . 
Ha,  mejoró  el  recurso  con  la  solicitud  de  que  con  revocación  de  la    • 
sentencia  apelada  se  decidiese  él  pleito  en  los  términos  solipitados  en 
la  demanda  deducida  ante  la  Audiencia,  fundándose  en  que  el  dueño 
de  una  pertenencia  minera  no  puede  ser  grivado  de  su  propiedad 
mientras  expresa  é  indubitadamente  no  aparezca  su  intención  fie  aban* 
donarla:  que  habiéndose  concedido  á  Goliantes  por  Real  órdeA  la,  fa- 
cultad de  suspender  los  trabajos  de  sus  minas,  debe  obedecerse  esta 
orden:  que  pagándose  el  impuesto  por  dichas  propiedades  miaeras,  oo 
debe  suponerse  legalmeote  el  propósito  de  abaodqnarla^,  siendo  fiauy 
distinta  la  previsión  y  economía  del  voluntario  abandono;  que  los 
cambios  se  introdujeron  por  circunstancias  especiales  en  la  industria  . 
minera  que  aconsejaban  aquel  proceder:  que  practicándose  para  am*  • 
pliar  la  industria  y  ponerle  en  comunicación  con  los  primitivos,  no 
cabe  decir  que  hay  abandono:  que  construyéndose  uua  fábrica  y  loc^- 
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les  jara  conservar  y  aprovechar  los  mioerales^estó  lleno  ,el...p.rec,ap!U)  . 
de  la  ley,  según  lo  resuelto  pcír  el  Con3eio  do  ífatadp:  que^  ea^oneuwo> 
la  testabientarfa  de  CoHaates,  no  fud  posible  i.  su  reprewnUdo.  >4C^r 
más  gastos  que  los  reclamados  por  n.ecesidades  «argentes;,  y  ^quo  aj,. 
conjunto  de  las  círcuosfiancias  expuestas  pruebfko  qu^e  ap.  ha  habida." 
?l  abandpnp  voluntario  que  la  ley  exige  para  declarar  la  oaducidad  d^  . 
una  mina,  como  lo  entendió  el  Ingeniero,  estando  además  resv^elto  por 
el  CíOzíspjo  de  Estado: 

fiesttltando  que  elMinisterio  fiscal  pidió  que  se  deiS^stim^se  el  re*'  . 
corso  de  <ipe]acion  y  se  confirmara  la  sentencia  objeto  del  míamo, 
faodándo^e as  que  e9< papisa  de  caducidad  el  abandonode «nai  mina  m 
guardándose  laa  r$glM  estaUetidiis  en  )os  articulo»  50  al  5^,  «egoti.  iel 
65  de  la  ley:  que  las  causas  alegadas  por  la  reéurrente.  que  impidiecoo 
tener,  poblada  2a  mina^  por  más  que  pudiertu  >ser  atendiües  por  la  A4*' 
miaidiracioD  bajo  cierto  punto  de  ^ista,  oo  la  era  posible  reaebver.eov  . 
stt  cfiterio  equitattivo  el  expediente  desde  el  momento  en  que.  había 
QD  tercero  interesado;  teniendo  que  atemperarse,  como  la  «Sala  sen^ 
teaeiadorai  estrictamente  á  la  ley:  que  dada  por  cierta  la  Real  órdeo' 
sobre  sospension  del  pueble,  trascurridos  los  dos  aüos.de  su  feoha^  po  > 
ba  podido  excusarse  de  hacer  trabajos  en  la  mina,  los  cuales  no  ha 
hechoaégofleilngeniero,  autoridad  irrecusable  en  lamaterir,  y  que!< 
el  art.  23  del  decreto«ley  de  29  de  Diciembre  de  1869  oOt>nede.tOTo-  ) 
canse  cim  éxito  favorable,  porque  era  prec»o  qa9  Doniet  Petra  4eAf  te 
antes  del  doDuncí o  hubiese  manifestado  sus  deseos  dé  i^cogerseá  iais  -^ 
nuevas  bases  dé  dicho  decreto,  y  que  hubiese  comenzado  á  pagar  ^  el  ^ 
cáoon  corcespondiente  con  arreglo  á  los  articules  41  y  i9:r> .     .    >    *  . 
Resultando  que  no  habiendo  comparecido  en  esta  instancia  Daa  ^1 
Saturnino  G^ntom,  han  seguido  las  actaaciones  el  curso  correspon- 
diente; 

« 

Vistos,  siendo  Ponente  er  Hagistrado  0.  Eugenio  de  Ángulo: 

Considerando  que  si  bien  los.  poseedores  de  perieneBcias  mineras 
Con  antelación' al  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  d'e  I8B8  pueden  aco- 
gerse á  los  beneficios  que  ésta  concede,  es  indispensable,  según  el  ar- 
tículo 3á,  que  acejiten 'er^úevo  sistema,  pagando  éí  cánotí  a'rtual  que*  '• 
señala  el  art.  i93  '...  •   )     .-.,■    ;<  •• 

Considerando  que  ios  dueños  déla  n^ipa  Eívira  ni  han  hecho  t^so 
de  dicha  facultad  ni  pagado  el  canon  referido,  y  que  pdr  tanto  rie 
poeden  invocad  con  éxito  tas  disposiciones  del  art.  23  en  euaoAóiá 
la  caducidad*  y  están  sometidos  á  las  reglas  establecidas  en  la  .ley.  de:' 
6  de  iulio  de  1859,  adicionada  por  la  de  4  de  Marzo  de  .i&66*  .cúmo 
única  legalidad  dpHcable  al  caso  actnal:  .  ¡  . .  •     '. 

^tiÍBiderando  que  después  de  la  legal  no  se  ha  hecho  en  las  perbs«< 
nencias  de  la  Elvira  desde  la  concesión  más  labores  que  la  ei^CAYUcioD 


equifalente  al  trabajo  de  un  jorDalero  eo  una  hora,  lo  cual  ^demuestra 
el  abandono,  en  el  concepto  del  art.  65,  como  causa  de  caducidad, 
sin  que  pueda  exdusar  la  falta  de  pueble  eil  tanto  tiempo  él  pago  del 
impuesto,,  la  desviación  del  f(^rró-carril  y  demás  razones  de  la  testa- 
mentaffa  alegadas  como  fuerza  mayor,  ni  las  indicaciones  hechas  en 
término  .de  generales  de  la  fábrica  de  aglomerados  eb  construccíoQ,. 
cuyo  objeto,  destino  y  enlace  con  la  explotación  dé  la  Elvira  no  se 
justifica  ni  es  fácil  conocer; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  la  sentencia  dic- 
tada por  la  Sala  de  lo  civil  de  ta  Audiencia  de  Oviedo  en  21  de  Febre- 
ro de  4873,  por  la  cual  conflrmó  el  acuerdo  del  Gobernador  de  la  pro- 
vincia de  ^  de  Abril  de  4871  declarando  la  caducidad  de  la  mina 
titulada  Elvira,  y  admitió  el  nnevo  registro  con  el  nombre  de  CmÉ  - 
taneia, 

A^í  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Coleceiqn  legislativa,  sacándose  al  efecto  las*  copias  ^ 
necesarias^  y  devolviéndose  los  ««tos  á  la  Sala  de  h)  civil  de  la  Au- 
diencia de  Ovi«do  por  conducto  del  Presidente  de  la  misma  con  ta  cer- 
iiflctfcion  prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmaiJdos.a.fil 
Sr.  Presidente  de  la  Sala  tercera  D.  Joan  González  Acevedo  vot<S  en 
Sala  y  no  pudo  firmar:  José  Mark  Herreros  de  Tejada. s^Josét  María 
Herreros  de  Tejada.=Juan  Jiménez  Cuenca. =ignacia  Vieites^ssJuan 
Cana  Mannel.sJosé  Jiménez  Mascaró8.:=:EügeQio  de  Ángulo. 

Publicación. ssLeida  y  publicada  fué  la  precedente  eeateneia  por 
el  fixcmo.  Sr.  f>.  Eugenio  de  Ángulo,  Alagistrado  de  la  Sala'  tercera 
del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el 
día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  43  de 
Enero  de  4874.szLicenctado  Manuel  Aragoneses  /Gil. 

{Gaceta  de  iO  de  MarM  de  4874;.  ^ 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Resolución  en  el  expediente  de  autorización  para  construir 
un  depósito  de  mineral  y  embarcadero  de  madera  en  la 
playa  de  San  Salvador,  en  la  bakia  de  Santander. 

*  *      ^  ^  • 

limo.  Sr.:  En  vista  del  expediente  promovido  por  D.  José  €ifrian  y 
Ortiz,  vecino  de  Sobrémazas,  provincia  de  Santander,  en  solicitud  de 
autorización  para  construir  un  depósito  de  mineral  y  un  embarcadero 
de  madera  en  la  playa  de  San  Salvador,  contigua  á  la  canal  de  Tige- 
ro,  en  el  inierior  de  la  bahía  de  SanUnder.  el  Presidente  del  Poder 
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fijecQtifo  deU  Re(ÍéUica,^ée'ácuefdoC(m  Ío't)^opa68to  por  esa  0i« 
reccioo  general,  ha  tenido  á  bíenconceder  dicha  autorización  ^on  las 
aigiúABtes  «bndieioiies: 

I,'  Las  phraa. se  construirán  con  arn^glc  al  proyecto  presentado  y 
bajo  la  Tigilancia  del  logieoiero  Jefe  déla  provincia. 
'  2."  Elterrapleo  que  precede  al  embarcadero  se  formaiá  precisa- 
tneüté  de  arcillas  ó'  tierras  arcillosas  en  un  metro  de  espesor  contiguo 
é  las  escolleras  de  revestimiento,  y  éstas  de  piedras  de  un  volumen 
de  un  coarto.de  metro  cúbico,  con  un  tieon  que  no  baje  de  0^50  me- 
tros, j  las  del  resto  de  un  quinto  de  metro  cúbico  con  los  ri^os  pre* 
cisos  para  calzar  los  mam  puestos- y  darles  un  buen  asiento. 

3.%  El  tablero  que  forma  el  piso  del  embarcadero  será  seguido»  sin 
que  queden  juntas  de  más  .de  un  centimetro  entre  los  tablones  del 
mismo.  , 

4.'  Se  dkrá  principio  á  las  obras  en  el  término  de  dos  meses,  á 
contar  de  la  fecha  de  esta  concesión,  y  se  concluirán  en  el  de  un  año, 
contado  desde  la  misma  fecha. 

5."  En  los  1&  días  sigi|ienles  al  de  su  publicación  en  la  Gaceta  de- 
berá consignar  el  concesionario  en  la  Gija  general  de  Depósitos  la- 
cantidad  de  500  pesetas,  que  le  será  devuelta  cuando  acredite  haber 
hecho  obras  por  valor  equivalente. 

6/  Queda  obligado  el  concesionario  á  mantener  permanentemente 
las  obras  en  buen  estado  de  conservación. 

7.'  La  falta  de  cumplimiento  de  las  condiciones  anteriores  produ*. 
eirá  la  caducidad  de  la  concesión. 

8/  Esta  se  entiende  hecha  á  perpetuidad,  sin  perjuicio  de  tercero 
y  salvo  el  derecho  de  propiedad,  no  pudiendo  ser  .trasferida  durante 
la  ejecución  de  ias  obras  sin  autorización  del  Gobierno. 

Lo  digo  á  V.  I.  para  los  efectos  correspondientes.  Dios  guarde 
á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  2  de  Marzo  de  1374* 

Moeqo^a. 

:S6Dor  IHoBctor  general  deObras  públicas,  Agricultura,  Industria  y  Co« 
«merdou 

(Gacela  de  i\  de  Marzo  de  1874). 
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TRIBTJNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  eaeacion 

..  m.el  pleito  promovido  por  D.  Eduardo  Bonapláta  con  Üon 

Joaquin  Hysern,  como  presidente  de  la  Sociedad  especial 

minera  iibs  Amigos  de  Reding  sobre  nulidad  de  un  laudo 

arbitral- 

'  En  {a  villa  de  Madrid,  á  11  de  Febrero  de  1874,  en  el  pleito  pen- 
éieote  aa;(6  Nos  eo  virtud  de  reciirso  de  casación  seguido  én  el  Juzga- 
do de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital  de  esta  Capital  y  eo 
la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  su  territorio  por  Doa 
Eduardo  Bonapláta  con  D.  Joaquin  Hysern,  coúao  Presidente  de  la  So- 
ciedad minera  titulada  Los  Amigos  de  Reding^  sobre  nulidad  de  ud 
laudo  arbitraU 

ResulUrndo  que  D.  Joaquin  de  Hysern,  Presidente  de  la  Sociedad 
especial  minera  titulada  Los  Amigos  de  Rediríg,  otorgó  escritura  de 
poder  en  Bfadrid,  á  29  de  Marzo  de  1869,  en  la  que  dijo  que  la  expre- 
sada Sociedad  tenia  pendiente  con  D.  Eduardo  Bonapláta  una  recla- 
mación de  daños  y  perjuicios  causados  por  las  aguas  de  la  mina  La 
VírgeUy  acumuladas  en  la  de  El  Correo  propia  de  la  Sociedad,  y  en  sa 
virtud  la  junta  general  de  la  misma  autorizó  en  sesión  dé  28  de  Fe- 
brero de  aquel  año  á  su  Director  Gerente  D.  Enrique  Ainado  Salazar 
pai^  q^e  transigiera  la  cuestión  con  Bonapláta  ó  entablara  lademadda 
correspondiente:  que  el  Gerente  demandó  á  Bonapláta  de  conciliación 
y»  ambos  convinieron  en  dicho  acto  en  someter  la  cuestión  é  la  deli- 
beración dé  dos  Ingenieros  de  minas  nombrados  uno  por  cada  parte 
y  tercero  para  el  caso  de  discordia  nombrado  por  el  Ministerio  de  Fo- 
meiuo;. y sietido  necesario  autorizará  dicho  Gerente  por  medio  de 
poder  especial  para  que  elevase  á  escritura  pública  aquel' compromiso 
por  parte  de  Ja^c^edad,  la  Junta  de  gobierno  en  sesión  del  dia  ao- 
te;'ior.,  había  autorizado  al  conapareciente  para  que  eo  nombre  de -la 
misma  confiriera  dicha  facultad;  y  usando  de  dicha  autorización  otor- 
gaba poder  espeqial  cual  fu^ra  necesario  al  Director  Gerente  D.  Enri- 
que Ámado'Salazar  para  que  en  nombre  y  representación  de  la  Socie- 
dad otorgara  en  unión  de  J),  Eduardo -Bouaplata  la  correspondiente 
escritura  de  compromiso,  sometiendo  á  la  decisión  de  los  Ingenieros 
la  cuestión  que  tenian  pendiente  sobre  reclamación  de  daños  y^erjui- 
cios  causados  por  las  aguas  de  la  mina  La  Virgen,  acumuladas  en  la 
de  El  Correo,  nombrando  al  efecto  perito  Ingeniero  por  parte  de  la 
Sociedad  al  que  tuviera  por  conveniente,  y  señalando  en  dicha  escri* 
tura  como  tercero  para  caso  de  discordia  al  Ingeniero  que  en  su  casQ 
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le  nombrase  por  el  lliDisterio  de  Fomento,  según  lo  cooTenido  por 
ambas  partes  en  el  acto  conciliatorio  determinando  la  duración  del 
compromiso  por  el  tiempo  que  juzgase  necesario: 

Resultando  que  en  su  virtud  D.  Eduardo  Booaplata  y  D.  Enrique 
Amado  Salazar,  Director  Gerente  de  la  mencionada  Sociedad  y  en  re- 
presentación de  la  misma,  otorgaron  escritura  en  la  ciudad  de  Bailen 
á  20  de  Abril  de  i869,  por  la  que  sometieron  la  decisión  del  asunto 
mencionado  á  juicio  de  amigables  componedores,  nombrando  para 
ello,  D.  Eduardo  Bonaplata  al  Ingeniero  Director  de  la  Escuela  de  Mi- 
nas D.  Anselmo  Tirado,  y  D.  Enrique  Amado  Salazar  á  D.  Tomás  Sabau, 
Ingeniero  Jefe  del  distrito,  á  quienes  concedían  las  facultades  necesa- 
rias para  que  decidieran  la  cuestión  expresada  sin  sujeción  á  formas 
legales  y  según  su  leal  ,salMr  y  entender,  y  para  el  caso  de  que  los 
nombrados  no  estuviesen  conformes,  nombraban  por  tercero  én  dis- 
cordia al  Sr.  Ministro  de  Fomento  residente  en  Madrid,  con  las  mismas 
facultades  que  aquellos,  y  concediendo  á  loa  primeros  el  plazo  de  un 
mes  para  que  pronunciasen  su  fallo  y  al  tercero  de  otro  mes,  estable- 
ciendo que  el  que  faltase  á  ello,  asi  como  el  que- no  se  conformase  con 
la  sentencia  que  se  pronunciara,  además  de  tener  éista  toda  la  fuerza 
ejecutoria  que  prescribía  el  are.  836  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
debería  pagar  al  otro  la  multa  de  iO.OOO  escudos  que  desde  luego  se 
imponían;  y  que  el  acuerdo  ó  resolución  de  los  peritos  se  elevara  á 
escritura  pública  dentro  del  término  improrogaUe  de  15  dias,  conta- 
dos desde  aquel  en  que  las  partes  se  enterasen  del  informe  de  los 
peritos  y  del  tercero  en  discordia  en  su  caso,  bajo  la  misma  multa  de 
iO.OOO  escudos  que  abonaría  al  otro  el  que  no  se  prestase  al  otorga- 
miento: , 

Resultando  que  aceptado  el  cargo  por  los  nombfadqs,  D.  Anselmo 
Tirado  dictó  su  laudo  ante  el  Notario,  declarando  que  Bonaplata  debía 
abonar  á  la  Sociedad  por  los  daños  y  perjuicios  ocasionados  por  la 
falta  de  desagüe  de  su  mina  La  Virgen  8.012  escudos;  y  que  estando 
asi  discorde  con  el  otro  amigable  componedor,  hacia  constar  todo  lo 
que  iba  expresado  bajo  el  testimonio  de  Notario  para  los  efectos  que 
hubiera  lugar: 

Resultando  que  D.  Eduardo  Bonaplata  manifestó  en  carta  al  Direc- 
tor Gerente  do  la  Sociedad,  contestando  á  un  oñcio  de  éste,  que  no  era 
cierto  que  ni  él  ni  su  hermano  hubieran  hablado  al  Ministro  de  Fo- 
mento, ni  mucho  menos  rogado  que  aceptase  ó  no  el  arbitraje,  sin 
haber  olvidado  que  por  escritura  otorgada  y  firmada  por  ambos  con 
entera  libertad,  convinieron  en  que  lo  fuese  si  á  bien  tenia  aceptar: 
que  ilustrado  posteriormente  á  la  formalizacion  del  contrato,  y  por 
consiguiente  del  nombramiento  del  Ministro  de  Fomento  para  tercero, 
tenia  entendido  que  dicho  señor  no  podía  (lesempeñar  el  cargo  por 

T.  V.  : 


ratOD  d«  su  posición  oflcial,  y  no  siendo  posible  que  et  Ministro  de 
Fomento  resolviera  la  cuestión  por  ias  razones  antedichas,  estaba  de- 
cidido y  creia  que  no  rechazaría  la  idea  á  que  el  asunto  en  cuestión 
pasase  á  la  Junta  superior  consultiva  de  Minas,  la  cual  como  eorpo- 
ración  esencialmente  científica  é  imparcial  lo  juzgaria  con  entera  li- 
bertad: 

Resultando  que  estimado  y  librado  el  exhorto,  fué  cumpliñaentado 
por  el  Juez  del  distrito  de  la  Audiencia  de  esta  capital,  y  hecho  saber 
en  14  de  Mayo  á  D.  José  Echegaray,  Ministro  de  Fomento,  el  nombra* 
miento  que  contenia  el  exhorto,  contestó  que  aceptaba  el  cargo  en  ra- 
zón á  que  el  nombramiento  constaba  en  la  escritura,  era  de  mutua 
conformidad  y  le  constaba  además  particularmente  «1  deseo  que  á  am- 
bas partes  animaba  para  la  terminación  del  asunto: 

Resultando  que  el  Escribano  del  Juzgado  de  la  Audiencia,  por  ante 
quien  fué  cumplimentado  el  exhorto,  hizo  constar  por  diligencia  de 
7  de  Junio  de  iB70  haber  sido  llamado  por  el  Ministro  de  Fomento  Dob 
José  Echegaray;  y  manifestándole  que  aceptaba  el  nombramiento  de 
amigable  componedor  tercero,  se  estabatm  el  caso  para  cumplirlo  qaa 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  prevenía  acerca  de  que  el  fallo  ó  senten- 
cia se  diera  ante  el  Escribano  precisamente  que  compareciese  para  auto- 
rizarla tan  pronto  como  llegara  el  caso  de  darla: 

Resaltando  que  por  diligencia  de  11  del  mismo  mes  hizo  constar 
haberle  entregado  el  Ministro  de  Fomento  para  unir  á  las  actuaciones 
una  exposición  dirigida  al  mismo  por  D.  Eduardo  Bonaplata  en  9  de 
aquel  mes,  para  que  eludiese  el  pronunciamiento  del  laudo  haciendo 
de  lo  contrario  la  correspondiente  protesta,  fundado  en  que  en  el  con. 
venio  se  acordó  nombra  r  arbitro  tercero  al  que  designara  el  Ministro 
de  Fomento,  lo  cual  producía  nulidad  ¿on  arreglo  á  la  regla  4/  del  ar- 
ticulo 822  y  al  823  de  la  ley  de  Enjuiciamiento:  que  después  en  la  es« 
crítura  de  compromiso  se  prescindió  de  esta  parte  del  convenio,  desig- 
nándose para  tercero  al  Ministro  de  Fomentj;  pero  que  al  hacerlo  se 
excedió  iodudablemenle  el  Director  Gerente  de  sus  facultades  especiÜ" 
cadas  concreta  metí  te  en  el  poder  dado  por  la  Sociedad,  en  el  cual 
respecto  al  nombramiento  del  tercera  se  le  obligó  á  señalar  al  Inge- 
niero que  nombrase  el  Ministro  de  Fomento;  y  como  alr hacer  el  nom- 
bramiento en  favor  del  Ministro  de  Fomento,  lo  cual  era  distinto,  alteró 
esencialmente  el  mandato  excediéndose  notoriamente  de  lo  espegal. 
monte  establecido,  era  evidente  que  produjo  un  acto  nulo,  nulidad  que 
afectaba  al  mismo  p  oder:  que  penetrado  de  estas  razones  lo  hizo  pre« 
senté  á  i).  Enrique  Amado  Solazar;  pero  con  grao  sorpresa  habia llega- 
do á  entender  que  se  gestionaba  para  que  fuera  dirimida  la  discordia, 
pronunciándose  el  laudo  correspcAndiente;  y  que.  en  esta  suposición  le 
dirige  aiuella  instancia,  poniéndole  de  mabiüesto  las  razones  que  eo 


•a  coDcepto  acoosejaban  su  abstención  en  este  aaanto  y  devolución 
del  ezpedieote  á  los  ioieresados,  para  que  otorgasen  nuevo  compromiao 
exento  de  nulidades,  ó  yenlilaren  sus  diferencias  en  la  forma  que  tu- 
fiesen  por  cou veniente: 

Besullcndo  que  en  20  de  dicho  mes  y  ante  el  citado  Escribano  die* 
tó  su  Jando  D.  José  Cchegaray,  R1iui>tro  de  Fomento,  compeüdo  para 
darle,  según  se  expresa,  por  D.  Joaquia  llysern.  Presidente  de  la  So- 
ciedad, asesorado  además  por  su  parte,  y  sin  que  en  su  ánimo  entrase 
prejuzgar  la  validez  de  la  escritura  en  que  se  le  nombró  amigable 
dbmpoMedor  .tercero,  y  sin  perjuicio  de  que  los  interesados  hicieran 
valer  sobre  este  extremo  su  derecho  en  el  juicio  competente,  por  el 
que  declaró  que  D.  Eduardo  Bonaplata  debia  abonar  á  la  Sociedad 
Amigos  d$  ñeding^  como  indemnización  de  todos  los  perjuicios  cau- 
sados desde  el  45  de  Mayo  al  15  de  Agosto  de  1868,  66.522  escudos 
996  milésimas,  con  los  intereses  al  G  por  l(iO  desde  el  i5  de  Agosto 
de  1866  basta  el  dia  en  que  se  verificase  el  pago;  declarando  que  la 
indemnización  correspondiente  por  las  invasiones  de  las  aguas  ve- 
rificadas con  posterioridad  deberían  ser  objeto  de  un'nuevo  convenio, 
no  siendo  posible  determinarlas  en  aquella*  sentencia: 

Besultando  que  con  la  misma  fecha  puso  diligencia  el  Escribano, 
en  la  que  dio  fé  que  reunidos  los  tres  amigables  componedores,  leyó 
el  fallo  anterior,  y  abierta  discusión  se  procedió  á  la  votación  del 
laudo,  al  cual  se  adhirió  en  todas  sus  partes  D.  Tomás  Sabau.  negán- 
dole^su  aprobación  D.  Anselmo  Tirado,  que  insistió  en  ei  que  sobre 
el  mismo  asunto  tenia  jdado,  añadiendo  que  su  presencia  á  aquel  acto 
no  prejuzgaba  la  validez  de  la  escritura:  que  sin  embargo  de  ello,  por 
mayoría  el  Blinistro  de  Fomento  y  D.  Tomás  Sabau,  conformes  en  el 
que  precedía,  acordaron  elevarlo  á  formar  sentencia  con  arreglo  á  lo 
prevenido  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  con  las  salvedades  que  el 
citado  fallo  conteoia,  á  saber:  que  por  parte  del  Ministro  de  Fomento 
no  se  prejuzgaba  la  validez  de  la  escritura  ni  de  los  trámites  seguidos 
para  el  nombramiento  de  amigables  componedores:  que  al  presentar 
su  laudo  lo  hacia  compelido  por  una  de  las  partes,  y  porque  asesorado 
de  personas  competentes,  se  le  manifestó  la  obligación  ineludible  en 
que  se  hallaba  de  ceder  á  la  reclamación  de  dichas  partes;  y  por  úl- 
timo, que  si  bien  se  le  citó  por  Bonaplata  á  juicio  de  conciliación  so- 
bre este  asunto,  la  fecha  en  que  dicho  juicio  habia  de  celebrarse  era 
el  ü  de  aquel  mes,  era  posterior  á  la  en  que  terminaba  el  plazo  fijado 
para  dictar  el  laudo,  por  lo  cual  no  le  fué  posible  demorarle: 

Resultando  que  en  25  de  Junio  de  1870  entabló  D.  Eduardo  Bona- 
plata la  demanda  objeto  de  este  pleito  contra  la  Sociedad  minera  Loi 
Amigos  de  Reding,  para  que  se  declarase  nulo  y  sin  ningún  valor  ni 
efecto  ei  laudo  pronunciado  en  20  de  Junio  anterior  por  D.  José  Eche- 
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garay  como  tercero  en  discordia  de  la  cuestión  pendiente  entre  dicha 
Sociedad  y  Bonaplata  sobre  abono  de  perjuicios  por  aQaencia  de  las 
aguas  de  la  mina  titulada  La  Virgen  á  la  de  El  Correo^  en  término  de 
Bailen:  condenando  ¿  la  expresada  Sociedad  á  estar  y  pasar  por  esta 
declaración,  costas,  daños  y  perjuicios  que  se  irrogasen  á  Bonaplata 
por  consecuencia  del  laudo  mencionado;  pretensión  que  fundó  en  que 
el  convenio  conciliatorio  en  el  que  se  resolvió  la  sumisión  de  las  par- 
tes á  juicio  de  amigables  componedores,  que  fué  el  verdadero  contra- 
to confirmado  por  la  Sociedad,  eia  nulo  con  arreglo  al  caso  4.**  del  ar- 
tículo 822  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civ^l,  ccn  arreglo  al  cual  la 
designación  de  tercero  no  podia  confiarse  á  ninguna  persona  sin  que 
pudiera  objetarse  la  mayor  ó  menor  eOcacia  de  los  artículos  de  la  ley 
para  invalidar  el  compromiso,  puesto  que  solo  podrían  no  tener  apli- 
cación en  el  caso  de  que  los  interesados  hubieran  reconocido  su  vali- 
dez, y  *en  el  presente,  antes  de  determinarse  el  acto  arbitral  y  de  for- 
mularse el  laudo  del  tercero,  reclamó  y  protestó  una  de  las  partes  de 
aquél  efecto  legal  acogiéndose  á  la  disposición  de  la  ley,  que  no  podia 
menos  de  aprovecharle  y  ampararle:  que  el  apoderado  especial  no 
podia  hacer  válidamente  más  que  aquello  para  que  se  le  confirió  poder, 
y  D.  Enrique  Amado  Salazar  no  le  tenia  para  hacer  nombramiento  de 
tercero;  defecto  que  fué  reclamado  por  Bonaplata  cuando  el  laudo  era 
desconocido:  que  aun  en  el  caso  de  que  fuera  válida  la  escritura  de 
compromiso,  la  ley  quería  que  la  persona  designada  para  tercero 
fuera  conocida  y  de  confianza  de  las  partes,  y  la  del  fttinistro  de  Fo- 
mento como  cargo  no  podia  serlo,. porque  nadie  podia  proveer  quién 
lo  desempeñarla  cuando  llegase  el  caso  de  dar  el  laudo;  y  si  se  hubie- 
ran cumplido  las  formas  que  la  ley  prevenía,  no  hubiera  sido  tercero 
en  discordia  D.  José  Echegaray,  sino  D.  Manuel  Buiz  Zorrilla,  que  era 
Ministro  de  Fomento  en  la  época  del  otorgamiento  de  la  escritura  y 
en  la  de  los  laudos  délos  amigables  componedores;  y  si  bienios  vicios 
en  el  procedimiento  de  esta  clase  de  juicios  no  eran  por  regla  general 
causa  de  nulidad,  no  podia  menos  de  serlo  cuando  por  efecto  de  ellos 
resultaba  alterado  el  contrato  y  viciado  el  consentimiento  de  una  de  las 
partes^  como  en  este  caso  había  sucedido: 

Resultando  que  la  Sociedad  minera  Los  Amigos  de  ReúÁng  impug- 
nó la  demanda^  fundada  en  que  no  exigiendo  la  ley«  respecto  de^ 
tercer  arbitrador,  más  que  la  designación,  pudieron  las  partes  hacerla 
en  los  términos  que  aparecía:  que  confesado  por' Bonaplata  que  solo 
se  designó  al  Ministro  de  Fomento,  sin  nombrar  la  persona,  ralifícó  la 
escritura  de  compromiso  respecto  á  este  punto,  y  no  podia  admitirse 
excepción  de  ninguna  clase:  que' la  junta  general  de  accionistas  de  la 
Sociedad  aprobó  per  unanimidad  todos  los  actos  del  Director  Gerente; 
y  que  coaira  la  seatencia  de  los  arbitradores  de  común  acuerdo  por 
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mayoría  no  procedía  demanda  ordinaria  por  acción  de  nulidad,  y  seria 
por  consiguiente  aquella  inadmisible,  aunque  no  existieran  otras  razo- 
nes para  rechazarla: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia 
la  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  esta  capital  confirmando 
con  las  costas  la  del  Juez  de  primera  instancia,  qnc  absolvió  á  la  So* 
ciedad  de  la  demanda,  condenando  á  Bonaplata  á  perpetuo  silencio  y 
en  las  costas: ' 

Resultando  que  el  demandante  interpuso  recurso  de  casación,  por 
haberse  infringido  á  su  jurcio: 

4.*  La  ley  19,  tit.  5.*  de  la  Partida  3/,  según  la  cual  el  personero 
no  puede  hacer  más  que  le  fue  olorgado'ó  mandado  por  razón  de  la 
personería,  y  si  pasase  á  más  no  debe  valer  lo  que  hiciere;  y  la  doc- 
trina legal  consignada  en  sentencia  de  iO  de  Marzo  de  i8G9,  en  que 
se  establece  que  es  un  principio  jurídico  el  de  que  no  vale  lo  que  hace 
el  mandatario,  doctrina  apuntada  ya  en  las  sentencias  de  25  de  Febre- 
ro y  i 8  de  Setiembre  de  i{ÍG5;  porque  siendo  evidente  que  el  manda- 
tario D.  Enrique  Amado  Salazaf  solo  estaba  autorizado  por  su  man- 
dante para  otorgar  la  escritura  de  compromiso,  y  designar  para  lercero 
en  discordia  al  Ingeniero  que  se  nombrase  por  el  Ministro  de  Fo- 
mento, era  indudable  que  se  excedió  de  sus  facultades,  contrariándolas 
manifiestamente  al  nombrar  al  Ministro  de  Fomento  residente  en 
Madrid,  persona  absolutamente  distinta  de  la  que  resultaría  de  cum- 
plir lo  ordenado  por  mandatario,  sin  que  importara  la  observación  de 
que  presente  Bonaplata  consintió  en  el  exceso  del  mandatario,  puesto 
que  la  ley  y  doctrina  citadas  no  eicepcionaban  caso  alguno,  sino  po^ 
el  contrario  establecían  el  principio  en  absoluto  y  sin  limitación;  ade- 
más de  que  aparecía  no  consentida  por  Bonaplata  la  expresada  extra- 
limitación,  puesto  que  fué  reclamada  oficial  y  judicialmente  antes  de 
producir  sus  efectos,  y  tan  pronto  como  fué  advertido  por  persona 
perita  de  su  ilegalidad;  no  pudiendo  tampoco  sostenerse  la  no  infrac^- 
cion  de  la  ley  y  doctrinas  citadas  porque  el  Gerente,  al  contestar  á  la 
demanda,  hubiese  presentado  un  poder  general  anterior  y  traído  testi- 
monio de  su  acta  de  la  Sociedad,  haciendo  constar  que  ésta  aprobó  en 
su  veno  la  extralimitacion  del  apoderado,  porque  el  poder  general  ni 
se  presentó  ni  se  tuvo  en  cuenta  al  celebrarse  el  compromiso,  qué  fué 
regido  únicamente  por  el  especial  inserto  en  la  escritura;  y  el  acta  de 
la  sesión  de  la  Junta  que  esencialmente  entrañaba  otro  nuevo  poder, 
no  vino  leg.almente  á  la  escritura  para  subsanar  su  defecto  y  ratificar 
su  contenido  como  exigía  el  derecho,  la  ley  14,  tit.  5.*,  Partida  3/,'  y 
la  doctrina  sentada' en  sentencia  de  i5  de  Junio  de  1808,  no  habiend  o 
sido  conocida  siquiera  hasta  después  de  incoado  el  pleito,  y  que  tam 
poco  fué  ratificada  la  extraümitacion  del  mandatario  tal  y  como  e  xi 


gia  la  doctrina  establecida  en  la  sentencia  de  14  de  Junio  de  4867, 
ésto  es,  ratificando  el  raandaote  en  su  presencia  el  acto,  declarando 
haber  autorizado  al  mandatario  al  efecto  amplia  é  ineondidonaloiente:. 
deduciéndose -de  lo  expuesto  que  si  la  sentencia  pudiera  fundarse  en 
la  creencia  de  haber  sido  ratificada  la  extral imitación  del  mandatario 
por  el  mandante,  infringirla  evidentemente  la  ley  y  doctrinas  expues- 
tas y  seria  casable  por  tal  concepto: 

2."  Al  darse  eficacia  y  hacerse  exigible  el  contrato  de  compromiso 
en^su  parte  relativa  al  nombramiento  de  tercero  en  discordia  sin  te- 
ner en  cuenta  el  defacto  de  que  adolecía  la  doctrina  legal  de  que  el 
principio  de  que  son  válidos  los  contratos  otorgados  por  personas  ca- 
paces de  obligarse  y  con  perfecto  consentimiento  de  las  mismas,  debe 
entenderse  con  la  necesaria  limitación  de  que  no  contenga  vicio  algu- 
no de  orden  distinto»  que  con  arreglo  á  las  prescripciones  legales  debe 
producir  su  nulidad^  sentencia  de  3i  de  Diciembre  de  i366,  y  doctrina 
confirmada  y  ampliada  en  las  de  6  de  Noviembre  y  iO  de  Diciembre 
de  1858,  y  28  de  Mayo  de  1864;  porque  apareciendo  evidente  en  el 
contrato  de  compromiso  un  vicio  de  orden  distinto  á  la  obligación 
que  se  contraía  y  relativo  á  la  capacidad  de  uno  de  los  contratantes 
para  obligar  á  su  causante  en  uno  de  los  extremos  del  convenio,  no 
podia  exigirse  en  virtud  de  la  ley  del  contrato  el  cumplimiento  estricto 
de  lo  pactado,  cuando  por  las  prescripciones  legales  citadas  en  el  nú- 
mero anterior,  uno  de  los  contrayentes  nada  hizo  legatmente  en  el  re- 
ferido extremo,  produciendo  un  acto  nulo  con  arreglo  á  la  ley  en 
cuanto  se  excedió  de  sus  facultades: 

3.*  Al  autorizar  la  validez  del  nombramiento  del  Ministro  de  Fo- 
mento para  el  cargo  de  tercero  en  discordia,  los  artículos  822  y  823 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  prohiben  bajo  pena  de  nulidad 
que  la  designación  de  tercero  se  confie  á  ninguna  otra  persona,  apare* 
ciendo  claro  que  semejante  designación  no  era  otra  cosa  que  una  de- 
legación en  el  poder  que  proveia  el  cargo  basta  el  punto  qae  podia 
ocurrir  que  al  designarse  en  el  contrato  fuera  una  persona  la  que  lo 
desempeñase,  otra  al  aceptar  y  otra  al  ejercer  su  misión,  como  habia 
sucedido  en  este  caso;  y  apareciendo  notorio  que  el  espíritu  de  la  ley 
era  que  la  persona  del  tercero  fuera  siempre  cierta,  de  confianza  y 
conocida  desde  el  momento  de  ser  nombrada,  del  que  se  sujetase  á  uu 
fallo,  hasta  el  punto  de  que  ni  permitía  éste  la  libertad  de  encomendar 
su  designación  á  otro,  por  grande  que  fuera  la  confianza  que  le  inspi- 
rase, era  imposible  sostener  que  pudiera  designarse  como  tercero  al 
que  ejerciera  un  cargo  público  amovible,  cualquiera  que  fuera  la  per  • 
sona  que  lo  desempeñara,  como  no  fuese  concretándola  designación  á 
la  que  le  ocupase  en  el  momento  de  hacerla;  porque  siendo  entonces 
cierta  y  conocida,  llenaba  cumplidamente  el  espirita  y  letra  de  la  ley 


iodicAdaí  qoe  como  de  carácter  sustantivo,  por  más  que  se  hallase  ea 
la  de  Eojuiciamiento  ci? il,  daba  lugar  su  infracción  á  la  casación  en 
el  fondo:  * 

4.*    Al  declarar  yálido  el  laudo  dictado  por  D.  José  Ecbegaray  y  re- 
conocer implícitanoiente  la  validez  de  su  aceptación  y  su  competencia 
como  tercero  en  discordia,  la  ley  2.\  tit.  4  %  Partida  3/,  que  dice  que 
los  Jueces  do  albedrío  no  pueden  ser  puestos  sino  per  avenencia  de 
ambas  partes,  y  la  doctrina  establecida  eala  sentencia  de  il  de  Marzo 
de /i&QU  relativa  á  que  enjuicio  arbitral  todo  se  soiúete  y  cede  á  la 
voluntad  de  las  partes,  toda  vez  que  al  otorgarse  la  escritura  de  com- 
promiso ejercía  el  cargo  de  Míoiatro  de  Fomento  H.  Manuel  Ruiz  Zor- 
rilla, y  el  laudo  se  babia  dictado  por  D.  José  Ecbegaray,  de  quien 
nunca  pudo  acordarse  Bonapiata  para  encomendarle  la  decisión  de  las 
cuntiónos  sometidas  al  juicio  de  amigables  componedores,  siendo  éste 
exclusivamente  nombrado  y  elegido  por  la  Sociedad,  que  prevalida  de 
tener  en  su  mano  el  expediente  de  arbitraje  y  merced  á  la  violación 
clara  y  flagrante  de  lo  dispuesto  en  el  art.  778  de  la  ley.  de  Enjuicia- 
miento civil,  aplicable  á  los  amigables  componedores  según  él  827,  no 
llevó  á  la  aceptación  de  D.  Rlanuel  liuiz  Zorrilla  su  nombramiento  in- 
mediatamente después  que  hubieron  aceptado  los  dos  primeros  ami- 
gables C4>m ponedores,  sino  que  aguardó  casi  un  año,  eligiendo  el  día 
que  tuvo  por  conveniente,  sin  la  menor  avenencia  ni  voluntad  del 
recurrente: 

5/  Si  la  sentencia  tuviese  su  fundamento  en  considerar  como 
nombrado  por  Bonapiata  á  D.  José  Ecbegaray  por  apreciar  su  consen- 
timiento en  el  hecho  de  haber  fijado  como  tercero  al  Ministro  de  Fo- 
mento y  hallarse  aquel  oii  posesioade  dicho  cargo  al  pronunciarse  el 
laudo,  las  reglas  de  interpretación  más  vulgares  y  que  forman  doctri- 
na legal,  relativa  á  que  cuando  ocurren  dudas  sobre  la  interpretación 
de  hs  palabras  en  los  cou tratos  debe  estarse  á  los  actos  inmediatos  y 
posteriores  de  los  otorgantes,  sentencia  de  G  de  Julio  de  18G8;  pues 
siendo  dudoso  el  punto  de  si  había  querido  designarse  al  q^ue  desem- 
peñase el  cargo  ó  al  que  lo  ejercía  á  la  sazón,  Bonapiata  no  se  prestó 
jamás  k  reconocer  como  tercero  á  D.  José  Ecbegaray,  como  lo  demos- 
traban sus  cartas  con  el  Gerente  de  la  Sociedad  y  las  diligencias  prac* 
ticadas  para  obtener  la  aceptación  de  Ecbegaray,  actos  todos  posterio* 
tes  á  la  escritura  de  compromiso,  y  que  piobaban  que  Bonapiata  nun- 
ca entendió  nombraren  la  escritura  al  Ministro  de  Fomento  cualquiera 
que  fuese: 

6/    El  art.  831  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  exige  que  la 
senteucia  de  los  amigables  componedores  se  dicte  ante  Escribano,  toda 
vez  que  el  amigable  componedor  D.  Tomás  Sabau  se  habla  limitado  A 
•  extender  su  dictamen  en  un  acta  notarial: 
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Y  7.*  La  ley  8.*,  tft.  23,  Partida  5.%  por  lo  relativo  á  la  imposicioD 
de  costas,  pues  esto  era  suponer  qne  la  demanda  había  sido  temeraria, 
DO  pudieodo  conceder  la  legalidad  de  tal  apreciación,  dado  que  ei 
mismo  que  dictó  el  laudo  dudando  de  su  eficacia  legal,  reconocía  á 
fionaplata  el  derecho  de  someterlo  á  la  decisión  de  los  Tribunales,  y 
según  la  regla  Í4,  tit.  34  de  la  Partida  7.%  no  hace  tuerto  á  otro  quien 
usa  de  su  derecho: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Bfagistrado  D.  Fernando  Pérez  de  Rozas: 

Considerando  que  los  contratos  ó  estipulaciones  celebrados  á  nom- 
bre propio,  ó  por  representación  de  persona  competentemente  auto- 
rizada al  efecto,  los  actos  que  ésta  ejerza  como  mandatario  6  persone- 
ro,  y  que  hayan  sido  aprobados  y  ratificados  por  el  mandante,  único 
á  quien  es  dado  exigirle  la  responsabilidad  de  sus  gestiones,  tienen  la 
misma  validez  y  eficacia  legal  cual  si  hubieran  concurrido  al  acto  los 
mismos  interesados  ó  principales,  quedando  éstos  respectivamente 
obligados  á  su  fiel  observancia  y  cumplimiento: 

Considerando  que  conforme  á  las  leyes  2.',  tit.  4.*  de  la  Paftida 
3.",  y  el  tit.  16  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  las  diferencias  que  pue- 
dan surgir  entre  los  contendientes,  y  que  se  someterán  al  criterio  de 
una  tercera  persona,  observando  para  ello,  bien  las  formas  solemnes 
de  un  juicio,  ó  guiado  por  su  leal  saber  y  entender,  las  decisiones 
que  del  mismo  emanen  son  ejecutivas  siempre  que  su  personalidad  ^ea 
cierta  y  determinada,  ya  por  razón  del  cargo  que  ejerciere  ai  tiempo 
de  dictas  el  fallo,  ya  por  coincidir  en  el  individuo  la  confianza  depo- 
sitada por  las  partos  al  pactar  el  arbitramiento: 

Considerando,  bajo  tal  concepto^  que  al  consignarse  en  la  escrito- 
ra de  20  deAbril  de  1869  que  el  Ministerio  de  Fomento  fuese  quien 
dirimiera  la  contienda,  en  la  eventualidad  que  se  realizó  de  discordar 
los  arbitradores  nombrados  respectivamente  por  las  partes,  la  perso- 
nalidad de  aquel  era  cierta  é  indubitada,  naciendo  su  competehcia  en 
el  momento  que  llegara  la  época  indeterminada  de  ejercer  las  funcio- 
nes para  las  que  fuera  eventualmcnte  designado,  y  que  prescribe  e| 
núm.  4/  del  art.  022  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  si  bien  el  uno  de  los  arbitradores  consignó  un 
dictamen  por  acta  notarial  que  implícitamente  lo  autorizaba,  el  acto 
posterior  de  su  adhesión  al  del  dirimente  de  la  discordia  fué  pronun- 
ciado con  todas  solemnidades  y  requisitos  legales,  por  lo  que  en  ma- 
nera alguna  ha  sido  infringido  el  art.  831  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil  alegado  á  tal  propósito: 

Considerando  que  tampoco  lo  han  sido  las  leyes  8.',  tit.  23,  Par- 
tida 3.',  ni  la  regla  14,  tit.  34  déla  Partida  7.*,  citadas  á  tal  propósito, 
y  que  versan  acerca  del  castigo  del  litigante  temerario,  ya  por  la  fa- 
cultad discrecional  y  exclusiva  del  Tribunal  sentenciador  para  califl-  * 


car  y  apreciar  la  condacta  de  aquel  como  emanada  de  dichos  derivados 
de  SQ»  actos  Jarídkoe,  ya  por  la  contradicción  de  los  mismos,  ofrecen 
y  se  despiteden  délas  aciaaciones: 

Y  considerando,  con  a^icacion  de  las  precedentes  doctrinas  jurf- 
didae  á'lacaestion  litigtosai,  que  ya  se  atienda  á  la  dÍTersidad  de 
acciones  que  emanan  de  los  contratos  cuya  eficacia  se  controvierte, 
ya  á  la  aptitud  lega]  de  las  partes  que  intervinieron,  ya  á  la  repre- 
sentación qne  una  de  ellas  ostentara,  y  cuyos  actos  fueron  aceptados 
sin  contradicción,  y  consignados  en  documento  solemne  y  público  por 
el  recurrente,  y  ya  finalmente  á  la  personalidad  cierta,  concreta  y  de- 
terminada del  Ministerio  de  .Fomento,  designada  de  común  acuerdo 
para  decidir  en  último  término  las  cuestiones  sometidas  á  su  criterio 
y  pericia,  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  esta  capital,  al  absolver 
de  la  demanda  á  la  Sociedad  minera  titulada  Los  Amigos  de  Reding, 
no  ba  infringido  ley  ni  doctrina  alguna  de  las  citadas  y   r  el  recurrente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  n  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Eduardo  Bonaplata,  á  quien 
condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad  de  4.000  reales  depositada, 
qne  se  distribnirá  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  líbrese  á  lá 
Audiencia  de  esta  capital  la  certificación  correspondiente,  con  devolu- 
ción de  los  documentos  que  ha  remitido. 

Asf  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se  in- 
sertará en  la  Coleceion  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesa» 
rías,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =Tomás  Huet.=José 
H.  Gáceres.=Laureano  de  Arrieta.=José  Fermin  de  Muro.=Fernando 
Pérez  deRozas:=:Ramon  Diaz  Vela.=Joaquin  Ruiz  Cañábate. 

Publlcacion.=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por. el 
Etcmo.  Sr.  D.  Fernando  Pérez  de  Rozas,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
ptenáo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  en  el  dia  de  hoy, 
de  que  certifico  como  RelatorSecretario  de  la  misma. 
•    Madrid  il  de  Febrero  de  !874.=Licenciado  Desiderio  Martínez. 

(Gaceta  de  ii  de  Marzo  de  1874;. 


Síentencia  declarando  no  haber  lugar  á  la  demanda  presen- 
tada contra  la  orden  que  declaró  cancelado  el  expediente 
dedenundp  Guadalupe. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  5  dé  Diciembre  de  4873,  en  los  autos  que 
ante  Nos  penden  sobre  admisión  de  la  demanda  presentada  por  el  Pro- 
curador D.  José  Garcia  Noblejas,  á  nombre' de  D.  Antonio  José  Codina 
y  Bertschsuge,  vecino  de  San  Vicente  de  Sarria,  contra  la  Administra- 
cidn  general  del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre 
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revocaciOD  de  la  órdén  minisierial  de  6  át  Junio  úHiitio«  que  confir- 
maodo  el  decreto  del  Gobernador  civil  de  la  provincift  deTeruei  de- 
claró subsistente  la  concesión  del  coto  minero  aombmúo  SemFra&iei^Ot 
y  cancelado  el  expediente  de  é^unnoio-Guadalupe:  .  .  . 

Resultando  que  en  ii  de  Octubre  de  jk87i  elD.  Antonio  .José  Go- 
dina  Bertsohsuge,  vecino  de  San  Vicente  de  Sairiá,  es  la  pi;ovincia  de 
Barcelona,  presentó  escrito  al  Gobernador  civil  de  k  de  Teruel  iiAf- 
ciBndo  un  registro- denuncio  con  el  nombre  Guadalupe  sobre  el  ooto 
minero  San  Francisco ,  en  término  de  Val  de  Ariñode  dicha  provincia* 
en  concepto  de  falta  de  pago  del  canon  y  completo  abandono  de  soa 
labores,  baoiendc  la  designación  correspondiente  y  el  depósito. pre- 
venido: 

Resultando  que  admitida  dicha  solicitad  sobre  mejor  derecho»  io- 
formS  la  Administración  económica  de  |a  provincia  que  la.  Sociedad 
minera  de  Val  de  Ariño  no  había  sido  apremiada  al  pago  de  lo  «que 
adeudaba  por  derechos  de  superficie: 

Resultando  que  reconocido  dicho  coto  minero  por  el  ingeniero  del 
ramo  de  la  provincia,  informó  en  23  de  Diciembre  -  siguiente  que  las 
labores  consistian  en  una  serie  de  galerías  más  ó  menos  regulares  y 
desparramadas,  sin  orden  ni  concierto  y  sin  relación  unas  con  otrajs, 
cüyía  terminación  solian  ser  en  general  una  ó  más  labores  irregulares 
que  solo  podían  clasificarse  como  cuevas;  y  por  último^  que. además 
de  algunos  pozos  se  reconocían  labores  impracticables  y  señales  de 
hundimientos,  pudiéndose  apreciar  como  invertidos  43.478  jornales, 
poco  más  del  pueble  de  un  año 4  que  exigia  42,456  pw  \a»  58  perte- 
nencias antiguas  que  constituían  el  coto,  cuyos  escaaos  trat^ajos  para 
el  periodo  de  cinco  años  trataba  de  disculpar  la  Sociedad  cop  consi- 
deraciones que  no  bastaban  á  cubrir  la  falta,  pues  tenien,do  en  cuenta 
que  disfrutó  por  dos  años  la  reducción  del  pueble,  resultaba  que  queda 
despoblado  por  otros  tres';  creyendo  muy  posible  y  probable  que  jbí  se 
pudieran  apreciar  los  trabajos  arruinados  resultai[ia  incompleto  ei 
pueble;  pero  esta  razón  de  probabilidad oío  debia  pesar  tiento  que  fuera 
causa  de  hacer  perder  la  propiedad  é  intereses  invertidos  en  las  labo- 
res ejecutadas  á  una  Sociedad  que  estaba  bastante  castigada  con  la 
total  carencia  de  comunicación,  sin  presentar  pruebas  que  acreditasen 
de  una  manera  indudable  que  las  labores  que  no  habian  podido  reco. 
nocerse  no  eran  tan  importante!^  como  para  constituir  cón  las  recono- 
cidas una  suma  que  representase  el  pueble;  alendo  regla  dé  jarísapru- 
dencia  sentada  por  el  Consejo  dé  Estado,  que  para  destruir;  un  titulo 
de  propiedad  son  necesarias  pruebas  tan  palpables  y  evidentes  que  00 
admitan  el  más  remoto  géaero  de  duda: 

Resultando  que  seguido  el  expediente  por  sus  trámites,  ae  op^ao 
^  Sociedad  del  coto  minero  San  Francisco. é  la  solicitud  de  0.  .Aato- 
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aio  José  CodlDt;  y  el  Gobernntor  en  2I>  de  Enero  de  I67S  dictó  ua 
decr^,  cooforme  á  lo  prevenido  ee  ia  regla  2/  del  art.  79  áéí  regla- 
mento de  i868r,  declarando  improcedente  la  caducidad  del  referido  coto 
minero  San  Franeiseo^  y  subsistente  por  taoto  la  anterior  concesión 
da  él  á  favor  de  U  Sociedad  de  Val  de  Ariño  y  cancelado  el  expediente 
de  registro  de  la  mina  Guadalupe,  promovido  por  D.  Antonio.  José 
Godina,  mandando  excitar  el  celo  del  Administrador  económico  para 
que  desplegne  más  activiikd  en  el  cobro  da  los  derechos  de  su- 
perficie: 

Resultando  que  habiéndose  aleado  D.  Antonio  José  Godina  del  an^ 
terior  decreto  se  remiiió  al  expediente  á  la  Superioridad  j  se  oyó  á 
la  Junta  superior  facultativa  de  mioeria«  que  opioó  por  unanimidad 
que  el  coaeeeinnario  del  eoia  Son  Francisco  ha  incurrido  en  el  caso 
4«''  del  art.  69,  y  que  por  tanto  procedía  revocar  el  decieio  del  Ciober- 
nador  de  20  de  Enero  y  declarar  la  caducidad  de  dicho  coto;  más 
como  la  Dirección  fuese  de  parecer  contrario,  se  dictó  nna  orden  por 
el  Ministerio  de  Fomento  en  6  4e  Jania  siguiente»  de  conformidad  con 
lo  expuesto  per  la  misma,  cooftrmando  el  referido  decreto  del  Gober- 
nador, declarando  subsistente  la  concesión  del  coto  San  Francisco  y 

«   cancelado  al  expediente  de  denuncio  Guadaiupe:  4 

Resnitaado  que  contra  la  anterior  orden  y  en  i6  de  Julio  posterior 
presentó  demanda  contencioso-administrativa  en  este  Tribunal  Supre- 
mo D.  Antonio  José  Godina»  representado  poír  el  Procurador  D.  José 
García  No^jas,  pidiendo  su  revocación»  fundado  en  que  está  agotada 
la  Via  guboroativa,  y  en  que  por  aqueUa.se  infieren  agravios  al  dere- 
cho qne  tenia  legaloronte  adquirido:  en  que  según  el  art.  65  de  la  ley 
de  4  de  Marzo  de  4868,  reformando  La  de  minas  de  6  de  Julio  de  1859, 
caduca  y  se  pierde  la  propiedad  denlas  pertenencias  mineras,  terreros 
ó  aacorial^s»  entre  otras  varias  causas,  por  abandono,  no  guardándose 
las  reglas  establecidas  en  la  propia  ley  en  los  artículos  50  al  53:  en 
que  según  dicho  articulo,  desde  la  toma  de  posesión  de  las  pertenen- 
cias mineras,  escoriales  ó  terreros  y  de  la  concesión  de  las  investiga- 
ciones se  establecerán  en  nnos  y  otros  parajes  labores  formales  q\ie 
por  lo  oíanos  han  de  sostenerse  183  dias  al  año:  en  que  para  conside- 
rarse pobladas  ó  en  actividad  las .  minas,  escoriales,  terreros  ó  inves- 
tigaciones han  de  tener  cuatro  operarios  por  r^zon  de  cada  pertenen- 

.  cía  diirante  la  mitad  del  año:  en  que  es  r^la  inconcusa  de  jurispru- 
dea^a  la  de  fue  donde  e^te  la  pj^vativA  y  especial  no  cabe  aplicar 
loa  principioa  y  disposiciones  generales  del  derecho  en  cuanto  por  la 
primera  aparecen  modificados;  y  en  qv^e  i  menos  de  darse  al  caso 
%*,  Art  urt.  89  de  la  ley  de  minas  una  interpretación  tan  rigurosa  y 
graanatíeal  qna  n^ata  y  ahoga  si^  ^piritu»  deben  considerarse  com> 
prendidas  en  él  todas  lati^  re  lamacionies  que  tienden  á  la  propiedad  de 
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el  Ministro  de  Fomento  en  ^4  de  Febrero  de  1872;  y  opuesto  á  sn  ad« 
noision  D.  Vicente  Martínez  por  estar  presentado  fuera  de  tiempo,  se 
decretó  así  pdr  el  Gobernador  lea  27  de  Marzo,  declarando  no  haber 
lugar  tampoco  á  las  demás  pretensiones  hechas  sobre  depósitot  die  caar 
tidades  á  responder  de  los  perjuicios  que  se  originaran  al  mismo;  mas 
á  nuevas  instancias  del  D.  Luis  Levison  se  libró  una^iórden  por  «1  Go- 
bernador en  14  de  Setiembre  signiente  al  AUalde  de  Abanto  modi- 
ficando sus  anteriores  providencias,  y  disponiendo  que  el  registrador 
de  la  mina  Pepita  depositase  coiílo  fianza  igual  cantidad  que  el  coo- 
cesionario  de  la  Gustavo  á  fin  de  que  los  íntei^eses  de  ánüías  partes 
quedasen  garantidos:. 

Resultando  que  en  7  de  Octubre  del  mismo  año  apeló  D.  Vicente 
Martínez  de  dicha  resolución;  y  remitido  el  expediente  á  la  Superio- 
ridad>  y  oída  la  Junta  superior  facultativa  4e  mineria,4efonforQ)ídad 
con  lo  expuesto  por  )a  misma  se  dictó  una  órdep  por  el  Mluistio  de 
Fomento  en  40  de  Mayo  de  1875  declarando  ñute  todo  lo  actuado  res- 
pecto á  intervención  del  registrador  de  Pepita  en  la  cencesiofi  Gnítapo, 
y  que  puede  éste  seguir  sus  trabajos  como  orea  caaVeniísnii»,  9Ío.  Oirás 
limitaciones  que  las  que  señala  el  reglamento  vigente,  hasta  tanto  que 
recaiga  resolución  ep  el  expediente  Pepita: 

Resultando  que  contra  e^ta  orden  y  en  25  de  Junio  último  presen- 
tó demanda  coptencioso-administrativa  en  este  Tribunal  Supremo  Don 
Vicepte  Martínez  Bolívar,  representado  por  el  Procurador  D.  Luis  Lum- 
breras, pidiendo  su  revocación  y  que  se  dejen  en  su  fuerza  y  vigor  las 
providencias  del  Gobernador  de  Vizcaya^  por  ambas  partes  consentidas , 
en  las  que  se  aptorízó  la  interyencioo  de  que  se  trata;  fundado,  en 
cuanto  á  sp  admisión,  eo  que  las  disposiciones  de  la  ley  de  minas 
conceden  en  esta  materia  el  recurso  contencioso  ante  el^CobseJo  de 
Estado,  y  las  del  decreto  de  1852  dan  el  mismo  recurso  contra  todas 
las  providencias  de  los  Ministerios  y  de  las  Direcciones  que  causan 
estado  y  lastiman  los  derechos  de  los  particulares;  siendo  evidente  que 
la  orden  reclamada  le  priva  de  un  derecho  tan  importante  como  el  de 
intervenir  la  extracción  y  venta  de  productos  de  la  mina  Gustavo* 
que  le  garantizaba  contra  todo  abuso  por  parte  de  este  concesionario, 
y  le  infiere  este  perjuicio  cou  violación  de  los  principios  más  funda- 
mentales de  la  jurisdicción  a4ministrativa,  de  la  competencia  del  Mi- 
nistro de  Foniento  y  de  la  legislación  especial  de  minería,  y  los  de- 
cretos de  16  de  Octubre  y  26  de  Noviembre  de  1868,  que  han  trasla- 
dado y  delegado  la  jurisdicción  contencioso  administrativa  á  este 
Tribunal  Supremo: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  gubernativo  y 
pasado  con  los  autos  al  Ministerio  fiscal,  se  ha  opuesto  á  la  admisión 
de  la  demanda  apoyado  en  que  es  un  principio  inconcuso  de  constan- 


te  aplieaolon  por  este  Tribunal  qae  én  mioerfa,  solo  procede  el  recar* 
Éo  contencioso  en  lo9  casos  taxativamente  determinados  en  la  ley  y 
reglamento  del  ramo:  en  que  el  presente  no  está  comprendido  en 
ninguno  de  los  tres  que  ex{^tesa  el  art.  8d  de  la  ley:  en  que  si  en  la 
cuestión  principal  se  declarase  la  improcedencia  del  denuncio  Pepita^ 
no  podría  venir  á  la  vía  contenciosa  el  denunciante;  mucho  menos 
tiene  derecho  de  hacerlo  tratándose  de  un  incidente  nacido  del  expe- 
diente de  caducidad' de  lá  bina  Guítavo;  en  cuyo  estado  se  dio  vista 
por  tres  dkté  á  la  parte  detnaridante  al  solo  efecto  de  ifntraecion  de 
dicho  escrito  ílseal: 

Vistos,  siendo  Ministro  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Gano  Manuel: 

Considerando  que  en  minería  solo  cabe  el  recurso  contencioso  con- 
tra las  resoluciones  ministeriales  en  los  casos  taxativamente  expresa- 
dos en  la  ley  y  reglamento: 

Considerando  que  la  órSen  del  Gobierno  de  la  República  de  que  se 
tratQ  üo  es  de  las  que  el  art.  89  de  la  ley  de  minas  de  6  de  Julio  de 
i8S9,  reformada  por  lá  de  4  de  Mario  de  f  868,  sefiala  como  reclama- 
bles  €ü  vía  contenciosa: 

Considerando  que  como  denunciador  tampoco  se  encuentra  Don 
Vicente  Martinez  Bolívar  en  ninguno  de  los  casos  que  expresa  el  ar- 
ticulo 86  del  reglamento  de  24  de  Junio  de  4869  para  el  efecto  de  in- 
tentar la  vía  contenciosa  contra  la  resolución  referida: 

Considerando  que  el  denunciador  no  adquiere  derecho  eficaz  hasta 
obtener  la  caducidad  de  la  mina  denunciada,  lo  cual  no  se  ha  verifica- 
do en  el  presente  caso: 

Considerando  que^  bajo  tal  supuesto  la  orden  impugnada,  al  decla- 
rar nulo  todo  lo  actuado  en  el  expediente  de  intervención  en  ia  mina 
Gustavo  hasta  tanto  que  recaiga  resolución  en  el  expediente  de  la 
mina  Pepita,  no  lastima  derechos  preexistentes,  circunstancia  precisa 
para  la  admisión  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  la  vfia 
contenciosa*  y  por  consecuencia  que  no  há  lugar  á  admitir  la  deman- 
da presentada  á  nombre  de  D.  Vicente  Martínez  Bolívar  contra  la  or- 
den ministerial  de  10  de  Mayo  del  corriente  año. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  pul)licará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa^  sacándose  al  efecto  las  co- 
pias pecesarias,  y  devolviéndose  *el  expediente  gubernativo  al  Minis- 
terio de  Fomento  con  la  oportuna  certificación,  lo  pronunciamos,  man- 
damos y  firmamos. =Juan  González  Acevedo.=:lgnacio  Viei tes.  =  Juan 
Cano  Manuel.=José  Jiménez  Hascarós.t=:Trinídad  Sicilia. =Grí»pulo 
García  Gómez  de  la  Serna. ssEugenio  de  Ángulo. 

Publicacion.=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Juan  Gano  Manuel,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo^ 


celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercoray  de  que.  certifico  coma 
Secretario  Relator. en  Madrid  á  i3  de  Diciembre  de  i873.=:EBriqae 

Medina . 

(Gaceta  de  16  dé  Marto  de  1874;. 


Sentencia  admitiendo  la  demanda  presentada  pidiendo  se  re- 
voque la  Real  orden  que  confirmó  otra  de  26  de  Enero  de 
1871  que  declaró  no  podia  considerarse  como  especial  mi- 
nera la  Sociedad  que  explota  las  minas  Saperior,  CuaU 
quiera  Cosa,  Atrevimiento  y  Suerte  en  la  provincia  de 
Santander. 

Ed  la  villa  de  Madrid,  á  30  de  Diciembre  de  1873,  ea  los  autos  que 
auto  Nos  peadea  sobre  admisión  de  la  demanda  presentada  por  Don 
Manuel  Pérez  del  Molino,  representado  por  el  Licenciado  D.  Gabriel 
Rodríguez  Benedicto,  contra  la  Administración  general  del  Estado,  que 
lo  está  por  el  Ministerio  fiscal,  á  quien  pretende  coadyuvar  el  Licen- 
ciado B.  Francisco  Iribarren  y  Somera  á  npmbre  de  D.  Antonio  y  Don 
Remigio  Martínez,  pidiendo  se  revoque  la  Real  orden  de  1?  de  Enero 
de  este  año.  que  dejando  sin  efecto  la  de  30  de  Marzo  de  1872  confir- 
mó en  todas  sus  partes  la  de  26  de  Enero  de  1871  decorando  que  no 
puede  considerarse  á  dicha  Sociedad  como  especial  minera;. y  que  no 
son  de  la  competencia  de  la  Administración  las  cuestiones  que  en  lo 
sucesivo  se  susciten  ó  se  hallen  pendientes  entre  los  asociados,  las 
cuales  deberán  ventilarse  ante  los  Tribunales  ordinarios  según  lo  dis. 
puesto  en  el  articulo  10  de  la  ley  de  minas  de  1869: 

Resultando  que  por  escritura  de  3  de  Agosto  de  1864  constituyeron 
Sociedad  D.  Manuel  Pérez  del  Molino,  D.  Antonio  Martínez  y  Dqña 
Amalia  Villavaso  para  la  explotación  de  las  minas  Superior^  CiM^uie- 
ra  Cosa,  Atrevimiento^  Suerte  y  demás  que  les  pertonecian  y  que  fue- 
ron adicionando  sucesivamente  y  reconocieron  á  la  Doña  Amalia  él 
derecho  de  intervención  activa  en  el  gobierno  de  la  Sociedad: 

Resultando  que  por  Real  orden  de  18  de  Marzo  de  ÍMl  se  desesti- 
mó la  solicitud  de  Pérez  del  Molino  sobr^  que  se  anulase  la  escritura 
de  constitución  de  Ja  Sociedad;  y  que  propuesta  demanda  contenciosa 
se  declaró  que  no  había  lugar  á  su*admision,  porque  lo  resuelto  en  la 
misma  está  dentro  de  las  facultades  administrativas  del  Gobierno: 

Resultando  que  por  escritura  de  1867  dividieron  la  Sociedad  en  104 
acciones,  de  las  cuales  50  pertenecían  á  D*  Manuel  Pérez  del  Molino, 
otras  50  á  D.  Antonio  Martínez  y  las  cuatro  restantes  á  Doña  Amalia 
Villavaso: 

Resultando  que  en  1868  el  expresado  D.  Antonio  Pérez  del  Molino 


reciatoó  la 'Gerencia  déla  Sociedad,  á  cuya  pretensioó  ae  adhirid  la 
Villavasa,  y  siguiendo  este. expediente  en  el  que  se  trató  también  do 
larecoostitacion  de  la  Sociedad,  dio  por  resoltado  la  Real  orden  de 
i'  de  Agosto  de  4Qi)9  por  la  cual  se  prefino;  primero,  que  se  encarga- 
se inmediajtaíneote  de  la  Gerenctfi  ()e  la  Soc^iedad  Esperanza  B.Manuel 
Pérez  del  Molino,  anunciándose  esta  resolución  por  el  Goberpaidor '  de 
Sa«Ktander "i  .los  AlcaldeB.de  los  pueblos  respectivos  para  que  tuviese 
cumplimiento  y  apoyo;  segundo^  que  se  celebrase  una  junta  general 
á  la  que  asistidlo  solamente  D.  Antonio  Martines  D.  M^uuel  PeroK, 
Boña  Amalia  VillaTaso^  B.  Agusiio  lacera  y  D.  Re;migio  .Martinez  (á 
quienes  sejfiabiareconoeidoi  como  socios);  tercero,  q.ue  en  e»U  juDta  por 
mayoría  de  104  accionest  se -acordase  el  noosbrajnieoU)  de  una  pieiso- 
na  que  conservase  los  iolereséa  sociales  hasta  que  los  socios,  de» auier» 
do,  procedieran  á  la  reconstitución  de  la  Sociedad  ó  su  liquidación:. 

Aesnltan^o  que  por  A^l  orden  de  26  de  Enero  de  187i,  en  consi- 
deración á  no  haberse 'Ca^tniplimentado  la  de  1."  de  Agosto,  se  declaró 
(^Qe  no  podía  reputarse  conio  especial  minera  la  titulada  fisp^anzUf  y 
quedebia  regirse  por  las;  disposiciones  comunes ^   >   /. 

Resultando  q»e  por  otra  Real  orden  de  ^9  de  Julio  del  misii^o  añ4 
de  i87i  se  declaró  igualmente  que  la  aaterior  de  Enero  no  era.deroga« 
ioría^  la*  de  i.**  d^  Agosto^  porque  aldeclararque  la  Sociedad  riS^p^- i 
rofisó  no  es  minera  especial  y  que  debe,  regirse  por  el  derecho  ooa)un 
en  las  oueslion^ielaoiofladas  con  los  tratos  y  contratos  de. los  socíoe 
entre  tíi  no  signifloa  que  la ,  Adminjjitracion  se  declare  incompetente 
para  resolver  todas  las.  demás  que  ver^sen  sobre  organización  de  la 
Sociedad  basta  qqe  se  constituya  legalmente  en.  la  forrua  especia)  mir 
ñera  ó  ea  la  que  ios  socios,  de  acuerdo»  viereis  convenirles,  ó  se.  pror 
ceda  A  su  disolución:  <  . 

Resukando  que  B.- Autopio  Martinez  ioterpu^so  (len^^ncle  contencio- 
sa QOfitra  la  Real  orden  de  I.*  de  Agosto  de  i869  y  no  fué  admitida,  y 
qae  B.  Maouel  Vereí  del  Molino  la  intentó. asimismo  contra  la  <de  Eoer 
70  de  4874,  pero  nq  Insistió  en  ella: 

•  Resultando  quei  celebradas  las  juntas  de  8  y  ii  de  .Agosto  de  4870 
y  50  de  Setiembre  de  4874  can  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  predicba 
Reai  orden  de  4.**  de  Agosto  4^  1838*  y  acordada  por  mayoría  de  vo- 
tos la,  reconsAitucion  de  la  Sociedad  Esperanza  como  especial  (uinerat 
así  como  elNreglamentoporque  habia  de  regirse,  .^e  aprobaron  por  la 
Real  orden  de  30  de  Marzo  de  1872,  y  en.  ^u  consecuencia  otprgada 
la  escritufa  sociaU  filé. aprobada. por  el  Gobierno  de  la  provincia:    ,,. . 

Resaltando  que  por  la  Real  érden  de  13,  dp;Eoero  de  4873  s^,(|^j¿ 
sin.  efecto. la  de  30  de.. Maizo  antes  (hitada,  co^irmando  e|i,(Qd^s,.^ 
partes  la  d^i26  de  £ne];o. de  4874,  declarando  que  no  w^^^  ^^^\M'^ 
tarso  á  la  Sociedad. ^^peranxaicomo  especial  mii:)erf}i:n<,,  h  hmmiuiíjA  «> 

T.  V.  : 
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Resaltando  que  contra  la  anterior  Reaf  orden  j  en  23  de  Febrero 
siguiente  presentó  demanda  contenciosa-administrativa  en  este  Tri« 
iHinal  Saprenao  D.  Manuel  Pérez  del  Molino,  como  director  Gerente  de. 
la  Sociedad  Esperanza^  pidiendo  su  revocación  y  que  se  declare  con- 
tinué en  toda  su  fuerza  y  vigor  la  de  3ü  de  Marzo  de  4873«  por  la  que 
se  aprobaron  la  reconstitución  y  los  estatutos  como  Sociedad  especial 
minera,  fundado  en  que  la  resolución  reclamada  vulnera  los  derechos 
de  la  misma,  quitándole  el  carácter  que  tiene  de  especial  minera  y 
desconociendo  y  negando  las  obligacioaes  recíprocas  que  con  arreglo 
á  la  ley  de  C  de  Jallo  dé  1859  existen  entre  la  administración  pública 
y  la  Esperanza  como  tal  Sociedad  minera:  en  que  está  presentada 
dentro  del  término  legal  y  acredita  su  personalidad  como  tal  Direc- 
tor Gerente  de  ia  expresada  Sociedad,  extendiéndose  además  en  otros 
razonamientos:  % 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guberoativ»,  y 
habiéndose  presentado  en  los  autos  el  Licenciado  D.  Francisco  Iribar- 
ren  y  Somera,  á  nombre  de  0.  Antonio  y  D<  Remigio  Martinas,  pre-« 
tendiendo  coadyuvar  á  la  Administración,  se  pasó  todo  al  flÜDisierio 
fiscal,  que  se  ha  opuesto  á  la  admisión  de  la  demanda,-  apoyado  en 
que  la  Sociedad  de  que  se  trata  no  está  constituida  con  arreglo  á  ia 
ley  de  6  de  Julio  de  i859  y  no  existen  por  ello  obiigaciotiee  recífkrocas 
entre  la  Administración  y  los  asociados,  los  cuales  no  tienen  el  dere- 
cho administrativo  preexistente  que  es  necesario  para  que  haya  lugar 
al  recurso  contencioso  contra  la  providencia  administrativa  que  pu- 
diera lastimar  equel,  con  arreglo  al  art.  56  dé  la  ley  de  1.*  de  Agosto 
de  i860:  en  que  la  resolución  reclamade  no  es  más  qqe  una  declara- 
cion  de  inhibitoria  por  parte  de  la  Administración  t>»ri|  conocer, de 
las  cuestiones  que  durante  seis  añés  vienen  sosteniendo  los  interesa- 
dos en  la  Sociedad  Esperanza:  en  que  la  ley  de  Sociedades  especiales 
mineras  da  competendia  á  la  Administración  para  vigilar  el  cumpli- 
miento de  los  estatutos  que  las  mismas  acueMan  con  aprobaeion.de  k 
repetida  Administración,  pues  como  los  de  \a  Esperan%a  do  és  han 
elevado  á  escritura  pública  ni  han  sido  aprobados  por  el  Gobernador 
ni  se  ha  impreso  el  reglamento,  y  la  Administración  carece  de  com- 
petencia para  adoptar  ninguna  medida  que  tienda  á  inspeccionar  ó 
vigilar  el  cumplimiento  de  unos  estatuios  que  no  existen:  en>q^eis 
declaración  de  qae  la  Sociedad  no  es  especial  minera  e^tá  consentida 
por  todos  Jos  socios,  porque  aun  cuando  Pérez  del  Molino  Teclamó 
contra  ella  en  el  expediente  sobre  admisión  de  la  demanda.de.  los  her« 
manos  Martínez  y  se  dijo  en  la  sentencia  •  que  siguiese  su  eurso  en 
rollo  separado  si  insistía  en  ella,  no  se  verificó  así:  éo  que  si  la  Orden 
recurrida  se  considera  icomo  acto  de  inspección  y  tutela  ejercida*  <por 
a  Administración  activa,  la  Sala  tiene  declarado  en  la*  sentencia  de  17 
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de Noviembre  de  i87i  qae  tales  actos  sou  discrecionales  y  por  tanto 
no  susceptibles  de  fia  contenciosa;  y  en  que  si  se  la  considera  como 
un  acto  de  inhibjcipo,  qae^atl)a  demostrada  l/i,faUa^  de  competencia 
de  la  Administración  para  dictar  iresoluciones  creadoras  de  derechos 
administratlTOs;  expresando  por  un  otrosí  que  no  se  oponía  á  que  si 
sé  admitía  la  demanda  se  tuviera  como  parte  al  coadyuvante,  al  'q«re 
se  podiera  oirien.  el  aniejuicio,  pero  sin  alegar  por  escrito;  en  cuyo 
estado  se  pusieron  los  autos  de  manifiesto  por  tre9  dias  al  demandante 
y  i  la  parte  coadyuvante  al  solo  efecto  de  instrucción  del  anterior  es- 
crito fiscal; 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eugenio  de  Ángulo: 

Considerando  que  según  el  art.  56  deja  ley  de  i 7  de  Agosto  de 
1860,  el  que  se. siente  agraviado  en  sus  derechos  por  alguna  resolu- 
ción del  Gobierno  ó  las  Direcciones  generales  que  cause  estado,  puede 
reclamar  contra  ella  en  la  via  contenciosa: 

Considerando  que.D.  Manuel  Pérez  del  Molino,  dentro  del  término 
fijado  en  el  art.  3/  del  Real  decreto  de  21  de  Mayo  de  1853/  ha  in- 
terpuesto dicha  demanda  contra  la  Real  orden  de  13  de  Enero  último 
que  dejó  sin  efecto  la  de  30  de  Marzo  de  1872,  alegando  el  perjuicio 
que  le  irroga  y  que  por  causar  estado  solo  puede  repararse  por  la  via 
contenciosa:  ' 

Considerando,  por  tanto,  que  concurren  todos  los  requisitos  exigi- 
dos por  las  disposiciones  legales  para  que  la  demanda  sea  admitida; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente  la  via 
contenciosa,  y  en  su  consecuencia  admitimos  la  demanda  presentada 
con  los  documeotos  que  se  acompa^an.  Se  há  por  parte  al  Licenciado 
D.  Gabriel  Bodriguez  Benedicto  en  la  representación  de  D.  Manuel 
Pérez  del  Molino,  y  también  al  de  igual  clase  D.  Francisco  Iribarren  y 
Somera,  en  nombre  de  D.  Antonio  y  D.  Remigio  Martínez,  como  coad- 
yuvantes de  la  Administración,  ambos  con  el  doíüicilio  que  señalan, 
y  póngase  de  manifi.esto  al  primero  et  j^xpe(tie>ate  gubernativo  por  tér- 
mino de  30  dias  á  los  efectos  procedentes. 

AsÍ4>or  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  1^  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Colección  legUhtivai  sacándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamo3.=Juan  González 
A(5evedo.=Pás^uai  Bayarri.=Juan  Jiménez  Cuenca. ==Ignacio  Vieites. 
==Juan  Cano  Manuel. =José  Jiménez  Mascaros. ^Gugenio  de  Ángulo. 

PubUcacion.=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Eugenio  de. Ángulo,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo, 
celebrando  audiencia  p'úbüoa  (a  Sala  tercera,  de  que  certifico  como 
Secretario  Relator  en  Madrid  á  31  de  Diciembre  de  1873.=Enrique 
Medina.  ..<. 

(Gacela  delude  Marzo  de  1874;. 
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MINISTERIO.  DE  FOMENtO, '         ' 

Orden  declarando  queden  8U9pen$os  los  plazos  fatales  en  los 
eúcpedienteS'denuncias  en  las promndas de  Mwrda^  'Viam*- 
ya,  C/uipúzcoa,  A  lava  y  Navarra  (1).    ' 

Excmo.  Sr.:  Eu  atención  ai  estado  de  guerra  que  aflige  á  las  pro- 
vincias de  Murcia,  Vizcaya,. Guipúzcoa,  Álava  y  Navar^'a,  y  tomando 
en  consideraqion  quiB  muphcjs  (je  los  que  han  solicitado  concesiones  en 
aquellas  comarcas  náineras  han  de,  encontrar  obstáculos  extraordina- 
rios y  las  más  veces  insuperables  para  cumplir  las  obligacÍ9nes  que 
la  ley  tes  impone  en  la  tramitación  de  los  expedientes;  el  Gobierno  de 
la  R^p^blica,  deseoso  siempre  de  evitar  perjuicios  y, de  amparar  den- 
tro de  la  justicia  los  derec^^os  y  aspiracipnes  de  los  industriales  eo 
virtud  dejas  reclamaciones  hechas  ^\  efecto,  ha  tenido  á  bien  decía- 
rar  que  desde  esta  fecha  en  las  cijico  provincias  citadas  queden  sus- 
pensos todos  los  plazos  considerados  como  fatales  é  improrogable$  en 
la  tramitación  de  expedientes-denuncias;  pudiéndose  sin  embargo 
activar  aquellos  en  que  asilo  deseen  los  interesados. 

Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  29  de  Noviembre  de 
i?73,— Gil  Berges, 

Sr.  director  general  de  Obras  públicas,  Agricuítiíra,  Industria  y  Co- 
mercio* . 

(Gaceta  de  17  de  Diciembre  de  1873^.  , 
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TRIBUNAL  SUPREMO. 


ti 


áenten^iátecíarahdo  ño  haber  lugar  á  la  déútaúda  'presen- 
tada contra  la  orden  que  declaró  fenecido  y  sin  curso  el 
expediente  de  demasía  de  la  mina  Bncaatada  id^  Sierva^ 
Almagrera. 

En  la  villa  de  Madrid,^  á  3  de  Enero  dé  1874,  en  los  auto?  que  ante 
Nos  penden  feobre  la  demanda  presentada  por  el  Procurador  D.  f ¿na- 
ció Santiago  y  Sanéhez,  én  nombré  de  D.  Manuel  N^r'éta  y  Oonzaiez, 

(4)    Por  una  distraccíoit  involuntaria  dejó  de  incluirse  esta  orden  en 
^u  lugar  correapuudieate  ú^i^e*  i.a  loi  pág^  $00  de  este  tomo. 


como  PrieisideQ4e.de  la.fiinpre3a>4tieo«  Ae  lai.nñiit  ululada  EnetmiMda; 
sita*  m>  Siecra  AUnagr^ra»  barranco  del  €bapiirfal...«Q'  téomino  de 
Gaera^side  laipfoyuM^a  de  Almería,  cootra  la, AimÁqiairacion.. general 
del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal,  pidiendo  se  raroque 
la  órden>  iQinisteriaL.de  3i  de  Junio  úUifflo^  que  déckbró  fenecádo  y  sin 
carao  elexpedienlie  de  demasía  ó  dicha  mina,  y  hoy.  sobre  la  pnoee* 
daocia  desdicha  demanda:  .:r 

Resaltando  que.en  30 de  Abril  diB'i8B6  el  Presidente  dala  Sociedad 
es^ecieil  minera  titulada  la  Encantada,  dueña  de  la  mina  de  este  nom«>í 
bre,  sita  en  el  barranco  Chaparral,  término  deiiSuevaa,  en  la  proyincia 
de  Almería,  aolúátódel  Gobernador  civil  de  la  misma  que  le  conce- 
diese coflfto  demasía  i  dicha  mina  pori  corresponderle  en  érdeo  de 
prioridad,  en  razón  á  quejas  inmediatas,  aunque  másanliguas.  teoian 
ya  eoncedidoe  otros  espatos  en  igual  concepto,  un  terreno*  íianco, 
insuficiente  para  formar  pertenencia  aun  incompleta»  que  existitt 
entre  la  catada  mina  Encantada  y  las  concesiones  Rafaeiat  H&rmmia*' 
y\/rgen  del  Carmen  y  Segunda  Época: 

Resultando ^qae  reconocido/ dicho  terreno  por  el  Ingeolero  D.  Fraxt^ 
cisco ferrandi,. dijo  que  eu  efecto  era  insuflcíehte  para  formar  perte« 
naveta* m^in^ra»  y  debia  adjudioar^e  como  demasíary  formada  el  opos- 
liUDo.expediente^  se  con^igaó  pqr  el  Negociatlo  del  raoio  q\»e  entre]  las 
minas  que  cerraban  el  esfpaúo  que  constituía  la  emunciada  demsaíai 
taiimás  antiguas  eran  la  Herminia  y  Rafaela  que  teaiao  ya  demaalae» 
por  lo  que  aquel  correspondía  pov- órdep  de  prioridad,  á. la  ■fu'* 
caMada:  ■  ,-.  >  ■    ^- .  .•■.'! 

Resultando  ^Crdemajpcada.la  referida  demai^ía  por  el  Ingeniero  §oa 
EaseblO'iiarsabfio.en  iQ  de  NoTÍembte  de  i867.'ie  ajBigoóiiuifka  auper^ 
ficiat  horizionia)  de  4S;.652.  me4ros.29..deeimetros  pimdrados,!  dáMole 
per.  linderos 'á  loaquio  JBiquerra.por  Norte;  Ennaníad^  por  Nordeste; 
jRft/Mr  por  Estoy  Harmfftta  por  Sur;  Se^u»da:i^^\ocA  per.Sudoesteiy 
demaaía»i  ^itfffnideliSamíen  por  Oeste;  haciendo  presente  al  Oober-> 
BlMlor  ]»  diferencia  que  existia  «ntre  loe  planos  antoifiores  y  el  levan- 
ladp  por  él,  eieflfio  i0dadiible  la  sqbrofMxsicion  qiie  l)abia>  4e  ioaquin. 
Esquerra  en  la  Encantadaj  cnyo  error' djsbia  atribuirse  iihaber  hechoi 
Intesiar'á  la  primera  al  demarcarse  en /la  Virgen  del  Carmen;  .eonüT- 
mandóse  en  «(ue  1as\iiseas  Norte  deésta  y  la  Einoanlüda  &e  «ocontras 
ban  «n(.so  -prolongaciionvcon  lo  qoe  se  a{>rob<^  el  expediento  y  se  expié  ié 
el  títuio'.de'f  ropiedad^  dando,  la  pQsesioo  al  interesado: 
-  ResuUvi^diiiqueeii  1&  de  Enero  de  186^  presentó  Igualmen te  Oosi 
Salvador .GOttzalea soiicilud  de  registro/ eoiB. el  uom^rede La  Ptolec^ 
tora  eo  terteob  realengo,  del  téraiiiMy>  de  Cuevas,' para^  limado 
barvMiee^'diel  Chaparral,  en.S)eBra^AlmAgreray.qaa  lindatmal  Bsl^  con 
lamina Hm¡mániMj  y  oii^p mlnerat  pbimiao  firgttitífer»^ estaba  de«cu- 


bÍ6rio  00  «1  pozo  deoomioado  Buen  Ousio,  pérteóedente  i  la  conce* 
sioolitoiada  Segunda  Epeea  que  se  hallaba  eo  oireui/staiieiés  éVidéo- 
fea  de  cadacidad  pot  haber  fiíltado  á  las  prescripciones  del  art.  50  de^ 
la  ley: 

Resollando  qae  formado  expediente  con  tal  motivo  y  heebas  las 
poblicacíones  oportunas,  se  oposo  á  so  admisión  el  dueño  de  la  Segun- 
da Época;  más  como  en  el  término  fijaio  no  presentasen  las  pruebas 
de  su  derecho,  se  reconoció  por  el  Ingeniero  qne  dijo  existían  eyidbn-' 
tes  señales  de  no  haberse  trabajado  hacia  mucho  tiempo;  y  6l  Gober- 
nador, por  decreto  de  17  de  Febrero  de  4868  declaró  caducada  la  coo^' 
cesión  de  esta  última  mina  y  rsTertído  su  terreod  al  Estado: 

Resultando  que  declarado  franco  y  registrable  dicho  terreno,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  68  de  la  ley,  y  admitida  la  áolicrtnd 
de  registro  antes  expuesta,  se  demarcó  por  el  ingeniero  D.  Ricardo  d€r 
üruboru  en  23  de  Abril  del  mismo  año,  levantando  plano  con  asis- 
tencia del  interesado  y  délos  de  varias  minas  colindantes,  dándole 
una  superficie  horizontal  de  59.997  metros  S4  céntfmcftros  cuadrados, 
expresando  que  lindaba  al  Norte  con  la  Virgen  del  Catmen^  su  demasía 
y  otra  á  la  Encantada;  al  Sur  con  la  Reforma,  su  demasía,  y  la  Amn- 
Otón  Segunda;  y  al  Este  con  la  Herminia  y  demasía  def  la  Encantada: 

Resultando  que  cedida  dicha  mina  á  la  Sociedad  nombrada*  Ltí 
Ckmslancia  en  5  de  Enero  de  1869,  se  aprobó  el  expediente  por  el  Gober* 
nador  mandando  expedir  al  interesado  el  titulo  de  propiedad,  como  tuvo 
efecto,  dándole  posesión  de  la  misma:  < 

Resultando  que  en  5  de  Febrero  de  1870  presentó  un  escrito  al  Oo*' 
bennador  civil  de  Almería  el  representante  de  la  Sociedad  LaOlmS' 
tanciaj  dueña  de  la  «itada  mina  Rrotectora^  haciendo  presente  que  sii 
Director  iácultati^,  para  señalar  el  punto  en  que  sé'  había  de '  abrir 
un  poxo,  tuvo  que  rectificar  las  lineas  de  dicha  mina  j  las  de  la  de- 
masía á  la  Encantada,  habiendo  encontrado  que  citaban 'sobreptteatái 
en  10  metros  de  ancho  ó  algo  más  por  89  de  largo;  pÁdiendo  enso 
consecuencia  que  por  el  Ingeniero  del  ramo  .se  fijasen  los 'limites  'da 
cada  una  de  ellas,  subsanando  cualquiera  defecto  ó  equivocaelon  qu« 
involuntariamente  hubiese  podido  cometer: 

Resultando  que  en  S6  de  Abril  siguiente  hizo  igual  petición  el 
Presidente  de  la  Sociedad  dueña  de  la  mina  Encantada,  por  creer  que 
el  pozo  que  se  estaba  abriendo  por  aquella  lo  era  dentro  de  so  domar*» 
cacioo;  y  formado  el  oportuno  expediente,  éeu  virtud  se  reconoció 
el  terrena  de  ambas  minas  por  el  Ingeniero,  que  levantó  plano  é  in- 
formó lo  que  resaltaba;  deduciendo  nacia  de  ello  una  cuestión  de  de- 
recho que  80  podía  resolver,  cual  era  la  de  al  caducada  la  concesión 
Segunda  Bpoea  debía  quedar  subsistente  la  demasía  á  la  Encaniada 
tal  como  toé  demarcada,  podia  hacerse  desapaffec«r  la  saperpostciqB 


qoe  resultad  teoire  ellay  la  perteneoeia  'Proteetwra  eorríéndolaf  al 
Oeste,' ó^si,  por  al  eootrario,  se  considerase  que  el  yícío  original  de' 
■alidad  da  U  demasía  á  la  Encantada  era  tal,  que  de^lá  iQ?alidarlA« 
eatoftees  debía  perder  el  terreno  en  que  indebidameole  se  superpuso, 
y  la  pertenencia  Protectora  debía  demarcarse  nusTamente  iotestando 
eon  la  perlenenciai,  coociuyendo  por  proponer  el  medio  que  creia  más 
eonciliaioriot 

ReaulUndo  que  instruidas  las  partes  interesadas  del  anterior  infor- 
me pres0Dt«ron  eseritos  hacieodo  las  observaciones  que  juzgaron 
op^tanas;  por  lo  que  el  Gobernador  manda  en  5  ée  Mayo  de  <B71  qué 
se  remitiese  el  expediente  ai  Ingeniero  Jeje  de  la  provincia  para  que 
se  hiciera  un  nuevo  deslinde  entre  las  minas  Encantada,  Protectora 
y  Hisrmtfita,  á  fin  de  que  por  su  resultado  se  conociesen  las  líneas  que 
determioaban  la  demasía  expresada: 

Resultaádo  que  verifieado  así  ievantafido  nuevo  plano,  informó  éú 
3  de  Agosto  de  1872  el  Ingeniero  D.  José  Bover,  que  entre  Ia5  miná^ 
HermMa  y  Protectora  existia  un  «t«ro  de  3in,78;  que  el  eálculo  daba 
entre  la  Protectora  y  Eneaniada  un  pise  de  Om,l,  qtie  en  el  trazado 
gráfteo  00  era  perceptible:  que  entre  la  linea  Norte  de  Protectora  y 
demasfa  á  Encantada  existia  un  claro  de  4m,8l:  que  el  pise  entre  Pro- 
tettora  y  terreno  de  la  Encantada  y  «u  demasía  babia  una  faja  de 
7n^51  de  ancho  y  88»,63  de  longitud,  que  equivalía  á  una  superflbie 
de  66&n^54:  que  déla  comparación  de  éste  resultado  con  el  obteúído 
por  ellsgeniero  Xefe  resultaba  «na.  diferencia  de  Levante  á  Poniente 
d#  lip,4B,  que  comprobaba,  por  decirlo  ast,  ambas- operaciones,  aten- 
diendo á  los  naedlos  de  >que  se  disponían  para  llevar  á  cabo  esta  clase 
de  trabajos: 

Resultando  que  remitido  este  expedietite  y  también  los  de  la 
eoncesion  de  la  mina  Protectora  y  el  de  la  demasía  á  la  .Encantada  á 
la:  Comisión  pern>a6ente  de  la  Diputacioo  provincial  con  un  escrito 
presentado  por  el  Presidente  de  la  Sociedad^ dueña  de  la  mina  Ehcan^ 
tada^  en  sesión  de  i4  de  Setiembre  de  i872  acordó  que  sé  remitiese 
ek  expediente  al  Ministerio  á  los  fines  que  iodicó;  y  ejecutado  así,  fué 
dof  ualto  con  informe  de  la  Junta  superior  facultativa  de  minería  para 
^ese  practicara  un  nuevo  deslinde  y*  levantamiento  de  piano,  como 
tuvo  efecto  por"  el  Ingeniero  D.  Ricardo  Uruburu  en  19  de  Abril  de 
i873,  expresando  que  la  distancia  que  mediaba  en  sentido  Norte  f^ur 
entre  los  puntos  de  partida  de  las  minas  Encantada  y  Hehninia  'era 
d«  367t&metrost  y  que  deduciendo  de  esta  los  S68,^  metros;  resdlta- 
ba  un  pise  de  t57  metros  ocasionado  por  el  rectáegülo  Sur  de  la  de- 
masía á  la  Encantada  sobre  la  pertenencia  de  lá  Herminia: 

:  Resaltando  •que  devuelto  el  espediente  al  Mioisierio^^é  informado 
de  nuevo  por  la  referida  Junta  superior  facultativa  da  minería  eo  21 


de  ioDJo  4q  4873i 'je  citetd\ócden  por  el  GkubieFdo  de- la  Reftáblicaí  def 
cleraado  subsisleate  la  «(lioa  Protectora^  Undaadocob  la  p^niiniaj  y 
qi^e^ebe  rectiílcar3e  la  deme^Ma  á  la  miüBi  Encantada^  atuiitifÉiéoéailft 
faja  á&  6°>^5  d^^aochura  por  93^,63  de  Í0Qgílud,lqfie  iéámúU^fe  la 
9uperpQ9ÍGÍGQ: .  ..  -.^  "   .     •     ...  "  j.*  i.'       i-    i-'  ' 

.    B^uUaDCl^  <iue  .Cíontra  .la  anterior  drdea  y  eo  i4  de.  iigo^to.  del 
mismo  aoo  presentó  demanda  contencioso-administrativarieh.eafé  Tri- 
bunal SupreoíH))  ^l  (Vocurador  D.  Iguacio  de  Santiago  j^Sanchébs,  á 
i^ombre  de  p.  Manuel  Mf>reta  González,  Presidente  de  la  empresa' .á 
qu^,  Qprrjesponde  ;la  jpina  ^coTAÍat^a,  ipidiend!oi'£ii>revéQacion,  '7i4|qe 
se  tenga  por  ^ubsialepte  ia  demasía  é  dicha  mina;  íandado  «n.  que 
efti  rpre^eata(\a  defl^ro.;del  térvoioo  legal,  y  hü\tp3íé  ¡dioba  orden  aiUca 
derpcbos  pre^xi^i^lentes  por  la  .c<»)ce9ion' otorgada  coa  ianterioriéad^  á 
dicha  Sociedad,  con  infracción  de  las.  disposieiones  ilegales}  má&  iua- 
dapíi^ntal^  ep.la  Administraciony  yespeiciatmaMe  ifn.  tBi.  raoadl  de 
n^in^ria:  •  ., ,     .   ^        . . .  a  'i-  '   '•  ^         .   •   . .  i'   ,  .^         ^ .  ..    r. 
, .  Áe^ultando;que<ce<;1|madoiy  i$ecibido.  ei  expedienta  g.fitbernfttivo,  yt 
pas/a^dopon  lo^  a,utos}al.  Mii|isteír|0: fiscal  8e<  ha  opueaio'  á  k/admisioa 
de  la,dew^<iM',^pojad/p  en  que  ía  Sociedad  Eimantudü;  aolo  pidié.  ^ 
rectifíQacion  del  deslinfte  de)  terreno,  y  eala  ley  y\i\6^aiitól>tóí6e«dis^. 
p^ne  per  puntó  gienefal, quísolo «nxlos  caaed.tal^ativoscqae  enu^eraa 
pjco^de  el  re^curso  cpat^fioioso.cQntra  las  prottdenúia3  4ela:Adn]iM8ñ 
t^fcion  actfva:  en  .que  en  el  art.  87  del  últTiino  y  su  párrc^fo : coarto  •  se 
dispone  f  qne  1^^  Qu.Qstronies  pr(>m0vidas  acerca  de  las:  superpsMidoDe^ 
y  rec,tifícaf:;iones  de  límites  de  las;  pertenencias. y. labores  •mineiras>«  aal 
en  la  superficie  comp  en  el  interior  de  las  minas,  secin  de  UeKQlosi?4 
competencia  de  la  Administración,*  citando  adpmás  la  jurisp^udeüQcia 
sent«(^a  en  varias  sentencias: por  el  Consejo  de  Estado/  por^esta  Sala; 
en  9uyo  astado. se  pusieron  los  autos  de  manifiesto  por  trea  diá8>  é  U 
p^^rte  depijBiadftptfí.  aL^olo  efeü&to  de  instruccioo,  4el  an^edor  eecritol 

Vij^tps,,  siea^/cf  Hqnepte  §1: ;5)agistrado  D.  Ignacio:  Yieltes:  .,\  .^ 

Considerando  |[|úe,: según  el  art.  8^7  dei  ¿"egla^aieiit»)  de  24  de  «funio 
de  í868y  pári^af^  ^uartQ,  la^  cueíationes  promovidast.acdrea.de  las  su». 
perposicipnpf  ytreetáfi^jqLciones.de  líniites  de  las  pecieneBoiaaj  laborea 
mineras^  asi  en ; la  supe^fijcie  poqio  en  el  interior^  90a  de  la  exclu3ÍYa 
compete^/ciade  la  A^rnipi^traicioQ:  .  !.,i  i  ,  ■  0.  ./  .  •• 
.  CQnsidefApdp  g^^  Ja^órden  j(}e.Si4e  Jiunio  último  quai:h(|  sido  .ret 
clamada  por  D.  M^A^eJl  &Iqreta,  Pcegide/^teüiei.la  &)ciedadj  ái¡qi^e\pQr(-> 
tepec^  1^,  q^ina.  Encaniad^i  sifa  en  Sierjraf  AlmagceJia.  itéi^m/oOj  de 
Cuevas,  lo  q^uef.  lia  j-^sMeUo  en  el  expedieate.de  deaUede  ^tiíOila.  de^ 
ipa^^^  otorgada  á  la  fi^i^iipciíada  mina  yJa  coneesioo  pe^teaeoieotéiá  la 
c^ono¿ida.ppr,^ro/ec(ara>^a  qna. cuestión  de laquedla  ^aturalp^ak^    .    » 
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Considerando  además  qae^en  minería  no  pueden  ir  á  la  ?ia  con- 
tenciosa otros  recursos  que  los  que  determinan  la  ley.  y  los  regla- 
mentos: • 

Considerando  que  las  cuestiones  de  la  índole  de  la  presento  no 
están  comprendidas  en  el  art.  89  de  la  ley  ni  en  ninguno  otro  de  los 
reglamentos,  y  que  seria  violentarlos  el  pretender  colocarlas  en  ellos 
contra  lo  expresamente  ordenado  en  el  ya  citado  art.  87: 

Considerando  que  el  caso  5.*  del  art.  86  solo  6s  aplicable  en  los  se- 
ñalados en  el  89,  y  de  ningún  modo  cuando  de  ellos  no  se  trata  de  un 
modo  expreso  y  directo: 

Y  considerando  que  en  el  sentido  de  que  las  cuestiones  sobre  su» 
perposiciones  de  minas  sqn  de  la  exclusiva  competencia  del  Ministerio 
de  Fomento,  se  ha  formadQ  la  jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado  y 
de  este  Tribunal  Supremo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  la  vía 
contenciosa;  y  en  su  virti^id  no  há  lugar  á  la  admisión  de  la  demanda 
interpuesta  por  el  recurrente  D.  Manuel  Moreta,  bajo  la  representación 
que  ostenta. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia^  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sdicéiüáose  ú  efecto  las  CQpias 
necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Ministerio  de 
Fomento  con  la  oportuna  certificación,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
fírmamos.=Juan  González  Acevedo.=José  Maria  Herreros  deTejada.=: 
Pascual  Bayarri.=Ignacio  Vieites.=Juan  Cano  Manuel. =José  Jiménez 
HascarÓ8.=£ugenio  de  Ángulo. 

PubIicacion.=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Ignacio  Vieites,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  3  de  Enero  de  i874.=Eurique  Medina. 

{Gaceta  de  23  de  Marzo  de  1874;. 


Sentencia  declarando  improcedente  lavia  contenciosa  en  la 
demanda  presentada  sobre  revocación  de  la  Real  orden 
que  declaró  fenecido  y  sin  curso  el  expediente  de  la  mina 
El  Prójimo,  del  término  de  Berja. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  7  de  Enero  de  4874,  en  los  autos  que  ante 
Nos  penden  sobre  procedencia  de  la  via  contenciosa  y  admisión  de  la 
demanda  presentada  por  D.  José  Riancho  y  Martin,  representado  por 
el  Licenciado  D.  Tomás  Pérez  Anguila,  contra  la  Administración  ge- 
neral del  Estado,  que  lo  está  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revocación 
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de  la  Real  orden  de  6  de  Febrero  de  i873  qoe  deelaró  fenecido  y  sin 
curso  el  expediente  de  la  mina  El  Prójimo: 

Resultando  que  en  iO  de  Junio  de  1829  y  ii  de  Setiembre  de  1833 
respectivamente  se  demarcaron  las  minas  tituladas  Murtas  y  La  Mo' 
rena,  situadas  en  la  Cañada  de  Valsanueva,  en  la  sierra  de  Gador, 
término  de  Berja,  propias  de  D.  Marcelo  Valdi?ia'y  compañía,  sin  que 
se  hiciese  protesta  ni  reclamación  alguna,  por  parte  de  D'.  Francisca 
Antón  Godoy,  Presidente  de  la  Sociedad  ¿  que  pertenecía  la  mina  an- 
tigua denominada  Matasiete: 

Resultando  que  en  2  de  Abril  de  1867  D.  José  Riancho  Martin  soli- 
citó el  registro  de  una  pertenencia  minera  en  terreno  realengo  del 
término  de  Berja  con  el  nombr.e  de  El  Prójimo^  señalando  como  punto 
de  partida  el  que  lo  fué  de  la  Matasiete^  verificando  la  designación 
comprendiendo  una  superficie  ^e  6.628  varas  cuadradas: 

Resultando  que  formado  el  oportuno  expediente  y  hechos  los  anun- 
cios necesarios  en  el  periódico  ofíciat  en  i7  de  Abril  siguiente  pre- 
sentó D.  José  Riancho  un  escrito  y  el  plano  de  la  designación  para  la 
reaparición  de  la  pertenencia  Matasiete^  en  cumplimiento  á  lo  dis- 
puesto en  el  art.  21  de  la  ley  de  1859,  pidiendo  se  uniese  al  expedien- 
té El  Prójimo  para  que  en  él  surtiese  los  efectos  debidos.  Mas  practi- 
cado por  el  Ingeniero  D.  Ricardo  Uruburu  el  reconocimiento  de  la 
mina  Matasiete^  decretado  en  3  de  Mayo,  informó  en  el  dia  5  de 
Agosto  que  según  el  estado  de  las  ^xcasas  labores  que  habia  podido 
reconocer*  el  de  los  cortijos  y  vaciaderos,  habia  debido  estar  la  mina 
abandonada  por  más  tiempo  del  que  permitíala  ley: 

Resultando  que  en  su  consecuencia  el  Gobernador  civil  de  la  pro- 
vincia de  Almería,  teniendo  presente  que  nada  se  habia  alegado  en 
contra  del  anterior  informe  del  Ingeniero*  declaró  caducada  la  mina 
Matasiete  en  6  de  Setiembre  del  referido  año  de  1867: 

Resultando  que  en  21  de  Octubre  posterior  solicitó  el  registrador 
D.  José  Riancho  la  demarcación  de  la  mina  El  Prójimo-,  y  mandándose 
asi,  suspendió  el  Ingeniero  la  demarcación  por  resultar  que  no  tenia 
terreno  ni  aun  para  que  reapareciese  la  mina  Matasiete,  puesto,  que 
ésta  se  hallaba  pisada  por  las  concesiones  Murtas  y  La  Morena: 

Resultando  que  en  14  de  Octubre  de  1868  solicitó  D.  José  Riancho 
que  se  practicara  un  deslinde  por  no  creer  existiera  el  pise  referido; 
y  ferifícada  esta  operación  pericial  por  el  mismo  Ingeniero,  aparece 
por  su  informe  de  10  de  Diciembre  de  1869,  al  que  acompaña  plano» 
la  confirmación  del  pise  anunciado: 

Resultando  que  en  22  de  Agosto  de  1870  reclamó  dicho  registrador 
contra  la  paralización  que  sufría  el  expediente,  y  en  5  de  Agosto  de 
1871  reprodujo  sus  anteriores  pretensiones  pidiendo  se  repitiese  la 
operación  de  deslindo.  Mas  el  Gobernador,  en  providencia  de  15  de 


Abril  de  i872,  desestimó  dicha  solicitud  y  declaró  sin  curso  y  fe- 
necido el  expediente  con  arreglo  al  ütimo  párrafo  del  art.  68  de  la  ley 
de  6  de  Julio  de  4859: 

Resultando  que  habiéndose  alzado  del  anterior  decreto  D.  José 
Riancho,  se  remitió  el  expediente  á  la  Superioridad  y  se  oyó  á  la  Junta 
superior  facultativa  de  minería  y  á  la  Sección  de  Gobernación  y  Fo- 
mento del  GoDseio  de  Estado,  dictándose  en  su  virtud  Real  orden  en 
6  de  Febrero  de  4873  confirmando  el  decreto  del  Gobernador  civil  de 
Almería  de  15  de  Abril  anterior  declarando  fenecido  y  sin  curso  el 
expediente  El  Prójimo: 

'  Resultando  que  contra  la  anterior  Real  orden  y  en  19  de  Marzo 
del  mismo  año  presentó  demanda  contencioso-administrativa  en  este 
Tribunal  Supremo  D.  José  Riancho, .  representado  por  el  Licenciado 
D.  Tomás  Pérez  Anguita,  pidiendo  su  revocación,  fundado  en  que  la 
Real  orden  reclamada  constituye  una  denegación  de  concesión  minera 
comprendida  en  el  caáo  2.*  del  aft.  89  de  la  ley  de  minas  de  4  de 
Marzo  de  1868  que  reforma  la  de  6  de  Julio  de  1859  que  es  aplicable 
al  caso: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  gubernativo, 
se  presentó  en  los  autos  el  Procurador  D.  Manuel  María  del  Villar,  en 
nombre  y  con  poder  de  D.  Gregorio  Supion  y  Escobar,  pretendiendo 
coadyuvar  á  la  Administración;  y  pasado  todo  al  Ministerio  fiscal  con 
los  demás  antecedentes  reclamados,  se  ha  opuesto  á  la  admisión  de  la 
demanda,  ^  apoyado  en  que  por  haberse  declarado  la  caducidad  de  la 
mina  Matasiete,  vino  D.  José  Rianchtf  á  subrogarse  en  todos  los  dere- 
chos y  obligaciones  del  concesionario  de  la  misma  para  los  efectos 
del  terreno  concedido  por  el  Estado;  pero  como  de  haber  continuado 
el  susodicho  en  posesión  de  ella  no  hubiera  podido  hoy  con  derecho  y 
razón  fundada  reclamar  contra  la  demarcación  que  tienen  las  minas 
Murtas  y  La  Morena  porque  lo  prohibe  el  último  párrafo  del  art.  45 
del  reglamento  de  minería  tampoco  puede.hacerlo  el  demandante  por 
haber  prosperado  el  denuncio,  pues  ao  hizo  oposición  en  tiempo  há- 
bil á  las  demarcaciones  de  dichas  minas;  expresando  además  que  Don 
José  Supion  no  podia  ser  parte  sin  acreditar  estar  interesado  en  las 
minas  colindantes  á  la  Matasiete^  en  cuyo  estado  se  acordó  por  la 
Sala  hacer  saber  al  Procuradot  Villar  que  luego  que  acreditase  la  per- 
sonalidad con  que  sus  representados  pretendían  ser  partes,  se  provee- 
rla; con  lo  qucise  pusieron  los  autos  de  manifiesto  por  tres  dias  al  Li- 
cenciado Anguita  al  solo  efecto  de*  instrucción  de  dicho  escrito  fiscal: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Jiménez  Mascaros: 

Considerando  que  son  de  la  exclusiva  competencia  de  la  Adminis- 
tración activa  las  cuestiones  que  se  promuevan  acerca  de  las  superpo- 
siciones y  rectificaciones  de  los  límites  de  las  pertenencias  mineras, 
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así  en  la  saperficie  como  en  el  interior  de  las  mismas,  conforme  i  lo 
dispaesio  en  el  párrafo  último  del  art.  87  del  reglamento  de  24  de 
Junio  de  4868  para  la  ejecución  de  la  ley  de  minas  de  i859: 

Considerando  que  si  bien  por  haber  prosperado  el  denuncio  y  de- 
clarado la  caducidad  de  la  mina  Matasiete,  de  la  pertenencia  de  Don 
Francisco  Antonio  Godoy  del  Moral,  ha  venido  á  colocarse  B.  José 
Riancho  en  la  situación  en  que  aquel  se  hallaba: 

Considerando  que  demarcadas  las  minas  Murtas  y  La  Morena  en 
iO  de  Junio  de  1829  y  ii  de  Setiembre  de  1835,  sin  que  por  parte  del 
propietario  de  la  mina  más  antigua  titulada  Matasiete  se  hiciera  re- 
clamación alguna  al  tiempo  de  verificar  aquella  demarcación,  en  él 
dia  no  procede  efectuarlo,  y  en  su  consecuencia  tampoco  D.  José 
Riancho  porque  lo  prohibe  el  último  párrafo  del  art.  41  del  reglamento 
de  minería: 

Considerando  que  proponiéndose  D.  José  Riancho  la  alteración  de 
las  demarcaciones  de  las  minas  Muñías  y  La  Morena  que  es  preciso 
respetar,  no  procede  la  via  contenciosa  porque  este  caso  no  es  el  de 
que  trata  el  párrafo  segundo  del  art.  89  de  la  ley  de  minas,  ni  se  halla 
comprendido  en  el  art.  86  del  reglamento  para  su  ejecución,  según  lo 
tienen  declarado  el  Consejo  de  Estado  y  esta  Sala  en  su  constante  ju" 
risprudencia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  la  via 
contenciosa;  y  en  su  consecuencia  que  no  há  lugar  á  la  admisión  de 
la  demanda  de  i7  de  Marzo  último  presentada  por  el  Licenciado  Don 
Tomás  Pérez  Anguila  en  nombre  de  D.  José  Riancho,  vecino  de 
Almería. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacet^  oficial 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  y  4evol?iéndose  el  expediente  gubernativo  al  Ministerio  de 
Fomento  con  la  oportuna  certificación,  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos.=El  Sr.  Presidente  de  la  Sala  Sr.  González  Acevedo  votó 
en  Sala  y  no  pudo  firmar:  José  María  Herreros  de  Tejada.--=José  María 
Herreros  de  Tejada.=Pascual  Rayarri.=:Juan  Jiménez  Guenca.=!gnacio 
Vieitef.=José  Jiménez  Mascarós.=Eugenio  de  Ángulo. 

Publicacion.=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  José  Jiménez  Maíscarós,  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que  certifico 
como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  7  de  Enero  de  i874.=£nrique 
Medina. 

(Gaceta  de  23  de  Marzo  de  1874). 


«^ 
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PRESIDENCIA  DEL  CONSEJO  DE  MINISTROS. 


Decreto  decidiendo  á  favor  de  la  Administración  la  compe- 
tencia suscitada  entre  el  Gobernador  de  Huelm  y  el  Juez 
de  primera  instancia  de  Valverde  del  Camino  sobre  la 
linea  férrea  de  las  minas  de  Rio-Tinto  al  puerto  de 
Huelva. 

En  el  expediente  y  autos  de  competencia  suscitada  entre  el  Gober- 
nador de  Huelva  y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Valverde  del  Cami- 
no«  de  los  cuales  resulta: 

!.•  Que  el  Sr.  D.José  Gaviria  yGutierrez,  á  título  de  Presidente 
del  Consejo  de  Administración  de  la  Goqipañia  de  los  ferro-carriles  de 
Semina  á  Huelva  y  á  las  minas  de  Rio-Tinto,  con  fecha  i4  de  Abril  de 
1873  interpuso  ante  el  Juzgado  de  Valverde  del  Camino  interdicto,  de 
retener  contra  D.  Federico  Naybol  y  D.  Jorge  Norten,  Ingenieros  al 
servicio  de  la  Compañía  Rio-Tinto  limitada  (anónima),  cuyo  interdic- 
to se  apoyaba  á  su  decir:  primero,  en  que  fa  Cempañia  de  que  era 
Presidente  «se  hallaba  en  quieta  y  pacifica  posesión  desde  Junio  del 
anterior  año  de  1871  del  derecho  á  construir  un  ramal  de  via  férrea, 
que  partiendo  de  la  estación  de  Niebla  terminara  en  las  minas  de  Rio- 
Tinto,  con  cuyo  motivo,  y  después  de  declararse  dicha  obra  de  utili- 
dad pública,  se  habian  hecho  por  suCompañia  rozas,  talas,  mediciones 
y  otros  trabajos  de  replanteo  definitivo,  por  las  márgenes  ó  cercanías 
del  Rio-Tinto,  en  toda  la  extensión  que  abraza  el  indicado  ramal,  y 
muy  especialmente  por  los  sitios  denominados  Pié  del  Cerro  de  Salo- 
mon.  Contiendas  de  Sevilla,  Vega  délos  Caños,  iglesia  de  los  Angeles, 
Cinchones  del  Tuerto,  Hoyo  de  Juan  de  Dios,  Solano  de  Juan  Lorenzo^ 
iPié  del  Estrecho,  Coscojillos,  Rocho  de  la  Casa  Vieja,  Pié  del  Peral  de 
Utrera  y  de  los  Mozos,  Vega  del  Manzano  y  de  Footeno,  La  Puya,  Sola- 
na de  Casarejo,  Los  Barreros,  Picotilla,  Vega  del  Montón  de  Trigo,  La 
Picota,  Avejú,  Ladera  del  Rio,  Rivera  de  Cachan  y  otros  varios  sitiüs 
hasta  llegar  á  las  minas  de  Rio-Tinto:  segundo,  en  que  por  aquellos 
mismos  sitios  se  habian  presentado  en  los  dias  26  al  28  de  Marzo  an- 
terior los  Ingenieros  D,  Federico  Naybol  y  D.  Jorge  Norten,  vecinos  de 
Huelva,  con  varios  peones  tirando  líneas,  nivelando,  tomando  ángulos 
fijando  piquetes  sobre  papeles  numerados  con  lápiz  é  indicando  y  di- 
ciendo que  todas  aquellas  operaciones  las  verificaban  para  construir 
una  línea  férrea  por  cuanta  de  otra  empresa. 


—422-: 

2/    Que  á  instancia  de  D.  Gaillermo  Sundheim,  como  representante 
de  la  Compañía  Rio-Tinto^  el  Gobernador  de  Haelra  requirió  en  8  de 
Mayo  al  Jaez  de  Val  verde  para  que  se  inhibiese  del  conocimiento  del 
asunto,  conforme  lo  prescrito  en  el  art.  57  del  reglamento  de  25  de 
Setiembre  de  4863,  fundándose:  primero,  en  que  el  hecho  de  que  la 
Compañía  Rio-TintOy  representada  por  D.  Guillermo  Sundheim,  estu- 
viera estudiando  la  línea  férrea  de  las  minas  ai  puerto  de  Huelva^ 
conforme  á  lo  que  previene  el  art.  45  de  la  ley  general  de  ferro-carriles, 
y  al  tenor  de  la  orden  del  Gobierno  de  )a  República  fecha  21  de  Marzo 
de  aquel  mismo  año,  por  la  cual  se  autoriza  á  la  Compañía  comprado- 
ra de  las  minas  de  Rio-Tinto  para  que  de  conformidad  con  el  citado 
.   art.  45  de  la  ley  general  de  ferro-carriles,  pueda  estudiar  durante  un 
año  la  línea  que^á  partir  de  las  minas  termine  en  el  puerto  de  Huelva, 
sin  derecho  á  indemnización  y  con  arreglo  á  las  prescripciones  de  la 
Real  orden  de  24  de  Marzo  de  4856,  reconociendo  lademás,  que  j^or  la 
ley  de  17  de  Febrero  de  1875  que  i^judicó  las  minas  á  los  Señores 
Quentell,  Taylor  y  Doctehr  por  sí  y  en  representación  de  la  casa 
Matfaesson  y  compañía  de  Londres,  se  había  declarado  la  utilidad  pú-* 
blica  de  dicho  ferro-cárril,  y  autorizado  al  Gobierno  para  hacer  si( 
concesión  á  los  adjudica  torios  compradores  délas  minas,  por  lo  cual 
Jes  era  innecesario  el  expediente  para  esa  declaración  que  prescribe 
el  decreto- ley  de  14  do  Noviembre  de  1868,  no  envolvía  despojo  de 
nada  á  nadie,  estando  la  Compañía  RiO'Tinto  en  su  perfecto  derecho 
al  verificar  los^  estudios  de  la  línea,  á  los  cuales  no  debía  oponerse 
obstáculo  de  ningún  género,  y  que  si  algún  particular  se  opusiera  á 
que  atravesaran  tierras  de  su  propiedad,  la  Administración  le  obliga- 
ría á  consentirlo  previa  indemnización  ó  constituyendo  el  correspon- 
diente depósito  para  garantir  los  perjuicios  .que  se  pudieran  ocasionar: 
segundoi  en  que  la  declaración  de  utilidad  pública  del  ramal  de 
Niebla  á  Rio^Tínto,  obtenida  por  la  Compañía  que  representaba  ei 
Excmo.  Sr.  Marqués  de  Gaviria,  tampoco  envolvía  propiedad  alguna, 
no  habiendo  lugar  á  que  bajo  ese  concepto  pudiera  impedir  á  los  com- 
pradores de  las  minas,  representados  por  el  Sr.  Sundheim,  hacer  ios 
estudios.de  que  se  trataba. 

3.*  Que  el  Juez,  después  de  oír  al  Promotor  fiscal,  suspendió  las 
actuaciones  del  interdicto,  é  hizo  presente  al  Gobernador  que  no  podía 
resolver  sobre  el  requerimiento  de  inhibición  mientras  no  fuera  for- 
mulado en  los  termines  prevenidos  y  se  citasen  las  disposiciones  de 
que  la  Administración  creyese  derivar  su  competencia  para  entender 
en  el  asunto. 

4."*  Que  el  Gobernador  reiteró  en  11  de  Junio  su  anterior  requeri- 
miento al  Juez  de  Valverde,  reproduciendo  los  mismos  fundamentos 
«"n  que  había  apoyado  el  de  12  de  Mayo,  y  añadiendo  á  los  textos  allí 


citados,  •!  del  decreto  de  S.  A.  el  Regente  del  Reino,  fecha  i2  de  Agos. 
to  de  1869. 

5.*  Qué  el  Jaez  oyó  de  nuevo  al  Promotor  fiscal,  eit6  á  las  parles, 
y  sin  que  comparecieran  los  Ingenieros  Naybol  y  Norten,  de  confor* 
midad  con  aquel,  contestó  en  i2  de  Julip  sosteniendo  su  jurisdicción» 
fundándose  en  que  la  cuestión  sometida  á  su  conocimiento  era  de 
posesión:  que  en  nada  perjudicaba  ni  iba  contra  disposición  de  carác- 
ter gubernatiYO,  siendo  únicos  competentes  para  conocer  de  esas 
enestienes  los  Tribunales  de  justicia,  según  el  art.  ^."^  del  Real  decreto 
de  4  de  Junio  de  1847  y  repetidas  decisiones  del  Consejo  de  Estado: 
en  que  no  existia  disposición  que  diera  derecho  á  las  Autoridades 
gubernativas  á  conocer  de  los  actos  que  hablan  dado .  motivo  al  inter» 
dicto,  puesto  que.  si  bien  la  ley  de  17  de  Febrero  de  aquel  año,  al 
adjudicar  las  minas  de  Rio-Tinto  autorizaba  al  Gobierno  para  hacer 
á  los  compradores  concesión  de  ferro-carril  indispensable  para  su  be- 
neficio y  explotación  declarándole  desde  luego  de  utilidad  ptlblica;  y 
si  bien  la  orden  del  Gobierno  de  la  República  d&  21  de  Marzo  del 
propio  año  73  autorizaba  á  dichos  comprado1*es  para  estudiar  durante 
un  año  aquel  mismo  ferro-carril,  era  lo  cierto  que  ni  aquella  ley  ni 
esta  orden  dejaban  sin  efecto  la  concesión  hecha  antes  á  la  empresa, 
representada  por  el  Marqués  de  Gaviria,  y  seria  absurdo,  decia  el  Juez» 
construir  dos  vias  por  empresas  diferentes  en  un  mismo  trazado, 
siendo,  por  lo  tanto,  claro  que  la  autorización  dada  á  los  compradores 
de  las  minas  era  para  levantar  (la  via?)  por  otro  trazado  distinto  que 
el  que  tuviese  hecho  la  Compañía  representada  por  el  Marqués:  en  que 
el  decreto  de  12  de  Agsoto  de  1869  citado  por  el  Gobernador  carecía 
de  aplicación,  toda  vez  que  se  contrae  á  fijar  los  limites  hasta  donde 
alcanzan  las  atribuciones  de  la  Administración  en  los  expedientes  de 
expropiación  forzosa  de  terrenos  necesarios  para  obras  públicas;  y  en 
que  el  interdicto  entablado  ante  él  se  dirigía  contra  los  Ingenieros 
Ñaybol  y  Norten,  y  no  contra  D.  Guillermo  Sundheim  ni  contra  los 
compradores  de  las  minas  de  Rio-Tinto. 

6.*  ,  Que  el  Gobernador,  oyendo  á  la  Comisión  provincial  y  de  con- 
formidad con  el  luminoso  parecer  de  la  misma,  insistió  en  el  reque- 
rimiento de  inhibición  al  Juez  de  Valverde,  insistencia  de  que  éste 
dice  no,  haber  tenido  conocimiento  sino  por  el  ofició  de  fecha  11  de 
Noviembre  de  1875,  que  ocupa  el  folio  150  de  los  autos  sobre  el  ínter- 
dicto,  resultando  de  todo  el  presente  conflicto. 

Vista  la  ley  de  25  de  Junio  de  1870  determinando  la  venta  de  las 
minas  de  Rio-Tinto  y  el  pliego  de  condiciones  que  acompaña  á  los 
anuncios  de  aquella  según  dicha  ley: 

Vístala  ley  de  17  de  Febrero  de  1873  que  aprueba  la  venta  de 
dichas  minas  hecha  á  favor  de  los  Sres.  Quentell,  Tayiord  y  Dasth  por 


si  y  en  representación  de  la  casa  Matliesson  y  compañia  en  Londres, 
y  autoriza  al  Gpbierno  para  hacer  la  concesión  del  ferro-cacril  cpndi* 
Clonado  en  la  venta  y  estipulado  4demás  4>Qr  los  ¿pmpradpres,  decla- 
rándole de  utilidad  púi^Hea: 

Vista  la  orden  del  Gobierno  án  la  República,  fecha  21  d.e  Marzo,  de 
i873,  que  autoriza  á  los  compradores  da  las  minas  para  practicar  en 
término  de  un  año  los  estudios  de  aquel  ferro-carril:  ' 

Visto  el  decreto*ley  de  14  de.  Noviembre  de  4868  que  establece 
bases  para  un  nuevo  sistema  de  procedimientos  administrativos  en 
materia  de  obras  públicas: 

.  Vista  la  Real  orden  de  S3.de  Mayo  de  i872  explicando  el  verdadero 
sentido  de  aquel  decreto-ley,  y  consignando  explícitamente  que  la 
declaración  de  utilidad  pública  y  la  autorización  ó  concesión  de  que 
trata  el  art.  2."  de  aquel  decreto4ef,  son  dos  cuestiones  completamen- 
te distintas  é  independientes  entre  si:  que  las  concesiones  han  de  limi- 
tarse á  los  terrenos  de  dominio  público;  y  que  la  facultad  de  otorgarlas 
reside  en  el  Ministerio  de  Fomento: 

Vista  la  órden-acuerdo  del  Go))ernador  interino  de  Huelva,  fecha 
26  de  Junio  de  1871,  haciendo  la  concesión  de  un  ferro-carril  que  par- 
tiendo de  Las  minas  de  Rio -Tinto,  termine  en  la  villa  de  Niebla  á  favor 
de  D.  José  Gaviria,  Presidente  de  la  Compañia  del  ferro-carril  de  Se- 
villa á  Huelva,  sin  más  explicación  ni  expediente:    - 

Visto  el  acuerdo  del  Gobernador  de  Huelva,  fecha  10  de  Febrero  de 
1872  que  ratificó  el  do  12  de  Agosto  del  año  anterior^  ppr  el  que  ,se 
declaró  de  utilidad  pública,  para  los  efectos  de  la  ley  deexpropiacioo, 
el  ramal  de  ferro- carril  de  Niebla  4  las  minas  de  Rio- Tinto: 

Visu  la  Real  orden  de  25t  de  Noviembre  de  1871  por  la  que  se  dijo 
á  la  Compañía  del  ferro-carril  de  Sevilla  i  Huelva,  recurrente]  que 
fuera  de  los  casos  consignados  en  los  artículos  2.°  y  siguientes  del  de- 
creto-ley de  14  de  Noviembre.de  48^8»  era  innecesaria  antorizacioo 
en  el  Gobiprno  para  el  establecimiento  de  cualquiera  obra  pública, 
y  por  tanto  que  no  habia  inconveniente  por  parte  del  Estado,  en  que 
al  tenor  del  art.  1/  de  aquel  decreto-ley  se  procediese  á  la  construc- 
ción del  ramal  de  ferro-carril  de^de  la.  estación  de  Niebla  á  las  mina^ 
de  Rio-Tinto,  siempre  que.^e  solicitara,  si  necesario  fuese  en  su  dia« 
y  á  tenor  de  lo  establecido  en  el  art.  4.'  de  aquella  disposición  legal. 
Ja  concesión  ó  concesiones  qu^  con.  arreglo  al  segundo  procedan; 
y  se  consideró  como  valedera  la  declaración  de  utilidad  públicfi,  de 
dicho  ramal,  hecha  por  el  (jrp^rnador  de  Huelva  sin  reclamación 
de  nadie: 

Vista  la  orden  del  Gobierno  de  la  República  fecha  25  de  Junio  de 
1873,  que -entre  otras  cosas  fleclara  ,1a  Goi^pañia  Eio-Tinto  Imitada 
(anónima),  subrogada  legalmente  en  los  derechos  y  acciones  que  cor? 


rMpoDdiaa  al  BsUdo  para  explotar,  beneieiar  aqueDas  minas  y  expor- 
tar las  sastaoGias  minerales  de  sns  criaderos: 

Tista  la  orden  del  Gobierno  de  la  República  fscha  I."*  de  Enero  de\ 
Corriente  año,  por  la  qne  con  arreglo  á  las  condiciones  del  contrato 
de  compra-Tenta  de  las  minas  de  Rio-tinto  se  otorga  á  la  Gompañia 
compradora  la  concesión  de  on  ferro-carril  desde  tfqoellas  al  puerto 
de  HnelTa,  á  cuya  Gompañia  se  designarán  los  terrenos  de  dominio 
publico  qne  como  parte  de  aqaella  concesión  se  ceden  por  el  Estado 
luego  que  formule  el  pliego  de  condiciones  particulares  con  presencia 
de  los  planos  y  presupuestos  de  las  obras,  etc.;  se  niega  á  la  Gompañia 
del  ferro-carril  de  Sevilla  á  HueWa  la  concesión  de  los  terrenos  de 
dominio  público  que  tenia  solicitada  para  establecer  una  línea  desde 
lüebla  á  Rio-Tinto,  con  sujeción  al  trazado  qae  presentó  en  el  mes  de 
Marzo  último,  concediéndosela  no  obstante  para  la  ejecución  en  la 
expresada  linea  al  tenor  del  proyecto  que  formuló  en  187!,  con  ta\ 
que  lo  modifique  en  el  sentido  de  no  inradir  el  trazado  que  la  Gom» 
pafiia  ñio^-Tinto  tenga  elegido  ó  elija  como  mis  coDTeniente  para  s*j 
linea;  y  se  deja  sin  efecto  la  declaración  de  utilidad  publica  hecha  en 
18  de  Diciembre  de  1873  pdr  el  Gobernador  de  Hnelva  á  favor  de  la 
Tariante  que  ha  introducido  últimamente  la  Gompañia  del  ferro-carrih 
de  SeTilla  á  Huelva  en  el  trazado  de  la  linea  de  Niebla  á  Rio-Tinto: 

Vista  la  Real  orden  de  8  de  Mayo  de  i 839  y  las  decisiones  del  Gon* 
sejo  de  Estado  de  15  de  Julio  de  1868  y  otras: 
Considerando: 

1/  Que  las  minas  de  Rio-Tinto  se  vendieron  por  el  Estado  con  un 
proyecto  y  perfil  de  vía  férrea  al  puerto  de  Huelr a  al  intento  de  mejor 
beneficiarlas,  explotarlas  y  exportar  sus  productos  y  sustancias  mine- 
rales; siendo  además  condición  expresa  del  contrato  la  concesión  de 
dicha  linea  para  otorgar  la  cual  á  los  compradoi'es  autorizaron  las 
Górtes  al  Gobierno  por  la  ley  de  17  de  Febrero  de  1873  que  declaró  tal 
línea  de  utilidad  pública. 

).*  Que  está  hecha  esa  concesión  explícita  y  solemnemente  é  im- 
plícitamente, y  con  no  menos  solemnidad  la  concesión  de  los  terrenos 
de  dominio  público  necesarios  al  efecto  á  la  Gompañia  compradora; 
la  cual  así  en  cuanto  á  la  construcción  de  esa  vía,  como  en  lo  relativo 
á  la  explotación  y  beneficio  de  las  minas,  se  halla  igualmente  subro- 
gada en  los  derechos  y  acciones  que  al  Estado  correspondían. 

3/    Que  autorizada  además  esa  Gompañia  para  practicar  durante 
un  año  los  estudios  de  aquella  via  férrea,  con  practicarlos  no  se  des- 
poja á  nadie,  ni  lastiman  derechos  de  nadie,  ni  se  ataca  la  propiedad  , 
ni  se  turba  posesión  de  cosa  ú  objeto,  ni  cuasi  posesión  de  derecho 
alguno. 

A."    Que  la  compañia  denominada  de  ferro»car riles  de  Sevilla  á 
T.  ¥• 
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Huelva  y  ramal  á Bio*Tinlo  no  tiene  telaüTameoté  á  ésla  alra.cosa 
más  que  una  declaración  deolilidad  pública,  puesto  que  la  ooncesioQ 
hecha  por  el  Gobernador  interino  de  Huelva  eo  36  de  lunio  de  1871 
es  un  acto  ilegal  en  el  fondo  y  en  la  forma,  contrario  al  decreto-ley 
de  14  de  NoYiembre  de  1868,  y  del  cual  nadie  ha  podido  botcer  mé* 
rito,  ni  ha  querido  hacer  mención  sino  muy  de  pasada  la  missia 
Gompañia. 

5.*  Que  la  declaración  de  utilidad  pública  al  tenor  del  articulo  8.* 
del  decreto-ley  de  8  de  Nofiembre  de  1868,  ni  es  concesión  como  dice 
la  orden  de  23  de  Mayo  de  1872,  ni  confiere  por  si  títuK)  ni  derecho 
alguno,  DO  ya  de  propiedad  pero  ni  de  posesión  precaria  siquiera. 

6.*  Que  por  consiguiente  quienes  quiera  que  tengan  á  su  favor  tal 
declaración,  ni  pueden  impedir  que  otros  la  obtengan^  mucho  menos 
que  practiquen  estudios  de  una  vía  por  los  mismos  sitios  donde  ellos 
los  hubiesen  practicado,  y  aunque  fuera  por  los  terrenos  «de  su  pro- 
piedad particular,  si  estaban  autorisados  como  aquí  se  hallaba  la  £^m- 
pañia  Rio-Tinto,  al  tenor  del  art.  45  de  la  ley  general  de  ferro-carriies , 
y  mucho  menos  pueden  decirse  perturbados  en  posesión  ni  cuasi  po- 
sesión  que  no  tienen. 

7.°  Que  asf  por*el  origen  como  por  los  procedimientos  é . qu^., una 
y  otra  Compañía  han  venido  acudiendo,  así  por  la  naturaleza  de| 
asunto  como  por  las  muchas  disposiciones  legales  de  que  ka  sido  ob- 
jeto el  de  la  via  férrea  desde  las  minas  de  Rio*Tinto  al  puerto  de 
Huelva,  leyes,  decretos^  órdenes,  resoluciones  y  acuerdos,  es  y  uo 
podría  menos :de  ser  asunto  pura  y  esencialmente  administrativo. 

8.'''  Que  aparte  la  carencia  completa  de  título  que  conferir  pudiera 
acción  y  derecho  á  la  Gompañia  del  ferro-carril  de  Sevilla  á  Huelva 
para  entablar  él  interdicto  de  retener  que  motiva  esta  competencia, 
loa  actos  de  los  Ingenieros  de  la  Gompañia  de  Rio-Tinto,  l^aybol  y 
Norteo  en  que  aquel  determinadamente  se  apoya«  son  actos  peculia- 
res y  propios  del  estudio  de  uu  ferro- carril»  actos  que  emanan  di* 
recta  ¿inmediatamente  de  una  providencia  admiuidtratiya,de.l#  arden 
de  21  de  Marzo  de  1875,  autorizando  á  dicha  Compañía  para  verificar 
esos  mismos  estudios  (autorización  que  por  cierto  no. ha  tenido  ó  no 
ha  presentado,  al  menos  para  ha(?erlos  suyos,  si  es  que  los.  ha  hecho, 
la  Gompañia  de  Sevilla  á  Huelva.) 

9/  Que  en  asuntos  pura  y  esencialmente  administrativos  y  contra 
actos  emanados  de  disposiciones  y  autoridades  administrativas,  es 
doctrina  inconcusa  y  corriente  desde  la  Real  orden  de  8  de  Mayo  de 
1839,  órdenes,  decretos  y  decisiones  posteriores  que  es  improcedente 
todo  interdicto; 

Conformándome  con  lo  consultado  por  la  mayoría  del  Conseja  de 
Estado  en  pleno. 
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-in- 
vengo en  decidir  esta  competeDcia  á  faror  de  la  Administracioo. 
Somorrostro  trece  de  Marzo  de  mil  ochocieotos  setenta  y  caatro. 

Fbamgisco  Serbano. 

Bl  Presidente  del  Consejo  de  Ministros, 

Jaiun  de  Zavala. 

(Gaceta  de^de  Marzo  de  1874). 


MINISTERIO  DE  LA  GOBERNACIÓN. 


Resolución  declarando  de  utilidad  pública  las  aguas  minera- 
les  denominadas  de  Mólgas  y  autorizando  á  Doña  Ramona 
Salgado  para  hacer  las  obras  necesarias  para  crear  un 
establecimiento  oficial  de  baños. 

Dada  cueata  al  Sr.  Presidente  del  Poder  Ejecotifo  de  la  República 
del  expediente  instruido  ante  el  Gobierno  de  Orense  y  á  instancia  de 
Dona  Ramona  Salgado,  como  propietaria  que  dice  ser  de  las  aguas 
minerales  denominadas  de  Melgas,  en  que  se  solicita  la  declaración 
de  utilidad  pública  de  las  mismas,  con  el  objeto  de  preparar  el  esta- 
blecimiento de  baños  dotado  de  los  requisitos  legales: 

Vistos  los  informes  emitidos  en  la  provincia,  que  todos  convienen 
en  las  ventajas  que  reportará  la  humanidad  doliente  cuando  se  sumi- 
nistren dichas  aguas  bajo  las  prescripciones  higiénicas  y  reglamenta- 
rias que  están  prevenidas: 

Vista  la  protesta  hecha  por  el  Médico  D.  Antonio  Motilla  relativa  á 
la  carencia  de  condiciones  actuales  del  proyectado  establecimiento  y 
los  perjuicios  que  afectar  pueden  al  vecindario; 

Oido  el  parecer  del  Consejo  Superior  de  Sanidad,  en  conformidad 
con  su  dictamen  y  el  de  la  Dirección  general  del  ramo,  y  de  acuerdo 
con  lo  propuesto  por  el  Ministerio  de  la  Gobernación,  ha  tenido  á  bien 
resolver: 

i.*  Que  se  declaren  de  utilidad  pública  las  aguas  denominadas  de 
Melgas,  conforme  lo  solicita«Ooña  Ramona  Salgado,  propietaria  que 
dice  ser  de  las  mismas. 

2/  Que  se  la  autorice  para  hacer  las  obras  necesarias  y  proyecta- 
das á  fin  de  crear  el  establecimiento  oficial  de  baños  con  sujeción  á 
\09  planos  presentadps. 

-  3."  Que  se  excite  el  celo  de  la  interesada  para  que  construyendo 
las  obras  en  el  menor  tiempo  posible,  y  dotando  al  establecimiento  de 
los  requisitos  prevenidos  por  el  reglamento  vigente  de  baños  y  aguas 
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minerales,  paedaD  usar  aqaellaa  y  aiilizar  sos  benéficos  efectos  loe 
enfermos  qoé  las  necesiten. 

T  4.*  Qae  al  llevar  á  cabo  la  realización  de  su  proyecto  y  constmc- 
cion  del  establecimiento,  reserve  para  el  servicio  publicóla  faente  qne 
en  la  actoalidad  usan  los  vecinos  de  aquella  localidad,  dando  cuenta 
en  el  término  máximo  de  nn  año  á  la  Autoridad  de  la  provincia  de 
haberse  cubierto  todas  las  formalidades  prevenidas,  para  que  partici- 
pándolo asi  á  la  Superioridad,  se  le  conceda  entonces  la  autorización 
para  abrir  al  público  el  establecimiento  mencionado,  previa  la  desig- 
nación por  so  parte  y  nombramiento  por  la  Dirección  general  de 
Sanidad  del  Médico  Director  que  haya'  de  regirle.  Debiendo  entenderse 
todo  ello  sin  perjuicio  de  tercero  y  previa  la  indemnización  conven- 
cional, ó  expropiación,  si  no  hubiere  avenencia,  ^^con  d  dueño  ó  due- 
ños de  les  terrenos  que  pudiera  necesitar,  para  la  realización  del  pro- 
yecto objeto  de  esta  declaración. 

Lo  que  de  orden  del  referido  Sr.  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de 
la  República,  comunicada  por  el  expresado  Sr.  Ministro  de  la  Gober- 
naciod,  comunico  á  V.  S.  para  so  conocimiento,  el  de  la  interesada  y 
demás  efectos  que  procedan  para  el  cumplimiento  ulterior  de  esta  or- 
den. Dios  guarde  á  Y.  S.  muchos  años.  Madrid  20  de  Marzo  de  1874. 

El  Secreurío  general, 

nieanor  Zartealday. 

Sr,  Gobernador  de  la  provincia  de  Orense. 

(Gaceta  de^de  Marzo  de  1874;. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Resolución  declarando  en  suspenso  los  plazos  señalados  para 
la  construcción  del  ferro-carril  de  las  minas  de  Sopuerta 
al  puerto  de  Castro-ürdiáles. 

limo.  Sr.:  Vista  la  instancia  que  informada  favorablemente  por  el 
Ingeniero  Jefe  de  la  provincia  de  Santander  dirige  con  fecha  i  O  del 
actual  D.  Ramón  Pérez  del  Molino  solicitando,  como  concesionario  del 
ferro-carril  de  las  minas  de  Sopuerta  al  puerto  de  Castro-ürdiales,  la 
ampliación  de  los  plazos  marcados  en  las  condiciones  8.'  y  il  del  plie- 
go de  la  concesipn  por  el  tiempo  que  se  juzgue  necesario,  atendida  la 
imposibilidad  material  de  efectuar  el  replanteo  y  emprender  las  (/bras 
de  la  línea  mientras  se  halle  invadida  aquella  comarca  por  las  facciones 
carlistas: 
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Vistas  Its  comunicaciones  dirigidas  con  fecha  anterior  por  el  iQ« 
dicado  Ingeniero  sobre  el  mismo  particular: 

Vista  la  condición  14  del  pliego  que  se  menciona,  eo  firtud  de  ia 
cual  se  reserra  el  Gobierno  la  facultad  deprorogfr  los  plazos  para 
emprender  y  terminar  las  obras  cuando  lo  impida  algún  caso  de  fuer** 
za  mayor: 

Considerando  que  ocupada  por  las  facciones  carlistas  la  zona  que 
sigue  el  trazado  de  esta  linea,  y  desarrolladas  en  aquella  comarca  las 
operaciones  de  la  guerra,  no  es  dable  ejecutar  trabajo  alguno,  tanto 
para  el  replanteo  como  para  la  construcción,  constituyendo  estas  dr- 
eunstancias  un  caso  de  fuerza  mayor  de  los  previstos  en  la  precitada 
condición  44: 

Considerando  que,  siendo  desconocida  la  duración  de  las  causas 
alegadas,  seria  completamente  inútil  precisar  un  plazo  para  la  próro- 
ga  que  se  demanda: 

Considerando  que  el  Estado  no  dispensa  á  la  empresa  de  esta  linea, 
auxilio  ni  subvención  alguna; 

£1  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República,  conformándose 
con  lo  propuesto  por  esa  Dirección  general,  se  ha  servido  declarar  en 
suspenso  el  curso  de  los  plazos  señalados  en  las  condiciones  8/  y  li 
del  pliego  de  las  particulares  de  la  concesión  para  los  efectos  legales 
que  la  14  determina  hasta  tanto  que  el  Ingeniero  Jefe  encargado  de 
la  inspección  conceptúe  que  han  desaparecido  las  circunstancias  y 
causas  que  impiden  los  trabajos  sobre  la  linea;  en  cuyo  caso  se  deter- 
minará el  plazo  en  que  ha  de  hacerse  el  replanteo  y  los  demás  d^  que 
trata  la  condición  14  que  antes  se  cita. 

De  érden  de.S.  E.  lo  digo  á  V.  I.  para  su  conocimiento  y  demás 
efectos.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  30  de  Marzo  de  1874. 

MOSQUBBA. 

Sr.  Director  general  de  Obras  públicas. 

{Gaceta  de  7  de  Abril  de  1874). 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  en  el  eocpediente  instruido  en  reclamación  de  que 

se  revoque  y  dqe  sin  efecto  la  Real  orden  de  16  de  Agosto 

de  1872  en  cuanto  hace  relación  al  expediente  de  registro 

Eloísa,  en  la  provincia  de  Cáceres. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  27  de  Enero  de  4874,  en  el  pleito  conten- 
cioso-administrativo  que  ante  Nos  pende  en  primera  y  únic^  instancia 


entre  D.  Ramón  Díaz  de  los  Rit>8,  y  en  su  nombre  el  Licenciado  Don 
Ángel  Pintos  y  Otero,  y  en  último  estado  el  de  igual  elase  D.  Eugenio 
Montero  Ríos,  y  la  Administración  del  Estado,  representada  por  el 
Ministerio  fiscal,  siendo  parte  come  eoadynvante  de  ésta  D.  Ángel 
María  José  Carvajal  Tellez  de  Girón,  Duque  de  Abrantes,  que  lo  está 
por  el  Procurador  D.  í^edro  García  González,  sobre  que  se  revoque  y 
deje  sin  efecto  la  Real  orden  de  i6  de  Agosio  de  1872  en  cuaato  hace 
relación  al  expediente  de  registro  Eloita; 

Resultando  >qtte  en  el  i.*  de  Julio  de  i869  D.  Ramón  Diaz  de  los 
Ríos  acudió  al  Gobernador  de  Gáeeres  expresando  que  en  término  de 
esta  capital,  sitio  llamado  de  la  Cuerda  de  Santa  Ana,  terreno  de  la 
propiedad  de  D.  Ángel  María  Carvajal,  Duque  de  Abrantes,  y  baldío  de 
dicha  población,  deseaba  adquirir  20  pertenencias  mineras  de  fosfato 
de  cal  con  el  nombre  de  Eloísa,  y  que  después  de  deslindarlas  y  hacer 
la  designación,  pidió  que  se  tuviese  por  ¡vresentada  esta  soliciUid  de 
fegisiro  con  los  300  rs.  que  á  la  vez  consignaba,  dándose  al  expediente 
el  curso  debido  para  que  en  su  día  se  le  expidiera  el  titulo  de  pro- 
piedad: 

Resultando  que  admitido  eL  registro,  salvo  mejpr  derecho,  en  el 
mismo  dia  se  mandó  publicar  y  publicó  la  designación  por  medio  de 
edicto  para  que  en  término  de  60  dias  formularan  sus  oposiciones  los 
que  se  creyeren  con  derecho;  y  que  presentadas  por  el  registrador  dos 
exposiciones  al  Alcalde  y  Gobernador  de  Gáeeres  para  que  se  le  coDce- 
diera  el  oportuno  permiso  para  empezar  la  labor  legal  y  para  partici- 
par á  éste  que  estaba  pendiente  de  gestiones  para  obtenerle  de  aquel 
título  en  la  parte  del  terreno  que  pudiera  corresponder  le: 

Resultando  que  trascurrido  el  término  señalado»  se  hizo  la  demar- 
cación por  el  Ingeniero  Jefe  con  las  solemnidades  legales  y  aio  oposi- 
ción ni  reclamación  alguna,  devolviéndose  el  expediente: 

Resultando  que  trascurridos  los  30  dias  que  señala  el  art.  37  de  la 
ley  de  minas  vigente  sin  interponer  apelación,  se  mandó  expedir  al 
concesionario  el  título  de  propiedad  de  dicha  mina;  y  que  habiéndose 
verificado  asi  en  29  de  Abril  de  1870,  se  comisionó  al  Alcalde.de  Cá- 
ceres  para  que  se  le  diese  posesión  de  la  misma,  apareciendo  que  el 
concesionario  entregó  ocMo  día»  anti^  el  papel  de  reintegro  en  que  se 
extendió  dicho  título,  si  bien  se  consigna  que  en  aquel  dia  se  formó  y 
remitió  para  la  estampacioQ  del  sello  al  Ministerio  de  Fomento: 

Resultando  que  con  fecha  12  de, Julio  de  1870  acudió  ál  Gobernador 
de  Cáceres  D.  Tomás  Leandro  de  Lanuza,  como  apoderado  de  la  casa 
de  Abrantes  y  de  Linares,  con  una  solicitud  de  registro  expresando  que 
deseaba  adquirir  con  el  título  de  la  Carvajal»  todas  las  pertenencias 
mineras  que  hubiese  en;  lj|s  dos  dehesas  de  su  propiedad  1  jamadas  Al- 
cor de  Santa  Ana  y  Alcor  de  Don  Juan: 


'  Résdlttiiidt».  ci«ie  fltknítidcí  efl  regísifo  y  liécha«  las  poblitaciottei  de 
la  ley^  se  i^eédid  á  la  demarcacied  por  el  IngADÍero  Jefe»  j  qne  éaie 
manifestó'  que  haciéoéola  e6n  arregle  á  la  desigMCioa  del  registrador, 
despojaba  ¿  la  mina  Eioisa  de  mucha  parte-  del  terreno  que  poseía; 
adrirtíéndole  á  aquel  que  le  era  imposible  demarcársela  no  ratificando 
la  designación  para  eyitar  toda  clase  de  superposiciones,  por  lo  cual 
el  registrador  protestó  por  las  razones  que  expuso,  no  obstante  las 
cuales  aquel  funcionario  la  llevó  á  efecto,  pero  varié  odok: 

Resultando  que  con  este  motivo  D.  Tomás  Leandro  de  Lanuza  pre- 
tendió  que  se  ampliase  la  demarcación  de  dicha  mina  hasta  completar 
el  terreno  deáignado,  y  caso  necesario  que  se  declarase  la  nulidad  del 
expediente  dé  la  mina  Elotéa,  almenes  en  cuanto  al  terreno  que  abar- 
caba sH'  registro:  que  oido  el  lugeniero  Jefe,  opinó  que  no  podia  acce- 
derse  á  esta  solicitud  porque  se  infringían  varios  artículos  de  la  ley 
de  minas;  y  que  el  Gobernador  en  4  de  Octubre  de  4871 ,  de  conformi- 
dad Gon*  el  anterior  dictamen,  aprobó  la  demarcación  en  virtud  de  lo 
dispuesto  eo  el  art.  56  de  la  ley  de  minas  vigente: 

Resultando  que  notificada  esta  resolución  al  interesado,  y  después 
de  haber  acudido  el  registrador  de  la  Eloísa  en  43  de  Marzo  de  4872 
expresando  que  se  le  poso  en  posesión  de  ésta  eo  27  de  Julio  de  4870: 
que  se.  inscribió  el  titule  en  el  Registro  de  la  propiedad  en  4."  de  Agosto 
siguiente:  que  hacia  dos  años  que  se  venia  pagando,  el  canon,  y  que 
no  habia  podido  ceocertarse  con  el  Duque  de  Abrantes  para  indemni- 
zarle dei  valor  de  la  parte  que  le  correspondía,  pidió  que  se  instruyese 
expediente  de  expropiación  forzosa  por  cdusa  de  utilidad  pública,  con 
arreglo  al  art.  27  del  decreto  de  29  de  Oieiembre  de  4868:  que  unida 
esta  solicitud  al  expediente,  se  elevó  á  la  Superioridad  con  el  de  la 
mina  Eloisa;  y  que  el  Ministro  de  Fomentó,  eo  vista  del  informe  emi- 
tido por  la  Junta  Superior  facultativa  de  minería,  por  Real  orden  de 
46  de  Marzo  de  4872  declaró  nulo-  lo  actuado  en  el  expediente  del  re- 
gistro EUisa,  qué  dispuso  que  se  instruyese  nuevamente  con  arreglo 
á  los  requisitos  y  formalidades  de  las  bases  vigentes,  debieodo  limi- 
tarse la  concesión  al  terreno  que  no  ocupe  la  propiedad  del  Buque  de 
Abrantes,  Registrador  de  la  Carvajala,  cuyo  expediéntese  anulará  por 
innecesario,  toda  vez  que  conforme  á  las  bases  citadas  no  necesita  para 
explotar  fosfatos  calizos  de  so  propiedad*  sujetarse  á  las  prescripciones 
ni  cargas  de  la  ley  y  reglamento: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Ángel  Pintos  y  Otero,  en  nombré 
de  D.  Ramón  Uiaz  de  los  Ríos,  en  23  de  Setiembre  del  misoio  año 
entabló  denránda  ante  este  Tribunal  Supremo,  que  posteriormente 
amplió,  con  la  pretensión  de  que  se  revoque  y  4eje  sin  efecto  alguno 
k  Real  orden  reclamada  en  todo  cuanto  hace  reladon  al  expediente 
del  registro  Ekriaa^  fundándose  en  ambos  escritos  eo  los  artículos 


3.%  6.%  8.%  19»  K  y  27  del  decreto  de  29  de  Dieiembre  de  4tt8«  14  de 
la  Coostitacioo.  2.*  y  3."*  é^el  decreto  de  It  de  Agosto  de  1869,  24  de 
U  ley  de  minas  y  56  del  reglamcDto  de  4859!  que  yeriflcada  le  eónee- 
sioD  de  una  mina  y  expedido  el  titulo  de  propiedad  por  la  Admiois- 
tracion  á  consecuencia  de  providencia  que  cause  estado,  como  eo  d 
caso  presente,  termina  generalmente  hablando  la  jurisdicción  de  esta: 
que  no  bobo  morosidad  en  el  pago  de  los  derechos  del  titulo,  ni  era 
causa  bastante  para  anillar  la  concesión:  que  lo  que  sucedió  fxié  que 
hubo  un  desfalco  en  la  Administración  y  tu?o  que  pagar  dos  Teces  los 
derechos  del  referido  título,  no  siéndole  imputable  dicha  morosidad 
subsanada  después,  sin  que  sea  exacto  que  incurrió  en  ella  como  ase- 
gura la  Real  orden:  que  ésta  dá  al  art.  8.*"  del  decreto  de  29  de  Dieiem- 
bre de  4868  un  sentido  inadmisible  por  ser  contrario  á  la  doctrina 
científica  y  á  la  legislación  rigente  sobre  la  materia,  porque  en  la 
clasificación  de  sustancias  minerales  se  comprendió  en  la  sección  2/  á 
los  fosfttos  calizos,  sobre  los  cuales  se  reseryó  al  Estado  la  coneesioo 
'  del  aproyechamiento,  cualquiera  que  fuera  la  condición  jurídica  del 
suelo,  con  la  limitación  de  dar  preferencia  al  dueño  de  éste  sobre  el  que 
no  lo  fuese,  si  quisiere  hacer  por  si  la  explotación  de  aquellas,  sin 
que  sea  requisito  indispensable  la  declaración  de  utilidad  pública,  ex- 
plicando con  este  motivo  varios  artículos  de  la  citada  ley;  y  que  en 
ningún  supuesto  podría  ser  declarada  válida  una  resolución  adminis- 
trativa dictada  contra  un  tercero  sin  su  audiencia  para  anular  un  de- 
recho de  propiedad  concedido  y  obtenido  á  la  sombra  de  la  ley  y  con 
todas  las  solemnidades  en  ella  establecidas,  faltando  la  Real  orden  im- 
pugnada al  espíritu  del  citado  art.  23  de  dicho  decreto-ley: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  absolviese  á  la  Ad- 
ministración de  dicha  demanda  y  se  confirmase  la  Real  orden  recla- 
mada, fundándose  en  que  el  Gobernador  no  debia  otorgar  la  concesión 
de  terreno  perteneciente  ^  Abrantes  mientras  que  no  hubiese  dado 
consentimiento  expreso  para  ello,  ó  en  otro  caso  se  hubiera^  hecho  k 
declaración  de  utilidad  pública  y  necesidad  de  la  expropiación,  in- 
demnizándole de  su  importe  y  de  los  daños  causados,  por  lo  cual  era 
nula  dicha  concesión  por  ser  contraria  á  la  ley  expresa  y  terminante, 
citando  en  su  apoyo  los  artículos  4/,  3."  y  7.*  de  las  bases  generales 
sobre  minería  de  23  de  Diciembre  de  4868;  añadiendo  que  se  daba  una 
inteligencia  contraria  á  la  letra  y  espíritu  de  los  articules  45  y  27  de 
las  mismas,  explicando  las  razones  en  que  se  fundaba:  que  era  un 
principio  reconocido  en  minería  que  no  se  adquieren  derechos  cuando 
se  falta  á  la  ley  y  reglamento  del  ramo  (disposición  46  de  las  genera- 
les de  este  último):  que  el  art.  57  dispone  que  á  los  45  dias  de  la  de- 
marcación se  entregará  el  imperte  en  papel  de  reintegro  de  los  dere- 
chos y  papel  para  el  título  y  su  expendicion;  y  aun  siendo  cieno  que 
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eí  reeurrente  nuindase  á  Us  oflcioas  «1  papel,  do  lo  era  menos  que  el 
descuido  que  padeció  en  recoger  las  mitades  le  era  imputable  respecto 
al  Estado,  pudiendo  dirigir  su  acción  en  todo  caso  contra  el  fnncioaa- 
rio  que  faltó  á  su  confianzai  pues  que  la  práctica  y  la  legislación*  Úé* 
non  establecido  que  al  entregar  el  papel  de  reintegro  recojan  les  inte* 
rosados  las  mitades: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Pedro  García  Gonzales,  en  nom- 
bre de  D.  Ángel  María  José  Carvajal  Tellez  de  Girón,  en  concepto  de 
coadyuvante  de  la  Administración,  dedujo  la  misma  pretensión  que 
éstos  con  imposición  de  las  costas  al  demandante,  fundándose  princi- 
palmente en  los  artículos  7.°  y  O."*  de  la  ley  de  29  de  Diciembre  de 
1868,  deduciendo  que  la  falta  de  formalidades  que  establecen  baceo 
nulo  el  expediente  de  la  mina  Eloísa: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Cano  Manuel: 

Considerando  que,  según  el  art.  8.*"  del  decreto-ley  de  29  de  Di- 
ciembre de  1868,  que  establece  las  bases  generales  para  la  nueva  legis- 
lación de  minas,  cuando  se  solicite  la  explotación  de  las  sustancias 
comprendidas  en  la  segunda  sección,  entre  las  cuales  se  cuentan  los 
fosfatos  calizos,  el  dueño  de  la  superficie  tiene  el  derecho  preferente 
de  explotarlas  por  sí;  y  cuando  no  quisiese  usar  de  esta  facultad  y  el 
Bstado  las  ceda  á  un  tercero,  ha  de  preceder  la  declaración  de  utilidad 
publica,  y  se  ha  de  indemnizar  al  dueño  del  terreno  de  la  superficie 
expropiada  y  dafios  causados: 

Considerando  que  esta  disposición  novísima  es  la  que  rige  en  ma- 
teria de  minería,  y  que  favoreciendo  y  mejorando  la  condición  del 
propietario  del  terreno  modifica  la  anterior  legislación  en  cuanto  no 
se  halla  conforme  con  los  principios  consignados  sobre  este  punte  en 
el  decreto-ley  citado: 

Considerando  que  la  instrucción  dada  al  expediente  de  la  mina 
Elúi»a  no  se  ha  ajustado  á  las  prescripciones  del  citado  articulo  por 
no  haber  sido  requerido  previamente  el  dueño  del  terreno  acerca  de 
si  prefería  explotarlo  por  si  en  la  parte  comprendida  en  su  propiedad, 
que  el  registrador  declara  y  reconoce  en  su  solicitud  de  registro  de 
1.*  de  Julio  de  1869,  ni  se  han  observado  los  trámites  y  requisitos  pre- 
venidos por  el  mismo: 

Considerando  que  la  tramitación  que  se  ha  dado  al  mencionado 
expediente,  conforme  á  los  artículos  21  y  siguientes  de  la  ley  de  mi- 
nas de  6  de  Julio  de  1859,  reformada  por  la  de  4  de  Marzo  de  18G8,  es 
improcedente  tratándose  como  se  trata  de  un  registro  hecho  en  una 
parte  de  terreno  de  propiedad  ajena  que  el  registrador  declara  nó  sCf 
terreno  franco,  y  por  lo  tanto  inaplicable  al  presente  caso,  sujeto  á  la 
sustanciacion  especial  prevenida  en  el  citado  art.  8.*  del  decreto: 

Considerando  i^ue  el  término  de  60  dias  concedidos  por  el  artículo 
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24  de  dicha  ley  deepoes  de  la  publicación  de  tos  edictos  en  que  se 
BDaocia  el  registro  para  qae  puedan  ser  presentadas  las  oposiciones 
de  que  hace  mención  no  pueden  suplir  la  falta  de  notificación  perso- 
nal, qne  con  arreglo  al  art.  4/  del  reglamento  ha  de  hacerse  al  dneño 
del  terreno  cuando  se  trate  de  obtener  su  permiso  para  la  explotación, 
única  tramitación  aplicable  al  presente  caso,  para  él  cual  el  art.  8.*  del 
decreto-ley  citado  establece  requisitos  y  solemnidades  especiales  que 
no  pueden  ser  sustituidas  por  otras: 

Considerando  que  asi  lo  ha  reconocido  el  mismo  recurrente  en  el 
mero  hecho  de  haber  obtenido  de  Doña  Josefa  Duran  del  Sol,  dueña 
de  otro  terreno,  el  permiso  que  obra  al  folio  42  vuelto  del  expediente 
de  la  mina  EloisOy  y  de  haber  manifestado  en  la  solicitud  tfe  registro 
que  estaba  dispuesto  á  obtenerlo  del  mismo  D.  Ángel  Marfa  José  Car- 
vajal Tellez  de  Girón,  Duque  de  Abraotes: 

Considerando  que,  al  registrar  éste  las  pertenencias  mineras  que 
tuviesen  cabida  en  sus  dehesas  de  Alcor  de  Saota  Ana  y  Alcor  de  Don 
Joan,  usó  de  un  derecho  perfecto  inherente  al  dominio  del  suelo,  qne 
no  ha  podido  ser  menoscabado  por  actos  de  un  tercero  realizados  sin 
las  condiciones  legales  indispensables  para  su  validez: 

Considerando  que  al  manifestar  el  Ingeniero  en  la  diligencia  de  de- 
marcación de  la  mina  Carvajala,  registrada  por  el  referido  Duque,  que 
no  le  era  posible  verificarla  si  no  se  variaba  la  designación  del  terreno, 
porque  de  lo  contrario  se  despojaba  á  la  mina  Eloisa  de  la  parte  asig* 
nada  á  la  misma  en  su  respectiva  demarcación,  surgió  la  cuestión 
presente  á  reclamación  del  mismo  .Duque,  que  fué  contradicha  por 
Díaz  de  los  Ríos,  y  sé  unió  á  aquel  expediente  esforzando  sus  razones 
para  que  se  mantuviese  la  concesión  de  la  E/otsa  hecha  á  su  favor  y 
ultimada  con  la  expedición  del  título,  toma  de  posesión  é  inscripción 
en  el  Registro  de  la  propiedad: 

Considerando  que  la  índole  de  esta  cuestión  entre  el  registrad<»r  de 
la  Eloha  y  el  de  la  Carvajala  exigía  la  acumulación  de  ambos  expe- 
dientes para  deducir  de  so  exámeii  comparativo  la  resolución  pro* 
cedente: 

Considerando,  por  lo  expuesto,  que  la  nulidad  del  expediente  de 
registro  de  la  mina  Eloisa  es  evidente,  atendida  la  notoria  infracción 
de  lo  dispuesto  en  el  art.  8."  del  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de 
1868,  así  como  es  innecesario  el  expediente  de  registro  de  la  mina 
Carvajala,  puesto  que  en  uso  de  su  derecho  de  propiedad  en  el  caso 
presente  podía  por  ministerio  de  la  ley  proceder  á  la  explotación  de 
las  sustancias  de  fosfato  calizo  sin  lastimar  ningún  otro  derecho  sn^ 
bordinado  al  donúnio  del  suelo: 

Considerando  además,  respecto  á  la  incompetencia  del  Ministerio 
para  anular  una  concesión  ya  ultimada,  que  no  se  ha  formulado  la  pre- 


Unsion  correspondiente  para  que  pudiera  recaer  la  oportuna  decía- 
racioB  sobre  esie  punto,  ni  son  aplicables  al  presente  caso  las  alega- 
ciones aducidas: 

Considerando,  por  ultimo,  que  lo  que  resulta  del  testimonio  traido 
¿  esta  instancia  aparece  desvanecido  el  fundamento  de  nulidad  que  se 
alega  por  no  haber  el  registrador  de  la  mina  Eloísa  satisfecho  en  tiem-» 
po  los  derechos  que  se  expresan,  puesto  que  así  lo  verificó  por  más 
que  se  distrajesen  por  culpa  de  un  tercero  no  imputable  al  re< 
cúrrente; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Admioistraeion^ 
general  del  Estado  de  la  demanda  propuesta  por  D.  Ramón  Díaz  de  los 
^ios  contra  la  Real  orden  de  16  de  Agosto  de  1872,  quedando  en  su 
virtud  firme  y  subsistente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ofi- 
cial y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa»  sacándose  al  efecto .  las 
copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Mi* 
nisterio  de  Fomento  con  la  certificación  prevenida,  lo  pronunciamos,' 
mandamos  y  firmamos.=:José  María  Herreros  de  Tejada.^Cascual 
Bayarri.=Juan  Jiménez  Cuenca.=Ignacio  Vieites.=Juan  Cano  Ma- 
nQel.=:José  Jiménez  Ma8carós.=Críspulo  García  Gómez  déla  Serna. 

Publicación. =Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Juan  Gano  Manuel,  Magistrado  de  la  Sala  tercera  de  este 
Tribunal  Supremo,,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  dia 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  27  de 
Enero  de  l874.=Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

(Gaoeta  de  11  de  Abril  de  1874;. 


Sentencia  declarando  procedente  la  via  contenciosa  en  el 
expediente  sobre  que  se  revoque  la  Real  orden  que  declaró 
fenecido  y  sin  curso  el  de  la  mina  titulada  La  Cruz. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  28  de  Enero  de  1874,  en  los  autos  conten- 
cioso-administraUvos  que  ante  Nos  penden  sobre  admisión  de  la  de- 
manda ibterpuesta  por  U  Sociedad  especial  minera  la  Manchega  Bética 
y  Vizcaina,  representada  por  el  Licenciado  D.  Emilio  Cánovas  del 
CaS(tiHO)  contra  la  Administración  general  del  Estado,  que  lo  está  por 
el  llinlsterio  fiscal,  sobre  que  se  revoque  la  Real  (Trden  de  24  de  Enero 
de  I873ique,  entre  otros  particulares,  declaró  fenecido  y  sin  curso  el 
expediente  de  la  mina  titulada  La  Cruz: 

.  ,  Resultandp  que  por  Real  orden  dq  4  de  Noviembre  de  1863  sé  dejó 
úu  efecto  el.  expediente  de  registro  de  la  mina  Crus  perteneciente  á 


A 


la  Sociedad  Manchega,  reservando  al  ioteresado  el  derecho  de  coatí- 
tíoar  los  trabajos  como  de  ioTestigacion,  y  que  eo  su  virtud  el  repre- 
sentante  de  dicha  Sociedad  en  el  mismo  mes  acudió  al  Gobernador  de 
Córdoba  solicitando  permiso  para  investigar  en  dos  pertenencias  de 
dicha  mina  con  la  misma  denominación  dentro  de  los  mismos  regis- 
tros en  terreno  franco  é  inculto,  término  de  Espiel;  y  que  después  de 
hacer  el  deslinde  y  la  designación  pidió  que  se  diera  á  los  expedientes 
la  sustanciacion  de  ley  y  de  reglamento  para  que  en  su  día  se  le  con- 
cediera aquel  permiso: 

^  Resaltando  que  admitidas  las  anteriores  solicitudes  y  seguidos  ios 
expedientes  por  sus  trámites,  el  Ingeniero  hizo  la  demarcación  de 
dicha  mina,  concurriendo  á  ella  el  representa&té  de  la  Sociedad  Iberia 
y  otros  colindantes,  los  cuales  protestaron  por  varias  rabones,  entre 
ellas,  por  faltarse  al* orden  de  prioridad,  por  oo  corresponder  á  dicha 
mina  más  que  una  pertenencia  y  por  haber  variado  la  designación 
copando  á  unas  investigaciones  y  perjudicando  á  otras  que  se  desig- 
nan; h)  cual  no  impidió  que  se  llevaran  á  efecto  dichos  actos,  porque 
los  expedientes  que  se  oponían  habian  sido  anulados  por  este  Tribunal 
Supremo  y  por  otras  causas  que' dicho  funcionario  detalla: 

Resultando  que  el  representante  de  la  Sociedad  La  Manchega,  con 
escrito  de  19  de  Marzo  de  1872,  presentó  el  papel  de  reintegro  nece«. 
sarío  para  la  expendicion  de  los  títulos  de  propiedad  y  p^go  de  dere- 
cho8«  poniéndose  al  margen  la  correspondiente  nota  de  presentación 
en  25  del  mismo  mes,  y  escribiéndose  en  el  centro  de  sello  de  Registro 
de  entrada  la  fecha  de  23  de  Abril: 

Resultando  que  el  Gobernador,  en  17  de  Abril  siguiente,  aprobó  la 
demarcación  de  la  referida  mina  desestimando  las  oposiciones  y  man- 
dando que,  trascurrido  el  plazo  de  20  dias  que  señalaba  la  ley  refor- 
mada en  4868.  se  expidiera  el  correspondiente  titulo  de  propiedad, 
como  tuvo  lugar  en  28  de  Mayo  siguiente,  dándose  más  tarde  poisesioa 
de  la  misma: 

Resultando  que  pedida  vista  del  expediente  por  el  representante  de 
la  Sociedad  Iberia,  el  Gobernador  en  13  del  mismo  mes  de  Mayo  la 
denegó  por  no  estar  ultimado: 

Resultando  que  por  consecuencia  de  ésto,  dicho  representante  de 
la  Sociedad  Iberia  recurrió  al  Ministro  del  ramo,  por  conducto  del  Go- 
bernador, oponiéndose  y  apelando  de  los  decretos  de  17  de  Abril  y  13 
de  Mayo  citados  para  que  se  revocasen  y  quedase  sin  efecto  la  demar- 
cación citada  por  los  graves  defectos  que  contenia,  pidiendo  por  uq 
otrosí  que  por  el  Jefe  de  la  Sección  de  Fomento  se  consignase  una^ 
diligencia  con  copia  literal  del  día  del  registro  y  entrada  déla  instan- 
cia de  la  Sociedad  La  Manchega,  acompañando  el  papel  de  reintegro 
y  un  certificado  que  abrazase  varios  particulares  que  determina;  j  que 
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«1  Gobernador  en  28  de  Mayo  declaró  no  haber  lugar  á  la  admisiob 
de  la  apelación  ni  k  lo  solicitado  en  dicho  otrosí: 

ResuUando  que  el  representante  de  la  Iberia  insistió  en  el  anterior 
recurso,  y  que  dicha  Autoridad  en  15  de  Junio  siguíenie  decretó  no 
haber  lugar  á  la  apelación  interpuesta  y  que  se  estuviese  á  lo 
acordado:         ' 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Nicolás  María  Rivero,  en  repre« 
sentacion  de  la  Sociedad  Iberia,  acudió  en  queja  al  Ministro  de  Porneur 
to  para  que  quedase  en  suspenso  la  estampación  del  sello  al  titulo  de 
propiedad  en  la  precitada  mina:  que  se  pidiese  al  Gobernador  el 
expediente  de  la  misma  y  otros  que  señaló:  que  se  le  diese  la  TÍsta 
solicitada  y  la  certificación  pretendida;  y  una  vez  evacuado  todo, 
quedara  sin  efecto  la  demarcación  y  cancelado  el  expediente;  mucho, 
más  si  se  confirmaba  la  falta  de  presentación  délos  reintegros  en  tiem- 
po debido: 

Resultando  que  después  de  informar  el  Gobernador^  por  Real  orden 
de  24  de  Enero  del  año  último,  de  conformidad  con  la  Junta  Superior 
facultativa  de  minería  y  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Coú- 
sejo  de  Estado,  se  declaró  sin  curso  y  fenecido  el  expediente  de.  la 
mina  Crui,  devolviéndolo  con  sus  antecedentes  al  Gobernador  de  Cór- 
doba: primero,  para  que  recoja  el  titulo  de  propiedad  que  se  ha  en- 
tregado á  la  Sociedad  Manchega,  poniendo  la  nota  correspondiente; 
segundo,  para  que,  teniendo  presente  que  si  la  toma  de  posesión '  por 
dicha  Sociedad  es  completamente  nula;  adopte  las  medidas  conducen- 
tes para  que  no  se  trabaje  ni  se  extraigan  minerales  de  las  pertenen- 
cias demarcadas;  y  terCero,  para  que  se  publique  en  el  Boletín  oficial 
de  la  provincia  el  decreto  de  cancelación,  según  previene  la^décima- 
sexta  disposición  general  del  reglamento  vigente: 

Resultando  que  notificada  esta  disposición  á  la  Sociedad  La  Man- 
chega en  1!  de  Mario  último  el  Licenciado  D.  Emilio  Cánovas  del 
Castillo,  en  su  representación,  entabló  demanda  en  el  mismo  mes  ante 
este  Tribunal  Supremo,  solicitando  se  declare  procedente  la  vía  con- 
tenciosa, que  se  admita  la  presente  demanda,  y  en  su  día  se  deje  sin 
efecto  la  Real  orden  reclamada,  como  dictada  con  manifiesto  abuso  de 
poder,  porque  infringe  el  art.  13  de  la  Constitución  y  la  ley  de  Ninas 
y^  quebranta  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  46  de  Marzo 
de  1871,  concretando  los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  que  creyó 
conducentes: 

Resultando  que  oido  el  Ministerio  fiscal  á  los  efectos  de  la  ley,  pi- 
dió que  se  declarase  procedente  la  vía  contenciosa  y  se  admita  la  de- 
manda, fundado  en  que  el  caso  actual  está  dentro  del  art.  89  de  la 
ley  de  1868,  párrafo  segundo,  siendo  preciso  abrir  contienda  para 
saber  si  la  demarcación  debió  ó  no  hacerla  el  Ingeniero;  si  la  conce* 


8ioo  debW  hacerse  de  aoa  d  dos  pefleseocias  ooid  arreglo  A  le  lejr  de 
1849,  aplicable  á  las  ¿iUdes  iDfesUf aciones;  ú  el  pa|»el  de  fetategro 
se  presentó  ó  eo  eo  tiempo;  et  debieron  ó  no  admitirse  los  reciitsos 
qae  contra  lo  decretado  por  el  Gobernador  iqterpuso  la  Sociedad  Ibe- 
ria, porque  todas  estas  cuestiones,  sobre  ser  de  la  competencia  de  Itf 
Sala,  proceden  de  actos  propios  de  la  Administración  activa: 

Resultando  que  no  obstante  el  anterior  dictimen,  é  juicio  de  la 
Sala  requería  el  asunto  mayor  examen  para  decidir  acerca  de  la  pro- 
cedencia de  la  Tia  contenciosa,  mandando  en  su  consecueqcia  por 
providencia  de  7  de  Julio  último  que  se  instruyese  á  las  partes  y  se 
trajesen  á  la  Tista  los  expedientes: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Críspalo  García  Gómez  de 
la  Serna: 

€k>nsiderando  que,  según  el  caso  2.*  del  art.  89  de  la  l»y  de  Minas, 
cabe  recurso  por  la  via  contendosO'Odminisirativa  contra  aquellas 
resolociodes  del  Gobierno  par  ios  qué  se  confirmen  6  desestimen  las 
profMeneias  dkíadaspor  las  Gabernaiores^  concedietufa  6  negando 
la  propiedad  de  las  minas^  escoriales^  terrenos  y  gaUtrias  ge- 
nerales: 

Considerando  que  á  esta  dase  pertenece,  atendido  el  cursp  y  esta* 
do  del  expediente  en  que  se  dictó  la  Real  orden  reclamada  de  24  de 
Enero  de  1873,  que  declaró,  entre  otros  particulares^ , fenecido  y  sin 
cursó  el  expediente  de  la  mina  Oritx,  desestimando  y  anulando  en  tal 
forma  la  conoesion  otorgada  por  el  Gobernador  de  Córdoba  á  la  Socie* 
dad  Manchega  Rétiea  y  Vizcaína,  según  habia  solicitado  en  recurso  de 
alzada  la  Sociedad  iberia: 

GoBsiderando  que  dielM  Real  orden  causó .  estado  en  la  via  guber- 
nativa, lastima  un  derecho  preexistente  en  concepto  del  demandante 
y  ha  sido  en  tiempo  reclamada;  ' 

FaUamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente  la  via 
contenciosa,  y  en  su  virtud  admitimos  la  demanda  coa  el  poder  y  do- 
cumentos que  la  aoompañao;  se  há  por  parte  al  Licenciado  1).  Emilio 
Cánovas  del  Castillo,  en  representación  de  la  Sociedad  Manchega  Ré 
tita  y  Vizcaioe,  con  el  domicilio  que  señala;  y  póngasele  de  manifieste 
el  expediente  gubernativo  por  el  término  de  30  dias  para  los  efectos 
que  correspondan. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa^  sacándose  al  efecto-las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos^  y  firm|mos.=sJosé  Maria 
Berreros  de  Tejada.  =Pascual  Rayarr|.=sJuan  Jiménez  Cuenca.=Igna* 
cío  Vieites.ssJuan  Cano  Manuel. :^Crispulo  García  Gom^  de  la  Sema. 
?xBogeDio  de  Ángulo. 

Publicación. srLeida  y  publicada  fué  la  precedeote  sentencia  por  el 


Bxémo.  Sf.  D.  Crispólo  G^eia  Gomec  áe  la  Serna,  lUgiBtridQi  d«  la 

Sala  lereera  de  eslé  Tribunal  Sapremo^  «elelyratido  audiencia  pública 

la  misma  t%  el  día  de  hoy»  de  que  certifico-camo  Secretario  Relator 

en  Kádrid  á  Í8  de  Enero  de  t874.ssLieeiiciado  Manoei  Aragone* 

ses  Gil*  « 

(Gaceta  de  n  de  Abril  de  1874). 


Sentencia  declarando  procedente  la  via  contendoea  y  admi" 
tiendo  la  demanda  interptAesta  sobre  que  se  revoque  la 
Real  orden  que  declaró  fenecido  y  sin  curso  ,el  expedieihte 
de  la  mim  titulada  ChurcQ  Pqrez  Segundo. 

En  la  Tilla  de  Madrid,  á  98  de  Enero  áe  i674,  en  los  autos  conlen- 
cioso-administratiYos  que  ante  Nos  pendeniNilM'e  admisión  de  la  de* 
manda  interpuesta  por  la  Sociedad  especial  minera  La  Manehega  Bé- 
lica y  Vixcaina,  representada  per  el  Licenciado.  D.  Emilio  Gáaovas^el 
Castillo,  contra  la  Administración  general  del  Estado,  que  1q  está  por 
el  Mitíislerio  fiscal,  sobre  que  se  rcToque  la  Real  drden  de  24  de  Enero 
de  1873,  que,  entre  otros  particulares,  declaró  fenecido  y  sin  curso  el 
eipedientede  la  mina  titulada  Cfturco  Pe^ex  Segundo: 

Reaultándo  que  per  Rear^ídeo  de  4  de  Noriembre  de  1863  se  dejó 
sin  efecto  el.expédienle  de  registro  de  la  mina  CAiireo  Pete:»  Segundo^ 
perteneciente  á  la  Sociedad  Mancbega,  reservando  al  interesado  el  de- 
recho de  continuar  los  trabajes  como  de  ioTestigacion;  y  que  en  .su 
virtud  el  representante  de  dkha  Sociedad,  en  el  mismo  mes^  acudió 
al  Gobernador  de  Córdoba  soUcitatodo  permiso  para  infestigar  en  dos 
pertenencias  de  dicha  mina;  con  la  misma  den«minacion,>  dentro  de 
los  mismos  registros  en  terreno  franco  é' inculto,  término  de  Espiel; 
y  que  después  de  hacer  el  deslinde  y  la  designación  pidió  que  se  diera 
á  los  espedientes  la  sustanciacion  de  ley  y  de  reglamento  para  qne  en 
su  día  se  le  concediera  aquel  permiso: 

Resultando  que  admitidas  las  anteriores  soiicitodes  y< seguidos  los 
expedientes  por  sus  trámites*  el  Ingeniero  hizo  la  demarcación  de 
dicha  mina,  concurriendo  á  ella  el  representante  de  la  Sociedad 
Iberia  y  otros  colindantes,  los  cuales  protestaron  por  varias  razones, 
entte  ellas,  por  faltarse  al  orden  de  prioridad,  por  no  corresponder  á 
dicha  mina  más  que  una  pertenencia  y  por  haber  variado  la  designa* 
clon,  copando  á  unas  investigaoiones,  y  perjudicando  á  otras  que  se 
designan,  lo  cual  no  impidió  que  so  llevaran  á  efecto  dichos  aetos, 
porque  los  expedientes  que  se  apeaian  habían  sido  anulados  por 
este  Tribunal  Supreniío  y  por  otras  causas  que  dicho  funcionario 
detalla: 


i 


ResaHando  qoe  el  represenUuie  de  U  Soeiedad  Ja  Manchega,  coa 
escrito  de  19  de  Marzo  de  1872  proseóte  el  papel  de  reintegro  noce* 
sario  para  la  eipedicion  de  los  títulos  de  propiedad  y  pago  de  dtto- 
chos,  poniéndose  al  margen  la  correspondiente  nota  de  presentación 
en  ^  del  mismo  mes  y  escribiéndose  en  el  centro  del  sello  de  regis- 
tro de  entrada  la  fecha  de  23  de  Abril: 

Resultando  qoe  el  Gobernador' en  17  de  Abril  siguiente  aprobóla 
demarcación  de  la  referida  mina,  desestimando  las  oposiciones  y 
mandando  que  trascurrido  el  plazo  de  20  dias  que  señalaba  la  ley 
reformada  en  i868  se  expidiera  el  correspondiente  título  de  propiedad, 
como  tuvo  logar  en  28  de  Hayo  siguiente,  dándose  más  tarde  posesión 
de  la  misma: 

Resultando  que  pedida  vista  del  expediente  por  el  representante 
de  la  Sociedad  Iberia,  el  Gobernador  eu  13  del  mismo  mes  de  Mayo  la 
denegó  por  no  estar  ultimado: 

Resultando  que  por  consecuencia  de  esto,  dicho  representante  da 
la  Sociedad  Iberia  recurrió  al  Ministro  del  ramo,  por  conducto  del 
Gobernador,  oponiéndose  y  apelando  de  los  decretos  de  17  de  Abril  y 
13  de  Mayo  citados  para  que  se  revocasen  y  quedase  sin  efecto  la  de- 
marcación citada  por  los  graves  defectos  que  contenia,  pidiendo  por 
un  otrosí  que  por  el  Jefe  de  la  Sección  de  Fomento  se  consignase  una 
diligencia  con  copia  literal  del  dia  del  registro  y  entrada  de  la  ins- 
tancia de  la  Sociedad  La  Manchega,  acompañando  el  papel  de  roin« 
tegro  y  un  certificado  que  abrazase  varios  particulares  que  determina, 
y  que  el  Gobernador  en  28  de  Mayo  declaró  no  haber  lugar  á  la  admi- 
sión de  la  apelación  ni  á  lo  solicitado  en  dicho  otrosí: 

Resultando  que  el  representante  de  la  Iberia  insistió  en  el  anterior 
recurso,  y  que  dicha  Autoridad  en  15  de  Junio  siguiente  decretó  no 
haber  lugar  á  la  apelación  interpuesta  y  que  se  estuviese  á  lo 
acordado: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Nicolás  María  Rivero,  en  repre- 
sentación de  la  Sociedad  Iberia,  acudió  en  queja  al  Ministro  de  Fo- 
mento para  que  quedase  en  suspenso  la  estampación  del  sello  al  título 
de  propiedad  de  la  precitada  mina:  que  se  pidiese  al  Gobernador  el 
expediente  de  la  misma  y  otros  que  señaló:  que  se  le  diese  la  vista 
solicitada,  y  una  vez  evacuado  todo  quedara  sin  efecto  la  demarcación 
y  cancelado  el  expediente,  mucho  más  si  se  confirmaba  la  falta  de  pre- 
sentación de  los  reintegros  en  tiempo  debido: 

Resultando  que  despuesLde  informar  el  Gobernador,  por  Real  orden 
de  24  de  Enero  del  año  último,  de  conformidad  con  la  Junta  superior 
facultativa  de  minería  y  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Coa* 
sejo  de  Estado,  se  declaró  sin  curso  y  fenecido  el  expediente  de  la 
mina  Chureo  Pere%  Segundo,  devolviéndolo  con  sus  antecedentes  al 


Gobernador  de  Córdoba:  primero,  para  que  recoja  el  título  de  propie- 
dad qne  se  ha  entregado  á  la  Sociedad  Manchéga,  poniendo  la  nota 
correspondiente:  segundo,  para  que,  teniendo-  presente  que  si  la  toma 
de  posesión  por  dicha  Sociedad  es  completamente  nula,  adopte  las 
medidas  conducentes  para  que  no  se  trabaje  ni  se  extraigan  minera- 
les de  las  pertenencias  demarcadas;  y  tercero,  para  que  se  publique 
en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia  el  decreto  de  cancelación,  según 
preTiene  la  décimasexta  disposición  general  del  reglamento  vigente: 

Resultando  que  notificada  esta  disposición  á  la  Sociedad  La  Man- . 
cbega  en  14  de  Marzo  último,  el  Licenciado  D.  Emilio  Cánovas  del 
.Castillo,  en  su  representación,  entabló  demanda  en  el  mismo  mes  ante 
este  Tribunal  Supremo,  solicitando  se  declare  procedente  la  via  coñ- 
tenciosa^  que  se  admita  la  presente  demanda  y  en  su  dia  se  deje  sin 
efecto  la  Real  orden  reclamada,  como  dictada  con  manifiesto  abuso 
de  peder  porque  infringe  el  art.  43  de  la  Constitución  y  la  ley  de  Mi- 
nas, y  quebranta  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  46  de 
Marzo  de  4871,  concretando  los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  que 
creyó  conducentes: 

Resultando  que  oido  el  Ministerio  fiscal  á  los  efectos  de  la  ley,  pi- 
dió que  se  declare  procedente  la  via  contenciosa  y  se  admita  la  de- 
manda, fundado  en  que  el  caso  actual  está  dentro  del  art.  89  déla  ley 
de  4868,  párrafo  segundo,  siendo  preciso  abrir  contienda  para  saber 
si  la  demarcación  debió  ó  no  hacerla  el  Ingenierq;  si  la  concesión  de- 
bió hacerse  de  una  ó  dos  pertenencias  con  arreglo  á  la  ley  de  4849 
aplicable*  á  las  citadas  investigaciones;  si  el  papel  de  reintegro  se 
presentó  ó  no  en  tiempo;  si  debieron  ó  no  admitirse  los  recursos  que 
contra  lo  decretado  por  el  Gobernador  interpuso  la  Sociedad  Iberia, 
porque  todas  estas  cuestiones  sobre  ser  de  la  competencia  de  la  Sala 
proceden  de  actos  propios  déla  Administración  activa: 

Resultando  que  no  obstante  el  anterior  dictamen,  á  juicio  de  la 
Sala  requería  el  asunto  mayor  examen  para  decidir  acerca  de  la  pro- 
cedencia ó  improcedencia  de  la  via  contenciosa,  mandando  en  su  con- 
secuencia por  providencia  de  7  de  Julio  último  que  se  instruyese  á  las 
partes  y  se  trajesen  á  la  vista  los  expedientes: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Crfspulo  García  Gómez  de 
la  Sema: 

Considerando  que,  según  el  caso  2.*  del  art.  89  de  la  ley  de  Minas, 
cabe  recurso  por  la  via  contendoso-administrativa  contra  aquellas 
resoluciones  del  Gobierno  por  las  que  se  confirmen  6  desestimen  las 
providencias  dictadas  por  los  Gobernadores^  concediendo  6  negando 
la  propiedad  de  las  minas,  escoriales^  terrenos  y  gakrias  ge- 
nerales: 

Considerando  que  á  esta  clase  pertenece,  atendido  el  curso  y  esta- 
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do  del  expediente  en  que  se  dictó  la  Real  orden  reclamada  de  24  de 
.  Enero  l)i73,  qae  declaró  entre  otros  particulares,  fenecido  y  sin  cw 

S0  el  expediente  de  la  mina  Ckurco  Pérez  Segundo,  desestimando  j 

anula ndo  en  tal  forma  la  concesión  otorgada  por  el  Gobernador  de 

Córdoba  á  la  Sociedad  Manchega  Botica  y  Vizcaína,  según  habia  solici* 

tado  en  recurro  de  alzada  la  Sociedad  iberia: 

Considerando  que  dicha  Real  orden  causó  estado  en  la  yia  guber- 

nativa,  lastima  un  derecho  preexisteote  en  concepto  del  demandante 

j  ha  sido  en  tieóQpo  reclamada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  precedente  la  yia 
contenciosa,  y  en  su  virtud  admitimos  la  demanda  con  el  poder  y  do- 
cumentos que  la  acompañan;  se  há  por  parte  al  Licenciado  D*  Emilio 
Cánovas  del  Castillo,  en  representación  de  la  Sociedad  Manchega  Bé> 
tica  y  Vizcaioa,  con  el  domicilio  que  señala;  y  póngasele  de  manifiesto 
el  expediente  gubernativo  por  el  término  de  20  días  para  los  efectos 
que  correspondan. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oñcial 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa^  sacándose  al  efecto  las  copiaa 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.=José  Maria 
Herreros  de  Tejada. ^Pascual  Bayarri.=Juan  Giménez  Cuenca.=slgna- 
cío  Vieites.=Juan  Cano  Manuel.=Críspulo  García  Gómez  de  la  Serna. 
=Eugenio  de  Ángulo. 

Publicación. = Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Sxcmo.  Sr.  D.  Críspulo  García  Gómez  de  la  Serna,  Magistrado  de  la 
Sala  tercera  de  este  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator 
en  Madrid  á  28  de  Enero  de  1 874.= Licenciado  Manuel  Aragone- 
ses  Gil. 

(Gaceta  de  22  de  Abril  de  1874). 


Sentencia  declarando  procedente  la  via  contenciosa  en  él 
expediente  sobre  que  se  revoque  la  Real  orden  que  declaró 
fenecido  y  sin  curso  el  de  la  mina  titulada  Cruz  Segunda. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  28  de  Enero  de  1874,  en  los  autos  conteao 
cioso-administrativos  que'ante  Nos  penden  sobré  admisión  de  la  de- 
manda interpuesta  por  la  Sociedad  especial  minera  la  Manchega  Bétíea 
y  Vizcaína,  representada  por  el  Licenciado  D.  Emilio  Cánovas  del 
Castillo,  contra  la  Administración  getieral  del  Estado,  que  lo  está  par 
el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  se  revoque  la  Real  orden  de  24  de  Enero 
de  4873  que,  entre  otros  particulares,  declaró  fenecido  y  sin  curso  el 
expediente  de  la  mina  titulada  Crus  Segtmda: 


IMdltaQáo  q«re  por  Real  érdeo  de  4  de  NoíTíembre  de  1863  se  dejó 
-úñ  efecto  él  eipedieote  de  registro  de  la  mina  Cruz  Segunda  pertene- 
ciente á  la  Sociedad  Manehega,  reservando  al  interesado  el  derecho  de 
continuarlos  trabajo^  como  de  investigación;  y  que  en  su  virtiui  el  re* 
presentante  de  dicha  Sociedad  en  el  mismo  mes  acudió  a!  Gobernador 
de  Córdoba  solicitando  permiso  para  investigar  en  dos  pertenencias  de 
dieha  mina,  con  la  misma  denominación,  dentro  de  los  mismos  re- 
gistros en  terreno  franco  é  inculto,  término  de  Espiel;  j  que  después 
de  hacer  el  deslinde  j  la  designación  pidió  que  se  diera  á  los  ezpe* 
dientes  la  sustanciacion  de  ley  y  reglamento  paca  que  en  su  día  se  le 
concediera  aquel  permiso: 

Resultando  que  admitidas  las  anteriores  solicitudes,  y  seguidos  los 
eipedientes  por  sus  trámites,  el  Ingeniero  hizo  la  demarcación  de 
dicha  mina,  concurriendo  á  ella  el  representante  de  la  Sociedad  Ibe- 
ria y  otros  colindantes,  los  cuales  protestaron  por  varias  razones, 
entre  ellas,  por  faltarle  al  orden  de  prioridad,  por  no  corresponder  á 
dicha  mina  más  que  una  pertenencia  y  por  haber  variado  la  designa- 
ción, copando  á  unas  investigaciones  y  perjudicando  á  otras  que  se 
designan,  lo  cual  no  impidió  que  se  llevaran  á  efecto  dichos  ac- 
tos porque  los  expedientes  que  se  oponian  hablan  sido  anulados  por 
este  Tribunal  Supremo,  y  por  otras  causas  que  dicho  funcionario 
detalla: 

Resultando  que  el  representante  de  la  Sociedad  La  Manehega,  con 
escrito  de  19  de  Marzo  de  1872,  presentó  el  papel  de  reintegro  nece- 
sario para  la  expedición  de  los  titules  de  propiedad  y  pago  de  dere- 
chos, poniéndose  al  margen  la  correspondiente  nota  de  presentación 
de  SS5  de  Abril: 

Resultando  que  el  Gobernador  en  17  de  Abril  siguiente  aprobó  la 
demarcación  de  la  referida  mina,  desestimando  las  oposiciones  y  man- 
dando que  trascurrido  el  plazo  de  20  días  que  señalaba  la  ley  refor- 
mada en  1868,  se  expidiera  el  correspondiente  título  de  propiedad, 
como  tuvo  lugar  en  28  de  Mayo  siguiente,  dándose  más  tarde  pose- 
sión de  la  misma: 

Resultando  que  pedida  vista  del  expediente  por  el  representante 
de  la  Sociedad  Iberia,  el  Gobernador  en  13  del  mismo  mes  de  Mayo  la 
denegó  por  no  estar  ultimado: 

Resultando  que  por  consecuencia  de  ésto,  dicho  representante  de 
la  Sociedad  Iberia  recurdó  al  Ministro  del  ramo,  por  conducto  del 
Gobernador,  oponiéndose  y  apelando  de  los  decretos  de  17  de  Abril  y 
15  de  Mayo  citados,  para  que  se  revocet3en  y  quedase  sin  efecto  la 
-demarcación  citada  por  los  graves  defectos  que  contenía,  pidiendo 
por  un  otrosí  que  por  el  Jefe  de  la  Sección  de  Fomento  se  consignase 
una  diligencia  con  copia  literal  del  dia  del  registro  y  entrada  de  la 


iistancia  de  la  Sociedad  La  Manchega,  aeompañaado  el  papel  de  rein- 
tegro y  un  certificado  que  abrazase  varios  particulares  qoe  determina;, 
y  que  el  Gobernador  en  28  de  M&yo  declaró  no  haber  lagar  á  la  admi*  > 
sion  de  la  apelación  ni  á  lo  solicitado  en  dicho  otrosí: 

Resaltando  que  el  representante  de  la  Iberia  insistió  en  el  anterior 
recnrso,  y  que  dicha  Autoridad  en  15  de  Jnnio  siguiente  decretó  oo- 
haber  lugar  á  la  apelación  interpuesta,  y  que  se  estuyiese   á  lo- 
acordado: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Nicolás  María  Rivero,  en  repre- 
sentación de  la  Sociedad  Iberia,  acudió  eo  queja  al  Ministro  de  Po* 
mentó  para  que  quedase  en  suspenso  la  estampación  del  sello  al  titu- 
lo de  propiedad  de  la  precitada  mina:  que  se  pidiese  al  Gobernador 
el  expediente  de  la  misma  y  otros  que  señaló:  que  se  le  diese  la  vista- 
solicitc^da  y  la  certiflcacion  pretendida,  y  una  vez  evacuado  todo  que-t 
dará  sin  efecto  la  demarcación  y  cancelado  el  expediente,  mucho  más 
si  se  confirmaba  la  falta  de  presentación  de  ios  reintegros  en  tiempo- 
debido: 

Resultando  que  después  de  informar  el  Gobernador,  por  Real  ór-- 
den  de  ^  de  Enero  del  año  último,  de  conformidad  con  la  Junta  su- 
períor  facultativa  de  minería  y  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  d^ 
Consejo  de  Estado,  se  declaró  sin  curso  y  fenecido  el  expediente  de- 
la  mina  Cruz  Segundar,  devolviéndolo  con  sus  antecedes  tes  «1  Gober- 
nador de  Córdoba:  primero^  para  que  se  recoja  el  título  de  propiedad 
que  se  ha  entregado  á  la  Sociedad  Manchega,  poniendo  la  nota  cor- 
respondiente: segundo,  para  que  teniendo,  presente  que  si  la  toma  de- 
posesión  por  dicha  Sociedad  es  completamente  nula,  adopte  las  me- 
didas conducentes  para  que  no  se  trabaje  ni  se  extraigan  minerales  dé- 
las pertenencias  demarcadas:  y  tercero,  para  que  se  publique  en  el 
Boletin  oficial  de  la  provincia  el  decreto  de  cancelación,  según  pre- 
viene la  décimasexta  disposición  general  del  reglamento  vigente: 

Resultando  que  notificada  esta  disposición  á  la  Sociedad  La  Man- 
chega en  41  de  Marzo  último,  el  Licenciado  D.  Emilio  Cánovas  delr 
Castillo,  en  su  representación,  entabló  demanda  en  el  mismo  mes  ante 
este  Tribunal  Supremo  solicitando  se  declare  procedente  la  via  con- 
tenciosa, que  se  admita  la  presente  demanda,  y  en  su  dia  se  deje  sinc 
efecto  la  Real  orden  reclamada  como  dictada  con  manifiesto  abuso  de 
poder,  porque  infringe  el  art.  13  de  la  Constitución  y  la  ley  de  Minas, 
y  quebranta  la  sentencia  de  este  Tribunal  Snpremo  de  16  de  Mar»> 
de  4871,  concretando  los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  que  creyd- 
conducentes: 

Resultando  que  oído  el  Ministerio  fiscal  á  los  efectos  de  la  ley,^ 
pidió  que  se  declare  procedente  la  via  contenciosa  y  se  admita  la  de* 
manda,  fundado  en  que  el  caso  actual  está  dentro  del  art.  89  de  la  leyt 


^46  1868,  párrafo  segando,  siendo  preciso  abrir  contienda  para  saber  si 
it  demarcación  debié  ó  no  hacerse  de  ana  ó  dos  pertenencias,  con 
arreglo  á  la  ley  de  1849,  aplicable  á  las  citadas  investigaciones;  si  el 
fMipel  de  reintegro  se  presentó  ó  no  en  tiempo;  si  debieron  ó  no  admi- 
tirse los  recursos  que  contra  lo  decretado  por  el  Gobernador  interpuso 
la  Sociedad  Iberia,  porque  todas  estas  cuestiones,  sobre  ser  de  la 
competencia  de  la  Sala,  proceden  de  actos  propios  déla  Administración 
activa: 

Resultando  que  no  obstante  el  anterior  dictamen,  á  juicio  de  la 
Sala  requería  el  asunto  mayor  examen  para  decidir  acerca  de  la  pro- 
cedencia ó  improcedencia  de  la  via  contenciosa*  mandando  en  su  con« 
secuencia  por  proYídencia  de  7  de  Julio  último  que  se  instruyese  á 
las  partes  y  se  trajesen  á  la  vista  ios  expedientes: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Gríspulo  García  Gómez  de 
la  Serna: 

Considerando  que,  según  el  caso  2."*  del  art.  89  de  la  ley  de  Minas, 

cabe  recurso  por  la  via  contenctoso-administrativa  contra  aquellas 

resoluciones  del  Gobierno  por  las  que  se  confirmen  ó  desestimen  las 

jn'ovidencias  dictadas  por  los  Gobernadores  concediendo  ó  negando 

la  propiedad  de  las  minas^  escoriales^  terrenos  y  galerias  genertües: 

Considerando  que  á  esta  clase  pertenece,  atendido  el  curso  y  esta- 
co del  expediente  en  que  se  dictó  la  Real  orden  reclamada  de  24  de 
Enero  de  1873,  que  declaró,  entre  otros  particulares,  fenecido  y  sin 
•curso  el  expediente  de  la  mina  Cruz  Segunda,  desestimando  y  anulan- 
-áo  en  tal  forma  la  concesión  otorgada  por  el  Gobernador  de  Córdoba 
á  la  Sociedad  Manchega  Botica  y  Vizcaína,  según  habia  solicitado  en 
recurso  de  alzada  la  Sociedad  Iberia: 

Considerando  que  dicha  Real  orden  causó  estado  en  la  via  guber- 
nativa, lastima  un  derecho  preexistente  en  concepto  del  demandante, 
y  ha  sido  en  tiempo  reclamada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente  la  vía 
contenciosa,  y  en  tu  virtud  admitimos  la  demanda  con  el  poder  y  do- 
*cumentos  que  la  acompañan;  se  há  por  parte  al  Licenciado  D.  Emilio 
'Cánovas  del  CastiUo  en  representación  de  la  Sociedad  Manchega  Boti- 
ca y  Vizcaína,  con  el  domicilio  que  señala;  y  póngasele  de  manifiesto 
el  expediente  gubernativo  por  término  de  20  días  para  los  efectos  que 
procedan.  ^ 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ofl- 
^al  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa»  sacándose  al  efecto  las 
^pias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José 
Mária  Herreros  de  Tejada.=Pascual  Bayarri.=Juan  Jiménez  Cuenca.s= 
Ignacio  Vieite8.=Juan  Cano  Manuel.=Crfspulo  García  Gómez  de  la 
.Serna.=Eugenio  de  Ángulo. 


Pnbl¡C8cioa.=Leida  y  publicada  faé  la  precedente  aeoiencia 
el  Excmo.  Sr.  D.  Crispólo  García  Gómez  de  la  Sema,  Magistrado  de  ¡m 
Sala  tercera  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audieocia  pública  la 
misma  en  el  dia  de  boy,  de  que  certifico  como  Secretario  Áelator  €d 
Madrid  á  28  de  Enero  de  1874.= licenciado  Manuel  Aragoneses  GH. 

rCocela  de^tde  Akrü  de  1874;. 


Sentencia  declarando  procedente  la  via  contenciosa  en  el 
expediente  sobre  que  se  revoque  la  Real  orden  que  declaró 
fenecido  y  sin  curso  el  de  la  mina  titulada  Charco  Perez^ 

En  la  villa  de  Madrid  á  ^  de  Enero  de  1874,  en  los  autos  conten* 
cioso-administratiFOs  que  ante  Nos  penden  sobre  admisión  de  la  de-, 
manda  interpuesta  por  la  Sociedad  especial  minera  La  Mancbega 
Bélica  y  Vizcaína,  representada  por  el  Licenciado  D.  Emilio  Cánovas 
del  Castillo,  contra  la  Administración  general  del  Estado  que  lo  está 
por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  se  revoque  la  Real  orden  de  ^  de 
Enero  de  1873,  que,  entre  otros  particulares,  declaró  fenecido  y  sio 
oirso  el  expediente  de  la  mina  titulada  Chureo  Pérez: 

Resultando  que  por  Real  orden  de  4  áe  Noviembre  de,  1873  se  dejó 
sin  efecto  el  expediente  de  registro  de  la  mina  Chureo  Peres  pertene». 
cíente  á  la  Sociedad  Mancbega,  reservando  al  interesado  el  derecho 
de  continuar  los  trabajos  como  de  investigación;  y  que  en  su  virtud 
el  representante  de  dicha  Sociedad,  en  el  mismo  mes,  acudió  al  Go- 
bernador de  Córdoba  solicitando  permiso  para  Investigar  en  dos  per- 
tenencias de  dicha  mina  con  la  misma  denominación  dentro  de  los 
mismos  registros  en  terreno  franco  é  inculto,  término  de  Espiel;  y  que 
después  de  hacer  el  deslinde  y  la  designación,  pidió  que  se  úierk  á 
los  expedientes  la  sustanciacion  de  ley  y  de  reglamento  para  que  en 
su  dia  se  le  eoncediera  aquel  permi^: 

Resultando  que  admitidas  las  anteriores  solicitudes  y  seguidos  los  - 
expedientes  por  sus  trámites,  ei  ingeniero  hi20  la  demarcacrou  de 
dicha  mina,  concurriendo  á  ella  el  representante  de  la  Sociedad  'fte- 
ría  y  otros  colindantes,  los  cuales  protestaron  por  varias  razones, 
entre  ellas,  por  faltarse  al  orden  de  prioridad,  por  no  corresponder  á 
dicha  mina  más  que  una  pertenencia  y  por  haber  variado  la  desigvia 
cion  copando  á  unas  investigaciones  y  peijudicando  á  otras  que  se 
designan;  lo  cual  no  impidió  que  se  llevaran  á  efecto  dichoá  (ac- 
tos, porque  los  expedientes  que  se  oponían  hablan  sido  anulados  por 
este  Tribunal  Supremo,  y  por  otras  causas  que  dicho  fanctotiurio 
detalla: 

Resultando  que  el  representante  de  la  Sociedad  La  JUaocheg»,  coor^ 
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eserito  de  19  de  Marzo  de  1872,  presentó  el  papel  de  reintegro  neeefa- 
rio  para  la  expedicioD  de  los  títulos  de  propiedad  y  pago  de  derechos, 
ponido dose  al  margen  la  correspondiente  nota  de  presentación  ei  23 
del  mismo  mes,  y  escribiéndose  en  el  centro  del  sello  de  registro  do 
entrada  la  fecha  de  23  de  Abril: 

Resaltando  qne  el  Gobernador  en  17  de  Abril  siguiente  aprobó  la 
demarcación  de  la  referida  mina,  desestimando  las  oposiciones,  y 
mandando  que  trascurrido  el  plazo  de  20  dias  que  señalaba  la  ley  re- 
formada en  4868  se  expidiera  el  correspondiente  titulo  de  propiedad, 
como  tuvo  lugar  en  28  de  Mayo  siguiente,  dándose  más  tarde  posesión 
de  la  misma: 

Resultando  que  pedida  vista  del  expediente  por  el  representante 
de  la  Sociedad  Iberia,  el  Gobernador  en  iS  del  mismo  mes  de  Mayo 
It  denegó  por  no  estar  ultimado: 

Resultando  que  por  consecuencia  de  ésto  dicho  representante  de  la 
Sociedad. Iberia  recurrió  al  Ministro  del  ramo,  por  conducto  del  Go- 
bernador, oponiéndose  y  apelando  de  los  decretos  de  17  de  Abril  y 
iS  de  Mayo  citados,  para  que  se  revocase  y  quedare  sin  efecto  la  de- 
marcación citada  por  los  graves  defectos  que^conteoia,  pidiendo  por 
nm  otrosí  que  por  el  Jefe  de  la  Sección  de  Fomento  se  consignase  una 
diligencia  con  copla  literal  del  dia  del  registro  y  entrada  de  la  instan- 
cía  de  la  Sociedad  La  Nanchega,  acompañando  el  papel  de  reintegro 
y  un  certificado  que  abrazase  varios  particulares  que  determina,  y 
que  el  Gobernador  en  28  de  Mayo  declaró  no  haber  lugar  á  la  adüi- 
^•n  de  la  apelación  ni  á  lo  solicitado  en  dicho  otrosí: 

Resultando  que  el  representante  de  la  Iberia  insistió  en  el  anterior 
«recurso,  y  que  dicha  Autoridad  en  i 5  de  Junio  siguiente  decretó  no 
haber  lugar  á  la  apelación  interpuesta,  y  que  se  estuviese  á  lo 
«covdado: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Nicolás  María  Rivera,  en  repre* 
•eentacioo  de  la  Sociedad  Iberia,  acudió  en  queja  al  Ministro  de  Fo^ 
menlq  para  que  quedase  en  suspenso  la  estanolpaeion  del  sello  al  título 
de  propiedad  de  la  precitada  mina;  que  se  pidiese  al  Gobernador  e^ 
expediente  de  la  misma  y  otros  qde  señaló;  que  se  le  dfese  la  vista 
solicitada,  y  una  vez  evacuado  todo  quedara  sin  efecto  la  deo^arcacioii 
y  cancelado  el  expediente,  mucho  más  si  ae  confirmaba  la  falta  de 
jiresentacion  de  los  reintegros  en  tiempo  debido: 

Reaultaiklo  que  deapues  de  informar  el  Gobernador,  por  Real  órdeo 
de  24  de  Bnero  del  año  liltiooo,  de  conformidad  con  la  Junta  superior 
iacuUctiva  demineria  y  Sección  de  Gobernadon  y  Fomento  del  Con- 
sejo de  Estado,  se  declaró  sin  curso  y  fenecido  el  expediente  de  la 
mina  Ckitrco  Fere%,  devolviéndolo  con  sus  antecedentes  el  Gobernador 
de  Córdoba:  primero,  para  que  recoja  el  titulo  de  propiedad  que  se  ha 


i 
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entregado  á  la  Sociedad  Maachega,  poniendo  la  nota  cerreépondiente: 
segando,  para  que  teniendo  presente  que  si  la  toma  de  posesión  por 
dicha  Sociedad  es  completamente  nula,  adopte  las  medidas  conducen* 
tes  para  qae  no  se  trabaje  ni  se  extraigan  minerales  d,e  la»  pertenea- 
cias  demarcadas;  y  tercero,  para  que  se  publique  en  ei  Boletín  oficial 
de  la  provincia  el  decrete  de  cancelación,  según  previene  la  décima- 
sexta  disposición  general  del  reglamento  vigente: 

Resultando  que  notiflcada  esta  disposición  á  la  Sociedad  La  Man* 
chega  en  11  de  Marzo  último,  el  Licenciado  D.  Emilio  Cánovas  del 
Castillo,  en  su  representación,  entabló  demanda  en  el  mismo  mes  ante 
este  Tribunal  Supremo,  solicitando  se  declarase  procedente  la  7ia  con- 
tenciosa, que  se  admita  la  presente  demanda,  y  en  su  dia  se  deje  sin 
efecto  la  Real  orden  reclamada  como  dictada  con  manifiesto  abuso  de 
poder,  porque  infringe  el  art.  13  de  la  Constitución  y  la  ley  de  Minas* 
y  quebranta  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  16  de  Marzo  de 
1871,  concretando  los  hechos  y  fundamentos  de  derecho  que  creyó 
conducentes: 

Resultando  que  oido  el  Ministerio  flscal  á  los  efectos  de  la  ley, 
pidió  qne  se  declarase  procedente  la  via  contenciosa  y  se  admita  la 
demanda,  fundado  en  que  el  caso  actual  está  dentro  del  art.  89  de  la 
ley  de  1868,  párrafo  segundo,  siendo  preciso  abrir  contienda  para  sa- 
ber si  la  demarcación  debió  ó  no  hacerla  el  Ingeniero;  si  la  concesión 
debió  hacerse  de  una  ó  dos  pertenencias,  con  arreglo  á  la  ley  de  1849, 
aplicable  á  las  citadas  investigaciones;  si  el  papel  de  reintegro  se  pre- 
sentó ó  no  en  tiempo;!  si  debieron  ó  no  admitirse  los  recursos  que 
contra  lo  decretado  por  el  Gobernador  interpuso  la  Sociedad  Iberia, 
porque  todas  estas  cuestiones,  sobre  ser  de  la  competencia  de  la  Sala, 
proceden.de  actos  propios  de  la  Administración  activa: 

Resultando  que  no  obstante  el  anterior  dictamen,  .á  juicio  de  la 
Sala  requería  el  asunto  mayor  examen  para  decidir  acerca  de  la  pro- 
cedencia é  improcedencia  de  la  via  contenciosa,  mandando  en  su 
consecuencia  por  providencia  de  7  de  Julio  ultimo  que  se  instruyese  á 
las  partes  y  se  trajesen  á  la  vista  los  expedientes: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Crispólo  García  Gómez  de 
la  Serna: 

Considerando  que,  según  el  caso  2/  del  art.  89  de  la  ley  de  Minas» 
cabe  recurso  por  la  via  contencioso'administrativa  contra  aquellas 
resoluciones  del  Gobierno,  por  las  que  se  confirmen  ó  desestimen  las 
providencias  dictadas  por  los  Gobernadores^  concediendo  ó  negan" 
do  la  propiedad  de  las  minas,  escoriales,  terrenos  y  galerías  ge- 
nerales: 

Considerando  que  á  esta  clase  pertenece,  atendido  el  curso  y  el 
estado  del  expediente  en  que  se  dictó  la  Real  orden  reclamada  de  24  d« 


Eoero  de  4878  qu6  declaró  entre  otros  particulares,  /m^^  If  ^»f» 
curso  et  expediente  de  la  mina  Churco  Peret,  desestimando  y  analaii- 
do  en  tal  forma  la  concesión  otorgada  por  el  Gobernador  de  Córdoba 
á  la  Sociedad  Manchega  Bética  y  Vizcaína,  según  había  solicitado  en 
recorso  de  alzada  la  Sociedad  Iberia: 

» 

Considerando  que  dicha  Real  orden  causó  estado  en  la  ría  guber- 
nativa, lastima  un  derecho  preeiistente  en  concepto  <tel  demandante,  y 
ha  sido  en  tiempo  reclamada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente  la  vía 
contenciosa,  y  en  su  virtud  admitimos  la  demanda  con  el  poder  y 
doeumentos  que  la  acompañan;  se  há  por  parte  al  Licenciado  D.  Emi- 
lio Cánovas  del  Castillo,  en  representación  de  la  Sociedad  Manchega 
Bética  y  Vizcaína  con  el  domicilio  que  señala;  y  póngasele  de  ma- 
Diflesto  el  expediente  gubernativo  por  el  término  de  20  días  para  los 
efectos  que  correspondan. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Celeceian  legUlativa,  sacándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =José  María 
Herreros  de  Tejada. =P88cual  Bayarri.=Juan  Jiménez  Cuenca.=Igna- 
ció  Vieites.=Juan  Cano  Manuel.=Crfspolo  García  Gómez  de  la  Serna. 
ssEugenio  de  Ángulo. 

Publicación. =Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Críspulo  García  ^omez  de  la  Serna,  Magistrado  de  la 
Sala  tercera  dé  este  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma  en  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Rela- 
tor en  Madrid  á  28  de  Enero  de  1874.=Licenciado  Manuel  Aragone- 
ses Gil. 

{Gaceta  de  22  de  Abril  de  1874). 


Sentencia  declarando  procedente  la  via  contenciosa  en  el  ex- 
pediente sobre  que  se  revoque  la  Real  orden  que  declaró 
fenecido  y  sin  curso  el  de  la  mina  titulada  La  Solana. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  28  de  Enero  de  1874»  en  los  autos  con- 
tenoioso-administrativos  que  ante  Nos  penden  sqbre  admisión  de  la 
demanda  interpuesta  por  la  Sociedad  especial  minera  La  Manchega 
Bétiea  y  Vizcaína,  representada  por  el  Lieenciado  D.  Emilio  Cánovas 
del  Castillo,  contra  la  Administración  general  del  Estado,  que  lo  está 
por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  se  revoque  la  Real  orden  de  24  de 
Enero  de  1873,  que,  entre  otros  particulares,  declaró  fenecido  y  sin 
curso  el  expediente  de  la  mina  titulada  La  Solana: 

Resultando  que  por  Real  orden  de  4  de  Noviembre  de  1863  se  dejó 


Biu  efecto  el  expediente  de  registro  de  la¿  mine  La  SolHM»  perleae*- 
cíente  á  la  Sociedad  Manchega,  reserrando  al  interesado  el  deineciiQ.de 
continuar  los  trabajos  como  de  iovestigacioo;  y  qae  en  sa  Tirtod  el 
representante  de  dicha  Sociedad  en  el  mismo  mes  acudió  al  Goberna- 
dor de  Córdoba  solicitando  permiso  para  investigar  en  dos  perteoeoeias 
de  dicha  mina,  con  la  misma  denomíBacton,  dentro  de  los  mismos  re- 
gistros, en  terreno  franco  é  inculto,  término  de  Espiel;  y  que  de«^aes 
de  hacer  el  deslinde'y  la  designación,  pidió  que  se  diera  á  los  expe*- 
dientes  la  sostanciacion  de  ley  y  de  reglamento  para  que  en  su  dk  se 
le  concediera  aquel  permiso: 

Besoltaodo  que  admitidas  las  anteriores  solititodes  y  seguidos  k» 
expedientes  por  sus  trámites,  el  Ingeniero  hizo  la  demarcación  de 
dicha  mina,  coocarrieodo  á  ella  el  representante  de  la  Sociedad  Iberiit 
y  otros  colindantes,  los  enales  protestaron  por  varias  razones,  entre 
ellas,  por  faltarse  al  orden  de  prioridad,  por  no  corresponder  á  dicha 
mina  más  que  una  pertenencia  y  por  haber  variado  la  desigfiftcion 
copando  á  uuas  investigaciones  y  periadicando  á  otras  que.  se  desig** 
san;  lo  cual  no  impidió  que  sq  llevaran  i  efecto  dichos  actos  porque 
los  expedientes  que  se  oponían  hablan  sido  anulados  por  este  Tribv* 
nal  Supremo,  y  por  otras  causas  qae  dicho  fonciooario  detalla: 

Resaltando  que  el  representante  de  la  Sociedad  La  Maachega»  eoo 
escrito  de  i9  de  Marzo  de  187^  presentó  el  papel  de  reintegro  nece- 
sario para  la  expedición  de  los  títulos  de  propiedad  y  pago  de  dereoboe 
poniéndose  al  margen  la  correspondiente  nota  de  presentación  oi|  23 
del  mismo  mes,  y  escríbiénjdose  en  el  centro  del  sello  de  registm  de 
entrada  la  fecha  de  23  de  Abril: 

Resultando  que  el  Gobernador  en  16  de  Abril  siguiente  aprobó  la 
demarcación  de  la  referida  mina,  desestimando  las  oposiciones  y  man- 
dando que,  trascurrido  el  plazo  de  20  dias  que  señalaba  la  ley  refor- 
mada 60  1868«  se  expidiera  el  correspondiente  titulo  de  propiedad, 
«omo  iam>  lugar  en  SB  de  Mayo  alguieate,  dándose  noiás  larde  pmeeion 
úe  la  misma. 

Resultando  que  pedida  vista  del  expediente  por  el  re|)resenUnie 
de  la  Sociedad  Iberia,  el  Gobernador,  en  iS  del  mismo  mes  de  Mayo, 
la  denegó  por  no  eslar  ultimado: 

Resultando  que  por  consecuencia  de  ésto  dicho  represenlanto  d»  la 
Sociedad  «Iberia  recurrió  al  Ministiro  del  ramo,  por  conducto  delGo- 
ternador,  oponiéndose  y  apelando  délos  deeretoe  de  17  de  Abrü  y  43 
de  Mayo  citados,  para  que  se  revocasen  y  quedase  sin  efeelo  la  de- 
marcación citada  por  los  graves  defectos  que  conlenia,  pidieodo  por 
tía  otrosí  que  por  el  Jefe4e  la  Seceion.de  Fomento  se  cokisigoaseviia^ 
diligencia  con  copia  litoral  del  dia  del  registro  y  enlrada  de  la  instan- 
cia  de  la  Sociedad  La  Maochega,  acompañando  el  pitpel  de  reiotegro 


j  00  certificado  que  abrazase  varios  particulares  que  determioa;  y  que 
el  Gobernador  eu  28  de  Hayo  declaró  do  haber  lugar  á  la  admisioo  de 
la  apelación  ni  á  lo  solicitado  eo  dicho  otrosí: 

Resultando  que  el  representaute  de  la  Iberia  insistió  en  ejí  anterior 
recurso,  y  que  dicha  Autoridad  en  15  de  Junio  siguiente  decretó  no 
haber  lugar  á  la  apelación  interpuesta,  y  que  se  esiuviese  i  lo 
acordado: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Nicolás  María  Rivero,  en  repre- 
sentación de  la  Sociedad  Iberia,  acudió  en  queja  al  Ministro  de  Po- 
floento  para  que  quedase  eo  suspenso  la  estampación  del  sello  al  titulo 
de  propiedad  de  la  precitada  miaa;  que  se  pidiese  al  Gobernador  el 
expediente  de  la  misma  y  otros  que  seualó;  que  se  le  diese  la  TÍsta 
solicitada  y  la  certificación  pretendida,  y  uoa  vez  evacuado  todo  que- 
dara sin  efecto  la  demarcación  y  cancelado  el  expediente,  mucho  más 
si  se  confirmaba  la  fulta  de  presentación  de  ios  reintegros  en  tiempo 
debido: 

Resultando  que  después  de  informar  el  Gobernador  por  Real  orden 
de  24  de  Enero  del  año  último,  de  conformidad  con  la  Junta  superior 
facultativa  de  minería  y  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Gon- 
sejo  de  Estado,  se  declaró  sin  curso  y  fenecido  el  expediente  de  la 
mina  ¿a  5o/ana,  devolviéndolo  con  sus  antecedentes  al  Gobernador  de 
Córdoba:  primero*  para  que  se  reooja  el  titulo  de  propiedad  que  se  ha 
entregado  á  la  Sociedad  Manchega,  poniendo  la  nota  correspondiente; 
siendo,  para  que  teniendo  presente  que  si  la  toma  de  pose^^ion  por 
dácha  Sociedad  es  completamente  nula,  adopte  las  medidas  conducen- 
tes para  que  no  se  trabaje  ni  se  extraigan  minerales  de  las  per  tienen - 
das  demarcadas;  y  tercero,  para  que  se  publique  en  el  Boletín  de  la 
provincia  el  decreto  de  cancelación,  según  previene  [a  .décimasexta 
disposición  general  del  reglamento  vigente: 

Resultando  que  notificada  esta  disposicioo  á  la  Sociedad  La  Man- 
ehega  eo  11  de  Marzo  último,  el  Licenciado  D.  Emilio  Cánovas  del 
Castillo,  en  su  representación,  entabló  demanda  en  el  mismo  mes 
ante  este  Tribunal  Supremo»  solicitando  se  declare  procedente  la  via 
eontenciosa,  que  se  admita  la  presente  demanda,  y  en  su  dia  se  d^e 
sin  efecto  la  Real  orden  reclamada  como  dictada  con  noanifiesto 
abuso  de  poder,  porque  infringe  el  art.  13  de  la  Constitución  y  la  ley 
de  Minas,  y  quebranta  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  16  de 
Marzo  de  1871|  concretando  los  hechos  y  fundamentos  do  derecho  que 
creyó  conducentes: 

Resultando  que  oido  el  Mioisterio  fiscal  á  los  efectos  de  la  ley,  pidió 
que  se  declare  procedeoie  la  via  contenciosa  y  se  admita  la  demanda 
fondado  en  que  el  c|iso  actual  está  dentro  del  art,  89  de  la  ley  de  1868, 
párrafo  segundo,  siendo  preciso  abrir  contienda  para  «saber  si  la  dO'^ 


.^ 
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marcación  debió  ó  no  hacerla  el  Itigeniero;  si  la  concesión  debió  ha* 
cerse  de  una  ó  dos  pertenencias,'  con  arreglo  á  la  ley  de  1849,  aplica- 
ble á  las  citadas  iovestigaciones;  si  el  papel  de  reintegro  se  presentó 
ó  no  en  tiempo;  si  debieron  ó  no  admitirse  los  recursos  que  contra  lo 
decretado  por  el  Gobernador  interpuso  la  Sociedad  Iberia,  porque  to- 
das estas  cuestiones,  sobre  ser  de  la  competencia  de  la  Sala,  proceden 
de  actos  propios  de  la  Administración  actira: 

Resultando  que  no  obstante  el  anterior  dictamen,  á  juicio  de  la 
Sala  requería  el  asunto  mayor  examen  para  decidir  acerca  de  la  pro- 
cedencia ó  inaprocedeocia  de  la  via  contenciosa,  mandando  en  su  coa - 
secuencia  por  providencia  de  7  de  Julio  último  que  se  iqstruyese  i  las 
partes  y  se  trajesen  á  la  vista  los  expedientes: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Críspulo  (barcia  Gómez  de 
la  Serna: 

Considerando  que,  según  el  caso  2.*  del  art.  B9  de  la  ley  de  Minas, 
cabe  recurso  pm'  la  via  eontencioso-adpiinistratiüa  contra  aquellas 
resoluciones  del  Gobierno,  por  las  que  se  confirmen  ó  desesíimen  las 
providencias  dictadas  por  los  Gobernadores,  concediendo  6  negan- 
do la  propiedad  de  la9  minas,  escoriales,  terrenos  y  galerías  ge- 
nerales: 

Considerando  que  á  esta  clase  pertenece,  atendidoel  curso  y  estado 
del  expediente  en  que  se  dictó,  la  Real  orden  reclamada  de  24  de  Enero 
de  1873,  que  declaró,  entre  otros  particulares,  fenecido  y  sin  curso  el 
expediente  de  la  mina  La  Solana,  desestimando  y  anulando  en  tal  for- 
ma la  concesión  otorgada  por  el  Gobernador  de  Córdoba  á  la  Sociedad 
Manchega  Bética  y  Vizcaína,  según  había  solicitado  en  recurso  de  al- 
iada la  Sociedad  Iberia: 

Considerando  que  dicha  Real  orden  causó  estado  en  la  via  guber- 
nativa, lastima  un  derecho  preexistente  en  concepto  del  demandante, 
y  ha  sido  en  tiempo  reclamada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  f  declárateos  procedente  la  ria  con* 
tenciosa,  y  en  su  virtud  admitimos  la  demanda  con  el  poder  y  docu- 
mentos que  la  acompañan;  se  há  por  parte  al  Licenciado  D.  Emilio 
Cánovas  del  Castillo,  en  representación  de  la  Sociedad  Manchega  Bé- 
tica y  Vizcaína^  con  el  domicilio  que  señala;  y  póngasele  d^  manifies- 
to el  expediente  gubernativo  por  el  terminó  de  20  dias  para  los  efectos 
que  correspondan. 

Así  por  esta  nuestra  Sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.:^  José 'María  Her- 
reros de  Tejada.=Pascual  Bayarri.=rJuan  Jiménez  Cuenca.=:Ignacio 
Vieites.=Juan  Cano  Manuel. =Crispulo  García  Gómez  de  la  Serna.=: 
^ngenio  de  Ángulo. 
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PublicacioD.=Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  e) 
Excmo.  Sr.  D.  Grfspulo  García  Gómez  de  la  Serna,  Magistrado  de  la 
Sala  tercera  de  este  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública 
la  misma  en  el  dia  de  boy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en 
Madrid  ¿  28  de  Enero  de  i874.=Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

(Gaceta  de^de  AbrU  de  1874;. 


Sentencia  declarando  que  no  procede  la  caducidad  de  las  mi- 
nae  Confianza  y  Lorenza  y  dif; Ando  sin  efecto  la  Real  ár* 
dengue  las  declaf ó  caducadas. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  4  de  Febrero  de  4874,  en  los  autps  con- 
tencioso-administrativos  que  ante  Nos  penden  en  primera  y  única  ins- 
tancia, seguidos  por  el  licenciado  D.  Antonio  Maria  Guillen,  á  nombre 
de  D.  Miguel  Uriarte  y  de  los  Heros,  y  doña  Trinidad  Ulacia  y  T^e- 
dúa,  viuda  de  D.  José  Ramón  de  Mafz,  por  sí  y  como  totora  y  curado- 
ra de  sus  tres  menores  bijos  habidos  en  su  matrimonio  con  el  mismo,, 
contra  la  Administración  general  del  Estado,  representada  por  el  mi« 
nisterio-fiscal  y  coadyuvada  por  el  licenciado  D.  Ramón  Gastellote  Vi- 
llafruela,  en  nombre  de  D.  Juan  Bautista  Cortés  y  Gastéis,  sobre  revo- 
cacion  de  la  Real  orden  de  9  de  Diciembre  de  4872,  que  declaró  la  ca- 
ducidad de  las  concesiones  mineras  tituladas  Confiansa  y  Lorema^  si* 
tas  en  término  de  Sap  Pedro  de  Abanto,  en  la  provincia  de  Vizcaya; 
que  siguiese  el  registro  de  la  mina  José  la  tramitación  correspondien- 
te, y  que  el  ingeniero  hiciese  extensivo  su  informe  á  la  mina  Petroni- 
la en  el  caso  de  que  el  Gobernador  juzgase  procedia  la  caducidad  de 
oficio. 

Resultando  que  en  7  de  Octubre  de  1871  presentó  escrito  D.  Juan 
Bautista  Cortés  al  Gobernador  civil  de  la  provincia  de  Vizcaya  solici, 
tando  adquirirla  propiedad  de  295  pertenencias  mineras  de  mineral 
de  hierro  con  el  título  de  José  en  el  paraje  denominado  Turruquillo» 
término  municipal  de  San  Pedro  de  Abanto,  bajo  los  linderos  que  enu- 
mera, haciendo  la  designación  y  el  depósito  prevenido: 

Resultando  que  admitida  dicha  solicitud,  salvo  mejor  derecho,  y, 
hechas  las  publicaciones  correspondientes,  presentó  nuevo  escrito  el 
D.  Juan  Bautista  Cortés  en  el  dia  10  manifestando  que  en  el  terreno 
registrado  existían  las  minas  nombradas  Confiansa  y  Lorenza,  propia» 
de  D.  José  Ramón  de  Maiz  y  de  D.  Miguel  de  Uriarte,  las  cuales  esta* 
ban  abandonadas,  y  pidió  se  instruyera  el  oportuno  expediente  para 
probarlo  y  que  se  declarase  su  caducidad,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  el  art.  65  de  la  ley  vigente  de  minas,  por  no  haber  cumplido  coa 
las  condiciones  áe\  titulo  de  propiedad: 
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Resultando  que  notificados  los  interesados  en  dichas  minas,   pre^ 
sentaron  informaciones  testificales  para   probar  que  no  existia  tai 
abandono  después  de  oponerse  á  la  denuncia,  y  por  el  contrario  la  iiiz^ 
el  denunciador  para  justificar  el  abandono: 

Resultando  que  pasado  el  expediente  á  informe  de  la  Inspección  de 
Minas,  lo  evacuó  el  ingeniero  B.  Pedro  Darío  Arañaren  26  de  Febrero 
de  1872,  manifestando  respecto  á  la  mina  Confianza  que  se  había  o 
ejecutado  hasta  entonces  cuatro  labores:  que  lo  que  pudo  reconocerse 
en  lia  primera  representarla  alo  más  270  jornales,  pareciéndole  que  las 
laborea  restantes  debian  ser  de  alguna  consideración:  que  lo  ej6Ciita4o 
en  la  segunda  labor  pudo  muy  bien  realizarse  con  60  jornales;  que  lo 
practicado  en  la  tercera  representaría  pasado  de  83  jornales;  y  que  lo 
hecho  en  la  cuarta  tío  excedía  de  i  14:  que  de  dicho  reconocimiento 
solo  sacó  en  consecuencia  en  lo  relativo  á  su  antigüedad,  que  la  seña- 
lada con  la  primera 'parecía  en  su  mayor  parte  la  más  antigua,  y  las 
otras,  sobre  todo  las  dos  últimas,  parecían  recientes:  que  era  imposi- 
ble precisar  con  solo  el  reconocimiento  la  fecha  en  que  se  hicieron  los 
trabajos,  y  además  era  mny  sencillo  desfigurar  en  poco  tiempo  una 
labor,  y  de  antigua  hacerla  aparecer'moderna:  que  déla  mina  Confían^ 
za  se  dio  posesión  en  21  de  Diciembre  de  1866,  y  de  consiguiente  ne- 
cesitábanse para  llenar  la  condición  del  pneble,  según  la  ley,  hasta  el 
dia  del  reconocimiento  3.832  jornales:  que  las  labores,  examinadas  re- 
presentarían unos  527,  y  dificultaba  que  los  que  faltaban  de  recono» 
cer  pudieran  representar  los  restantes  hasta  llegar  á  completar  el  pue- 
ble  necesario:  que  en  cuanto  á  la  mina  Lorenza^  existían  cinco  labores: 
en  la  primera  se  reemplazaron  25  jornales;  en  la  segunda  12;  igual 
número  en  la  tercera;  en  la  cuarta  á  lo  sumo  100,  y  en  la  quinta  220; 
que  las  labores  de  esta  mina  le  parecían  bastante  recientes,  y  no  leerá 
posible  precisar  cuándo  se  empezaron:  que  según  la  fecha  de  su  pose- 
sión, debieron  emplearse  3.832  jornales;  y  que  habiéndose  invertido 
369,  no  quedaba  duda  alguna  de  que  no  tuvo  el  pueble  necesario;  opi* 
nando  que  por  razón  de  equidad  no  debian  considerarse  abandonadas 
las  minas,  con  lo  cual  estuvo  conforme  el  Ingeniero  Jefe  en  el  informe 
que  igualmente  emitió: 

Resultando  que  á  su  virtud  el  Gobernador  de  la  provincia  en  14  de 
Agosto  de  1872  dictó  un  decreto  declarando  subsistentes  las  referidas 
concesiones  mineras  Confianza  y  Lorenza,  y  que  se  dé  al  expediente  de 
registro-denuncio  Joíé  la  instrucción  de  ley  y  reglamento  para  apli- 
cársele todo  el  terreno  franco  que  sea  posible  dentro  de  la  designa* 
ción: 

Resultando  que  del  anterior  deéreto  soalzó  D.  Juan  Bautista  Cortés 
para  ante  el  Ministro  del  ramo;  y  oída  la  sección  1/  de  la  Junta  supe- 
rior facultativa,  se  dictó  Real  orden  en  9  de  Diciembre  siguiente  decía* 
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rando  la  eadocidad  de  las  concesiones  mineras  Confianza  y  Lorenza, 
mandando  que  el  registro  de  la  mitia  io^é  siguiese  la  tramitación  cor«' 
respondiente,  y  que  el  ingeniero  hiciera  extensivo  su  informe  á  la  mina 
Petronila  en  el  caso  de  que  el  Gobernador  jusgase  procedía  la  caduci- 
dad de  oficio: 

Resultando  que  contra  la  anterior  Real  orden  y  en  i  i  de  Enero  d« 
1873  presentó  demanda  contencioso-administrativa  en  este  Tribunal 
Svpremo  el  Licenciado  D.  Antonio  María  Guillen,  á  nombre  de  Don 
Miguel  Uriarte  y  de  los  Heros,  Doña  Josefa  de  Goiri  y  Gandióla  f  Doña 
Trinidad  Okicia  y  Telledúa,  por  s{  y  á  nombre  de  sus  menores  hijos, 
pidiendo  su  revocación,  fundado  en  que  el  decreto-ley  de  29  de  Diciem* 
bre  de  186tt  desterró  para  siempre  las  denuncias  como  inmorales, 
atentatorias  á  la  propiedad,  ocasionadas  al  despojo  y  contrarias  al  fo- 
mento de  la  minería:  en  que  aun  suponiendo  que  existiera  la  facultad 
de  denunciar,  no  procedía  el  denuncio  de  que  se  trata,  porque  la«  mi- 
nas no  estaban  abandonadas,  sino  que  un  año  antes  se  estaba  traba- 
jando con  actividad  y  celo:  en  que-  la  ley  solo  Redara  procedente  el 
denuncio  de  una  mina  cuando  un  año  antes  de  la  fecha  de.  la  solicitud 
estuviese  abandonada:  en  que  es  constante  jurisprudencia  del  Tribu- 
nal, para  que  el  abandono  de  que  habla  la  ley  tenga  lugar  y  sea  la 
mina  denunciable,  que  la  falta  de  trabajadores  se  haya  verificadq  en 
el  trascurso  del  año  inmediatamente  anterior  al  denuncio,  citando  en 
apoyo  de  esta  doctrina  lo  resuelto  en  varías  sentencias  del  Consejo  de 
Estado: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  gubernatÍTo, 
declarada  procedente  la  Tia  contenciosa  y  admitida  la  demanda,  la 
amplió  el  Licenciado  Guillen  reproduciendo  su  petición  y  argumentos; 
añadiendo  á  éstos  que,  según  el  art.  SO  de  la  ley  .vigente  de  minas  de 
24  de  Junio  de  1868,  la  obligación  de  laborear  una  mina  no  es  conti- 
nua desde  su  toma  de  posesión,  sino  que  se  establecieran  labores  for- 
males, que  por  lo  menos^han  de  sostenerse  183  dias  al  año:  que  con 
arreglo. al  art.  53  de  la  misma  ley,  los  Ingenieros  han  manifestado  que 
dentro  del  año  anterior  á  la  fecha  del  denuncio  se  han  hecho  las  la- 
bores que  prueban  que  han  estado  pobladas  las  minas  con  arreglo  á  la 
ley,  en  cuyo  caso  no  son  déounciables: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó  dicha 
demanda  solicitando  se  absuelva  de  ella  á  la  Administración  general 
del  Estado  confirmando  la  orden  recurrida;  exponiendo  para  ello  que, 
según  el  art.  65  de  la  ley  vigente  de  minas,  es  causa  de  caducidad 
erabandono  délas  mismas  no  guardando  las  reglas  establecidas  en 
los  50  al  53;  disponiendo  el  50  que  para  que  se  considerasen  pobla- 
das ó  en  actividad  han  de  tener  cuatro  operarios  por  razón  de  cada 
petlenencia  durante  la  mitad  del  año:  que  según  el  art.  53,  correspon- 
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de  á  los  iDgenieros  fijar  la  labor  mioima  que  annalmeote  ba  de  resal- 
tar becha  eo  cada  pertenencia;  y  analizando  el  dictamen  pericial  de 
qae  antes  se  bizo  mérito,  deduce  que  ambas  minas  estuvieron  despo- 
bladas; añadiendo,  por  último,  que  en  el  erpediente  no  aparece  que 
los  antiguos  concesiooariQS  de  la  Confianza  j  Lormsa  se  acogieran  á 
lo  dispuesto  en  las  bases  noTÍsimas  de  minerfa,  por  lo  cual  no  erao 
aplicables  á  este  caso: 

Resultando  que  habiéndose  presentado  en  los  autos  D.  Juan  Ban* 
tista  Cortés  y  Gastéis,  representado  por  el  Licenciado  D.  Ramón  Gas» 
tellote  Villafruela,  se  le  tuvo  por  parte,  y  contestó  á  su  vez  la  deman- 
da con  la  misma  pretensión  y  argumentos  que  el  Ministerio  fiscal, 
exponiendo  además  lo  que  juzgó  conveniente: 

Resultando  que  en  este  estado  presentaron  los  demandantes  un 
certificado  expedido  por  el  Jefe  de  Negociado  de  Minas  del  Ministerio 
de  Fomento  para  acreditar  que  en  el  informe  emitido  por  la' Junta 
superior  facultativa  de  minería  en  el  expediente  de  la  mina  titulada 
Fé  del  Sotiel  expuso  que,  atendiendo  á  que  según  jurisprudencia  con- 
signada  en  repetidos  fallos  pronunciados  por  el  Consejo  de  Estado  y 
este  Tribunal,  la  propiedad  de  las  minas  no  se  pierde  á  consecuencia 
de  un  denuncio  si  no  se  hace  constar  sin  género  de  duda  que  ha  me- 
diado el  abandono  voluniaHo,  cuya  circunstancia  debe  resultar  bien 
probada  para  que  pueda  declararse  la  caducidad,  sin  que  sea  suficiente 
para  ello  la  presunción  de  falta  de  labores,  debiendo  decidirse  la  cues- 
tión á  favor  de  la  antigua  concesión  cuando  no  resulte  probada  sufi- 
cientemente la  interrupción  de  trabajos  por  el  tiempo  y  en  los  térmi- 
nos prescritos  para  reputarse  caducidad,  pidiendo  se  mandara  que 
formase  parte  del  pleito  y  pudiera  en  su  dia  surtir  los  efectos  corres- 
pondientes; y  á  su  virtud  se  mandó  por  la  Sala  unir  á  los  autos  dicha 
certificación: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Jiménez  Mascares: 

Considerando  que,  según  la  jurisprudencia  consignada  eo  varias 
sentencias  del  Consejo  de  Estado  y  en  las  de  este  Tribunal  Supremo, 
para  que  una  mina  se  considere  abandonada  por  falta  de  pueble  es 
absolutamente  indispensable  que  no  haya  tenido  el  que  exige  la  ley 
durante  el  año  que  precedió  inmediatamente  al  denuncio,  y  que  esta 
circunstancia  conste  con  evidencia  de  las  diligencias  probatorias: 

Considerando  que  por  la  prueba  suministrada  por  el  denunciador 
D.  Juan  Bautista  Cortés  no  resulta  que  las  minas  Confianza  y  ¿oraisa 
hubieran  sido  abandonadas,  cual  supone,  careciendo  del  pueble  que 
la  ley  ha  señalado,  particularmente  en  el  año  anterior  á  la  fecha  de 
la  solicitud  en  que  se  pidió  la  declaración  de  caducidad: 

Considerando  que,  por  el  contrario,  ^n  la  practicada  por  los  con- 
cesionarios, con  asistencia  del  denunciador  y  de  su  defensor,  se  ase- 
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tfura  ^06  hace  años  se  traliaja  éo  la»  referidas  minas:  que  el  pueble 
•ha  sido  constante  con  los  cuatro  trabajadores  que  señala  la  ley;  y  que 
^n  el  afio  último  los  trabajos  fueron  mayores,  ocupándose  eu  las  labo-  - 
'res  más  de  cuatro  braceros  sin  ioterrupcioo,  si  bien  en  lugares  distin- 
'tosdelas  mismas  minas,  laque  ratificaron  al  contestar  las  repreguntas 
«Mechas  por  el  Letrado  del  denuociador; 

Considera n do  que  el  Ingeniero  D.  Pedro  Darío  Arana,  comisionado 
por  su  Jefe  para  el  examen  de  lasJabores  que  resaltaban  verificada^  en 
¿as  minas,  omitió  el  cálculo  de  Ios-jornales  empleados  en  algunas  de 
•las  obras  que  encontré  en  ellas,  ya  porqu%  el  agua  no  le  permitió  exa- 
ininarlos  pozos,  ya  también  porque  estaban  cegadas  las  galerías,  dan- 
•4o  lugar  con  ello  á  las  reclamaciones  aducidas  sobre  la  mayor  ó  menor 
«xtensioD  de  los  trabajos: 

Considerando  que  su  Jefe  el  Ingeniero  D.  Ignacio  Goeoaga  opina,  en 
-▼ista  de  todo,  que  las  minas  Confiansa  y  íorenza  no  eran  denunciables: 

Considerando,  por  fin,  que  las  minas  de  qne  se  trata  no  se  hallan  en 
circunstancias  evidentes  de  cadocidad  según  requiere  la  ley»  y  que  faf- 
tando  las  pruebas,  la  condición  del  que  posee  es  más  ventajosa  y  debe 
ser  respetada; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  no,  procede  la  ca- 
ducidad de  las  minas  Cimfianzuy  Lorenza^y  en  su  consecuencia  de- 
lamos  sin  efecto  la  Real  orden  reclamada  de  9  de  Diciembre  de  187^,  y 
subsistente  el  decreto  del  Gobernador  de  Vizcaya,  que  desestimó  el  de* 
nuncio  de  D.  Juan  Bautista  Cortés. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
7  se  insertará  en  la  Caleeeion  legislativa^  sacándose  al  efecto  las  co- 
'pias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  mintste- 
fio  de  Fomento  con  la  oportuna  certificación*  lo  pronunciamos,  man- 
damos y  firmamos.=José  María  Herreros  de  Tejada.—Ignacio  Viaites. 
:=JuaoCano  &|ffouel.s=José  Jiménez  Mascaros.  =Crfspulo  García  Gó- 
mez de  la  Serna, =; Alvaro  Gil  Sani.=Eugenio  de  Ángulo. 

Publicación. =Leída  y   publicada*  fué  la  anterior  sentencia   por  el 
Bxcmo.  Sr.  D.  José  Jiménez  Mascaros,  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que  certifico  como 
'Secretario  Relator  en  Madrid  á  4  de  Febrero   de  1874.  =  Enrique 

Medina. 

{Gaceta  de,  23  de  Abril  de  1874). 


JSeníencia  declarando  improcedente  la  via  contendosa  é  inad-- 
misible  la  demanda  presentada  contra  la  Real  orden  que 
anuló  el  expediente  de  Id  mina  San  Guillermo. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  9  de  Febrero  de  1874»  en  los  autos  que 
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ante  Nos  penden  sobre  procedeada  de  la  Tia  conteodosa  y  adniaion 
de  la  demanda  presentada  por  el  Dr.  D.  Bernardo  de  Toro  y  Moja,  4 
'  -nombre  de  0.  José  SotíIU  Jorado,  vedno  de  Almería,  contra  la  Admi- 
nistradoD  general  del  Bstado»  que  está  representada  per  el  Ministerio 
fiiseaU  coadyQvada  por  D.  Primo  López  Sánchez  Fortun,  qjjiB  lo  está 
asimismo  por  el  Licendado  D»  Aeacio  Chanin  Tigen,  pretendiendo 
fque  en  sn  dia  sea  revocada  la  orden  ministerial  de  10  de  ionio  de 
1873,  qoe  annló  el  ezpediente  de  la  mina  San  GuiUennoz 

Resultando  qae  en  24  de  Noviembre  de  4859  solicitó  D.  Hano4 
Martioez  y  Martinez  del  Gobernador  civil  de  la  provincia  de  Mnrcia  el 
i«gistro  de  dos  pertenencias  de  mineral  de  hierro  con  el  titulo  de  £c 
Caridady  en  terreno  realengo  de  la  Diputación  de  Porman,  en  término 
de  Cartagena,  donde  antes  existió  otro  registro  llamado  inmaeuéaé^ 
4>meepei(my  perteneciente  i  B.  Antonio  Guerrero,  y  cuyo  expediente 
se  anuló  por  decreto  de  15  de  Octubre  de  4858,  hadando  la  designa^ 
don  y  el  depósito  prevenido: 

Resultando  qne  admitida  y  pabHcada  dicha  solidtud,  se  procedlé- 
-por  el  Ingeniero  á  sn  demarcación  con  una  sola  pertenencia  en  Tez  de 
las  dos  pretendidas,  y  se  aprobó  el  expediente  por  el  Gobernador  en 
10  de  Mayo  de  187  i  á  fovor  de  D.  Primo  López  Sánchez  Fortnn^  qne 
nereditó  le  habían  cedido  sus  derechos  por  escritoras  públicas  loa 
interesados  en  dicho  registro,  por  lo  qne  se  le  dio  posesi(Mi  dci 
mismo: 

Resultando  que  en  2U  de  Junio  de  4868  B.  Antonio  Guerrero  Mar» 
tíaez,  vecino  de  Cartagena,  presentó  escrito  al  mismo  Gobernador  pro- 
tendiendo  adquirir  la  propiedad.de  dos  pertenendas  mineras  con  el 
nombre  de  Sñn  Guütermo^  en  terreno  realengo,  que  contenia  algnoas 
pequeñas  labores  muy  antiguas  abandonadas «  cuya  procedencia  se 
ignoraba,  en  el  sitio  nombrado  Los  Tajos  de  la  Solana  del  Lomo  del 
Caballo,  en  la  Diputadon  de  Porrean,  presentando  el  plano  del  terreno 
y  haciendo  la. designación  y  el  depósito  prevenidos: 

Resultando  que  instruido  el  oportuno  expediente  de  caducidad,  in- 
formó el  .Ingeniero  que  las  minas  Bspetanta  y  La  Caridad^  números 
4.851  y  7  respectivamente,  comprendidas  en  la  designación  de  este 
expediente,  se  hallaban  en  condiciones  OTidentes  de  caducidad,  pnes 
estaban  abandonadas  mucho  más  tien^po  del  permitido  ppr  la  ley;  y 
notificado  á  los  dueños  de  las  mismas,  no  haciéndolo  á  uno- de  ellos 
por  ignorarse  su  paradero,  como  el  registrador  cediese  sus  derechos 
por  escritora  pública  á  D.  José  Sevilla  Jurado,  en  29  de  Mayo  de  4872 
dictó  un  decreto  el  Gobernador  declarando  caducadas  las  labores  deno- 
minadas de  La  Esperanza  y  Caridad: 

Resultando  que  publicado  el  anterior  decreto,  presentó  escrito  Don 
Primo  López  Sánchez  Fortun  por  medio  de  so  apoderado  pidiendo  fne-^ 


sé  re?ocádo  y  declarado  nulo  y  fenecido  el  expediente  San  GuiUermo^ 
como  comprendido  en  el  caso  2.*  del  art.  75  del  reglamento,  porque  ofio 
d^bia  haberse  atdmitido,, puesto  qiüe  se  refería  á  no  terreno  cuyo  e^pe- 
Aietfte  e^aba  en  traoiitacion,  como  lo  era  el  de  la  mina  Caridad,  de 
que  se  le  expidid«el  tftblo  en  15  de  Diciembre,  y  tomó  posesión  de  él 
deálro  del  t^mfino  legal: 

Resultando  que  dádoae  vista  á  la  parte  contraria,  pretendió  se  da* 
'Clarase  firme  y  ejecutorio  el  referido  decreto,  admitiendo  deflnitiv^- 
mente  el  registro  (srut/Zermo,  dándole  al  expediente  la  tramitación  legibl 
'que  correspondiera,  con  loque  el  Gobernador  en  3  de  Octifcbce  sigoieo- 
1e  declaró  no  haber  logar  á  lo  solicitado  por  D.  Primo  López  por  estar 
prevenido  en  el  párrafo  tercero  del  art.  68,  y  en  el  s^undo  del  88  4e 
*fa  ley:  que  la  persona  que  se  crea  lastimada  en  sus  derechos  con  la 
declaración  de  caducidad  pueda  recurrir  A  la  fia  coiitenciosa,  decli^ 
táñdo  en-  el  mismo  día  firme  y  ejecutorio  el  decreto  de  29  4e 
-Hayo  anterior,  admitiendo  como  consecuencia  el  registro  San  Gtfi- 
ikrmo: 

Resultando  que  habíéodose  alzado  de  dicha  resolución  para  ante 
'la  SoperiDridad,  y  remitidos  á  ella  los  expedientes  antes  referidos,  s^ 
oyd  á  la  lunta  superior  facultativa  de  minería  y  á  la  Sección  de  6o« 
'bernacion  y  Fomento  del  Coosejo  de  Estado,  dictándose  á  su  virtUjl 
nnaf  orden  por  el  Gobierno  de  la  República  en  10  de  Junio«  y  anulado 
«1  expediente  de  registro  San  Guilterme: 

Resultando  que  contra  la  anterior  Orden  y  en  24  de  Julio  siguiente 
presentó  demanda  coDtenbioso* administrativa  en  este  Tribunal  Sopre- 
ikio  el  Ür.  D.  Bernardo  de  Toro  y  Moya,  á  nombre  y  con  poder  de  Don 
José  Sevilla  Jurado,  pretendiendo  se  deje  sin  efecto  como  nulo  y  de 
diiigun  vatori  y  se  mande  que  prosiga  según  su  naturaleza  y  estado 
el  expediente  Guillermo^  fundado  en  cuanto  á  su  admisión  en  que  se 
trata  de  una  resólncion  ministerial,  contra  la  que  no  queda  recurso  al- 
guno si  no  se  abre  la  via  contenciosa:  en  que  por  una  nulidad  ficticia 
se  te  niega  la  propiedad  de  la  mina  que  le  otorgara  el  decreto  de  ca- 
ducidad: en  que  la  demanda  está  en  su  lugar,  atendido  á  lo  que  se  op* 
déna  en  el  núm.  2.*  del  art.  89  de  la  ley  de  minas  de  1859,  refórmate 
por  la  de  4  de  Marzo  de  1868,  puesto  que  la  orden  redamada  es  rev^ 
oáloria  de  la  providencia  del  Gobernador,  y  ésta  por  su  naturaleza  es 
de  las  que  declaran  la  propiedad  de  la  mina  en  favor  del  denunciado 
l>or  virtud  de  la  caducidad:  en  que  en  el  texto  déla  ley.y  en  su  espirita 
campea  la  salvadora  idea  de  no  dejar  desamparado  ningún  derecho* 
tomo  quedarla  no  abriendo  paso  á  la  via  contenciosa;  esto  aun  dejando 
de  tener  en  cuenta  de  tratarse  dé  una  cuestión  de  competencia  y  des* 
Unde  de  atribuciones  que  como  de  orden  publico  tiene  entrada  y  solu* 
tñon  cuando  quiera  que  se  presente: 


a&te  Nos  pendsa  sobre  procedeieia  ie  U  tís  coataadosa  7  tdniíion 
da  la  deniBDdB  presentada  por  el  Dr.  D.  Bereerdo  de  Toro  y  Hoja,  fe 
'  -sombre  de  D.  José  Sefilla  Jurado,  Tocino  de  Almería,  cootra  k  Admi- 
-sistracion  general  del  Estado,  que  eitd  represeotada  per  el  HiniíteríO' 
fiseal.  coadyavaila  por  D.  Primo  Lopeí  Sauchei  Foitun,  que  lo  está 
asimismo  por  el  Licenciado  D.  Acacia  Ckanin  Tigea,  preteodiíodo 
'qae  en  BU  dia  sea  reíocadala  Orrieo  mioiiterial  de  tO  de  Junio  de 
If  73,  qoe  anuid  el  eipedteole  de  la  mina  So»  Butítermo: 

Besultaado  que  eu  U  de  Sioviembre  de  1859  solicitó  D.  Hauoct 
)lartÍD«z  y  Hartinei  del  (lObferaador  cÍTilde  la  provincia  de  Horcia  «I  1 

ngislro  de  dos  pe  ríen  encías  de  inÍD«ral  de  hierro  coq  el  titulo  de  üa  I 

Cariéad,  en  terreno  realengo  de  la  Diputación  de  Porinan,  eo  término  I 

de  Cartagena,  donde  ;ntes  existió  otro  registro  llamado  íumaeutatlu  ¡ 

'Concepción,  perteoecieate  i  B.  Antoaio  Gnerrero,  j  cuyo  expediente  | 

•e  annld  por  decreto  de  15  de  Octubre  de  18511,'  bacieodo  la  desigo»-  I 

«ioQ  y  el  depósito  prevenido: 

'     Resultando  qne  admitida  7  pabKcada  dicha  solicitud,  le  pracedi^-  ' 

por  el  Ingeniero  d  n  demarcación  con  ana  sola  pertenencia  en  tse  de  I 

las  dos  pretendidas,  y  se  aprobó  el  expediento  por  el  Gobernador  en 
10  de  Hayo  de  1871  i  b«or  de  D.  Prinao  Lopeí  Sánchez  Forhin,   que  , 

«oreditó  le  hablan  cedido  sus  dereobos  por  escrituras  pübUcta  Ih 
Interesados  en  dicbo  registro,  por  to  qie  se  le  dio  poseaion  del 
miatno:  ,1 

Resultando  que  eo  W  de  Junio  de  1868  D.  Antonio  Guerrero  Har^  « 

Unes,  Toclito  de  Gartagens,  presentó  escrito  al  mismo  Gobernador  pre- 
tendiendo adquirir  4a  propiedad  ,de  dos  perteneocias  mineras  con  ai  '  p, 
a4mbve  de  Son  Guitlermo,  en  terreDO  realengo,  que  conleoia  algeao?  m 
pequeñas  labores  ipu7  lotigaas  abandonadas.  Cuya  procedencia  se  lo 
I  ignoraba,  eo  el  sitio  nombrado  Los  Tajos  de  la  Solana  del  Lomo  dbl  oji 
Caballo,  en  la  Diputación  de  Porraan,  presentando  el  plano  del  terreito  e| . 
7  baciendn  la.  des  Ignacio  a  y  el  depósito  prevenidos:  tr* 
Besucando  que  instruido  el  oporluno  expediente  de  caducidad,  ÍD->  gfj^ 
fermó  el. Ingeniero  que  las  minas  Espetianta  y  La  Caridad,  m^osertts  i  le  j 
4.851  y  7  respectÍTemenle,  comprendidas  en  la  designación  de  este  4^^ 
•ipedíente,  se  hallaban  en  condiciones  evidentes  de  radiicidad.  pues  d*^ 
estaban  abandonadas  mucho  mis  tiempo  del  permitido  ¡>Dr  la  leyi  7  p^,. 
notificado  i  los  dueños  de  las  mismas,  no  haci'indolc  i  uno  de  ellga,^^^  ^tn 
por  ignorarse  so  paradero,  como  «1  registrador  c<:die«c  ^u^  dereclM^^^B  de  j 
purescritura  púbUca  &  D.  José  Sevilla  Jurado,  en  i'-i  <le  Mayo  de  U^^^H  9or 
dictó  un  decreto  el  Gobernador  declarando  caducadas  Us  labores  ^^^^^^  ' 
minadas  de  La  Esperanza  y  Caridad:                                           V 

Resultando  que  publicado  el  anterior  decreto,  presentó  esc^* 
Primo  López  Sánchez  PortuD  por  medio  de  sv  apoderado  p' ' 


■/ 


J 


I 


le  reTOGtdo  j  deelarwlo  ddIo  y  fenecido  el  espediente  San  GuiUemo, 
tomo  comprendido  en  el  casoS.'de!  art.  75  del  reglamento,  porque K> 
tfebia  baberae  aidmltldo,  puesto  ([Qe  le  referia  &  no  terreno  ca;<l  espe- 
diente estaba  en  iramitacioii,  como  lo  erft  el  de  la  mina  Caridad,  da 
^e  M  le  eipidid'el  tiiolo  ea  I&  de  Diciembre,  y  tomd  posuioa  de  él 
dentro  del  ténrrlDo  legal: 

Reaultaodo  que  didoie  vista  á  la  parte  contraría,  pretendió  se  de< 
''CUrue  ftruie  7  «jecutorió  el  referido  decreto,  admitiendo  deAnittn- 
meote  el  registro  G¡iÍlle¡-mo,  dándolft  al  «ípedienKi  la  iraoiitncion  iegal 
que  correspQDdiera,  cnn  lo  que  el  Gobernador  en  3  de  Üctiibce  siguien- 
te declarfi  no  haber  lugar  á  lu  solicilado  por  D.  Primo  Lopeí  por  eaUr 
prevenido  ea  el  pírrafo  lercero  del  art.  68,  y  en  el  segundo  de!  Bli  de 
h  ley:  que  la  per^ooB  que  se  crea  iaatiuiada  ea  sus  derechoE  coa  la 
declaración  de  caducidad  pueda  recurrir  á  la  íia  contenciosa,  decla- 
rando en  el  mismo  dia  Drme  y  ejeculorio  el  decrete  de  2!)  de 
Hayo  anterior,  admitiendo  como  consecuencia  el  registro  San  Gití- 
tlermo: 

Resultando  que  habiéndose  alzado  de  dicha  resolución  para  ante 
la  Superitridad.  y  remilidos  a  ella  los  eipedieutes  antes  referidos,  se 
oyó  á  la  Junla  superior  facultativa  de  minería  y  á  !a  Sección  de  Go- 
bernación y  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  dictSndoso  á  su  virtui 
ana  orden  por  el  Gobierno  de  la  República  ea  (U  de  Junio,  y  anulado 
el  espediente  de  registro  San  Guillermo: 

Resultando  que  contra  la  anterior  orden  y  en  2í  de  Julio  siguieute 
presentó  demanda  contencioso- administrativa  eu  este  Tribunal  Supre- 
mo el  br.  f-  Bernardo  de  Toro  y  Moya,  á  nombre  y  cao  poder  de  Don 
José  Sevilla  Jurado,  prdendieQdo  se  deje  sin  efecto  como  nulo  y  de 
ningún  valor,  y  se  mande  que  prosiga  aegun  eu  naturaleza  y  estado 
el  expediente  Guillufmo,  fundado  en  cuanto  i  su  admisión  en  que  se 
trata  de  una  resolución  ministerial,  contra  la  que  no  queda  recurso  al- 
si  no  se  abre  la  via  contenciosa:  en  que  por  una  nulidad  Qoticia 
fe  le  niega  la  propiedad  de  la  mina  que  le  otorgara  el  decreto  de  ca- 
ducidad-  en  que  la  demanda  está  en  su  lugar,  atendido  á  lo  que  se  or- 
dena en  el  QÜra.  i.'  del  art.  89  da  la  ley  de  minas  de  1850.  reformada 
e  4  da  KuMJlsdlJilkJM^ li^^  >■  ¿fden  reclamada  es  revQ- 
.  -  -'sta  por  su  naturaleía  e» 
i>  r.iviir  del  denunciado 
iey  y  enau  espíritu 
'  I  '  ningún  derecho, 
■I.  -*lti«o;i  dejando 
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Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guberoatÍTo, 
habiéndose  presentado  eb  los  autos  et  Licenciado  D.  Primo  López  San* 
chez  Fortün  é  coadyuvar  á  la  Administración,  se  mandó  tener  presen- 
te á  su  tiempo  y  se  pasó  todo  al  Ministerio  flscaU  el  cual  se  ha  opuesto 
á  la  admisión  de  la  demanda  en  escrito  de  24  de  Diciembre  último, 
apocado  en  que  en  minería  solo  procede  el  recurso  contencioso  en  los 
casos  taxativamente  determinados  en  la  ley  y  reglamento  del  ramo,  7 
que  el  de  que  se  trata  no  está  comprendido  en  ninguno  de  los  que 
expresa  el  art.  89  de  la  ley,  ni  en  ningún  otro  en  que  con  arreglo  ai 
€8  de  la  misma  solo  el  registrador  denunciante  puede  acudir  á  la  tía 
contenciosa  como  coadyuvante  de  la  Administración,  pero  de  ningún 
modo  como  demandante,  porque  hasta  que  sea  decretada  la  caducidad 
de  la  mina  no  nace  la  esperanza  (no  el  derecho)  al  terreno  denunciado: 
-en  que  el  expediente  San  GuiUermo  no  es  de  simple  registro,  sino  de 
registro-denuncio,  en  el  que  no  puede  caber  la  resolución  de  que  habla 
el  párrafo  tercero,  en  el  que  expresamente  se  dice  que  procede  el  re- 
curso contencioso  contra  la  providencia  de  caducidad;  pero  no  Qontra 
aquella  en  que  se  declarase  la  no  caducidad,  ó  sea  en  la  que  se  desesti- 
me el  denuncio;  manifestando  por  un  otrosí  que  si  la  Sala  creyese 
procedente  la  yia  contenciosa  y  admitiese  la  demanda,  el  Licenciado 
Charrin  tiene  personalidad  para  ser  coadyuvante  de  la  Administración 
á  nombre  dé  D.  Primo  López;  en  cuyo  estado  se  pusieron*  los  autos  de 
manifiesto  por  tres  dias  al  mismo  y  al  demandante  al  solo  efecto  de 
instrucción  del  anterior  escrito  fiscal: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Cano  Manuel: 
Considerando  que  en  minería  sdlo  son  reclamables  en  via  conten- 
ciosa las  resoluciones  ministeriales  comprendidas  en  los  casos  taxa- 
tivos del  art.  89  de  la  ley  de  1859,  reformada  por  la  de  4  de  Marzo 
de  1868: 

Considerando  que  la  orden  reclamada  no  se  halla  evidentemente 
comprendida  en  el  caso  4  .*  del  citado  artículo: 

Considerando  que  tampoco  se  baila  comprendida,  como  se  preten- 
de, en  el  casó  2.*  del  citado  articulo,  porque  la  providencia  adminis- 
trativa que  revoca  no  concede  ni  niega  la  propiedad  de  minas  en  un 
expediente  de  concesión,  como  era  necesario  al  efecto,  sino  que  se 
limita  á  declarar  abandonadas  las  labores  de  una  mina  en  otro  de  di- 
ferente objeto  y  tramitación,  por  virtud  del  cual  no  se  niega,  sino  que 
se  declara  caducada  y  perdida  la  propiedad*  que  no  babia  llegado  á 
adquirirse  por  no  hallarse  ultimado  el  expediente  de  su  registro: 

Considerando  que  tampoco  lo  está  en  el  caso  3.*  del  expresado  ar- 
ticulo 89,  porque  aun  dando  á  la  providencia  revocada  el  valor  y  'sig- 
nificación legal  que  en  sí  no  tiene,  la  orden  ministerial  np  declara  la 
caducidad  de  una  concesión,  antes  bien  revoca  y  anula  la  que  se  sos- 


tiene  haber  sido  declarada  por  d  Gobeniador  de  Murcia  ea  el  expe- 
diente de  caducidad  de  la  mioa  Caridad: 

Goisiderandd»  por  lo  eipuesto,  que  la  iadole  y  el  efecto  de  la  órdeo 
reclamada  es  él  de  anular  un  expediente  de  registro-denuncio  incoado 
según  la  misma  con  infracción  manifiesta  delart.  6&de  la  ley  Tigeotei^ 
quedando  por  tanto  reducida  á  resoWer  una  cuestioo  de  tramitación, 
y  procedimiento,  para  cuya  decisión  es  expedita  la  competencia  en  el . 
orden  administrativo,  sin  que  por  ella  se  lastime  el  derecbo  del  inte- 
*  rosado,  que  queda  á  saWo  para  ejercitarle  con  arreglo  á  la  ley,  y 
que  por  lo  tanto  no  tiene  carácter  de  deflnitlya  para  ser  reclamada 
útílraente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  la  via 
contenciosa,  é  ipadmisible  la  demanda  presentada  ¿  nombre  de  D.  José 
Sevilla  Jurado  contra  la  orden  del  Gobierno  de  la  República  de  10  de 
Junio  de  1873. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Celeeeion  legislativa^  sacándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Ministerio 
de -Fomento  con  la  oportuna  certificación,  lo  pronunciamos,  manda- 
mos y  flrmamos.=Juan  González  Acevedo.=sJosé  Maria  Herreros  de 
Tejada.=Juan  Jiménez  Cuenca. = Juan  Cano  Manuel.=Gríspulo  García 
Gomez^  de  la  Serna.=Eugenio  de  Aogulo.=Alvaro  Gil  Sanz. 

Publicación. =Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  pot  el 

Excmo^  Sr.  D.  Juan  Cano  Manuel,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo» 

celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que  certifico  como 

Secretario  Relator  en.  Madrid   á  9  de  Febrero  de  1874.=Enrique 

Medina. 

(Gaceta  de  23  de  Abril  de  1874). 


PRESIDENCIA  DEL  CONSEJO  DE  MINISTROS. 


Resolución  en  el  éippediente  de  competencia  sobre  solicitud 
de  amparo  hecha  por  el  denunciador  de  varias  pertenencias 
mineras  contra  el  interdicto  de  la  heredad  de  aguas  de  la 
dudad  de  Telde. 

En  el  expediente  y  autos  de  competencia  suscitada  por  el  Subgo- 
bernador  de  la  Gran  Ganaría  al  Juez  de  primera  instancia  de  Las  Pafl- 
mas,  de  los  cuales  resulta: 

Que  el  referido  Subgobernador  dirigió  al  Juzgado,  con  fecha  6  de 
Junio  de  1875,  un  oficio  manifestando  que  D.  Francisco  Romero  y 
Cerdeña,  denunciador  de  varias  pertenencias  mineras,  había  acudido 
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•«quella  Autoridad  admiDisiratira  eo  solicitud  da  qoc;  le  amparara 
contra  el  interdicto  que  á  nombre  de  la  Recadad  de  aguas  de  la  ciudad 
de  Telde  se  habia  preseniado  con  el  fiín  de  ia»pedir  el  denuncio;  por  lo 
que  el  Subgoberuador  despachaba  requerimiento  de  inhibición  al  Jíiez* 
citánéole  lo  prescrito  en  el  art.  54  de  la  ley  de.  minas  de  4  de  Mayo  de 
iS68;  en  el  94  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  4859,  y  ea  él  14^  de  la  ley 
provincial: 

Que  con  fecha  9  de  Junio  del  mismo  año  contestó  el  Juez  que 
por  Qínguno  de  los  Escribanos  adscritos  al  mismo  se  tramitaba  el  in* 
terdicto  de  qite  hablaba  el  requerimiento;  pero  habiendo  sido  presen- 
tada en  11  de  igual  mes  de  Junio  la  demanda  á  que  el  oficio  se  referia» . 
el  Juez,  después  de  haberla  admitido  é  igualmente  la  información  tes- 
tifical ofrecida,  se  hizo  cargo  del  oficio  del  Subgoberuador,  sustaació  . 
el  incidente  de  competencia,  y  dictó  sentencia  confirmando  la  juris-  : 
dicción  ordinaria,  fundándose  principalmente  en  que  no  constaJm  que., 
hubiera  recaído  acuerdo  alguno  administratiyo  que  contrariase  el  in- 
Ntecdicto: 

Que  el  Subgoberaador,  apartándose  del  informe  de  la  Comisión 
prorincialf.  despachó  nuevo  oficio  al  Juez  insistiendo  en  su  neqne* 
rimiento  anterior,,  con  lo  cual  se  dio  por  suscitado  el  presente 
conflicto: 

Visto  el  art.  57  delceglaoGiento  de.25  de  Setiembre  de  186S,  según 
el  cual  el  Gobernador  que  comprendiese  perteuecerle  el  conocimiento 
de  un  negocio  en  qué  se  halle  entendiendo  un  Trihupal  ó  Juzgado  or<  . 
dinario  ó  especial,  le  retquerirá  inmediatamente  de  inhibición,  maui-  . 
íestando  las  razones  que, le  alistan,  y  siempre  ql  texto  déla  disposición 
en  que  se  apoye  para  reclamar  el  negocio: 

Considerando: 

Que  para  que  pueda  suscitarse  conflicto  de  jurisdicción  entre  dos 
Autoridades  es  indispensable  que  á  la  vez  estén  ambas  conociendo  en 
un  mismo  asunto,  y  en  el  presente  caso  aparece  probadp  que  erando 
el  Subgobernador  despachó  su  requerimiento  al  Juez  no  se  habia  pre- 
sentado aun  la  demanda  de  interdicto,  por  lo  q\ie  falta  la  cendtcioa 
más-esencial  para  suscitar  esta  clase  de  conflictos; . 

Conformándome  con  lo  consultado  por  el  Coúsejo  de  £stadq  en 
pleno. 

Vengo  en  declarar  esta  tspmpetencia  mal  suscitada^  y  qiM  at>  bA>  la- 
gar á  decidirla. 

San  Martin  priniero  de  Mayo  de  mil , ochocientos  setenta  y  cuatro. 

FaAacisca  Síehbaiio. 

El  PresfdeoiA  del  Consejo  de  Ministros, 
JOAR  DE  ZaVALA. 

(Gaceta  de  iO  de  Mayo  de  1874;. 
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MiraSTERIO  DE  FOMENTO. 

Orden  variando  éí  art.  8t  del  Regíamento  vigente  para  la 
ejecución  de  la  ley  de  niina$. 

i 

limo.  Sr.:  Las  bües  genQfflleB^parb  la  nii^y^  tegislacioD  de  mioas, 
al  establecer  como  uoidad  para  todaa  las  concesiones  mineras  un  cua- 
4^ado  de  100  metros  de  lado,  derogaron  el  art.  lúdela  ley  xeforiMa*' 
da,  que  da  diferente  extensión  á  las  pertenencias  para  ciertos  minera- 
les; y  como  esa  diferencia  constituía  el  fundamento  de  lo  prescrito 
por  el  art.  51  del  reglamento  vigente  respecto  délas  escalas- en  qnerse 
4eben  trazar  los  planos  de  demarcación;  para  que  haya  armenia  eatre 
el  nuevo  precepto  legal  y  esa  disposicioD^  reglamentaria,  y  para  que 
los  planos  oficiales  repreeenten  las  coDcesíoneB  con  la  claridad  y  de^ 
talles  coovenientes,  el  Presidente  del  Poder  Ejjecutivo  de  la  Repúbitoav 
de  acnerdo  con  lo  iofbrmatlo  por  el  Goiise}^»  d»  Bstado  y  por  la  Junta 
^npevior  facultativa  dé  Minería^  ha  tenido  á'bién  disponer  que  elar-^ 
tieulot  51  del  reglamento  vigente  para  la  ejecacion  da  la  ley  de  minatf 
aea  sustituido  por  el  siguiente: 

.  «Artículo  bl.  De  toda  demarcécion  se  levantará  por  los  .Ingeoteros 
un>  pkKDO  topográfico,  del  que  presentatin  al  Gobierpo  da  la  prpviaeia 
dos  ejemplares  trazados  en  papel  marquíHa  ó  tela,>aoompiñados  de  la» 
-oportuna  explicación  y  con  el  margen  suficiente  para  unirse  imo  M 
^pédienle  y  otro  al  tituld  de  propiedad^  debiendo  quedar  otta  copia 
en  la  Jefatura  del  distrito  ó  proTincia. 

La  escala  de  los  planos  será  de  i  por<  5.000  coando  la  coocesioo 
^ue  representen  no  pase  de. SO  hectáreas,  y  de$l  árlO.OOO  de  50  hec« 
tareas  en  adelante.  Mas  cuando  hubiere  de  repreaentarse  como  objeto 
pciocápal  del  plano  alguna  figura  de  menos  superficie  q«e  uña  heetávea 
d  de  menor  l!atitud  que  100  metros,  deberá  eiaplearaeilaresMla  de  i  por 
2.500;  pudiendo  en  casos  especiales  adoptar  losclagenieros  otras  escah 
Us  que  crean  más  convenientes,  siempre  que  justifiquen  4ús::moUieofB 
de  su  adopción. 

Los  planos  se  dibujarán  con  esmero  y  limpieza,  empleáindosef^Va'- 
riedad  de  tintas  para  mayot  claridad,  y  se  determinará  la  situaotoíi  de 
las  investigaciones,  rjQgistres,  laboree  mineras  y  minaft.oolindaiit^si 
mareándose  sus  bocas  6  pontos  de  partida  siempre  que  sea  posible* 

Para  la  formación  dé> los  planosiy.  exteñsioo  de las.actas  dedemar'^ 
caoion,  l9s  Ingenieros  se  atendrán. á  lasrei^s/y  modelos  pubUcados 
for  la  Real  orden  de  25  de  Febrero  de  186S.*, 

De  orden  del  expresado  Sr.  Pres^ente^locomooico  á  Y.  I.  para  su 


■  lili  )(o%*^* 
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conocimiento  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  L  muchos  años.  Nai 
drid  9  de  Hayo  de  1874. 

^  líOfiQfUUlÁ. 

Sr.  Director  general  de  Agricultura*  Industria  7  Comercio. 

{Qa€,etad9  i9de  May^de  1874;. 
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TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  d^ando  firme  y  subsistente  lá  Real  orden  que' 
declaró  cancelado  el  expediente  de  lá  mina  titulada  et 
Enano. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  27  de  Febrero  de  1874,  en  los  autos  coo* 
tencioso-admioistrativos  seguidos  en  primera  y  -ünica  instancia  entre» 
la  Sociedad  carbonífera  La  Iberia,  representada  por  el  LiGeDciado  Doih 
Nicolás  María  fiivero,  sustituido  por  el  de  igual  clase  D.  Vicente  Nu* 
ñez  dé  Velascoy  y  la  Administración  general  del  Estado,  que  lo  es  por 
el  Ministerio  físcaU  y  los  Licenciados 'D.  Emilio  Cénavas  del  Gastil4o  y- 
D.  Tomás  Pérez  Anguita,  como  coadyuvantes  de  ésta,  el  primero  e& 
representación  de  la  Sociedad  especial  manera  La  Manchegar  Bélica  y- 
Vizeaina,  y  el  segundo  en  nombre  de.  la  investigación  San  Ant&nio^ 
sobre  que  se  revoque  la  Real  orden  de  28  de  Julio  de  1888,  qne  de* 
claró  cancelado  el  expediente  de  investigación '  de  la  miira,  titilada 
El  Enano: 

Resultando  que  anulado  por  Real  orden  de  17  de  Octubre  de  18dS 
el  registro  de  la  mina  El  Enano,  reservando  á  Ibs  interesados  el  de- 
recho de  continuar  los  trabajos  ctímo  de  investigación,  D.  Diego  Raya, 
representante  de  la  Sociedad  la  /fr«ría,  en  16  de  Diciei'abre  de  188$ 
acudió  al  Gobernador  de  Córdoba  solicitando  permiso  para  investigat 
dos  pertenjencias  mineras  del  indicado  registro  y  coa  igual  denomina- 
cion,  sitasen  torren»  dQ  Propios  dedicado  á  pastqs,  en  el  térmieo  de 
Espiel,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  17  y  21  de  la  ley  de 
1859,  señalando  los  linderos  y  haciendo  la  designación  oportuna,  cuya 
solicitud,  previa  licencia  del  dueño  del  terreno,  fué  admitida  por  pro* 
videncia  de  27  de  Enero  de  1884.    . 

Resultando  que  en  20  de  Febrero  de  4885  se  pasó  el  expediente  al 
Ingeniero  para  que  infucmase,  previniéndole  que  al  examinar,  oobí* 
probar  y  en  su  capo  rectificar  la  designación,  tuviese  presente  el  re«- 
glstro  primitivo,  y  que  en  20  de  Julio.dB,1887  manifestó  aquel  que  la 
sitttacion,'lindero8  y.  visuales  de  referencia  fiados  convenían  ooa  el 
punto  señalado  en  el  terreno:  que  su  designación  estaba  en  gran  parte 
fuera  djel  expediente  antigeo  de  que  procedía,  ocupáadose.  con  ella 


oln  de  la  mioa  So»  Antrntío  é  ioTe3«í|;«cion68  tfe  La  Herradura  y  ¿d^ 
^lÍAOiia;  y  qujB  como  éstas  eran  mes  anligiias  y  comprendUo  el  lerreoo 
designado  por  la  investigación  El  Enano»  careciendo  éste  de  terreno 
francou  proponía  la  nalidad  de  dicko  eipedleote  pov  haberse  copado 
SQ  punto  de  partida  con  las  perientociaa  ijadas  á  la  investigación  de. 
La  Herradura. 

Resaltando  q$te  dada  vista  del  anterior  informe  á  D.  Diego  Raya  Jie 
impugnó  en  15  de  Setiembre  de  1867,  exponiendo  las  razones  qne  en 
su.concepto  habia  para  desestimarle:  qae  hecho  cargo  de  ellas  el  lv{^, 
geniero«  emitió  nuevo  dictamen  ep  11  de  Noviembre  siguiente,  dicien«. 
do:  que  fué  comprobada  la  localizacíon  de  los  antiguos  registros  y  de 
las  investigaciones,  encontrándose  en  todos  defectos  que  en  geneiraV 
se.  han  subsanado  en  los  última»,  y  que  se  igualaron  selo  los  expe* 
dientes  que  tienen  defectos  equivalentes:  que  como  prueba  de  los  qne 
para  Raya  eran  ligeros  é  insignificantes,  citaba  los  cometidos  en  el  an- 
tiguo de  El  Enano:  pues  prescindiendo  de  la  equivocación  cometida  en 
la  designación  del  mismo  al  fijar  dos*  distancias  á  rumbo  Sur  Este  al 
Sur  Oeste,  se  encuentra  el  terreno  designado  casi  en  totalidad  dentrio 
de  las  pertenencias  concedidas  á  las  minas  San  Antonio  y  La  Lum,  lo 
cual  viene  á  dar  crédito  á  las  manifestaciones  hechas  por  los  concur- 
rentes á  la  operación  de  haberse  variado  el  punto,  de  partida  de  esto 
registro  á  consecuencia  de  quedar  el  primitivo  dentro  de  las  pertenen- 
cias que  fueron  demarcadas  á  la  mina  San  Antonio;  consignando  ade*» 
más  la  equivocación  padecida  por  el  investigador  de  El  Enano  en  la 
designación  de  los  linderos,  siendo  tan  graves  los  defectos  de  locali- 
zacíon y  designación  para  el  antiguo  expediente  de  este  nombre,  que 
permitian  igualarlos  á  los  que  se  cometían  en  el  de  registro  La  HWr 
radura^  que  era  preferente  como  más  antiguo:  que  comparadas  laS; 
designaciones  de  las  investigaciones  con  las  de  los  expedientes  anti- 
guos de  que  traen  causa,  era  visto  que  los  correspondieatea  al  de  La 
Herradura  convienen  con  las  del  registro  de  que  proceden,  exceptuan-t. 
do  la  ampliación  á  metros,  al  paso  que  las  de  El  Enano  solo  tienen 
15.000  varas  cuadradas  dentro  de  las  720.000  que  comprendían  cuatro 
pertenencias  del  registro,  tomando  en  complemento  A  éstas  igual  nú-, 
mero  en  terreno  ocupado  por  los  expedientes  que  tienen  derechos  dOi 
preferencia:  que  las  pertenencias  propuestas  para  las  iovestigacioDea 
procedentes  del  registro  La  Herradura  se  hablan  fijado  en  metros  por 
haber  encontrado  terreno  franco  para  esta  ampliación  sip  perjudicaF 
loñ  de  El  Enano;  y  por  último  que  los  rumbos  fijados  para  aquella» 
investigaciones  eran  los  mismos,  solicitados  en  la  designación;  ha- 
biéndose hecho  algunas  variecionee  en  perjuicio  de  tercero,  y  que  el 
4e8linde  practicado  no  pudo  ser  más  formal  mediante  ^  haberse,  com-, 
prendido  en  él  todos  los  expedientes  de  la  localidad,  al  cual  concurrió- 


¡ 


ron  todos  los  inierosados  qaeii«ki«roii  cooteslanéo  á  Us  pregaota» 
que  86  les  hizo  sobre  los  nombre»  de  los  sitieSi  camíDo»,  arroyos  j^ 
barrancos  citados  como  linderos  en  los  ezpedienles;  insisllendo»  por 
fin,  en  la  propuef>ta  de  nCilidad  heelia  «n  «I  expediento  El  Wnano;  y  el 
Gobernador  por  deerelo  do^  de  Dieiembtt»  de  I8&7>,  de  cooformi4ad' 
con  lo  propuesto  por  el  Ingeniero,  declaró  cancelado  este  expedéODl» 
pídr  falla  da  terreno  franco;  y  no  conformándose  el  interesado  con  ésta 
resolución,  se  alzó  de  ella  ante  el  Ministro  del  ramo,  quien  en  29  dé^ 
Julio  úe  1868  dictó  la  Real  orden  reclamada  conftrmando  el  deerelo^ 
del  Gobernador: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Nicolás  María  Rivero,  á  nombre 
de  la  Sociedad  carbonífera  La  Iberia^  en  II  de  Setiembre  do  1868  pre» 
sentó  demandaí  ed  el  Consejo  de  Estado  soltcitabdo  la  ref^oostion  ó» 
la  orden  de  28  de  Julio  de  1868,  fundándose  en  que  tramitados  los» 
antiguos  expedientes  contrarios  por  la  ley  de  1849,  y  radícatido  eq 
ésta  el  derecho  de  investigar,  solo  por  sus  disposiciones  debía  regirse: 
en  que  los  contrarios  no  pueden  invocar  en  su  apoyo  el  párrafo  último 
del  art.  37  del  reglamento  vigente,  porque  para  medir  la  eztensioB  de 
su  derecho  hay  que  acudirá  la  ley  de  1849  de  donde  nace,  el  cual  no* 
reconoce  la  de  1859,  cuyo  párrafo  citado  solo  se  refiere  al  registrador* 
que  aspire  á  convertir  en  investigación  su  registro  antes  de  beber 
concluido  la  labor  legah  en  que  no  eraniegalmente  admisibles  las  so*" 
licitudes  de  investigación  contrarias,  porque  al  tiempo  de  hacerlas  el> 
terreno  estaba  ya  en  parte  ocupado  por  el  registro  antiguo  Ei  Eñano^' 
rigiendo  la  ley  de  1859,  que  en  su  art.  84,  último  párrafo  del  M,  T 
éí  reglamento  reformado  en  su  párrafo  segundo  del  art.  75,  soto  eóa-^ 
sidefó  terreno  franco  aquel  que  no  está  oieapado  por  ninguna  investí*^ 
gecioD,  prohibiendo  el  último  dar  curso  á  las  solieitudes  de  regisira 
é  investigación  referentes  á  terrenos  ye  registrados  é  investigados, 
cuyos  expedientes  se  hallen  en  tramitaeioot  que  eran  eausa  bastanl» 
de  nulidad  los  radicales  cambios  introducidos  por  los  contrarios  en  Ib 
situación,  linderos  y  desigeaeion  de  sqs  registroe,  disponiéndose  en* 
el  art.  50  del  reglamento  vigente  que  quede  sin  efecto  la  designaeioo 
y  sin  curso  el  expediente:  que  habii^  otra  causa  de  nulidad  en  los 
mismos,  cuales  eran  laS' variaciones  iotroducidás  por'  el  Ingeniero  por 
si  y  atendiéndose  solo  á  un  pla^o  general  de  aquella  cuenca  quebabii^ 
íbrmado  á  su  gusto,  cuyo  derecho  le  niegan  la  ley  de  1849^  la  de  I8&9 
eo  su  art.  52,  y  el  reglamento  vigente,  en  sus  artículos  48  y  49^,  con« 
eediéndole  solo  esta  última  la  facultad  jle  rectificar  la  de8Ígaacioii«  de 
acuerdo  con  el  interesado,  y  siempre  que  4iubiese  leneno  flaneo 
duendo  al  demarcarse  se  bailase  defectuosa;  y  por  último,  en  que 
phino  general  fué  rechazado  por  la  Admiaistracieow  desapcebándolo 
k  comunicación  de  i8  de  Febreso  de  1867: 


Restiltando  que  declarada  proteededte  la  vía  cooteiiciiisa  j  d^dO' 
trascurrir  el  actor  sio  utfliiarle  el  termina  para  ampliar  la  demanda» 
el  Miaiaterio  fiscal  contestó  pidiendo  se  absolviese  de  ella  á  la  Aámi^* 
nistraeion  y  se  confirmara  la  orden  reclamada»  fundándose  en  que  los. 
registres  La  BBfradura  y  La  Juana^  más  antigaos  qae  Bl  Enano^  j 
á  los  que  se  reservó  el  derecho  de  investigar,  pudieron  hacerlo  oob^ 
servando  todo  el  lerreno  eom prendido  en  los  mismos,  ya  segoa  el 
an.  58  del  reglamento  de  <i49,  ya  ségna  el  párrafo  cuarto  del  art.  37- 
del  de  185d,  no  existiendo  razón  alguna  para  que  deje  de  ser  aplicahlft 
á  La  Herradura  y  La  Juana  esta  última  ley  á  virtud  de  un  derecho 
reservado  en  la  antigua  y  respetado  en  la  moderna  por  la  t^eera  de 
sus  disposiciones  generales;  y  que  la  ley  de*  i859»  según  la  del  49»  es 
aplicable  á  los  registradores,  cambiada  su  primitiva  condición  por  k - 
de  investigadores,  nos  lo  viene  á  demostrar  el  demandante»  cuando  al 
solicitar  la  investigación  de  El  Enano^  procedente  del  registro  del 
mismo  nombre,  hecho  en  30  de  Agosto  de  1852,  pidió  dos  perfceoeB* 
cias,  apoyándose  en  Ids  artículos  17  y  21  de  la  vigente  ley,  y  haciendo 
caso  omiso  del  art.  10  de  la  de  1849,  párrafos  primero  y  cuarto  del 
reglamento:  en  que  si  pudo  solicitar  las  dos  pertenencias  con  arreglo 
á  la  de  1859,  igual  derecho  tes  asistía  á  La  Herradura  y  La  Juaim 
que  aun  estaban  en  mejores  eondidonerque  El  Enano:  que  el  párrafo* 
caavto  del  art.  57  del  reglamento  de  1859,  citado  en  la .  demanda,  se 
refiere  al  art.  28  de  la  ley,  la  cual  establece  en  su  párrafo  segundo  que 
todo  registrador  puede  aspirar  á  convertir  en  investigación  m  registro 
antes  ó  después  de  haber  concluido  la  labor  legal,  siendo  preciso  r6«' 
conocer  que  unos  y  otros  registradores  han  podido  solicitar  dos  per- 
tenencias para  la  investigación,  y  la  Administración  no  ha  podido^ 
menos  de  admitir  sus  solicitudes:  que  siendo  el  terreno  de  las  iaves» 
tigacioues  Lsi  Herradura  y  Lsí  Juana  el  mismo  comprendido  en  los 
primitivos  registros»  segun  lo  deoiostró  por  las  declaraciones  del  In* 
geaiero  iefe»  quien  además  dice»  respecto  del  registro  Bl  Enanos  que 
la  casi  totalidad  del  terreno  designado  está  dentro  de  las  pertenencias! 
de  las  minas  San  Antoniú  y  La  Luz,  dicha  investígacion  El  Enano  ha 
tenido  necesidad  de  sujetarse  á  la  demarcación  de  La  Herradura  y 
La  Juana,  y  solo  en  el  caso  de  que  éstas  dejasen  terreno  franco,  po* 
dian  aspirar  á  su  adquisición:  que  ao«  existen  cambios  radicales  dn  li^ 
situación»  linderos  y  designación  de  les  registros  La  Herradura  y  La 
Juana,  y  que  el  párrafo  segundo  del  art«  30  del  reglainento  de  1859  ea 
más  bien  aplicable  á  la  investigieion  £i  fnaiia,  porque  según  el  In*. 
genlero  los  defectos  de  qbe  adolece  la  designación  de  esta  investiga-'' 
cien  son  masque  suficiente  para  dejarla  sin  efecto,  y  sin  curso  el 
expediente  con  sol«  el  derecho  de  representar  al  Ministerio  de*Fo* 
rawnto,  á  quien  la  ley  foculta  pata  decidir  sin  ulterioc  recurso;  y  por 
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ultimo,  que  el  Ingeniero  podo  tener  eo  cuenta  para  soa  iralMJoa  él 
plano  general  formado  de  la  cnenca  carbonífera  de  Belmez  y  fopiel, 
el  cual  no  iaé  desaprobado  por  la  Direceionj  aino  dcToelto  al  distrito 
por  orden  de  28  de  Forero  de  4867,  mandando  <iQe  los  expedienten 
comprendidos  en  el  mismo  foesen  resuellos  segon  su  prioridad  res* 
pectiTa,  lo  coal  se  dedoce  de  la  citada  Real  orden,  y  asi  lo  tiene 
acordado  la  Sala  en  sentencia  de  18  de  Enero  de  i87t»  dictada  en  el 
pleito  promovido  por  la  Sociedad  /to^  sobre  nulidad  del  registro  do 
la  mina  anillo  Tomos,  término  de  Bspid: 

Resultando  que  tanto  de  la  certificación  de  la  orden,  de  28  de  Fe- 
brero de  1867  como  de  ios  ezpedieotes  de  registro  é  investigacioo  do 
Rl  Enano^  Herradura^  La  Juana  y  San  Antonio  remitidos  por  el  Mi- 
nisterio fueron  instruidas  las  partes  en  el  término  que  al  efecto  le» 
señaló  la  Sala: 

Resultando  que  señalado  día  para  vlsta^  el  Ministerio  fiscal  pre- 
sentó un  escrito  acompañando  copias  de  las  órdenes  de  la  Regencia 
de  1/  de  Octubre  de  1870  y  su  aclaratoria  de  12  de  Abril  de  1871,  y 
otra  de  17  de  Octul)re  siguiente,  por  la  cual  se  le  previene  por  el 
Ministerio  de  Fomento  que  en  todos  los  pleitos  pendientes  en  este 
Tribunal  Supremo  sobre  revocación  de  Reales  órdenes  que  concedie- 
ron la  reserva  del  derecho  de  investigación  anteriores  y  posteriores  á 
la  citada  de  1.*  de  Octubre,  se  atenga  á  lo  prevenido  en  esta:  que  el 
primer  punto  que  resuelve  envuelve  una  variación  esencial  y  completa 
de  lo  resuelto  por  la  Administración  activa  desde  30  de  Setiembre  de 
1883  en  los  casos  análogos  al  que  ba  dado  margen  á  este  pleito:  que 
segUD  el  criterio  establecido  por  la  Administración,  en  esta  última  se 
concedió  á  los  registradores  de  minas  de  carbón  de  la  cuenca  de 
Relmez  y  Bsplel,  que  registraron  con  arreglo  á  la  ley  de  1849,  la  fa* 
cuitad  de  continuar  como  investigadoies  en  el  caso  de  qué  por  falta 
de  mineral  se  hubieran  cancelado  los  expedientes  de  registro,  po- 
diendo solicitar  por  investigación  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  la  ley  de. 
1859  vigente  á  la  fecha  en  que  aquellos  fueron  anulados:  que  según 
la  ¿el.*  de  Octubre  la  reserva  del  derecho  de  investigar,  otorgado 
conforme  al  art.  58  del  reglamento  de  minas  de  3!  de  Julio  de  1849» 
se  extiende  solo  á  las  dimensiones  que  entonces  tenia:  que  las  causas 
que  hayan  podido  dar  logar  á  tan  importante  variación  se  comprende, 
que  no  han  debido  ser  otras  que  d  mejor  estudio  hecho  para  fijar  las 
disposiciones  verdaderamente  aplicables  á  los  registradores  de  minas, 
que  registraroQ  cuando  estaba  en  vigor  la  ley  de  1849;  y  que  al  con* 
▼ertirse  sus  registros  en  investigaciones  estaba  rigiendo  la  de  1858» 
viniendo  á  resolver  la  Administración  en  último  punto  que  los  inves- 
tigadores cuyo  derecho  nacia  de  aquella  no  puedan  invocar  ésta  si 
hubi^e  perjuicio  de  tercero,  y  después  de  excusar  á  la  Administra- 
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eioo  por  la  modificación  introducida  de  no  ocultar  que  la  'Sala  ha 
filiado  algunos  asuntos  de  esta  dase  en  sentido  contrarío  al  criterio 
últimamente  establecido,  de  manifestar  que  cuando  tenga  á  la  rát^i 
el  expediente  gubernativo  á  que  dio  logar  la  orden  de  i*  de  Octubre, 
y  la  consulta  del.  Contojo  de  listado  en  pleno  que  habia  de  venir  á  este 
Supremo  Tribunal  con  motivo  de  la  demanda  de  la  Sociedad  Mmtche' 
f a,  Bétiea  y  Vizcaína^  expondría  las  razones  que  en  su  concepto 
existen  para  mantener  la  resolución  aludida,  y  de  expresar  que  lo 
mandado  en  la  Real  orden  de  i7  de  Octubre  de  4872  equivalía  á  decir 
que  se  allanase  á  la  demanda  interpuesta  á  nombre  de  la  Sociedad 
Iberia^  y  que  en  tal  supuesto  no  habia  razón  alguna  que  justificase  la 
continuación  de  este  pleito,  pidió,  que  atendida  la  especialidad  del 
caso  se  admitiese  este  escrito  con  las  órdenes  adjuntas,  y  dejando  sin 
efecto,  si  asi  se  juzgaba  conveniente,  la  suspensión  de  la  vista,  co^ 
municindose  los  autos  á  la  parte  demandante  para  qué  .alegase  lo 
que  creyese  conveniente  á  tu  derecho  acerca  de  dichas  manifes- 
taciones: 

Resultando  que  la  Sala,  por  auto  de  14  de  Marzo  1873,  suspendió 
la  vista  señalada,  dejó  sin  efecto  las  providencias  de  29  de  Noviembre 
de  4871  y  7  de  Marzo  de  1873,  reponiendo  los  autos  al  estado  que  te- 
nían en  24  de  Noviembre  de -4871;  y  de  conformidad  con  el  Ministerio 
fiscal  mandó  que  se  hiciese  saber  á  los  interesados  en  las  investiga- 
ciones Herradura,  Juana,  San  Antonio  y  La  Lut,  para  que  si  viesen 
convenirles  acudiesen  á  sostener  el  derecho  de  que  se  creyesen  asisti- 
dos en  el  término  de  30  días,  bajo  el  correspondiente  apercibimiento: 

Resultando  que  én  su  virtud  se  mostró  parte  el  Licenciado  Don 
Emilio  Cánovas  del  Castillo,  en  nombre  de  la  (Sociedad  especial  minera 
La  Manchega^  Bétiea  y  Viweakia^  á  la  que  correspondían  las  invef- 
ligaciones  La  Juana  y  La  Herradura,  pidiendo  que  se  le  absolviese 
de  la  demanda,  ya  que  en  cumplimiento  de  una  Real  orden  se  allana- 
ba á  la  misma  el  representante  de  la  Administración  proveyendo  en 
definitiva  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  resolución  reclamada  de  28 
de  Julio  de  1868,  fundándose  en  que  no  es  cierto  que  el  art.  58  del 
reglamento  de  minas  de  4849  limita  á  una  sola  pertenencia  lo  que  por 
investigación  puede  obtenerse:  que  la  mente  del  legislador  era  que  se 
concediese  en  concepto  de  investigación  todo  el  terreno  registrado, 
perseverando  en  su  pensamiento  el  art.  37  del  reglamento  reformado 
de  5  de  Febrero  de  4863;  que  ya  se  atienda  á  este  reglamento  ó  las 
leyes  de  4849  y  4859,  el  registrador  á  quien  se  anula  un  expediente 
por  no  haberse  confirmado  la  existencia  de  mineral  en  el  acto  del  re* 
conocimiento  puede  obtener  por  investigación  el  número  de  pertenen* 
4:ias  de  que  constaba  su  registro,  con  tai  que  en  cada  solicitud  no  se 
pidan  más  que  dos,  sin  que  sea  exacto  que  el  último  párrafo  del  «r- 


inas  señaladas  al  mismo  hasta  et  numero  qae  en  minas  carboofferas^ 
tsoDéede  el  art.  I!  de  la  ley  de  ift49: 

Considerando  qae  la  referencia  que  hace  él  expresado  arUcoIo  á 
los  requisitos  que  marca  la  sección  ^.*  del  capitulo  4.**  del  reglamento^ 
para  los  que  investigan  por  medio  de  pozos  ó  galerías  solo  debe  en- 
tenderse de  los  requisitos  que  tienen  conexión  con  los  trámites  de  los 
expedientes,  mas  no  de  todo  aquello  que  afecta  al-  detecho  á  una  6 
más  pertenencias,  objeto  exclusivo  de  la  ley  sustantiva  que  no  puede 
Tariar  la  disposición  reglamentaria: 

Considerando  asimismo  que  el  fíoaí  del  art.  37  del  reglamento  re- 
formado de  25  de  Febrero  de  4863,  si  bien  se  limita  á  determinar  U 
forma  de  la  solicitud  no  permitiendo  en  cada  una  más  de  dos  perte* 
nencias,  presupone  virtualmente  que  al  investigador  se  concede  mis 
de  una  pertenencia,  puesto  que  si  asi  no  fuera,  no  tendría  aplicación 
ni  razón  de  ser  la  disposición  de  este  articulo: 

Considerando  que  la  ley  de  1859,  secundando  laa  miras  de  la  an- 
terior legislación  y  desarrollando  su  espíritu,  establece  de  un  modo 
expreso  lo  que  en  aquella  había  de  sobreentenderse  por  medio  de  uoa 
recta  interpretación  que  fijó  á  su  vez  la  jurisprudencia: 

Considerando  que  bajo  este  criterio  es  procedente  la  aplicación  de 
la  ley  de  4849  á  los  expedientes  incoados  y  no  fenecidos  al  tiempo  de 
su  promulgación,  al  tenor  de  lo  prescrito  en  la  regla  3/  de  las  gene- 
rales de  la  ley  que  coicede  entrar  desde  luego  en  el  goce  de  todas  las 
ventajas  que  ella  proporciona,  con  tal  de  que  sea  sin  perjuicio  de  ter- 
cero«  á  los  concesionarios  de  la  anterior  legislación,  cumpliendo  éstos 
las  condiciones  con  que  obtuvieron  sus  concesiones  y  autorizaciones: 

Considerando  que  en  el  caso  presente  no  ha  existido  peq'uicio  de 
tercero,  pprque  el  expediente  de  investigación  de  'Bl  Enano  es  poste- 
rior á  la  publicación  de  la  ley  de  4849: 

Considerando  que  á  sancionar  toda  la  doctrina  expuesta  viene  la 
inteligencia  invariable  que  por  largo  espacio  de  tiempo  ha  dado  la 
Administración  activa  á  todas  las  disposiciones  citadas,  de  acuerdo 
con  la  jurisprudencia  establecida  por  este  Supremo  Tribunal  en  sus 
sentencias  de  46  de  Enero,  46  y  48  de  Marzo  de  4874  con  el  sello  que 
imprime  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada:  . 

Considerando  que  la  Real  orden  de  4.*  de  Octubre  de  4870  que  vino 
i  introducir  novedad  en  la  doctrina  hasta  entonces  admitida,  ana 
concediendo  que  sea  de  carácter  reglamentario  y  que  no  esté  compren* 
dida  en  el  caso  previsto  en  el  art.  92  de  la  Constitución  del  Estado, 
carece  de  fuerza  obligatoria  por  no  haber  sido  promulgada  en  debida 
forma: 

Considerando  que  si  bien  el  Ministerio  fiscal,  en  vista  de  está  no- 
vedad y  de  los  motivos  que  expone  en  su  escrito  de  43  de  Marzo  de 
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1873»  86  ha  separado  de  este  pleito,  esta  circanstancia  no  obsta  á  1^ 
prosecución  del  juicio,  dado  que  las  resoluciones  administrativas  que 
lastimando  derechos  preexistentes  causan  estado,  solo  pueden  ser  re* 
formadas  en  la  via  contenciosa,  sin  que  la  Administración  pueda  Vol- 
Ter  sebre  sus  actos  ni  por  sí  ni  por  medio  de  sus  representantes: 

Considerando,  por  todo  lo  expuesto,  que  según  el  resultado  que 
arrojan  los  reconocimientos  é  informes  del  Ingeniero  Jefe,  la  designa- 
ción de  la  investigación  de  El  Enano  de  1863  está  en  gran  parte  fuera 
del  terreno  del  anterior  registro  de  que  procede,  oeupáodo  con  ella 
otra  de  la  mina  San  Antonio  é  investigaciones  de  La  Herradura  y  La 
Juana  más  antiguas,  y  por  consiguiente  con  la  prioridad  que  les  da  su 
anterior  fecha  según  la  doctrina  sentada  en  cuanto  á  la  conservación 
del  derecho  sobre  el  terreno  de  los  primitivos  registros,  careciendo 
por  lo  tanto  de  terreno  franco  según  se  consigna  en  el  decreto  del  Go- 
bernador de  Córdova  y  confirma  la  Real  orden  reclamada: 

Cionsiderando  asimismo  que  la  irregularidad  y  graves  defectos  de 
localizacion  de  que  adolece  la  designación  de  El  Enano  bastan  por  si 
solos  para  dejarla  sin  efecto  y  sin  curso  el  expediente  de  su  razón, 
conforme  á  lo  idispuesto  en  el  párrafo  segundo  del  art.  30  del  regla- 
mento de  1859: 

Considerando,  por  último,  que  los  efectos  de  la  absolución  dictada 
respecto  á  la  Administración  alcanzan  igualmente-á  la  Sociedad  Man» 
chega.  Bélica  y  Vizcaína  y  á  la  misa  San  Antonio  en  la  parte  que  les 
concierne,  que  citadas  y  emplazadas  han  comparecido  y  alegado  en 
estos  autos,  puesto  que  en  sus  respectivos  escritos  piden  la  confirma- 
ción de  la  Real  orden  reclamada; 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración 
general  del  Estado  de  la  demanda  propuesta  por  la  Sociedad  Iheria 
contra  la  Real  orden  de  28  de  Julio  de  1868,  que  dejamos  firme  y 
aubaistente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  a)  efecto  las  copias 
necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Ministerio 
de  Fomento  con  la  certificación  prevenida,  lo  pronunciamos,  man- 
daíQOs  y  firmamos. =José  María  Üerreros  de  Tejada. =Juan  Jiménez 
Cuenca.=:Juan  Ganó  Maauel.=José  Jiménez  Mascaros. =Crispulo García 
Gómez  de  la  Serba. =Eugenio  de  Ángulo. =Alvaro  Gil  Sanz. 

Publicacion.=:Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Juan  Gano  Manuel,  Magistrado  de  la  Sala  tercera  de 
este  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el 
día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  27 
de  Febrero  de  1874.=Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil.  . 

(Gaceta  de  20  de  Mayo  de  1874). 

Sección  ADuiRisTaATivA.— T.  V.  34 
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Sentenda  en  el  expediente  sobre  inteligencia  y  aplicación 
del  contrato  de  venta  de  varias  minas  de  carbón  de 
piedra. 

£d  la  villa  dq  Madrid,  á  31  de  Marzo  de  1874,  en  los  autos  seguidos 
en  el  Juzgado  del  distrito  de  Palacio  de  esta  capital  y  en  la  Saía  se-  ' 
guuda  de  la  Audiencia  del  territorio  por  D.  Carlos  Collantes;  Doña 
María  de  las  Mercedes  de  la  Mata«  viuda  de  D.  Mariano  Collantes  y 
Bustanaante,  por  sí  y  como  tutora  y  curadora  de  su  hijo  D.  Emilio  Co- 
llantes, y  Doña  María  de  la  Concepción  González,  viuda  de  D.  Luís 
Collantes,  por  sí  y  en  nombre  de  sus  hijos  menores  Doña  María  y  Don 
Luis  Collantes  y  González,  con  la  Sociedad  general  de  Crédito  Movi- 
Mario  Español  sobre  inteligencia  y  aplicación  de  un  contrato;  autos 
que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación-interpuesto  por 
los  demandantes  contra  la  sentencia  que  en  20  de  J^oviembre  de  i872 
dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  20  de  Junio  de  1857  Don 
Antonio  Collantes,  por  sí  y  como  apoderado  de  D.  CáVlos  y  D.  Luis 
Collantes  y  de  Doña  María  de  las  Mercedes  de  la  Mata,  viuda  de  Don 
Mariano  Collantes,  vendió  á  la  Sociedad  general  de  Crédito  3!ovÍlia' 
rio  Español  las  minas  de  carbón  de  piedra  iHulaádis  Brígida,  Dolores, 
Bárbara,  Union,  Petrita,  Mercedes,  Antoniana,  Mariana  y  Carlota^ 
y  varios  montes  conocidos  por  minas  de  fiármelos,  estableciendo, 
entre  otras  condiciones:  primera,  que  el  Collantes,  por  si  y  en  nom- 
bre de  sus  poderdantes,  vendía  y  traspasaba  desde  aquel  día  ¿  la  refe- 
rida Sociedad  las  minas  y  Dientes  relacionados  por  la  cantidad  de 
3.445.750  reates,  con  mJis  7  y  medio  reales  que  percibirían  perpetua- 
mente por  cada  tonelada  métrica  del  carbón  que  se  extrajera  de  la 
boca  de  las  expresadas  minas;  segunda,  que  Collantes,  por  sí  y  en  la 
representación  indicada,  se  comprometía  y  obligaba  á  adquirir  á  favor 
del  Crédito  Moviliario  Español  532  aras  partes  que  correspondían  en 
dichas  minas  á  sus  sobrinas  Doña  Sofía,  Doña  Luisa  y  D.  Emilia  Co- 
llantes, y  el  Crédito  Moviliario  se  obligaba  en  este  caso  á  satisfacer  á 
los  Collantes,  además  del  precio  estipulado  en  la  condición  anterior, 
3.356.250  rs.:  tercera,  que  el  pago  de  los  3.800.000  rs.  á  que  ascen- 
dían Jos  5.445.750  rs,,  y  los  356.250  que  se  expresan  en  la  condición 
anterior,  serian  satisfechos  en  esta  forma:  una  sétima  parte  al  contado, 
ó  sean  542.857  rs.  14  cents.,  y  otra  igual  cantidad  en  cada  qno  de  los 
seis  meses  siguientes:  cuarta,  el  Crédito  Moviliario,  satisfechos  tres 
plazos  de  ios  estipulados,  *suspendena  el  pago  de  los  sucesivos,  y  asi- 
mismo el  de  los  7  reales  y  medio  por  tonelada  métrica  de  que  habla, 
la  condición  1/  si  los  Collantes  no  hubiesen  incorporado  á  este  cod-^ 


trató  les  ^32  aVas  partes  de  los  meDores  referidos,  entregándolis  por 
consecuencia  al  Crédito  Movüiario  Español,  como  también  la  cesión 
de  D.  Sebastian  AWarez  á  dichos  Gollantes  de  la  mina  Mercedes^  ve- 
rificándolo asimismo  de  los  documentos  todos  de  adquisi<;ion  de  los 
montes  detallados,  y  por  fin  de  los  registros  de  las  minas  Najil  Maker, 
qne  temdria  cuatro  pertenencias;  Tumborg,  con  uaa;  Emilia,  con  dos; 
Velasco,  antes  La  Cura,  corr  cuatro,  y  una  investigación  litigiosa  entre 
la  Carlota  y  Antoniatía:  quinta,  llenos  los  anteriores  requisitos,  los 
Gollantes  tendrían  derecho  en  cualquier  tiempo  á  examinar  ellibro 
que  exista  en  las  mina«  para  conocer  k  cantidad  de  carbón  que  se 
arrancase,  ó  bien  poner  á  su  costa  una  persona  que  presencie  el  ar- 
ranque: sexta,  si  por  cualquier  accidente  se  suspendiesen  las  labores 
de  las  minas  por  un  tiempo  que  pudiera  ocasionar  un  denuncio  por 
abandono  podrian  los  Gollantes  establecer  labores  con  el  fin  de  con- 
servar  las  pertenencias  haciendo  uso  de  este  derecho  15  dias  antes  de 
acabar  el  término  legaU  procediendo  de  cuenta  del  Crédito  Moviliario 
6  quien  le  representase,  respondiendo  éste  de  los  perjuicios  si  por  su 
culpa  se  perdiese  el  derecho  á  las  minas:  sétima,  ni  el  Crédito  Movi- 
liario  ni  sus  sucesores  podrian  abandonar  las  minas  sin  avisar  con  la 
anticipación  de  un  mes  á  los  Gollantes  y  lojs  suyos  en  el  derecho  de 
percibir  la  cantidad  fijada  en  tonelada  á  fin  de  que  ellos  pudieran  la- 
borearlas por  si  si  les  conviniese;  y  si  no  les  con  venia  quedaba  li- 
bre el  Crédito  Moviliario  6  quien  le'  representase  de  toda  respon- 
sabilidad: 

Resultando  que  admitidas  posteriormente  por  el  Crédito  Moviliario 
de  otras  terceras  personas  las  minas  llamadas  de  Valle,  próximas  á  las 
que  los  Gollantes  le  habian  vendido  y  que  ocupan  la  parte  superior  de 
la  misma  cuenca  carbonífera,  se  propuso  utilizar  para  él  trasporte  y 
extracción  del  carbón  procedente  de  ellas  los  pozos  y  galerías  de  los 
de  Barruelos  hasta  llevarlos  á  la  boca  de  la  mina  llamada  Porvenir » 
quees  la  más  baja  de  todas,  y  desde  allí  á  los  puntos  de  su  destino;'/ 
creyendo  los  Kermanos  Gollantes  esta  novedad  contraria  á  sus  derechos 
y  á  sus  intereses,  promovieron  para  impedirlo  ante  el  Juzgado  de 
Gervera  de  Rio  Pisuerga,  á  cuyo  [Artido  judicial  corresponde  la  cuen- 
ca carbonífera,  interdicto  de  recobrar  la  posesión  en  que  estaban  de 
que  no  se  llevasen  por  las  galerías  de  las  minas  vendidas  más  carbones 
que  los  procedentes  de  ellas,  interdicto  que  fué  desestimado  por  la 
Audiencia,  sin  que  pudiese  tampoco  progresar  el  juicio  ejecutivo  que 
después  quisieron  preparar: 

Resultando  que  apoyados  en  los  hechos  que  quedan  referidos  los 
Gollantes  dedujeron  demanda  pretendiendo  se  declarase  que  la  Socie- 
dad general  de  Crédito  Moviliario  Español  no  tiene  derecho  para  in^ 
troducir,  conducir  y  extraer  carbones  de  la  mina  Valle  ni  de  otra 
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€aalqaiera  por  las  galerías  y  baca^minas  de  las  rendidas  por  D.  Anto- 
nio dolíanles,  ó  cuando  no  que  debe  pagar  el  canon  de  7  y  medio  rea- 
les por  cada  tonelada  métrica  de  mineral  que  se  extraiga  perlas  boea» 
minas  de  las  sobredichas,  cualquiera  que  sea  su  procedencia,  para  lo 
que  alegaron:  que  formando  parte  del  precio  de  la  venta  el  canon 
estipulado,  conser?aban  el  dominio  mientras  durase  la  riqueza  explo- 
table correspondiente  ó  equivalente  al  importe  de  dicho  gravamen: 
que  el  contrato  debia  cumplirse  en  la  forma  convenida:  que  no  pa* 
diendo  el  Crédito  Movüiario  abandonar  las  minas  sin  ponerlas^  á  dis- 
posición de  los  Colla ntes,  según  la  condición  7/,  conservaban  éstos 
una  especie  de  dominio  in  habiiu,  que  es  un  derecho  real  que  limita 
el  absoluto  que  se  trasmite  por  las  ventas  incondicionales:  que  elcon- 
dotíiinio  actual  de  los  vendedores  sobre  la  parte  explotable  represen- 
tada por  el  importe  del  canon,  el  eventual  sobre  la  totalidad  en  caso 
de  abandono  sancionan  en  los  demandantes  el  derecho  de  vigilar  é  in* 
tervenir  la  explotación  y  de  impedir  los  actos  que  tiendan  á  inutilizar, 
disminuir  ó  dificultar  la  percepción  del  canon;  y  teniendo  este  dere. 
cho  lo  tenian  también  A  que  no  se  ictroduzcan  ni  conduzcan  por  las 
galerías  de  las  minas  de  Barruelos  los  carbones  de  la  del  Valle,  á  lo 
menos  sin  pagar  el  canon,  porque  de  otro  modo  el  Crédito  abandona- 
ria  la  explotación  de  las  primeras,  dejando  inútil  el  derecho  de  los  de- 
mandantes á  percibir  dicho  canon  y  sin  pagar  parte  del  precio  [de  la 
venta,  convirtiendo  un  gravamen  perpetuo  en  temporal  á  voluntad  del 
deudor:  que  cuándo  las  palabras  de  un  contrato  son  claras  y  explíci- 
tas deben  entenderse  llanamente  y  coqio  suenan,  según  la  ley  de  Par- 
tida; y  el  contexto  claro  y  literal  del  contrato  es  de  que  se  paguen 
7  rs.  y  medio  de  cada  tonelada  métrica  de  carbón  que  se  extraiga  por 
la  boca  de  las  minas  vendidas;  y  que  aun  prescindiendo  de  todo,  y 
ateniéndose  solo  é  la  legislación  especial  del  ramo  de  minería,  se  hu- 
biera faltado  por  el  Crédito  á  lo  que  previene  el  art.  40  de  )a  ley  de 
4  de  Marzo  de  4868,  que  exige  el  previo  concierto  ó  consentimiento 
expreso,  no  solo  en  los  dueños  concesionarios,  sino  en  todos  los  inte* 
rasados  en  las  minas  para  establecer  galerías  generales  de  trasporte 
por  terrenos  de  otras  pertenencias: 

Resultando  que  al  contestar  á  la  demándala  Sociedad  general  de 
Crédito  pidió  se  desestimase,  excepcionando  al  efecto:  que  con  la  es- 
critura de  venta  de  las  minas  se  le  habia  trasmitido  la  posesión  y  pro- 
piedad de  ellas  para  que  pudiese  disponer  de  las  mismas  como  de  cosa 
propia,  sin  que  los  hermanos  Gollantes  hayan  conservado  parte  algu- 
na en  el  dominio  de  lo  que  vendieron:  que  aun  no  siendo  la  Sociedad 
demandada  dueña  de  las  minas  de  Barruelos«  y  si  solo  de  las  de  Valle, 
tendria  derecho  á  exigir  de  las  primeras  la  servidumbre  de  desagüe, 
Tentilacion,  investigación  y  trasporte  con  arreglo  á  la  ley  de  minería» 
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y  con  mayoría  de  ra2on  podían  ahora  Terificarlo  siendo  dueños  de 
ufias  y  otras  minas  y  no  existiendo  en  el  contrato  de  20  de  Junio  de 
1857  cláusula  alguna  que  limitase  su  dominio  y  le  impidiese  extraer 
por  las  bocas  de  las  minas  Tendidas  por  lis  Colladtes  los  minerales 
procedentes  de  otras  distintas:  que  tampoco  podian  pretender  los  de- 
mandantes el  abono  de  7  rs.  por  tonelada  métrica  de  carbón  de  dis- 
tinta procedencia,  porque  según  el  contrato  este  abono  solo  podia  im- 
ponerse al  carbón  que  se  arrancase  en  las  minas  de  Barruelos,  confor* 
me  lo  expresaba  la  condición  5.*  del  contrato:  que  los  bilaterales  deben 
entenderse  de  buena  fé,  sin  que  pueda  gravar  á  los  que  contratan  cói^ 
obligaciones  distintas  de  las  consignadas,  y  seria  injusto  hacer  exten- 
síto  el  pago  del  canon  de  7  rs.  y  medio  por  tonelada  métrica  estable- 
cido en  el  contrato  de  20  de  Junio  de  1857  á  minerales  y  minas  que 
no  fueron  ni  podian  ser  objeto  del  mismo,  como  que  nunca  habian 
pertenecido  á  los  Gollantes;  y  que  éstos  teqian  por  la  condición  5/  me- 
dios eficaces  y  suficientes  para  saber  con  exactitud  el  número  de 
toneladas  de  carbón  que  se  arrancan  de  las  minas  por  ellos  ren- 
didas: 

Resultando  que  sustanciado  el  juicio  por  sus  trámites,  por  senten- 
cia de  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  20  de  Noviembre  de  1872, 
confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  se  declaró  que  los 
demandantes  no  han  probado  como  probar  debian  su  acción  y  deman- 
da«  y  que  en  su  consecuencia  debia  de  absolver  y  absolvia  á  la  parte 
demandada,  sin  hacer  especial  condenación  de  costas: 

Y  resultando  que  Doña  Marfa  de  las  Mercedes  de  la  Mata  y  con-' 
sortes  interpusieron  recurso  de  casación  alegando  como  motivos  que 
al  resolver  la  sentencia  que  la  Sociedad  de  Crédito  Moviliario  Eípa^ 
ñol  tiene  derecho  para  introducir,  conducir  y  extraer  carbones  de  las 
minas  Valle  6  de  otra  cualquiera  por  las  galenas  y  boca-minas  de  las 
de  Barruelos,  se  infringian: 

1."  Los  principios  legales  de  que  quien  quiere  lo  antecedente  quie- 
re lo  consiguiente;  á  quien  se  le  reserva  un  derecho  se  le  reservan  los 
medios  de  conservarlo  según  el  espíritu  de  contrato:/ 

2.*  La  ley  1/,  tit.  5.%  Partida  5.%  en  cuanto  contra  lo  que  esta 
dispone  no  se  paga  todo  el  precio  de  la  cosa  enajenada: 

3.*  La  ley  46,  tft.  28,  Partida  3/,  en  cuanto  sin  haberse  pagado 
todo  el  precio  declara  haberse  trasmitido  el  total  dominio  de  la  cosa 
entregada  al  Crédito  Moviliario: 

4»'  Los  artículos  40  y  41  de  la  ley  de  minas  de  4  de  Marzo  de  1808» 
en  cuanto  concede  al  Crédito  Moviliario  el  uso  de  las  galerías  par- 
ticulares de  las  minas  de  Bari'uelos  como  galería  general  de  traspor- 
tes, sin  que  haya  precedido  el  expediente  gubernativo,  el  'concierto  ó 
indemnización  á  los  Collantes  y  la  concesión  del  Gobernador:  que  al 


—478— 

resolver  la  senteDcia  que  solo  están  obligados  al  pago  del  cáDon  de  7  rea- 
les y  medio  por  tonelada  métrica  de  carbón  los  procedentes  de  las 
minas  de  Barruelos,  no  los  procedentes  de  las  mió  as  de  Valle  ó  da 
otra  cualquiera,  aun  cuando  se  extraigaa  por  las  boca  minas  de  las  de 
Barruelos,  se  iofringiao: 

5/  La  ley  del  contrato,  y  por  ello  la  ley  I.',  tit.  I.%  libro  iO  de  la 
NoTÍsima  Recopilación,  en  cuanto  se  pactó  que  se  pagase  por  los  car- 
bones que  se  extrajesen  de  la  boca-mina  de  Barruelos,  y  se  habia  falla- 
do que  no  paguen  más  que  los  que  se  extraigan  procedentes  si  proce- 
den de  las  mismas  minas  de  Barruelos: 

O.*"  La  ley  i«\  tit.  5.*,  Partida  5/  citada  antes,  y  por  el  mismo 
motivo: 

7.*  La  ley  5.\  tit.  33,  Partida  7.',  en  cuanto  siendo  palabras  claras 
y  terminantes  las>^el  contrato  lo  interpreta  y  lo  interpreta  contra  su 
sentido  literal: 

Y  8.*  La  2.'  del  mismo  título  y  Partida,  en  cuanto  suponiendo  du- 
dosa la  cláusula  del  contrato»  la  interpreta  de  manera  que  no  puede 
tener  efecto  el  contrato: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Diaz  Vela: 

.  Considerando  que  los  principios  «el  que  quiere  lo  antecedente 
quiere  lo  consiguiente,»  y  «á  quien  se  reserva  un  derecho  se  le  reser- 
van los  medios  de  conservarle  según  el  espíritu  del  contrato,-  que  se 
invocan  como  legales  en  el  primei;  lugar  del  recurso  contra  dicha  sen- 
tencia, en  cuanto  por  ella,  al  absol?er  de  la  demanda,  se  deniega  U 
declaración  de  que  la  Sociedad  demandada  carecía  de  derecho  para 
introducir,  conducir  y  extraer  carbones  de  la  mina  del  Valle  ni  de  otra 
alguna  por  las  galerías  y  boca-minas  de  ios  Barruelos,  no  son  de  apre- 
ciarse, siquiera  se  a^tienda  á  su  misma  generalidad  y  á  que  además  oo 
se  fija  la  manera  concreta  y  determinada  en  que  hayan  sido  infringi- 
dos como  es  necesario  para  fundar  esta  clase  de  recursos  y  para  que 
sean  ceogruentemente  resueltos: 

Considerando  que  la  ley  1.',  tit.  5.*  de  la  Partida  5.',  se  limita  i 
definir  qué  cosa  es  vendida^  ó  sea  el  contrato  de  compra-venta  y  la 
manera  en  que  se  hace  entre  el  comprador  y  el  vendedor;  y  como  la 
sentencia  al  absolver  de  la  demanda  en  los  dos  extremos  disyuntivos 
que  comprende  nada  determina  en  contra  de  esa  definición,  es  claro 
que  00  infringe  aquella  ley  citada  en  los  lugares  2.**  y  G.*  . 

Considerando  que  la  ley  46,  tit.  28  de  la  Partida  3.',  si  bien  dispo- 
ne que  aun  cuando  el  que  hubiese  vendido  su  cosa  á  otro  se  apodera- 
ra de  ella  si  el  comprador  no  hubiese  pagado  el  precio  ó  dado  fiador, 
ó  tomado  plazo  para  pagar,  ni  pasarla  á  él  por  tal  apoderamiento  el 
señorío  de  la  cosa  hasta  que  se  pagase  el  precio,  también  determina 
que  pasarla  mediando  alguna  de  fiquellas  circunstancias^  aunque  el 
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f)recio  DO  se  hubiese  pagado,  quedando  el  comprador  obligado  sola- 
mente á  pagarlo;  y  habiéndose  vendido  por  la  parte  demandante  y 
recurrente  ¿  la  Sociedad  demandada  las  minas  de  los  Barruelos  por  un 
precio  pagado  en  parte  en  el  acto  del  contrato,  y  pagadero  el  resto  en 
los  plazos  y  forma  convenidos,  resulta  con  evidencia  que  por  más  que 
la  sentencia  presuponga  y  se  funde  en  que  el  señorío  de  dichas  minas 
ha  pasado  á  la  Sociedad  compradora,  haya  ó  nb  pagado  eí  precio  apla- 
zado, DO  es  contraria  á  dicha  ley: 

Considerando  que  el  art.  40  de  la  ley  de  misas  de  4  de  Marzo  de 
1868,  reformadora  de  la  de  6  de  Julio  de  1859,  solo  trata  de  la  aper- 
tura de  un  socavón  ó  galería,  ya  en  terreno  franco,  ya  cuando  la  ga- 
lería tiene  que  atravesar  terrenos  en  todo  ó  en  parte  por  minas  con- 
cedidas ó  registradas  ó  en  investigación,  imponiendo  6n  este  segundo 
caso  al  empresario  el  deber  de  celebrar  conciertos  con  los  mineros  á 
la  sazón  interesados  en  los  terrenos;  y  según  el  art.  41  estos  concier- 
tos deben  presentarse  al  Gobernador  de  la  provincia  con  la  solicitud 
de  concesión,  acompañando  además  los  planos  facultativos  de  la  obra 
proyectada  en  obviacion  do  cuestiones  ulteriores: 

Considerando,  por  consiguiente,  que  estos  dos  artículos  40  y  41  no 
tienen  aplicación  al, presente  pleito,  ni  por  lo  tanto  han  podido  ser 
infringidos  por  su  sentencia  en  razón  á  que  la  galería  d^  las  minas  de 
los  Barruelos  de  que  se  trata  ya  estaba  concedida  y  abierta  cuando 
por  ella  se  principió  á  la  conducción  de  los  carbones  de  la  mina  del 
Valle;  y  para  aprovecharla  de  este  modo  la  Sociedad  demandada,  como 
dueña  de  las  mismas  minas  de  Barruelos,  no  necesitaba  la  concesión 
de  la  Autoridad,  puesto  que  el  interés  directo  de  orden  público  mi- 
nero, por  el  que  la  ley  prescribe  la  interyencion  del  Gobierne,  ya 
'habia  pasado;  y  los  derechos  que  aquí  se  ventilaron  y  vienen  decidi- 
dos nacen  de  un  contrato  entre  partes,  y  son  en  absoluto  del  interés 
.privado  de  las  mismas: 

Considerando  que  según  las  cláusulas  1/  y  5/  de  la  venta  y  tras- 
paso de  las  minas  de  Barruelos,  hecha  por  la  parte  recurrente  á  la  So- 
ciedad demandada,  los  7  y  medio  rs.  que  aquella  habia  de  percibir 
perpetuamente  por  cada  tonelada  métrica  de  carbón,  es  del  que  se 
extraiga  de  la  boca  y  se  arranque  de  las  mismas  mitias,  para  eji  qu^ 
"^se  reservó  á  los  vendedores  la  facultad  de  intervención,  ya  examinan- 
do  el  libro  1)U6  existia  en  las  ominas  para  conocer  la  cantidad  de  car- 
1)00  que  .se  arranca,  ya  podiendo  una  persona  que  presencie  el  arran- 
que., cual  si  el  carbón  arrancado  babia  de  ser  el  único  tributario;  de 
donde  se  deduce  que  al  denegarse  á  la  parte  recurrente  el  derecho  á 
percibir  los  7  y  me^lio  rs.  por  las  toneladas  de  carbón  que  extrae  la 
Sociedad  de  Crédito  Moviliario  por  sus  minas  de  Barruelos  arrancadas 
de  la  del  Valle,  que  adquirió  después,  no  se  re&tringen,  los  término' 
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del  contrato,  en  el  que  oo  se  pactó  DÍDguQo  de  los  dos  extremos  de  la 
demanda,  como  tampoco  por  no  darle  extensión  ál  carbón  de  minas 
que  no  menciona,  se  quebranta  su  ley,  ni  la  1.%  tft.  1.*,  libro  10  de  la 
NoYísima  Recopilación: 

Considerando  que  al  darse  á  dichas  dos  cláusulas  del  contrato  la 
expresada  inteligencia  do  se  le  interpreta  desuna  manera  que  no  pue* 
da  tener  efecto,  ni  se  infringe  en  este  sentido  la  ley  2/,  tít.  33  de  la 
Partida  7.*,  porque  para  que  existiese  tal  imposibilidad  de  ejecución 
seria  necesario  que  con  la  conducción  y  extracción  de  los  carbones  á% 
la  mina  del  Valle  por  las  galerías  de  la  de  Barruelos  resultase  confu- 
sión eiitre  los  carbones  de  aquella  mina  y  los  tributarios  que  se  arran- 
casen de  esta;  y  según  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  la  prueba 
testifical  hecha  acerca  de  este  particular,  ha  estimado  que  no  puede 
haber  semejante  confusión,  y  que  hay  medios  seguros  de  intervenir 
las  operaciones  sin  defraudación  posible  ni  perjuicio  alguno  atendible 
para  la  parte  recurrente,  contra  cuya  apreciación  no  se  alegó  que- 
brantamiento de  ley  ni  de  doctrina  legal: 

y  considerando,  por  último,  que  la  ley  5/,  tit.  55  de  la  Parti- 
da 7.^  no  tiene  aplicación  á  este  litigio^  porque  solo  determina  cómo 
se  deben  declarar  las  dudas  que  ofrecen  las  palabras  de  los  testamentos, 
de  cuya  clase  de  documentos  no  se  ha  tratado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Alaría  de  las  Mercedes  de  la 
Mata  y  consortes,  á  quienes  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida 
de  la  cantidad  de  1.000  pesetas  que  depositaron,  la  cual  se  distribuirá 
con  arreglo  á  la  ley;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la 
Audiencia  de  esta  capital  con  de7o|ucioo  de  los  documentos  re- 
mitidos. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =José  Fermín  d» 
Muro.=Fernando  Pérez  de  Rozas.=Mariano  García  Cembrero.=Ramon 
Díaz  Vela.=Benito  de  Ulloa  y  Rey.=Victoriano  Careaga.=Joaquiii 
Ruiz  Cañábate. 

Publicación. =Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Ramón  Dia¿  Vela,  Magistrado  del  Tribunal  Supre-e 
mo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mi^smo  el  dia  d 
hoy,  de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  dicha  Sala. 

Madrid  Si  de  Marzo  de  1874.=:Licenciado  Mariano  Fernandez 
García. 

(Gaceta  de  ^i  de  Mayo  de  1874;. 
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Sentencia  d^ando  firme  y  subsistente  la  Real  orden  que  de'- 
claró  nulo,y  sin  curso  el  expediente  de  la  investigación 
Quisquillosa  Segunda  del  término  de  EspieL 

Ed  la  villa  d^  Madrid^  á  5  de  Marzo  de  1874,  ea  los  autos  coo- 
iencioso-administrativos  que  ante  Nos  penden  en  primera  y  única 
instancia,  seguidos  por  la  Sociedad  minera  carbonífera  titulada  La 
Iberia^  representada  por  el  Licenciado  D.  Nicolás  María  Ri?ero,  contra 
la  Administración  general  del  Estado,  que  lo  está  por  el  Ministerio 
fiscal,  sobre  revocación  de  la  Real  orden  de  8  de  Mayo  1868,  que  con- 
firmó el  decreto  del  Gobernador  civil  de  la  provincia  de  Córdoba,  en 
el  cual  se  declara  nulo  y  sin  curso  el  expediente  de  la  investigación 
Quisquillosa  Segundfl^  del  término  de  Espiel: 

Resultando  que  ei^  19  de  Mayo  de  18b3  se  decretó  un  decreto  por 
el  Gobernador  civil  de  la  provincia  dé  Córdoba  declarando  caducados 
los  derechos  adquiridos  por  D,.  Antonio  Galán  á  la  mina  de  carbón  ti- 
tulada San  José,  sita  en  las  Zahurdilias,  término  de  EspieU  con  arreglo 
á  lo  prevenido  en  la  disposición  4.^  de  la  Real  orden  de  8  de  Marzo  de 
i852,  reservando  la  prioridad  á  D.  Manuel  Llórente,  que  la  denunció 
de  último  estado  con  el  nombre  de  Quisquillosa,  y  la  cedió  á  D.  José 
Serrano  y  Toro«  recayendo  en  último  término  en  la  Sociedad  Iberia: 

Resultando  que  seguido  este  expediente  por  sus  trámites  legales 
sin  que  hubiese  oposición  alguna,  y  hecha  la  designación  correspon' 
diente,  no  pudo  demarcarse  por  falta  de  mineral  al  descubierto,  sobre 
lo  que  protestó  la  Sociedad;  y  el  Gobernador  por  decreto  de  28  de 
Noviembre  de  1861  mandó  quedara  aquel  sin  efecto,  reservanüo  al 
interesado  el  derecho  de  continuar  los  trabajos  como  de  investigación; 
é  iqterpuesta  apelación  por  el  representante  de  la  Sociedad  del  an- 
terior decreto,  fué  confirmado  por  Real  orden  de  17  de  Octubre 
de  1863: ' 

Resultando  que  en  el  año  de  1850  denunció  Francisco  Gilarte  la 
mina  titulada  Nuestra  Señora  de  la  Estrella  por  estar  abandonada;  y 
declarada  su  caducidad  y  admitido  el  denuncio,  se  anuló  después  por 
no  haber  hecho  Ja  labor  legal  en  el  término  marcado  para  ello;  mas 
interpuesta  apelación  y  seguido  el  recurso  contencioso,  se  dictó  Real 
decreto-sentencia  en  28  de  Enero  de  1859  declarando  nulas  todas  las 
actuaciones  posteriores  al  decreto  del  Gobernador: 

Resultando  que  denunciada  posteriormente  dicha  mina  con  el  nom- 
bre de  La  Luz  por  la  Sociedad  La  Araucana,  y  admitido  el  denuncio 
y  hallado  mineral  al  descubierto  y  terreno  franco,  se  hizo  la  demar- 
cación oportuna,  de  que  protestó  D.  José  Serrano  y  Toro,  á  nombre 
de  la  investigación  Qut>9ut7¿o«a  Segunda,  y  se  remitió  el  expediente 
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á  la  Superioridad,  expidiéodosele  el  Real  titulo  de  propiedad  en  30  de 
Marzo  de  1865,  en  el  cual  no  se  hace  referencia  alguna  de  dichas 
protestas: 

^  Resultando  que  haciendo  uso  de  la  reserva  concedida,  y  bajo  el 
concepto  de  investigación,  solicitó  D.  Diego  de  Raya  del  Gobernador 
ci7il  de  la  provincia  de  Córdoba  en  17  de  Diciembre  de  1863,  á  nom- 
bre de  la  referida  Sociedad  Iberia^  que  se  le  concediesen'  dos  perte- 
nencias^ mineras  con  el  nombre  de  Quisquillosa  Segunda^  haciendo  la 
designación  conveniente,  y  manifestando  que  la  primera  pertenencia 
había  de  iotestar  por  N.  O.  con  las  consignadas  para  la  investigación 
Quisquillosa;  y  la  segunda  por  el  N.  O.  con  la  titulada  Confiama,  j 
por  el  tí.  E.  con  la  parte  de  dicha  investigación,  según  se  detallaba  en 
el  plano  que  acompañaba  á  la  solicitud: 

Resultando  que  admitida  ésta  por  haber  presentado  la  licencia 
de  los  dueños  de  los  terrenos,  y  hechas  las  publix^aciones  oportunas, 
informó  el  Ingeniero  Jefe  de  la  provincia  en  20  de  Julio  de  1867  que 
la  designación  hecha  correspondía  á  la  del  antiguo  expediente  de  quíe 
procedía,  si  bien  en  la  investigación  se  habiaR  subsanado  los  defectos 
de  situación  y  linderos  que  se  cometieron  en  el  expediente  de  regis» 
trp;  y  que  como  el  pubto  de  partida  se  encontraba  dentro  de  las  per- 
tenencias adjudicadas  á  la  mina  La  Luz,  carecia  de  terreno  franco  y 
había  necesidad  de  proponer  la  nulidad  de  su  expediente: 

Resultando  que  á  su  virtud  se  dio  conocimiento  al  interesado,  po- 
niéndole de  manifiesto  por  término  de  30  dias  todos  los  expedientes 
de  la  expedición  de  que  se  trata,  y  presentó  escrito  alegando  que  el 
Ingeniero  había  sido  engañado  por  los  que  le  condujeron  al  punto  de 
partida  de  k  investigación,  toda  vez  que  su  capataz  facultativo  lo  se- 
ñaló fuera  de  las  pertenencias  de  la  mina  La  Luz,  acomodándose  al 
terreno  que  comprendía,  respetando  las  líneas  que  hacia  años  tenia  • 
aquella  demarcada:  que  dicha  equivocación  pudo  evitarse  si  los  In- 
genieros hubieran  localizado  de  una  manera  formal  los  expedientes, 
dando  á  los  interesados  la  participación  que  les  correspondía,  exten- 
diéndose sobre  ello  un  acta  firmada  por  los  recurrentes,  por  lo  que 
pidió  volviese  al  Ingeniero  y  se  reiterara  la  localizacion  marcada  á  so 
verdadero  deslinde: 

Resultando  que  pedido  informe  al  mismo  acerca  de  lo  expuesto  en 
dicha  instancia,  manifestó  que  el  punto  de  partida  enseñado  en  el 
terreno  para  Ib  investigación  que  nos  ocupa  y  tomada  por  él  en  el 
(leslinde  practicado  era  el  mismo  que  fijó  el  interesado  >  en  el  escrito 
de  designación  y  representó  en  él  ^lano  que  acompañó  al  misino,  como 
lo  demostraban  las  visuales  de  referencia  que  se  marcaban  en  ambos 
documentos,  y  los  cuales  fijaban  dé  una  manera  indudable  la  calicata 
niiniA  áPi  pt^rtida  tomado  en  el  deslinde,  que  la  escrupulosidad  que  se 
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hubia  tenido  en  h  Iccalizacion  de  los  expedientes,  asistiendo  á  las 
operaciones  los  interesados  ó  representantes  que  lo  hablan  creído 
oportuno,  y  los  datos  fijados  en  el  de  Quisquillosa  Segunda  como  ne- 
f^e^arios  para  cumplimentar  las  prevención^  de  la  ley  actual,  por  la 
cual  se  tramitaba,  probaban  la  poca  exactitud  del  recurrente  en  sus 
apreciaciones,  mediante  á  que  el  punto  de  partida  tomado  en  el  des- 
linde era  el  mismo  que  se  fijó  en  el  escrito  de  designación,  y  caia  en- 
tonces y  antes  dentro  de  las  pertenencias  concedidas  á  la  mina  La  Luz^ 
por  lo  que  encontraba  procedente  la  nulidad  propuesta  hecha  por  Pop 
Diego  Raya: 

Resultando  que  con  mérito  al  anterior  informe  y  en  4  de  Diciembre 
del  mismo  año  de  1867  el  Gobernador  civil  de  la  provincia  de  Córdoba 
declaró  cancelado  por  falta  de  terreno  franco  el  anunciado  expediente 
de  investigación  Quisquillosa  Segunda: 

Resultando  que  hablándose  opuesto  á  ello  D.  Diego  de  Raya  y  Bas- 
canana  apelando  para  ante  el  Nini&tro  de  Fomento,  se  elevé  al  mismo 
el  expediente  de  investigación  con  informe  motivado,  y  por  Real  orden 
de  8  de  Mayo  de  1868  se  confirmó  el  expresado  decreto  del  Gobernador: 

Resultando  que  contra  la  anterior  Real  orden  y  en  19  de  Junio  si* 
guíente  presentó  demanda  cootencioso-administrativa  ante  el  Consejo 
de  Estado  el  Licenciado  D.  Nicolás  María  Rivero,  en  nombre  de  la  So- 
ciedad carbonífera  La  Iberia  pidiendo  su  revocación: 

Resultando  ^que  reclamado  y  recibido  el  expediente  gubernativo, 
declarada  procedente  la  via  contenciosa  y  admitida  la  demanda,  l^ 
amplió  el  Licenciado  Rivero  reproduciendo  los  argumentos  de  aquella 
para  hacer  constar  que  el  punto  de  partida  de  la  mina  Quisquillosq, 
Segunda  no  estaba  dentro  de  las  pertenencias  de  la  de  La  Lus,  y  que 
«1  Ingeniero  tomó  un  paraje  distinto  del  señalado  en  el  expediente, 
89bre  cuyo  error  dio  su  informe,  que  sirvió  de  base  al  decreto  del  Go- 
.¿¡erqador,  confirmándole  la  Real  orden  recurrida;  y  en  que  no  había 
planos  relacionados- de  ambas  minas  en  documento  alguno, para  Juz- 
gar sí  es  cierto  lo  Informado  por  dicho  Ingeniero  ó  lo  alegado  por  la 
Sociedad;  pidiendo  se  recibiese  el  pleito  á  prueba  para  que  replantean- 
do la  cuestión  sobre  el  terreno  á  presencia  ^e  los  interesados,  y  te- 
niendo á  la  vista  ios  datos  dé  locaiizacion  que  contiene  la  solicitud  de 
investigación,  se  rectifique  la  diligencia  j  se  aclare  el  único  hecho  cuya 
resolución  es  la  del  pleito: 

Resultando  que  emplazado  el  Ministerio  fiscal,  contestó  dicha  de- 
manda solicitando  se  absuelva  de  ella  á  la  Administración  general  del 
Estado,  apoyado  en  que  el  punto  de  partida  de  la  Quisquillosa  está 
dentro  de  las  pertenencias  de  Lt^  Luz,  según  el  plano*  la  designación 
que  hizo  la  Sociedad  Iberia  y  los  informes  del  Ingeniero  que  fué  á 
deslindaí:  la  ínveatigaeiop,  opi(iuiéndos(9  á  la  prueba  solicitada  por 
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haber  datos  ^oflcienies  para  la  resolacioa  de!  pleito  en  el  expediente 
gubernaliyo,  y  do  existir  justiGcacion  alguba  de  lo  alegado  eQ  contra- 
rio máa  que  el  dicho  del  actor;  y  pidiendo  por  último  que  se  reclamase» 
como  se  hizo,  el  titulo  de  coa  cesión  de  la  mina  La  Lux,  en  cuyo  caso 
se  declaró  por  la  Sala  no  haber  lugar  á  la  prueba  pretendida: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Gano  Manuel: 

Considerando  qne  la  cuestión  de  este  pleito  consiste  en  determinar 
la  existencia  de  un  hecho  que  ha  serrido  de  fundamento  á  la  Real 
orden  reclamada: 

Considerando  que  del  primer  reconocimiento  é  informe  del  Inge- 
niero resulta. la  circunstancia  de  que  el  punto  de  partida  déla  íutos- 
tigación  Quisquillosa  Seguttda  se  encuentra  dentro  de  las  pertenencias 
,  de  la  mina  La  Luz,  y  que  careciendo  de  terreno  franco  procede  propo- 
ner la  nuhdad  del  expediente: 

Considerando  que  á  instancia  de  D.  Diego  Raya,  representante  de  la 
Sociedad  Iberia,  pasó  de  nuevo  el  expediente  al  Ingeniero  Jefe  para  que 
reiterase  la  localizacion;  é  informando  éste  en  sií  Tista,  afirma  que  e\ 
punto  de  partida  enseñado  en  el  terreno  para  esta  investigación  y  toma- 
do en  el  deslinde  practicado  es  el  mismo  que  se  fijó  en  el  escribo  de  de- 
signación y  en  el  plano  que  se  acompañó  á  la  solicitud,  como  lo  demues^ 
tran  las  visuales  de  referencia  marcadas  en  ambos  documentos,  quedan- 
do determinado  claramente  el  punto  de  partida  tomado  en  el  deslinde: 

Considerando  que  por  esta  comprobación  aparece  indudablemente 
justificado  el  hecho  de  qae  la  investigación  Quisquillosa  Segunda  ca- 
rece de  terreno  franco,  lo  cual  sirvió  dé  base  ala  resolución  del  Urober- 
nador  civil  de  la  provincia  de  Córdoba  de  4  de  Diciembre  de  i867« 
confirmada  por  la  Real  orden  contra  la  que  se  ha  recurrido; 

Fatlamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  AdminÍ3tracioa 
general  del  Estado  de  la  demanda  propuesta  en  nombre  de  la  Sociedad 
minera  carbonífera  titulada  La  Iberia  contra  la  Real  orden  de  8  de 
Mayó  de  i868,  que  dejamos  firme  y  subsistente.    ' 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa^  sacándose  ni  efecto  las  co- 
pias necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Ministe* 
rio  de  Fomento  con  la  oportuna  certificación,  lo  pronunciamos,  man- 
damos y  firmamos.=Juan  González  Acevedo.=José  Maria  Herreros  de 
Tejada.=Juan  Jiménez  Cuenca.=Juan  Cano  Manuel. =CrÍ8pulo  García 
G.  de  la  Serna.=Eugenio  de  Angulo.=Alvaro  Gil  Sanz. 

Publicacion.=Leidá  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
£xcmo.  Sr.  D.  Juan  Cano  Manuel*  Magistrado  del  Tribunal  Supremo, 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  5  de  Marzo  de  1874.=:=Enrique  Medina. 

{Gaceta  de  27  de  Mayo  de  1874). 
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MINISTBHIO  DB  HACIENDA. 


Resolución  accediendo  á  lo  solicitado  por  el  capitán  de  un 
buque  ingléspara  continuar  al  extranjero  con  un  carga- 
mento de  mineral  de  hierro  sin  adeudar  derechos  en  Espa- 
ña á  pesar  de  venir  con  destino  á  Alicante. 

limo  Sr.:  Vista  una  instancia  elevada  á  este  Ministerio  por  D.  León 
Raimando,  ^n  representación  del  capitán  del  buque  inglés  Peerks,  pi- 
diendo que  se  le  permita  continuar  para  el  extranjero  con  un  carga- 
mento de  mineral  de  hierro  que,  dicho  buque  conducía  sin  adeudar  toa 
derechos  en  España,  á  pesar  de  veuir  consignado  en  el  manifiesto  con 
destino  á  Alicante: 

Considerando  que  los  cargamentos  de  minerales  pueden  y  deben 
disfrutar  de  las  mismas  franquicias  consisnadas  en  el  párrafo  segundo 
del  art.  69  de  las  Ordenanzas  para  los  de  otras  mercancías,  cuyo  deta- 
lle se  expresa  en  el  Apéndice  1,  el  Presidente  del  Poder  Ejecutivo 
de  la  República,  conformándose  con  lo  propuesto  por  V.  I.,  ha  resuelto 
acceder  á  la  pretensión  del  interesado,  y  que  se  adicione  el  Apéndice 
DiUn*  7  i  las  Ordenanzas  de  Aduanas,  incluyendo  los  mtfierale^  con  las 
demás  mercancías  que  el  mismo  expresa,  y  cuyos  cargamentos  pueden 
continuar  para  puertos  extranjeros,  aunque  se  hallen  consignados  para 
uno  de  España  en  los  manifiestos  de  los  Gapitaoes. 

De  orden  del  referido  Presidente  lo  digo  á  V.  I.  para  su  conoci- 
miento y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  4  de 
Mayo  de  1874. 

ECHEGARAT.' 

Sr.  Director  general  de  Aduanas. 

(Gaceta  de  I.*  de  Junio  de  1874). 


MINISTERIO  DE  LA  GOBERNACIÓN. 


Resolución  declarando  subsistente  el  capítulo  S."*  del  articulo 
7 i  de  la  ley  de  30  de  Enero  de  ISM para  la  eífíencion  de  los 
trabajadores  de  Almadén  en  el  llamamiento  al  servicio  de  ' 
las  armas  de 25  de  Abril  último. 

En  vista  déla  instancia  elevada  áeste  Ministerio  con  fecha  5  del 
actual  por  Adrián  Romero,  Esteban  Manuel  Moya  y  otros«  vecinos  todos 
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de Almadén  é  incluidos  en  el  llamamiento  ai  servicio  de  las  armas  de- 
cretado el  25  de  Abril  próximo  pMSéo,  es|>o^MAio  tn  nombre  propio 
y  de  los  demás  que  se  encuentran  en  su  caso  que  están  dedicados  á  los 
penosos  trabajos  de  las  minas  del  azogue;  que  los  que  antes  de  ellos 
lo  estuTieron  igualmente  se  hallaban  exentos  de  servir  en  el  ejército, 
hasta  que  la  ley  de  17  d\5  Febrero  de  1873  suprimió  la  exención;  y  que 
no  obstante  lo  prescrito  en  esta  ley  se  declaró  con  fechte  11  de  f  ^ero 
del  corriente  año  subsistente  la  mencionada  exención  para  los  mo- 
zos que  se  dedicaban  al  trabajo  de  las  mismas  minas  y  eran  com- 
prendidos en  la  reserva,  que  llamó  al  servicio  el  decreto  de  7  de  Enero 
último,  por  lo  cual  los  recurrentes  solicitan  igual  declaración  en  favor 
suyo  y  de  los  demás  que  se  encuentran  en  su  caso: 

Vista  la  orden  de  11  de  Febrero  citada  por  Adrián  Romero  y  consor- 
tes, en  la  cual  el  Gobierno  úe  la  República  declaró  subsistente  para  la 
reserva  de  este  año  el  caso  5.*  del  art.  74  de  la  ley  de  remplazos  de  Í0 
de  Enero  de  1856,  donde  se  consignó  la  exención  de  que  se  trata,  ha- 
ciendo extensivos  sus  efectos  asi  á  los  qaozos  que,  no  correspondiendo 
á  la  reserva  del  73,  hablan  prestado  el  número  de  jornales  exigidos  por 
la  referida  ley  de  1856,  como  á  los  que  habían  empezado  á  prestados 
antes  de  publicarse  la  de  1873: 

Considerando  que  concurre  en  los  reclamantes  las  mismas  circuns- 
tancias y  condiciones  que  concuirrian  en  aquellos  á  cuyo  favor  se  dictó 
la  citada  declaración  de  11  de  Febrero  y  deben  por  tanto  disfrutar  del 
mismo  beneficio  otorgado  á  éstos,  el  Sr.  Presidente  del  Poder  Ejecutivo 
de  la  República  ha  tenido  á  bien  disponer  que  se  declare  subsistente  el 
caso  5.*  del  art.  74  de  la  ley  de  30  de  Enero  de  1856  restablecido  por  la 
repetida  orden  de  11  de  Febrero  de  este  año  haciéndolo  extensivo  á  los 
mozos  que  se  encuentren  dentro  de  las  condiciones  que  requise  el  re- 
ferido caso,  y  estén  comprendidos  en  el  llamamiento  al  servicio  de  las 
armas  decretado  con  fecha  25  de  Abril  último. 

De  orden  del  mencionado  Sr.  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  lo 
digo  á  y,  S.  para  su  conocimiento  y  á  fin  de  que  lo  comunique  á  la 
Comisión  permaneqte  de  esa  Diputación  provincial  para  que  lo  obser- 
ve y  cumpla.  Dios  guarde  á  V.  S.  muchos  años.  Madrid  29  de  Mayo 
de  1874. 

«Sagasta. 

Sr.  Gobernador  civil  de  la  provincia  de  Ciudad- Real. 

(Gaceta  de  3  de  Junio  de  i  874j. 
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TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  improcedente  la  via  contenciosa  y  que 
na  ha  lugar  á  admitir  la  demanda  interpuesta  contra  la 
Real  orden  que  declar&no  haber  lugar  á  la  caducidad  de  la 
mtna  Rosetón. 

Ed  la  villa  de  Madrid,  á  26  de  Marzo  de  i874,  en  los  autos  que  ante 
Nos  pende  sobre  procedencia  de  la  via  contenciosa  y  admisión  de  la 
demanda  presentada  por  el  Licenciado  D.  Cristóbal  Urrea  y  Muñoz,  á 
nombre  y  con  poder  de  D.  Alfonso  Manuel  Cano«  contra  la  Administra* 
cion  general  del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre 
revocación  de  la  Real  orden  de  6  de  Febrero  de  i 873,  por  la  cual  se 
confirma  el  decreto  del  Gobernador  de  Almería  de  27  de  Abril  de  1871, 
que  declarando  no  haber  lugar  á  la  caducidad  de  la  mina  Rosetón  deja 
sin  curso  y  fenecido  el  expediente  de  dominio  titulado  Biosüla: 

Resultando  que  en  3  de  Agosto  de  4869  presentó  escrito  üon  Alfonso 
Man,uel  Gano  al  gobernador  civil  de  la  provincia  de  Almería  denun- 
ciando como  abandonada  por  más  de  dos  años  la  mina  plotniza  nom- 
})rada  Rosetón,  situada  en  terreno  realengo  del  término  de  la  villa  de 
Cuevas  y  paraje  conocido  p.or  Rarranco  Guiradg  en  Sierra  Almagrera, 
dándole  el  nombre  de  Rosilla,  todo  con  arreglo  al  decreto  de  29  de 
Diciembre  de  1868: 

Resultando  que  formado  el  oportuno  expediente  con  sujeción  á  lo 
dispuesto  en  los  articules  78  y  79  del  reglamento,  informó  el  Adminis- 
trador económico  que  aparecía  en  los  libros  cuenta  abierta  á  cargo  de 
D.  Gonzalo4^erona  Martínez  por  canon  de  la  mina  Rosetón,  hallándose 
adeudando  desde  el  año  económico  de  1867  á  1868;  y  opuéstose  Perona 
al  denuncio,  se  ordenó  por  el  Gobernador,  á  instancia  de  D.  Alfonso 
yanuel  Cano  que  el  Alcalde  de  Cuevas  averiguase  si  se  estaba  trabajan- 
do en  la  mina  y  desde  qué  fecha: 

Resultando  que  constituido  en  el  sitio  donde  radica  dicha  mina, 
acompañado  del  alguacil  y  del  Secretario,  puso  una  diligencia  de  haber 
observado  que  estaba  despoblada  y  completamente  abandonada,  sin 
labor  alguna  eu  activo;  y  que  examinados  el  capataz  y  trabajadores  de 
otra  mina  colindante,  aseguraron  la  realidad  de  este  hecho,  pues  el 
que  menos*  la  habia  visto  abandonada  por  más  de  tres  años;  con  cuyos 
antecedentes  la  reconoció  el  Ingeniero  D.  José  Rover  y  dijo  que  proce- 
día la  declaración  de  caducidad:  n 

Resultando  que  puéstose  el  expediente  de  manifiesto  al  concesionario 
de  la  expresada  mina  y  de  la  titulada  ilfi6¿  Blanca,  que  lo  es  D.  Salva- 
dos Rautista  Ansina,  á  quien  cedió  sus  derechos  D.  Gonzalo  Perona  por 


medio  de  etciitara  pública,  oo  estavo  oooforme  con  el  dictamen  del 
Ingeniero,  y  nombró  por  sn  parte  á  ano  particnlar  llamado  D.  José 
Seodrá,  el  coal  levantó  nn  plano  é  informó  qne  atendido  d  número  de 
metros  excav^ados  en  pozo,  galería,  trancada  ó  explotación,  resoltaba 
qne  solo  con  las  labores  practicadas  en  la  mina  Jfiel  Alones,  7  sin 
tener  encoenta  las  de  la  ñottUm^  sn  colindante,  estaba  soficientemente 
demostrado  baberse  empleado  en  esta  mina  más  número  de  operarios 
qne  el  necesario  para  el  pueble  de  las  dos,  con  arreglo  á  los  arUcnlos 
2$  y  28  de  la  ley  de  minas  rigente,  y  que  por  tanto  no  se  bailaba  en 
condiciones  de  caducidad: 

Eesnltando  qne  pretendidos  justificar  estos  estremos  por  medio  de 
nna  información  ad  perpeluam  de  27  testigos  qne  aseguraron  además 
que  los  presentados  por  la  parte  contraría  nó  habían  trabajado  en  la 
mina,  se  oposo  á  dicha  información  el  denunciador  D.  Alfonso  Manuel 
Cano;  y  el  Jaez  de  primera  instancia  de  Vera  en  auto  de  i5  de  Febroro 
de  1870  declaró  no  haber  lagar  á  la  misma  conforme  á  lo  dispuesto  ea 
los  artficuios  1.359  y  1.360  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil;  de  coyas 
diligencias  se  pidió  testimonio  por  el  Gobernador,  y  además  presentó 
la  parte  concesionaria  con  igual  fio  el  certificado  de  no  acta  de  conci- 
liación en  que  se  reclamó  el  importe  de  jornales  invertidos  en  la  mina 
de  que  se  trata,  cuyo  hecho  confesó  ser  cierto  el  demandado;  pero  ne- 
gándose á  su  pago  por  haber  sabido  que  la  Autorídad  local  habia  hecho 
justifícacioD  de  que  estaba  abandonada,  sin  embargo  de  lo  cual  efectuó 
el  pago  de  io  que  se  le  mandaba,  aunque  con  la  protesta  que  en  el  acta 
se  expresa: 

Resaltando  que  nombrado  por  el  Gobernador  el  Ingeniero  Jefe  de  1& 
provincia  para  dirimir  la  discordia  de  los  dos  anteriores,  reconociólas 
citadas  minas  con  asistencia  de  los  interesados,  é  informó  manifes- 
tando por  conclusioQ  que  no  era  posible  hacerlo  de  un  modo  definitivo 
respecto  á  si  las  labores  de  la  mina  Miel  Blanca  sumadas  con  las  de  la 
Rosetón  eran  ó  no  suficientes  para  sastífacer  las  condiciones  legalog 
del  pueble  de  las  dos;  y  que  para  que  pudiera  resolverse  con  el  debido 
acierto  esta  caestion,  seria  necesario  poner  accesibles  las  labores  que 
estaban  atoradas  á  fin  de  apreciarlas  con  exactitud: 

Besnltaado  que  eo  este  estado  solicitó  D.  Alfonso  Manuel  Cano  que 
se  declarase  la  caducidad  y  admitiese  el  registro  sega  o  tenia  reclama* 
do,  y  que  el  represeotaate  de  Ansina  pidió  por  su  parte  se  anulase  y 
cancelase  dicho  registro  declarando  la  subsistencia  de  la  concesión  Ro* 
seton;  y  remitido  el  expediente  á  informe  de  la  Diputación  provincial, 
lo  evacuó  la  Comisión  permanente  por  mayoría,  siendo  de  dictamen 
que  debia  declararse  nulo  y  cancelado  el  expediente  registro- denuncio 
Rosilla  y  seguir  su  curso  el  de  Rosetón,  como  así  lo  decretó  el  gober- 
nador en  27  de  Abril  de  1871: 
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Resultando  qae  ioterpuesta  apelación  por  D.  Alfonso  Manuel  Gano 
del  anterior  decreto  i  lois  dos  días  de  cumplirse  el  término  legal,  fun- 
dado en  <^ue  no  se  le  habla  entregado  la  oportuna  copia;  y  remitido 
el  expediente  al  Ministerio  con  las  solicitudes  que  acompañaron  ambas 
partes,  se  oyó  el  dictamen  de  la  Junta  superior  facultativa  de  minería, 
la  cual  propuso  se  practicara  nuoTo  reconocimiento:  que  así  lo  verificó 
el  Ingeniero  D.  Manuel  Lacasa,  expresando  de^oes  de  varias  demos- 
traciones y  del  levantamiento  del  plano,  que  examinadas  las  labores  de 
la. superficie  y. del  interior  de  ambas  minas,  y  apreciando  el  número 
que  representaban  después  de  descontar  las  que  según  sus  expedientes 
y  los  de  otras  que  manifiesta  aparecían  anteriores  á  la  toma  de  pose- 
sión de  aquellas  las  labores  de  Roseto^^  no  representaban  ni  con 
mucho  el  pueble  legal  obligatorio,  habiendo  estado  por  consiguiente 
parada  la  mina  por  más  del  tiempo  permitido  por  la  ley;  y  que  las 
labéres  de  Miel  Blanca  solo  representaban  el  número  de  jornales  es- 
trictamente necesario  para  corresponder  á  su  pueble*  no  teniendo  por 
tanto  ninguna  labor  ni  jornal  en  exceso  que  pudiera  ser  acumulado  á 
Rosetón  y  ayudar  al  cómputo  de  labores  de  esta  última  mina,  que  aun 
prescindiendo  de  los  datos  que  arrojaban  los  expedientes  y  suponiendo 
que  todas  las  labores  que  aparecían  dentro  de  ambas  minas  hubiesen 
sido  posteriores  á  la  posesión  de  las  mismas,  el  número  de  jornales  no 
era  tampoco  el  necesario  para  el  pueble  de  las  dos,  habiendo  solo  ua 
ligero  exceso  en  Miel  Blanca  insuficiente  para  compensar  la  diferencia 
en  menos  entre  el  número  de  jornales  que  representaban  todas  las  la- 
bores de  Rosetony  el  correspondiente  al  pueble  legal  obligatorio: 

Resultando  que  devuelto  el  expediente  al  Ministerio  y  oido  el  infor- 
me de  la  Junta  plena  facultativa,  de  conformidad  con  el  mismo  se  dictó 
Real  orden  en  6  de  Febrero  de  1873  declarando  no  procedía  la  caduci- 
dad de  la  mina  Rosetón,  y  confirmado  por  lo  tanto  el  decreto  apelado 
del  Gobernador  de  27  de  Abril  de  1871: 

Resultando  que  contra  la  anterior  Real  orden  y  en  11  de  Octubre 
siguiente  presentó  demanda  contenciosa-administrati? a  en  este  Tribu- 
nal Supremo  el  Licenciado  0.  Cristóbal  Urrea  y  Muñoz  á  nombre  y  con 
poder  de  D.  Alfonso  Manuel  Gano  pidiendo  su  revocación  y  que  se 
declare  la  caducidad  de  la  mina  Rosetón  y  la  prosecución  del  registro- 
denuncio  Rosilla  por  las  razones  que  adujo,  apoyado  en  los  resultados 
del  expediente,  citando  en  cuanto  á  su  admixtión  la  jurisprudencia  es 
tablecida  por  la  Sala  en  la  demanda  entablada  por  el  registrador  denun-* 
ciador  de  la  mina  Inagotable: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  gubernativo 
y  pasado  con  los  autos  al  Ministerio  fiscal,  se  ha  opuesto  á  la  ad- 
misión de  la  demanda,  fundado  en  que  solo  en  los  casos  que  deter- 
mina la  ley  y  reglamento  procede  dicho  recurso  contra  las  providen- 

SeCCIOR  ADMllllSTRATIVA.— T.  V.  35 


—196— 

•ias  de  la  Administración  ac(i?a;  y  disponiendo  el  párrafo  tercero  del 
AxX,  89  de  la  primera  que  «contra  las  resóluciotíes  declarando  la  cada- 
cidad  de  las  minas  proéede  la  yia  contenciosa,»  es  efvidente  que  no 
cabe  cuando  en  la9  providencias  se  resuelve  lo  contrario:  en  que  afdemás 
el  art.  68  permite  al  registrador  denunciante  ser  parte  en  el  juicio  que 
promueva  el  concesionario  de  la  mina  caducada;  lo  que  corrobora  qué 
■.la  ley  ha  prohibido  se  recurra  contra  providencias  como  la  reclamada, 
no  figurando  tampoco  el  registrador  denunciante  entre  los  que  designa 
el  art.  86  del  reglamento  que  püedeb  acudir  á  la  via  contentiiosa;  eh 
cuyo  estado  se  mandaron  poner  los  autos  de  m^inifiés^to  por  término 
de  tercero  dia  á  la  parte  demandante  al  solo  efecto  de  instrucción  (te 
dicho  Oiscrito  fiscal: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Alvaro  Gil  Sanz: 

Considerando  que  los  recursos  contencioso-administrativos  contra 

resoluciones  gubernativas  finales  en   asuntos  de  mineria  solo  tiene 

lugar  en  los  casos  taxativamente  designados  en  el  articulo  89  de  la 

ley  de  6  de  Julio  de  1869,  reformada  por  la  de  4  de  Marzo  de  1868  y 

,el  art.  86  del  reglamento: 

Considerando  que  lo  que  en  la  Real  orden  contra  que'se  reclama  se 
,ha  declarado  es  que  no  procede  la  caducidad  déla  mina  titulada  Ao- 
.setoHj  y  por  tanto  no  es  aplicable  la  disposición  alegada  en  la  demanda 
del  núm.  2°  del  expresado  articulo,  que  se  refiere  á  las  providencias 
dictadas  concediendo  6  negando  la  propiedad  de  minas,  escorialaSf 
terrenos  y  galerías  generales: 

Considerando  que,  según  el  núm.  3.*  del  mismo  articulo,  la  vía 
contenciosa,  no  es  admisible  sino  contra  las  providencias  que  de- 
claren  la  caducidad  de  tina  concesión  minera ,  y  que  éste  no  es  el 
caso  de  la  demanda; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  la  via 
contenciosa,  y  que  no  há  lugar  á  admitir  la  demanda  interpuesta  por 
D.  Alfonso  Manuel  Cano  contra  la  Real  orden  de  6  de  Febrero  de  1873. 
Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ofi- 
cial y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa  ^  sacándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Mi- 
nisterio de  Fomento  con  la  oportuna  certificación «  lo  pronunciamos, 
mandamos  y  firmamos. = José  María  Herreros  de  Tejada.=:Juan  Jimé- 
nez Cuenca. =Ignacio  Vieites.=José  Jiménez  Mascaros. :±:Críspulo6ar- 
.cia  G.  de  la  Serna. =Eugenio  de  Angulo.= Alvaro  Gil  Sanz. 

Publicación. =Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Alvaro  Gil  Sanz,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  26  de  Marzo  de  1874.=Enrique  Medina. 

(Gaceta  de  18  de  Junio  de  1874J. 


^Sentencia  declarando  improcedente  la  viécontencio$a  y  que 
no  há  lugar  á  admitir  la  demanda  prUíentada  contra  la 
orden  ministerial  que  dejó  sin  efecto  la  demasía  ddjudicada 
á  la  mina  Sao  Andrés  de  Oyoiiarte. 

En  la  Tilla  de  Madrid,  i  26  de  Marzo  de  1874,  en  los  aatos  que  ante 
^.No8  penden  sobre  procedencia  de  la  vía  contenciosa  sobre  admisión  de 
la  demanda  presentada  por  el  Dr.  D.  Bernardo  de  Toro  y  Moya,  á 
nombre  y  con  poder  de  D.  Antonio  del  Castillo  y  Cobos,  yecino  de 
Lanjar,  como  Presidente  y  apoderado  de  la  Sociedadque  explota  la  mi- 
na nombrada  SanAndrésde  Oyonarle,  sita  en  Sierra  de  Gador,  provin- 
cia de  Almería,  contra  la  Administración  general  del  Estado,  represen- 
larda  por  el  Ministerio  fiscal,  á  la  cual  pretende  coadyurar  el  Licenciado 
D.  Tomás  Pérez  y  Anguita,  en  nombre  de  D.  Francisco  Antonio  Godoy 
-  -del  Moral,  como  representante  y  Presidente  'de  la  Sociedad  dnefia  de  la 
mina  nombrada  El  Ganado,  j  del  de  la  llamada  Margarita, '  situadas 
en  la  misma  Sierra  y  término  del  Presidio,  Collado  de  los  Valientes, 
sobre  revocación  de  la  orden  ministerial  de  2  de  Junio  de  1875,  que 
•dejó  sin  efecto  la  demasía  adjudicada  á  la  primera  de  las  referidas 
minas,  njandando  se  lleven  á  cabo  las  operaciones  facultativas  de  des- 
linde del  grupo  por  el  orden  que  expresa: 

Resultando  que  en  4  de  Febrero  de  1869  solicitó  del  Gobernador  de 
la  provincia  de  Almería  el  apoderado  del  Presidente  de  la  Sociedad 
concesionaria  de  la  mina  nonibrada  San  Andrés  de  Oyonarte  que  se  le 
adjudicase  como  demasía  á  la  misma  un  espacio .  franco  menor  de 
cuatro  hectáreas  que  existia  entre  ella  y  las  denominadas  San  Vicente^ 
San  Pascual,  Santa  Margarita,  El  Niño  Gordo  y  Lo  que  fuere  tronará: 

Resultando  que  reconocido  el  terreno  por  un  Ingeniero  con  levan- 
tamiento de  plano,  se  anunció  dicha  petición  en   el  Bolelin  y  por 
^edictos;  y  no  habiéndose  presentado  reclamacipues  en  contra,  se  pro- 
-cedió  á  la  demarcación,   que  tuvo  lugar  sin  protesta  en  21  de  Junio 
de  1871: 

Resultando  que  posteriormente  en  7  y  8  de  Julio  se  presentaron  los 
apoderados  de  las  Sociedades  que  explotan  las  minas  tituladas  Tía 
.  Juana,  Lo  que  fuere  tronará  y  El  Ganado  alegando  el  primero  que  con 
fecha  anterior  á  San  Andrés  de  Oyonarte  hkhiei  pedido  el  mismo  terre- 
no como  deinnsía;  el  segundo  quejándose  de  que  se  hubieran  alterado 
Jos  mojones  que  limitaban  la  concesión  déla  llamada  Santa  Margarita, 
con  lo  que  se  habia  dado  lugar  á  un  espacio  franco  que  no  debía  existir, 
y  el  tercero  expuso  que  antes  de  conceder  demasías  en  el  terreno  de  que 
se  trata  era  preciso  que  se  completase  su  demarcación,  ampliándola 
«n  el  sentido  que  procedia  y  como  lo  tenia  solicitado: 
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Besultando  que  pasado  el  expediente  á  informe  de  la  Dipalacioik 
'.provincial,  lo  evaooé'^en  el  sentido  de  que  se  debian  desestimar  las 
.anteriores  solicitudM  y  mandar  siguiera  su  curso  el  expediente  de  de- 
masía, como  así  lo  acordó  el  Gobernador  por  decreto  de  26  de  Octubre 
dei87i: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  los  reclamantes  del  an- 
terior decreto,  y  también  el  de  la  mina  Santa  Margarita^  presentando- 
justificaciones  de  testigos  para  atestiguar  el  fundamento  de  sus  peti- 
ciones, se  remitió  9I  expediente  á  la  Superioridad,  y  fué  devuelto  para 
que  el  Gobernador  explicara  los  fundamentos  legales  de  su  providen- 
cia, para  que  dijese  si  la  mina  El  Niño  Gordo  tenia  existencia  legal^ 
ó  si  la  tenia  al  solicitarse  la  demasía  por  la  San  Andrés^  debiendo  re- 
mitir á  su  tiempo  con  el  expediente  en  cuestión  los  originales  de  las^ 
llamadas  San  Juan  de  Dios,  Santa  Margarita  y  San  Félix  y  disponer 
que  por  el  logeniero  ilefe  se  explicasen  las  diferencias  obsjervadas  entre 
los  planos  de  la  demarcación  de  Santa  Margarita  y  demasia  á  la  Tur 
Juana  trazados  por  el  Ingeniero  Oyarzabal  y  los  de  los  de  igual  clase  La- 
casa  y  Araus,  de  deslinde  y  demarcación  de  demasia  á  San  Andrés  de 
Oyonarte,  y  también  que  se  señalase  la  situación  que  ocupaba  respecta 
del  grupo  en  cuestión  la  mina  El  Niño  Gordo  comprendida  en  la  peti- 
ción de  demasía  de  San  Andrés  de  Oyonarte: 

Resultando  que  verificado  así  y  devuelto  el  expediente,  se  oyó  el 
dictamen  de  la  tercera  Sección  de  la  Junta  superior  facultativa  de  mi- 
nería, y  también  el  de  la  Sección  de  Gobernación  y  Fomento  del  Con- 
sejo de  Estado,  y  se  dictó  una  orden  por  el  Gobierno  de  la  República 
en  2  de  Junio  de  1873,  de  conformidad  con  el  último,  dejando  sia 
efecto  la  demasía  adjudicada  á  la  mina  San  Andrés  de  Oyonarte  en 
21  del  mismo  mes  de  1871,  y  mandando  que  hecho  ésto  se  llevasen  á 
cabo  las  operaciones  facultativas  del  grupo  por  el  orden  siguiente:  pri- 
mero, rectificación  de  la  demarcación  de  Santa  Margarita  hasta  avan- 
zar su  línea  Sur  hasta  tocar  el  mojón  Noroeste  de  Lo  que  fuere  trona- 
ra, expidiéndose  en  su  dia  el  titulo  con  la  superficie  que  representen 
segundo,  demarcación  de  la  pertenencia  Santa  Sinforosa:  tercero,  de- 
marcación de  la  ampliación  al  Ganado,  según  lo  que  dispone  la  Real 
orden  de  4  de  Diciembre  de  1865;  y  ya  determinado  el  terreno,  qu¿ 
puede  adjudicarse  como  demasia  ó  demasías  á  la  Tia  Juana  y  Satk 
Andrés  de  Oyonarte,  según  el  derecho  que  cada  uno  haga  valer  á  di-V 
cha  adjudicación:  \ 

Resultando  que  contra  la  anterior  orden,  y  acompañando  certifica-     \ 
clones  para  acreditar  que  por  sentencia  de  esta  Sala  de  11  de  Abril  de 
1871  se  declaró  firme  y  subsistente  la  Real  orden  de  7  de  Diciembre 
de  1867,  por  la  que  se  declaró  sin  curso  el  expediente  de  la  mina  As* 
trea,  y  en  condiciones  legales  el  de  la  Santa  Sinforosa;  como  tambieá 


<^ae  por  Real  orden  de  esta  úhima  fecha  se  dejó  sio  efecto  la  demar» 
eacioD  de  la  ampliacioa  á  la  mÍDa  El  Ganado,  disponiendo  que  se  de- 
marcase después  que  lo  hubiese  sido  Sania  Sinforosa;  y  úUimameate. 
que  en  i 3  de  Junio  del  repetido  año  se  demarcó  la  mina  Santa  MoT" 
garita  sin  protesta  ni  reclamación  alguna,  se  presentó  demanda  con- 
tencioso-administrativa  en  este  Tribunal  Supremo  en  22  de  Julio  de 
1873  por  el  Dr.  D.  Bernardo  de  Toro  y  Moya«  á  nombre  y  con  poder 
de  D.  Antonio  del  Castillo  y  Cobos,  pidiendo  su  revocación  y  que  se 
confirme  el  decreto  del  Gobernador  de  Almería,  que  adjudicó  á  la  mina 
San  Andrés  deOyonartela  demasía,  exponiendo  para  ello  los  funda* 
montos  que  creyó  oportunos: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  gubernativo, 
habióndose  presentado  en  los  autos  pretendiendo  coadyuvar  á  la  Ad- 
ministración el  Licenciado  D.  Tomás  Pérez  y  Anguita,  á  nombre  y  con 
poder  de  los  representantes  de  las  Sociedades  dueñas  de  las  minas  El 
^Ganado  y  Sania  Margarita,  se  pasó  todo  al  Ministerio  fiscal,  que  se  ha 
opuesto  i  la  admisión  de  la  demanda  fundado  en  que  si  se  tratara  de  dos 
ó  más  peticiones  á  una  demasía  y  las  cuestiones  versaran  solo  sobre 
cuál  de  los  aspirantes  tenia  mejor  derecho  á  ella,  podria  tal  vez  ser  pro- 
cedente la  via  contenciosa;  pero  como  solo  se  trata  de  ejecutar  los  ac- 
tos necesarios  en  averiguación  de  espacios  francos  que  puedan  ser 
objeto  de  demasías,  se  hace  preciso  ante  todo  que  esos  actos  se  practi- 
quen: en  que  la  resolución  de  que  se  trata  no  está  comprendida  en 
ninguno  de  los  casos  de  la  ley,  puesto  que  ni  se  concede  ni  se  otorga 
concesión  minera,  y  es  sabido  el  principio  de  que  solo  en  los  casos 
tasados  en  la  misma  es  cuando  procede  el  recurso  contencioso;  aña- 
•diendo,  por  último,  que  no  está  suficientemente  acreditada  la  persona- 
lidad del  demaodante  por  no  justificar  ser  Presidente  de  la  Sociedad  á 
cuyo  nombre  litiga;  y  por  un  otros!,  que  en  el  caso  de  admitirse  la 
demanda,  no  vé  inconveniente  en  que  se  tenga  por  parte  á  los  coad- 
yuvantes de  la  Administración: 

Resultando  que  á  su  virtud  el  Dr.  D.  Bernardo  de  Toro  y  Moya  ha 
presentado  en  los  autos  una  certificación  que  acredita  que  su  poder- 
dante D.  Atítonio  del  Castillo  y  Cobos  es  tal  Presidente  y  apoderado  de 
la  Sot^iedad  que  explota  la  mina  nombrada  San  Andrés  de  Oyonarte;  y 
que  se  pusieron  los  mismos  de  manifiesto  y  á  la  parte  coadyuvante  po  ^ 
término  de  tercero  dia  al  solo  efecto  de  instrucción  del  escrito  fiscal: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Críspulo  Garda  Gómez  de 
la  Serna: 

Considerando  que  solo  procede  la  via  contenciosa  ante  este  Tribu . 
pal  en  materia  de  minería  en  los  casos  que  señalan  los  artículos  89  de 
la  ley  y  86  del  reglamento,  según  terminante  disposición  de  éste,  con» 
armada  por  h  jurisprudencia: 


OoDsidérándb  que  eo  ninguno  de'esos'casos  se'  eDeaentra*  laórd^y 
redamada,  qiie  no  es  definitiva  y  se  circanscribe  á  diaponer  lá  opera** 
cien  facultativa  de  deslinde  necesario  entre  minas  de  un  grupo^  mate^ 
ria' propia  de  la  competencia  de  la  Administración  activa,  síd  decidir 
el  mejor  derecho  al  terreno  franco  ó  demasía  que  resultase  entibia» 
minas  que  lo  han  solicitado: 

Considerando,  además,  que  sin  practicarse  el  deslinde  acordado 
por  la'  orden  reclamada  no  es  posible  conocer  si  etiste  ó  no  terreno 
ítaneo'que  pdr  su  extensión  y=  coRdiciones  pueda  concederse  como  de« 
nyaafa  á  las  minas  llmftrofes,  de  conformidad  al  art.  13  del  deereto^le]^ 
de  29  de  Diciembre  de  1B68  y  disposiciones  anteriores; 

Fallamos  qaé  debemos  dcefarar  y  declaramos  improcedente  la  via 
contenciosa,  y  en  su  virtud  que  no  há  lugar  á  admitir  la  demanda  pre-^ 
sentada  á  nombre  de  D.  Antonio  del  Gastillo  y  Cobos  contra  la  órdei» 
mini<sterial  de  2  de  Junio  de  1873.  » 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa»  sacándose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernatiTo  al  Ministe- 
rio de  Fomento  con  la  oportuna  certificación,  lo  pronunciamos,  maif- 
damos  y  fi)rmamos.=José  María  Herreros  de  Tejada.=:Juan  Jiménez 
Cuenca.=: Ignacio  Vieites.=José  Jiménez  Mascarós.=GríspuloGarcfa  O. 
de  laf  Serna.=Eugenio  de  Aogalo.=Alvaro  Gil  Sanz. 

Publicacion.=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  d 
Excmo.  Sr.  D.  Gríspulo  Garcia¡Gomez  de  la  Sema*  Magistrado  del  Tri-^ 
bunal  Supremo,  celebrando  audiencia  publica  la  Sala  tercera,  de  que 
certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  26  de  Marzo  de  1874.^ 
Etirique  Medina. 

(Gaceta  de  18  de  Junio  de  1874;. 


'  Sentencia  declarando  improcedente  la  via  contenciosa  y  qtié 
'     no  há  lugar  á  admitir  la  demanda  presentada  contra  la 

orden  ministerial  que  dispuso  la  suspensión  de  una$  obra^ 

para  alumbramiento  de  aguas. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  26  de  Marzo  de  1874,  en  los  autos  que  ante 
Nos  penden  sobré  procedencia  déla  vía  contenciosa  y  admisión  de  la- 
demanda  presentada  por  el  Procurador  D.  José  de  Castro  y  Brihuega,  á 
nombre  y  con  poder  de  Doña  Rosa  Socorro  Pérez  de  Millan  y  sus  hijos 
D.  Antonio,  Doña  Agustina  y  D.  Juan  Millan  y  Socorro,  contra  la  Ad- 
ministración general  del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  ñieel^ 
á  laque  pretende  coadyuvar  el  Procurador  D.  Mauricio  Castañales  i 
^mbredel  Ayuntamiento  de  Telde,  en  las  islas  Cananas,  sobre  revoi^ 
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caeion  d^^laórdea  mi^i»^^ial  dp  l.i.de  Octub|re  de  1B73,  que  dis^pso 
8QSp€«ijda  las  ol)C99  que  ejecutabao  los  prUneros  para  alumbrar  a^as 
svJ^teixáoeas  en  la  fioca  de  su  propiedad  nombrada  de  las  tenerfas: 

Resultando  que  eo  6  de  Biicieiiibre  de  1867  D.  Francisco  Javier  de 
LeoD»  como  AlcWde  del  lugar  d'e.Telde  y  Presidente  de  la  Juijta  de  he- 
redad ó  comunidad  de  neigantes  denominada  del  Valle  de  la  Fuente  ' 
acudió  al  Subgobernador  de  Oran  Canaria  por  naedio  de  una  iostanpia^ 
aeompañando  certificación  del  aqU  celebrada,  ppr  la  misma,  solicitan- 
do la  suspensión  de.  los  trabajos  que  para  explorar  aguas  subterráneas 
ejecutaban  Doú^Rosa  Socorro  y  sus  hijos  en  finca  dq  su  propieda,<}  yj 
pauto  llamado  Las  Tenerlas,  por  el  inminente  peligro  que  amenazaban 
de. amenguar  y  distraerse  en  su  totalidad  la.s  destinadas  al  abasteci- 
miento de  la  población  y  riegos  existentes  de  tiempo  inmemorial,  de 
que  se  hallaban  en.  posesión  los  mencionados  heredero^: 

Resultando  que  á  su  yiriud  se  reconeifió  el  terreno  por  peritos  nom- 
brados por  las  partes,  los  cuales  declararon  quQ  no  existia  el  peij^gro 
inminente  que  se  suponía;  y  el  Gobernador,  con,  perito  á  ello  y  á  qjae 
habiendo  una  distaccia  ca^i  de  un  quíntuplo  de  la  m^arcacjla  ppr  la  ley 
para  las  labores  de  los  alumbramientos  de  aguas  no  debia  ni  pj^dií^  la 
Administración  suspender  las  operaciones  que  con  tal  objeto  se  prac- 
ticasen, decretó  en  24  de  Enero  de  1870,  oonjTqrme  con.  lo  informado 
por  la  Sección  dfs  Fomento»  no  haber  lugar  á  lo  solicitado  pojc  Dqo 
Francisco  Javier  de  León: 

Resultando  que  en.  4  de  JiUio  de  i872  acudió  el  Ayuntamiento  al 
Subgobernador  denunciando  las  obras  que  la  Doña  Rosa  ejecutaba  para 
el  alumbramiento  de  aguas  en  el  sitio  referido,  Candado  en  que  coi^ 
aquellas  se  hablan  perdido  totalmente  las  de  la  fuente  pühlica:  en  que 
como  no  intervino  en  la  anterior  denuncia  de  los  regantes,  estaba  en 
su  derecho  al  denunciarlas;  y  pidió  la  sui^pension,  reconocimiento  pe 
ricial  y  represamiento  de  las  agulis.  para  ver  si  volvían  á  la  fuente, 
propuesta  de  las'  obras  necesarias  p^ra  la  restitución  de  aquellas  y  la 
suspensión  permanente  de  éstas:. 

Resaltando  que  para  probar  que  dichas  agnas  hablan  sido  cortadas 
por  los  trabajos  ejecutados  por  la  Doña  Rosa  Socorro  y  sv^  hijos,  acpim,- 
pañó  copia  de  una  infornjacion  de  22  testigos  practicad^i  ante  el  i¥\|s^o 
con  asistencia  del  Sindico,  el  dictamen  de  un  Maestro  titular,  qomo 
perito  nombrado  por  la  propia  corporación  para  verificar  el  i[ecqpooi- 
miento  de  la  localidad,  copia  de  la  contestación  de  up  Ingeni^rio,  de 
Caminos  á  quien  el  Alcalde  pidió  los  datos  que  tuyíeor^  spbre  d^^as 
aguas,  planos  de  la  referida  localidad,  y  copia  del  dict^ffíeq  y  planos 
presentados  por  los  peritos  que  aQtuaron  en  el  primer  expediente,  con 
el  fin  de  probar,  mediante  comparación,  que  estos  trabajos  ad.pl^daQ 
de  errores  é  inexactitudei: 


Sentencia  declarando  improcedente  la  via'  contenciü^a  y  noi 
admitiendo  la  demaindá  propuesta  contra  la  orden  qu& 
aprobó  el  expediente  de  la  fniha  titulada  Pepita. 

Bq  la  villa  de  Madrid;  á  27  de  Marao  de  18744  en  les  aatQs  qaa  <aiiAf^ 
Nds^  penden  sobre  procedencia  de  la  yia  conieaciosa.y  admisión  de 4ai 
demanda  prenotada  por  D.  Francisco  Lizana  Ortíz,  y  ea  su  nomliCK^ 
el'Procarador  D.  Francisco  Rodero  y  Agado/contra  ia  Adoúnis^racioa. 
del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal,  solicitando,  que  sq 
deje  sin  efecto- la  orden  de  19  de  Agosto  de  li875.q.fie,aprobó.el  éipe- 
diente  de  la' mitia  titulada  Pepito: 

Resultando  que  D«  Perfecto  Acosta,  apoderado  de  D.  Lucio  Mori^ 
Rremon,  acudió  al  Gobernador  de  Ciudad- Real  en  il  de  Dicieoibre  dd 
1871' exponiendo  que  deseaba  adquirir  12  pertenencias  de  minecalplon 
mizo  que  se  hallaba  al  descubierto<en  el  quinto  de  GamooaU  de  lAipro* 
piedad  de  D.  Juan  Bravo  Marillov  térootinode  Matanza^  cob  el  título  de 
PepUay  en  una  labor  practicada  en  el  terreno  que  se  halla  inmediaAo4 
una  encina,  cuyo  nombre  ignoraba;  y  después  de  señalar  los  lindeceA 
y  hacer  la  designacloq ,  pidió  que  se  declarase  la  caducidad  de,  dioli4 
labor  si  no  lo  estuviese,  y  se  diese  al  expediente  la  instcucciou  de  ley 
y  reglapaento  para  que  en  su  dia  ae  le  -expidiese  el  título  de  pro- 
piedad: 

Resultando  que  seguido  el  expediente  por  sus<  trámites ,  declarada 
la  caducidad  dé  las  labores  antiguas  y  hechas  las  demarcacioqea/se 
opuso  á  ella  el  Registrador  de  la  mina  Júpiter:,  yel  Gobernador  en.  26 
de  Abril  de  1872  desestimó  la  oposición  de  D.  Francisco  Li^aoa  Orláff» 
Registrador  de  ésta,  y  mandó  expedir  el  título  de  pROpiedad  de  lamina 

Resultando  que  el  referido  Lizaaa  se  alzó, da  esta  resolución  ap|¿ 
el^ Ministro  de  Fomento,  y  que  éste  por  orden  de.  i9  de  Agosto  de  1873, 
de  acuerdo  ea  un  todo  con  lo  informado  por  I9  Jant^  Spperior  hcvír 
tfttiya  de  minería,  confirmó  el  decreto  del  Geb^roador  y  aprobó  el  q$- 
pediente  de  la  miña  Pepita: 

Resultando  que  notificada  estai  orden  á  D.  Pedro  Lasanta»  apodfsra- 
do.de  Lizana  en  27  de  Agosto  citado*  el  Procurador  D.  Frauciscoi  ^ 
dero  y  Agudo  en  su  represeniaciou  enta|)ló  demapda  en  este  TribQiafl^ 
Supremo  solicitando  que  se'deeldre  precedente  la  yia  contenciosa,  y 
en  su  dia  se  revoque  y  de|e  s^n  efecto,  la, anterior  orden  y  que  se  tenga 
al  propio  tiempo  por  fenecido  y  nulo  el  expediente  de  resgistro  Pepita* 
y  que  se  una  éste  al  de  k  míMt  Júpiter  dándole  la  tramitación  de  ley 
hasta  su  conclusión,  hasta  que  se  concedan  á  su  principal  las  10  hec- 
táreas de  terreno  que  solicita  y  se  le  expida  el  titulo  de  propiedad  de 


dfcha  mina,  oonccetando  ios  hechos  y  fimdameolos  de  derecho  ea  que 
se  apoyaba; 

Resultando  queoido  el  Ministerio  fiscal,  pidió  que  se  declare  impror 
cedente  la  via  oonteiciosa  é  inadmisible  la.  demanda,  fundándose  en 
que  notificada  la  resolución  reclamada  en  27  de  Agosto  de  4875  y  pre^ 
sentada  la  demanda  en  lOde  Octubre  siguiente,  con  arreglo  al  art.  91 
déla  ley  de  minería,  á  la  jurisprudencia  constante  del  Consejo  de  Es- 
tado y  de  este  Supremo  Tribunal  él  trascurso  del  término  par^  hacer 
uso  de  su  derecho»  trae  consigo  la  pérdida  delmiamo,  sin  que  este^T^» 
h«9«l  segad»  Ib  tifune  decla/ado  pueda  rehabilitar  los  términos  legres: 

Vistos,  siendo  ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Cano  Manuel; 

Considerando  que  según  el  art.  91  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  1859, 
reformada  por  la  de  4  de  Mayo  de  4868,  el  término  para  entablar  el 
recurso  contencioso  contra  las  resoluóones  ministeriales  es  el  de  30 
dias,  contados  desde  el  dia  siguiente  al  de  la  notificación: 

Considerando  que  según  resulta  al  folio  53  del  expediente  de.  Iv 
mina  Pepita^  se  dio  conocimiento  de  la  orden  reclamada  con  fcQha  27 
de  Agosto  de  4873  á  D.  Pedro  Lasanta,  representante  de  D.  Franci^o 
LisMa.OrÜE,  dándole  copia  y  lectura,  y  firmando  el  mismo  dicha  np; 
tificacion: 

Considerando  qne  la  copia  oficial  de  la  orden  ministerial  que.  se 
acompaña  á  la  demanda  su  fecha  44  de  Setiembre  del  abismo  año  de 
4873  no  es  la  copia  simple  que  consta  haberse  dado  en  él  acto  de  la 
notificación  practicada  en  27  de  Agosto,  como  queda  expuesto,  y  ;  que 
en. dicha  copia»,  presentada  con  la  demanda,  no  se  expresa  la  fecha  éo 
que  U, notificación  se  hizo,  antes  bien  se  refiere  á  ella  como  ya  practi- 
cada, según  aparece  en  el  expediente:  , 

Considerando  que  la  presentación  de  i^na  copia  posterior  á  la.  de^ 
acto  de  la  notificación  no  puede  interrumpir  el  trascurso  del  térniii^o 
que  la  ley  señala: 

Considerando  que  el  lapso  del  término  lleva  consigo  la  pérdida  ^ 
derecho  que  dentro  de  él  np  se  haya  ejercitado; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos. improcedente  la  v4^ 
contenciosa»  y  en  su  consecuencia  po admitimos  la  demanda  proj^uesta 
por  D.  Francisco  iizana  Ortiiz^,  representado  por  el  Procurador;  D.  Fran,- 
oiaoo  Rodero  y  Agudo. 

Asi  poc  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
yse)inseftaváenla>Ca/0octon  legislativa^  sacándose  a} efecto  lascppias 
necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Minisl^erio  djS 
Fomento  con  la  certificación*  prevei^iida,  lo  pronunciamos,  mandamoi^y 
fiiemamos.ssJiian  González  Aceve^o,.=PascualBayarri.;^Juaji  Giopienez- 
£«enca«=Juaa€a^  Maouel.=l]rispulo  G.Gomez  de  la  SQrnav=^Ií,ugeiiip 
4»  Angulo.=: Alvaro  Gil  Sanz. 
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Sentencia  declarando  improcedente  la  via  contenciom  y  noi 
admitiendo  la  demaMU  propuesta  contra  la  orden  que 
aprobó  él  expediente  de  la  mina  titulada  Pepita. 

Bo  la  villa,  de  Madrid»  á  97  de  Marao  de  1874^  en  los  aat^  qua  <aoy^ 
Nbfr  penden  sobre  procedencia  déla  yia  conieociosa.y  admisión  de  Ja 
demanda  presentada  por  D.  Francisco  Lizana  OrAtz,  y  en  su  ooHnlicK^ 
el^Procurador  D.  Francisco  Rodero  y  Agiido/contra  ia  AdminisjtraGioii: 
del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal,  solicitando  que  sq 
deje  sin  efecto,  la  orden  de  19  de  Agosto  de  i875.qfie«aprobó.el  expe- 
diente de  la  miba  titulada  Pepita: 

Resultando  que  D.  Perfecto  Acosta,  apoderado  de  D.  Lucio  Murli^ 
Rremon,  acudió  al  Gobernador  de  Ciudad- Real  en  li  de  Diciembre  do 
1871  exponiendo  que  deseaba  adquirir  i2  pertenencias  de  mioecalploi 
mizo  que  se  hallaba  al  descubierto^  en  el  quinto  de  GamooaU  de  1  A.pror 
piedad  de  D.  Juan  Braro  Mariliov  término  de  Mataiiza«  con  el  titulo  de 
Pepilüy  en  una  labor  practicada  en  el  terreno  que  se  halla  inmediaitoi 
ttoa  encina,  cuyo  nombre  ignoraba;  y  después  de  señalar  los  lindeceA 
y  hacer  la  designacioq,  pidió  que  se  declarase  la  caducidad  de.  dieb^ 
labor  si  no  lo  estuviese,  y  se  diese  al  expediente  la  instrucción  de  ley 
y  reglamento  para  que  en  su  dia  ae  le  expidiese  el  título  de. prjo^ 
piedad: 

Resultando  que  seguido  el  expediente  por  sus.  trámites ,  declarada 
la  caducidad  de  las  labores  antiguas  y  hechas  las  demarcacioqea,  se 
opuso  á  ella  el  Registrador  de  la  mina  Jcf^ifer,  yet  Gobernador  eo,  i6 
de  Abril  de  1872  desestimó  la  oposición  de  D.  Francisco  Li^aoa  Ortíd» 
Registrador  de  ésta,  y  mandó  expedir  el  título  de  psopiedad  de  la  laina 
P^ikL: 

Resultando  que  el  referido  Lizana  se  alzó. de,  esta  resolución  apí¿ 
el  Ministro  de  Fomento,  y  que  éste  por  orden  de  i9  de  Agostp  de  4973» 
de  acuerdo  en  un  todo  con  lo  informado  por  la  Jaot^  SMperior  facujr 
tfttiya  de  minería,  conñrmó  el  decreto  del.  Geb^roador  y  aprobó  el  q|(- 
podiente  de  la  miña  Pepita: 

Resultando  que  notificada  estai  orden  á  D.  Pedro  Lasanta,  apodfsra- 
do.de  Lizana  en  27  de  Agosto  cifeado,  el  Procurador  D.  Francisco  ^ 
dero  y  Agudo  en  su  representación  entabló  demapda  en  este  TjribQ/aal 
Supremo  solicitado  que  se'deeldre  procedente  la  via  contencio«|y  y 
en  su  dia  ^e  revoque  y  deje  s|o  efecto,  la, anterior  orden  y  que  se  tenga 
al  propio  tiempo  por  fenecido  y  nulo  el  expediente  de  resgistro  Pepita* 
y  que  se  una  éste  al  de  la  mitM  Júpiter  dándole  la  tramitación  de  ley 
hasta  su  conclusión,  hasta  que  se  concedan  á  su  principal  las  10  hec- 
táreas de  terreno  que  solicita  y  se  le  expida  el  titulo  de  propiedad  de 


dfcha  mina,  concretando  los  hecho»  y  fuadameolos  de  derecho  en  que 
seapoyaba? 

Resultando  que  oído  el  Ministerio  fiscal,  pidió  que  se  declare  impror 
cedente  la  via  oonteiciosa  é  inadmisible  la.  demanda,  fundándose  en 
que  notificada  la  resolución  reclamada  en  27  de  Agosto  de  4875  y  pre^. 
sentada  la  demanda  en  10  de  Octubre  siguiente,  con  arreglo  al  art.  94 
déla  ley  de  minería,  á  la  jurisprudencia  constante  del  Consejo  de  Es- 
tado y  de  este  Supremo  Tribunal  él  trascurso  del  término  par^  hacer 
oso  de  su  derechottrae  consiga  la  pérdida  delmiamo,  sin  que  este^Tr^» 
httjial  segu4>  lO  tiene  declarado  pueda  rehabilitar  los  términos  legibles: 

Vistos^  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Cano  Manuel; 

GoDsideraodo  que  según  el  art.  91  de  la  ley  de  6  de  Julio  de  4859, 
reformada  por  la  de  4  de  Mayo  de  4868,  el  térmico  para  entablar  el 
recurso  contencioso  contra  las  resoluciones  mioisteríales  es  el  de  30 
días,  contados  desde  el  día  siguiente  al  de  la  notificación: 

Considerando  que  según  resulta  al  folio  53  del  expediente  de.  Iv 
mina  Pepita^  se  dio  conocimiento  de  la  orden  reclamada  con  fcQha  27 
da  Agosto  de  4873  á  D*  Pedro  Lasanta»  representante  de  D.  Franci^o 
LisMa.Ortis,  dándole  copia  y  lectura,  y  firmando  el  mismo  dicha  ujQ; 
tificacion: 

Considerando  que  la  copia  oficial  de  la  orden  ministerial  que^  se 
acompaña  á  la  demanda  su  fecha  44  de  Setiembre  del  mismo  ano  de 
4873  no  es  la  copia  simple  que  consta  haberse  dado  en  él  acto  de  la 
notificación  practicada  en  27  de  Agosto,  como  queda  expuesto,  y  ;  que 
en. dicha  copia»  presentada  con  la  demanda,  no  se  expresa  la  fecha  éo 
que  U, notificación  se  hizo,  antes  bien  se  refiere  á  ella  como  ya  practi- 
cada, según  aparece  en  el  expediente:  , 

Considerando  que  la  presentación  de  i^oa  copia  posterior  á  la  d^ 
acto  de  la  notificación  no  puede  interrumpir  el  trascurso  del  téirniii^o 
que  la  l^  señala: 

Considerando  que  el  lapso  del  término  lleva  consigo  la  pérdida  dj|l 
derecho  que  dentro  de  él  no  se  haya  ejercitado;, 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos. improceden  te  la  v4a 
contenciosa»  y  en  su  consecuencia  no  admitimos  la  demanda  proj^uesta 
por  D.  fjrancisco  Lizana  Ortiz^,  representado  por  el  Pr^ocuradoc  D.  FraA- 
oisoo  Rodero  y  Agudo. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceto  oficial 
yseiinsoftaráenlaCaíeccton  legislativa^  sacándose  a|  efecto  las.cppias 
necesarias,  y  de?olviéndoso  el  expediente  gubernativo  al  Minlsl^ecio  dp 
Comento  con  la  certificación  prevenida,  lo  proi;iunciamos,  mandamoay 
fiiiuQamos.ssJiian  González  Ace?e4o.=PascualBayarri.=;= Juan  Giménez- 
£uei)ca«=Juan/Cai^o  Mai>uel.==Crispulo  G.Gomez  áa  la  Sérnav=^Jí.ugaii¡p 
4»  Ángulo.» Alvaro  Gil  Sanz. 
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•PablicacioQ.sLeida  y  publicada  faéla  precedente  sentencia  por  0h 
Excmo.  Sr.  D.  Juan  Gano  Manuel,  Magistrado  de  la  Sala  tercera  dri 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pdblica  la  misma  en  el  dia 
de  boy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  ái7  de  Mar» 
zo  de  i874.=sLicenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

(Gaceta  de  19  de  Junio  de  1874). 


Sentencia  absolviendo  á  la  Administración  general  del  Estado 
de  la  demanda  propuesta  contra  las  Reales  órdenes  que 
desestimaron  la  oposición  hecha  á  los  registros  mineros 
Graciosa  y  CasuálidaVl. 

En  la  Tilla  de  Madrid,  á  27  de  Marzo  de  i874,  en  el  pleito  conten» 
cioso-admibistrativo  que  ante  Nos  pende  en  primera  y  única  instancia 
entre  D.  Francisco  García  y  García^  y  en  su  nombre  el  Licenciado  Don 
Luis  Guirado,  y  la  Administración  del  Estado,  representada  por  .el 
Ministerio  fiscal,  coadyuvada  por  D.  Felipe  Barren  y  D.  Francisco  La- 
casa,  que  lo  están  .por  el  Procurador  D.  Manuel  Martin.  Vena,  sobre 
que  se  revoquen  las  Aeaies  órdenes  de  7  y  9  de  Noviembre  de  1872, 
las  cuales  desestimaron  la  oposición  hecha  por  aquel  á  los  registros 
mineros  Graciosa  y  Casualidad,  mandando  que  continuara  la  trami-^ 
tacion  legal  de  estos  expedientes: 

Resultando  que  en  9  de  Abril  de  4872  acudieron  al  Gobernador  ci- 
vil de  Almería  D.  Felipe  Barren  y  D.  Francisco  Lacasa,  solicitando  ca- 
da unu  35  pertenencias  mineras  de  hierro  que  se  halla  en  descubierta 
en  una  excavación  como  de  un  metro  con  los  nombres  de  Graciosa  y 
€a¿tiatt(ía(¿*  término  de  Pechina,  barranco  del  Saltador  del  Algarrobo 
y  cordillera  de  los  Picachos,  señalando  sus  linderos  y  haciendo  la  de- 
signación, y  que  admitidos  y  publicados  los  registros,  D.  Francisca 
Garcia  pidió  á  la  misma  Autoridad  que  se  declarasen  nulos  y  se  dejase 
á  su  libre  disposición  el  terreno  que  compreodian  para  que  pudiese 
beneficiarlos,  apoyado  en  el  preferente  derecho  que  como  dueño  del 
mismo  tenia  á  la  explotación  del  mineral  con  sustancia  comprendida 
en  la  segunda  sección  del  decreto-ley  de  29  de  Diciembre  de  i 868: 

Resultando  que  hecha  saber  esta  oposición  aükbinistrativamente  á 
los  referidos  registradores  para  que  en  el  término  de  iO  días  expdsie- 
ran  lo  que  creyesen  conveniente,  dejaron  trascurrir  este  plazo  sin  ve- 
rificarlo: que  pasados  los  expedientes  A  la  Comisión  provincial  bo  obs- 
tante haberse  opuesto  al  regüstro  Castialidad  D.  José  Riancho,  porque 
en  él  se  aspiraba  al  terreno  qué  tenia  designado  para  su  registro  Pri^ 
mero  de  Mayo,  que  era  de  fecha  anterior,  opinó  aquella  qne  se  deses- 
timasen las  oposiciones  de  García  á  los  mencionados  registros  por  ím- 
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procedentes,  y  que  en  cuanto  á  la  de  Riancho  se  tomase  en  eooside- 
radoo  pasando  el  de  Casualidad  y  de  Primero  de  Mayo  al  Ingeniero 
para  sa  demarcación,  debiendo  respetarse  la  prioridad  de  las  solicitu- 
des si  afectasen  á  un  mismo  terreno: 

Resultando  que  después  de  insistir  García  en  sus  anteriores  pre- 
tensiones para  que  como  dueño  se  le  permitiera  extraer  el  mineral  de 
hierro  existente  en  su  propiedad,  el  Gobernador  en  9  de  Julio  del  mis- 
mo año  (1872),  de  conformidad  con  lo  propuesto  por  dicha  comisión 
desestimó  las  oposiciones  hechas  por  éste,  mandando  que  se  coptinua-r 
sen  dichos  expedientes  por  todos  sus  trámites;  y  como  notificados  estos 
decretos,  se  alzase  ante  el  Ministro  de  Fomento  pidiendo  su  roYoca- 
cion  y  que  no  se  le  impidiese  el  libre  aprovechamiento  del  mineral  de 
hierro  que  se  hallaba  en  la  superficie  de  sus  tierras,  por  Reales  órde- 
nes de  7  y  9  de  Noviembre  de  487^,  dicho  Ministro  considerando  que 
los  minerales  de  hierro  en  general  pertenecen  á  la  tercera  sección  de 
las  establecidas  por  las  bases,  y  de  conformidad  con  lo  informado  por 
la  Junta  superior  facultativa  de  minería,  confirmó  los  decretos  apela- 
dos, y  desestimó  por  tanto  las  oposiciones  del  dueño  del  terreno,  or- 
denando que  los  regis4ros  Graciosa  y  Casualidad  siguiesen  la  trami- 
tación correspondiente: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Luis  Guirado,  en  nombre  de  Don 
Frabcisco  Garda  y  García,  entabló  demanda  ante  este  Tribunal  Supre- 
mo, que  amplió  después  de  declarada  procedente  la  vía  contenciosa  por 
sentencia  de  la  Sala  de  3  de  Junio  último,  con  la  solicitud  de  que  se 
declarasen  nulas  y  sin  ningún  valor  ni  efecto  las  órdenes  de  7  y  9  de 
Noviembre  citadas,  como  opuestas  A  lo  que  se  dispone  en  las  leyes  de  24 
de  Junio  y  decriito-ley  de  29  de  Diciembre  de  4868,  y  por  consiguiente 
los  registros  de  las  minsís  Graciosa  y  Casualidad,  y  procedente  la 
oposición  interpuesta  por  su  representado  quien  tiene  derecho  á  ex- 
plotar estos  criaderos  de  sustancias  ferruginosas  en  la  forma  que  tenga 
por  conveniente  y  sin  gravamen  de  canon  alguno  como  dispone  la  ley, 
fundándose  en  ambos  escritos  en  las  referidas  leyes  y  en  sus  artículos 
3.%  7.**,  8.**  y  19;  en  que  las  Reales  órdenes  reclamadas  se  fundan  en  la 
errónea  creencia  de  estar  comprendido  el  hierro  en  la  sección  tercera, 
cuando  leyendo  la  segunda  se  demuestra  lo  contrario:  que  según  dicho 
art.  3.*  cuando  el  mineral  está  en  la  superficie,  como  aquí  sucede,  el 
dueño  del  terreno  es  el  preferido  para  la  explotación:  que  la  nulidad 
de  las  órdenes  reclamadas  es  evidente  por  ser  contrarias  á  Iks  disposi- 
ciones legales:  que  los  artículos  24  y  los  4/  al  8/  de  la  ley  vigente  de 
Minas  evidencian  que  el  hierro  en  general,  el  de  pantanos,  el  ocre  en 
sus  dos  especies  y  la  pirita  en  particular  están  comprendidos  en  dicha 
base  2/:  que  la  base  3/  de  dicha  ley  reformada  no  habla  de  hierro  ni 
«n  general  ni  en  particular:  que  con  la  prelacion  no  se  perjudica  la 
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libertad  de  registros,  por  lo  qae  establece  el  art.  16  de  dicha  ley:  que 
'el  art.  i9  oo  contradice  la  base  2.%  y  que  la  reformada  h«  creado  de. 
rccbos  respetables  y  desconocidos  á  favor  de  la  propiedad,  bastando 
para  sostener  las  ioyasiones  de  le  Administración  educada  eo  la  prác^ 
tica  y  legislación  antigua. 

Resultando  que  con  los  anteriores  escritos  acompañó  García  la  es^ 
'Crítura  de  compra  del  terreno  donde  se  hallan  los  citados  registros  ad- 
quiridos en  publica  licitación: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  absolviese  A  la  Ad 

'miúistracion  de  la  citada  demanda,  fundándose  en  que  ésta  no  proce- 

'Üia  por  haberse  presentado  prematuramente  ocasionando  con  ello  una 

'verdadera  perturbación  á  los  intereses  generales  del  país,  y  no  hallar* 

se  en  ninguno  de  los  casos  taxativos  de  la  ley  comprendidos  en  el  ar- 

'  ticulo  89,  que  aun  cuando  se  halla  desestimada  la  oposición  de  García, 

ha  debido  esperarse  para  interponer  el  recurso  á  que  se  terminasen 

los  expedientes  en  definitiva,  invocando  para  ello  el  art.  86  del  regla* 

mentó  de  24  de  Junio  de  1868,  por  lo  cual  siendo  esto  indudable  no 

debia  insistir  en  el  recurso,  porque  todavía  no  se  hahia  lastimado  sus 

'  dérecbos  que  creía  tener  á  la  explotación  del  mineral  en  su  propiedad: 

que  si  el  fallo  que  dicte  este  Tribunal  le  fuese  adverso,  la  ley  no  le 

impediría  acudir  á  la  vía  contenciosa  si  la  Administración  en  deiniva 

otorga  las  concesiones,  y  que  por  lo  mismo  se  abstenía  de  alegaren  el 

'fondo,  reservándose  hacerlo  si  interpusiera  nueva  demanda,  porqae 

no  habiendo  pronunciado  aquella  su  falk>  definitivo,  negando  óxonce- 

'  diendo  las  pertenencias,  no  habia  lugar  á  Suponer  que  se  hubiese  iii- 

'fferido  agravio  al  demandante: 

Resultando  que  el  Procurador  D.  Manuel  Martin  Vena,  bajo  la  di- 
^  reccion  del  Licenciado  D.  Acacio  Gharrin,  en  nombre  de  los  Registra- 
dores de  dichas  minas  y  en  concepto  de  coadyuvante  de  la  Adminis- 
'  tracion,  formuló  igual  pretensión  que  el  Fiscal,  apoyándose  en  los 
mismos  fundamentos  que  este  funcionarlo,  y  ademasen  que  las  Reales 
órdenes  reclamadas  eran  perfectamente  justas*  porque  perteneciendo 
'  los  minerales  de  hierro  á  la  tercera  de  las  secciones  creadas  por  la  ley 
para  la  explotación  de  las  sustancias  mineras,  ésta  solo  puede  hacerse 
en  virtud  de  concesión  que  otorgue  el  Gobierno^  sin  preferencia  alguna 
del  dueño  del  terreno*  según  el  art.  8.**  de  la  misma,  y  en  que  si  bien 
se  dice  en  las  solicitudes  de  registro  que  el  mineral  está  descubierto, 
no  puede  entenderse  que  se  halle  en  la  superficie,  mediante  á  que  hay 
una  excavación  hecha  que  fué  necesaria  para  su  descubrimiento,  per- 
teneciendo por  lo  tanto  al  subsuelo  sobre  el  que  no  tiene  derecho  al- 
guno el  dueño  de  la  superficie: 

Resultando  que  hecha  saber  la  existencia  de  este  pleito  á  D.  José 
Riancho  y  D.  José  del  Olmo,  como  interesados  en  los  registros  deno- 


^iminádos  Primero  de  Mayo  y  Vermo^  para  ^üé  compíaréeieseD'éú  for- 
ma legal  á  usar  de  sil  derecfao,  no  toíTléroD  por  cooTeniente  verificarlo 
ea  él  término  que  Se  les  señaló,  por  lo  cnal  se  siguieron  iios'autoe  «e- 
jgub  su  estado: 

'1^isto«  sieddo  Pouente  ei  Magistrado' D.  Juan  Cano  Maouel: 
Considerando  que,  según  lo  dispuesto  en  el  art.  8.*  del  decreto-ley 
'¿e^9  de  Diciembre  de  4868,  el  dueño  dtl^uelo  donde  existan  miáera- 
ies  tiene  derecho  preferente  á  su  explotación,  siempre  que  éstos  per- 
tenezcan ¿  la  segunda  sección  comprendida  en  el  art.  S.*  de  dicho  de- 
*cret'o-:ley: 

Considerando  que  el  mineral  de  hierro  ohjéto  de  los  registros  Ca- 
^a(tda({  y  Graciosa,  si' bien  se  halla  al  descubierto  en  suelo  de  la 
propiedad  de  D.  Francisco  García  y  García,  se  halla,  sin  embargo,  co- 
locado en  la  tercera  sección  comprendida  en  el  art.  4.*  bajo  la  deno- 
^minacion  de  sttatancia  tnalaK/era  á  que  evidentemeate  pertenece  el 
hierro  en -su  cualidad  de  metal: 

Considerando  que  esta  calificación  se  halla  confirmada  por  el  con- 
'iéxto  del  art.  i9  del  mismo,  en  que  con  ocasión  del  canon  que 
'prefija  á  las  diferentes  sustancias  minerales  que  se  enumera,  seezcep- 
'  túa  expresamente  de  las  metaliferas  el  hierro^  demostrándose  así  su 
'inclusión  en  la  tercera  sección  donde  éstas  se  comprenden: 

Considerando  que,  bajo  tal  concepto,  es  infundada  la  oposidon 

'formulada  por  el  recurrente  en  la  Tia  gubernativa  al  apoyarse  en  el 

supuesto  equivocado  de  que  el  hierra  pertenece  A  la  segunda  sección, 

'deduciendo  de  esta  circunstancia  la  preferencia  A  la  explotación  que 

'pretende: 

Considerando  que  lá  Real  orden  de  ^  de  Julio  de  1872,  aplicando 
'  qI  sentido  del  art.  3."  del  decreto-ley  de  4868,  declara  terminantemente 
'  que  el  hierro  pertenece  á  la  tercera  sección,  y  que  los  minerales  de 
'  hierro  de  que  habla  la  sección  2.*  se  refieren  al  hierro  de  pantanos, 
'suprimiendo  la  coma  puesta  después  de  la  palabra  hierro. 

Considerando,  no  obstante  lo  expuesto,  que  aun  cuando  el  hierro 
pertenezca  á  la  tercera  sección,  faltando  con  ésto  el  fundamento  de 
|a  prelacion  á  que  se  aspira,  el  dueño  del  terreno  tiene  en  su  caso 
y  lugar  el  derecfao  que  consigna  en  su  favor  él  art.  9.*  del  citado  de- 
creto-ley: 

Fallamos  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración 
general  del  Estado  de  la  demaúda  propuesta  en  nombre  de  D  Francisco 
Garda  y  Garcia  contra  las  Reales  órdenes  de  7  y  9  de  Noviembre  de 
4872,  que  dejamos  firmes  y  subsistentes,  quedando  á  salvo  al  deman- 
dante el  derecho  que  le  corresponda,  con  arrreglo  al  art.  9."*  del  de* 
creto-ley  de  29  de  Diciembre  de  4868. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ofi- 


ciai  y  se  josertará  eo  la  Col0ccion  legislativa,  sacándose  al  efecto  las 
copias  oecesarias  y  devolviéodose  el  ezpedieote  guberoaÜTÓ  al  Míois- 
terio  de  Fomento  con  la. certificación  prevenida,  lo  pronunciamos,  man- 
damos y  flrmamos.=Jaan  González  Are  vedo. = José  María  Herreros  de 
Tejada.=Pascaal  Bayarri.s=Jiian  Cano  ManneL^Críspulo  García  6.  de 
la  Serna.^Eagenio  de  Angulo.=Alyaro  Gil  ^anz. 

Publicacion.=Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Eiomo.  Sr.  D.  Juan  Cano  Manuel*  Magistrado  de  la  Sala  tercera  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  públicala  misma  en  el  día  de 
hoy,  de  que  certiQco  cómo  Secretario  Relator  en  Madrid  á27de  Marzo 
de  l874.=:Líceociado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

{Gaceta  dei9de  Junio  de  1874). 


Sentencia  declarando  desierta  la  apelación  interpuesta  en  el 
expediente  de  denuncias  de  registró  de  varias  minas. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  11  de  Abril  de  1874,  en  los  autos  conten- 
cioso-administrativos  que  ante  Nos  penden  en  grado  de  apelación  entre 
D.  Francisco  Alberty  Poveda  y  la  Administración  general  del  Estado* 
representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  se  revoque  la  sentencia 
dictada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia  en  14  de 
Junio  de  1872,  por  la  cual  se  declaró  incompetente  para  conocer  de  la 
demanda  interpuesta  por  aquel: 

Resultando  que  en  21  de  Junio  de  1871  D.  Francisco  Albert  y  Po- 
veda acudió  al  Gobernador  de  Alicante  expresando  que  en  el  término 
de  la  villa  del  Pinoso,  partido  judicial  de  Monóvar,  existe  un  monte 
denominado  de  la  Sal,  en  el  cual  deseaba  adquirir  lüO  pertenencias  de 
mineral  sal  gemma  con  el  nombre  de  la  Legalidad^  y  119  con  el  de  la 
Victoria f  fijando  sus  linderos  y  haciendo  la  designación,  y  pidiendo 
que  se  le  admitiesen  estas  solicitudes  de  registro,  se  declarase  la  ca- 
ducidad de  las  pertenencias  que  designaba,  y  se  diese  al  expediente  la 
tramitación  de  ley: 

Resultando  que  admitidos  los  registros  y  hechas  las  publicaciones 
correspondientes,  se  opuso  á  ellos  0.  Ricardo  San  Miguel  Bustamante 
como  dueño  del  subsuelo  de  las  pertenencias  mineras  tituladas  Dta« 
mante.  Mosca,  Pobrecita,  Segunda  Terrible^  Julia  y  Carolina^  á  cuyo 
subsuelo  se  refieren  aquellas: 

Resultando  que  seguido  el* expediente  por  sus  trámites,  el  Gober- 
nador en  8  de  Febrero  de  1872  declaró  no  haber  lugar  alas  denuncias 
de  registro  presentadas  por  D.  Francisco  Albert  y  Poveda,  y  amparó  á 
D.  Ricardo  San  Miguel  en  la  quieta  y  pacífica  posesión  délas  pertenen- 
cias Diamante^  Mosca^  Pobrecila,  Segunda  Terrible,  Julia  y  Carolina^ 
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«Qja  provideneia  íoé  aprobada  por  la  Direecioii'  gn&orál  od  üdel  miB> 
ütao  mes  y  año:  • 

Resultando  que  D.  Praociaco  Albert  j  PoYedfr  en  O'  de  Mario  si- 
igoiente  entabló  densanda  en  la  Safa  délo  eivil  de  la  referida  Audien- 
<:ia  contra  el  citado  decreto  del  Gobernador  pidiendo  que  dejase  sin 
-efecto  su  resolución  y  declarase  caducadas  dichas  pertenencias,  conde» 
nando  á  San  Miguel  en  todas  las  costas;  y  que  seguido  el  expediente 
f  orsus  tráttites  la  Sala  referida  dictó  seoteacia  en  i'4  de  Junio  de 
1879,  por  la  cual,  después  de  sentar  los  hechos  y  fundamentos  de  de- 
recho que  estimó,  se  declaró  incompetente  para  la  admisión  de  la 
'presente  demanda,  y  que  osase  la  parte  de  D.  Francisco  Albert  y  Po- 
▼eda  del  derecho  que  se  creyese  asistido  ante  quien  correspondiese: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  apelación  D.  Fran- 
HSiseo  Albert,  que  le  fué  admitida:  que  citadas  y  emplazadas  las  partes 
en  27  de  Junio  del  mismo  año.  se  remidieron  los  autos  A  este  Supremo 
Tribunal,  y  como  el  referido  Albert,  no  compareciese  á  mejorar  el 
recurso,  el  Ministerio  fiscal,  fundado  en  §1  arl.  2b2  del  reglamento  de 
•30  de  Dipiembre  áfi  1846,  le  acusó  la  rebeldía,  y  pidió  que  se  declarase 
desierta  la  apelación  y  consentida  la  sentencia  apelada: 

Resultando  que  la  Sala  en  providencia  de  27  del  mismo  Enero  la 
hubo  por  acusada,  mandando  que  se  hiciese  saber  al  interesado,  como 
Je  ha  verificado,  y  que  ise  entendiesep  las  diligencias  sucesivas  con  los 
estrados  del  Tribunal: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pascual  Bayarri: 
Considerando  que  con  arreglo  á  lo  que  prescriben  ¡os  artículos  252 
j  254  d^l  reglamento  de  lo  contencioso  dé  $0  de  Diciembre  de  1846, 
si  dentro  del  término  de  dos  meses  cuando  la  alzada  se  interpone  en 
^  Península,  contados  desde  el  trascurso  de  los  iO  días  concedidos 
4>ara  interponerla,  el  apelante  no  mejora  el  reentran,  deduciendo  la 
demanda  de.  agravios  ante  el  Consejo  Real,  en  la  actualidad  ante  esta 
^ala,  procede  que  se  declare  desierta  la  apelación  y  la  sentencia  con- 
sentida á  la  primera  rebeldía  que  le  acuse  el  apelado: 

Considerando  quje  admitida  la  presente  apelación  de  la  sentencia 
^dictada  por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Valencia  en  14  de 
Junio  de  1872,  habiendo  sido  citado  y  emplazado  el  apelante  en  27  de 
Junio  del  mismo  año  para  apte  este  Tribunal,  dejó  trascurrir  con  gran 
exceso  el  predicho  término,  sin  mejorarla  ni  hacer  gestión  aigjiíoa,  por 
io  que  en  21  de  Enero  último  el  Ministerio  fiscal  le  acusó  la  rebeldía, 
j  la  Sala  la  hubo  por  acusada  en  providencia  del  27  del  mismo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  desierta  la  apelación 
interpuesta  por  D  Francisco  Albert  y  Poveda,  y  en  su  consecuencia  - 
declaramos  firme  y  subsistente  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo 
<ivil  de  la  Audiencia  de  Valencia  en  14  de  Junio  de  ,i872. 

SkCCIOR  APVlRlSTaATIVA.— T.  V.  36 
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Aiip^  iNtn  nufifUii  seousnda,  ^«e  se  oeUficará  por  cádjula^  se^ 
fjará  en  la  tabla  de  aDUDcios  del  Tribaoal,  se  iosertará  w  .la^  4ractfla^ 
lOficial,  HDíéodoye  un  ejemplar  de  éatá  al  expediente,  coa  igual  ieser- 
4;ioQL  en  \^  Colecttifln  le(fi$laUva,  Meándose  al  efeeto  las  coplea  .neee- 
9arias«  j  de?olyléadese  los  autos  i  la  Seia  de  lo  cíyU  de  la  Asdieocia 
.de  Vale^Dcia  por  coodttclo  del  Presidente  de  la  misma*  coo  la  certifica- 
ción preyeoida«  lo  proattociamos^  maBdamos^  y  ílrffiemo9.;a=j0«é  Ma» 
da  Herreros,  de  Tejada«c;dPascuai  Bayarrí.^inaii  Uaiu»  Heetiel.xKiosé' 
Jímeoea  Masoai  ó9.7=Crispale  GarclaG.de  la  ^ecDa.^Eugenio  de  Aogalo^ 
.;^  Alvaro  ^ilSaat. 

PttUiGSfiioo.=7Leida  j  publicada  fué  la  precedente  sertteocia  perol' 
Exemo.  Sr.  B.  Pascual  Bayarri,  magistrado  de  la  ISpla  tercera  de  este 
Tribuoal  Supremo^  celebrando  audieacia  pAblíca  la  misma  eu  el  día 
de  hoyf.de  que  certiGcocomo  Secretario  Relate>r  eo  Madrid  á  ii  de- 
Abril,  de  4874.=?Licencíado  Manuel  Aragoneaes  Gil. 

(Gaata  deUde  Junio  de  i  874;. 
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Sentencia  declarando  desierta  la  apelación  interpuesta  en  eV 
itfcidente  sobre  suspensión  de  labores  de  la  mina  Sart 
Msinuel.  y 

Bu  la  villa  de  Madrid,  á  iZ  de  Abril  de  4874,  en  los  autos  conten- 
cioso-administratiTos  que  ante  Nos  penden  en  grado  de  apelación  inter- 
puesta por  el  Ayuntamiento  de  Somontín  y  D.  Alejo  Saaredra,  á  quie- 
iies  se  ha  acusado  la  rebeldía  por  su  falta  de  comparecencia;  en  que 
eon  parte  el  Ministerio  fiscal,  á  nombre  de  la  Administración  del  Es- 
tado, y  D.  José  Náffa  Miesia  y  Orozco,  representado  por  el  Licenciado 
D.  Cristóbal  Urreat  de  la  sentencia  dictada  en  40  de  Octubre  de  487S. 
por  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada  en  el  incidente  so- 
bre suspensión  de  labores  de  la  mina  San  Manuel,  mandando  suspen- 
derlas hasta  la  terminación  del  pleito  principal  pendiente  entre  láe 
mismas  partes:  * 

Resultando  que  el  D.  José  María  OroECO  presenté  demanda  conten- 
cioso-administrativa  ante  la  Sala  de  lo  civil  de  la  Audiencia  de  Granada 
pidiendo  se  procediese  á  la  rectificación  de  los  límites  de  los  pueblos  de 
ürracal  y  Somontin,  en  el  partido  judicial  de  Purchena,'en  la  provincia 
de  Almería,  por  no  haberse  accedido  á  ello  por  el  Gobernador,'  expo* 
niendo  con  tal  motivo  que  á  Virtud  de  la  venta  hecha  á  sns  antecesores- 
por  el  Rey  D.  Felipe  H  de  los  terrenos  de  la  villa  de  Lriacal  y  Olula,. 
se  practicó  deslinde  y  amojonamiento  de  ellas  con  la  ciudad  de  Pur- 
chena  y  demás  pueblos  colindantes  según  constaba  del  testimonio  que 
presentó:  que  con  dichos  telrrenos  ee  fundó  mayorazgo  en  el  año  de 
^566,  desde  cuya  época  habían  venido  disfrutándolo  sas  poseedores», 


fienéo  reeoMeido  oémo  Ul  en  el  año  de  IB37  D.  Fernando  HesU  y 
Aranda  por  el  Juzgado  de  Parchena  qae  declaró  propiedad  particulaf 
al  senoirfo  territorial  que  tema  en  los  dosi^ueblos  citado»,  según  ^pa- 
feoia  de  olio  testimonio  fue  acompañó:  que  porfAllecimiento  deLDon 
Feriimdo  en  4ft44  recayeron  sus  blenea  en  concepto  de  libres  en  su 
bermsmo  ü*.  Ramott  Mesia,  comptendiéndliofle  entre  ellos  la  vioculacion 
que  §ñ9éé  Miguel  Serrano  con  las  fiocas  de  lirracAl  y  Olula,  y  por 
muerte  de  D«  Ramos  reaayó  todo  en  su  hijo  y  faereáero  el  D.  Joáó  llía- 
rfa  OroECo:  que  D.  Manuel  Rerruezo  registcó  una  mina  de  esteatita  con 
el  Ütolo  do  San  Mmutel  %t  el  paraje  llaoMido  de  las  Mondejecas»  del 
lómino  de  Drracal  y  con  noticias  que  tuyo  4e  eUo  interpuso  recurso 
ée  m^r  derecho  á  la  citada  mina  con  arreglo*  á  lo  dispuesto  en  la 
legislacioa  del  tasao,  por  lo  q«e  se  tramitó  el  :expedlente  y  delaró  el 
Gobernador  en  19  de  Mayo  de  i87i  que,  mediaiita  haber  acreditado  la 
propiedad  de  los  terrenos,  estaba  en  su  lugar  y  le  correspondía  prefe- 
rente derecho  para  la  explotación  de  dicha  sustancia:  que  á  su  virtud 
el^  D.  José  Marfa,  por  medio  de  su  apoderado,  tomó  posesión  de  la  re- 
ferida mina  y  empezó  su  exploiaclon:  mas  el  Alcalde  de  Somontin 
lanzó  arbitra riameo te  á  los  trabajadores,  suponiendo  que  aquel  terre- 
no era'dei  término  de  su  pueblo  y  no  del  deUrracal:  que  noexistiendo 
millones  divisorios  de  ambos  pueblos  tomó  noticiaa  de  personas  anti- 
guas, y  conf  enian  en  que  el  sitio  de  las  Mondeje^as  siempre  habia 
pertenecido  al  último  punto;  todo  lo  eual  constaba  de  la  información 
practicada  ante  el  Juez.de  Parchena,  de  que  acompañaba  testimonio: 
que  para  evitar  las  consecuencias  de  las  medidas  arbitrarias  del  Al- 
calde acudió  al  Gobernador  civil  de  la  provincia  interesando  nombrara 
UD  delegado  que  practicara  !a  rectificación  del  deslinde  y  amojona- 
miento del  término  de  Urracal  con  el  de  Somootin^  y  ordenado  así, 
se  opuso  el  Alcalde  de  este  punto  á  que  se  efectuara  la  diligencia,  di- 
ciendo el  primero  que  ambos  estaban  conformes  con  el  que  tenían 
hecho  desde  1^6;  por  lo  que  lo  suspendió  el  delegado  é  ipformó  al 
Gobernador  que  se  dejasen  las  cosas  en  el  ser  y  estado  que  tenia n,  con 
reserva  de  derecho  al  lülarqués,  y  así  lo  decretó  dicha  Autoridad;  y 
fundado  en  que  con  ello  se  le  habla  privado  de  sus  legítimos  derechos 
y  hasta  de  la  explotación  de  la  referida  mina,  cuya  preferencia  le  fué 
reconocida  por  el  Gobernador,  pidió  que  con  revocación  del  mencio- 
nado decreto,  se  ordenase  proceder  á  la  rectificación  de  los  límites  de 
los  dos  citados  pueblos  y  colocar  los  mojones  en  los  puntos  donde  an- 
tiguo habían  estado,  condenando  al  Ayuntamiento  de  Somontin  y  á 
R.  Alejo  Saavedra  á  que  en  lo  sucesivo  lo  respetasen  y  uo  invadierfin 
terrenos  sobre  los  búlales  no.  tenian  derecho  alguno:  exponiendo  por 
un  otrosí  que  á  fio  de  evitar  que  durante  la  tramitación  del  litigio  los 
vecinos  de  Somontin  agotasen  los  criaderos  que  entonces  explotaban 
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se  mandasen  suspender  las  labores  y  exploUdoa  hasta  qat  el  detliode 
|i       faese  rectlflcado: 

Resultando  que  oido  al  Ministerio  fiscal,  opinó  en  cuanto  á  lo  pnn- 
'  cipal  que  podía  admitirse  la  demanda,  y  respecto  del  otros!  dijo  era 
un  hecho  fuera  de  toda  duda  que  la  cuestión  de  pertenencia  y  propio* 
dad  de  la  misma  «e  encontraba  en  tela  de  juicio  y  no  habia  motivo 
alguno  para  asegurar  que  hasta  su  terminación  y  decisión  una  de  laa 
partes  tenia  derecho  é  aprovecharse  con  perjuicio  de  la  otra  de  lo  que 
no  le  pertenecía  aun  legalmente,  siendo  de  dictamen  que  se  difiriese  á 
lo  solicitado  en  dicho  otrosí;  por  lo  que  la  Sala  ordenó  respecto  de  este 
particular  que  se  formase  pieza  separada,  como  se  verificó,  msiatieodo 
en  ella  él  Ministerio  fiscal  en  que  se  accediese  á  la  suspensión  de  la 
explotación  y  laboreo  de  la  mina  San  Manuel  hasta  la  terminación  del 
litigio  por  las  razones  antes  expuestas: 

Resultando  que  conferido  traslado  al  Ayuntamiento  de  Somontin  y 
á  0.  Alejo  Saavedra,  pidieron  se  desestimase  la  solicitud  contraria  y 
el  dictáueo  fiscal,  declarando  no  haber  lugar  á  la  suspensión  inte« 
rosada,  aduciendo  con  tal  motivo  las  consideraciones  que  juzgaron 
convenieDies  á  robustecer  su  derecho: 

Resultando  que  con  mérito  á  todo  y  en  10  de  Octubre  de  1873  se 
dictó  sentencia  por  la  Sala  de  lo  civil  de  lá  Audiencia  de  Granada, 
mandando  que  el  Ayuntamiento  de  Somontin  suspenda,  hasta  la  ter- 
minación del  litigio  que  sostiene  con  D.  José  Mesia  las  labores  y  ex- 
plotación de  la  mina  esteatita  titulada  San  Manuel,  sin  hacer  especial 
condenación  de  costas: 

Resultando  que  intespuesta  en  46  de  Octubre  del  expresado  año  < 
apelación  de  la  anterior  sentencia  por  el  enunciado  Ayuntamiento  y 
D.  Alejo  Saavedra,  y  admitido  dicho  recurso  en  el  día  18,  citándose  y 
emplazándose  á  las  partes  en  el  25,  se  remitieron  los  autos. originales 
á  este  Tribunal  Supremo,  donde  sin  haber  comparecido  los  apelantes 
se  ha  personado  el  Licenciado  D.  Cristóbal  Urrea,  á  nombre  y  con  po- 
der de  D.  José  Mesia,  apelado,  y  teniéndole  por  parte,  acusó  la  rebel- 
día á  los  apelantes  en  escrito  de  4  de  Diciembre  por  no  haberse  pre- 
sentado á  sostener  el  recurso,  á  pesar  de  trascurrir  con  exceso  el 
término  del  emplazamiento,  por  lo  que  se  dio  vista  al  Ministerio  fis* 
cal,  que  en  escrito  de  21  de  Enero  estuvo  conforme  en  que  se  declarase 
desierta  la  apelación  por  haber  trascurrido  con  exceso  el  término  del 
art.  284  del  reglamento  de  30  de  Diciembre  de  1846;  y  la  Sala,  en  pro- 
videncia del  dia  28,  hubo  por  acusada  dicha  rebeldía,  mandando  librar 
carta-órden  para  hacerlo  saber  á  los  apelantes,  como  se  verificó;  yque 
pasaron  los  autos  con  apuntamiento  al  Sr.  Magistrado  Ponente: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Crispulo  García  Gómez  de 
la  Serna: 


Qoosiderando  qa^,  segttD  el  art.  284  éel  Rof^amento  de  30  de  Di*, 
ciembre  de  1B40,  si  el  apeUote  ao  mejorase  el.  reícurao  en  el  térmiao 
señalado  por  el  252,  se  declarará  desierta  la  apelación  y  la  senleocia 
cODsenlida  i  la  primera  rebeldía  que  le  acuse  el  apelado: 

Considerando  que  el  Ayuniamienlo  de  Somontin  y  D.  Alejo  Saare» 
dra  bao  dejado  trascurrir  con  exceso  el  término  d6l  art.  252  sin  mejo- 
rar la  apelación  que  interpusieroii  y  les  fué  admitida,  sin  comparecec 
iiqmera  debidamente  representados  en  este  Trü>uoal,  y  que  el  apelado 
D.  José  Maria  Mesfa  les  ha  acusado  la  rebeldía: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  dtesierta  la' apelaron 
y  consentida  la  sentencia  dictada  en  10  de  Octubre  de  1873  por  la  Sala 
d<$  lo  cítíI  de  la  Audiencia  de  Granada. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceia  oficial 
y  se  insertará  en  la  Coleccioyi  legislaíiva,  sacándose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias,  y  devolviéndose  los  autos  originales  á  la  referida  Sala 
de  donde  proceden  por  el  conducto  prevenido  y  coala  correspondiente 
certificación,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.^:  Pascual  Ba« 
yarrí.aEJuañ  Jiménez  Cuenca.ssignacio  Yieite8.=:JQ8é  Jiménez  Masca- 
rés.=rCrfspulo  Garcia  Gómez  de  la  Serna.^fiugenio  de  Angulo.sUl- 
▼aro  Gil  Sana. 

'Publicacioo.=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Crispólo  García  Gómez  de  la  Serna,  Magistrado  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,, de 
que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  13  de  Abril  de  1874. 
s=Enrique  Medina. 

(Gaceta  de  21  de  Junio  de  1B74). 


Sentencia  declarando  imprqcedente  la  via  contenciosa  y  que 
no  há  lugar  á  la  demanda  formulada  contra  la  órdeñ  del 
Gobierno  de  la  Rqfíública  que  confirmo  el  acuerdo  del  Goben- 
nador  de  Almería  dejando  $in  curso  y  fenecido  elexpedien* 
te  de  la  mina  El  Madrileño. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  18  de  Abril  de  1874,  en  los  autos  qu^  ante 
Nos  penden  sobre  procedencia  déla  via'oontencjosa  y  admisión  de  la 
demanda  presentada  por  el  Procurador  Don  Luis  Lumbrisras  á  upmbre 
y  con  poder  deO.  Andrés  de  Pereda,  como  Presidente  de  la  Sociedad 
especial  minera  titulada  Bl  Madrileño^  concesionaria  de  la  mina  del 
mismo  nombre,  y  que  ba  solicitado  el  registro  ,de  una  demasía  á  ella 
contigua,  contra  la  Administración  general  del  Estado,  representada 
por  el  Ministerio  fiscal,  á  la  que  pretende  coadyuvar  el  Licenciado  Don 
Cristóbal  Urrea  y  Muñoz  á  nombre  de  D.  Alfonso  Manuel  Gano,  como 


coiitié^ioiiarfio  de  la  orina  BMibtada  El  Ghkf^,  pr^teodieiulo  «oa  re- 
toeadá  la  orden  miDfslerial  de  19  de  Agosto  d9  ld75>  que  coafirmaiiáo. 
4!  deoreio  del  Gobernador  civil  de  proñncia  maodó-qae^^erse.  sin  doÉM 
y  fenecido  el  eipedlente  ElMadrUeño^  y  q4ie  siga  sa  iraoiitaeíoo  el  de 
dettiaáia  promorido  por  El  Globo: 

Resultando  que  D.  Andrés  de  Pereda,  Presideote  de  la  SociedAd  e8<» 
peeial  tninera  titulada  El  MadriMfOf  éaeiía  de  la  miaa  del  misno 
noflíbre  si  toada  en  Sierra  Almagrera,  barranco  Jaroso,  térmis^  de 
CuoTas,  provincia  de  AloEierla,  acudió  al  Gobernador  civil  de  la  milnHi 
en  Í9'de  Junio  de  1670  solicitando  como  demaeia  á  dicha  mina  el  es- 
pa<elo  franco  que  resoltaba  entre  ella  y  las  denominadas  Sa»  Andrés^ 
Uorminia  j  El  Globo,  hiñüáieuáoá  que  an  extensión  superficial  era 
menor  dé  caatro  hectáreas  y  ro  se  prestaba  é  la.  divisiva  por  perte- 
nencias: 

Resultando  qae  admitida  la  anterior  solicitod  y  pasado  eleipedieaie 
al  Ingeniero  Jeje  para  levantar  el  plano«  informd  en  8  de  Octobr^e  da 
i89l  qae  resultaba  «t  eepaoio  franco  qoe  sé  determinaba  eotre  aquellas, 
y  podia  adjudicarse  á  la  mina  El  MAdrileño\  y  que  publicado  en  el 
£úloíin  Oficial,  V^.  Alfonso  Manuel  Cano,  Registrador  de  la  mina  £1 
GlobOf  sita  en  el  mismo  término,  pidió  se  le  diese  vista  del  expediente 
oponiéndose  á  la  adjudicación  de  la  demasía,  porque  no  existia  terreno 
franco  entre  concesionea  mineras,  pues  se  había  pedido  antes  que  es» 
tuviese  en  esas  condiciones  como  exige  la  ley:  . 

Resultando  que  seguido  el  expediente  por  sus  trámites,  el  Gober* 
nador  en  5  de  Febrero  de  1872,  conformándose  con  el  düctámen  de  la 
Diputación  provincial,  anuló  ¿1  expediente  de  la  demasía  El  GlobOf 
disponiendo  siguiera  la  tramitación  de  reglamento  ti  de  la  *  demasía 
fil  Madrileño: 

.  Resaltando  que  comiunicado  asf  á  1).  Alfonso  Manuel  Gano,  se  alzó 
de  didfao  decretó  para  ante  el  Ministerio  de  Fomentó,  y  se  dictó  Real 
órdén  en  6  de  Setiembre  de  \V¡%  de  conformidad  con  loiofarmaídot>or 
4a  MnU  superidr  üacultattva  de  mjÍQeri«i  y  d^  ^  Si^cioA  de  Gol^utnapion 
y  Fomento  del  Consejo  de  Estado,  revocando  la  .providencia  de)  Gol^er- 
nador,  declarando  prematuro  el  eipediente  de  demasía  El  Madrileño^ 
y  disponiendo  se  adjudicase  la  demasié  á  la  concesión  limítrofe  que 
mejor  derecho  tuviese,  partiendo  del  momento  en  que  la  demasía  pudo 
lener  éxito  legal:       '       ' 

Resultando  que  presentada  demanda  contenciosa  ante  esta  Sala  por 
D.  Andrés  de  Pereda  contra  U  expuesta  Real  orden,  se  dictó  sentencia 
en  S  de  Febrero^ de  187S  declarándola  improcedente  y  que  no  habla 
lugar  á  su  admisión,' atiendietido  al  carácter  de  dicha  resolución: 

'  Resultando  kiuedevtteülo  elelpedlente  al  Ministerio  y  Ide  éste  á  la 
provincia  de  Almería,  el  d^eifnador  civil  acordó  en   7  de  Mayó  si^ 


«láMte  dejvr  tita'  tntt^  y  Ibti^eMb  él  i«s  denMilífii  Él '  MéWrilíñé'  por  Xk^ 
Mbei' ttrreao  frftDC6««re«do  por  «^oneésroue»  mitlerav,  jrporque  eÉian» 
d»^Dt^áitflt0  el  oxptdientd  J9/  (7lo¿ra  cuando  pidió  la  d«masfa,  no 
podiá  podiré^ta^eon  arreglo  á  hi  ley,  tnandaiido  admitir  j  (lubticar  el 
da  JSI  0ÍO&O,  el  coal  doberia  tramitarao  coAformé  al  reglamento  hkslá 
4a  f om*p!éla  termtnaciom 

Resultando  q^e  de  esta  proHdéncia  ie  «tsó  para  ante  el  Miniafedo 
el  repreaeniánte  de  la  mina  El  M&driUiHó,  al'4Qe  elevó  una  exposición 
fttonada  con  on  plano  del  terreno  én  cuestión,  eü  la  cual  pidió'  se 
mandase  proceder  á  la  demarcacioiD  de  la  demasía  pretendida,  en  cuyo 
<éxpediente  podía  EíOlobit,  hacer  su  oposición  7  que  después  se  i'ésol- 
Tiese  erí  el  fondo  concediéndola  ó^  negándola;  maa  élllitiisv^o,  tisto  ét 
jrt.  18  de  laa  bases  yia  orden  del  Regenté  de  90  de  NoTiémbré'dé  1(70,. 
préfto  Informe  de  la  lointa  éoperior  facuHaliia  de  minería,  dictó  una' 
^rdeffi  éA  19  de  Agosto  de  1873  confirmando  el  decreto  del  Gobérhédó  r 
y  éísponiendo  siga  su  tramitación  el  expediente  de  demasía  á  BtGlibo: 

Resultando  que  contra  la  anierior  orden  y  en  51-  dé  '  Octob^  si<^ 
ftiente  presentó  donianda  contenciosa-admlnistraliVá  eti  este  Tribuna 
^Supremo  D.  Andrés  de  F'oreda  y  Pereda,  codAó  Presidente  de!aS6'efedád 
titulada  Bl  Madrileño,  repres(sntado  por  él  Proieotador  O.  Luis  Lu'mfere» 
rafa,  pidiendo  su  rerocaaion  y  que  se  deelare  en  su  lugar  que  se  pi'a'éti* 
que  desde  luego  la  demarcación  de  la  demasía  ét  El  Madrileño  pat'á  qué 
«n  aú  dia  se  baga  4  dicba  Sociedad  la  concesión  qtio  iiené  solfcttádá^ 
«logando  para  ello  loa  fufidamentos  que  juzgó  oportuno^;  y  en  cuatito'á 
#u  admisión  dijo  que  la  orden  reilamada  causó-estado  on  k  via  gub^r* 
«atira,  resuelve  la  cueatfoin  de  dorecho,  niega  á  El  Madrileño  la  pro^ 
fiedad  de  una  oonceaioa  qoe  la  ley  le  atorga,  si  bien'  usando  dé/'  útík 
forma  tndii'ei^,  y  por  cdnsecdeocia  procede  con  ürefi^  á  lo  dlsp'úésftó 
tn  el  caso  i/  det*artfculo  89  de  la  ley  Tigente  7  lo  resuelto  \i6f  éiik 
Saftien  lasenienda'de  II  de  Mayo  de  4879,  en  la  que  se  dijo  <tuo1a 
declaración  de  nulidad  dejando  sin  curso  un  expedüfnto  fmpüéá  ik 
^cpegacioa  de  las  pertenencias  ibineraa  pretendidas: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  gufberiíMiti^ 
liilbiénrdose  presentado  en  los  autos  solicitando  coadyuvar  á  tA  Adtt^. 
«Istracio  el  Licenciado  D.  Griptóba^  Urrea  y  Muñoz,  en  nombré  debOá 
Alfonso  Manuel  €ano,  TSonocssioMrrlo  de  la  mina  Él  Otobo^  se  pasó  todo 
«1  Miaiaterio  Q^caK  que  ae  ha  opuesto  á  la  ddmísioa  de  ln  demanda 
^mdadoeáque  la  órdoo  recurrida  no  nKsgá  nt  otorga  concesión  minéi^a 
<!tttto  demasía  é  dicha  dHima  mina,  y  reapoóto  á  ElMadrtleño,  aouqúé 
«dolara  cancelado  y  afn  oui^o  aa  expediente,  coobo  en  min^rli  'rió'  aé 
«dqtfíeren  más  deraehoa  que  aquelfes  que  atofga  la;AÍiDMiiitva«fidfi,  y 
-el  mismo  no  solicitó  la  demasía  cuando  se  hizo  la  cóncMotí  «dV'fá 
^táwí  m  etébo,  qfá%  ora  It  oenioo  legal  éf  iiaterlo.  Mabá'Aiord  de 


copdieioo  y  oiveda  da  4ere<ibo  pueexísHebléif.tdaiBás  el  cmóúoeMkm 
CompreQdido.efl  Dtogiino  da  los  iaxatiTaineiileaañalsdos  ei^el  trt^  81^ 
de  laley  para  qaejirocada  elfeeuraocaQtaiicioao;  maDifeáiaado  por 
UD  o^twi  4ue  «O'babla  ioeanveoieote  eo  que  se  admitiese  ei  eoadya-»- 
Taate  de  la  Admiiijsir.a^OQ.  En  euyo  estado  se  mandaron  poner  lor 
autos  de  manifiesto  al  mismo  y  al  demandante  por  término  de  tercero^ 
día  Al  solo  efecto  4b iustrucMiíon  de  dieho  escrito  fiscal: 

VistQs,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jimenec  Guinea: 

Considerando  que,  según  el  arU  56  de  la  ley  de:i8$9,  los  ezpedienies 
que  hay^n  de  instruidrse  para  obtener  concesiones  mineras  son  pura* 
mente  gubernati? os,  .y  se  resuelven  eu  definiU^a  por  Bínales  ordene^' 
expAdidas  por  el  Btiniateriu  de  Fomeoios 

Considerando  que  contra  estas. resoluciones  solóse  concede  la  tí» 
contenciosa  en  los  casos  iaxatiTamente  señalados  poc>el  art.-  89  de'  1» 
enui^ciada  toy  tal  como  ha  qaedado  después  de  la  reforma  de  I868s 

Considerando  que  la»  doclaraeiones  de  quedar  sin  curso  y  feneciéo» 
los  expedientes  á|ineros,.ó  sea  la  nulidad  de  los  mismos,  no  están 
comprendidas  en  el  «rt^  89  y:a  citado,  y  por  consecuencia  para  las  re* 
solucion¡es  ministei;;ale9  que  las. contengan  no  hay  ulterior  recurso: 

Considerando  qqe  esta  doctrina  es  una  emanaciou  de  los  principios 
que. sirven  da  base,  y  fundamento  á  la  ley  v  porque  siendo  deiaexduei* 
Til cgi^mpeteBcia  déla  Administración  activa  sustanciar  los^expedieates 
formados  para  obteaar  concesiones  mineras,:á  ella *solo  incumbe  Uavar 
su  trjiQÚtacioay  apreciar  sus  faltas  ó  defeetos,  debiendo  en  su  eoote* 
c|iaiicia  dejarloS'Sincurso  ó  declararlos  nulos  cuaudo  no  vienen  igus» 
lados  á  la  l^y  ó  loff  reglamentos,  puesto  que  sin  este  lequisito  no  se 
pueden  adquirir  dereclios  algunos  en  este  ramoi  y  seria  estéril  ybaldi*^ 
su  pr(>seipucian^ y  «B  apoyo  deque  contra  estos  actos  .de  la  Adminia* 
traciou  no  proeeden;  los  recursos  contenciosos,  ha  v^ido  la  jurispr»» 
dencia  constante  del  Goosejo  de  Bstadoy  la  muy  failerada' de  4lile 
Tribunal  Supremo:    : 

Considerando  que  las  d<eclaraciones  ya  mencionadas  significan  iff»^ 
los  espediente»  estén^defectuosoa,  ora  porque  se  ha.  incurrido  ao  las^  . 
^Ita»  que  isoAsIgna  el  art.  64  de  la  ley,  ora  por  oirás  de  las  expresadas^ 
en  la  misma  ó  en-  los  regiamenlos*  como  por  ejemplo  las  que  se  fenarcaii 
en  los  artículos  iQ,  46  y  7S  del  de  1868,  y. porgue  estétn  defactüosoffQlh 
pue4eia  continuar  Uwmiiándoise,  np  siendo  en  su  virtud  los  acuevdoa 
que  sobre  estO;  ponto  hacia  la  Administración;  activa  en  uso  de  su  dasa^ 
cha  resoluciafres'deuegatorias  de  pertenaacias  minaras,  ¡sino  simple- 
mente  providencias  .da  carácter  previo  dietadassolo  para'espresarqitr 
al  expíente  es/qi^  j^aan  no  tiene  condictooas  para  hacerlas  'oi^ 
ningún  sentido: 

Coosídaraado  que'  aun  en  la  bipdtesis  da  que  alguna' vux 


tráer'diehas  d«c1araeiDD«B  la  aigniflcación  ^ue  m  pretende,  eso,  tratán- 
dose deconee^iODes  ó  denegaGiones  de  propiedades  mineras*  no  podría 
saceder  sfnar  ciando  el  eipedieote  habitte  llegado  á  su  término  final, 
es  decir,  después  déla  demarcacionjolá  pertenencia  ó  demasía  solici- 
tada; situación  que  no  es  la  de  El  Madrileño,  según  se  reconoce  en  su 
misma  demanda,:^  por  lo  cual  no  ípiuede  iáTOcar  baUarse  en  las  condi- 
ciones del  caso  2/  del  art.  89  de  la  ley  para  interponer  el  recurso  que 
ha  formatixado: 

Considerando  que  limitada  la  jurisdicción  contenciosa  en  materia  de 
minas  contraías  Reales  órdenes  á  los  casos  taxativos  del  referido  ar- 
liicttlov  claro  es  que  no  procede  por  otras  fiolaciones  del  derecho,  aun 
suponiendo  que  existiesen,  ni  menos  por  les  errores  de  apreciación  que 
OB  la  esfera  de  su  competencia  pueda  cometer  la:  Administración  activa 
en  estos  negocios,  porque  de  lo  contrario  Se  invadirla  el  terreeo  propio 
y  exclusivo  que  la  ley  y  los  reglamentos  le  han  reservado;  de  lo  que 
se  deduce  no  son  aceptables  los  motivos  de  carácter  general  que  sobre 
esta  materia  especiallsima  se  ban  aducido  por  la  Sociedad  recüTrénte 
como  fundamento  de  SQ  demanda,  ni  ningún  otro  en  cuanto  no  se 
f  efiéran  y  iconcreteni  los  citados  casos  taxatiros  del  art.  89  de  la  ley: 
.  T  considerando,  por  üHimo,  que  declarado  sin  curso^  y  fenecido  el 
expediente  de  El  Madrileño  por  no  estimar  la  Administración  ajustado 
su  procedimiento  á  las  prescriciones  legales,  y  no  teniendo  lídemis 
oslado  paca  que  pudiera  concedérsele  ni  negársele  expresa  ni  impHdta^ 
mente  la^  demasía  que  pretendió,  es  evidente  que  no  ee  leba  denegadoí, 
y  en  su  consecuencia  que  no  se  encuentra,  como  ba  sostenido,  ettel 
caso  S¿*  del  art.  89  de  la<ley  de  Minas,  careciendo  por  ello  el  recurso 
interpuesto  de  base  para  que  pueda  ser  admitido; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  U  via 
eoniéneiosa,  y  en  su  virtud  que  no  há  logar  á  la  admisión  de  la  de** 
manda  formulada  por  la  Sociedad  especial  minera  El  MadrUeño  contra 
la  orden  del  Gobierno  de  la  República  de  19  de  Agosto  de  1873,  que  lia 
sido  Teclamada,  y  por  la  cual  se  confirmó  «1  acuerdo  del  Gobernador 
^e la  proTíncia  de <Almeria  en  quedispusoquedasesin cmrsoy  fenecJido 
d  expíente  dé  la  mina  i^JAÍn^t^eito. 

'Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacela^  olb- 
<My  se  insertará  en  la  Colección  ügieiaíiiflBí,  sacándose  al  efecto  ks 
Ixipist  necesarias,  y  devolviéndose  el  .expediente  gubecnaftivo  al  Mi* 
BÍsterio'de  Fomento  con  la  oportuna  certificación,. Jo  pronunciafíiotv 
mandamos  y  firmamos. = Juan  González  Acevedo.s^osé  María  Herre- 
ra dé  Tejada.:isluaa  ümeoex  Cuedcawsrlgnacio  Vieítos.asiuan  Cano 
llaodeLaCrfspolo  García  6ooms^^  de  la  Seraa.acAlf af o  Gil  Sanz, 

PabUoacion.rÁlJBida  y  publicada  fué  la  aotetior  sentencia  per' el 
Bxóno.  Sr.  D¿  ioan  JimeoeK  Guencaí  Magistrado  del  Tribmtal  Supremo^ 


celebrando  audiencia  p<ü»l!ca  U  Sala  lercerá,  á»  ftt«  oertüeo  leéfnü  St^ 
creUrio  Relator  eo  Madrid  é  20  <le  Abril  de  l874.r=Boriqae  Medioe. 

(€ae$^dBnd9JtmiodB  t874j. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


NU-Cé. 


Orden  varianao  el  articulo  56  del  Reglamento  íAgeúte  purá 
id  ejiíóucioH  de  la  Ley  de  minas. 

limo.  Sr.:  El  art.  56  del  regiameolo  rigente  para  la  ejeoneien  de1« 
lej  de  minas,  diapooe  que  dentro  del  término  de  i5  dias,  eontadoe 
desde  el  siguiente  al  ed  que  se  haya  becho  la  denarcaeiem,  lol  tolere^ 
^adosd  quienes  les  representen  entregarán  en  losGobierMs  de  previu^ 
cía  en  papel  de  reintegro  la  cantidad  de  6  escudos  por  cade  perlenen» 
cía  completa,  ó  incompleta  de  mina  que  fuese  objeto  del  expedioDtft: 
4|ue  igual  cauUdad  se  abonará  por  cada  demaeia  y  pertenencia  de  es* 
coriai  ó  terrero,  y  que  además  dentro  del  mismo  plaio  y  umbien  en 
papel  de  reintegro  entregarán  la  cantidad  que  corresponda  el  papel  del 
eelJ9  en  que  haya  de  extenderse  el  titulo  de  propiedad^  iásistiendoeD 
i«  deebracioq  de  qtre  el  plazode  los  15  dias  se  cbntáiñá  siempre  desde 
ia  fe<^a  del  primer  reconocimiento  en  que  á  \m  vez  se  haya  hech^  la 
demsírcacion,  y  que  ese  plazo  no  se  entenderá  prorogado  ni  soependtdoi 
y*  sea  porque  el  Ingeniero  detenga  la  devolución  del  expedieble,  ya 
porque  se  rectifique  6  modifique  la  demarcación  primttiTa,  ya  por  eua^ 
lesquieta  otnos  incidentes  que  alteren  el  carácter  de  définittfas  qtte  por 
regla  general  han  de  tener  las  in^cadas  operaciones. 

La  práctica  ha  demostrado  que  en  muchos  casos  es  imposible  el 
citmpfimlento  de  lo  prescrito  pot  ese  art.  $6,  porque  según  las  diepo^ 
oifiiones  Tigentes  el  registrador  no  tiene obligaoion  de  concurrirá  la 
idémarcái¿S6n;  el  Ingetitero  ho  puede  dentro  de  ese  plato  ilevolver  lá 
üébmfi6  tMi  el  expediente;  el  regiettador  no  sabe  la  caniidad  q«o 
'debe  y  quiere  pagan  la  Sección  de  Fomento  no  piede  tampoco  :dcler» 
minar  ^sa  caotidad,  porque  no  le  coóetk  él  número  de  hectáreaodé» 
-üarcédas,  y  de  aquf  el  que  con'  arreglo  al  art.  64  de  la  ley  reforiÉada 
w  cancelen  muchos  expediéater  de  míim»  por  una  falta  ffue  on  fdsaí» 
cíe  no  es. impotable  ni  al  interesado  ni  á  la  Administración,  aíoo  ai 
recámente  que  impone  una  obligación  de  imposible^  cumplimiento 
^lont^b  del  plazo  áeñaládo. 

'  Bs;  pdes,  necesaria  y  urgente  la  reforma  dé.  ese  fcrtieikto  éb  lo  qso 
se  refiere  al  plato  para  coasighar  el  papel  #e  reiotégcocofreiipotidieBlb 
ft>  loe  derechos  de-: expedición  del  titulo  de  propiedad;,  y  con^éoftnto 
^mbien  la  detérmñnabion  de  la  équlraiendia  doosésrdodeohof'Taftiiíéií^^ 


dolos  i  Us  DU6Y«8  ouí^dMtt  p6cule8  la  peseta  y  la  hectárea,  síd  alte*^ 
rar  el  impuesto,  cons^ryandó  ése  liiftiimüni  de  f^ié  escudos  ó  i5  pese- 
tas por  antigua  pertenencia  completa  ó  incompleta,  demasía  ó  perte" 
ttitteia  de  esDOtWl  6  Wrero,  y  al«MiénáOBe  en  lo  demás  á  la  drdefi 
•oltfttioria iiciád^  p6r eiPeder Ej^^oáivo en  10  de  Marao de  iW9^ 

Kn  Tirtad  de  las.  rasónos  «impuestas,  el  Presidente  del  Poder ^eca- 
tiTO  de  la  República,  de  acuerdo  con  lo  informado  por  la  iunta  Sope- 
fior  iacultativa  de  minería  y  por  el  Consejo  de  Estado,  ha  tettido  á 
bien  disponer  que  el  art.  M  del  reglamento  vigenle  parala  ejecución 
dé  la  ley  de  Minas  sea  sostítüído  por  el  sigilieute: 

•Art.  96.  DeTuelto  por  el  Ingeniero  el  expediente  del  registro  de* 
atareado,  el  {gobernador  dispondrá  que  se  notifique  inmediatamenie  ai 
interesado  6  represedtakile  en  la  forma  prescrita  polr  el  art.  4U,  el  nú^ 
mero  de  pertenencias  demarcadas. 

Dentro  del  término  de  15  dias,  contados  desde  el  siguiente  al  de  la 
notificación,  los  interesüdós  ó  representantes  consignarán  en  los  Go- 
biernos de  provincia  en  papel  de  reintegro  la  cantidad  de  15  pesetas 
fbf  cada  expediente  cuando  éste  no  comprenda  más  de  15  hisctáfelrs 
ü  el  mineral  objeto  de  la  concesión  filese  hierro,  carbón  de  piedra, 
«útmcita,  lignito,  turba,  asfaltov  arcillas  bsftumínosas  ó  carbonosas; 
tttlfato  de  sosa,  sal  gemma,  escoriales  é  terreros,  y  una  peseta  más 
por  Cada  hectárea  que  exceda  de  las  15.  Para  iodos  íes  demás  minera^ 
les  se  abonarán  en  pai^l  de  reintegro  15  pesetas  por  cada  expediente 
cuando  éste  no  comprenda  más  de  seis  hectáreas,  y  además  %  pesetas 
€•  céntimos  por  cada  hectárea  que  exceda  de  seis. 
'  Guando  el  expediente  comprenda  menos  de  6  ó  15  hectáreas  res^ 
yedtitamenie,  se  abonarán  siempre  15  pesetas* 

Entregarán  además  dentro  del  mismo  plazoi  y  también  en  papel  á% 
reintegro,  la  cantidad  que  corresponda  al  papel  del  sello  en  que  haya 
ée  extenderse  el  título  de  propiedad.» 

.  Be  órdén  del  expresado  Presideaaelo  digo  t"  V.  I.  para  so  intoligen» 
da  y  efectos  oportunos.  Dios  guarde  á  V.  L  muchos  a&os.  Madrid  i% 
4t  Junio  de  1874. 

Aadieo. 

Sr..  Director  general  de  agricultura.  Industria  y  Comeréib. 

{Gaceta  dé  ^h  de  Junio  de  iiU). 


■P*«i**t*4»*dUtfi«MM*«M* 
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TEIÍaUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  improcedente  kuria  CQntenciosa  y  que 
no  ha  tugar  a  la  admisión  de  la  deinanda  deducida  contra 
ta  orden  que  desestimó  tas  oposiciones  hechas  al  registro 
Vulcano. 

Ed  la  villa  de  Madrid,  á  30  de  Abril  de  1874,  en  los  autos  que  aate 
Nos  penden  sobre  procedencia  de  la  yia  contenciosa  y  admisión  de  1^ 
demanda  presentada  por  D.  Juan  Alcon  y  Martínez,  y  en  su  nombre 
el  Lieenciado  D.  Ramón  Gil  Qsorio,  contra  la  Administraron  del  Esta- 
do, representada  por  el  Ministerio  fiscal,  con  la  solicitud  de  que  se 
re? oque  la  orden  de  29  de  Setiembre  de  1879  que  desestimó  las  opo- 
siciones heeban  al  registro  VuUn¡tno:  ^ 

Resultando  que  D«  Juai  José  Vjla,  en  nombre  de  D.  Manuel  Cagó- 
les, ?ecino  de  Cartagena,  acudió  al  Gobernador  de  Murcia  en  3i  de 
Marse  de  1872  manifestando  que  ¿n  terreno  realengo,  paraje  llamado 
Cabezo  Negro,  Diputación  de  Mor^ta,  tf§rmioo  de  Lorca,  deseaba  ad- 
quirir seis  pertenencias  miner^ts  contiguas  con  el  titulo  de  Vulcano  de 
mineral  de  hierro  que  se  propone  descubrir;  y  después  de  señalar  sos 
linderos  y  hacer  la  designación,  pidiió  que  se  le  admitiese  esta  solici- 
tud de  registro  y  se  diera  al  expediente  la  instrucción  de  ley  y  regU- 
mentó  para  que  en  su  dia  se  le  expidiera  el  titulo  de  propiedad: 

Resultando  que  admitido  en  -efecto,  hechas  las  publicaciones  consir 
guienies  y  solicitada  la  demarcación,  el  Registrador  Górgol^  por  es- 
critura pública  de  31  de  Octubre  de  1872  traspasó  el  registro  i  lh>D 
José  Prefumo  y  Dodero: 

Resultando  que  hecha  la  demaicacíon  por  el  Ingeniero  en  1.*  de 
Abril  de  1873  con  la  concurrencia  de  varios  interesados  .de  las  fuines 
inmediatas,  lo  protestaron  D..Jutii  Alcon,  Registrador  de  la  Venus ^  y 
D.  Fernando  Meca,  que.  lo  «es  de  laFjs,  por  encontrar  defectuosa  la 
designación,  y  previo  informe  de  aquél,  el  Gobernador  en  decreto  de 
26  de  Mayo  desestimó  \n»  protestas  presentadas  contra  el  Vulcano  y 
mandó  se  le  ei^pida  el  titulo  de  propiedad: 

Resultando  que  de  esta  resolución  se  alzó  ante  el  Ministro  de  Fo- 
mento el  registrador  de  la  Venut\  é  informando  la  Junta  consultiTa 
opinó  por  unanimidad  que  se  debia  dejar  sin  efecto  el  anterior  decre- 
to y  seguir  los  expedientes  de  las'minas  Fé  y  Venus  su  sustanciacion 
con  arreglo  á  las  disposieiones  vigentes: 

Resultando  que  consultada  también  la  Comisión  del  Consejo  de 
Estado  en  vacaciones  y  la  Dirección,  que  opinaron  favorablemente  al 
acuerdo  de  aquella  Autoridad,  el  Gobierno  de  la  República  por  orden 


d«  19  út  Setiembre  de  1878  confirmó  el  decreto  ^el  reíérido  Goberoa^ 
dor  y  desestimó  las  oposicioees  bechas  al  registro  Vukano^  maodanda 
qtie  lee  expedientes  Fó  y  Venui  siguiesen  su  tramitación  con  arreglo 
á  las  disposiciones  Tigentes: 

fiesultinéo  que  D.iuan  Alcon  acudió  á  este  Suprema  Tribunal  en 
SS  de  Octubre  siguiente  presentando  demanda  con  la  solicitud  de  que 
8e= revoque  la  expresada  orden  y  se  declare  sin  efecto  la  designación 
hecha  por  el  Ingeniero  del  distrito  de  Lorca  del  terreno  correspondien- 
te á  la  mina  titulada  Vuleano^  y  sin  curso  el  expediente  en  su  firtud 
instruido  á  instancia  del  denunciador,  fundándose  en  cuanto  á  la  pro- 
cedencia de  la  Via  contenciosa,  en  el  art.  &8  de  la  ley  de  i7.de  Agosto 
de  i860  y  en  el  89  de  la  de  minas,  y  alegando  además  el  30  del  regla- 
mento que  también  dice  tener  aplicación  á  su  caso  por  defecto  en  la 
designación  de  la  expresada  mina: 

HÍBsuliando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  declarase  improce* 
dente  la  vía  contenciosa  é  inadmisible  la  demanda,  porque  debiendo 
prescindirse  de  la  primera  disposición  citada  por  el  recbmante  para 
sostener  que  procede  aquella  Tia,  puesto  que  existe  una  ley  especiaU 
clara  y  esplfcita  que  dispone  que  solo  en  los  casos  que  ésta  y  el  regla- 
mento taxativamente  determinan  es  procedente  el  recurso  contencioso» 
no  es  aplicable  una  disposición  general  y  es  preciso  atenerse  á.la  es* 
pecral  que  rige  «n  la  materia:  que  suponiendo  que  el  reclamante  se 
refiere  al  caso  %*  del  art.  89,  al  desestimar  la  Administración  las  pro* 
testas  de  D.  Juan  Alcon  y  D.  Fernando  Meca,  decide  además  que  con- 
tinúe la  tramitación  del  expediente  de  éstos  titulados  Venus  y  Fé;  de 
manera  que  no  puede  ^jBCirse  con  razón  fundada  por  Alcon  que  se  le 
baya  negado  pertenencia  minera,  que  es  lo  que  dispone  el  párrafo 
citado:  que  si  al  resolver  el  expediente  Venus  el  Gobernador  en  defini- 
tiva negase  la  concesión  y  esta  providencia  fuese  confirmada  por  el 
Minlsterío,  tal  vez  entonces  no  le  estaría  impedido  venir  á  la  yia  con- 
tenciosa; pero  que  no  habiendo  llegado  este  caso  ni  cerrado  la  puerta 
la  Administración  para  que  pueda  aspirar  al  terreno  que  solicitó  en 
su  registro,  bien  puede  decirse  que  Ja  resolución  reclamada  no  es  para 
este  interesado  definitiva,  y  no  siéndolo,  tampoco  puede  tener  lugar  la 
via  contenciosa:  que  por  otra  parte,  en  minería  no  se  adquieren  dere- 
chos por  virtud  de  declaraciones  de  la  Administración,  y  que  no  sién- 
dole declarado  ese  derecho  en  favor  de  Alcon  en  virtud  de  ello,  y  aun 
haciendo  aplicación  del  art.  56  citado,  no  considera  que  está  autoriza- 
do para  venir  á  la  via  contenciosa,  bajo  el  supuesto  de  que  un  acto 
posterior  de  la  Administración  haya  podido  lastimar  el  derecho  pree- 
xistente adquirido  por  ¿tro  acto  anterior  de  la  misma  Administración: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D«  Alvaro  Gil  Sanz: 

Considerando  que  si  bien  todo  el  que  se  sienta  agraviado  por  algu- 


na  resolución  del  Gobierne  ó  de  las  DireccianeB  geneiides  <|ueet«aeii 
estado  paede  reclatnar  cootra  ella  en.la  vía  cootendósa»  esta  facuttail 
$B  eDiiende  limilada  por  lo  que  las  leyes  eépecialea  y  leglaipeolos  dia* 
pongan  respecto  á  los  diversos  casos  en  que loievie  ejoreUarie: 

Gonsidetaiido  que  acerca  de  la»  órdebes  so  miaerie  aecal^a  el  re. 
evrso  por  la  tís  ooQteDcioso«adiiiÍDislratiTa  qais  ttvM.  con  ira  las  resit- 
luciones  taialivamente  enumeradas  en  el  arl.  fi9  de  laley  de  6  de  Ja» 
lio  de  lft&9y  reformada  por  1»  de  4  de  Mano  4e  I868«  y  ea  el  8ft  drt 
leglameoto  para  su  ejecución  de  ^de  Junto   délmisoio  años 

Coosideraodo  que  la  demanda  ioteppoes4¡a  por  B*  Juan  Alcen,  aw 
enando  invoca  en  su  apoyei  el  art.  89,  sin  expresar  á  cuál  de  sets  tree 
cases  se  veiere,  es  evidente  ffe  en  ninguno  de  ellos  se  halla  oaanpre»* 
dida,  puesto  que  no  se  trata  de  permiso  ó  negativa  para  la  invesUT 
gacion,  ni  de  caducidad  de  concesión,  ni  tampoco  en  la  drdeft  mn 
clamada  se  ba  concedido  ni  negedo  la  propiedad  de  las  minas  Vmus 
y  Sania  Fé,  ^mo  lo'demtiestra  el  hecho  de  resolverse  en  ella  quetoft 
expedientes  de  estas  minas  sigan  en  tsamiiacion  con  arreglo  é  la»  die- 
posieíones*.  vigentes: 

Considerando  que  aunque  mediase  el  defecto  que  alega  en  la  desig-^ 
nación  hecha  por  el  registrador  de  la  mina  VifkaNO,  y  fuese  aplicable 
el  art.  30  del  reglamento,  no  por  eso  seria  procedente  lá  via  contea- 
ciosa,pues  el  citado  articuló  solamente  permite  apelar  al  Ministre  de 
Fomento  cuando  el  Gobernador  decrete  que  queda  sin  efecto  la  deslg^ 
nación  y  sin  curso  el  expediente,  lo  que  aqüi  no  sucede,  y  que  contra 
la  decisión  del  Ministerio  no  concede  ulterior  recurso: 

Fallamos'  qoe  debemos  declarar  y  declara mos-  improcedente  la  vie 
contenciosa,  y  que  en  su  consecuencia  no  há  lugar  á  la  admisión  de  la 
demanda  deducida  por  el  Licenciado  D.  Raoloa  Gil  Osorio,  en  nombce 
de  D.  Juan  Aloon  y  Martínez,  contra  la  orden  de  29  de  Setiembre 
de  1873. 

Asf  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Colección  legúlatioa^  sacándose  a|  efecto  las  copias 
necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Ministerio  de 
Fomento  con  la  certificación* prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
finpamos.=rJuan  González  Acevedo.=sJuan  Jimenea  Cuenca. =:IgnBeio 
Vieitcs.=Jw)n  Cano  Manuel.—José  Jiménez  Mascarás. =s£ugen¡o  de 
Angulo.=Alvaro  Gil  Sanz. 

Publicacioo.sLeida  y  publicada  fué  la-  precedente  senteneia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Alvaro  Gil  Sanz,  Magistrado  de  la  Sala  tercera  de  este 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia*  pública  la  misma  en  el  día 
de  boy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á3ü  de  Abril 
de  1874.=:Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

(Gaceta  de  35  de  Junte  dé  1874). 


Sentencia  declarando  improcedente  la  via  contenciosa  y  que 
no  há  lugar  á  la  admirion  de  la  demanda  interpuesta  can-- 
tra  la  orden  del  Gobierno  de  la  Bfpública  que  mandó  seguir 
el  expediente  de  la  mina  Sao  Esteban  declarando  feneeido 
y  sin  curso  el  de  la  nombrada  San  Tirso. 

Bn  la  villa  de  Madrid,  á  4  de  Mayo  de  1874,  en  los  autos  qoe  ante 
líos  peoden  sobre  procedeDqia  de  la  ría  coDteDCiosa  7  admísioD  de  1^ 
demaBda  presentada  por  el  Procurador  D.  Manuel  García  Besteiro,  á 
Dombre'y  con  poder  de  D.  Ramón  de  Torres  y  'Godes,  contra  la  Admi< 
nistraclon  general  del  fistado,  representada  por  el  Ministerio  fiscal^ 
pretendiendo  que  en  su  dia  sea  revocada  la  orden  ministerial  de  ^9  de 
Setiembre  último,  oue  mandó  seguir  la  tramitación  del  expedieate  de 
la  mina  titulada  San  Esteban,  declarando  fenecido  y  sin  curso  el  d^ 
la  nombrada  San:Tirsoi 

Resultando  que  en  10  de  Febrero  de  1872  I).  Ramón  de  Torres  y 
Godes  por  medio  de  su  representante  D.  Pedro  Lasante  presentó  escritQ 
al  Gobernador  civil  de  la  provincia  de  Ciudad- Real  diciendo  qué  en 
término  de  Mes  tanza  y  sitio  llamado  Quinto  de  los  Toriles  y  Fuente 
tle  los  Membrillos,  terreno  inculto  perteneciente  al  Real  Patrimonio, 
con  los  linderos  que  enumeró,  deseaba  adquirir  la  propiedad  de  i2 
pertenencias  de  ofineral  plomizo  con  el  nombre  de  Sún  Tirso,  hacien- 
do la  designación  oportuna  y  el  depósito  prevenido: 

Resultando  que  publicada  la  anterior  solicitud  sin  que  se  hiciese 
oposición  alguna,  se  reconoció  el  terreno  por  el  Ingeniero  D.  Miguel 
Ramírez  Lasala,  que  informó  en  12  de  Setiembre  posterior  que  des* 
pues  de  largas  investigaciones  «por  no  estar  bieo  marcados  los  linde- 
ros, aunque  sí  el  punto  de  partida,*  había  observado  que  las  laÉores  á 
que  se  hacia  referencia  en  la  solicitud  de  registro  estaban  reducidas  á 
Unos  rehundimientos  muy  antiguos,  y  que  en  el  mismo  punto  se  es- 
taba practicando  un  socavón  de  laír  dimensiones  que  expuso  por  Don 
Esteban  Loustan,  que  habia  solicitado  la  misma  concesión  el  16  de 
Marzo  anterior;  por  lo  que  visto  este  expediente,  y  respetando  el  dere* 
cho  de  prioridad,  era  su  opinión  que  debian  declararse  caducadas  di- 
chas labores  antiguas,  asi  como  el  expediente  formado  á  nombre  de 
Loustan,  dejando  subsistente  el  de  San  Tirso: 

Resultando  que  Á  su  virtud  el  Gobernador  mandó  poner  de  mani- 
fiesto á  las  partes  el  anterior  informe,  y  en  4  de  Diciembre  declaró  ca- 
ducada la  concesión  á  que  pertenecian  las  mencionadas  labores  an- 
.  tfguas: 

Resultando  que  en  16  de  Marzo  del  mismo  afío  D.  Fernando  Vaz- 
quez«  como  apoderado  de  D.  Esteban  Loustan,  solicitó  aáimisDoio  del 


Gobernador  civil  de  Giudad-Raal  la  concesión  de  li  pertenencias  mi* 
peras  de  mineral  de  plomo  con  el  nombre  de.^Soii  Esteban  en. el  pua- 
to  llamado  Villar  de  Valdefuentes,  en  el  Quinto  de  las  Tinosas»  que  faé 
del  Real  Patrimonio,  en  término  jurisdiccional  de  Mestanza,  bajólos 
linderos  y  desígnadon  que  liizo,  con  el  depósito  oportuno: 

Resultando  que  publicada  esta  solicitud  en  el  Boletití  oficial  de  la 
provincia,  se  reconoció  el  terreno  por  el  ingeniero  Jefe  D.  José  Cami- 
nero, y  dijo  que  solo  existían  algunos  sitios  que  por  lo  rehundidos  que' 
se  hallaban  demostraban  proceder  de  labores  ejecutadas  en  un  tiempo 
lejano:  que  se  estaba  trabajando  por  el  nuevo  registrador  el  principio 
de  una  galería,  única  labor  que  existia,  'por  lo  que  á  su  juicíQ'procedia 
la  caducidad  de  las  antiguas  labores  y  la  admisión  del  registro  5(ifi 
Esteban: 

Resultando  que  declarada  dicha  caducidad,  y  admitido  el  registro 
San  Esteban,  salvo  mejor  derecho,  se  opuso  á  él  D.  Ramón  de  Torres 
y  Godes;  por  lo  que  se  oyó  á  la  Comisión  de  la  Diputación  provincial, 
y  de  acuerdo  con  lo  pedi<Jo  por  la  misma  se  pasó  de  nuevo  el  expe- 
diente al  Ingeniero  Jefe,  quien  i  su  vez  lo  hizo  al  Ingeniero  D.  Manuel 
Blazquez,  como  también  el  de  la  mina  San  Tirso,  el  cual  manifestó  ea 
17  ^e  Febrero  de  1873  que  en  el  informe  .emitido  en  estp  último  pOr 
D.  Miguel  Ramírez  Lasala  se  hacia  constar  la  falta  de  exactitud  de  los 
linderos,  aunque  se  decia  que  el  sitio  que  solicitaba  era  el  que  se  ha- 
llaba en  cuestión,  y  era  indudable  que  la  .persona  que  le  enseñara  e^ 
sitio  y  le  dijera  ÍQ3  linderos  era  poco  práctica  ^n  el  terreno  y  le  infor- 
mó mal,  porque  si  la  labor  que  se  citaba  había  de  estar  en  la  Fuente 
de  los  Membrillos  y  Quinto  de  los  toriles,  como  decia  el  registrador, 
no  podía  ser  la  labor  en  cuestión,  que  estando  junto  4  una  fuente  se 
hallaba  en  el  Quinto  de  Valdefuentes;  siendo  por  ello .  de  parecer  que 
se  anulase  el  expediente  San  Tirso,  apoyándose  en  el  párrafo  segundo 
del  art.  SO  del  reglamento,  por  no  haber  llenado  el  registrador  ningu- 
no de  los  requisitos  que  se  exigen  en  el  párrafo  prinbero  del  mismo 
artículo,  y  que  debía  subsistir  el  de  San  Esteban  y  seguirse  su  trami* 
tacion  para  eo  su  úia  llegar  á  obtener  la  propiedad  del  terreno  eo 
cuestión: 

Resultando  que  á  su  virtud  el  Gobernador  en  26  de  Abril  dictó  de- 
cretos declarando  fenecido  y  sin  «curso  el  expediente  de  la  mina  San 
Tirso  y  subsistente  el  de  San  Esteban  por  las  mismas  razones  expues- 
tas por  el  Ingeniero: 

Resultando  que  remitidos  ambos  expedientes  al  Ministerio,  y  oido 
el  informe  de  la  Junta  superior  facultativa  de  minería,. se  dictó  una 
orden  por  el  Gobierno  de  la  República  en  29  de  Setiembre  de  1873 
confirmando  el  decreto  del  Gobernador: 

Resultando  que  contra  la  anterior  orden  y  en  17  de  Noviembre  si-> 


^iente  presentó  demanda  contencioso-administratiTa  en  este  Triba- 
nal  Supremo  el  Procurador  D.  Manuel  Garcfa  Besteirb,  á  nombre  y  con 
poder  de  D.  Ramón  de  Torrea  y  Codea,  pidieiido  su  revocación  por  loa 
fnndameotos  que  adujo: 

Resaltando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  guíbernatifo,  se 
pasó  con  los  autos  al  Ministerio  ñscal,  que  se  ba  opuesto  á  la  admisión 
-áe  la  demanda,  exponiendo  para  ello  que  el  demandante  al  formular 
8Q  registro  no  hizo  la  designación  del  terreno  ajustándose  á  las  pres- 
cripciones  legales:  que  contra  la  resolución  recurrida  no  procede  la  via 
contenciosa  porque  lo  prohibe  terminantemente  el  párrafo  segundo  del 
«rt.  30  del  reglamento  vigente  de  minas;  en  cuyo  estado  se  mandaron 
entregar  los  autos  al  Procurador  Besteiro  por  téro^ino  de  tercero  dia 
4)ara  instrucción  de  dicho  escrito  fiscal: 

Vistos,  siendo  ^Ponente  el  Magistrado  0.  Pascual  Bsyarrl: 

Considerando  que,  según  lo  prescrito  en  el  párrafb  segundo  del 
«rt.  30  del  reglamento  de  24  de  Junio  de  1868  para  la  ejetíücidú  de  la 
ley  de  minas,  cuando  de  los  reconocimientos  del  Ing^iero  resultare 
-qi^^e  ni  los  puntos  de  referencia  ni  los  linderos  corresponden  á  los  men* 
cionados  en  la  designación,  ó  que  estos  últimos  no  son  linderosó  disr- 
tan  del  punto  de  partida  de  las  labores  un  espacio  duplo  del  fijado  en 
la  aolicitud,  se  considerará  distinto  el  terreno  pretendido  de  aquel  en 
que  se  prac.tique  el  reconocimiento,  y  quedará  sin,  efectd  la  designa- 
-cion  y  sin  curso  al  expediente;  y  ésto  es  precisamente  lo  que  acordó 
<el  Gobernador  de  la  provincia  de  Ciudad -Real  en  el  expediente  de  la 
mina  San  Tirso  en  26  de  Abril  de  1873,  cuya  resolución  fué  confirr 
mada  por  el  Ministro  de  Fomento,  de  conformidad  con  lo  propuesto  por 
ia  Junta  superior  facultativa  de  minería  en  29  de  Ssttembre  del  mismo 
afio«  en  virtud  de  la  alzada  ante  él  interpuesta  por  el  recurrente: 

Y  considerando  que  esta  última-  resolución  tiene  el  carácter  de  fir- 
me y  subsistente,  sin  que  contra  ella  pueda  utilizarse  recurso  alguno, 
como  se  determina  en  la  últiíjoa  parte  de  la  precitada  disposición  re- 
iglamentaria,  siendo  por  tanto  inadmisible  la  demanda  ante  esta  Sala; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcefiiente  la  vía 
contenciosa,  y  en  su  virtud  no  há  lugar  á  la  admisión  de"  la  demanda 
interpuesta  por  D.  Ramón  de  Torres  y  Godes,  y  en  su  representación 
por  el  Procurador  D.  Manuel  María  Besteiro,  contra  la  orden  del  Go- 
bierno de  la  República  de  29  de  Setiembre  de  1873,  expedida  por  e 
Ministerio  de  Fomento. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeta  oficial 
7  ae  insertará  en  la  Colección  legislaiiva,  devolviéndose  el  expediente 
gubernativo  á  dicho  Ministerio  de  Fomento  éon  la  oportuqa  certifica- ' 
cion,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. s Joan  González  Ace- 
Tedo.ssPascual  fiayarri.ssJuan  Jiménez  Gtteoea.sslgnacio  Vieiles>.(»^ 
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una  Cftco  MiDoeK^Orispub  Garcfa  6;  de  la  Sarna^ssAkaro  GilS««^ 

PubUcacion.^Leida  y  publicada  fué  U  anterior  sentepcia  por  9f 

Excmo^  Sr,  D.  Pascual  Bayarri*  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  oor 

lebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que  certifico  como  S^er 

oreUrio  Relator  en  Madrid  á  4  de  Mayo  de  i874.=sEnrique  Medina. 

(Gaceta  de  2Q  de  Junio  de  WA). 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Resolución  en  el  expedienta  instruido  en  solicitud  de  qu^se- 
amplié  la  habilitación  de  la  aduana  de  Sanlucar  de  Gua^ 
diana  para  la  importación  de  hierros,  carbones  y  demás: 
necesario  para  el  ferro -carril  que  desde  la  mina  El  Lagu- 
nazo hifí  de  terminar  á  orillas  del  Guadiana. 

limo.  Sr.:  Visto  cuanto  resulta  del  expediente  instruido  á  conae-^ 
coencia  de  una  instancia  de  D.  Trinidad  Luis  Martínez,  fecino  de  A|I|k 
monte,  representante  de  la  casa  Miguel  Iglesias  é  hijos,  del  comeioio 
ée  Londres^  solicitando  que  se  amplié  la  habilitación  de  la  Aduana  d0 
Sanlucar  de  Guadiana,  proTtncia  de  Huelva,  para  la  importación  íb^ 
hierros,  carbones- y  demás  materiales  necesarios  parala  construcciqo 
y  explotación  de  un  ferro-carril  que  partiendo  de  la  mina  El  Laguna^ 
MÓ  ha  de  terminar  á  orillas  del  Guadiana,  eq  el  sitio  llamado  Puerta 
Feliz,  jurisdicción  de  Sanlucar: 

Vis^o  lo  informado  por  la  Admiqistracion  económica  de  la  praT40''^ 
cia,  Administración  printipal  de  Aduanas,  Jefe  de  la  Comandancia  do 
Garabifieros  y  Junta  de  Agricultura,  ladustria  y  Comercio,  e^yos  ipr 
formes  son  faTorables  á  lo  que  se  solicita: 

Considerando  que  la  pretensión  de  que  se  trata  está  justificada  pffr 
-ser  la  Adui^na  de  Sanlucar  de  Guadiana  la  más  próxima  en  que  pue4eii' 
aerificarse  los  despachos  del  material  que  ha  de  introducirse  pan  ^ 
ferro*cafril  que  se  proyecta: 

Considerando  que  esta  ampliación  de  habilitación  no  puede  irrogar 
perjuicio  alguno  á  la  Hacienda,  si  para  atender  á  e^te  nuevo  serficio^ 
se  aumenta  )a  dotación  de  los'empleados  de  dicha  Aduana: 

Y  considerando  que  el  representante  de  la  empresa  que  solicitailfr 
concesión  se  ha  comprometido  á  sufragar  por  cuenta  de  la  misma  to- 
dos'los  gastos  que  sean  necesarios,  par  a  atender  á  este  nuevo  servicio; 

Bl  Presidente <del  Poder  Ejecutivo  de  la  República,  de  conformidad 
con  lo  propuesto  por  V^  I.,  ha  resueltoz  ^ 

1.**    Que  se  amiplle  la  habilitación  de  la  Aduana  de  Sanlúcarde^ 
Goadiaiía,  prosificia  de  Haelva,  pare  la  importaciao  y,  despacbo^de 


Kprfp?^cafí)iQp^,jf  4f Dfi^i^  iffi^^ialeai  Q^C|Bf^;i,ofl;||fr^..U.poQfic9iC«ior» 
dQ  úp  f^friP*'^rrM;q»ue!l^9  4e  partir  de^cÜQ  l^.^i^^if*/  Uguti^to  y,  ter- 
mÍJQyf^.A^o|:fLlla9  (jet  Gi^itdiana,  .en  ^  sitio  íla^i^dp  Pufif^g , Feliz. 

V. .  Q.ue4e  ^ef^i^me  la  plaojtUla.  del  persQ«ial  de  dicha  A(|4i|^Qa  de  \^ 
JP(^^^fí^9í9i9ia)fi^tJñ,;nn^.á^\ühit$ÚQp^  con  1,^,  pesetas; ,Mp, je t^rTeu-r 
toi>yUta«  coo  i.%5ü;  y  un  Pesador,  cpo  1,^50. 

Y  ^/  Qpe  los  sqeldos  del  Ádmioisirador  y  del  Pe^adof  ^ean  satis» 
fechos  por  el  solicitante,  según  lo  dispuesto  en  la  advertencia  i.'  dej^ 
Api^ndic^núp^..  I.*  de  las  Orde^ai^zas  de  44f|p()as,  ingresando  su. im- 
porte e^  1^  C0ja  (ie)^  Administración  econón)i,9a  de  la  p^pT^pcia  pos 
s^ffestres  ai^^iantadQS  c^o  concepto  de  difer^ntj^  derechqs  d^l  E¿t9do.v 
De  drden  d,el  mismo  Sr.  Presidente  lo  digoá  V.  I.  paf^  los  efectos 
corres^(iiond|entes..  pios  guarde  á  V.  I.  fpuch^os  años.  Madrid  27df( 
MíyQd^i874.  / 

Sr..  Director  generfil  d^Ad^uanas, 

(Gaceta  (ie  "iá  de  Junio  iU  i974j! 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  destarando  improcedente  la  demanda  preseniaém 
contra  la  orden  que  desestimó  una  solicitud  relativa  álA 
opción  de  perpetuidad  para  la  mina  Gustavo. 

Ep  la  villa  ,de  Madrii),  i  fS  de  Mayo  de  1874,  en  los  ajiito^¡qa^  ap^ 
Nos  penden  spbre  procedencia  <(e  la  via  contenciosa  y  admisioQ  i^^íf^ 
demanda  presentada  par  D.  Lpis  Levisoq»  y  en  su.  qombre  el  U^ex^ 
ciado  D.  Fl4el  Gaícia  Lomas,  contra  la.  A()miQÍ^tracion  general  úe] 
Eaitado^  tepresentpda  por  ^1  Ministerio  fiscal,  sobrp  que  se  dejp  ^^ 
efecto  la  orden  de  4  dei  Noviembre.de  1873,  que  <ie$ef.timó  una  sqUcÍt 
tud  de  aquel  relativa  á  la  opción  de  perpe^ujd^d  para  |a  ipina  G^st^vK 

Resultapdo  que  en  22  de  Junio  de  1872  D.  Luis  Levison  y.JBü^cl^t 
concesionario  de  la  mina  de  hierro  denominada  Gustavf^^  sita  .ej^(P) 
térmico  de  Abapflo,  p^oyinc^ia  de  Vizcaya,  aciidiá  al  GobernadpJt  4f 
JSilbap.pr/eiei^jdiendo,  acogerse  al  beneficio  de  la  perpetuidad  que  e$t,f^ 
blece  el;  art.  .3ü  de  las  bases  generalea  para  la  nvi^va.4egi/sl9cip^  ,^ 
m^paa  de  P  de  Diciembre  dje  i86}l:  ' 

Resultando  que  en  21  de  Setiembre  de  (871  la  copc^sipn  de  (ri^(ff|ii^ 
faé.d0pttiicia4a:por  falta  de  p^i^ble  y  registrada  fcpn  el  nombra  ^^ 
Pepita,  mandándose  por  decreto  del  dia  23  pasar  la  solicitud  ^f^  Iqgfr 
j^ieiMefe  y ,.  pojUppfurae  al  dueftpdela  mina  P^r^i  ^>?,;fif^Pi05CvTre«- 


Resaltando  que  )pof  esta  cansa  desestimd  'et  Gobernador  eü  5  de 
Julio  de  i879  )a  solidtad  de  Lerison;  j  habiéndose  aliado  éste  de  di- 
cho acuerdo,  él  Gobierno  de  la  República  por  orden  de  4  de  NoTiem- 
£re  de  1873,  visto'  el  art.  80  de  dichas  bases  y  de  cónfornñdad'  con  le 
informado  por  la  Junta  superior  facultativa  de  minería  y' Sección  de 
Gobernación  y  Fomento  del  Consejo  de  Estado^  desestimó  la  apelación 
fnterpuesta  póí!  D.  Luis  LeVison,  y  confirmó  el  decreto  det  Gobernador 
de  5  de  Julio  referido: 

Resultando  que  comunicada  esta  resolución  al  apoderado  de  Don 
luis  Leyison  en  el  miámo  dia,  el  Licencido  D.  Fidel  Garcia  Lomas,  en 
Dombré  de  éste,  en  25  del  mismo  mes  presentó  demanda  en  esté  Tri- 
Lunal  Supremo  con  la  pretensión  de  que  se  adniitiese  y  en  su  dia  se 
dejase  sin  efecto  la  referida  orden,  declarando  procedente  la  sMcitud 
de  su  representado,  acogiéndose  á  los  beneficios  de  la  perpetuidad  en 
cuanto  á  la  concesión  de  Ih  mina  Gustavo^  de  que  es  dueño,  fundán- 
dose en  que  ha  sido  interpuesta  en  tiempo  y  en  las  disposiciones  y 
principios  generales  en  materia  administrativa,  ya  que  no  se  pueden 
invocar  los  especiales  de -la  ley  de  minas  de  4  de  Marzo  por  tratarse 
del  ejercicio  de  un  derecho  especial  y  expreso  concedido  por  el  decreto 
de  29  de  Diciembre:        .   .  '^ !  .' 

Resultando  que  oido  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  declarase  im- 
procedente J^  via  corntenciósa  ó  inadmisible  la  diQm«QÍd(iv' alegando  que 
én  mioei:iil  np  se  adquieren  más  «derecbos  qi|e  aquellos  que  la  Admi- 
nistración otorga  ó  cpncede;  y  como  falta  ese  derecho  administrativo, 
también  la  basé  de  la  contienda  judicial:  que  la  negativa  acordada  en 
lá  orden  reclamada  está  intimamente  enlazada  con  la  que  pueda  dic- 
tarse en  el  expediente  de  denuncio  Pepita;  de  manera  que  di  la  Siíla 
en  definitiva  estimara  la  cuestión  propuesta,  resolvería  lo  que  no  es- 
taba resuelto  en  la  via  gubernativa,  asi  como  también  si  estando  pen- 
diente de  tramitación  un  expediente  de  denuncio  sobre  una  mina  de- 
terminada la  .Admítaistráfeion  activa  debe  ó  no  admitir  otro  nuevo 
denuncio:  qUe  la  orden  reclamada  ño  puede  considerarse  como  defini- 
tiva díe  esas  que  crean  ó  niegan  derechos,  y  por  lo  tanto  tío  cabe  re- 
curso contencioso  contra  ella;  y  que  teniendo  en  cuenta  que  eb  mine- 
ria  solo  cabe  en  los  casos  marcados  expresamente  en  la  ley  y  regla- 
mento, no  tratándose  de  ninguno  de  ellos  era  indudable  que  no 
procedia  la  via  contenciosa,  máxime  cuando  con  anticipación  á  la 
reclamación  del  recurrente  otro  denuncio  debe  resolverse  en  primer 
término  pt>r  el  Gobernador  de  la  provincia: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Gríspulb  García  Gómez  de 
la  Serna: 

Considerando  que,  según  regla  general  de  detecho  administrativo 
"confirmada  por  la  jurisprudencia  constante,  es  condición  indispensa* 


Ue,.Qi)tre  oteas,  para  que  .proceda  t^^  yK  cop^ncipsa  )Q&.cau8Q  estado 
el  aeto  <adaMnis.irativp.  reclamado,  resolyiei^do  d^fioitlfamenie  lat^ 
caestioDes  y  derechpp  sobre  ((uerrepae:.       r^     .       ,        ;«    -  ^  - . 

Considerando  que  tambieq  es  regln  y  jurisprudenoia  .coos.tajate  en 
materia  d^  mioerla  que  $olo  procede  el  recurso  con^eocio^o  x^optra^la^ 
órdenes  del  Gobierno  en  los  casos  exprej^amente  señalados  en  eL  ar,« 
tlculo  89  de  la  ley  y  en  el  86  del  reglamento:  ,     ,  /r.. 

Considerando  que^  fundándose  la  orden  reclamada  en  que  se.  halla 
pendiente  el  denuncio  Pepita^  cuyo  curso  y  decisión  no  podria  excu- 
sarse sin  quebrantar  el  procedimiento  reglamentario  establecl.do  para 
estos  casp3«  y  confundir  las  atribuciones  detern^lnante^  de  los  diversos 
grados  de  la  jerarquía  administrativa»  no  resuelv^  definitivamente  la 
pretensión  de  perpetuidad  de  la  GustavOj  dejando  á  ^alvo  el  derecho 
que  puede  tener  para  obtenerla  en  su  dia,  y  que  por  lo  tanto  es  im» 
procedente íBsta  demanda  dentro  délas  disposiciones, y  principÍQS,|^e7 
nerales  de  la  mat|eria  administrativa  por  el  actor  invocady^:  ^    , 

.  Considerando  que  tampoco  procedería,. según  las  (\isj)osicianes  es- 
peciales de  minería,  por  no  tratarse  de,  los  casos  taxativamente  se^(i- 
lados  en  los  artículos  aludidos  de  la  ley  y  reglamento,  pomo  en. la  d(^* 
manda  se  recococe;  n< 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  esúi 
demanda,  y  que  no  há  lugar  á  su  admisión,  i 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislütiviji^  sacándose  al  efecto  las  cppiap 
necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Ministerio,!}^ 
Fomeptó  con  la  certíQcacion  prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos^ y 
flrnii^os.=?Juan.  González  Acevedo.=Ignaclo  Vieitcs.=Juan  Gi^no 
llanueI.=José  Jiménez  Mascarós.=Críspulo  García  Goméis  de  la  Se^pa. 
=pEugeoio  de  Angulo^.=Alvaro  Qil  Sanz. 

Publicación. sLeida  y  publicada  fué  la  precejdente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Juan  González  Ace>redo,  Presidente  de  la  Sala.t^rcera  de 
este  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el 

dia  de  hoy,  de  quaeertifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  ál5  de 
Jlayo  de  i874.=Llcenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

(Gace/a  (¿e. 30  cíe /unto  (¿e  1874).  ^ 


»■   "i 


Spniencia  declarando  improcedente  lamk  conteneUka  y  que 
nohá  lugar  d  iaadmiíion  de  la  demanda  presentada  eofh- 
'  tra  la  orden  que  dispuso  la  cantidad  pótq^e'hdbid'de  aéi^ 
llararse  la  Salina  de  Olmeda. 

£o  la  villa  de  Madrid,  á  19  de  Mayo  de  i87|,  eolpp  altos  ^ue  pote 
Jtoft  peodes  aobro  pro^eQjBia  de  ia'yia  «onteuMBicMia  y^f^W^iffo  i^M 
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^dmaddá  presentada  |)ór  D.  José  ilarfá  Bueío,  y  en  su  nó'ihbre  el 
Procurador  D.  Francisco  Bartual,  contra  la  Admiói^trácídn  der  asta- 
do, representada  por  el  Ministerio  fiscal,  solicitando  que-  se  declare 
tlála  lá  orden  de  8  de  Marzo  de  1873,  que  dispuso  se  amillarase  (iara 
ei  a^o  económico  venidero  los  manbntiales  de  la  Salina  dé  oiméda  por 
üti  producto  liquido  de  42.000  pesetas  y  2.000  los  edificios,  con  deduc* 
cipo  de  la  cuarta  parte: 

Resultando  que  en  12  de  Octubre  de  1871  D.  JoséMaria  Hneso  tiar- 
<}enal  y  cómpanfa,  propietarios  de  la  Salina  de  Olmeda  por  compra 
hecha  al  Estado,  acudieron  á  la  Dirección  general  de  Contribuciones 
quejándose  de  qué  er recaudador  de  éstas  les  habla  exigido  5.000  y  picó 
de  pesetas  por  dicha  finca,  cuando  otras  de  la  misma  índole  soilo  paga- 
ban la  de  superficie;  y  panai  que  todas  fueran  iguales  ante  la  ley, 
pidieron  se  les  asimilase  á  este  pago  en  ¿oosonancíá  con  las  demás  que 
¿e  encontraban  en  igualdad  de  circunstancias;  y  seguido  el  expedieúte 
por  sus  trámites,  la  Dirección  general  eu  2SS  de  Setiembre  de  1872  dijo 
á  lía  Administración  económica  de  Guadalajara,  por  resolución  á  la  an- 
tertor  instancia,  que  para  el  año  económico  venidero  la  Salina  de.la 
Cfi&eda  de  la  misma  manera' que  la  delmon,  se  amillarasen  los  ma- 
nantiales por  un  producto  liquido  de  42.000  pesetas  y  2.000  loá'éfdífi- 
üios  por  la  renta,  con  reducción  en  éstos  de  la  cuarta  pbrte: 

.  Resultando  que  de'esta  resolución  se  alzaron  los  reclamantes  ante 
^t  Üioislerioi  de  Hacienda,  pidiendo  que  acordase  que  la  Administración 
4b  Guadalajara  se  abstuviese  de  modificar  el  amillaramiento  de  la  ex»  / 

pregada  Salina  en  la  fdrniá  que  le  había  practicado,  y  que  en  su  lugaib 
coutlnuasen  las  cosas  eñ  el  estado  que  tenían  el  año  anterior  si  no  pro- 
cedía lá  baja  por  las  razones  que  expresaban;  y  que  él  referido  tfiiiis'- 
tro  píór  órdéñ  de  8  de  Mai-zo  de  1875,  de  conformidad  coü  la  Dirección 
y  con  lo  informado  por  la  de  Contabilidad,  confirmó  el  mencionada 
«jcuéírdo  dé  22  de  Setiembre  citado,  y  desestimó  en  su  consecuenda  el 
cecütsó  de  alzada  de  los  interesados: 

Resultando  que  comunicada  á  éstos  la  anterior  ói^en,  D.  Francisco 
Sártúál,  en  nombre  de  D.  José  María  Hueso,  en  30  de  Setiembre  dé 
4873  presentó  demanda  en  este  Tribunal'  Suprehio  con  la  solicitud  ¿te 
<que  se  adiiiita,  jr  en  liémpo  oportuno  se  declare  nula  la  precedente  ór- 
•den  relativa  á  la  riqueza  imponible  qugse"asigna  á  la  Salina  de  la 
'Olifii^da  dte*.l«d!ila^^;vAiQéánd68e«  en 'eaii^tttb  á'tfta  ^proJced^dncia^  ekvfíjíe 
4l^a^i!iifA^pt^^i^^<i|p^«^4Q,  se,haprOf>ueja,to  ^  \\m¥<>  ^^Wieü  el 
i}j(^.56;ílelft.Jipr.,<}lí,^7.^e  Afí96lp  y.^^  que  se  ^  lesionftd^  un 

derecho  garantido 'por  las  leyes,  q^ue  neffuUn  el^iúpdo.  y  forma^coa 
•que  se  ha  de  apreciar  la  riqueza   pkra  impoAér  %  éohtritidcioh: 
"'  'ft«^il1^tMo  qué  él  llinlstério  ñital  pfdió  que  «6  deparase  lm]^ce- 
IÍ6É!leWt4«todle««ibM^;'f  ^tt«  la  prneüle  ^dettafldtf  ^ifé  t^ta^teclfl- 


mfae  avie  éita  Sala  pin*  sar  de  !«  etolatíTi  oompeteocfa  de  la  Admi» 
aiiiraciofi  aotívai  apoyándote  en  la  jurísprudeoeia  rentada  por  el 
Cünw^o  de  Estado  en  senteecia  de  i5  de  Abril  de  41^57/ reíoWieodo 
qlMrlftJuriadiceion  onteacioso-adiniDÍstrativa  no  podía  extenderse  á 
tboocer  sobre  las  reclamaciones  que  versan  acerca  de  la  a|preciacion 
déla  riqueza  imponible,  coya  sentencia  do  hizo  más  que  aplicar  lo 
Éiaodado  en  el  art.  5.*  de  la  Real  orden  de  Í0  de  Setiembre' de  1852; 
^te  Yo  que  se  pedía  en  este  pleito  era  que  se  revocase  Hina  disposicioo 
•que  DO  hace  otra  cosa  que  apnBcisrla  riqueza  que  debia  quedar  sujeta 
^l  impuesto,  estándose  en  el  caso  de  la  precitada  Real  orden  y  en  el 
de  otra  disposición  posterior  de  4  de  Setiembre  de  1867,  que  termi* 
Dantemente  dispone  que  sean  administrativos  los  recursos  que  puedan 
entablarse  por  reclamaciones  de  la  indole^del  presente: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Jiménez  Mascaros: 

Considerando  que  al  conceder  el  art.  3.*  de  la  Real  orden  de  20  de 
:Setiembre  de  i852  el  recurso  contencioso  en  fáVor  de  las  reclamacio- 
nes que  se  interpongan  por  exceso  de  la  cuota  impuesta  á  los  particu- 
lares e&  materia  de  contribuciones,  ó  sea  por  un  agrario  comparAtivb 
•^u  relación  á  los  demás  contribuyentes,  negó  el  referido  recurso  abso- 
u-iameute  y  en  todo  caso,  cuando  las  reclamaciones  versen  sobre  apre- 
«ciacion  de  la  riqueza  imponible: 

Considerando  que  estas  disposiciones  han  sido  confirmadas  poste- 
fiormeote  por  la  Real  órdeo  de  4  de  Setiembre  de  1867,  consignándose 
«a  uno  de  los  considerandos'  que  preceden  á  la  parte  dispositiva  que 
<0li  las  cuestiones  sobre  apreciación  de  la  riqueta  inmueble  y  pecua* 
ria  no  procede  la  via  eonleneiosa: 

Considerando  que  ésta  ha  sido  constantemente  la  jurisprudencia 
4el  Consejo  de  Estado  consignada  en  varias  sentencias*  en^re  las  cuar 
les  se  halla  la  de  i5  do  Abril  de  1857,  y  en  cuantas  resoluciones  sobre 
^ta  materia  se  han  dictado  por  este  Supremo  Tribunal: 

Considerando  que  la  petición  que  contiene  la  demanda  se  dirige  á 
que  se  anule  la  orden  del  Gobierno  de  la  República  de  8  de  Mano  de 
\Z1Z  ^referente  á  la  riqueza  imponible  que  se  asigna  á  la  Salina  de  la 
fiUneda  de  Jadraque,  que  es  el  caso  para  el  cual  las  órdenes  citadais 
niegan  la  via  contenciosa: 

,.  Considerando  que,  en  el  supuesto  que  la  A<)minÍ8tracion  activa  se 
iiaya  excedido  de  sus  atribuciones  en  el  ca^o  pnefente,  no  es  aa^  es)^ 
&la  y  por  la  via  contenciosa  donde  deben  dirjgirse  las  recla^acipneü; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  imprpcedeute.  la  /i^ 
«QDtencioso-administrativa,  y  en  su  epnsecueiicia  que  no  bá  lugar, á  la 
^dmisioQ  de  la  demanda  presentada  en  nombre  de  D.  José  Haría  B,ueaa 
«o  30  de  Setiembre  de  1873. 

Asi  por  esta  nuestra  seutenoia ,  que  se  publicará  éu  la  Gaceta  .oft- 


«ial  y  se  inserlará  en. la  Colección  iegislaüvüt  sacándose  al  efecto  la^ 
eopias  necesarias»  y  devolviéndose  el  eipediente  gabernativo  al  Mi-, 
nisterío  de  Hacienda  con  la  certificación  prevenida,  io  pronunciamor^ 
mandamos  y  firmamos.^Juan  González  AceYedo.=Gregorio  Juez  Sar-^ 
miento.=José  María  Herreros  de  Tejada. = Pascual  Bayarri.ssJuaa 
Jiménez .  Guenca.=Jo8é  Jiménez  Mascaros. =Alvaro  Gil  Saoz.  j 

..  Publicación. =Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excmo.  Sf.  B.  Juan  González  Acevedo,  Presidente  de  la  Sala  tercera 
de  este  Tribunal  Supremo»  celebrando  audiencia  pública  la  misma  ea 
el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secrelarib  Relator  en  Madrid  á 
i9  de  Mayo  de  i874.=Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

(Gaceta  deZQde  Junio  de  i 874;. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Orden  declarando  que  solo  al  Gobierno  incumbe  la  dispensa 
de  la  falta  que  produzca  la  cancelación  de  un  expediente 
con  arreglo  á  las  reglas  prescritas  por  orden  de  23  de  Di-' 
ciembrede  1873. 

limo.  Sr.:  Las  bases  generales  para  la  nueva  legislación  de  minas 
en  su  art.  15  dis(>onen  que  previas  las  formalidades  en  el  mismo  ar- 
ticulo prescritas,  la  concesión  se  otorgará  en  un  plazo  que  no  exceda 
de  cuatro  meses,  á  contar  de  la  fecha  de  presetítacion  del  escrito. 

El  reglamento  vigente  para  la  ejecución  de  la  ley  en  la  segunda 
disposición  general  declara  que  todos  los  plazos  son  improrogables  y 
fatales:  la  décima  sexta  disposición  general  dice  que  en  míueria  no  se 
aiiquieren  derechos  si  se  prescinde  de  la  estricta  observancia  y  punttía| 
cumplimiento  de  la  ley  y  reglamento;  que  ios  plazos  serán  improro-^ 
loables  y  fatales,  y  que  las  faltas  de  la  Administración  no  irrogan  per» 
juicio  á  los  interesados  siempre  que  en  el  término  de  60  días,  coñta- 
dos  desde  que  el  plazo  espire  para  ella,  reclamen  contra  su  descuida* 
negligencia  ó  falta  de  cumplimiento  de  la  ley  y  reglamento:  que  si 
omitiesen  la  reclamación  en  el  término  expresado,  se  entenderá  que 
desisten  de  sus  pretensiones  y  que  abandonan  la  prosecución  dd  expe-^ 
diente,  el  cual  se  reputará  cancelado  para  todos  los  efectos  posteriores; 
declarándose  asi  por  la  Administración  en  cuanto  aprecie  su  estado,  y 
publicándose  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia:  que  esta  decía raciod,. 
'cuando  proceda,  se  podrá  hacer  también  á  instancia  de  cualquier  otro 
interesado  siempre  que  la  pretenda  por  medio  de  solicitud  de  registró 
•al  tenor  de  lo  que  se  prescribe  en  el  párrafo  tercero  del  art.  75  de 


Teglariiento,  y  que  solo  el  Gobierno  podrA  djbpen^r  los  defectos  quQ 
produzcan  la  cancelación  de  los  expedientes  cuando  no  se  cause  per^ 
Inicio  á  tercero. 
•  Es,  pues,  evidente  que  si  el  re(;¡8irador  no  reclama  contra  la  moro* 
sidad  de  la  Administración  dentro  de  ese  plazo  de  60  días,  fatal  é  im» 
p^orogable^  el  expedtenie,  cualqvAera  q^e  sea  su  esti|do,  queda  dedere* 
eho  cancelado  y  fenecido,  y  no  puede  dar  un  poso  más  en  su  tramita^ 
clon  sin  obtener  antes  la  dispensa  deja  falta;  gracia  quesolo  el  Gobier 
no  pnede  coDceder«  con  arreglo  al  último  párrafo  de  la  décima  sexta 
«físposicion  general  citada^ 

Desde  el  momento  en  que  el  expedieote  queda  cancelado  de  dere- 
cho, todos'  los  trámites  posteriores  son  nulos  y  no  pueden  tener  TalQr 
ni  eficacia  legal;  y  los  Gober Dadores  que  autorizan  la  prosecución  del 
expediente  cancelado  infrigen  la  ley  y  se  arrogan  facultades  exclusi? a^ 
mente  reservadas  al  Gobierno.  Trascurrido  ese  plazo  de  60  dias,  toda 
reclamación  ó  protesta  contra  la  morosidad  de  la  Administración  en 
inadmisible  por  extemporánea,  y  eu  ese  caso  solamente  cabe  ImpetrtMr 
del  Gobierno  la  dispensa  de  la  falta  que  produjo  la  cancelación  del  axr 
pediente;  y  para  ésto  las  Secciones  de  Fomento  deben  atenerse  á  la» 
reglas  prescritas  por  la  orden  del  Gobierno  de  la  República  fecha  23  d^ 
Diciembre  de  i87S. 

De  orden  del  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República  lo  digo 
á  V*  I.  para  su  conocimiento  y  demás  efectos.  Dios  guarde  á  V.  L 
muchos  años.  Madrid  1.*"  de  Julio  de  1874. 

ALONSO. 

Sr.  Director  general  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio. 

(Gaceta  de  n  de  Julio  de  i674>. 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  improcedente  la  via  contendoia  y  que 
no  há  lugar  á  admitir  la  demanda  presentada  contra  ia 
orden  ministerial  que  denegó  el  derecho  a  los  escoriales  Tre^ 
Amigos  y  Saq  Andrés  en  el  término  de  Linares. 

En  la  Tilla  de  Madrid,  á  13  de  Mayo  de  4874,  en  los  autos  q«e  ante 
-Nos  penden  sobre  procedencia  de  la  vía  conteDciosa  y  admisión  de  la 
demanda  presentada  por  el  Licenciado  Don  Ramón  García  Romero,  A 
nombre  y  con  poder  de  D.  Raimundo  Veiasco  Saa^edra,  contra  la 
Administración  general  del  EstaAo,  que  está  representada  por  el  Minis- 
terio fiscal,  pretendiendo  sea  rebocada  la  órdetf  mioisterral  de  S2  •  de 
Diciembre  de  iSTS'quele  denegó  el  derecho  á  los  escoríales  dentinciadd» 


-SÍO- 

tótk  bs  tf tutos  de  TVé?  Amitfosy  San  Akd^és,  en  el  téraaritiode  Li-< 
nares: 

Resultando  que  Don  Enrique  Accino  y  Vázquez .  de  Avaeejo,  i. 
dotnbre  dé  su  padte  Enrique  Aecino  y  EKiot  pare  justiflear  la  propiedad 
did  los  escotiales  anteii  expresados  presentó  testimonios  de  que  consta 
^ue  el  nombrado  Treis  Amigos  fué  demarcado  en  ^  de  Mayo  de  1846 
por  D.  Lnis  Romualdo  Benavetite,  á  quien  se  dio  posesión,  en  repré* 
sentadon  del  registrado  D.  Jbsé  Baro  Martínez;  y  el  San  Andrés «n  27 
dé  Mayo  dé  1846,  dando  Ta  posesión  al  mismo  Benavente«  comoappde* 
rado  de  D.  Andrés  Torrente,  comprador  del  citado  escorial:  que  por  es* 
critnra  pública  de  47  de  Octubre  de  i859  le  vendió  D.  Manuel  Martínez 
de  Hurtado  los  dos  referidos  escoriales,  á  nombre  del  cual  estaban 
inscritos  en  los  libros  de  cuentas  corrientes  de  las  oficibas  de  Hacienda 
desde  el  ano  de  4856,  y  desde  4871  á  487^  al  de  Don  Enrique  Accino; 
como  propietario  de  ellos,  pagando  el  canon  de  supeificie  basta  el  dia, 
y  que  de  la  dehesa  llamada  Cuarto  de  Enmedio  fué  rematada  en  8  de 
Noviembre  de  4870  por  4).  Pedro  Juárez,  habiendo  pagado  ya  el  pri- 
mer plazo. 

Resultando  que  á  su  virtud  y  en  9  de  Setiembre  de  4869,  el  Di  En- 
liqtie  Accino,  como  comprador  de  los  mencionados  escoriales,  solicitó 
del  Gobernador  de  la  provincia  la  perpetuidad  de  ellos  con  arreglo  A 
decreto  ley  de  i9  de  Diciembre  de  1868,  y  le  fué  concedido  por  decre- 
tos del  dia  siguiente,  dándose  conocimiento  á  la  Administración 
económica: 

Resultando  que  en  5  de  Abril  de  1873  acudió  U«  Raimundo  Velasco 
Saavedra  al  Gobernador  civil  de  la  provincia  de  Jáen  por  medio  de  es- 
crito solicitando  adquirir  cuatro  pertenencias  de  un  mineral  plomizo 
con  el  nombre  de  La  Lucha,  en  el  sitio  de  Cuarto  de  Enmedio,  del 
término  de  Linares;  haciendo  presente  que  en  dicho  terreno  existían 
las  concesiones  anteriores  de  los  escoriales  Tres  Amigos  y  San  Andrés,  ^ 
que  se  hallaban  en  circunstácias  de  caducidad  por  abandono  de  pueble 
y  sin  acogimiento  á  perpetuidad  por  sus  legítimos  dueños,  sí  1»ien  apá- 
•lécia  como  tat  0.  Enrique  Accino. y  EUiot,  aunque  no  estaba  autorizado 
piira  representanr  á  los  concesionarios: 

Resultando  que  en  el  dia  22  del  mismo  mes  y  año  presentó  escrito 
de  oposición  ál  anterior  D.  Enrique  Accino  y  Vá^zquez  como  rept-éseo- 
itintede  su  padre,  apoyado  en  el  resultado  délos  documentos  referidos 
«1  principio*  los  cuales  presentó  por  orden  del  Gobernador,  dándola  al 
Alcalde  de  Linares  para' que  prohibiese  al  Accino  levantar  las  escorias 
lavadas  y  en  disposición  de  enajenar;  y  coq  mérito  á  todo  y  en  44  de 
inéiode  4873  decretó  dicha  Autoridad  declarando  subsistente  la  con^ce- 
sion  de  los  escoriales  Tres  Amigos  y  San  Andrés,  mandando  quo  el  re» 
€ertdo  Alcalde  déjase  á  disposición  de  D.  Enrique  Acctno  las  escoiiss 


<úe  aparecianen  los  terreDt)8  que  cotiipréítidíaD  los  efaoficiadó»  isé*- 
«oHáles: 

Resultando  que  pedida  reposición  de  la  atiteriorproTidénclaporuo 
liaber  sido  notificada  á  las  partes,  se  mandaron  detenerlos  escoriales  j 
se  llenó  dicho  requisito,  en  cuyo  caso  apeló  de  ella  D.  Juan  Golomer,  á 
éoiinbre  de  D.  Raimundo  Velasen,  planteando  la  cuestión  de  derecho  en 
-cuanto  á  la  propiedad  de  los  escoriales,  y  en  23  de  Octubre  siguiente 
acordó  el  Gobernador,  de  conformidad  con  la  Sección  de  Fomento  de- 
-clarando  subsistente  en  favor  de  D.  Enrique  Accino  y  Elliot  la  conce- 
sión de  los  escoriales  Tres  Amigos  y  San  Andrés  autorizándole  para 
disponer  libremente  de  todos  los  minerales  beneficiados  en  ellos: 

Resultando  que  remitido  el  expediente  á  la  Superioridad  se  oyó  el 
4ictámeote  de  la  Junta  superior  facultativa  de  minería,  y  se  dictó  una 
orden  por  el  Gobierno  de  la  Repúbiica  en  2^  de  Diciembre  del  mismo 
«ño  de  1875,  resolviendo:  primero,  que  se  confirmen  los  decretos  del 
4iobernador  de  i4de  Julio  y  23  de  Octubre  anterior  declarando  subsis- 
tentes las  concesiones  Tres  Amigos  y  San  Andrés,  disponiendo  D.  En  • 
rí'que  Accino  libremente  de  las  escorias  según  le  convenga:  segundo, 
<(ue  se  declare  cancelado  y  sin  curso  el  expediente  Xa  Lucha;  y  terce^ 
ro,  que  el  particular  ó  particulares  que  se  crean  poseedores  de  mejores 
titules  á  la  propiedad  de  los  escoriales  citados,  ejerzan  su  acción  ante 
ló¿  Tribunales  ordinarios,  únicos  competentes  para  resolver  acerca  de 
^sos  derechos: 

Resultando  que  contra  la  anterior  orden,  y  en  6  de  Febrero  de  4874 
presentó  demanda  con tenciosa-adminístrativa  en  este  Tribunal  Supre- 
lüo  el  Licenciado  D.  Ramón  García  Romero,  á  nombre  y  con  poder 
4é  D.  Raimundo  Velasco  Saavedra,  pidiendo  su  revocación  y  que  se 
declare  set*  procedente  el  denuncio  hecho,  y  á  el  dueño  de  los  escoriales 
¿  que  se  refiere  el  mismo,  alegando  para  ello  que  el  art.  89,  párrafo 
tercero  de  la  ley  de  Minas  de  1859,  que  declara  procedente  la  via  con- 
tenciosa contra  las  resoluciones  finales,  concediendo  ó  negando  la  pro» 
jpledad  de  mioas«  escoriales,  terreros  y  galerías  generales: 

Rdsültando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  gubernativo,  y 
pasado  con  los  autos  ¿1  Ministerio  fiscal,  se  ha  opuesto  á  la  admisión 
^e  la  demanda,  fundado  en  que  es  un  principio  constante  en  minerffei 
'^ue  solo  en  lo«  casos  que  determinan  la  ley  y  reglamento  procede  el 
recurso  contencioso  contra  las  providencias  de  la  Administración 
activa;  y  siendo  terminante  el  párrafo  tercero  del  art.  89  de  la  ley  vi- 
gente d^  Minas,  ai  cual  di^i^pi^e  que,coQtra  las  resoluciones  declarando 
Jia, ¡catolicidad  de  las  minas  precédela  via  contenciosa,  es  evidente  que 
¿o  cañe  cuando  en  las  providencias  administrativas  se  Resuelve  lo  con* 
trario  como  ha  sucedido  en  el  caso  presente,  y  que  en  cuátíió'  i  las 
de pvopitdad 4oilo son  oútafetenlesloa  ffrsbuofcle» ^ofilina* 
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nos;  ep  cuyo  ei^tado  se  mand^roa  poner  los  autos  de  maoifiesto  á  U 
parte  dernaadantepor  término  de  tercero  dia  al  solo  efecto  de  instruc- 
CiOQ  de  dicho  escrito  fiscal: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eugenio  de  Ángulo: 

Considerando  que  en  minerva  el  recurso  conteocioso-administrativo 
solo  tiene  lugar  en  los  casos  que  taxativamente  determinan  la, ley  j 
reglamento  de  lB6tt  en  sua  artículos  86  y  89: 

Considerando  que  la  demanda  propuesta  por  D.  Raimundo  Velasco 
y  Saavedra  se  funda  en  que  contra  la  resolución  gubernativa  conce* 
duendo  ó  negando  la  propiedad  de  minas,  escoriales»  terreros  y  galerías 
generales,  pueda  recurrise  á  la  via  contencioi^a,  y  si  bien  la  diposicioQ 
legal  es  tal  y  como  se  indica,  el'caso  que  la  motiva  no  es  idéntico, 
i^ioo  el  de  qu$  se  declaren  nulas  concesiones  anteriormente  hechas  por 
suponer  que  las  abandonaron  los  primeros  concesionarios,  y  que  el 
poseedor  «ictual  no  ha  adquirido  legítimamente  los  escoriales  mencio- 
nados, sin  embargo  de  los  títulos  que  ostenta,  haberse  acogido  al  de» 
creto  de  ^9  de  Diciembre  de  1868,  y  haber  sastifecho  el  canon: 

Considerando  que  sobre  no  ser  el  caso  actual  de  los  marcados  por 
las  disposiciones  citadas  para  que  puedan  ser  objeto  de  contención  ad- 
ministrativa, la  contienda  es  pura  y  simplemente  de  propiedad,  y  por 
lo  tanto  de  la  competencia  de  los  Tribunales  ordinarios; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  la  via 
contenciosa,  y  en  su  virtud  que  no  há  lugar  á  admitir  la  demanda  pre- 
sentada á  nombre  de  D.  Raimundo  Velasco  Saavedra  contra  la  órdeo 
ofiinisterial  de  ^  de  Diciembre  de  1873. 

Así  por  e^ta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ofi- 
cial y  se  insertará  en  la  Colección  legislativaf  sacándose  al  efecto  las 
copias  necesarias  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Mlnis- 
.terio  de  Fomento  con  la  oportuna  certificracion  » lo  pronunciamos,  man- 
damos, y  firmamos.=iuan  González  Acevedo.=: Ignacio  Vieites.=inaQ 
Cano  Manuel.=Jo8é  Jiménez  Mascarós.=;Críspulo  García  G.  de  la 
Serna.=Eugenio  de  An|;uío.=Alvaro  Gil  Sanz, 

Publicacion.=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  par  el 
Excmo.  Sr^  D.  Eugenio  de  Ángulo,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo, 
«celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera^  de  que  certifico  como 
Secretario  Relator  en  Madrid  á  19  de  Mayo  de  1874.=Enrique  Mejdina* 

{Gaceta  de  13  de  Julio  de  ^874). 


Sentencia  confirmando  el  decreto  del  Gobernador  eivit  de 
Oviedo  que  declaró  inadmisible  el  registro  denominado  Só> 
..    presa.  , 

£o  la  fiUa  de  Madrid*  i  46  ée  Janio  de  1874,  en  el  pleito  coateocio- 
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80-admiDistratÍT0  que  ante.Nos  pende  ^n  primera  y  ¿nica  instancia 
entre  D.  Froi^an  Rodríguez,  y  en  su  nombre  el  Licenciado  D.  José 
Martínez  Gassol,  y  la  Administración  del  Estado  representada  por  el 
llinisterio  fiscal,  á  quien  coadyuva  D.  José  Fernandez  Tresguerres, 
que  lo  está  por  el  licenciado  D.  Matias  Rodríguez  Sobrino,  sobre  que 
se  revoque  la  orden  de  20  de  Marzo  de  1873  que  declaró  caducada  la 
mina  T^antia,  y  que  siguiese  sus  trámites  eí  expediente  de  la  titulada 
Sorpresa: 

Resultando  que  D.  José  Fernandez  Tresguerres  en  15  de  Febrero  de 
1874  expuso  al  Gobernador  de  Oviedo  que  deseaba  adquirir  por  aban- 
dono de  la  mina  Toñita  60  hectáreas  para  la  de  hierro  que  se  deno- 
minará Sorpresa,  sita  en  el  llamado  la  Corsa,  término,  de  Gotria,  par- 
roquia de  San  Miguel  de  Lillo,  Concejo  de  Oviedo;  y  que  después  de 
señalar  sus  límites  y  hacer  la  designacioo,  pidió  que  se  diera  á  esta 
solicitud  de  registro  la  tramitación  de  ley  y  reglamentó  peta  que  se 
le  expiiüera  el  titulo  de  propiedad: 

Resultando  que  admitida  sin  perjuicio  y  salvo  mejor  derecho ,  Don 
Ftoilan  Rodríguez,  dueño  de  la  mina  Tomfa,en  4.*  de  Marzo  del  mis* 
íno  año  acudió  ante  la  misma  autoridad  manifestando  que  no  era  cier- 
to que  esta  mina  se  hallase  abandonada  por  falta  de  pueble,  como  en 
su  dia  informaría  el  ingeniero  que  practicase  el  recdnociraiento:  que  á 
jpesar  de  la  crisis  que  hacia  muchos  años  pesaba  sobre  la  industriad 
esta  mina  estuvo  suficientemente  poblada :  que  en  la  provincia  solo 
existían  dos  fábricas;  la  de  la  Helguera  en  Langreo  y  la  hullera  y  me- 
talúrgica de  Asturias  en  Mieres,  y  ambas  tenían  minas  propias  con 
que  alimentar  sus  hornos:  que  las  dos  estaban  en  decadencia  y  la  úl- 
tima por  hallarse  en  liquidación  pidió  y  obtuvo  la  suspensión  del 
pueble  de  todas  sus  minas  por  dos  años,  viniendo  á  constituir  ésto 
una  fuerza  mayor,  á  pesar  de  la  cual  y  de  los  sacrificios  que  había  he* 
ciio  trató  de  conservar  poblada  dicha  mina;  tanto,  que  el  mineral  que 
DO  pudo  vender  ni  aun  á  bajo  precio  lo  tiene  aglomerado  en  la  boca- 
mina de  las  pertenencias,  y  después  de  referir  que  en  9  de  Febrero  an- 
terior había  recurrido  al  Ministro  de  Fomentó  solicitándola  suspensión 
del  pueble  de  varias  minas  hasta  qae  el  'Ingeniero  llevase  á  cabo  el 
trabajo  encomendado,  pidió  que  se  desestimase  el  registro  Sorpresa^ 
apercibiendo  para  en  lo  sucesivo  al  demandante  de  m«la  fé,  autori- 
zándole para  exigirle  los  daños  y  perjuicios  que  por  su  culpa  se  le 
irroguen: 

Resultando  que  remitido  el  expediente  al  Ingeniero  para  que  previo 
reconocimiento  con  citación  de  aquellos  informase  lo  que  tuviese  por 
conveniente  acerca  de  los  hechos  alegados  eii  5  de  Octubre  siguiente, 
expresó  que  los  trabajos  de  la  Toñita,  consistentes  eo  varías  zanjas  y 
calicatas  de  pequeñas  dimensiones  representan  un  trabajo  total  de  ex- 


payaoigo  de  318  metrpt  eüMco?  ocho  ceptésim^s  fie  m^\xo  cúbico:  q\^^ 
este  trabajo  aunque  las  rocas  én  que  est^  ejecutado  tuvieran  condicjp? 
Des  de  dureza  y  tenacidad  que  no  existen,  no  representaría  ^l  necc^si^? 
rio  para  demostrar  el  pueble  qu^  exige  1«  jey  de  minas  de  18Q8,  y  q^ 
por  lo  tanto  en  su  concepto  era  procedente  el  expediente  de  denuqcfc^ 
incoado  con  el  nombre  áe^  Sorpresa: 

Resultando  que  el  Gpberpador,  de  conformidad  con  el  Negpciadq^ 
en  20  de  Octubre  de  1871  no  admitió  el  registro  Sorpresa  porqqi^  Ij^ 
falta  de  pueble  no  erji  motivo  de  caducidad  por  haber  obteqido  su 
dueño  por  Real  orden  ie  21  de  Junio  anterior  un  año  de  suspenMpip 
del  pueble  que  habió  solicitado  en  9  de  Febrero, 

Resultando  que  D.  José  F^ernaudez  Tre^guerres  se  alzó  de  ^^tj^ 
acuerdo  ante  el  Ministro  de  Fomento  pidiendo  su  revocacipp:  que  ^le? 
vado  el  expediente  á  la  Superioridad,  la  Junta  superior  facultativa  d§ 
minería  pidió  ciertos  datos  que  creyó  necesarios  para  informar  09,9 
acierto,  y  en  su  consecuencia  manifestó  el  Ingeniero  que  el  registrp 
Toñita  no  procedía  de  p^guncio:  que  antes  de  la  toma  de  posesión  no 
habia  más  labores  que  la.leg|(l  para  la  demarcación,  descontada  ^a,i^l 
hacer  el  cálculo  general  de  todos  los  trabajo^:  que  la  posesión  se  tomp 
en  6  de  Juqio  de  1868  y,  el  denuncio  tiepe  ja  fecha  de  15  de  Febrej[;9  d^ 
1871,  habiendo  trascorrido  32  me^es,  durante  los  que  se  han  excavad^ 
312  metros  ciübicos  y  ocho  c^ptésiouis  de  metro  cúbico  en  formad^ 
zanjas  en  terreno  despegado  en  unas  y  ppco  compacto  en  otras:  qu^ 
suponiendo  el  pueble  legaj  en  estas  circunstancias  debían  habers^ 
arrancado  y  hecho  todas  las  operaciones  que  exigiera  el  mineral  $40 
metros  cúbicos,  y  que  aunque  todas  las  labores  se  ^ubieseo  practicado 
en  el  año  anterior  al  denuncio  00  alcanzaban  la  cifra  necesaria  para  ej 
pueble  de  solo  up  año: 

Resultando  que  el  Jefe  de  Fomento  de  la  provincia  de  Oviedo  certi- 
ficó que  de  Ks  antecedentes  y  demás  datos  que  existían  en  elNegpcía- 
do  de  Minas  resultaba  que  ep  Cf  de  Junio  de  1868  se  djó  posesión  de  ía 
mina  Toñita  ¿l  0.^  Froilan  Rodríguez:  que  la  fábrica  de  Mieres  habia 
obtenido  en  7  de  Abril  de  i87U  la  suspensión  de  pueb  e  en  sus  naiqa^ 
por  término  de  dos  años:  qiueesta  fabrica  no  desenvolvía  .sus  trabajo^^ 
á  pesar  de  lo^  esfuerzos  y  ^gastos  considerables  que  hacia  por  falta  (^f 
ipineral,  lo  cual  se  debiai  po  á. las  minas,  sjnoiá  la  dificultad  de  árr^n* 
car  les  productos  y  al  mal  estado  de  los  caminos,  y  principalmenie  di^ 
la  carretera  de  Castilla,  y  que  ecá  cierto  que  el  concesionario  de  la  giin^ 
Toñita  había  hajblado  al  ■IpgeoieisO  Ü.  Francisco  Plateo  sobre  Ja  forja- 
ción del  plano  y  Memorias  pa^ra  la  explotación:  que  le  hizo  en  los  pri: 
meros  días  del  mes  de  Febrero  de  1871,  cuyo  Ingeniero  no  pt^ede  fijfi^r 
más  la  fecha  por  no  haber  mediado  ,para  el  referido  encarj^p  más  ^j^ 
nna  conversación,  de  la  que  ;rj^sultó  qpe  él  avisaría  U  épqba  en  <}ye 


pudiera  emprendoTse  dicho  ir«)>»JQ,  ^l  que  oo  le  ,>fai  pesiblí^  después 
por  las  ocupaciones  del  ser?i<;ío,  y  el  deoqDcio  que  á  poco,  se  tranit^ 
sobre  la  mina  en^cuestioD;  y  solicitada  por  1).  Frjoilaa  Rodrigues  un^ 
informacioD  para  justificar  el  pueble  legal  que  le  fué  deoei^da  por  d 
Gobernador,  dicha  Junta  de  mineria  opipó.  por  unai^jiíinidad  que  np  era 
admisible  el  registro  Sorpresa^  como  ya  lo  habia  decretado  el  Gobef- 
nador.  de  la  provincia  en  20  de  Ociubre  de  187i,  pero  no  por  la  causa 
alegada  por  esta  Autoridad,  sipo  por  considerarse  fuerza  mayor  segua 
elart.  66  la  suspensión  de  trabajos  en  la  fábrica  de  Hieres  para  suSf* 
p^ider  los  suyos  el  doeuo  de  la  mina  Toñita^  pues  no  tenia  otro  mer- 
cado para  vender  sus  producios,  y  además,  porque  segu^  Real  ór* 
den  de  27  de  Enero  de  1860  basada  eu  su  dictamen  del  Consejo  de  Es- 
lado  cuando  no  aparece  completamente  justificado  el  abandono  dp  una 
mina  duraote  el  tiempo  legal  debe  deeidii'se  á  favor  de  la  propiedad 
más  bien  que  por  el  denuncio,  y  que  según  e^Mi  jurisprudencia  ps  ta.{9— 
bwn  inadmisible  el  registro  Sorpresoi 

Resultando  que  la  Seccipn  de  Gobeirnacion  y  Fomento  del  .Goos.fjp 
de  Estado  informó  en  igua^l  sentid^;),  asi  como  la  Dirección,  y  que^  í 
pesar  de  aparecer  at  pié.  de  la  opinión  de  ésta  09 o  la  nota  Fecho  4  del 
73i  el  iiobierno  de  la  República,  separándose  de  los  anteriores*  dicti; 
menos  por^órdeu  de  20  de  Uarzo  de  1873  revocó  el  decreto  delGobef- 
nadox  de  20  de  Octubre  de  1871,  y  dispuso  que  siguiese  su  curso  el 
registro  S$rf¡re8a^  fundándose,  entre  otra$  raaones,  en  que  la  suspeu» 
sioa  del  pueble  de  la  mina  Tonita&e  solicitó  mucho  tieippo  después  de 
tener  sin  trabajar  su  mina,  habiendo  por  la  tanto  ocurrido  anterior- 
mente en  casos  de  caducidad,  y  en  que  no  pedia  invocarse  fuerza. ma- 
yor la  dificultad  en  el  arcaaque  df  los  minerales  ni  el,  mal  estado  de  los 
caminos,  según  el  verdadero  sentido  de  dichas  palal^ras,  y  las  resp^u- 
cioues  que  en  asuntos  análogos  ha  dictado  el  Consejo  de  Estadio  e/i 
23  de  Mayo  de  1862,  30  de  Junio  del  mismo  año^  28  de  Junio  de  íé63  y 
l3deA^rildel8H6: 

Resultando,  que  el  Li^euci^do  D.  José  S(arti!;iez  G^ssol,  en  nombre 
de  D.  Froilan  Rodríguez,  en  ,20  de  Mayo  de  1873  ent^abló  demanda  que 
amplió  después  de  declarada  procedente  la  vlacoutenciosa,  con  la  so- 
licitud de  que  se  revoque  U  orden  de  20  de  Alarzo  citada,  y  se  confir- 
me el  decreto  del  Gobernador  de  la  provipcia  de^  Oviedo,  declarando  no 
haber  lugar  á.la  caducidad  deja  mina  T^m'^a,  ni  por  consiguiente  ai 
registro  de  1a  Sorpresa  aolioitf^do  por  I).  José  Tre^gi/ierres,  fundándole 
en  el  art.  79  del  re£l4kineptq,de)24  de  Junio  4ej868,  en  las  sentencias 
de  27  de  Uñero  y  4  deiuxiip  de  1860,  98  de  Febrero  de  1861,  26  d^  Fe- 
brero de  i869,yt24  de. Mayo  de  Í87a;.en  lo^  artículos  50  al  53,  65 7  66 
de  la, ley  dp. Minas,  y  eu  ela^ficulo  2^  de  las  bienes  para  la  nueva  le* 
gislafiíeo  de  éstaa  de  29.  de  Diciembre  d^  IS68. 


Besoltando  que  el  Nioisterto  fiscal  pMió  que  se  abtoWlese  á  la  Ad* 
,  mioistracion  de  la  demanda  y  se  coDflrmase  la  i^rden  reclamada,  apo» 
yéndose  en  elcaso  4.*  del  art.  G5  de  la  ley  de  Minas  por  el  que  caduca 
y  se  pierde  la  propiedad  minera  no  guardándose  lasreglas  establecidas 
^n  I09  artfdulos  50,  51 «  52  y  33  de  la  misma  ley:  que  la  fuerza  mayor 
alegada  como  justificante  para  la  suspensión  del  pueble  no, era  bas- 
tante á  su  juicio  hi  podía  considerarse  comprendida  dentro  del  articu- 
lo 66  de  la  ley,  ya  porque  la  compañía  hullera  y  metalúrgica  de  As- 
turias había  obtenido  la  suspensión  de  labores  de  sus  minas  en  7  de 
Abril  de  18M,  y  la  mina  Toñita  debió  de  haber  dejado  de  trabajarse 
mucho  antes,  siendo  la  cantidad  de  mineral  que  extraía  muy  inferior 
á  la  que  corresponde  en  cada  un  año,  y  ya  también  porque  dichas  fá- 
bricas suspendieron  sus  trabajos  á  consecuencia  de  la  falta  de  mineral 
y  no  por  otra  causa,  y  en  que  según  el  párrafo  último  del  citado  ar* 
tfculo  65  podrá  el  minero  que  hubiese  empleado  capitales  de  conside- 
ración mantener  en  suspenso  los  trabajos  por  espacio  de  dos  años 
siempre  que  justifique  la  concurrencia  de  motivos  graves  y  lo  solicite 
antes  del  trascurso  de  un  semestre  desde  la  interrupción  de.<8uslabo* 
res;  y  como  nada  de  esto  sucede  en  el  caso  presente,  y  en  minería  no 
se  adquieren  derechos  si  se  prescinde  de  la  ley  y  reglamento,  por 
más  que  el  Gobierno  tenga  facultad  de  dispensar  á  los  mineros  las  fal- 
tas que  cometan,  cesa  aquella  cuando  puedan  ocasionar  perjuicio  á 
tercero,  bajo  cuyo  supuesto  accediendo  la  orden  á-  la  suspensión  de 
labores  de  la  Toñita  fué  improcedente  porque  ya  se  tramitaba  el  de- 
nuncio Sorpresa: 

Resultando  que  el  Licenciado  D.  Matías  Rodríguez  Sobrino  en  re- 
presentación de  D.  José  Fernandez  Tresguerres  en  concepto  de  coad- 
yuvante de  la  Administración  formuló  igual  pretensión  que  el  Ministe- 
rio fiscal,  bajo  iguales  fundamentos: 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Gano  Manuel: 

Gonsiderando  que  según  el  art.  79  del  reglamento  de  minería  de 
"24  de  Junio  de  1868  para  que  pueda  continuar  el  expedienté  de  regis- 
^tro  en  terreno  donde  exista  una  concesión  minera  es  indispensable  que 
preceda  la  oportuna  declaración  de  caducidad  de  la  mina  denunciada: 

Considerando  que  para  decretar  legalmente  la  caducidad  es  preciso 
que  además  de  resultar  probada  la  inobservancia  de  las  reglas  que 
para  fijar  el  pueble  legal  prescriben  los  artículos  51,  52  y  53  de  la  ley 
vigente,  no  se  halle  comprendida  la  mina  en  cuestión  en  ninguna  de 
las  excepciones  que  establece  el  art.  66  de  la  misma: 

Gonsiderando  que  solicitada  con  fecha  anterior  á  la  del  registro 
Sorpresa  la  suspensión  de  laborea  de  la  mina  Toñita,  y  otorgada 
por  up  año  en  Real  orden  de  21  de  Junio  de  1871  fué  ya  apreciada  por^ 
la  Administración  como  fuerza  mayor  la  causa  alegada  para  obtenerla^ 
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leducida  ¿  haberse  cerrado  para  el  cobc^sionario  el  único  mercado 
para  dar  salida  á  sus  mioerales  con  motivo  de  la  suspensión  por  dos 
años  en  que  asimismo  se  encontraba  la  fábrica  de  Mieres: 

Considerando  que  aquella  disposición  administrativa,  firme  y  sub- 
sistente, legalizó  la  situación  de  la  mina  Toñita^  subsanando  cualquier 
defecto  de  pueble  que  pudiera  existir  antes  de  conceder  la  suspensión 
y  que  bajo  tal  concepto  es  improcedente  é  incompatible  con  la  misma 
toda  reclamación  de  caducidad  deducida  durante  el  tiempo  de  Ta 
suspensión: 

Considerando  que  desconociendo  la  Índole  y  alcance  de  esta  conce- 
sión la  orden  reclamada,  retrotrayéndose  á  la  época  anterior  á  la  sus- 
pensión otorgada,  y  mandando  que  continúe  su  curso  el  expediente  de 
la  Sorpresa,  decreta  implícita  é  indebidamente  la  caducidad  de  la  To- 
ñita puesta  á  cubierto  de  toda  providencia  que  contraríe  los  efectos  de 
la  Real  orden  de  21  de  Junio  de  187i  durante  el  tiempo  de  la  suspen- 
sión que  concedió: 

Considerando  que  además  de  esta  razón  fundamental,  que  excluye 
por  si  sola  la  admisión  del  registro  Sorpresa,  que  para  decretar  la  ca- 
ducidad de  una  mina  son  necesarias,  según  tiene  consignada  la  juris- 
prudencia, pruebas  completas  y  acabadas  de  su  abandono  durante  el 
tiempo  legal,  de  cuya  cualidad  carecen  las  que  sobre  el  particular 
obran  en  autos;. y  que  en  tal  caso  debe  decidirse  la  cuestión  en  pro  de 
la  primitiva  concesión  más  bien  que  del  nuevo  registro  en  fuerza  de 
la  presunción  favorable  al  concesionario  de  querer  conservar  la  pro- 
piedad, mientras  no  conste  lo  contrario: 

Considerando  que  esta  presunción  se  baila  confirmada  en  este  pleito 
por  las  gestiones  practicadas  por  el  dueño  de  la  mina  Toñita  para  que 
el  Ingeniero  propusiera  un  nuevo  plan  de  explotación,  lo  cual«  compro- 
bado como  se  halla  en  el  expediente  gubernativo,  demuestra  el  propó- 
sito de  continuar  los  trabajos  pendientes; 

Fallamos  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  el  decreto  del 
Gobernador  civil  de  Oviedo  de  20  de  Octubre  de  1871,  por  el  que  de- 
claró inadmisible  el  registro  denominado  5  rptesa;  y  en  su  consecuen- 
cio  dejamos  sin  efecto  la  orden  del  Gobierno  de  la  República  de  20  de 
Marzo  de  1873  que  mandó  continuar  el  expediente  del  registro  Sorpresa. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
7  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  (al  efecto  las  co- 
pias necesarias',  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Ministe- 
rio de  Fomento  con  la  certificación  prevenida,  lo  pronunciamos,  man- 
damos y  firmamos.=Juan  González  AGevedo.^sGregorio  Juez  Sar- 
miento.=José  María  Herreros  de  Tejada.=Juan  Cano  llanueh==José 
Jiménez  Mascarós.^^Críspulo  García  Gómez  de  la  Serna.=Eugenio  de 
Angnlo^ 

Sección  admiristiativa.— T.  V.  38 


—558- 

Publicación. =:Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por 
«1  Excmo.  Sr.  D.  Juan  Cano  Manuel,  Magistrado  de  la  Sala  tercera  de 
«ste  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el 
día  de  hoy^  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  16 
de  Junio  de  !874.=Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

{Gaceta  de  %1  de  Julio  de  1874). 


Sentencia  declarando  procedente  la  via  contenciosa  y  admi^ 
tiendo  la  demanda  interpuesta  respecto  á  los  párrafos  1  /, 
S.*",  4.%  7.'' y  10/ d&  la'órden  que  anuló  la  demareadon 
de  la  mina  Abundante  y  declarando  no  há  lugar  respecto  d 
los  denlas  párrafos  de  la  citada  orden. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  27  de  Junio  de  (874,  en  los  autos  sobre 
procedencia  de  la  via  contenciosa  y  admisión  de  la  demanda  presenta- 
da por  la  compañía  asturiana  de  minas  y  fundiciones,  y  en  su  nombre 
el  Licenciado  D.  Fidel  Garcia  Lomas,  contra  la  Administración  del  Es- 
tado, representada  por  el  Ministerio  fiscal,  &ol¡citando  que  se  revoque 
la  orden  de  5  de  Noviembre  de  1873,  si  bien  por  equivocación  material 
se  dice  expedida  en  el  dia  14,  la  cual  anuló  la  demarcación  de  la  mioa 
Abundante,  é  hizo  otras  varias  declaraciones  en  su  perjuicio: 

Resultando  que  D.  José  Madiedo,  en  nombre  deD.  Manuel  Camino-, 
un  39  de  Marzo  de  1871  acudió  al  Gobernador  de  Oviedo  exponiendo 
que  en  terreno  del  rio  Porco,  parroquia  de  San  Agustín  de  Sena,  Con- 
cejo de  Ibias,  paraje  que  llaman  Vales,  deseaba  adquirir,  conforme  á 
jas  diposiciones  vigentes,  23  hectáreas  ó  pertenencias  mineras  con  el 
titulo  de  Abundante  áe  mineral  de  plomo  argentífero  y  otros  metaleg 
que  se  hallaba  aLdecubierto  en  una  calicata;  y  después  de  señalar  log 
linderos  y  hacer  la  designación,  pidió  que  se  diese  al  expediente  la 
instrucion  de  ley  para  que  en  su  dia  se  hiciese  la  concesión  y  se  le  ex- 
pidiera el  título  de  propiedad: 

Resultando  que  admitido  el  registro  y  hechas  las  publicacioaes 
correspondientes,  en  27  de  Octubre  de  dicho  año  se  mandó  que  el  Inge- 
niero procediese  al  reconocimiento  y  en  su  caso  á  la  demarcación: 

Resultando  que  dicho  registrador  acudió  á  la  misma  Autoridad 
rectificando  su  registro,  porque  según  la  designación  que  había  hecho 
lo  que  pedia  era  60  hectáreas  en  lugar  de  las  23  que  aquel  escrito  con- 
sigua,  y  expresando  que  sus  derechos  á  la  mina  Abundante  los  habia 
cedido  á  la  precitada  Compañía  asturiana: 

Resultando  que  seguido  el  expediente  por  sus  trámites,  el  Ingeniero 
Jefe  en  24  y  25  de  Setiembre  de  1872  practicó  la  demarcación  con 
asistencia  de  D.  Miguel  Bech  y  Gapellá,  como  dueño  de  la  mina  Virgen^ 


-559— 

-46  ¡a  Jomaza  y  del  registro  Tesoro^  el  caal  eo  el  acto  y  posteriormente, 
protestó  por  vantiB  causas,  eotre  ellas  porque  el  punto  de  partida  déla 
Jíbundante  se  habia  variado  por  N.  0.  adelautéodole  más  de  200  me* 
Iros,  porque  sus  expresadas  minas  se  hallaban  en  terrenos  de  la  pro- 
vincia de  Lugo  y  la  Abundante  en  la  de  Oviedo,  no  pudiendo  conceder 
-ol  Gobernador  de  este  punto  lo  que  tenia  concedido  anteriormente  el  de 
^quel,  y  porque  los  dueños  de  ésta,  en  los  60  días  de  tramitación  de 
aquellos  expedientes,  ni  en  el  acto  ni.  después  de  la  demarcación  de  la 
Virgen  babian  protestado  ni  alegado  derecho  alguno: 

Resultando  que  D.  Miguel  Bech  y  Capellá,  como  propietario  que  dijo 
üer  en  unión  de  D.  Serafín  López  de  Aranda  de  las  minas  tituladas  la 
Vírgetí  y  el  Tesoro^  situadas  en  terrenos  de  la  provincia  de  Lugo,  pre- 
sentó escrito  al  Gobernador  de  Oviedo,  con  fecha  en  esta  capital  de  pro- 
vincia de  10  de  Octubre  de  1872,  exponiendo  que  el  Ingeniero  Jefe 
del  distrito  demarcó  como  perteneciente  á  la  mina  Abundante  los  terre- 
nos corespondientes  á  los  titulados  la  Virgen  y  el  Tesoro,  pertene- 
cientes á  la  provincia  de  Lugo,  délas  cuales  es  propietario  en  conípañia 
de  D.  Serafín  López  Aranda:  que  á  nombre  de  éste  y  al  suyo,  y  en 
confirmación  á  la  protesta  que  oportunamente  opuso,  protestó  de 
nuevo  contra  dicha  demarcación,  no  solo  porque  dichas  minas  se 
hallaban  en  la  provincia  de  Lugo  y  la  Abundante  en  la  de  Oviedo, 
sino  porque  están  situadas  en  distinto  distrito  minero,  y  porque  ni 
en  los  60  dias  de  la  tramitación  de  los  expedientes  de  la  Virgen  y  del 
Tesoro,  ni  en  el  acto  de  demarcación  de  la  Virgen  ni  en  los  50  dias 
después  han  protestado  ni  alegado  derecho  alguno  los  dueños  de  la 
Abundante,  y  concluyó  solicitando  que  se  declarase  la  nulidad  de  la 
demarcación  de  ésta: 

* 

Resultando  que  dicho  escrito  fué  presentado,  según  nota  del  Oficial 
del  Negociado,  .en  23  de  dicho  mes  de  Octubre  de  4872;  y  que  el 
Gobernador  decretó  haberle  por  presentado;  y  en  atención  á  lo  dis- 
puesto en  la  regla  6/  del  art.  45  del  reglamento  para  la  ejecución  de 
la  ley  de  minas  vigente,  declaró  no  haber  lugar  á  lo  que  en  dicha 
instancia  se  pretendia: 

Resultando  que  elevado  el  expediente  á  la  Dirección,  el  Gobierno  de 
la  República  por  orden  de  3  de  Noviembre  de  1873,  de  acuerdo  con.  Jo 
informado  por  la  Junta  superior  facultativa  de  minería  y  de  la  Comi- 
sión del  Consejo  de  Estado  en  vacaciones,  resolvió:  primero,  qqe  se 
anúlela  demarcación  de  la  mina  Abundante,  y  se  declare  que  su  regis- 
tro no  tiene  derecho  á  ocupar  terreno  alguno 'de  la  provincia  de  Lugo: 
segundo,  que  la  concesión  de  la  mina  Virgen,  en  término  de  la  Jornaza. 
provincia  de  Lugo,  que.de  integra  y  subsistente  por  haberse  hecho  con 
arreglo  ala  ley:  tercero,  que  no  há  lugar  á  que  en  la  mina  Virgen^ 
^  suspendan  las  labores  y  se  embarguen  los  minerales  como  solicitó  la. 
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TepresentaCioD  de  la  mintL  Abundante:  cnario,  que  el  expediente  de^ 
registro  Tesoro,  eo  el  mismo  térmioo  y  proviocia,  siga  su  corso  coii> 
arreglo  á  la  ley:  qoiato,  que  oo  há  lugar  á  la  caocelacioD  del  expediente 
dé  registro  Abundante  pedida  por  el  Registrador  de  la   Justa:  sexto  y. 
que  se  declare  fetoecido  y  sin  ulterior  conseouencia  el  expediente   de 
registro  la  Justa:  sétimo  que  previas  las  notificaciones  y  publica*- 
cion  correspondientes,  se  proceda  á  nuevo  reconocimiento  y  demarca- 
ción del  registro  Abundante,  trazando  solamente  la^  pertenencias  qne 
permite  el  terreno  registrado,  sin  entrar  en   la  provincia  de  Luge:^ 
octavo,  que  todos  los  gastos  para  el  nuevo  reconocimiento  y  demarca* 
cion  de  la  Abundante  sean  pagados  por  el  Ingeniero  Jefe  de  Oviedor 
noveno,  que  se  manifieste  á  dicho  Ingeniero  Jefe  el  desagrado  con  qiid 
la  Superioridad  ha  visto  su  extraño  y  punible  proceder,  su  falta  de  cele 
y  su  negligencia  en  el  servicio,  conminándole  con  Ja  mayor  severidad  si 
persistiese  en  tal  censurdble  conducta:  décimo,  que  se  comunique  esta- 
resolución  al  Gobernador  de  Lugo  para  los  efectos  correspondientes,   á 
la  mina  Virgen  y  al  registro  Tesoro,  del  término  de  Jornaza,  en  aquella, 
provincia:  undécimo,  que  en  el  Gobierno  civil  de  Oviedo,  tomando  por 
base  la  denuncia  hecha  por  López  Aranda  y  Bech  y  Capellá  en  un  escrite 
de  18  de  Octubre  de  1872,  se  abra  expediente  gubernativo  cb  averi* 
guacion  de  los  abusos  que  se  suponen  cometió  el  Ingeniero  Jefe  al  de« 
marcar  las  minas  Abundante,  la  Rica  y  otras:  que  se  invite  á  los  de* 
nunciadores  á  presentar  las  pruebas  que  han  ofrecido,  y  con  lo  qoe 
resulte  se  remita  el  expediente  á  esta  Superioridad;  y  por  último,  que 
los  expedientes  Abundante,  la  Atea,  la  Justa  y  el  escrito  denunciando 
los  abusos  del  Ingeniero  Jefe  se  devuelvan  al  Gobernador  de  Oviede 
para  los  efectos  correspondientes: 

Resultando  que  comunicada  esta  resolución  á  la  susodicha  Gompa- 
pañfa  asturiana  de  miñas  y  fundiciones  á  últimos  de  Enero  de  este  año¿ 
según  asegura  su  representante,  aunque  sin  decir  la  fecha  fija  ni  coos-- . 
tar  en  parte  alguna,  pues  solo  en  el  oficio  en  que  el  Director  geoerai 
hace  dicha  comunicación  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Oviedo^, 
obrante  al  fin  del  expediente  oúm,  2.891,  se  dice  en  una  nota  firmada 
por  dicho  Gobernador  en  SI  del  citado  mes  de  Enero  haberse  recibide» 
con  los  expedientes  de  su  referencia,  y  la  manda  notificar  á  losintere* 
sados:  el  Licenciado  D.  Fidel  García  Lomas,  como  apoderado  y  defen* 
sor  de  dicha  compañía  reciümante,  presentó  demanda  ante  este  Tribu* 
nal  Supremo  con  fecha  14  de  Febrero  próximo  pasado  en  el  15  solieí-- 
tando  la  revocación  de  la  precitada  orden,  que  solo  dice  haberse  ex« 
pedido  en  14  de  Noviembre  (debe  ser  de  o),  y  que  se  disponga  le  sea» 
puestos  de  manifiesto,  los  expedientes  gubernativos  á  su  tiempo  pare* 
ampliarla  y  formalizarla  dentro  del  plazo  que  la  Sala  le  señale:       •   > 

Resultando  que  el  llioisterio  fiscal  pide  que  se  declare  improce^ 
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46iite  la  Tía  contenciosa  é  inadmisible  la  demanda:  primero»  porqoa 
tiada  afectan  en  opinión  de  dicho  funcionario  público  á  la  empresa 
fecnrrente  los  extremos  que  xesueUe  dicha  orden,  señalados  con  los 
números  5.*,  6.%  8.%  9.%  iO  j  U:  segando,  porque  si  bien  se  observa 
•que  por  el  primer  extremo  de  la  misma  se  anula  la  demarcación  de  la 
mi4ia  Abundante  por  no  tener  derecho  á  ocupar  terreno  del  correspon- 
diente á  la  provincia  de  Lugo,  por  el  Sétimo  se  manda  proceder  á  nue* 
TO  reconocimiento  y  demarcación,  trabando  las  pertenencias  que  per- 
mita el  terreno  que  registre;  lo  cual  quiere  decir  que  esta  resolución 
DO  es  defioitiTa«  y  sin  este  requisito  no  se  puede  entrar  en  la  ?ia  con- 
tenciosa; y  tercero,  porque  la  orden  ministerial  no  se  halla  compren* 
dida  en  ninguno  de  los  tres  casos  que  específicamente  determina  el 
art.  89  de  la  ley  vigente  de  minas;  y  tanto  es  asi,  que  el  Gobernador», 
á  pesar  de  la  demarcación,  ni  otorgó  ni  negó  pertenencia  minera  ni 
•dictó  resolución  alguna: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Eugenio  de  Ángulo:  . 

Considerando  que  procede  el  recurso  contencioso  contra  las  reso* 
iuciones  ministeriales  que  deciden  definitivamente  desestimando  pro- 
videncias de  los  Gobernadores  que  concedieron  propiedad  de  minas  y 
^siempre  que  en  demarcaciones  practicadas  se  determine  alterar  su  si* 
tuacion  ó  invadir  el  terreno  comprendido  en  ellas,  según  el  texto  ex- 
preso del  art.  89,  párrafo  segundo  de  la  ley  de  minería  de  6  de  Julio 
de  4859,  reformada  en  4  de  Marco  de  4868,  y  el  art.  86,  núm..5.*  del 
reglamento  de  24  de  Junio  del  mismo  año: 

Considerando  que  la  ófden  contra  la  cual  se  dirige  la  demanda  es 
definitiva  en  cuanto  por  ella  se  anula  la  demarcación  de  la  mina  Abun*' 
-danie,  declarando  que  no  tiene  derecho  á  ocupar  terreno  alguno  en  la 
provincia  de  Lugo,  y  desestimada  la  providencia  del  Gobernador  de 
Oviedo,  que  decretó  en  24  de  Octubre  de  4872  no  haber  lugar  á  igual 
declaración  solicitada  por  el  representante  de  las  minas  La  Virgen  y 
el  Tesoro,  y  en  los  demás  extremos  que  se  relacionan  directamente 
con  aquél  alterando  la  situación  del  terreno  demarcado  á  dicha  mina 
A^tin^an/e,  en  lo  que  asegura  la  parte  recurrente  haberle  sido  lesio- 
nado un  derecho  que  antes  de  la  expresada  resolución  le  asistía;  y 
'^consentida  ésta,  habria  de  precederse  á  nueva  demarcación  segregan- 
do del  terreno  de  la  primera  todo  el  que  está  comprendido  fuera  de  los 
limites  jurisdiccionales  de  la  provincia  de  Oviedo: 

Considerando  que  bajo  el  concepto  indicado  solo  procede  la  admi» 
sion  de  la  demanda  en  cuanto  alas  decisiones  4/,  2.*,  4.*,  7/  y  iO  de 
de  la  precitada  orden  reclamada,  y  no  respecto  á  las  otras  seis  restan- 
tes, porque  no  han  podido  vulnerar  el  derecho  que  alega  la  Sociedad 
minera  La  Asturiana^  las  que  le  son  favorables,  otras  han  sido  dicta- 
bas por  la  Administración  en  uso  desús  exclusivas  facultades,  y  las 


demás  tampoco  pueden  someterse  á  la  vía  cooteBciosa  á  solicitud  de li^ 
Compañia  minera  demandante: 

Y  considerando  que  concurren  las  demás  circunstancias  necesarias- 
para  la  admisión  del  precitado  recurso  con  las  limitaciones  mencio-* 
nadas; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente  la  vi» 
contenciosa,  y  que  há  lugar  á  la  admisión  de  la  demanda  interpuesta 
por  parte  de  la  Compañia  asturiana  de  minas  y  fundiciones  en  15  de 
Enero  del  presente  ano,  únicamente  en  cuanto  á  las  decisiones  conte-^ 
nidas  en  los  párrafos  mencionados  primero,  segundo,  cuarto,  sétimo  y 
décimo  de  la  orden  reclamada  de  3  de  Noviembre  último,  y  que  no  há 
lugar  respecto  á  los  demás:  se  há  por  parte  ai  Licenciado  D.  Fidel 
García  Lomas  eo  representación  de  la  Compañía  asturiana  de  minas  J 
fundiciones  con  el  domicilio  que  señala;  y  póngasele  de  manifiesto  elr 
expedieiite  gubernativa  por  término  de  10  dias'á  los  efectos  que  pro*^ 
cedan. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  oficialr 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislalivat  sacándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos,  y  firmamos.=JuaQ  Goozalex: 
Aceve9o.r=Gregorio  Juez  Sarmiento. = Pascual  Bayarri.=Juan  Jiménez: 
Cuenca. =:ígnacio  Vieite8.=Eugenio  de  Angulo.=Alvaro  Gil  8anz. 

Publicación. = Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Bxcmo.  Sr.  D.  Eugenio  de  Ángulo,  Magistrado  de  la  Sala  tercera  de  este 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  dia4e 
hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  30  de  Janicv 
de  1874.=Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

(Gaceta  deZO  de  Julio  de  1874). 


Sentencia  declarando  procedente  la  via  contenciom  y  admi^ 
tiendo  la  demanda  interpuesta  contra  la  orden  que  deehrá 
cancelado  el  registro  minero  La  Fé  y  mandii  seguir  el  titula- 
do Pepita. 

Eo  la  villa  de  Madrid,  á  30  de  Junio  de  1874,  en  los  autos  que  se^ 
siguen  en  este  Tribunal  sobre  procedencia  de  la  via  contenciosa  y  nú* 
misión  de  la  demanda  presentada  por  P.  Manuel  de  la  Helguera>y> 
'  Hierro,  y  en  su  nombre  el  Procurador  D<  Juan  Hernández  Baura,  con- 
'  tra  la  Administración  del  Estado,  representada  por  el  Ministerio  fiscel». 
pretendiendo  que  se  revoque  la  orden  de  22  de  Enero  último,  que  de» 
claró  cancelado  el  registro  minero  La  ¡fé^  mandando  seguir  su  curso  9^ 
titulado  Pepito: 

Resultando  que  en  19  de  Diciembre  de  1872  D.  Pablo  Larriúagfe». 


apod«rado  de  D.  Manuel  de  la  Helgaera  Hierro,  acudid  al  GoberDador 
de  Santander  exponiendo  que  en  término  realengo  del  vaM%  de  Sámaoo, 
agregado  A  la-  Municipalidad  de  Gastro-Urdiale^,  paraje  ^ue  llaman 
Gerraqoin,  deseaba  adquirir  para  él  y  dos  asociados  12  pertenencias  ée 
mineral  de  hierro  y  otros  con  el  titulo  de  La  Fé,  que  »e  hallaba  ea 
descubierto  en  una  calicata  hecha  en  forma;  y  que  después  de  designar 
sus  linderos  y  hacer  la  designación,  pidió  que  se  admitiese  dicha  80« 
Beitud  de  registro,  dándola  la  oportuna  tramitación  de  ley  y  reglameD- 
to  para  que  en  su  diá  se  le  espidiese  el  título  de  propiedad: 
'  Resaltando  que  admitido  el  registro,  salvo  mejor  derecho,  y  he- 
chas las  correspondientes  publicaciones  en  el  Boletín  oficial  áe  la  pro« 
Tiñcia,  el  Gobernador  efn  20  de  Abril  de  1873  mandó  pasar  el  expediente 
al  Ingeniero  para  hacer  h  demarcación: 

Resultando  que  en  8  de  Setiembre  del  mismo  año  D.  Antonio  Escu- 
dero pretendió  ante  el  referido  Gobernador  otras  12  pertenencias  mise- 
ras con  el  título  de  la  Pepita^  expresando  que  su  designación  compren- 
día  el  mismo  terreno  que  el  registro  titulado  La  Fé,  el  cual  debía  can- 
celarse y  fenecerse  por  tener  el  vicio  de  nulidad,  según  el  art.  15  del 
decreto^ey  de  29  de  Diciembre  de  1868  y  otras  disposiciones;  y  que 
en  vista  de  esta  solicitud  el  Gobernador  en  12  del  mismo  mes  declaró 
Dulo  y  fenecido  el  expediente  La  Fé  y  que  ¡se  diese  el  curso  legarl  al  de 
Pepita,  porque  aquel  registrador  no  habia  hecho  reclamación  alguna 
dentro  del  término  de  60  días  siguientes  al  de  cuatro  meses  prevenido 
en  él'  art.  15  de  las  bases,  según  ordenaba  la  disposición  16  del  regla*' 
monto  Tígente,  apoyándose  además  en  el  decreto  citado  y  en  la  resolu- 
ción de  4  de  Agesto  de  1872: 

Resultando  que  contra  esta  providencia.se  alzó  Larrinaga  ante  et 
Ministro  de  Fomento;  y  que  este  por  orden  de  22  de  Enero  último, 
oido  el  dictamen  de  la  Junta  superior  facultativa  de  minería,  confirmó 
él  decreto  del  Gobernador,  declarando  cancelado  el  expediente  La  Fé 
y  que  siga  su  curso  el  titulado  Pepita: 

Resultando  que  notificado  D.  Manuel  de  Helguera  Hierro  en  29  éel 
mismo  mes,  el  Procurador  D.  Juan  Hernández  Raura  en  su  nombre  pre- 
sentó demanda  en  este  Tribunal  Supremo  en  28  de  Febrero  próximo 
pasado  pretendiendo  su  admisión  y  que  en  sudia  se  revoque  y  dejesíB 
efecto  la  precedente  orden  de  22  de  Enero,  declarando  en  su  consecueii* 
cia  6omo  improcedente  el  registros-denuncio  Pepita,  por  cancelado  sa 
expediente  y  que  se  continúe  la  tramitación  del  primitivo  LaFé  hasta 
su  más  pronta  ultimación ,  con  la  expedición  del  titulo  de  propiedad  á 
fervor  de  su  representado;  fundándose  para  la  procedencia  de  la  vía  ooq- 
teodosa  ea  el  art.  56  de  la  ley  de  (7  de  Agosto  de  4860,  y  en  haliev  ' 
sido  admitidas  demandas  de  igual  clase,  entre  ellas  la  deducida  por«t 
registrador  de  la  mina  CoUfomias: 


Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  pidió  que  se  declarase  la  proce- 
dancia  de  la  vía  cooteociosa  y  admisible  la  demanda,  fundándose  en 
que  ai  la  Sala  interpreta  literal  y  restrictivamente  el  párrafo  segundo 
del  art.  89  de  la  ley  de  minería,  no  procederá  la  via  contenciosa;  pero 
que  si  lo  hace,  teniendo  en  cuenta  el  principio  esencialísimo  en  It 
materie  de  la  preexistencia  de  un  derecho  administrativo,  procedería 
que  el  registro  La  Fe  se  publicó  en  el  Boletín  sin  que  nadie  hiciese 
oposición,  y  por  eso  se  pasé  al  Ingeniero  para  la  demarcación:  que 
este  acto  creó  un  derecho  á  favor  de  dicho  registrador,  que  se  lo  daba 
á  discutir  en  la  vía  contenciosa  si  por  virtud  del  registro  posterior  Pe-' 
fita  la  Administración  habia  interpretado  rectamente  las  disposiciones 
de  la  ley  relativas  á  la  pérdida  de  derechos  cuando  se  falta  á  las  pres» 
crlpciones  reglamentarias;  resultando,  caso  afirmativo,  que  si  aquél 
registrador  habia  adquirido  un  derecho  administrativo,  le  perdió  por 
su  negligencia  ó  descuido;  y  caso  negativo,  que  debe  continuar  su  tra- 
mitación con  preferencia  al  de  Pepita  por  ser  primero  en  tiempo:  que 
en  el  expediente  las  Californias  concurren  los  mismos  requisitos  que 
eu  el  de  La  Fé,  siendo  las  mismas  las  cuestiones  que  se  promovieron  y 
la  resolución  final  para  aquel  registrador  la  de  declararse  sin  curso  y 
fenecido  el  registro;  y  que  esta  fué  la  opinión  fiscal,  fundada  en  la 
preexistencia  del  derecho  administrativo ,  que  no  rechaza  la  ley  de 
minas;  y  en  la  jurisprudencia  constante  del  Consejo  de  Estado  y  de  este 
Tribunal  Supremo,  establecida  en  la  sentencia  de  18  de  Abril  de  4871, 
y  en  todas  las  dictadas  á  nombre  de  las  Sociedades i¿a/¿ma,  Mancha* 
ga,  Bética  y  Carbonera  de  Espiel  y  Belmez,  cuyas  resoluciones  tu^ 
vieron  por  objeto  la  cancelación  y  fenecimiento  de  los  expedientes  de 
registros  ó  investigaciones: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ignacio  Vieites: 

Considerando  que,  según  el  núm.  2.*  del  art.  89  de  la  ley  de  4  de 
Marzo  de  1868,  cabe  recurso  contencioso-administrativo  contra  las 
Reales  órdenes  por  las  cuales  se  confirman  ó  desestiman  las  providen^ 
eias  dictadas  por  los  Gobernadores,  concediendo  6  negando  la  propie* 
dad  de  minas,  escoriales,  terreros  y  gaterías  generales: 

Considerando  que  en  el  caso  sobre  que  versa  la  demanda  actual  Don 
Manuel  de  la  Helguera  y  Hierro  solicitó  en  19  de  Diciembre  de  1872  con 
las  formalidades  legales  y  le  fué  admitido  por  el  Gobernador  de  la 
provincia  de  Santander  el  registro  de  la  mina  La  Fé:  que  por  provi- 
dencia de  20  de  Abril  de  1873  pasó  el  expediente  al  Ingeniero  Jef^  para 
que  procediera  á  su  demarcación:  que  en  tal  estado  D.  Cayetano  Escu^ 
dero  presentó  instancia  en  8  de  Setiembre  del  p redicho  año  solicitando 
que,  previa  declaración  de  caducidad  y  fenecimiento  del  registro  refe- 
rido La  Fé,  se  le  admitiese  el  de  la  mina  Pepita  sobre  el  mismo  terreno 
que  comprende  la  designación  dé  aquel,  fundándose  en  que  tenia  el  vi- 


eio  de  nulidad  ciwi  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  15  del  decreto-ley 
4e  29  de  Diciembre  de  1868,  y  la  disposicioo  16  de  las  generales  del 
reglamento;  y  que  por  decretQ  del  espretado  Gobernador  de  12  del  pro- 
pio mes  de  Setiembre  se  declara  nulo  y  fenecido  el  expediente  de  re- 
gistro de  la  mina  La  Fé  y  que  se  d(|  el  curso  de  ley  y  reglamento  a^ 
presentado  por  .Escudero  con  el  nombre  de  Pepita^  el  eual  ha  sido  con- 
firmado por  )a  orden  de  22  de  Enero  último  ezpedidapor  el  Ministerio 
de  Fomento: 

Considerando  que,  ora  se  atienda  á  que  la  predicha  resolución  mi- 
nisterial es  defloitiva,  y  que  en  su  virtud  se  priva  en  absoluto  al  de- 
mandante del  derecho  de  que  se  cree  asistido  para  obtener  la  concesión 
de  la  mina  La  Fé,  ora  ¿  que  la  cuestión  actual  en  los  térmiues  que  se 
ha  planteado  reviste  condiciones  excepcionales,  sobre  todo  en  lo  que 
se  refleíre  á  la  inteligencia,  aplicación  y  efectos  de  las  prescripciones 
citadas  de  la  ley,  reglamento  y  decreto-ley,  es  indudable  que  por  los 
motivos  expuestos  procede  la  reclamación  contenciosa  contra  la  meo? 
Cionada  orden  de  22  de  Enero,  conforme  i  la  jurisprudencia  estable* 
eida  en  casos  análogos,  interpretando  genuinamente  el  núm.  2.''  del 
art.  89  de  la  repetida  ley  de  minas: 

Y  considerando,  finalmente,  que  el  presente  recurso  se  ha  presen* 
tado  en  tiempo  hábil  y  con  las  formalidades  prevenidas  en  el  regla- 
mento de  lo  Contencioso ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  procedente  la  via 
contenciosa,  y  que  há  lugar  á  la  admisión  de  la  demanda  interpuesta 
á  nombre  de  D.  Manuel  de  la  Helguera  y  Hierro  contra  la  orden  del 
Ministro  de  Fomento  de  22  de  Enero  último,  y  en  su  consecuencia.se 
há  por  parte  en  representación  de  aquél  al  Procurador  D.  Juan  Her- 
nández Baura  con  el  domicilio  que  señala;  y  entreguénsele  los  autos 
por  término  de  20  días  para  los  efectos  que  procedan. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gacela  oñ-^ 
¿fal  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =:Juaii 
González  Acevedo.=Pascual  Bayarn.=Juan  Jiménez  Cuenca. =Ignacip 
VieitesssJuan  Cano  Manuel.=José  Jiménez  Mascaros. =Críspulo  García 
Gómez  de  la  Serna,    t 

Publicación. =Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Juan  González  Acevedo,  Presidente  de  la  Sala  tercera  de 
este  Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pül)lica  la  n^sma  en  «I 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  50  de 
Junio  de  i874.=Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

(Gaceta  de  30  de  Julio  de  1874;. 
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MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Resolución  ampliando  la  Aduana  de  Rivadesella,  provincia 
de  Oviedo,  para  la  exportación  de  mineral  de  plomo.    . 

Illmo.  Sr..  Visto  el  expedieote  instraido  en  esa  Dirección  general  á 
consecueocia  de  una  instancia  de  D.  Gabriel  Heim,  propietario  de  vft* 
rías  minas  de  plomo  situadas  en  el  panto  llamado  San  Esteban  de  Le- 
ees,  provincia  de  Oviedo,  solicitando  que  se  habilite  la  aduana  de  Ri* 
yadcsella  para  la  exportación  de  mineral  de  plomo,  en  razón  á  que? 
este  artículo  por  lo  exiguo  de  su  precio  no  puede  soportar  el  gasto  de. 
trasporte  que  seria  necesario  para  condfucirlo  á  la  Aduana  habilitada 
más  próxima: 

Vistos  los  informes  dados  por  el  Jefe  de  la  Administración  econó- 
mica de  la  provincia,  Administrador  de  la  Aduana  de  Gijon,  Jefe  de  la 
Comandancia  de  Carabineros  y  Junta  de  Agricultura,  Industria  7  Co- 
mercio: 

Considerando  que  la  pretensión  de  exportar  el  mineral  de  piorno^ 
por  el  puerto  de  Rivadesella  está  justificada  por  la  distancia  que  hay^ 
desde  las  minas  hasta  Gijon  ó  Santander,  que  son  las  dos  Aduanas  mis 
próximas  habilitadas  al  efecto ,  cuyo  trasporte  absorberia  los  proveír 
chos  de  esta  industria: 

Y  considerando  que  en  la  Aduana  de  Rivadesella  hay  un  emplead» 
pericial  que  puede  practicar  los  aforos,  cuando  se  trate  de  los  minera^ 
les  pertenecientes  á  la  clase  de  galenas  que  están  gravados  con  dere- 
chos de  Arancel  á  la  exportación; 

£1  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República*  conformándose 
con  lo  propuesto  por  V.  I.  ha  resuelto  que  se  amplié  la  habilitación  dé 
la  Aduana  de  Rivadesella,  provincia  de  Oviedo,  para  la  exportación  dei 
mineral  de  plomo. 

De  orden  del  mismo  Sr.  Presidente  lo  digo  á  V.  I.  para  los  efecto» 
correspondientes.  Dios  guarde  á  V.  1.  muchos  años.  Madrid  i6  deiolÍA 
de  1874. 

Cajiacbo. 

Sr.  Director  general  de  Aduanas. 

(Gaceta  de  8  de  Agosto  de  (874;. 


Decreto  estableciendo  en  la  villa  de  Bilbao  tm  arbitrio  tran» 
sitorío  y  extraordinario  de  guerra  que  consistirá  en  un  re* 
cargo  de  50  céntimos  de  peseta  en  tonelada  de  mineral  de 
hierro. 

Exposición, 

Sr.  Presidente:  Los  habitantes  de  Bilbao,  sin  distinción  de  clases 
ni  de  fortunas,  han  defendido  la  invicta  Tilla  eon  indomable  valor  j 
con  resue/la  energía.  A  su  pericia,  á  sus  sufrimientos  y  á  su  patriotis* 
mo  debe  la  España  liberal  nuevos  testimonios  del  esfuerzo  con  que  un 
pueblo  sabe  sostener  las  instituciones  nacionales.  Peto  el  asedio  de  la 
plaza  ha  sido  tan  prolongado  y  la  defensa  tan  heroica,  que  debía  pro- 
ducir quebrantos  considerables. 

La  Municipalidad,  correspondiendo  á  la  conducta  valerosa  de  los 
habitantes,  de  la  guarnición  y  de  la  marina,  buscó  recursos,  los  utilizó 
en  obras  necesarias,  é  hizo  qué  todas  las  obligaciones  pudieran  satis* 
facerse  con  prontitud  y  sin  retraso. 

Estos  gastos,  origen  del  déficit  actual  y  del  desnivel  que  presenta 
su  presupuesto,  deben  compensarse  con  nuevos  y  más  valiosos  iu- 
gresos. 

El  Gobierno  faltarla  á  su  deber  si  no  acudiese  en  ayuda  de  la  capí* 
tal  de  Vizcaya,  concediéndole  todos  los  medios  que  impone  su  sitúa- 
doD  económica. 

El  Ayuntamiento  de  Bilbao  ha  solicitado  autorización  para  estable* 
cer  un  derecho  de  carga  de  50  céntimos  de  peseta  por  cada  tonelada 
de  mineral  de  hierro  que  se  embarque  en  la  Ria  y  Abra  con  destino  ft 
la  Península  ó  al  extranjero;  y  aun  cuando  las  loyos  prohiben  esta  cla- 
se de  arbitrios,  son  tan  extraordinarios  los  servicios  do  dicha  villa  f 
tan  especiales  las  circunstancias  porque  ^l  país  atraviesa,  que  el  Mi- 
Distroque  suscribe,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  inspirán- 
dose en  precedentes  que  fueron  favorables  á  la  Municipalidad  de  Puig* 
cerda,  y  creyendo  interpretar  el  deseo  de  la  nación,  tiene  el  honor  de 
someter  á  la  aprobación  de  V.  E.  el  adjunto  decreto. 

Madrid  13  de  Agosto  de  4874. 

El  Mlnlitro  <!«  Haoiandi, 

iUAír  rtAirciNoo  oamacho. 

Dbobbto. 

Be  acuerdo  con  el  Consto  de  Mioisiros,  y  é  propuesta  del  de  Há» 
deoda. 

Vengo  eo  decretar  lo  siguiente: 

Artículo  1/   Se  establece  en  la  inricia  rilla  de  Bilbio  un  arbitrio 
iraositorio  y  extraordíoario  de  guerra,  que  consistirá  en  un  recargo 


de  oO  céotioQos  ds  peseta. en  tonelada  de  mioeral  de  hierro  de  todas 
Clames  que  se  eml)9rqae  eo  la  Ría  y  Abra  coa  destino  á  la  Península  6 
alextraojero. 

Art.  2.*  Larecaudacíon  de  este  arbitrio  correrá  á  cargo  del  Ayun- 
tamiento. 

Art.  3.*  El  recargo  se  aplicará  á  enjugar  el  déficit  del  presupuesto 
municipal  producido  por  los  gastos  de  la  defensa,  y  continuará  hasta 
que  el  Ayuntamiento  solvente  la  deuda  ocasionada  por  la  guerra  civil. 

Art.  4."  El  Gobierno  dará  cuenta  á  las  Cortes  del  presente  decreto» 
.    Madrid  trece  de  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro. 

■^  FEANCiSGO  SBRRANO. 

El  Ministro  de  Haciendi, 
iUAH  FRANCISCO  CAHAGBO. ' 

(Gaceta  de  14  de  Agosto  de  1874j. 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  no  haber  lugar  a  la  admisión  de  la  de-- 
manda  interpuesta  sobre  revocación  de  la  orden  que  decla- 
ró fenecido  y  sin  curso  el  expediente  de  demasía  á  las  mi^ 
ñas  Descuido  y  Doiorcitas. 

,  En  la  villa  de  Madrid,  á  4i  de  Junio  de  i 874,  en  los  autos  que  ante 
Nqs  penden  sobre  admisión  de  la  demanda  presentada  por  el  Licen* 
ciado  D.  Francisco  Javier  Pohl  á  nombre  y  coa  poder  de  la  razón  sor 
^Í9l  nombr&ádi  Daguerre^  Dospital  hermanos ^  conUdi  la  Administra- 
ción general  del  Estado,  representada  por  elMioisteiio  fiscal,  pidien- 
do sea  revocada  la  orden  del  Gobierno  déla  República  de  ^24  de  Oclu- 
bre  de  4873,  confirmatoria  de  un  decreto  del  Gobernador  civil  déla 
provincia  de  Hueiva  que  declaró  sin  curso  y  fenecido  el  expediente 
de  demasia  á  las  minas  Descuido  y  Doloreitas: 

Resultando  que  en  2  de  Agosto  de  1871  lá  razón  social  titulada  Dd'^ 
guerre,  Dospilal  hermanos^  domiciliada  en  Sevilla  y  dueña  de  las  mi* 
ñas  nombradas  Descuido  y  Doloreitas  y  sitas  en  el  grupo  Sotiel  CorO" 
nada,  en  término  de  Calañas,  de  la  provincia  de  Hueiva,  presentó  es- 
crito al  Gobernador  civil  de  este  punto  manifestando  que  en  virtud  de 
haberse  caducado  la  mina  La  Coronada  ezistia  un  espacio  franco  en- 
tre aquellas  y  las  conocidas  por  Margarita,  Angelita  y  Virgen  de  ES' 
paña,  y  teniendo  entendido  que  por  D.  Nicolás  Conradi  se  habían  pre- 
sentado dos  solicitudes  pidiendo  en  concepto  de  demasías  dos  porcio- 
nes de  aquel  terreno,  así  como  que  dobia  aplicárseles  la  legislación  dft 
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*l&59,  reformada  en  4  de  Marzo  de  186B,  bajo  la  cual  se  eacontrabatf 
las  minas  coliadantes,  á  la  que  por  falta  de  pueble  fué  cadacada,  ba* 
biéodose  por  ellos  pedido  entonces  la  adjudicación  de  dicho  espacio 
fraoG^o  por  ser  sus  oninas  las  más  antiguas  de  las  colindantes;'  pero  que 
si  se  creyera  debia  aplicarse  á  los  expediente»  de  adjadicacion ,  soliei- 
iaban  su  totalidad  bajo  la  designación  que  hicieron: 

Resultando  que  admitida  esta  solicitud  y  pasada  á  informe  del  Inge- 
Diero  Jefe  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  45  del  decreto  de  .29  de 
Diciembre  de  1868,  en  6  de  Marzo  de  4872  el  Ingeniero  D.  Lorenzo  Gol- 
coechea  dijo  que  entre  las  referidas  minas  existía  un  espacio  franco 
que  no  se  prestaba  á  la  división  por  pertenencias  de  las  dimensiones 
marcadas  en  el  art.  43  de  la  precitada  ley  de  4868,  por  lo  que  debia 
concederse  á  aquel  de  los  dueños  de  las  minas  limítrofes  que  primero 
lo  hubiese  solicitado: 

Resultando  que  publicado  en  el  Boletín  oficial  para  que  presenta- 
sen sus  reclamaciones  los  que  se  creyesen  con  derecho  al  terreno  soli- 
citado, se  opuso  D.  Nicolái  Gonradi  á  que  se  adjudicase  á  los  peticio- 
Darios  el  terreno  que  pretendían  por  tenerlo  solicitado  con  fecha  ante* 
lior;  y  también  D.  Federico  Delgado ,  fundándose  en  el  preferente  de- 
recho que  le  asistía  al  terreno  por  razón  de  prioridad ,  por  ser  el  que 
constituía  la  concesión  La  Coronada,  caducada  á  su  instancia; 

Resultando  que  remitido  el  expediente  á  informe  de  la  Diputación 
provincial,  lo  evacuó  en  47  de  Julio  de  4872  exponiendo  que,  siendo 
D.  Nicolás  Gonradi  el  primero  que  solicitó  el  espacio  franco  de  que  se 
trata,  á  él  debia  concedérsele  con  arreglo  al  art.  43  del  decreto  de  29 
de  Diciembre  de  4868;  y  el  Gobernador  conformándose  en  un  todo  con 
el  precitado  informe  y  mediante  á  haberse  resuelto  ya  la  prioridad  á 
favor  de  Gonradi,  y  declarado  fenecido  y  sin  curso  el  registro  Bspe» 
rama  del  Sotiel,  acotáá  en  22  siguiente  declarar  asimismo  fenecido  y 
sin  curso  el  expediente  en  cuestión: 

Resultando  que  notificado  así  al  apoderado  de  Daguerre ,  Dospitai 
hermanos  en  el  dia  27  de  Agosto  posterior^  recurrieron  al  Ministro  en 
apelaciod  en  24  de  Setiembre;  y  remitido  el  expediente  al  mismo  con 
informe  del  Gobernador,  se  oyó  el  dictamen  de  la  Junta  consultiva  de 
minería  en  pleno  y  el  de  la  Comisión  del  Gonsejo  de  Estado  en  vaca- 
ciones, que  con  vista  de  los  demás  expedientes  de  las  minas  colindan- 
tes fueron  de  parecer  que  no  debió  haber  admitido  la  Administraciou 
las  peticiones  del  terreno  en  cuestión  antes  de  estar  ejecutoriada  su 
caducidad,  y  que  por  lo  tanto  debian  considerarse  nulas,  asi  como 
todo  lo  actuado,  hasU  que  recayese  sentencia  ejecutoria  en  ei  recurso 
contencioso-administrativo  interpuesto  por  D.  Nicolás  Gonradi;  y  cea 
mérito  á  todo  se  dictó  una  orden  por  el  Gobierno  de  la  República  en 
24  de  Octubre  de  4873  confirmando  el  decreto  del  Gobernador  de  Huel* 
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Ta  de  22  de  Julio  de  (872,  declarando  sin  curso  y  feneoldo  el  expe- 
diente de  demasía  á  las  minas  Descuido  y  Dohrcitñs: 

Resultando  que  notificada  esta  resolución  al  apoderado  de  los  re- 
currentes Daguerre^  Dospital  hermanos  en  6  de  Febrero  de  1874,  en 
9de  Marzo  siguiente  presentaron  demanda  contencioso-admioistratiya 
en  este  Tribunal  Supremo,  representados  por  el  licenciado  D.  FraB- 
cisco  Javier  Pohl,  pidiendo  su  revocación  por  los  fundamentos  que  ex- 
puso: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  gubernativo,  y 
pasado  con  los  autos  al  Ministerio  fiscal ,  se  ha  opuesto  á  la  admisión 
de  dicha  demanda  por  estar  presentada  fuera  del  término  legal,  y  que- 
dar extinguida  por  ello  la  jurisdicción  del  Tribunal,  aun  en  el  supues- 
to de  que  el  asunto  fuera  contencioso  por  razón  de  la  materia;  en  cuyo 
estado  se  mandaron  poner  los  autos  de  manifiesto  por  tres  dias  á  la 
parte  demandante  al  solo  efecto  de  instrucción  de  dicho  escrito  fiscal» 
como  se  verificó: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pascual  Bayarri: 

Considerando  que  si  bien  por  la  ley  de  minas  de  4  de  Marzo  de  1868 
se  reformaron  varias  de  las  disposiciones  déla  de  6  de  Julio  de  (859, 
y  entre  ellas  la  de  su  art.  89,  que  determinaba  taxativamente  los  casos 
en  que  podia  recurrirse  á  la  vía  contenciosa  contra  las  resoluciones  de 
la  Administración,  no  se  alteró  sin  embargo,  y  está  vigente  el  art.  91 
de  la  última  de  las  precitadas  leyes,  que  establece  el  plazo  de  30  diai 
para  entablar  et  recurso  ante  el  Consejo  de  Estado,  boy  ante  esta  Sala: 

Considerando  que  notificada  el  6  de  Febrero  ultimo  al  representan- 
te  de  la  Sociedad  Daguerre,  Dospital  hermanosXdt  orden  del  Ministéiio 
de  Fomento  de  24  de  Octubre  de  1873,  por  la  que  se  declaró  feneddo 
y  sin  curso  el  expediente  de  demasía  á  las  minas  Descuido  y  Dolorcí^ 
tas,  y  que  la  demanda  no  se  presentó  en  la  Secretaría  de  este  Tribu- 
nal hasta  el  9  de  Marzo,  es  evidente  que  descontando  el  dia  de  la  noti- 
ficación concluyó  el  término  legal  en  el  anterior  al  en  que  aquella  se 
dedujo: 

Considerando  que,  según  la  constante  y  no  interrumpida  jurispru- 
dencia establecida  por  el  Consejo  Real,  el  de  Estado  y  este  Tribunal 
Supremo,  son  fatales  los  plazos  ó  términos  para  acudir  á  la  vía  con* 
tenciosa,  y  que  en  ellos  se  cuentan  los  dias  festivos: 

Considerando  que  no  ha  podido  invocarse  útilmente  en  el  acto  de 
la  vista  por  el  Letrado  del  demandante  el  art.  270  del  Reglamento  de 
ZO  de  Diciembre  de  1846  en  cuanto  por  él  se  dispone  «que  todo  plazo 
que  concluya  en  domingo  ú  otro  dia  de  fiesta  legal  se  prorogará  al  si-  ' 
guíente  dia,»  ya  porque  las  disposiciones  del  espresado  reglamento 
aolo  son  aplicables  al  procedimiento  contencioso  y  de  ningún  modo  á 
^4zo  anterior,  cual  es  el  señalado  para  deducir  la  demanda;  ya 
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Umbien  porque  aao  cuaQdo  era  festivo  el  último  día  de  los  30  deja 
ley  pudo  el  interesado  hacer  entrega  ^e  aquella  al  Secretario  del  Tri- 
})aDal  en  su  propio  domicilio  por  acta  notarial  ó.  por  cualquiera  otro 
^nedio  que  justiflcase  debidamente  el  hecho  de  la  presentación  del  re- 
curso en  el  expresado  dia  festivo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  á  ía 
admisión  de  la  expresada  demanda  interpuesta  por  la  razoo  social  Da- 
guerre,  Dospital  he^^memos  contra  la  orden  del  Ministerio  de  Fomento 
de24  de  Octubre  de  1873. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará. en  la  Gaceta  oficial 
7  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  al  efecto  las  copias 
necesarias*  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  á  dicho  Ministe- 
rio de  Fomento  con  la  oportuna  certiflcacion^lo  pronunciamos,  man- 
damos y  firmamos.=:Juan  González  AceTedo.r=Gregorio  Juez  Sarmien- 
tp.=José  María  Herreros  de  Tejada.;=Pascual  Bayarri.=Juan  Jiménez 
Cuenca. =Ignacio  yieites.=Alvaro  Gil  Sanz. 

Publicación. =Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  él 
fixemo.  Sr.  D.  Pascual  Bayarri,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que  certifico  como  Se- 
cretario Relator  en  Madrid  á  (1  de  Junio  de  i 87.4. =:Eorique  Medina. 

XGaceta  de  21  de  Agosto  de  1874}. 


Sentencia  declarando  no  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso 
interpuesto  contra  las  órdenes  mimsteriales  que  decreta- 
ron quedase  sin  curso  y  fenecido  el  expediente  minero  Pa^ 
tríarca  San  José. 

• 

En  la  villa  de  Madrid,  á  12  de  Junio  de  1874,  en  los  autos  que  ante 
.Nos  penden  sobre  procedencia  de  la  vía  contenciosa  y  admisión  de  la 
demanda  presentada  por  el  Licenciado  D.  Lope  Gisbert  á  nombre  y  con 
|M)der  de  D.  Miguel  Soler  Gómez  contra  la  Administración  general  del 
JBstado,  representada  por  el  Míiústerio  fis<;al,  pretendiendo  sé  revoquen 
las  órdenes  ministeriales  de  10  de  Noviembre  de  4873  que  ordenaron 
no  admitir  más  recursos  acerca  de  la  mina  nombrada  Inagotable,  y 
fenecido  el  expediente  Patriarca  San  José, 

Resultando  que  en  i  i  de  Marzo  de  1870  D.  Miguel  Soler  Gómez, 
Tocino  de  Cuevas,  presentó  escrito  al  Gobernador  civil  de  la  provincia 
de  Almería  solicitando  adquirir  á  perpetuidad  con  arreglo  ^al  decreto 
4e  29  de  Diciembre  de  1868  la  propiedad  de  cuatro  pertenencias  mine- 
ras con  el  titulo  de  Patriarca  San  Jasé  en  tierras  de  la  propiedad  de 
Doña  Catalina  Bravo  Lisa  y  de  D.  Juan  y  de  D.  Pedro  Cano  Gasanovas, 
en  el  paraje  de  las  Herrerfaa,  en  la  Hoya  del  Camarote,  término  de  la 


Tilla  de  Cuevas,  bajo  los  linderos  que  expresó ,  haciendo  la  designa- 
ción oportuna  y  el  depósito  prevenido: 

Resultando  que  admitido  el  anterior  registro  y  publicado,  conpio  los 
dueños  del  terreno  se  negaran  á  que  se  estableciesen  trabajos  sin  It 
previa  indemnización,  se  formó  expediente  para  la  expropiación;  y 
habiéndose  opuesto  á  la  admisión  del  registro  D.  José  García  Benita 
por  tener  pretendido  con  anterioridad  en  el  mismo  sitio  tres  registros 
con  los  nombres  de  San  Miguel,  Petronila  y.  SI  Niño,  en  28  de  Agosto 
de  1871  se  pasó  el  expediente  ál  Ingeniero  Jefe  de  la  provincia  para 
que  hiciese  la  demarcación,  caso  de  existir  terreno  franco,  el  cual  dijo 
en  15  de  Enero  siguiente  que  no  había  podido  tener  efecto  la  misma 
por  haber  quedado  comprendido  su  punto  de  partida  en  la  demarca- 
ción dada  á  la  mina  Petronila: 

Resultando  que  en  23  de  Febrero  posterior  presentó  escrito  el  Don 
Miguel  Soler  Gómez  en  queja  de  la  demarcación  de  esta  última  mina 
por  mala  localizacion,  recusando  al  Ingeniero  y  pidiendo  pasase  otro 
á  comprobar  sus  asertos;  lo  que  en  I.""  de  Marzo  fué  denegado  por  el 
Gobernador  á  causa  de  hallarse  dicho  expediente  en  este  Tribunal  Su- 
premo con  demanda  incoada  por  el  dueño  de  la  referida  mina;  mas 
dictada  sentencia  en  ella  en  28  de  Mayo  de  i873  declarando  bien  loca* 
lizada  la  mina  Petronila  y  confirmando  la  orden  recurrida,  dio  su  de- 
creto el  Gobernador  en  21  de  Junio  siguiente  declarando  sin  curso  y 
fenecido  el  expediente  de  registro  Patriarca  San  José: 

Resultando  que  interpuesto  recurso  de  alzada  por  el  D.  Miguel  So- 
ler Gómez,  se  remitió  el  expediente  al  Ministerio  com  escritos  y  plano 
del  terreno  presentados  por  el  dueño  de  la  mina  Petronila;  y  oída  la 
Junta  superior  facultativa  de  minería  se  dictó  una  orden  por  el  Go- 
bierno de  la  República  en  10  de  Noviembre  do  1873  confirmando  el 
decreto  apelado: 

Resultando  que  contra  esta  misma  orden  y  otra  del  propio  dia  en 
que  se  ordena  no  admitir  ningún  otro  recurso  en  el  expediente  de  la 
mina  Ii\agotable»  declarado  fenecido  por  la  sentencia  de  esta  Sala,  pre- 
sentó ante  la  misma  D.  Miguel  Soler  Gómez  en  20  de  Diciembre  de- 
manda contencioso-administrativa,  representado  por  el  Licenciado  Don 
Lope  Gisbert,  pidiendo  sean  revocadas  en  su  dia  y  que  se  declare  vá- 
lido y  subsistente  el  registro  Patriarca  San  José: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  gubernativo  y 
pasado  con  los  autos  al  Ministerio  fiscal,  se  ha  opuesto  á  la  admisión 
de  la  demanda,  porque  la  cuestión  promovida  está  íntimamente  rela- 
cionada con  la  que  promovió  el  demandante  como  dueño  de  la  mina 
Inagotable;  y  que  seguido  pleito  sobre  ello,  se  falló  declarando  subsis- 
tente la  orden  recurrida ,  reconociendo  la  Sala  en  sus  considerandos 
que  dicha  mina  estaba  bien  localizada ,  por  lo  que  no  era  posible  en- 
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4fear  ea  ana  discasion  jurídica  sobre  éste  punto:  porque  seguramente 
coiciirriendo  las  mismas  circunstancias,  siendo  las  misaias  personas 
7  habiendo  identidad  de  razooes  legales,  Ja  excepción  de  cosa  juzgada 
ao  pedia  por  menos  de  prevalecer;  oo  teniendo,  aparte  de  esto,  D.  Mi- 
go^ Soler  ningún  derecho  preexistente,  porque  no  llegó  á  dematoar* 
88  el  terreno  solicitado  y  el  Gobcroodor  canceló  el  expediente,  provi^ 
deacia  bien  distinta  de  las  comprendidas  en  el  art.  99  de  la  ley  vigen- 
te de  minas;  en  cuyo  estado  se  mandaron  poner  los  autos  de  manifies* 
lo  á  la  parte  demandante  por  término  de  tercero  dia  al  solo  efeeto  de 
ÍRSiruccioa  de  dicho  escrito  físcal,  como  se  verificó; 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez  Cuenca: 
Considerando  que  la  instrucción  de  los  expedientes  para  obtener 
concesiones  mineras  son  de  la  competencia  de  la  Administración  acti- 
va, no  permitiéúdose  contra  las  Reales  órdenes  que  los  resuelven  en 
definitiva  recursos  contenciosos  sino  en  los  casos  taxativos  señalados 
por  la  ley  en  su  art.  89: 

.  Considerando  que  en  ninguno  de  elhos  está  comprendida  la  anillé- 
cion  y  cancelación  de  los  expedientes,  no  ya  por  las  faltas  á  que  se 
refiere  el  art.  64  de  la  ley,  sino  por  otros  motivos,  como  los  que  se 
marcan  en  los  artículos  oO,  46,  75  y  86  del  reglamente- 
Considerando  que  la  nulidad  del  expediente  Patriarca  San  José 
está  fundada  en  uno  de  éstos,  como  es  el  no  resultar  terreno  franco 
para  poder  hacer  la  demarcación: 

Considerando  que  no  es  admisible  que  acuerdos  de  esa  índole  im- 
pliquen, como  pretende  D.  Miguel  Soler  y  Gómez,  la  denegación  de 
pertenencias  mineras,  sobre  todo  cuando ,  como  en  el  caso  presente, 
se  toman  antes  de  que  los  expedientes  en  que  recaen  hayan  llegado  á 
su  término  final,  pues  en  estas  circunstanciáis  lo  qoe  en  realidad  sig* 
nifican  es  que  no  están  en  condiciones  de  continuar  su  tramitación 
para  poder  obtenerlas: 

Y  considerando,  además,  que  siendo  esos  acuerdos  como  son  de  la 
exclusiva  competencia  de  la  Administración  activa,  contra  ellos,  aun 
en  la  hipótesis  de  que  fueran  erróneos,  no  se  dan  más  recursos  que  los 
procedentes  en  esta  misma  esfera ,  seguYi  ^e  deduce  de  los  artículos  48 
del  reglamento  y  88  de  la  ley,  y  de  los  razonamientos  hechos  por  esta 
^ala  al  no  dar  logar  á  la  admisión  de  ia  ^detianda  formulada  por  la 
Sociedad  minera  denominada  del  Madrileño; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  U  via 
contenciosa,  y  en  su  virtud  que  no  há  lugar  á  la  admisión  del  recurso 
interpuesto  por  D.  Miguel  Soler  y  Gómez  codtra  las  órdeites  ministe- 
riales de  fO  de  Njviembre  de  4873^  que*  decretaron  quedase  sin  cur- 
^so  y  fenecido  el  expediente  minero  del  Patriarca  San  José. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ofí« 
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Resultando  que  eo  este  estado  se  denunció  criminalmente  ante  el 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Gáceres  por  D.  Benigno  HurtadO)  cerno 
Presidente,  y  H.  Juan  Antonio  González,  como  Tesorero  de  la  Socie-* 
dad  minera  La  Sultana,  á  D.  José  Themudo  por  haber  extraido  de  ella 
219  toneladas  de  mineral  fosfato  calizo;  ala  vez  D.  Diego  González, 
como  propietario  de  la  misma,  por  su  sola  representación  interpuso  i o« 
terdicto  dé  recobtar  contra  el  mismo  Theraudo  por  el  arranque,  extrac- 
tion  y  venta  de  200  toneladas  de  dicha  clase  de  mineral  de  la  expresa- 
da mina;  el  que  probada  la  posesión  y  el  despojo  y  confesado  por  el  ac» 
tor  en  el  acto  del  juicio  verbal  que  tenia  solicitada  del  Gobierno  de 
provincia  la  rectificación  de  la  mina  Sultana  por  carecer  de  mojones, 
como  también  justificado  en  el  reconocimiento  déla  vista  ocular  que 
los  trabajos  donde  se  habia  arrancado  el  mineral  se  encontraban  55 
metros  dentro  del  amojonamiento  de  La  Sultana  por  carecer  de  mojo* 
Des,  se  pronunció  sentencia  por  el  juzgado  acordando  la  restitución, 
con  abono  á  Themudo  de  los  gastos  hechos  en  las  labores:  interpuesta 
apelación  por  éste,  la  Saja  de  lo  civil  de  la  Audiencia  desestimó  el  in- 
terdicto,  fundada  en  la  preferencia  de  la  acción  criminal  que  contra 
la  misma  persona  y  cosa  se  habia  intentado,  cuya  causa  se  estaba  sus- 
^  tanciando;  y  continuando  su  curso  la  demanda  criminal,  se  sobreseyó 
libremente  en  ella,  con  imposiciop  de  costas  á  los  demaadantes: 

Resultando  que  D.  Diego  Viviano  González,  por  su  propia  y  excln» 
siva  representación,  en  31  de  Mayo  de  187^  interpuso  la  demanda  od- 
gen  de  este  pleito;  y  haciendo  relación  del  denuncio  de  la  mina  Sulta- 
«Id,  expedición  de  titulo,  toma  de  posesión  y  de  las  diligencias  de  in- 
terdicto y  denuncio  criminal  en  los  términos  que  se  dejan  relaciona- 
dos, expresó  que  tenia  dada  participación  á  otras  personas  en  la  ya  in- 
dicada mina  Sultana;  y  que  el  Themudo  habia  arrancado,  trasportado 
y  vendido  de  ella  219  toneladas  de  mineral  fosfato  calizo;  y  alegando 
que  al  dueño  de  una  finca  corresponden  todos  los  frutos  y  productos, 
que  no  daba  derecho  á  Themudo  la  creencia  de  que  fuese  el  mineral 
de  sus  denuncios  Acaso  y  Resureccion,  solicitó  secondenase  al  refe- 
rido Themudo  á  que  le  pagase  las  219  toneladas  de  mineral  extraido,  y 
en  las   costas: 

Resultando  que  D*  José  Themudo  contestó  á  la  demanda  exponien- 
do, entre  otros  particulares,  qae  desde  el  denuncio  de  la  mina  Stilla- 
fia,  expedición  de  títuío  y  estampación  del  sello  habiau  trascurrido 
cerca  de  dos  años:  que  aun  cuando  el  D.  Diego  Viviano  confíese  ea  el 
acto  del  juicio  verbal  del  interdicto  que  tenia  hecha  solicitud  al  Go- 
bernador para  la  rectificación  de  los  mojones  de  la  mina  SuUanaf  no. 
apareció  después  en  el  expediente  solicitud  alguna  sobre  ello:  que  The- 
mudo solo  habia  extraido  y  vendido  minerales  de  la  dehesa  de  la  Alde- 
huela,  procedentes  de  los  denuncios  Aca^o  y  Resureccion^  legando 
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que  lo  bobiese  hecho  de  la  mioa  Sultana:  que  la  accioa  personal  ejer« 
ciiada  eo  este  jQicio  no  era  proeedente  por  no  proceder  de  ningún  con- 
trato ni  cuasi  contrato,  delito  ni  cuasi  delito,  y  si  la  real,  que  es  la 
que  nace  siempre  del  dominio:  que  el  mineral  que  se  le  reclamaba 
procede  de  sus  denuncios  Acaso  y  Resureccion,  y  después  d«  la  licen- 
cia que  obtuvo  del  Conde  de  Santa  Olalla  por  la  cual  le  correspondía 
como  frutes,  según  se  determina  en  la  citada  ley:  que  aun  cuando  ha* 
biera  habido  superposición  en  las  mioa^^Acaso,  Resureccion  y  Sultana^ 
estas  cuestiones  eran  de  la  exclusiva  pertenencia  de  la  AdroiQisirocion^ 
resolviéndose  antes  que  las  judiciales,  que  solo  pueden  versar  sobre 
reclamación  de  minerales  ó  indemnización  de  daños:  que  habia  obrado 
de  buena  fé  y  por  tanto  que  habia  hecho  suyos  los  minerales  que  sd 
le  reclamaban  como  frutos  industriales  que  son,  por  cuanto  nacesitan 
del  cuidado  y  trabajo  del  hombre;  y  aun  en  la  hipótesis  de  que  fuera 
poseedor  de  malafé,  tendría  derecho  á  que  se  le  abonasen  las  impensas 
y  gastos  de  producción;  concluyendo  con  asegurar  que  el  demandante 
habia  incurrido  en  el  defecto  de  plus  petición,  pidiendo  por  él  solo  co«» 
mo  socio  ó  comunero,  cuando  no  tenia  más  representación  que  la  que 
le  era  propia: 

Resultando  que  dictada  sentencia  por  el  Juez  de  primera  instancia* 
de  la  que  interpuso  apelación  D.  iosé  Themudo,  la  Sala  de  lo  civil  de 
la  Audiencia  por  sentencia  de  16  de  Junio  de  1873  declaró  que  el  co- 
nocimiento de  estos  antes  corresponde  á  la  jurisdicción  ordinaria,  re- 
vocó la  sentencia  apelada  en  cuanto  disponía  se  entregase  á  D.  Diego 
Viviano  González  el  valor  de  las  219  toneladas  de  mineial  fosfato  cali- 
zo extraído  dentro  de  la  demarcación  de  la  mina  Sultana;  condenó  á 
D.  José  Themudo  á  que  satisfaga  al  D.  Diego  Viviano  González  la  can- 
tidad que  corresponda  de  dicho  mineral  á  16  acciones  que  representa 
en  la  mina  titulada  la  Sultana  el  Viviano  González,  con  deducción  de 
los  gastos  é  impensas  que  hubiese  hecho  para  su  arranque  y  extrac- 
ción, poniéndose  de  acuerdo  para  ello  y  no  conviniéndose  á.  juicio  de 
peritos  nombrados  uno  por  cada  parte,  ó  un  tercero  caso  de  discordia, 
nombrado  por  el  Juez;  le  absolvió  de  la  demanda  por  el  exceso  que  se 
reclamaba  por  el  vicio  de  plus  petición,  condenando  en  costas  al  Doa 
Diego  Viviano  González;  declaró  no  haber  lugar  á  conceder  á  D.  José 
Themudo  la  licencia  que  solicitaba  para  deducir  acción  de  calumnia 
contra  el  D.  Diego  Viviano  González,  siendo  de  su  cuenta  las  costas  de 
este  incidente: 

YresttttandoqueD.  Diego  Viviano  González  interpuse  recurso  de 
casación  por  haberse  en  su  concepto  infringido: 

1.*  £1  principio  general  de  que  el  dueño  de  una  cosa  tiene  pleno  de- 
recho en  los  productos  de  la  misma,  principio  consignado  en  la  ley 
l.%  tft.%8«  Partida  3.\  y  consagrado  en  numerosas  sentencias  de  este 
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Tribanal  Supremo,  entre  otras  las  de  5  de  Diciembre  de  1857;  7  de  Oc- 
tubre dé  1865  y  25  y  27  de  Octubre  de  1866;  porque  la  Sala  sentencia- 
dora,  patrocinando  la  confusión  que  el  demandado  hacia  entre  las  cua- 
lidades de  dueño  y  las  de  socio,  suponía  que  el  recurrente,  que  había 
incurrido  en  el  exceso  de  plus  petición  pidiendo  por  él  solo  como  so- 
cio ó  comunero,  .cuando  no  tenia  más  representación  que  la  que  le  era 
propia,  y  declarándole  incurso  en  el  vicio  de  plus  petición,  absolvía  al 
demandado  en  cuanto  al  supuesto  exceso,  pues  no  es  cierto  que  la  pro- 
piedad de  la  mina  Sultana  corresponda  á  la  empresa  ó  Sociedad  explo- 
iadora,  sino  que  pertenecía  única  y  exclusivamente  al  recuirrente ,  y 
por  ello  solo  á  su  favor  se  hallaba  inscrita  en  el  Registro  de  la  propie- 
dad á  pesar  de  haberse  formado  'una  sociedad  por  acciones  para  tra- 
bajarla: 

2.*  El  art.  57  de  la  ley  de  minas  da  6  de  Julio  de  1859 ,  en  relación 
con  el  58  de  la  de  4  de  Marzo  de  1868,  que  reformó  varios  artículos  de 
la  anterior:  que  según  este  último,  el  minero  que  haya  obtenido  el  ti- 
tulo de  propiedad  de  sus  pertenencias  podrá  disponer  libremente  de 
ios  minerales*  y  según  él  art.  1.°,  los  mineros  pueden  disponer  libre- 
mente como  de  cualquiera  otra  propiedad  de  cuantos  derechos  se  les 
aseguran  por  aquella  ley;  artículos  que  consagranen  cuanto  á  las  mi- 
nas los  principios  generales  del  dominio  reconocido  por  la  ley  de  Par- 
tida anles  citada: 

S."*  La  ley  2/,  tit.  19,  libro  11  déla  Novísima  Recopilación,  que 
trata  del  modo  de  hacer  la  condenación  de  costas  cuando  la  sentencia 
del  inferior  se  confirme  ó  revoque;  y  la  doctrina  consignada  en  las  sen- 
tencias de  este  Tribunal  Supremo  de  15  de  Diciembre  de  1860,  28  de 
Enero  de  1862,  6  de  Junio  de  1863  y  16  de  Junio  de  1865,  según  las 
cuales  -ni  las  leyes  ni  la  jurispradencta  de  los  Tribunales  autorizan  en 
ningún  caso  la  imposieion  de  las  costas  de  la  segunda  instancia  al  li- 
tigante que  ha  tenido  que  acudir  á  ella  por  la  apelación  de  su  competi- 
dor; por  el  contrario,  lo  reprueban  el  espíritu  de  aquella  y  los  fallos 
del  Tribunal  Supremo,»  porque  en  Id  sentencia  recorrida  se  condena 
en  costas  al  recurrente;  y  como  no  haciéndose  distinción  deben  consi- 
derarse comprendidas  las  causadas  en  primera  y  segunda  instancia, 
la  infracción  en  cuanto  á  estas  últimas  aparecía  evidentemente  demos- 
trada con  solo  observar  que  D.  José  Themudo,  y  no  el  recurrente,  fué 
quien  interpuso  apeUcion  del  fallo  dictado  en  primera  instancia: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de  Muro; 

Considerando  que  aunque  es  positivo  que  D.  Diego  Viviano  Gonzá- 
lez optnvo  á  su  favor  el  titulo  de  propiedad  de  la  mina  Sultana  y 
tomó  posesión  de  ella,  lo  es  también  que  formó  después  una  Sociedad 
de  100  acciones  para  la  explotación  de  la  expresada  mina,  reservándo- 
se 16,  cuya  Sociedad  minera  ha  sido  representada  en  causa  criminal 


*«obre  la  extracción  de  las  219  toneladas  de  mineral  objeto  de  este  plei- 
to por  D.  Benigno  Hartado,  conrio  presidente,  y  D.  Juan  Antonio  Gon- 
zález, conno  Tesorero,  circonstancias  que  á  juicio  de  la  Sala  sentencia» 
dora  no  permiten  al  recurrente  reclamar  lo  que  corresponde  á  sus 
consocios: 

Considerando  que  pidiendo  el  demandante  el  importe  total  del  mi- 
neral extraído,  y  no  hallándose  especialmente  autorizado  por  sus  con« 
socios,  al  condonar  la  sentencia  al  pago  del  16  por  100  perteneciente 
á  las  acciones  que  el  demandante  representa  en  dicha  Sociedad  minera 
le  úi  lo  que  corresponde  y  no  infringe  la  ley  1.*,  tit.  28,  Partida  3/, 
ni  el  principio  legal  de  que  el  dueño  de  una  cosa  tiene  pleno  derecho 
en  los  productos  de  ella,  como  se  supone  en  el  primer  motivo  de  casa- 
ción: 

Considerando  quetampoco  se  han  infringido  los  artículos  de  lasleyes 
de  minas  que  se  citan  en  segundo  lugar,  preceptivos  de  que  e(  minero 
que  haya  obtenido  titulo  de  propiedad  de  sus  pertenencias  puede  dis- 
poner libremente  de  los  minerales  como  de  cualquiera  otra  cosa  de  su 
dominio,  porque  la  sentencia  no  desconoce  el  dominio  del  recurrente, 
sino  que  declara  que  se  halla  restringido  en  cuanto  á  la  explotación 
de  los  productos  de  la  mina  que  pertenecen  á  diferentes  socios,  cuyos 
derechos  no  está  autorizado  para  representar: 

Considerando,  respecto  á  la  imposición  de  costas,  xiue  la  Sala  sen- 
tenciadora, suponiendo  mala  fó  en  la  plus  pctitio  del  recurrente,  ha 
podido  imponerlo  las  costas  en  cumplimiento  de  la  ley  43,  tit.  2.*  de 
la  Partida  5.%  cuyas  costas  en  el  caso  actual  tienen  que  limitarse  alas 
de  la  primera  instancia,  conforme  á  la  ley  2.*,  tit.  19,  libro  11  de  la 
Novísima  Recopilación,  y  á  la  doctrina  le^al  establecida  en  las  senten- 
cias de  este  Tribunal  Supremo,  citadas  en  el  recurso,  de  que  al  liti- 
. gante  que  viene  á  la  segunda  instancia  por  apelación  de  su  adversario 
para  sostener  la  decisión  favorable  que  habia  obtenido  en  la  primera, 
no  se  le  pueden  imponerlas  costas  de  aquella,  porque  seria  injusto 
hacerle  responsable  de  gastos  á  que  no  ha  dado  causa;  siendo  eviden- 
te, por  lo  tanto,  la  infracción  de  la  expresada  ley  y  doctrina  legal  en 
cuanto  se  condena  al  apelado  en  las  costas  de  la  segunda  instancia; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Diego  Viviano  González  contra 
la  sentencia  que  en  10  de  Junio  de  1873  dictó  la  Sala  de  lo  civil  de  la 
Audiencia  de  Gáceres,  á  excepción  de  la  parte  de  ella  en  que  se«im« 
.ponen  las  costas  de  la  segunda  instancia  al  recurrente,  en  cuyo  único 
particular,  decía randojiaber  luger  ¿  cicho  recurso,  casamos  y  anula- 
lamos  la  sentencia;  y  mandamos  que  se  libre  orden  á  la  Audiencia 
para  la  remisión  de  los  autos. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  eu  la  Gaceta  ó  in- 
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sertará  eo  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copia'a  ne-- 
cesarias,  lo  ¡ironunciamus,  mandamos  y  firmamos. =Toa!á$  Huet.^:- 
José  M.  Cáceres.=José  Fermín  de  !khiro.=rRaraon  Díaz  Vela.=Befiilo- 
de  Ulloa  y  Rey.=VicloriaDO  Careaga.=Jdaquio  Ruiz  Ganábate. 

Publicación. =Leida  y  publicada  fué  la  sentencia   anterior  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Jo^é  Fermín  de  Muro,  Magistrado  del  Tribunal  Suprema> 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo  el  día  de  boy, 
de  que  certifico  como  Relator  Secretario  de  dicha  Sa!a. 

xMadrid  4  de  Julio  de  l874.=Licenciado  iMariauo  Fernandez  Garcia. 

(Gaceta  de  25  de  Agosto  de  487  V. 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Resolución  en  el  expediente  solicitando  que  se  habilite  la  en- 
senada de  Dicido,  provincia  de  Santander,  para  el  embar-- 
que  de  mineral  de  hierro^ 

limo.  Sr.:  Visto  cuanto  resulta  del  expediente  instruido  á  conse- 
cuencia de  una  instancia  de  D.  Garlos  Hodgson,  subdito  inglés,  conce- 
sionario de  la  construcción  de  un  puerto  en  la  ensenada  de  Dicido^ 
provincia  de  Santander,  para  la  carga  de  minerales  de  hierro,  solici- 
tando que  se  habilite  dicho  punto  para  el  embarque  del  expresado- 
producto  con  autorización  de  la  Aduana  de  Gastro-Urdiales: 

Vistos  los  informes  dados  por  el  Jefe  económico  de  la  provincia,. 
Administrador  principal  de  Aduanas,  Jefe  de  la  Gomandancia  de  Cara-- 
bineros  y  Junta  de  Agricultura,  Industria  y  Gomercio,  cuyos  informes 
son  favorables  á  la  concesión: 

Considerando  que  la  situación  de  la  ensenada  de  Dicido  dentro  de 
la  bahía  que  forma  el  puerto  dé  Casiro-Urdiales,  del  cual  solo  dista  un 
kilómetro,  se  pre»ta  á  una  exquisita  y  constante  vigilancia  porpart& 
de  la  Aduana  de  dicho  puerto  y  del  Resguardo  de  Carabineros: 

Y  considerando  que  en  la  Aduana  de  Gastro-Urdiales  pueden  cuín- 
plirse  todas  las  formalidades  prescritas  para  estos  casos  en  la  legisla- 
ción vigente; 

El  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República,  conformándose 
con  lo  propuesto  por  V.  I.,  ha  resuelto: 

(.*    Que  se  habilite  la  ensenada  de  Dicido,  provincia  de  Santander» 
para  el  embarque  de  mineral  de  hierro  con  documentos  de  la  Aduana^ 
do  Gastro-Urdiales  y  bajo  la  Tigilancia  del  Resguardo. 

2.*  Que  esta  dependencia  disponga  los  correspondientes  fondeos  á- 
los  buques  que  lleguen  con  aquel  objeto,  y  que  se  practiquen  los  reco- 
nocimientos por  un  empleado  de  la  misma. 


Y  3.*  Qae  por  el  interesado  se  satisfagan  al  funcionario  que  efectúe 
los  reconocimientos  las  dietas  que  devengue,  con  arreglo  á  lo  estable- 
cido en  la  adrertencia  2.*  del  Apéndice  i  /  de  las  Ordenanzas  de  la 
renta. 

De  orden  del  mismo  Sr.  Presidente  lo  digo  á  V.  1.  para  los  efectos 
correspondientes.  D^os  guarde  á  V.  1.  muchos  años.  Madrid  2i  de 
Agosto  de  1874. 

CAMAGRO. 

Sr.  Director  general  de  Aduanas. 

(Gaceta  de  34  de  Agesto  de  i874;. 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


Re$olueion  autoriMndo  á  la  compañía  cedmaría  de  las  mina^ 
de  Riotinto  para  establecer  un  muelle -embarcadero  en  el 
Odiel. 

limo.  Sr.:  Visto  el  proyecto  presentado  por  la  Compañía  cesionarla 
de  las  minas  de  Riotínt-j  para  la  construcción  d3  un  muelle-embarca» 
dero  en  el  Odiel,  como  término  del  ferro  carril  que  dicha  Compañía 
está  construyendo  desde  las  referidas  minas  al  puerto  de  Huelva: 

Vista  una  exposición  presentada  á  nombre  dé  la  misma  Compañía 
en  solicitud  de  autorización  para  emprender  desde  luego  las  obras  del 
muelle-embarcadero  en  su  primer  tramo  recto; 

Oido  el  informe  de  la  Junta  coosultiTa  de  Caminosi  Canales  y 
Puertos, 

El  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República,  de  acuerdo  con 
lo  propuesto  porosa  Dirección  general,  ha  tenido  á  bien  resolver  lo 
siguiente : 

i."  Se  autoriza  á  la  Compañía  cesionaria  de  las  minas  de  Riotinto 
para  el  establecimiento  de  un  muelle-embarcadero  en  el  Odiel,  como 
término  del  ferro-carril  de  Riotinto  á  Huélva. 

2.*  LaCompañia  podrá  desde  luego  construir  el  primer  tramo  rec- 
io comprendido  entre  la  costa  y  la  linea  de  más  bajas  aguas,  con  su* 
jecion  al  proyecto  que  ha  presentado  y  con  las  modiñcaciones  propues- 
tas por  el  Ingeniero  Jefe  de  la  provincia ,  bajo  cuya  vigilancia  se  eje- 
cutarán las  obras. 

3."  La  Compañía  presentará  un  nuevo  estudio  del  segundo  trozo  del 
muelle  con  los  datos  necesarios  para  fijar  defloitivamente  su  emplaza- 
miento y  avance  en  la  ria,  de  modo  que  no  ofrezca  obstáculo  alguno  á 
la  navegación. 


Lo  digo  á  V.  1.  para  los  efectos  correspoodientes.  Dios  guarde  á 
V.  I.  muchos  años.  Madrid  25  de  Setiembre  de  i874« 

•  HAVARRO   T   E0D1U60. 

Sr.  Director  g^ueral  de  Obras  públicas. 

(Gaceta  de  2  de  Octubre  de  1874). 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recur- 
so presentado  en  la  reclamación  de  productos  de  la  mina 

Virgen. 

.  tResultaodo  que  por  haber  sido  condenado  en  la  senteocia  ejecuto- 
riada del  23  de  Diciembre  de  18ft9  D.  Eduardo  Bonaplata ,  entre  otras 
cosas,  á  que  rindiese  á  D.  Ignacio  de  Figueroa  la  debida  cuenta  justifí 
cada  con  entrega  de  los  productos  que  le  correspondiesen  de  la  mica 
Virgen,  como  dueño  de  li  acciones,  á  contar  desde  el  29  de  Junio  de 
4861,  se  mandó  en  su  cumplimiento  requerir  á  Bonaplata  para  que 
dentro  del  término  de  cuatro  días  rindiese  cuentas  á  Figueroa;  bajo 
apercibimiento  de  que  no  presentándolas  antes  de  que  trascurriese  di- 
cho término  habría  de  estar  y  pasar  por  las  que  presentase  este  últi- 
mo en  todo  lo  que  no  probase  ser  inexactas: 

Resultando  que  por  parte  de  Figueroa  se  presentaron  s\is  cuentas 
formuladas  pidiendo  su  aprobación,  previos  los  trámites  legales,  las 
que  se  tuvieron  por  presentadas  mandando  que  se  diese  vista  de  ellas 
á  la  de  Bonaplata  por  término  de  quinto  dia;  perú  habiendo  presenta- 
do antes  de  ésto  las  suyas  la  parte  de  Bonaplata  solicitándolas  que  te- 
niéndolas por  presentadas,  y  asimismo  los  justificantes,  se  le  entrega- 
sen con  los  autos  para  que  el  Letrado  expusiera  las  consideraciones 
oportunas,  recayó  auto  habiendo  por  presentadas  unas  y  otras,  formán- 
dose pieza  separada;  y  por  otra  providenciarse  tuvo  por  formado  el 
ramo  separado  y  que  quedasen  unidas  á  los  efectos  que  hubiera  lugar: 

Resultando  que  á  virtud  de  cierto  recurso  de.apelacion  ipterpaesio 
por  Bonaplata,  se  dictó  auto  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de 
esta  capital  en  24  de  Enero  de  1872  mandando,  entre  otros  particula- 
res, que  se  devolviesen  los  autos  al  Juzgado  para  que  reponiéndolos  al 
estado  de  haber  presentado  las  cuentas  Bonaplata  y  en  observación  de 
gastos  á  las  partes,  procediese  con  sujeción  á  lo  prevenido  en  los  ar- 
ticules 888,  889  y  siguientes  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  devueltos  los  autos  al  Juzgado  y  entregados  á  la 
parte  de  Bonaplata,  éste  presentó  escrito  solicitando,  entre  otros  par- 
iiculares,  término  suficiente  para  que  con  dirección  de  Letrado  forma- 
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lase  el  que  debia  acompañar  á  las  cuentas  presentadas,  y  se  mandó 
entregar  las  cuentas  á  su  Procurador  para  que  en  el  término  de  15 
dias,  que  se  amplió  basta  90,  presentase  la  liquidación  prevenida  en 
el  art.  898  de  la  expresada  ley: 

Resultando  que  éo  7  de  Mayo  de  i  873  devolTió  los  autos  el  Procu- 
rador Lumbreras,  solicitando  que  antes  de  dar  vista  á  las  cuentas  de 
la  parte  de  Figueroa  se  procediese  al  deslinde  y  determinación  de  la 
mina  Virgen^  tal  y  como  era  en  28  de  Junio  de  i88i,  por  el  Ingeniero 
^  Ingenieros  que  de  comnn  acuerdo  se  designasen,  y  tercero  en  su  ca- 
so, fijándose  por  ellos  la  relación  de  gastos  y  productos  que  debían 
atribuirse  á  la  antiguai  miña  y  á  la  actual  á  fin  de  practicar  legalmente 
It  liquidación,  á  cuyas  pretensiones  por  auto  del  i4  del  mismo  mes  no 
se  dio  lugar,  mandándose  que  de  las  cuentas  presentadas  por  Bonaplata 
se  diese  vista  á  ia  parte  de  Figueroa: 

Resultando  que  de  este  último  auto  se  pidió  reforma  por  Bonaplata, 
y  denegada,  interpuso  apelación,  cuyo  recurso  le  fué  admitido,  y  des- 
pués de  sustanciado  con  arreglo  á  derecho  se  dictó  por  la  mencionada 
Sala  el  suyo  del  15  de  Abril  último  por  el  que  se  confirmó  con  las 
costas  al  apelado,  y  se  mandó,  de  conformidad  con  lo  prevenido  en  e^ 
art.  899  de  dicha  ley  de  Enjuiciamiento,  dar  vista  á  las  cuentas  pre- 
sentadas á  la  parte  de  D.  Ignacio  Figueroa,  mandándose  en  que  para 
la  ejecución  de  sentencias  deben  observarse  estrictamente  los  términos 
y  trámites  mandados  en  los  artículos  891  y  siguientes  de  dicha  ley  de 
Enjuiciamiento,  ninguno  de  los  cuales  autoriza  la  incoación  de  los  in- 
cidentes como  el  propuesto  por  Bonaplata,  cuya  tramitación  se  habia 
desestimado  de  plano  por  el  Juzgado,  y  en  que  el  reconocimiento  pe- 
ricial de  la  misma  solicitado  por  el  Bonaplata  debería  en  todo  caso 
practicarse  durante  el  plazo  que  determina  el  artículo  903  de  la  mis- 
ma ley: 

Resultando  que  contra  este  auto  se  interpone  el  presente  recurso 
de  casación  en  el  fondo  por  parte  dé  D.  Eduardo  Bonaplata,  apoyando 
su  procedencia  en  que  la  ley  de  casación  autoriza  el  recurso  contra  las 
sentencias  que  recayendo  sobre  un  artículo  ponen  término  al  liiigio, 
y  en  la  doctrina  sentada  por  este  Supremo  Tribunal,  según  la  quepro- 
-cede  el  recurso  de  casación  contra  las  i^rovidencias  que  se  dictan  en 
incidentes  sobre  ejecución  de  sentencias,  cuando  por  ellas  se  decidie- 
sen cuestiones  que  no  han  sido  objeto  del  juicio  principal»  ó  se  modi- 
fica ó  contraría  lo  mandado  en,  la  ejecutoria,  partiendo  de  que  era  lo 
que  sucedía  en  el  presente  caso: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Ramón  Dia^  Vela: 

Considerando  que,  si  bien  por  los  artículos  2.**  y  5.*  de  la  ley  pro- 
Tisiooal  sobre  reforma  de  la  casación  civil,  se  concede  recurso  de  esta 
-«lase  contra  las  sentencias  que  recayendo  sobre  un  artíeulo  ponen  tét- 
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mioo  al  pleito  bacieodo  impo/sible  »u  coaUQaacion,.e8ta  dispoiücioa  de 
la  ley  carece  por  completo  diO  apUcacioo  «1  auto  recurrido  del  i5.  de 
At)rll  último,  porque  éate  no  ha  recaído  ea  pleito,  y  menos  impide  ie 
continuación  de  las  actuaciones  en  las  gue  se  dictó: 

Considerando  que  tampoco  la  tiene  la  doctrina  legal  invocada,  se- 
gún la  que  cabe  recurso  de  casación  contra  las  providencias  que  se 
dictan  en  incidentes  sobre  ejecución  de  sentencias  cuando  decideía 
cuestiones  que  no  han  sido  objeto  del  inicio  principal,  ó  mQdifícaa  ^ 
contrarían  lo  mandado  en  la  ejecutoria,  pues  aun  suponiendo  que  el 
incidente  sobre  el  reconocimiento  y  deslinde  principal  de  la  mina 
yirgen  no  haya  sido  objeto  del  juicio  principal  el  auto  recurrido  no 
le  resuelve  en  el  foado.b^iéndQse  limitado  á  denegar  la  forma  en  que 
por  parte  de  Bonaplata  se  propuso  y  se  pidiá  que  se  sustanciase,  pre- 
viamente separándose  de  lo  prevenido  por  ialey  para  la  ejecucioi^  de 
sentencias,  y  en  tal  supuesto  tampoco  puede  contrariar  ni  modificar 
lo  resuelto  por  la  ej^,eutoria  de  lo  que  no  ha  sido  objeto  el  expresad^ 
d<eslinde,  meuos  la  forma  de  so  discusión; 

No  bé  lugar,  con  las  costas,  á  la  admisión  del  recur&o  de  casación 
interpuesto  por  D.  Eduardo  Bonaplata  contra  el  auto  mencionado;  y 
devuélvasele  el  depósito  que  ha  constituido. 

Madrid  24  de  Setiembre  de  i874.=Tomás  Haet.= Gregorio  Juez 
Sarmiento.=Man'uel  Haría  de  Basualdo.=^José  Fermín  de  Huro.=cRar 
mon  Díaz  Veia.=LÍGeuciado  Desiderio  Martínez. 

{Gaceta  de  5  de  Octubre  de  1874). 


MINISTERIO  DE  FOMENTO. 


■*^-^— *•» 


Resolución  declarando  caducadas  las  licencias  que  se  hayan 
concedido  á  los  ingenieros  civiles  para  dedicarse  al  servi- 
do de  Ernpresas  particulares  señalando  las  reglas  que  han 
de  observarse  m  lo  sucesiva. 

limo.  Sr.:  Al  reducirse  en  4874'  á  la  mitad  el  námero  de  los  iadí* 
vidnos  que  componían  cada  \mo  de  los  cuerpos  de  Ingenieros  civiles 
y  el  de  sus  Auxiliares,  se  tuvo  soto  en  cuenta  la  necesidad  de  limitar 
á  una  pequeña  cifra  el  presupuesto  de  gastos  del  Estado. 

Poco  tiempo  bastd  para  que  la  experiencia  demostrase  que  estia 
medida  disminuía  de  una  manera  alarmante  los  ingresos  del  Erario 
público,  y  de  aquí  la  solicitud  de  mis  dignos  antecesores  por  remediar 
un  mal  cuyo  origen  no  era  posible  desconocer.  El  número  de:  Ingenie* 
ros  civiles,  como  el  de  Auxiliares,  volvió  á  aumentarse  no  hasta  la 
¿Ifra  anterior,  sino  en  la  relación  que  las  necesidades  del  servicio  note- 
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jor  estudiadas  requeriao,  teniendo  siempre  en  cuenta  la  aflictiva  situa- 
ción del  Tesoro.  Hubo,  pues,  que  declarar  en  expectación  de  destino  á 
muchos  desús  individuos,  dejándoles  reducidos  á  la  mitad  del  haber 
qoe  antea  disfrutaban;  hubo  que  exigir  todavía  mayor  laboriosidad  y 
mayor  celo  al  personal  que  quedaba  en  activo  servicio;  pero  aun  as! 
el  trabajo  excesivo  motivó,  en  algunos  casos,  una  tardanza  lamenta- 
ble en  el  despacho  de  los  asuntos  que  el  publico  ha  atribuido  frecuen- 
temente, y  frecuentemente  con  injusticia,  á  causas  que  la  Administra- 
ción no  puede  admitir,  porque  ha  supuesto  que  los  Ingenieros  y  los 
Ayudantes  ó  Auxiliares  desempeñan  al  mismo  tiempo  que  las  del  Es* 
tado,  funciones  de  su  profesión  que  empresas,  corporaciones  ó  parti- 
culares les  encomiendan. 

Aun  considerando  la  queja  injusta ,  es  necesario  evitar  la  sospecha, 
y  además,  ya  para  corregir  abusos  posibles,  ya  para  disminuir  Ids 
gastos  públicos,  procurando  la  colocación  de  aquellos  individuos  que 
están  hoy  en  expectación  de  destino  con  medio  sueldo,  el  Gobierno 
tiene  el  deber  de  dictar  reglas  para  restablecer  en  todo  su  vigor  .los 
aTticttlos  de  los  reglamentos  de  cada  uno  de  los  cuerpos  de  Ingenieros 
y  sus  Ayudantes,  que  prohiben  á  sus  indiyíduos  ejercer  su  profesión, 
sin  previa  liceacia,  en  servicio  de  empresas,  corporaciones  ó  parti- 
culares. 

Fundado  en  estas  consideraciones  el  Presidente  del  Poder  Ejecutivo 
de  la  República  ha  resuelto: 

i.*  Los  Ingenieros  de  los  cuerpos  de  Caminos,  Gímales  y  Puertos, 
de  Minas  y  de  Montes,  que  se  hallen  en  servicio  activo,  no  podrán 
ocuparse  en  el  de  corporaciones,  empresas  d  particulares,  declarándo- 
se caducadas  todas  las  licencias  que  por  ratones  especiales  se  hayan 
concedido  con  dicho  objeto. 

2."  Quedan  comprendidos  en  la  anterior  resolución  los  individuos 
del  cuerpo  auxiliar  de  Obras  públicas,  los  Auxiliares  de  Minas  y  los 
Ayudantes  de  Montes. 

3.*  Cuaodo  algún  individuo  de  los  referidos  cuerpos  en  activo  ser- 
vicio deseare  pasar  al  de  alguna  empresa,  corporación  ó  particular,  lo 
solicitará  con  arreglo  á  las  disposiciones  que  determinan  los  regla- 
mentos vigentes;  y  si  se  le  concediese,  será  declarado  supernumerario, 
sin  derecho  á  percibir  haber  alguno  del  Estado  mientras  se  halle  fuera 
del  servicio  aaivo^  proveyéndose  la  vacante  por  antigüedad  en  l6s  que 
se  ODCuentren  dentro  del  mismo  cuerpo  en  expectaeion  de  destino. 

Lo  digo  á  V.  I.  para  sa  conocimiento  y  demás  efectos.  Dios  guarde 
é  V.  I.  muchos  años.  Madrid  40  de  Octubre  de  1874. 

VAVABRO  T  aoraioo. 
<Sr.  Director  general  de.... 

(CAceto  deiid0  Octubre  deWA), 
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TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  improcedente  la  via  contenciosa  en  el 
expediente  sobre  revocación  de  la  orden  que  desestimó  la 
oposición  hecha  al  registro  de  la  mina  Deseada  Sexta. 

Ed  la  villa  de  Madrid,  á  2  de  Octubre  de  4874,  en  los  autos  que 
ante  Nos  pendeo  sobre  procedencia  de  la  via  contenciosa  y  admisión 
de  la  demanda  presentada  por  el  Procurador  D.  Miguel  Pérez  Mansilia, 
á  nombre  y  con  poder  de  D.  Francisco  Bhrens  y  Newton,  vecino  y  del 
comercio  de  Santander  á  la  que  ha  pretendido  adherirse  D.  Luis  Ra* 
tíer,  de  la  misma  vecindad,  representado  por  el  Procurador  D.  Lorenzo 
de  Poo  y  Espejo,  contra  la  Administración  general  del  Estado,  que  lo 
está  por  el  Ministerio  fiscal,  solicitando  coadyuvarla  el  Procurador  Don 
José  García  Noblejas  en  nombre  de  D.  Eduardo  Diaz  Vallespin  sobre 
revocación  de  la  orden  del  Gobierno  de  la  República  de  7  de  Noviem- 
bre de  4873,  que  desestimando  la  oposición  hecha  al  registro  de  la  mi- 
na Deseada  Sexta^  ordenó  se  le  demarcasen  las  pertenencias  que  per- 
mitiera el  terreno  franco  que  existiere: 

Resultando  que  en  1.*  de  Abril  de  4871  D.  Eduardo  Diaz  Vallespio 
presentó  escrito  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Santander  manifes- 
tando que  deseaba  adquirir  440  pertenencias  mineras  de  mineral  de 
hierro  con  el  titulo  de  Dtseada  Sexta  en  el  paraje  llamado  Ondor,  ter- 
reno común  del  pueblo  de  Sobanzo,  del  Ayuntamiento  de  Penagos,  en 
dicha  provincia,  bajo  la  designación  que  hizo  y  el  depósito  prevenido: 

Resultando  que  publicada  la  anterior  solicitud  se  opuso  á  ella  Don 
Luis  Ratier,  dueño  del  registro  nombrado  Cuidado,  y  contestado  lo  que 
tuvo  por  conveniente  el  D.  Eduardo  Diaz  Vallespin,  decretó  el  Gober- 
nador en  45  de  Setiembre  del  mismo  año,  de  conformidad  con  lo  in- 
formado por  la  Diputación  provincial,  desestimando  dicha  oposición  y 
mandando  dar  á  ambos  expedientes  el  curso  que  correspondiese: 

Resultando  que  trascurridos  más  de  30  dias  desde  que  se  notificó  á 
las  partes  el  anterior  decreto  sin  que  se  interpusiese  apelación  de  él, 
se  mandó  pasar  este  expediente  al  Ingeniero  Jefe  en  44  de  Noviembre 
para  su  demarcación ;  y  comisionado  al  efecto  el  Ingeniero  D.  Félix 
Sánchez  Blanco  suspendió  el  acto  por  las  razones  expuestas  en  su  in- 
forme, al  que  acompañó  una  instancia  y  plano  del  terreno  que  le  entre- 
gó D.  Eduardo  Diaz  Vallespin,  protestando  de  la  diligencia,  con  cuyo 
informe  no  se  conformó  el  Ingeniero  Jefe,  que  emitió  otro  distinto, 
por  lo  que  dictó  nuevo  decreto  el  Gobernador  en  43  de  Junio  de  4872, 
mandando  volver  el  expediente  á  este  últinao  para  que  procediese  á  la 
demarcación  de  la  mina  Deseada  Sexta  si  no  hubiese  para  ello  otros 
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InconTenieotes  que  los  expuestos,  y  sin  perjuicio  de  que  oportunamen- 
te  se  resolviese  sobre  las  reclamaciones  que  pudieran  entablarse: 

Resultando  que  en  este  estado  cedió  sus  derechos  D.  Eduardo  Diaz 
Vallespin  á  favor  de  D.  José  Uackenoau;  y  habiéndose  alzado  D.  Fran- 
cisco  Bhrens  del  decreto  del  Gobernador  de  i5  de  Junio,  se  remitió  el 
expediente  á  la  Superioridad  y  se  oyó  el  di<2támen  de  la  Junta  supe- 
rior facultativa  de  minería,  dictándose  una  orden  por  el  Gobierno  de  < 
la  República  en  7  de  Noviembre  de  4875  confirmando  el  referido  de. 
creto  del  Gobernador  que  desestimó  la  oposición  al  registro  Deseada  , 
Sexta,  mandando  demarcar  al  mismo  las  perteoencia»  que  permita  el 
terreno  franco  que  haya  dentro  de  su  designación;  y  que  el  nuevo  re- 
conocimiento y  la  demarcación  de  la  expresada  mina  se  haga  á  costa 
del  Ingeniero  D.  Félix  Sánchez  Blanco,  previas  las  publicaciones  y  no- 
tificaciones correspondientes:  , 

Resultando  que  contra  la  anterior  orden  y  en  16  de  Febrero  último 
presentó  demanda  cooteocioso-administrati  va  en  este  Tribunal  Supremo 
el  Procurador  D.  Miguel  Pérez  iMansilia,  á  nombre  y  con  poder  de  Don 
Francisco  Bhrens  y  Newton,  vecino  y  del  comercio  de  Santander,  pi. 
diendo  su  revocación,  y  que  se  declare  cancelado  el  expediente  de  la 
mina  Deseada  Sexta,  y  decaídos  todos  los  derechos  de  que  D.  Eduar- 
do Diaz  Vallespin  pudiese  considerarse  asistido  por  consecuencia  de  su 
solicitud  de  registro  de  dicha  mina;  pidiendo  por  un  otrosí  que  se  cí- 
tase al  concesionario  Vallespin  con  arreglo  al  art.  26  del  reglamenta 
de  24  de  Junio  de  1868: 

Resultando  que  D.  Luis  Ratier,  da  la  misma  vecindad,  representado 
por  el  Procurador  D.  Lorenzo  de  Poo  y  Espejo,  representó  en  los 
autos  adhiriéndose  á  la  demanda  por  haber  sido  el  vendedor  de  la 
mina  á  D.  Francisco  Bhrens,  el  cual  alegó  las  razones  que  t«vo  por 
conveniente;  y  reclamado  y  recibido  el  expediente  gubernativo,  ha- 
biendo diferido  la  Sala  á  la  citación  del  concesionario  Vallespin,  se  li- 
bró carta-órden  y  tuvo  efecto,  presentándose  á  su  virtud  representada 
por  el  Procurador  D.  José  García  Noblejas,  pretendiendo  coadyuvar  á 
Ja  Administración,  lo  cual  se  mandó  tener  presente  á  su  tiempo: 

Resultando  que  pasado  todo  al  Ministerio  fiscal  se  ha  opuesto  á  la 
admisión  de  la  demanda  y  á  la  adhesión  á  ella,  fundado  en  que  en 
minería  solo  cabe  el  recurso  contencioso  contra  las  resoluciones  defi- 
nitivas déla  Administración  activa  en  los  casos  que  determinan,  la  ley 
y  el  reglamento  del  ramo,  y  en  ninguno  de  los  que  expresa  el  art.  83 
de  la  1/  y  el  86  del  2.*,  está  comprendida  la  orden  reclamada,  la  cual 
no  es  definitiva,  porque  ni  concede  ni  niega  pertenencia  minera: 

Resultando  que  en  es  le  estado  se  mandó  tener  presente  la  solicitud 
del  Procurador  Poo  y  Espejo  y  se  entregaron  lo.^  autos  por  tres  diaa 
iespecti?amente  á  los  de  igual  clase  D.  Miguel  Pérez  Mansiila  y  Don 
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José  García  Noblejas  al  solo  efecto  de  iosiruccioD  del  anterior  escrito 
fiscal: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Luis  Vázquez  MondragoD: 

Considerando  que,  según  jurisprudencia  establecida  por  el  Consejo 
de  Estado  y  por  este  Tribunal  Supremo,  solo  procede  la  Tia  conten- 
ciosa coolra  tas  resoluciones  ministeriales  en  materia  de  minaB  res- 
pecto de  aquellos  casos  en  que  está  expresamente  concedida  por  las 
leyes  y  reglamentos  vigentes  sobre  la  materia: 

Considerando  que  la  órdeo  replamada  de  7  de  Noviembre  de  1873, 
por  la  que  se  mandó  demarcar  la  mina  Deaeadñ  Scxta^  el  terreno  fran- 
co dentro  de  su  designación  do  tiene  el  carácter  de  definitiva,  porque 
ni  concede  ni  niega  pertenencia  minera;  y  en  tal  concepto  no  se  halla 
comprendida  en  ninguno  de  los  casos  expresados  en  el  art.  89  de  la 
ley  y  el  86  del  reglamento; 

'  Fallamos  que  debemos  declarar  y  (jieclaramos  improcedente  la  via 
contenciosa,  y  que.  no  bá  lugar  á  admitir  la  dema-nda  presentada  á 
nombre  de  D.  Francisco  Bbrens  contra  la  expresada  orden  de  7  de  No- 
viembre de  1873. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  oficial 
y  se  insertará  en  la  Celeccion  legislativa,  sacándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Ministerio  de 
Fomento  con  la  oportuna  certificación,  lo  pronunciamos,  mandanaoa 
y  firmamos. =Juao  González  Acevedo=José  María  Herreros  de  Tejada. 
=Pascual  Bayarri.=Juan  Jiménez  Cuenca. =Manuel  Leon.=Lais  Váz- 
quez MoDdragon.=Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación. scLeida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  e| 
Excmo.  Sr.  D.  Luis  Vázquez  Mondragon,  Magistrado  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que  certifico 
como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  2  de  Octubre  de  i874.s=Enrique 
.Medina. 

[Gaceta  de  19  de  Octubre  de  1874). 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Decreto  restableciendo  la  Superintendencia  de  las  minas  de 

Almadén. 

Exposición. 

Sr.  Presidente:  Las  minas  de  Almadén,  qu^  la  Nación  conserva  coa 
solícito  esmero  y  mejora  con  patriótica  iniciativa^  sin  reparar  en  sa- 
crificios y  sometiéndole  á  los  progresos  de  la  ciehcia,  necesttan  en  es- 
tos  momentos  una  administración  especial,  porquetas  preocupaciones 


populares  repugnao  ios  nue?os  aparatos  y  procedtmieDtos  índustrialat^ 
y  el  espirita  de  resisteocia  éa  una  parte  de  la  clase  obrera  ha  llegado 
al  puatode  desconocer  todos  los  derechos  y  de  fallar  d  todos  los  debe- 
res. 

•  Tristísimos  sucesos  que  España  ha  presenciado  con  dolor  y  corregi- 
do con  energSa,  cuyas  victimas  fueron  mártires  de  su  d*íber,  obligan  al 
Gobierno  á  dar  fuerza  al  principio  de  autoridad,  entonces  encarnecido, 
oentralizando  en  una  sola  jefatura  la  dirección  del  establecimiento. 

Aquellos  incalculables  é  inacabables  criaderos  qae  constituían  en  lo 
antiguo  la  joya  más  preciada  de  la  monarquía  y  que  constituyen  hoy 
una  de  las  propiedades  más  valiosas  de  la  Nación,  fueron  explotados 
ya  por  codiciosos  arrendadores  más  atentos  al  propio  interós  que  al  in- 
terés de  la  patria,  ya  también  por  el  Estado  que  no  siempre  tuvo  acier* 
to  y  discreccion  en  disponer  y  dirigir  los  trabajos. 

Asi  se  comprende  que  en  siglos  anteriores  la  explotación  mi»  6 
menos  perita  de  las  minas  estuviese  en  relación  directa  con  las  nec6* 
sidades  del  Tesoro,  y  que  el  mayor  ó  menor  caudal  de  azogue  fuera  el 
limite  para  conocer  su  importancia  industrial  en  el  mundo. 

Se  fijaban  en  tiempos  pasados  más  que  en  la  conservación  de  las 
minas  y  en  los  procedimientos  de  desagüe,  en  la  extracción  del  mine* 
ral,  por  entonces  como  ahora  vivamente  solicitado  en  los  morcadoi 
extranjeros. 

Por  eso  la  maquinaria  antes  del  reinado  de  D.  Garlos  IV  no  estaba 
en  relación  con  el  estado  déla  ciencia  ni  con  el  progreso  de  la  indus- 
tria en  aquella  época;  condiciones  ambas  que  dosdo  flnei  del  siglo 
XVIII  se  procuró  utilizar  y  proteger. 

Las  Cortes  y  los  Gobiernos  tuvieron  flja  la  mirada  en  el  estableci- 
miento minero  de  Almadén,  ya  por  lu  importancia  Industrio!,  ya  por 
las  riquezas  que  atesora,  ya  por  los  saneados  rendimientos  que  ofrece 
al  presupuesto  de  ingresos;  y  su  interés,  que  era  el  di)  la  Nación,  y  su 
deber  como  legisladores  y  como  gobernantes^  les  llevó  á  adquirir  y 
establecer  los  aparatos  y  máquinas  más  modernas  en  banoflclo  de  la 
écooomia  de  trabajo,  de  dinero  y  de  fuerza  quo  allí  se  empleaba  con- 
tra los  consejos  de  la  ciencia. 

Competencias  infundadas,  rivalidades  funestas  y  pare^'cres  encon- 
trados entre  los  cuerpos  periclaleí  y  lotagentos  odmlnUtratlvos  retra- 
saron por  el  pronto  las  mejoras  necesarias,  hnnin  qu«  el  Gobierno,  con- 
siderando urgente  el  remedio,  puso  UrmUtQ  h  una  situación  anómala 
4  irregular. 

La  maquinaría  se  coloca}  bajo  la  dir^^'^^^lon  íM  mismo  Inspector  de 
Ingenieros  que  mit  tarde  hai;ia  de  perd«»r  la  vidí  hallándose  en  el 
ejercido  de  sus  funciones,  sio  duda  como  castigo  impuesto  por  la  ig» 
aoranda  ai  hombre  entusiasta  de  los  nufiíron  adelantamientos  Indus^ 
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tHales;  maquinaria  que  ahorra  liempo  y  ajimentá  la  vida  de  los  obre- 
ros, economizando  sus  fuerzas  y  haciendo  más  fácil  la  respiracioa  eik 
ias  galerías  y  subterráneos.  No  aumeula  la  prodüecioü  ni  limita  el  oü* 
mero  de  brazos,  como  se  hace  creer  á  las  muchedumbres  por  qateti 
tenga  interés  en  pioducir  conflictos  y  presentarnos  ante  la  Europa 
poco  meóos  que  adversarios  de  las  conquistas  de  la  civiltzacioo. 

Las  doctrinas  propagadas  eiitre  las  clases  obreras  con  fines  pollti-^ 
Cps,  aunqpe  con  tendencias  socialistas,  irrealizables  siempre,  per# 
slempie  perturbadoras,  ha  hecho  que  gente  indogta  atente  contra' las 
aplicacipnes  del  saber,  del  lestudio  y  del  genio  por  suponerlas  contrá- 
ria;S  á  su  interés  personal.  Tales  predicaciones,  incesantemente  con- 
sentidas y  hoy  de  todo  punto  reprobadas,  solo  llevan  consigo  la  dése* 
lacion  y  la  ruina,  ya  se  apliquen  en  nombre  del  pasado,  ya  queriendo 
representar  el  porvenir. 

Necesita  el  establecimienio,  porque  así  lo  aconseja  la  previsión,  una 
actividad  constante,  un  Jefe  enérgico  y  prudente,  un  personal  entendi- 
do y  una  Dirección  que  responda  á  las  necesidades  actuales  y  á  las 
exigencias  de  la  industria.  Ni  la  parte  facultativa  debe  sobreponerse  á 
la  admihisirativa,  ni  ésta  debe  invadir  atribuciones  propias  y  privati** 
vas  de  los  Ingenieros.  Una  sola  Autoridad,  de  la  que  dependan  todo^ 
los  demás,  que  responda  á  la  importancia  de  su  cargo,  que  desenvuel- 
va su  iniciativa,  que  ostente  un  empleo  adquirido  en  el  servido  áe\ 
Estado,  y  proceda  de  un  cuerpo,  garantía  de  ilustración  científica,  que 
reprima  con  prontitud  y  legalidad  todo  movimiento  contrario  al  lib)*» 
ejercicio  de  los  agentes  del  Gobierno,  devolverá  la  calma,  valiéndose 
4e  la  persuasión,  del  ejemplo  y  la  eficacia  de  la  ley,  á  los  obreros  fa- 
natizados por  predicaciones  insensatas  y  por  ofrecimientos  tanto  más 
pomposos  cuanto  más  irrealizables. 

Para  esta  reforma'  bastan  los  créditos  consignados  en  el  presüpues*^ 
%o  vigente,  sin  aumento  alguno  para  el  Tesoro.  Si  fuere  necesario  acor- 
dar trasferencias  de  crédito,  deberán  seguir  los  expedientes  que -los 
produzcan  la  tramitación  establecida  para  estos  casos  en  la  ley  dé  2!^ 
'-  de  Junio  de  1870. 

Fundado  en  las  precedentes  consideraciones  el  Ministro  que  suscri* 
J)e,de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Ministros,  tiene  el  honor  de  someter 
á  la  aprobación  de  V.  E.  el  adjunto  decreto. 

Madrid  20  de  Octubre  de  1874. 

El  Ministro  de  Hacienda. 
JUA5   FAANCISCO   CAMAGHO. 

Deoketo. 

Conformándome  con  lo  propues^to  por  el  Ministro  de  Hacienda,  de- 
.acuerdo  oon  el  Consejo  de  Ministros, 
Vengo  en  decretar  lo  siguiente: 


Ariieulo  1/  SeresUUece  dssde  !.*  de  Noviembre  pr^xiíao  la  Sa- 
perÍDieodeDcia  de  las  mioas  de  Almadén. 

ArL  2.*  El  cargo  de  Superinteodeoie  será  desempeñado  por  oo 
Brigadier  de  ejército  procedente  de  uno  de  los  cuerpos  de  Artillería, 
E^tftdQ  Mayor  ó  Ingeoieros,  y  percibirá  aobre  su  haber  en  ^ituacioiQ  de 
cuartel  Mi  gratificación  de  10.000  pesetas  anuales. 

ArL  3.*  £1  nombramiento  de  Superintendente  será  acordado  en 
Consejo  de  Ministros,  á  propuestn  del  de  Hacienda. 

Art,  4.*  Dicho  funcionario  tendrá  en  el  orden  civil  la  categoría  de 
Jefe  de  Administración  de  primera  clase»  y  dependerá  directamente  de 
la  Dirección  de  Propiedadea. 

Art.  5.*    Los  Ministros  de  la  Guerra  y  Gobernación  podrán  enco-  • 
mendar  al  Brigadier-Superintendente  el  Gobierno  militar  de  la  plaza  y 
el  Subgobierno  de  la  localidad  siempre  que  lo  estin^ien  oportuuo. 

Arl.  6.*  La9  transferencias  de  crédito  á  que  dé  lugar  el  presente 
decreto  seguirán  Ipa  trámites  marcados  en  el  articulo  41  de  la  ley  de 
25  de  Junio  de  i870. 

Art.  7.*  Habrá  dos  secciones  en  la  Superintendencia  de  las  minas 
de  Almadén,  la  primera  se  denominará  Secretaría  de  la  Superinten* 
deacia^  y  la  segunda  de  Inierveneion^  i  cuyo  frente  estarán  respecti- 
vamente un  jefe  de  Negociado.  El  Interventor  tendrá  las  facultades  que 
le  competes  por  el  artf  47  del  reglamento  de  la  Administración  eco- 
I^Smica  provincial  de  8  de  Diciembre  de  iB69«  y  la  Sección  de  su  c^ar- 
go  dependerá  de  la  Intervención  general  de  la  Administración  del 
£stado. 

Art.  8.*  Un  reglamento  especial  fijará  los  deberes  y  atribuciones 
jdel  Superintendefite,  del  Director  facultativo,  de  los  Ingenieros  y  Ayu* 
dantes,  de  la  Secretaria  ó  Sección  administrativa,  de  la  Sección  de 
Intervención,  de  La  Pagaduría  y  de  los  funcionarios  afectos  á  servicios 
especiales  del  establecimiento. 

Art.  9.**  Continuarán  subsistentes  las  gratificaciones  que  disfruta 
«I  peraonal  facultatiro» 

Art-  iO.  El  Superintendente  podrá  proponer  á  la  Dirección  de  Pro* 
liiedades  las  reformas  y  economías  que  considere  oportunas. 

Art.  il.  £1  Ministro  de  Hacienda  queda  encargado  de  la  ejecución 
de  este  decreto. 

Madrid  veinte  de  Octubre  de  jmil  ochocientos  setenta  y  cuatro. 

II  MiftMlro  46  HpHúeoda. 
mA»  TBAiNCiSCO  GAUACBQ. 

(Gmita  4e  Qd  4e  Octubre  de  1874  j. 
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Resolución  en  el  expediente  instruido  en  solicitud  de  que  se  des- 
dare exceptuado  del  pago  de  derechos  de  consumos  el  car- 
bón de  piedra  dedicado  á  usos  industriales. 

Excmo.  Sr.:  Visto  el  expediente  instruido  en  la  saprimida  Direc- 
cioQ  general  de  Impuestos  indirectos,  á  instancia  de  varios  fabrican- 
tes, solicitando  que  se  declare  exceptuado  del  pago  de  derechos  do 
consumos  el  carbón  de  piedra  dedicado  á  usos  industriales  en  concep- 
to de  primera  materia  de  fabricación: 

Considerando  que  siendo  dicho  artículo  uno  de  los  principales  ele- 
mentos de  la  industria,  y  que  en  sus  grandes  aplicaciones  del  precio  á 
que  se  obtiene  depende  en  gran  parte  su  desarrollo,  por  lo  que  se  ha 
procurado  siempre  evitar  toda  medida  que  pudiera  embarazar  su  trá- 
fico y  aumentar  su  valor: 

Considerando  que  su 'consumo  es  de  tal  importancia  en  algunas  in* 
dustrias,  que  de  imponerle  el  derecho  de  tarifa  pagarían  por  este 
concepto  más  del  doble  de  lo  que  pagan  por  la  contribución  de  subsi- 
dio, y  que  á  otras  se  las  arruinarla  por  completo,  porque  ese  derecho 
representa  las  utilidades  que  hoy  reportan  al  fabricante: 

Considerando  que  estas  razones  se  tuvieron  presentes  por  la  mayor 
parte  de  los  Ayuntamientos  al  plantear  el  impuesto  de  consumos  coa 
destino  ¿  cubrir  las  atenciones  de  sus  presupuestos,  y  fundados  en 
ellas  dejaron  de  comprender  en  sus  tarifas  el  carbón  de  piedra  dedica- 
do, á  usos  industriales: 

Considerando  que  con  la  excepción  reclamada  y  prudentemente 
concedida  no  ha  de  resultar  perjuicio  al  Tesoro,  toda  vez  que  ni  en 
los  cupos  de  consumos  impuestos  obligatoriamente  á  los  pueblos  por 
el  año  corriente,  ni  en  los  que  han  servido  de  base  para  los  emcabeza- 
mientos  libres  se  ha  hecho  aumento  alguno  por  este  artículo,  el  que 
por  las  razones  anteriormente  expuestas  no  figuraba  en  la  antigua 
tarifa: 

Considerando  que  no  existen  las  mismas  causas  para  exceptuar  del 
pago  el  carbón  de  piedra  que  se  invierte  en  pequeñas  industrias,  artes 
y  oficios,  porque  los  artículos  procedentes  de  aquellas  manipulaciones 
obtienen  precios  relativamente  al^os,  en  los  que  poco  ó  nada  iaílaye 
el  derecho  del  carbón  que  consternen: 

Y  considerando,  por  último,  que  no  debe  ser  tampoco  comprendido 
en  la  excepción  el  que  se  destina  al  consumo  doméstico,  porque  este 
se  encuentra  perfectamente  dentro  de  las  condiciones  del  impuesto; 

El  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República,  de  acuerdo  coa 
el  Consejo  de  Ministros  y  coa  lo  propuesto  por  la  precitada  Dirección, 
ha  resuelto: 
!•*    Que  está  exento  del  pago  de  derechos  de  consumo  el  carbón  dt 
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piedra  que  empleen  en  aparatos  ó  máquinas  movidas  por  el  vapor  lo§ 
industriales  comprendidos  eu  la  tarifa  3/ de  la  contribución  de  subsi- 
dio, el  que  se  dedique  á  la  fundición  de  cualquiera  clase  de  minerales 
y  el  que  las  empresas  de  ferro-carriles  inviertan  en  las  máquinas  de 
arrastre  y  en  los  talleres  de  construcción  ó  recomposición  de  material. 
2/  '  Que  el  carbón  de  piedra  libre  de  los  expresados  derechos  se 
considere  como  un  depósito  doméstico- para  los  efectos  expresados  en 
el  caso  4.*  del  art.  85,  y  en  el  6.%  7/  y  8/  del  art.  86  de  la  instrucción 
de  26  de  Junio  último;  quedando  por  consecuencia  los  contraventores 
sujetos  á  las  penas  que  los  citados  artículos  determinan. 

De  orden  del  referido  Presidente  lo  digo  á  V.  E.  para  los  efectos 
consiguientes.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  16  de  Octu- 
bre de  i874. 

CAHAGHO. 

Sr.  Director  general  de  Contribuciones  é  Impuestos  indirectos. 

{Gaceta  de'^i  de  Oetubre  de  1874). 

TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recur- 
$0  presentado  sobre  la  ejecución  de  la  sentencia  sobre par^ 
tidpacion  en  la  mina  Virgen . 

Resultando  que  siguiéndose  diligencias  ante  el  Juez  del  distrito  de 
la  Audiencia  de  esta  capital,  en  cumplimiento  de  sentencia  firme  obte- 
nida por  D.  Ignacio  Figueroa  y  Mendieta,  por  la  que  se  mandó. darle 
posesión  en  4 i  centavos  de  la  mina  Virgen,  sita  en  término  de  Bailen, 
sobre  que  habia  versado  el  pleito,  se  pidió  por  D.  Eduardo  Bonaplata 
la  suspensión  de  la  posesión  y  más  resuelto  en  la  ejecutoria  basta  que 
se  decidiese  un  íncidenie  de  deslinde  que  habia  pedido  sobre  la  expre- 
sada mina: 

Resultando  que  el  Juzgado  denegó  /a  suspensión  por  tratarse  del 
cumplimiento  de  una  ejecutoria,  y  que  apelado  su  auto  ante  la  Audien- 
cia de  esta  capital,  fué  confirmado  con  costas  en  22  de  Junio  ultimo, 
contra  cuyo  auto  de  Sala  interpone  Bonaplata  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  citando  las  que  á  su  juicio  se  han  infringido: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermin  de  Muro: 

Considerando  que  en  los  incidentes  sobre  ejecución  de  sentencias 
no  se  dá  recurso  de  casación  sino  cuando  se  contraviene  á  lo  ejecuto- 
riado ó  se  resuelven  cuestiones  nuevas  que  no  se  han  tratado  en  el  jui- 
cio, lo  que  no  sucede  en  el  auto  contra  el  que  se  recurre: 

Considerando,  además,  que  el  recurso  de  casación  solo  se  dá  contra 
sentencias  definitivas  délas  Audiencias,  entendiéndose  por  tales  las  que 
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Aoo^ue  recayendo  sobre  un  articulo  pongan  término  al  juicio  y  hagaa 
imposible  su  continaacion;  y  que  el  auto  denegando  la  suspensión  dé 
la  posesio;!  no  pone  término  al  pleito  ni  impide  su  continaacion; 

No  há  lugar,  con  las  costas,  á  la  admisión  del  recurso  de  casacioo 
por  infracción  de  ley  interpuesto  por  D.  Eduardo  Bonaplata,  á  quien  se 
deTuelva  el  depósito  que  ha  constituido. 

Madrid  i9  de  Setiembre  de  4874.=:Tomás  Huet.=:Jo¿é  M.  Gáceres. 
=closé  Fermín  de  Bfuro.=Ramon  Diaz  Vela.=Eugeoío  de  Angalo.= 
Licenciado  Desiderio  Martínez. 

(Gaceta  de  92  de  Octubre  de  1874). 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 


Besolucion  en  el  expediente  promovido  en  solicitud  de  que  se 
declárela  sal  exenta  del  derecho  de  carga. 

limo.  Sr.:  Visto  el  expediente  promoviao  por  ios  propietarios  de  sa- 
linas y  comerciantes  extractores  de  Cádiz/  como  también  el  Ayunta- 
mieoto  de  San  Fernando  y  la  Junta  directiva  de  liga  de  contribuyentes 
de  aquella  localidad,  en  solicitud  de  que  se  declare  la  sal  exenta  del 
derecho  de  carga  que  establece  el  art.  11  del  decreto  de  26  de  Junio 
último,  relativo  al  presupuesto  vigente  de  ingresos: 

Teniendo  en  cuenta  que  de  todos  los  datos  y  antecedentes  reunidos 
en  el  estudio  de  este  asunto  para  su  más  acertada  resolución,  se  de* 
duee  que  son  poderosas  las  razones  que  en  todo  tiempo  han  existido 
para  eximir  del  pago  de  derechos  de  puerto  y  navegación  á  los  buques 
que  cargan  sal  en  los  puertos  españoles: 

Considerando  que  ahora  igualmente  aconseja  la  conveniencia  deque 
se  declare  la  exención  del  nuevo  impuesto  de  carga,  pues  de  lo  con- 
trario se  seguirá,  á  no  dudarlo,  la  ruina  de  la  importante  industria  sa- 
linera, efecto  dd  que  no  podria  sostener  la  competencia  con  otros  pun- 
tos productores  extranjeros,  principalmente  de  Portugal  é  Italia. 

Considerando  que  demostrada  la  justicia  de  la  solicitud,  debe  con- 
cederse la  exención,  no  solo  para  los  buques  que  carguen  sal  de  las 
salinas  de  la  provincia  de  Cádiz,  sino  de  las  demás  de  particulares  y 
de  las  que  son  propiedad  del  Estado^  como  sucede  con  las  importantes 
salinas  de  Torrevieja: 

Considerando  que  son  verdaderamente  excepcionales  las  circuns*- 
taneias  que  eoncurren  en  este  asunto;  y  con  el  fin  de  conciliar  en  lo 
posible  los  intereses  del  Tesoro  con  los  de  la  industria  y  del  comercio. 

El  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  Bepüblica^  conformándose 
por  lo  propuesto  por  V.  I.  y  )a  Dirección  general  de  Rentas  Estancadas» 


im  tenido  á  bieo  declarar  i  los  buques  que  carguen  sal  en  todos  loa 
puertos  de  la  Península  é  islas  adyacentes  exentos  del  derecho  de  car* 
^a  á  <^ue  se  refiere  el  art.  li  del  decreto  de  M  de  Junio  dlliroo  en  la 
naregacion  de  segunda  y  tercera  clase,  ó  sea  i  puertos  de  Europa,  do 
América  y  demás  en  el  comercio  de  exportacioo. 

De  orden  del  Sr.  Presidente  lo  digo  á  V.  I.  para  los  efectos  oportu* 
nos.  Dios  guarde  i  V.  I.  muchos  años.  Madrid  14  de  Octubre  de  1874. 

Camacbo. 
Sr.  Director  general  de  Aduanas. 

(Gacela  de  Z  de  Noviembre  de  1874). 


TRIBUNAL  SUPREMO. 


Sentencia  declarando  no  haber  lugar  i  la  admisión  dol  recur^ 
S9  de  casación  en  el  expediente  de  reclamación  de  daños 
causados  por  la  empresa  del  ferro-carril  de  Belmez  ala  So» 
ciedad  minera  La  Manchega,  Bélica  y  Vizcaína. 

Resultando  que  instruido  expediente  en  el  Gobierno  civil  de  la  pro- 
Tincia  de  Córdoba  á  instancia  de  la^  Sociedad  minera  La  Manchegat 
Bélica  y  Viicaina  contra  la  empresa  constructora  del  ferro*carril  do 
Belmez  á  Almorchon  en  reclamación  de  aprecio  y  abono  de  tórrenos  y 
daños  causados  por  esta  última  empresa,  en  cuyo  expediente  fe  perso- 
nó el  Director  de  la  Compañía  délos  ferro-carriles  de  Ciudad-llosl  i  Ba- 
dajoz y  de  Almorchon  á  Belmez,  mediante  que  la  Indicoda  empresa 
constructora  habla  terminado  ya  sus  trabajos^  se  dictó  por  s<|uel  Go- 
bierno civil  resolución  condenatoria  de  que  se  alzó  dicha  Compaflla 
pasando  después  el  expediente  al  Juzgsdo  de  primera  instancia  da 
Fuente-Ovejuna: 

Resultando  que  continuadas  las  diligenciss  en  «qu(«l  Ju/^ad')  por 
la  indicada  Sociedad  mioera«  aunque  sin  comparec'^ncia  án  h  Onnpa* 
nía  de  dichos  ferro-carriles  *e  pronunció  en  4()  íU  A^ost/i  de  11175  «uto 
definitivo  condenando  é  la  empresa  constructora  al  psi^o  iU  t'Mriee 
^cantidades,  coya  providencia  el  IVocurad'/r  tU  áínUn  Hhi'AnAeá  iriinera 
pretendió  se  oottílcase  é^  1).  iifné  Csnal'^Jas  y  Csfss^  n^quiriéndMle  al 
pago  de  aquellas  cantidades,  bajo  «I  r/nmifUi  tU  ihrtíiX*ff  y  r«pr««anUin- 
iadel  ferrocarril  de  Cíudad-B^ssl  k  H$'ÍM¡n/.  y  á**.  AUtmtMou  Á  ttiiínm, 
tu  ateocíoo  á  huh^j^  rtffmMo  1$  tfiní»ttfn$  f'AíunitmiUifs  d«  esta  últl* 
mo  en  la  es ploifd<;ra  de  a/|ttí?l; 

I^uiUbdo  qm  {ffMKiU^ÓM  étn  ^f*'^'Uf  AUMe  mA.\Ut'Sí'Um  é  Uanalejaa 
aeud;^  é»t^  $i  luzf^áo  Hx^ifuít^Mt*  q»i^  al  )iw^rla  «^  habia  ^ttirM^^i^ 
^uit ocadai»«»te  yt0f  la  íAnuUAeA  6t  \$  nvm  f^nt'M  éU  la  0/flupabía  d» 
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dicho  ferro-carril  y  de  ia  coostructcra,  siendo  en  realidad  dos  entida- 
des distintas;  ea  cuya  virtud  pidió  se  declarase  nula  y  de  ningún  valor 
aquella  notiücacioñ  entendiéndose  las  actuaciones  con  la  parte  que  eo 
autos  resultase  ioleresada;  y  si  á  ésto  lugar  no  hubiese,  se  le  admitie-^ 
raen  ambos  efectos  la  apelación  que  desde  luego  interponía  del  men- 
cionado aulo  definitivo: 

Resultando  que  el  Juzgado  accedió  á  esta  pretensión  en  auto  de  22 
de  Diciembre  de  1873  dejando  sin  efecto  las  notificaciones  hechas  á  Ca- 
nalejas y  á  su  Procurador,  y  declarando  que  mientras  el  Prudurador 
contrario  no  patentizara  oficialmente  quién  personificaba  la  empresa 
contraría  que  habia  sido  condeiíada,  no  se  daría  paso  alguno  en  los^ 
autos: 

'  Resultando  que  de  esa  providencia  apeló  la  Sociedad  minera  ya 
mencionada,  y  personadas  ambas  partes  en  la  Audiencia  de  Sevilla,  la 
Sala  de  lo  civil  de  la  misma  proveyó  en  16  de  Junio  del  corriente  aña 
1674  auto  motivado  por  el  que  revocó  el  apelado;  y  mandó  «que  con- 
tinuando en  sus  efc(;tos  legales  la  notificación  hecha  á  D,  Jo^é  Canale- 
jas del  auto  definitivo  de  19  de  Agosto  do  1875,  y  por  interpuesta  en 
tiempo  la  apelación  del  mismo,  provea  el  Juez  sobre  la  admisión  de( 
recurso  lo  que  corresponda  con  arreglo  á  derecho:» 

Resultando  que  contra  dicho  auto  motivado  la  Compañía  concesio- 
naria de  los  caminos  de  hierro  de  Ciudad-Real  á  Badajoz  y  de  Almor- 
chon  á  Belmez  ha  interpuesto  ante  este  Tribunal  Supremo  recurso  de 
casación,  citando  como  infringidas  diferentes  docitrinas  y  disposiciones 
legales: 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arríela: 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  se  da  úniccraente  contra- 
sentencias  definitivas,  entendiéndose  por  tales  las  que  terminen  el  jui> 
cío,  y  las  que«  recayendo  sobre  un  artículo,  pongan  término  al  pleito 
haciendo  imposible  su  continuación: 

Considerando  que  no  produce  ninguno  de  estos  efectos  el  auto  de 
i6  de  Junio  contra  el  que  se  recurre  dictado  en  incidente  sobre  ejecu- 
ción de  sentencia,  puesto  que  declarando  subsistente  y  eficaz  la  apela-^ 
cion  que  D.  José  Canelejas  interpuso  del  auto  drfinitivo  de  19  de  Agos- 
to de  1875  que  le  fué  notificado  en  concepto  de  Director  de  la  Compa- 
ñía del  ferro-carril  de  Ciudad-Real  á  Badajoz  y  de  Almorchon  á  Bel- 
mez, hoy  recurrente  y  encargando  ai  Juzgado  de  primera  instancia 
que  provea  sohre  la  admisión  de  la  misma  apelación  lo  que  correspon- 
da con  arreglo  á  derecho,  lejos  de  poner  término  al  juicio  y  hacer  im- 
posible su  continuación  autoriza  y  facilita  la  prosecución  del  mif^mo, 
abriendo  en  su  caso  la  segunda  instancia  sobre  el  objeto  de  dicha  ape- 
Jacion; 

Se  declara  no  haber  lugar,  con  las  costas,  á  la  admisión  del  recurso 
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de  casación  iaterpoesto  por  la  Compañía  coDcesioDaria  de  los  caminos 
de  hierro  de  Ciudad-Real  á  Badajoz  y  de  Almorchon  á  Beimez: 

Madrid  6  de  Octubre  de  1874.=Tomás  Huet.=Laureano  de  Arrieta. 
=Manuel  María  de  Basu^1do.=Jaan  Cano  Manuel.= Joaquín  Ruiz  Ca- 
fiabate.=LiceDciado  Mariano  Fernandez  García* 

{Gaceta  de  6  de  Noviembre  de  1874). 


Sentencia  declarando  no  ha  lugar  á  la  admisión  del  recurso 
de  casación  interpuesto  respecto  de  ciertos  minerales  em" 
bargados. 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por  D.  Ms^nuel 
Pérez  del  Molino,  Director  gerente  de  la  Sociedad  minera  La  Esperan^ 
zUf  en  autos  con  Doña  Diooisia  Martinez  Diez,  por  si  y  á  nombre  de 
8QS  hijas  Doña  Úrsula  y  Doña  Magdalena  de  la  Incera  Martinez,  y  Doña 
Dolores,  Dona  Cristina  y  D.  José  María  de  la  Incera  y  Martínez,  spbre 
alzamiento  de  la  suspensión  de  procedimientos  ejecutivos  seguidos 
contra  D,  Antonio  Martinez  respecto  de  ciertos  minerales  embargados 
á  éste,  la  expresada  Sala  ha  dictado  el  auto  que  sigue; 

«Resultando  que  despachada  ejecución  en  9  de  Enero  de  1873  á 
instancia  de  Doña  Diooisia  Martinez  Diez,  por  si  y  en  representación 
de  sus  hijas,  por  la  cantidad  de  78.623  rs.  41  céntimos,  se  hizo  traba 
en  el  17  por  100  de  los  minerales  correspondientes  á  la  Sociedad  mi- 
nera La  Esperanza  y  otros  efectos,  dictándose  semencia  de  remate  y 
mandando  seguir  la  ejecución  adelante: 

Resultando  que  pendiente  el  procedimiento  de  apremio,  D.  Ma- 
nuel Pérez  del  Molino,  Director  gerente'de  la  Sociedad  minera  La  Es» 
peranza,  interpuso  tercería  de  dominio  por  los  minerales  embargados, 
que  fué  admitida  en  10  de  Junio  de  1873,  con  suspensión  de  los  pro- 
cedimientos ejecutivos  en  cuaiito  á  los  minerales  embargados,  dándose 
traslado  á  los  ejecutantes  y  ejecutados: 

Resultando  que  al  evacuar  el  traslado  de  la  demanda,  los  ejecutan- 
tes con  fecha  22  de  Julio  del  mismo  año  y  por  medio  de  otrosí  solici- 
taron  se  alzase  la  suspensión  decretada,  promoviendo  incidente  sobre 
este  eictremo: 

Resultando  que  sustanciada  esta  petición  en  pieza  separada,  la  Au- 
diencia de  Bdrgos  confirmó  el  auto  del  Juzgado  inferior,  por  el  cual 
se  accedió  al  alzamiento  de  la  suspensión  acordada  en  10  de  Junio  de 
1873: 

Resultando  que  contra  el  auto  confirmatorio  de  la  Audiencia  de 
Burgos  interpuso  recurso  de  casación  D.  Maouel  Pérez  del  Molino  ale- 
gando varias  iofraccionea  que  no  son  hoy  objeto  de  resolución: 

Siendo  Ponente  él  Blagistrado  D«  Juan  Cano  Hanael: 
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Considerando  que,  según  lo  terminantemente  dispuesto  en  los  nú- 
meros 1/  y  2."  del  art.  3.*  de  la  ley  proFÍsional  sobre  reforma  de  U 
casación  civil,  solo  se  dá  contra  las  sentencias  definitivas,  entendién- 
dose por  tales  las  que  terminen  el  juicio  ó  las  que  recayendo  sobre  uq 
articulo  pongan  término  ai  pleito  haciendo  imposible  su  continuación: 

Considerando  que  el  auto  da  la  Audiencia,  confirmatorio  del  de  pri- 
mera instancia,  por  el  que  se  mandó  alzar  la  suspensión  del  procedi- 
miento ejecutivo,  no  es  sentencia  definitiva  ni  recae  sobre  artículo  que 
ponga  fio  al  juicio,  sina  un  auto  interlocutorio  á  que  ser  ha  dado  la 
forma  ie  incidente,  que  aunque  lo  fuera  tampoco  daría  lugar  á  casa- 
ción, la  cual  solo  cabria  en  su  caso  contra  la  sentencia  final  que  en  su 
día  debe  recaer  sobre  el  fondo  de  la  tercería  adjudicando  á  quien  cor- 
responda el  dominio  de  los  materiales  embargados; 

No  há  lugar,  con  las  costas,  á  la  admisión  del  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Manuel  Pérez  del  Molino,  y  devuélvasele  el  depósito 
que  constituyó* 

Madrid  27  de  Octubre  de  i874:=Tomás  Huet.=José  Maria  Cáce- 
res.=Lanreano  de  Arrieta.=Maouel  María  de  Basualdo.=Juan  Cano 
Manuel. =Licenciado  Mariano  Fernandez  Garcia.=Rogelio  González 
Montes,  Escribano  de  Cámara.* 

'  (Gaceta  de  21  de  Noviembre  de  1874j. 


Sentencia  declarando  improcedente  la  via  contenciosa  en  el  eay-^ 
pedienle  sobre  revocación  de  la  orden  que  desestimó  el  r»y^ 
curso  de  qu^ a  contra  el  acuerdo  del  Ayuntamiento  deMa^ 
rata  de  Tajuña  para  gravar  el  carbón  mineral  en  concepto 
de  arbitrio  municipal. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  i5  de  Octubre  de  i874,  en  los  autos  sobr^ 
procedencia  déla  via  contenciosa  y  admisión  de  la  demanda  presentada 
por  el  Licenciado  D.  Luis  Moreno  y  Gil  de  Borja,  á  nombre  y  con  po« 
der  de  D.  Emilio  Martínez  de  Velasco  y  Calleja,  contra  la  Administración 
general  del  Estado,  repr^esentada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  revo- 
cación de  la  orden  etpedida  por  el  Mini^sterio  de  la  Gobernación  en  Id. 
de  Diciembre  de  i873,  que  desestimó  su  recurso  de  queja  contra  el 
acuerdo  del  Ayuntamiento  de  Morata  de  Tojuña  para  g;ravar  el  carbón 
mineral  que  asi  el  recurrente  como  los  demás  fabricantes  y  vecinof 
ceüasumierao  en  sus  casas  y  fábricas,  en  concepto  de,  arbitrio  orq* 
nicipal: 

Resultando  que  en  28  de  Mayo  de  1872  celebró  sesión  el  Ayuta- 
miento  de  Morata  de  Tajuña  con  la  Junta  de  asociados,  y  acordaroa 
los  medios  de  cubrir  el  déficit  que  resultaba  en  el  presupuesto  para.el 
año  económica,  de  1872  á  i  873,  adoptando  entre  otros  el  de  gravar  los 


«rticolos  de  comer,  beber  y  arder,  para  lo  eoal  se  formó  una  ta» 
rifa,  que  faé  reformada  despaes,  coa  la  imposición  de  derechos  mo* 
oicipales  sobre  el  consamo  que  hubiese  en  el  pueblo  y  su  término,  ya 
00  casas  particulares,  ya  ea  establecimientos  industriales,  del  earboa 
común  ó  carbón  de  piedra  ü  otras  clases,  "euy os  derechoe  se  satisfarían 
al  tiempo  de  la  introducción;  calculando  el  del  carbón  eomun  en  600 
arrobas  al  año,  que  devengarían  el  derecho  de  40  céntimos  cada  una 
é  importaban  200  rs.,  y  el  del  carbón  de  piedra  ú  otras  clases  en  50 
arrolms  diarias,  que  hacian  18.250  al  ano,  al  que  se  le  exigirla  el  dere- 
cho de  45  céntimos  de  real  por  cada  una,  que  ascendian  á  2.757  rea* 
les  50  céntimos,  importando  eó  junto  todo  lo  presupuestado  la  can* 
tidad  de  60.807  rs.  50  céntimos. 

Resultando  que  dada  la  correspondiente  publicidad  al  anterior 
acuerdo  y  tarifa  sin  que  se  hiciese  reclamación  alguna  en  contra,  se 
elevó  i  la  Superioridad  para  su  aprobación,  concediéndola  el  Goberna** 
dor,  y  en  su  virtud  se  subastaron  los  enunciados  derechos  en  la  cantil 
dad  de  70.000  rs.  y  empezaron  á  exigirse  el  dia  1.*  de  Julio: 

Resultando  que  en  12  de  Octubre  siguiente  presentó  escrito  Don 
Emilio  Martínez  de  Velasen  y  Calleja  alzándose  del  acuerdo  de  la  Junta 
para  ante  la  Diputación  provincial,  y  exponiendo  que  tenia  una  fábrica 
de  papel  continuo  en  aquel  punto,  y  tal  resolución  ponia  obstáculos  á 
dicha  industria  y  le  causaba  perjuicios  de  importancia  impidiendo  la 
Uibre  circulación  y  venta  del  expresado  articulo  de  su  fabricación,  por 
lo  que  pedia  que  se  le  eximiese  de  dicho  arbitrio  municipal  impuesto 
sobre  el  carbón  de  piedra,  de  que  no  hacia  uso  para  las  necesidades 
ordinarias  de  la  vida  y  sí  solo  como  materia  indispeosable  para  el 
^ercicio  de  la  precitada  industria  á  que  se  dedicaba,  por  la  que  d^* 
pues  pagaba  contribución  y  no  debia  tener  otro  gravamen  pues  seria 
duplicado: 

Resultando  que  el  Negociado  correspondiente,  con  vista  de  lo  in» 
formado  por  el  Ayuntamiento  y  de  la  jurisprudencia  sentada  por  la 
Diputación,  estimó  ser  justo  dicho  impuesto  cualquiera  que  fuese  el 
uso  á  que  se  destinase  el  carbón  mineral,  lo  que  opinó  estaba  confor* 
me  con  lo  decidido  en  la  Real  orden  de  i3  de  Julio  de  aquel  año,  por 
lo  -que  propuso  que  se  desestimara  el  recurso  eotablado  por  Velasco; 
añadiendo  otras  razones  de  diversa  fndole  para  imponer  cierta  multa 
al  Ayuntamiento  de  Morata,  según  el  art.  175  de  la  ley  municipal  por 
haber  dejado  dé  proporeioaarae  los  datos  suficientes  sobre  el  consumo 
del  referido  carbón  mineral,  favoreciendo  intereses  particulares  en 
daño  de  los  del  Municipio^  puesto  que  según  decía  el  reclamante  se 
consumían  en  su  fábrica  00  i  95.000  arrobas,  que  devengarían  de  de* 
rechos  por  valor  de  3.575  á  3.572  pesetas  anuales: 

Resultando  que  acordado  asi  por  la  Diputación  en  sesión  de  10  de 
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Enero  de  1873,  como  también  la  condonación  de  la  multa  en  el  día  11 
siguiente,  á  virtud  de  reclamación  hecha  por  la  Municipalidad  en  27 
de  Febrero  posterior  solicitó  del  Goberneidor  civil  de  esta  provincia 
D.  Emilio  Martínez  de  Velasco  que  desestimase  el  acuerdo  de  aquella, 
declarando  que  no'podia  ser  objeto  delimpuesto  de  consumos  el  carbón 
de  piedra,  como  materia  destinada  ala  industria,  según  orden  del  Re* 
gente  del  Reino,  que  se  mandó  publicar  en  la  Gacela  para  que  formara 
jurisprudencia,  ni  aun  cuando  lo  fuera  procedería  en  el  presente  caso 
su  exacción,  porque  se  hallaba  en  abierta  lucha  con  el  pensamiento 
de  la  Junta  municipa*i  y  con  la  letra  y  espíritu  del  presupuesto;  man- 
dando que  por  el  arrendatario  de  la  contribución  de  consumos  se  le 
devolvieseu  las  cantidades  indebidamente  cobradas,  exigiéndole,  caso 
necesario,  la  responsabilidad  de  la  ley: 

Resultando  que  remitido  el  expediéntela  la  Superioridad  con  el  an- 
terior escrito  de  alzada,  de  conformidad  con  lo  informado  por  la  Sec- 
ción de  Gobernación  y  Fomentp  del  Consejo  de  Estado,  se  dictó  una 
orden  por  el  Gobierno  de  la  República  en  19  de  Diciembre  de  1873  des- 
estimando el  recurso  interpuesto: 

Resultando  que  contra  esta  orden  y  en  30  de  Abril  último  presentó 
demanda  contecioso-administrativa  en  este  Tribunal  Supremo  el  Li- 
cenciado D.  Luis  Moreno  y  Gil  de  Rorja,  á  nombre  y  con  poder  de  Don 
Emilio  Martínez  de  Vel&sco  y  Calleja,  pidiendo  lu  revocación  y  que  se 
condene  al  Ayuntamiento  de  Morata  al  reintegro  délas  cantidades  in- 
debidamente percibidas,  con  sus  intereses  legales;  exponiendo  con  tal 
motivo  los  fundamentos  que  juzgó  convenientes  contra  los  de  la  orden 
reclamada,  deduciendo  en  último  término  la  solicitud  de  que  seadmi« 
tiesesu  demanda  como  procedente,  y  para  ello  se  pidiera  al  Ministerio 
de  la  Gobernación  dicha  orden  que  dictó  en  13  de  Julio  de  1872,  base 
del  dictamen  emitido  por  el  Consejo  de  Estado  y  que  ao  se  ha  publica- 
do en  la  Colección  legislativa: 

Resultando  que  declarado  no  haber  logar  áesta  petición,  se  recla- 
mó tan  solo  el  expediente  gubernativo;  y  aunque  el  Ministerio  ñscal 
no  se  opuso  é  la  admisión  de  la  demanda,  apreciando  la  Sala  que  re- 
quería  mayor  examen  la  decisión  de  este  punto  como  cuestión  previa, 
mandó  poner  de  maniflesto  los  autos  á  la  parte  demandante  por  térmi- 
no de  tercero  dia  al  solo  efecto  de  instrucción  de  dicho  escrito  fiscal, 
y  trascurridos,  ha  seguido  su  curso  ordinario  la  tramitación: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Herreros  da 
Tejada:  ,  ' 

Considerando  que  según  está  declarado  por  repetidos  fallos  que  .for- 
man jurisprudencia,  conforme  con  el  principio  de  derecho  adminis- 
trativo  que  sirve  de  fundamento  al  Real  decreto  de  20  de  Setiembre  de 
1852  no  derogado  en  este  punto  por  disposiciones  legales  posteriores. 


en  nioguD  caso  puede  haber  lugar  á  la  via  cootencíosa  para  decidir 
sobre  reclamaciones  de  los  particulares  respecto  de  la  designación  y 
aprecio  de  la  riqueza  imponible,  por  ser  ésta  una  de  las  exclusivas  fa« 
coltades  de  la  Administración  activa,  sin  otro  limite  que  la  responsa* 
bilidad  ministerial: 

Considerando  que  la  orden  contra  la  cual  se  entabla  la  demanda 
presentada  por  la  parte  recurrente  versa  sobre  reclamaciones  del  mis-» 
mo  que  en  dicha  orden  se  desestiman,  de  conformidad  con  lo  propues- 
to en  su  informe  por  el  Consejo  de  Estado,  relativas  á  un  arbitrio  mu- 
nicipal en  que  por  acuerdo  á  medida  general  su  gravó  determi$iada 
materia  imponible; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  la  via 
contenciosa,  y  que  no  há  lugar  á  la  admisión  de  la  demanda  deducida 
por  parte  de  D.  fimilio  Martínez  de  Velasco  contra  la  orden  expedida 
por  el  Ministerio  de  la  Gobernación  en  19  de  Diciembre  de  1873.  / 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicnrá  en  la  Gaceta  oflcial 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  sacándose  al  efecto  la$  copias 
necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  á  dicho  Minis- 
terio de  la  Gobernación  con  la  certificación  correspondiente,  lo  pro* 
sunciamos,  mandamos  v  firmamos. ;=Juan  González  Acevedo.:=José 
María  Herreros  de  Tejada. =Juan  Jiménez  Cuenca.  =Manuel  Leon.= 
Manuel  Almonaci  y  Mora.=Francisco  Armesto.=;=Luis  Vázquez  Mon- 

dragon. 

PublicacíoD.=Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  José  Haría  Herreros  de  Tejada,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  tercera,  de  que  certifi- 
co como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  15  de  Octubre  de  1874.=En-' 

rique  Medina. 

(Gaceta  de  94  dé  Noviembre  de  1874;. 


MINISTERIO  DB  HACIENDA. 


Resolución  sobre  el  impuesto  establecido  por  la  Diputación 
facciosa  de  Durango  á  la  exportación  del  mineral  de  hierro, 

limo  Sr.  En  vista  del  expediente  instruido  con  motivo  de  una  co- 
municación del  Gobernador  civil  de  Vizcaya  dando  cuenta  de  que  la 
Diputación  facciosa  de  Durango  ha  establecido  un  impuesto  por  las  ex- 
portaciones del  mineral  de  hierro  de  aquella  localidad,  el  Presidente 
del  Poder  Ejecutivo  de  la  República,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de  Mi- 
nistros, se  ha  servido  resolver: 
1/    Se  prohibe  exportar  y  conducir  de  cabotaje  por  los  puertos  ha- 


bíhtados  délas  proTinciasde  Saotander,  Vizcaya  y  Guipúzcoa. el  mine» 
lal  de  hierro  de  las  mioai  situadas  en  terrenos  ocupados  por  los  car- 
Hstas. 

2.*  Los  minerales  de  hierro  de  las  minas  que  se  hallan  en  terrenos 
de  las  mismas  provincias  no  ocupados  por  los  carlistas  se  seguirán  ex* 
portando  ó  conduciendo  de  cak>t^e  de  un  punto  á  otro  de  la  Penín- 
sula. 

S/  El  Alcalde  de  la  loedidad  expedirá  al  efecto  una  certificación 
duplicada  haciendo  constar  el  anterior  requisito,  y  expresando  el  b4> 
Biero  de  toneladas  que  han  de  exportarse  en  cada  expedición. 

4.*  Las  Aduanas  habilitadas  no  autorizarán  la  salida  de  dichos  mi* 
nerales  sin  la  préfia  presentación,  examen  y  comprobación  de  las  indi- 
cadas certificaciones,  ooneerfando  una  de  ellas  y  estampando  en  am- 
bas la  diligencia  déla  presentación  y  el  sello  déla  Aduana. 

Y  5.*  Los  buques  de  guerra  de  estación  en  las  aguas  de  la  costa 
cantábrica  y  los  del  Resguardo  Tisitaráo  Ids  embarcaciones  de  todas 
clases  qué  conduzcan  minerales  de  hierro,  deteniendo  á  las  que  no  He» 
ren  el  citado  certificado  del  Alcalde,  y  la  factura  de  salida  de  la  Adua- 
na correspondiente  con  la  anotación  de  haber  pagado  el  Unpuesto  d« 
earga  y  además  el  municipal  en  las. salidas  por  la  ria  y  abra  de  Bilbaou 
Lo  ;digo  á  V.  1.  para  su  inteligencia  y  efectos  consigu lentas.  Dios 
guarde  á  V.  1.  muchos  aues.  Madrid  20  de  Noviembre  de  iB74. 

Gamacho. 
Sr.  Director  general  de  Aduanas. 

(Gaceta  dé  1.*  de  Diciembre  de  1874;. 


Orden  señalando  algunas  reglas  para  el  disfru  te  de  la  exen- 
cion  de  los  derechos  de  consumos  sobre  el  carbón  de  piedrí^. 

« 

Excmo.  Sr.:  En  vista  del  espediente  consultado  por  esa  Dirección 
general  exponiendo  los  abusos  á  que  podria  prestarse  la  orden  de  16 
de  Octubre  próximo  pasado  exceptuando  del  pago  de  los  derechos  de 
consumos  al  carbón  de  piedra  destinado  á  las  industrias  que  la  misma 
expresa;  y  con  el  ñtt  de  avilar  que  á  la  sombra  de  dicha  exeoGion  se 
defrauden  los  intereses  M  Tesore,  desuñando  el  referido  conpbustible 
á  otros  usos  y  sobre  todo  á  la  economía  doqaéstica,  el  Prnsidente  del 
Poder  Ejecutivo  de  la  República,  de  conformidad  con  lopropueslo  por 
y.  E.,  se  ha  servido  mandar  que  para  la  aplicacioo  de  aquel  benefitif^ 
sé  observen  las  reglas  siguientes: 

Primera.  Para  disfrutar  de  la  exención  de  los  derechos  de  consmnos 
ptorgada^porla  orden  de  IB  de  Octubre  último  al  carbón  de  piedra  que 
en  concepto  de  primera  materia  se  emplee  en  las  indostrias  á  que  se 
rettere  la  orden  cilada,  es  indispensable  que  los  respectivos  interesa- 
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dos  Id  soliciten  por  medio  de  insta oc^a  dirigida  á  la  Admlnistraeioo  del 
impuesto  en  el  punto  donde  radique  el  taller,  máquina  ó  establecí* 
miento  en  que  haya  de  consumirse  dicho  combustible.  Las  empresas 
de  ferro-carriles  presentarán  las  solicitudes  á  la  expresada  Admioistra- 
cion  en  el  punto  déla  linea  donde  establezcan  el  depósito  general  del 
carbón  de  piedra. 

Segunda.  A  las  solicitudes  acompañará  precisamente  el  documento 
que  justifique  la  inclusión  del  ioterebado  en  la  clase  correspondiente 
déla  matricula  industrial,  sin  cuyo  requisito  no  serán  admitidas;  de- 
biendo expresar: 

).*  La  cantidad  anual  de  toneladas  de  l.OUO  kilogramos  de  carbón 
de  piedra  que  el  respectivo  industrial  necesita  para  el  consumo  ó  entre- 
tenimiento de  su  industria. 

2.*  El  ndmero  de  aparatos,  máquinas,  hornos,  etc.  que  hayan  dt 
funcionar  durante  el  año. 

o.*  La  potencia  de  cada  motor  expresada  por  el  ndmero  de  caballo» 
de  vapor. 

4.*  Las  horas  diarias  de  trabajo  de  cada  máquina  ó  aparato  por  Xér- 
mino  medio,  y  el  tiempo  que  exige  el  tratamiento  de  cada  horno  dé 
fundición  en  una  fusión  completa. 

'5.*  La  cantidad  necesaria  de  carbón  de  piedra  para  el  entreteni- 
miento diario  de  cada  motor  fijo. 

6.*    La  que  asi  misociO  necesita  la  alimentación  ¿e  cada  horno  de 
fundición  en  cada  carga  ó  tratamiento  completo,  fijando  el  ndmero  de^ 
operaciones  á$  esta  clase  ó  fusiones  completas  que  sj  calculan  rea» 
lizables  durante  el  afio. 

7.*  Lasemptesas  de  ferro-carriles  fijarán  el  consumo  medio  anual 
por  kilómetro  de  recorrido,  expresando  el  número  de  locomotoras  que 
se  emplean  en  el  servicio  diario  de  cada  línea  y  el  recorrido  kilomé«* 
trico  que  resulta  á  cada  una  de  aquellas.  Respecto  de  los  talleres,  lo 
liarán  en  la  forora  expresada  para  los  motores  fijos. 

Tercera.'  Para  obtener  la  exención  de  que  se  trata  se  requiere  qué 
el  industrial,  además  de  ejercer  la  industria  en  cuyo  favor  se  ha  otor- 
gado aquel  privilegio,  emplee  en  ella  el  carbón  de  piedra;  pues  si  se 
acreditase  que  usa  otros  combustibles  y  no  hace  realmente  consumo  de 
aquel,  no  tendrá  derecho  á  la  concesión  de  crédito  alguno  del  de  piedra. 

Cuarta.  La  administración  del  impuesto  consultará  los  antecedeo- 
les  que  juzgue  oportunos  y  conceptúe  necesarios  para  apreciar  la  ver- 
dadera cifra  de  consumo  y  la  cantidad  de  carbón  de  piedra  que  podrá 
introducir  anualmente  libre  de  derechos  cada  industrial,  el  cual  estará 
obligado  á  facilitarle  cuantas  noticias  le  reclame  con  dicho  objeto^  y  á 
permitir  en  caso  de  duda  el  examen  de  la  cuenta  industrial  de  su  res- 
pectivo establecimiento  solo  en  la  parle  relativa  al  consumo  del  carbón 
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de  piedra;  pudieDdo  además  examinar  los  aparatos  y  máquinas,  talle» 
res,  horaos,  etc.,  siempre  que  lo  estime  conyenieote,  para  cerciorar- 
se de  su  número  y  demás  circunstancias,  y  para  presenciarla  manera 
de  funcionar  de  aquellos  á  fin  de  comprobar  la  cifra  del  consumo  del 
carbón  de  piedra  que  exige  cada  horno  ó  motor  en  una  unidad  de  tiem- 
po, asi  como  para  cerciorarse  de  la  repetición  de  los  actos  industriales 
en  que  se  realice  consumo  del  referido  combustible  en  cada  estableci- 
miento de  esta  clase. 

Quinta.  La  propia  administración,  en  vista  de  los  antecedentes^ 
comprobaciones  que  haya  practicado,  fijará  la  cantidad  anual  de  car- 
bón de  piedra  que  podrá  introducir  con  exención  de  derechos  cada  in- 
dustrial, expidiéndole  el  oportuno  documento  para  su  gobierno;  pero 
8i  00  hubiese  conformidad,  podrán  apelar  los  interesados  ante  la  Di- 
rección general  por  conducto  de  la  Administración  económica  respec- 
tiva, que  reclamará  y  remitirá  los  antecedentes  para  la  resolución  que 
proceda.  En  el  Ínterin  podrán  los  industriales  introducir  el  carbón  de 
piedra  con  conocimiento  de  la  Administración,  que  le  irá  haciendo 
cargo  provisionalmente  en  la  cuenta  respectiva,  sin  perjuicio  de  estar 
¿lo  que  en  definitiva  se  resuelva. 

Sexta.  Los  industriales  estarán  obligados  á  tener  los  almacenes  ó 
depósitos  del  carbón  de  piedra  en  qI  mismo  local  déla  fábrica,  horno, 
taller  ó  establecimiento  en  que  haya  de  realizarse  el  consumo  de  aquel 
combustible,  cuyos  edificios  no  podrán  tener  comunicación  alguna  in- 
terior con  otros. 

Sétima.  En  ningún  caso  será  permitido  introducir  el  carbón  de  pie- 
dra en  el  depósito  sin  autorización  escrita  de  la  Administración  de| 
impuesto  para  que  formalice  el  cargo  correspondiente  y  permita  la 
introducción  con  las  seguridades  que  estime  convenientes.  Tampoco 
podrá  extraerse  fuera  del  local,  pues  en  ambos  casos  incurrirá  en  las 
penalidades  que  para  los  depósitos  en  general  establece  la  instrucción 
de  consumos,  cuyos  preceptos  serán  aplicables  á  los  de  que  se  trata  en 
la  parte  que  tenga  relación. 

Octava.  Agotado  el  crédito  anual  de  carbón  de  piedra  concedido  á 
cada  industrial,  no  podrá  introducir  más  con  libertad  de  derechos  du- 
rante el  mismo  año.  Si  por  lo  contrario  ooconsumiese  todo  el  crédito, 
se  le  aforará  la  existencia  que  resulte  al  finalizar  el  propio  año,  pasan- 
do á  figurar  como  cargo  para  la  cuenta  del  inmediato  siguiente. 

De  orden  del  referido  Sr.  Presidente  lo  comunico  á  V.  E.  para  su 
cumplimiento.  Dios  guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  21  de  No- 
viembre de  i 874. 

Gahacho. 

Sr.  Director  general  de  Contribuciones  é  Impuestos  indirectos. 

Gaceta  de  5  de  Diciembre  de  1874. 
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TRIBUNAL  SUPREMO 


Sentencia  declarando  improcedente  la  via  cantendosa  en  el 
expediente  sobre  revocación  de  la  orden  relativa  á  alum- 
bramiento  de  aguas  por  la  Sociedad  titulada  San  José  y 
María. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  W  de  Octubre  de  1874^  eo  los  autos  sobre 
procedeocia.de  la  vía  contenciosa  y  admisión  de  la  defnanda  presenta- 
da por  el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras,  á  nombrb  y  con  poder  de 
D.  José  Janot  y  Candela,  contra  la  Administración  general  del  Estado, 
representada  por  el  Ministerio  jQscal,  sobre  revoca cion  de  la  orden  del 
Gobierno  de  6  de  Marzo  de  este  ano,  relativa  á  alumbramient(ide  aguas 
por  la  Sociedad  titulada  San  José  y  Marta: 

Resultando  que  en  12  de  Febrero  de  1871  solicitó  D.  José  Janot  del 
Gobernador  de  la  provincia  de  Alicante  que  se  le  condiese  el  aprove- 
chamiento de  las  aguas  públicas  que,  naciendo  eo  el  sitio  llamado  par- 
tido del  Alquitrán,  discurrían  por  el  barranco  deL Agua  Amarga,  en  el 
término  de  Greviileote;  y  que  admitida  esta  solicitud  en  el  dia  14,  se 
instruyó  %l  oportuno  expediente  que  se  encuentra  en  tramitación: 

Resultando  que  en  el  dia  28  del  mismo  mes  y  año  solici  tó  igualmente 
D.  Francisco  Candela  el  registro  de  14  pertenencias  mineras  de  aguas 
subterráneas  en  el  sitio  antes  designado:  y  admitida  la  solicitud  en  2 
de  Marzo,  se  opuso  á  ella  el  D  José  Janot  por  estar  dentro  délas  per- 
tenencias solicitadas  algunos  nacimientos  cuyo  aprovechamiento  tenia 
pretendido  fecha  anterior;  y  qoe  formado  expediente  para  explotadlas 
indicadas  pertenencias  con  el  nombre  de  San  José  y  Marta,  el  Gober* 
nador,  en  desacuerdo  con  el  informe  de  la  Diputación  provincial^' 
mandó  en  29  de  Julio  que  pasase  al  Ingeniero  para  el  reconocimiento 
y  demarcación  en  su  caso,  la  que  se  llevó  á  efecto  sin  terminar  la  di- 
Kgencia  por  evitar  un  conflicto  entre  los  interesados;  más  aquella  Au- 
toridatt^en  8  de  Marzo  de  1872  declaró  sin  curso  y  fenecido  el  referido 
eipeáienie  San  José  y  Marta  por  no  haberse  pedido  la  demarcación;  é 
interpuesto  recurso  de  alzada  para  ante  el  Ministro  de  Fomento,  se  dic- 
tó Real  orden  en  10  de  Julio  del  mismo  año  revocando  el  precitado 
acuerdo,  y  mandando  proceder  á  la  demarcación  y  posesión  de  San 
José  y  Marta,  como  tuvo  efecto,  con  protesta  de  ü.  José  Janot: 

Resultando  que  en  20  de  Febrero  del  repetido  año  de  1872  el  D.  José 
Janot  solicitó  del  ijobernador  un  registro  para  explotación  de  aguas 
eufoterráneas  con  el  nombre  de  La  Ruidosa  en  el  terreno  pertenecien- 
te al  San  José  y  Marta,  fundándose  en  defectos  de  nulidad  de  este  ex- 
pediente por  ne  haber  pedido  á  su  tiempo  la  demarcación,  y  seguido 
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este  último  por  sus  trámites,  después  de  oir  &  la  Junli  consultiva  del 
ramo  se  dictó  uoa  orden  en  46  de  Abril  de  1873  declarándola  fenecido  j 
sin  curso,  y  mandando  terminar  el  de  San  José  y  María,  j  desesti- 
mando las  protestas  hechas  á  su  demarcación: 

Resultando  que  en  19  de  Hayo  siguiente  D.  Francisco  Candela,  por 
medio  de  su  apoderado  y  acompañando  el  oportuno  plano,  solicitó  per- 
miso del  Gobernador  civil  de  la  pTOfincia  de  Alicsote,  con  arreglo  al 
art.  124  déla  ley  de  aguas,  para  construir  un  acueducto  y  utilizar  las 
ya  alumbradas  en  establecimientos  de  riegos  en  las  tierras  de  la  villa 
de  Cre  vil  le  ote  por  la  Sociedad  que  representaba: 

UesuhaDtln  que  dcCetidose  á  ello  por  el  Gobernador  en  5  de  Agosto. 
después  de  oír  el  parecer  del  Ayuntamiento  y  del  Ingeniero  de  la  pro- 
vincia, presentó  escrito  D.  Josa  Janot  oponiéndose  &  ello,  porque  el  in- 
teresado quena  por  este  medio  utilizar  ec  provecho  propio  las  aguas 
del  mao3Hliol  cuyo  aprovechamiento  tenia  pedido  antes;  yprévio  in- 
forme del  ?legOCiado  y  de  la  Sección  correspondiente,  dictó  un  decreto 
,el  Gobernador  en  10  de  Setiembre  desestimando  por  improcedente  di- 
cha solicilud,  y  ordenando  á  D.  José  Jaoot  que  sí  secreia  con  algno 
derecho  i  las  aguas  que  trataba  de  aprovechar  la  Sociedad  San  José  y 
Waria,  procedentes  de  los  alumbramientos  hechos  en  las  liperieneo- 
cias  mineras  concedidas  á  ü.  Francisco  Candela  en  nombre  de  aquella, 
podía  acudir  con  su  demande  á  los  Tribunales  ordinarios  de  confor. 
midad  á  lo  dispuesto  en  el  art.  ÜT  del  reglamento  de  la  ley  vigente  da 
minas;  mas  interpuesta  apelacioq  de  este  fallo  para  ante  el  Hinislro  de 
Fomento,  insistiendo  en  que  se  mandase  seguir  su  expediente  de  apro- 
vechamiento á  las  referidas  aguas  por  tener  derecha  preferente  á  etlas- 
se  oyó  a  la  Junta  superior  facultativa  de  minería  y  se  dictó  una  órdeíi 
por  el  Gobierna  en  6  de  Marzo  de  este  año  confirmando  el  decreto  ape- 
lado, desestimando  la  oposición  de  D.  José  Janot,  y  declarando  que 
las  aguas  subterráneas  alumbradas  por  la  Sociedad  tüulada  Saa  José  y 
María  é  Creviüentera  son  propiedad  exclusiva  de  dicha  Sociedad,  la 
cual,  previa  la  autorizacíoo  correspondiente,  puede  encauzarlas  desda 
la  boca-mina  y  conducirlas  á  donde  le  convenga  para  su  aprovecha- 
miento, reservando  á  D.  José  Janot  el  derecho  de  acudir  á  los  Tribu- 
nales ai  asi  le  conviniese: 

Resultando  que  contra  la  anterior  orden  y  en  16  de  Abril  último 
presentó  demanda  contencfoso-admioisirativa  en  este  Tribunal  Supre- 
mo el  Procurador  D.  Luis  Lumbreras,  á  nombre  y  con  poder  de  D.  José 
Janot  y  Candela,  pidiendo  su  revocación  y  que  se  declare  en  su  lugar 
que  las  aguas  que  pretende  conducir  la  Sociedad  San  Jote  y  María 
pertenecen  en  aprevechamiento  al  demandante  que  con  anterioñdad 
las  tiene  solicitadas,  fundado,  en  cuanto  á  la  procedencia  de  la  deman- 
da, en  que  pone  fin  á  toda  reclamación  en  la  via  gubernativa  la  érdeu. 
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recarrida  y  que  lastima  derechos  preexistentes,  contra  los  caalea  la 
ley  autoriza  la  vía  contenciosa  siempre  que  se  deduzca  dentro  del  pía* 
zo  marcado  por  la  misma: 

Resultando  que  reclamado  y  recibido  el  expediente  gubernativo,  se 
presentó  en  los  autos  el  Licenciado  D.  Manuel  Silvelfa  con  poder  de  va- 
rios individuos  de  la  Sociedad  San  José  y  Marta;  pero  á  instancia  fis- 
cal se  declaró  por  la  Sala  no  haber  lugar  á  tenerlo  por  parte  en  los 
término?  que  lo  pretendía;  y  pasado  todo  á  dicho  Ministerio  fiscal,  se 
ha  opuesto  á  la  admisión  déla  demanda,  apoyado  en  que  desde  el  año 
de  1856  tiene  autorización  dicha  Sociedad  para  alumbrar  aguas,  lo 
cual  reconoció  la  Administración,  y  por  ello  desestimóla  oposición 
hecha  por  Janot  en  las  órdenes  ministeriales  de  10  de  Julio  de  1872  y 
16  de  Abril  de  1873,  que  han  adquirido  el  carácter  de  ejecutorias  y  no 
pueden  ser  objeto^  de  la  via  contencioso-ad  ministra  ti  va;  en  ^e  en  la 
orden  recurrida  no  se  desconoce  el  derecho  que  tiene  el  demandante 
al  aprovechamiento  de  las  aguas  públicas  que  le  fué  concedido  en  12 
de  Abril  de  1871,  si  bien  se  declara  que  la  propiedad  de  las  subterrá- 
neas que  la  Sociedad  tecga  alumbradas  dentro  del  perímetro  de  la  con- 
cesión minera  que  se  le  ha  hecho  pertenece  á  la  misma  ;  y  solicitando 
aquel  dicha  propiedad ,  debe  ventilarse  el  asunto  ante  los  Tribunales 
ordinarios,  según  dispone  el  art.  94  déla  ley  de  1859  y  el  296  de  la  ley 
de  aguas: 

Resultando  que  en  este  estado  se  mandaron  entregar  los  autos  al 
Procurador  Lumbreras  por  término  de  tercero  dia  al  solo  efecto  de  ins* 
truccion  de  dicho  escrito  fiscal,  como  tuvo  efecto,  y  también  al  Licen- 
ciado D.  Manuel  Silvela,  que  se  presentó  con  poder  en  forma  del  Pre- 
sidente de  la  referida  Sociedad,  pretendiendo  coadyuvar  á  la  Admi- 
nistración: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Juan  Jiménez  Cuenca: 

Considerando  que  hecha  por  la  Administración  la  concesión  de  las 
14  pertenencias  mineras  que  pretendió  D.  Francisco  Candela  para 
alumbrar  aguas  subterráneas  en  los  puntos  que  designó  en  el  término 
de  Orevillente;  y  no  habiendo  sido  reclamada  por  D.  José  Janot  en  via 
contenciosa  la  resolución  final  quo  tt^^iñyó  en  el  expediente  formado  al 
efecto,  DO  obstante  la  oposición  que  hÍ/.o,  no  hay  ya  términos  hábiles 
para  que  pueda  volverse  sobre  ella; 

Goosideraodo  que,  sin  embar((o,  <il  demandante  I),  Jo«é  Janot  re- 
prodojo  la  misma  cuestión  que  sostuvo  en  ese  expediente  al  pretender 
eoD  el  nombre  de  La  liuidona  varias  pertenencias  mineras  en  el  mis- 
mo ponto  que  D,  Francisco  Candela,  ó  ses  la  Hociedad  Han  Jo$ó  y  Ma- 
rta, obteniendo  igual  resultado;  es  decir,  la  negación  de  sus  preten- 
siones, quedando  por  ello  una  ve»  más  firme  el  derecho  de  la  Sociedad. 
puesto  qoe  contra  la  resolución  i\fi$\  que  m.By^  •«  ««te  expediente  ad- 
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mioistrativo  tampoco  acudió  pera  su  reforma  en  tiempo  hábil  á  la  via 
cdDteDciosa: 

Considerando  que,  así  las  cosas,  al  reclamar  la  Sociedad  minera 
San  José  y  María  se  le  permitiese  abrir  un  acueducto  para  conducir  y 
utilizar  las  aguas  subterráneas  que  habia  alumbrado  en  las  pertenen- 
cias mineras  que  se  le  concedieron,  el  demandante  ha  vuelto  á  repro- 
ducir la  misma  cuestión  sosteniendo,  no  que  el  actieducto  está  bien  ó 
mal  planteado,  ni  que  la  servidumbre  que  por  él  puede  constituirse 
Te  afecte  ó  perjudique,  sino  simplemente  que  las  aguas  alumbradas 
son  sayas  y  le  pertenecen,  porque  las  pretendió  antes  que  la  Sociedad 
ya  referida,  pidiendo  los  terrenos  en  que  se  han  encontrado: 
,  Considerando  que  al  resolverse  por  tercera  vez  esta  cuestión  no  se 
ha  hecho  otra  coda  que  conOrmar  acuerdos  de  la  Administración;  que 
DO  solo  habian  causado  estado,  sino  que  llegaron  á  ^r  firmes  y  ejecu- 
torios por  no  haberse  interpuesto  contra  ellos  oportunamente  el  recurso 
contencioso: 

Considerando  que  si  bien  procede  éste  contraías  resoluciones  fina- 
les de  la  Administración  que  causan  estado  cuando  la  materia  sobre 
qae  versan  es  susceptible  de  contención,  no  sucede  lo  mismo  contra 
las  que  ya  son  firmes  y  ejecutorias,  porque  seria  un  absurdo  volver 
sobre  éstas,  y  reproducir  hasta  lo  infinito  una  misma  cuestión  ya  re^ 

suelta: 

Considerando  que  no  obsta  para  esto  el  que  aquolUs  resoluciones 
recayesen  en  expedientes  de  minas  y  la  reclamada  hoy  lo  sea  en  uno 
sobre  construcción  de  acueducto,  porque  la  verdad  es  que  es  la  misma 
cuestión  la  que  se  reproduce  entre  unos  mismos  contendientes,  sin 
posibilidad  legal  para  ello,  porque  cuando  se  trata  de  alumbramientos 
de  aguas  subterráneas  por  la  ley  de  minas,  lo  ya  resuelto  sobre  su 
pertinencia  tiene  que  respetarse  al  instruirse  los  expedientes  para  su 
conducción  y  aprovechamiento,  y  partir  de  las* concesiones  hechas  aun 
cuando  se  puedan  suscitar  en  éstos  otras  cuestiones  nuevas  y  distintas 
por  los  que  tengan  personalidad  para  ello: 

Considerando  que  además  la  via  contenciosa  no  procede  sóbrenlas 
cuestiones  que  después  de  hechas  las  concesiones  mineras  por  la  Ad- 
ministración surjan  sobre  su  propiedad  entre  partes,  según  se  ordena 
por  el  art.  94  de  la  ley  de  1859  y  el  87  del  reglamento  para  su  ejecu- 
ción; doctrina  que  acepta  el  art.  296  de  la  ley  de  aguas  al  consignar 
cotnpete  á  los  Tribunales  ordinarios  el  conocimiento  de  las  cuestiones 
relativas  al  dominio  de  las  aguas  públicas  y  al  dominio  y  posesión  de 
las  privadas: 

Considerando  que  una  cuestión  de  esta  clase  es  la  suscitada  por  el 
demandante,  sin  que  varfe  su  índole  el  título  administrativo  en  que- 
pretende  fundar  su  derecho,  porque  ese  título,  en  lo  que  puede  reía- 
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cioHarse  cod  las  aguas  subterráneas  alumbrada!!  por  la  Sociedad  mÍDe-> 
ra  San  José  y  María,  está  ya  juzgado,  carece  de  eGcacia,  no  puede  in« 
Tocarse;  y  en  b  que  no  la  tenga  ha  quedado  completamente  á  salvo  en 
la  orden  recamada,  y  do  puede  por  ello  decirle  que  viola  el  derecho 
que  sobre  otras  aguas  pueda  tener  el  recurrente,  fundado  en  dicho  tí- 
tulo administrativo,  para  alegar  esa  violación  como  base  de  un  juicio 
-contencioso: 

Y  considerando  que  en  todo  caso  las  cuestiones  que  puedan  surgir 
al  utilizar  las  aguas,  aparte  de  las  de  dirección  y  construcción  del 
acueducto,  serán  por  extralimitacion  de  los  derechos  concedidos;  es 
decir,  porque  la  Sociedad,  en  vez  de  conducir  sus  aguas,  se  aprove- 
che de  otras  que  no  sean  suyas;  cuestión  evidentemente  de  propiedad, 
que  solo  puede  nacer  de  un  abuso  que  aun  no  ha  tenido  efecto  para 
fundar  sobre  él  reclamación  alguna;  y  que  si  ocurriese  como  indepen- 
díente de  los  títulos  de  concesión  y  por  el  carácter  privado  délas  aguas 
alumbradas  de  cuya  conducción  se  trata  no  puede  ser  administrativa, 
y  es  por  lo  tanto  de  la  exclusiva  competencia  de  los  Tribunales  ordi- 
narios; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  la  vía 
contenciosa,  y  en  su  virtud  que  no  h¿  lugar  á  la  admisión  de  la  demap- 
da  interpuesta  por  D.  José  Janot  contra  la  orden  de  6  de  Marzo  del  pre- 
sente año  que  ha  sido  reclamada. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  eu  la  Gaceta  o^* 
cial  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa ^  sacándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Mi- 
nisterio de  Fomento  con  la  certificación  oportuna,  lo  pronunciamQs^, 
mandamos  y  firmamos.  =  Juan  González  Acevedo.=Juan  Jiménez 
Cuenca. =:Hanuel  Leon.=:Manuel  Almonaciy  Mora.=Francisco  Armesr 
to.=:Luis  Vázquez  Mondragon.=Mariano  Maury. 

Publicación. =Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el 
Excmo.  Sr.  B.  Juan  Jiménez  Cuenca,  Magistrado  del  Tribunal  Supre- 
mo, celebrando  audiencia  publícala  Sala  tercera  de  que  certifico  como 
Secretario  Relator  en  Madrid  á  24  de  Octubre  de  1874.= Enrique:  Me- 
dina. 

(Gaceta  de  5  de  Diciembre  de  1874), 


Sentencia  declarando  improcedente  la  via  contenciosa  e»  el 
expediente  sobre  que  se  declare  nula  la  cuota  que  encoH' 
cepto  de  repartimiento  impuso  el  Ayuntamiento  de  Almo-' 
dovar  del  Campo  á  la  Sociedad  La  Minería  Española. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  27  de  Octubre  de  1874,  en  la  demanda  pre- 
sentada por  D.  Ceforino  Avecilla.  Director  Gerente  de  la  Sociedad  go- 
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manditaria  titulada  La  Minería  Española^  y  en  su  nombre  el  Procura* 
dor  D.  Eugenio  Santiago  y  Aguado,  contra  la  Administración  del  Es- 
tado, representada  por  el  Ministerio  fiscal,  sobre  que  se  declare  pro- 
cedente la  via  contencioso-administrativa  para  que  se  deje  din  efecto  la 
orden  de  ii  de  Diciembre  de  1875,  que  desestimó  una  reclamación  de 
aquel  relativa  á  que  se  declare  nula  cierta  cuota  que  en  concepto  de 
repartimiento  le  impuso  el  Ayuntamiento  de  Almodovar  del  Campo: 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  de  Almodovar  del  Campo  impuso- 
á  la  Sociedad  comanditaria  titulada  La  Minería  Española  la  cuota  de 
84.000  rs.  por  repartimiento  de  arbitrios  correspondientes  á  los  años 
de  1869  y  1870  por  las  minas  del  Horcajo,  enclavadas  én  su  término- 
municipal,  con  arreglo  á  las  utilidades  que  los  habia  graduado: 

Resultando  que  creyéndola  excesiva  sa  Director  Gerente  D.  Ceferino 
Avecilla,  reclamó  contra  ella  ante  la  Diputación  provincial  de  Ciudad- 
Real:  que  sin  esperar  la  resolución  de  este  cuerpo,  el  mismo  Director 
recurrió  al  Gobierno  en  1."  de  Octubre  de  1870  exponiendo  que  las 
minas  no  pueden  ser  gravadas  con  otros  impuestos  que  los  señalados 
en  la  legislación  especial  del  ramo,  entre  los  cuales  no  tiene  lugar  el 
de  arbitrios  municipales  y  provinciales;  pero  que  sin  embargedlas  del 
Horcajo  se  habia  gravado  con  una  enorme  suma,  muy  superior  al  2^ 
por  100  de  la  que  pagan  al  Estado,  límite  que  señalan  la  ley  de  23  de 
Febrero  de  1870,  el  reglamento  de  20  de  Abril  y  la  Real  orden  de  12 
de  Setiembre  del  mísmoB  año;  concluyendo  con  la  súplica  de  que  se 
adoptaran  medidas  convenientes  para  poner  á  la  industria  minera  á 
cubierto  de  los  graves  males  de  que  estaba  amenazada;  habiéndoso 
por  consecuencia  dictado  la  Real  orden  de  28  de  Enero  de  1871,  en  la 
cual  se  declaró  que  el  Ayuntamiento  habia  estado  en  su  derecho  al  ha- 
cer el  repartimiento,  si  bien  la  cuota  de  84.000  rs.  repartidos  á  las 
minas  del  Horcajo  se  consideraba  como  nula  por  no  haber  tenido  pre- 
sente el  art.  9/  de  la  ley  de  23  de  Febrero  de  1870  ni  la  circular  de  12 
de  Setiembre  del  mismo  año,  que  impiden  que  exceda  el  repartimien- 
to del  25  por  100  de  lo  que  se  paga  al  Estado: 

Resultando  que  publicada  en  la  Gaceta  de  12  de  Enero  de  1872  la 
Real  orden  de  20  de  Julio  de  1871,  por  la  cual  é  consulta  del  Consejo 
de  Estado  fué  desestimada  la  reclamación  de  varias  Sociedades  mine- 
ras contra  el  impuesto  con  que  las  gravó  el  Ayuntamiento  de  Cuevas,. 
provincia  de  Almería,  diciéndose  en  ella  que  dichas  Sociedades  deben 
-contribuir  al  impuesto  de  arbitrios  provinciales  y  municipales  en  el 
punto  en  que  radiquen,  según  el  resultado  de  sus  balances^  conforme 
al  art.  38  del  reglamento  de  20  de  Mayo  de  1870;  y  que  conocida  esta- 
disposición,  el  socio  Gerente  D.  Ceferino  Avecilla  y  una  Comisión  delr 
Ayuntamiento  de  Almodovar,  reunidos  en  Madrid  el  15  de  Marzo  d^ 
i872,  estuvieron  conformes  en  que  teniendo  como  tenían  á  la  vista  los> 
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balances  de  las  minas  del  Horcajo,  relativos  á  los  años  1B69  y  1870,  la 
Sociedad  contribuiria,  tomándolos  por  base,  con  lo  que  le  correspon- 
diera al  tanto  por  100,  como  lo  hablan  hecho  los  demás  contribuyen- 
tes, según  se  realizó;  y  que  en  los  años  sucesivos  la  empresa  minera 
pasarla  sus  balances  al  Ayuntamiento  para  la  imposición  de  lo  que  le 
correspondiese,  como  á  los  demás  vecinos,  si  bien  con  la  protesta  que 
en  el  acto  hizo  el  Director  Avecilla  de  entablar  las  reclamaciones  con- 
venientes contra  la  citada  Real  orden  de  20  de  Julio  de  1871 : 

Resultando  que  el  24  de  Judío  de  1872  acudió  al  Gobierno  el  D.  Ge- 
ferino  Avecilla  refiriendo  la  Real  orden  de  28  de  Enero  de  1871,  en  la 
cual  se  tomó  por  base  para  el  impuesto  del  25  por  liiO  de  lo  que  se  pa- 
gase al  Tesoro,  haciendo  mérito  también  de  la  de  20  de  Julio  de  1871, 
y  solicitando  que  se  declarara  haber  causado  estado  la  primera;  y  que 
á  esta  exposición  recayó  resolución  á  consulta  del  Consejo  de  Estado, 
reducida  á  que  pues  conforme  á  la  orden  de  28  de  Enero  de  1871  el 
Ayuntamiento  de  Almodóvar  debia  señalar  una  nueva  cuota  á  la  Socie- 
dad minera,  oo  habia  lugar  á  resolver  por  entonces  su  pretensión  por 
no  habérsele  causado  agravio  alguno: 

Resultando  que  en  15  de  Marzo  de  1873  el  repetido  Director  Gerente 
D.  Ceferino  Avecilla  pidió  al  Ayuntamiento  de  Almodóvar  del  Campo  y 
Junta  de  asociados  que,  considerando  inaplicable  á  La  Minería  Espa* 
ñola  la  Real  orden  de  20  de  Julio  de  1871,  publicada  en  la  Gaceta  de 
12  de  Enero  de  1872,  se  sirviese  reforifaar  la  cuota  con  que  habia  de 
contribuir  dicha  Sociedad  por  las  minas  del  Horcajo,  adoptando  como 
base  la  que  establece  la  Real  ^rden  de  28  de  Enero  de  1871,  según  la 
cual  no  puede  exceder  del  25  por  100  de  lo  que  se  paga  al  Estado,  y 
abonarle  lo  que  tenga  pagado  de  exceso,  fundándose  en  extensas  razo- 
nes; y  que  el  referido  Municipio  en  sesión  de  6  de  Abril  siguiente  acor- 
dó desestimar  dicha  solicitud,  cuyo  acuerdo  fué  confirmado  por  la  Co- 
misión provincial  en  16  de  Mayo  del  mismo  año: 

Resultando  que  de  este  acuerdo  se  alzó  el  recurrente  ante  el  Gobier- 
no en  1.*  de  Junio;  y  el  Ministro  de  la  Gobernacioo,  de  conformidad 
con  el  dictamen  de  la  Sección  de  Gobernaoion  y  Fomento  del  Consejo 
de  Estado^  desestimó  el  recurso  de  alzada  mencionado: 

Resultando  que  publicada  esta  resolución  en  la  Gacela  de  19  del 
mismo  mes  y  año,  el  Licenciado  D.  Vicente  Nuñez  de  Velasco,  en  nom- 
bre de  D.  Ceferino  Avecilla,  en  el  concepto  indicado,  entabló  demanda 
en  este  Tribunal  Supremo  en  5  de  Junio  de  1874  con  la  solicitud  de 
que  se'admita,  declarando  procedente  la  via  contenciosa,  y  en  su  dia 
se  revoque  y  dej^  sin  efecto  la  referida  orden  de  11  de  Diciembre  de 
1873,  y  se  declare  que  siendo  nula  la  cuota  de  84.000  rs.  impuesta  el 
año  de  1870  en  concepto  de  repartimiento  por  la  Junta  municipal  de 
Almodóvar  á  su  representado  como  Director  Gerente  de  La  Minería 


Española,  é  inaplicable  á  esta  Sociedad  la  Real  órdeo  pablicada  en  12 
de  Enero  de  1872,  debe  reformarse  dicha  cuota  estableciendo  como 
base  y  respetando  como  limite  pira  la  nueva  que  se  imponga  los  que 
0ja  la  Real  orden  de  28  de  Enero  de  1871,  según  la  cual  no  debe  exce- 
der del  2b  por  100  de  lo  que  paga  al  Estado,  y  mandar  que  dicho 
Ayuntamiento  le  abone  la  cantidad  que  ha  satisfecho  con  exceso,  coa« 
cretando  los  hechos  y  fundamentos  que  tuvo  por  conveniente: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  no  se  opuso  á  la  admisión  de  la 
demanda  fundado  en  que  siendo  la  legislación  de  impuestos  municipa- 
les, y  no  la  especial  de  minas,  la  que  debe  aplicarse  á  la  resolución  de 
este  litigio,  DO  habla  duda  de  que  el  recurso  era  admisible  por  razón 
del  tiempo  en  que  se  ha  hecho  uso  de  él,  por  la  materia  y  tramitación 
que  ha  seguido  el  expediente,  según  lo  tiene  declarado  la  Sala  en  sen- 
tencias de  ^9  de  Diciembre  de  1Ó73  y  15  de  Enero  del  corriente  año, 
señalando  los  artículos  que  hacen  procedente  la  vía  contenciosa  para 
los  recursos  de  esta  clase: 

Resultando  que  requiriendo  mayor  examen  ajuicio  de  la  Sala  para 
decidir  sobre  la  procedencia  ó  improcedencia  de  dicha  via,  por  provi- 
dencia de  14  de  Julio  mandó  instruir  á  las  partes  por  término  de  tres 
días,  como  se  ha  verificado: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Manuel  Almonací  y  Mora: 

Considerando  que  las  disposiciones  generales  de  la  Administración 
activa  no  son  susceptibles  de  reforma  por  la  via  contenciosa,  la  cual 
está  limitada  alas  disposiones  particulares  administrativas  que  causen 
estado  y  hayan  lesionado  el  derecho  preexistente  del  sujeto  que  la  rea- 
cia ma«  ^egun  es  constante  jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado  y  de 
este  Tribunal: 

Considerando  que  habiéndose  declarado  en  la  Real  orden  de  20  de 
Julio  de  4871,  que  pretende  el  Director  Gerente  D.  Ceferido  Avecilla  no 
serle  aplicable,  que,  conforme  á  la  ley  sobre  arbitrios  de  23  de  Febrero 
de  1870  y  al  art.  38  del  reglamento  dictado  para  su  ejecución,  las  So- 
ciedades mineras  deben  coatribuir  á  dicho  impuesto  en  los  puntos 
donde  radican  y  con  arreglo  á  sus  balances,  y  resuéltose  en  la  de  11 
de  Diciembre  próximo  pasado,  que  es  la  reclaniada  por  Avecilla,  que  los 
princifvios  y  disposicione^i  de  aquella  son  aplicables  á  todas  las  Socieda- 
des mineras,  esta  última  orden  comprende  por  consecuencia  una  dis- 
posición de  carácter  general,  contralla  cual  no  procede  la  via  conten* 
ciosa  como  se  ha  dicho; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  improcedente  la  via 
contenciosa,  y  que  no  há  tugará  la  admisión  de  la  demanda  propuesta 
por  D.  Ceferino  Avecilla,  Director  Gerente  de  la  Sociedad  Minería  Es* 
pañola,  reclamada  contra  la  órdea  de  li  de  Diciembre  del  año  próxi* 
mo  pasado. 
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Asi  por  esta  DuastraseDteDcta,  quesepubliciTienla  Gaceta  oBcial 
yseÍDiertaráeDla  Celeceiotí  legislativa,  sacindose  alefectn  las  copias 
Daceíadas,  y  deToIridadose  el  expe'dieote  gabernaiívo  al  HiniBtBrio  de 
laGaberaacion  coa  la  certiflcacioii  preveDÍda,  lo  pronuaciamoa,  maa- 
damos;  firmamos. =Juan  González  Acevedo.=Jos¿  Haría  Herreros  de 
Tejadff:=Paecuar  Bayarri.=JuaD  Jiménez CucDca.=UtDuel  LeoD.=lg- 
nacio  V¡e¡les.=Manuel  Alraonaci  y  Hora. 

PoblicEcion .sLeida  y  publicada  fué  la  precedente  seotencia  por  el 
Excmo.  Sr.  D.  Haauel  AlmoDecl  y  Mora.  Magistrado  de  )■  Sala  tercera 
del  Tribunal  Supremo,  celebrando  audieDcia  pdblica  la  misma  en  el 
dia  dehoj  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  i  SS  de 
Octubre  de  4 874.= Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 

(Gaceta  de  i  de  Diciembre  de  l&Ji). 


MINISTERIO  DE  HACIENDA. 

fíesoUtcionen  el  expediente  sobre  habilitación  de  la  Aduana 

deMarbella  para  importar  del  extranjero  carbón  de  piedra 

y  otros  artículos. 

limo.  Sr.:  Visto  el  expediente  instruido  á  consecuencis  de  ana  ius- 
tancia  de  D.  Joaquin  Zayas  á  nombre  de  la  casa  Gándara  y  Guadit, 
propietarios  de  la  colonia  da  Sao  Pedro  Alcántara,  en  la  proTincia  de 
Hdlaga,  solicitando  que  se  amplié  la  habilitación  de  la  Aduana  dejHar- 
bella  para  importar  del  extranjero  carbón  de  piedra,  maderas  de  coas- 
iniCCioD,  maquinaría  agrícola  y  para  la  elaboración  de  azúcar,  negro 
aDimal,  piedras  de  molino,  ladrílloa  refractarios  y  abonas  ertiflciales 
con  destino  á  la  citada  colonia  y  á  la  fábrica  de  azúcar  llamada  &t 
Ángel: 

Vistos  loi  informes  emitidos  por  el  Jefe  de  la  AdministracioQ  eco- 
DÓmica  de  Hilaga,  Administrador  principal  de  Aduanas,  Jefe  de  la  Co- 
mandancia de  Carabineros  y  Junta  provincial  de  AgncuUura.  Industria 
y  Gomercio,  cuyos  informes  son  favorables  á  la  inslanciar 

Gonsiderando  que  Ib  Aduana  de  Marbelia  está  habilitada  para  el 
despacho  de  varios  de  loa  articnlos  cuya  introducción  se  solicita,  co- 
mo es  el  carboD  miaeral,  los  ladrillos  refractarios  y  la  msquiiiBriar 

Considerando  que  con  la  introducción  directa  de  los  deiiiils  efectos 
se  favorecen  los  intereses  de  la  industria  agríenla  y  de  la  elaboración 
de  azdcar,  ^o  que  se  perjudiquen  los  de  la  Hacienda; 

Y  considerando  que  la  Aduana  de  Uarbella  tiene  de  dotación  dos  em- 
pleados periciales,  que  pvadan  atender  al  servicio  de  que  se  irnta; 

£1  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República,  de  confurmit' 
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con  lo  propuesto  por  V.  I.,  ha  resuelto  que  se  amplíe  la  habilitación 
de  la  Aduana  de  Marbella,  proviucia  de  Málaga,  para  importar  del 
extranjero  maderas  de  construcción,  negro  animal,  piedras  de  molino 
y  abonos  de  todas  clases. 

De  orden  del  mismo  Sr.  Presidente  lo  digo  á  V.  I.  para  los  efectos 
correspondientes.  Dios  guarde  á  V.  I.  muchos  años.  Madrid  17  de  No- 
viembre de  1874. 

Gamagho. 
Sr.  Director  general  de  Aduanas. 

Gaceta  de  6  de  Diciembre  de  1874. 


Orden  declarando  que  el  carbón  de  piedra  que  dedique  la  in- 
dustria minera  á  sus  aparatos  y  máquinas  de  vapor  está 
exento  del  derecho  de  consumos. 

Excmo.  Sr.  Vista  lina  instancia  de  D.  Geferino  Avecilla,  á  nombre 
de  la  Compañía  La  Mineña  Española^  pidiendo  se  declare  que  está 
exento  del  pago  de  derechos  de  consumo  el  carbón  de  piedra  que  em- 
plea la  industria  minera  para  poner  en  movimiento  sus  máquinas  y 
aparatos: 

Considerando  que  la  exención  solicitada  está  dentro  del  espíritu  de 
ia  orden  de  16  de  Octubre  último,  por  la  que  se  declaró  que  estaba 
exento  del  pago  de  dichos  derechos  el  carbón  de  piedra  dedicado  i 
ciertas  industrias: 

y  considerando  que  si  esta  industria  no  está  comprendida  en  la 
tarifa  3."  del  subsidio,  es  debido  á  que  la  legislación  especial  del  ramo 
la  releva  del  pago  de  esa  contribución,  y  no  sería  justo  que  las  conse- 
cuencias dé  una  disposición  que  la  es  favorable  bajo  este  concepto  sir- 
va de  razón  para  que  se  la  grave  con  el  impuesto  de  consumos,  que  no 
la  correspondería  pagar  si  aquella  no  existiese; 

El  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República  ha  resuelto  que 
la  industria  minera  está  comprendida  entre  las  exentas  del  derecho  de 
consumos  de  carbón  de  piedra  en  la  orden  citada  de  16  de  Octubre  por 
el  de  esta  clase  que  dedique  á  sus  aparatos  ó  máquinas  de  vapor. 

De  su  orden  lo  digo  á  V.  E.  para  los  efectos  consiguientes.  Dios 
guarde  á  V.  E.  muchos  años.  Madrid  21  de  Noviembre  de  1874. 

Camagho. 

Sr.  Director  general  de  Contribuciones  é  Impuestos  indirectos. 

(Gaceta  de  15  de  Diciembre  de  1874j. 

Fllí  DEIi  TOMO  QUIITO. 
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